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NOMBRO  1. 


CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Desahucio. — Sentencia  de  2  de  Julio  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Lorenzo  Yaibueno 

Smtra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
adrid  ,  en  pleito  con  J).  Pió  Martin. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  no  pueden  considerarse  infringidos  por  una  ienltñéto  ar- 
tículos de  lá  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  qué  fio  son  aplieabtés  al 
casó  del  pleito. 

Btí  la  tilla  de  Madrid,  á  í  de  Julio  de  186*,  en  los. autos  que  antd 
No*  penden  en  virtud  del  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzga- 
do de  primera  Instancia  del  distrito  de  Palacio  de  esta  capüal  juan, 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Pío  Martin. coa 
Don  Lorenzo  Val  bueno,  sobre  desahució: 

Resultando  qde ,  previa  celebración  de  acto  conciliatorio*  .9,  Pió 
Martin;  ddeffo  de  la  casa  calle  de  Cbravacá ,  núm.  8,  dedujo  deman- 
da,contra  B.  Lorenzo  Val  buenos  inquiiino  dé  bn  cuarto  de  ella,  en 
la  que  éxpbsd  que  habla  dado  en  arriendo  el  expresado  otarlo  á  Val* 
bueno,  fen  precio  de  cuatro  rs.  diferida;  pero  que  desatendiendo  asta 
tan  legítima  obligación,  dejó  de  pagar  los  alquileres  desde  Di  mes 
Enero  de  1866,  y  pidió  se  le  condenase  6  que  dentro  del  tanateo  de 
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ocho  días,  tsefialado  en  el  art.  647  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
dejase  libre  y  desocupado  el  mencionado  cuarto  cop  expresa  conde* 
Dación  de  costas: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  al  Juicio  verbal  prevenido 
por  la  ley ,  Valbueno-negé~4os  hechos  expuestos  por  el  actor,  y  en 
su  virtud  se  le  confirió  traslado  de  la  demanda  por  el  término  ordi- 
nario •  que  evacuó  pretendiendo  se  desestimara»  con  imposición  de 
perpetuo  silencio  y  costas  al  D.  Pió  Martin ;  y  para  ello  alegó  que 
no  contrató  con  el  demandante  el  arrendamiento ,  sino  con  su  ad- 
ministrador ,  fijando  el  precio  del  alquiler  en  dos  rs.  diarios;  que  á 
razón  de  -ellos  los  habla  satisfecho  hasta  fin  de  Mayo  de  1866,  en 
cuya  época  no  tyiiso  el  administrador  recibirlos,  diciendo  tenia  orden 
del  dueño  de  la  casa  para  cobrar  cuatro  rs.  diarios: 

lesultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  por  el  término  de  la 
ley,  á  instancia  del  demandado  absolvió  posiciones  el  actor,  di- 
ciendo que  el  alquiler  estipulado  por  la  habitación  de  que  se  trata 
fué  el  de  1M  reales  mensuales,  y  el  arriendo  lo  hizo  el  portero  que 
entonces  habla  en  la  casa,  José  Alba,  al  que  dio  el  declurante  los  re- 
cibos para  que  le  devolviese  el  duplicado  firmado  por  Valbueno,  lo 
cual  no  verificó  aquel  por  haberle  despedido  á  los  pocos  días: 

Resultando  que  en.fi  de  Abril  de  1867  Valbueno  presentó  un  in- 
terrogatorio para  que  á  su  tenor  fuera  examinado  José  Alba  á  fin  de 
acreditar  que  fué  el  que  le  alquiló  la  habitación  en  18  de  Octubre  de 
1865,  en  precio  de  dos  rs.  diarios,  con  la  condición  de  no  aumentar 
este  alquiler  en  el  tiempo  de  cuatro  ahos;y  por  auto  del  mismo  día, 
teniendo  en  consideración  que  en  él  terminaban  los  sesenta  por  que 
se  habla  recibido  el  pleito  á  prueba ,  se  declaró  sin  lugar  lo  preten- 
dido por  Valbueno,  á causa  de  no  haber  tiempo  para  (fue  aquella  pu- 
diera realizarse:  *  . 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  Valbueno  de  dicho 
proveído,  fué  confirmado»  con  las  costas ,  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia :  que  devueltos  los  autos  al  inferior ,  se  unieron  las  prue- 
bas practicadas;  y  entregados  á  las  partes  para  alegar,  al  verificarlo 
Valbueno  pidió,  por  un  otrosí,  que  para  mejor  proveer  se  hiciera 
comparecer  á  José  Alba  á  fin  de  que  declarase  al  tenor  del  interro- 
gatorio que  formulaba,  igual  al  que  con  tal  objeto  había  presentado 
anteriormente: 

lesultando  que  llamados  los  autos  á  la  vista ,  citadas  las  partes, 
el  Juez  dictó  sentencia  en  31  de  Enero  de  1868 ,  declarando  haber 
lugar  al  desahucio  solicitado  por  D.  Pió  Martin:  que  admitida  la  ape- 
lación que  interpuso  D.  Lorenzo  Valbueno  al  evacuar  la  instancia  que 
se  te  confirió,  por  un  otrosí  pidió  que,  teniendo  en  cuenta  lo  dispues» 
lo  en  el  caso  primero  del  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
se  recibiese  el  pleito  4  prueba  por  el  término  que  se  estimara  nece- 
sario para  Justificar. lo  que  pretendió  en  primera*  <i  asaque  YaUhuew 
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Se  habia  obligado  á  pagar  por  los  alquileres  del  cuarto ,  objeto  del 
pleito,  la  suma  de  dos  rs.  diarios: 

Resultando  que  denegada  la  pretensión  deducida  por  parte  de  Tai- 
bueno  en  el  referido  otrosí,  así  como  la  súplica  que  interpuso,  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  pronunció  sentencia  en  li  de  iutio  de 
1868,  confirmando  con  las  costas  ía  apelada: 

Resultando  que  D.  Lorenzo  Valbueno  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, fundado  en  que  la  sentencia  es  contraria  á  ley,  y  ademas  por 
la  causa  cuarta  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y 
alegó  en  este  concepto  que,  denegada  en  primera  instancia  la  prueba 
que  propuso,  por  decirse  que  faltaba  tiempo  para  ello,  se  habia  con- 
trariado lo  dispuesto  en  el  art.  273  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
puesto  que  los  Jueces  sólo  pueden  rechazar  las  que  consideren  im- 
pertinentes ó  inútiles;  y  que  también  se  habia  faltado  al  caso  primero 
del  .art.  869 ,  porque  la  prueba  que  solicitó  en  segunda  instancia  era 
conducente  y  se  referia  á  lo  que  propuso  en  primera»  y  que  no  se 
practicó  por  falta  de  tiempo  según  dijo  el  Juez: 

T  resultando  qne  la  mencionada  Sala  admitió  el  recurso  en  cnan- 
to se  referia  al  fondo  y  denegó  su  admisión  en  lo  relativo  á  la  forma: 
pero  interpuesta  apelación  por  Valbueno ,  por  sentencia  de  este  tri- 
bunal Supremo  se  admitió  dicho  recurso,  fundado  en  la  causa  cuarta 
del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Ríos. 

Considerando  que  la  disposición  primera  del  art.  869  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  invocada  por  Valbueno  como  fundamento  del  re- 
curso, no  es  aplicable  al  caso  presente,  porque  el  hecho  de  no  ha- 
berse practicado  en  la.  primera  instancia  una  parte  de  la  prueba  por 
él  formulada  ,  le  es  imputable,  en  razón  A  haber  dejado  trascurrir 
cincuenta  y  nueve  dias  de  los  sesenta  que  como  máximum  le  fueron 
concedidos  para  ella,  sin  articularla  en  forma  legal,  imposibilitando 
con  esta  morosidad  su  realización: 

Considerando  que  tampoco  resulta  infringido  el  artículo  IÍ3  de  la 
expresada  ley;  porque  no  se  denegó  diligencia  de  prueba  solicitada 
en  tiempo  hábil,  que  hubiese  posibilidad  de  ejecutar,  pues  el  inter- 
rogatorio presentado  el  dia  mismo  en  que  aquel  espiraba  ,  evidente- 
mente no  podia  Ser  evacuado  dentro  de  aquel; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  0.  Lorenzo  Valbueno ,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que 
prestó  caución,  la  cual,  caso  de  hacerse  efectiva,  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley ;  y  pasen  Iqs  autos  á  la  Sala  primera  para  la  sus- 
tanciacion  del  recurso  en  el  fondo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno,  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias »  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  tirmamos.^Sebas* 
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tiqn  González  Nandin.=Pascual  Bayarri.=Francisco  de  Paula  Salas.= 
Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.=Juan  Jiménez  Cuenca.=Manuei  León.= 
Miguel  Zorrilla. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  Ijt  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  é  llus- 
trísimp  Sr.  D.  Antonio  Gutiérrez  de  Jos  Rios,  Ministro  de  la  Sala 
segunda  del  Tribunal  Supremo  de. Justicia,  celebrando  audiencia 
púbftca  la  misma  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano 
de.  Cámara. 

Madrid  2  de  Julio  de  1869.=Rogelio  González  Montes. 

•        '     Me.  2. 

■     « 
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Jfcga  fie  muu  vedis. — Sentencia  de  3  de  Julio,  declarando  no  ha- 
:  .  \m  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Cesárea 
.    Izaguirre,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Manuel  Soler  y  D.  A  a  gal 
Mansilla,  testamentarios  de  Doña  María  de  los  Angeles  Quiroga 
y  González. 

*       i 

En  los  considerandos  se  establece : 

•  L°  Que  á  la  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  las  facultades  que 
M  cpncede  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  corres- 
ponde examinar  y  apreciar  las  pruebas  suministradas  ppr  las  par- 
te&,  fprmando  su  convicción,  según  las  reglas  del  criterio  racional. 

.2.°  Que  habiendo  sido  modificadas  esencialmente  por  el  citado 
art.  317  las  leyes  28,  29,  32,  40  y  41  del  tit.  16,  Partida  3.*, 
.seyun  tiene  declarado  con  repetición  este  Supremo  Tribunal,  es 
inoportuna  su  cita  como  fundamento  del  recurso  de  casación, 
,5.°  Que  no  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  en  la  in- 
fracción de  leyes  y  principios  que  son  inaplicables  al  caso  del 
pleito. 

\t .  En  Ja  villa  de  Madrid  f  &  3  de  Julio  de  1869 ,  en  los  autos  que  en 
'el  Jugado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hopicio  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  ha  seguido  Cesárea  Izaguirre 
con  D.  Manuel  Soler  y  D.  Ángel  Mansilla,  testamentarios  de  Pona  Ma- 
ría de  loa  Angeles  Quiroga  y  González,  sobre  pago  de  maravedís ;  au- 
tQs  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
pQr  Ja  demandante  contra  la  sentencia  •  que  en  24  de  Diciembre  (fe 
1868  dictó  la  referida  Sala : 
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Resultando  que  en  19  de  Junio  de  1867  D.  Teodoro  Brizuela  y  sq 
esposa  Doña  María  de  los  Angeles  Quiroga,  otorgaron  testamento  de 
mancomún,  por  e|  que  el  primero  instituyó  heredera  &  su  madre 
Doña  Basilisa  de  la  Calera ,  dejando  el  tercio  de  sus  bienes  ¿  su  es- 
posa, y  nombrándola  por  heredera  parp  el  caso  de  que  antes  de  él 
muriese  su  madre:  legó  á  Cesárea  izaguirre,  que  se. hallaba  en  su 
casa  en  clase  de  sirviente,  8.000  rs.,  y  4.000  á  María  Fernandez,  á  la 
cual  por  un  acto  de  devoción  y  con  su  consentimiento,  sacó  su  es- 
posa de  la  Inclusa  de  esta  capital  á  los  ocho  días  de  haber  nacido;  y 
la  Doña  María  de  los  Angeles  Quiroga  legó  á  la  misma  María  Fer- 
nandez 6.000  rs.,  y  i  Cesárea  Izaguirre,  su  doncella,  12.000;  deter- 
minando ambos ,  para  el  caso  de  que  á  su  muerte  no  hubiese  salido 
de  la  menor  edad  la  María  Fernandez ,  que  fuese  su  tutor  y  curador 
ad  bona ,  relevado  de  fianza  respecto  á  la  administración  de  las  can- 
tidades legadas,  D.  Benito  Pindado;  y  se  nombraron  mutuamente  alr 
baceas  testamentarios,  en  unión  de  D.  Ángel  Mansilla,  para  que  el 
sobreviviente  y  el  D.  Ángel,  juntos  é  in  solidum,  verificado  el  falleci- 
miento del  otro,  se  apoderasen  de  sus  biepes,  vendiendo  lo  necesario 
en  pública  ó  secreta  almoneda : 

.  Resultando  que  en  19  de  Octubre  de  1865  la  Doña  María  de  los  An- 
geles Quiroga ,  viuda  ya  del  D.  Teodoro  Brizuela ,  hallándose  grave- 
mente enferma ,  otorgó  otro  testamento  nombrando  por  sus  albaceas 
testamentarios  á  D.  Manuel  Soler  y  Espalter,  Doctor  en  Medicina,  y 
á  D.  Ángel  Mansilla,  propietario  y  comerciante,  á  los  cuales  además 
instituyó  por  sus  únicos  herederos  fideicomisarios  del  remanente  de 
todos  sus  bienes,  deducidos  los  gastos  piadosos,  para  que  le, diesen 
el  destino,  inversión  y  aplicación  que  les  tenia  comunicado  de  pala- 
bra con  la  reserva  conveniente  y  se  propQnia  comunicarles  en  lo  su- 
cesivo, sin  que  sí  les  pudiera  compeler  á  declarar  el  fideicomiso  ni 
á  rendir  cuentas  de  la  inversión  de  sus  fondos  por  persona  ni  Auto- 
ridad alguna;  y  revocó  y  anuló  todas  las  disposiciones  testamentarias 
que  anteriormente  hubiese  hecho  : 

Resultando  que  Cesárea  Izaguirre  y  Fernandez  en  15  de  Octubre  de 
1866,  entabló  demanda  por  acción  personal,  pidiendo  que  se  conde- 
nase á  la  testamentaría  ó  abftitestato ,  en  su  caso ,  de  Doña  María  de 
los  Angeles  Quiroga ,  en  quien  también  recayeron  los  bienes  de  su 
esposo  D.  Teodoro  Brizuela,  ó  como  representantes  de  la  misma  se- 
ñora á  D.  Manuel  Soler  y  á  D.  Ángel  Mansilla,  al  pago  de  24.254  rea- 
les 50  cents. ,  importe  de  sus  salarios  devengados  en  veinte  años,  dos 
meses  y  diez  y  siete  dias,  á  razón  de  100  rs.  mensuales,  con  el  au- 
mento que  á  juicio  de  peritos  se  estimase  justo,  atendida  la  variación 
de  los  tiempos,  así  como  al  abono  de  29.524  rs.,  ó  de  lo  que  fijamente 
importara  la  parte  de  ganancia  que  la  correspondía,  por  haber  apli- 
cado sus  amos  á  las  negociaciones  de  su  industria  dichos  salarios,  ó 
cuando  ifiénos  al  pago  de  12.666  rs.  30  cents,  que,  salvo  error,  venia 
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&  importar  la  cuenta  de  los  intereses  legales  que  correspondían  á  las 
cantidades  utilizadas  por  la  parte  deudora ;  al  pago  además  del  im- 
porte á  que  ascendían  ips  intereses,  á  razón  de  un  6  por  100,  deven- 
gados, desde  el  dia  en  que  debió  ser  reintegrada  hasta  la  fecha  de  la 
demanda,  así  como  al  de  un  9  por  100,  ^  más  si  procediere,  que  desde 
entonces  fijaba,  correspondiente  á  la  suma  total  que  tenia  derecho  á 
percibir  desde  aquel  dia,  y  en  todas  las  costas",  alegando  para  ello 
que  habla  estado  sirviendo  en  clase  de  ama  de  gobierno,  doncella  y 
criada  á  D.  Teodoro  Brizuela  y  Doña  María  de  los  Angeles  Quiroga, 
su  esposa ,  desde  el  dia  18  de  Agosto  de  1845  hasta  el  5  de  Noviem- 
bre de  1865,  que  eran  veinte  años ,  dos  meses  y  diez  y  siete  dias:  que 
Brizuela  y  su  esposa  prometieron  abonarla  el  salario  de  100  rs.  men- 
suales ,  sin  perjuicio  de.  aumentárselo ,  según  fuera  su  cumplimiento, 
aumento  que  no  se  verificó  á  pesar  de  haberle  tenido  en  esta  capi- 
tal los  salarios  de  dicha  clase  de  sirvientes ,  ni  tampoco  la  pagaron 
cosa  alguna  á  cuenta  de  los  suyos :  que  por  meses  vencidos  fué  ella 
dejando  en  poder  de  sus  amos  sus  salarios  para  invertirlos ,  como 
aquellos  los  invirtieron ,  en  las  negociaciones  de  la  casa ,  que  era  la 
fabricación  de  paraguas ,  y  obtener  la  parte  de  ganancia  correspon- 
diente, confiada  en  las  promesas  que  sus  amos  la  hacían  de  protegerla 
y  de  mirar  por  sus  intereses :  que  sus  salarios  á  razón  de  100  reales 
mensuales,  importaban  24,254  rs.  50  cents.,  sin  perjuicio  del  aumento 
que  según  peritos  hubiere  tenido  esta  clase  de  servicios :  que  calcu- 
lada en  un  12  por  100  la  utilidad  líquida  de  la  industria  de  la  para- 
güería ,  ascendía  á  más  de  29.524  rs.  la  que  correspondía  á  sus  sala- 
rios invertidos  en  ella :  que  al  menos  se  le  adeudaban  lo  que  impor- 
tara el  interés  que  á  razón  del  3  por  100  ganaron  sus  salarios  deven- 
gados desde  el  18  de  Agosto  de  1845  hasta  el  14  dg  Marzo  de  1856,  y 
desde  esta  fecha  en  adelante,  capitalizada  la  suma,  la  correspondía 
por  ella  y  por  lo  ganado  después  á  razón  de  un  6  por  100  anual  12.666 
reales.  30  cents. ,  así  como  por  haber  dejado  de  pagarla  este  crédito 
desde  el  dia  en  que  fué  despedida  hasta  la  fecha  de  la  demanda,  de- 
bía abonársela  un  6  por  100  anual ,  y  después  hasta  la  terminación 
del  pleito  el  mayor  interés  que  hubiera  podido  ganar  con  su  dinero 
en  la  Caja  de  Depósitos  ó  en  cualquiera  establecimiento  de  crédito,  ó 
dándolo  á  préstamo  con  segura  garantía:  <]ue  siendo  menor  de  vein- 
ticinco años,  la  causó  su  amo  D.  Teodoro  Brizuela  el  perjuicio  de  te- 
ner en  ella  una  hija  que,  aunque  en  un  principio  fué  llevada  á  la  In- 
clusa ,  se  la  sacó  á  los  ocho  dias,  y  el  D.  Teodoro  y  su  esposa  la  tu- 
vieron dn  su  casa ,  educándola  en  un  colegio:  que  por  vía  de  indem- 
nización de  este  perjuicio ,  no  solamente  la  ofrecieron  el  D.  Teodoro 
y  su  mujer  protegerla ,  sino  que  la  dejaron  algunos  legados  en  su  tes- 
tamento :  que  por  haberles  asistido  en  las  gravísimas  enfermedades 
que  arabos  padecieron ,  la  regalaron  casi  todo  el  importe  del  precio 
de  una  casita,  que  la  aconsejaron  que  comprara  en  la  villa  de  Pinto: 
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que  Como  sus  mismos  amos  lo  confesaban ,  les  ayudó  eficaz  é  ince- 
santemente á  que  prosperase  su  casa,  por  lo  cual  la  hicieron  algunos 
otros  regalos»  con  los  que,  y  con  la  ropa  usada'que  su  ama  la  daba 
y  las  labores  en. que  ella  se  entretenía  algunos  ratos,  tuvo  siempre 
Jo  bastante  para  vestirse  y  calzarse,  con  arreglo  á  su  condición;  y 
que  D.  Manuel  Soler  y  D  Ángel  Mansilla,  titulados  testamentarios  de 
Doña  María  de  los  Angeles  Quiroga ,  se  habían  negado  sin  razón  ni 
justicia  á  darla  ninguna  explicación  acerca  de  la  última  disposición 
testamentaria  que  se  decia  otorgó  al  morir  la  Doña  Angeles,  á  abonarla 
sus  salarios  y  á  todo  lo  demás  respectivo  á  los  derechos  que  creía 
tener ,  habiendo  además  enviado  á  la  niña  á  la  Inclusa ;  y  por  últi- 
mo, citó  como  fundamentos  de  derecho  la  ley  1.a ,  tít.  1.*,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación ,  que  manda  cumplir  las  obligaciones  y  con- 
tratos en  el  modo  en  que  se  hicieron;  la  3.a,  7.a  y  10,  tít.  10,  Par- 
da 5/ ,  sobre  compañías ;  la  regla  de  derecho ,  de  que  ninguno  debe 
enriquecerse  con  perjuicio  de  otro;  la  doctrina  legal  de  que  los  amos 
deben  pagar  á  su  tiempo  los  salarios  de  sus  criados;  la  ley  13,  tít.  11, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  sobre  abono  de  intereses  á  los 
criados  cuando  se  retarde  el  pago  de  salarios,  y  Ja  10  del  mismo  tí- 
tulo y  libro,  que  les  concede  acción  para  pedir  sus  salarios  durante 
tres  añoS,  contados  desde  la  salida  de  la  casa;  la  ley  de  li  de  Marzo 
de  1856 ,  que  fija  el  interés  legal  del  dinero,  y  la  8.a ,  tít.  22,  Partida 
3.a ,  sobre  condena  de  costas : 

Resultando  que  D.  Manuel  Soler  y  D.  Ángel  Mansilla  pretendieron 
que  se  absolviese  de  la  demanda  á  la  testamentaría  de  Doña  María 
de  los  Angeles  Quiroga,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  costas 
á  la  parte  actora;  exponiendo  ai  efecto  que  ignoraban  el  tiempo  que' 
Cesárea  Izaguirrg  estuvo  sirviendo  en  casa  de  D.  Teodoro  Brizuela, 
pero  que  por  la  cartilla  y  otras  noticias  que  habian  adquirido,  cons- 
taba que  sólo  tuvo  el  carácter  de  mera  criada  :  que  tampoco  sabían 
que  la  debiesen  los  salarios  devengados ,  ni  que  se  hubiera  celebrado 
con  ella  ningún  convenio  para  formarla  un  capital  con  dichos  sala- 
ríos,  ni  pagarla  intereses,  ni  darla  participación  en  el  establecimiento 
de  sus  amos:  que  la  Cesárea  vestía  decentemente  con  arreglo  á  su 
clase  en  el  tiempo  que  estuvo  sirviendo  en  casa  de  D.  Teodoro,  com- 
pró una  casa  en  Pinto  é  hizo  un  viaje  á  su  país ;  y  todo  esto  no  era 
verosímil  que  hubiera  podido  ejecutarlo  sin  haber  .cobrado  sus  sala- 
rios, ni  con  los  medios  que  suponía:  que  ellos  por  su  parte  se  apre- 
suraron á  entregarla  los  8.000  rs.  del  legado  que  la  dejó  D.  Teodoro 
Brizuela ,  sin  esperar  á  liquidar  el  caudal  de  este ,  cuya  liquidación 
habia  venido  «1  demostrar  que  no  había  bienes  bastantes  del  marido 
para  que  la  mujer,  como  heredera,  pagase  dicho  legado:  que  al  reci- 
birlo no  hizo  la  Cesárea  protesta  ni  reclamación  alguna  relativa  á  los 
salarios,  ni  antes  ni  después,  hasta  que  intentó  el  acto  de  conciliación, 
manifestó  que  tuviera  derechos  de  ninguna  ciase  contra  la  testaraeu- 
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laría,  y  que  ellos  eran  albaceas  de  Doña  María  de  los  Angeles  Quiro- 
ga,  porque  ésta  los  nombró  tales  en  su  testamento  otorgado  con  ab- 
soluta libertad  y  cop  todas  las  solemnidades  legales ,  siendo  falso  y 
calumnioso  cuanto  en  la  demanda  se  indicaba  en  contrario : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  p&rtes  articularon, 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia en  7  de  Abril  de  1868,  declarando  no  haber  lugar  á  las  diversas.re- 
clamacioncs  consignadas  en  la  demanda ,  estimando  únicamente  que 
los  testamentarios  demandados  venían  obligados  al  abono  de  los  sala- 
rios devengados  por  la  demandante  en  los  tres  últimos  años  que  sir- 
vió en  casa  de  D.  Teodoro  Brizuela  y  su  esposa,  á  razón  de  100  rea- 
les mensuales : 

Resultando  que  sustanciada  la  apelación  que  interpuso  la  deman- 
dante, pronunció  sentencia  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  en  24  de 
Diciembre  de  1868,  absolviendo  á  D.  Manuel  Soler  y  D.  Ángel  Mansi- 
11a ,  como  testamentarios  de  Doña  María  de  los  Angeles  Quiroga ,  de 
la  demanda  deducida  por  Cesárea  Izaguirre : 

Resultando  que  esta  interpuso  contra  dicho  fallo  recurso  de  casa- 
ción ,  citando  entonces  como  infringidas  : 

l.#  'Los  principios  de  la  sana  crítica,  el  art.  317  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  las  reglas  que  para  estimar  la  fuerza  probatoria 
de  las  declaraciones  de  los  testigos  establecen  las  leyes  28,  29,  32, 
40  y  41,  tít.  16,  Partida  3.a 

2.°  Lá  ley  l.1,  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  la 
3.a,  7.a  y  10,  tít.  10,  Partida  5.".  sobre  compañías;  la  13,  tít.  11 ,  libro 
10  de  1a  Novísima  Recopilación,  sobre  abono  de  intereses  á  los  cria- 
dos cuando  se  retarda  el  pago  de  su  salario,  y  la  de  14  de  Marzo  de 
1856,  que  fija  el  interés  legal  del  dinero;  y  después  .á  su  tiempo  en 
este  Tribunal  Supremo: 

Primero.  Los  principios  de  sana  crítica,  consignados  en  la  ley  de 
Partida  y  del  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  juris- 
prudencia sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  31  de 
Diciembre  de  1868,  de  que  «cuando  un  contrato  puede  tener*  cumpli- 
miento según  la  distinta  inteligencia  que  le  den  las  partes ,  entonces 
el  Juez  debe  tomar  el  entendimiento  que  es  más  acercado  á  la  razón  é 
á  la  verdad,  $egun  la  ley  2.\  titulo  33,  Partida  7."» 

Y  segundo.  La  regla  consignada  en  la  ley  17,  tít.  34,  Partida  7.\ 
«que  ninguno  non  debe  enriquecer  torticeramente  en  daño  de  otro;» 
y  la  jurisprudencia  sancionada  por  sentencia  de  este  Tribunal  Supre- 
mo de  26  de  Agosto  de  1843,  13  de  Octubre  de  1856  y  12  de  Junio  de 
1863,  por  cuanto  como  consecuencia  natural  del  perjuicio  sufrido  por 
Cesárea  Izaguirre,  resultaba  que  Soler  y  Mansilla,  al  rechazar  el  cum- 
plimiento de  una  obligación  válida  y  eficaz,  habían  bonificado  su  ha- 
ber con  perjuicio  de  la  recurrente  en  cantidad  cierta. 

.Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  González  Acevedo, 
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Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  las  facultades 
que  la  concede  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha  exa- 
minado y  apreciado  la  prueba  de  testigos  suministrada  por  los  liti-  . 
gantes,  y  comparando  el  valor  y  fuerza  probatoria  de  sus  respectivas 
declaraciones,  ba  formado  su  convicción  según  las  reglas  del  criterio 
racional,  y  sin  infringir  por  consecuencia  las  disposiciones  de  dicho 
articulo  : 

Considerando  que  bebiendo  sido  modificadas  esencialmente  por  el 
citado  art.  317  las  leyes  28,  29,  32,  10  y  41  del  tit.  16,  Partida  3.a,  se- 
gún tiene  declarado  con  repetición  este  Supremo  Tribunal,  es  inopor- 
tuna su  cita  como  fundamento  de  un  recurso  de  casación : 

Considerando  que  son  también  inaplicables  las  demás  leyes  y  prin- 
cipios que  cita  la  recurrente ,  relativas  á  actos  y  contratos  cuya  exis- 
tencia no  se  ha  Justificado ; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
ocurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Cesárea  Izaguirre,  á  la  que 
condenamos  en  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  del 
territorio  con  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio 
García .=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.= Valentín  Garralda.= 
Francisco  María  de  Castilla.=José  María  Haro.=Juah  González  Acevedo. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
inan  González  Acevedo ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estando  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo, 
el  dia  de  hoy  ^  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho 
Supremo  Tribunal. 

Madrid  3  de  Julio  de  1869.~Dionisio  Antonio  de  Puga. 

NÚM.   3. 

CASACION.*-SALA  PRIMERA. 


Refoíima  de  un  inventario  de  bienes. — Sentencia  de  3  de  Julio, 
declarando  no  haber  lugar  #1  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Miguel  Rey  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  de  la  Coruña>  en  pleito  con  D.  Ángel  Muiño. 

En  los  considerandos  se^establcce : 

1 .°    Que  ka  de  estarse  á  la  apreciación  que  la  Sala  sentencia- 
dora kace  de  las  pruebas  suministradas  por  las  partes,  cuando 
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contra  esta  apreciación  no  se  cita  ley  ni  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

2.  Que  no  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  en  la  infrac- 
ción de  leyes  que  no  son  aplicables  al  caso  de  autos. 

• 

En  la  villa  de  Madrid,  á  3  de  Julio  de  1869,  en  los  autos  que  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  €orufia  y  en  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  ha  seguido  D.  Ángel  Muiño  con  Mi- 
guel Rey  Fernandez,  como  marido  de  Antonia  Muiño,  y  con  Demingo 
Muiño,  sobre  reforma  del  inventario  de  bienes,  formado  por  muerte 
de  Juan  Muiño  y  Rosa  Blanco;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Miguel  Rey  contra  la  sentencia, 
que  en  1.°  de  Octubre  de  1868  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  por  escritura  de  8  de  Abril  de  1766  D.  José  Anto- 
nio Sobrído  y  Zarbo,  Cura  Rector  de  la  feligresía  de  Santa  Eulalia  de 
Riva-dumia,  dio  en  foro  á  Juan  Muiño  y  Dominga  López  el  lugar  de 
Fonte  da  Vila,  sito  en  término  de  la  feligresía  de  Yigo,  compuesto  de 
casas  de  alto  y  terrenos,  huerta,  terrenos  á  labradío,  prados,  pastos  y 
tojales,  con  la  pensión  anual  de  450  rs. ,  y  bajo  la  condición,  entre 
otras,  de  que  el  Muiño  y  su  mujer  no  habían  de  poder  vender,  trocar 
ni  enajenar,  ni  partir  dichos  -bienes,  sino  que  estos  habían -de  andar 
siempre  juntos  é  incorporados  en  una  persona,  para  lo  cual  los  vin- 
cularía, según  ley  real,  con  los  más  suyos. que  les  pareciese  en  el  hijo 
ó  bija  que  quisieran : 

Resultando  que  los  citados  Juan  Muiño  y  su  mujer  Dominga  López, 
por  escritura  de  19  de  Diciembre  de  1779 ,  hicieron  vínculo  regular 
del  dominio  útil  de  los  referidos  bienes  aforados,  llamando  á  su  goce 
A  su  hijo  Francisco,  y  después  de  éste  á  sus  hijos  y  descendientes,  y 
A  falta  de  ellos  á  los  demás  que  expresaron,  con  preferencia  del  ma- 
yor al  menor  y  del  varón  á  la  hembra : 

Resultando  que  el  aforante  D.  José  Antonio  Sobrído ,  en  su  testa- 
mento de  14  de  Noviembre  de  1779,  mandó  que  el  Juan  Muiño  y  sus 
herederos  pagasen  los  430  rs.  del  foro  perpetuamente  al  síndico  del 
convento  de  San  Francisco  de  Cambados : 

Resultando  que  el  dicho  Juan  Múiño,  y  después  su  hijo  y  luego  su 
nieto  otro  Juan  Muiño,  poseyeron  quieta  y  tranquilamente  el  dominio 
útil  de  los  expresados  bienes;  y  por  haberse  atrasado  el  último  en  el 
pago  de  las  pensiones,  fué  deAandado  por  el  síndico  del  referido  con- 
vento en  20  de  Junio  de  1832  para  el  abono  de  las  vencidas  en  los  seis 
últimos  años,  con  las  costas;  verificándose  en  su  consecuencia  el  em- 
bargo de  los  frutos  de  las  heredades  contenidas  en  el  foro,  por  no  te- 
ner muebles,  ni  aun  cama  en  que  dormir  el  demandado  Juan  Muiño: 

Resultando  que  el  hijo  mayor  de  éfte,  que  era  Ángel  Muiño,  hoy 
demandante,  por  medio  de  curador  ad  Uiem  propuso  tercería,  pidiendo 
el'alzamiento  de  embargo  puesto  en  la  propiedad  de  los  bienes  raíces 
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tinculadot  del  lugar  do  Fonte  da  Vila,  y  que  se  mejorase  la  ejecución 
despachada  en  otros  bienes  libres  del  deudor  Juan  Muiño,  y  al  no 
alcanzaban  para  el  pago  de  las  fincas  especialmente  hipotecadas  i  la 
seguridad  del  contrato  del  foro : 

Besultando  que  verificada  la  venta  de  los  frutos  embargados»  y 
continuada  la  sostanciacion  del  asunto,  nombrándose  administrador 
de  diebo  lugar  que  le  arrendó  á  Teodoro  Muiño,  se  mandó  por  auto 
de  19  de  Marzo  de  1834  que  se  llevase  á  efecto  el  lanzamiento  de 
Juan  Muiño  y  su  familia  del  dicho  lugar,  siguiendo  los  bienes  en  ad- 
ministración : 

Resultando  que  el  Juan  Muiño  por  escritura  de  6  de  Julio  de  1841 
declaró  que  en  11  de  Junio  de  1840  ia  deuda  estaba  reducida  á  1.786 
reales  16  mrs. ,  los  cuales  no  podía  pagar  por  hallarse  .en  la  mayor 
miseria ;  y  que  en  uso  de  las  facultades  que  le  conferían,  conforme  & 
las  escrituras  de  foro  y  vinculación,  y  no  teniendo*  m(ls  hijo  varón 
que  el  Ángel  Muiño ,  de  estado  soltero ,  apto  y  capaz  de  trabajar  y 
cumplir  con  la  paga  de  las  pensiones  y  obligaciones  del  precitado 
foro,  y  á  calidad  de  que  las  cumpliese  y  pagase  los  atrasos  y  le  man- 
tuviera y  cuidara  á  él  y  á  su  mujer ,  le  nombraba  y  elegía  para  la 
posesión  y  llevanza  de  los  referidos  bienes  forales,  que  le  trasferla 
para  siempre ;  pero  que  si  no  cumplía  lo  dicho  le  seria  devuelta  al 
otorgante: 

Resultando  que  por  auto  de  12  de  Agosto  de  1841 ,  en  virtud  de 
gestiones  del  Ángel  Muiño ,  se  mandó  que  constituyendo  éste  obliga- 
ción formal  de  reparar  cual  correspondía  el  lugar  de  Fonte  da  Vila, 
dentro  del  término  de  cuatro  afios,  de  cuidarlo,  procurar  su  aumento 
1  según  la  escritura  toral  que  contuviese  en  lo  sucesivo  con  la  venta 
estipulada  en  ella,  y  aprontando  los  1.097  rs.  83  mrs.  que  resultaban, 
de  la  liquidación ,  con  las  costas  originadas  desde  25  de  Junio  del 
año  anterior,  que  se  tasarían,  se  le  diese  la  posesión  del  dicho  lugar» 
entrando  en  su  uso  y  goce ,  según  se  proponía  por  el  representante 
del  comisionado  de  amortización . 

Besultando  que  el  Ángel  Muiño,  después  de  cumplido  lo  que  en 
dicho  auto  se  le  preceptuaba,  entabló  demanda  en  1842  para  que  José 
García  y  Francisca  Chas  le  entregasen  las  heredades  qoe  se  redoren 
y  les  había  vendido  su  padre  Juan  Muiño  sin  derecho  para  ello,  por 
ser  vinculadas  y  correspondientes  al  foro  del  lugar  llamado  de  Fonte 
daVUa: 

Besultando  que  estimada  la  referida  demanda ,  por  sentencia  de  7 
de  Noviembre  de  1842  se  dio  al  Ángel  Muiño  la  posesión  judicial  de 
dichas  fincas  en  6  de  Abril  de  1843 : 

Besultando  que  Juan  Muiño  y  Rosa  Blanco  en  su  testamento  de  7 
de  Julio  de  1853  declararon  que  de  su  matrimonio  tenían  por  hijos  al 
Ángel  y  á  Dominga  y  Antonia  Muiño,  el  primero  de  los  ouales  les  ha- 
bla entregado  1.040  rs.  y  pagadas  por  ellos  varias  desdas  que  reQeren» 
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sóéóPMéndoIes  además  en  sus  necesidades :  que  el  Juan  ratificaba  la 
eefcioh  que  del  lugar  aforado  de  Fonte  da  Viia  había  hecho  á  dicho 
m  tiljb  Angél  por  escritura  de  6  de  Julio  de  1811 ,  en  cuyos  bieneá 
por  lo  tanto  no  tendrían  parte  alguna  sus  hijas  Doniinga  y  Anfonid; 
y  que  $f  estás,  infocando  la  ley  de  desvinculado!* ,  llegasen  á  pedir  y 
obtener  lá  hulidad  de  dicha  cesión ,  se  entregaran  al  Ángel  lá  initátí 
de  dicfít)  lugar,  cómo  sucesor  inmediato,  y  además  la  tercera  (>arte 
dé  la  títfá  mitad  que  le  correspondía  como  herencia ,  y  de  laá  otras 
dos  partes  se  le  pagarían  las  fcantidades  que  les  había  entregado  y  laá 
deudas  que  por  ellos  pagó:  que  le  mejoraban  en  el  terció  y  quinto; 
y  pdr  último,  que  inátitulan  herederos  al  Ángel  y  á  Dominga  y  Anto- 
nia *  sus  tres  hijos : 

Resultando  que  fallecidos  Rosa  Blanco  en  27  de  Agostó  dé  1859  y 
Juan  Mtíiflb  en  30  de  Diciembre  de  1861 ,  pretendió  Miguel  Rey,  como 
ttaHtfo  dé  Antonia  Muifio,  hija  de  aquellos,  que  Ángel  Muirlo  pro- 
afeitará  éii  escribanía  el  memorial  de  bienes  de  la  fincabilidad  de  sui 
padreé,  asi  como  también  el  perito  J).  Ángel  Vázquez  presentase  él 
papel  dé  compromiso  en  que  se  le  había  nombrado  como  tal : 

HéáOltando  que  presentados  por  el  Ángel  Muifio  el  memorial  de 
bienes  Jr  por  el  perito  Vázquez  las  operaciones  que  había  practicado 
con  ktistéttbía  de  los  herederos,  el  Miguel  Rey,  considerando  dimi- 
nuto el  memorial ,  presentó  otros  dos ,  uno  de  los  muebles  dé  Juan 
Muirlo  f  fel  Otrd  de  los  raicea  que  dijo  haber  adquirido  el  A  rige  I  en 
cómjtefiíá  de  stis  padres;  y  habiendo  pretendido  que  Ambos  se  coft- 
sktéraftén  como  bienes  de  la  herencia ,  se  formó  pieza  separada ,  que 
está  sin1  terminar: 

Resultando  que  el  Ángel  Muiño  en  90  de  Julio  dé  186S  entablé  de- 
manda ,'  pidiendo  qué  se  incluyera  en  el  inventario  los  créditos  pasi- 
vos que  menciona ,  y  que  se  indujeran  los  bienes  qué  componían  el 
lugar  vinculado  dé  Fonte  da  Vita,  como  de  su  primitivo  dominio,  ex- 
poniendo para  ello  qué  debían  adicionarse  á  ios  memoriales  dé  bie- 
nes presentados  por  él  los  créditos  pasivos  que  sute  padres  expresaban 
étt  el  testamento,  así  eomd  también  el  ele  1.160  rs.  que  se  débiarf  ai 
Ctírít  dfe  la  parroquia  y  el  de  6.060  rs.  qué  había  gastado  en  cdns- 
tfutf  iá  casa  foral ;  y  que  debían  excluirse  del  inventarlo  los  bienes 
rafees  tjtte  fce  pusieroh  bajo  el  epí^afe  dé  vinculareá,  porque  perte- 
necían ál  lugar  de  Fonte  da  Vita ,  el  cual  le  correspondía  exclusiva- 
mente por  habérsela  cedido  su  padre  en  la  escritura  de  6  de  Julio  de 
iMÍ ,  pcfr  loé  motivos  y  ton  las  cargas  en  ella  indicados : 

Resultando  que  Miguel  Rey,  cotño  marido  de  Antonia  Muifio,  con- 
testó á  la  demanda ,  pretendiendo  que  sé  declarasen  como  bienes 
vinéulftfts,  y  de  ello  reservable  la  mitad  para  Ángel  Muiño,  los  que 
éiptésamente  constaban  designados  en  la  escritura  de  fundación  y  foro, 
y  que  la  otra  mitad  de  dichos  bienes  se  entendiera  sujeta  á  la  parti- 
ción, 10  mismo  que  todos  los  demás  que  se  hallaban  memoriallzados 
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por  ambas  partes ,  sin  que  á  ello  obstase  el  testamento  y  escritura  de 
cesión  otorgada  por  Juan  Muiño ;  y  al  efecto  alegó  la  disposición  de 
la  ley  desviriculadora,  y  que  no  verificada  en  vida  del  padre  la  divi- 
sión dé  los  bienes  vinculares ,  fto  pudo  éste  ceder  á  su  hijo  Ángel  á 
ptetexto  de  qne  pagará  deudas  ,  cnya  existencia  debió  hacerse  cons- 
tar, lá  que  apareciese  que  no  era  donación  en  pefjüício  de  los  demás 
hijos  y  én  más  de  16  qué  lá  ley  permite  mejorar : 

Resultando  que  acusada  la  rebeldía  á  Francisco  Comba ,  como  ma- 
ridó de  Francisca  Muiño ,  por  no  haber  comparecido ,  y  practicadas 
las  pruebas  que  las  otras  partes  articularon ;  dictó  sentencia  el  Juez 
de  primera  instancia  en  i  de  Setiembre  de  1867 ,  la  cual  confirmó  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  en  1.°  de  Octubre  de  1868,  declarando 
haber  lugar  á  la  demanda  de  Ángel  Muiño. en  la  parte  en  qué  solici- 
taba que  se  excluyeran  por  completo  de  la  partición  los  bienes  per- 
tenecientes al  lugar  forai  y  vincular,  nombrado  Fonte  da  Vila,  y  no 
haber  lugar  á  ella  respecto  á  la  adición  de  créditos  pasivos,  que  tam- 
bién solicitó,  y  mandando  en  su  consecuencia  que  se  ratificase  el  in- 
ventario con  segregación  de  dichos  bienes ,  sin  btra  inchision  alguna 
de  los  que  habían  sido  objeto  del  litigio : 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Miguel .  ttéy  recurso 
de  casación ,  citando  cómo  infringidas  : 

l.#  Las  leyes  4.-,  6/,  6/  y  7.a,  tít.  7.\  Partida  6.*,  que  ptohiben 
expresamente  desheredar  á  ningún  hijo  ni  descendiente  sin  mediar  al- 
guna dé  las  capsas  que  en  ellas  se  citan ;  y  la  8.*  del  mismo  título  y 
Partida,  que  establece  que  por  ninguna  otra  pueden  ser  desheredados; 
pues  cotí  la  escritura  de  cesión,  confirmada  por  el  testamente!,  deshe- 
redó indirectamente  Juan  Müiño  á  sus  hijas  Antonia  y  Dominga  por 
agraciar  á  su  hijo  Ángel. 

Y  2.°  Las  leyes  de  11  de  Marzo  de  1820 ,  15  de  Mayo  de  182Í  y  19 
de  Agosto  de  1841;  restablecidas  por  la  de  30  de  Agosto  dé  1836,  que 
prohiben  amortizar  bienes  directa  ni  indirectamente,  ni  diferir  la  des- 
vinculación por  pretexto  alguno;  y  la  doctrina  y  jurisprudencia  cons- 
tante de  los  Tribunales ,  que  condena  y  reprueba  todo  contrató  qué 
tienda  á  amortizar  bienes  vinculados,  por  cualquier  medio  directo  ni 
indirecto;  pues  la  cesión  hechaPen  favor  del  Ángel  no  era  cbn trato 
oneroso,  sino  una  mejora  indirecta  á  favor  del  inmediato,  Sucesor  para 
perpetuar  por  sus  dias  la  vinculación  íntegra. 

Resultando  que  en  este  Supremo  Tribunal  el  Miguel  Rey  añadió  que 
la  cita  hecha  de  la  ley  de  11  de  Marzo  de  1820  se  entendiera  como 
infringida  en  su  art.  14 ,  y  en  todo  caso  se  hubiese  por  citado  nue- 
vamente el  art.  14  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  como  in- 
fringido. 

Vistos,  siendo^ Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garraida. 
Considerando  que  la  cuestión  litigiosa  ha  sido  la  de  si  se  han  de 
excluir  del  inventario  comenzado  por  la  defunción  de  Juan  Muiño  y 
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de  Bosa  Blanco ,  los  bienes  que  hablan  constituido  el  foro  de  Fonte 
da  Vlla ,  de  los  cuales  poseía  sólo  el  dominio  útil  Ángel  Mutilo, 
no  tratándose  del  dominio  directo,  porque  éste  pertenece  al- Estado: 

Considerando  que  el  dominio  útil  de  la  mitad  de  ellos  y  la  tercera 
parte  de  la  'otra  mitad  restante  pertenecía  á  dicho  Ángel  Muiño  por 
derecho  propio  no  disputado ,  y  que  para  las  otras  dos  terceras  par- 
tes restantes  ha  justificado,  por  prueba  de  testigos  apreciada  por  la 
Sala  sentenciadora ,  que  habia  pagado  cantidades  que  excedían  de  su 
valor ;  y  que  contra  esta  apreciación  no  se  ha  citado  ley  ni  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales : 

T  considerando  que  las  leyes  que  se  citan  de  la  Partida  6/ ,  que 
prohiben  desheredar  sin  causa  á  los  hijos ,  y  las  de  11  de  Marzo  de 
1820 ,  15  de  Mayo  de  1821  y  19  de  Agosto  de  1841 ,  sobre  la  desvincu- 
lacion ,  no  son  aplicables  al  caso  de  autos ,  porque  los  recurrentes  no 
han  sido  exheredados ,  ni  se  ha  tratado  de  declarar  subsistente  nin- 
guna vinculación  ni  del  modo  de  dividirla,  según  los  casos  que  las 
mismas  mencionan ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Miguel  Rey ,  al  que  condenamos 
en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  la 
que,  caso  de  hacerse  efectiva ,  se  distribuirá  con  arreglo  á  derecho;  y 
devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Corana  con  la  corres- 
pondiente certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.==Mauricio 
García.=José  María  Cáceres.—Laureano  de  Arrieta.=Yalentin  Garral- 
da.=Francisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=Juan  González 
Acevedo.  . 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Yalentin  Garralda,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo 
Tribunal.  « 

.     Madrid  3  de  Julio  de  1869.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 
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CASACION.-SALA  PRIMERA. 


Pago  de  maravedís. — Sentencia  de  3  de  Julio,  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Rubio, 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  en  pleito  con  D.  Pedro  Riera. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  la  excepción  non  numerata  pecunia,  á  que  se  refiere 
la  ley  de  Partida,  opuesta  oportunamente  contra  el  tenedor  de  un 
vale,  impone  á  éste  la  obligación  de  probar  la  realidad  de  la  en- 
trega ó  préstamo  en  el  mismo  documento  consignado. 

Io  Que  en  cuestiones  de  hecho  ha  de  estarse  á  la  apreciación 
Que  la  Sala  sentenciadora  hace  de  las  pruebas  suministradas  por 
tas  partes,  cuando  contra  dicha  apreciación  no  se  alega  infrao- 
don  alguna  de  ley  ni  de  doctrina. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  3  de  Julio  de  1869,  en  los  autos  que  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  las  Afueras  de  Barcelona  y  en  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  ha  seguido  D.  Pe- 
dro Riera  con  D.  Juan  Rubio,  sobre  pago  de  maravedís;  autos  pen- 
dientes ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
demandado  contra  la -sentencia,  que  en  18  de  Noviembre  de  1808  dic- 
tó la  referida  Sala: 

Resultando  que  el  D.  Juan  Rubio,  por  documento  privado  de  8 de 
Junio  de  1866,  se  obligó  á  pagar  al  D.  Pedro  Riera,  el  dia  último  de 
aquel  año,  la  cantidad  de  8.000  rs. ,  como  valor  recibido  del  mismo 
á  sn  entera  satisfacción : 

Resultando  que  el  Riera,  después  de  haber  obtenido  que  se  ty- 
viera  á  Rubio  por  confeso  en  cuanto  á  la  legitimidad  de  la  firma  de 
dicho  documento,  por  su  falta  de  comparecencia  para  el  reconocimien- 
to de  ésta,  entabló  demanda  en  8  de  Marzo  de  1867,  pidiendo  qu*  se 
condenara  al  D.  Juan  Rubio  á  pagar  16.220  rs.  con  los  intereses  y  las 
costas  del  pleito  y  de  las  diligencias  preparatorias  del  ejecutivo,  ale- 
gando para  ello  que,  además  de  los  8.000  rs.  que  constaban  del  do- 
cumento firmado  por  Rubio,  le  pidió  éste  ocho  dias  después  otros 
8.000  rs. ,  que  también  le  prestó  sin  que  le  firmara.documento  alguno; 
y  que  acudiendo  otra  vez  á  él  á  los  dos  ó  tres  dias  para  que  le  pres- 
tase más  dinero,  le  hizo  entrega  solamente  de  once  duros,  siéndole 
II.  2 
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deudor  por  lo  tanto  de  la  cantidad  de  16.220  rs.  que  sumaban  las  tres 
partidas;  que  según  derecho,  el  usufructuario  debía  devolver  la  cosa 
que  recibió  prestada ,  y  que  la  faina  de  restitución  del  préstamo  obli- 
gaba al  pago  de  los  intereses  legales ,  así  como  la  temeridad  en  liti- 
gar sujetaba  al  abono  de  costas : 

Resultando  qu¿  M'l>.  jfaán'llubto ,  en  contestación  á  la  demanda, 
pretendió  que  se  le  absolviese  de  -ella  con  imposición  de  costas  á  Rie- 
ra ,  y  por  via  de  reconvención  que  se  condenase  á  éste  al  pago  de  los 
(Jeíperfeojos  y  perjuicios  causados  en  la  tienda  que  había  ocupado  de 
lacas|i  ae'su'propjeíáqV  y  ele  que  era  usuhructuaría  su  madre,  en'can- 
Jjdacl  dé'^OÓO  rs.,'<j  én  aquella  más  cierta  qqe  resultase  efe  las  prue- 
bas','junto  con  los  intereses  legales  y  las  costas;  exponiendo, al  efecto 
en  cuanto  á  la  demanda,  qué  nada  era  en  deber  á  Riera,"pues  ni  re- 
cordaba haber  firmado  documento  ajguno  á  su  favor ,  ni  era  cierto 
,que  ocho  dias  después  del  en  que  se  suponía  puesta  su  firma  le  pi- 
diese ni  recibiera  "dinero,  asi  como  támpoco'Jos  once  duros;  y  ep 
(juánto'fl  la  reconvención,  que  el  Riera  tia"bía  causado  desperfectos  en 
la  tienda  por  valor  de  máfc  de  10.000  rs. ,  teniendo  él' que  despren- 
derse para  remediarlos  de  ku  pequeño  capital ,  lo  que  je  causó'  una 
5' "|rdida  qék más  de  #.000  rs.;  y  que  habla  Reclamado  á  Riera  el  abono 
e*  dléhoá  desperfectos  y  él  pago  de  jos  perjuicios,  y  no  había  poejido 
conseguirlo: 

Resultando  que  Riera  se  opuso  á  la  reconvención,  negando  que  en 
Ja  tienda,  (Je  <ju^  fué  "aquilino  por  veinte  ó  treinta  años,  hubiese  ha- 
bido desperfectos ,  asi^como  el  cjue  se  le  hiciera  reclamación  alguna 
fobr^  eflo^esde  elafió  de  1802 ,  en  que  se  mudó;  pero  que  aunque 
fuese  1¡¿  contrario,  carecía  Bubiq  de  personalidad  para  reconvenirle, 
porque  $u  madre  era  la  usufructuaria  dp  la  casa,  y  como  tqíl,  la  única 
que  (>ódia  entenderle  con  los  inqujlinos: 
1  'Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularan, 
y  jiechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de' primera  instan- 
tía  én  ¿7  de  Abril  de  J8§8V  l$t  cua|  confirmó  con  costas  la  Sala  se- 
gunda" pie* la  Audiencia  en  }8  áeNovieibre  del'  mismo  año,  conde- 
nando á  D.Juan  Rubio  á  pagar  á  D.  Pedro  Riera  800  duros,  los  inte- 
reses desde  el  día  de  la  Remanda  y  las  cpstas,  y  absolviendo  á  JUera 
Üe  rá  reconvención  propuesta  contra  él  mismo  por  el  demandado : 

Resultando  qué  contra  este  fallo  interpuso  el  D.  Ju^n  Rubio  rpeurso 
tíe  casación ,  citando  como  infringidas  :    ' 

'     \.9    La  ley  9.a,  tít.  l'.é.  Partida  S> ;'  la  3.1,  5/  y  14,  Codicis  de  non 

'numerata  pe&uúia,  y  la  30 ;  'Dig.,  De  rebus  credilis,  por  no  haberse 

Sténdido*  fe  excepción,  non  numerata  pecunia,  opuesta  antes  del  lapso 

de  ios  dos  afíbs. 

••••■*.*  '  La  disposición  legal  que  ordena  que  «los  convenios  legalraente 


firtaadofc  tienen  ftierza  de  ley  entre  las  partes  contratantes;»  la  ley 
$3  ,  Digestí  juris ,  y  la  1  >, 'tft.  1 1 ,  Partida  5.1 ,      ' 


'  4  ^F 

porque  no  se  conde- 


mimcTAs  di  1860.  i% 

aaba  ¿  fiera  á  cumplir  el  pfecto,  que  constaba  en  la  libreta  de  inqui- 
linato presentada  eh  autos  por  el  mismo,  dé  devolver  la  tienda  en  buen 
estado  al  desocuparla.  '  ''    ' 

Y  I."  Las  lesfes  11,  Bige$ti  loeali  eonducd;  18 ,  Coáici»  de  beato  can- 
teto,  y  7.\  tít.  8.\  Partida  5.*,  porque  se  absolvía  á  Riera  de  in- 
demnizar los  daños  y  perjuicios  que  habia  causado  en  la  cosa  ar- 
rendada. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arrieta. 
ConsidefQPdq  que  la  ejeeptfion  imhj  numerata  pecunia,  &  ¿pie  se  re- 
fieren la  ley  de  Partida  y  las  romanas  que  se  citan  en  el  recurso, 
opuesta  oportunamente  contra  el  tenedor  de  un  vale ,  impone  &  éste 
la  obligación  de  probar  la  realidad  de  la  entrega  ó  préstamo  en  el 
mismo  documento  consignado ;  * 

Considerando  que  en  el  presente  caso  D.  Pedro  Hiera  no  ha  desco- 
nocido ni  negado  esta  obligación;  antes  bien  á  virtud  de  ella  ha  su- 
ministrado un£*  amplia  prueba  testifical,  además  de  I  a' declaración  per- 
sonal de  D.  luán  Qubio  para  acreditar,  como  lo  ha  hecho  cumplida- 
mente á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  haber  entregado  á  este  últi- 
mo én  dos  distintas  partidas  la  suma  de  800  duroa.  sin  que  contra  tal 
apreciación  de  la  Sala  se  haya  alegado  infracción  alguna  de  ley  ni  de 
doctrina : 

Considerando ,  en  consecuencia ,  que  la  ejecutoria  al  condenar  á 
Rabio  ¿  satisfacer  á  Riera  dicha  suma,  no  ha  contrariado  en  nada  las 
mencionadas  leyes  de  Partida  y  romanas,  así  como  al  absolver  al  úl~ 
timo  de  I*  reconvención  propuesta  por  eí  recurrente,  tampocp  ha  in- 
fringido ninguna  de  las  que  igualmente  cita  este  relativas  a|  contrato 
de  arrendamiento,  puesto  qpft  la  Sala  no  reconoce  demostrada  la  exis- 
tencia de  lo$  desperfectos  que  Rubio  supone  causadQ*  por  J}iera  en  la 
tienda  que  ocupó,  ni  aun  la  personalidad  de  aquel  para  reclamar 
su  abono  en  el  caso  de  haber  realmente  existido; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Rubio ,  al  que  condena- 
mos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  cau- 
ción ,  la  cual ,  caso  de  hacerse  efectiva ,  se  distribuirá  con  arreglo  á 
derecho ;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Rarcelona  con  la 
correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Jf tdrid  é.inser tara  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesaria?,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Armamos. =?Mauricio 
García.  =» Laureano  de  Arrieta .«=»  Valentín  Garrnlda  .«Francisco  María 
de  Castilla.  =  José  María  Haro.nJoaquin  Jaumar.?=José  Fermín  de 
Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arniefa,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
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tando  celebrando  audiencia  pública  en  mi  Sala  primera  del  müu»o, 
el  dia  de  hoy  •  de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho 
Supremo  Tribunal. 

Madrid  3  de  Julio  de  1869.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

Num.  5. 
APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Pago  be  cantidad. — Sentencia  de  5  de  Julio ,  confirmando  la  pro- 
videncia apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Luis  Retortillo  y  D.  Eduardo  Carlier,  como  admi- 
nistradores gerentes  de  la  Sociedad  inmoviliacia  del  Nuevo  bar- 
rio de  Atoch* .  en  pleito  con  Doña  Ramona  Roca ,  viuda  de 
Don  Jaime  Domingo  Lluch,  como  tulora  y  curadora  de  sus  hijo% 
menores. 

En  los  coiAiderandos  se  establece: 

1.°  Que  para  que  puedan  admitirse  los  recursos  de  casación 
es  circunstancia  indispensable  que  se  interpongan  contra  sentencia 
que  léaya  recaído  sobre  definitiva,  según  establece  el  art.  1.025  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

2.°  Que  no  tiene  el  carácter  de  definitiva  la  sentencia  por  la 
que  sólo  se  decide  una  excepción  dilatoria  improcedente  en  el  jui- 
cio ejecutivo. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  3  de  Julio  de  1869  en  los  autos  que  ante 
Nos  penden  en  virtud  de  apelación;  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta  capital  y  en  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  del  territorio  por  Doña  Ramona  Roca,  viuda 
de  D.  Jaime  Domingo  Lluch ,  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos 
menores  D.  Valentín,  Doña  Concepción  y  Doña  Carmen  Domingo 
Lluch ,  con  D.  José  Luis  Retortillo  y  D.  Eduardo  Carlier,  administra- 
dores gerentes  de  ia  Sociedad  inmoviliaria  del  Nuevo  barrio  de  Atocha, 
sobre  pago  de  36.305  escudos  $20  milésimas  y  sus  intereses: 

Resultando  que  en  1.a  de  Julio  de  1868  Doña  Ramona  Roca,  en  el 
expresado  concepto,  después  de  la  práctica  de  ciertas  diligencias  pre- 
paratorias, pidió  se  despachara  ejecución  contra  D.  José  Luis  Retor- 
tillo y  D.  Eduardo  Carlier,  como  administradores  gerentes  de  la  So- 
ciedad inmovUiarla  del  Nuevo  barrio  de  Atocha  ,  y  contra  los  bienes 

de  ia  misma,  por  la  cantidd*4  de  36.3Q5  escudos  M$  milésimas,  im* 


porte  de  siete  pagarés  reconocidos,  con  más  los  Intereses  al  6  por  100 
anual  desde  l.#  de  Enero  del  propio  año,  y  las  costas: 

Resultando  que  despachado  mandamiento  de  ejecución  y  practica- 
das las  oportunas  diligencias,  se  mostraron  parte  oponiéndose  á  la 
ejecución  D.  José  Luis  Retortillo  y  D.  Eduardo  Carlier,  como  adminis- 
tradores de  la  Sociedad  ínmoviliaria  Nuevo  barrio  de  Atocha;  y  que 
entregados  que  les  fueron  los  autos  para  que  alegaran  sus  excepcio- 
nes y  propusieran  prueba ,  presentaron  escrito  diciendo  que  se  opo- 
nían en  forma  á  la  ejecución  despachada,  aunque  utilizando  sólo  por 
entonces  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad  en  la  deman- 
dante, que  como  artículo  previo  propusieron,  sin  perjuicio  de  que 
utilizaran  como  perentoria  la  excepción  de  pacto  y  promesa  de  no 
pedir  que  habia  novado  el  contrato',  quitando  toda  su  fuerza  á  los 
pagarés ;  y  pidieron  que  teniéndose  por  hechas  las  protestas  y  reser- 
vas consignadas,  sin  perjuicio  de  declarar  en  su  día  no  haber  lugar 
á  sentenciar  de  remate  estos  autos  por  las  excepciones  alegadas,  caso 
de  no  eslimar  como  dilatoria  la  que  en  tal  concepto  utilizaban,  se 
hubiera  por  propuesto  el  arlírulo  previo  de  especial  pronunciamien- 
to de  excepción  dilatoria  por  falta  de  personalidad  en  el  demandante, 
dando  á  osle  artículo  la  tramitación  señalada  en  la  sección  3.a  del 
título  7/  de  la  primera  parte  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de- 
clarando carecía  de  personalidad  la  Dofí.i  Ramona  Roca,  en  el  con- 
cepto de  viuda  de  Lluch  y  tulora  y  curadora  de  sus  hijos,  para  pedir 
créditos  pertenecientes  á  la  testamentaría  del  misnio,  cuya  repre- 
sentación legal  correspondía  &  la. Junta  administradora,  liquida- 
dora de  sus  negocios  pendientes,  que  nombró  el  finado  en  su  testa- 
mento: 

Resultando  que  por -auto  de  29  del  repetido  mes  de  Julio  se  de- 
claró sin  lugar  lo  solicitado  por  D.  José  Luis  Retortillo  y  D.  Eduardo 
Carlier  en  lo  principal  de  su  anterior  escrito ,  y  se  confirió  traslado 
por  cuatro  días  al  actor  de  la  oposición  hecha  por  el  ejecutado  para 
jjuc  contestase  y  propusiera ,  prueba: 

Resultando  que  denegada  la  reforma  que  de  este  proveido  pidieron 
Retortillo  y  Carlier,  y  admitida  la  apelación  que  interpusieron,  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  por  auto  de  4  de  Diciembre  de  1868  le  con- 
firmó con  las  costas: 

Resultando  que  por  parte  de  la  Sociedad  ejecutada  se  interpuso 
recurso*  de  casación,  fundado  en  la  causa  6.a  del  art.  1.013  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  habiéndosela  admitido  el  derecho 
que  le  asistía  para  oponerse  á  la  ejecuoion,  excopcionando  perento- 
riamente según  conviniese  á  su  derecho,  era  de  todo  punto  imposi- 
sible  que  pudiera  presentar  la  prueba  relativa  á  aquellas  excepciones 
perentorias,  y  resultaba  clara  y  evidente  la  indefensión: 

T  resultando  que  la  mencionada  Sala  tercera  por  auto  de  18  de 
Enero  último,  del  que  la  Sociedad  ínmoviliaria  del  Nuevo  barrio  de 
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Atocha  apeló  para  ante  este  Tribunal  Supremo,  denegó  la  admisión 
del  recurso  de  casación  interpuesto  p?r  la  misma. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  de  Paula  Salas. 

Considerando  que,  según  establece  el  art.  1.025  dé  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  para  que  puedan  admitirse  los  recursos  de  casa- 
ción, es  circunstancia  indispensable  que  se  interpongan  contra  sen- 
tencia que  b&ya  recaído  sobre  definitiva: 

Considerando  qué  ía  que  dictó  la  Sala  en  4  de  Diciériibre  de  1&68, 
y  contra  la  que  se  interpuso  el  presente  recurso,  no  tiene  aquel  ca- 
rácter ,  pues  que  por  ella  sólo  se  decide«una  excepción  dilatoria  im- 
procedente en  él  juicio  ejecutivo: 

Pallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la 
providencia  apelada;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  del  ter- 
ritorio con  leí  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  Sentencia,  que  se  publicará  en. la  Gaceta  de 
Madrid,  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  al  dé  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Sebastian 
González  Nandin.=  Francisco  de  Paula  Salas.=Manuel  María  de  Ba- 
sualdo.=Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.=¿=Juan  Jiménez  Cuenca—Ma- 
nuel León  .=ÍÜignel.  Zorrilla. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Francisco  de  Paula  Salas,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia 
de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  3  de  Julio  de  1869.=Rogelio  González  Montes. 


Nú*.  6. 


CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Mejor  derecho  á  los  bienes  de  unos  mayorazgos  extingidos. — 
Sentencia  de  5  de  Julio,  declarando  no  haber  lugar  a]  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Maria  la  Puerta ,  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Granada, 
en  pleito  con  D.  Cristóbal  Pérez  del  Pulgar  Fernandez  de 
Córdoba. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°    Que  en  las  cuestiones  sobre  sucesión  vincular  la  voluntad 
del  fundador  es  la  primera  ley  que  ha  de  aplicarse  al  resolverlas. 
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2.°    Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyes  ni 
doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 

9  » 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Julio  de  1869,  en  Jos  autos  que  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Lójá  y  en  la  Sala,  segunda  de  la 
Audiencia  de  Granada  ha  seguido  D.  Cristóbal  Pérez  del  Pulgar  Fer- 
nandez de  Córdoba  con  D.  José  María  de  la  Puerta,  como  marido  da 
Doña  María  del  Carmen  Fernandez  de  Córdoba;  autos  pendientes  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesta  pof  el  dejnandadp 
contra  la  semencia  que  en  30  de.  Noviembre  de  1868  dictó  la  referi- 
da S*la : 

Resultando  que  por  escritura  de  24  de  Mayo  de  1741  D.  Juan  An- 
drés Fernandez  de  Córdoba  y  su  mujer  Doña  Ana  Dorotea  Portocar* 
reror  que  tenían  por  hijos  legítimos  á  D.  Cristóbal  y  á  D.  Luis,  el  pri- 
mero de  los  cuales  era  sucesor  en  todos  ios  mayorazgos  que  poseían, 
y  el  segundo  no  tenia  más  derecho  que  á  alimentos»  con  los  que  no  se. 
podía  mantener,  mejorando  á  éste  en  el  tercio  y  remanente  del  quinto 
de  los  bienes  que  quedasen  por  fin  y  muerte  de  ambos  otorgantes,  con 
la  carga  de  vínculo  y  mayorazgo,  llamando. pop  primer  poseedor  de 
él  al  referido  su  bijo  segundo  D.  Luis  Fernandez  de  Córdoba  Porto- 
carrero  y  á  sus  hijos  y  descendientes,  prefiriendo  ei  mayor  al  menor 
y  el  varón  á  la  hembra,  y  ordenando  que  á  falta  de  dicha  línea,  su- 
cediese en  el  dicho  mayorazgo  el  hijo  segundo  de  la  casa*  de  los  po- 
seedores del  de  Algarinéjos,  Cardeñosa  y  Suheros  y  sus  descendientes; 
y  no  habiendo  varón  recayese  en  hembra,  prefiriendo  siempre  el  mar 
yor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembra :  que  no  habiendo  hijos  de  hijo 
ni  bija  segunda,  gozase  las  rentas  de  este  mayorazgo  el  que. poseyere. 
el  de  las  referidas  casas  de  Algarinéjos,  Cardeñosa  y  Suheros;  y  que 
si  llegase  el  caso  de  que  se  separasen  las  dichas  casas  por  falta  de 
sucesión,  era  su  voluntad  que  las  rentas  del  mayorazgo  se  repartie- 
sen entre  los  pobres  de  la  villa  de  Algarinéjos  y  otros  que  expresa  por 
iguales  partes ;  estableciendo  por  último  otras  condiciones ,  y. especi- 
ficando que  el  principal  motivo  de  dicha  fundación  era  el  alivio  de 
su  hijo  segundo  y  de  sus  sucesores  como  segundos ,  y  que  pudieran 
pasarlo  con  decencia  y  no  estar  atenidos  sólo  á  los  alimentos  que  pu- 
dieran gozar;  y  que  se  reservaban  la  facultad  de  alterar,  quitar  ó  po- 
ner .en  todo  ó  en  parte ,  así  como  revocar  esta  fundación : 

.  Resultando  que  posteriormente  la  Doña  Ana  Dorotea  Ordoñez  Por* 
tocarrero,  viuda  ya  del  D.  Juan  Andrés  Fernandez  de  Córdoba,  otorgó 
testamento  en  17  de  Marzo  de  1747,  y  por  él,  en  atención  á  que  su  hijo 
segundo  D.  Luis  Fernandez  de  Córdoba  no  tenia  caudal  bastante  con 
qne  mantenerse  con  la  decencia  correspondiente  á  su  calidad ,  y  que 
el  primogénito  D.  Cristóbal  era  poseedor  de  todos. los  mayorazgos, 
fundó  otro  mayorazgo  con  los  bienes  que  menciona  para  que  dicho, 
su  bijo  segundo  D.  Luis  tuviese  á  lo  inénos  ana  renta  anual  de  43.000 
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reales,  y  junto  con  lo  que  le  redituaba  el  del  tercio  y  quinto  qué  le  flifidá 
su  padre  D.  Juan  Andrés  Fernandez  de  Córdoba  gozase  unos  3.000  du- 
cados de  renta  anual;  y  al  efecto  estableció,  entre  otras  cláusulas: 
«Nombro  por  primer  poseedor  de  este  mayorazgo  y  sus  bienes  al  di- 
cho D.  Luis  Fernandez  de  Córdoba,  mi  hijo  segundo,  y  por  su  falle- 
cimiento á  sus  hijos  y  descendientes  legítimos  y  de  legítimo  matrimo- 
nio, prefiriendo  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembra;  y  finalizada 
Ja  linea  y  descendencia  ¿leí  dicho  D.  Luis,  mi  hijo  segundo,  llamo  á 
la  sucesión  de  dicho  mayorazgo  al  mencionado  D.  Cristóbal  Fernan- 
dez de  Córdoba,  mi  hijo  primogénito;  y  fallecido  el  susodicho,  llamo 
al  hijo  segundo  que  el  referido  tuviere,  y  á  los  hijos  y  descendientes 
de  éste;  y  finalizada  esta  línea,  sucedan  en  dicho  mayorazgo  los  de- 
más  hijos  y  descendientes  legítimos  y  de  legítimo  matrimonio  que 
tuviere  el  dicho  D.  Cristóbal,  prefiriendo  el  mayor  al  menor  y  el  va- 
ron  á  la  hembra,  excepto  el  que  fuese  poseedor  de  la  casa  y  mayo- 
razgos de  Algarinejos ,  Suheros  y  Cardeñosa ,  porque  es  mi  voluntad 
y  mando  que  este  mayorazgo  no  lo  puedan  poseer,  recaiga  ni  entren 
•en  la  posesión  de  él  los  que  fueren  poseedores  de  dichos  mayorazgos, 
porque  éste  que  fundo  ha  de  ser  incompatible  con  los  referidos,  y  no 
han  de  suceder  en  él  mis  descendientes  que  los  poseyeren  porque  lo 
fundo  para  hijos  segundos;  y  en  aquel  segundo  en  quien  recayere  se 
radique  en  él  y  sus  descendientes,  ínterin  no  llegare  el  caso  de  recaer 
en  él  los  referidos  mayorazgos  de  Algarinejos,  Suheros  y  Cardeñosa, 
porque  si  llegare,  ha  de  pasar  al  segundo  en  cualquier  tiempo  que  sea; 
de  forma  que  al  tiempo  que  llegare  el  caso  de  finalizar  la  línea  y 
descendencia  del  dicho  D.  Lui$,  mi  hijo,  ha  de  suceder  en  este  mayo- 
razgo el  que  fuese  hijo  segundo  del  poseedor  de  dichos  mayorazgos 
de  Algarinejos,  Suheros  y  Cardeñosa,.  descendiente  del  dicho  D.  Cris- 
tóbal mi  hijo;  y  si  llegare  el  caso  de  finalizar  la  línea  y  descendencia 
del  dicho  D.  Cristóbal,  mi  hijo,  y  por  esta  razón  pasaran  los  dichos 
mayorazgos  á  la  línea  y  descendencia  del  dicho  D.  Luis,  mi  hijo,  en 
este  caso,  siguiendo  la  incompatibilidad  que  llevo  dispuesta,  lía  de 
suceder  en  este  mayorazgo  el  hijo  segundo  del  que  hubiese  heredado 
los  referidos  de  Algarinejos,  Suheros  y  Cardeñosa,  y  sólo  ha  de  po- 
seer este  mayorazgo,  que  fundo,  el  que  lo  fuese  de  los  expresados  en 
caso  de  no  tener  segundo  y  en  el  ínterin  que  lo  tiene;  y  si  finalizaren 
y  acabaren  los  líneas  y  descendencias  de  los  dichos  D.  Luis  y  Don 
Cristóbal  Fernandez  de  Córdoba,  mis  hijos,  en  este  caso  llamo  á  la 
sucesión  de  dicho  mayorazgo  á  la  persona  en  quien  recayere  y  entrase 
á  poseer  el  mayorazgo  que  al  presente  poseo  y  se  titula  de  los  Cha- 
ves* y  á  sus  hijos  y  descendientes  legítimos  y  de  legítimo  matrimo- 
nio» con  la  propia  preferencia  del  mayor  al  menor  y  del  varón  á  la 
hembra ;  y  en  esta  forma  continúe  y  esté  en  dichos  poseedores  que 
lo  fueren  del  mayorazgo  de  Chaves ;  y  á  falta  de  estos  y  su6  líneas, 
llamo*  &  la  sucesión  de  este  mayorazgo  ó  la  persona  en  quien  recayere 
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el  mayorazgo  que  al  presento  poseo  y  se  titula  de  los  Rodríguez  Por- 
tocarreros,  y  á  sos  hijos  y  descendientes  legítimos  y  de  legítimo  ma- 
trimonio, con  la  propia  preferencia  del  mayor  al  menor  y  del  varón 
á  la  hembra :» 

Resultando  que  al  fallecimiento  del  D.  Cristóbal  Fernandez  do 
Córdoba,  hijo  primogénito  del  D.  Joan  Andrés  y  Doña  Ana  Dorotea, 
los  mayorazgos  que  el  mismo  poseia  pasaron  á  su  hijo  único  D.  Fran- 
cisco de  Paula  Fernandez  de  Córdoba,  y  por  muerte  de  éste  en  18  de 
Diciembre  de  1795,  sobreviniéndole  sus  hijos  D.  Cristóbal  y  D.  Antonio, 
se  dio  al  D.  Cristóbal,  como  primogénito,  la  posesión  de  los  mencio- 
nados vínculos: 

Resaltando  que  á  la  muerte  de  D.  Lnis  Fernandez  de  Córdoba,  hijo 
segundo  de  los  citados  D.  Juan  Andrés  y  Doña  Ana  Dorotea,  y  posee- 
dora de  los  mayorazgos  que  éstos  fundaron,  quedaron  por  hijos  legí- 
timos del  mismo  D.  Juan  Bautista  v  D.  Antonio  Fernandez  de  Córdoba, 
fallecidos  éste  primero  y  el  D.  Juan  después,  ambos  sin  sucesión  : 

Resultando  que  siendo  el  D.  Juan  Bautista  Fernandez  de  Córdoba  po- 
seedor de  los  mayorazgos  fundados  por  D.  Juan  Andrés  y  Doña  Ana 
Dorotea,  sus  abuelos,  y  percibiendo  alimentos  del  mismo  como  inme- 
diato D.  Antonio  Fernandez  de  Córdoba  y  Barradas,  hijo  segundo  de 
D.  Francisco  de  Paula  Fernandez  de  Córdoba  y  hermano  del  D.  Cris- 
tóbal Fernandez  de  Córdoba  y  Barradas,  poseedor  de  los  mayorazgos 
de  Algarinejos,  Suheros  y  Cardefíosa,  puso  este  pleito  al  D.  Antonio 
para  que  se  declarase  qtle  su  hijo  segundo  D.  Cristóbal  Fernandez  de 
Córdoba  y  Rojas  era  el  inmediato  sucesor  á  las  vinculaciones  fundadas 
por  el  D.  Juan  Andrés  y  Doña  Ana  Dorotea,  y  se  condenara  ál'D.  Juan 
Bautista  Fernandez  de  Córdoba,  poseedor  ,  á  que  le  contribuyese  con 
los  alimentos  correspondientes,  que  deberían  ser  la  sexta  parte  de  la 
renta  del  que  fundó  D.  Juan  Andrés,  y  la  cuarta  parte  del  que  insti- 
tuyó Doña  Ana  Dorotea,  y  al  D.  Antonio  Fernandez  de  Córdoba  á  que 
no  le  impidiera  dicha  percepción,  absteniéndose  de  hacer  gestiones  de 
inmediato,  por  no  serlo,  y  restituyendo  lo  que  en»  clase  de  tal  hubiese 
recibido  : 

Resultando  que  opuesto  á  la  demanda  el  D.  Antonio  Fernandez  de 
Córdoba  y  Barradas,  apoyado  en  que  él  era  desde  su  nacimiento,  como 
hijo  de  D.  Francisco  de  Paula  Fernandez  de  Córdoba,  et  segundo  de 
la  casa  de  Algarinejos  en  que  entró  á  suceder  su  hermano  D.  Cristó- 
bal como  primogénito ,  sin  que  importase  que  el  D.  Cristóbal  Fernan- 
dez de  Córdoba  y  Rojas  fuese  segundo  de  la  misma  casa ,  pues  antes 
lo  foé  y  era  el  D.  Antonio  ;  y  que  además  estaban  excluidos  todos  los 
primogénitos  de  la  casa,  y  en  su  representación  todos  sus  descendien- 
tes primeros  y  segundos,  se  pronunció  sentencia  por  la  Chancillería  de 
Granada  en  12  de  Junio  de  1806,  que  fué  consentida  y  pasada  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada,  declarando  al  D.  Cristóbal  Fernandez  de  Cór- 
doba y  Rojas  por  inmediato  sucesor  á  los  vínculos  que  fundaron  Don 
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Juan  Aiídrés  Fernandez  de  Córdoba  y  Doña  Ana  Dorotea  Ordoñez  Por- 
tocarrero,  de  que  &ra  poseedor  D.  Juan  Bautista  Fernandez  de  Cor-. 
doba ,  el  cual  contribuyera  al  D.  Cristóbal  con  |a  sexta  parte  del 
producto  del  vínculo  fundado  por  el  D.  Juan  Andrés ,  y  con  la  cuarta 
p?rte  del  establecido  por  la  Doña  Ana  Dorotea ,  todo  por  razan  de 
alimentos;  y  condenando  al  D.  Antonio. Fernandez  de  Córdoba  á  que 
cósase  inmediatamente  en  la  percepción  de  dichos  alimentos,  y  se 
abstuviera  en  lo  sucesivo  de  hacer  gestiones  de  inmediato,  y  á  que 
devolviera  y  restituyera  al  D.  Cristóbal  las  cantidades  que  como  tal 
Iiubicse  percibido  desde  el  día  de  la  contestación  á  la  demanda: 

Resultando  que  en  la  fecha  de  esta  ejecutoría  existían  como  hijos 
legítimos  de  D.  Cristóbal  Fernandez  de  Córdoba  y  Barradas ,,  además 
(¡o\  Humado  D.  José,  primogénito,  y  del  segundogénito  D.  Cristóbal 
Fernandez,  de  Córdoba  y  Rojas,  Doña  Dolores  Fernandez  de  Córdoba  y 
RoJa¿¡,  estando  conformes,  las  partes  en  que  por  la  defunción  sin  hijos 
del  D.  Juan,  Bautista  Fernandez  de  Córdoba ,  poseedor  de  los  mayor 
razgos  de  D.  Juan  Andrés  y  Doña  Ana  Dorotea,  y  porqu6  á  la  sazón 
el  declarado  inmediato  sucesor  de  tete  por  la  ejecutoria  de  1806  Don 
Cristóbal  Fernandez  de  Córdoba  y  Rojas,  era  el  primogénito  jie  la  casa 
do  Algarinejos,  por  haber  fallecido  también  sin  sucesión  su  hermano 
D.  José,  pasaron  los  vínculos  hoy  litigiosos  á  su  hermana  Doña  Do- 
lores  Fernandez  de  Córdoba  y  Roj?s,  la  cual  los  disfrutó-  hasta  su  fa- 
llecimiento, ocurrido  en  28  de  Febrero  de  1847: 

Resultando  que  la. dicha  Doña  Dolores  Fernandez  de  Córdpba  y 
Rojas,  en  el  testamento  que  tenia  otorgado  en  24  de  Enero  de  1842  y 
bajo  el  cual  falleció,  declaró  que  carecía  de  herederos,  forzosos;  y  que 
teniendo  en  consideración  las  leyes  vigentes  sobre  bienes  vinculados, 
era  su  voluntad  que  la  mitad  de  los  mayorazgos  que  poseía  y  de  que 
podía  disponer  como  libres,  pasase  unida  con  la  otra  mitad  para  que 
la  obtuviera  el  inmediato  sucesor  ó  sucesores  suyos  á  quienes  al 
tiempo  de  su  fallecimiento  correspondiera  serlo,  según  los  llamaraieR- 
tqs  de  las  fundaciones  de  dichos  mayorazgos  y  voluntad  de  sus  fun- 
dadores : 

Resultando  que  á  la  muerte  de  la  citada  Doña  Dolores  existían  sus 
sobrinos  Doña  Carmen  Fernandez  de  Córdoba,  hija  segunda  de  Don 
Cristóbal  Fernandez  de  Rojas,  poseedor  de  ia  casa  y  mayorazgos  de 
Algarinejos ,  Suheros  y  Cardeñosa,  y  casada  con  D.  José  María  de  la 
Puerta  y  Grajera,  y  D.  Cristóbal  Pérez  del  Pulgar  Fernandez  de  Cór- 
doba, hijo  de  D.  José  del  Pulgar  y  de  Doña.  Francisca  Fernandez  de 
Córdoba  y  Rojas,  que  premurió  á  la  Doña  Dolores  su  hermana  en  19 
de  Junio  de  1831  : 

Resultando  que  en  12  de  Julio  de  1847  el  D.  José  de  la  Puerta,, 
como  marido  de  Doña  María  del  Carmen  Fernandez  de  Córdoba,  apo- 
yado en  que  ésta  era  la  única  dueña  de  todos  los  bienes  que  compo_ 
man  los  mayorazgos  que  la  Doña  Dolores  Fernandez  de  Córdoba  y 
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Bofas  había  poseído,  por  estar  reconocida  por  la  misma  como  inme- 
diata poseedora  y  haberla  prestado  alimentos ,  solicitó  y  obtuvo  la 
posesión  judicial  de  los  bienes  de  los  mencionados  mayorazgos,  sin 
perjuicio  de. tercero  de  mejor  derecho  : 

Resultando  que  D.  Cristóbal  Perqz  del  Pulgar  Fernandez  de  Cór- 
doba entabló  demanda  en  10  de  Junio  de  1866,  pidiendo  se  decla- 
rase que  le  pertenecían  lodos  los  bienes  de  lo?  extinguidos  mayoraz- 
gos de  segundogenitura  que  fundaron  sus  ascendientes  D.  Jufiii  An- 
drés Fernandez  de  Córdoba  y  Doña  Dorotea  Poftocarrero,  la  mitad 
reservada  al  sucesor  corto  inmediato  á  la  Doña  María  de  los  Dolores 
Fernandez  de  Córdoba  y  Rojas;  y  la  otra  mitad  concedida  por  la  ley 
á  ésta,  poseedora  legítima  en  virtud  de  ia  institución  de  heredera  que 
la  misma  hizo,  y  que  en  su  consecuencia  se  condenara  á  Doña  Car- 
men Fernandez  {le  Córdoba  á  que  le  restituyese  todos  los  explicados 
bienes,  con  los  irutos  y  rentas  que  hubiesen  producidp  desde  la  de- 
función de  dicha  Doña  María  de  los  Dolores  Fernandez  de  Córdoba 
y  Rojas;  alegando  para  ello  que  los  mayorazgos  de  t>.  Juan  Andrés 
Fernandez  de  Córdoba  y  Doña  Ana  Dorotea  Portocarrero  eran  de  se- 
gundogenitura impropia,  siendo  el  pensamiento  predominante  que  se 
revelaba  en  las  fundaciones,  la  incompatibilidad,  no  sólo  para  retener, 
sino  para  adquirir;  porque  si  bien  la  exclusión  de  los  primogénitos 
no  fué  absoluta,  consintiéndoseles  poseer  en  el  único  caso  y  por  el 
tiempo  limitadt)  de  no  haber  segundogénito,  esto  fué  á  deseo  de  que 
no  se  extinguiesen  los  vínculos  ó  tuvieran  que  salir  fuera  de  la  fami- 
lia; pudiéndose  afirmar  que  estando  determinado  de  una  manera  ex- 
presa que  habiendo  hijos  segundos  no  pudiera  obtener  los  mayorazgos 
el  primogénito  de  la  casa  con  la  indicada  excepción  puramente  even- 
tual y  transitoria,  era  indudable  que  la 'incompatibilidad,  se  referia  á 
aquellas  sucesiones  en  que  se  presentasen  descendientes  .legítimos  de 
los  llamados  como  tronco  que  no  disfrutasen  á  la  vez  el  otro  mayo- 
razgo f  y  sólo  cuando  así  no  aconteciera,  porque  compareciese  nada 
más  que  un  descendiente  poseedor  de  los  mayorazgos,  de  primógena 
tura,  no  le  evitase  esta  circunstancia  para  retener  de  una  manera  in- 
terina los  vínculo?  de  segundo  en  que  radicase  la  sucesión;  y  que 
por  lo  expuesto  él  era  de  mejor  derecho  que  Doña  Carmen  Fernan- 
dez de  Córdoba  en  la  sucesión  ocurrida  en  1847  por  defunción  de  la 
Doña  Dolores  Fernandez  de  Córdoba  y  Rojas,  asistiéndole,*  por  lo  tanto, 
las  acciones  correspondientes  para  reivindicar  la  mitad  de  los  bienes 
que  la  Doña  Dolores  estaba  en  el  deber  de  reservar  para  su  inme- 
diata Doña  Francisca  Fernandez  de  Córdoba  y  Rojas,  ó  sea  en  repre- 
sentación de  ésta  para  él,  como  su  hijo;  y  que  á  la  vez  de  reivindi- 
car los  bienes  reservados  al  inmediato  sucesor,  que  eran  suyos  por 
ministerio  (Je  1*  ley,  solicitaba  los  de  la  otra  mitad  de  libre  disposi- 
ción, que  dejó  la  última  poseedora  Doña  Dolores  en  virtud  drl  testa- 
memo  de  la  misma ; 
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Resultando  que  D.  José  María  de  la  Purria,  como  marido  de  Doña 
Carmen  Fernandez  de  Córdoba,  pretendió  que  se  le  absolviese  de  Ja 
demanda,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  costas  al  deman- 
dante, excepcionando  al  efecto  que  D.  Cristóbal  Pérez  del  Pulgar  no 
probaria  nunca  que,  muerta  la  Doña  Dolores  Fernandez  de  Córdoba  y 
Rojas,  tuviera  vocación  la  cuarta  hermana  dfl  actual  Marqués  de  AI- 
garinejos,  ó  sea  el  D.  Cristóbal,  representándola,  en  concurrencia  de 
la  línea  de  la  segundogénita  del  citado  Marqués,  Doña  María  del  Car- 
men Fernandez  de  Córdoba,  que  á  más  de  su  vocación  le  precedió  en 
el  orden  de  los  tiempos  y  tomó  posesión   quieta  y  pacíficamente  en 
1847,  pudfendo  alegar  la  prescripción  contra  la  demanda  si  no  tuviera 
otras  armas  para  combatirla :  que  fuere  propia  ó  impropia  la  segun- 
dogenitura Invocada  por  los  fundadores  al  instituir  los  mayorazgos 
litigiosos,  era  lo  cierto  que  su  principal  tendencia  consistió  en  agra- 
ciar á  los  hijos  segundos,  radicándose  las  fundaciones  en  la  línea  en 
que  recayeran;  y  por  consiguiente,  si  esta  línea  se  extinguía,  como 
sucedió  á  la  muerte  de  la  Dofla  Dolores  Fernandez  de  Córdoba  y  Rojas, 
convalecía  la  de  segundogénito  del  actual   Marqués  de  Algarinejos, 
como  declaró  la  ejecutoria  de  1805,  en  completa  armonía  con  el  caso 
presente,  comprendiendo  que  la  incompatibilidad  era  personal  y  se 
referia  á  impedir  que  unos  y  otros  mayorazgos  fuesen  poseídos  por 
un  sólo  individua  con  postergación  del  segundogénito  ^dc  la  línea,  á 
quien  siempre  se  propusieron  agraciar:  que  con  respecto  &  la  mitad, 
de  que  pudo"  disponer  la  última  poseedora  de  los  bienes  litigiosos, 
dependía,  según  la  voluntad  de  la  misma,  de  la  fijación  del  derecho 
de  inmediación;  y  que  estando  ya  este  ejecutoriado  en  favor  del  se- 
gundogénito, no  podía  menos  de  permanecer  intacto  en  la  demandada 
Doña  Carmen,  como  tronco  cabeza  de  línea  expresamente  llamada  á  la 
extinción  de  la  contentiva : 

Resultando  (fue  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon, 
y  hechas  sus  alegaciones,  diétó  sentencia  el  Juez  <le  primera  Instan- 
cia en  11  de  Noviembre  de  1867,  absolviendo  á  Dona  María  del  Car- 
men  Fernandez  de  Córdoba,  y  en  su  nombre  á  su  esposo  D.  José  de 
la  Puerta  y  Grajera.  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Cristóbal  Pé- 
rez del  Pulgar,  con  imposición  á  éste  de  perpetuo  silencio : 

Resultando  que  sustanciada  la  apelación  que  el  demandante  inter- 
puso, pronunció  sentenciaba  Sala  segunda  de  la  Audiencia  en  30  de 
Noviembre  de  1868,  revocando  la  apelada  y  declarando  que  al  Don 
Cristóbal  Pérez  del  Pulgar  tocaban  y  pertenecían  todos  los  bienes  de 
los  extinguidos  mayorazgos  de  segundogenitura  que  fundaron  los 
ascendientes  D.  Juan  Andrés  'y  Dofía  Ana  Dorotea  Portocarrcro,  la 
mitad  como  poseedor  inmediato  de  su  tía  y  legítima  poseedora  Dofla 
Dolores  Fernandez  de  Córdoba,  y  la  otra  mitad  como  heredero  de  la 
misma,  dejada  por  su  testamento  al  que  correspondiera  la  parte  re- 
servare, condenando  á  la  demandada  Doña  Carmen  &  la  restitución 
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y  devolución  de  todos  loa  bienes  con  los  frutos  y  remas  producidos 
ó  debidos  producir  desde  la  contestación  á  la  demanda : 

Resaltando  que  contra  este  fallo  interpuso  D.  José  María  de  la , 
Puerta  recurso  de  casación,  citando  como  infringida  entonces,  y  des- 
pués á  su  tiempo  en  este  Supremo  Tribunal : 

1.*  La  ley  fundamental  establecida  por  D.  Juan  Andrés  Fernandez 
de  Córdoba  en  24  de  Mayo  de  1741,  por  cuanto  sin  embargo  de  dis- 
poner ésta  que  fenecida  la  línea  de  D.  Luis,  segundogénito,  sucediera 
en  el  mayorazgo  el  hijo  segundo  de  los  poseedores  del  de  Algarinejos, 
Cardeñosa  y  Suheros  y  sus  descendientes,  se  adjudicaban  los  bienes 
á  O.  Cristóbal  Pérez  del  Pulgar,  que  en  el  año  de  1847  en  que  murió 
la  Doña  Dolores,  última  poseedora»  no  era  segundogénito  de  la  casa 
de  Algarinejos,  ni  lo  había  sido  su  madre  Doña  Francisca,  que  pre- 
muno en  el  año  de  1841,  siendo  colateral  de  la  Doña  Dolores,  cuya 
línea  directa  quedó  extinguida  en  la  misma : 

8."  La  ley  fundamental  redactada  por  Doña  Ana  Dorotea  Portocar- 
rero  en  17  de  Mayo  de  1747,  porque  si  bien  llamaba  en  segundo  tér- 
mino para  la  sucesipn  al  primogénito  D.  Cristóbal  Fernandez  de 
Córdoba ,  una  vez  extinguida  ja  línea  de  D.  Luis,  añadió  que  muerto 
D.  Cristóbal,  llamaba  al  hijo  segundo  que  el  referido  tuviese,  expre- 
sando después  que  fundaba  el  mayorazgo  para  hijos  segundos;  y  que 
llegado  el  caso  de  finalizar  la  línea  del  D.  Luis ,  sucediera  el  hijo 
segundo  del  poseedor  de  ios  mayorazgos  de  Algarinejos,  Suheros  y 
Cardeñosa,  descendiente  del  D.  Cristóbal;  que  la  Doña  María  del  Car- 
men  Fernandez  de  Córdoba,  al  adjudicarse  los  bienes  al  Pérez  del 
Pulgar,  se  deslizaba  la  fundación  por  diversos  rumbos,  y  se  encau- 
zaban por  diversos  canales  de  los  que  lijaron  los  instituidores. 

3.°  £1  art.  2/  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820 ,  por  cuanto  no 
habiendo  podido  ser  D.  Cristóbal  Pérez  del  Pulgar  %  ni  por  sí  ni  en 
representación  de  su  madre ,  sucesor  en  los  mayorazgos  referidos  en 
la  última  vacante,  no  tenia  derecho  para  reivindicar,  y  sin  embargo 
la  Sala  lo  había  entendido  de  otro  modo. 

4/  La  ley  1.a,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  sea 
la  40  de  Toro,  porque  al  fijar  la  misma  los  modos  de  suceder  en  el 
mayorazgo,  añadió:  «salvo  si  otra  cosa  estuviese  dispuesta  por  el  que 
primeramente  lo  instituyó,  porque  en  tal  caso  mandamos  que  se 
guarde;»  y  que  por  lo  tanto,  determinando,  como  determinaron  siem- 
pre los  fundadores ,  que  finalizada  la  linea  contentiva  donde  habia 
radicado  el  derecho  sucesorio  pasara  éste  y  radicara  de  nuevo  en  el 
segundogénito  del  poseedor  de  Algarinejos,  Suheros  y  Cardeñosa, 
cuya  circunstancia  no  habia  justificado  ni  alegado  ni  pretendido  si- 
quiera D.  Cristóbal  Pérez  del  Pulgar ,  la  sentencia  que  le  adjudicaba 
los  bienes;  lanzando  una  mirada  retrospectiva  sobre  el  antiguo  dere- 
cho vincular,  infringía  la  citada  ley. 

5/    La  ley  8.'.  tít.  fi\  Partida  4/;  ya  porque  el  fallo  en  su  parte 
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diapositiva  venís  á  sancionar  que  Ja  línea  de  Doña  Dolores  Fernandez 
de  Córdoba  no  quedó  .extinguida  por  su  defunción ,  y  que  continúa 
existente  después  de  su  muerte  á  pesar  de  constar  que  ha  fallecido 
sin  descendencia  y  que  noba  poseído  los  mayorazgos  de  Algarinejos, 
Cardeñosa  y  Suheros,  por  estarlos  poseyendo  D.  Cristóbal  Fernandez 
de  Córdoba ;  ya  porque  establece  que  un  sobrino  carnal  pueda  ser 
considerado  como  tal  segundogénito  con  relación  á  su  tía ,  hermana 
de  su  paa4re. 

¥  6.°  La  doctrina  constantemente  admitida  por  la  jurisprudencia 
de  los  Tribunales  en  materia  vincular,  que  establece;  «que  la  linea 
de  cualidad  la  componen  aquellas  personas  en  quienes  concurre  la 
especialidad  requerida  por  el  fundador;»  y  como  al  dejar  de  existir 
Dq fia  Dolores  Fernandez  de  Córdoba  no  concurría  en  su  sobrino  Don 
Cristóbal  Pulgar  la  cualidad  de  segundogénito  de  los  poseedores  de 
Algarinejos,  Cardeñosa  y  Suheros,  no  había  podido,  sin  infracción  de 
aquella  doctrina,  declararso  que  la  pertenecen  todos  los  bienes  de  los 
extinguidos  mayorazgos  de  segundogenitura  que  fundaron  D.  Juan  An- 
drés y  Doña  Ana  Dorotea  Portocarrero;  pues  la  segundogénita,  con  re- 
lación al  poseedor  de  aquellos ,  lo  era  al  fallecimiento  de  ia  Dona 
Dolores,  la  esposa  del  recurrente,  Doña  Carmen  Fernandez  de  Cór- 
doba ,  supuesto  que  en  la  línea  de  su  padre  era  en  la  que  concurría 
la  especialidad  requerida  por  los  fundadores. 

Vistos,  siendo  Ponpnto  el  Ministro  D.  José  María  liaro. 

Considerando  que  en  las  cuestiones  sobre  sucesión  vincular,  la  vo- 
luntad del  fundador  es  lq.  primera  ley  que  ha  de  aplicarse  al  resol- 
verla* ; 

Consja'pnwíjp  que  Q.  Juaq  Andrés  de  Córdoba  y  su  mujer  Doña 

¿na  Dolores  Rpr(o<$rrero  en  sus  respectivas  disposiciones  testamenta- 
rias fundaron  dos  vinculaciones  de  las  conocidas  con  el  nombre  de 
segundogenitura  impropias ,  puestcTque  llamaron  en  primer  lugar  6 
su  (lijo  segundo  Q.  L,uis,  y  extinguida  su  línea  al  poseedor  de  los 
mayorazgos  de  Algarinejos,  Cardeñosa  y  Suheros,  si  no  tenia  hijo  se- 
gundo, y  al  que  lo  , fuese  al  tiempo  de  la  vacante  sj  le  tenia ;  pero 
debiendo  en  todo  lo  demás  seguirse  el  orden  regular  de  las  vincula- 
ciones de  esta  clase :  . 

Consideraqdp  que,  á  |a  defunción  del  último  poseedor  de  la  líne^ 
de  D.  l-uis  Fernandez  de  Córdoba,  D.  Cristóbal  Fernandez  de  Córdo- 
ba, abuelo  de  |a  demandada,  era  poseedor  do  los  vínculos  do  Alga- 
rinejos, Cardefipsa  y  Suheros,  y  como  tal  cabeza  de  la  nueva  línea, 
porque  tenia  ilaraamiepto  en  su  persona  pira  un  caso  y  era  quien 
podía  trasmitir  4  su  hijp. segundo  |a  cualidad  de  preferencia,  porque 
rio  podia  realizarse  si  nq  había  padre  poseedor  de  esos  mayorazgos; 

Considerando  qqe  siendo  en  esa  época  D.  Cristóbal  Fernandez  de 
Córdoba  padre  de  la  demandada,  el  primogénito  por  haber  fallecido 
sii)  sucesipf]  s,u  (íermano  mayor  D.  José,  era  segundogénita  la  última 
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poseedora  Doña  Dolores,  y  como  tal,  entró  en  la  posesión  de  las  vin- 
culaciones en  cuestión : 

Considerando  que  de  la  misma  manera  que,  'puerto  sip  sucesión 
el  primogénito  D.  José,  tenia  este  carácter  su  hermano  ¡).  Cristóbal, 
que  hasta  entonces  era  y  debía  ser  tenido  como  segundo ,  recono- 
ciéndose esta  cuaíjdad  en  su  ¿hermana  Doña  Dolores;  nluería  ^sta  sin 
sucesión,  ha  de  reconocerse  la  misma  cualidad  en  su  hermana  Doña 
Francisca  y  sus  descendientes,  por  el  derecho  de  representación  ilimi- 
tado en  las  vinculares : 

Y  considerando  que  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Granada ,  de 
cuya  casación  se  trata,  no  infringe  la  ley  fundacional  qué  en  apoyo 
del  recurso  se  cita  en  el  primero  y  segundo  motivo,  ni  ninguna  de 
las  demás  leyes  y  doctrina  citadas  en  los  motivos  tercero ,  cuarto, 
quinto  y  sexto ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  liaría  la  Puerta ,  al  que 
condenamos  en  las  costas;  y  Revuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Granada  con  la  correspondiente  certificación. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mau- 
ricjo  García.=José  María  Gáceres.^Laureano  de  Arrieta.=Por  el  se- 
ñor D.  Valentín  Garralda  ,  que  votó  por  escrito:  Mauricio  García .= 
José  María  Haro.=José  Fermín  de  Muro.=Juan  González  Acevedo. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  D*  José 
María  Baro,  Ministro,  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  pscriftano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  5  de  Julio  de  1869.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

Núm.  7. 
CASACIÓN— SALA  PRIMERA. 

■ 

Tercería  de  dominio.  —  Sentencia  de  5  de  Julio ,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  I).  José 
Boldú  y  Iiipoll  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  María  Boldú  y  Juan 
Corrades. 

En  los  considerandos  se  establece  : 

1 .°    Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 
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2.°  Que  para  declararte  la  nulidad  de  una  venta  por  haber 
sido  hecha  en  fraude  de  acreedores,  debe  constar  la  absoluta  insol- 
vencia del  vendedor  y  la  mala  fé  de  éste  y  del  comprador  para  per* 
judicar  á  terceros. 

3.°  Que  las  leyes  de  Partida  no  pueden  citarse  en  Cataluña 
sino  á  falta  de  legislación  foral  ó  de  disposición  del  Derecho  canó- 
nico ó  romano,  vigentes  allí  con  preferencia. 

1.°  Que  no  puede  ser  objeto  de  un  recurso  de  casación  en  el 
fondo  ni  en  la  forma ,  el  hecho  abusivo  de  constituir  un  depósito 
en  poder  de  un  Escribano. 

■ 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Julio  de  1869,  eu  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Balaguer  y  en  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  María  Boldú  y  Juan  Gorra- 
das ,  y  por  su  defunción  por  José  y  Teresa  Corrades  y  Boldú  y  Joa- 
quina y  Adelaida  Corrades,  con  D.  José  Boidú  Ripoll  y  D.  José  Boldú 
y  Bernat,  sobre  tercería  de  dominio;  pleito  pendiente  ante  Nos  por 
virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandado  Boldú 
y  Ripoll  contra  la  sentencia ,  que  en  18  de  Junio  de  1868  dictó  la  re- 
ferida Sala : 

Resultando  que  con  motivo  del  matrimonio  convenido  entre  José 
Boldú  y  Ripoll  é  Inés  Mirassó  y  Trepat ,  se  otorgó  escritura  de  capi- 
tulaciones en  la  villa  de  Agraraunt  á  9  de  Enero  de  1833  ,  por  las 
cuales  José  Boldú  y  Bernat,  padre  del  contrayente ,  sé  obligó  á  man- 
tenerle y  vestirle  en  su  casa  y  compañía  ,  y  á  su  futura  esposa  é 
hijos  y  familia,  trabajando  todos  á  utilidad  de  la  casa,  reservándose 
la  facultad  de  empeñar  ó  vender  lo  que  le  acomodase  de  sus  bienes, 
sin  anuencia  ni  intervención  de  su  citado  hijo,  á  quien  para  el  caso 
de  morir  Intestado  instituyó  por  heredero  universal  de  todos  sus 
bienes  :  que  Francisco  Mirassó ,  hermano  de  la  contrayente  ,  dio  á 
ésta  por  título  de  donación  ,  en  pago  de  todos  sus  derechos  de  legí- 
tima paterna  y  materna,  165  libras,  moneda  catalana,  una  caja  y  di- 
ferentes ropas  ,  todo  lo  cual  aportó  aquella  á  su  mencionado  esposo 
y  suegro ,  queriendo  que  estos  lo  cobrasen  y  poseyesen  ,   haciendo 
suyos  los  frutos  para  mejor  soportar  las  cargas  del  matrimonio, 
terminado  el  cual ,  ella  y  los  suyos  los  recobrarían  sin  contradicción 
alguna ;  y  que  José  Boldú  y  su  hijo  confesaron  haber  recibido  las 
165  libras  prometidas  en  dote  á  Inés  Mirassó,  y  los  demás  efectos 
nupciales  expresados,  haciendo  de  aumento  ó  donación  por  bodas 
la  cantidad  de  55  libras ,  que  le  aseguraron  sobre  todos  sus  bie- 
nes ,  queriendo  que  al  terminar  el  matrimonio  las  cobrasen  ella  y 
los  suyos : 

Resultando  que  en  9  de  Setiembre  del  mismo  año  1833,  D.  José 
Boldú  y  Ripoll  demandó  á  juicio  verbal  ante  el  Alcalde  mayor  y  Te- 
niente Corregidor  de  la  ciudad  de  Lérida  ft  su  padre  José  Boldú  y 
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tana*  pira  que ,  mediante  á  no  haber  podido  congeniar  con  él  y 
tenido  que  separarse  de  su  compartía,  le  entregase  lo  correspondiente, 
en  razón  de  la  donación  que  le  habla  hecho  después  de  sus  días; 
y  además  165  libras  del  dote  que  habia  aportado  su  consorte  y  con- 
fesado tener  recibido ,  Junto  con  las  55  libras  de  que  se  le  habia 
hecho  aumento :  que  el  demandado  negó  que  hubiera  recibido  las 
165  libras  de  la  supuesta  dote ,  aunque  las  hubiera  dado  por  tales, 
alegando  que  su  patrimomio ,  apenas  bastaba  para  mantenerse  él 
mismo ;  y  que  el  Alcalde  mayor  condenó  al  demandado  al  pago  de 
las  165  libras  aportadas  en  dote  por  su  nuera,  y  señaló  al  deman- 
dante, por  vía  de  alimentos  provisionales,  un  real  diario,  reservándole 
el  derecho  que  creyera  competirle  en  razón  de  lo  demás  que  tenia 
concertado : 

Resultando  que  José  Boldú  y  Bernat  impugnó  las  pretensiones  de 
su  hijo,  ofreciendo  Justificación  de  sus  alegaciones  ;  y  que  opuesto 
éste,  no  le  fué  admitida  por  el  Alcalde  mayor  en  14  de  Diciembre  de 
dicho  arfc,  ordenando  que  se  llevase  á  puro  y  debido  efecto  lo  acor- 
dado en  la  audiencia  verbal ,  y  que  el  demandado ,  en  el  término  de 
tercero  dia,  abonase  al  demandante  las  165  libras,  junto  con  el  im- 
porte de  los  alimentos  que  se  habian  señalado  á  su  hijo ;  bajo  aper- 
cibimiento de  ejecución,  que  se  decretaba  desde  entonces  para  el  caso 
de  que  no  se  cumpliera  : 

Resaltando  que  paralizadas  en  tal  estado  las  diligencias,  se  remi- 
tieron en  el  año  de  1862  á  instancia  de  José  Boldú  y  Rlpoll  al  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Balaguer ,  mandándose  requerir  á  su 
padre  José  Boldú  y  Bernat  para  el  pago  de  las  165  libras  y  el  real 
diario  por  via  de  alimentos  que  se  le  habia  señalado:  que  notificado  por 
el  Secretario  del  Juzgado  de  paz  de  Castellserás  ,  manifestó  quedar 
enterado,  no  firmando  la  diligencia  por  encontrarse  imposibilitado  i  y 
que  despachada  ejecución  en  5  de  Marzo  de  1863  por  la  cantidad  men- 
cionada de  165  libras,  por  concepto  de  dote,  y  10.190  rs.  qhe  importa- 
ban los  alimentos ,  se  le  embargaron  una  mesa  y  otros  efectos ,  una 
casa  y  dos  piezas  de  tierra : 

Resultando  que  en  21  de  Julio  de  1862  otorgó  escritura 'José  Boldá 
y  Bernat 'en  la  ciudad  de  Barcelona,  por  la  que,  para  satisfacer  las 
cantidades  de  que  hizo  mérito,  y  entre  ellas  á  José  Boldú  y  Rípoll  y 
á  Inés  Mirassó,  su  hijo  y  nuera ,  2.346  rs.  22  maravedís  por  el  dote 
que  la  última  aportó  y  esponsalicio  que  el  otorgante  la  hizo  en  los 
capítulos  matrimoniales  de  9  de  Enero  de  1833;  y  para  la  mejor  ex- 
pedición de  sus  negocios,  vendió  perpetuamente  á  Dona  María  Boldú, 
viuda  m  primeras  nupcias  de  Antonio  Gorrades,  y  consorte  á  la  sazón 
de  Juan  Corrades,  y  á  su  hijo  Juan  Corrades  y  Boldú,  una  casa  en 
el  puente  de  Casteilserás,  siete  piezas  de  tierra  en  dicho  término,  de 
la  extensión  y  cabida  de  que  hizo  mérito,  un  huerto  y  el  derecho  de 
luir  v  quitar  que  tenia  sobre  tres  piezas  de  tierra  que  habia  vendido 
*    II.  3 
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con  pacto  de  retro  al  citado  Juan  Corrades,  en  precio  de  55.648 
les,  de  los  cuales  18.813  rs.  10  maravedís,  en  virtud  de  la  facultad 
que  concedía  á  los  compradores,  se  los  retendrían  en  su  poder  parra 
satisfacerlos  &  los  acreedores  expresados,  de  los  cuales  en  ei  telo  del 
pago  obtendrían  la  debida  cesión  de  derechos,  sucediendo  en  tu  lugar 
y  compitiéndoles  las  mismas  prioridad  y  prerogativas  que  compitie- 
ran á  aquellos  si  dicha  cantidad  no  les  hubiera  sido  satisfecha;  con- 
fesando que  recibía  de  los  compradores  en  aquel  acto ,  en  dinero 
metálico ,  los  restantes  36.834  rs.  y  2i  maravedís ;  y  presente  María 
Boldú  y  su-  hijo  Juan  Corrades ,  aceptaron  1?  escritura»  prometiendo 
Cumplir  con  el  pago  de  las  delegaciones  comprendidas  en  ella  y  con 
lp  demás  que  viniera  á  su  cargo: 

Resallando  que  en  7  de  Mayo  de  1863  entablaron  María  Boldú  y 
su  hijo  Juan  Corrades  la  demanda 'objeto  de  este  pleito,  exponiendo 
qué  había  llegado  á  su  noticia  que  se  estaban  siguiendo  autos  ejecu- 
tivos á  instancia  de  José  Boldú  y  ftipoll  contra  su  padre  José  Boldú 
y  Berñat  para  pago  de  cierta  cantidad  por  alimentos,  y  d*  la  dote 
que  había  aportado  su  nuera :  que  en  virtud  de  la  citada  escritura 
habían  adquirido  los  demandantes  el  dominio  ó  derecho  de  las  cosas 
compradas,  y  como  tales  dueños,  les  correspondía  la  acción  reivindi- 
catoría; y  que  como  terceros  poseedores  de  las  ftpca,*  ejecutadas,  po 
debían  responder  de  las  deudas  ni  obligaciones  de  José  Boldú  y  Ber- 
ñat que  no  constasen  oportunamente  registradas  en  la  Contaduría  de 
Hipotecas,  según  estaba  decidido  por  sentencia  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  24  de  Noviembre  de  1860  \  y  QÍrépieptfo  satisfacer  á  Inés 
BJitassd  y  á  su  matidQ  José  $otdú  y  Rípoll  lg|  16o  libras  de  la  dote 
de  aquélla;  V  las  85  del  esponsalicio,  par*  cuyo  pago  hahiq  delegado 
ei  vátidedOv  <"*¿  ^qWü  y  Berqat  1.346  rs.  21  mr$.,  que  depositaban 
éft  6o4er  del  actuario;  ejercitando  lft  aceftm  reivindicatoría,  suplicaron 
se  declárase  el  derecho  preferente  f)p  los.  demudantes,  como  dueños 
de  tas  ¿ncás  ejecutadas,  sip  da^  iu^ar  ¿  los  procedimiento^  de  apre- 
mio, Mudando  se  alzara  e(  pmb?rgQ  de  $Ua$i  y  qu§  se  dejaron  libres 
á  disposición  de  los  demandantes:    - 

Insultando  que  José  Bpldú  y  fUpoll  impugno  la  demanda,  alegando 
que  la  citada  venta  era  ficticia  y  §q  ha.bia  hecho  en  fraude  de  los 
acreedores,  y  principalmente  para  frustrar  los.  alimentos  consignados 
4  ésta  parte  en  sus  capítulos  matrimoniales,  y  fijados  en  un  real  diario 
en  la  citada  Sentencia;  y  que  el  haberse  otorgado  de  todo  lo  que  pq- 
seia  á  favor  de  una  hija  y  nieto  qp  época  en  que  el  heredero  recla- 
maba los  alimentos  por  una  cantidad  que  en  la  mayor  parte  de  ella 
no  necesitaba,  era  una  prueba  evidente  de  la  ficción  que  contenia,  y  por 
lo  cual  era  nula  y  de  ningún  valor  en  virtud  de  la  ley  7.a,  tit.  15  de 
la  Partida  5.a: 

Resultando  que  conferido  traslado  con  emplazamiento  aj  ejecutado, 
y  librado  despacho  b|  Juez  de  paz  de  Camiseras  t  potiQcado  por  el 
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Stetetario  se  rfioe  en  la  diligencia  que  se  daba  por  notificado,  no  fir- 
mando por  estar  imposibilitado  y  no  poder  tampoco  .entepder  en  dar 
facultad  ¿  nadie  para  que  lo  verificase  por  él,  por  (o  cual  bebían  es- 
tado presentes  «1  acto  cuatro  testigos;  y  que  aete  mismo  resultado 
produjeron  otras  dos  düig encías  que  se  practicaron  con  igual  objeto: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  José  JI9I44  en  primera  ins- 
tancia para  acreditar  que  su  padre  no  tenia  al  otorgar  la  escritura  de 
reata  otra  finca  que  las  comprendidas  en  ellq,  y  en  la  segunda  la 
simulación  déla  misma,  por  baber  continuado  poseyéndolas,  y  no 
haber  sido  satisfechos  los  créditos  figurados  en  aquella)  dictó  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  18  de  Junio  dé  1868  sen-, 
tofteia  revocatoria,  estimando  la  demanda  propuesta  por  María  Bpidú 
y  Juan  Gorrades,  y  mandandp  que  se  alzase  el  embargo  puesto  en 
las  fincas  comprendidas  en  la  escritura  de  venta  de  81  de  Julip  de. 
1869,  y  entregarse  á  aquellos  con  los  frutos  de  las  mismas,  entregúr\- 
dqpe  también  á  José  Boldú  y  Ripoli  las  265  libras  que  habían  deposi- 
tad? en  su  favor: 

Resultando  que  D.  José  Boldú  y  Ripoli  interpuso  recurso  c)e.  casa- 
ción, citando  como  infringidas : 

1.*  La  ley  1.a,  tít.  II,  Partida  3.a*  que  previene  que  la  prusba  per- 
tenece al  demandador  cuando  la  otra  parte  negase  la  demanda ;  y 
que  sí  no  la  probase ,  deben  dar  por  quito  al  demandado ,  toda  vez 
que  los  opositores  no  habian  probado  el  dominio  que  habían  intentado 
reitiodinar. 

i:  Rl  art-  881  de  la  Ley  da  Bnjpici&núepto  civil,  al  atribuir  fuerza 
probatoria  á  la  escritura  de  él  de  Julio  de  1862,  que  prescindiendo 
de  que  era  una  .verdadera  simulación  del  contrato  de  venta,  hecha 
«a  frandp  de  los  acreedores ,  no  (íabia  venido  al  pjeito  cqp  citación 
contraria  ni  hqbip  sido  compulsada  con  pu  orjginal,  previa  la  debida 
litación ;  y  e*(g  parte  había  estado  tan  distaqte  de  prestarla.su  asen- 
(imipato  expreso,  cuaQtp  que  la  babia  impugnado  en  tai  concepto  de 
h§ber  sjjpulaciop,  y  esparaba  con  avidez  que  los  opositores  hubiesen 
solicitado  $u  compulsa,  para  mapifefrtar  que  su  padre  José  Boldú  y 
Bernqt  carena  de  capacidad  bastante  para  contraer  y  firmar  dicho 
contrato,  eptre  otrps  cosas ,  por  lo  avanzado  de  su  edad  ,  el  estado 
de  sus  pqtenpjaa  intelectuales  ,  conforme  se  había  hecho  ya  constar 
W  los  autos  ct)n  motivo  de  1q*  notifioaciones  personales  que  le  habían 
sjf|o  dirigidas  y  que  no  había  ppdido  Arpiar. 

3.a  La  jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en 
sentencia  de  9  de  pnero  (je  Í8Q6,  pn  qqe  qa  establece  que,  el  que  de- 
duce uqa  tercería  purp  y  siiqpleinenfe.  dq  dominio  está  obligado  ,á 
acreditar  a?te  cjerecho  sobret  )qa  bjenos  á  que  se  refiera,  pues  la  ma7 
dre  é  hjjo  Gorradep  no  baqian  justificado  sü  dominio  sóbrelas  fincas 
embargadas ,   por  más  que  hubiesen  acompañado  una  escritura  dq 

venia  í  au  favor,  porque  no  tenip  eficacia  en  Juicio. 
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4/  La  declaración  que  contiene  la  sentencia  de  está  Supremo  Tri- 
bunal de  24  de  Enero  do  1563,  en  que  se  establece  que  la  escritura 
pública  de  venta  tiene  fuerza  legafl  bastante  para  probar  el  hecho 
de  la  venta  ;  pero  carecía  de  .ella  para  acreditar  el  dominio  del 
vendedor  en  la  cosa  vendida  ,  siendo  en  efecto  un  contrasentido  el 
que  sirviera  de  prueba  para  justiíícar  el  dominio  cabalmente  la  es- 
critura ,  que  era  el  medio  de  simulación  quo  habían  inventado  los 
otorgantes  para  figurar  una  traslación  de  dominio  que  no  había  te- 
nido lugar. 

3.a  La  ley  20  del  Código  ,  libro  2.' ,  tit.  3.\  De  pactis  ,  en  cuanto 
tiispone  traditionibus  dominia  rtrum  non  miáis  puettt  transferunlur,  por 
cuanto  en  la  escritura  de  venta  producida  no  Jiabia  habido  tradición 
de  las  fincas  bajo  ningún  concepto  ,  prometiéndose  sólo  por  el  ven- 
dedor darles  posesión,  que  babia  continuado  aquel  disfrutando  hasta 
el  dia  de  su  muerte  ,  pagando  las  contribuciones  impuestas  y  tenién- 
dolas amillaradas  en  su  nombre ,  conforme  lo  acreditaba  la  certifica- 
ción del,  Alcalde  de  Castellser'is ,  ti  la  cual  había  prestado  m\  asenti- 
miento la  parte  contraria. 

6/  La  ley  7.a,  tít.  5.*,  Partida  5.a,  y  la  doctrina  de  este  Supremo 
Tribunal' aplicada  en  varias  decisiones,  y  principalmente  en  la  citada 
de  II  de  Enero  de  1866 ,  según  cuyas  disposiciones  es  nulo  ó  rescin- 
dible  todo  contrato  de  venta,  aunque  sea  perfecto,  si  es  celebrado  en 
fraude  de  los  acreedores ,  y  en  el  caso  actual  no  podia  ser  más  pa- 
tente que  la  venta  figurada  de  la  escritura  de  21  de  Julio  de  lKG2.á 
favor  de  los  actores  habla  sido  en  perjuicio  del  recurrente  y  de  los 
demás  acreedores  de  derechos  reales  y  personales  contra  José  Boldú 
y  Bernat.  * 

T  7."  Que  al  mandarse  la  entrega  al  recurrente  de  2(55  libras  que 
la  madre  é  hijo  Corrades  hablan  depositado  á  su  favor,  no  sola- 
mente existia  una  extra! imitación  de  la  demanda ,  puesto  que  este 
modo  de  pagar  no  habla  sido  objeto  de  la  misma ,  sino  que  también 
se  sancionaba  el  ofrecimiento  de  un  depósito  ilegal,  contra  lo  dis- 
puesto en  la  ley  9.a,  tít.  26,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación, 
que  prohibe  terminantemente  constituir  depósito  alguno  en  los  ofi- 
cios de  los  Escribanos;  contra  los  artículos  2.°  y  3.°d?l  Real  decreto 
de  29  de  Setiembre  de  18S2  y  Beal  orden  de  3  de  Febrero  de  1857, 
y  contra  la  Jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en 
las  sentencias  de  25  de  Octubre  de  1863  y  31  de  Diciembre  de  1867, 
que  no  autorizan  otro  depósito  que  el  legal ,  ó  sea  en  las  Cajas  de 
Depósitos  designadas  por  el  Gobierno  en  cada  provincia ,  y  mediante 
los  formales  requisitos  que  habían  de  preceder  para  la  validez  del 
ofrecimiento  y  consignación  de  la  cantidad  que  se  depositase ,  de- 
vengando intereses  &  favor  del  interesado,  lo  cual  no  sucedia  en  el 
presente  caso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Cacares. 
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Considerando  que  lost  demandantes  han  justificado  en  estos  au<- 
tos  el  dominio  de  las  fincas  de  que  se  trata  ,  con  la  presentación 
de  la  escritura  de  adquisición  do  las  mismas  ,  y  por  consiguiente 
la  sentencia  no  ha  infringido  la  ley  1.a,  lit.  14,  Partida  3.\  ni  las 
doctrinas  que  se  invocan  como  primero,  tercero  y  cuarto  motivos  del 
recurso  : 

Considerando  que  el  recurrente ,  lejos  de  haber  redargüido  de  ci- 
vilmente falsa  la  escritura  de  venta,  ha  fundado  su  excepción  única 
en  que  se  habia  hecho  en  fraude  de  su  crtáito  de  los  aumentos,  re- 
conociendo por  lo  demás  la  autenticidad  del  documento;  lo  que  hacia 
innecesario  el  cotejo  de  la  escritura,  y  por  tanto  tampoco»  se  ha  in- 
fringido el  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  doctrina  de  la  sentencia 
de  9  de  Enero  de  18f>6,  porque  aparece,  y  no  se  ha  negado,  que  fuera 
verdadero  dueño  el  vendedor;  siendo  un  supuesto  voluntario  de  parte 
del  recurrente  la  simulación  que  atribuye  á  dicha  escritura: 

Considerando  que  conteniendo  aquel  documento  la  cláusula  de 
constituirse  el  vendedor  en  tenedor  precario  de  las  fincas  á  nombre 
de  los  compradores  y  mientras  ^stos  tomasen  la  posesión  real  cor- 
poral, esta  manera  breve  de  conferirles  la  posesión  completaba  el  con- 
trato de  venta,  y  la  sonteneia  por  lo  mismo  no  ha  infringido  la  ley 
20.  tít.  3/,  libro  2/  del  Código  De  pactis : 

Considerando  que  para  declararse  la  nulidad  de  la  venta  por  baber 
sido  hecha  en  fraude  de  los  acreedores,  debe  constar  la  absoluta  in- 
solvencia del  vendedor  y  la  mala  íá  de  éste  y  del  comprador  para 
perjudicar  á  terceros,  sobre  lo  cual  se  han  practicado  pruebas  quo 
ha  calificado  la  Sala  sentenciadora  estimando  quo  no  se  han  justifi- 
cado aquellos  extremos;  por  lo  que  la  sentencia  no  ha  infringido  la 
ley  7.\  tít.  5.\  Partida  ?>.\  que  no  debería  haberse  citado  sino  A  falta 
de  legislaciou  focal  ó  de  disposición  del  Derecho  canónico  ó  romano, 
vigentes  con  preferencia  en  Cataluña,  ni  la  sentencia  .que  inoportuna- 
mente se  invocan: 

Y  considerando  que  ni  se  ha  discutido  en  el  pleito  el  hecho  abu- 
sivo del  depósito  constituido  en  poder  del  Escribano  del  Juzgado  de 
primera  instancia,  ni  este  punto  podía  ser  objeto  de  un  recurso  do 
casación  en  el  fondo  ni  en  la  forma; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
interpuesto  por  D.  José  Boldú  y  Ripoll ,  á  quien  condenamos  en  las 
costas,  y  lo  acordado;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Caceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos—Mauricio  García. 
—José  María  Cáceres.=Francisco  María  d eCastil la. =José  María  Harg.aa 

Joaquín  Jauraar—Joaé  Fermín  de  Muru.^Juan  González  AccvedQ, 
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Publicación : 

Leida  y  publicada  fuá  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres,  Ministro  del  Tribunal  Supreipo  de  Justicia,  están- 
dose celebrando  audiencia  publica  en  la  Sala  primera  del  mismo,  Él 
día  de  hoy,  de  que  certifico  corpo  Escribano' de  Cámara. 

Madrid  5  de  Julio  de  1869.=*Gregorio  Camilo  García. 


Mu.  8. 


APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Reclamación  be  bienes. — Sentencia  de  5  de  Julio,  confirmando  el 
auto  apelado  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza, 
denegatorio  de  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Hipólito  Fuertes,  en  pleito  con  D.  Nicolás  Canales. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  el  término  para  interponer  el  recurso  de  casación  es 
el  de  diez  dias,  que  empiezan  á  correr  desde  el  siguiente  al  de  la 
notificación  de  la  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  superior  con- 
tra la  cual  se  utilice  dicho  recurso ,  según  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo 1.022  de  la* Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

2.°  Que  la  circunstancia  de  haberse  solicitado  por  uno  de  los 
litigantes  aclaración  de  la  sentencia,  no  interrumpe  el  término  im- 
prorogable  que  la  ley  señala  para  la  interposición  del  recurso  de 
casación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Julio  de  1869,  en  los  autos  que  ante 
5íos  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el. Juzgado  de  primera 
instancia  de  Sos  v  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  por 
D.  Nicolás  Canales  con  D.  Hipólito  Fuertes,  como  marido  de  Doña 
Antonia  Lapalla,  esposa  que  fué  de  D.  Pedro'  Canales,  padre  de  aquel, 
sobré,  reclamación  de  bienes : 

Resultando  que ,  previa  la  práctica  de  ciertas  diligencias  y  acom- 
pañando varios  documentos  en  10  de  Mayo  de  1867 ,  D.  Nicolás  Ca- 
nales .dedujo  demanda  contra  D.  Hipólito  Fuertes,  en  concepto  de 
marido  de  Doña  Antonia  Lapalla,  mujer  que  fué  de  D.  Diego  Canales, 
padre  del  demandante,  sobre  entregado  los  bienes  que  designó  y  de- 
más que  apareciesen  que  el  D.  Diego  adquirió  hasta  su  muerte ,  en 
concepto  de  gananciales,  para  lo  que  practicase  con  el  demandante 
la  partición  de  dichos  bienes,  otorgando  la  correspondiente  escritura 
de  división ,  y  para  que  le  abonase  los  frutos  producidos  y  que  se 
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produjesen  en  esa  proporción  de  la  mitad  desde  el  nuevo  enlace  del 
D.  Hipólito  con  Doña  Antonia,  por  resultado  del  cual  perdió  ésta  la 
viudedad  de  dicha  mitad  de  Menea  : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Hipólito  Fuertes,  le  evacuó 
pretendiendo  se  le  absolviera  de  la  demanda  y  se  declarasen  al  pro- 
pio tiempo  sin  efecto  legal  las  hipotecas  de  ciertas  (Hacas  qne  D.  Diego 
Canales  biso,  sin  peder  para  ello*  á  Ih  seguridad  de  500  libras  que 
mandó  en  dote  á  la  adversa  de  fus  propios  bienes ,  quedando  en  su 
virtud  la  esposa  del  demandado  libre  para  diaponer  dé  todos  sus  bie- 
nes patrimoniales ,  tanto  muebles  como  sitios ,  por  lo  que  hacia  á  la 
cuestión  presente: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  por  sus  trámites,  )wr  senten- 
cia que  pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia ,  modificando  en 
parte  la  del  Juez  de  primera  instancia,  se  estimó  la  demanda  en  va- 
rios de  sus  particulares  y  absolvió  á  D.  Hipólito  Fuertes  de  lo  demás 
pedido  por  D.  Nicolás  Canales,  reservando  á  éste  el  derecho  de  que  se 
creyera  asistido,  para  que  en  el  juicio  correspondiente  sobre  división 
y  partición  de  bienes  por  la  sociedad  conyugal  de  su  difunto  padre 
con  Doña  Antonia  Lapalla,  pidiese  lo  que  creyese  corresponderá: 

Resultando  que  notificada  la  sentencia  á  las  partes  en  el  dia  4  de 
Diciembre ,  en  el  siguiente  8  por  la  de  D.  Niqolás  Canales  se»  pidió 
que,  en  uso  de  la  facultad  que  concede  el  art.  77  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil ,  se  supliese  la  omisión  padecida  en  aquella,  prefiján- 
dose á  D.  Hipólito  Fuertes  el  término  de  seis  dias  para  cumplir  todo 
aquello  á  que  se  le  condenaba:  que  dada  cuenta  por  Relator,  por  auto 
del  dia  10 ,  notificado  el  14,  se  declaró  no  haber  lugar  á  lo  solicitado 
por  D.  Nicolás  Canales  : 

Resultando  que  éste  interpuso  recurso  de  casación  en  el  dia  17, 
fundado  en  que  la  sentencia  infringía  varias  disposiciones  legales  que 
citó ,  el  cual  le  fue  admitido  por  providencia  de  26  del  repetido  mes 
de  Diciembre : 

'  Resultando  que  en  el  mismo  dia  26,  D.  Hipólito  Fuertes  interpuso 
recurso  de  casación  contra  la  sentencia  de  vista,  por  infracción  de  ley 
y  doctrina ,  y  expuso  respecto  á  la  procedencia  de  su  admisión  ,  que 
hasta  que  fué  resuelta  la  pretensión  deducida  por  Canales  para  que 
se  suplieran  las  omisiones  que  entendió  haber  en  la  sentencia,  las  par- 
tes no  pudieron  saber  si  ésta  estaba  completa  ni  entablar  los  recursos 
legales,  y  que  por  lo  tanto  parecía  indudable  que  el  término  para  re- 
currir de  casación  no  habia  podido  empezar  á  correr  sino  después  de 
la  notificación  del  dia  14,  relativa  á  la  resolución  de  lo  pedido  por 
Canales : 

Y  resultando  que  la  referida  Sala  tercera,  por  auto  de  2  de  Enero 
último ,  de  la  que  D.  Hipólito  Fuertos  apeló  para  ante  este  Tribunal 
Supremo,  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  mismo ,  fundándose  para  ello  en  haberlo  sido  fuera  de  tiempo, 
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porque  notificada  la  sentencia  en  5  de  Diciembre,  en  el  día  18  había 
concluido  el  término  de  los  diez  que  la  ley  señala  al  efecto. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pascual  Bayarri. 

Considerando  que,  según  el  art.  1.082  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil ,  el  termino  para  interponer  el  recurso  de  casación  es  el  de  diez 
dias,  que  empiezan  á  correr  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación 
de  la  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  superior  contra  la  cual  se  uti- 
lice dicho  recurso :  f 

Considerando  que  en  el  presente  caso  fué  notificada  lá  sentencia 
en  el  día  4  de  Diciembre  último  y  el  recurso  no  se  interpuso  hasta 
el  26,  cuando  había  trascurrido  con  mucho  exceso  el  término  legal; 
por  lo  cual ,  y  fundada  la  Sala  sentenciadora  en  la  circunstancia  se- 
gunda del  art.  1.025  de  la  expresada  ley,  no  dio  lugar  á  la  admisión 
del  que  tardíamente  utilizó  el  apelante : 

Y  considerando  que  la  circunstancia  de  haberse  solicitado  por  uno 
de  los  litigantes  aclaración  de  la  sentencia,  no  interrumpe  el  término 
improrogable  que  la  ley  señala  para  la  interposición  del  recurso  do 
casación ;  con  tanto  más  motivo  en  el  caso  actual ,  cuanto  que  desde 
la  resolución  de  este  incidente,  que  tuvo  lugar  el  dia  10  y  se  noti- 
ficó el  14,  pudo  el  D.  Hipólito  Fuertes  producir  en  tiempo  hábil  su  re- 
curso i  como  lo  verificó  su  contrario  D.  Nicolás  Canales ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
auto  apelado ,  que  en  2  do  Enero  último  pronunció  la  Sala  torcera  de 
la  Audiencia  de  Zaragoza;  y  mandamos 'que  pasen  estos  autos  á  la 
Sala  primera  para  la  sustanciacion  del  recurso  interpuesto  por  D.  Ni- 
colás Canales ,  y  que  le  fué  admitido  en  26  de  Diciembre  de  1868,  por 
la  expresada  Sala  : 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno,  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Sebastian 
González  Nandin.— Pascual  Bayarri.=Francisco  de  Paula  Salas.  =  Ma- 
nuel María  de  Basualdo.=Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.=Juan  Jiménez 
Cuenca. =Miguel  Zorrilla. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anteripr  sentencia  por  el  Excmo.  c  Ilus- 
trísimo  Sr.  D.  Pascual  Bayarri ,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  Julio  de  1860.=:Rógclio  González  Montes. 
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Ním.  9. 
CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Defensa  por  pobre. — Sentencia  de  6  de  Julio,  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Eduardo 
Verdegay  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D  Felipe  Martínez  y  el 
Ministerio  fiscal.  • 

En  los  considerandos  se  establece  : 

1.°  Que  para  que  proceda  el  recurso  de  casación  fundado  %en 
las  causas  I.*  y  6.a  del  art.  1.015  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
citil.  es  requisito  indispensables  lanío  en  el  caso  de  ser  por  falla 
de  recibimiento  á  prueba,  como  en  el  de  denegarse  alguna  diligen- 
cia de  ella,  que  la  prueba  proceda  con  arreglo  á  derecho ,  g  que 
la  diligencia  sea  admisible  según  las  leyes. 

2.°  Que  en  segunda  instancia  sólo  es  admisible  el  recibimiento 
á  prueba  y  sus  diligencias  cuando  concurre  alguna  de  las  tres  cir- 
nwstancias  del  art'.  809  de  la  vrisma  Ley  de  Enjuiciamiento  civiL 

En  la  villa  de  Madrid,  á  &  de  Julio  de  1869,  en  los  autos  que  ante 
Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  ¿sla  capital  y  en  ia 
Sdla  segunda  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Felipe  Martínez, 
D.  Eduardo  Verdegay  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  defensa  por  pobre, 
de  aquellos: 

Resultando  que  en  23  de  Mayo  de  1867  D.  Felipe  Martínez  acudió 
al  Jurr.  de  primera  instancia,  pretendiendo  que,  previa  la  tramitación 
concerniente,  se  le  declarase  pobre  para  litigar  con  D.  Eduardo  Ver- 
degay, á  quien  tenia  que  demandar  sobre  pago  de  cantidades;  y  que 
conferido  traslado  por  término  de  seis  dias  á  D.  Eduardo  Verdegay, 
le  evacuó  impugnando  la  defensa  por  pobre,  deducida  por  Martínez, 
y  al  mismo  tiempo  solicitó  se  le  ayudara  y  defendiera  á  él  en  tal 
concepto,  próvia  la  información  de  pobreza  que  protestaba  hacer: 

Resultando  que  oidos  el  Promotor  fiscal  y  la  Administración  de 
Hacienda  pública,  por  auto  de  7  de  Noviembre  de  1807  se  recibió  c 
incidente  ü  prueba,  por  término  de  veinte  días  comunes  A  las  partes 

Resultando  que  con  escrito  fecha  ,'JO  de  dicho  mes  de  Noviembre, 
presentado,  se;* un  nota  del  Escribano,  en  el  mismo  día,  pasada  la 
hora  de  audiencia,  el  Procurador  de  Verdegay  acompañó  un  Interro- 
gatorio de  repreguntas  para  que  por  él  fueran  examinados  los  testigos 

presentado»  por  Martínez,  y  otro  para  que  i  su  tenor  declararan  loa 
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testigos  que  por  parte  del  mismo  Verdegay  se  presentasen ;  y  por  un 
otrosí  dijo  que  su  representado  Verdegay  se  hallaba  ausente  de  esta 
capital,  y  en  las  instrucciones  escritas  que  su  Abogado  defensor  aca- 
baba de  recibir,  si  bien  se  detallaban  lo¡¡  puntos  á  que  había  de  di- 
rigirse la  información  testifical,  no  se  hacía  expresión  de  quiénes 
fueran  los  testigos  que  acerca  de  ellos  debieran  declarar,  y  sólo  la 
indicación  de  que  era  menester  se  dirigiera  un  exhorto  á  San  Juan  de 
Puerto-Rico  para  D.  Juan  Fernandez  de!  Pino,  que  era  uno  de  los 
principales:  que  lo  adelantado  del  término  que  habla  trascurrido  sin 
poder  articular  la  pnjeba  por  falta  de  instrucciones  hacia  imposible 
pedir  en  el  día  el  extraordinario  para  la  probanza  que  había  de  rea- 
lizarse en  Ultramar,  porque  lo  impedia  el  art.  265  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  é  imposibilitaba  también  el  esperar  el  complemen- 
to de  las  instrucciones,  ó  sea  la  designación  del  nombre  y  domicilio 
de  los  testigos  de  que  su  parte  hubiera  de  valerse,  sin  lo  que  no  po- 
día realizarse  la  prueba  articulad*:  que  en  tan  anómala  situación,  lo 
único  que  lega í mente  cabia  hacer  era  solicitar,  a  tenor  del  art.  271  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento,  la  suspensión  del  término  probatorio;  y  pi- 
dió se  accediera  á  ello  hasta  que  se  recibiese  de  Verdegay  la  ampliación 
de  las  instrucciones  que  de  nuevo  se  le  habian  pedido  con  urgencia: 
,  Resultando  que  por  auto  de  3  de  Diciembre,  mediante  á  que  en  el 
mismo  dia  concluía  el  término  de  prueba  por  que  fué  recibido  el 
expediente,  y  que  por  ello  era  imposible  la  práctica  de  la  que  se  in- 
tentaba, se  mandó  unir  el  escrito  á  su  tiempo  á  dicho  expediente,  á 
los  efectos  legales  que  pudieran  convenir ;  y  por  otro  proveído  del 
mismo  dia  se  mandó  la  unión  de  las  pruebas  practicadas,  y  se  lla- 
maron los  autos  á*la  vista,  citadas  las  partes : 

Resultando  que  así  verificado ,  el  Juez  dictó  sentencia  declarando 
pobre  para  litigar  á  D.  Felipe  Martínez,  y  no  haber  lugar  á  hacer  tal 
declaración  respecto  á  D.  Eduardo  Verdegay: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  D.  Eduardo 
Verdegay,  al  evacuar  la  instrucción  que  se  le  confirió  por  un  otrosí 
pidió  que  con  arreglo  al  núm.  1.°  del  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  se  recibieran  los  autos  á  prueba  por  el  tiempo  que  se 
creyese  justo,  á  fin  de.  realizar  la  que,  propuesta  en  primera  instancia, 
no  pudo  verificarse  por  causas  ajenas  á  su  voluntad: 

Resultando  que  seguida  la  instrucción  para  con  D.  Felipe  Martínez 
y  el  Ministerio  fiscal,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  en  7  de  Mayo 
de  1868  declaró  no  haber  lugar  á  recibir  los  autos  á  prueba ,  y  que 
volvieran  al  Relator  para  la  vista  citadas  las  partes: 

Resultando  que  denegada  la  enmienda  que  de  aquel  proveído  pi- 
dió Verdegay  y  llamados  los  autos  á  la  vista  sobre  lo  principal ,  la 
referida  Sala  segunda  pronunció  sentencia  en  7  de  Julio  de  1868,  con- 
firmando con  las  costas  la  apelada: 

Y  resultando  que  D.  Eduardo  Verdegay  interpuso  recurro  de  casa- 
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don,  fundado  en  las  causas  i.*  y  6.a  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  porque  al  denegarle  en  primera  instancia  la  sus- 
pensión del  término  probatorio,  se  le  dejó  indefenso,  toda  vez  que  se 
hallaba  en  la  imposibilidad  material  é  involuntaria  de  realizar  dentro 
del  mismo  la  prueba  articulada ,  y  porque  se  había  denegado  tam- 
bién en  la  segunda  instanda  el  recibimiento  -á  prueba,  que  procedía 
con  arreglo  al  art.  869  de  la  citada  ley,  para  practicar  lo  que  no  pudo 
realizarse  en  la  primera  por  causa  no  imputable  al  recurrente. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  María  de  Basualdo. 

Considerando  que  para  que  proceda  el  recurso  de  casación ,  fun- 
dado en  las  causas  1.a  y  fl*  de)  art.  1.019  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  es  requisito  indispensable,  tanto  en  el  caso  de  ser  por  falta 
de  recibimiento  á  prueba  cotno  en  el  de  denegarse  alguna  dlllgépcia 
de  ella,  que  la  prueM  proceda  con  arreglo  á  derecho,  y  que  H  dili- 
gencia sea  admisible  según  )?s  leyes: 

Considerando  que  en  segunda  instancia  sólo  es  admisible  et  reci- 
bimiento á  prueba  y  sus  diligencias  cuando  concurre  alguna  de  las 
tres  circunstancias  del  art.  869  de  la  misma  ley: 

Considerando  que  recibido  á  prueba  en  primera  instancia  el  inci- 
dente de  pobreza ,  si  no  verificó  la  suya  D.  Eduardo  Verdegay  Fué 
por  actos  propios  personales ,  á  él  sólo  imputables ,  como  lo  fueron 
el  de  ausentarse  y  no  dejar  las  instrucciones  necesarias  relativas  á 
los  nombres  de  los  testigos,  excepto  el  de  uno  sólo  en  ultramar,  ac- 
tos con  los  que  se  colocó  en  la  imposibilidad  de  que  aquella  se 
practicase,  sin  haber  justificado  existiesen  obstáculos  que  no  estuvie- 
se á  su  alcance  remover; 

.  Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Eduardo  Verdegay,  al  que 
condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que 
pagará  si  viniere  á  mejor  fortuna,  y  en  las  costas,  devolviéndose  los 
autos  á  la  Audiencia  de  este  territorio  con  la  certificación  corres- 
pondiente. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  aí  efecto  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Sebas- 
tian  González  Nandin.=Pascui|l  Bayarri.=Manuel  María  deBasualdo.= 
Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.=Juan  Jiménez  Cuenca —Manuel  Leon.= 
Miguel  Zorrilla. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo  Sr.  Don 
Manuel  María  de  Basualdo,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  6  de  Julio  de  1869.=Rogelio  González  Montes, 
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Nóm.  10. 


CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Rescisión  de  un  contrato  i  indemnización  de  perjuicios.  —  Sen- 
tencia de  6  de  Julio,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  que.  fundado  en  las  causas  6.a  y  7.a  del  art  1.015  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.  Osear  Stevens 
Coupez,  como  socio  liquidador,  de  la  de  Vilaly,  Picard  y  com- 
pañía, contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  Granada,  en  pleito  con  D.  Pablo  Cainbon  y  otros. 

En  los  considerandos  se -establece: 

í.°  Que  la  incompetencia  de  jurisdicción  no  propuesta  en  tiem- 
po oportuno  ni  reclamada  durante  la  primera  instancia ,  no  puede 
servir  después  de  fundamento  de  un  recurso  de  casación  en  la  forma. 

2.°  Que  el  recurso  de  nulidad  de  la  sentencia  dictada  por  un 
Tribunal  de  Comercio,  interpuesto  en  segunda  instancia  y  repro- 
ducido en  la  terceras  no  es  la  reclamación  especial  y  determinada 
que  se  requiere  para  preparar  el  de  casación. 

3.°  Que  el  consentimiento  de  un  auto  denegatorio  de  la  admi- 
sión de  una  prueba  ,  hace  por  si  solo  inadmisible  el  recurso  de 
casación  fundado  en  la  causa  6.a  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Eh- 
juiemmiento  civil. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  G  de  Julio  do  1860,  en  los  nulos  seguidos 
en  el  suprimido  Tribunal  de  Comercio  de  Málaga  y  en  las  Salas  pri- 
mera y  segunda  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Pablo  Cambon, 
I).  Bcltran  Avilían  y  D.  Juan  Tuyon  con  la  sociedad  Vilaly,  Picard  y 
compañía ,  hoy  en  liquidación ,  constructora  del  ferro-carril  do  Cór- 
doba á  Málaga ,  sobre  rescisión  de  un  contrato  ó  indemnización  de 
perjuicios;  autos  pendientes  anta  Nos  en  virtud  do  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  íliclia  sociedad  contra  la  sentencia  que  pronunció 
la  mencionada  Sala  segunda  en  8  de  Enero  último: 

Resultando  que  en  1.°  de  Febrero  de  1S62  0.  Pablo  Cambon.  Don 
Bcltran  Avilian  y  D.  Juan  Tuyan  celebraron  un  contrato  con  la  socie- 
dad Vilaly,  Picard  y  compañía,  constructora  del  ferro-carril  do  Cór- 
doba á  Málaga  ,  obligándose  á  hacer  los  trabajos  de  explanación, 
obras  do  fábrica  y  empedrados  de  caminos,  comprendidos  entre  los 
kilómetros  56  y  63,  estipulando,  entre  otras  condiciones,  que  elo- 
gian el  domicilio  de  Málaga  y  aceptaban  la  Jurisdicción  del  Tribunal 
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.de  Comercio  de  la  misma  ciudad  y  domas  Autoridades  de  ella  y  de 
su  provincia  para  todos  los  efectos  del  contrato : 

Resultando  que  t  previo  acto  de  conciiiaciou ,  D.  Pablo  Cambon  y 
consortes,  eu  £5  de  Setiembre  de  1863,  dedujeron  demanda  en  el  Tri- 
bunal de  Comercio  de  Málaga  contra  la  empresa  Vitaly*. Picard  y  com- 
pañía para  que  les  abonase  ia  cantidad  de  448. 57¿  rs.  como  principal 
y  restp  de  1.766.864  rs.  á  que  ascendía  ia  totalidad  de  las  obras  por 
virtud  de  la  contrata  celebrada  en  1.a  de  Febrero  de  1862;  59.016  rea* 
les  55  cents.,  como  indemnización  de  las  obras  de  fábrica,  ó  sea  el 
aumento  del  10  por  100  de  su  precio,  por  haberlas  tenido  que  empezar 
Cambon  en  el  invierno  á  causa  de  las,  dilaciones  y  obstáculos  que 
opuso  la  empresa,  hasta  el  punto  de  que  algunas  obras  suyas  empeza- 
ron en  Enero  de  1863 ,  y  200.000  rs.  como  pérdidas  sufridas  en  el 
lucro  quo  debieron  haber,  tenido  llevándose  adelante  el  controto  que, 
sin  forma  y  fallando  á  las  prescripciones  de  algunos  de  sus  artículos, 
rescindió  la  empresa : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  d&ta,  pretendió  se  le  absolviera 
de  la  demanda ,  condenándose  á  Cambon  y  consortes  al  pago  de 
46J47  rs.  que  por  mutua  reconvención  les  reclamaba  por  saldo  de 
su  cuenta,  según  aparecía  de  la  que  presentaba ,  sin  perjuicio  de  pe- 
dir los  que  la  empresa  había  sufrido  en  el  contrato: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámites ,  incluso  el  de 
prueba,  el  Tribunal  de  Comercio  dictó  sentencia,  de  la  que  por  parte 
de  Yitaly,  Picard  y  compañía  se  interpuso  apelación  y  conjuntamente 
recurso  de  nulidad , , alegando  que  la  sentencia  era  aula  por  haberse 
dictado  con  notoria  incompetencia  de  jurisdicción,  porque  la  de  los 
Tribunales  do  Comercio  no  es  prorogable  sobre  personas  y  cosas  aje- 
nas ¿  ella ,  aunque  convengan  las  partes  litigantes,  que  el  contrato 
de  obras  que  babia  dado  origen  al  pleito  no  era  mercantil ;  y  aunque 
las  partes  se  habían  sometido  al  Tribunal ,  ni  pudieron  hacerlo  con 
arreglo  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  sólo  permite  la  sumisión 
al  Juez  que  ejerza  jurisdicción  ordinaria ,  ni  ai  Tribunal  aceptarla, 
con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art.  1.203  del  Código  de  Comercio: 

Resultando  que  admitida  la  apelación,  se  remitieron  los  autos  á  la 
Audiencia;  y  al  mejorarla,  la  empresa  Yitaly,  Picard  y  compañía  pre- 
tendió que  con  arreglo  al  art.  483  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mer- 
cantil se  declarase  nula  la  sentencia  y  lo  obrado  en  el  pleito,  y  cuaudo 
á  ello  lugar  no  hubiere,  se  revocase  como  injusta  y  absolviera  á  la 
empresa  de  ia  demanda  de  Cambon  y  consortes ,  condenando  á  éstos 
al  pago  de  la  cantidad  de  46.747  rs.,  objeto  de  la.  reconvención ;  y 
alegó,  entre  otras  consideraciones,  las  que  expuso  al  interponer  la 
apelación,  respecto  del  vicio  radical  de  que  adolecía  el  juicio  por  la 
falta  de  jurisdicción  en  el  Tribunal  de  Comercio,  quedo  él  habla  co- 
nocido indebidamente,  por  el  error  de  haber  aceptado  una  sumisión  ex- 
presa que  nunca  debió  admitir,  como  abiertamente  contraria  á  la  ley: 
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Resultando  que  deepues  de  haber  alegado  la  parte  de  D.  Pablo 
Cambo n  y  consortes,  ñ  bu  instancia  se  recibió  el  pleito  á  prueba  por 
Al  término  de  la  ley,  á  fin  de  que  por  peritos  de  recíproco  nombra- 
miento se  practicase  la  cubicación  general  de  las  obra*:  que  al  efecto 
se  teqnirié  á  la  empresa  demandada  para  que  presentase  loa  planos 
de  puentes  y  alcantarillas,  perfiles,  señales  y  trasversales  de  las  obras 
ejecutadas  por  Cambon,  y  manifestó  que  la  empresa  no  poseía  otros 
datos  ni  antecedentes  relativos  al  contrato  de  Cambon  que  los  que 
habla  presentado  en  primera  instancia,  lea  cuales  eran  suficientes  para 
formar  la  liquidación  con  aquel ;  pues  aun  cuando  1*  empresa  habla 
tenido  otros  documentos ,  oaalé*  eran  los  perfiles  trasversales  y  los 
proyectos  de  las  obras  de  arte,  sirvieron  para  dar  á  Cambon  las  ór- 
denes para  la  ejecución  de  los  trabajos,  y  Je  facilitó  copia  de  ellos: 

tesultando  que  concluso  el  término  de  prueba  y  unidas  las  prac- 
ticadas ,  después  de  haber  alegado  las  partes ,  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  pronunció  sentencia  en  26  de  Febrero  de  1868,  por  la  que, 
denegando  el  recurso  de  nulidad  en  cuanto  al  procedimiento  y  sen- 
tencia apelada»  declaró  válido  el  contrato  de  1.°  de  Febrero  de  1862, 
y  en  su  consecuencia  oondenó  á  la  empresa  Vitaly,  Picard  y  compa- 
ñía á  que  pague  á  los  destajistas  Cambon  y  consortes  la  cantidad  de 
406.343  rs;  71  cents,  como  resto  de  1.7&3.593  rs.  71  oénts.  en  que  con- 
sistió la  totalidad  de  las  obras;  se  absolvió  A  Camben  y  Consortes  de 
la  reconvención  que  les  hacia  la  referida  empresa  de  los  46.747  rea- 
las •  reservándole  su  derecho*  sobre  los  perjuicios,  según  habia  re- 
elaqiado  i 

Resultando  que  admitida  la  súplica  que  ambas  partes,  interpusie- 
WHh  |a  mejoré  la  empresa  Vitaly,  Plcavd  y  compañía,  pretendiendo  sp 
declarase  nulp  todo  Iq  obrado  en  al  pleito ,  ó  ouando  á  ello  no  hu- 
biese iug$r,  *d  1*  absolviera  dtí  \$  demuda  da  Cambon  y  consorles, 
odndeflttndd  h  eatos  al  pago  de  los  46:747  rs*  objeto  de  la  reconven - 
cien,  con  las  costas  al  Tribunal  de  Comeréis  'en  el  casa  de  estimarse 
la  nulidad  del  procedimiento  i  ó  en  otro  caso  4  lea  actores;  y  ¿es- 
pues  de  reproducir  las  c&flftidetaciones  que  anteriormente  tenia  ex- 
puesta* ,  sosteniendo  la  nulidad  del  procedimiento  por  falta  de  juris- 
dieciorí  del  Tribunal  de  Comercie,  manifestó  que  para  denjostr&r  que 
no  era  cierto ,  como  Ganaban  y  consortes  decios* ,  que  faltaban  pocas 
-obras  para  acabar  el  dia  de  la  rescisión  del  cohtrato,  y  ya  que  en  la 
sentencia  se  habia  dado  la  preferencia  á  la  prueba  de  aquellos ,  pre- 
sentaba una  serie  de  documentos  que  *  ai  bien  antes  no  habían  sido 
necesarios»  eran  en  la  actualidad  oportunos  y  convenientes,  los  cuales 
juraba  solemnemente  no  pudo  proporcionárselos  en  tiempo  hábil  para 
producirlos  en  las  anteriores  instancias,  cumpliendo  así  el  requisito 
del  airt.  406  dé  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  á  que  se  refiere  el 
418  dd  la.  misma  : 

peidUande  que  CamjKW  y  consorte,  si  mejorar  á  su  ves  Ig  suplir 
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C8,  redargüyeron  de  falsos  civilmente  los  documentos  qne  presentaba 
ia  empresa  Vital  y,  Pica  rd  y  compañía,  porque  lo  bacia  en  contradic- 
ción con  lo  qne  anteriormente  manifestó ,  respecto  &  que  carecía  de 
ellos  : 

Multando  que  llamados  los  autoft  á  Itt  viste  sabré  et  incidente  de 
presentación  de  documentes  ,  la  gata  segttndfe,  por  auto  de  4  de  Ju- 
lio da  !8tf ,  teniendo  en  consideración  que  loa  documentos  ultima- 
mente  traídos  á  los  autos  por  Vitaly,  Pieard  y  compañía,  y  cuya  ad- 
misión solicitaba ,  bablan  debido  ser  conocidos  y  podido  proporcio- 
nártelos la  pama  que  los  aducía  t  durante  la  sustanclaelon  del  plteitó 
ea  todos  sus  períodos,  declaré  no  haber  lugar  A  sd  admisión,  y  que 
siguiera  la  sustanciacion  de  los  autos  según  su  estado : 

Resultando  que  devueltos  loa  referidos  documentos  al  Procurador 
de  Vitaly,  Pieard  y  compañía,  y  llamados  los  auto*  á  la  vhta  sobre  lo 
pri adipal,  la  mencionada  Sala  segunda,  por  santanola  de  8  de  Enero 
úitjmo,  confirmó  la  suplicada  sin  hacer  espacial  condenación  de  cqptas: 

Resultando  que  D.  Osear  Stevens  y  Coupez,  que  se  habia  mostrado 
parte  en  los  autos  como  socio  liquidador  de  la  dé  Vitaly ,  Pieard  y 
compañía,  interpuso  recurso  de  casación  por  conceptuar  que  la  sen- 
tencia ea  contraria  á  la  ley  y  doctrina  legal ,  y  fundado  además  en 
las  cpfaaas  6.a  y  7.*  del  art.  l.tll  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 
y  álfcgó  fert  el  segundo  concepto  que  fctlsfia  la  Incompetencia  de  ]uí la- 
d  ice  ion  porque  ni  la  sociedad  constructora  del  camino  de  hierro  era 
comercial,  ni  celebró  un  contrato  mercantil  con  Gambon  y  consortes, 
ni  las  partes  pudieron  someterse  á  dicho  Tribunal  de  Comercio,  sino 
i  Jueri  que  ejerciera  Jurisdicción  ordinaria;  y  qud  concurría  también 
la  falta  de  denegación  de  pruobá  admistbld  f  que  habia  producido 
indefensión,  puefeto  que  no  se  admitieron  los  documentos  presentados 
por  el  recurrente  en  la  tercera  instancia,  6  pisar  de  que,  según  el  ar- 
tteulb  131  de  la  Ley  dfc  Enjuiciamiento  mercantil,  ambas  partes  pueden 
presentar  nueva  prueba  documental  éñ  lol  caaos  que  prefija  el  408, 
é  sea;  primero,  cuando  se  refieren  á  aetdl  posteriores  a  la  contesta- 
sion  di  ia  demanda ;  y  segundo ,  eaanrid  siendo  de  fecha  anterior 
jure  la  parte  que  haga  uso  de  ellos ,  como  así  lo  hifed  el  recurrente, 
qua  no  hablan  llegado  á  su  notieip,  ó  que  rio  pudo  proporcionárselos 
ea  tiempo  Oportuno. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  de  Paula  Salas. 

Considerando  que  la  empresa  Vitaly,  Pieard  y  compañía,  construc- 
tora del  ferrocarril  de  Córdoba  á  Málaga,  es  meteántll  por  disposi- 
ción de  la  ley  de  28  de  -Enero  de  1M8  y  por  sü  objeto  y  naturaleza: 

Considerando  que  las  negociaciones  y  contratos  celebrados  por 
aquella  empresa  para  llevar  á  efecto  el  objeto  social  con  que  se  formó 
son  igualmente  operaciones  mercantiles : 

Considerando  que  en  tal  concepto,  designada  Ja  ciudad  de  Málaga 
por  domicilio  de  la  sociedad  Vitaly  y  Pieard  y  (je  p.  Pablo  (¡ambón,  y 
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consortes  en  el  contrato  de  1.a  de  Febrero  de  1861 ,  el  Tribunal  de 
Comercio  de  Halaga  fué  competente  para  conocer  en  primera  instan- 
cia de  la  demanda  deducida  por  D.  Pablo  Gamboa  contra  la  sociedad 
Vitaly  Picard: 

Considerando  que  la  Incompetencia  de  Jurisdicción  del  Tribunal 
de  Comercio  de  Málaga  para  conocer  de  aquella  demanda,  no  habién- 
dose propuesto  eú  tiempo  oportuno  ni  reclamado  durante  la  primera 
instancia*  no  puede  servir  después  de  fundamento  do  un  recurso  de 
casación  en  la  forma : 

Considerando  que  «1  recurso  de  nulidad  de  la  sentencia  dictada 
por  el  Tribunal  de  Comercio,  interpuesto  en  segunda  instancia  y  re- 
producido en  la  tercera,  no  es  la  reclamación  especial  y  determinada 
que  se  requiere  para  preparar  el  de  casación : 

Considerando  que  contra  el  auto  de  4  de  Julio  dé  1868.  por  el  que 
la  Sala  sentenciadora  no  admitió  los  documentos  que  la  empresa  pre- 
sentó en  la  tercera  instancia  9  no  se  hizo  reclamación  alguna ,  que- 
dando consentido  por  las  partes ,  y  este  consentimiento  por  sí  sólo 
hace  inadmisible  el  recurso  de  casación ,  fundado  en  la  causa  6/  del 
artículo  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  : 

Considerando,  además,  que  dichos  documentos ' debian  obrar  en 
poder  de  la  empresa,  la  cual  pudo  libre  y  desembarazadamente  pre- 
sentar en  la  instancia  correspondiente,  y  que  al  hacerlo  en  la  última 
procedió  extemporánea  é  ilegaimente; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  ba  ber  lugar  al 
recurso  de  casación  que ,  fundado  en  las  causas  6/  y  7.a  del  articulo 
1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.*  Osear  Stevens 
Coupeí,  como  socio  liquidador  de  la  de  Vitaly,  Picard  y  compañía,  al 
que  en  tai  concepto  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  los 
2.000  rs.  que  depositó»  los  cuales  se  distribuirán  con  arreglo  á  dere- 
cho; y  mandamos  que  para  la  sustanciacion  del  recurso  en  et  fondo 
pasen  los  autos  á  la  Sala  primera. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  .pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  ítrmamos.==Sebas- 
tian  González  Nandin. —Pascual  Bayarri.=Francisco  de  Paula  Salas.= 
Manuel  María  de  Basualdo.=Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.=Manuol 
Leon.=Miguel  Zorrilla. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Francisco  de  Paula  Salas ,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el 
día  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  6  de  Julio  de  18G9.=Rogelio  González  Montes. 
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CASACION.-SALA  PRIMERA. 


Beiviumcaciox  de  bienes. -"-Sentencia  de  9  de  Julio,  declarando  no 
haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Antonio  Mar- 
tínez contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia de  la  Corufla,  en  pleito  con  el  Presbítero  D.  José  Segad e. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1 .°  Que  en  cuestiones  de  hecho  debe  respetarse  la  apreciación  que 
de  las  pruebas  haga  la  Sala  sentenciadora,  si  contra  ella  no  se  cita 
ley  ni  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

2.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1869,  en  los  autos  que  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Coruua  y  «en  la  Sala  primera 
dé  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  ba  seguido  el  Presbítero  Don 
losé  Segade  con  Antonio  Martínez  y  otros,  sobre  reivindicación  de 
bienes;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
Interpuesto  por  el  Antonio  Martínez  contra  la  sentencia  que  en  99  de 
Enero  de  1868  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  por  escritura  de  6  de  Noviembre  de  1795  D.  Flo- 
rencio Salazar  y  Alvarado,  Cura  Rector  que  fué  de  la  parroquia  de  San 
Martin  de  Andeiro.  en  el  Ayuntamiento  de  Cambra,  dio  en  arrenda- 
miento &  Manuel  Martínez  toda  la  pieza  del  iglesario  de  la  citada  par- 
roquia de  Andeiro,  cerrada  sobre  si,  al  sitio  que  se  decía  de  San 
Martin,  comprensiva  de  todos  los  diestros  del  mismo,  compuesta  de 
tierras  labradas,  viñas,  prados,  pastos  tojales  y  arboleda  de  todas  cla- 
ses, con  exclusión  únicamente  de  la  pieza  nombrada  de  Gruceiro,  que 
llevaba  en  foro  José  Várela,  y  por  la  que  pagaba  el  quinto  del  fruto 
que  producía,  la  cual  se  bailaba  á  labradío  y  viñedo,  por  la  renta 
de  dicba  pieza  del  iglesario  de  34  ferrados  de  trigo : 

Resultando  que  á  instancia  de  Manuel  Martínez,  y  mediante  á  lo 
dispuesto  en  el  decreto  de  las  Cortes  de  31  de  Mayo  é  instrucción  de 
30  de  Junio  de  1838  y  decreto  de  11  de  Marzo  de  1813,  de  que  se 
entendieran  los  bienes,  así  aforados  como  ferales»  en  favor  de  los 
que  se  hallasen  poseedores  en  una  propia  familia,  sin  interrupción 
desde  el  año  de  1800  en  adelante,  como  lo  estaba  el  Martínez  y  lo 
hizo  constar  en  la  Junta  superior  de  Ventas  de  Bienes  nacionales,  se 
declaró  por  esta  en  8  de.Junlo  de  1844  que  estaban  comprendidos  en 
II.  4 
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el  art.  6.'  del  decreto  de  11  de  Marzo  do  1843  los  bienes  del  igl osa- 
rio de  San  Martin  de  Andeiro,  como  solicitaba  su  colono  Manuel  Mar- 
tínez en  el  expediente  formado  al  efecto  por  haber  encontrado  justi- 
iicado  su  derecho : 

Resultando  que  dueño  asj  el  Manuel  Martínez  del  útil  de  la  men- 
cionada pieza  de  iglesario,  lo  vendió  con  derecho  de  propiedad  y  to- 
dos los  diestros  de  quetee  componía,  entradas  y  salidas,  sin  reserva- 
Cioi)  de  cosa  alguna,  á  p.  José  de  Segade,  Cura  Rector  de  la  mencio- 
nada parroquia,  por  escritura  pública  de  H  de  Setiembre  de  1844 
ante  el  Escribano  Ulular  de  diligencias  de  la  Intendencia,  Subdele- 
garon principal  de  Rentas  y  del  Colegio  de  la  Coruña  D.  Antonio 
Calvete  y  Fernandez,  sin  más  cargas  ni  pensión  que  los  34  ferrados 
de  trigo  con  que  el  otorgante  estaba  contribuyendo  anualmente,  y  en 
precio  y  cuantía  de  4.000  rs.,  que  en  el  acto  recibió  del  ■comprador 
Segade: 

Resultando  que  éste,  por  documento  privado  de  18  de  Enero  de 
184!),  firmado  por  el  mismo,  y  como  testigos  por  Francisco  Camino, 
Florencio  Pol  y  Antonio  Rarrio,  éste  á  ruego  del  Manuel  Martínez,  es- 
tando además  presentes  como  testigos  Andrés  Chao  y  Antonio  Vila, 
dio  en  arrendamiento,  por  espacio  de  cinco  años,  contados  desde 
aquella  fecha,  al  ci^do  Manuel  Martinez,  y  á  falta  de  éste  por  el  mis- 
mo tiempo  y  con  iguales  condiciones  á  su  nieto  Bernardo  Martine»  y 
fcjendez,  los  bienes  raices :  primero,  la  leira  y  mato  llamada  Viña  y 
Cortolana,  de  sembradura  de  20  ferrados:  segundo,  la  do  Prado  y  da 
Coba,  sembradura  de  ocho  á  10  ferrados :  tercero,  la  leira  y  monte 
titulado  da  Fraga  y  un  pedazo  de  prado  al  mismo  sitio,  llamado  da 
Cortina,  sembradura  poco  más  ó  menos  ocho  ferrados:  cuarto,  la 
je: ira  llamada  do  Torció,  sembradura  de  cuatro  á  seis  ferrados;  y 
qqinto,  el  brañon  que  llaman  dos  Amaelios,  sembradura  un  ferrado; 
confinantes  todos  ellos  con  el  iglesario,  al  que  pertenecían  y  dentro 
clel  que  estaban,  por  la  renta  anual  de  una  tercera  parte  de  toda  clase 
(le  frutos  que  dichas  heredades  produjesen,  y  bajo  las  condiciones 
que  se  mencionan,  todo  lo  cual  fué  aceptado  por  el  Manuel  Martinez: 

Resultando  que  éste  falleció  en  4  de  Febrero  de  dicho  año  de  1849 
bajo  el  testamento  que  tenia  otorgado  en  20  de  Noviembre  de  1848,  y 
£n  que  declaró  que  era  viudo  de  Josefa  Lámela,  de  cuyo  matrimonio 
había  tenido  dos  hijos,  llamados  Andrés  y  Antonio  Martínez,  el  pri- 
mero de  los  cuales  había  fallecido,  dejando  por  hijos  legítimos  á  Ber- 
pardo,  Antonio,  Manuel,  Carmen,  Andrés,  Pedro  y  Renito  Martínez  y 
Méndez;  que  ni  ej  oraba  á  estos  en  el  tercio  y 'quinto  de  todos  sus 
biene^  y  que  del  remanente  instituía  á  los  mismos,  en  representa- 
ción de  su  padre  Andrés,  y  á  su  otro  hijo  Antonio  Martínez,  por  úni- 
cos y  universales  herederos  de  por  mitad : 

Resultando  que  el  mayordomo  pedáneo  de  San  XJartin  de  Andeiro, 
á  pedimento  verbal  de  D.  José  eje  Segade,  Cura  de  la  misma  parro- 
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quia,  biso  requerimiento  en  19  de  Enero  de  1868  á  Haría  Méndez. 
viuda  de  Andrés  Martínez,  y  á  los  hijos  de  ésta,  Bernardo  y  Mjnuel, 
para  que  al  tiempo  de  costumbre  próximp  dejaran  libre»  y  á  disposi- 
ción del  £¡ega(le  las  heredades  que  de  su  propiedad  llevaban  en  arrien- 
do, Jqs  cuales  pertenecieron  a.1  iglesiario  de  la  citada  parroquia : 

Resultando  que  promovido  por  Antonio  Martínez  en  11  de  Octubre 
del  propio  apo  de  18(3  juicio  voluntario  de  testamentaria  de  su  padre 
Manuel,  por  nq  haberse  bocho  la  partición  del  lugar  de  §an  Martin 
procedente  del  antiguo  iglesacio  de  la  parroquia  del  mismo,  qqeoqmo 
foral  le  correspondía,  se  estimó  la  petición ;  y  habiéndose  opuesto  á 
ella  0.  José  de  Segadc,  recayó  ejecutoria  en  6  de  Noviembre  de  1863 
mandando  llevar  á  efecto  el  inventario,  y.  reservapdo  al  D.  4o*é  de 
Segade  su  derecho  para  que  usase  de  él  en  el  modo  y  forpia  qpe  viere 
conveqirle : 

Resultando  que  el  p.  José  de  Segade,  en  su  consecuencia,  promovió 
demanda  en  4  de  Diciembre  de  dicho  año  de  1863,  pidiendo  que  se 
declarase  de  su  propiedad  el  dominio  útil  de  los  bienes  de  que  se 
componía  el  referido  lugar  de  San  Martin  de  Andeiro,  y  que  se  con- 
denara á  Antonio  Martínez,  y  á  los  hijos  de  su  hermano  Andrés  y 
Tomás  que  intentasen  tener  participación  en  dichos  bienes,  á  que  de- 
jaran libres  y  á  su  disposición  la  parte  de  los  mismos  que  estaban 
coloneando,  ó  sean  las  cinco  piezas  expresadas  en  la  escritura  sim- 
ple de  arriendo  eje  18  de  Enero  de  1849,  con  imposición  de  todas  las 
costas ;  y  en  su  consecuencia  que  no  se  incluyeren  en  el  inventario, 
avalúo  y  demás  operaciones  concernientes  á  la  división  de  la  finca- 
bilidad del  Manuel  Martínez,  alegando  para  ello  que  él  era  dueño 
legítimo  del  dominio  útil  del  lugar  del  iglesario  ó  de  San  Martin  de 
Andeiro,  que  además  se  hallaba  poseyendo  por  sí  ó  por  medio  de  sus 
arrendatarios :  que  por  más  que  dicho  dominio  hubiese  pertenecido 
antes  ál  Manuel  Martínez,  enajenado  por  éste  según  la  escritura  de 
11  de  Setiembre  de  1841,  no  había  tenido  desde  entonces  el  mismo  y 
después  sus  herederos  otro  derecho  en  la  parte  de  bienes  de  dicho 
lugar  que  el  que  le  habla  dado  el  contrato  de  arrendamiento  otor- 
gado por  Segade,  único  título  en  virtud  del  que  habian  llevado  y  lle- 
vaban aquella  parte  de  dichos  bienes;  y  que  no  pudiendo  ser  objeto 
de  división  entre  los  herederos  de  Manuel  Martínez,  sino  lo  que  hu- 
biese fincado  propio  de  éste,  el  lugar  de  que  se  trataba  ó  cualquiera 
parte  del  mismo  tampoco  podia  comprenderse  en  el  Inventario,  qín 
servir  de  ba§e  para  la  operación  divisoria  intentada  por  Antonio 
Martínez : 

Resaltando  que  éste  pretendió  no  haber  lugar  á  lo  que  solicitaba 
Segade  en  su  demanda,  y  que  en  su  consecuencia  se  llevara  á  efecto 
lo  acordado  acerca  de  la  división  y  partija  del  lugar  de  San  Martin, 
procedente  del  iglesario  de  la  parroquia  do  Andeiro,  pon  expresa  im- 
posición de  costas  al  demandante;  exponiendo  al  efecto  que  las  reso- 


52  niBüKAi  iDfuwo  m  jwtkia. 

luctonea  de  la  Junta  superior  de  Bienes  nacionales  dictadas  á  instan- 
cia de  Manuel  Martines»  no  perjudicaban  el  derecho  de  sus  hijos ,  y 
era  necesario  entenderlas  en  favor  de  los  mismos,  porque  el  arriendo 
de  17tB  fué,  no  sólo  en  favo?  de  Martínez ,  sino  también  en  el  de  su 
mujer  Josefa  Lámela ,  de  quien  el  demandado  derivaba  su  derecho: 
que  independientemente  de  la  parte  de  bienes  arrendados  al  Manuel 
Martínez  y  Josefa  Lámela,  tanto  el  Cura  Salazar  como  sus  sucesores, 
incluso  el  demandante  Segade,  disfrutaron  y  poseyeron  como  tales 
Curas  las  fincas  pertenecientes  al  referido  iglesario  confinantes,  y  de 
igual  denominación;  algunas  de  las  que  cotonearon  el  Martínez  y  su 
mujer»  como  eran  las  que  refiere,  y  cuyo  valor  era  de  más  importan- 
cia que  las  arrendadas  á  ios  dichos  Martínez  y  su  mujer  en  1795  por 
la  renta  de  34  ferrados  de  trigo :  que  era  inexacto  y  supuesto  que 
Martínez  hubiese  vendido  ú  Segade  el  dominio  útil  de  los  bienes  que 
le  fueron  arrendados  en  179!) ;  pues  aunque  no  bastasen  á  probarlo 
las  circunstancias  de  que  el  Escribano  D.  Antonio  Calvete  Fernandez, 
que  autorizaba  la  escritura  de  11  de  Setiembre  de  1844,  gozó  mala 
fama  y  llegó  á  ser  privado  de  ejercer  el  oficio,  y  la  de  que  Martínez 
no  suscribió  dicha  escritura,  apareciendo  vendidos  por  ella  bienes 
que  jamás  fueron  del  Manuel,  sino  que  las  poseía  D.  José  Segade,  y 
resultando  que  el  precio  de  la  venta  no  era  la  vigésima  parte  del 
valor  de  los  bienes  del  iglesario  de  San  Martin  de  Amdeiro,  y  que  por 
medio  de  dieha  escritura  de  1814  consiguió  Segade  defraudar  á  la 
Hacienda  en  el  valor  de  los  bienes  que  estaban  en  su  poder,  oscure- 
ciéndolos para  la  venta  de  bienes  nacionales,  resultaría,  que  ya  fuese 
por  la  consideración  do  lesión  enormísima,  ya  por  la  del  fraude,  ó 
por  la  del  dolo  que  intervino  en  el  contrato,  la  expresada  escritura 
de  1844  seria  ineficaz  ó  insubsistente  para  acreditar  la  trasmisión  del 
dominio  útil  que  suponía  D.  José  Segade :  que  era  inexacto  que  Ma- 
nuel Martínez  y  sus  hijos  y  nietos  recibiesen  en  arriendo,  recono- 
ciendo el  titulo  de  la  escritura  de  1844,  los  bienes  adquiridos  en  1795, 
pues  la  cédula  de  18  de  Enero  de  18i9v  que  lo  suponía,  no  podía  me- 
recer crédito,  porque  ignoraron  su  existencia  hasta  el  año  de  1862 
aquel  á  quien  perjudicaba,  y  estaba  redargüida  ciyilnienie:  que  no 
siendo  D.  Antonio  Calvete  Fernandez  Escribano  público  de  número, 
no  podia  producir  efecto  alguno  legal  la  escritura  que  se  decía  auto- 
rizada por  él  en  11  de  Setiembre  de  1844,  y  negada  además  de  que 
el  contrato  era  indispensable  justificarle  por  otros  medios ,  puesto 
que  el  Escribano  ejra  de  mala  fama  y  los  testigos  instrumentales  no 
podían  confirmarle :  que  concediendo  que  fuese  exacto  que  Manuel 
Martínez  hubiera  asistido  al  acto  expresado  en  la  escritura  de  1844, 
no  tuvo  ni  pudo  tener  la  voluntad  de  vender  por  4.000  rs.  el  dominio 
útil  de  los  bienes  que  á  él  y  su  mujer  le  fueron  arrendados  en  1795, 
por  cuyo  motivo  y  el  del  engaño  causado  por  D.  Jpsé  Segade,  la  ci- 
tada escritura  em  nula  con  arreglo  á  la  ley ;  y  que  prescindiendo  de 


)o  elpufesto ,  siendo  notorio  que  desde  el  fallecimiento  de  Martínez 
fué  herencia  del  mismo  y  de  su  mujer  Josefa  Lámela  los  bienes  arren- 
dados en  1795,  aunque  el  tiempo  de  la  prescripción  empezase  &  con- 
tarse desde  la  muerte  del  Martines,  dicho  tiempo  se  había  corrido  en 
contra  de  Scgadc,  por  lo  cual  los  herederos  de  aquel  ganaron  el  se- 
ñorío do  los  bienes  demandados : 

Resultando  que  acusada  la  rebeldía  á  los  demás  demandados,  y 
practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon ,  dictó  sentencia  el 
Jaez  de  primera  instancia  en  19  do  Noviembre  de  1836,  la  cual  mo- 
dificó la  Sala  primera  de  la  Audiencia  por  la  Suya  de  39  de  Enero 
de  1868 ,  declarando  que  á  D.  José  Scgade  correspondía  el  dominio 
útil  de  las  cinco  (Incas,  tituladas  Viña  y  Contelana ,  Prado  y  Coba, 
Fraga  y  Cortina  la  do  Tercio  y  la  de  Amenelros,  descritas  en  A  do- 
cumento de  arriendo  de  18  de  Enero  de  1849,  y  condenando  4  Antonio 
Martínez  yá  Bernando,  Antonio,  Manuel,  Carmen,  Andrés,  Pedro  y 
Benito  Martínez  á  que  dejasen  aquella  á  disposición  del  D.  José  Se- 
garte, excluyéndose  del  juicio  de  testamentaría  promovido  por  Anto- 
nio Martínez,  y  estimando  únicamente  en  cuanto  esto  la  demanda;  y 
por  último,  que  atendidas  las  indicaciones  que  se  hacían  por  Antonio 
Martínez  con  relación  al  resto  de  las  fincas  que  se  decía  corresponder 
al  iglesario  de  Andeiro ,  se  pasase  al  Administrador  de  Bienes  del 
Estado  testimonio  de  la  demanda  de  actuaciones  que  se  expresan  á 
fin  de  que  en  su  vista  pudiera  practicar  las  diligencias  que  conside- 
rase conducentes  á  los  Intereses  que  Jes  estaban  confiados:  - 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Antonio  Martínez  re- 
curso de  casación ,  citando  como  infringidas : 

i*  La  ley  7.*,  tít.  23,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  cuya 
observancia  estaba  encarccida'cn  sentencias  de  este  Supremo  Tribu- 
nal de  29  de  Diciembre  de  1859,  3t  de  Octubre  de  1863,  23  de  Abril 
de  1864  y  28  de  Junio  de  1866;  puesto  que,  atribuyéndose  á  la  copia 
de  la  escritura  de  11  de  Setiembre  de  1811  fuerza  probatoria,  se  había 
dado  fuerza  y  valor  de  tal  á  un  documento  que  la  citada  ley  tenia 
ordenado  que  no  podía  causarlo,  tanto  porque  el  Escribano  no  se 
tituló  ni  se  Justificó  que  fuese  del  número ,  tanto  porque  sumariado 
tres  años  antes  de  la  fecha  de  la  escritura  por  suplantación,  estafa  y 
otros  excesos,  imponiéndosele  la  pena  de  suspensloh,  no  podía  decirse 
ni  creerse  que  gozara  entonces  de  buena  fama: 

2.*  La  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  y  reconocida  por 
este  Supremo  Tribunalcn  sentencias  do,  17  de  Diciembre  de  1863  y  26 
de  Mayo  de  1866,  de  que  toda  escritura  que  contenga  un  vicio  de  nu- 
lidad no  puede  servir  de  fundamento  de  reivindicación;  y  que  «los 
contratos  simulados  son  nulos  y  no  pueden  surtir  efecto  legal  alguno;» 
toda  vez  que ,  demostrado  que  se  hubiese  otorgado  la  escritura  de 
1814  de  la  manera  que  lo  alegó  el  demudante ,  la  misma  sentencia 
contra  la  cual  se  interponía  el  recurso  conocía  que  contenía  los  vicios 
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de  simulación  y  fraude  al  mandar  que  se  dedujera  testimonio  para' 
perseguir  el  que  se  hubiese  ocasionado  <1  los  intereses  del  Estado. 

3.a  El  axioma  de  derecho  de  que  para  que  las  ventas  se  reputen 
consiituidas  es  necesario  que  en  el  contrato  m^die  consentimiento, 
cosa  y  precio;  porque  acontecía  que  en  ia  escritura  de  1814  única- 
mente constaba  la  presencia  del  Manuel  Martínez,  qué  no  sabia  firmar, 
por  la  fé  de  un  Escribano  que  no  era  del  número  y  gozaba  de  mala 
fama ;  habiendo  confesado  el  demandante  además,  respecto  de  la  cosa 
que  se  suponía  vendida,  que  él  poseia  desde  su  ingreso  en  el  curato 
de  Andeiro  mucho  antes  de  1844  los  bienes  que  hoy  po&ia,  y  Martí- 
nez no  se  apoderó  de  nada  de  lo  que  hasta  entonces  cultivara ;  y 
respecto  del  precio ,  que  los  productos  en  cuatro  años  de  la  finca, 
partida  5.*  de  la  tasa  hecha  por  los  peritos  en  1865,  valieron  á  pesar 
de  su  demérito  32  escudos ,  cuando  aquellos  peritos  tasafon  la  finca 
en  venia  y  renta  en  25. 

4.° .  Los  artículos  314  y  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en 
cuanto*  se  declaraba  efectiva  y  aprobada  la  cédula  simple  de  18  de 
Enero  de  1849  en  virtud  de  lo  que  habían  declarado  los  testigos  que 
se  decian  presenciales  á  su  otorgamiento ;  pues  no  siendo  Arbitros  los 
Tribunales  de  calificar  de  prueba  lo  que  las  leyes  no  reconocen  cómo 
tal.  ni  de  formar  su  criterio  judicial  fuera  de  las  reglas  establecidas 
por  derecho,  según  lo  sancionado  por  este  Supremo  Tribunal  en  sen- 
tencia de  25  de  Octubre  de  1852,  resultaba  que  al  apreciar  las  decla- 
raciones de  aquellos  testigos  no  se  habia  tenido  en  cuenta  que  no 
babian  sido  examinados,  debiendo  serlo  á  tenor  de  los  ca pf tirios  de 
repreguntas  5.°,  6.*,  7."  y  8.%  conforme  lo  disponía  el  citado  art.  314; 
y  que  dejaba  de  ser  sana  la  critica  que  les  daba  valor  sin  haberse 
llenado  aquella  formalidad  y  sin  atemperarse  al  art.  40  del  Real  de- 
creto de  23  de  Mayo  de  1845,  aplicable  A  dicho  documento,  que  pro- 
hibe se  dé  Tuerza  á  los  de  su  clase  sin  la  nota  correspondiente  del 
Registro  de  Hipotecas. 

5.*  Las  leyes  32  y  41,  tit.  16,  Partida  3.1,  que  establecen  como  re- 
glas de  crítica  «que  un  solp  testigo  no  puede  constituir  prueba  ,  ni 
tampoco  el  que  en  sus  dichos  fuese  contrario  á  sí  mismo;»  reglas  que 
á  pesar  de  la  innovación  producida  por  el  art.  317  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  se  hallaban  subsistentes  y  se  habian  recordado  en 
la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  30  de  Enero  de  1865 ;  pues 
si.  porque  el  demandante  había  presentado  más  testigos  que  los  que 
firmaban  la  cédula  de  1849  se  supusiese  que  coadyuvaban  la  acción 
y  que  en  ellos  podía  fundarse  el  criterio  judicial;  además  de  que  tam- 
poco habian  sido  repreguntados,  aparecían  declarando  contradictoria- 
mente, puesto  que.  decian  á  la  primera  pregunta  del  articulado  de 
Segade  que  sólo  desde  1844  dispuso  éste  de  los  bienes,  y  á  la  cuarta 
que  él  y  los  Curas  antecesores  estaban  en  aquella  posesión  desde  1795. 

t  6.é    La  ley  1.*,  tít.  14,  Pattida  3.a,  porque  mío  pudiendo  estable- 


ttfffÉffcus  pe  1869.  85 

cersc  como  prueba  de  la  acción  de  Scgade  ninguna  de  las  que  se  es- 
tablecían en  la  sentencia  de  vista,  ui  las  demás  que  se  habían  presen- 
tado, el  demandador  no  había  probado  su  demanda,  y  no  probándola 
debía  ser  quito  el  demandado;  y  así  bien  la  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales,  reiteradamente  declarada  por  este 
Supremo  en  3  de  Enero,  27  de  Setiembre  y  23  de  Noviembre  de  1865, 
y  20  de  Febrero  y  27  de  Marzo  de  186&,  de  que  «para  que  prospere  la 
acción  de  dominio  es  indispensable  que  el  demandante  acredite  te- 
nerla en  la  cosa  demandada;»  pues  que  la  sentencia  declaraba  el  do- 
minio que  alegaba  el  demandante  »y  la  venta  que  el  mismo  suponía 
sin  estar  probado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  de  Haro. 

Considerando,  en  cuanto  al  primero,  segundo  y  tercer  motivo  de 
casación,  que  las  cuestiones  debatidas  en  estos  autos  sobre  nulidad  de 
la  escritura  de  11  de  Octubre  de  1844,  fundada  en  la  falta  de  capaci- 
dad para  otorgarla  en  el  Escribano  D.  Antonio  Calvete  Fernandez, 
porque  en  el  contrato  hubo  simulación  y  faltó  el  consentimiento,  cosa 
y  precio,  son  cuestiones  de  hecho,  debiendo  respetarse  la  apreciación 
quede  las  pruebas  haga  la  Sala  sentenciadora  si  contra  ella  no  se  cita 
ley  ni  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora ,  en  vista  de  lqs  pruebas 
documentales  y  testifícales,  ha  establecido  como  fundamentos.de  su 
folio  que  el  Escribano  D.  Antonio  Calvete  Fernandez  era  tal  Escribano; 
que  en  la  escritura  no  intervino  simulación ,  y  que  hubo  consenti- 
miento, cosa  y  precio,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  citado 
ley  ni  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales;  por 
cuya  razón  la  sentencia  do  la  Sala  primera  de  la  Audiencia"  de  la  Co- 
ruüa  no  infringe  la  ley  7.a,  tít.  23,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, la  doctrina  consignada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo, 
ni  el  axioma  de  derecho  que  en  dichos  motivos  se  citan : 

Considerando,  en  cuanto  al  duarto  y  quinto  motivo  que  los  testi- 
gos presenciales  al  contrato  de  arrendamiento  de  18  de  Enero  de  1849, 
no  deponiendo* al  tenor  de  la  tercera  pregunta  del  interrogatorio,  no 
debian  ser  repreguntados,  y  por  consiguiente  que  la  sentencia  de 
cuya  casación  se  trata,  al  aceptar  sus  dichos  como  prueba  bastante  de 
que  el  demandante  ó  sus  causahabientes  recibieron  en  arrendamiento 
las  fincas  en  cuestión  de  su  dueño  el  Presbítero  D.  José  Segade,  no 
infringe  el  artículo  314  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  menos  el 
317  'de  la  misma : 

Y  considerando,  en  cuanto  al  sexto  motivo,  que  cuando  el  de- 
mandante prueba  los  hechos  en  que  funda  su  demanda,  como  ha  su- 
cedido en  este  caso  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  no  tiene  apli- 
cación la  ley  1.a,  tít.  14,  Partida  3.a,  y  por  consiguiere  no  puede 
infringirlo  la  sentencia  de  cuya  casación  se  trata  ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
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recurso  de  casación  interpuesto  por  Antonio  Martines ,  al  que  con- 
denamos en  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  la 
Coruña  con  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Mauricio 
García.=José  H.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=José  María  Haro.= 
Joaquín  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro.=Juan  González  Acevedo. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  D.  José 
María  Haro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  9  de  Julio  de  1869.sDionisio  Antonio  de  Puga. 

Nóm.  12. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


ttasTifuctON  de  una  finca  por  retroventa. — Sentencia  de  9  de 
Julio,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Fatjó  y  Llampallas  contra  la  pronun- 
ciada {M>r  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en 
pleito  con  los  sucesores  de  D.  Salvador  Fósch  y  Broquelas  y 
D.  Diego  de  Moxó  y  Yillalonga. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  el  que  sólo-  tiene  el  dominio  útil  de  una  finca  no  pue* 
de  trasmitir  más  que  éste,  y  no  el  pleno,  que  no  le  corresponde. 

2.°.  Que  según  el  usatge  Omnes  causrc,  que  es  la  ley  1.a,  titu- 
lo 2/,  libro  7.°  de  las  Constituciones  catalanas,  todas  las  acciones 
prescriben  á  los  treinta  años,  hayase  procedido  cotí  buena  ó  con 
mala  fé. 

3.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1869,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  de  Barcelona 
y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  Don 
Francisco  Fatjó  con  los  sucesores  de  D.  Salvador  Fosch  y  Broquetas  y 
D.  Diego  de  Moxó 'y  Yillalonga,  citado  de  eviccion,  sobre  restitución 
de  una  finca  por  retroventa ;  pleito  pendiente  ante  Nos  por  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  senten- 
cia que  en  8  de  Octubre  de  1867  dictó  la  referida  Sala ; 
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Besultando  que  por  escritura  de  5  de  Agosto  de  1*709  estableció  y 
dio  en  entitéusis  D.  Magia  de  Ninot  á  D.  José  Fatjó  una  casa-torre  y 
once  piezas  de  tierra  en  término  de  Barcelona,  at  censo  anual  de  260 
libras  y  cuatro  gallinas,  siendo  uña  de  aquellas  la  señalada  con  el 
número  7,  la  de  que  se  trata  en  estos  autos : 

Besultando  que  José  Fatjó  vendió  por  escritura  de  19  de  Marzo  de 
1813  á  Melchor  Saladrigas  y  Llampallas,  en  precio  de  900  libras,  á 
carta  de  gracia  de  redimir  perpetuamente,  dos  mojadas  de  tierra,  de 
pertenencias  de  otras  que  tenia  en  aquel  territorio,  las  cuales  le  per- 
tenecían por  donación  y  heredamiento  universal  que  le  babia  hecho 
su  padre  José  Fatjó,  y  á  éste  por  justos  y  legítimos  títulos':  que  Mel- 
chor Saladrigas  y  Llampallas  vendió  por  escritura  de  3  de  Octubre 
de  1817  ti  Salvador  Fosch  y  Broquetas  el  derecho  que  tenia  de  poseer 
á  carta  de  gracia  las  dos  mojadas  de  tierra  que  le  había  vendido.  José 
Fatjó  y  Fatjó  por  el  mismo  precio  de  900  libras,  que  deberian  satis- 
facerse encaso  de  reivindicación,  y  además  las  mejoras  que  se  hu- 
biesen hecho;  y  que  en  31  del  mismo  mes  Mariana  Fatjó  y  Llampa- 
llas y  Francisco  Fatjó  y  Fatjó,  viuda  é  hijo  de  José  Fatjó  y  /atjó, 
confesaron  que  habían  recibido  de  D.  Salvador  Fosch  y  Broquetas  100 
libras  en  aumentó  del  precio  de  la  carta  de  gracia  de  las  dos  moja- 
das de  tierra,  que  era  por  lo  tanto  de  1.000  que  aseguraban  sobre  las 
mismas. 

Besultando  que  condenada  Doña  Mariana  Fatjó  Llampallas ,  como 
heredera  de  su  marido  D.  José  Fatjó,  por  auto  de  £  de  Diciembre  de 
1817  á  satisfacer  á  D.  Francisco  Buenaventura  de  Moxó  y  de  Ninot  la 
cantidad  de  1.780  libras  por  las  pensiones  vencidas  del  cense  de  260 
libras  y  cuatro  gallinas  que  prestaba  por  razón  de  unas  casas  y  tier- 
ras, se  la  embargaron  diferentes  fincas  como  hipotecadas  especial- 
mente para  pago  del  censo;  y  que  Moxó  solicitó  mediante  á  tener  en- 
tendido que  Jaime  Daura,  Salvador  Fosch ,  Doña  Manuela  Barrena  y 
oíros  detentaban  algunas  mojadas  de  tierra  de  las  comprendidas  en 
el  citado  establecimiento,  sin  duda  en  virtud  de  contratos  hechos  por 
la  parte  contraria,  que  serian  nulos,  porque  desde  el  año  de  1801  en 
que  se  babia  trabado  la  ejecución  en  los  bienes  de  José  Fatjó  por 
la  cantidad  de  950  libras,  no  se  podia  enajenar  porción  alguna  de  los 
bienes  ejecutados,  mayormente  estando  hipotecados  especialmente  al 
pago  de  los  censos  objeto  de  la  ejecución ,  que  hiciera  saber  á  los 
sujetos  mencionados  que  no  molestasen  al  secuestrador  en  la  pose- 
sión que  habia  tomado,  lo  cual  se  estimó  así : 

Besultando  qiie  D.  Salvador  Fosch  y  Broquetas  sostuvo  con  Moxó 
no  tenia  derecho  alguno  contra  la  pieza  de  tierra  que  él  poseía,  por- 
que Fatjó  tenia  bienes  suficientes  para  cubrir  el  crédito  reclamado; 
no  habiendo  quedado  comprendidas  en  la  designación  general  de 
bienes  que  hizo  en  1817  por  tenerlas  ya  enajenadas  á  Melchor  Sala- 
drigas, al  btjo  del  cual  deberla  citarse  de  eviccíon,  por  habérsela 
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prometido  en  el  contrato  de  venta  al  quitar  de  la  pieza  de  tierra  de 
que  se  trataba  en  estos  autos;  y  que  después  de*  haber  sido  valuadas 
Jas  fincas  por  peritos,  se  dictó  sentencia  en  21  de  Mayo  de  1822,  liqui- 
dando el  crédito  de  Moxó  y  deuda  de  Dona  Mariana  Fatjó.  en  14.690 
libras  13  sueldos  y  4  dineros,  importe  de  los  capitales  de  censo  im- 
puesto por  D.  Magín  de  Ninot  á  favor  de  D.  José  Fatjó  en  5  do  Agosto 
de  1709,  y  de  las  pensiones  que  habian  vencido,  para  cuyo  pago  se 
adjudicaron  diferentes  fincas ,  excepto  las  que  tenían  Doña  Manuela 
Barrena  y  demás  terceros  poseedores ;  reservando  á  Moxó  el  deVecho 
para  repetir  contra  quien  correspondiera  lo  que  acaso  le  faltase  para 
completar  su  crédito  liquidado,  y  también  para  repetir  la  prorata  del 
censo  desde  el  24  de  Junio. del  año  anterior: 

Resultando  que  Moxó,  en  uso  de  esta  reserva  y  mediante  á  ser 
acreedor  de  2.459  libras  18  sueldos  y  8  dineros,  solicitó  en  18  de  Fe- 
brero de  1823  que  D.  Salvador  Fosch,  que  poseía  dos  mojadas  de 
tierra  de  pertenencia  de  las  expresadas ,  le  abonase  1.760  libras  en 
que  habian  sido  estimadas,  ó  bien  las  dimitiese  á  su  favor:  que  Fosch 
estuvy  conforme  á  satisfacer  1.400,  que  era  el  intrínseco  valor  de 
dichas  piezas  de  tierra,  solicitando  que  se  emplazase  á  los  herederos 
del  vendedor;  y  que  emplazados  en  efecto,  la  viuda  de  D.  Melchor 
Saladrigas  y  sus  hijos,  solicitaron  á  su  vez  que  lo  fueran,  y  en  efecto 
lo  fueron  Mariana  Fatjó  y  Llampallasby  su  hijo  Francisco,  como  su- 
cesores del  vendedor  José  Fatjó  y  Fatjó ,  de  quien  babia  adquirido 
Saladrigas  las  finca*  vendidas  á  Barrena,  Datira  y  Fosch: 

Resultando  que  por  escritura  do  8  de  Mayo  de  1823  se  obligó  Don 
Salvador  Fosch  y  Broquetas  A  satisfacer  á  D.  Francisco  de  Moxó  en 
dos  plazos  la  cantidad  de  1.400  libras,  que  le  satisfizo  en  efecto,  que 
era  el  justo  valor  que  tenia  la  pieza» de  tierra  queposeia  responsable 
al  crédito  de  Moxó :  que  éste  se  dio  por  satisfecho  de  todo  cuanto  po- 
día pretender  por  razón  del  pleito  mencionado ,  y  renunció  á  su  pro- 
secución, no  pidiendo  más  por  razón  de  dicha  pieza  de  .tierra,  la 
cual  perteneceria,  en  alodio  de  dicho  Moxó,  pero  libre  del  expresado 
censo  y  sólo  sujeta  al  de  un  vaso  de  agua  en  reconocimiento  del 
dominio;  y  para  el  caso ,  que  no  creia ,  de  que  en  la  instancia  que 
Fosch  debia  promover  contra  los  sucesores  de  Saladrigas  para  la 
eviccion,  se  declarase  que  Moxó  quedaba  satisfecho  en  todo  su  crédito 
con  las  piezas  adjudicadas,  y  que  por  consecuencia  no  podia  extender 
su  pretensión  para  el  pago  de  parte  de  él  contra  alguno  de  los  po- 
seedores de  las  demás  piezas  de  dicho  Fatjó,  devolverla  á  Fosch 
cuanto  hubiera  percibido  de  él  en  virtud  de  esta  concordia,  y  le  evic- 
cionaria,  caso  de  comparecer  alguno  con  derecho  más  privilegiado 
en  dicha  pieza  de  tierra: 

Resultando  que  Doña  Mariana  Fatjó  y  su  hijo  Francisco,  citados 
según  se  ha  dicho  antes  de  eviccion,  reclamaron  el  beneficio  de  res- 
titución in  integrum  que  les  correspondía ,  á  la  primera  por  omisión 
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de  defensa  y  al  segando  por  su  mottor  edad,  porque  los  bienes  ven* 
didos  no  habían  sido  estimados  íntegramente,  habiéndose  hecho  una 
rebaja  excesiva  de  su  valor  por  razón  de  iaudemio ,  y  apoderándose 
la  casa  de  Moxó  do  un  pingüe  patrimonio ,  sin  embargo  de  io  cual 
todavía  molestaba  A  los  terceros  opositores;  y  que  por  sentencia  de 
la  Audiencia  de  Barcelona  de  22  de  Setiembre  de  1826 .fué  denegada 
la  restitución  m  integrum ,  con  las  costas: 

Resultando  que  seguido  pleito  por  Moxó  contra  D.  Jaime  Daura 
y  Miguel  Mariner,  por  virtud  de  la  reserva  antes  mencionada  para 
el  pago  de  960  libras,  ó  que  dimitieran  A  su  favor  una  pieza  de  tier- 
ra ,  en  el  cual  fueron  citados  de  eviccion  Francisca  Saladrigas  y  sus 
hijos  Juan ,  Melchor  y  Mariana  Fatjó  y  el  suyo ,  dictó  sentencia  la 
Audiencia  de  Barcelona  en  11  de  Abril  de  1825  condenando  á  Daura 
y  Mariner  A  satisfacer  á  Moxó  la  citada  cantidad  en  que  había  sido 
justipreciada  la  pieza  de  tierra  que  poseían,  ó  á  dimitirla á  su  favor; 
.1  Francisco  Saladrigas  á  indemnizar  A  Daura  y  Mariner  de  cuanto 
hubieran  padecido  po>  razón  de  esta  causa,  y  á  Mariana  y  Francisco 
Fatjó  á  prestar  igual  eviccion  A  favor  de  Saladrigas;  y  que  suplicada 
esta  sentencia,  fué  confirmada  en  todas  sus  partes 'en  15  de  Junto 
de  1827,  condenándose  además  á  la  madre  é  hijos  Saladrigas  A  indem- 
nizar A  D.  Salvador  Fosch ,  por  las  1.400  libras  satisfechas  A  Moxó  y 
á  Mariana  y  Francisco  Fatjó,  A  la  indemnización  A  aquellos  por  razón 
de  dicha  suma  : 

Resultando  que  D.  Salvador  Fosch  y  Broquetas  otorgó  carta  de 
pagó  en  5  de  Setiembre  de  1829 ,  A  favor  de  Juan  Saladrigas  y  Font 
de  900  libras  que  se  le  debian  por  semejante  cantidad  que  babia  pa- 
gado A  Melchor  Saladrigas  y  Llampallas  por  la  venta  A  carta  de  gra- 
cia de  la  tierra  de  dos  mojadas,  mediante  haber  sido  obligado  al  pago 
de  todo  el  valor  de  dicha  pieza  de  tierra  por  ejecutoria  de  la  Audien- 
cia, en  cantidad  de  1.400  libras,  que  había  tenido  que  pagar  A  Moxó  en 
la  forma  estipulada  en  la  escritura  de  concordia:  que  en  19  de  Ene- 
ro de  1861  D.  Francisco  Fatjó  pagó  A  la  viuda  é  hijos  de  D.  Melchor 
Saladrigas  1.500  libras  en  satisfacción  de  lo  que  babia  tenido  que 
pagar  A  D.  Salvador  Fosch  y  Broquetas  y  A  D.  Pablo  Daura  por  vir- 
tud de  las  referidas  ejecutorias ;  y  que  por  escritura  de  7  de  Abril 
del  mismo  año  la  viuda  c  hijo  de  D.  Anastasio  Guardiola  devolvieron 
A  D.  Francisco  Fatjó  y  Llampallas  una  pieza  de  tierra  que  había  aquel 
adquirido  con  pacto  de  retro  de  D.  Pablo  Daura  y  éste  de  Melchor 
Saladrigas',  quien  con  igual  pacto  Ig  había  adquirido  de  D.  José 
Fatjó  y  Fatjó : 

Resultando  que  D.  Francisco  Fatjó  y  Llampallas ,  como  heredero 
de  su  padre  D.  José  ,  entabló  en  16  de  Octubre  de  1861  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  para  que  se  condenase  A  los  herederos  y  suce- 
sores do  D.  Salvador  Fosch  y  Broquetas,  que  designó  por  sus  nom- 
bres, A  firmar  A  su  favor  escritura  de  retroventa  de  la  pieza  de  tierra 
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que  poseían  can  el  pació  de  retro,  y  á  hacer  formal  división  J  en- 
trega de  ella,  con  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  el 
dia  del  emplazamiento,  mediante  á  entregarlos  Fatjó  las  1.400  libras 
satisfechas  por  D.  Salvador  Fosch  y  Broquetas  á  D.  Francisco  de 
Moxó ,  y  las  100  libras  del  precio  adicional  de  la  carta  de  gracia; 
pretensión  que  fundó  en  que  en  esta  clase  de  enajenaciones  el  vende- 
dor se  reservaba  la  facultad  de  recobrar  la  cosa  siempre  que  qui- 
siera mediante  la  restitución  del  precio  ,  pudiendo  en  virtud  de  tal 
pacto  el  vendedor  ó  sus  sucesores  deshacer  Ja  venta  y'  recobrar  la 
cosa  vendida  ,  aunque  hubiese  pasado  al  dominio  de  otro  ó  tenido 
ulteriores  traspasos ,  y  que  la  sentencia  que  resolvía  "definitivamente 
el  negocio  que  era  objeto  del  litigio,  obligaba  á  los  litigantes  y  á  sus 
herederos  y  sucesores  particulares : 

Resultando  que  Doña  Mariana  Antonia  Domcnech  ,  viuda  y  usu- 
fructuaria de  D.  Salvador  Fosch,  y  su  hijo  I).  Joaquín  contestaron  á 
la  demanda  alegando  que  las  fincas  comprendidas  en  el  estableci- 
miento otorgado  por  I>.  Magín  de  Ninot  habían  sido  adjudicadas  á 
Moxó  por  ejecutoria  del  Tribunal  competente :  que  por  virtud  de  di- 
cha adjudicación  había  quedado  destruido  y  sin  valor  el  expresado 
establecimiento,  asi  como  las  escrituras  de  venta  con  pacto  de  retro 
otorgadas  por  los  antecesores  causantes  del  demandante  de  parto  de 
las  fincas  comprendidas  en  el  establecimiento,  &  las  cuales  habia 
extendido  sus  reclamaciones  Moxó ,  y  entre  las  que  se  contaba  la 
pieza  de  tierra  que  reclamaba  el  demandante;  que  ésta  la  habia  po- 
seído D.  Salvador  Fosch  y  Broquetas  desdé  el  dia  8  de  Mayo  de  1823 
en  virtud  del  contrato  celebrado  con  Moxó ,  del  cual  habia  tenido 
noticia  el  demandante  y  no  habia  impugnado ,  y  que  desde  la  citada 
fecha  habían  trascurrido  más  de  treinta  y  ocho  años ;  y  que  opo- 
niendo en  su  virtud  las  excepciones  de  falta  de  acción  y  prescrip- 
ción, suplicaron  se  les  absolviera  de  la  demanda,  condenando  al  de- 
mandante al  pago  de  las  100  libras  del  precio  adicional  de  la  carta 
de  gracia,  que  ofrecía  como  complemento  de  la  eviccion  prestada  en 
la  escritura  de  Octubre  de  1817,  sin  que  admitiera  dicha  cantidad  en 
otro  concepto  : 

Resultano  que  Doña  Teresa  de  Evans  ,  como  curadora  de  su  hija, 
nieta  de  D.  Salvador  Fosch ,  únicos  herederos  de  éste  que  compare- 
cieron ,  opuso  á  la  denlanda  las  mismas  excepciones ;  y  que  citado 
de  eviccion  D.  Diego  Moxó,  sostuvo  que  no  era  procedente,  porque 
su  causante  habla  prometido  eviccionar  para  el  sólo  y  concreto  caso 
de  comparecer  alguno  con  derecho  más  privilegiado  á  la  pieza  de 
tierra:  que  en  la  citada  escritura  se  habla  limitado  á  percibir  un  cré- 
dito suyo  legítimo  que  nadie  le  ponía  en  disputa,  y  que  Fosch  se  ha- 
bia conformado  en  pagar;  y  que  por  tanto,  mientras  no  se  pusiese  en 
cuestión  á  la  casa  de  Moxó  la  legitimidad  de  aquel  pago  no  tenia  obli* 
(ración  de  eviccionar,  porque  sólo  para  este  caso  se  habia  estipulado 
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Ja  eviccion,  además  de  que  no  habla  intervenido  en  los  contratos  que 
daban  origen  al  pleito : 

Besnltando  que  absueltos  de  la  demanda  los  sucesores  de  Don 
Salvador  Fosch  y  Broquetas  por  la  sentencia  revocatoria  que  en  8  de 
Octubre  de  1867  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 
interpuso  D.  Francisco  Fatjó  recurso  de  casación ,  citando  como  in- 
fringidas : 

1.*  Las  leyes  del  contrato,  por  haberse  declarado  que  los  suceso- 
res de  D.  Salvador  Fosch  no  estaban  obligados  á  cumplir  la  ley  6 
pacto  que  se  había  impuesto  D.  Salvador,  y  que  éste  á  su  fez  les  ha- 
bía impuesto  libre  y  espontáneamente  en  la  escritura  mencionada; 
siendo  así  que  el  pacto  de  redimir  perpetuamente  la  cosa  vendida  á 
carta  de  gracia  tenia  fuerza  obligatoria  entre  las  partes,  no  solamente 
&  tenor  de  las  leyes  2.a,  tít.  S4,  libro  4.a,  Código,  De  pactis  inter  empto- 
rm  et  vmdtiorem;  31,  párrafo  22,  De  edilüio  edicto;  Digesto,  Quod  H 
nolit ,  y  otras  de  que  luego  se  baria  mención ,  sino  también  porque 
era  un  principio  admitido  por  los  tratadistas  del  derecho  que  toda 
obligación  y  acción  puede  extenderse  á  lo  infinito  si  tal  era  la  volun- 
tad de  las  partes;  siendo  asimismo  principio  de  derecho  que  las  con- 
diciones puestas  en  los  contratos  pueden  cumplirse  en  cualquier  tiem- 
po, por  remoto  que  sea : 

K  2."  La  ley  42,  tít.  S.%  Partida  5.a,  según  la  cual  no  ofrece  duda  la 
imprescriptibilidad  de  la  acción  procedente  del  pacto  de  qarta  de  gra- 
ti*'  y  <Iue  e*  de  redimir  perpetuamente  la  cosa  vendida  debe  ser 
guardado;  cuya  misma  disposición  establecía  el  Derecho  romano  en 
bus  leyes  ya  citadas  2.a,  tit.  54,  libro  4.a,  Código,  De  pactis  inter  emp- 
torm  et  vendüorm,  y  en  la  del  Digesto,  Quod  si  nolih  párrafo  veinti- 
dós. De  edilitío  edicto,  además  de  que  al  que  adquiría  una  cosa  con 
pacto  de  retro  no  le  era  dado  jamás  eludir  su  devolución,  ya  porque 
en  fuerza  del  pacto  se  había  sujetado  á  ella,  ya  también  porque  se- 
gún la  ley  3.a,  párrafo  diez  y  nueve,  Digesto,  De  adquirenda  possesionc, 
era  máxima  constante  que  nadie  podia,  ni  por  su  sola  voluntad  ni 
por  el  solo  trascurso,  cambiar  la  causa  de  su  posesión. 

3/  La  Constitución  del  Papa  Y  (así  dice) :  Cum  onus  apostolicum,  por 
la  cual  y  por  las  decisiones  de  Fontanellas,  de  Comes  y  de  Cáncer, 
cuyas  opiniones  tenían  en  aquel  Principado  fuerza  de  ley,  se  estable- 
ce también  que  es  perpetua  y  no  se  extingue  por  el  lapso  del  tiempo 
la  acción  que  tiene  el  vendedor  de  una  cosa  con  pacto  de  retro  para 
pedir  la  reventa  en  cualquiera  ocasión;  siendo  de  advertir  que  Vives 
citaba  también  sobre  esta  imprescriptibilidad  á  Cáncer,  Fontanellas,  y 
generalmente  á  todos  los  autores;  y  que  constantemente  la  Audiencia 
del  Principado  habia  respetado  en  sus  fallos  el  derecho  del  vendedor 
para  pedir  perpetuamente  la  reventa,  no  obstando  para  ello  en  nin- 
gún caso' los  traspasos  de  la  cosa  vendida,  porque  á  pesar  de  ellos 
no  perdía  el  primer  vendedor  su  derecho  para  reclamarla  del  posee- 
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4o*;  leyes  31,  Digesto,  De  pignoratitia  aciione  vei  contra:  4.\  párrafo 
tercero,  Digesto,  De  deindiccm  adittone,  y  42,  tít.  5.°,  Partida  5/ 

i,*  í  por  último,  kjs  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  2p  de 
Noviembre  do  18$6  y  16  de  Enero  de  1867 ,  por  \<i  primera  dp  las 
<;pale$  se  declara  en  to4a  su  fuerza  y  vigor  la  acción  entablada  pro- 
cedente de  uqq  venta  á  carta  de  gracia,  otorgada  en  10  de  Marzo 
de  1760,  declarando  asimismo  la  imprescriptibiíidad  de  la  acción 
WeapiftiWf*  ea  l*  olra  sentencia;  puesto  que  con  ella,  á  pes*r  de  jia- 
ber  jrqscqrricjG  con  exceso  e|  lapso  de  tiempo  de  treinta  qílus  sin  ha-, 
i)er  ejercitado  el  vendedor  la  acción  para  pedir  la  reventa  de  la  pieza 
de  üqrrq  yepdida  á  carta  de  gracia,  con  escritura  de  16  cíe  Junio 
de  lfUíf,  pqr  los  padres  é  hijo  de  P.  Benito  y  Joaquín  Puyas  á  Q.  Jai- 
me pira|t,  se  había  condenado  á  éste  $  la  dimisión,  y  se  había  esta- 
bleado qpe  los  pactos  de  retro  no  se  hallaban  comprendidos  en  el 
ttsgtge  Oifliwi  eausm,  único  fundamento  del  fallo. 

Yfeto,  Riendo  Pópente  el  Ministro  D.  José  Fermín  de  Murp. 

Considerando  que  los  terrenos  comprendidos  en  la  venta  ulorgjida 
por  José  Fatjó  á  Melchor  Saladrigas  en  19  de  Marzo'  de  1813  4  carta 
de  gracia  de  redimir  perpetuamente,  hadan  parte  del  censo eníiiéu ti- 
co establecido  en  1709  por  D.  Magín  de  Ninot,  y  por  consiguiente 
Fatjó  no  tenia  ni  pudo  trasmitir  el  dominio, pleno  de  ias  tierras  acen- 
suadas, sipo  el  útil,  que  era  el  que  le  correspondía  en  virtud  del  cen- 
sp  referido: 

Considerando  que  habiéndose  retrasado  el  enfitéuta  en  el  pqgo  de 
(as  pensiones,  fué  ejecutado  por  el  dueño  directo  D.  Buenaventura  de 
Mqxó  y  Ñinot,  embargándolo  todos  los  bienes  acensuados,  y  entre 
cilios  los  terrenos  en  cuestión,  sobre  los  que  se  suspendió  la  vía. eje- 
cutiva 4  instancia  de  D.  Salvador  Fosch  hasta  que  se  hiciese  excusión 
en  Iqs  del  deudor  principal : 

Considerando  que  adjudicados  al  dueño  directo  Moxó  todos  los  bienes 
que  (levaba  Fatjó  pertenecientes  ai  enfitéusis,  todavía  no  bastaron  á 
cubrir  el  capital  y  pensiones  liquidadas  del  censo;  resultando  una 
insolvencia  de  2.459  libras  á  favor  de  Moxó: 

Considerando  que  para  cubrir  esta  insolvencia  demandó  en  18  de 
Febrero  de  1828  el  referido  D.  buenaventura  Moxó  á  D.  Salvador 
Fosch.  como  poseedor  de  las  dos  mojadas  de  tierra  que  adquirió  de 
Saladrigas  y  éste  de  Fatjó,  y  que  habían  hecho  parte  del  enfitéusis, 
p$ra  que  le  abonase  1.760  libras  en  que  habían  sido  justipreciadas  ó 
lqs  dimitiese  á  su  fyvor,  y  pusieron  término  al  juicio  con  la  escritura 
de  $  de  Mayo  de  aquel  mismo  año,  en  virtud  de  la  cual  D.  Francisco 
Moxó  se  avino  *  recibir  de  Fosch  1.400  libras  por  las  1.760  en  que 
consistía  la  demanda,  dejándole  desde  entonces  libres  del  censo  las 
tierr^  y  qpedando  extinguidas  por  consecuencia  todas  las  accictaes 
provenientes  d$  la  escritura  censual  de  1709: 

Ponderando  quq  subrogado  Fosch  en  el  dominio  de  las  tierras, 
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cuyo  precio  babia  satisfecho  por  insolvencia  de  la  familia  Fatjó,  que- 
dó resuelta  y  extinguida  desde,  entonces  la  condición  de  la  escritura 
de  19  de  Marzo  de  1813  en  que  66  habla  establecido  la  carta  de  gracia, 
y  que  además  dé  este  título  continuó  desde  el  referido  año  de  1823 
poseedor  tranquilo  de  las  expresadas  tierras  y  expedito  el  derecho 
de  prescripción,  habiendo  trascurrido  desde  la  fecha  de  la  exprosada 
escritura  hasta  la  demanda  de  16  de  .Octubre  de  1861  38  años  sin  la 
menor  reclamación,  circunstancia  que  seria  bastante  por  si  sota,  según 
el  usfttge  (hiñes  causee,  que  es  la  ley  1.a,  til..  *.*,  libro  7/  de  las  PqqaM- 
tuciones  catalanas,  para  excluir  la  demanda,  porque  según  esta  ley 
todas  las  acciones  prescriben  á  los  treinta  años,  hayase  procedido 
con  mala  ó  con  buena  fé: 

¥  considerando,  según  estos  antecedentes,  que  no  tienen  aplica- 
ción al  casó,  y  por  consiguiente  no  ha  infringido  la  ejecutoria  la 
ley  t.\  tit.  51,  libro  4.°,  Codicis  sobre  el  pacto  de  rctroventa»  pi  las 
demás  que  se  citan  en  el  recurso,  ni  se  ha  contrariado  la  doctrina  de 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  20  de  Noviembre  d$  1866 
y  15  de  Enero  de  1867  sobre  la  misma  materia  de  retrovenda;  porque 
extinguido  el  censo  de  1709  y  el  pacto  de  retro  de  1813  por  la  conso- 
lidación de)  dominio  directo  y  útil  en  virtud  de  la  escritura  de  8  de 
Hayo  de  1883,  ha  faltado  acción  al  demandante,  y  el  demandado  por 
otra  parte  Había  ganado  el  dominio  por  prescripción; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  .interpuesto  por  D.  Francisco  Fatjó  y  Llampallas, 
á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los 
autos  á  la  Audiencia  de  que  proceden  con  la  certificación  correspon- 
diente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  «e  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Mauricio  Gar- 
cía.^ José  M.  Cáceres.  =  Laureano  de  Arrieta.  =  Francisco  María  de 
Castilla.  =» José  Fermin  de  Muro. = Joaquín  Jaumar.=Juan  González 
Acevedo. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  Fermin  de  Muro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es* 
tándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primara  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  9  de  Julio  de  1869.=Gregorio  Camilo  García. 
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COM  PE  TEN  CU. -SAL  A  SEGUNDA. 


ATROPELLO  i  UN  CARABINERO  POR  VARIOS  MARINEROS. — Sentencia  de 

0  de  Julio,  decidiendo  á  favor  de  la  jurisdicción  ordinaria  la 
competencia  promovida  entre  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Guernica  y  el  Juzgado  *de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  las 
Provincias  Vascongadas  y  Navarra,  acerca  del  conocimiento  de 
la  causa  instruida  con  motivo  de  haber  atropellado  varios  ma« 
rineros  de  Lequeitio  á  un  carabinero. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  cuando  el  hecho  penable  sólo  puede  calificarse  de  una 
simple  falla,  al  tenor  del  nútn.  i  del  art.  484  del  Código  penal, 
su  conocimiento ,  según  la  regla  1.a  y  56  efe  la  ley  provisional 
para  la  aplicación  del  referido  Código,  corresponde  exclusivamente 
á  los  Alcaldes,  con  exclusión  de  todo  fuero,  y  asi'  está  sancionado 
repetidamente  por  este  Supremo  Tribunal. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1869,  en  la  competencia  que 
ante  Nos  pende,  promovida  entre  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Guernica  y  el  Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  las  Pro- 
vincias Vascongadas  y  Navarra,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa 
instruida  con  motivo  de  haber  atropellado  varios  marineros  de  Lequei- 
tio á  un  carabinero : 

Resultando  de  las  diligencias  instruidas  en  el  Juzgado  de  Guernica 
que  como  ¿  las  seis  de  la  tarde  del  24  de  Abril  último  entró  en  el 
muelle  de  la  villa  de  Lequeitio  una  lancha  con  varios  tripulantes, 
que  conducia  un  madero  cogido  en  alta  mar ,  el  cual  trataron  aque- 
llos de  desembarcar:  que  acercándose  un  carabinero,  preguntó  á  los 
marineros  quién  era  el  patrón  de  la  lancha;  y  habiéndole  contestado 
aquellos,  se  presentó  el  corneta  de  carabineros  Venancio  Alvarez  tra- 
tando de  evitar  el¡desembarque  del  madero ,  con  cuyo  motivo  y  sin 
que  mediase  provocación  por  parte  de  los  primeros ,  dicho  corneta 
sacó  la  bayoneta  é  hirió  á  uno  de  ellos,  y  los  demás  se  echaron  sobre 
él  desarmándole  y  maltratándole : 

Resultando  de  las  actuaciones  formadas  por  el  Juzgado  militar  que 
al  tener  lugar  el  relacionado  suceso  el  carabinero  Venancio  Alvarez 
se  hallaba  de  servicio  sobre  el  muelle ,  según  aparece  de  la  relación 
oficial  unida  á  los  autos  y  de  las  declaraciones  del  mismo,  del  Teniente 
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Jefe  de  la  secion ,  del  cabo  que  había  repartido  el  servicio  y  del  ca- 
rabinero Ciríaco  Sancho  : 

>  - 

Resultando  que  tanto  las  lesiones  sufridas  por  ei  marinero  José 
Manuel  Urquidi,  como  por  ei  carabinero  Alvarez,  quedaron  curadas 
dentro  de  tres  días : 

Resultando  que  promovida  competencia  acerca  del  conocimiento 
de  las  diligencias  instruidas  en  averiguación  del  suceso  entre  el  Juez 
de  Guernica  y  el  Juzgado  de  Guerra,  alega  éste  en  apoyo  de  su  juris- 
dicción que  el  carabinero  Venancio  Alvarez  se  hallaba  de  vigilante  en 
el  muelle,  y  por  consecuencia  hacia  centinela  al  ser  arrollado  por  los 
tripulantes  de  la  barca  cuando  en  el  cumplimiento  de  sn  deber  se 
opuso  á  que  desembarcaran  el  madero:  que  por  tanto»  el  caso  está 
comprendido  en  el  art.  61,  tic.  19,  tratado*  8.*  de  las  Ordenanzas  del 
ejército ,  y  así  también  se  determina  en  el  párrafo  cuarto  del  decreto 
de  6  de  Diciembre  último  sobre  refundición  de  fueros:  que  aun  cuando 
las  lesiones  sufridas  no  hubiesen  excedido  de  tres  días,  dejando  limi- 
tado el  hecho  á  una  simple  falta,  ésta  tiene  mayor  pena  señalada  en 
las  Ordenanzas  del  ejército  que  en.  el  Código  penal;  y  en  la  hipótesis 
de  que  la  hubiera  cometido  el  Alvarez  como  militar  en  activo  servicio, 
tendría  lugar  la  excepción  establecida  en  el  párrafo  quinto  del  artícu- 
lo 1/  de  dicho  decreto ;  y  que  por  último  apoyan  la  competencia  del 
Tribunal  de  Guerra  el  art.  20  del  decreto  de  20  de  Junio  de  1852,  real 
orden  de  17  de  Setiembre  de  1855,  y  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  24  de  Abriky  19  de  Mayo  de  1858.  13  de  Setiembre  de  1860, 
26  de  Abril  de  1861,  24  de  Febrero  y  19  de  Setiembre  de  1862  y  31  de 
Agosto  de  1863  :  * 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Guernica  se  fundó 
para  sostener  su  competencia  en  que  al  ser  maltratado  por  los  mari- . 
ñeros  el  carabinero  Yenancio  Alvarez  no  estaba  de  centinela  ni  de* 
guardia,  sino  que  por  el  contrario  hacia  este  servicio  el  carabinero 
Ciríaco  Sancho:  que  por  consecuencia  'el  hecho  no  produjo  desafuero, 
con  arreglo  á  la  Real  orden  de  17  de  Febrero  de  1864,  aclaratoria  de 
la  de  17  de  Setiembre  de  1855:  que  aun  en  el  supuesto  que  Alvarez  es- 
tuviera de  servicio,  no  hubo  insulto  ni  atropello  á  centinela  por  parte 
délos  paisanos,  puesto  que  siendo  aquel  el  único  agresor  y  promove- 
dor de  la  cuestión  hiriendo  al  marinero  Urquidi ,  éste  y  sus  compa- 
ñeros no  hicieron  otra  cosa  que  atender  á  su  propia  defensa  al  verse 
acometidos  ilegítimamente;  y  que  curadas  completamente  las  lesiones 
sufridas  por  Urquidi  y  Alvarez  á  los  tres  días,  el  suceso  constituye 
una  simple  falta,  cuyo  conocimiento  corresponde  exclusivamente  en  to- 
dos los  casos  á  la  jurisdicción  ordinaria : 

Resultando  que  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional  uno  y 
otro  Juzgado  elevaron  ó  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas  actúa* 
ciones.  • 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  León. 
II.  5 
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Considerando  que  por  las  contradicciones  que  aparecen  en  las  di- 
ligencias sumarias  instruidas  con  motivo  de  este  suceso  por  el  Coman- 
dante de  Carabineros  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Gtíernici  no 
resulta  coh  suficiente  claridad  y  necesaria  exactitud  si  el  corneta  de 
Carabineros  Venancio  Alvarez  estaba  de  facción  ó  servicio  en  él  acto 
qué  tuvo  lugar  el  hecho  objeto  de  esta  causa,  único  en  el  que  queda- 
rían los  marineros  desaforados  y  sujetos  á  la  jurisdicción  militar: 

Considerando  que  tan  sólo  aparece  claro  é  indudable  que  de  la 
cuestión  y  refriega  habida  entre  el  carabinero  y  marineros  resultaron 
lesiones ,  para  cuya  curación  no  fué  necesaria  la  asistencia  médica 
iñás  qú6  por  tres  días  : 

Considerando  que  descartado  pqr  la  duda  el  extremo  del  primer 
cóhsiderando,  el  hecho  sólo  puede  calificarse  de  una  simple  falta,  al 
tenbr  del  núm.  4  del  art.  484  del  Código  penal ,  cuyo  conocimiento, 
según  la  regla  primera  y  56  de  la  ley  provisional  para  la  aplicación 
del  referido  Código,  corresponde  exclusivamente  á  los  Alcaldes,  con 
exclusión  de  todo  fuero,  y  asi  está  sancionado  repetidamente  por  este 
Supremo  Tribunal ; 

Fallarnos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  esta  caiisa  corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria ,  y  en  su  con- 
secuencia mandamos  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  al  Alcalde 
de  Lequeitio  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho.         t 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  "de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandafhos  y  firmamos.=Sebas- 
tian  González  Nandin.=Manuel  María  de  Basualdo.=Antonio  Gutiérrez 
de  los  Rios.=Juan  Jiménez  Cuenca, =Manuel  León. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don. 
Manuel  León,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Supremo  Tribunal  de 
Justitía ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  9  de  Julio  de  18 69. —Rogelio  González  Montes. 
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APELACIÓN  EN  CASACIÓN— SALA  SEGUNDA. 


• 

Cumplimiento  bs  sentencia.— Sentencia  de  9  de  Julio «  confirman- 
do la  providencia  apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Madrid,  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  dé  casación 
interpuesto  por  Dofia  Leonor  Arispon,  en  pleito  con  D.  Pió  Gon- 
zález Montes ,  en  representación  de  sus  hijos  menores. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  ni  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  por  la  jurispru- 
dencia constante  de  este  Supremo  Tribunal  tiene  lugar  el  recurso 
de  casación  contra  providencias  dictadas  en  incidentes  promovidos 
en  expedientes  de  ejecución  de  sentencias. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1869,  en  los  autos  que  ante 
Nos  penden  en  virtud  dé  apelación,  Seguidos >n  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Congreso  de  esta  capital  y  en  la  Sata 
primera  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Pió  González  Montes,  en 
representación  de  sus 'hijos  menores  Dofia  Eloísa,  Doña  Angela,  Doña 
Enriqueta,  D.  José  y  D.  Francisco,  cota  D.  José  Herrera  Ortega,  como 
marido  de  Dofia  Leonor  Arispon,  sobre  petición  de  herencia,  y  en  el 
dia  cumplimiento  de  sentencia  : 

Resultando  que  en  3  de  Agosto  de  1849  D.  Francisco  González  Mon- 
tes otorgó  testamento,  por  el  que,  después  de  hacer  varios  legados  á 
su  het-ifcano  D.  Pío  y  á  los  hijos  de  éste ,  instituyó  por  heredera  á  su 
mujer  Doña  Leonor  Arispon ;  y  por  otro  testamento  que  el  mismo  Don 
Francisco  otorgó  en  17  de  Noviembre*del  propio  año ,  legó  á  su  mu- 
jer los  muebles  de  la  casa  y  ropas  y  10  reales  vellón  diarios  mien- 
tras se  mantuviese  viuda,  y  nombró  por  herederos  á  sus  sobrinas  Doña 
Eloísa ,  Dofia  Angela  y  Dofia  Enriqueta ,  bijas  de  su  hermano  D.  Pío, 
y  ¿  los  demás  que  pudiera  tener  en  su  actual  matrimonio  con  Doña 
Anastasia  González: 

Resultando  que  por  suicidio  de  D.  Francisco  González  Montes ,  en 
ü  de  Diciembre  de  1861  se  procedió  por  el  Juzgado  del  distrito  de  la 
Universidad  al  inventario  de  los  bienes  hallados  en  su  casa*  habita- 
ción ;  y  comparecida  la  *iuda  Dofia  Leonor  Arispon ,  presentando  el 
testamento  otorgado  por  su  esposo  en  8  de  Agosto  de  1849 ,  por  auto 
de  88  de  Marzo  de  1868  se  sobreseyó  en  Jas  diligencias,  y  mandó  en- 
tregar al  represéntame  de  la  Doña  Leonor,  como  heredera  de  su  di- 
funto marido,  los  bienes  inventariados >  lo  cual  tuvo  efecto,  dando* 
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sel  a  además  posesión  de  dos  casas ,  sitas  en  esta  capital ,  calles  de  la 
Ventosa  y  del  Acuerdo: 

Resultando  que  en  1.*  de  Agosto  de  1863  D.  Pió  González  Montes, 
acompañando  el  testamento  otorgado  por  sú  hermano  D.  Francisco  en 
17  de  Noviembre  de  1849  y. varias  partidas  sacramentales,  dedujo  de- 
manda en  representación  de  sus  hijos  Doña  Eloísa,  Doüa  Angela,  Doña 
Enriqueta,  D.  José  y  D.  Francisco,  para  que  se  les  declarara  herede- 
ros de  su  tio ,  como  instituidos  tales  en  aquel  testamento ,  y  se  les 
diera  la  posesión  y  propiedad  de  los  bieues  hereditarios,  condenando 
á  la  viuda  Doña  Leonor  Arispon,  á  que  los  devolviera  con  los  frutos 
producidos  desde  el  dia  3  de  Abril  de  1863 :  que  impugnada  la  do- 
manda  por  D.  José  Herrera  Ortega,  como  marido  de  Doña  Leonor 
Arispon ,  y  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  por  sentencia  qué  causó 
ejecutoria  se  declaró  herederos  testamentarios  de  D.  Francisco  Gon- 
zález Montes  á  Dona  Eloísa,  Doña  Angela,  Doña  Enriqueta,  D.  José  y 
D.  Francisco  González  Montes ,  hijos  de  su  hermano  D.  Pió ,  y  en  su 
consecuencia  se  condenó  á  Doña  Leonor  Arispon  ú  que  les  devolviera 
Jos  bienes  hereditarios,  con- los  frutos  producidos  desdo  13  de  Marzo 
de  1 8li5 ,  fecha  de  la  contestación  á  la  demanda: 
•  Resultando  que  para  llevar  á  efecto  la  ejecutoria  A  instancia  del  Don 
Pío  González  Montes,  por  auto  de  8  de  Junio  de  18G8,  se  mandó  ha- 
cer saber  á  D.  José  Herrera  y  Ortega ,  y  &  su  mujer  Doña  Leonor 
Arispon ,  que  dentro  del  término  de  diez  dias  hicieran  entrega  á  Don 
Pió  González  Montes  de  todos  los  bienes  y  efectos  que  recibió  la  se- 
gunda, procedentes  de  la  herencia  de  su  primer  marido  D.  Francisco 
González  Montes,  que  .fueron  inventariados,  y  de  los  que  se  la  dio 
posesión,  y  que  presentasen  la  liquidación  de  Iqs  frutos  producidos 
por  las  dos  fincas  de  que  se  ha  hecho  mérito  desde  el  13  de  Marzo 
de  1865: 

Uesultando  que  fallecido  en  este  estado  D.  José  Uerrcra  y  Ortega,  se 
hizo  el  requerimiento  acordado  á  Doña  Leonor  Arispon  en  11  de  Setiem- 
bre, y  en  21  de  Octubre  acudú),  exponiendo  que  Ja  ejecutoria  no  la 
condenaba  á  devolver  todos  los  bienes  que  percibió  al  fallecimiento  de 
su  esposo  D.  Francisco'Gonzalez  Montes,  sino  los  hereditarios  ó  de  la 
exclusiva  pertenencia  de  éste,  con  los  frutos  producidos  desde  13  de 
Marzo  úe  1865:  que  estando  además  la  Doña  Leonor  interesada  en  los 
bienes  yacentes  al  fallecí  miento»  de  su  esposo  ü.  Francisco,  era  indis- 
'  pensable  se  liquidasen  ó  hiciera  la  partición  de  ellos  antes  de  que 
pudiera  tener  logar  lo  mandado  en  el  auto  de  8  de  Junio :  que  tam- 
poco Doña  Leonor  podía  entregar  lo  que  D.  Pió  González  Montes  re- 
cibió de  ella  por  virtud  de  lo  mandado  por  su  hermano  en  el  testa- 
mento de  3  de  Agosto  de  1819,  ni  las  casas  de  la  testamentaría  que, 
como  de  autos  constaba  y  sabia  el  D.  Pió.  sé  vendieron  para  que  él 
cobraste  en  nombre  de  sus  hijos  ios  legados  que  les  hizo  su  citado 
hermano,  para  pagar  un  préstamo  y  para  satisfacer  otros  muchos 
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gastos  á  que  dio  ocasión  el  fallecimiento  del  D.  Francisco :  que  para 
hacer  la  entrega  Doña  Leonor,  era  preciso  volviese  á  su  poder  lo  que 
percibieron  D.  Pió,  D.  Blas  Cubas  y  demás  que  recibieron  ios  efectos 
y  dinero,  asi  como  que  los  compradores  de  las  casas  se  prestaran  á 
rescindir  los  contratos,  previa  devolución  de  las  cantidades  que  die- 
ran por  ellas ,  y  el  importe  de  las  mejoras  que  habían  hecho  en  las 
mismas;  y  concluyó  solicitando  se  dejara  sin  efecto  el  proveído  de  8 
d<j  Junio,  y  se  determinase  lo  procedente  conforme  á  lo  que  dejaba 
expuesto : 

Resultando  qnc  conferido  traslado  por  término  de  seis  dias  á  Don 
Pió  González  Montes,  con  lo  quo  expuso  por  auto  de  23  de  Noviem- 
bre del  referido  afío  de  1868,  se  mandó  que  en  cumplimiento  de  la 
sentencia  de  6  de  Mayo  de  1867  y  de  lo  prevenido  en  auto  de  8  de 
Junio,  que  era  ejecutorio  por  haberse  notificado  á  Doña  Leonor  Aris- 
pon en  11  de  Setiembre,  sin  promover  recurso  alguno  hasta  la  pre- 
tensión del  escrito  de  21  de  Octubre,  hiciera  la  misma  inmediatamente 
entrega  de  los  bienes  y  efectos  que  recibió  procedentes  de  la  heren- 
cia de  D.  Francisco  González  Montes,  y  que  fueron  inventariados,  y 
de  los  que  se  la  dfó  posesión,  sin  perjuicio  de  admitirla  los  descargos 
que  con  la  debida  justificación  diese,  previniéndola  que  en  otro  caso 
se  entendería  que  optaba  por  el  resarcimiento  de  perjuicios;  debiendo 
también  presentar  dentro  del  término  de  diez  días  ia  liquidación  acor- . 
dada  en  dicho  auto  de  8  de  Junio,  pues  de  no  hacerlo  se  proveería 
lo  que  correspondiese  : 

Resultando  que  Doña  Leonor  Arispon  pidió  reforma  de  dicho  pro- 
veído, apelando  subsidiariamente;  y  denegada  aquella  y  admitida  la 
apelación  ,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  por  auto  de  22  de  Marzo 
último  confirmó  con  las  costas  el  de  23  de  Noviembre  anterior: 

Y  resultando  que  la  Dona  Leonor  Arispon  interpuso  recurso  de  ca- 
sación ,  fundado  en  que  por  dicho  fallo  se  contrariaba  la  sentencia 
ejecutoria  que  puso  término  al  juicio  de  nulidad  del  testamento  de 
D.  Francisco  González  Montes  y  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  3/;  y  la 
mencionada  Sala  primera  por  auto  de  13  de  Abril,  del  que  la  Arispon 
apeló  para  ante  este  Tribunal  Supremo ,  denegó  la  admisión  del  re- 
curso. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  León. 

Considerando  que  el  aulo  de  22  de  Marzo  de  este  afío,  confirmando 
el  del  Juez  de  primera  instancia  y  contra  el  que  se  ha  deducido  el 
presente  i;ocurso,  ha  sido  dictado  en  incidente  promovido  en  un  ex- 
pediente de  ejecución  do  sentencia,  de  los  que  ni  por  ia  Ley  de  En- 
juiciamiento" civil,  ni  por  la  jurisprudencia  constante  de  este  Supremo 
Tribunal  tiene  lugar  el  recurso  de  casación  : 

Considerando  que  tampoco  el  definitivo,  ni  varía  la  esencia  de  la 
ejecutoria,  ni  impide  el  uso  de  acciones  que  lega  I  mente  procedan,  sino 
por  el  contrario ,  es  sólo  de  mera  sustanciaron  para  llevar  á  efecto 
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lo  ejecutoriado,  conforme  á  las  disposiciones  de  la  sección  l.\  tft.  8." 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la 
providencia  apelada  que  en  13  de  Abril  último  dictó  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  este  territorio ,  á  la  que  se  devuelvan  los  autos  con 
la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno,  dentro  de  cinco  dias  de  su  fecha,  ó  insertará  á  su  tiempo 
en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ^Sebastian  González  Nandin.= 
Manuel  María  de  Basualdo.=?Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.=Juan  Jimé- 
nez Cuenca.=Manuel  León. 

Publicación:  . 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Manuel  León,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose 
celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  sfegunda  del  mismo,  el  dia  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  9  de  Julio  de  1869.=Gregorio  Camilo  García. 


Nüm.   15. 


CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Rescisión  de  un  contrato. — Sentencia  de  10  de  Julio,  declarando 
no  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ale- 
jandro Aparicio  y  Vega  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  se- 
Sunda  de  la  Audiencia  de  Madrid ,  en  pleito  con  D.  Fructuoso 
[artin, 

En  los  considerandos  se  establece: 

1  .*  Que  el  contrato  de  compra-venia,  como  esencialmente  con- 
sensúala queda  perfecto  y  es  obligatorio  desde  que  los  contrayentes 
convienen  en  la  cosa  y  en  el  precio. 

2.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  10  de  Julio  de  1869 ,  en  el  pleito  seguido 
en  ef  Juzgado  de  primera  instancia  de  Colmenar  Viejo  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  D.  Alejandro  Aparicio 
Vega  con  D.  Fructuoso  Martin,  sobre  rescisión  de  un  contrato;  pleito 
pendiente  ante  Nos  por  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  demandante  de  la  sentencia  que  en  Si  de  Noviembre  de  1868  dictó 
la  referida  Sala : 


x 
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Resultando  que  D.  Alejandro  Aparicio  y  Vega  y  ü.  Fructuoso  Mar- 
tin firmaron  un  documento  simple  en  Fuencarral  á  3  de  Junio  de  1864, 
que  dice  así:  «Digo  yo  D.  Fructuoso  Martin  Aguado  como  soy  dueño 
de  un  terreno  titulado  Vueltas  Nuevas,  sito  en  término  de  Rascafría, 
de  802  fanegas  de  tierra,  que  adquirí  por  compra  que  hice  el  29  do 
Mayo  de  1862  en  virtud  de  escritura  judicial,  otorgada  á  mi  favor  por 
el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Lavapiés  de  Madrid  y 
Escribano  de  la  misma  D.  Pedro  Sebastian  Bravo,  cuyo  terreno  vendo 
desde  este  dia  á  D.  Alejandro  Aparicio  y  Vega,  bajo  las  mismas  cláu- 
sulas que  aparecen  de  la  citada  escritura ,  con  las  mismas  condicio- 
nes y  bajo  el  pracio  de  67.420  rs. ,  de  los  cuales  sólo  pagará  el  Apa- 
ricio los  plazos  que  baya  satisfecho  el  Fructuoso;,  y  los  gastos  de 
escritura,  traslación  de  dominio  y  honorarios  del  Registrador  son  de 
cuenta  del  Alejandro ,  así  como  también  los  gastos  solos  de  la  toma 
de  posesión,  sin  que  se  comprenda  ninguno  otro  que  pudiera  ocasio- 
narse por  oponerse  á  la  toma'  de  posesión  ó  deslindes :  ambas  oosas 
si  hubiere  oposición  por  alguna  parte,  las  dará  concluidas  el  Fructuoso, 
y  basta  tanto  no  podrá  otorgarse  la  correspondiente  escritura :» 

Resultando  que  D.  Fructuoso  Martin  firmó,  con  fecha  en  Fuencar- 
ral á  26  de  Junio  de  1864,  un  recibo  que  ha  reconocido  de  8.000  rea- 
les vellón,  que  en  aquel  dia  le  habia  entregado  D.  Alejandro  Aparicio 
y  Vega,  en  parte  de  pago  def  terreno  titulado  La  Marinera,  que  le  ha- 
bia vendido  en  67.420  rs.,  firmándole  aquel  documento  hasta  tanto  le 
otorgaba  la  correspondiente  escritura ;  y  que  con  presentación  de  él 
entabló  D.  Alejandro  Aparicio  y  Vega  en  18  de  Enero  de  1866  la  de- 
manda objeto  de  este  pleito,  para  que  se  declarase  rescindido  el  con- 
venio promesa  de  venta  contenido  en  el  papel  de  3  de  Junio  de  1864, 
y  se  condenase  á  D.  Fructuoso  Martin  á  estar  y  pasar  por  la  resci- 
sión, y  á  devolver  al  demandante ,  en  el  término  de  tercero  dia ,  los 
8.000  rs.  que  le  habia  entregado  en  parte  de  precio,  con  los  intereses 
y  las  costas;  alegando  para  ello  qufe  á  pesar  de  sus  instancias  no  habia 
llegado  á  señalarse  el  deslinde  judicial  estipulado,  hasta  los  últimos 
dias  de  Junio  de  1865,  habiéndose  suspendido  por  haber  salido  opo- 
sitores, sin  que  constase  que  basta  entonces  hubiera  hecho  D.  Fruc- 
tuoso Martin  diligencia  alguna  para  dejar  concluidas  las  oposiciones 
y  facilitar  la  toma  de  posesión  de  la  finca  y  el  otorgamiento  de  la 
escritura  :  que  por  el  contrario,  el  vendedor  continuaba  poseyéndola, 
percibiendo  las  rentas  ,  pagando  los  plazos  que  vencian  fi  favor  del 
Estado  del  precio  en  que  la  habia  comprado  ,  y  no  reclamando  de 
Aparicio  el  'completo  de  los  que  anteriormente  tenia  satisfechos  :  que 
según  el  texto  expreso  del  papel  privado,  la  voluntad  de  los  contra- 
yentes habia  sido  que,  aunque  estaban  convenidos  en  la  cosa  y  en  el 
precio,  la  compra-venta  no  se  entendía  acabada  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  la  ley  6.a,  tit.  5/  de  la  Partida  5.a,  sino  cuando  el  instru- 
mento público  fuese  otorgado  :  que  asi  lo  entendía  D.  Fructuoso  Mar* 
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tin ,  como  lo  demostraba  reteniendo  la  finca  y  ejerciendo  actos  de 
dominio,  y  no  considerando  subrogado  á  Aparicio  en  la  obligación  de 
pagar  al  Estado  los  plazos  que  fueran  venciendo :  que  según  dicha 
ley,  aunque  hubiera  habido  convenio  en  la  cosa  y  en  el  precio,  si  se 
había  estipulado  que  se  otorgase  escritura,  no  era  acabada  la  venta 
hasta  que  la  carta  fuera  fecha  y  otorgada ,  porque  antes  de  esto  po- 
díase arrepentir  cualquiera  de  ellos,  y  que  por  lo  mismo  lo  contenido 
en  el  papel  de  obligación  no  era  mfe  que  una  promesa  de  vender  y 
no  una  venta  pura  é  irrevocable  : 

Resultando  que  D.  Fructuoso  Martin  Aguado  contestó  á  la  deman- 
da conformándose  con  los  hechos  consignados  en  ella ,  con  la  sola 
modificación  de  que,  si  bien  no  sehabia  llevado  adelante  el  deslinde 
por  la  oposición  que  al  mismo  se  habla  hecho,  no  era  cierto  que  hu- 
biera permanecido  indolente  en  la  prosecución  de  la  instancia,  pues 
habla  gestionado  sin  que  fuera  culpa  suya  que  sufriera  algún  retraso; 
quedando  la  cuestión  reducida  á  la  verdadera  significación  y  esencia 
del  contrato  en  los  términos  que  se  había  estampado  en  el  documento: 
que  perfeccionado  el  de  compra-venta  por  el  avenimiento  de  las 
partes  en  la  cosa  y  en  el  precio,  llegado  á  este  estado  no  les  era  dado 
arrepentirse,  mucho  más  cuando,  como  en  este  caso  había  sucedido, 
se  había  entregado  por  el  comprador  una  parte  del  precio :  que  la 
ley  7  *,  tit.  5.a  de  la  Partida  5.*  no  era  aplicable  al  caso  actual,  por- 
que no  se  había  estampado  como  requisito  del  cual  pendía  la  validez 
del  contrato,  sino  como  una  circunstancia  que  hacia  preciso  el  apla- 
zamiento, y  porque  conviniendo  con  el  demandante  en  que  dicha  de- 
mora se  considerase  como  condición  suspensiva,  las  de  esta  clase.no 
viciaban  la  esencia  de  lo  tratado,  á  menos  de  ser  de  las  imposibles,  ó 
que  por  derecho  debían  rechazarse ;  y  sólo  en  el  caso  de  que  se 
acreditara  que  el  vendedor  no  había  gestionado  ni  gestionaba  para 
que  se  concluyera  la  instancia  pendiente  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Tor relaguna,  seria  cuando  podía  usar  de  su  acción  el 
comprador  para  que  el  plazo  no  fuera  ilimitado;  pero  siempre  soste- 
niéndose la  validez  de  lo  convenido.  Y  que  no  pudiendo  rescindirse 
lo  que  no  existia,  era  evidente  que  la  venta  había  quedado  perfeccio- 
nada, y  sólo  por  la  circunstancia  dicha  había  dejado  de  otorgarse  la 
escritura;  pero  sin  que  pudiera  reputarse  ni  calificarse  áfi  condición 
de  la  que  pendía  su  constitución  y  validez  de  la  misma  ,  sin  acción 
para  arrepentirse,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  citada;,  suplicando  por 
ello  que  se  la  absolviera  de  la  demanda,  declarando  que  D4  Alejandro 
Aparicio  se  hallaba  obligado  á  cumplir  lo  convenido  respecto  á  la 
venta  del  referido  terreno ,  no  habiendo  por  entonces  en  qué  fundar 
Ja  falta  por  Martin  en  nada  de  lo  que  había  ofrecido  y  había  queda- 
do obligado: 

Resultando  que  el  demandante  replicó  que  al  solicitar  la  rescisión 
no  quería  decir  que  daba  existencia  válida  ó  irrevocable  á  la  compra- 
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Venia,  ni  aun  que  concediera  tal  carácter  al  convenio  de  3  de  Junio 
de  1864,  sino  que  se  refería  á  este  mismo,  que  era  consensual  y 
válido,  y  necesitaba  rescisión  cuando  no  se  le  oponía  vicio  esencial: 
que  en  el  caso  actual  no  había  más  que  consentimiento  condicional 
en  Ja  cosa,  que  dependía  de  que  esta  fuera  segura  con  sus  linderos  y 
en  su  integridad ,  y  no  habiendo  por  ello  verdadera  perfección,  el 
convenio  era  rescindible ;  y  que  en  los  contratos  debia  estarse  á  la 
voluntad  de  los  contrayentes  antes  que  á  la  materialidad  de  las  pa- 
labras, debiendo  los  pactos  ambiguos  interpretarse  contra  el  vende- 
dor, y  en  caso  de  duda  seguirse  lo  más  benigno: 

Resultando  que. practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  y  que  la  Sala1  segunda  de  la  Audiencia 
de  esta  capital  la  revocó  en  2i  de  Noviembre  de  1868  absolviendo  á 
0.  Fructuoso  Martin  de  la  demanda: 

"  Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación ;  y 
sosteniendo  que  el  consentimiento  no  había  sido  puro  é  irrevocable, 
ni  el  contrato  perfecto,  toda  vez  que  dependía  del  deslinde,  pues  si 
los  linderos  vallaban  y  la  cabida  era  menor,  la  finca  no  era  cierta  y 
la  compra- venta  no  valia,  citó  al  interponerle,  y  después  en  tiempo 
oportuno  en  este  Supremo  Tribunal,  como  infringidas: 

1.°  Las  leyes  1.a  y  6.\  til.  5.%  Partida  5.a,  y  las  doctrinas  legales, 
según  las  que  el  consentimiento  no  es  perfecto  hasta  que  la  cosa  sea 
cierta;  el  consentimiento  condicional  no  perfecciona  el  contrato  hasta 
que  la  condición  se  verifica;  y  antes  de  la  perfección  del  contrato 
cualquiera  de  los  contrayentes  puede  arrepentirse,  toda  vez  que  en 
el  papel  de  3  de  Junio  se  había  pactado  el  otorgamiento  de  escritura 
pública  como  una  condición,  sin  cuya  observancia  el  contrato  era 
revocable,  y  así  claramente  se  infería  del  contexto  de  todo  el  do- 
cumento. 

2/  La  regla  de  jurisprudencia  establecida  por  este  Sapremo  Tri- 
bunal en  sentencia  de  6.  de  Julio  de  1868,  de  que  cuando  ocurran 
dudas  sobre  la  inteligencia  de  un  contrato  nada  puede  explicar  me- 
jor su  objeto,  condiciones  y  límites»  que  los  actos  de  los  mismos 
contratantes  referentes  á  lo  convenido. 

3/  La  ley  58,  tít.  B/,  Partida  5.',  con  arreglo  á  la  cual,  si  la  con- 
dición no  $e  cumple,  y  probado  estaba  en  autos  que  no  se  había 
cumplido,  puede  deshacerse  la  vendida. 

Y  4/    El  principio  inconcuso  de  derecho  y  la  regla  constante  de 
jurisprudencia  sobre  la  igualdad  de  los  contrayentes  en  los  contratos. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  María  de  Castilla. 
Considerando  que  el  contrato  de  compra-venta ,  como  esencial- 
mente consensual,  queda  perfecto  y  es  obligatorio  desde  que  los  con- 
trayentes convienen  en  la  cosa  y  en  el  precio: 

Considerando  que  según  el  documento  privado  de  3  de  Junio  de 
18(1,  que  no  ha  sido  puesto  en  duda ,  el  demandado  vendió  pura  y 
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simplemente  al  demandante  Ja  finca  de  que  se  trata  por  el  precio  que 
señalaron,  comprobándose  más  esto  por  haber  entregado  después  el 
comprador  al  vendedor  parte  de  dicho  precio,  bajo  recibo,  hasta  que 
se  otorgase  la  correspondiente  escritura: 

Considerando  que  si  bien  en  el  referido  documento  de  venta  se 
expresa  que  hahian  de  ser  de  cuenta  del  comprador  los  gastos  de  la 
escritura  y  otros,  pero  no  los  que  se  ocasionasen  por  la  oposición 
que  se  hiciera  á  la  toma  de  posesión  ó  deslindes  del  terreno,  en  cuyo 
caso  el  vendedor  daría  concluidas  ambas  cosas,  y  hasta  tanto  no  po- 
dría otorgarse  la  escritura,  nada  de  esto  puede  estimarse  como  uoa% 
condición  suspensiva  de  la  validez  y  eficacia  del  contrato,  ni  de  ser 
necesaria  dicha  escritura  para  la  perfección  de  la' venta,  no  habién- 
dose estipulado  así  expresamente  como  era  preciso  para  que  hasta 
entonces  pudiera  arrepentirse  cualquiera  de  las  partes: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  ejecutoria  al  absolver  al  deman- 
dado, no  ha  infringido  las  leyes  que  tratan  de  qué  cosa  es  vendida, 
en  qué  manera  debe  hacerse  y  cómo  se  puede  deshacer  si  el  com- 
prador no  guarda  el  pacto  que  puso  sobre  ella,  ni  tampoco  las  doc- 
trinas referentes  á  cuándo  el  consentimiento  es  imperfecto  ó  condi- 
cional, y  á  que  cualquiera  de  los  .contrayentes  pueda  arrepentirse 
antes  de  la  perfección  del  contrate: 

Y  considerando  que  en  el  presente  caso  no  hay  dudas  acerca  de 
la  inteligencia  del  contrato  ni  la  desigualdad  que  se  alega  en  los 
contrayentes,  teniendo  estos  el  derecho  recíproco  de  pedir  que  se  lleve 
á  efecto  lo  convenido,  por  lo  cual  no  son  aplicables  las  reglas  de 
jurisprudencia  que  asimismo  se  invocan  con  relación  á  estos  par- 
ticulares; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Alejandro  Aparicio  y  Vega,  á 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  [devuélvanse  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  ésta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ¡=  Mauricio  Gar- 
cía.=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de  Cas- 
tilla. =  José  María  Haro.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el 
dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  10  de  Julio  de  1869.=Gregorio  Camilo  García. 
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CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Agravios  en  cuentas  de  una  sociedad  accidental  de  seguhos  ma- 
rítimos.— Sentencia  dé  10  de  Julio;  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casaciop  interpuesto  por  parte  de  los  hijos  y  he- 
rederos de  D.  Juan  Villalonga  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Mallorca ,  en  pleito  con  Don 
Sebastian  Sancho. 

En  los  considerandos  se  establece  : 

1.*  Que  los  contratos  de  comercio  han  de  cumplirse  de  buena 
fév  según- los  términos  en  que  fueron  hechos  y  redactados. 

2.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  10  de  Julio  de  1869,  en  los  aatos  que  en 
el  Tribunal  de  Comercio  de  Palma,  por  ante  Jueces  ¿rbitros,  y  en  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Mallorca  ha  seguido  D.  Sebastian 
Sancho  con  D.  Juan  Villalonga  y  Jordá,  hoy  sus  hijos  y  herederos, 
sobre  agravios  en  cuenta  de  una  sociedad  accidental  de  seguros  ma-  , 
rítiraos;  autos  pendientes  anto  Nos  en  virtud  do  recurso  de  casación 
interpuesto  por  los  herederos  de  Villalonga  contra  la  sentencia  que  en 
i  de  Diciembre  de  1868  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Juan  Villalonga  y  hermano  y  otros,  en  número  * 
de  siete,  firmaron  en  31  de  Agosto  de  1855  un  documento  privado, 
estableciendo  una  sociedad  accidental  de  seguros  marítimos  con  et 
capital  máximo  de  600.000  duros  ó  el  qae  pudiera  reunirse ,  y  bajo 
las  reglas,  entre  otras,  de  que  concluido  el  $ño  social,  que  empeza- 
ría en  1.*  de  Setiembre  y  concluiría  en  31  de  Agosto  -siguiente  ,  se 
practicaría  una  liquidación  y  se  repartirían  las  utilidades  del  año 
trascurrido:  que  los  socios  elegirían  de  entre  los  mismos  á  uno  que 
hiciera  los  seguros  en  nombre  propio,  y  que  éste  seria  el  director  de 
la  sociedad:  que  los  mismos  socios  nombrarían  una  junta  auxiliar 
del  director,  y  además  dos  suplentes:  que  el  director  haría  todos  los 
seguros  que  creyese  convenientes,  de  acuerdo  con  la  junta  auxiliar: 
que,  el  director  llevaría  también  los  libros  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones del  Código  de  Comercio,  y  practicaría  cada  año  la  liquidación, 
que  firmaría  la  junta  auxiliar  si  estaba  conforme  con  ella;  y  que  to- 
dos los  acuerdos  de  la  junta  auxiliar  constarían  en  un  libro  de  actas, 
que  llevaría  el  director  y  firmarían  con  él  todos  los  vocales :  que  & 
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fin  de  que  la  marcha  del  director  fuese  expedita,  la  junta  auxiliar, 
por  medio  de  un  acuerdo,  le  autorizaría  para  hacer  en  los  casos  y 
tiempos  normales  y  en  buques  buenos  de  que  le  darían  listas,  los  se- 
guros que  le  pidieran:  que  á  más  de  la  junta  auxiliar,  nombraría 
también  la  junta  general  cada  tres  años  una  junta  inspectora,  com- 
puesta de  cinco  vocales,  para  inspeccionar  las  operaciones  de  la  admi- 
nistración, inspeccionar  las  cuentas,  á  las  cuales  pondría  el  V.°  B."  si 
las  hallaba  conformes,  y  observar  si  este  reglamento  se  cumplía: 
que  el  director  al  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  íirmaria  á 
cada  interesado  una  escritura  privada  extendida  en  los  términos  que 
se  refieren:  que  los  socios  quedaban  comprometidos  á  hacer*  en  la 
misma  compañía,  á  precio  justo  y  corriente,  los  seguros  que  estuvie- 
sen en  el  caso  de  hacer:  que  al  dia  siguiente  de  haber  hecho  el  di- 
rector un  seguro  fijaría  en  una  tablilla  de  su  despacho  la  cantidad 
asegurada  y  el  nombre  del  buque:  que  para  asegurar  el  director  pb- 
'  jetos  propios  necesitaría  autorización  de  la  junta  auxiliar ,  que  cons- 
taría en  actas,  y  en  este  caso  firmaría  la  póliza  un  vocal  de  dicha 
junta;  y  finalmente,  que  las  diferencias  que  ocurrieran  entre  los  so- 
cio» se  someterían  al  juicio  de  arbitros  arbitradores  y  amigables  com-' 
ponedores,  bajo  la  multa  de  un  25  por  100  del  valor  que  se  disputare, 
pagadera  por  el  que  no  se  conformase: 

Resultando  que  en  junta  general  de  25  de  Setiembre  de  dicho  nño 
de  1855  quedó  nombrado  para  director  de  la  sociedad  D.  Juan  Villa- 
longa;  y  nombradas  las  juntas  auxiliar  ó  inspectora,  comunicó  aquel 
á  los  socios  que  pasasen  á  recoger  las  escrituras  y  á  depositar  "el  3 
por  100  de  la  cantidad  que  tenían  de  interés  en  dicha  sociedad ;  ha- 
llándose entre  aquellos  l),  Sebastian  Sancho  por  2/600  avos,  y  Villa- 
.longa  y  hermano  por  15/600  avos: 

Resultando  que  durante  los  primeros  cuatro  años,  ó  sea  hasta  31  de 
Agosto  de  1859,  se  hicieron  536  seguros,  muchos  de  ellos  por  los  indi- 
viduos de  la  junta  auxiliar  é  inspectora,  y  cuatro  por  Villalonga  y  her- 
mano, siendo  uno  el  de  la  corbeta  Preciosa,  asegurada  por  la  cantidad 
de  30.000  ps.  fs.,  y  cobrándose  por  premios  de  todos  en  los  referidos 
cuatro  años  la  cantidad  de  34.018  ps.  fs.  10  rs.t  de  los  cuales  y  demás 
utilidades  se  repartieron  á  los  participes  8.000  ps.  en  30  de  Noviembre 
de  1856,  12.000, pesos  en  23  de  Octubre  de  1857,  12.287  ps.  19  reales 
14  maravedís  en  6  de  Enero  de  1859,  y  6.C00  en  30  de  Setiembre  del 
mismo  año: 

Resultando  que  al  terminar  en'3l  de  Agosto  de  1858  el  prinfler  pe- 
riodo de  la  sociedad,  se  celebró  junta  general  de  socios,  en  la  cual 
quedaron  reelegidos  los  mismos  individuos  do  la  junta  auxiliar  é  ins- 
pectora, y  el  D.  Juan  Villalonga  como  director: 

Resultando  que  éste ,  conformo  á  lo  dispuesto  en  el  reglamento 
de  la  sociedad  ,  firmó  en  1.°  de  Setiembre  de  1838  un  documento 
privado ,  en  que  convino  con  D.  Sebastian  Suncho  en  darle  pariici* 
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pación  en  el  negocio  de  seguros  marítimos  y  demás  operaciones  de 
e&ta  clase  que  hiciese  en  la  proporción  do  2/600  avos  ,  y  bajo  los 
pactos:  primero,  que  la  cantidad,  máxima  que  D.  Juan  Villalonga 
podría  asegurar  sobre  un  buque  seria  de  30.000  duros :  segundo,  que 
D.  Juan  Villalonga  no  podría  hacer  ningún  seguro  ni  pagar  avería 
alguna  sin  previa  consulta  de  tres  y  aprobación  de  dos  de  los  cinco 
Individuos  que  se  nombran,  debiendo  consultar  á  los  tres  primeros 
siempre  que  fuese  posible ;  al  cuarto  en  caso  de  faltar  uno  de  los 
tres ,  y  al  quinto  en  el  caso  de  faltar  dos  :  tercero,  que  debería  Don 
Sebastian  Sancho  tener  á  disposición  y  en  la  caja  de  Villalonga  du- 
rante este  convenio ,  para  garantía  de  no  faltar  al  pronto  pago  de 
los  siniestros ,  120  duros ,  |os  cuales ,  lo  mismo  que  el  beneficio  no 
repartido  ,  podría  D.  Juan  Villalonga ,  con  el  asentimiento  de  dos  de 
los  individuos  citados  en  el  art.  2.",  utilizar  en  operaciones  que  juz- 
gase productivas ,  pero  nunca  distraerlos  en  perjuicio  de  ios  reparti- 
mientos de  utilidades  que  debieran  hacerse:  cuarto,  que  siempre  que 
Villalonga  tuviera  que  pagar  un  siniestro,  tendría  Sancho  que  entre- 
gar dentro  de  ocho  dias  la  parte  que  le  correspondiera,  y  en  caso 
de  no  hacerlo  podría  Villalonga  utilizarse  de  los  120  duros :  quinto, 
que  en  los  primeros  dias  do  Setiembre  de  cada  año  debería  dar 
cuenca  Villalonga  á  Sancho  de  todas  las  operaciones  que  hubiese  he- 
cho hasta  el  31  de  Agosto ,  dándole  la  parte  correspondiente  de  be- 
neficio si  lo  hubiere ,  tanto  de  los  seguros  como  de  los  120  duros 
entregados  en  garantía  y  fondos  procedentes  de  las  utilidades  no  re- 
partidas :  noveno ,  que  Villalonga  llevaría  los  libros  correspondien- 
tes, que  estarían  siempre  de  manifiesto  para  D.  Sebastian  Sancho: 
décimo ,  que  éste  se  obligaba  á  hacer  con  Villalonga  durante  el  con- 
venio los  seguros  que  tuviera  que  hacer  :  undécimo  ,  que  el  mismo 
Sancho  renunciaba  el  derecho  de  hacer  seguros  por  cuenta  propia: 
duodécimo ,  que  Villalonga  se  cobraría  por  su  trabajo  la  retribución 
correspondiente;  y  decimotercero,  que  las  diferencias  que  ocurrieran 
entre  ambos  se  someterían  para  su  fallo  al  juicio  de  dos  arbitros  ar- 
bitradores ,  y  tercero  en  caso  de  discordia  ;  bajo  la  multa  de  un  25 
por  100  del  valor  que  se  disputase ,  pagadera  por  el  que  no  se  con- 
formase á  su  contrario :. 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  1.*  de  Setiembre  de  1858  el  Don 
Juan  Villalonga  firmó  otro  documento  privado  con  idénticas  condi- 
ckyies  á  las  que  se  acaban  de  expresar  á  favor  de  Villalonga  y  her- 
mano ,  dándoles  participación  en  el  negocio  en  la  proporción  de 
15/600  avos : 

Resultando  que  desde  1.'  de  Setiembre  de  1869,  basta  cuyo  dia 
fueron  examinadas  y  aprobadas  las  cuentas  de  las  operaciones  de  la 
sociedad  por  la  junta  inspectora ,  resultando  un  liquido  beneficio  de 
6.746  ps.,  16  rs.,  2  mrs.  por  el  primer  año  de  la  segunda  época  de 
la  sociedad,  se  hicieron  hasta  la  terminación  de  ésta  en  31  de  Agos- 
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to  de  1861,  según  el  libro  talonario,  108  seguros,  algunos  de  ellos  ¿ 
nombre  de  los  individuos  de  las  juntas  auxiliar  é  inspectora  ,  y 
cinco  á  nombre  de  Villalonga  y  hermano  ,  refiriéndose  el  señalado 
con  el  rtútfc.  581  al  brik-barca  Preciosa  ,  asegurado  en  86  de  Enero 
de  1860  Á  favor  de  dichos  Villalonga  y  hermano  por  la  cantidad 
de  30.000  pesos  fuertes  ,  á  saber  :  10.000  sobre  el  cpscú  y  aparejos, 
y  los  20.000  restantes  sobre  el  cargamento  embarcado  bajo  cubierta 
en  su  viaje  desde  Palma  á  la  isla  de  Cuba ;  habiéndose  asegurado 
además  bajo  los  números  579  ,  580  y  583  á  Ganut  y  Muguerot  la 
cantidad  de  800  pesos  sobre  tres  baúles  de  calzado  ,  á  D.  Miguel 
Ferrat  la  dé  100  pesos  sobre  efectos ,  y  á  D.  Pedro  José  fiosch  la  de 
900  pesos  sobre  calzado  ,  embarcado  todo  á  bordo  del  cilado  brlk- 
barca  Preciosa  : 

Resultando  que  habiendo  naufragado  este  buque  en  la  madrugada 
del  5  de  Febrero  de  dicho  año  de  1860,  se  formó  causp  á  su  capitán, 
declarándose  en  ella,  por  sentencia  del  Consejo  de  guerra,  que  fué  irre- 
mediable la  pérdida  del  brick- barca  Preciosa,  y  libre  por  tanto  de  lodo 
cargo  á  su  capitán;  y  habiéndose  además  procedido  á  su  salvamento, 
se  formalizó  inventario  de  todos  los  efectos  salvados,  los  cuales  fueron 
entregados  al  apoderado  que  al  efecto  nombraron  el  D.  Juan  Villa- 
longa como  asegurador  del  buque.,  y  la  razón  social  de  Villalonga  y 
hermano  como  asegurados,  verificándose  luego  su  venta  en  pública 
subasta  con  el  resultado  que  se  menciona : 

Resultando  .qi\e  por  consecuencia  del  citado  naufragio  abonó  Don 
Juan  Villalonga  como  siniestros  por  los  seguros  mencionados,,  núme- 
ros 579,  580  y  583 ,  á  Canut  y  Muguerot  la  cantidad  d$  709  pesos  14 
reales,  á  D.  Miguel  Ferrat  88  pesos  G  rs.  y  á  D.  Pedro  José  fiosch  798 
pesos  9  rs.  y  además  por  resultado  de  la  liquidación  del  seguro  nú* 
mero  ¿81  hecho  á  favor  de  Villalonga  y  hermano  sobre  el  buque  y 
cargamento  del  brick-barca  Preciosa,  deducido  el  premio  del  seguro» 
la  cantidad  de  23.572  pesos  : 

Resultando  que  en  17  de  Febrero  del  mismo  año'de  1860  D.  Gas. 
par  Moner  y  otros,  en  concepto  de  junta^uxiliar,  formularon  un  acta, 
que  consignaron  en  escritura  pública  por  no  existir  libro  de  actas  en 
la  junta  auxiliar,  manifestando  que  en  consideración  á  que  ei  direc- 
tor habia  hecho  muchos  seguros  sin  consultarla,  como  estaba  obligado 
en  fuerza  del  art.  2."  de  la  escritura  de  contrato,  celebrada  entre  el 
mismo  director  y  los  socios,  consignaban,  á  fin  de  salvar  toda  jes- 
ponsabilidad,  que  para  tales  seguros  no  habia  sido  consultada  la  jun- 
ta, y  no  se  encontraba  en  derecho  para  prestar  aprobación  á  los  mis- 
mos, sin  perjuicio  de  lo  que  se  resolviera  por  la  junta  general: 

Resultando  que  en  19  de  Marzo  do  1860  los  mismos  vocales  de  la 
junta  auxiliar,  en  vista  del  art.  16  del  reglamento  de  la  sociedad, 
autorizaron  á  Villalonga  para  que  hiciera  los  seguros  que  se  le  pidie- 
sen sobré  los  buques  que  se  mencionan ,  pudiehdo  asegurar  hasta 
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30.000  pesos  sobre  cada  ano  de  los  que  se  señalaban,  y  sobre  los  res- 
tantes la  cantidad  que  la  prudencia  aconsejase  al  mismo  VÜlalonga,  dan- 
do aviso,  tan  pronto  como  pudiera  y  le  fuese  posible,  A  la  citada  junta: 

Resultando  que  con  motivo  de  las  ¿cuestiones  que  en  virtud  de  los 
seguros  efectuados  por  Villalonga  como  director  desde  l.9  de  Setiem- 
bre-de 1859  basta  el  29  de  Febrero  de  1860  habla  pendientes  feti  dicha 
sociedad,  aquel  y  un  considerable  número  de  socios  nombraron  en  el 
citado  dia  29  de  Febrero  para  resolverlas  jueces  arbitro*  arbitradores  y 
amigables  componedores,  los  cuales  por  su  laudo  de  19  de  Enero  de 
1801  acordaron:  primero ,  que  todos  los  seguros  hechos  por  el  direc- 
tor Villalonga  desde  1.*  de  Setiembre  de  1859  hasta  que  se  supo  en 
Palma  el  siniestro  del  buque  Preciosa,  excepto  los  Verificados  sobre 
dicho  buque,  fuesen  de  cuenta  de  la  sociedad:  segundo,  que  los  segu- 
ros sobre  el  mismo  buque,  números  579  y  580,  á  favor  de  Ganut  y 
Muguerot  y  Ferrat  fuesen  á  cargo  de  la  sociedad:  tercero,  que  el  se- 
guro de  30.000  duros,  núm.  581,  sobre  la  propia  corbeta  á  favor  de 
Villalonga  y  hermano,  se  dividiera  en  dos  partes  ,  la  uoa  de  99.100  y 
la  otra  dé  900,  siendo  la  primera  á  cargo  de  la  sociedad  por  cuatro 
novenos  y  á  cargo  de  Villalonga  por  cinco  novenos ,  y  la  segunda  á 
cargo  exclusivamente  de  éste:  cuarto,  que  el  seguro  de  900  duros  so- 
bre el  mismo  buque  A  favor  de  D.  Pedro  José  Bosch  con  el  núm.  583 
fuese  exclusivamente  á  cargo  de  Villalonga :  quinto,  que  éste  no  pu- 
diera como  director  hacer  ningún  dividendo  pasivo  para  el  pago  de 
los  siniestros  á  que  según  el  pacto  arbitral  quedaba  obligada  la  socie- 
dad, sino  qne  los  adelantaría  de  su  propio  bolsillo,  reintegrándose  de 
los  beneficios  que  la  sociedad  hubiese  dado  y  de  los  que  en  lo  suce- 
sivo diere  hasta  la  liquidación  de  31  de  Agosto  de  1861,  en  cuya  fecha 
se  reembolsaría  en  lo  que  faltase  del  fondo  de  reserva: 

Resultando  que  en  19  de  Diciembre  de  1859  se  verificó,  según  el  li- 
bro talonario,  bajo  el  núm.  504,  á  favor  de  D.  Bartolomé  Roca  un  se- 
guro de  667  pesos  sobre  el  casco,  quilla  y  aparejos  dé  la  tartana  Es- 
peranza, á  contar íesde  el  dia  en  que  el  buque  hubiese  salido  de  Fe- 
lanitx  y  continuare  navegando  por  donde  navegare  hasta  que'  el  ase- 
gurado avisase  su  cese,  en  cuyo  dia  se  haría  la  liquidación  devengando 
por  premio  el  6  y  medio  por  100  anual ,  sin  que  de  dicho  seguro  se 
haga  mérito  en  el  libro  diario,  ni  en  la  póliza.talonaria  se  exprese  el 
dia  en  que  debía  comenzar  ni  el  cese,  ni  tampoco  nota  alguna  de  no 
haber  tenido  efecto  : 

Resultando  que  en  29  de  Mayo  de  1861  se  entregaron  á  D.  Jacinto 
Vestar  591  pesos  como  líquido  de  un  pagaré  de  600,  á  tres  meses  fe- 
cha, cedido  á  la  orden  del  director  D.  Juan  Villalonga  con  descuento 
de  uno  y  medio  por  100;  y  al  vencimiento  del  mismo  en  99  de  Agosto 
se  cobraron  á  cuenta  300  pesos,  sin  que  en  los  asientos  sucesivos  del 
libro  diario  aparezca  cantidad  alguna  anotada  por  intereses  de  los 
restantes  900  pesos  que  quedaban  en  deuda : 
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Resultando  que  concluida  la  sociedad  en  31  de  Agosto  de  1861, 
p> opuso  demanda  i).  Sebastian  Sancho  en  4  do  Marzo  do  18í¡2  para 
que  se  condenase  á  D.  Juan  Villalonga  á  rendir  cuenta  de  todas  las 
operaciones  de  seguros  marítimos  practicadas  desde  1."  de  Setiem- 
bre de  1859  v  bajo  apercibimiento  de  establecerse  una  intervención, 
y  de  que  los  interventores  hiciesen  la'  liquidación  ó  balance  á  gosta 
del  mismo  ViHalonga;  á  que  éste  pagase  á  Sancho  inmediatamente 
de  verificada  la  cuenta ,  la  cantidad  que  resultase  alcanzar,  con  los 
intereses  vencidos  desde  1.*  de  Setiembre  de  1800,  por  lo  que  tocaba 
A  la  cantidad  que  en  aquel  año  debió  percibir,  y  desde  l.°,de  Se- 
tiembre de  1861  por  lo  que  tocaba  á  lo  que  en  la  época  últimamente 
citada  debió  haber  percibido ,  como  también  á  la  entrega  de  los  120 
duros  dados  en  garantía  y  los  intereses  de  esta  cantidad  por  el  tiempo 
trascurrido  desde  que  finó  la  sociedad,  entendiéndose  todos  los  refe- 
ridos intereses  hasta  el  día  de  la  efectiva  entrega  de  los  capitales,  á 
razón  de  un  6  por  100: 

Resultando  que  allanado  D.  Juan  Villalonga  ¿  la  rendición  de 
cuentas,  y  no  habiéndolas  presentado  en  el  término  y  prórogas  que 
se  le  concedieron,  se  estableció  á  petición  de  Sancho  una  interven- 
ción; y  en  s\i  virtud  los  interventores,  nombrados  uno  por  cada  parte, 
verificaron  en  discordia  la  liquidación ,  sacando  por  resultado  el  de 
D.  Sebastian  Sancho  un  líquido  repartible  de  11.139  ps. ,  11  rs.,  5 
maravedís,  sin  incluir  el  importe  del  seguro  núm.  564  de  D.  Barto- 
lomé Roca  por  no  estar  anotada  su  duración  ni.  la  cantidad  satisfe- 
cha ,  y  el  seguro  núm.  581  á  favor  de  Villalonga  y  hermano-,  por 
considerarlo  como  no  hecho,  respecto  de  haberse  faltado  al  pacto 
primero  de  la  escritura  de  participación  á  Sancho ,  y  al  art.  56  del 
reglamento  de  la  sociedad;  y  el  interventor  de  Villalonga  una  pér- 
dida de  12.432"  ps.,  8  rs.,  29  mrsM  con  inclusión  de  los  23.572  ,  im- 
porte del  siniestro  de  la  corbeta  Preciosa  ,  satisfechos  á  Villalonga  y 
hermano  por  el  seguro  núm.  581  : 

Resultando  que  opuestos  por  Sancho  diferente»  reparos  á  la  li- 
quidación del  interventor  de  Villalonga,  nombraron  ambos  de  con- 
formidad arbitradores,  quienes  dieron  su  laudo  en  31  de  Octubre  de 
18G3  sobre  las  siete  cuestiones  que  le  fueron  sometidas,  fallando  en 
discordia  del  arbitrador  nombrado  por  Sancho,  el  elegido  por  Villa- 
longa, y  el  tercero  en  cuanto  á  la  primera ,  tercera ,  sexta  y  sétima, 
únicas  sobre  que  versa  el  recurso,  quo  se  debía  abonar  á  Villalonga 
en  las  cuentas  la  cantidad  de  23.572  pesos,  importe  liquido  del  si- 
niestro de  la  Preciosa:  que  el  D.  Juan  Villalonga  dentro  de  tres  dias 
manifestase  el  importe  de  la  prima  del  seguro  núm.  564,  hecho  por 
D.  Bartolomé  Roca  para  continuarlo  en  el  cargo  de  la  liquidación 
con  D.  Sebastian  Sancho :  que  había  lugar  á  los  intereses  de  los  300 
duros  que  figuraba  adeudar  D.  Jacinto  Vestar  desde  22  de  Agosto  de 
1867,  debiendo  cargarse  su  importe  en  la  cuenta  ;  y  que  se  absolvía 


i  Yillalonga  de  las  dejnas  pretensiones  de  Sancho,  «andando  que  al 
tenor  dé  aquellas  declaraciones  se  reformasen  las  cuentas  y  pagase 
el  gne  resoltara  deudor : 

lesoHando  que  no  conforrae  Sancho  con  el  lando,  y  queriendo  de- 
Jarle  ineficaz  en  uso  del  derecho  que  le  concedía  el  art.  362  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  mercantil,  y  estando  pronto  á  pagar  lá  mulla  pac- 
tada, se  siguió  incidente ,  que  fué  resuelto  por  ejecutoria  de  27  de  la- 
nío de  1864  ,  dando  i  Sancho  por  cumplido  con  lo  prevenido  en  la 
parte  del  articulo  mencionado,  relativa  á  la  consignación  de  la  multa, 
al  objeto  de  dejar  sin  efecto  el  laudo : 

Resultando  que  nombrados  después  jueces  Arbitros  para  decidir  las 
diferencias  que  fueran  objeto  del  lando  de  los  amigables  componedo- 
res, presentó  ante  ellos  D.  Sebastian  Sancho  su  demanda  en  16  de 
Enero  de  1865  pidiendo,  entre  otras  cosas :  primero ,  que  en  las  cuen- 
tas de  la  sociedad  de  seguros,  ¿  cuyo  frente  estaba  D.  Juan  de  Yilla- 
longa, no  debían  deducirse  los  23.572  duros  que  se  decian  resultado 
del  siniestro  de  la  Preciosa:  segundo ,  que  se  mandasen  cargar  en  la 
cuenta  los  intereses  de  las  cantidades  liquidas  que  resultasen  de  la 
cuenta  desde  14  de  Agosto  de  1862  hasta  que  verificase  Tlllalonga  el 
pago  del  saldo ;  y  tercero,  que  se  dejase  subsistente  y  de  cargo  de  Yi- 
llalonga todo  lo  demás  decidido  por  los  amigables  componedores  en 
el  citado  lando  á  favor  de  Sancho  ;  alegando  para  ello ,  en  cuanto  á 
lo  primero,  que  Yillalonga  no  habia  cumplido  con  lo  que  prevenía  el 
artículo  56  del  reglamento  de  la  sociedad  con  respecto  al  seguro  de 
la  Preciosa,  y  no  pudieron  por  lo  tanto  los  amigables  componedores 
consignar  en  su  laudo  que  debia  abonarse  en  las  cuentas  el  importe 
del  siniestro  de  dicho  buque :  que  aún  cuando  Yillalonga  no  hubiese 
asegurado  nn  buque  propio,  todavía  no  seria  admisible  el  seguro  de 
que  se  trataba,  porque  según  el  art.  2.*  de  la  escritura  de  1.*  de  Se- 
tiembre de  1858,  no  podia  hacer  ningún  seguro  ni  pagar  avería  sin 
previa  consulta  de  tres  y  aprobación  de  dos  de  los  individuos  que  se 
mencionaban,  y  nihguno  de  ellos  habia  sido  consultado  para  el  seguro 
referido,  por  cuya  falta  y  otras  de  igual  naturaleza,  dichos  individuos 
consignaron  el  acta  de  15  de  Febrero  de  1860 ;  habiendo  además  en 
contra  del  citado  seguro  de  la  Preciosa,  que  resultaban  asegurados 
31.800  duros,  según  las  pólizas  números  579 ,  580,  581  y  583,  cuando 
con  arreglo  al  pacto  primero  de  ia  escritura  de  1  .*  de  Setiembre  de 
1858,  la  cantidad  máxima  que  podría  asegurarse  sobre  un  buque  era 
sólo  la  de  30.000  duros:  que  Yillalonga  desempeñó  los  papeles  de  ase- 
gurador y  asegurado,  lo  que  bastaba  para  conocer  desde  luego  la  in- 
eficacia de  tal  seguro;  y  que  el  fallo  que  sóbrela  misma  cuestión  y  con 
motivo  de  la  oposición  de  otros  socios,  dictaron  los  arbitra/lores  en  12 
de  Enero  de  1861,  era  una  prueba  completísima  de  que  el  seguro  de  la 
Preciosa  carecía  de  eficacia,  por  ser  siempre  el  resultado  que  Yillalon- 
ga se  habla  excedido  no  sujetándose  &  las  prescripciones  del  regla- 
II.  « 
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paetito  ni  &.  |o  pactado  con  ios  accionistas,  y  había  hecho  en  forma 
ilegal  seguros  que  no  podían  tener  estabilidad  alguna:  en  cuanto  á  lo 
segundo,  que  Villalonga  no  había  cumplido  con  el  papto  quinto  de  la 
epcrityra,  dando  cuenta  á  Sancho  de  sus  operaciones  y  parte  de  be- 
neficios que  hubiere,  y  había  estado  pbr  lo  tanto  en  mora,  debiendo- 
j&ele  intereses  por  todo  eí  tiempo  de  la  tardanza;  y  por  último,  en  cnan- 
to i  lo  demás,  expuso  ante  los  mismos  amigables  componedores  que 
debía  continuarse  en  las  operaciones  de  banca  efectuadas  con  el  fondo 
de  reserva  los  intereses  de  300  duros  que  figuraba  adeudar  D.  Jacinto 
Vestar  desde  22  de  Agosto  de  1861  hasta  14  de  Agosto  de  1863;  y  que 
se  cargase  (en  cuenta  la  prima  de  la  póliza  núm.  564,  hecha  por  Don 
Bartolomé  poca : 

'  Besuftando  que  el  D,  Juan  Villalonga  pretendió  que  se  desestima- 
se íá  demanda,  con  expresa  condenación  de  costas,  y  se  aprobase  en 
su  consecuencia  la  liquidación  de  su  interventor;  exponiendo. al  efec- 
tp,  en  cuanto  á  la  cuestión  primera ,  que  Sancho  no  tenia  derecho  á 
invocar  el  reglamento  dé  la  sociedad,  porque  no  estaba  firmado  por* 
"él!  ni  era  el  contrato  celebrado  con  Villalonga  ,  que  estaba  reducido 
$  la  escritura  de  1  *  de  Setiembre  de  1858,  la  cual  únicamente  impo- 
nía $  Villalonp  la  obligación  de  consultar  á  tres  y  obtener  la  apro- 
bación de  dos  de  los  indiyiduos  de  la  junta  citados ;  per,o  sin  que  se 
je  (exigiese  nada  por  escrito  ni  ninguna  de  las  trabas  4  que  Sancho  se 
acogía  p¿ra  aceptar  lo  favorabte  y  recfiazar  lo  perjudicial :  qup  la 
ipi)u£nacibn  partía  del  supuesto  de  que  D.  Juan  Yil|alonga  era  dueño 
'del  PrecipsfL,  y  carecía  de  base,  porque  no  debía  confundirse  á  Don 
Juáp  Villalonga  con  la  razop  sqcial  Villalonga  ,'jr  hermano,  que  eran 
dos  personas  jurídicas  muy  distintas,  como  lo  demostraba  el  mismo 
'seguro  y  la  escritura  igual  á  la  de  Sancho,  otorgada  á  favor  de  Vi- 
llalonga y  hermano;  y  que  ademas  esjos  no  eran  dueñps  por  com- 
pleto del  Preciosa,  pues  que  en  e/ty,  lo  pismo  que  en  su  cargamento, 
participaban  otras  personas  que  nombra,  por  io  qu<j  el  seguro  no  se 
hizo  en  beneficio  exclusivo  de  Vilialonga  y  hermano,  sipo  también 
*cie  todos  los  demás  dueños  del  bqque  y  su  cargamento ,  á  qujeqes 
nunca  podía  afectar  la  falta  de  fprmaiidad  que  por  Sancho  je  alega- 
ba: que  el  art.  2.°  de  la  escritura  de  !.•  de  Setiembre ,  así  copio  los 
del  reglamento  que  exigían  la  autorización  de  la  Jupia  para  hacer 
Seguros,  y  que  esta  autorización  constara  ea  actas,  eran  de  difícil  si 
no  imposible  cumplimiento ,  como  desde  luego  se  convencieron  de 
elty  Villalonga  y  los  demás  que  componían  la  junta  j  y  así  fué  que 
desde  Juego  se  empezó'  por  que  Villalonga  hiciera  los  segurps  pon 
¿rrejglp  á  las  tarifas  que  los  socios  tenían  establecidas,  y  que  dj¿  este- 
modo  éigpió,  con  conocimiento  y  completa  aquiescencia  de  todp$, 
iiendo  de  notar  que  muchos  de  los  seguros  se  hicieron  á  favor  de 
'los  individuos  q^e  componían  las  juntas  auxiliar  é  inspectora  ;  de 
'modo  <juc  éstos  ,  cuya  Opinión  debió  ser*  consultada  ,  y  que  debían 
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fetabtar  sesión  t  «iteader  el  anta  de  Jo  que  en  ella  sa  acortase,  io^ 
terwtjen  fie  an  modo  dintel*,  en  la.  operación  de  loa  seguro*  y* 
velan  qu§  sa  WHfieatym  sia  aquella*  foraalidadea,  descansando 
sólo  an  1*  omnímoda  confiara»  daD.  Jpaa  VUlalanga ;  y  hablen* 
do  padtfo  también  yer ,  pawto  qae  teaiau  coaataotemetíte  tos  ti- 
teo* ¿  sq  disposición  v  que  no  .una ,  sino  mucha*  veces ,  s*  hacían 
$egurp3  4  ftvpj  de  la  mfem*  casa  de  Vilbilanga,  tanto  par  la  frai 
BU  Prteiw ,  cpmo  por  otro§  baques,  aa  que  equeli*  interesaba,  sin 
que  prepegies^  mabita  en  juata  formal.  Di  que  firmase  la  póliza  ia¿ 
Asiduo  *Jguqo  df  la  mi$m*<  jr  que  esta  oondyct*  ais  «adida  y  nüe- 
adámeme  aprobada  por  todos  k*  IndívídMoa  deles  Juatas»  tía  recla- 
mación alguna  de  sp  parte  ai  da  ningún  otro  iaierasedo  en  la  asada- 
ejoa,  lo  cual  demostraba  qi»e  el  comportándome  da  YMelooga  eorao 
dteaeftar  Qié  siempre  licitamente  aprobado  par  todos  :  que  nada  imr 
portaba  el  acta  de  11  de  Febrero  de  18(0,  porque  al  forjarla  los.  in- 
dividuos de  la  Junta  spbian  ya  el  siniestro  de  la  Jffnwwa  y  Nevaron 
iba  mita  interesada»  puesto  que  bebían  de  sufrir  las  eensacuencias. 
procediendo  así  cuando  se  trataba  .de  confirmar  por  escrito  lo  que 
tácitamente  habían  hecho .  por  espacio  de  mucha»  años  aa  que ,  na 
obstante  fia  había  sudo  cqnsiiltada  la  junta,  habían  podido  crear  eo- 
pr*w  las  utilidades  que  babíap  rendido  todaj  los  secaros  heobos  sin 
sil  previa  consulta:  que  la  impugnación  fundada  en  haberse  wagwradq 
sobra  la  Precios^  ip^s  de  fo.fiOQ  flatos  i  ¡no  podía  tener  in|uen4a  eu 
guna,  parque  Sancho  admití*,  el  seguro  de  las  cantados  que  eace* 
dU|n  de  »qu$ll9  sp.ma;  pero  que  fraque. no  fuese  asi ,  sdlp  podría  te- 
pevlq  por  lo  qup  el  seguro  excediese  da  los  $0.0Q<)  duros  fijados  eq  e| 
Ijacto  primero  dej^  escritura;  y  por  último,. que  .admitiendo  Sancho 
todos  Igs  actos  de  Villtlopga  y  sus  utilidades  >  nq  podía  regazar 
too  ffi\Q.  por  la;sp|j*  rasan  eje  que  qausabft  perjuicios:  ?p  cuanto  &  la 
seguida,  que  coi?  sólo  anpncfyr  qup  $^nc£e  pwtppdi*  iq(er$i  de  un 
JfldQ  W  n9  resultaba  ftjpo  de  las  <}uente#  aproadas»  y  que  se  está- 
te 8¿Pr»  líti^án^o  sobrq  varias  partida?  de  la  cueqtfu  í*g«u  la  pqal, 
lgj9*  d$  haber  sqjflo  á  fgvpr  0e  Sancha  ppdierespltar  y  resultaría  en 
contra,  qpgdaba  gemostradp  que  diph^  pretensión  era  imprflpedentq; 
jr  e?  juanto  á  la  última  que.  estado  ejeoptojifl^a  la^iuanpje.epqup 
pe  YÍBO  á  (Jectyrar  sjn  efeptq^l, laudo  de  lq§  arbUwtqitfs,  \t  oqestjop 
tisbja  quedado  jqtacta,  cqmo  el  mismo  Sancho  fyqbia  §qs,tepido,  y  prp 
por  lo  tanto  necearlo  prqraoysr.  y  discutir  da  pypifp  íjis  RnttR*!M€* 
pendiente*  ejtfre  qnp  y  otro  infpfl}sac(q: 

£gsu{tapfio  que 'practicadas  jas  prqebfff  qu?  lag  p^flta^  artjcplgrqn, 
el  árbftrg  (le  gancho,  en  djsfflrd'ia  del  de  YMmfiW*»  Protejo  sw- 
leociaj  £  que  se  adhiyó  el  Juez  avenidor  en  U  d^  l^ayo  de  1W7»  labial 
fué  niodificada  por  la  Sala  primera  de  la  ikadiencif  de  Jkjallprca  ejj  4 
<Je  Diciembre  de  186S,  declarando,  ep  cuaptp4  ü|a  pfiqt^ro,  qs^en 
luy  -  cuentas  de  1§  sociedad  no  fjebian  \ncluirse  tíQp^o  í}<$g4fltt  0IFa 
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I).  Juan  ViUaloaga;  hoy  so*  sucesores,  los  807*  duros  aatisteohós 
como  resultado  ctol  siniestro  de  la  iPmioia  r  en  cuanta  á  lo  segando* 
que  se  condenaba  á  los  sudesores  de  Viitaloiiga  á  que  se-  cargasen  en 
cuenta  los  intereses  al*  por  109  anual  de  la  cantidad  liquida  que 
eontra  ellos  retaliase  por  e!  tiempo  trascurrido  desde  el  14  éé  Agosto 
de  1868  hasta  el  dia  en  que  se  verificase  «i  pago  4  Sancho  de-  la  par- 
ticipación que  le  correspondiera  en  el  saldo  de  dicha  cuerna ;  v  en 
cuanto  á  io  último,  qte  se  condenaba?  ashhismo  ¿los  sucesores  de 
Villalonga  á  qne  en  las  cuentas  de  4a  sociedad  ineiuyer%n  como  cargo 
los  diez  y'  oého  duros  por  intereses  percibidos  de  D.  Jacinto  Vastar, 
y  la  Cantidad  á  que  ascendiera  la  prima  del'segan»  de  667  duros,  he- 
cho á  D.  Bartolomé  toca  en  18  de  Diciembre  de  1859i  >  ■       . 

Resultando  (fue  contra  etfte  fallo  interpusieron  los  herederos*  de 
Villalonga  recurso  de  casación,  citando  entonces*  y  después  á»  su  tiem- 
po en  fste  Supremo  Tribunal,' como  infringidos: 

1.*   El  art-.  855  del  Código  de.  Comercio ,  los  principios  de  derecho 
sancionados  por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencias  de  8  de  Octubre 
de  1853  y  89  de  Abril  de  1884  y  otras  concordantes,  de  que  «lo  tácito 
y  lo  expreso  en  el  derecho  son  de  igual  condición,»  y  de  que  «la 
aprobación  de  un  acto  cuando  no  se  exige  que  sea  por  escrito,  puede 
verificarse  de  palabra  y  por  hechos  que  lo  demuestren',»  y  por  último, 
la  ley  89,  tít.  tt,  Partida*  7/v  que  establece  que  aquel  que  reporta  Vi 
beneficio  de  un  acta  debe  reportar  también  el  perjuicio ,  en  cuanto 
se  declaraba  que  no  podía  admitirse  Como  legitimo  el  seguro  de  la 
Pretio$o,  dio  que  era  lo  mismo,  que  la  cantidad* qoe  importó  no  po- 
día serVir  de  descargo  al  director  Villalonga ;  olvidándose  con  ello 
qne  no  se  estaba  én  el  caso  de  ninguna  sociedad  mercantil,  propia- 
mente dicha ,  ó  de  aquellas  que  indispensablemente  requieren  la  for- 
malidad de  ta  escritura,  sino  dentro  de  una  sociedad  accidental  que  no 
requería  solemnidad  alguna,  y  que  pudiendo  contratarse  por  escrito 
y  de  palabra,  del  mismo  modo  podía  modificarse  después  d&  consti- 
tuida, como  habia  sucedido  en  el  caso  presente,  en  que  el  reglamento 
formado  al  principio,  'como  mero  proyecto,  jamás  llegó  á  regir:  apro- 
bando todos  los  socios  y  el  mismo  Sancho  una  contratación  de  segu- 
ros hecha  én  otra  forma,  y  embolsándose  durante  todo  el  plazo  so- 
cial las  ganancias  de  esos  mismos  seguros;  aprobación  que,  siendo 
hija  de  actos  tan  firmes,  deliberados  y  repetidos,  tenia  el  mismo  valor 
Jurídico  que  sí  fuese  expresa  y  solemne  ¿  y  olvidándose  además  que 
se  habla  verificado  el  seguro  en  cuestión  del  mismo  modo  que  todos 
los  domas ;  y  que  si  la  infracción  del  reglamento ,  quQ  no  resultaba 
porque  tal  reglamento  Jamás  rigió,  habla  proporcionado  beneficio,  y 
esle  beneficio  se  admitía ,  do  habia  más  remedio  que  aceptar  tam- 
bién el  perjuicio  emanado  do  la  misma  infracción» 

*.•  El  art.  8,%  de  id  ley  de  li  de  Marzo  de  18S8,  y  la  doctrina  legal. 
sancionada  por  esta  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  84  de  Abril 
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de  18M  y  otras  concordantes ,  de  que  ^versando  el  pleito  sobre  la 
ffacfÓB  de  Id  cantidad  que»  los  interesados  han  de  abonarse  hasta  que 
ía  semencia  decida  la  cuestión  ^controvertida >%  no  puede  resultar  can- 
tidad tffuida,  y  por  consiguleM<rhoi*ay  mora  en  el  que  resolte  deu- 
dmvnipor  krmfemo  responsable  de  intereses.» 

I>  La  <iey~tft¿>tft.  tí,  firtida*.*,  y  la  doolrina  legal  emanada  de 
la  mitaa  ley  T  prodaawda  por  repetidas  decisiones  de  este  Supremo 
Tribanal»  de  qae  «las  semencias  deben  guardar  congruencia  con  las 
demanda^  atendiendo' sobro  todo  el  modo  eomo  aparecen  hechas;» 
par  cuanto  habiéndose  pretendido  en  to  demanda  que  se  declarase 
subsistente  y  de  'cargo  de  VtHalonga  todo  lo  demás  decidido  por  los 
amigables  componedores  á  favor  de  Sancho,  no  podia  fallarse  otra 
eosa  que  esta  subsistencia  del  mudo  en  la  parte  favorable  al  deman- 
dante; 7  no  descender,  como  se  había  descendido,  á  escudriñar  cuá- 
les 'hablan  sido  tates*  extremos  fávoraMes,  sin  que  procediese  la  fija- 
ción de  los  mismos  i>or  parte  dei  deuwrodante  en  su  demanda; 

T  4/  Los  artículos  917;  Í48,  «49  y  WÉ  en  su  espíritu  y  su  letra, 
por  cuanto  la  Sal»  sentenciadora  tiabia  prescindido  en  su  fallo  del 
prítatipto  de  «verdad  sabida  y  buena  fé  guardada,»  aplicable  á  todos 
loa* <on tratos,  y  muy  espeblalmente  á  los  de  comercio;  olvidándose 
délos  hechos  aceptados  por  las  partes  subsiguientes  al  contrato,  y 
ffuee* plica bMi  m  verdadera  intención  y  voluntad  sobre  el  modo  de 
Mtéer'los  Seguros;  desatendiéndose  además  la  regla  de  equidad  y 
jQglicia  prescita  en  el  articula  ito  del  mismo  Código : 

Vistos,  stend*  Ponente  «1  Ministro  D.  Joaquín  laumar  de  la  Carrera. 
•'Considerando  que  Habiéndose  estipulado  expresamente  pn  la  base 
WiBel  r^ámentd1  deHl  de  Agosta  de  1885  que  para  asegurar  el  di- 
rattbr  objetos  propios  necesitaría  autorización  de  la  junta  auxiliar,  y 
que  en  este  caso  firmarla  la  póliza  un  vocal  de  la  misma  Junta ;  en 
el  pacto  primero  del  convento  de  1/  de  Setiembre  de  1958,  qué  la 
(«AtUfed  máxima  que  podría  asegurar- sobre  un  buque  seria  la  de1 
HMO  duros;  y  ienei  art.  5 A  que  D.  Juan  Villalonga  no  podría hu- 
cet*  fcfngun  seguro  ni  pagar  avería  aignnrt  sin  previa  consulta  de  tres 
yaprbtftteion  db  dos  de  los- cinco  sujetos  que  se  designaron,  es  in- 
cuestionable que  dWtoo  Yffialongn  faltó  á  estas  prescripciones,  é  in- 
cwrrfó  enlR  responsabilidad  ctateignrente  haciendo  por  sí  sólo  y  por 
¿entidad  mayor  de  la  permitida  el  seguro  dek»  brik-barca  la  Preciosa, 
desque  efra  epftdtiefio  r 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  al  declarar  l«r  Sala  senten 
0¡édbraJqoe  en  las  Cuentas  de  la  sociedad  no  deben  incluirse  como 
déscfcrgo  def  los  W.!*73  duros  satisfechos  perol  .siniestro  del  referido 
bníiine,  nü  ha  infringido  ios  árttouUwdel  Código  de  Comercio  que 
ciut-ft  recnrpeftttf,  referentes  á  qim  los  contratos  de  comercio  han  de 
cumplirse  de  buena  fá  y  según  los  términos  en  que  fueron  hechos 
y  redactado*}  d'qufe  puedan  tattftfrn  hacerse  de  palabra,  y  á  la  roa- 
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sera  de  molvpr  las  dudas  que  sobre  los  mismos  se  susciten,  snpü&td 
que  o»  el:  presente  caso  »o  consta  que  ni  por  escrito  ni  de  palabra 
se  hubiese»,  variado  1#6  convenios  e&preatdos,  ni  toe  dénselas  pue- 
den dar  lugar  ¿dudas*  ppr.ser  claras  y  terminantes  a 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  semencia  la  regla  de  dec- 
ebo 29  del  tít.  34  fie  la  Partida  7.%  de  une  aquel  d#e  untit  ei  *n- 
Iwrgo  de  la  cosa  que  h^M  pro.  de  *Ü+>  porque  constituyendo  tiadfe  se- 
guro una:  operaron  mercantil  distinta  é  independiente»  es  claro  qué 
al  declararse  de  cuenta  exclusiva  de  Villalonga  el  siniestro  de  la 
Precioso,  que  be  motivado,  este  pleito*  no  «aplica  ooh  que  Sancho 
perciba  la  parte  que  le  corresponda  de  los  beneficios  resultante*  de 
loa  otros  segures  que  no  han  sido  impugnados  c 

Considerando  que  el  art.  8.*  de  le  ley  de  14  de  Marzo  <te  18H  y 
la  doctrina  consignada  por.  este  Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  de 
24  de  Abril  de  1867,  referentes  al  abono  de  intereses,  no  es  aplica- 
ble al  caso  de  autos»  porque  Ja  discusión  no  ba  versado  sobre  la  fija- 
ción de  cantidades,  sino  acerca  de  si  ba  de  abonarse  ó  tío  lá  (fue 
Constituye  el  importe  liquidado  ya  del  siniestro  referido ;  y  que  por 
consiguiente  es  justo  que  al  entregar  Villalonga  á  Sancho  la  eantiAd 
que  le  demanda,  le  abone  también  los  intereses  legales  correspon- 
dientes desde  la  fecha  de  su  reclamación : 

Considerando»  por  último,  que  la  sentencia  de  que  se  trata  no  ba 
infringido  la  ley  16  del  tít.  22  de  la  Partida  3A  porque  guarda  con- 
gruencia con  las  pretensiones  sexta  y  sétima  de  Sancho;  pues  re- 
suelve ambas  cuestiones,  condenando  i  Villalonga  4  qu^psgue  el  in- 
terés de  los  300  duros  que  percibid  de  D.  Jacinto  Vestar  y  de  la  can- 
tidad á.  que  asciende  la.  prima  del  seguro  de  667  duros*  hQeho  á  Don 
Bartolomé  Roca,  como  (o  habían  decidida  lo&  amigables  componedo- 
res y  lo  ba  solicitado  Sancho; 

,  Fallamos»  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  parte  de  los  hijos  y  herederos  de  Don 
Juan  Villalonga,  á  los  que  condenamos  en  las  oostaa;  y  devuélvanse 
los  a  utos  ala  Audiencia  de  Mallorca  oon  la  correspondiente  certificación. 
Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GaoetateM+drid 
é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  fkmamos.=MauricioGarcía,=«Jo- 
sé  M.  Cíceres. =FrancisQD  María  deCastilla.«José  María  Haro,eaJoaq»ra 
Jaumar  de  la Carrera.=José  Fermin  deMuro.=Juan  González.  Acevedo* 

Publicación: 
,  Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por.  el  limo.  Sr?  Den 
Jpaquin  Jaumar  de  la  Carrera,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo,  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cftmara 
de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  10  de  Julio  de  1869.=Dionfcio  Antonio  de  Fuga* 
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Núm.   17. 
CASACIÓN.— SALA  PftlMA. 


Piso  de  hakavems. — Sentencia  de  12  de  Julio,  declarando  no  ha* 
tar.  lugar  al  recitase  de  caeacicto  interpuesto  por  D.  Ftirmítf  Ma- 
ría Alrarez,  cerno  marido  dé  Dtfai  Entalla  Gotcoertótoa,  cotftra 
la  pronunciada  por  la  Sato  teñera  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
m  pleito  toa  D.  Emilio  Natal. 

■ 

9 

.  Ea  l#e  coNBiMiuifeaa  se  establece: 

|.°  One  l&  obUgmion  tálidii  y  efieo*  debe  cuntptirse  exacto» 
nenie  y  come  se  oontroja. 

$.?  Que  no  pueden  ser  infringidas  por  tota  sentencia  leyes  que 
t*u<  imaplicables  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Julio  de  1869,  en  el  pleito  segtti- 
de  ea  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  asta 
capital  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  Don 
Emilio Jiuñez  con  D.  Fermín  Mana  Alvarez,.  como  marido  de  Defia 
Eulalia  Goicoerrotea ,  y  gon  D.  Roncan  Goicoerrotea  *  sobre  pago  de 
maravedís;  pleito  pendiente  ante  Nos  c*  virtud  de  recurso  «de.  casar1 
cwd  interpuesto  por  al  primero  de  los  demandados  contra  la  senten- 
cia que,  en  20  de  Marzo  de  1368  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  obra  en  autos  una  carta  ürmada  «Eulalia  Goicoer- 
rotea, Y.  de  Canga-: Arguelles „»  dirigida  á  D.  Emilio  Nufiez  con  fe- 
cha 18  de  febrero  de  1864,  que  dice  asú  «Muy  Sr.  miq:  Ha  llegado  á 
mi  noticia,  que  eu  el  año  de  1857  tuvo  V.  la  bondad  de  adelantar  la 
canUdad  de  300,000  rs.  vn.  nominales  en  tftuios  del  3  por  100  conso-. 
lidado  á  mi  hermano  Román  con  las  firmas  de  éstq  y  la  de  nuestro . 
querido  hermano  Gregorio,  que  ha  fallecido.  Me  consta  también  que: 
Román  nó  puede  en  estos  momentos  devolver  á  V.  dicha  supta,  ni 
jRodrá  hacerlo  basta  que  termine  la  testamentaría  de  nuestra  señora 
m^dre.  $é.  por  último,  que  en  virtud  de  las  diferentes  entregas  hechas 
á  Y.  por  mi  hermano  Román  en  concepto  de  intereses»  y  otros ,  y  en 
virtud  de  la  liquidación  practicada  por  Y.  y  por  él  en  el  día  de  ayer, 
resulta  á  favor  de  Y.  un  saldo  de  rs.  vn.  nominales  244.000  en  títulos 
del, 3  por  100  consolidado,  que  al  cambio  de  51,95  hacen  reales  ve- 
llón efectivos  126.758.  Aunque  La  probidad  de  p\i  hermano  Román  es 
tan  notoria  que  su  firma  garantiza  suficientemente  á  Y.  el  reembolso 
de  esta  cantidad,  me  complazco  en  ofrecer  á  V.  también  mi  garantía, 
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y  me  comprometo  por  medio  do  esta  carta  á  hacer  mia  la  respoftsabi* 
Jidad  para  el  día  en  que  dicha  testamentaria  termine.  Entonces  satis- 
fará &  V.  Román  su  obligación,  esto  es  evidente ;  pero  por  si  hubiese 
quien  crea  gue  puede  dejar  de  hacerlo ,  cosa  ¿  todas  luces  inverosí- 
mil, me  comprometo  á  pagarla  yo  ea  su  nombre,  üi  á  V.  ni  á  nadie, 
estoy  segura  de  ello,  pues  conozco  la  delicadeza  de  V. ,  como  V.  co- 
noce la  de  mi  hermano,  ha  podido  ocurrir  la  menor  duda  sobre  esto; 
pero  así  y  todo,  con  mucho  gusto  mk>  he  querido  añadir  mi  firma  á 
la  de  Román:» 

Resultando  que  con  presentación  de  esta  carta  pádíó  D.  Emilio  Itnfies 
en  16  de  Febrero  de  1866  que  Bofa  EnlaHa  Goicoerrotea;  casada  4  la 
sazón  con  D.  Fermín  María  Alvarez,  declarase  al  tenor  de  los  par- 
ticulares que  expresó;  y  que  verificándolo,  dijo  que  la  testamentaría 
de  su  madre  no  había  terminado  hasta  el  mes  de  Junio  de  1M5,  Ha- 
biéndose hecho  las  adjudicaciones  á  la  declarante  y  á  sus  demás  her- 
manos :  que  su  hermano  Román ,  lejos  de  percibir  cosa  alguna ,  te*- 
sultaba  deudor  á  la  testamentaría,  y  por  consiguiente  á  sus  herma- 
nos, de  crecidas  cantidades;  y  que  la  firma  y  rúbrica  de  la  carta 
mencionada,  que  se  la  puso  de  manifiesto,  era  parecida  A  las  demás 
que  acostumbraba  á  usar;  pero  que  no  podía  afirmar  que  fuera  soya. 
porque  era  la  primera  vez  que  oía  leer  su  contenido: 

Resultando  que  D.  Emilio  Nudez  entabló  en  90  de  Abril  de  1866  la 
demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que  exponiendo  que  D.  Román 
Goicoerrotea  y  su  hermana  estaban  en  la  obligación  mancomunada 
de.  satisfacerle  la  expresada  cantidad,  puesto  que  á  lo  que  habla  sido 
deuda  simple  delf  primero,  so  habia  allegado,  en  los  momentos  mismos 
de  la  liquidación  de ,  cuenta,  la  obligación  que  se  había  impuesto  la 
segunda  de  hacer  suya  la  responsabilidad  y  solventar  el  descubierto, 
en  el  caso  de  que  terminada  la  testamentaría  de  su  madre  no  pagase 
su  hermana  D.  Román :  que  viuda  y  mayor  de  edad  entonces  Dofla 
Eulalia,  habia  tenido  toda  la-  capacidad  legal  necesaria  para  impo- 
nerse eficazmente  aquella  obligación;  y  dependiendo  ésta  sólo  de  la 
condición  de  que  en  la  indicada  época  no  satisficiera  su  hermano  la 
deuda,  era  evidente  que  la  obligación  se  había  consolidado  inmedia- 
tamente de  haber  llegado  la  eventualidad  marcada;  y  que  así  la  ley 
recopilada  como  la  de  Partida,  sancionaban  la  eficacia  .y  firmeza  -de 
las  obligaciones  contraidas  por  D.  Román  y  por  su  hermana,  supHcó. 
se  condenase  en  su  dia  á  D.  Román  y  á  Dotla  Eulalia  Goicoerrotea  1 
pagar  al  demandante  la  cantidad  de  143.511  rs.  y  10  cents.,  impotte 
del  principal  ó  intereses  hasta  aquella  fecha,  con  los  sucesivos  y  cos- 
tas hasta  su  total  satisfacción: 

Resultando  que  impugnada  la  demanda,  D.  Fermín  María  Alvarez, 
como  marido  de  Doña  Eulalia  Goicoerrotea,  negó  que  ésta  se  hubiera 
comprometido  á  hacer  saya  la  responsabilidad  de  solventar  el  descu- 
bierto de  sa  hermano  D.  flomín  mancomunadamente  con  ól;  y  que 
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ignorando  lo*  compromisos  que  hubieran  podido  mediar  entro  éste  y 
D.  Emilio  Nuflfez,  nada  afirmaba  ni  cegaba  respecto  á  la  certeza  y  le- 
gitimidad de  ia  deuda  origen  del  pleito:  que  era  principio  Indudable* 
que  á  cada  una  de  las  partes  correspondía  probar  los  ¿echos  que 
alegaba,  y  por  consiguiente  debia  el  actor  acreditar  que  era  manco- 
munada la  obligación  contraída  por  Dofia  Eulalia  Goicoerrotea,  lo  cual 
no  podta  Justificar,  porque  con  arreglo  al  contexto  y  espíritu  de  la 
misma -carta  que  presentaba,  era  accesoria,  subsidiaria  ó  de  fianza, 
conforme  á  la  idea  que  de  uno  y  otro  daban  las  disposiciones  legales; 
y  que  no  existiendo  la  obligación  mancomunada,  de  donde  se  preten- 
día deducir  el  derecho  á  ejercitar  una  acción  personal,  el  demandan- 
te  caréela  de  la  acción  que  utilizaba:» 

lesttttaado  que  personado  en  los  autos  D.  Román  Goicoerrotea, 
se  le  entregaron  para  evacuar  el  traslado  de  la  demanda,  y  que  sus 
defensores  los  devolvieron  sin  escrito,  manifestando  que  su  repre- 
sentado se  había  ausentado  de  esta  capital  sin  darles  las  instrucciones 
necesarias,  manifestación  que  reprodujeron  en  ei  trámite  de  la 
duplicar 

Resaltando  que  en  el  término  de  prueba  reconoció  D.  Román  Goi- 
coerrotea como  escrita  por  su  mano  la  carta  fundamento  de  la  de- 
manda, y  por  de  su  hermana  Doña  Eulalia  la  firma  que  se  leía  al 
pié  dé  ella,  habiéndola  puesto  á  su  ruego  y  en  virtud  de  una  sola 
conferencia  que  con  ella  habla  celebrado:  que  Dofia  Eulalia  reconoció 
(ficha  carta,  y  dijo  que  la  letra  de  la  firma  que  contenia  con  su  nom- 
bre y  apellido  era  parecida  á  la  suya ;  pero  que  no  podía  asegurar 
qae  fuera  de  su  pufio  y  letra ,  porque  desconocía  di  di  o  documento  ó 
carta,  contestación  que  reprodujo  en  otra  declararon  que  se  la  exigió: 

Resultando  que  el  Jaez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  con- 
denando á  D.  Román  y  Dofia  Eulalia  Goicoerrotea  Apagar á  D.  Emilio 
Nafiet,  dentro  de  diez  días,  la  cantidad  de  14.351  escudos  y  110  milé- 
simas* equivalentes  á  148.511  rs.  10  cents. ,  con  los  intereses  del  6 
por  100  desde  la  presentación  de  la  demanda,  y  las  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  A  la  Audiencia  de  esta  capital 
por1  apelación  de  los  demandados,  absolvió  posiciones  ü.  Emilio 
Nuiles  diciendo  que  ^conocía  á  Dofia  Eulalia  Goicoerrotea ,  arinque  no 
la  visitaba:  que  no  trató  personalmente  con  ella,  sitio  con  su  her- 
mano, que  era  el  que  le  habia  dado  la  carta:  que  Dofia  Eulalia  no  16 
ofreció  Jamás  directamente  garantizar  el  reembolso  de  lo  que  Ddif 
Roifcan  lé  adeudaba,  si  bien  con  arreglo  á  la  carta  se  habla  obligado 
apagar,  si  no  lo  hacia  su  hermano,  para  Ha  fecha  do  la  conclusión 
de  la  testamentaría  de  su  madre:  que  le  constaba  que  dicha  señora 
tenia  conocimiento  de  los  negocios  y  obligaciones  de  su  hermano, 
poique  éste  así  se  lo  habla  manifestado;  y  que  no-la  habia  visto  poner 
la  firma  en  la  carta,  pero  que  nunca  habia  dudado  de  su  legitimidad: 
*  Resultando  que  confirmada  con  las  costas  ia  sentencia  apelada  por 
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la  que  en  20  de  Marzo,  de  18(8  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Amiieacia 
de  esta  capital,  interpuso  D.  Fermín  María  Hlyarez,  comp  marido  de 
IJpña  Eulalia  Goicoerrotea,  recurso  de  casación.,,  cifan^o.  al  .interpo- 
nerle y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal  como 
infringidas:     .    . 

Io  La  ley  1.',  tit.  12  de  la  Ponida  g.',  porque  la  iwijrrentq  se 
había  comprometido  ¿  .pagar  en  la  carta  en  cuestiou,  si  no  lo  tercia 
su  hermano,  á  la  conclusión  ¿e  la  testamentaría  de  su.  pia^r^v  pp^tra- 
yendo  por  lo  tanta  una  fíadura  y  no  una  obligación  inqqcpum&ada, 

2.'  La  ley  10,  tít.  1.°,  libro  10  de  la  novísima  Recopilación,  p ongue- 
siendo  obligación  mancomunada  aquella  en  que  dos  personas  sp 
obligan  ú  hacer  ó  cumplir  alguna  cosa,  ya  por  mitad,  ya  in  ^lidum* 
en  el  documento  de  que  se  trataba  no  intervenía  ni  figuraba  má*  que 
una  sola  persona,  ni.se  obligaba  en  parte,  ni  por.  mitad»  ni  in$oliditm9 
con  otra,  ni  hacia  más  quien  firmaba  que  obligarse  &  pagar  si  ofcrQ 
no  pagaba  para  un  día  determinado., 

T  3/  Las  leyes  2/  y  4.a,  til.  13  de  la  Partida  3.a,  que  establecen 
que  la  conocencia  constituye  plena  prueba  contra  el  que  la  hacp,  y 
debe,  por  ella  el  Juzgador  dar  juicio  afinado,  dañando  al  que  la  hace 
y  cediendo  en  pro  de  su  contendor;  á  pesar  de  lo  cual  la  sentencia 
condenaba  á  Doña  Emilia  Goicoerrotea  y  á  su  hermano  á  pagar  la 
cantidad,  declarando  de  este  modo  que  la  (^ligación  contraída  ppr 
aquella  no  consistía  en  ofrecer  pagar  si  no  lo  realizaba  su  hermano, 
sino  en  pagar  terminada  Ja  testamentaría  de  su  madre,  contra  lo  que 
D.  Eopilio  Nuñez  había  declarado  en  la. segunda  infancia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  Castilla. 

Considerando  que  Doña  Eplalia  Goicoerrotea,  según'  e\  cqntexto 
de  su  carta  de  18  di  Febrero  dq  1864 ,  se  obligó  expresamente  á  sa- 
tisfacer la  deuda  de  su  hermano  si  éste  no  lo  verificaba  al  termi- 
narse la  testamentaría  de  la. madre  común:  obligación  válida,  eficaz* 
y  que.  dehe  cumplirse  por  la  Doña  Eulalia  exactamente  y  como  la 
contrajo,  constando  por  confesión  de  la  misma  la  cpnclusíop  ^e  la 
testamentaria  y  no  habiendo  pagado  dicho  su  hermano : 

Considerando,  por  tanto»  que  no  es  aplicable  á  la  cuestión  de 
autos  la  ley  1.a,  tít.  12,  Partida  5.a,  que  se  cita,  jorque  ella  se  Umita 
á  expresar  que  quiere  decir  fiador  quien  puede  $crlo  ó  á  quien  tiene 
pro;  ni  tampoco  la  ley  ,10 ,  tít.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
do», en  la  cual  se  dispone  que,  obligándose  dos  simplemente,  se  en- 
tienda de  por  mitad,  salvo  si  pada  uno  se  obligare  in  salidum:      • 

.  t  considerando  que  también  son  inaplicables  las  leyes  V  y  4.\  tí- 
tulo 13 ,  Partida  3.\  que,  tratan  de  la  fuerza  que  há  Ja  .conocencia  y 
de  cómo  debe  valer,  puesto  que  las  referidas  confesiones  sólo  tienen 
lugar  sobre  cosa,  ó  cuantía  ó  fecho,  como  expresa  dicha  ley  4.a;  pero 
no  sobre  la  calificación  legal  de  una  obligación  que  consta  de  docu- 
mento, como  sucede  én  el  presente  caso; 
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faltamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recuno  de  «asa clon  interpuesto  por  D.  Fermih  María  Alvares,  como 
marido  de  Bofta  Eulalia  Goicoerrotfea,  á  quien  condenamos  ert  las  cos- 
tas y  ¿  la  pendida  de  1*  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá  -en  la 
forma  prevenida  por  la  iejr;  y  devuélvanse  los  auto¿  á  la  Audiencia 
tfe  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  qae  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  I*  GUecctom  legUtútitn,  pasándose  al  efecto  iás  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos,  y  firmaifaoe^Maurick)  Gar- 
ete.=José  MáHa  CAceres.s=laureano  de  Arrieta.»  Francisco  María  do 
Castilla .=4 osé  María  Haro.t=#osé  Fermín  de  Muro.=Juaü  Gonzato 
Acetedo. 

Publicación : 

LeWa  y  publicada  fuá  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla;  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo, 
el  día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

M&drlri  It  de  Julio  de  18flt.=*Gregorio  Camilo  García. 

Nfa.   18. 
CASACIÓN.  —SALA  PRIMERA. 


RfiTVttDiCáCKm  pfe  una  casa  .—Sentencia  de  12  de  Julio,  declarando 
no  haber  fugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Sebastian 
Paulo  ¿  Ibáfleí  contra  la  pronunciada  por  Ja  Sala  primera  dé 
la  Aadifencia  de  Valencia,  en  pleito  con  Agustín  Garcés  y  Besth. 

» 
Rft  tos  consiberanios  se  establece: 

l.9  Ole  si  aquel*  á  quien  se  vendió  primeramente  pasa  á  la 
tenencia  de  la  cosa  é  paga  el  precio,  ese  la  debe  haber»  é  non 
el  otro;  y  que  si  el  postrimero  comprador  pasase  á  la  tenencia  y 
i  la  posesión  é  pagase  el  precio ,  que  él  la  debe  haber  é  non  el 
primero,  ngun  dispone  la  ley  50>  lit.  5.a,  Partida  5/ 

2.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
hyes  que  too  tienen  aplicación  at  ¿aso  del  pleito.  • 

En  4a  Tilla  de  Madrid,  á  12  de  Julio  de  1869,  en  el  pleito  ngiridó 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Vinaroz  y  en  la. Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Valencia  por  Sebastian  Paulo  Ibañez.  pon  Agustín 
Garcés  y  Bosch,  sobre  reivindicación  de  una  casa;  pleito  pendiente 
ame  Nos  por  virtud  de  recurso.de  casación  interpuesto  por  el  de- 
mandante de  la  sentencia ,  que  en  4  de  Julio  de  18(8  dictó  la  refe- 
Sala; 
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Resultando  que  Marte  Teresa  Charier,  viuda  de  Domingo  Foúeltos, 
vendió  A  Sebastian  Paulo  é  Ibañez ,  por  escritura  que  otorgó  en  la 
villa  de  Vinaroz  á  22  de  Junio  de  1*860  y  que  fué  oportunamente  re- 
gistrada en  .hipotecas ,  una  casa  sita  en  la  calle  de  San  Cristóbal  de 
dicba  villa,  que  le  pertenecía  por  haberla  heredado  de  su  madre  Se- 
bastiana Flos,  según  partición  amistosa  y  privada,  en  precio  de  7.500 
reales  que  confesó  haber  recibido  del  comprador  antes  de  aquel  acto: 

Resultando  que  por  escritura  de  2  de  Enero  de  1462,  quo  fué  tam- 
bién registrada  en  hipotecas ,  Ramón  Pascual ,  su  mujer  Sebastiana 
Fonellos,  la  madre  de  ésta  Teresa  Charier,  viuda,  y  D.  faamon  Frexes 
vendieron  á  Agustín  (¿arces  y  Bosch  la  casa  que  tenían  en  la  calle  de 
San  Cristóbal,  que  pertenecía  á  las  expresadas  Sebastiana  y  Teresa  por 
herencia  de  sus  padres  y  abuelos,  según  partición  amistosa,  y  á  Don 
Ramón  Frexcs  el  capital  de  un  censo  de  1.500  rs. ,  eh  el  cual -se  lia- 
Haba  incluido  dicho  censo ,  que  habia  de, abonar  el  comprador  y  que 
abonó  en  efecto  en  el  término  de  dos  años ,  comprometiéndose  á  la 
eviccion  y  saneamiento  de  la  venta ,  dándose  por  pagado  Frexes  de 
9.000  rs.  á  cuenta  de  mayor  suma  de  que  la  casa  que  era  objeto  de 
la  venta  y  otros  bienes  debían  responder : 

Resultando  que  con  presentación  de  la  primera  de  dichas  escritu- 
ras entabló  Sebastian  Paulo  é  Ibañez  en  6  de  Junio  (de  1860  la  de- 
manda objetó  de  este  pleito,  exponiendo  que,  dueño  de  la  casa  men- 
cionada por  virtud  de  dicho  título,  habia  advertido  haría  tres  años 
que  Agustin  Garcés  ejecutaba  en  ella  obras  y  reparos ,  ocupándola 
4eapues  como  dueño :  que  averiguado  que  la  vendedora  Haría  Teresa 
Charier,  en  unión  de  su  hija  Sebastiana  Fonellos  y  del  marido  de  asta 
Ramón  Pasqual,  hablan  vendido  la  misma  casa  á  Garcés,  al  tratar  de 
reclamarla,  la  familia  le  habia  disuadido,  prometiendo  indemnizarle, 
porque  acaso  pudiera  exigirse  cierta  responsabilidad  criminal  á  los 
vendedores,  abuela  y  padres  políticos  del  demandante,  suspendiendo 
por  ello  toda  reclamación ;  pero  como  no  le  cumpliesen  lo  prometido, 
se  veia  en  la  necesidad  de  producir  reclamación  Judicial ;  y  alegando 
como  fundamento  de  derecho  que,  habiendo  adquirido  por  justo  título 
la  casa  deslindada,  le  correspondía  en  pleno  dominio;  que  no  obstaba 
que  Garcés  tuviera  un  título  equivalente  ó  igual  porque  era  de  fecha 
posterior  y  no  habia  Intervenido  el  demandante,  y  tampoco  que  éste 
no  hubiera  reclamado  con  anterioridad  por  los  motivos  poderosísimos 
que  dejaba  expuestos,  sin  que  fuera  cualquiera  el  tiempo  trascurrido 
pudiera  alegarse  con  fruto  et  derecho  de  prescripción.  T  que  aunque 
se  supusiera  que  el  demandante  sabia  la  venta  á  favor  de  Garcés,  con 
mayor  razón  se  habia  de  suponer  que  éste  tenia  noticia  de  la  eoihpra 
hecha  por  Paulo,  que  se  hallaba  inscríia  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad, por  ib  cual  no  podia  ser  considerado  como  poseedor  de 'buena 
fé;  suplicó  que  se  condenare  á  Agustín  Garcés  á  la  devoladony  en- 
trega al  demandante  de  la  casa  deslindada  con  los  alquileres  y  rfento 
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producidos  y  debidos  producir  desde  el  primer  dta  de  la  detentación. 
y  ai  pago  de  todas  las  costas  y  gastos  de  este  Juicio  y  sos  Incidentes: 
Resultando  tfúo  D.  Agustín  Garcéá,  con  presentación  déla  escritora 
da  renta  á  su  favor,  impugnó  la  demanda ;  y  sosteniendo  que  la  pri- 
mera venta  era  figurada ,  alegó  como  fundamentos  de  derecho  que 
siendo  dueñas  de  la  casa  Teresa  Charler  y  sii  hija,  no  podían  venderla 
la  una  ni  la  otra,  y  por  ello  la  figurada  venta  áf  favor  de  Sebastian 
Paulo ,  hecha  solamente  por  la  primera ,  era  nula :  que  siendo  de  la 
abuela  á  favor  de  su  nielo  y  no  apareciendo  entrega  de'  cantidad  efec- 
tiva, hacia  presumir  que  pudo  simularse,  ya  para  dejar  evadidas  fas 
reclamaciones  de  D.  Manuel  Frexes  contra  los  padres  de  la  mujer  de 
Paulo,  ¿jije  tenían  hipotecada  la  casa,  ya  para  otros  fines,  demostran- 
do la  aquiescencia  de  aquel ,  al  ver  derribar  y  reedificar  la  casa,  su 
convicción  de  que  el  demandado  era  düefio  de  ella:  que  aun.  cuando 
sé  quisiera  atribuir  álgun' valor  á  la  venta  hecba  al  demandante  por 
la  parte  de  dominio  que  tenia  en  la  casa  (a  Charler ,  siempre  seria 
Garcés  dueño  de  la  que  correspondía  á  Sebastiana  Fonellos,  en  virtud 
de  que  ésta  sólo  á  él  se  la  había  vendido,  y  habla  sido  además  para 
pagar  á  un  acreedor  á  quien  se  la  tenia  anteriormente  hipotecada; 
teniendo  qué  abonarle  Paulo  el  valor  ó  importe  de  todas  las  obras 
que  babia  hecho:  que  en  el  caso  de  atribuirse  algún  valora  la  venta, 
habría  que  proceder  criminalmente  contra  la  Charler,  puesto  que 
había  hipotecado  y  vendido  lo  que  no  era  snyo ;  y  que  prescindien- 
do de  todo,  nunca  se  hallarla  obligado  el  demandado  á  abonar  rentas  * 
y  alquileres  de  la  parte  de  casa  que  en  todo  caso  pudiese  conside- 
rarse del  demandante  porque  la  había  comprado*  de  buena  fé,  y  el 
poseedor  de  esta  clase  hacia  por  la  ley  suyos  los  frutos  de  las  fincas;  y 
que  por  último,  y  en  el  supuesto  caso  de  que  pudiera  atribuirse  álgun 
derecho  á  Sebastian  Paulo,  por  virtud  de  la  citada  escritura  habría  de 
precederse  asimismo  contra  él,  porque  habla  consentido  que  sus2  sue- 
gro? y  la  madre  de  ellos  dispusieran  después  varias  veces  de  aquella, 
.dando  lugar  á  lo  que,  obrando  de  buena  fé,  debiera  haber  evitado: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó,  con  las  costas ;  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  4  de  Julio  de  1868  ,  absol- 
viendo á  Agustín  Garcés  y  Bosch  de  la  demanda,  reservando  á  Se- 
bastian Paulo  el  derecho  que  pudiera  asistirle  para  repetir  feontra  la 
vendedora  Teresa  Charler  ó  sus  herederos : 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidas : 

,.  1.*  La  ley  50,  tít.  5.\  Partida  5.',  según  la  cual,  vendiendo  uno 
.  una  cosa  dos  veces  ú  das  ó  más,  si  pasaba  á  la  tenencia  del  que  la 
(tabla  comprado  primeramente  y  pagaba  el  precio,  ese  la  debía  haber 
y  no  el  otro ;  y  el  recurrente  babia  pagado  el  precio  de  la  Cosa  ven- 
dida, como  lo  confesaba  la  vendedora,  sin  que  contra  tal  confesión 
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se  hubiera  suministrado  prueba  bastante,  y  la  tenepcja  de  Ja  cosa 
vendida  la  lepia  según  la  ley  ,1.\  tít.  30  de  la  Partida  3.a 
.  2/   ¿a  ley  4Q,  tít.  £$  de  la  Partida  3.a,  según  la  cual  /apoderando 
i)uós  hotpprflg  4  otros  en  sus  cosas,  vendiéndolas  4  dp  otra  man,er|, 
pagaba  $1  $,efiQríQ  de  ellas  á  aquel  &  quien  apoderase, 

Y  3.°  fa  ley  13  del  tít.  30  de  la  misma  Partida  3.*,  que  previendo 
¡A  c^o  que  precisamente  qe  ventilaba  ep  pstos  autos ,  determina  que 
¿iesaxqperando  algún  hombre  maliciosamente  1*  pos*  que  tuviese  ar- 
rendaba  &  alpgada  ptra  que  otro  se  apodérase  de  ella ,  tal  engaño 
copio  este  no  empecí?  al  señor  de  la  cosa,  debiéndole  deipsndar  todo 
ei  (fañq  6  meqqscaho  que  por  ello  le  viniese  aquql  á  quien  la  había 
3lp¿pdo  6  arrendado. 

YistQ,  sieudo  Ponente  el  ministro  D,  Jos$  Fermín  de  Murb. 

CpDsiderapdo  que  la  cuestión  de  este  pleito  se  resuelve  ^presa- 
píente  por  la  ley  50,  tít.  5.*,  Part/da  5/,  que  sirve  de  primer  funda- 
mento al  recurso  ,  la  pual  dispone  que  si  aquel  4  quien  se  vendió  prir 
meramente  pasa  i  la  tenencia  de  la  cosa  é  paga,  el  preciq  f  ese  la  Mf 
hqber,  4  nqn  el  otro ;  ¡j  que  si  el  postrimero  comprador  pagase  £  fq  {eyenciq 
y  á  ífi  p.o$i*iQft  é  pagase,  el  precio,  que  él  /#  ¿ebe  ^ojer  é  non  el  pri- 
mero: 

Cqnsid^rpdo  que  el  demandante  nunca  pas$  á  la  tenencia  de  la 
cos,a;  y  que  el  demandado  sp  baila  en  ella  desde  su  adquisición  ,  ha 
Ragadty  el  precio  y  hft  ejecutado  obras  considerables  corno  verdadero 
fjueñp»  £  vista,  ciencia  y  paciencia  del  demandante : 

Considerando  que  bajo  estos  supuestos,  l^jos  de  h^ber  infringido 
la  pjecutpria  la  expresada  |ey  §0,  le  ha  dado  el  ftfis  exacto  cumplí- 
jnippjtp  ál  fundar  en  ella  la  absolupion  de  la  demancty  ,  aparté  de  las 
pfras  consideraciones  que  han  mptivadq  es,ta  resolución: 

Considerando  que  la  ley  46 ,  tít.  28,  Partida  {*.%  que  lamben  §e 
alega  como  ipfringida,  no  tiene  aplicación  al  caso  porgue  se  reduce  a 
(fepiarar  quQ  «el,  señorío  de  la  cosa  pasa  á  Qquel  que  apoderan  de 
ella  cuando  la  há  por  compr?*  ó  por  ptra  razpn  derepha ; »,  y  en  el 
caso  actual  está  demostrado  que  el  demandante  nurjca  fué  apoderado 
<}e  la  casa  sobre  que  se  disputa .  sipndp  la  prueba  más  evidente  de 
$stp  flecho  el  haber  interpuesto  la  demanda  de  reivindicación : 

Y  ponderando  que  tampoco  se  lía  infringido  ni  puede  tener  aplf- 
flagion  j|l  pleito  la  ley  13,  tít.  30  de  la  misma  Partida  3/,  «sobre  el 
que  desampara  maliciosamente  la  tenencia  (je  la  (josa  que  tuviese  aV- 
F^ncfada  ó  alogada,»  pQrque  no  sp  ha  tratado  en  estos  autos,  de  ganar 
ó  perder  la  posesión  de  cosas  arrendadas  ó  alocadas,  sujo  de  la  ad- 
mjjsiqipn  del  domiqio  por  jnedio  del  contrato  de  compra -Ventp ; , 
"  fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Sebastian  Paulo  <*Ibañez,  á  quiep 
coijdenapaos  i  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  canción ,  que 
pagará  cuapdo  mejore  de  fortuna,  y  en  Jas  costas;  y  maridamos  se 


Mi 


Pv 


mrmrcufl  me  . 18*9.  96 

deludía*.  los  auftp*  4  la  Audiencia  de  que' proceda*  coa  Ucort-es- 
pondUnte  certificación. 

M  por  e#a  nueafra  g&ntoncia.,  que  *e  publicaré  en  la  Gusta  y 
se  Riseirtaiá  en  la  (Meseta  fcfiMotfa*,  pasándote  al  efeeto  las  copias 
recesarías,  ¿o  pronuaeiamos,  mandamos  y  firmemos  .«Mauricio  (rar- 
da*3«iaiireano  de  Ajrrieta^frefiQisco  María  de  Castilla .«aJoté*  Majrfa 
Haro.»  Joaquín  Jaumar.=José  Fermia  de  Muro.  *»  Juan  González 
A  ce  ved  o. 

Publicación:  *  .   . 

Laida  y  publicada  fué  la  anterior  sentearfla  por  el  Uno.  Sí4.  Don 
José  Fermín  de  Moray  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  efr- 
tándose.celebrando  audienoia  pública  en  su  Sala  primera,  et  dia  de  hoy», 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  12  de  Julio  de  im«£i>egorio  Camilo  García. 


Náv.  19. 


APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SAI  A  SEGUNDA. 


„  » 


Declaración  de  concurso  necesario. — Sentencia  de  12  de  Jiriio, 
revocando  la  previdencia-  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  AuL 
diencia  de  Barcelona,  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Luciano  Pasque*,  eh  pleito' con 
loa  tutores  y  curadores  del  menor  D.  Ifariaáo  Batí  les  y  Don 
Ildefonso  Boox. 

En  loe  considerandos  se  establece: 

l.#  Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ari.  4.010  de  ta  L*y 
ás  Enjuiciamiento  civil,  se  ffa  recurso  dé  casación  contra  todas 
las  sentencias  de  los  Tribunales  superiores  que  recaigan  sobre  de- 
faitiva,  si  concurren  las  causas  ae  los  artículos  1.ÓI2,  1.013  y 
siguientes. 

2.°  Que  se  considera  sentencia  definitiva  >  según  el  articulo 
1.011  de  dicha  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  que  aun  cuando 
haya  recaído  sobre  un  articulo  , ponga  término  al  jumo  y  haga  im- 
posible su  continuación*  ,  . 

5,.°  Que  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  prescribe  aue 
la  declaración  de  concurso  necesario  ha  de  notificarse  al  dsuckr, 
el  que  puede  oponerse  dentro  de  los  tres  dios  siguientes,  sustancián- 
dose, caso  de  que  asi  lo  haga  >  un  juicio  ordinario  entre  él  y  sus 
acreedores,  si  bien  cqn  los  téfminqs  y  diligencias  limitadas  que  ss- 
pecifica  ql  grt.  53$  de  la  ley*  > 
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4.°  Que  prefijada  esta  tramitación  por  la  ley »  no  puede  mi* 
nos  de  considerarse  providencia  definitiva  para  toe  efectos  legato 
la  que  declara  en  concurso  necesario  al  deudor  que  se  ha  presen- 
tado en  concurso  voluntario,  por  que  decide  en  ultimo  término  so- 
bre el  crédito  é  interés  del  concursado,  sin  que  sobre  este  particu- 
lar le  quede  otro  recurso  sino  el  sujetarse  á  las  consecuencias  que 
produce  esta  clase  de  juicio. 

En  la  villa  de  Madrid  ,  á  12  de  Julio  de  1869  ,  en  los  autos  que 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación ,  seguidas  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  la  ciudad  efe  Barcelona  y 
en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  D.  Lu- 
ciano Pasques  ,  los  tutores  y  curadores  del  menor  D.  Mariano  Bal- 
ites y  D.  Ildefonso  Boux,  sobre  declaración  de  concurso  necesario  del 
primero : 

Resultando  que  en  18  de  Abril  de  1865  D.  Luciano  Pasques  acu- 
did al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  la 
ciudad  de  Barcelona  ,  acompañando  relación  de  sus  bienes ,  el  es- 
tado de  deudas  y  una  memoria  en  que  consignaba  las  causas  que  le 
obligaban  á  solicitar  de  sus  acreedores  quita  y  espera  de  sus  crédi- 
tos ,  y  pidió  que  admitiéndosele  esta  demanda  de  concurso  volunta- 
rio de  acreedores,  en  solicitud  de  quita  y  espera,  se  convocase  á  éstos 
á  Junta  ,  y  que  se  reclamase  del  Tribunal  de  Comercio  para  su  acu- 
mulación el  juicio  ejecutivo  que  contra  Pasques  habla  promovido  Don 
Ildefonso  Boux : 

Resultando  que  admitida  la  solicitud  de  concursso  voluntario  de 
acreedores  de  D.  Luciano  Pasques,  acumulado  el  juicio  ejecutivo  pro- 
movido contra  el  mismo  por  Boux  después  de  otras  actuaciones,  se 
celebró  junta  de  acreedores  en  15  de  Mayo  de  1866,  denegándose  por 
unanimidad  de  los  concurrentes  la  quita  y  espera  propuesta  por  Pas- 
ques; y  que  por  auto*  del  dia  siguiente  se  dio  por  concluido  el  juicio* 
quedando  en  libertad  los  interesados  para  hacer  uso  de  los  derechos 
que  pudieran  corresponderás : 

Resultando  que  en  24  del  mismo  mes  los  tutores  y  curadores  del 
menor  D.  Mariano  Batí  les,  fundados  en  que  concurrían  los  requisi- 
tos prevenidos  en  el  art.  521  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  pi- 
dieron se  declarase  que  los  autos  de  concurso  hasta  el  dia  volunta- 
rio se  entendiera  necesario :  que  habiéndose  unido  un  testimonio  re» 
fereme  ¿  que  en  el  Juzgado  de  Arenys  de  Mar  se  había  promovido 
juicio  ejecutivo .  contra  Pasques  á  instancia  de  D.  Miguel  Masens,  por 
proveído  de  80  de  Julio  de  1867,  se  declaró  haber  lugar  á  la  forma- 
ción de  concurso  necesario  de  acreedores  de  D.  Luciano  Pasques,  y 
mandó  proceder  al  embargo  y  depósito  de  todos  sus  bienes,  á  la  ocu- 
pación de  los  libros  y  papeles  y  retención  de  la  correspondencia;  que 
se  oficiara  &  los  demás  Jueces  que  conociesen  de  pleitos  ejecutivos 
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tftfltn  aquel  i  fin  de  que  los  remitieran  para  su  8 cumulación  al  Jui- 
cio universal,  y  que  se  le  luciera  saber  esta  providencia  para  los  efec- 
tos dtí  art.  531  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

Resaltando  que  D.  Luciano  Pasques  interpuso  recurso  de  nulidad, 
fundado  eo  que  el  Juez  no .  era  competente  para  hacer  la  declaración 
de  amanso ,  porque  ante  él  no  pendía  ninguna  ejecución  contra 
Pasques,  ei  cual  tenia  su  domicilio  en  Malgrat ,  partido  judicial  de 
Arenys  de  Mar,  y  quo  había  faltado  personalidad  en  D.  Mariano  Bal 
lies  y«en  el  Procurador  que  le  representaba  ;  y  pidió  que  se  dejara, 
sin  efecto  todojó  actuado  desde  el  auto  de  16  de  Mayo  de  1866  en  ade- 
lante, y  en  su  consecuencia  el  de  30  de  Julio  último,  reponiendo  las 
cosas'  en  el  lugar  y  estado  en  que  se  hallaban  antes  de  practicarse 
dichas  actuaoiones : 

Resultando  que  por  auto  de  14  de  Octubre  de  1867  se  declaró  no 
haber  lugar  al  recurso  de  nulidad  ni  á  lo  demás  solicitado  por  pon 
Luciano  Pasques  ,  y  que  se  llevase  á  efecto  lo  mandado  en  el  de  30 
de  Julio  anterior;  y  por  otro  de  18  del  mes  de  Octubre,  admitiéndose 
libremente  la  apelación  que  interpuso  Pasques  ,  se  mandó  que  para 
dar  cumplimiento  á  lo  dispuesto  en  el  art.  533  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  quedase  en  el  Juzgado  el  testimonio  correspondiente: 

Resultando  que  admitida  en  un  solo  efecto  la  .apelación  que  tam- 
bién interpuso  Pasques  de  la  segunda  parte  del  proveído  de  18  de  Oc- 
tubre, y  sustanciada  la  instancia,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia. pro- 
nunció sentencia  en  21  de  Diciembre  de  1868,  confirmando  los  autos 
apelados  de  14  y  18  de  Octubre  de  1867 : 

Resultando  que  D.  Luciano  Pasques  interpuso  recurso  de  casación 
por  infracción  de  varias  disposiciones  legales  que  citó,  y  fundado  ade- 
más enr  las  cansas  2.a  y  7/  del  art.  1.014  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil;  y  la  misma  Sala  tercera,  por  providencia  de  6  de  Enero,  último, 
de  la  que  Pasques  apeló  para  ante  este  Supremo. Tribunal,  denegó  la 
admisión  del  recurso. 

Vistos,  siendo  Ponente  eLMinistro  D.  Manuel  María  de  Basualdo.  . 

Considerando  que,  conforme  &  lo  dispuesto  por  el  art.  1.010  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  se  da  recurso  de  casación  contra  todas 
las  sentencias  de  los  Tribunales  superiores  que  recaigan  sobre, defini- 
tiva si  concurren  las  causas  de  los  artículos  1.012,  1.013  y  siguientes, 
considerándose  por  sentencia  definitiva  en  el  1.011  la  que  aun  cuando 
haya  recaído  sobre  un  artículo ,  ponga  término  al  juicio  y  haga  im- 
posible su  continuación : 

Considerando  que  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, se  prescribe 
que  la  declaración  de  concurso  necesario  ha  de  notificarse  al  deudor, 
el  que  puede  oponerse  dentro  de  los  tres  dias  siguientes,  sustanciándo- 
se, caso  de  que  asi  lo  tinga,  un  juicio  ordinario  entre  él  y  sus  acree- 
dores, si  bien  con  los  términos  y  diligencias  limitadas  que  especifica 
el  art.  S34  de  dicha  ley : 
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Considerando  que  prefijada  está  tramitación  por  la  ley,  no  puede 
menos  de  considerarse  providencia  definitiva  para  los  efectos  lega- 
les la  que  declara  en  el  caso  presente  el  concurso  necesario  dé  Don 
Luciano  tasques,  porque  decide  en  último  término  sobre  el  crédito 
é  interés  del4  concursado,  sin  qué  sobre  esté  particular  le  quede  otro 
recurso  sino  el  de  sujetarse  á  las  consecuencias  que  prodticé  ésta 
clase  de  Juicio :  ■  . 

Considerando  que  la  instancia  de  nulidad  deducida  por  Pasques, 
éñ  mérito  de  las  razones  en  que  se  funda,  es  en  el  fondtí< opo- 
nerse á  la  declaración  de  so  concurso,  por  fo  que  á  ser  desestima- 
da ,  tanto  por  el  Juez  como  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  dé 
Barcelona ,  se  deciden  en  términos  y  forma  definitiva  1»  procedencia 
del  concurso  necesario  de  Pasques ,  declarada  por  auto  lie  14  dé  Oc- 
tubre de  186? : 

Considerando  que  te  reserva  dé  derechos  que  contiene  el  art.  SS7 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de  que  hace  mérito  la  Sala  senten- 
ciadora, ttó  es  aplicable  ai  caso  presente  ni  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  *rt.  Í.G95: 

Céfekl erando  ,  por  último  ,  que  siendo  definitiva  la  sentencia  y 
coniurrietfdo  fas  demás  circunstancias  del  art.  1.025 ,  es  adtaréible 
e*  recurso  interpuesto  por  el  apelante ,  en  ios  dos  conceptos  que 
lo'  hizo ; 

Faltemos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  providencia  ape- 
lada que  dicté  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  y  admi- 
timos el  recurso  de  casación  en  los  dos  conceptos  qufe  expresa;  y  man* 
Hamo»  que,  previo  lo  dispuesto  en  ios  artículos  1.027, 1  .#£8  y  siguien- 
tes de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  proceda  en  su  conformidad 
á  su  sustancincton.  y  lo  acordado. 

Asi  por  eáta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid,  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  lecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  ia  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos,  ■*=  Manuel 
María  do  Basualdo.  s»  Antonio  Gutierres  de  los  Rio»,  a  Juan  Jiménez 
Cdenca.=Manuel  León. ^Miguel  Zorrilla. 

Publicación :  .    .      . 

Le  id  a' y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo  Sr>  Don 
Manuel  Haría  de  Basualdo,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pública  la.  misma ,  en  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madriá  18  dtí  Julio  de  18f9.»Rogeiio  González  Montes. 
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APELACIÓN  EN  CASACIÓN— SALA  SEGUNDA 


GnmnMirre  m  ejecutoria.— Sentencia  de  12  de  Julio,  revo- 
cando el  auto  apelado  de  la  Sala  secunda  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  denegatorio  de  la  adéiision  del  recargo  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Jorge  Ci9nero»  y  Guillen,  en  pleito  con  Don 
Matroet  d#  la  Cámara. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Qu$  procede  el  recurso  de  casación  contra  las  providencias 
<¡ue  se  dicten  en  incidentes  sobre  ejecución  de  sentencias,  cuando 
por  Mas  se  deciden  cuestiones  que  no  han  sido  discutidas  ni  re- 
stólas en  el  juicio  principal. 

Bo  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Jallo  da  18*9,  en  los  autos  que. 
ante  Non  penden  en  virtud  de  apelación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  Instancia  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla  y  eri  la  Sala 
segunda  de  I*  Audiencia  del  mismo  territorio  por  D.  Jorge  Clsneros 
7  Ovillen  con  B.  Manuel  de  la  Cámara,  «obre  nulidad  ó  rescisión  de 
na  contrato  de  vitela,  y  en  el  día  ¿cumplimiento  dé  ejecutoria  : 

Kesnltando  que  en  85  de  Febrero  de  1859  D.  Jorge  Cisneros  y  Gui- 
Hta  dedujo  demaada  para  que  so  declarase  rescindido  el  oontrato  de 
faita  celebrado  'por  su  madre  Doffa  María  Antonia  Guillen: ♦  como* 
tataM  do  sos  Hijos  menores;  en  80  de  Marzo  de  1844  en  favor  de  Don 
Jesé'Móavea  d*  Ledfcca,  4e  la  hacienda  titulada  de  las  Monjas,  término 
de  Dos  Hermanas,  en  cnanto  á  la  tercera  parte  de  la  misma  que  fué 
adjudicada  al  demandante  por'  Mléfctmienfte  de  su  padre,  y  se  con- 
denara al'9.  Maneetde  la  Cámara,  actual  poseedor,  á  que  le  resti- 
tuyese la  mencionada  tereera  parte  oon  todos  sus  frutos; 

Resollando  que  conferido  traslado  ft  D.  Manuel  de  la  CA  nanea/  le 
evacuó/  pretendiendo  se  le  absolviera  de  la  demanda:  que  seguido  el 
juicio  por  sus  trámites,  el  luee  dictó  sentencia ,  que  contfrraá.ia  Sala 
segunda  do  la  Audiencia;  é  Interpuso  roeurso  de  casación  por  parto 
de  D.  Jorfe  Cisnerofc  y  Guillen,  y  austanciado  en  forma  ♦  la  £ala  pri- 
mera do  este  Supremo  Tribunal  T  por  sentencia  de  18  ée  Mano  de 
1884»  dando  lugat  al  recurso,  casó  y  anuló  la  senteacia  de  la  Audien- 
cia, y  por. otra  del  mismo  dia  declaró  que  la  venta  hecha  por  escri- 
tura de  SO  de  Marzo  de  1884  de  la  hacienda  olivar  de  villa  de  Dos 
Hermanas*  en  la  parte  que  fué  adjudicada  al  demandante  en  ineficaz» 
y  en  su  consecuencia  condené  al  poseedor  D.  Manuel  de  la  Cámara  á 
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que  se  la  restituyese  en  el  término  de  nueve  dias,  con  los  frutos  pro* 
ducidos  desde  la  contestación  de  la  demanda ;  reservándole  el  dere- 
cho de  que  se  creyera  asistido  itera  'que  pudiera  ejercitarle  como  y 
contra  quien  viere  convenirle: 

Resulto  9}#  devueltos  los  *ato*  *.  I*  Jfudittiofo,  y  'W*  ésta  al 
Juez  de  primera  instancia,  D.  Jorge  Cisneros  pidió  se  hiciera  saber  á 
D.  Manuel  de  la  Cámara  se  prestase  á  entregarlo  la  tercera  parte  que 
se  le  babi#  adjudicado  d§  la  hacienda  A  qúflTse  refería  U  ejpe^Uipi*: 
que  se  procediera  por  peritos  agrónomos  h  Ja  división  pmicrtetrde- 
terminada  de  la.  tercera  parte  de  la.  hacienda  que  correspondía  ft  Aba- 
neros, puesto  que  cuando  se  te  adjudicó  .por  muerto  de  su  padre,  se 
hizo  en  globo  con  sus  otros  dos  hermanos ,  y  que  se  bioierar -saber  á 
Cámara  que  dentro  de  un  breve  plazo  presentase  la  cuenta  ó  liquida- 
ción de  los  frutos  producidos  por  la  tercera  párie  de  dicha  hacienda 
de&de.  la  contestación  4e  la  demanda  hasta  la  fecha  <$n  quu  lo-. efec- 
tuase, para  en  su  vista  exponer  lo  que  correspondiese : 

Resultando  que  acordado  se  hiciera  saber  á  D,  Manuel  de  la,  Cá- 
mara cumpliese  con  lo  mandado  por  esto  Tribuiiul  Sqpromat  á  cuyo . 
fin  se  le  instruyese  del  anterior  escrito,  solicitó  se  declarase  no  haber 
lugar  á  las  pretensiones  deducidas  por  Cisneros  yGuiilon,  al  que r  se 
mandara  que  para  cumplir  la  ejecutoria  probase  en  forma  y  can  au- 
diencia de  Cámara  la  parte  de  ia  hacienda  de  Das  Hermanas  que  le 
fué  adjudicada  al  practicarse  la  división  del  caudal  quedado*  por.  fa- 
llecimiento de  su  padre,  come  dato  absolutamente  indspensaMe  pera 
que  pudiera  hacerse  efectivo  el  derecho  que  le  concedía  la  i  ejecu- 
toria: '  /:,./..  ........ 

Resultando  que  unido  á  los  autos  testimonia  de  la  lúj u ida cton¿t cuen- 
ta y  partición  de  bienes  practicada  por  muerto  del  padre  de  D.  Jorge 
Cisneros,  en  el  quo  se  adjudicó  *  éste  la  tercera  parte  del  valor  líqui- 
do de  la  hacienda  de  que  se  trata»  importante S4.533» re,.. Gibara, 
expuso  que  si  bien  aquel  tenia  derecho  á  ta  tercera  parte  ate  ta*  ha- 
cienda, estaba  también  en  la  obligación  de  indemnizar  i  Cámara 
de  cuantos  desembolsos  habia  hecho  por  causa  de  dioba  tercera  par- 
te: que  en  tal  concepto  debía  abonarle  3.000  re.  del  precio  que  recibió 
por  la  finca  su  madre  y  tutor»;  8.090  rs.  tercera  parte  del  imparte  de 
obras  hechas  en  el  molino;  96.864  rs.  en  títulos  de  la  Deuda  diferida,  y 
67.866  rs.  de  la  Deuda  amortizable ,  tercera  parte  de  los  plazos  que 
se  adeudaban  á  la  Hacienda  pública  por  el  padre  <le  Gjsnem  {¿trillen, 
y  que  satisfizo  Cámara:  que  éste  con  arregló  á  la  ejecutoria»  debía 
abonar  ios  frutos  correspondientes  á  dicha  tareera  parte  desde  la.  con- 
testación á  la  demanda ;  pero  Cisneros  estaba  en  el  caso  de  reinte- 
grarle de  los  intereses  legales  del  importe  de  tosí  pagos  becfces  al  Es- 
tado, mejoras  y  domas  que  dejaba  expresado:  que  etmuaituvá  cosías, 
no  debia  pagarlas  Cámara,  porque  no  se  h&biajn  causado  por  su  culpan 
y  pretendió  se  declame  no  hab:r  lugar  4  las  solicitudes  dedueida» 
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por  D.  Jorge  Clsneros,  al  que  so  hiciera  saber  que,  en  término  de  ter- 
cero día,  manifestase  si  estaba  conforme  en  abonar  A  Cámara  en  el 
acto  de  la  entrega  de  la  linca  las  cantidades  anteriormente  expresada*, 
para  solicitar  en  vista  de  su  respuesta  lo  demás  que  correspondiese 
en  justicia: 

'  *  ftesifltando  que  D  Jorge  Cisñcros  y  Guillen  pretendió  que  con  de- 
negación de  lo  pedido  por  Cámara  se  resolviese  como  tenia  solicitado 
anteriormente,  y  alegó  que  no  estaba  obligado  &  abonar  á  Cámara  Tas 
cantidades  que  rcefaroaba,  porque  tanto  éstas,  como  cualesquiera  otras 
á  que  se  conceptuase  acreedor,  podría  reclamarlas  después .  toda  vez 
que  la  ejecutoria  le  reservaba  su  derecbo  ptfra  qué  lo  ejercitase  como 
y  contra  quien  viere  convenirle ,  y  en  tal  concepto  podía  reclamar 
aquellas  cantidmies  de  quien  pudiera;  y  que  dicha  ejecutoria  expre- 
samente consignaba  que  Cámara  abonase  los  frutos  desde  la  contes- 
tación de  la  demanda: 

Resultando  que  por  auto  que  dictó  el  Juez  en  2(5  de  Marzo  de 
1867,  confirmado  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  en  12  de  No- 
viembre último .  se  mandó  que  0.  Manuel  de  la  Cámara ,  dentro  del 
termino  de  nueve  días,  restituyese  .1  D.  Jorge ' Cisñcros  la  tercera  parle 
de  la  baeienda  de  olivar  de  la  villa  de  Dos  normabas,  que  compró 
por  escritura  pública  de  .10  de  Marzo  de  1811,  con  los  frutos  produ- 
cidos por  dicha  tercera  parte  desde  el  20  de  Diciembre  de  1839,  en 
que  se  contestó  la  demanda,  á  calidad  de  que  Cisñcros  devuelva  A  sü 
vez  á  Cámara  la  tercera  parte  de  las  cantidades  que  importaron  los 
plazos  que  éste  ó  su  causante  D.  José  Picabca  de  Les  acá  satisfizo  al 
Estado  por  lo  que  se  quedaron  adeudando  al  mismo  por  el  padfé  de 
dicho  Cisñcros  al  tiempo  de  su  fallecimiento ;  entendiéndose  dicha 
entrega  en  las  mismas  clases  de  pap$l  en  que  se  fueron  realizando 
los  fagos  á  las  fechas  de  sus  respectivos  vencimientos  ,  y  en  defecto 
de  estas  clases  de  papel,  en  la  que  hoy  se  encuentren  las  mismas  con- 
vertidas, con  más  los  intereses  que  dichas  clases  de  papel  hayan  de- 
vengado desde  el  20  de  Diciembre  de  1859:  que  se  hiciera  saber  á 
Císneros  que  dentro  del  término  de  veinte  días  presentase  la  liquida- 
ción de  frutos,  en  la  parte  relativa  A  la  tercera  parte  de  ía  Anca  de 
que  se  trata,  y  hecho,  se  proveerla  sobre  ella  lo  que  correspondiese; 
y  en  cuanto  á  los  3.000  rs.  que  Cámara  reclamaba  por  obras  hechas 
*n  el  molino  del  referido  pródio  y  los  3.000  rs.  entregados  íl  la  ma- 
dre totora  de  Cisñcros,  usase  en  Juicio  separado  de  1¿  reserva  que  le 
concedía  la  ejecutoria: 

Resultando  que  D.  Jorge  Cisnerns  Guillen  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley;  y  la  mencionada  Sala  seguida  por  auto 
de  tt  de  Noviembre  último ,  del  que  Cisñcros  apeló  para  auto  esto 
Tribunal  Supremo,  denegó  la  admisión  del  recurso-: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Ríos, 

Considerando  que  procede  el  recurro  de  casación  contra  las  pro- 
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videncias  que  se  dicten  en  incidentes  sobre  ejecución  de  sentencias 
cuando  por  días  s$  deciden  cuestiones  que  uo  han  sido  discutidas  ni 
resuellas  en  el  juicio  principal: 

Considerando  que  la  sentencia  proauuciuda  por  la  Sala  sqgun^*  ele 
la  Audiencia  de  Sevilla  en  12  de  Noviembre  último,  se  encuentra  en 
este  caso,  porque  no  se  limita  á  lo  necesario  para  llevar  á  eíecfto  la 
ejecutoria  de  este  Supremo  Tribunal  de  12  de  Marzo  de  1864,  sipo  que 
resuelve  cuestión  distinta  de  la  determinada  en  «lia  en  cuanto  con- 
dena Á  Gisneros  á  abonar  á  Cámara  la  tercera  parte  de  las  cantidqftet». 
que  importaron  los  plazos  que  éste  ó  sus  causantes  satisficieron  al 
Estado,  de  las  que  el  padre  de  aquel  quedó  en  deber ,  con  más  los 
intereses  que  hubieran  devengado,,  y  decide  sobre  extremos  que  no 
fueron  pbjeto  del  debate,  tales  como  Iqs  abonos  que  Cámara  redama, 
puntos  todos  que  deben  ventilarse  en  pleito  diferente,  en  considera- 
ción á  la  reserva  que  hace  la  ejecutoria  A  su  favor: 

Considerando  que  la  expresada  sentencia  tienp  bajo  este  punto  de 
vista  fuerza  definitiva; 

Fallamos ,  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  auto  apelado  que 
en  28  de  Noviembre  último  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  Sevilla;  en  su  consecuencia,  admitimos  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Jorge  Cisneros  y  Guillen,  y  mandamos  que,  previa 
caución  de  4.000  rs.,  que  prestará  éste  en  el  término  de  la  fey,  se  pro- 
ceda á  la  sustanciaron  de  dicho  recurso,  pasándose  a,I  efecto  los  lau- 
tos á  la  Sala  primera. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  4  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno,  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa  f  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.==Maiuicl 
María  de  Basualdo.  =  Antonio  Gutiérrez  de  los  Rips.=Juan  Jiménez 
Cuenca .=Manuel  Leon.==Migucl  Zorrilla, 
•    Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  é 
ílustrisimo  Sr.  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios,  Ministro  de  la  Sala, 
segunda  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  dé 
Cámara. 

Madrid  12  de  Julio  de  1869.=Rogelk>  González  Montes. 
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COMPETENCU.-SALA  SEGUNDA 


Homicidio  —  Sentencia  de  12  de  Julio»  declarando  que  el  conoci- 
miento de  la  causa  instruida  contra  los  hermanos. Francisco  y 
José  Pe  relió  por  homicidio, '  «corresponde,  á  la  jurisdicción  ordi- 
naria en  lo  relativo  al  Francisco,  por  ser  paisano,  y  al  Juzgado 
de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Cataluña  en  lo  respectivo 
al  José,  por  ser  soldado  del  Cuerpo  de  Ingenieros  del  Ejército. 

En  ios  considerandos  se  establece : 

1 .°  Que  extinguido  el  fuero  privilegiado  del  Cuerpo  de  Inge- 
nieros del  Ejército  por  el  decreto  del  Gobierno  provisional  de  6  de 
Diciembre  de  1868,  concerniente  á  la  unificación  de  fueros,  ha  des- 
aparecido el  atractivo»  que  era  consecuencia  de  aquel. 

2.°  Que  la  jurisdicción  ordinaria ,  salvo  los  casos  de  desa- 
fuero, no  es  competente  para  conocer  de  los  delitos  comunes  per- 
petrados por  los  militares  en  activo  servicio ,  según  se  desprende 
del  referido  decreto,  que  ya  es  ley,  y  del  de  24  de  Enero  de  1867. 

3.°  Que  los  soldados  que  se  encuentran  usando  licencia  semes- 
tral como  pertenecientes  ala  primera  reserva  del  Ejército,  no  por 
esto  son  baja  en  él  ni  dejan  de  formar  parle  del  Ejército  activo, 
tegun  residía  del  decreto  y  reglamento  de  II  de  Marzo  de  1867, 
articulo  7.° 

* 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  12  de  Julio  de  1869,  en  la  competencia 
que  ante  Nos  pende,  promovida  entre  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  y  el  Juzgado  privativo  de  Ingenieros  del  distrito  de 
Cataluña,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  instruida  contra  Fran- 
cisco y  José  Perelló  por  homicidio: 

Resultando  que  formada  causa  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Sort  contra  los  hermanos  Francisco  y  José  Perelló,  como  autores 
de  la  muerte  inferida  en  9  de  Setiembre  último  á  Francisco  Galc¿irán, 
y  apareciendo  que  el  José  pertenecía  á  la  segunda  compañía  del  pri- 
mer batallón  del  segundo  regimiento  de  Ingenieros,  si  bien  á  la  sazón 
del  delito  se  bailaba  dado  de  baja,  en  uso  de  licencia  de  seis  meses, 
que  le  habla  sidp  concedida  en  80  de  Julio  del  mismo  año ,  dictó  el 
Juez  auto,  que  confirmó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia,  inhibiéndose 
del  conocimiento  de  la  causa  respecto  á  dicho  José  Perelló,  al  que 
puso  á  disposición  del  Capitán  general ,  pasando  el  correspondiente 
tanto  de  culpa:  • 
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Resultando  que  seguida  ia  causa -en  ausencia  y  rebeldía"  de  Fran- 
cisco Perelló ,  y  remitida  á  la  Audiencia  en  consulta  de  la  sentencia 
dictada  por  el  Juez  en  86  de  Enero  último ,  el  Director-Subinspector 
del  Cuerpo  de  Ingenieros  del  distrito  dirigió  comunicación  en  13  de 
Febrero  último  á  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  para  que  se  inhibie- 
ra del  conocimiento  de  la  causa  seguida  contra  Francisco  Perelló, 
poniendo  á  este  á  su  disposición;  y, para  ello,  teniendo  presente  el 
articuló  7.°  del  reglamento,  10  de  las  ordenanzaá  de  dícbp  Cuerpo,  la 
Real  orden  de  19  de  Abril  de  1810  y  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo  de  5  de  Noviembre  de  1833,  alegó  que  en  las  causas  en  que 
haya  complicidad  de  reos,  alguno  de  los  cuales  sea  dependiente  del 
Cuerpo  de  Ingenieros,  debe  el  mismo  conocer  de.  todos,  y  qué  la  ac- 
ción atractiva  de  (jfue  goza  diclio  Cuerpo  está  virtual meníte  declarada 
por  este  Tribunal  Supremo  en  c^sos  de .  igual  naturaleza  entre  el 
Cuerpo  de  Artillería  y  la  jurisdicción  ordinaria: 

Resultando  que  la  mencionada  Sala  tercera  se  negó  á#ia  inhibición 
propuesta  por  el  Juzgado  de  Ingenieros,  al  que  á  la  vez  requirió  pqra 
que  se  inhibiese  del  conocimiento  de  la  causa  que  seguía  contra  José 
Perelló,  teniendo  en  consideración  para  ello  que  él  delito  por.  que  se 
procede  es  el  de  homicidio;  y  que  Francisco  Perelló  al  cometerlo  no 
gozaba  fuero  especial  h  y  de  consiguiente  el  de  Ingenieros  no  podía 
atraer  un  paisano  que  cometió  un,  delito  pomun,  por  la  sola  razón  de 
gozar  de  fuero  el  otro  delincuente  José  Perelló;  que  en  virtud  del  de- 
creto de  unificación  de  fueros  dado  por  el  Gobierno  de  la  nación  en  6 
de  Diciembre  último,  la  Jurisdicción  ordinaria  es  la  única  competente 
para  conocer  de  la  causa  contra  ambos  procesados,  por  haber  desapa- 
recido las  jurisdicciones  especiales: 

Y  resultando  que  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional  am- 
bos Tribunales  elevaron  á  este  Supremo  sus  respectivas  actuaciones. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Ríos. 

Considerando,  respecto  á  la  causa  seguida  contra  el  paisano  Fran- 
cisco Perelló  y  Benavente  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  villa 
de  Sort,  que  extinguido  el  fuero  privilegiado  del  Cuerpo  dé  Ingenie- 
ros del  Ejército  por  el  decreto  de!  Gobierno  provisional  de  6  de  Di- 
ciembre anterior,,  concerniente  ¿i  la  unificación  de  fueros,  ha  desapa- 
reado el  atractivof  que  era  consecuencia  de  aquel: 

Considerando,  por  lo  que  hace  A  la  causa  instruida  por  el  Juzgado 
privativo  del  Cuerpo  de. Ingenieros  del  Ejército  al  soldado  del.  mismo 
íostf  Perelló  y  Benavente,  que  la  jurisdic¿ion  ordinaria,  salvo  los  casos 
de  desafuero,  no  es  competente  para  conocer  de  los  delitos  comqnes 
perpetrados  por  los  militaros  en  activo  servicio,  según  se  desprende 
del  de<!rvto  arriba  citado,  que.  ya  es  ley,  y  del  de  Sí  de  Enero  de  1867; 

Considerando  que  los  soldados  que  se  encuentran  usando  licencia 
semestral  como  pertenecientes  á  la.  primera  reserva  del  RjércitQ ,  no 
por  esto  son  baja  en  di  ni  dejan  de  formar  parto  del  Ejército  activo, 
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Seguli  fcs'rftta  de!  decreto  y  reglamento  de  1!  de  Marzo  del  mismo 
año,  art  7:*;  ,  . 

Fallamos,  (fue  debemos  declarar  y  atedia  ratmfc  <fue  ef  conocimien- 
to de  &tá  cansa  éta  lo  relativo  al  patóaiitf  t tónciseb'  fetélló  corres- 
ponde 1  la  Jurisdicción  ordinaria,  y  al  Juzgado  de  Guerra  de  la  Ca- 
pitanía general  de  Cataluña  en  ló  respectivo  al  ingeniero  José  Perdió; 
y  devuélvanse  á  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  y  A  dicho  Juzgado  de 
Guerra  sus  respectivas  actuaciones,  para  que  procedaif  con  arreglo  á 
derecho,  con  cargo  de  que  se  remitan* mutuamente  testimonio  de  lo 
que  resulte  en  sus  diligencias  en  cuanto  al  procesado  sujeto  á  la  ju- 
risdicción del  otro. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  pubLicarS  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  4  insertará 
á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firraamos.=Sebastian  Gon- 
zález Nandin.=Pascual  Bayarri.=Manucl  María  de  Basualdo.=Antonio 
Gutiérrez  de  los  Rios.=Juan  Jiménez  Cucnca.=Manuel  Lcon.=Miguel 
Zorrilla. 

Publicación: 

Leida.y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  é  IIus- 
trfcirao  Sr.  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Ríos,  Ministro  de  la  Sala  se- 
gunda del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  día  de  boy,  de  que  certificó  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  13  de  Julio  de  1869.=Rogelio  González  Montes. 


Nüm.  22. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


CíiMPumNTO  be  una  ejecutoria. — Sentencia  de  15  de  Julio»  de- 
clarando haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Mariano  Salcedo  y  D.  Antonio  Terrero  contra  Ja  pronunciada 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito 
con  el  Ministerio  fiscal ,  en  represeptacion  del  Estado. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  es  un  principio  de  derecho,  consignado  en  la  ley  16  del 
titulo  22  de  la  Partida  5.4,  y  en  el  firL  61  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil s  igualmente  que  en  reiterados  fallo*  de  este  Supre- 
mo Tribunal  ,  que  tas  sentencias  deben  guardar  congruencia  con 
la*  cue$thw  debatidas  en  tt  litigio ,  y  que  las  providencias  din- 


406  TRIBUNAL  SUPREMO  DE  JUSTICIA. 

gidas  á  llevar  á  efecto  una  ejecutoria  deben  ajustarse  exactamente 
ó»  las  resoluciones  que  esta  contenga,  cumpliéndolas  puntualmente  y 
en  toda  su  extensión;  pero  sin  traspasar  sus  límites  ni  hawr  de- 
clararon  alguna  de  derechas  que  en  ellas  no  se  encuentre  comr 
prendían. 

En  la  Yiíla'de  Madrid,  á  13  de  Julio  de  1869,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  ¿te  primera  instancia  de  Salamanca  y  en  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  Valladolid  por  D.  Mariano  Salcedo  y  (Uvas  y  Don 
Antonio  Terrero,  como  marido  dé  Doña  Inés  Salcedo,  con  el  Minis- 
terio fiscal ,  en  representación  del  Estado ,  sobre  cumplimiento  de  una 
ejecutoria ;  pleito,  pendiente  ante  Nos  por  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  ios  demandantes  contra  la  sentencia  que  en  1.*  de 
Abril  de  1868  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  D.  Mariano  y  Doña  Inés  de  Salcedo  y  Rivas,  ésta 
representada  por  su  marido  D.  Antonio  Terrero ,  entablaron  demanda 
en  1?  de  Agosto  de  1859 ,  para  que  se  declarase  que  les  pertenecían  los 
bienes  donados  por  Doña  María  de  Figueroa  y  Guzman  en  28  de  Julio 
de  1607 ,  al  convento  de  mercenarios  descalzos  de  Salamanca  que  la 
misma  fundó»  por  haber  llegado  el  caso,  que  había  previsto,  deque 
el  Comendador  y  frailes  de  dicho  monasterio  no  perseverasen  ni  qui- 
siesen vivir  en  él ,  y  para  el  cual  había  dispuesto  que  todo  lo  que 
recibiesen  y  lo  demfts  que  hubiesen  edificado  lo  perdiesen  y  fuera 
todo  para  ln  fundadora  y  paf^  los  patronos  que  después  nombrase;  y 
que  impugnada  la  demanda  por  el  Promotor  fiscal,  por  no  haber  lle- 
gado el  caso  á  que  se  referia  la  cláusula  de  reversión ,  en  ejecutoria 
de  la  Audiencia  de  Valladolid  de  4  de  Marzo  de  1861 ,  se  declararon 
reversibles  los  bienes  que  en  su  dia  habían  constituido  la  renta  de  los 
mercenarios  descalzos  de  aquélla  oiudad  y  convento  en  que  los  frai- 
les habitaban ,  condenando  en  su  consecuencia  á  la  Hacienda  pública 
ó  la  devolución  de  tfkftos;  biefliep  á  D.  Maristtyo  Salcedo  y  D.  Antonio 
Torrero,  con  los  frutos  y  rentas  desde  ia  contestación  á  la  demanda: 

Resultando  que  puestos  en  posesión  en  7  de  Agosto  de  1865  Sal- 
cedo y  Terrero  del  repetido  convento,  á  voz  y  nombre  de  todos  los 
demás  bienes ,  posesión  «que  aceptaron  reservándose  él  derecho  de  re- 
clttnÉfr  contra  3a  Hacienda,  ó  contra  quien  procediera ,  la  indemniza- 
ción dé'dafips  y  perjuicios  por  los  desperfectos  que  se  advertían  en  él, 
redacido  cési  á  solar,  acudieron  en  14  de  Octubre  de  1867  al  Juez  de 
primera  instancia ,  exponiendo  que  tío  habian  recibido  el  edificio  tal 
como  se  halaba  en  el  momento  de  la  exclaustración ,  desde  cuya 
fecfya  databa  el  derecho  de  reversión  que  se  les  había  reconocido  en 
jaicío ,  y  que  gubernativamente  habían  reclamado  mucho  antes  de  la 
venta  verificaba  por  el  Estado ;  y  puesto  que  había  «ido  condenado  á 
la  entrega  del  edificio  y  demás  bienes ,  era  claro  que  se  hallaba  en 
el  deber  ¿fe  entregarlos  efectivamente  tal  como  se  habla  incautado  de 
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ellos  al  tiempo  de  la  exclaustración,  ó  abonar  en  otro  caso  los  daños 
y  perjuicios :  que  su  estimación  tenia  que  practicarse  comparando  el 
valor  de  lo  que  se  habla'  entregado  con  el  que  .tendría  el  edificio  si 
existiese  tal  como  le  había  vendido ,  no  obstante  la.  reclamación  men- 
cionada: que  si  su  destrucción  hubiera  sido  efecto  de  un  caso  for- 
tuito, podría  entonces  oxiwjirse  de  responsabilidad;  pero  no  cuando 
procedía  de  i»  demolición  interesada  que  habían  hecho  los  compra- 
dores, contra  quienes  podría  el  Estado  ejercitar  los  derechos  que  cre- 
yera competirle,  sin  servir  esto  de  obstáculo  para  que  indemnizase  á 
los  verdaderos  dueños:  que  según  los  datos  que  resultaban  de  los  do- 
cumentos que  presentaban,  la  indemnización  que  debia  hacérseles  as- 
cendía á  14.671   escudos;  pero  que  cualquiera  que  fuera  su  verda- 
dera cuantía ,  ora  un  hecho  indudable  que  los  reclamantes  habían  su- 
frido grave  perjuicio,  y  que  tenían  un  derecho  evidente  á  que  se  les 
resarciera,  ya  con  la  entrega  de  dicha  cantidad,  ya  con  la  qne  resul- 
tase constituir  la  efectiva  diferencia  entre  lo  entregado  y  lo  debido 
entregar;  -y  que  siendo  explícito  y  terminante  el  derecho  en  lo  res- 
pectivo 4  ejecución  de  sentencias,  procedía  y  suplicaron  que  se  diera 
ai  representante *del  Estado,  con  quien  se  había  sustanciado  el  litigio, 
la  vista  que  ordenaba  el  art.  911  de  Ja  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
procediendo  después  según  el  mismo  establecía  hasta  fijar  la  cantidad 
que  conforme  á  justicia  debia  abonárseles  : 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  contradijo  esta  pretensión,  soli- 
citando se  declarase  que  la  Hacienda  pública  habia  cumplido  con  la 
sentencia  que  se  ejecutaba,  sin  estar  obligada  á  la  indemnización  de 
perjuicios,  aunque  los  hubiera,  puesto  que  no  se  la  habia  condenado 
4  ellos,  ni  reteuia  en  su  «poder  nada  que  no  hubiera  devuelto ;  ale- 
gando además  que  el  convento  estaba  muy  deteriorado  desde  la  inva- 
sión francesa :  que  la  ejecutoria  sólo  obligaba  al  reintegro  de  lo  que 
se  hubiera  recibido ,  sin  suponer  que  se  habia  recibido  todo  lo  que 
se  quería  reclamar;  no  viniendo  tampoco  impuesta  la  indemnización 
de  perjuicios ,  como  se  había  hecho  respecto  á  la  devolución  de  fru- 
tos y  rentas  percibidos  desde  la  contestación  á  la  demanda  hasta  que 
se  habia  hecho  la  entrega,  á  cuyo  período  limitaba  ta  sentencia,  se- 
gún se  veía,  la  responsabilidad  de  la  Hacienda  demandada,   lo  cual 
determinaba  implícitamente  que,  si  los  demandantes  habían  sufrido 
perjuicios  antes  de  entablar  su  reclamación ,  era  debida  á  su  negli- 
gencia 6  abandono,  que  no  debia  imputarse  á  nadie,  por  ser  ellos  los 
causantes  y  responsables  naturalmente  de  sus  consecuencias ;  sin  qué 
en  ningún,  caso  pudiera  exigirse  á  la  Hacienda  indemnización  de  lo 
que  no  bábia  disfrutado  ni  aprovechado ,  pues  había  poseído  'el  con- 
vento sin  disfrutarle  sólo  por  el  tiempo  necesario  paVa  realizar  su 
venta,  cuyo  importe  habia  reintegrado  ya  por  completo: 

Resultando  que  el  Juez  dictó  providencia,  y  que  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  Valladoiid  la  confirmó  en  1/  de  Abril  de  1868.  decl«« 
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raudo  que  la  Hacienda  pública  había  cumplido  la  ejecutoria  ert  el  ex- 
tremo relativo  .1  lá  devolución  del  cofivénto,  y  que  no -estaba  obligada 
.1  la  indemnización  de  perjuicios1;  aunque  los  hubiera,  pbdfehdo  re- 
damarlos los  hermanos  Salcedo,  en  su  caso,  de  quién  creyeran  con- 
veniente:  i     •  ■ 

Resultando  que  V'.  Mariano  Salcedo  y  D.  Antonio  Terrero  interpu- 
sieron recurso  de  casación,  citando  al  interponerle  y  después  én  Iftettpo 
oportuno  en  este  Supremo  Tribunal  como  infringidos:  : 

1.*  El  art.  8ttá  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  toda  vés  qrte  la 
ejecutoria  de  Í861  contenia  uñ  mandato  expreso  de  hacer  y  entfagap 
cosas  determinadas,  y  que  con  arreglo  ú  dicho  artículo  debía  prttee- 
derse  A  su  cumplimiento,  empleando  los  medios  necesarios  nt-efetttb; 
disposición  .que  estaba  conforme  con  las  doctrinas  legales  y  corrientes, 
sancionadas  por  otras  muchas  leyes,  y  referentes  al  respetó  que  se 
debía  á  (h  cosa  Juzgada  y  A  las  ejecutorias  obtenidas  en  juicio,  no  Im- 
biendo  para  qué  demostrar  que  no  s>e  cumplía  el  mandamiento  de  en- 
tregar una  cosa  determinada  dando  ó  entregando  otra  distinta, -tfé  di- 
ferente forma  y  de  mucho  menos  valor, 'ó  fcomó  en  este  caso  ''fffibia. 
sucedido,  un  solar  ó  Iná  ruinas  de  ton  edificio  por  eredlfteW  miSmo. 

2.*  Los  artículos  896  y  807  de  la  misma  Ifcy,  (fue  tratan  de!  *íodo 
con  que  debe  procederse  para  la  ejecución  de  la  sentencia  si*el  conde- 
nado nq  la  cumpliese  ó  la  quebrantase;  y  que  no  haciendo  tá  entrega 
(\f\  aquello  á  que  estaba  obligado,  optaba  por  la  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios. 

.V  La  ley  16,  tft.  22,  Partida  3.É ;  el  art.  61  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  las  sentencias  de  este  Superno  Tribunal,  entre  otras ,'  de  26 
de  Mayo,  30  de  Junio  y  16  de  Octubre  de  1866,  en  cuanto  el  fallo  no 
era  conforme  y  ajustado  A  la  reclamación  que  le  motivó  til  A  la  ma- 
nera en  que  se  hábia  ticcho,  puesto  que  había  resucito  en  absb'lftto  que 
la.  Hacienda  no  estaba  obligada  A  la  indemnización  dd  perjuicios, 
aunque  jos  hubiera ,  pudicñdo  en  sri  caáo  redamarlos  de  quien  cre- 
yera procedente.  t  ' 

!.•  El  art.  221  de  la  l^y  de  Enjuiciamiento  civil,  según  el  cual  to- 
das las  contiendas  entre  parles  en  reclamación  de  un  derecho  qne  no 
tenga  señalada  tramitación  especial  debe  ventilarse  en  jtiiclo  ordina- 
rio;  pues  según  e§la  disposición  el  Tribunal  sentenciador,  no  ¿royendo 
que  la  indemnización  de  perjuicios  venia  implícita  en  la  ejecutoria, 
de^bi?  haberla  reservado  para  otro  Juicio,  y  no  resolverla  de  plano 
de  una  manera  definitiva!  en  un  procedimiento  en  tal  Wpótesis.  irregular- 

3.a  Y  aun  en  el  supuesto  en  que  se  hatola  interpuesto  el  i*ecnrso,  la 
ejecutor^  de  4  de  Marzo  de  1861,  pues  si  debia  entenderse  que  al  man- 
darse en  ésty  la  devolución  del  convento  y  dcmris  bienes,  se  compren- 
día ej  resarcimiento  de  perjuicios,  para  el  caso  de  no  existir  aquel,  y 
sí  casi  solamente  el  spiar ,  era  evidente  qué  habla  debido  estarse 

la  respectiva1  solicitud  de  loa  recurrentes  dentro  der  procedimiento 
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que  se  seguía  para  el  cumplimiento  de  la  ejecutoria,  y  que  al  no  ha- 
cerse  así.  babia  quejado  esta  infringida. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Mi/ilatrp  IV Laureano  de  Arricia. 
Considerando  que  es  un  principio  de  derecho  consignado  en  la  ley 
16  del  tiu  23  de  la  Partida  3/,  y  en  el  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  igualínonie  qdeinr^tfraWíaAog'Hénté  Supremo  Tri- 
bunal, que  las  seutencias  deben  guardar  congruencia  con  las  cues- 
tiones debatidas  en  el  litigio,  y  que  las  providencias  dirigidas  á  llevar 
á  ef^lo  una  ejecutoria  deben  ajpt^rs^  e^ctamenieá  las  resolucio- 
nes, ^ue  ésta  ¿onteofífr,  cumpliéudolás/púntuáiibente  y  en  toda*u  ex- 
tensión; pero  sin  transar,  su$  Jím4tes »  ni  hacer  declaración  alguna 
de  .derechos  que  en  ellas  no  se  encuentre  comprendida  : 

Considerando,  que  el  auto  ¿le  1/  de  Abrjl  dé  1868,  dictado  en  ex- 
pediente, de  ejecución  ele.  la  sentencia  de  4  de  Marzo  Ae  1861,  resuelve 
una  cuestión  jurídica  no  debatida,  en f el  pleito  que  produjo  esta  eje- 
cutoria, y  que  por  consecuencia,  no  se  halla  ni  puedo  hallarse  com- 
prendida en  esta  misma  *  cual  es  la  relativa  $  la  indemnización  de 
perjuicios,  y  responsabilidades  de  la  Hacienda  pública,  que  los  refcur- 
reates. , reclaman  ppr  no  habérseles  entregado  el  edificio  convento  de 
que  se  trata  en  el  estado  que  tenia  al  realizarse  la  exclaustración  de 
les  religiosos  que  le  ocuparon ,  cuestión  nueva  y  especial  de  derecho 
que,  aunque  Iniciada  en  dicho  expediente  de  ejecución,  no  debió  re- 
solverse incidental,  y  sumariamente,  sino  reservarse  para  un  juicio  se- 
peralta  y»  ordinario : 

i  Y  ooasiderando,  en  su  virtud,  quo  la  Sala  sentenciadora  ha  infrin- 
gido les  disposiciones . legal^  y  jurisprudencia  mencionadas,  igual- 
mente que  ^ejecutoria  de  4  de  Marzo  de  1861 ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  logar  aL 
recurso  de  cesación  interpuesto, por  D.  Mariano  Salcedo  y  D.  Antqnio 
Tercero,  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anujamos  la  sentencia  que 
en  1.a  de  Abril  de  1868  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Va- 
UadoHd ;  y  mandamos  que  se  devuelvan  &  los  recurrentes  los  4,000 
reales  depositados. 

Asi  .por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  (Micción  legtilativa.  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y.  flrmamos.=Mauricio  Gar- 
cia^=José  María  Cáceres.»Laureano  de  Arrieta—Francisco  María  de 

Castilla^sJoaé  María  Haro.=José  íermin  de  Muro.=Juan  González 

Acerado. 

■   Publicación: 
Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo;  Sr.  Don 

Laureano  de  Arrieta,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia»  están* 

(lose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el 

(üa  de  boy,  de  que  corusco  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  13  de  Julio  de  18G$'.^tiregorio  Camilo  García. 


iít'  tribunas,  Supremo  de  justicia. 


i 
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COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 


Pago  de  cantidad.— Sentencia  de  13  de  Julio,  decidiendo  á  favor 
del  Juezdé  paz  de  la  villa  del  Campo  deGriptana  la  competencia 
promovida  entre  el  mismo  y  el  de  igual  claáe  del  distrito  del 
Cappitjo  de  la  ciudad  de  Granada,  para  conocer  de  la  deman^ 
da  deducida  en  juicio  verbal  por  D.  Juan  de  Dios  Villoslada, 
cómo  padre  del  menor  D.  Joan  de  Dios,  contra  D.  Joaquín 
Martin  Blanco,  sobre  pago  de  600  rs. 

tütí  su  úhico  considerando  se  establece: 

Que  es  Juez  competen^  para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se 

Sjerclth  una  acción  personal*  primeramente  el  del  lugar  en  que 
iba  cumplirse  la  obligación ,  según  declara  él  art.  5.°  en  el  par* 
rafb  5td  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil- 

» 

Bft  la  villa  dé  Madrid ,  á  13  de  Julio  de  1869,  eta  la  cetfipetfciHjia 
que  ante  Nos< pende,  promovida  entre  los  Jueces  de  paa  det  dfctflto 
del  Cátápflto  de  la  ciudad  dé  Granftda  y  de  la  villa  del  Campo  de 
CHpttna,  para  conocer  de  !*  demanda  deducida  en  juicio  verbal  por 
D.  Juan  de  Dios  Vi  1 1  oslada ,  como  padre  det  menor  KK  Juan  de  Dios, 
ebntr*  9.  Joaquín  Martin  Blanco ,  sobre  pago  de  600  rs. ; 

Resaltando  que  en  15  de  Junio  de  1855  D.  Miguel  Martin  Ayate  y  su 
biJoD.  Joaquín  Martin  Blanco ,  constituido  en  la  pfltrla  potestad,  otar* 
gftrtm  escritura  en  la  dudad  de  Granada ,  en  la  que  dijeron  que  Don 
Juan  de  Dioft  "Villoslada  ,  de  aquel  domicilie  y  residente  en  la  villa 
del  Campo  de  Criptan*.  como  legítimo  administrador  de  la  persona  y 
Hiedes  de  su  hijo  menor  D.  Juan  de  Dios  Villoslada,  había  convenido 
con  Martin  Blanco,  que  ¿ste  desempeñase  y  ejerciese  durante  la  me- 
nor edad  de  dicho  an  hijo  una  Escribanía  de  número  que  pertenecía 
al  mismo  en  la  referida  ciudad  de?  Granada;  y  qne  convenidas  las 
bases  y  reduciéndolo  *  escritura  pública,  otorgaban,  entre  otras  con- 
diciones •  que  el  D.  Joaquín  Martin  Blanco  pagaría  por  vía  de  emola* 
mentos  al  mencionado  D.  Juan  de  Dios  Villoslada,  en  representación 
de  bu  hijo,  la  cantidad  de  3.400  rs.  por  cada  un  ¿fio,  satisfecho* por 
trimestres  de  600  rs.  cada  uno,  en  dinero  efectivo,  puesto  en  pode* 
de  Villoslada  ó  persona  que  apoderase  para  ello : 

Resultando  que  por  otra  escritura  otorgada  en  la  villa  del  Campo 
de  Criptana  en  M  del  referido  mes  de  Junio  de  185$  D,  Juan  de  Dios, 
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Tutelada ,  vecino  de  la  ciudad  de  Granada ,  como  padre  y  legitimo 
administrador  de  fe  persona  y  bienes  del  menor  D.  Juan  de  Dios  Vt- 
liosladá  7  Julnes,  nombró  *  D.  Joaquín  Martin  Blanco  para  que  ejer- 
cléfc  ^  oficio  de  Escribano  He  flúpafcro  de  lá  expresad*  Cfdddd  qétó 
pertenecía  á  dicbo  su  hijo ,  cumpliendo  la$  ¿argas'  y  ¿bligitcibiies  qtae 
constátate  én  la  escritura  de  15  del  mfctnd  mes  de  Jifnio  y  titthttite  la 
minoría.  Éé\  expresado  su  hijo * 

iéstiKándó  qué  0.  loan  de  Wos  Vi  Miada,  Eáctiba'nti  Secretaria 
d^l  Józ¿tfd6  de  paz  de  lá  villa  del  Caúttó  dMf  Criptona ,  ftfaé'  |MfdM 
del  menor  fr.  Juan  de  Dfoá,'  détóafndtf  eri  juicio  verbal  ante  él  ffftemo 
Juagado  í  J>,  Joaquín  Martin  Marico,  Escribano  del  rfAnterodfc  ffrttiMuffaj 
par*  que  le  pagase  la  cantidad  de  M  escudos  po*  emolumentos  de  lai 
Escribanía  que  ejercía  de  dicho  ítienor,  respectivos  al  trimestre  ven- 
cido en  IB  de  Marzo  de  186tf ,  sin  perjuicio  de  toar  de  oirás  fcoMonee: 

Resudando  que  señalado  di*  para  la  celebración  del  Juicio  verbal; 
y  librado  oficio  para  la  citación  de  D.  Joaquín  Martín  Blanco ,  que 
cumplimentó  el  Juez  de  patfdel  distrito  det  Campillo  de  la  ciudad  de 
Granada,  compareció  ante  el  mismo  aquel,  pretendiendo  requiriese  de 
Inhibición  al  Juez  del  Campo  de  Criptána ,  acompañando  para  fundan 
sti  pretensión  la  escritura  de  15  de  Juntó  de  1835 ,  testimonio  de  va- 
rias éaftá#órdenes ,  dirigidas  desde  él  Campo  dé  Criptána  por  Don 
Jtfan  d¿  Dfos  Villostada  á  Martin  Blanco ,  para  qae  abonase  bn  lá  du- 
dad de  Granada  y  á  las  personas  que  indica  cantidades  procedentes 
de  los  emolumentos  de  la  Escríbanla  que  ejercía  él  Martin  Blanco t  y 
tinos  recibos  expedidos  &  mi  fávor  en  Granada  por  distintas  personas 
por  cáátidadefc  «entregadas  en  aquel  concepto : 

Resultando  que  el  Juez  de  paz  del  distrito  del  Campillo  de  Ora-» 
nada  accedió  á  Ja  pretensión  deducida  por  Martin  Blanco,  fundándose 
para  sostener  sm  competencia  en  que,  ood  arreglo  ai  pdmfb .sagrado 
del  art.  5/  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  tratándose  del  cam- 
pHtriiento  de  una  acción  personal,  dobla  ejecutarse  en  dicho  Juzgado, 
porque  asi  se  desprende  del  literal  contexto  de  la  escritura  de  15  de 
de  Junio  de  1855,  otorgada  en  aquella  capital,  en  la  que  el  tíemau- 
dado  tieue  su  domicilio,  que  no  ha  renunciado  tácita  ni  expritaupant 
te,  y  én  la  qué  ba  venido  satisfaciendo  las  cantidades  que  correa-» 
pondten  al  VHloslada,  procedentes  del  arrendamiento  de  Ja .  Es* 
cribaste: 

Besultando  que  Villoslada  presento  ante  el  Jaez  del  Campo  -lie  Crip* 
tea*  diferentes  cartas  que  le  babia  dirigido  D.  Joaquin  Martin  Blanco 
delta  Granada ,  anunciándole  la  remesa  de  letras  á  su  orden  por 
cantidades  referentes  á  los  emolumentos  de  la  Esertbanft  qae  llevaba 
ea  arriendo  con  más  el  tapone  del  giro: 

Resultando  que  el  referido  Juei  del  Campo  d&Criptaiia  se  negó  á 
ItihlMrse  del  conocimiento  del  negocio,  alegando  en  apoyo  de  su.Ju* 
risdiccion  que  la  acción  personal  puesta  en  ejercicio  por  parte  de  Vi- 
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Uoslada.ae  fluqtla ,  no  tyn  s^lo  en,  la  escritura  de  1&  de  Julio  de  1NS5, 
siiK) .en  Ja  da  gMt^niUMuo. celebrad?  en  dicha  villa ,  sin  la  cual  no 
bubijeraJe&^lp.YAiid^c^J»  primera:  0ucai  estipular  el  pago  de  loa 
6fr  es^dosv par  cuatrimestre  de  emolumentos  de^a  Escribanía,  pro- 
pia deí  .menpr  D., JiUq  x¿e  Pjos  Vüloslada  y  Biches,  cargó  D.  Juan 
yarüa  fW  Ja,  QbUgACioa.dp,  ponerlos  en  poder  de  su  padre*  admi- 
nistrador legal,  sabiendo  la  residencia  de  ambos  en  la  repelida  villa; 
y  que  por  masque  en  algunas  ocasiones  haya  girado  para  qu$  pague 
en  (Junada,  ehto.no>  oavuelyo  Ja  tyecesidad  de  tener; un  apoderado 
especial  con  aquel  fip;  que  cuando  no  }o  ba  verificado  .-según  justi- 
tM*a  Jo» (tormentos  presentados ,  el  mismo  Martin  Blanco,  cumr 
ptiendo  con  aquella  obligación  •  ba  librado  directamente  á  Vüloslada, 
sin  esperar  drdpp  iara  otra^persoq^,  lo  cual  equivale  á  la  renuncia 
expresa  y  licita  del  fuero  de  su  domicilio:  que  al  consignar  en  la  es- 
critura^ de  18  de  Juuio  las  palabras  textuales  refiriéndose  á  la  solven- 
cia, «puesto*  en  poder  de  Vüloslada  ó  persona  que  apodere  para  ello 
sin  descuento  de  ninguna  clase  de  contribuciones.»  la  primera  parte 
es  obligatoria  para  Mart(n  Blauco.,  y  |a  seguida  potestativa  y  no  obli- 
gatoria para  .Vüloslada ,  desprendiéndose  lógicamente  do  aquella  que 
en  la  villa  del, Campo  de  Criptana  es  donde  debe  cumplirse  la  obli- 
gación ,  al  tenor; del  art.  p.ftí párrafo  torcer 9,  y  de  la  jurisprudencia 
establecida  en  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo  de,  15  de  Julio  de 
1856  y  9  de  Noviembre  de  1$<¡1;  y  que  según  el  párrafo ,  qqinto  del 
mismo  am.  B.f  de  la  iey  de  Enjuiciamiento  civil ,  es,  Juez  competente 
para  conocer  del  negocio  el  del  domicilio  del  guardador ,  teniendo 
como  tiene  el  mismo  del  menor ;  y  tu  el  que  se  administra  lo  prin- 
cipal de  susiJtáeaes: 

Y  resultando  ¿joe  para  la  decisión  de,  la  competencia  ambos  Juqcqs 
elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus. respectivas  actuaciones. 

Visto»,  siendo  Ponente  el  Ministro  D,  Miguel  Zorrilla. 

Considerando*  que,  ejercitándose  qn  el  presente  caso  una  acción 
personal,  ¿el  aru  ¿/  en  su  párrafo  tercero de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  declara  primeramente  como  Juez  competente  para  conocer  de 
los  pleitos.de' esta  clase,  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obli- 
gación, y  las  escrituras  de  15  y.  SI  de  Junio  de  1855  suponen  el 
cumplimiento  del  coalratp  en  la  villa  de  Criptana,  domicilio  de  los 
Vüloslada ,  reconociéndolo  así  el  mismo  Martin ,  que  libró  sin  pro- 
testa alguna,  á  este  pújalo,  las  ^cantidades  reclamabas  en  varia*,  ocaaio- 
nes  ai  vencimiento  de  los  plazos ,  sin  que  se  desvirtúe  este  ooncepto 
porque  haya,  satisfecho  en  Granada  algunas  oartas-dedenea  á  cuenta 
giradas  pop  ViUosteda ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y-  declaramos  que  el  co&oeimiea- 
to  de  estos  autos  correspondo  al  Juez  de  paz,  de  la  villa  del  Campo 
de  .Criptana ,  al  que  se  remitan  unas  y  oáraa  actuaciones  á  loa  efectos 
que  baya  lugar,  en  derecho. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia ♦  que  se  publicará  en  la  Goal*  U 
Medrié,  dentro  de  tos  tres  días  siguientes  al  de  so  fecha ,  é  insertará 
á  so  tiempo  «n  la  Cafarían  UgütaUv* .  pasándose  al  efecto  las  oopiaa 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos—Sebastian  Gon- 
tales  NandJn.=Pascual  Bayarrl.»Mannei  Marta  do  Basualdo.=»Antonio 
Gvtierrez  de  los  Rfos'.aduan  Jiménez  Cuenca^=Maiwel  Leon.=Miguel 
Zorrilla. 

Pobiicacion: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Miguel  Zorrilla ,  Ministro  de' la  Sata  segunda  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  celebrando  audiencia,  páfelict-la  misma ,  en  el  dia  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  Julio  de  tM0.»RogeUo  Gomales  Montes. 

Rfe.  24. 
APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Cumplimiento  de  tnu  ejecutoria. — Sentencia  de  15  de  Julio,  revo- 
cando el  auto  apelado  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  denegatorio  de  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Pedro  Cisa ,  en  pleito  con  D.  Manuel  Riva. 

En  sus  consídehandos  se  establece: 
.  Que  cuando  la  sentencia  dictada  sobre  un  incidente  con  oca- 
siónde  diligencias  formadas  para  el  cumplimiento  de  una  ejecuto- 
ria.  decide  una  cuestión  nueva  no  resuella  por  la  misma  \dicha  sen- 
tencia tiene,  bajo  este  concepto ,  carácter  de  definitiva  para  los 
efecto*  del  art.  1.010,  en  relación  con  el  1.011  y  1.025  de  la  Ley 
ae  Enjuiciamiento  civil,  porque  lo  resuelto  modifica  la  repetida  eje- 
cutoria. 

En  la  Tilla  de  Madrid ,  á  1S  de  Julio  de  1869 ,  en  los  autos  que 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Mataré  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  por  D.  Manuel  Riva  con  D.  Pedro  Cisa,  sobre  cumplimiento 
de  una  ejecutoria : 

Resultando  que  en  92  de  Noviembre  de  1854  D.  Manuel  Riva  dedu- 
jo demanda  contra  D.  Pedro  Cisa  para  que  se  declarase  que  éste,  no 
tenia  derecho  *  profundizar  una  mina  y  potos  que  había  abierto  en 
la  lambía  ó  Riera»  ni  hacer  en  ellas  obras  que  perjudicasen  á  la  pro- 
piedad de  las  aguas  que  tenia  adquirida  de  antiguo  el  demandante: 
que  no  le  tenia  tampoco  de  utilizarse  de  ningún  modo  subterránea* 
II.  8 
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táerite  ñé  la  repetida  Riera  chica ;  y  que  se  condenase  á  rellenar  y 
¿lacizar  ios  potos  que  había  profundizado,  hasta  el  punto  que  dejase* 
de  Mamar  las  agua*  qufe  tenia  adquiridas  ei  demandante  en  ei  pozo 
de  Hateo  Mas : 

Resultando  que  impugnada  la  demanda  por  D.  Pedro  Osa  y  seguido 
fel  Juicio  por  sus  trámites ,  por  sentencia  de  revista  de  5  de  Enero  de 
1857  sé  declaró  que  Cisa  podia  practicar  las  obras  y  trabajos  que  lé 
convinieran  en  busca  de  aguas,  en  su  propiedad  y  en  la  de  otros  tjue 
Se  lo  permitieran,  hasta  iá  profundidad  y  con  la  dirección  que  tne- 
]ot  Vá  pareciese;  pero  que  en  todo  ei  terreno  qae  estuviera  próximo  á 
m  áiinKS  de  aguas,  é  para  su  con d acción,  antiguas,  de  propiedad  ac- 
tualmente de  D.  Manuel  Riva ,  fdéra  ei  terreno  propio  de  Cfea  ó  de 
otros  que  se  lo  permitieran,  sólo  podria  éste  profundizar  tas  midas  y 
pozos  que  hiciera,  hasta  llegar  al  mismo  nivel  que  tenían  ó  tuviesen 
las  minas  antiguas  de  D.  Manuel  Riva;  y  en  su  consecuencia  se  con- 
denó &  Cisa  á  terraplenar  las  obras  que  hubiera  practicado  más  pro- 
fundas que  las  de  Riva  en  toda  la  extensión  próxima  á  las  minas  y 
pozos  aritiftttoi  dé  éste ,  é  igualmente  á  que  suspendiese  los  trabajos 
en  los  pozos  que  en  la  Riera  chica  tuviera  abiertos,  mientras  para  tra- 
bajar en  ella  no  obtuviera  la  debida  autorización  en  forma  y  por  quien 
correspondiese ,  debiendo  terraplenarlos  31  le  fuese  denegad* : 
.  Resultando  que  en  19  de  Diciembre  de  1867  D.  Manuel  Riva  acudió 
al  Juzgado;  y  exponiendo  que  D.  Pedro  Cisa,  á  pesar  del  tiempo  tras- 
garrido,  no  habik  cumplido  con  lo  que  en  la  ejecutoria  se  le  preyenia, 
pidió,  fundado  en  los  artículos  894  y  896  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  se  le  señalara  el  término  de  diez  días  para  que  cumpliere  en 
tedas  sus  partes  Ib  mandado  en  la  referida  sentencia  ejecutoria ,  pre- 
viniéndole «1  efecto  que  dentro  de  dicho  término  destruyese ,  terra- 
plenase y  marcase  las  obras  de  mina  y  pozos  que  fueron  objeto  cjql 
Juicio  y  de  la  sentencia,  haeta  poner  las  obras  al  nivel  dela$  antiguas 
opinas  da  absorción  y  conducción  de|  D.  Manuel  Riva: 

Resultando  qué  por  auto  del  mismo  fita  12  de  Diciembre  se  manejó 
hacer  saber  á  D.  Pedro  Cisa  que  dentro  del  término  de  díea  4iqs 
cumpliese  cuanto  se  mandaba  en  la  provisión;  y  notificado  Cisa,  pre- 
sentó escrito,  en  ei  que  expuso  que  para  el  cumplimiento  de  la  eje-, 
¿nidria  eta  indispensable  se  declarase  previamente  lo  que  se  enten- 
día por  terrenos  próximos  á  la  antigua  mina  de  D.  Manuel  Riva ;  y 
pidió  que,  habiendo  por  promovido  incidente  de  previa  y  espacial 
pronunciamiento,  y  quedando,  en  suspenso  lo  solicitado  por  la  parte 
^entraría  y  los  efectos  de  la  providencia  de  t2  de  Diciembre,  se  de- 
clarase al  fallarlo  que  por  terrenos  próximos  á  las  antiguas  minas  de 
f)on  Manuel  Riva  no  podían  entenderse,  según  el  significado  de  la  pa- 
labra, sino  terrenos  inmediatos,  entre  los  cuales  y  la  mina  no  inter- 
venga nada,  ó  bien  que  son  y  se  entienden  .terrenos  próximos  á  aque- 
llos en  los  cuales  las  obras  que  se  hagan  en  busca  de  agua  causen 


Mitote  i  tes  referidas  tainas,  ya  sea  aeeadMose  aquejas  taato  i 
k  aiiaa  de  eeadaeekra  qae  la  taquea  y  la  destrayaa  4  ya  tanto  4  la 
mam  da  InMaa  que  la  absorban  as*  agu«ej  y  ees**  ceaaesueneie  do 
«tu  dtdaraeiooat  que  alaguna  da  las  obras  qaa  tenia  D.  Miro  Cisa 
ao  los  temóos  á  qaa  se  referia  la  ejecutoria  debía  ser  destruida  en 
Mmplmfeato  da  la  misase;  y  por  an  otrosí  pidió  se  aeoibiase  al  in- 
eideele  á  preefcá : 

tanteado  qaa  conferido  traslado  á  D.  Manuel  tifa  por  tres  días, 
¡■pagué  la  pretensión  deducida  por  Ciaa:  y  después  da  varias  actos* 
«aets«  al  Jaca,  por  ante  de  fft  de  Maya  de  1868,  mandó  se  llevase  á 
•fasto  la  seateaeia  ejecutoría  ao  los  términos  que  la  misma  compren- 
da, ó  sea  terraplenándose  las  obras  de  Cisa  que  en  la  parte  más  pró- 
xima luTieran  un  nivel  más  profundo  que  la  mina  de  .Biva;  y  por  otro 
Me  da  17  del  mismo  mes,  d tetado  á  instancia  de  Biva,  se  dispuso 
Miar  á  M  mandado  respecto  al  cumplimiento  de  la  senteaeia  i  y  que* 
sJ  devolviese  á  Cisa  un  plano  y  escrito  que  había  presentado,  decla- 
rándose de  su  cargo  todas  las  costas  causadas : 

Resultando  que  admitidas  las  apelaciones  que  Cisa  interpuso  de 
los  autos  de  23  y  27  de  Mayo,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia,  por 
sentencia  de  5  de  Diciembre  de  1868,  declaró  que  D.  Pedro  Cisa  habia 
de  llevar  á  cumplimiento  en  todas  sos  partes  la  ejecutoria  de  autos, 
entendiéndose  por  próximas  á  las  minas  antiguas  de  D.  Manuel  Biva 
el  terreno  y  las  obras  que  disien  menas  de  100  metros,  sin  distinción 
alguna  entré  si  son  ó  no  contiguas  á  ellas,  y  que  se  devolviera  á  Cisa 
el  plano  producido;  en  cuyos  términos  confirmaron  los  autos  apelados 
en  lo  que  estuvieren  conformes  con  esta  sentencia,  revocándolos  en 
le  que  na  lo  estuviesen : 

.  tyisqltando  que  D.  Pedro  Cisa  interpi^ó  repurso  de  cyacipn  fun- 
4|(|o  ep  infracción  de  ley;  y  la  referida  Sala  primer*  ppj  auto  de  83 
de  Qfcigtiibre  úitjmo,  del  que  aquel  ftpeló  pira  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, denegó  la  admisión  del  recurso. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  Zorrilla. 

Considerando  que,  sin  embargo  (Je  haberse  promovido  este  recprso 
sobre  uji  incidente,  con  pcasioH  de  diligencias  formadas  para  el  cupn- 
jlimjeujio  40  í*  ejecqtorty  que  condenó  á  Cisa  vá  terraplena^  Jas  gbras 
qi^  f^biese  practicado  más  profundas  que  las  de  Biva  en  toda  la  ex- 
tensión pr^riotai  \  las  mismas  y  pozos  antiguos  de  &te,>t  Ja  semen- 
cia.^ jq.  «Sala  de  5  de  Diciembre  último  entendiendo  por  vfrfaima* 
él  terreno  y  *la¿  obras  que  disten  menos  de  100  metros,  sin  distinción 
alguna  entre  si  son  ó  no  contiguas  á  ellas,»  decide  una  cuestión  pueva 
ifcfe^ueija  pof  la  Qjecinqria: 

Considerando  que  dicha  sentencia,  bajQ  este  concepto <  tiene  ca- 
rAct^r  0e  definitiva  para  los  efectos  del  art.  MÍO,  en  relación  con 
el  ytyl  y  1.Q25  (Je  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  lo  resuelto 
■Óí^lW  1*  ejecutoria ; 


ttt  TlttUNÜ  WMCIIO  M  JfWNCIÁ. 

FaUamos,  que  ¿eternos  retocar  y  revocamos  el  auto  apelado  da  AS 
dé  Diciembre  último,  que  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Bar-» 
celona,  y  en  su  consecuencia  admitimos  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Pedro  €isa;  y  mandamos  pase  á  la  Sala  primera  para  su 
sustanciado»  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  ¿tafia  del 
Gobierno,  dentro  de  los  cinco  dios  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  UgitUtiva ,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias neoesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  ürmamos.=5ebas- 
tian  González  Nandin.ssPascuaJ  Bayarri.TsManuel  María  de  Basualdo,— 
Antonio  Gutierres  délos  Rios.^Juan  Jiménez Cuenca.=Manuel ¿eoiuas 
Miguel  Zorrilla. 

Publicación:  , 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr%  Aon 
Miguel  Zorrilla,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  Julio  de  18G9,=tíogelio  González  Montes. 


NON.  25. 


APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


RmmJcroN  en  la  rosKSioN  de  unos  bienes. — Sentencia  de  13  de 

Julio,  confirmando  la  providencia  apelada  de  la  Sala  segunda 

;  dé  la  Audiencia  de  Barcelona,  denegatoria  de  ia  admisión  del 

'  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Ramón  Xiqoes, 

en  pleito  con  D.  Salvador  Jofre  y  otros. 

En  los  consiüebanbos  se  establece: 

1.°  Que  en  tanto  sé  da  el  recurso  de  casación  contra  las  pre- 
videncias que  se  dicten  con  ocasión  de  diligencias  formadas  para, 
cumplimiento  de  una  ejecutoria,  en  cuanto  la  cuestión  por  ella  de- 
cidida sea  nueva  ó  distinta  de  las  discutidas  en  el  juicio,  ó  de 
cualquier  modo  altere  6  modifique  lo  resuelto  por  la  ejecutoria 
misma,  según  b  tiene  asi  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  re- 
tidas sentencias. 

2.9  Que  conforme  á  lo  que  preceptúan  los  artículos,  1,010, 
4.011  y  1.014  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación  se  da  únicamente  contra  las  sentencias 
de  los  Tribunales  superiores  que  recaigan  sobre  definitiva»  enten- 
diéndose por  tal  para  dicho  efecto  la  que  ám  habiendo  recaído  ic« 


bre  un  artículo,  ponga  término  al  juicio  y  haga  imposible  su  con- 
timutcidní  ó  cuándo  no  haya  posibilidad  de  promover  nuevo  pleito 
sobre  h  mismo  que  ha  sido  objeto  de  otro. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  13  de  Julio  de  18M,  en  los  autos  que  ante 
Res-  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Pino  de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en 
Ja  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del  rtismo  territorio  por  D.  Francisco 
lamen  Xiques  con  D.  Salvador,  D.  José,  Dofia  Josefa  y  Doña  Ma- 
riana Jotré,  y  D.  José  María,  Doña  Teresa,  Dofia  Raimunda  y  Dofia 
María  Arandes,  sobre  que  se  le  restituya  en  la  posesión  de  unos 
bienes :, 

Resultando  que  seguido  pleito  por  D.  Salvador,  D.  José,  Doña  Ma- 
riana y  Doña  Josefa  Jofré  con  los  administradores  del  hospital  de 
Santa  Crrrc  de  la  ciudad  do  Barcelona,  sobre  dimisión  de  bienes»  por 
sentencia  ejecutoria  se  declaró  que  los  bienes  que  D.  Miguel  Alegre 
poseyó  en  la  ciudad  de  Barcelona  y  su  territorio,  que  según  su  testa- 
mento legó  á  su  sobrino  D.  José  Alegre,  correspondían  á  los  actores 
como  sucesores  de  ésto,  condenando  en  su  consecuencia  á  ios  admi- 
nistradores del  hospital  á  que  en  el  término  de  diez  dias  dimitieran 
á  favor  de  los  citados  Jofré  los  bienes  de  que  se  hablan  posesionado 
en  virtud  del  testamento  de  D.  Mariano  Alegre,  y  procedían  de  los 
que  D.  Miguel  legó  al  precitado  D.  José: 

Resultando  que  por  auto  de  12  de  Marzo  cíe  1867,  en  virtud  de 
designación  hecha  por  la  administración  del  hospital  de  Santa  Cruz 
para  llevar  á  efecto  la  sentencia  ejecutoria,  se  mandó  ponerá  los  her- 
manos Jofré  en  posesión  de  los  bienes,  en  cuestión,  entre  ellos  un 
¿ampo  llamado  del  Clot,  situado  en  San  Martin  de  Prorensals,  conce- 
diéndoseles la  posesión,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  los  actuales 
poseedores  do  dichas  fincas  tuvieran  á  la  eviccion  y  mejoras  hechas 
en  las  mismas,  que  podrían  deducir  como  y  contra  quien  vieren  con- 
venirles; y  en  la  condición  de  que  no.  pudieran  los  expresados  her- 
manos Jofré  disponer  do  ellas  basta  haberse  fallado  por  «ejecutoria 
los  pleitos  que  contra  los  mismos  seguían  D.  José  Haría,  Doña  María 
Teresa  y  Doña  Raimunda  Arandes  y  D.  Joaquín  Graces; 

Resultando  que  dada  ¿  los  hermanos  Jofré  la  posesión  de  dichos 
bienes,  se  hizo  él  correspondiente  requerimiento  á  D.  Francisco  Ra- 
món Xiques,  propietario  de  seis  edificios  construidos  en  el  precitado 
campo  del  Clot,  el  que  acudió  al  Juez  de  primera  instancia  en  30  del 
referido  mrs  de  Marzo  de  1807,  y  exponiendo,  entre  otras  considera- 
ciones* que  la  sentencia  ejecutoria  de  cuyo  cumplimiento  se  trataba 
no  podía  perjudicarle  por  no  haber  sido  parte  en  el  pleito,  y  pidió 
que  reformándose  en  cnanto  al  interés  de  Xiques  el  auto  del  dia  12, 
se  mandara  reponerle  en  la  posesión  de  los  dos  terrenos  que  le  habla 
sido  quitada ;  que  se  declarase  además  que  la  administración  del  hos- 
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pital  de  Santa  Cruz  no  debia  ni  podia  dimitir  á  favor  de  los  herid- 
nos Jofré,  en  virtud  de  la  sentencia  ejecutoria;  dicho*  terrenos,  sino 
ios  censos  que  sobre  ellos  gravaban ;  que  bailándose  los  cenaps  redi- 
midos ó  enajenados  por  el  Estado  en  favor  de  Xiques,  no  había  lu- 
gar á  admítase  contra  ¿líos  demanda  alguna  sin  que  ios  demandan- 
tes, ó  sea  los  hermanos  Jofr¿,  acompañasen  el  correspondiente  docu- 
mento que  acreditase  haber  hecho  ¿  reclamación  gubernativamente 
y  sídoles  negada ;  y  finalmente,  que  se  condenase  á  los  hermanos 
Jofré  y.á  la  administración  del  hospital,  ó  á  aquel  de  estos  que  con  su 
dolo  y  mala  fé  hubiera  dado  lugar  al  acto  de  toma  de  posesión,  con- 
tra el  cual  recurría  Xiques,  al  pago  de  todas  las  costas  y  gastos  que 
con  ello  se  le  habían  causado ; 

Resultando  que  formada  pieza  separada  con  la  pretensión  de  Xi- 
ques, se  confirió  vista  por  tres  dias  á  los  hermanos  Jofré,  los  cuales 
la  impugnaron,  así  como  los  hermanos  Arandes,  ft  quienes  también 
se  dio  conocimiento;  y  por  auto  de 5 de  Marzo  de  18CB  se  declaró  no 
haber  lugar  á  la  reposición  que  solicitaba  D.  Francisco  Ramón  Xiques, 
ni  á  dejar  6in  efecto  la  posesión  dada  á  los  hermanos  Jofré  del  ter- 
reno poseído  por  aquel,  perteneciente  al  campo  llamado  del  Clot, 
reservándole  su  derecho  para  la  eviccion  y  para  reclamar  las  mejoras 
como  y  contra  quien  viere  convenirle : 

Resultando  qne  admitida  la  apelación  que  Xiques  interpuso  de 
los  autos  de  12  de  Marzo  de  1867  y  5  de  Marzb  de  186$,  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia/  por  sentencia  de  25  de  Junio  del  año  último, 
confirrpó  con  las  costas  los  autos  apelados: 

Resultando  que  D.  Francisco  Ramón  Xiques  interpuso  recurso  de 
casación,  fundado  en  ser  la  sentencia  contraria  á  ley  y  doctrina  admi- 
tida por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales;  y  la  referida  Sala  ter- 
cera, por  auto  de  18  de  Setiembre  último,  del  gue  Xiques  apeló  para 
ante  este  Tribunal  Supremo,  denegó  la  admisión  del  recurso. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pascual  Rayarri. 

Considerando  que  en  tanto  se  da  el  recurso  de  casación  contratas 
providencias  que  se  dicten  con  ocasión  de  diligencias  formadas  para 
cumplimiento  de  una  ejecutoria,  en  cuanto  la  cuestión  por  ella  de- 
cidida sea  nueva  ó  distinta  de  las  discutidas  en  el  juicio,  ó  de  cual- 
quier modo  altere  ó  modifique  lo  resuelto  por  la  ejecutoria  misma, 
según  lo  tiene  así  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  repetidas  sen- 
tencias, lo  cual  no  ha  sucedido  en  la  que  pronunció  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  Rarcelona  en  25  de  Junio  del  año  Ultimo  y  contra 
la  que  interpuso  el  presente  recurso  D.  Francisco  Ramón  Xiques: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  que  preceptúan  los  artículos 
1.010,  1.011  y  1.014  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ei  recurso  ex- 
traordinario de  casación  se  da  únicamente  contra  las  sentencias  de 
los  Tribunales  superiores,  que  recaigan  sobre  definitiva,  entendién- 
dose por  tal  para  dicho  efecto  la  que  ¿un  habiendo  recaído  sobre  ug 
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artículo,  ponga  término  al  juicio  y  haga  imposible  su  continuación,  ó 
cuando  no  haya  posibilidad  de  promover  nuevo  pleito  sobre  lo  mismo 
que  ha  sido  objeto  de  otro: 

Considerando  que  en  tal  concepto,  y  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes citadas,  no  tiene  el  carácter  dje  definitiva  la  providencia  que  de- 
negó e!  reintegro  en  la  posesiofa  dada  al  Xiques  de  los  terrenos  de 
que  se  le  había  despojado  por  virtud  de  una  ejecutoria  dictada  en 
pleito  en  que  él  no  ha  sido  parte,  por  cuanto  además  de  la  reserva 
que  en  aquella  se  hizo  en  su  favor  para  la  eviccion  y  reclamación  dp 
I;s  mejoras  contra  quien  viere  convenirte,  ef  ppdito  le  quéd0  su  de- 
recho para  utilizar,  si  asi  ío  estimase,  el  juicio  petitorio  y  et  plehárío 
dé  posesión,  ó  cualquiera  otro  do  que  quiera  hacer  uso  en  lo  suce- 
sivo con  arreglo  á  las  leyes,  .por  más  que  en  la  reserva  consignada 
en  Ja  citada  providencia  de  25  dp  Junio  del  año  último  no  se  hiciera 
extensivo  su  derecho  á  entablar  las  acciones  que  nacen  de  los  juicios 
expresados  para  recobrar  en  su  caso  la  posesión  y  la  propiedad  del 
campo  llamado  de  Clot  que  la  administración  del  hospital  de  Santa 
Cruz  de  Barcelona  dimitió  como  pertenecientes  á  los  hermanos  Jofré 
á  virtud  de  la  ejecutoria  de  cuyo  cumplimiento  se  trata : 

T  considerando  que  no  siendo  definitiva  la  sentencia,  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Barcelona  se  atemperó  á  lo  dispuesto  en  la 
circunstancia  1.a  del  art.  1.025  al  desestimar  ía  admisión  del  recufsé 
interpuesto  por  D.  Francisco  Ramón  Xiqües; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la 
-providencia  apelada  de  18  de  Setiembre  último;  y  devuélvanse  los 
autos  (l  dicho  superior  Tribunal  con  ía  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno ,  gentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  Insertará 
&  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,' lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=S$bastia& 
González  flandin.=PascuaI  Bayarri.=Manuel  María  de  BasuaIdo.=Án- 
Vonio  Gutiérrez  de  los  Rios  — Juan  Jiménez  t?uenca.=ManueI  Leon.= 
Miguel  Zorrilla. 

"Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excelentí- 
simo é  limo.  Sr.  D.  Pascual  Bayarri ,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  13  de  Julio  de  1869.=Rogelio  González  Montes. 
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Núm.  26. 


COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 


Entrega  be  un  hijo  legítimo. — Sentencia  de  13  de  Julio ,  deci- 
diendo á  favor  del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Magdalena,  de  la  dudad  de  Sevilla ,  la  competencia  suscitada 
entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  del  disfrito  de  Buenavista 
de  Madrid ,  acerca  del  copocimiento  de  la  demanda  deducida 

B>r  D.  Cristóbal  Guzman ,  Conde  de  Luque,  contra  su  esposa 
ofia  Concepción  Ogeda,  sobre  entrega  de  un  hijo  legítimo  da 
ambos. 

9 

$ 

• 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  cuando  se  ejercita  una  acción  personal  y  nú  eslá  de- 
signado ni  por  la  ley  ni  por  contrato  el  lugar  donde  haya  de  cum- 
plirse la  obligación,  hay  que  buscar  el  del  domicilio  del  deman- 
dado, según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.°  del  art.  5.d  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

.2.°  Que  según  lo  tiene  establecido  la  jurisprudencia  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  el  domicilio  legal  de  la  mujer  casada  es  el  de  su 
marido,  principio  que  no  se  quebranta  ni  modifica  por  el  depósito 
en  que  se  Halle  constituida  á  consecuencia  de  demanda  de  divorcio, 
porque  este  depósito  es  provisional,  transitorio,  variable,  y  sólo 
produce  el  hecho  momentáneo  de  la  residencia;  pero  no  es  batíante 
para  destruir  el  derecho  permanente  ó  habitual  del  domicilio,  yue 
como  todos  los  derechos  que  se  derivan  del  matrimonio,  está  vivo 
por  la  ley  civil  y  canónica  ínterin  no  se  pronuncie  ¡a  sentencia  de 
divorcio. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Julio  de  1869,  en  la  competencia 
que  ante  Nos  pende,  sustanciada  entre  el  Juez  de  primera  instancia 
del  distrito  de  Buenavista  de  esta  capital  y  el  de  la  Magdalena  de 
Sevilla,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  deducida  por  Don 
Cristóbal  Guzman,  Conde  de  Luque,  contra  su  esposa  Doña  Concepción 
Ogeda,  sobre  entrega  de  un  hijo  legítimo  de  ambos  : 

Resultando  que  en  30  de  Enero  último  D.  Cristóbal  Guzman,  Con- 
de de  Luque,  dedujo  demanda,  que  fué  repartida  ai  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  para  que  6a 
mandase  que  desde  luego  le  fuere  entregado  su  hijo  D.  Gonzalo,  de 
edad  de  tres  aüos  cumplidos,  que  indebidamente  retenia  en  su  poder 
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tti  esposa  Doña  Concepción  Ogcda,  que  residía  en  esta  capital ,  y  con- 
tra Ja  que  tenia  entablada  demanda  de  divorcio;  y  expuso  que  deda- 
da la  demanda  ante  la  jurisdicción  ordinaria  de  Sevilla,  á  quien 
por  el  párrafo  tercero  del  art.  5.  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
competía  el  oonocimiento  de  ella,  por  tratarse  de  una  acción  personal 
en  qae  no  tenia  lugar  designado  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  á 
que  se  referia»  y  de  tener  la  demandada  su  domicilio  legal  en  Sevilla, 
toda  vez  que  éste  era  el  de  su  marido,  según  doctrina  sancionada  por 
este  Supremo  Tribunal: 

Resaltando  qae  conferido  traslado  á  la  Condesa  de  Luque  para  su 
emplazamiento,  se  libró  exhorto  al  Juez  decano  de  los  de  esta  capi- 
tal, que  fué  repartido  al  del  distrito  de  Buenavista ;  y  notificada  la 
Condesa,  acudid  al  mismo  solicitando  dirigiese  oficio  al  Juez  do  Sevi- 
lla para  que  se  inhibiese  del  conocimiento  de  la  demanda  deducida 
por  su  esposo  y  lo  remitiese  al  referido  de  Buenavista ,  cofno  Anico 
competente  para  conocer  de  ella;  y  al  efecto  alegó  que  dirigida  la 
acción  á  obtener  la  entrega  y  posesión  del  niño,  su  hijo,  el  ingar  en 
que  en  todo  caso  habría  de  cumplirse  no  podría  ser  otro  que  Madrid, 
en  donde  el  niño  se  encontraba  bajo  la  guarda  natural  de  sü  madre: 
qae  si  al  domicilio  de  ella  se  atendiese,  le  tenia  en  esta  capital,  en  la 
que  se  hallaba  constituida  en  depósito  judicial  en  virtud  de  la  de- 
manda de  divorcio  que  con  su  esposo  seguía: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  Sueua- 
vista,  por  las  razones  expuestas  por  la  Condesa  de  Luque ,  ofició  al 
de  la  Magdalena  de  Sevilla  para  que  se  inhibiera  del  conocimiento  y 
remitiera  la  demanda  de  que  se  trata: 

Resultando  que  después  de  oida  la  parte  del  Gonde  de. Luque,  que 
presenlif  varios  documentos  para  acreditar  habia  adquirido  vecindad 
en  la  ciudad  de  Sevilla ,  y  que  en  el  Tribunal  eclesiástico  del  arzo- 
bispado de  la  misma  se  hallan  radicados  los  autos  de  divorcio  segui- 
dos entre  el  Conde  y  su  mujer»  el  Jaez  del  distrito  de  la  Magdalena, 
de  dicha  ciudad ,  se  negó  á  inhibirse  del  conocimiento'  del  negocio, 
fundándose  para  ello  en  que  el  competente  para  conocer  de  las  ac- 
ciones personales  es  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obliga- 
ción, y  A  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  ei  del  domicilio  del 
demandado  ó  el  del  logar  del  contrato:  que  ventilándose  en  este  Jui- 
cio la  reclamación  de  un  padre  contra  su  esposa  J>ara  que  ésta  lo 
entregue  un  hijo  de  ambos  qae  tiene  en  sa  poder,  no  se  trata  de  nin- 
gún contrato  celebrado  expresa  ni  tácitamente  para  este  objeto,  al 
cual  sea  necesario  acudir  para  determinar  la  competencia,  y  por  con- 
siguiente no  se  está  en  el  último  caso  previsto  en  el  párrafo  tercero 
del  art.  5/ de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  y  aun  cuando  pudiera 
objetarse  que  la  acción  entablada  por  el ,  Conde  dé  Luque  friera  una 
eoasecaegcia  del  contrato  de  matrimonio  celebrado  con  Dofía  María 
de  la  £o&eepeioo,  habiendo  éste  tenido  lugar  en  Sevilla,  ios  Jaeces  de 
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ésta  son  los  competentes  para  conocer  y  decidir  aquella  cuestión:  que* 
cpmcretada  la. cuestión  al  lm^ar  de)  dpmicilio  del  demandado,  6  sea 
el  de  Doñp  María  de  la  Concepción,  como  quiera  que  ésta  no  está  de- 
finitivamente separada  de  su  mariia,  puesto  que  no  se  ha  declarado 
el  divorcio,  aquel  no  puede  ser  legalmente  otro  que  el.  del  parido, 
que  le  tiene  en  Sevilla;  y  que  es  improcedente  la  teoría  sobre  gestión 
de  los  guardadores,  porque  Doña  María  de  la  Cpncepckgi  no  se  halla 
revestida  de  ese  carácter,  que  sólo  reside  en  quien  tiene  la  patria  po- 
testad ,  y  porque  aun  cuando  quisiera  atribuírsele  aquella  cualidad, 
todavía,  sin  embargo ,  seria  competente 'el  Juzgado  de  Sevilla»  porque 
qo  teniendo  el  niño  domicilio  y  siendo  aquel  el  legal  de  su  madre, 
está  en  su  lugar  eT  Conde  acudiendo  á  los  Juzgados  de  dicha  ciudad: 
y  resultando  que  habiendo  insistido  el  Juez  de  esta  capital  en  la 
inhibición,  uno  y  otro  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respec- 
tivas actuaciones  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional. 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  Jiménez  Cuenca. 
Considerando  que  no  estando  designado  ni  por  la  ley  ni  por  con- 
trato el  lugar  donde  haya  de  cumplirse  la  obligación  de  la  entrega 
del  niño,  caso  de  prosperar  la  demanda  del  C<H)de  de  Luque,  hay  que 
buscar  el  del  domicilio  del  demandado,  según  lo  dispuesto  en  el  pár- 
rafo tercero  del  art.  3/  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  cuando  se 
ejercita  como  al  presente  una  acción  personal: 

Considerando  que  el  domicilio  legal  de  la  Condesa  de  Luqqe,  como 
el  de  todas  las  mujeres  casadas ,  es  el  de  su  marido ,  según  lo  tiene 
establecido  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo: 

Considerando  que  estos  principios  no  se  quebrantan  ni  modifican 
por  el  depósito*  en  que  se  halla  constituida  la.  Condesa  de  Luque,  en 
esta  capital,  porque  ese  depósito  es  provisional,  transitorio,  variable, 
y  sólo  produce  el  hecho  momentáneo  de  la  residencia;  pero  no  es 
bastante  para  destruir  el  derecho  permanente  ó  habitual  del  domici- 
lio, que  c^mo  todos  los  derechos  que  se  derivan  del  matrimonio  está 
vivo  por  la  ley  civil  y  canónica,  ínterin  no  se  pronuncie  la  sentencia 
de  divorcio; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocitttejrto 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito 
de  la  Magdalena,  de  la  ciudad  de  Sevilla,  al  que  se  remitan  un**  y 
otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho - 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  H  Gac4t$  fo 
Madrid,  dentro  de  los  tresdias  de  su  fecha,  é  insertará  á  su  tjempo  en 
la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  íirmamo$*=Sebastian  Gonwlez  Nawjiu-— 
Pascual  Bayarri.=Manuei  María  de  Basualdo.=-AntoBio  Gutierre*  de  los 
Bios.=Juan  Jiménez  Cuenca.=Manuel  Leon.«Miguel  Zorrilla. 
Publicación: 
Leída  y  publicada  fuá  la  precedente  sentencia  por  el  limo,  gr.  Bou 
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Joan  Jiménez  Cuenca ,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia»  celebrando  audiencia  pública  la  mismas  en  el  día 
de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  13  de  Julio  de  1869.=ftogclto  Gonsalez  Montes. 

NéM.  27. 
COMPETENCIA.— SALA  EXTRAORDINARIA  EN  VACACIONES, 

EN    CONCEPTO   DE  SEGUNDA. 


Lisfom»  L  ün  Carabim eao.— Sentencia  de  S  de  Agosto,  decidien- 
do á  favor  del  Alcalde  popular  del  quinto  distrito  de  la  ciudad 
de  Sevilla,  la  cotapetencía  promovida  al  mismo  por  el  Xuigado 
de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Andalucía ,  sobre  cono- 
cimiento de  las  diligencias  instruidas  con  motivo  de  las  lesionas 
calmadas  al  carabinero  Andrés  Morillas  por  el  paisano  Antonio 
Nufiez. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Qae  para  determinar  si  están  sujetos  á  ¡a  jurüdiccicyt  de 
Guerra  tos  paítanos  que  ofenden  i  los  Carabineros  del  Reino  se 
ieclqjni  por  la  Real  orden  de  17  de  Febrero  de  1855  •que  cuando 
estén  en  actos  de  servicio  de  su  instituto  se  les  repute  como  soldados 

5u$  se  hathn  de  facción,*  lo  cual  está  de  acuerdo  con  el  art.  97 
el  reglamento  del  Cuerpo  y  el  20  del  Real  decreto  de  20  de  Junio 
tfc  1862. 

2.°  Que  compete  á  la  jurisdicción  ordinaria  conocer  de  ¡a 
agresión  hecha  á  un  carabinero  en  un  acto  extraño  al  servido  de 
su  instituto. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  S  de  Agosto  de  1809,  en  la  competencia 
promovida  por  el  Juzgada  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  An- 
dalucía al  Alcalde  popular  del  quinto  distrito  de  la  ciudad  de  Sevilla, 
sobre  conocimiento  de  las  diligencias  instruidas  con  motiyo  de  las 
Jesiones  causadas  al  carabinero  Andrés  Morillas  por  el  paisano  An- 
tonio Nuflez: 

Resultando  que  en  la  noche  del  3  de  Febrero  último  entraban 
disputando  en  la  estación  del  ferro-carril  de  Sevilla  á  Córdoba  dos 
hombres  y  una  mujer :  que  el  carabinero  de  servicio  en  aquel  punto 
Andrés  Morillas  se  acercó  á  ellos  para  apaciguarlos  y  les  reprendió: 
que  uno  de  dichos  hombres  se  marchó,  y  el  otro,  Antonio  Nufiez 
Barragan,  lejos  de  obedecer,  insultó  al  referido  carabinero,  quien  le 
cogió  del  brazo  para  presentarle  al  Jefe  de  lá  estación,  en  cuya  ow« 
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sion  se  hallaba  allí  la  madre  del  detenido,  que  tiene  un  puesto  de 
agua  y  otra*  bebidas  dentro  del  mismo  local ,  y  Ja  presenté  su  hijo 
para  que  le  reprendiera  ó  diera  educación:  que  en  este  acto  flhñez 
repitió  los  insultos  y  acometió  con  una  navaja  al  expresado  carabi- 
nero, causándole  una  lesión,  de  la  que  curó  dentro  de  cuatro  dias: 

Resultando  que  instruidas  diligencias,  acerca  del  hecho,  por  el 
Juzgado  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  las  pasó  en  vista  de 
su.  resultado  al  Alcalde  del  quinto  distrito  para  que  conociese  de  él 
en  juicio  de  faltas;  y  que  formadas  también  por  el  Juzgado  de  Guer- 
ra ,  reclamó  las  actuadas  ante  aquel ,  por  considerar  el  hecho  como 
insulto  y  resistencia  á  un  centinela,  toda  vez  que  el  carabinero  estaba 
prestando  un  servicio  propio  de  su  instituto,  y  cualquier  individuo 
de  la  fuerza  pública  debe  procurar  que  no  se  altere  el  orden  en  el 
lugau  que  custodia:  - 

Resultando  que  el  Alcalde  se  negó  á  la  remisión  de  las  diligencias 
por  ser  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento 
de  las  faltas,  y  porque  los  individuos  del  Cuerpo  de  Carabineros  sólo 
son  reputados  como  soldados  en  facoion  cuando  se  hallan  prestando 
servicios  propios  de  su  instituto. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando  que  para  determinar  si  están  sujetos  é  la  jurisdic- 
ción de  Guerra  los  paisanos  que  ofenden  á  los  Carabineros  del  Reino 
se  declaró  por  la  Real  orden  de  17  de  Febrero  de  1855  que  cuando 
estén  en  actos  de  servicio  de  su  instituto  se  les  repute  como  soldados 
que  se  hallan  de  facción,»  lo  cual  está  de  acuerdo  con  el  art.  97  del 
reglamento  del  Cuerpo  y  el  20  del  Real  decreto  de  20  de  Junio 
de' 1852: 

Considerando  que  la  lesión  inferida  por  Antonio  Nuñez  al  carabi- 
nero Andrés  Morillas,  según  queda  relacionado,  de  manera  alguna 
puede  calificarse  como  agresión  á  éste  en  actos  propias  del  servicio 
de  su  instituto»  cumpliendo  el. deber  especial  de  evitar  ó  perseguir  el 
contrabando,  condición  precisa  para  que  procediera  al  desafuero  del 
procesado ,  según  lo  dispuesto  en  las  expresadas  resoluciones  y  Ja 
jurisprudencia  constante  de  este  Supremo  Tribunal  en  casos  análogos: 

Y  considerando  que  calificada  la  intervención  del  carabinero  Mo- 
rillas para  apaciguar  la  disputa  referida,  como  un  acto  extraño  al 
servicio  de  su  instituto,  compete,  á  la  jurisdicción  ordinaria  conocer 
de  las  diligencias  instruidas  á  consecuencia  de  la  lesión  que  las 
motivó ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  las  referidas  actuaciones  corresponde  en  juicio  de  faltas  ai  Alcalde 
del  quinto  distrito  de  la  ciudad  de  Sevilla,  á  quien  se  remitan  todas 
las  practicadas  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  én  la  Gaceta  del 
Gobierno,  dentro  de  ios  tres  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  <5  insertará 
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I  «i  tiempo  en  la  CoUecton  l*tfá*Ho*<  pasándose  al  efecto  tas  copias 
aecharlas-,  lo  pronunciamos ,  mandamos' y  Ormamos.^Manüet  Ortl* 
dfl  Iúfiiga.=»Jaan  Jiménez  Cuenca  .^Manuel  Leon.*»Miguei  Zorrilla.» 
guacia  VieUcs. 
.  Publicación: 

Leída  y  publicada  fuá  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Señor 
D.  Igfcaofe  VMtes,  Ministro  de  la  Sola  extraordinaria  en  vacaciones 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma  «nal  día  de  hoy,  de  qne  certifico  como;  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  8  de  Agosto  de  l$*9.=**ogelio  Contales  Montes. 

Nó*.  28. 


,  i 


COMPETENCIA.— SALA  EXTRAORDINARIA  EN  VACACIONES; 

EN  CONCEPTO  DE  SALA  SEGUNDA. 


Pago  he  cantidad.— Sentencia  de  5  de  Agosto,  decidiendo  á  favor . 
del  Juez  de  paz  del  distrito  de  San  Vicente  de  la  Ciudad  de 
Valencia,  la  competencia  promovida  entre  el  mismo  y  el  de  igual 
dase  de  el  del  Hospital  de  Madrid,  acerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  deducida  en  juicio  verbal  per  D.  José  Bonet ,  contra 
la  empresa  del  ferro-carril  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante, 
sobre  pago  de  320  reales. 

En  sita  considerandos  se  establece: 

Que  cuando  se  ejercita  una  acción  personal,  el  Juez  competen*' 
te  para  conocer  cton  preferencia,  fuera  del  caso  de  sumisión  d  un 
Juez  ordinario,  es  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  h  obliga- 
don*  Según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.°  del  art.  5.°  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil  y  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tri- 
bunal Supremo. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  5  de  Agosto  de  1869 ,  en  la  competencia 
promovida  por  el  Juez  de  paz  del  distrito  del  Hospital  de  esta  capi- 
tal al  de  igual  clase  del  de  San  Vicente  de  Valencia ,  sobre  conoci- 
miento de  la  demanda  deducida  en  juicio  verbal  por  D.  José  Bonet, 
contra  la  empresa  del  ferro  carr iL  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante, 
sobre  pago  de  320  rs.:  -> 

Resultando  que  D.  José  Bonet  consignó  en  la  estación  de  Murcia 
Ues  bultos  de  ropa  para  que  le  fueran  entregados  en  la  de  Valen- 
cia^ pegar  allí  el  importe  del  trasporte,  y  que  por  haberse  extra- 
viado uno  de  los  bultos  demandó  á  la  empresa  en  ti  de  Abril  último 
ante  el  Juez  de  paz  del  distrito  de  San  Vicente  de  dicha  ciudad  para 
el  pago  de  929  rs.,  valor  de  aquel ; 
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ftesuluwdo  que  citado  et  Director  gerente  de  la  Sociedad  por  me- 
dio de  oficio  que  cumplimentó  el  Juez  de  paz  del  diatrilo  del  Hoepi- 
t*t  deeatt  vil!*,  á  su  instancias*  requirió  de  inhibición  al  de  Valen- 
cía ,  fundado  en  que  el  domicilio  de  la  Compañía  era  MadrM ,  y  en 
que  no  existiendo  sumisión  expresa  ó  tácita ,  el  conocimiento  de  los 
fctolo*  verbales  corresponde  al  Juez  de  paz  del  domicilio  del  doman- 
tata»  sin  que  deba  atóndense  &  los  donas  entremos  <¡ue  pata  el  po- 
wohoietito  do  loo  demaa  juicios  deben  tenerse  presemos: 

leeolftando  que  el  iuea  de  paz  de  Valencia  se  negó  i  la  inhibición, 
declarándose  competente  para  conocer  del  juicio  verbal»  por  tratarse 
del  cumplimiento  de  una  obligación  personal  que  debia  tener  lugar 
en  Valencia ,  y  porque  el  que  la  Sociedad  tuviera  establecido  su  do- 
micilio en  Madrid  no  la  excluía  del  deber  de  comparecer  ante  las 
jtffffldltppne*  i|e  fltrop  (Jontfqilio*  para  ser  demandada,  -cuatflo  ftsf  |q 
estableció  la  ley. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  Zorrilla. 

Considerando  que  cuando  se  ejercita  una  acción  personal  el  Juez 
.epmpttento  parq  conocer  con  preferencia,  fuera  del  caso  de  sumjsjoq 
ft  un  J0$z ordinario,  es  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  |p  o^ljga- 
cjpp,  según  lo  dispqqsto  en  el  párrafo  tedero  del  art.  5.*  de  la  Ley 
do  (ajuiciamiento  civil  y  i?  jurisprudencia  constante  de  epte  f  ribupal 
Supremo, 

Qqnftiderando  3ue  a!  flJarse  en  el  resguardo  presentado  pqr  Bpnet 
la  estación  de  Valencia  como  destino  de  los  bultos,  y  á  pagar  en 
ella  el  precio  del  trasporte  desde  Murcia,  se  designa  claramente  el 
lugar  del  cumplimiento  de  la  obligaqiQn ,  habiéndolo  reconocido  así 
la  miopía  empresa  al  entregar  en  Valencia  á  Bonet  los  referidos  bul- 
to!» menos  el  extraviado  •  cuya  indemnización  se  demanda ; 

Fallamos,  qqe  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  poppcimienfp 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  paz  del  distrito  de  San  Vicente 
de  la  ciudad  de  Valencia,  al  que  se  remitan. unas  y  otra*  actuacio- 
nes para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  deí 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  dias  siguiente»  al  de  su  fecha,  é  insertará 
á  su  tiempo  en  la  CoUcciqn  legislativa,  pasándose  al  efecto  la*  opor- 
tunas copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  (jrjnamp>.= 
Manuel  Ortiz  de  Zúñiga.=Juan  Jiménez  Cuenca  .«Manuel  Leqru=Mi- 
guel  Íprrilla.=lgnaclo  Vjeites. 

Publicación: 
.    tolda  y  publicada  fuá  la  precedente  sentencia  por  el  Unjo.  Señor 
Deu.Migqel  Zorrilla,  Ministro  de  la  Sala  extraordinaria  en  vapacionee 
do)  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pútyioa  1§ 
misma  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

tyadrid  5  de  Agosto  de  1869.=Kogelio  González  Montes. 
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Hóm,  39. 


eplPBTttnCIA.-^ALA  etntAOUDINAftlA  feN  TACAtlOm 

EN  CONCENTO  DÉ  SALA  SÉ6UNt>A. 


Wé  fe  fiíNTíDAD.— Señlenófa  de  2  de  Setieihbre ;  déddiendó  i 
'  fl^oí-  tífel  Swi  de  prílfler*  instaticiá  de  Réiia  la  comprteticía 

SfbtóHTidá  eotre  el  mismo  y  el  dé  igual  clase  de  Alcázar  dé 
éft  ftiatl,  acerca  del  cotíoeittientdde  la  demanda  ejecutiva  de- 
debida  per  0;  Pedro  Sirvent  éonlra  D.  Antonio  Botó ,  sobré 
)»&)  dé  1T.06I  i-s.  50  mrs. 

En  sos  considerandos  se  establece  : 

1Que  en  las  acciones  persbtmlés,  cuanto  el  domitilio  no  es  fijo; 
puíie  el  actor,  á  su  elección ,  deducir  su  demanda  ,  ó  en  el  lugar 
dokde  se  encuentra  el  demandado,  6  en  el  de  Ha  última  residencia» 
tegun  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.°  del  art.  5.°  de  la  Ley  de  Enjui- 
tiémtento  cfou. 

Sn  la  Tilla  de  Madrid,  á  2  de  Setiembre  de  1668 ,  en  la  competen* 
cía  que  ante  Nos  pende,  promovida  entre  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Alcázar  de  San  Juan  y  el  de  Reus,  acarea  del  conocimiento  de  la 
demanda  ejecutiva  deducida  por  D.  Pedro  Sirvent  contra  D.  Antonio 
Soto»  sobre  pago  de  17 JOS 4  re.  80  mrs.: 

Imitando  que  en  86  de  Agosto  de  1868  D.  Pedro  Sirvent  acudid 
ll  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Reus,  exponiendo  que  habla  en- 
tregado y  recibido  distintas  cantidades  de  D.  Antonio  ¿oto ,  las  cua- 
les empleé  en  objetos  y  negocios  particulares  suyos  :  que  liquidadas 
cuentas ,  resultó  un  alcance  á  favor  de  Sirvent  de  17.064  r».  80  ma- 
ravedises ,  según  aparecía  del  balance  que  presentaba ,  firmado  en 
Reus  con  la  conformidad  del  deudor ;  y  pidió  que  aquel  absolviera 
las  posiciones  que  acompañaba ,  y  que  se  procediera  al  embargo 
pr«?entivo  de  sus  bienes ,  librándose  al  efecto  exhorto  al  Juez  de 
primera  instancia  de  Alcázar  de  San  Juan  ,  á  cuyo  partido  judicial 
correspondía  el  pueblo  del  ToméUoso  ,  en  el  que  pe  encontraba  Don 
Antonio  Soto ; 

Resultando  que  acordado  por  el  Juez  de  Reus  en  los  términos  pre- 
ttpjlidos  por  Sirvent,  se  libró  exhorto  al  Juez  de  Alcázar  de  Sao  Juan; 
y  ¿^(arando  D.  Antonio  Soto  ante  el  Juez  de  paz  de  la  villa  de)  Tq- 
9te|loso  en  13  de  Noviembre  de  1868 ,  reconoció  la  firma  que  como 
del  mismo  aparecía  en  el  referido  balance ,  manifestando  ser  vep{po 
del  Puerto  de  Santa  María : 


Í18  TBÍBÜNAL  IUPAEM0  BE   JÜ8TICÍA. 

Resultando  que  practicado  el  embargó  preventivo ,  y  devuelto 
el  exhorto  cumplimentado  al  Juzgado  de  Reus ,  á  instancia  de  Sir- 
vent  ,  se  despachó  ejecución  contra  los  bienes  de  Soto  por  la  canti- 
dad resultado  del  halance  referido ,  librándose  exhorto  al  Juez  de 
primera  instancia  de  Alcázar  de  San  Juan  ,  y  practicándose  en  su 
virtud  las  oportunas  diligencias  hasta  hacerse  la*  citación  de  remate 
á  Soto : 

Resultando  que  éste  pretendió  del  Juez  de  primera  instancia  de 
Alcázar  de  San  Juan  que ,  declarándose-  competente  para  conocer 
de  la  demanda  deducida  por  D.  Pedro  Slrvent ,  oficiara  al  Juez  de 
Reus  para  que  se  inhibiera  de  su  conocimiento;  y  para  ello  alegó 
que  la  acción  que  contra  él  ejercitaba  Sirvent  es  puramente  perso- 
nal ,  emanante  de  contrato ,  sin  sumisión  expresa  ni  tácita  al  Juzgado 
de  Reus :  que  en  la  supuesta  obligación  no  se  señaló  como  lugar  de 
su  cumplimiento  la  población  de  Reus  ni  otra  alguna :  que  Soto  no 
había  sido  allí  habido  ni  emplazado;  y  que  cuando  no  media  ninguna 
de  aquellas  circunstancias,  el  único  Juez  competente  para  el  ejercicio 
de  acciones  personales  es  el  del  domicilio  del  demandado  ,  que  en 
este  caso  lo  .era  el  de  Alcázar  de  San  Juan  por  estar  avecindado  Soto 
en  la  villa  del  Tomelloso : 

Resultando  que  el  Juez  de  Alcázar  de  San  Juan  ,  accediendo  á 
lo  pedido  por  D.  Antonio  Soto ,  se  declaró  competente  para  cono- 
cer del  asunto»  y  oñcló  al  de  Reus  para  que,  inhibiéndose,  remitiera 
los  autos  originales: 

Resultando  que  dada  comunicación  por  el  Juez  de  Reus  á  la  parte 
de  Sirvent  del  oficio  inhibitorio  para  probar  que  la  residencia  de 
Soto  no  era  fija ,  y  que  cuando  se  hizo  contra  él  la  primera  recla- 
mación judicial  en  el  mes  de  Agosto ,  no  era  vecino  del  Tomelloto, 
presentó  una  certificación,  expedida  por  el  Alcalde  4  del  mismo  pue- 
blo ,  de  la  que  aparece  que  Soto  se  encontraba  en  él  desde  el  mes 
de  Mayo  de  1868 ,  y  que  fué  inscrito  en  el  padrón  de  vecinos  que 
se  formó  en  los  primeros  quince  dias  del  mes  de  Noviembre  de 
aquel  afio : 

Resultando  que  el  Juez  de  Reus  se  negó  á  inhibirse  del  conoci- 
miento del  negocio ,  fundado  en  que  la  obligación  de  que  se  trata  es 
personal,  y  que  habiéndose  contraído  en  aquella  ciudad,  debe  cum- 
plirse en  la  misma : 

Y  resultando  que  para  la  decisión  de  la  competencia,  ambos  Jue- 
ces elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas  actuaciones. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  Jiménez  Cuenca. 

Considerando  que  en  las  acciones  personales ,  cuando  el  domicilio 
no  es  fijo,  puede  el  actor,  á  su  elección,  deducir  su  demanda,  ó  en  el 
lugar  donde  se  encuentra  el  demandado,  ó  en  el  de  la  última  resi- 
dencia, según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del  art.  5.'  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil : 
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Considerando  que  el  domicilio  legal  de  D.,  Antonio  Soto  al  tiempo 
de  entablarse  la  demanda  objeto  de  esta  competencia  no  era  el  To^ 
melloM),  legan  se  deduce  de  sus  propias  declaraciones  ,  ni  lo  tenia 
fijo  entonces,  atendido  su  proceder  y  manera  de  vivir;  y  que  su  últi- 
ma residenciábanles  de  venir  á  dicho  punió,  lo  fué  Reus,  en  donde 
firmó  la  cuenta  ó  balance ,  fundamento  de  la  acción  personal  dedu- 
cida contra  él  por  Sirvent ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conoci- 
miento de  estos  autos  toca  y  corresponde  al  Juez  de  Reos »  al  cual 
se  remitirán  desde  luego  para  que  ía$  sustancie  y  determine  con  ar- 
reglo á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
del  gobierno,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  (le  su  fecha*  é  in- 
sertará A  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias  ,  io  pronunciamos ,  mandadnos  y  firmamos.» 
Mauricio  García, = Juan  Jiménez  Cuenca. = Manuel  León. » Ignacio 

Viettes. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Juaa  Jiménez  Cuenca ,  Ministro  de  la  Salar  extraordinaria  en  vaca- 
ciones del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  2  de  Setiembre  de  1869.~fiogelio  Gonzalea  Montes. 


Núm.30. 

•  •  • 

COMPETENCIA-SALA  EXTRAORDINARIA  EN  VACACIONES, 

EN  CONCEPTO  DE  SAI¿  SEGUNDA, 


Entmga  de  unos  efectos  ó  de  su  valor* — Sentencia  de  2  de  Se- 
tiembre ,  decidiendo  á  favor  del  Juez  de  primera  instancia  dé 
Oviedo  la  competencia  promovida  entre  el  mismo  y  el  de  igual 
clase  de  León,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  deduci- 
da por  D.  Toribio  García  Rojo  contra  D.  Antero  Cuesta,  sobre 
entrega  de  na  baúl  con  ropas  y  alhajas,  6  en  su  defecto  su  valor. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  cuando  se  ejercitan  acciones  personales ,  fuera  de  los 
casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  es  Juez  competente  para  cono- 
cer de  ellas  en  primer  término  el  del  lugar  en  que  debe  cumplirse 
II.  9 


(tSO  tribíwal  supremo  m  justicia. 

to  óbtigacioii,  Según  %o  dispuesto  en  el  párrafo  S.°  del  art.  S.§  de 
tn  Ley  de  EnfaítiámiMo  tí  vil. 

1  £.°  Que  el  porteador  etfá  obligado  á  entregar  Ibs  efectos  car- 
étidoti  al  dutiftb  dé  los  mismos  sfn'detriménnto  ni  menoscabo  alguno. 
§  ite  kñtiéndotb,  d  pagar  el  valor  que  (os  efectos  debieran  tener  én 
él  plinto  tiétUk  dtíhió  lútcérse  tá  entrega,  conforme  á  lo  prescrito  en 
el  art.  209  del  Código  de  Comercio.  * 

8»*'  Qtéé  tí  oofhisíóiüsta  del  trasporté  auedú  subrogado  en  ¡as 
bWgdtioHes  v  responsabilidad  y  derechos  ael  porteador,  según  b 
p&temdtííH  el  art.  É3Í  del  mismo  Códijfó. 

BU  la. villa  de  Madrid,  ft  *  deSetiembre  de  186f,  en  la  competen- 
oto  4¡ae«ate  Moa.  pende,  promovida  entra  los  Jueces  de  pflroera  ins- 
lantita  Jfte  León  y  Oviedo,  acerda  de  la  demanda  deducida  por  J).  Ti- 
burón) Oardfa  Rojo  contra  .11.  Antero  Guesta,  sobre  entrega  de  un  beiil 
étMí^lpas  j  alhajas*  6  en  su  defecto  «u  valor : 

Resultando  que  en  11  de  Marzo  último  D.  Pedro  Gómez  dirigid  tina 
carta,  desde  Burgos,  á  D.  Antonio  Cuesta,  vecino  de  León»  flianifeátám- 
éote  flUe.por  el  teco  le  remitía  un-  bauLmando  con  las  ifticiateJs  T. 
G.  j}.  «para  quti  en  el  iustante  que  lo  recociese  lo  diese  salida  para 
Ovíodo;  dirigiéndola  á  D.  Tüburcio  García,-  empleado  en  las  oficinas  mi- 
lUarea; .,*••.        i 

Resultando  que  D.  Tiburcio  García  Rojo  en  19  de  Mayo  dedujo  de- 
manda en  jal  fulgida  de  primpra  instancia  de  Oviedo,  en  la  qije  ex- 
puso que  D.  Pedro  Gómez,  vecino  de  Burgos,  remitió  desde  esta  ciudad 
á  la  Pola  de  Gordon  un  baúl  consignado  á  D.  Antero  Cuesta,  vecino 
de  León,  para  que  lo  mandase  pQr  urto  de  los  coches  de  la  línea  de 
Oviedo  y  lo  entregase,  al  demandante  á  quien  pertenecía ;  que  reco- 
gió, fl<W  py^ty  #  bí^>  JQ  ?(m!ió  £  W  c^rror-msiero,  4a|  qge  4Í)t0S  d? 
emprender  iá  marcha  se  lo  hurtaron :  que  Cuesta  se  obligó  á  indem- 
nizar al  demandare  el  wlqr  de  los  efectos  contenidos  en  el  baúl; 
pero  como  no  lo  hubiera  verificado ,  ejercitando  la  correspondiente 
acción  personal  pidió  se  condenase  á  D.  Antero  Cuesta  á  que  Le  en- 
tregara el  referido  baúl  ó  el  importe  de  los  efectos  que  contenia : 

Rqfuitaiifie  que,  conferido  traslado  4  O.  Antero  Cuesta,  y  Utotúdo 
exhor|#  para  w  emplazamiento  41  Juez  de  primera  instancia  de  León, 
aqUdió  al  qáifmp  pretendiendo  requiriera  de  inhibición  al  de  Otfedo, 
fuqd&ngopfc.pafa  ello  eq  qi¡e  la  acción  que  se  deduoia  era  pereoeal  y 
¿tvepinp  de  chicha  ciudad  de  L$oo,  la  cual  además  era  el  lugar  del 
cpqUfitp,  porqne  éste  cprneptó  á  existir  desde  que  recibida  por  Gttesta 
ia  carta  de  Gómez  se  dispuso  á  cumplir  su  encargo ;  y  que  consistien- 
do éste  tan  sólo  en  recoger  el  baúl  remitido  y  darlo  dirección  á 
p?ie4p*4Q0{le  asín  di|igeeeta  se  practicó  fué  el  lagar  del  cumplimiento 
de  la  qbljgaciop ;  ,  ,  . 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  León  ,  accediendo 


á  lo  p*H&>  pof  CuéMa.  rttjuirtd  dé  Inhibición  Ét  é%  üvtadd,  fiífttftn- 
dose  par*  soStenér*  *u  dihpéténda  en  <jM  M  ¡üonftéldtí  Ó  «istittt*  &' 
contri»  IB  ¿fettatutód*  éh  fe  tépétttfá  dudad  dé  Leo*  •  d*  ltt  Éftte  aA-' 
miteé  *£M0;  y  qtié  fdda  adfeftfr  (tétfcoitft"  tféfflé  ejercitarse  arete-" 
remanente,  A  en  e!  lugar  del'  ¿OntratO;  4  eri  «l.dbl  tfttdHftftd  dM  déM^ 
mandado,  con  arreglo  al  art.  5.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cívü : 

Besoltabdb  qftíe  él  Juét  de  Oviedo  se  negó  A  inhibirse  del  ixttdci- 
miento  del  itegoeio,  expdtáetido  en  apoyo  de  mí  ftífosdicblon  que  él- 
Mal  del  detoantftíate  debía  entregarse  en  dteb*  ciudad ,  y  fot  consi- 
guiente éii  Wfa  Habtá  de  cnlnpifwía '  la  obligación  por  fiarte  del  dé-4 
mandado ,  un*  vefc  aceptado  p<rf  ét  el  cargo  dé  tífflsfgnátittío.  y  de 
baber  él  mismo  entregado  el  baúl  á  un  carretero  en  la  Pola  de  Gor- 
don :  y  qne  siendo  la  acción  intentada  personal,  el  único  competente 
era  el  Juzgado  de  Oviedo,  según  la  depuesto  en  el  párrafo  tercero, 
artículo  5."  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

T  rapado  qu§  Mrf  la  A*ci*\p\}  d*  |a  qopjpeteqrt)  jum  *  a^>v 
Jaez  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas  facCuádibnes. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Atiritetre  D.  IfeMeié  Vleites. 

Considerando  que  cuando  se  ejercitan  acciones  personales,  fuera  de 
los  casos  de  sumisión  expresa,  ó  tácita,  es  Juez  competente  para  co- 
nocer He  ellas  en  primer  término  el  del  legar  en  oue  doto  ftiuppUrtif 
la  obligación,  según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercer*  M  art/  8/  de 
la  Ley  de  Inju  i  o  lana  (en  te  civil :  »»• 

Considerando  qne  de  esta  citad  ea  le  aeotop  deducida  por,  D.  Ti- 
berclo  Gírete  Btije  en  )a  tíetéanda  propuesta  contra  D.  Aiiteró  Cuesta 
reclamándole  la  entrega  de(  han l  que  recibió  para rfemít irle  á. la  ciu- 
dad de  Oviedo,  ó  el  pago  del  valor  de  loa  efedids  que  contedla:  .; 

Considerando  que,  atendida  la  naturaleza  de  la  obligación  que  con- 
trajo el  demandado  al  aceptar  dictia^  eomisiea  de  trasporte,  él  plinto 
ni  que  debe  eatóplirU,  cuando  no  media  fmeto  eipreaej  áe  entiende  íjue 
ha  de  ser  aquel  M  qee  fia  de  prestarse  el  servicio  qué  tuvo-  por  «bjetdi 

T  tttnáderandd  que,  cohforftie  á  lo  prescrito  en  el  art.  2W  del 
Código  de  comercio,  el  porteador  del  baúl  .desde  León ,  en  cuy*  po-r 
der  se  dice  que  desapareció,  estaba  obligado  A  entregarle  á  su  duefiq 
en  la  referida  ciudad  de  Oviedo  sin  detrimento  ni  mehoacábo  alguno» 
«y  no  tjsoWodQio,  á  pagar  el  vator  que  tés  efectos  debieran  tefter  en 
el  punto  donde  debia  hacéfráe  Ja  eritftgá ;»  y  que  según  lo  prevenida 
an  el  art.  ttft  del  mismo  Código,  D.  Amero  Cuesta,  como  ootóisídntsta  * 
del  importe,  qn$dé  ¡subrogado  en  las  obligaciones»  responsabilidad  y 
derechos  del  porteador,  en  cuyo  poneepta  en  la  fetiprásada  ciudad. dp 
Orlado  debe  responder  también  del  cumplimiento  de  su  cometido; 

Fáltanos;  qué  debemos  declarar  y  declaratoria  que  ¡el  o<wrocímfifoto 
de  estós  actuaciones  tdmpeteni  lúe*  de  primer*  insfrncitf  de  Oviedo/ 
á  quita  se  remitan  todas  las  practicadas  para  i¡ue  proceda  con  *t¿ 
ftglvé  derecho.  »    '  ■  -n 
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riña  conocer  del  e^ presado  hecho,,  ni  pueden  retrotraerse  á  Ja  fech* 
en  que  ^e  cometió  ó  tuyo  lugar  aquél. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  León. 
Considerando  que  el  hecho  por  el  que  ql  Comancjante  d$  Marina 
fle  Fprrol  b^,  mancado  proceder  contra  el  Barítono  p.  pu^enio  de 
Soto  ¿ras  si}  origen  dq  düigejiciqs  que,  éste  practicara  coji  anteriori- 
dad á  la  publicación  clel  decreto  de. unidad  de  fueros,  en  cumpli- 
miento de  una  ejecutoria  por  causa  seguida  en  áicho  Juzgado  y  en 
averiguación  ^e  la  inversión  dada  &  las  costas  que  había  percibido: 
.  Considerando  que  si  Wen  el  art.  l.#  de  las  disposiciones  transito- 
rias del  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1868,  sobre  refundición  de  fue- 
ros, y  el  art.  $.*  del  de  8  de  Febrero  de  éste  afio,  expedido  por  el 
Ministerio  de  Marina,  previenen  que  todas  fas  causa*  de  delitos  comu- 
nes pendientes  én  ¿ii  Juzgado  contra  aforados  en  activo  servicio  se 
remitan  al  ordinario,  esto  se  entiende ,  segtffc  los  referidos  artículos, 
de  aquellos  cuyos  delitos  no  se  ba  reseryado  y  especifica  en  los  pár- 
rafos tercero  y  cuarto  del  art.  1/  del  referido  decreto:   . 

Considerando  que  D.  Eugenio  de  Sotó,  en  la  época  en  que  se  dice 
cometió  el  hecho,  objeto  de  este  procedimiento ,  como  Escribano  de 
Marina  gozaba  de  su  fuero  activo,  conforme  á  las  Ordenanzas! 

Considerando  que  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremov 
los  incidentes  de  la  naturaleza  del  presente,  deben  seguirse  y  resol- 
verse por  et  Juzgado  Ó  Tribunal  que  hk  conocido  del  principal: 

Y  considerando  que  cualquier  calificación  qne  en  m  día  pueda 
darse  al  hecho  imputado  aJ  Escribano  ¿oto,  nunca  podía  considerarse 
cómo  de  los  áelilos  especificados  en  la  regía  I.*  del  art.  1.*,  pofqtre  ia 
jurisdicción  ordinaria 'conozca  de  él;  «        . 

'  fallamos,  que  sn  conocimiento  corresponde  al  Juzgado  de  Blarína 
dé  Ferrol ,  ¿  qtie  áe  remitan  unas  y  otras  diligencias  para  que  pro- 
ceda con  arreglo  á  derecho.  (  '  * 
Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  qhe  se  pwbfTcará  en  Ifc  Gaceta  del 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  sp  fecha ,  é  injer- 
tará á  su  tiempo  eh  la  Colección  legislativa ,  pandóse  at*  efecto  las 
¿Opias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos  .^Mauri- 
cio G  a  reía.  == Juan  Jiménez  Cuenca.=Manuei  León  .= Miguel  2orrflla.=^ 
Ignacio  TieStes.  , ?  ' 
"   Publicación:                                                                      • 

leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  fimo.  Sr.  Tkni 
■untad  íiéon,  Ministro  de  la  Sala  extraordinaria  en  vacaciones  del 
Tribunal  Supremo  de  .Justicia,  celebrando  audiencia  pública  Ja  mis- 
ma, en  efdia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
'   Madrfd  13  de  Setiembre  de  t869.«ftogetio  González  fcohte*. 


r 
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Núh.  32. 


GOMPiTENCIA.-r-SALA  EXTRAORDINARIA  EN  VACACIONES; 

EN  CONCEPTO  1>É  SALA  SEGUNDA. 


•I      •. 


Usiohrs.— Sentencia  fie  43  de  Setiembre,  decidiendo  ¿Javw 
del  Juagado  de  Guerra  de  J?  Capitawfl  general  de  las  j*oviifr 
cías  VascoQgadas  y  Navarra  la  convencía  promovida ,  etfne 
el  mismo  y  el  Juez  de  primera  instancia  á$  jíora  de  Rubieioa. 
acerca  del  conocimiento  respecto  á  Rodolfo  Hoya  y  Penez*  de  la 
cansa  formada  contra  el  mism?  y  oljrps,  por  Jesioaes.       ,  >  . . 

i  é 

jEn  los  considerandos  se  establece  : 

l.s  Que  por  el  art.  1.° ,  párrafo  seguiffa  del  chareto  de  31 
de  Diciembre  de  1868,  corresponde  á  la  jurisdicción  de, Guerra 
el  conocimiento  de  las  causas  de  militares  fin  activo  servicio,  mor 
delitos  comunes,  que  no  sean  de  los  exceptuados  en  el  dwfetQ  de  j$ 
del  mismo  proi  sobre  unificación  de  fueros* 

2.f  Que  por  el  art.  3.*  del  Real  decreto  df  2í  dp  Enero  M 
1867,  sólo  al  ingresar  los  i^dimdvos  en  la  segunda  reserva  son 
bajQ  definitiva  en  sus  respectivos  Cuerpos,  gozaivf?  entornes,  ^gun 
el  art.  l.°  de  la  ley  de  reemplazos  de  &6  ¿fe  Junio  M  mismo  #fto* 
del  fuero  común  ú  ordinario  en  todos  fiQtweptos.  ,     ,     . 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  13  de  Setiembre  de  1869 ,  en  la  compe- 
tencia que  ante  Nos  pende  ,  promovida  entre  el  Júzgád.Q  de  Guerra 
de  la  Capitanía  general  de  las  provincias  Vascongadas  y  Ñavarrfi  y  e 
Juea  de  primera  instancia  de  MfMra  .  de  Subidos  acerca  del  conoci- 
miento, respecto  á  Rodolfo  Moya  y  Pérez,  dé  la  caijsa  formada  cotyra 
el  nftimo  y  otros,  por  lesiones :  .  , 

Resultando  que  instruida  causa  por  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Mora  de  Rubielos  contra  Rodolfo  Moya  y  Pqrez  y  otros  jpon  motivo 
de  !a¿  lesiones  menos  graves  que  mutuamente  se  infirieron  en  riña 
en  la  larde  del  4  de  Abril  último,  qi  Juzgado  militar  ofició  reclamando 
el  tanto  de  culpa  que -resultase  contra  el  Moya  y  Pérez,  por  j)ertej}ecer 
al  regimiento  de  infantería  de  Múrcja : 

Resultando  que  reclamada  po*  el  Juez  de  primera  instancia  la 
filiación  de  Moya  y  Pérez ,  y  apareciendo  de  .ella  que  estaba  disfru- 
tando desde  1.*  de  Junio  del  ano  anterior  licencia  semestral,  y  <jue 
én  tal  situación  se  bailaba  en  la  fecha  en  que  ocurrió  el  suceso  mo- 
tivo del  procedimiento,  se  negó  a  la  reclamación  hec{ia  por  el  Juzgad^ 
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militar,  promoviéndose  en  su  virtud  la  presente  competencia  ,  para 
cuya  decisión  uno  y  otro  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  res- 
pectivas actuaciones : 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Guerra ,  fundado  en  los  artículos 
1.°  y  3.*,  tit.  l.\  tratadp  8."  de  las  Ordenanzas  militares,  y, loa  pár- 
rafos primero  del  art.  4.*  y  tercero  y  cuarto  del  art.  1."  del  decretq 
de  6  de  Diciembre  de  1868  ,  expone  para  sostener  su  competencia, 
que  si  bien  Rodolfo  Hoya  y  Pérez  se  hallaba  disfrutando  licencia  se- 
mestral prorogada  ♦  la  situación  del  soldado  es  siempre  la  de  serví- 
ote  activo  mientras  no  conste  que  se  halla  en  comisión  extraña  á  su 
instituto  6  en  el  desempeño  de  algún  destino  ó  cargo  público,  que 
es  W  caso  á  que  sé  refiere  el  citado  decreto  en  el  final  del  párrafo 
cuarto  del  art.  l.\  y  que  los  elimina  de  su  Jurisdicción ,  y  tanto 
es  así ,  que  erí  uso  de  licencia  el  simple  lapso  de  tiempo  ó  tardanza 
en  obedecer  la  orden  dé  incorporación  se  califica  de  contravención 
hasta  por  sólo  el  exceso ,  ocasionando  hasta  que  se  les  declare  in- 
cursos  en  el  delito  de  deserción;  y  que  no  debe  clasificarse  como  dado 
de  baja  el  que  la  disfruta  perteneciendo  á  la  primera  reserva,  como 
Moya  y  Pérez : 

Y  resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  alega  en  apoyo  de 
su  jurisdicción  que ,  aun  cuando  atendida  la  naturaleza  del  hecho 
correspondiese  á  la  jurisdicción  de  Guerra  el  conocimiento  de  la 
causa  contra  Moya  y  Peréz,  por  no  constituir  delito  de  los  compren- 
didos en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  art..  1.*  del  decretp  de  * 
de  Diciembre  de  1868 ,  serla  necesario  para  ello  además  que  aquel 
se  encontrara  en  activo  servicio,  conforme  al  núm.  2/  del  art.  1.* 
del  decreto  de  31  del  mismo  mes  de  Diciembre,  que  confirme  á  la 
idea  unificadora  que  inspiró  los  dos  citados  decretos,  desenvuelta  en 
el  preámbulo  del  primero,  se  desprende  de  una  manera  clara  que  úni- 
camente pueden  reputarse  en  activo  servicio  los  que  se  hallan  con 
las  armas  en  la  mano. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  Zorrilla. 

Considerando  que  por  el  art.  1.°,  párrafo  segundo  del  decreta  da 
31  de  Diciembre  de  1868,  corresponde  á  la  jurisdicciou  de  Guerra  el 
eonoetmiento  de  las  causas  de  militares  en  activo  servicio  por  delitos 
comunes  que  no  sean  de  los  exceptuados  eu  el  decreto  de  6  del  mis- 
mo mes,  sobre  unificación  de  fueros : 

Considerando  que  por  ?1  art.  3.*  del  Real  decreto  de  24  de  Enero 
de  1867  ,  sólo  al  ingresar  los  individuos  en  la  segunda  reserva  son 
baja  definitiva  en  sus  respectivos  Cuerpos,  gozando, entonces»  según 
el  art.  i."  de  la  ley  de  reemplazos  de  26  de  Junio  de  18(7,  del  fuero 
común  u  ordinario  en  todos  conceptos: 

Considerando  que  perteneciendo  Moya  y  Pere?  á  Ja  primera  re- 
serva, ádherente  al  Ejército  activo  cop forme  á  las  ciadas  disposición 
nes,  aunque  use  de  licencia  semestral  prorogada  no  está  dado  de  baja 
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éft  lá  milicia,  como  se  precisa  para  ser  la  úniya  competente  la  juris- 
dicción ordinaria  v  con  arreglo  al  párrafo  cuarto»  art.  1/  del  decreto 
referido  de  6  de  Diciembre ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conoci- 
wíento  de  ésta  causa  ,  en  lo  relativo  al  soldado  Moya  y  Pérez  *  cor- 
responde al  Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  genera)  de  las  pro- 
vincias Yascohgadas  y  Navarra  .  al  que  se  devuelvan  la»  actuaciones 
para  que  procoda  con  arreglo  á  derecho;. y  se, encarga  &  dícfea  Juz- 
gado de  Guerra  y  Juez  do  primera  instancia  de  Mora  de  Rubielos, 
se  remitan  mutuamente  testimonio  de  lo  que  resolte  de  sus  diligen- 
cias en  cuanto  al  procesado  ó  procesados  sujetos  á  la  jurisdicción 
del  otro. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  jGtcet*  del 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  su  fecha*  ó. Inser- 
tará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesa- 
rias, lo  pronunciamos  ,  mandamos  y  firmamos.=Maurlcio  Garcías 
Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Manuel  León,  =  Miguel  Zorrilla.  w=  Igoicio 
Tieites. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Safio* 
D.  Miguel  Zorrilla,  Ministro  de  la  Sala  extraordinaria  «n  vacacio- 
nes del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma  ,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano 
de  Cámara.    . 

Madrid  13  de  Setiembre  de  1869.=Rogelio  González  Montes»   .  , ,  . 


Num.  53. 
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COMPETENCIA  .^SÁL  A  EXTRAORDINARIA  EN  VACACIONES, 

EN  CONCEPTO  DE  SALA  SEGUNDA.  ,     ■  •      •• 


Homicidio  frustrado.— Sentencia  de  13  de  Setiembre»  decidiendo 
á  favor  del  Juzgado  de  Guerra  de  )a  Capitanía  general  de  Casr 
tilla  la  Nueva  la  competencia  suscitada  entre  el  misma  y  el  Juez» 
de  primera  instancia  de  Lérida,  acerca  del  conocimiento,  e» 
cuanto  á  Pedro  Juan  Ollé,  déla  causa  seguida  contra  el  mismo 
y  otro  por  homicidjo  frustrado.  -, 

§  «  -. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.*  Que  no  obstante  el  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1868 
sobre  unificación  fie  fueros,  la  jurisdicción  ordinaria  no>  *s  Incom- 
petente para  conocer  de  ks  delitos  comunes  perpetrados  por  Ih 
militares  en  activo  servicio,  atendidas  las  excepciones  qne  **  el 
ffliiiw  citado  decreto  han  quedado  establecidas. 
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2.°  Que  los  soldados  que  se  encuentran  usando  de  licengiq  *¿~ 
mestral,  correo  pertenecientes  á  la, primer  a  reserva  del  Ejército,  no 
ion  baja  en  el  mimo ;  antes  se  estiman  en  aciiüQ  servicio,  según 
se  deducy  del  art.  7.°  del  reglamento  dé  ií  de  Jíuero  dé  1867; 
situación  que  nú  alcanza  á  la  segunda  reserva,  por  hallarse  asi 
e&presámekte  declarada  en  (fichó  artículo. 

Ka  la  villa  de  Madrid,  fl  II  de  Setiembre  de  18»,  en  ia  compe- 
tencia qae  ante  Nos  pende,  suscitada  entre  el  Juez  de  primera  Ins- 
tancia de  Lérida  y  et  fufegado  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  dé 
Castilla  la  Nueva,  acerca  del  conocimiento,  en  cuanto  á  Pedro  Joan 
Otté,  de  la  causa  seguida  contra  el  mismo  y  otro  por  homicidio 
frustrado: 

Betunando  que  f*str«fiéa  causa  por  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Lérida  contra  José  Sicart  y  Pedro  Juan  Ollé  por  homicidio  frus- 
trado, se  Inhibió  de  su  conocimiento  remitiendo  el  tanto  de  culpa  ar( 
Juzgado  militar  respecto  si  Ollé,  soldado  del  batallón  de  cazadores 
de  áleáflftarfc,  que  se  hallaba  disfrutando  licencia  semestral'  desde  í$ 
de  Junio  de  1868 : 

Resultando  que  continuada  la  causa  por  dicho  Jue¿  en  cuanto  al 
otro  procesado,  dictó  sentencia  en  27  de  Marzo  último,  que  consultó 
ooo  ia  Sal»  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  la  que  de  confor- 
midad oon  lo*  propuesto  per  el  Ministerio  fiscal,  dejó  «sin  efecto  la 
referida  semencia;  y  revocando  el  auto  de  inhibición  respecto  á  Pedro 
Juan  Ollé,  mandó  devolver  la  causa  al  Juez  para  que  reclamase  df* 
la  Autoridad  militar  la  formada  contra  aquel,  sosteniendo  si  fuere 
necesario  la  competencia;  fundándose  para  ello  en  que  cuando  tuvo 
lugar  el  delito  origen  del  proceso,  Ollé  se  hallaba  dado  de  baja,  en 
uso  de  licencia  temporal,  y  en  tal  concepto  estaba  comprendido  en 
et  aátó-  lf4  de»  art.  1/  deí  decreto  deí  Gobierno  provisional  sobre 
unidad  de  fueros:  •  ■ 

Resultando  que  en  virtud' de  lo  mandado  por  ja  Audiencia,  el  Juez 
de  primera  instancia  requirió  de  inhibición  al  Juzgado  de  la  Capita- 
nía geseraft  de  Gastflfta  la  Nueva,  et  que  se  .negó  á  ella,  exponiendo 
en  aj>oyo  de  su  Jurisdicción,  que  ef  militar  á  quien  se  concede  licen- 
cia tettparai  »o  es  baja  en  el  Cuerpo  y  arma  á  que  corresponda, 
teda  vez  qae  el  tiempo  del  disfrute  del  jVermiso  se  tenia  en  cuenta 
para  te  clase  de  tropa  al  ñh  de 'alcanzar,  concluido  el  plazo  de  su 
voluntario  ó  legal  empeño,  la  absoluta  del  servido,  y  sólo  cuando  el 
soldado  excede  por  más  de  un  mes  usar  del  permiso  es  cuando  so  le 
reputa  desertor,  y  se  le  persigue  y  juzga  como  tal,  con  arreglo  al  ar- 
tictrib  IB,  tft.  3.*,  tratado  2.°  dé  las  Ordenanzas : 

Y  resaltando  que  para  la  resolución  del  conflicto  Jurisdiccional 
ano  y  otro  Juzgado  elevare?  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas 
actuaciones. 


Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  I).  Juan  Jiménez  Cuenca. 
Considerando  que,  no  obstante  el  decreto  de  6  de  Diciembre  últi- 
mo sobre  unificación  de  fueros,  la  jurisdicción  ordinaria  no  es  la 
competente  para  conocer  de  los  delitos  comunes  perpetrados  por  los 
militares  en  activo  servicio,  atendidas  las  excepciones  que  en  el  mis- 
mo citado  decretq  fctq  <f*eópi<\9  tsUhlgcMN  j    '/'■  > 

Considerando  que  los  soldados  que  se  encuentran  usando  de  licen- 
cia semestral,  como  pertenecientes  á  la  primera  reserva  del  Ejército, 
no  son  baja  en  el  mismo;  antes  se  estiman  en  activo  servicio,  según 
se  dedtífte  del  tfrtftfalo  7<*  tiit  reamente  <S*  ft  éé  Ettro  4*  IfOT;  si* 
toacfcrt)  q#e  fwrafeaflfca  á  Jt  «Djpfifd*  reaerva,  per  MRfcme  ifef  expre- 
MidaMé  declarado  en  áfeto  artftiri* : 

T  eonalderaad*  que  ene¿Mfllftd*Re  en  <fl  fr'rmet  cago  ef  soldado 
M  Mfalftta  dé  cftzadore*  da  Alcántara  fédro  inrní  Ollé  «I  cfchrftlt  el 
Metió  cHrato*!  que  h*  dad*  ¿rigen  á  ifeta  competencia,  IttfctoMo  es- 
tricta aplicación  de' las  prescripción**  Mitadas,  hay  qtIHJtzgarfc'en 
su  propio  fuero; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  dedaromoa  qae  el  «omcittriento 
d#  esws  auto»  corresponde  ti  Juzgado  de  Guerra  de  la  capitanía  ge- 
nenMv  «I  en*  se  rewrttfréa  desd*  luego  para  $ue  lo»  snlimtie  y  *<h 
temtaé  eoii  #mgfo  á  déflfelttf. 

¿Mrf  per  tetft  iueftra  senteneli,  qM  se  pabjkttfá  e*  I*  titofta  A* 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  su  fecha,  4to*éftytft 
ft  ««  tfeaftpa  eJi  Hi  Cétückm  kgMtivá,  pa*án<ftse  al  efecto  las  copias 
Mtntttttt*  t*  pronunciamos,  tmiidatiiOB  y  fi*mamo*<=x*Werteiyy  G»n 
claAJaaft  Suene*  Cuenca  .=«Matwel  Letm^lffgaef  SoffmMcftggfadtd 
Vicites. 

Publicación : 

l^ftfÉ  y  puWkada  toé  la  precedente  seofencf*  per  <A  Arito.' $t.  Don 
lata  flrtetoe?:  Cuenca,  Ministro  (fe  I*  Sala  eftt+aottffntfrla  étt  vacacio- 
nes del  frilromrf  Supremo  de  Jasticia,  celebrando  audiencia  pétticrf 
h  Éfiami;  eit  é  d|a  de  hoy,  (fe  qufc  eertiíeo  domo  Escribano  dé 

daniai  a  • 

Madrid  fí  de  Sátembtó  de  lttl*¿ftogélfló  HoftMriefe  ttoMev. 


»  , 
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Ni*.  34. 


COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 


Reclamación  d*  CAHTn»AMs.*trSeDteBcia  de  23  de  Setiembre  ^ 
«idiendo  á  favor  del  Jaez  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Pilar  de  Zaragoza  la  competencia  suscitada  entre  el  mismo  y  .el 
de  imalelase  de  Burgos,  oeo  motivo  del  incidente  prendido 
per  Ih  José  Alfares  para  que  se  le  defienda  en  oonceplode 
pobre  en  demanda  entablada  contra  D,  Faustino  Rui*  "  •  f 
en  reclamación  de 


En  los ooRsiDEAAitoos  se  establece :  -•.* 

i.°  Que  cuando  te  ejercita  una  acción  personal,  .el  Ju*z < com- 
petente para  coneeer  con  preferencia,  fuera  de  hs  jcaeos  de  emir 
¿ton»  es  el  del  lugar  en  que  deba  cumpliré*  la  obligado**,  según  h 
dispuesto  en  el  párrafo  tercera,  arL  5.°  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento  eiwl.    . 

.2.*  Que  con  arreglo  al  arU  187  de  la  misma  Ley  de  Enjui- 
ciamiento cieil,  la  justificación  de,  pobre  se  ha  de  practicar  úempr* 
en  el  Juzgada  competente  para  conocer  del  pleito  en¡  que  as.  trató 
de  disfrutar  del  beneficio  de  la  defensa.  .,  - 

En  la  ytllft  ide  Madrid,  4  23  de  Setiembre  de  U$8ven  1*  cqjppeten- 
ci*  que  ante  Nos  penden  suscitada  entre  el  Jtwz  de  primera  ú^tai^ua 
de  Wrgos,  y  el  del  distrito  del  Pilar  de  la  ciudad  de  Zaragoza  con 
motivo  del  incidente  promovido  por  D.  ¿osé  Alvares,  p^ra  quAjfff  le 
defienda  en  concepto  de  pobre,  en  demanda  que  ha  entablado  pontra 
D.  Faustino  Ruiz  fluidobnven  reclamación  de  calidades :.    .  ,; . 

Resultando  que  D.  José  Alvarez  acudió  al  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del.  Pilar  de  la  ciudad  de.  Zaragoza,  exponiendo 
que  D.  Faustino  Ruiz  Huidobró,  vecino  de  Burgos,  encargó  á  D.  Ma- 
nuel Salvador  le  comprase  una  partida  de  aceite  y  se  Ja  remitiera  A 
dicha  ciudad :  que  no  teniendo  conocimiento  al  propósito  el  Salvador, 
rogó  al  Alvarez  que  hiciera  la  compra  del  aceite,  como  así  lo  verifico, 
á  Francisco  Rocha  de  una  partida  de  194  arrobas,  de  la  que  se  hizo 
cargo  una  persona  que  envió  Ruiz  Huidobró :  que  faltando  á  Rocha 
la  cantidad  de  2.732  rs.  para  el  completo  cobro  del  valor  del:  aceite, 
acudió  contra  el  Alvarez,  el  cual  fué  condenado  al  pago  de  aquella 
cantidad,  si  bien  reservándosele  el  derecho  do  reclamar  contra  quien 
le  conviniera ,  y  en  virtud  de  |tal  reserva  pidió  se  condenase  i  Ruis 


Bqldobm  al  ¡#go  de  lo»  S.7S4  w.  y  las  costas;  y  por  un  otrosí  pre- 
tendió se  Ip  declarase  pobre, para  tingar»  previa  la, correspondiente, 
justificación: 

•asaltando  que  el  Juez  de  Zaragoza,  á  reserva  de  proveer  sobre  lo 
principal,  confirió  traslado  de  la  solicitud  de  pobreza  promovida  por 
D.  José  Aivarez,  4  O.  Faustino  Roiz  fluidobro  y  al  Promotor  fiscal; 
que  librado  exhorto  al  Juez  de  Burgos  para  el  emplazamiento  de  Buiz 
Baídobro^  tendió,  éste  á  dicho  Juez,  solicitando  oficiase,  al  de  Zarago- 
u  puraque,  como  incompetente,  se  ln Uibiera  4el  conocimiento,  d*  la. 
demanda  y  remitiera  los  autos  eon  emplazamiento  de  la<parte  actonu. 
Tqm*B<m-vüimá  »*  promovió  ¿a  proponte  competencia,  remitiendo 
peraam  decíate»  ámtoa  Jueces  &  osle  Tribunal  Supremo  aus  respectk 
mfAdoacMaasMt  .     , 

Resultando  que  hí  Juez  de  primero  instancia  de  ¿Argos,  para  sos- 
tener na  competencia,  alega  que  D.  José  Aivarez  no  determina  espe- 
cíficamente en  la  demanda. la aooton. ejercitada;  pero  yaaea  decora^ 
pm- venta,  ya  de  .mandato,  é  ya-  nacida1  de  un  cuaaí  contrato,  es  lo 
danto  :qnet«o  apereoeuque  j>.  Faustino  Quiz  Huidobro .  se  halle  ligado  r 
pamittm  ai  mencionado  AJbvanez  con  ninguna  obligación  que  por 
convenio  de  las  partes  ó  por  disposición  de  la  ley  deba  cumplir  el 
D.  Faustino  en  Zaragoza :  que  cuando  no  se  ha  determinado  por  Jos 
interesados  ni  io -está  por  la  ley  el  lugar  -del  cumplimiento  de  una 
ibUgaclfltf  en  creos  como  el  presente  •  lo  ea  el  del  domicilio  del  de- 
mandado, segua  Jo  previene  el.art.  5/  en  su  párrafo  tercero  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil ,  y  lo.  confirma  Ja  jurisprudencia  da  qste  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  en  decisión ,  entro  otras ,  de  10  de  Marzo 
de  1MT:  que  según  la  de  9  de  Octubre  de  1868,  cuando  se  supone 
prefijado  el  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  hay  que  acom- 
pasar á  la  demanda  algún  comprobante  de  este  particular ,  lo  que 
tampoco  sucede  en  el  presente'  ¡caso :    ' 

T  resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia'  del  distrito  del  Pilar 
de  Zaragoza  expone  en  apoyo  de  su  jurisdicción  que  la  acción  dedu- 
cida por  n.  José  Aivarez  es  personal  y  refefida  al  cumplimiento  df 
una  obligación,  .contraída,  según  la  demanda,  en  la  ciudad  de  Zarago- 
za, y  que «m  ella  debe  realizarse  el  pago  en  su  caso;  y  que  el. inci- 
dente de  pobreza,  de  qué  en  el  dia  se  trata,  y  que  lia  4¿do  lugar  * 
la  JflMbitoria  propuesta  por*  el  Juez  de  Burgos ,  debe  sustanciarse  en 
el  mismo  Juzgado  competente  parp  conocer  del  pleito  ,*  al.  tenor  del 
articulo  187  de  la  ¡Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  .  . 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  Zorrilla. 

Considerando  que  cuando  se  ejercita  una  acción  persona)  el  Juez 
ebrapétente  para  conocer  con  preferencia,  fuera  de  los  casos*  de  aqui- 
sten* es  el  del  ftigar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación*  sagiqi  lo 
•  dispuesto  en  el  pftrrafo  tercero,  art.  5.#  de  la  Ley,  de  Bitiulaamiepity 
Civil; 
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Corisldefarido  que  aun  no  estando  designado  expresamente  él  luga? 
dn  que  haya  décümplitse  la  obligado*  relativa  al  pago  del  importe' 
de  las  arrobas  de  aceite  compradas  por  Alvarez,  se  deduce  tifttttral  £ 
indrtblfebltffléttte  que  filé  rahigcftá  dolido  pd*  tericargo  de  fibMtfbro 
sé  eontrdttfWfWi  i  donde  se  fexfgld  po*  él  véndedér/y  M  veHfldd  W 
pago  por  fet  demandante  en  representación  de  BuídobrO:  - 

Gonaldterdrtdd  qué  «ófl  arreglo  al  art.  187  de  la  misma  bey  ár  nm- 
jutetttbíeftló  «ivl!,  lá  JhétHkmdon  de  pobre  sd  Ha  de  praattaa?  Métápi^ 
en  el  Jüfcgadfr  fcbtaMentfe  para  cotieoer  del  pleito  en  qae  ee'tNMMd* 
disfrutar  dfel  beneficio  de  Itt  defensa  í 

'  Fallatrffts,  eftíé  débeme  declarar  y  declaramos  qaa  el  wtto  etoHjio 
dé  estoá  áfilos  (íorréspohde  ál  Juw  de  prlmeta  Hlstánei»  del  dbtrite 
del  Pilar  de  la  ciudad  de  Zaragoza,  á  quien  se  remitas  aria*  y  otaa* 
actuaciones  par*  io  que  ptobéda  don  arreglo  á  Uéfeobo. 

Asi  fcor  esta  nuestra  semencia ,  que  se  pnblicará -en  da  Caetta  4# 
JfiMNrf,  dentro  de  kSk  tres  dlae  siguientes  a|  desu  feeha,  é  insertará* 
á  fea  tiempo  en  la  Colmtim  tefMáttou*  pasándose  al  efecto  ltt  copia* 
nebesariftd,  Id  próritmciabes  f  mandamos  y  flrmaaoa,  featPaaaqal  a**» 
yttrrt.=**!aniré1  fiaría  dé  Basualdo.^uan  Jiueae*  Ouenctu  atUanoal 
Leon.=llguft!  Korrillá. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  lime'.  Sr:  Boa 
Miguel  Zorrilla ,  Ministro  de  la  Sala  aeganda  del  Tribunal  guprem» 
de  luatteia;  celebrando  audiencia  pública  la  misma*  es  el  di*  da  hoy» 
dé  que  certificó  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  tt  dé  Setiembre  de  18é9.**ogelio  Gonkalez  Montes. 

NfiM.  86. 
APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGÚN B/í.       . 


TaacaáfA  na  preferente  Derecho  t  na  dominio  i  moi  Mana*  a*»* 
baroadós.— Sentencia  de  83  de  Setiembre,  confirmando  la  ape- 
lada de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos;  denegatoria 
de  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  l).  To- 
más Barrena,  como  curador  ad  litem  de  los  menores  Pedro 
María  de  Aéba  y  Ofarzébfll  y  Hermanos»  en  pleito  con  D.  ios* 
Suflol  y  otros.  »       • 

Eff  tos  coNftibíRAifDOs  se  establece! 

4.9  Que  en  los  recurios  de  tasación,  cumdo  tas  sentenúiw  <h 
primeta  u  téóúñtfo  instancia  ion  conformes  de  todh  conformidad, 
fdtbt  preitárjé  él  depósito  y  efi  to  caso  la  caución  que  ¿restribe* 
los  artículos  1.027  y  1.032  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
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2.é  Que  no  obsta  contra  dicha  conformidad  la,  reserva  que  se 
'haga  en  la  segunda ,  cuando  nó  es  necesaria  ni  sé  pide  por  las 
fortes,  trf  afecto,  ni  fhétios  puede  alterar  ó  modificar  en  nada  los 
puntos  determinados  y  concreto*  tefueltos  pof  la  ejecutoria. 

Etí  te  villa  dfe  MMfld,  ú  43  dé  Setiembre  de  t8«>,  erl  tos  amos  qué 
tm&Ndá  pttn<$m  m  tífaid  de  apetecían,  seguidos  en  él  Jmgadó  dé 
primera  hurtártela  dé  Tejara  y  en  í a  Sala  seguridd  de  la  Audiencia 
dé  Bftrgüs  por  D.  Tomás  de  Barrém?,  cotód  curador  ad  (ítem  de  Pedro 
María,  Josefa  Ricarda,  lotié  Antótifo  r  Francisco  Bétiitt»,  frdderiCto  y 
ligael  Jeteé  de  Acha  y  Oyarzábal.  con  D.  José  Stiñdl,  eft  Concepta  de 
soéio  llcfuldadót  de  (á  tfirfnelta  Olaguibel  y  Stlflol,  y  D.  Gregorio  y 
D;  Joan  Atigtíf  de  Achá?,  ¿obre  tercería  de  prefei'ente  derecho  y  de  do- 
minio á  los  bieties  embarcados  di  D.  Gregorio  Acha  ¡  padre  de  diefios 
menores,  i  instancia  de  ©lagufbel  y  Sdflol: 

lesfrftóndó  que  tfeguldo  Juicio  ejecutivo,  á  instancia  de  lar  cásá- 
tomertfo-Ofagtilbel  y  ftufiol,  contra  D.  Gregorio  y  0.  Juan  Ángel  dé 
Atfta,  sobre  pago  de  Ml.ftOO  rs.,  y  pronunciada  sentencia  de  rematé, 
se  pasó  á  la  vía  de  apremió,  raandáhtibse  adjudicar  af  acreedor  vá» 
Tías  de  las*  Ancas  embargadas: 

Resultando  que  D.  Tomrts  de  Barrena,  curador  ad  litem  de  lósí  hl: 
Jos  menores  de  t).  Gregorio  Acha,  dedujo  demanda  para  que  se  de- 
clarase fel  derecho  preferente  y  de  dominio  y  propiedad  de  dichos 
menores  á  dos  casas  de  las  embargadas  al  D,  Gregorio,  hasta  qqe  se 
cubriese  la  pafrte  aportada  poi*  su  madre  Doña  Bárbara  de  Oyarzábal  á 
su  matrimonio  con  áqriél,  y  la  mitad  dé  gananciales  que  resultasen 
de  la  sociedad  conyugal: 

Resultando  qne  conferlílo  traslado  úí  ejecutante  y  &  los  ejecutados, 
y  seguido  él  Juicio  poh  sus  trámites,  el  Juez  de  primera  instancia 
dictó  semencia  en  6  de  Julio  de  1887,  declarando  haber  lugar  á  Id 
lercería  de  preferente  derecho.  Interpuesta  por  el  curador  D.  Tomás  de 
Barrena  erl  epanto  á  15.554  rs.  que  llevó  en  dote  Doña  BArbara  Oyar- 
zábal á  Su  matrimonio  con  D.  Gregorio  Acha,  y  ppr  2.081  rs.  que  en 
concepto  dé  parafernales  introdujo  al  mismo;  y  que  no  había  lugar  á 
la  de  dominio  y  propiedad  Interpuesta  por  el  propio  Curador,  «sin  ha- 
•  eer  espéfciál  condenación  de  costas: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  el  curador 
ad  Uwn  de  los  hijos  menores  de  D.  Gregorio  Acha,  á  la  que  se  ad- 
hirió D.  Jdsé  SuiTol,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  pronunció  sen- 
tencia en  9  de  Junio  de  1868,  confirmando  la  apelada  sin  perjuicio  de 
loa  derechos  que  competan  &  los  menores  ¡Pedro  María,  Josefa  Ricar- 
da, José  Antonio,  Francisco  Benito,  Prudencio  y  Miguel  José  de  Acha 
Oyarzábal,  por  consecuencia  de  la  cuenta  y  partición  de  los  bipties 
(Jufcdadofe  fioK  fallecimiento  dé  stí  madre  Doña  Bárbata'Oyárzábíjl/qije 
podían  ejercitar  en  la  forma  y  Juicio  correspondiente: 


*-* 
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Resultando  quoypor  parto  de  los  menores  hijos  de  D.  Gregorio  Acha 
se  Interpuso  recurso  de  casación  contra  dicha  sentencia,  en  cuanto 
desestimaba  la  tercería  de  dominio  sobre  la  mitad  de  las  casas  em- 
bargadas en  concepto  de  gananciales»  por  infracción  de  varias  disposi- 
ciones legales;  y  la  mencionada  Sala,  por  sentencia  de  4  de  Febrero 
de  1868,  •  admitió  el  recurso  de  casación,  mantudo  se  elevaran  los 
autos  á  este  Tribunal  Tupremo  con  citación  j  emplazamiento  da  J*s 
partes,  previa  caución  que  prestaría  la  recurrente  y  acreditarte  en  el 
término  de  diez  días,  de  pagar  la  cantidad  de  4.00Q  re.  si  viniese  á 
mejor  fortuna  y  fuese  condenada  á  su  pérdida: 

Besultando  que  D.  Tomás  de  Barrena  suplicó  de  dicha  sentencia, 
pretendiendo  se  supliese  y  enmendara  en  la  parte  qué  se  referia  á 
la  caución,  y  mandara  que  si  o  prestarla  se  remitieran  los  autos  á 
este  Tribunal  Supremo  para  la  decisión  del  reéurso  de  casación;  y, se 
fundó  para  ello  en  que,  según  el  art.  1.027  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  el  depósito  debe  preceder  á  la  remesa  de  autos  cuando  las 
sentencias  de  primera  y  segunda  instancia  son  conformes  de. toda 
conformidad,  lo  cual  en  su  concepto  no  sucede  en  el  presente  caso 
por  la  reserva  que  se  hizo  en  la  de  segunda  instancia: 

Resultando  que  la  referida  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  por  auto 
de  13  de 'Marzo  último,  teniendo  en  consideración  x\o  ser  procedente 
el  recurso  introducido  por  parte  de  Barrena,  declaró  no  haber  lugar 
á  él,  con  las  costas,  y  que  se  estuviera  á  lo  mandado  en  la  sentencia 
de  4  de  Julio  anterior: 

T  resultando  que  el  curador  ad  litem  de  los  menores  Acha  interpu- 
so apelación  de  aquel  proveído,  elevándose  en  su  virtud  los  autos  & 
este  Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  Jiménez  Cuenca.. 

Considerando  que  en  los  recursos  de  casación,  cuando  las  senten- 
cias de  primera  y  segunda  instancia  son  conformes  de  toda  conformi- 
dad, debe  prestarse  el  depósito  y  en  su  caso  la  caución  que  prescri- 
ben los  artículos  1.027  y  1.032  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  esa  conformidad  existe  en  el  que  ha  dado  moti- 
vo á  esta  apelación,  puesto  que  uno  mismo  fué  el  fallo  que  ha  recaído 
sobre  lp  demanda  de  tercería  en  primera  y  segunda  instancia,  sin 
que  obsté  contra  esta  conformidad  la  reserva  que  se  hizo  en  la  se-, 
gunda,  toda  vez  que  esa  reserva  no  es  necesaria  ni  se  pidió  por  las 
partes,  ni  afecta,  ni  menos  puede  alterar  ó  modificar  en  nada  los 
puntos  determinados  y  concretos  que  se  han  resuelto  por  la  eje- 
cutoria; 

Fallamos,  que  4¿ebemo*  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la 
sentencia  apelada  <¡ue  en  13  de  Marzo  último  pronunció  la  Sata  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Burgos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se. publicará  en  la  Gacela  de 
Madrid,  dentro  de  los  cuatro  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará 
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i  su  tiempo  en  la  Cohceion  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Sebastian  Gon- 
zález Nandin.=Mannei  María  de  Basualdo.=Juan  Jiménez  Cuenca— 
Manuel  Leoo.=>Míguel  Zorrilla. 

Publicación: 

Leída  j  publicada  fné  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Joan  Jiménez  Cuenca ,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  23  de  Setiembre  de  1869.=RogeHo  González  Montes. 


Nfe.  36. 


CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Reivindicación  de  bienes.— Sentencia  de  25  Setiembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón 
Barriuso,  como  marido  de  Doña  Maria  Candelas  Blanco  Herré* 
ro,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Julián  Pérez  Alonso. 

En  los  considerandos  se  establece : 

i  .*  Que  ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  la  Sala  sentencia- 
dora hace  dé  las  pruebas  practicadas  por  las  partes. 

2.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  que  no  son  aplicables  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  25  de  Setiembre  de  1869 ,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Saldaña  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Valladolid  por  D.  Bamon  Barriuso,  como 
marido  de  Doña  María  Candelas  Blanco  Herrero,  con  D.  Julián  Pérez 
Alonso,  sobre  reivindicación  de  bienes;  pleito  pendiente  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra 
la  sentencia  que  en  30  de  Junio  de  1868  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  los  hermanos  D.  Juan  y  D\  Tomás  Alonso  Sar- 
miento, Cura  párroco  y  Teniente  Cura  de  la  iglesia  de  Alarcon,  otor- 
garon testamento  en  21  de  Octubre  de  1696 ,  disponiendo  que  al  fa- 
llecimiento del  último  de  los  dos,  se  arreglasen  sus  testamentarios  á 
lo  que  contuviese  nn  memorial  que  dejarían ,  en  el  dual  quedarían 
expresadas  las  misas  que  por  cada  uno  se  hablan  de  decir,  y  otras 
mandas  ó  legados  píos  ó  fundaciones  de  memorias ;  instituyéndose 
por  herederos  el  uno  al  otro ,  y  nombrando  en  tal  concepto,  para 
1L  10 
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después  de  la  t ida  de  ambos ,  á  ios  hijos  é  hijas  de  sus  hermanos 
Miguel;  Alonso  y  María  Alonso;  y  que  D.  Juan  Alonso  Sarmiento  dejó 
en  efecto  un  memorial,  por  el  que  fundó  un  vinculo  de  los  biabes  de 
su  propiedad,  adquiridos  por  herencia  de  sus  padres  y  de  su  ter** 
mano  D.  Felipe,  sitos  en  los  lugares  de  Villaproviano,  Goson  y  otros. 
Hateando  á  su  disfrute  en  primer  lugar  á  su  hermano  D.  Tomás, 
después  de  su  poerte  4  su  sobrino  D.  Felipe ,  hijo  de  st  hermano 
D.  Miguel ,  gOBándole  después  los  hijos  y  descendientes  dé  éste ,  con 
preferencia  de  varón  á  hembra  y  de  mayor  á  menor;  ordenando  400 
si  su  hermano  D.  Tomás  fundase,  como  le  tenia  comunicado,  otro 
vínculo  de  su  hacienda  y  le  dejase  en  los  descendientes  de  Alonso 
Alonso,  su  hermano,  no  habían  de  poder  estar  juntos  dichos  vínculos 
en  un  poseedor  sino  en  el  caso  de  qUé  no  hubiese  otro  descendiente: 

Resultando  que  D.  Tomás  Alonso  Sarmiento  otorgó  otro  testamento 
en  24  de  Mayo  de  1704,  «instituyendo  heredero  de  todos  sus  bienes  á 
los  hijos  de  sus  hermanos  difuiitos  D.  Miguel  y  Doña  María  Alonso, 
con  declaración  de  que  los  bienes  que  pertenecieran  por  razón  do 
herencia  ó  compra  en  término  de  Villaproviano,  Gozon,  Quinta  ni  I  la 
y  ptr$s,  se  jijnQpan  con  los  qqe  había  (tejado  su  hermano  D.  Juan, 
¿a  qufpn  era  heredero ,  y  juntos  se  dividieran  por  iguales  partes, 
fuo4áfldQ8#  1q§  dos  vínculos  con  los  llamamientos  y  cargas  que  su 
diqho  Jiprmgno  hftbi*  dejado  dispuesto  pn  su  memorial,  como  de  él 
constaría: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  los  Ríos  Alonso,  hija  de  Doña 
María  Alonso,  otorgó  testamento  en  el  Ju^ar  de  Villaproviano  4  7  de 
Mar?o  (\Q  1713;,  fundando  un  mayorazgo  desús  bieups  propjojs  y  here- 
dados de  su  tío  D.  Tpipáp  en.  ej  referido  lugar  y  Qtrofy  Uftman^oí  s^i 
obtpflpjflri  fil  jiíjo  segundo  áq  su  primo  bomingo  ¿Ioqsq,  fcijo  de  su 
tio  D.  Miguel,  con  otras  füsgosicipnes  que  no  son  del  caso;,  y  qije 
en  12  de  Setiembre  de  liú  otorgó  un  codicilo,  ¡fundando  una  medio* 
fia  con  cwga  do  un*  misa  anaal,  gu&  gozaria.su  sobrina  Bernarda 
¿Jon$p,  hija  da  su  primo  DomipgQ»  y  sus  fiescendíenfces: 

Resultando  que  Pejayo  Alonso  t.»iefo  de  Domingo  Alonso  entabló 
demanda  en  reclamación  dp  la  vinculación  fundada  por  P.  Francisco 
fie  los  Wos,  en  atención  á  que  Kaftla  muerta  sq  ppseedor  sin  suce- 
sión» y  á  que  estaba  radicado  en  Tornas  Alonso  *  nletp  de  dicho  fton 
Domingo,  el  mayorazgo  fundado  por  D.  Juan  Alonso,  incompatible 
opa  ^quel:,  que  impugnada  la  demanda  por  Tomás  Alonso  por  ser 
perspnal  la  incompatibilidad  y  deber  ser  preferido  su  hermano  Fran- 
cisco ,  se  presentaron  en  el  curso  del  pleito  los  testamentos  do  Bop 
Juan  y  D.  Tomás  Alonso  y  el  codicilo  de  D.  Francisco  de  los  Ríos. 
personáqdose  <eu  los  autos  Juan  Alonso  Palomino ,  hijo  de  Francisco 
Alopso;  D.  Juan  A|oqso  León,  nieto  de  Alonso  Alonso,  y  por  faltoci» 
miento  (Je  Tomás  Alonso,  sus  hijos  Francisco  y  Tomás  Alonso;  y  que 
por  ejecutoria  de  la  Cnancillería  de  Valladolid  de  18  de  Setiembre 
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de  ttM  fce  éetiaM  qtlé  tí  bínenlo  fundado  por  D.  Tomás  Aloñsd  Sar- 
niento ebhrespohdia  A  Juatt  Alonso  de  León ,  condenando  A  Tobas 
k¥Mo¡  y  por  sd  mttéheft  8tií  hijo*  y  herederos,  fi  ta  entrega  dé  los 
bienes  y  efectos  en  que  consistía : 

RtttltlMfr  ifite  entablada  demanda  en  d  de  Diciembre  de  1805 
poP  B:  Hat  Alonso  (Mira  (Jue  se  le  diera  posesión  del  vínculo  fundado 
ptt  V.  Fhmektoo  de  los  líos,  por  ser  biznieto  de  0.  Domingo  Alonso, 
*  ftayos  dfesceüdféHte*  habla  llamado  en  primer  lüfcar  y  haber  falle- 
citfe  el  Éllifütt  ptiéeedbr  D.  Francisco  Alonso,  hijo  de  D  Juan  Alonso 
itdfc.  Sé  (tófelifeüroft  edictos  llamando  I  los  qué  se  creyetan  con 
flkjbr  derecbd:  y  que  persdhndo  en  los  átitds  D.  Apólinario  Herrero, 
nfttbdfe  J>.  Juan  Atbhso  dé*  fceoú,  áW&andd  que  por  fallecimiento  de 
su  tio  D.  Pedro  habia  quedado  vacante  el  víncalo  fundado  por  D6h 
Tütoáa  Alonad  Sármiéhto,  qué  lé  correspondía  por  ser  el  más  próximo 
pariente  del  Ultimo  poseeddt;  irá  declaró  por  ¡ejecutoria  de  la  Chanci- 
llerfa  de  Valladolid  de  9  de  Agosto  dé  1800,  qué  el  vínculo  aniversario 
famfado  por  el  Licenciado  b.  Tomás  Atonso  Sarmiento  correspondía 
cé  propiedad  A  D.  Apólinario  Herrero: 

Resaltando  que  los  Consortes  D.  Ramón  Barriuso  y  Doña  Marta 
Candelas  Blanco,  ésta  nieta  de  D.  Apólinario  Herrero,  entablaron 
en  M  de  Bnero  de  1M7  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo 
qoe  su  citado  abuelo  habfo  poseído  el  vínculo  fundado  por  D.  Tomás 
Alonso  Sarmiento  hasta  sld  fallecimiento  ocurrido  en  1816,  habiéndole 
soéedldo  ¿4  bija  Dofia  Agüella!  qtie  por  muerte  de  ésta,  ocurrida  en 
1*87,  poetó  meses  después  de  la  ley  de  desvlhculacidií ,  había  suce- 
dido en  la  mitad  reservalite  su  hijo  D.  Pedro ;  qué  habla  fallecido 
ea  Í8I8,  así  Komrf  sb  hei^iüaho  D.  Teófilo  éñ  181ft,  heredando  á  ambos 
su  prtdfo  D.  Francisco  Blanco,  y  *  esté,  fallecido  en  1851,  su  hija  la 
éeritátdanté,  qué  no  habla  cintrado  en  posesión  dé  los  bienes  proce- 
dentes de  fcu  madre  y  hermdrios  hasta  el  año  de  1858,  desde  cdyá 
époéá  flétta  percibí  Modos  kte  frutoá  de  loü  bienes  del  vínculo  mén- 
donÉdtí:  ijué  M  stt  faddré  ni  su  hermano  los  habiáh  disfrutado  por 
completo,  péK|ué  á  la  sombra  de  los  embrollos  breados  pifar  Doti 
FrailftftbO  de  los  Rite ,  y  tío  obstante  la  ejecutoria  de  1781,  habia 
habido  iritrudds  que,  prevalidos  de  la  aridericia  de  los  verdaderos 
Hauftbdds  y  dfe  la  ocultación  de  antecedentes  y  papeles ;  habían  dé- 
tentado  diéttofc  bienes  hñith  D.  luliah  Pares  qué  *e  hallaba  ititru&do 
en  ellos ,  alegando  fómo  úilteb  título  para  retenerlos,  \k  disposición 
testtibdMsMd  de  B.  frrfcnciáeo  de  los  Ríos,  jqufe  fce  habia  deblarado 
sala  por  la  citada  éjéCbtoria;  y  aleghndb  como  fundamentos  de  de- 
recho 61  que  le  diistlá  para  reivindicar  los  citados  biénéé  i  stfí.ren- 
11*;  que  ttl  detehttddr  db  (ttdian  aprovechar  las  ihrrtáióíies  que 
alamos  de  sus  antécésbtes  y  él  mismo  hubieran  ejecutado;  y  que 
aunque  los  Menea  hablan  quedado  reducidos  á  la  clase  de  libres,  no 
habla  trascurrido  desdé  él  aflo  1838 ,  en  que  la  demandante  habia 
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sido  puesta  en  pollón  de  ellos,  el  tiempo  necesario  pam  «aparlos 
por  prescripción,  terminaron  suplicando  qqe  se  condenase  á  D,  Julián 
Pérez  á  la  entrega  de  ios  bienes  mencionados*  con  la*  rentas;  y  pror 
ductos  consiguientes,  y  las  costas  y  gastos: 

Resultando  que  D.  Julián  Pérez  Alonso  impugnó  la  demanda»  negan- 
do que  él  ni  sus  causantes  se  hubiesen  intrusado  en  toctos  ó  en  parte 
de  ios  bienes  pertenecientes  al  víuculo  mencionado,  siendo  obligación 
del  demandante  justificarlo:  que  desde  1807,  en  que  se  había,  dado 
posesión  judicial  del  vínculo  á  D.  Apolinario  Herrero*  babiaj*  coaU" 
nuado  en  ella  él  y  sus  sucesores,  sin  que  qi  el  demandado  ni  $us  an- 
tepasados le  hubieran  desposeído  de  finca  alguna;  y  que- ai  alguna 
le  faltaba  debia  reclamar  da  quien  la  tuviese,  determinando  sty.calú-  . 
da ,  situación  y  linderos : 

Resultando  que  presentados  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  eu 
que  las  partes  insistieron  en  sus  pretensiones ,  se  recibid  el  pleito  á 
prueba,  y  el  demandado  absolvió  posiciones,  diciendo  que  sólo' era 
llevador  y  poseedor  de  ios  bienes  del  vínculo,  que  también  b^bia 
poseiJo  su  tercer  abuelo  Tomás  Alonso,  pero  ignoraba  quién  le  había 
fundado;  siendo  cierto  que  poseía,  como  también  el  demandante, 
parte  de  los  bienes  pertenecientes  á  las  adiciones  hechas  por  D-  Fraa- 
císco  de  los  Rios:  que  cobraba  desde  el  ano  25  los  réditos  de  Jos, can- 
sos que  pagaban  los  pueblos  de  Gozon  y  Yillaproviano  por  el  capital 
de  £0.000  rs. ;  pero  que  dicho  censo  había  sido  agregado  por  JK  Fran- 
cisco de  los  Rios  al  vinculo  que  había  poseído  el  tercer  abuelo  4el 
declarante,  y  no  al  de  D.  Tomás  Alonso  Sarmiento:  que  él  y  sus  as- 
cendientes habían  llevado  una  tierra  en  La  Serna  y  término  de  los 
Pagos  nuevos,  según  la  fundación,  que  hacia  toda  ella  tres  obradas; 
y  que  llevaba  en  su  mayor  parte  los  bienes  comprendidos  en  el  libro 
de  apeos  eclesiásticos  de  la  iglesia  de  Yillaproviano  desde  el  folio  $83 
al  312,  de  que  había  sido  enterado,  como  pertenecientes  ala  vincula- 
ción que  habla  fundado  su  tercer  abuelo. D.  Tomás  Alonso  Calvo: 

Resultando  que  practicadas  por  las  partes  pruebas  de  testigos,  y 
traídos  á  los  autos  testimonios  con  referencia  á  los  libros  de  apeos  y 
catastrales  de  seglares  y  eclesiásticos  de  los  pueblos  de  Yillaprovia- 
no ,  Lobera ,  La  Serna  y  Gozon ,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  segunda  dp  la  Audien- 
cia de  Valladolid,  absolviendo  á  D.  Julián  Pérez  Alonso  de  Ja  demanda: 
Resultando  qne  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación,,  ci- 
tando como  infringidas  las  leyes  2.a,  tít.  13,  y  114,  tít..  18  de  la  Parti- 
da 3.\  y  los  art.  279,  280  y  294  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que  dan  á  la  confesión  judicial  y  &  los  documentos  auténticos ,  en 
cuya  clase  se  encontraban  los  apeos  judiciales,  el  valor  de  una  prueba 
plena  y  concluyeme ,  sin  que  contra  los  otros  pudiera  tener  valor 
alguno  la  testifical  de  referencia  6  documentos  en  que  los  testigos  na 

tobtea  ürtwmWta  \A  podiaa  bttwraair  por  au  cd*d  $  cirwiMurcias; 
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siendo  el  fundamento  en  qué  se  apoyaba  la  sentencia  en  contra  de 
tales  pruebas,  el  resultado  del  catastro  de  1757,  en  el  cual  conocida- 
mente se  había  padecido  una  equivocación  que  estaba  subsanada  por 
el  apeo  judicial  posterior  de  1789. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Cáceres. 
Considerando  que  las  partes  están  conformes  en  que  la  demandante 
posee  los  bienes  que  compusieron  e!  vínculo  fundado  por  el  Presbí- 
tero 0.  Tomás  Alonso  Sarmiento,  y  por  tanto  la  cuestión  ha  versado 
ftfbfé  ai  tt  demandado  detenta  algunos  bienes  indeterminados  de  aquel 
vfcctrto,  habiéndose  especificado  únicamente  la  casa  que  habita  el 
-totano  demandado : 

'Considerando  que  sobre  estos  hechos  han  articulado  y  se  han  prac- 
ticado pruebas  de  documentos  y  testigos ,  qué  ha  apreciado  la  Sala 
sentenciadora  estimando  que  la  recurrente  no  ha  probado  la  acción 
que  ejercitaba  para  reivindicar  los  bienes  del  vínculo  que  posee  sin 
oposición,  y  al  mismo  tiempo  que  ha  justificado  la  parte  demandada 
filé  demolida  dicha  casa  por  uno  de  sus  antecesores  y  reintegrado  de 
«á  valor  otro  de  los  del  recurrente : 

Considerando  <fue  el  demandado  ha  confesado  que  posee  los  bie- 
fte&  dé  dicho  vínculo  que  disfrutaron  sus  abuelos  y  no  los  de  la  dis- 
puta, y  que  la  Sala  no  ha  desconocido  en  su  apreciación  el  valor  de 
lo$  documentos  presentados  por  el  recurrente;  por  lo  cual  no  son 
aplicables  al  caso  las  citas  que  se  invocan  de  la  ley  3.",  tít.  J3,  y  114, 
fftotolft,  Partida  3.a,  nf  los  artículos  de  la.  Ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
fecttrso  de  casación  Interpuesto  por  D.  Ramón  Barriuso,  en  la  repre- 
sentación indicada,  y  le  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de 
la  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  devol- 
viéndose Jos  autos  á  la  Audiencia  de  Valladolid  con  la  certificación 
correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Mauricio  Gar- 
cía.^=José  M.  Cáceres.= Valentín  Garralda.=Francisco  María  de  Casti- 
Má.=José  María  üaro.— Joaquín  Jaumar.=Juan  González  Acevedo. 
*  Publicación  : 
Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo,  Sr.  Don 
José  liaría  Cáceres,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera. del  mismo 
él  dia;  dé  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  85  de  Setiembre  de  1869.~Gregor¡o  Camilo  García. 

•    «  .  <         ..." 
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CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Nulidad  de  un  contrato. — Senlenoia  de  %ü  de  Selkmbre,  decla- 
rando do  haber  lugar  al  recontó  de  casación  interpuesto  pot 
Doña  Josefa  Yalcárcel  de  Vandewalle  ,  Marquesa  viuda  de 
Guisla-Guiselin ,  sus  hijos  y  sietes,  CQDtra  la  prcrauaciadt  por 
el  Supremo  Tribunal  de  Guerra  y  Mario*,  ea  pleito  eoa  D.  José 
Abren  y  Lujan. 

4 

En  los  considerandos  se  establece  : 

i.°  Que  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  I»  parto 
dispositiva  de  las  sentencias  y  no  contra  sus  considerandos,  según 
con  repetición  tiene  deplorado  este  Tribunal  Supremo* 

2.°  Que  en  cuestiones  de  hecho  ha  de  estarse  á  la  apreciación 
que  la  Sala  sentenciadora  hace  de  las  pruebas  practicadas  por  fas 
partes  >  cuando  contra  esta  apreciación  no  se  oüa  ley  ni  doctrine 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

5.° .  Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  hyes  m 
doctrinas  que  son  inaplicables  al  caso  de  autos. 

4.°  Que  las  cuestiones  que  no  han  sido  discutidas  en  forma  J*- 
gal  en  el  pleito ,  no  pueden  servir  de  fundamento  al  recurso  de 
casación. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  25  de  Setiembre  de  1869 ,  en  e)  pleito 
seguido  en  el  Juzgadp  de  la  Comandancia  de  M^rjna  de  Canarias, 
en  el  de  ia  Capitanía  general  del  Departamento  de  Cádiz  y  en  el 
extinguido  Supremo  Tribunal  de  Guerra  y  Harina,  por  D.  Luis  Van- 
dewalle y  Llarena,  Marqués  de  Guisla-Guiselin,  y  su  hijo  primogé- 
nito D.  Manuel  Vandewalle  y  Valcárcel ,  y  por  fallecimiento  de  Am- 
bos, y  en  su  representación,  por  Doña  Josefa  Valcárcel  de  Vandewa- 
lle ,  Marquesa  viuda  del  expresado  título ,  y  sus  hijos  Doña  Juana, 
Doña  Josefa  Gabriela ,  Doña  Carlota  ,  D.  Luis  ,  D.  José  ,  Doña  María 
Luisa  ,  Doña  Josefa  y  Doña  Faüstina  Vandewalle  y  Valcárcel ;  estas 
dos  última*  representadas,  por  sus  respectivos  maridos  D.  José  Ma- 
ría Fierro  f  D.  José  María  Valcárcel ,  y  Doña  Rosa  Quintana  y 
Llarena,  viuda  de  D.  Manuel  Vandewalle ,  como  tutora  y  curadora 
de  sus  menores  hijos  D.  Luis ,  D.  Manuel ,  Doña  Dolores ,  D.  José 
y  Doña  Josefa  Vandewalle  y  Quintana ,  con  D.  José  Abreu  y  Lujan, 
sobre  nulidad  de  un  contrato ;  pleito  pendiente  ante  Nos  por  vir- 
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tud  de  recurso  de  casación  interpuesto  pqr  les  demandantes  contra 
la  semencia .  que  en  SI  de  Diciembre  del  año  último  dictó  el  refe- 
rida Tribunal ,  y  (jne  admitido  por  el  roigpo  pasó  sn  conocimiento 
i  este  Supremo  Tribunal ,  por  virtud  dei  decreto  sobre  unificación 
de  Iberos : 

■asaltando  que  D.  losé  Abren  y  Lujan  prestó  á  interés  á  D-  Luis 
de  Tandewalte  y  Liare»*,  Marqués  de  fíufcla-fiuiselin,  diferentes  can- 
tidades :  cfae  coa  este  motivo  el  Marqués  otorgó,  cuatro  escrituras  4 
feüt  de  Abren  en  3  de  Julio  <fo  IMS,  Sf  da  Mano  de  1848,  93  de  No- 
siembro  de  1349  y  13  4a  (aero  de  1891 ,  en  ia  segunda  de  las  que 
taieajtonte  interyin»  su  hijo  B.  Manuel  con  el  carácter  de  inmediato 
sueste»  da  (os  mayorazgos  que  poseía  su  padre ,  confesándose  éste 
deedot  y  abUgfcidose  á  pagar  á  Abren»  con  hipoteca  de  ciertas  fincas, 
10.5»  ps.  4  rs.  plata  y  10  y  medio  cuartos : 

Resonando  que  suscitadas  diferencias  para  el  pago ,  asi  con  res- 
pecto» á  la  totalidad-  del  crédito  y  á  la  manera  de  solventarlo ,  como 
por  la  circunstancia  de  ser  vinculadas  todas  las  fincas  hipotecadas* 
ain  haber  intervenido  el  inmediato  sucesor  más  que  en  el  otorga- 
miento de  una  de  las  escrituras ,  otorgaron  ana  en  27  de  Junio*  de 
liga  B.  Luis  Vandewalle  y  su  bijo  D.  Manuel  y  D.  José  Abreu  y  Lu- 
jan, pof  ia  que  nombraron  Jueces  arbitros  y  arbitradores  ,  á  quienes 
facultaron  ,  sin  quedarles  recurso  alguno  co»tra  su  laudo»  para  qua 
en  vista  de  los  documentos  públicos  y  privados  que  habían  media- 
do ,  lisias  da  que  se  baria  mención  é  instrucciones  que  se  las  pre- 
sentasen ,  y  previa  la  audiencia  de  las  partea  que  creyesen  necesa- 
ria, y  teniendo  en  consideración  cuanto  había  mediado  en  los  citados 
prestemos,  y  que  no  resultaba  de  las  expresadas  escritoras  ,  fallasen 
y  decidiesen  el  presente  negocio  sin  mis  trámites  ni  sustanciaqion, 
fijando,  en  vista  de  todos  los  antecedentes,  la  cantidad  que  por  todos 
conceptos  deberla  satisfacer  el  Marqués  A  Abreu,  que  pagaría  la  mi*, 
tad  en  metálico  en  los  plazos  que  los  Juecas  señalases,  y  la  otra  en 
bienes  raíces  á  piecciondel  Marque;  debiendo  éste  y  Abren  presen- 
tar dos  listas  comprensivas  de  todas  las  partidas  que  el  segundo  hu- 
biese entregado  al  primero,  con  expresión  4*  fechas  y  «condiciones,  y 
de  las.  que  en  numerario»  granos  y  fincas  hubiese  dado  el  Marqués  & 
Abteu  en  descuento  fie  su  crédito,  y  exponiendo  además  todo  lo  que 
entra  ambos  hubiese  mediado  confidencialmente;  listas  que  quedarían 
firmadas  en  el  acto : 

Resultando  que  con  la  misma  fecha  de  esta  escritura  firmé  Abreu 
la  lista  en, ella  prevenida  de  las. cantidades  recibidas  del  Marqués, 
que  formaban  una  suma  hasta  el  3  de  Abril  de  1852  de  3.809  pesos 
na  real  plata  18  y  medio  cuartos;  pues  aunque  posteriormente  había 
suplido  al  hijo  de  Abreu  oirás  cantidades,  no  se  cargaban  por  no 
babor  remitida  la  cuenta  ;  que  asimismo  comprendió  las  que  tenia 
entregadas  al  Marqués ,  que  ascienden  desde  el  8  de  Noviembre  da 
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1818  á  3  de  Junio  de  1845 ,  á  2.899  pesos  ;  en  cuya  segunda  feébá 
formalizaron  la  primera  escritora  éVy  quedó  ganando  .dicho  capital, 
el  interés  anual  de  4  rs.  plata  por  onza  hasta  21  de  Noviembre  de 
1850  ,  en  que  venció  el  plazo  de  la  tercera  escritura :  que  desde 
esta  fecha  hasta  28  do  Mayo  de  1851 ,  se  rebajó  el  premio  é  rúan 
de  un  tostón  mensual  por  onza  ;  pero  solamente  de  Ja  cantidad  de 
8,988  pesos  un  real  plata  19  y  medio  cuartos ,  y  no  de  la  de  0.677 
pesos  4  rs*  plata  y  5  y  medio  cuartos  á  que  ascendían  los  capitales 
y  premios  entregados  en  las  tres  escrituras :  que  desde  28  de  Mayo 
de  1851  ♦  en  que  venció  el  plazo  de  la  última  escritora  ,  batata  el  28 
de  Diciembre  del  mismo  año  habla  seguido  tirando  premios,  según  el 
convenio  de  ia  expresada  cantidad  de  8.989  pesos  /  y  no  la  de  9v677 
que  resultaban  de  las  cuatro  escrituras,  cuyos  premios  ascendieras  á 
la  de  982 ;  quedando  estos  en  poder  del  Marqués  sin  interés  alguno 
para  suplir  á  los  hijos  de  Abren  lo  que  necesitasen  para  f  egttir,  sus 
estudios  en  La  Laguna ;  habiendo  pesado  los  premios  en  28  de  di- 
ciembre de  1851,  por  haberse  formado  ,nn  nuevo  arreglo,  que  consis- 
tía en  parte  en  percibir  la  renta  que  se  pagaba  por  la  hacienda  de 
San  Antonio;  y  que  el  Marqués  firmó  esta  lista  sin  ser  visto  por  ellos, 
que  aprobaba  todas  las  partidas  y  notas  que  contenia,  sobre  las  cua- 
les se  reservaba  bacer  en  la  instrucción  que  presentase  á  los  Jueces 
las  observaciones  oportunas : 

Resultando  que  en  12  de  Abril  de  1854  dictaron  los  Jueces  com- 
promisarios su  laudo,  determinando  que  el  Marqués  pagase  i  Abren 
por  los  diversos  préstamos  que  éste  le  habla  hecho  y  sus  intereses 
1.338  pesos  2  rs.  plata  10  y  medio  cuartos,  que  se  declaraba  quedarle 
á  deber  después  de  hecha  la  deducción  de  4.262  pesos  4  rs»  plata  y 
7  cuartos  que  importaban  las  partidas  legítimas  y  «bonadas  que  á 
cuenta  le  tenia  entregadas  el  Marqués,  y  que  éste  verificarla  el  pago 
de  dicha  suma,  mitad  en  bienes  raíces  en  el  plazo  de  quince  dias, 
cuyos  valores  se  fijarían  por  sus  prodnctos  á  razón  de  3  por  100 ,  y 
la  otra  mitad  en  metálico  en  el  plazo  de  cincuenta  dias: 

Resollando  que  el  Marqués  y  su  hijo  D.  Manuel ,  otorgaron  escri* 
tura  en  29  de  Junio  de  dicho  año,  cediendo  á  D.  José  Abreu,  en  pago 
de  la  mitad  del  crédito  mandado  satisfacer  en  el  laudo,  dos  censos  y 
tres  suertes  de  tierra,  que  Abreu  aceptó  como  mitad  del  referido  eré* 
dito,  sin  perjuicio  de  percibir  la  otra  mitad  en  efectivo,  que  percibió 
en  efecto  después: 

Resultando  que  el  Marqués  de  Guisla-Guiseün ,  su  hijo  D.  Manuel 
Vandewalle  y  D.  José  Abreu  y  Lujan  firmaron  un  documento  simple 
en  la  ciudad  de  Santa  Cruz  de  Palma  á  20  de  Enero  de  1888 ,  borra- 
dor de  una  escritura,  en  el  que,  haciendo  mérito  del  laudo  de  ios 
arbitros,  dijeron  que  el  Marqués,  en  vista  de  las 'reflexiones  que  con 
posterioridad  le  habia  dirigido.  Abreu  acerca  de  que  los  arbitradorés 
3e  babfon  extralimitado  de  la  qae  arrojaban  los  documentos  que  se 


les  presentaron,  y  que  la  cantidad  mandada  pagar  no  era  la  que  real- 
mente se  debía,  sino  la  de  10.539  pesos  4  rs.  plata  S  y  medio  coar- 
tos, según  se  «demostraba  de  los  documentos  de  que  hicieron  mérito, 
hablan  determinado  los  tres  otorgantes  dar  por  nulo  el  referido  laudo, 
y  transigir  las  diferencias  ocurridas  sobre  la  liquidación  y  pago  de 
los  créditos  enunciados,  conviniendo  cediese  y  restituyese ,  como  lo 
hacía  desde  aquella  fecha,  á  favor  del  Marqués,  los  terrenos  y  censos 
que  éste  por  escritura  de  29  de  Junio  de  1854  le  habla  dado  en  pago 
del  prltner  plazo  estipulado  en  el  repetido  laudo ,  que  dejaban  sin 
efecto;  cediéndole  también  .el  producto  que  hubiese  percibido  do  di- 
chos bienes;  cediendo  el  Marqués  por  su  parte,  y  su  hijo  como  in- 
mediato sucesor,  á  D.  José  Abreu,  en  pago  de  todo  su  crédito,  la  ha- 
cienda titulada  San  Antonio,  que  radicaba  en  el  lugar  de  Breña- baja, 
de  la  cabida  y  linderos  que  expresaron,  libre  de  todo  tributo  y  gra- 
vamen, por  la  cantidad  de  10.329  pesos  7  rs.  plata,  con  qne  quedaba 
completamente  cubierto  el  crédito  de  Abreu,  imponiendo  la  pena  de 
90.090  rs.  al  que  se  sepárase  del  cumplimiento  de  aquel  contrato,* 
conteniendo  por  último  una  nota,  después  de  las  firmas ,  autorizada 
por  D.  José  Abren,  en  la  que  expresó  que  impuesto  de  que  sobre  la 
hadenda  de  San  Antonio  existían  censos,  aun  cuando  anteriormente 
se  decía  que  era  libre,  se  cargaba  los  capitales  de  ellos  y  se  obligaba 
á  satisfacer  anualmente  sus  réditos : 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  29  de  Enero  de  1386,  fecha  del 
anterior  documento,  acudieron  el  Marqués  y  su  hijo  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  La  Palma ,   denunciando  la  violencia  que  D.  José 
Abren  habla  ejercido  en  sus  personas ,  obligándoles  á  firmar  contra 
su  voluntad  el  documento  indicado,  amenazándoles  con  nn  puñal r 
habiéndoles  hecho  concurrir  á  su  casa  por  medio  de  una  cita,  que 
como  Alcalde  primero  les  dirigió  á  fin  de  evacuar  un  informer  que  ins- 
truida la  correspondiente  causa,  negó  D.  José  Abreu  el  hecho  que  se 
le  atribula,  manifestando  que,  convencido  el  Marqués  de  los  perjui- 
cios qne  se  hablan  seguido  al  declarante,  habían  convenido  en  la  ce- 
lebración del  mencionado  contrato  ,  y  en  que  hecho  el  borrador  le 
avisaría  con  cualquier  pretexto  para  que  fuera  á  su  casa  con  su  hijo, 
como  lo  hizo:  que  su  mencionado  hijo  se  opuso  á  firmar,  diciendo  era 
negocio  que  debía  meditarse;  y  que  habiéndole  hecho  algunas  refle- 
xiones con  algún  calor,  tomó  la  pluma  y  firmó;  no  siendo  posible  la 
violencia  que  se  suponía  por  las  muchas  personas  que  entraron  y  salie- 
ron en  el  despacho,  ser  el  declarante  solo  contra  los  dos ,  y  teneí 
éstos  á  su  disposición,  en  el  mismo  despicho ,  fusiles  con  bayoneta: 
que. practicadas' pruebas  por  las  partes,  dictó  sentencia  la  Sata  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Canarias,  absolviendo  á  Abreu  de  la  acusa- 
ción, mandándole  poner  en  libertad,  declarando  de  oficio  las  costas, 
y  de  cargo  de  cada  una  de  las  partes  las  por  sí* y  para  sí  causadas; 
y  que  interpuesta  súplica,  la  Sala  primera  de  dicha  Audiencia  dictó 
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sentencia  de  revista  en  21  de  Abril  de  1838,  absolviendo  libremente 
de  la  acusación  á  D.  José  Abrcu  Lpjan,  ffp  clarando  que  la  formación 
de  la  pausa  no  le  parase  perjuicio  en  §u  peputaciop,  j  cífodepaado  A 
los  querellantes  p.  mis  y  D.  Manuel  Yandewaile  en.  las  epatas-  y  gastos 
del  juicio  de  la  primera  y  segunda  infancia,  sin  haqer  qxpresa  con- 
denación de  las  de  la  tercera. 

Resuftap^o  que  en  lp  de  ^br¡l  de  J 860  entablaron  IX.  Luis  y  Den 
Manuel  Yandewalle  en  s)  Juzgpdo  de  primera  instancia  da  Santa 
Cruz  de  JaPalmj  la  demanda  objeto  de  este  ptejto,  que  reprodujeron 
en  16  de  Agosto  siguiente  ante  el  dp  l?  Comandancia  multar  de  lia* 
riña,  á  favor  de  quien  se  inhibió,  por  ser  Abreu  aforado  de  Marina, 
para  que  se  declarase  que  el  documento  mencionado  era  insubsis- 
tente, nulo  y  sin  ningún  valor  ni  efecto;  pretensión  que  fundó  en 
que  e)  apto  de  firmar  un  documento  en  que  se  anulaba  un  laudo  des- 
pués de  ejecutoriado  y  cumplido,  y  en  que  se  cedía  y  traspasaba  en 
pago  de  la  deuda  de  10.329  pesos  una  hacienda  apreciada  en  HM8 
pesos,  deducido  el  capital  de  sus  pensiones  y  sin  tomar  en  cuenta  las 
cantidades,  que  Abreu  tenia  recibidas,  revelaba  palmariamente  que 
babia  sido  producto  de  la  falta  de  libertad,  de  la  fuerza  y  de  la 
coacción:  que  homologado  y  cumplimentado  el  laudo,  no  existia  ya 
causa  civil  de  deber  el  Marqués  siquiera  un  céntimo  á  Abreu,  según 
principio  inconcuso  de  derecho :  que  er^  nulo  también  todo  contrato 
en  qjie  bajo  cualquier  concepto  intervenía  dolo  y  mala  fé,  y  uno  y 
otra  habían  existido,  atendida  1*  superchería  de  que  se  babia  valido 
Abren  abusando  de  la  autoridad  de  Alcalde  para  arrastrar  á  los  de- 
mandantes ¿  su  casa  A  firmar  el  indicado  papel,  escrito  de  su  puño 
y  letra  y  datado  siete  dias  Antes;  y  que  además  dicho  documento 
adolecía  de  la  nulidad  de  no  haberge  tomado  razón  de  'él  en  el  oficio 
de  Hipotecas : 

Resultando  que  D.  José  Abreu  iropqgnó  la  demanda,  solicitando  se 
declarase  la  validez  y  eficacia  del  mencionado  papel,  condenando  á 
los  demandantes  á  su  debido  cumplimiento,  con  las  costas ;  fundando 
su  pretensión  en  la  disposición  de  la  ley  1.a,  tít.  1.*,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  toda  vez  que  l¡i  fabulosa  violencia  en  que  apo- 
yaban su  demanda  había  quedado  desairada  YA  en  otro  juicio ;  y  ci 
convenio,  aunque  extendido  en  papel  simple,  tenia  que  ser  cumpli- 
mentado conforme  A  la  ley,  y  elevado  A  escritura  pública  según  lo 
convenido;  y  que  la  de  Partida,  hablando  de  la  paga  délo  indebido, 
disponía  que  si  alguno  pagó  sabiendo  que  no  debía  hacerlo,  no  pedia 
recobrarlo,  porqué  se  juzgaba  que  lo  hizo  con  intención  de  donarlo; 
disposición  que  establecía  respecto  del  que  pagaba  lo  que  sólo  debia 
naturalmente,  ignorando  que  no  podía  ser  apremiado  en  derecho,  lo 
mismo  que  del  que  en  juicio  había  sido  absuelto  sin  razón  de  hacer 
cierta  paga  que  verdaderamente  debia,  y  la  pagó :  las  cuales  eran 
exactamente  aplicables  al  presente  caso,  porque  no  cabía  duda  que 
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el  Marqués  estaba  pbligado  naturalmente,  cuando  manos  respecto  del 
crédito  de  D.  José  Afrreu  : 

Bp§uJuqdo  qué  los  demandóte*  replicaron,  pidiendo  W  dactoraae 
que  qo  eptahan  qfyigados  4  íjev^r  á'  efecty  el  coipeaio  ime  aparecía 
del  papej  de  que  se  trataba,  drói  arando  tele  4  1*  wj  ine#»fc  y  dp 
njngun  yaJoc  atagandp  qup  I4S  pantidaftgs  que  &tyrp|  l|abi«  dado  en 
mutuo  al  Marqué*  jh>  habían  excedido  df  ?.8$9  p«*os,  d  s*»o  42.835 
reate,  siendo  Iq  demás  produce  del  iutá^s  del  J8,  f»  y  35  por  100 
de  e?ta  entidad,  y  dp  interese»  de,  i^l^r^W  • 

Restando  que  r^pjbifjo  el  pleito  i  prueba,  se  practicó  ppr  una  y 
otra  part£  testifical  sobre  lof  hachos  referido*  tr^yéiujose  además 
por  testimonio  varias  de  Iqs  actuaciqnes  de  la  eau^a :  quq  apreciad 
por  perito?  la  hacienda  de  Sao  Ántoqio,  lqs  de  labcanja  dijeron  que 
valia  pop  £se  concepto  17.880  pesos,  y  los  de  injunppstaría  y  carpin- 
tería que  loa  edifipjQs  tenían  de  valor  Í.51Ó  pesos,  7  rs.  piala  y  U 
cuartos;  y  que,  fallecido  el  Marqués  de  Guisla,  se  trajo  á  los  autos 
el  testaneqio  qne  otorgó  en  3  deMayo  de  18W,  en  el  que  encargó  á 
§os  hijos  y  herederos  que  prosiguiesen  este  pleito  por  todas  sus  ins- 
tancias, porque  siendo  enteramente  falsa  la  cesión  que  se  suponía  de 
la  hacienda  de  San  Antonio,  y  las  firmas  arrancadas  &  la  fuerza  y 
violencia  de  un  puñal,  sobre  lo  que  se  ratificaba  en  lo  que  tenia  de- 
clarado, no  podia  menos  de  alcanzarse  el  triunfo  de  la  justicia  que 
se  les  había  negado  en  la  causa;  y  obligado  también  por  el  deber  de 
procurar  por  todo  medio  justo  que  no  se  causase  á  sus  hijos  el  grave 
daño  do  la  usurpación  de  la  mejor  finca  de  su  Marquesado,  si  para 
ello  podía  favorecerles  <;sta  su  última  declaración : 

Resultando  que  por  el  Juzgado  de  la  Comandancia  principal  de 
Harina  de  Cenarlas  se  dictó  sentencia,  absolviendo  &  D.  José  Abreu 
Lujan  de  la  demanda  y  declarando  válido  el  documento  en  cuestión", 
y  qqe  confirmada  por  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  del  Depar- 
tameqtp  de  Cádiz,  lo  fué  á  su  vez  por  la  que  en  21  de  Diciembre  dp 
1868  dictó  la  Sala  de  Justicia  del  suprimido  Tribunal  de  Guerra  y 
Marina: 

Resultando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción; citando  al  interponerle,  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este 
Supremo  Tribunal,  como  infringidas : 

1/  La  ley  l.-,  ~tít.  l.*t  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación*  en  el 
sentido  dp  que  lo  único  que  por  ella  habla  sufrido  modificación  en  el 
antiguo  derecho  habia  sido  la  doctrina  relativa  á  las  estipulaciones, 
y  no  la  que  exigía  la  concurrencia  de  causas  verdaderas  en  los  con- 
tratos» la  cual  era  contraria  á  .  la  interpretación  dada  por  la  Sala  á 
dicha  ley  en  el  penúltimo  de  sus  cpnsjderandos,  en  qpe  se  declaraba 
que  lo  esencial  era  e)  consentimiento,  como  si  éste  pudiera  presu- 
mirse en  quien  se  obligaba  sin  causa  en  un  momento  dado,  habiéq- 
dolo*  resistido  constantemente  antes  y  después  de  verificado.    * 
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2.a  La  doctrina  legal  que  se  desprende  de  las  leyes  22  y  21  del  tí- 
tulo 1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  que  contra  las  cau- 
sas falsas  6  simuladas  expresadas  en  los  contratos,  cibe  prueba ,  y 
una  vez  probada  la  simulación  los  contratos  son  nulos ;  doctrina  que 
era  además  legal  en  el  sentido  de  que ,  bailándose  determinado  en  la 
ley  47,  tít.  II,  Partida  5.\  que  la  causa  torpe  vicia  los  contratos,  dtbe 
permitirse  i  los  obligados  la  prueba  dé  la  falsedad  de  la  causa. 

•*•  La  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  consignada  en  tas 
sentencias  de  6  y  91  de  Octubre  de  1865,  en  que  se  declara  que  cuan- 
do un  contrato  es  simulado  ño  existe  realmente  ni  merece  el  respeto 
4ue  la  ley  l.\  tft.  l;f,  libro  10  de  la  Novísima  Becopilácion  concede 
*á  todos  los  válida  y  espontáneamente  otorgados,  y  que  son  contraríos 
á  la  ley  los  contratos  simulados  6  celebrados  con  causa  falsa ;  sin 
que  las  del  tft.  18  de  la  Partida  5.%  que  tratan  de  donaciones , '  pudie- 
ran nunca  autorizar  nada  favorable  á  la  falsedad  y  al  engafio  en 
ellos. 

4.#  La  ley  7.*,  tft.  Mf  Partida  3.*,  porque  los  contratos  en  que  se 
expresaba  una  causa  de  deber  meramente  falsa  ó  simulada .,  una  vez 
que  la  simulación  ó  falsedad  se  probasen ,  como  en  este  caso  habla 
sucedido,  quedaban  reducidos  á  la  condición  de  los  en  'que  no  se 
habla  expresado  causa  ninguna,  y  eran  por  consiguiente  nulos,  á  me- 
nos que  el  acreedor  probase  razón  por  la  que  se  le  debiese  dar  aquello 
á  que  se  hablan  obligado  los  deudores. 

5.a  Si  al  decirse  en  la  sentencia  que  aunque  la  causa  dé  deber 
fuese  simulada  ó  falsa,  el  contrato  valdria;  sin  embargo,  habla' que- 
rido significarse  que  la  simulación  no  existia,  no  obstante  no  decirse 
tina  palabra  acerca  de  la  apreciación  de  pruebas;  y  si  éontra  toda 
presunción  se  pretendiese  hablar  de  ella ,  constando  como  constaba 
en  documentos  públicos  el  hecho  de  que  nada  debía  el  Marqués  á 
Abreu  en  29  de  Enero  de  1836,  la  ley  111,  tít.  18,  Partida  S.\  en  cuan- 
to dispone  que  las  cartas  valgan  para  probar  con  ellas  los  pleitos  so- 
bre que  fueron  hechas. 

Y  6.a  T  en  cuanto  á  la  omisión  absoluta  de  la  lesión  ,  segundo 
punto  en  que  fundaban  el  recurso,  la  ley  114,  tft.  18,  Partida  3.',  al 
no  tomar  en  cuenta  una  justificación  tan  importante  de  aquélla  como 
la  que  constaba  de  la  escritura  de  27  de  Junio  de  1833  y  de  las  listas 
protocolizadas  con  ella  ;  y  si  se  habia  tomado ,  la  ley  2.a,  tít.  1.*,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  56,  tít.  5.°,  Partida  5.a,  por 
haber  declarado -válido  un  contrato  en  que  existía  lesión  enormísima 
por  los  vendedores  ó  cedentes  de  la  hacienda  de  San  Antonio. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Ilaro. 
Considerando  que,  según  con  repetición  tiene  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo,  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  la  parte 
dispositiva  de  las' sentencias  y  no  contra  sus  considerandos: 

Considerando  que  los  fundamentos  alegados  en  apoyo  del  recurso 
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1  • 

en  los  motivos  1.*  y  S.'  son  de  esa  clase,  y  por  consiguiente  inadmi- 
sibles para  la  casación  de  la  sentencia  objeto  del  recurso: 

Censklerajdo,  en  cuanto  á  los  motivos  i/,  8/  y  4.\  que  la  simu- 
lación ó  falsedad  de  1*  causa  de  deber,  consignada  en  eí  documento 
del  folio  70,  son  cuestiones  de  hecho,  que  sobre  ellas  se  han  dado  por 
las  partes  pruebas  que  ha  estimado  la  Sala  sentenciadora  •  sin  que 
contra  esa  apreciación  se  haya  citado  ley  ni  doctrina  admitida  por  la 
Jurisprudencia,  de  los  Tribunales;  y  por  consiguiente,  sieado  inapli- 
cadas, ai  caso  de  autos  las  leye?  y  doctrinas  que  en  ellos  se  citan,  no 
ha  podido  infringirlas  la  sentencia  de  cuya  casacion.se  trata: 

í  considerando,  en  cuanto  aL  6.*  y  ultimo  motivo,  que  la  cuestión 
de  eslstepcta  4  inexistencia  de  la,  lesión  en  el  contrato  del  folio  1% 
no  ha  sido  discutida  en  forma  legal  en  el  pleito,  por  cuya  razón  la 
omisión  atribuida  al  fallo  de  la  Sala  sentenciadora  no  puede  legitimar 
el  recurso.  { ni  pe  citan  las  leyes  ó  doctrina?  qué  con  este  objeto  de- 
bieran citarse,  ni  pueden  aplicarse  al  caso  de  autos  las  que  se  citan, 
por  lo  <Uial  la  sentencia  de  cuya  casación  se  trata  no  tes  infringe ; 

.  Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos*  no  haber  lugar  al 
recurso  de  capación  interpuesto  por  los  demandantes,  á  qiitenes  con- 
denamos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que 
se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  en  atención  á  lo  dispuesto  en  el 
decreto  sobre  unificaciop  de  fueros,  devuélvanse  asios  autos  á  la  Au 
ditncia  de  Canarias  con  la  certificación  correspondiente,  para  que  loa 
remita  al  Juzgado  ordinario  que  corresponda. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y ' 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  aL  efecto  las  copia» 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.~Mauricio  Gar- 
cía.=José  JUaría  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.»Válentin  Garralda.= 
Francisco  María  de  Castilla.=José  María  flaro.=Joaquin  Jaumar. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  fiaro ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo, 
el  fia  de  hoy,, de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara* 

Madrid  25  de  Setiembre  de  1869.=>Gregorio  Camilo  García. 
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M«v:  98. 
falUSTICU  NOTÓRíA.-SALA  PRJMEllÁ. 


Bnmctort  tt  cuattas  t  etrintoA  De  traeros.— Sentencia  de  29  de 
Setiembre  i  declarando  tío  haber  logar  al  rectirso  de  f  njütftfeiii 
coloría  intetpuosto  por  D.  Matiflel  José  Muñoz  y  sostebidé  pw 
sü  tioáá  é  hijos  eeotra  Ih  pronunciada  por  la  Bala  teredo  de 
la  Audiencia  de  BivMIa,  fen  pleito  cofc  D.  Manuel  Rutt  Ttfglé. 

Rn  los  oOMifUtRAifbos  se  establece : 

\S  Que  con  arreglo  á  b  pretérito  en  he  articulo*  117  jf  118 
del  Código  de  Qrtnercio.  para  desempeñar  por  ¿liento  de  otro 
actos  comerciales  en  calidad  de  comisionista  no  se  neeeéita  poder 
constituido  en  escritora  solemne,  sino  que  es  suficiente  recibir  el 
encargo  por  escrito  6  de  palabra;  y  el  comisionista,  aunque  ttate 
por  cnenta  ajena  i  puede  obrar  en  nombre  propio. 

8.a  Que  la  declaración  de  injusticia  notoria  no  tietv*  Itogaf1  sino 
por  violación  manifiesta  dé  las  formas  sustanciales  del  juicio  en  la 
última  instancia,  6  por  ser  el  fallo  Uado  en  esta  contra  ley,  ton 
arreglo  al  arL  1.218  d$lC#digo  de  Comercio. 

5.*    Qué  no  pueden  éter  infringidas  por  una  sentencia  legeé  que 
son  inaplicable*  ai  cago  del  pleito. 
•  •        .     < 

Bn  la  villa  de  Madrid,  á  2tt  de  Setiembre  de  1869,  eii  les  autos 
que  tu  el  Juzgado  de  pritberá  instancia  de  Alg&ciras  *  odtno  de  Co- 
mercio, y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  ba  Seguido 
D.  Manuel  ftuiz  Tagla  con  D.  Manuel  José  Mufióz,  hoy  su  vkida  Doña 
Cecilia  Alta  Garfcía  de  la  Lama  i  en  representación  de  tu*  mttQdre* 
bi|os  D.  Manuel  José  y  D.  Domingo  Antonio  Muñoz,  sobre  rendición 
de  cuentas,  entrega  de  efectos,  créditos  i  valores;  libros  i  pa^eteb  y 
documentos  concernientes  á  varios  negocios;  ¿uyds  autos  tienden  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  injusticia  notoria  interpuesto  por  el  de- 
mandado contra  la  sentencia  que  en  27  de  Noviembre  de  1867  dictó 
la  referida  Sala : 

Resultando  que  en  23  de  Octubre  de  1865  D.  Manuel  Ruiz  Tagle 
promovió  demanda,  pidiendo  se  condenase  al  D.  Manuel  José  Mufloz 
á  que  rindiera  cuenta  justificada  de  los  negocios  que  por  su  encargo 
y  cuenta  habla  venido  desempeñando  desde  su  establecimiento  en  AI- 
geciras  basta  que  terminó  su  cometido,  con  entrega  de  todas  las 
existencias  en  frutos,  efectos,  créditos  y  otros  valores  de  cualquiera 
clase  que  fuesen,  así  como  también  de  todos  los  libros,  papeles  y 
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documentos  concernientes  á  los  mismos  negocios ,  bajo  el  concepto 
de  que,  de  no  rendirla,  tendria  que  estar  y  pasar  por  la  cuenta  que 
en  tal  caso  formarla  él  \  alegando  en  apoyo  de  esta  demanda  que, 
habiendo  emprendido  un  negocio  de  corta ,  labra  y  conducción  de 
maderas  de  montes  en  el  campo  üe  Gibraltar,  y  necesitando  inspec- 
cionar frecuentemente  aquellas  operaciones,  sin  que  pudiera  Hacerlo 
por  tí,  determinó  poner  en  su  lugar,  como  persona  de  confianza,  á 
D.  Manuel  José  Mufloz:  que  éste,  en  el  año  de  1863,  se  instaló  en  Al* 
geclras  con  el  cargo  de  distribuir  los  fondos  necesarios  para  el  ne- 
gocio é  Inspeccionar  y  vigilar  las  operaciones,  señalándosele  un  sueldo 
de  18.000  re*  en  remuneración  de  sus  servidos,  elevado  después  fl 
10.000  r».  por  haberse  aumentado  sus  atribuciones :  que  relevado 
Mufloz  de  su  cargo,  en  35  de  Junio  de  1864,  entregó  entonces  algu- 
nas existencias,  reservándose  otras ;  y  no  habiendo  rendido  enema  dfe 
los  fondos  que  hablan  ingresado  en  su  poder,  y  qué  habiendo  sido 
dicho  Muñoz  encargado  de  ellos,  así  como  de  las  existencias,  libros 
j  documentos  pertenecientes  al  negocio  referido,  estaba  en  el  deber 
Indeclinable  de  cumplir  las  obligaciones  propias  del  mandatario ,  y 
ea  su  consecuencia  en  el  de  rendir  cuenta  detallada  de  los  fondos 
ingresados  en  su  pdder  desde  la  fecha  en  que  empezó  el  mandato; 
entregando  todos  aquellos  efectos  al  mandante,  qnien  á  sq  ve»  estaba 
pronto  á  cumplir  sus  deberes  detftl,  relevando  al  niandataiio  de  cual- 
quiera responsabilidad  que  hubiese  podido  contraer  por  razón  de  su 
cargo,  siempre  que  hubiese  -obrado  dentro  de  los  límites  de  su  comi- 
sión 6  con  asentimiento  sujrO: 

Resultando  que  D.  Manuel  José  Mufloz  pretendió  que  se  le  ábábU 
viese  de  la  demanda  y  sé  declarase:  primero,  que  á  él  fé  correspondía 
la  liquidación  délos  negocios  seguidos  en  ntilon  Cotí  Rfaiz  Tagle  y  Don 
Antonio  Bonáni,  en  la  forma  fijada  en  el  fatt.  858 del  Código  de  Cdmfercio; 
segundo,  que  le  asistía  eficaz  deréeho  á  percibir  el  SO  por  100  de  las 
utilidades  obtenidas  en  los  mftntós,  siendo  obligtfciori  de  Raiz  Tagle 
pasarle  cuentas  de  las  operaciones  que  habla  realizado:  tercero;  que 
dicho  Interéd  10  alcanzaba  en  Itt  utilidad  Obtenida  ed  Któ  agio*  pre- 
cedentes al  pago  de  \é  dehéstt  de  Borñóque,  á  Ift  que  en  su  explota- 
clon  pudo  y  debió  dbfénersej  y  ¿darte,  que  tenia  eficaz  dfereéhé  á  la 
indemnización  de  perjuicio*  por  los  actos  de  Ruiz  Tagle  afectantes  á 
los  negocios  que  con  él  llevaban  <  y  por  su  precipitación  y  forma  de 
terminarlos  hablan  lastimado  ed  sumo  grado  el  crédito  de  llufioz  y 
su  nombre  mercantil ,  sobre  todo  lo  cual  les  reconvenía  en  forttiá; 
expenieüdo  al  afecte  que  entre  Bonánf  y  Tagle  había  proyectos  y 
pequeños  negocios  A  fines  de  1861 ,  y  para  elevarlos  6  negociaciones 
le  cometió  Ruiz  Tagle  el  estudio  de  ellos ,  qué  hizo  y  de  que  dló 
cuenta,  mereciendo  su  aprobación-,  recayendo  sobre  la  corta;  labra  y 
conducción  de  maderas  para  los  arsenales :  que  al  abeptar  ésta  Pri- 
mera comisión  admitió  la  oferta  de  Tagle  de  abonar  fl  su  familia 
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1.000  ra.  mensuales  mientras  no  se  supiera  lo  que  podría  prometer 
el  negocio:  que  sus  viajes  á  Algeciras  no  tuvieron  el  objeto. que  se 
decía»  sino  que  se  proyectaba  un  negocio  en  alta  escala ,  como  lo  de- 
mostraba el  becho  de  haberse  tomado  parte  en  una  subasta  de  los 
Barrios  por  convenio  de  loe  tres,  personándose  él  en  dicbo  punto, 
contratando  por  sí  y  llevando  á  la  industria  emprendida'  los  grandes 
aprovechamientos  de  las  dehesas  subastadas,  sin  que  por  lo  tanto  es- 
tuviese limitado  á  hacer  cobros  y  pagos,  como  se  suponía,  pues  el 
círculo  en  que  debía  moverse  era  aúp  mayor,  y  asi  lo  evidenciaba, 
no  sólo  la  gestión  activa  é  incesante  en  los  negocios  empezado»,  sino 
su  -decisión  á  emprender  otros,  como  lo  fué  la  adquisición  de  la  de- 
hesa de  Bornoque ,  en  la  provincia  de  Málaga ,  por  él  iniciada,  estu- 
diada y  subastada»  todo  de  acuerdo  con  Tagle:  que  en  la  imposibili- 
dad de  subvenir  á  sus  atenciones  con  sólo  12.000  rs.,  se  convino  en 
que  dispusiese  de  30.000  en  el  concepto  de  que  se  cargase  dicha  suma 
á  cada  negocio  en  proporción;  de  lo  que  se  infería  que  no  se  trataba 
de  un  sueldo,  sino  que  habia  varios  negocios  emprendidos,  y  que 
para  cada  uno  habia  determinada  consideración:  que  cada  uno  debía 
soportar  sus  gastos,  y  que  de  cada  cual  debían  fijarse  utilidades:  que 
no  estaba  on  el  caso  de  un  factor  6  mancebo  de  comercio,  pues  jamás 
tuvo  poder  de  Tagle,  ni  usó  en  su  antefirma  ni  de  otro  modo  el  nom- 
bre de  aquel,  ni  trasmitió  á  los  terceros  con  quien  contrataba  dere- 
cho.alguno  para  con  Tagle,  ni. {amas  lo  tuvo  éste  contra  aquellos:  que 
en  otro  juicio  se  habia  dicho  que  entre  él  y  Tagle  habia  habido  una 
asociación  á  que  habia  pertenecido  0.  Antonio  Bonani ,  y  por  su  na- 
turaleza era  análoga  á  una  sociedad  accidental ,  y  que  esto  era  lo 
exacto  y  lo  que  ahora  repetía;  pues  iniciando  él  unas  veces  y  secun- 
dando otras,  se  acometieron  por  él  á  su  nombre  multitog  de  opera- 
ciones mercantiles,  como  lo  «ran  la  extracción  y  venta  de  carbones, 
la  corta^  labra  y  conducción  de  maderas  páralos  arsenales,  y  la  ad- 
quisición en  subasta  de  las  dehesas  y  arbolados ,  cuyos  aprovecha- 
mientos constituían  operaciones  mercantiles;  confirmando  la  existen- 
cia de  la  asociación  las  cartas  aducidas  en  el  mencionado  pleito  y  las 
demás  que  presentaba:  que  exciuidas  las  de  factor  y  mancebo,  úníeas 
que  podían  darle  carácter  de  dependiente  para  con  Tagle,  no  había 
otro  titulo  que  .fijase  la  situación  entre  ambos  que  la  sección  4.* 
del  8.a  del  Código,  pueá  la  calificación  legal  de  sus  actos,  6  mejor 
dicho,  la  consideración  legal  del  hombre  que  con  su  fortuna  ó  la 
ajena  compraba ,  vendía ,  arrendaba  •  usaba  de  dominio  y  dentro  de 
este  uso  tenia  un  derecho  cierto  á  la  quinta  parte  de  utilidades,  no 
'  habia  dada  de  que  la  definía  el  art.  354;  y  que  por  lo  tanto ,  habien- 
do aportado  como  aportó  su  aptitud,  sus  conocimientos*  su  honradez 
y  su  industria  á  la  sociedad  accidental  en  qne  estuvo,  ae  hallaba  hoy 
con  acción,  á  pedir  á  los  demás  respectó  á  sus  legales  derechos;  y 
WttQ  entre  ellos  descollaba  en  primer  término  el  de  liquidar  la  so» 
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dédád  según  el  arú  3S8 ,  y  como  en  las  realizaciones  últimas  se  haT 
Má  permitido  Tagle  actos  propios  de  él,  de  aquí  la  necesidad  de  quq 
de  ellos  y  de  todos  los  demás  que  hubiese  practicado  le  diese  deta- 
Ifada  cuenta:  que  Ajada  verbalraente  y  confirmada  de  todos  modos  la 
forma  de  división  de  las  utilidades  en  60  por  100  al  capital  y.  40  por 
1M  la  industria  divisible  entre  Bonani  y  él,  no  habla  necesidad  de 
declaración  expresa  sin  haber  venido  i  ser  cuestionable  este  punto 
por  el  arrepentimiento  del  actor,  y  que  por  ello  solicitaba  declara- 
ción Judicial :  que  las  leyes  declaraban  en  todo  contrato  el  derecho 
que  tenia  &  la  indemnización  de  daQos  el  que  sufria  detrimento  eji'su 
fortuna;  y  que  habiendo  precipitado  Tagle  las  relaciones  y  perjudica- 
do con  ello  las  ventas  considerablemente,  disminuyendo  las  utilida- 
des naturales,  estas  diferencias  por  él  causadas  constituían  dafio  qqe  él 
debia  indemnizar:  que  después  de  comprada  la  dehesa  de  Bornoque 
se  obtuvieron,  merced  á  sus  inteligentes  gestiones,  grandes  reduccio- 
nes en  precios,  con  las  cuales  la  adquisición  debió  producir  grandes 
utilidades;  pero  que  Tagie,  no  sólo  trajo  la  anulación  de  la  subasta, 
sino  que  en  vez  de  haber  cooperado  á  ia  revocación,  habla  practicada 
actos  para  con  la  cantidad  depositada  que,  sobife  ceder  en  dafio  de  él 
por  inducir  descrédito,  venían  á  dificultar  la  solución  legal',  y  este 
proceder  tan  ligero  é  injusto  habla  de  afectarle  por  la  indemnización 
necesaria  para  con  él:  que  no  creía  que  pudieran  suscitarse  dificulta- 
des sóbrela  cuantía  de  perjuicios  y. modo. de  fijarla,  pues  precisa- 
mente las  dificultades  de  hacerlo,  estaban  previstas  por  la  ley,  que  en 
su  art.  93  da  la  solución  á  ellos;  no  pudiendo  tampoco  cuestionarse 
sobre  la  aplicación  de  la  legislación  común  á  daños,  indemnizaciones 
y  demás  pretendido,  por  lo  que  no  hubiese  disposición  expresa  en  el 
Código,  3  que  por  lo  tanto  no  podía  dudarse  de  su  aptitud  para  soli- 
citar la  aplicación  de  las  leyes  contenidas  en  el  tít.  15  de  la  Parti- 
da 7/,  como  en  las  recopiladas,  sobre  los  puntos  citados  y  sobre  la  ' 
eficacia  de  las  obligaciones;  y  por  último,  que  no  se  comprendía,  de 
modo  alguno,  la  exigencia  da  entrega  de  libros ,  cualquiera  que  fuese 
la  consideración  que  se  le  diera ,  inclusa  la  del  mandatario  común, 
pues  /dichos  libros  eran  propiedad  de  él,  contenían  la  historia,  tra- 
mitación y  término  de  las  negociaciones  que  hubiese  ¿seguido,  y  esta 
historia  4  él  le  pertenecía ,  bastando  al  mandante  las  cuentas  justifi- 
cadas que  se  le  rindieran,  teniendo  derecho  á  comprobarlas  Aun  con 
los  libros  m|smos:         * 

Resultando  qu¿,  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon 
y  hechps  sos  alegaciones,  diptó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia 
en  3  4fk Noviembre  de  4866,  la  cual  confirmó  con  costas  la  Sala  ter- 
cera 4a  la.  Audiencia  en*  29  de  Noviembre  de  1807 ,  condenando  al 
D,  Manuel,  José  Muñoz,  á  qué  .en  el  término  de  quince  días  rindiera 
cnctyiqp  &  su  mandante  D.  Manuel  Ruiz  Tagle  de  .todas  las  cantidades 
que  recibió  de  aquel  desde  que  se  hizo  cargo  de  sus  negocios  hasta 
II*  H 
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que  terminó  su  cometido,  con  entrega  de  todas  las  existencias  eniru- 
tóá,  créditos  ú  otros  valores,  dp  cualquiera  clase  que  sean ,  así  como 
todos  ios  libros,  papeles  y  documentos  concernientes  á  los  mismos 
negocios;  bajo  el  concepto  de  que,  de  no  rendirla,  tendría  que  estar  y 
pasar  por  la  cuenta  qué  en  tal  caso  formaría  el  actor,  á  quien  se  absol- 
vía dé  Ibs ' particulares  objeto  de  la  reconvención,  condenando  ade- 
ttíás  á  líuBozén'las  costas  de  estos  antos: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Mufiofc  recurso  de  in- 
justicia nptorfa,  citando  como  infringidas: 

1/  fca  (JÓctríná  legal  Actoté  ñon  probante  feui  eú  obiáfofindui .  por 
cuanto  por  lá 'sentencia  se  hacia  prosperar  1*  demanda  interpuesta 
por  Huiz  Tagle,  sin  Haber  éste  probado  la  acción  ejercitada. 

4.*  14  jíoctrlná  establecida  por  este  Suprerño  Tttbunai  ep  sentencia 
fle  ti  ¿ifc  Febrero  de  1860,  por  Iá  que  se  establece  «que  el  mandante 
¡debe  proba?  Iá  etlstéhclfc  del  mandato  para  <jüd  seart  aplicabíes  al 
caso  las  leyes  que  tratan  de  la  obligación  y  responsabilidad  del  man- 
datario; éuyá  doctrina  de  derecho  cotnun,  como  supletoria'  de  la  le- 
¿isíftCifln  'thercanti! ,  era  aplicable  al  caso  presente  por  cuanto  Ruiz 
Jágté  n¿  hábia  probado  Iá  existencia  del  mandato. 
'"  3*  Las  leyes  12á  18,  lít.  11,  y  2.*  ,4  la  4.¿,  tít.  13,  Partida  3/,  su- 
pletorias también  de  la  Jegislaclon  mercantil, 'y  iá  doctrina  conforme 
con  ellas,  establecida  por'este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  i*  de 
Junio  de  186 1,  de  que  la  confesión  hecha  en  juítíio  constituye  prueba 
plena 'contra  cü  confesante;  y  toda  vez  que  Ruiz  Tagle,  al  confesar 
que  no  habla  dado  poder  ó  facultad  á  Muñoz,  y  c}ue  ^ste  obraba  en 
todos  tos  á6tos  y  eohtratbs  eh  virtud  de  sil  propio  hoiríbr$  sin  quedar 
kuiz  Tagle  obligado  con  las  terceras  personas  con  quien  a'qúel  'con- 
trataba, riego  la  existencia  del  contrato  de  manda to'en'*qoe  se*  fun - 
dába'su  deWanda,  y  al  contrarió  quedó  plenamente  Justificada  la 
.  fecónyehcion  de  Muñoz,  fundada  en  Iá  existencia  de  una  sociedad 
entre  ios  litigantes  y  ü.  Antonio  Bonatif  al  confesar  Ruiz  Trfgla  que 
fen'la  Serle  de  negociaciones  emprendidas  aportaba  el  capital,  Étfnani 
feu  industria  principal  y  Muñoz  áu  talento  mercantil,  siendo  ía&  tttlll- 
dades  divisibles  en  la  'proporción  de  un  60  por  100  para  el  capital  y 
de  un  Í0  por  100  para  la  industria,  divisible  por  mitad  entré  MUfioz 
y  Bobanf,  después  de  deducir  él  capital  y  él  interés1  de  un  7  por  itfO 
que  esté  producía. 

I.*  El  art.  14*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil,  por  «manto 
se  había  permitido  y  dádose  valor  en  Juicio  á  la  prueba  de 'testigos, 
üóbre  los  anteriores  hechos  confesado^  por  la  par tfr  contraria.     ' 

t.é  Él  art.  31?  de  lá  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  suptetdtfa  da  la 
inértfanfil,  porque  fkltándb  á  la  regla  de  lá  Sana  crítica  se  habla  dado 
faldr  legal  á  la  declaración  del  testigo.  D.  Antonio  Bonani,  tachable 
pói  una  causp  qbe  manifestó  al  tiempo  de  declarar,  la  de  tena*  in- 
terés directo  eb  é\  -pleito ,  y  cuando  estaba  desvirtuado  y  aun  des- 


jatnftle  par  alfa  paaba  ea  ceatyraríot  aual  era  Ja  carta  .escrita  por 
yjotao  09  |i  da  fticíémbre  de  IMK  y  apropio  articule  alicuanto 
W§Wdo4|p»  WÍW  4a  te  sawMrWoa*  W  aonoedla  taam»  probatoria 
i  k  ^iclíif  <b|pii  4e  «a  ftol^  te»tii»i 

(Ü  I43  legas  114  y  1}9<  \iL  18/ Partida  S*\  por  «luaato  a*  betoie 
(búa  wí<*  90  Juitfo  pftia  probar  la  demande  A  4es  oartaa  de  81  de 
|olio»  I,  18  y  tf  4a  Maaa  y  10  da  Juafe  da  18H;  r  Me.  Noviembre 
de  tífi  tím  baber  eMetfcoqoiridas  par  el.  qoe  las  amarizaba.    . 

7.?  T  par  último,  loa  aniquila  Í1C  dal  C¿digo  de  Comettio,.  poique 
sicoefidepfyi  *  D.  p«auel  Joaé  Mufio*,  porla  sentencia  objeto  de 
Escapo», eoiqp. epatieieeieta  ain  lena?  la  puridad  da  comerciante,,  y 
el  174»  17$  y .  137  dal  mismo  Código,  portea  te  reputaba  como  tortor 
lia  ]ap*r  pod#jt  eepeoial  deau  comitente»  niobrer  ea  nombre  de  éste, 
ul  ¿tugarle  con  I**  torera»  perseas,   4 
Yistpa,  fiendo  Pósente  al  Ifinistrp  Q,  Joaquín  J  sumar  del*  tiuroera. 
Considerando  que,  con  arreglo  4  lo  prescrito  en  los  artículos  117 
y  118  del  Código  de  Comercio  •  pora  desempeñar  por  cuenta  da  otro 
tetas  comercial**  en  calidad  de  comisionista  no  se  necesita  poder  eonsti- 
mido  en  escritura  solemne ,  sino  que  es  suficiente  recibir  el  encargo  por 
estrilo  ¿  de  palabra ;  y  el  comisionista ,  aunque  trate  por  cuenta  ajena, 
puede  airar  en  nombre  propio;  y  que  por  consiguiente,  babieedo  reco- 
nocido p.  Myuuel  José  Muñoz  en  su&  esp ritos  que  aqeptó  medíanlo 
partas  retribuciones,  el  encargo  que  U  corneta,  Ruiz  Tagle  para  Ja 
corta,  labra  y  conducción  de  maderas  para  los  arsenales  es  ineludi- 
ble la  obligación  de  aquel  da  rendiq  cupnfos  Ju6lí  finadas  do  las  gestio- 
nes que  practicó  en  virtud  de  dicha  comisión  ó  mandato: 

Considerando  que  aun  en  la  tyipót^i*  de  que  pudiera  aceptarse  1a 
suposición  de  Muñoz  de  que  no  obró  en  concepto  de  comisionista, 
sino  como  socio,  tibien  aatarip  obligado*  cqn  arreglo  al  art.  358  del 
citado  Código,  á  rendir  las  cuentas  que  se  le  demandan  por  haber  di- 
rigido los  negocios  indicados: 

¡djHPjipdo  qjiQ  su  reconvenpiqn  $q  efripf  autos  as  $.io  roanos 
tifitblintñ  |)ór  e^t^i;  enlazada  cpu  la  rendición  da  cuentaa.qfia J/e  r*- 
tagle.  y  ep  las  cuales  podrá  datarse  las  cantidades  que  consi- 
deré d0  legítimo'  3 pono,  pon  sujeción  á  lp  pactado  entr.e  <}l  y  el  de- 
mandante: 

Considerando  que,  coq  arreglo  pi  art.  1.218  del  pódigo  de  Coqier- 
do,  la  declaración  d/e  injusticia  notoria  no  tiene  \uqur  sino  por  violaqion 
mantfkslo  de  loe  forvpa*  eustamciales  de\  juicio  en  la  Mimo  teKffgrifi,  ó 
t(ot  s er  el  fallo  dado  en  eslfl  contra  ley  txpresa;  y  qua  en  su  oor$e- 
cuencia  son  inadmisibles  como  fundamentos  de  esta  clase  de  recur- 
sos las  citas  de  doctrinas  aun  cuando  fueran  aplicables  al  pleito: 

Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  ia  sentencia  dp  99  de  No- 
Itembrt  da  \867  pp  ha  infringido  ley  alguna  e^presfi»  no  «jando  apli- 
^f  tjlé*  al  presente  pleito  la?  leyes  de  Partic|a  ai  ios  artíqulos  de  las 
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desquiciamiento  mercantil  y  civtl  que  tuoportuiiimente  se  dtauen 
él  recurso*  por  cnanto  la  Sala  sentenciadora  ha  fundado  sfi  falto,  no 
sólo  ert  las  aseveraciones  del  -demandante  y  en  las  cartas  presentadas 
por  el  mismo,  sino  también  en  los  reconocimientos  explícitos  ée\  tie- 
mandado,  y  en  las  demás  pruebas  suministradas  por  ambas'  partes* 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos*  no  liaber  lugar  al 
recurso  de  injusticia  notoria  Interpuesto  por  D.  Manuel  Jotó  itufibzy 
sostenido  por  su  viuda  é  hijos  Doña  Cecilia v (torcía;1  y  Di  Dótnfrifto  jr 
D.  Manuel  Muñoz,  á  ios  qué  condenamos  en  fas  costas  y  '*  la  pérdi- 
da de  1*  cantidad  por  que  prestó  caución;  iu  qne,  caso' dé'  Mcetfte 
efectiva,  se  distribuirá  con  arreglo  á  ia  ley;  y  devuélvanse1  lós;  Mtttós 
á  la  Audiencia  de  Sevilla  con  la  correspondiente  certificaétdh.-  ■»•  *  * 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GútM  áé  Midrii 
é  insertará  en  la  Colección  kgülatioa,  pasándose  al  efecto  las  eépütsnéc&- 
sartaSi  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=?ftlaurteioQatáía.;±±Jo- 
séM.  Cáceres.^Laureano  de  Arrieta.== Valentín* Garra!da.*=  Francisco 
María  de  CastiUa.=JOB6  María  Haro.=Joaquin  Jaumar.— Manuel  Leorr^= 
Miguel  Zorrilla.  :    ^ 

1'nWicaciot»:     .  ...>;♦    , 

t.Hda  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  tel  fllmo.  Sr.  Don 
Joi(«l4iin  la  utnar  de  la  Carrera,  Ministro  del  TWbunarSnpreníO  de 
JtiMiria,  estando  celebrando  audiencia  pública  In  Sala  primera  del 
mismo,  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de'C&mata 
d«  dtebo  Supremo  Trib&nal. 

Madrid  85  de  Setiembre  de  1869.t=4Honisio  Amonio  de  fuga.  * 


Núm.  59. 
COMPETENCIA.^-SALA  SEGUNDA. 
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Acumulación  de  iw  pleito  ejecutivo  k  un  juicío  de!  concuaso  de 
acreedores.— Sentencia  de  25  de  Setiembre,  declarando  no' haber 
lagar  á  acumular  al  juicio  de  concurso  promovido  por  D.  Ca- 
simiro Agudo,  el  pleito  ejecutivo  seguido  contra  el  mismo  por 
la  sociedad  Fabra  y  Halagrava  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  del  Hospital  de  Madrid,  y  disponiendo  se  de- 
vuelvan á  éste  dicho  juicio  ejecutivo  y  al  Juez  de  Andújar  sos 
actuaciones  en  el  de  concurso  para  to  que  proceda  con  arreglo 
á  derecho,  con  lo  que  se  decide  la  competencia  entré  átaboa 
promovida.  r 

a 

En  los  considerandos  se  establece :  '  '* ;  ' 

1.°    Que  *i  bien  él  aH.  523  d^  la  Ley  de  Enjuiciamiento^  civil 
previene  que  declmtdv  el  ioncuno  so  acumulen  á  él  los  demát 


tefcttacué  bfe  ¿86fl.  J65 

(mto**je€*li*os  que  contra  el  deudor  se  sigan  en  otros  togados, 
tío  te entiende  soto  de  los  juicios  pendientes. 
/  í2u?    tímno  puede  considerarse  pendiente  el  pleito  ejecutivo 
ommhíp  «i-  él  se  ha  dictado  sentencia  de  remate,  y  na  sido  consen- 
tid* tm  promover  recurso  alguno  contra  ella. 


-  ;  BQfJa  vil  lo  de  Madrid,  á  25  de  Setiembre  de  1860,  en  te  compe* 
tenate  ^que  ante  Nos  pende,  promovida  entre  el  Joee  de  primera  ins- 
Um¡*  4p  Andftjer  y  el  del  distrito  del  Hospital  do  esta  villa  sobré 
4**  J*>  adunóle  ai  juicio  de  concurso- de  acreedores  de  D.  Casimiro 
¿turfo  «L  pleito;  ejecutivo  seguido  contra*  el  mismo  por  la  sociedad 
Fabra  j  i  Malera  ve.  en  redamación  de  81:189  re.  85  céntimos : 
.  Jtaralteado  que  en  26  de  Octubre  de.  1868  la  sociedad  mercantil 
Fibra- ,y  Malagrava,  domiciliada  en  esta  capital,  dedujo  demanda  eje- 
ettivajOB  el  Juzgado  del  distrito  de) 'Hospital  de  la  misma  contra  Don 
Casimiro  Agudo,  vecino  de  Andújar,  por  Ja  cantidad  de  31.189  rea- 
le&'BS  céolimo^:  que  seguido  el  juicio  en  rebeldía  de  aquel,  se  dictó 
sentencia  de  remate  en  7  de  Diciembre;  y  que  declarada  consentida 
dicha  sentencia  á  instancia  del  actor,  se  mandó  proceder  el  justipre- 
cio de  los  bienes  embargados,  librándose  cxltorto  al  Juez  de  Andüjar 
á  fin,4e  ¿pe  se  hiciera  saber  A  Agudo  designase  perito,  como  así  lo 
hi*o  en  A  de  Enero  último,  manifestando  estar  conforme  con  el  nom- 
b W(o  por  el  aetor : 

Besultando  que  en  5  del  repetido  mes  de  Efrcto  D.  Casimiro  Agudo 
acudió- al lun  de  Andújar  presentándose  en(  concurso  voluntario;  y 
por  auto  del  dia  9  se  le  declaró  en  tal  estado  y  mandó,  entre  otros 
particulares,  oficiar  al  Juez  del  distrito  del  Hospital  de  esta  villa  para 
que  remitiera  los  autos  ejecutivos  que  contra  Agudo  seguía  la  socie- 
dad Fabra  y  Mal  agrava,  á  In  de  «coitfntartos  .4  los  generales  de 
concurso : 

Resultando  que  el  Juez  del  distrito  del  Hospital  declaró  no  haber 
lugar  á  Ja  acumulación*  requerida  por  el  de  AndAJar,  porque  para 
qiBtle»  juicios  ejecutivos  sea&  acumulabas  A  los  universales  de  con- 
cursa, se  rtecesüa  que  los  primeros  telen  pendientes  al  pretenderse  la 
aeüjotrfacion,  y  no  puede  decirse  qiie.  la  estaban  cuando,  como  en  el 
caso  de  (pie  se  trata,  se  baila  consentida  y  ejecutoriada  la  sentencia 
qpe  pone  término  á  dicho  Juicio,  puestos  procedimientos  de  apremio 
son  únicamente  medios  de  llevür  á  efecto  lo  ejecutoriado;* doctrina, 
apocada, 'Do  sólo  en  los  principios  generales  de  derecho  y  en  la  letra 
«tota  bey.de  enjuiciamiento  civil,  sino  constantemente  observada  por 
los  Tribunales  y  sancionada  por  repetidas  declaraciones  de  este  Su- 
premo,  entre  otras  en  6  de   Setiembre  de  1864  y  20  de  Agosto 

de  1868: 

Resultando  quer.  el  Jtiea  dé  .prime* a  instancia,  de  Andújar  declaró 
procedente  la  acumulación  que  habla  decretado,  fundéwiose  para 
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«lio  en  que,  según  el  art.  £23  y  uúra.  $.*  del  157  de  la  Ley  de  Id** 
julciamiento,  es  causa  incondicional  de  aoúmulacton  la  dedaradoa 
del  juicio  de  concurso  pftra  les.  dentía  autos  peadiantea  conréalos 
bienes  del  cowur&ado:  que  la.  6ente\*eia  de  remata  ea  jtnckrejéeatífa 
no  tiene  de  absoluto  el  carácter  de  definitiva,  porque  si  trien  és  ver» 
dad  que  cierra  e)  procedimiento  especial  y  causa  estado  contra  el 
deudor,  nunca  ee  ejecutoría,  puesto  que  ai  estorba  él  jtttoto  ordina- 
rio, ni  produce  excepción  de  tfosa  juzgada,  al  coritra  ella  ae:¿*  el 
recurso  jie  casación  por  infracción  de  ky,  sefeun  lo  tiene  declarad* 
este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  Vt  de  Abril  y  SO  de  Dieiefl* 
bre  de  1864,  y  10  de  Febrero  de  1866:  que  no  terminando  el  jtfkrib 
ejecutivo  por, sentencia  de  remate,  sino  que  son  partes  inherentes  del 
roistóo  los  trámites  sucesivos  hasta  realizarse  el  pago,  cottá»  aéí  lo 
declara  la  sentencia  de  U  de  Diciembre  de  1861,  basta  qfté  éste  sea 
efectiva,  el  juicio  ejecutivo  está  pendiente,  y  cómo  tal  es  aclimatable 
al  universal  de  concurso:  A 

Y  resultando  que  para  la  decisión  del  conflicto  jurtutfctefe'nat  ano 
y  otro  Juzgado  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas 
actuación^. 

Vistos,  sieodo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  León. 

Considerando  que  si  bien  el  art.  528  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  previene  qtie  declarado  el  concurso  se  acumulen  á  él  loa  dtMftás 
autos  ejecutivos  que  contra  el  deudor  se  sigan  en  otra*  Jofegados, 
esto  se  entiende  s<Mo  de  les  juicios  pendientes :  j 

Considerando  que  ya  no  puede  considerarse  pendíate  el  pleito 
ejecutivo  cuando  en  él  ee  ha  dictado  sentencia  de  remate,  y  ha  fcfde 
consentido  sin  promover  recurso  alguno  contra  ella : 

Y  considerando  que  al. declararse  en  concurso  D.  Casimira  Agudo 
por  el  Juez  de  primara  instancia  de  Andújar,  ya  por  el  del  distrito        ^ 
del  Hospital  de  esta  villa  se  habla  dictado  sentencia  de  remate  cen- 
tra él,  y  se  estaba  en  la  ejeetcion ; 

Fal&aos,  que  debemos  doctorar  y  declaramos  no  babel*  lugar  I       >  5 
aeu^a triar  ai  juicio  de  concurso  promovido  por  D.  Casimiro  Agndo  el       ^ 
pleito  ejecutivo  seguido  contra  el  mismo  por  la  sociedad  Fabra  y  Ma*       ^ 
legjiave  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital 
de  esta  villa ;  devuélvanse  á  éste  dicho  juicio  ejecutivo  y  al  Jtoet  de 
Andújar  sus  actuaciones  para  lo  qae  proceda  con   arreglo  á  de- 
recho» • 

Asá  por  esta  nueetr*  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaofo  del 
(jebierno,  dentro  de  loa  tres  diaa  siguientes  ai  de  su  fecha,  é  inser- 
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Urá  fc  su  tiempo  en  la  Cokcoüm  Uqislatwa,  pasándose  al  efecto  las  eo~       § 
piae  necesarias/  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Armamos. ¡^Sebas- 
tian González  Nandin.=Pascual  Bayarri.=Manuel  María  de  Ba'suÉMo.s&: 
Jaaft  Jiménez  Cuenca.»ManueI  Leon.=Miguei  Zorrilla. 

publicación; 


Cfllj 


SENTENCIAS  DE    1869.  IÜÍ 

'  Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Se- 
ñor S.  Manuel  León,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  éií  él  dfct 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  45  de  Setiembre  de.1869— Rogelio  GÓhzalez  Montes. 


Nftt.   40. 
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APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA". 


Reivindicación  de  bienes.— Sen teucia  de  27  de  Seliepiiyq,  copfir- 
mando  la  providencia  apelada  de  la  Saja  primera  de  ty  Audifcp-, 
cia  de  Sevilla,  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Juan  Serón ,  en  pleüo  cou  D.  Antonio, 
Zúlela  y  otros  y  el  Ministerio  fiscal.  , 

En  su  único  considerando  se  establece: 

1/  Que  no  puede  admitirse  el  recurso  de  casación  interpuesta 
contra  sentencia  *que  carece  del  carácter  de  dijuiitiva,  exigido  por 
los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.   , 

4.*  Que  el  art.  1.012  de  la  misma  ley  se  re/iereá  las  senten- 
cias que  sean  contra  ley  ó  doctrina  adn^ilida  por  la  jurisprudencia 
de  los  Tribunales,  y  no  á  las  dictadas  para  la  sustanciaron  de  los 
juicios. 

Ea  la  villa  de  Madrid ,  á  27  de  Setiembre  de  1860 ,  en  los  auto$ 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  suprimido 
Juzgado  de  Hacienda  de  Sevilla  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
del  mismo  tfctitorío  por  D.  Juan  Serón  con  D.  Antonio  Zuleta,  bon 
.  Antonio  Gamero  Cívico,  Doña  Josefa  Zuleta,  el  Ayuntamiento  constitu- 
cional de  -Utrera  y  el  Ministerio  fiscal  orí  representación'  de  la  Ha- 
cienda'nacional,  citada  de  eviccion ,  sobre  reivindicación'  de  bienes: 

Resultando  que  í).  Juan  Serón  dedujo  demanda  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Utrera  para  que  se  declarase'  pertenecerá  trtís 
suertes  dé  tierra,  llamadas  Po^>  del  Arcediano,  Alguacil  alto  y  Tere- 
dftlas,  sfftas  en  término  de  dicha  Villa,  sin  más  obligación  que  pagar 
el  canon  por  que  se  concedieron  por  el  Ayuntamiento  y  se  fljd  eii 
1845,  condenando  á  sus  ilegítimos  poseedores  D.  Antonio  Zuleta,  Don 
Antonio  Cívico  y  Doña  Josefa  Zuteta  á  que  se  los  devolvieran  con  Ida 
frutos  y  reatas  producidos  desde  la  contestación  á  la  demanda ,  y  al 
Ayuntamiento  á  que  otorgase  á  su  favor  la  escritura  de  reconocimien- 
to á  que  estaba  obligado,  por  acuerdo  de  9  de  Octubre  dé  1845,  y  ft 
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indemnizarle  de  los  frutos  y  rentas  que  hubieran  producido  y  fcbdídó 
producir  las  fincas  desde  que  fueron  usurpadas  al  causaate^de  Seren, 
con  los  danos  y  perjuicios  motivados  por, ella: 

^Resultando  que  conferido  traslado  á  los  demandados t  después  da 
haberse  inhibido  el  Juez  de  primera  instancia  cfel  conocimiento  délos 
autos  y  remitídolos  al  especial  de  Hacienda  de  Sevilla  á  solicitud  de 
D.  Antonio  Zuleta,  contestó  éste  á  la  demanda  pretendiendo  se  le  ab- 
solviera de- ella ;  y  por  un  otrosí,  mediante  á  que  la  finca  que  se  Je 
reclamaba  la  había  adquirido  por  compra  hecha  al  Estado  como  pro- 
cedente de  los  Propios  de  la  Tilla  de  Utrera,  pidió  se  citara  de  evic- 
cíon  al  Promotor  fiscal,1  en  representación  de  la  Hacienda,  y  ai  Ayun- 
tamiento de  dicha  villa :  '        . 

Resultando  que  hecha  la  citación  de  eviccion ,  contentada  la  de- 
manda por  el  Ayuntamiento  de  Utrera  y  mandado  seguir  el  traslado 
pitra' con  el  Promotor  fiscal ,  después  de  dos  instancias  de  D.  Juan 
Serón,  la  una  en  5  de  Julio  y  la  otra  en  9  ,de  Setiembre,  para  que  se 
recociesen  los  autos  de  poder  de  éste  por  haber  trascurrido  meses  sia 
que  hubiese  evacuado  el  traslado  que  se  le  confirió  por  Ips  jiueve.dias 
que  concede  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  se  acordó  recogerlos,  y 
los  devolvió  manifestando  hacerlo  sin  despachar  porque  no  había  re- 
cibido las  oportunas  instrucciones  de  la  Asesoría  general  del  Minis- 
terio: 

Resultando  que  el  Juez  de  Hacienda  dictó  auto,,  por  el  que  declaró 
no  haber  lugar  á  dar  por  evacuado  el  traslado  y  por  contestada  la 
demanda  por  parte  de  la  Hacienda,  y  que  se  volvieran  á  entregar  los 
autos  al  Promotor  fiscal  para  que,  recibiendo  Ia¿  instrucciones  neqe- 
sarias  de  la  Asesoría  del'  Ministerio,  evacuase  aquel ; 

Resultando  que'  denegada  la  reforma  que  de  dicho  proveído  pidió 
Serón,  y  admitida  la  apelación  que  interpuso,  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  por  sentencia  de  í 7  de  Octubre  ultimo  confirmó  la  provi- 
dencia apelada :  '  .      ;;         [,,-.- 

Resultando  que  D.  Juan  Serón  interpuso  recurso  de  casación  de 
dicha  sentencia  por  infracción  de  varias  disposiciones  ¿egales^que. 
citó ;  y  la  mencionada  Sala  por  auto  de  16  de  Noviembre  último,  <j$l 
que  Serón  apeló  paira  ante  este  Tribunal  Supremo,  declaró  no. haber 
lugar  á  la  admisión  del  recurso ,  atendiendo  á  lo  dispqe^o  en  los 
artículos  1.010  y  1.011 de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  María  de  Baspaldo, 
Considerando  que  la  providencia  aletada  por  la  Audiencia  de  Se- 
villa en  27  de  Octubre  último  de  186$,  confirmatoria  de  la  de  primera 
instancia»  es  meramente  de  sustanciaron ,  sin  que  decida  el  Juicio  ai 
impida  que  éste  continúe,  por  lo  que  carece  del  carácter  de  definiti- 
va, exigido  por  los  artículos  J,010  y  1,011  de  la  Ley  de  Eojuiciamieaio 
civil,  sin  que  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación  interpuesto  fun* 
dándose  en  el  art.  1.012,  por  referirse  ¿ste  ¿  las  sentencian  que  sm 
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cftaba  ley  6  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales 
y  no  á  las  dictadas  para  la  sustanciacfon  de  los  juicios ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos ,  con  las  costas, 
la  providencia  apelada  qne  en  16  de  Noviembre  último  dictó  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  *  á  la  que  *e  devuelvan  los  autos 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  pnblicaM  en  la  Gabela  de 
Jfatrtf,  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  fecha»  é  inser- 
tar* á  so  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesaria*,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ^Sebastian 
Gomales  Nandin.»lfannd  María  de  Basualdo.=Anton!o  Gutiérrez  de 
los  líos.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.=Manuel  Leon.=Migael  Zorrilla. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo  Sr,  Don 
Mahttel  María  de  Basualdo,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma ,  en  el 
(Ha  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i8  de  Setiembre  .de  1869.=Hogello  González  Montes* 

Num.  41. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Mejor  derecho  k  la  obtención  be  una  capellanía  Laical.— 
Sentencia  de  28  de  Setiembre  ,  declarando  haber  lusar  al  re* 
corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando  Balsalobre  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Al- 
bacete, en  pleito  con  D.  Lorenzo  Al  Tendea,  en  representación 
de  su  hijo  D.  Santiago  y  el  Ministerio  fiscal. 

En  los  considerandos  se  establece : 

I «°  Que  la  voluntad  del  testador  es  ley  suprema  en  materia  de 
sucesiones. 

2.°  Que  loe  condiciones  indispensables  para  adquirir  una  ta- 
peUania ,  no  deben  confundirse  con  las  obligaciones  impuestas  al 
que  la  posea.  • 

# 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  28  de  Setiembro  de  1869,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Huele  y  en  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Jotá  Antonio  y  D.  Tornando 
Balsalobre  y  Jaramilio  con  D.  Lorensfto  Alvendea  ,  en  representación 
de  su  hijo  Di  Santiago  Pelcgrln  Alvendea,  y  e)  Ministerio  fiscal,  sobre 
inVjer  dercebe  i  la  obteoeioo  de  cierta  capellanía  laical;  cuyos  autos 
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penden  ante  Nos  en  virtud  del  recargo  de  casación  Interpuesto  p¡or 
D.  Fernando  Balselobre  contra  la  sentencia  (Jue  en  W  de  Octobré  de 
186$  dictó  1»  referida  Sala :       ( 

., .  Abultando  que  eL  Presbítero  D.  Bartolomé  dé  M  Piiénte  ,  en  sti 
tesUmeqto  de  S9.de  Agosto  de  1644,  instituyó  por  heredero*  Ü e  sus 
bienes,  entre  otros,  á  Feliciano  Bartolomé ,  hijo  de  Pedro  Bartolomé 
y, de  km  Hernández;  y  en  menoría  testamentarla  de  t.¥  dé  Setiem- 
bre 4el  mismo  afio,  instituyó  y  fundó,  con  las  cargas  que  menciona, 
una  capellanía  sacerdotal  por  6»  alma  y  la  de  sw*  padres  y*  herma- 
nos ,  de  todos  loa  bienes  qué  tenia  en  la  Tilla  <fe  Torrejdncillo ,  asi 
puebles  oomo  raíces  t  loa  coalas  quedarían  aplicado*  perpetuamente 
á  la  dicto  capellanía  que  frmdába  en   la  Iglesia  parroquial  de  la 
propia  villa  ;  declarando  que  no  quería  que  fuese  colativa,  sino  de 
derpebe  de  patronazgo  de  legos ,  y  que  ni  H  Obispo  ,  ni  el  Nuncio 
do  Su  Santidad ,  ni  otro  Juefc  eclesiástico  se  pudiera,  entrometer  en 
nombrar  Capellán ,  sino  qne  con  sólo  el  nombramiento  suyo  6  del 
patrono  entrase  luego  en  la  posesión  y  la  gozase  sin  otro  recado  al- 
guno con  io$< cargos  y  gravámenes ,  i  saber:  «que  tenga  obligación 
de  decir  cuatro  misas  rezadas  cada  semana,  del  tiempo  conforme  al 
misal  ordinario  romano,  y  el  dia  del  Ángel  Custodio,  que  es  primero 
de  Marzo,  diga  una  misa  rezada  del  día  del  Ángel  de  la  Guarda  ,  y 
otra  del  Apóstol  San  Bartolomé  en  su  dia ;  y  en  caso  que  tenga  im- 
pedimento para  cejeftrarpóf  sn  peisona  por  ausencia  ó  enfermedad, 
haga  decir  las  dichas  misas  á  su  costa ,  y  en  acabando  de  decir  la 
misa  diga  un  responso  al  pié  del  altar  por  quien  se  ofrezca  el  sa- 
crificio É  y  que  ei«tal  Capellán  resida  en  la  dicha  villa,  para  ia  buena 
administración  de  la  hacienda,  la  mayor  parte  del  a&o ,  ó  6  lo  me- 
nos,la  ttwetia  parto.;,  y  si  no  quisiera  le  pueda ,  compeler  el  patrón 
á.¿IIo:>  y  se  \t  permita  qi*e  Ite  diatlas  misas  Itó.  jmedá  anteponer  ó 
ft<WK>nfr  c*mo  9e.digad  deutro.dei  afid*  i^e  nombnaba,  por  muerte 
de  su  sobrino  Franciáco  Fernandfcx  $&r  CapdtáJi:en  la  d«  h  a  ce  pora- 
nia á  Francisco' Gómez  ,   clérigo  presbítero  de  Torrejonciílo,  y  des- 
pués de  su  muerte  «suceda  en  la  capellanía  el  pariente  mis  más  cer- 
can* ,  ¿tejido  sacerdote;  y  si  concurriesen  dos  en  igual  grado»  el 
patrón   pueda  nombrar  al-  que  le  pareciese   más  á   propósito  para 
cumpJfa  ladfefya  memoria  ;  5  no  habiendo  ál  tiempo  de  la?  vacante 
Clérigo.  d¡e  fflisa  de  mi  ttaaja,*  pueda  nombrar  otro  cualquiera  como 
fuera  sacerdote ,  la  cual  tenga  y  goce  en  encomienda  y  administra- 
ción hasta  que  haya  pariente  mió  sacerdote,  y  en  habiéndolo,  ceda 
y  deje  libremente  para  mi  deudo  más  cercano  como  dicho  es;  y  por 
últifno  ,  que  nombraba  por  patrón  de  ia  dicha  capellanía  á  su  primo 
Meottt, Motor. ,  vedtfo  de  Torrejonciílo  y  é  sus  hijos  y  ¿atesores  de 
^Hftimga  matrimonio  1,  prefiriendo  el  nbayor  at  menor  y  el  varón  é  la 
hembra  ;  y  que  en  caso  de  faltar  sucesión  de  sn  casa  y  descenden- 
cia por  Hnea  recta  ,  sucediera  en  dicho  patronato  el  Concejo  de  la 
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tifia  de  Torrejoncillo ,  cdn  lírs  preeminencias  y  cargas  del  patrón, 
que  eran  entre  otras  la  de  nombrar  Capellán  dentro  de  treinta  diafc 
como  la  capellanía  vacare  por  muerte  ó  dejación  del  que  la  tuviera, 
confetihe  ¿1  tenor  y  ferina  y  manera  contenida  eti'la  cláusula  pre- 
cedente det  nómbránKeñtá  de  Capellán  >  *  saber,:  que  no  séá  fcácerj- 
dote  'y  jmriéhlé  mfo  frías  cercano  cotí  faá  demíts  cofldicíone^  én  la, 
dicha  cláusula  referida»  ;  y  íjué  no'  tenga  otra:  capelfanía*  fc'flii  obli- 
gación dé  misas  ,  paraí  qtie  "mejor  pneda  cumplir  con  tos  de  estíf  cfc- 
pflBfláUía  :» 

Retaliando  que  vacáiifté  ef  citado  patronato  desdé  él  arto  (te  tíil 
en  qué  haMa  fallecWd  su  ftWtóo  Capellán  B.  Andrés  dfc  Pr1e£tf ,  ife 
presentó  eotbo  opositor  en  ti  He  Noviembre  de  1 8W  tf.  José  Antonio 
Msalobre*  pNNendo  s>  anuncíale  su  vacante  por  edictos;  y  estimado 
tef,,  dé  confermtdacl  cota  el  Promotor  Jtecal ,á*tes  de  cpe  aqueMo$ 
M  poblteasen  %  promovió  forsrfal  demanda  D.  F*rtandd  Itelaaíobré 
en  tt  de  Erieto  de  1M4  solicitando  qué  se  le  edjfcdítetfafl  étf  defitrt- 
H?a  Jos  Nenes  de  la  oaffeüaní*  laical  ó  patronato  véál  de  legos'  Af- 
umar; túiiá*4o  en  Torrejoncmo  del  Rey  por  él  0.  Bartolomé  de  la 
Puente,  previniendo  al  úWlrtto  administrador  qué  díer*  ciieiSta  dé  ¿d 
administración  y  depósito  ;  alegando  para  ello  que  los  bienes  de  ta- 
tas ftmdadones  debían  adjudicarse  con  arreglo  á  la  vdMmtád  de  los 
fundadores  como  única  y  suprema  ley  en  la  ¿ratería ,  y  que  por  lo 
tasto  et  que  reunía  la  cualidad  de  saterdóíe  i  «*a  pefféfrté  det 
fondado*,  como  sexto  nieto  de  Nfcotós  Mofiofc,  primer  patrono  hom- 
brado ,  se  enia  con  derecho  á  te  obtención  y  disfrute  dW  refeWde 
patronato,  cuya  adjudicación ^  por  Atar  ta  vacante  dé?  época  ante* 
rior  á  las  leyes  desamiortfzadoras ,  debería  hacerse  conformé  á  las 
que  encdncts  regían  f  si  bien  quedarían  sus  bienes  desvinculados 
en  so  poder ;  y  que  debián  de  adjudicarse  con  lo*  frutos  y  rentas 
que  hubiesen  producido  desde  la  última  vacante ;  deMa  iHtidarst 
*  tai  testamentarios  4  herederos  de  D.  Mamael  letefelotnre  ,'  ár  etfye 
evgo  haber  estalo  la  administración  de  loe  bitrtei  desdé  dteW  v*¿ 
ótale,  en  MM ,  qne  diehra  cuenta  con  pago  de  s«r  •  jtamintetraíefen  y 
depósito: 

■tentando  que  publicados  los  edictos  llamando  á  Jefe  $ue  se  ebií- 
aderasen  can  derecho  &  la  indicada  capellanía  r  presentó'  esorttd  ét 
0.  PttttUáa  Balsatobre  apartándose  del  pleito,  con  la  pfetesia  tfe  no 
volver  á  él  sino  en  el  caso  de  que  su  hermano  D.  losé  Antéate»  Balsa* 
lobre,  que  lo  empezó,  no  lo  continuase  por  nraerte ,  votantaHo  desis- 
timiento ú  otra  causa  cualquiera ,  y  que  entonces  volverla  á  ét  >  sólo 
per  bo  dejar  perder  aquel  derecho  familiar : 

Resultando  que  mostrado  parte  el  B.  José  Antonio  Babalofere  re~ 
pradtocteiido  la  demanda  presentada  por  su  hermano  D.  Femando, 
se  tnvo  A  éste  por  separado  y  á  aquel  por  twevatnenta  ©puesto  *  re*, 
cifeiénrtese  el  pleito  á  prueba  ,  después  de  oirse  al  PrQitftor  fscdl, 
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que  se  reservó  exponer  lo  f  pon  veniente,  practicadas  que  fuesen  las 
pruebas  :  '         .  . 

fiesultando  que  en  este  trámite  se  presentó  y  tuvo  por  parte  á 
D.  Lorenzo  de  Alvendea  ,  en  representación  de  su  hijo  D.  §pptiago 
Pelegrín  v  y  formalizando  después  su  oposición ,.  pidió  que  se  le  de- 
clarase con  mejor  derecho  á  la  mencionada  capellanía  y  bienes  con 
que  estaba  fundada ,  adjudicándoselos  íntegramente  con  los  frutos  y 
rentas  vencidas  desde  que  se  hallaba « vacante »  por  cuanto  si  bien 
D.  José  Antonio  Balsalobre  estaba  tonsurado  y  agregado  á  la  parro- 
quial de  Torrejonclllo  en  1826,  babia  sido  después  Juez  de  primera 
instancia  ,  y  no  podía  alegar  aquel  título  ,  ni  atendida  su  edad  era 
posible  que  se  hallase  en  ánimo  de  recibir  órdenes  mayores ; .  y  que 
además  se  hallaba  en  su  décimo  grado  de  parentesco  entroncando 
por  la  línea  de  hembra,  ó  sea  por  Dofía  Isabel  Muñoz,  hermana  de 
D.  Nicolás  Muñoz,  mientras  que  el  Alvendea  lo  estatua  en  el  décimo 
entroncando  con  el  fundador  fror  la  línea  de  varón  por  D.  Mateo  de 
la.  Fuente;  y  que  por  consiguiente  •  no  concurriendo  la  cualidad  de 
Presbítero  en  ninguno  de  los  opositores;   que  debiendo  concurrir 
pronto  en  el  D.  Santiago  Pelegrín ,  á  él  debia  adjudicarse  la  expresa- 
da capellanía  : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon, 
y  hechas  sus  alegaciones,  apartándose  el  Promotor  fiscal  de  los  autos 
en  atención  á  no  tener  la  Hacienda  pública  ningún  interés  en  elfos» 
pronunció  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  31  de  Enero  de 
18<M¿>"  declarando  por  apartado  á  D.  Fernando  Balsalobre,  según  lo 
propuesto- por  el  mismo,  y  no  tener  derecho  alguno  en  su  estada  ac- 
tual para  la  sucesión  de  la  referida  fundación  instituida  por  D.  Bar- 
tolomé de  la  Fuente,  bajo  el  concepto  que  la  habían  reclamado  en  sus 
escritos  el  D.  José  Antonio  Balsalobre  y  el  D.  Santiago  Pelegrín  Al- 
vendea; y  que  á  fin  de  asegurar  los  bienes ,  haciendas,  derechos  y  ac- 
ciones que  constituían  aquella  para  los  más  interesados  que  pudieran 
existir  ó  para  el  Estado  en  su  caso*  en  atención  al  abandono  en  qne 
se  hallaban  y  fuera  de  les  reglas  de  conservación  señaladas  por  el 
fundador,  se  pusiesen  en  administración,  para  lo  cual  se  libraba  man- 
damiento al  Juez  de  paz  de  Torrejoncillo  á  fin  de  que  formalizase 
debidamente  inventario  de  todo  lo  que  correspondiera  á  la  misma, 
reservándose  el  Juzgado  acordar  lo  oportuno  para  el  nombramiento 
de  administrador : 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  Interpuso  D.  José  Anto- 
nio Balsalobre,  y  remitidos  los  autos  A  la  Audiencia,  desistió  de  ellos 
dicho  D.  José,  mediante  convenio  con  D.  Fernando  su  hermano,  á  quien 
se  tuvo  por  parte  en  los  mismos: 

,  •  Resultando  que  sustanciada  dicha  apelación,  habiendo  confesado 
el  D.  Fernando»  ai  evacuar  posiciones,  que  es  Capellán  de  Honor  y 
Ministro  del  Tribunal  de  las  Ordenes ,  por  cuyos  destinos  tiene  que 


SINTBNCUB  1>fi  i  860.    '  Ü$ 

rttldfr  en  Madrid,  y  oído  el  Ministerio  f)sc*l,  pronunció  sentencia  i* 
Sala  primera  de. la  Audiencia  en  28  de  Octubre  de  1868*  declamado 
ño  tener  derecho  el  D.  Fernando  Balsalobre  en  su  estado  actual  para 
la  sucesión  de  la  referida  fundación  instituida  por  D.  Jlattotoné  de 
la  Fuente,  bajo  el  concepto  que  la  hablan  reclamad*  en  ana  escritos 
él  p.  ipsé  Antonio  Balsalobre  y  el  D.  Santiago.  Pelegria  Alvendea;  y 
&  fin  de  asegurar  los  bienes . .  haciendas ,  derechos  y  acciones  que 
constituyan  aquella. para  los  más  interesados,  que  pudieran  existir,  ó 
para  el  Estado  en  su  caso,  en  «atención  al  abandono  en  que  se  baila- 
bao,  y  fuera  de  las  reglas  de  conservación  señaladas  por  el  fundador» 
mandaba  que  se  pusieran  en  administración,,  para  lo  ctal.se  librase 
mandamiento  al  Juez  de  pa&de  Tórrejoncillo  á  fln  deque  formalizase 
debidamente  inventario  de  toda  lo  que  correspondiera  á  la  mism*/ 
haciendo  el  Juzgado  el  oportuno  nombramiento  de  administrado? y  en 
cayos  términos*  confirmaba  la  sentencia  apelada :  ... 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  ft,  Fernando  Balsalo- 
bre recurso  de  casación,  citando  como  infringida,  al  denegársele: el 
derecho  á  la  sucesión  de  la  capellanía  de  que  se  trata,  la  voluntad  del 
fundador  y  la  doctrina  establecida  en*  sentencia  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  11  de  Mayo  de  1850,  toda  vez  que  en  él  concurrían  todas 
las  circunstancias  que  exigía  la  fundación ,  y  la  obligación  de  resi- 
dencia no  era  condición  para  obtener  sino  cargo  ó  gravamen  para  des- 
pués de  obtenido  el  patronato ;  por  lo  cual,  aunque  fuera  incompati- 
ble con  los  cargos  de  Capellán  de  Honor  y  Ministro  del  Tribunal  de 
las  Ordenes  la  residencia  en  Tórrejoncillo ,  quería  decir  que  tendría 
que  renunciarlos  para  cumplir  el  gravamen  de  residencia,  á  lo  que  le 
compelería  el  patronato,  y  esto  dando  por  cierto  que  en  la  actualidad, 
suprimidos  los  vípeulos,  subsistieran  las  obligaciones  personales  que 
eran  inherentes  á  su  integridad.  «   »     ¡ , 

m  Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Gaitera. 
~  Considerando  que  D.  Bartolomé  de  la  Fuente,  en  su  memoria  tes- 
tamentaria de  1.*  de  Setiembre  de  1644,  expresó  terminantemente  que 
sucediese  en  su  capellanía  el  pariente  suyo  más  cercano  siendo  sa- 
cerdote, cuyas  dos  circunstancias  concurren  en  D.  Fernando  Balsalo- 
bre; y  que  por  consiguiente  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  que 
éste  no  tiene  derecho  en  su  estado  actual  para  la  sucesión  de  la  dÚjh 
rida  fundación,  ha  infringido  la  voluntad  del  testador,. ley  suprema 
en  la  materia:  # 

Considerando  que  no  puede  servir  de  obstáculo  al  referido  Balsa- 
lobre para  obtener  dicha  capellanía  el  que,  al  absolver  posiciones  en 
estos  autos,  residiese  en  Madrid  como  Capellán  de  Honor  y  Ministro 
del  Tribunal  de  las  Ordenes,  y  que  el  fundador  impusiera  al  obtentor 
la  obligación  de  residir  en  Tórrejoncillo  del  Bey  á  Jo  menos  la  ter- 
cera parte  del  año,  y  la  prohibición  de  tener  otra  capellanía,  porque 
las  condiciones  indispensables  para  adquirirla  no  deben  confundirse 


174  TRIBUNAL  SUPREMO  DE  JUSTICIA. 

coalas  obligaciones  impuestas  al  que  la  posea;  y  qqe  de  todos  mo- 
4bs  podM  aquél  retttiflciár  cualquiera  otr&  fcapfelÜanía'qüé  disfrute  ¿ 
féalitir  fea  TdW^oftWlto'd&rtínW  el  tiempo  prefijado  en  la  fundación, 
si  fuete  neceshrto,  tenHmdd  éft  cuenta  lo  dispuesto  en  las  lejes  des- 
tfoétffaáttaír;  «'  ■•,.■, 

«•Hamos, qte  debemos  décl&far  i-  declárame*  haber  hitar  al 
recurte  4e  casación  Interpuesto  for  D.  Fernando  Bal&lbbre,  ven  sü 
ooos*Mrto«a  oasuios  7 'anulamos  la  sentencia  que  eil  i8  de  Octubre 
«e.lttl  dictó  Ib  S^la  primera  de  la  Audiencia  dé  Albacete  únidtóente 
ea  ka  parte  que  se  refterti  al  recafvente. 

Aii  por  esta  nuestra  tentara**,  que  se  publicará  en  la  titéela  da 
JMntf  é  insertará  en  ta  fttotfe*  tojÁfeffeaj  p***bdose  al  efeícfo  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrtíiatnos.^Máuricto 
(tafcfe>=dosé  Mi  €áceres.»±Latireano  de  Agrieta .= Valentín  Garftlda.^ 
VraoQteo  María  de  Castilla. **Iosé  María  Haro.=*=Joaquiri  Jaumar. 

Publicación : 

l^W»  y  publtá&da  filé  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  t)on 
joaqqiq  JapiaAr  de  la  Carrera»  Ministro  del  Tribunal  Supremo  dé  Jus- 
ticia »  esfando  celebrando  audiencia  pública  ia  Sala  primera  del  mis- 
ólo ,  eí  día  de  boy ,  de  que  certifico  como  Escribano  dé  Cámara  dé 
dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  80  de  Setiembre  de  1869.=4>iomsio  Antonio  de  Fuga* 

Nók.,42. 
COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 

Bobo  r  noiiicinto^Sénteneia  de  28  de  Setiembre .  decidiendo  á 
frrot*  dblJue*  do  pritóera  instaffltia  de  Saldáña  la  cotnpetericla 
promovida  entre  el  mismo  y  el  Juzgado  d&  Güeita  de  la  Ckpir 

.  taaid  general  de  Castilla  Ih  Vieja ,  aceted  del!  conocimiento  fes- 
pecto  al  soldado  Benito1  Sahagun  Miguel,  de  li  causa  formada 
eontra  el  mtemo  y  otros  poKrobo  y  homicidio 

fia  los  considerandos  se  establece : 

!.•.    Quf  el  solante*  m  activo  servicio  que  cometa  el  delito  de 
ribo  eto  tuadriila.  queda  sujeto  á  la  jurisdicción  ordinaria,  según 
k  ékpon*  la  regla  i.*  del  tírt.  Io  del  decretó  de  6  de  Diciembre 
1868  sobre  refundición  da  fueres. 

2.*    Que  hay  cuadrilla  óunfidtt'wifa  ¿¿,/ttw  concurren  á  Ut  ca- 
de un  robo /contó  está  definido  en  el  párrafo  füül,  del  ar- 
Ü9Ub  m  del  Oáéfgo  ipenal. 

In  la  «illa  ái  Madrid,  A  28  de  Setiembre  de  1869,  en  la  compe- 
tencia que  srite  Nos*  pende,  promovida  entre  el  Juzgado  dé  Guerra  de 


|a  Capitaaía  general  do  Casilla  la;  Vieja,  y  el  de  primara  Instancia  de 
Saldada,  acerca  del  coaocimieoto,  respecta  ó  Benito  Sahagun  )U¿feel,< 
de  la  causa  formada  contra  el  mismo,  y  piros  por  robo  j  homicidio:  1 
'  Besuitando  que *  jnstrqidft  cpusafto  el  Juzgado,  da  primera  Justas- 
cia  de  Saldaba  en  ayeriguatíóp  $e  fof  jmfores  (fot  robo  y  homicidio 
ejecutados  eq  la  caaa  y  pejrsoria  de  p.  Felipe  M*pif>  en  1*  maruga- 
da  íe  3  (Je  febrero  último,  fué  comprendida  eijtre  io¡$  procesados 
Benítp  Jtotia&ip  Miguel*  soldado  del  r^puent?  infyptpría  dp|  Príncipe, 
que  se  hallatia  con  licencia  ilimitada  *  respeoip  del  qy*  p|  juagado 
militar  reclamó  el  conocimiento  de  la  caa^i  y  qup  habiéndose  naga* 
So  él  Juez  de  primera  instancia  á  inhibirse,  uno  y  otro  Juzgado  ekh 
tarón  á  este  Trinünal  Supremo  si^a  despectivas  actuaciones  para  la 
decisión  del  conflicto  jurisdiccional:  t    !. 

Resultando  que  los  procesados  Santos,  Sabagun  y  su  bijo  Benita 
Sahagun  y  Miguel  declaran  en  sus  respectivas  indagatorias,  que  aólo 
ellos  y  su  convecino  {¡lias  Calvo  cometieron  Ips  'delitos  que  por  esta 
causa  se  persiguen,  detallando  el  suceso:  que  libela  tiempo  lo  y^ftipii 
preparando,  según 'les  manifestó  Calvo,  de  acuerdo  con  Manuel  Pérez, 
e!  que  convino  en  que  la  entrada  A  la  casa  del  difunto  Martin  serla 
por  la  saya;  pero  que  después,  habiéndose  puesto  taberna  en  éstty  se  - 
comprometió  á  facilitarla  por  la  de- Tomás  Pelaz,  llevándose  á  éstq 
de  yiájr»  á  fin  de  que  la  habitación  quedara  sola:  .       .  '     '  ; 

Resultando  que  Melchor  Yi^A  Sánchez,  otro.de  19$  procesados,  en 
su  segunda  declaración  dijo  que  estaban  de  aéuerdo  para  cometer  $1 
delito  Santos  Sa|¡agun  y  sus  hijos  José  y  Benito,  Mariano  Martin  y 
Benito  Polverinos,  y  qpe'feunidps  en  la  noche*  del  suceso  aquellos 
cinco  entraron  en  la  casa  de  D.  Felipe  Mártir),  y  el  Melchor  s$  quedó 
fuera  en  observación;' perp  en  otra  declaración  manífesuj  que  sólo  era 
cierto  *lp  que  anteriormente  había  djchó  que  Santos  Sabagun,  su  hijo 
Benito/  Mariano  Martin  y  Benito  Polveríos  le  anunciaron  el  proypeto 
de  ro|>ar  á  D.  Felipe  Martin  y  le  invitaron  á  que  les  acompañase  4 
aerificarlo;  y  que  habiéndose  resistido,  no  le  hicieron  otra  indicación  •  ¡ 
sobre  el  particular,  ni  concurrió  al  hecho, \  pesar  de  haber  estadp  ' 

toda  la  noche  paseando  por  el  pueblo:  '  ...,'. 

ttesultando  que  los  demás  procesados  Elias  Calvo,  Manuel  Pérez,  t     t .  j 
Mariano  Martín,  Benito  Polverinos,  Petra  Miguel,  José  y  Caro ^ah^p  ,|-,i ''"' 
Miguel  y' Antonio  Vigan  niegan  en  sus' respectivas  jndag^íorías  los 
cargos  que  contra  ellos  se  desprenden  de,  Jas^ecíarácíonesde  Santos 
y  .Benito  Sahagiln  y  Melchor.  ;f;:     *    !  ''•,'"!  . 

Resultando  que  en  reconocimiento  practicado  en  casa  d$  Benito 
Polverinos,  se  ericonífó  una  carta  dirigida. al  difunto  Q.  Benito  SÍartih 

étt  18  de  Diciembre  último :     ,  • ..... 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  expone  en  apoyo  de 
si)  Jtírisdtbcion,  que  en  la  perpetración  deí  robo  y  «homicidio  desque 
te  trata,  apáróter!  como  autores  diferentes  sujetos,  que  exceden  qon 
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bastante  de  ira  en  número,  floreciendo  por  consiguiente  él  delito  la 
(útlifeaciofi  de  robo  en  cuadril^:  que  en  la  casa  de  D.  Felipe  Manía 
penetraron  tret  personas,  constando  por  confesión  de  otro  de  los  co- 
reos, aanqne  Ivégo  se  desdijera,  que  estafo  en  las  inmediaciones  de 
aquella,  y  apareciendo  también  qne  algunas  otras  tomaron  Interven- 
ción en  ei  delito,  y  sobre  todo,  la  que  les  facilitara  la  casa  para  pe- 
netrar en  la  qne  se  cometió  ei  delito:  que  si  fuera  necesaria  ía  con- 
currencia material  de  más  de  tres  personas  para  dar  la  calificación 
de  cuadrilla  at  robo,  lo  habría  en  las  cuatro  que  van  apuntadas;  pero 
no  siendo  necesario  ni  aun  esto  porque  el  espíritu  del  art.  12 ,  en 
tollos  sus  números/ del  Código  penal,  lo  estorbaría,  puesto  que  al  con- 
siderar autores  á  los  que  cooperan  á  la  ejecución  de  un  hecho  por 
nn  acto  sin  el  cual  no  se  hubiera  realizado,  hace  se  comprendan  para 
la  calificación  ¿  todos  los  que  se  bailen  en  este  caso:  que  el  número 
1.'  del  árt.  i.*  del  tít.  3.*  del  decreto  de  6  de  Diciembre  último,  con- 
cede á  la  Jurisdicción  de  Guerra  él  que  conozca  de  todas  las  causas 
criminales  en  delitos  cometidos  por  militares  que  no  sean  de  los  ex- 
ceptuados en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  art.  1.*,  entre  los  que 
se  encuentran  los  robos  en  cuadrilla: 

T  resultando  que  el  Juzgado  de  Guerra  para  sostener  su  compe- 
tencia alega  que  el  precepto  de  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  ar- 
tículo 1.*  del  decreto  de  6  de  Diciembre  no  es  aplicable  al  caso  de 
que  se  trata,  toda  vez  que  el  delito  no  se  cometió  en  cuadrilla:  que 
la  concurrencia  á  un  robo  se  explica  por  la  material  de  reunirse  va- 
ríos  sujetos  á  ejecutarle  en  un  mismo  sitio  ó  lugar,  y  en  tal  concepto 
difiere  el  caso  de  los  que  se  ejecutan  por  un  número  de  criminales 
menor  del  marcado  para  constituir  cuadrilla,  por  más  que  otros  coo- 
perasen por  medio  de  actos  diversos  y  por  ello  merezcan  (a  calificación 
de  autores  y  todos  excedieran  de  tres:  que  el  robo  y  homicidio,  origen 
de  la  causa,  se  cometió  por  tres  sujetos:  que  si  otro  propuso  con  ellos 
la  ejecución,  pero  no  concurrió,  y  otro  solamente  facilitó  la  entrada, 
para  determinar  la  culpabilidad  de  estos  dos  y  darles  el  carácter  de 
autores,  es  preciso  antes  de  resolver  la  competencia,  decidir  en  sen- 
tencia ejecutoria  por  la  Autoridad  competente  si  fueron  ó  no  autores 
del  delito,  y  además  si  los  culpables  considerados  autores,  por  sus 
actos  independientes  de  la  material  ejecución,  han  de  reputarse  como 
concurrentes  á  ella  para  marcar  la  competencia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  León! 

Considerando  que  el  soldado  en  activo  servicio  que  cometa  el  de- 
lito db  robo  en  cuadrilla ,  queda  sujeto  á  la  jurisdicción  ordinaria,, 
según  lo  dispone  la  regla  4.a  del  art.  1.*  del  decreto  de  6  de  Diciem- 
bre último,  sobre  refundición  de  fueros: 

Considerando  que  hay  cuadrilla  cuando  más  de  tres  concurren  á 
la  comisión  de  un  robo ,  como  está  definido  en  el  párrafo  final  del 
articulo  428  del  Código  penal: 
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T  considerando  que  do  las  declaraciones  de  lo»  procesado*,  aun* 
que  varias  antro  si.  de  la  del  sobrino  átú  difunto  robado,  la  criada  y 
domas  diligencias  hasta  ahora  practicadas,  si  bien  fueron  macho*  los 
que  intervinieron  en  este  hecho»  cuando  meaos  Xuerou  cuatro  los  au- 
tores materiales  4e  él; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  esta  competencia  ea 
favor  de  la  jurisdicción  ordinaria,  y  en  su  consecuencia  que  corres- 
ponde el  conocimiento  de  la  Causa  cónica  el  soldado  Benito  Sahagun 
al  Juez  de  primera  instancia  de  Saldaña  *  al  que  se  remitao  una*  y 
otras  actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gae$t*  del 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  día* siguientes  al  de  su  publicación,  é  ta- 
sonará  á  su  tiempo  en  la  Coleaion  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
oportunas  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Arma* 
mos— Sebastian  González  Naadii>.=Pascual  Bayarri.*=Manuei  María  de 
Basualdo.—Juan  Jiménez  Cucnca.=sMaauel  Leon.csMiguel Zorrilla.' 

Publicación:  <  ••  4  *  ■ 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Ifanuet  LeonT  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  boy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  28  de  Setiembre  de  18li(J —Rogelio  González  Montes. 


*  t   i 


Nú*.  45. 


CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


NrtiDAt)  de  una  escritura. — Sentencia  de  29  de  Setiembre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
CiKaco  Revuelta  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
'la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  1).  Lorenzo  Herrera,  y 
por  su  defunción,  con  sus  sucesores. 

En  los  considerandos  se  establece : 

*t  *  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tiene»  aplicación  al  caso  del  pleito. 

t.°  Que  vendida  una  cosa  bajo  el  concepto  de  no  estar  enaje- 
nádhs  este  contrato  es  nulo  corno  producto  del  error  en  que  el  se* 
(fundo  vendedor  se  halla. 

En  la  villa  de  Madrid,  d  29  de  Setiembre  de  1869,  en  el  pleito 
seguido  err  ei  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina 
de  esta  capital  ven  ta  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por 
11.  12 
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Don  Lorenzo  Herrera,  y  por  su  defunción,  por  sus  liermanus,  en  con- 
cepto de  herederas,  y  después  por  la  comisión  administrativa  de  su 
testamentaría  concursada,  con  Don  Ciríaco  Bevuetta  y  cou  D.  Nicolás 
Harta  Gallegos ,  citado  de  evicion  ,  sobre  nulidad  do  una  escritura; 
pleito  pendiente  ante  Nos  por  virtud  de  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  19  de  Diciem- 
bre d*  18fí8  dictó  la  referida  Sala  : 

Resultando  <jue  D.  Antonio  de  Frías  y  su  mujer  Doña  Luisa  Cedillo 
fundaron  en  esta  capital,  por  cordura  de  25  de  Octubre  de  1576,  un 
mayorazgo  rpgular  que  dotaron  con  diferentes  bienes»  entre  ellos  114 
fanegas  de  pan  <ite  renta  en  cada  un  año  en  Madrid  y  26  en  el  logar 
de  Gqnillajas"  que  1).  José  Policarpo  Gallegos,  según  declaró  en  un 
testamento,  eutr6  «1  poseer  este  mayorazgo  en  el  año  de  1814 ;  y  que 
batiendo  eootraido  matrimonio  con  Dona  Bernarda  Aleja  Sánchez  en 
IB  de  Enero  de  183 ó,  tuvo,  entre  otros  hijos,  á  Doña  Venancia  Galle* 
gos,  que  nació  en  SO  de  Noviembre  de  1834,  y  d  D.  Nicolás  María  Ga- 
llegos, que  nació  el  dia  16  de  Marzo  de  1837  : 

Resultando  que  en  4  de  Setiembre  de  este  último  año  solicitó  Don 
losó  PoUoirpo  Gallegos  ante  uno  de  los  Jueces  de  primera  instancia  de 
esta  capital,  á  fin  de  proceder  ;í  la  división  y  adjudicación  de  la  parte 
libre  y  vinculada  que  debia  reservarse  para  el  inmediato  sucesor  que 
era  una  bija  suya  de  .edad  de  tres  aftos,  que  con  citación  de  uno  de 
los  Procuradores  Síndicos  de  esta  villa  se  procediese  ¿  verificar  la 
adjudicación  en  debida  forma  para  disponer  de  la  mitad  como  libre: 
que  estimado,  los  peritos  que  nombraron  el  Procurador. Sindico  y  Don 
José  Gallegos  valuaron  las  tincas  en  126.706  rs.  22  maravedís,  adju- 
dicándose á  la  mitad  reservada  para  la  inmediata  sucesora  Doña  Ve- 
nancia Saturnina  Gallegos  una  tierra  situada  fuera  del  portillo  de 
Embajadores ,  *f rente  á  éste,  donde  estaba  el  basurero  ó  vertedero  de 
la  Villa,  lipde  al  Norte  con  vereda  que  desde  e|  portillo  de  Valencia 
}ba  Á  Santa  María  de  U  Cabeza,  Oriente  con  tierra  que  habla  sido  de 
14*  mQnj&e  <tela  Coucepci¿n%  Mediodía  con  el  paseo  que  salia  <Jp  di- 
obo  portillo,  y  Occidente  con  el  cercado  del  Salitre;  de  cabida  ocho 
fanegas  y  nueve  celemines,  con  inclusión  de  todo  lo  que  peuppba  el 
basurero,  pero  sin  haber  comprendido  el  terreno  de  la  vereda  que 
salia  del  portillo  de  Valencia;  siepdo  su  valor  según  tasación,  al,  res- 
pecto de  2,600  rs.  fanega,  22.750  rs. ;  y  que  por  auto  de  15  de  Marzo 
dé  183$  se  aprobó  la  partición  y  división  cuanto  habla  lugar  en  derecho; 

Resultando  que  en  17  de  Noviembre  de  1841  solicitó  D.  José  Poli- 
carpo  Gallegos  la  enajenación  á  censo  de  la  indicada  tierra,  adjudi- 
cada á  su  hija  como  inmediata  sucesora,  en  atención  á  que  la  casua- 
lidad de  haber  estado  en  parte  de  ella  el  vertedero  de  la  Villa  la  ha- 
bía hecho  desmerecer:  que  nombrado  un  curador  á  la  menor.,  y  re- 
cibida la  información  oportuna,  $e  autoriza  por  auto  de  4  de  Diciem- 
bre &  D.  José  Policarpo  Gallegos  para  que  procediera  á  la  venta  á 
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censo  reservativo,  redimible  de  la  tierra  que  fce  expresaba,  por  «I  pte- 
ció  de  21.780  rs.  vn.  en  que  so  hallaba  tasádft v  «dfi  rérino'tie  8  febr 
1*6  anual;  y  ert  sü  virtud,  por  sí  y  eti  nomhrte  de  sd  ftiJH  nfefc'Or  Wña 
VenamMa  Saturnina  Gallegos,  vendió  por  esórithra  de  18  del'  MKttfeió- 
nado  mes  de  Diciembre  de  1841  &  D.  Manuel  Victoria  Aodriguéz  lis- 
tada tierra,  libre  Ue  todo  gravamen,  por  ef  mehctbrifrdo  precio* d<*  áfc 
tasación ,  que  quedaba  reservado  sobre  la  faca  ,  fcon  ttbligtibfon  de 
pagar  al  otorgante  y  A  su  citada  hija  y  suceabtes  B82  rs.- 17  rttta:  'de 
rédito»  anuales  á  8  por  100  mientras  no  pagase  los  28.750  rs.,  &é  qi*e  • 
bibía  de  constituir  censo  reservativo,  redimible  eh  toa  términos  que' 
se  eipresarOh ,  y  que  acepto  el  comprador  : 

Resultando  que  en  10  de  Ehero  de  1849  falleció  A  la  edad  de  eator- 
caaños  Yenancih  Gallegos,  y  que  su  padre  D.  José4  Polifcarpd  btorgd 
testamento  on  «7  de  Nbviembre  de  1851  declarando  que  ileüfoé  1814  Se 
hallaba  poseyendo  los  mayorazgos  titulados  de  loa  Ve^as  y  Frías,  ha-' 
biendo  diapdefeto,de  varios  dé  sus  bienes,  duriqué  tosevváritio  albmpre 
la  mitad  para  el  inmediato  sucesor;  y  bombró  por  herederos  á  sus 
cuatro  hijos  flicblfls,  Manuela ,  Isidoríi  y  Feliciano  : 

Resultando  que  D.  José  Patricio  Rodríguez,  como  Hijo  titileo  y  he- 
redero dn  b.  Manuel  Vietorlo  Rodríguez.,  venditt  lá  citada  tierra  por' 
escritura  de  18  de  Juhio  de  1858  á  D.  Lorenzo  Herrera  eri  la  cantidad' 
de  220.000  rs>  la  cual  t»>rtla  do  cabida  ocho  fanegas  nüeVe  ceietaihes, 
menos  30.800  pié*  que  habia  vfehdido  el  otórgame  ál).  Luis  Panrf  y 
Don  Miguel  CafctélWnds ,  sin  otra  carga  qrife  la  del  capital  ddl  eetiso 
reservátiTO  éh  qoe  habia  sfdo  vencida,  V  que  áiln  Subsistía  : 

fcesultfarido  Qué  fen  28  de  Atirrt  de  188%  otorgó  escritura  en  eáta 
capital  D.  Nicolás  Gallegos,  orí  la  que  consighó  que  era  hijo  legitimó 
dé  D.  Jéfcd  Poltearpo  Gallbgos  é  inmediato  sucesbr  del  Vfdcnto  qué  ha- 
bían fundado  D.  Antonio  Frías  y  su  mujer;  que  los  Bienes  <|li<*  lé 
constituían  eran  Varias  tincas  rústicas,  censos  y  foro*,  alguno*  de 
los  cufcles  se  hablan  oscurecido  por  negligencia  de  los  arirtolniátrado- 
res  que  habían  tenido  sus  antecesores  á  consecuencia  de  haber  vivido 
én  NuerU  «Eftpaffa ;  fiero  que  hnbihitib  llegado  el  tiempo  de  gestionar 
para  totuáf  pofcéslon  de  ellos,  hábia  convenido  con  B.  fliWafco  Re-  . 
vuelta  m  cederle,  como*  le  cedía  y:  miüntíiaba  S  su  fairor,  la  mitad 
de  los  bionod,  deréefro*  y  aeclohes^que  le  correspondían  y  pudiera 
en  la-  sutaKivo  corresponder  le  comb  íhriiedlato  sbcfesdr  de  dibfiü 
vínculo*  Ib*  cuklés  eatabáb  reservados  en  lá  división  que  Se  hizo  en- 
tre su  dífu&to  padre  y  la  Inmediata  dúcesora  de  aquella  época" ,  her- 
mana d«l  eompOfeoiertte,  la  difama  DdfM  Vetoancia  Saturnina  Galle- 
gos, Huyo*  bienes  fcé  fekprteaba«  infla'  jior  ftiehor  en  las  diligencias 
practicadas  lebre  tilvteibn  dé  dicho  nffcyortizgo  y  aprobad*  ert  1É38; 
sitado  de  adVertlr  para  mayor  inteligencia  que  en  aquella  citfion  en 
traban,  entre  otros  bienes  que  designó,  la  mitad  de  las  fincas  rfis- 
tífcas  que  expresaba  la  hijuela  de  la  difunta  Bofla  Venancia,  varios 
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censos ,  entre  ellos  uno  que  existia  contra  la  yesería  situada  en  las 
afueras  del  Portillo  de  Embajadores,  y  varios  derechos  que  se  expre- 
sarían minuciosamente  el  día  que  se  hiciera  la  partición  y  división  de 
los  bienes  cedidos  entre  el  compareciente  y  Revuelta,  el  cual  se  com- 
prometía á  satisfacer  todos  ios  gustos  y  costas  que  se  originasen  hasta 
poner  en  posesión  al  D.  Nicolás  de  los  bienes  que  expresaba  la  refe- 
rida hijuela  «de  Doña  Vcnancia;  esto  en  el  caso  de  que  algunos  no  se 
hallasen  vendidos,  porque  como  bienes  vinculados,  no  se  nublan  po- 
dido vender;  y  que  D.  Nicolás  Gallegos  declaró  que  |>or  í*ta  cesión 
y  renuncia  tenia  recibidos  de  I>.  Ciríaco  Revuelta  210.000  miles,,  au- 
torizándole completamente  para  quo  reclamase  la  'mitad  de  los  bienes 
cedidos  /  obligándose  á  la  eviccion  y  .mancamiento,  y  confesnndo  que 
le  seria  cierta  y  segura  la  mitad  de  la  herencia  que  Imcdia,  en  cu- 
yos términos  aceptó  en  todas  sus  partes  D.  Ciríaco  lio  vuelta  la  indi- 
cada cesión  y  renuncia : 

Resultando  que  en  £7  de  Mayo  del  citado  ano  vondió  B.  Nicolás 
Gallegos,  inmediato  sucesor  del  vinculo  referido,  á  D.  Ciríaco  Re- 
vuelta una  tierra  situada  en  las  afueras  de  esta  capital,  frente  al  por- 
tillo de  Embajadores»  y  la  cual  le  correspondía  como  parte  de  la  imi- 
tad reservada  del  mencionada  vínculo ,  en  precio  de  800.100  males, 
libre  de  todo  gravamen»  que  juraba  no  tener,  ó  ni  menos  no  había 
llegadp  4  su  noticia ;  y  que  en  21  de  Julio  del  mismo  año  vendió  Ga- 
llegos 4  Revuelta,  en  precio  de  79.600  rs.,  que  confesó  icnor  recibi- 
dos ,  diferentes  tierras  y  un  capital  de  censo  impuesto  sobre  un  pe- 
dazo de  terreno  que  formaba  parte  de  una  tierra  frente  al  portillo-de 
Embajadores  y  próxima  al  Salitre,  á  favor  de  i),  Manuel  Victorio  Ro- 
dríguez, en  precio  de  14.000  rs.,  y  que  en  carta  del  mismo  dia, ma- 
nifestó Gallegos  á  D.  Lorenzo  Berrera  que  había  vendido  6  Hevpelta 
el  censo  que  poseía  en  la  yesería  del  portillo  de  Embajadores,  por  ha- 
ber sido  declarado  inmediato  sucesor  del  mayorazgo: que  disfrutaba 
su  padre»  y  que  en  lo  sucesivo  satisfaría  4  I).  Cirineo  los  réditos  de 
dicho  censo : 

Resultando  que  radicada  en  el  Juzgado  de  primera  instancia?  del 
distrito  del  Hospicio  la  testamentaría  de  D.  Policarpo  Gallegos ,  se  de- 
claró 4  su  hijo  D.  Nicolás  en  providencia  de  13  de  Noviembre  de  13&2, 
inmediato  sucesor  en  el  mayorazgo  fundado  por  ü.  Antonio  Frías  y 
su  mujer,  mandando  se  le  diera  posesión  de  los*  bienes  que  tomó  en 
efecto:  que  por  escritura  de  11  de  Diciembre  de  1852  ratificó  las  de 
26  de  Abril,  27  de  Alayo  y  21  de  Julio  de  aquel  nao.  por  las. que  ha- 
bla dado  en  venta  4  D.  Ciríaco  ievueita  varias  tierras  y  un  capital  de 
censo  de  14.000  rs. ,  como  procedentes  del  mayorazgo  fundado  por 
D.  Antonio  Frias  y  su  mujer;  y  que  en  16  del  mismo  mes  firmó  He- 
vuelta  un  recibo  de  730  rs.  entregados  por  D.  Lorenzo  Herrera ,  por 
el  importe  de. los  réditos  de  aquel  ano  del  censo  impuesto  \xm  Don 
José  Policarpo  Gallegos,  sobre  la  tierra,  y  4  la  sazou  casa  y  yesería 
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de  Herrera,  fuera  del  portillo  de  Embajadores,  denominada  del  Sali- 
tre, de  cuyo  censo  era  dueño  en  virtud  de  escritura  de  venta  otorga- 
da ú  so  favor  por  D.  NícoMs  Gallegos ,  hijo  de  D.  José  Policarpo,  de- 
clarado inmediato  sucesor  ft  la  vinculación  que  aqftcl  poseía : 

Resultando  que  D.  Lorenzo  Herrera  entabló  en  4  de  Junio  de  1866 
la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que,  consignando  qne  desde 
el  año  1858  era  el  único  dueño  de  la  tierra  en  que  tenia  establecida 
su  fábrica  de  yrso  en  virtud  del  título  de  venta,  desde  cuya  época  la 
estaba  poseyendo  pacificárteme:  ^ue  no  obstante  bahía  sabido  por 
una  casualidad  que  D.  Nicolás  Gallegos,  suponiéndose  dueño  de  dicha 
finca,  la  había  enajenado  eta  concepto  de  libre  A  D.  Ciríaco  Revuelta 
por  escritura  de  27  de  Mayo  de  t862:  que  pira  su  otorgamiento  ó  no 
se  hahian  presentado  títulos  ó  debían  haber  sido  incompletos,  com- 
probándolo el  hecho  de  que  A  pesar  del  tiempo  trascurrido  nadie  se 
había  presentado  á  tomar  posesión  de  la  firica;  y  que  dos  meses  des- 
pués que  la  anterior  escritura,   se  había  otorgado  otra,  vendiendo, 
entre  otros  bienes,  un  capital  de  censo  sobre  un  pedazo  de  terreno 
que  formaba  parte  de  una  tierra  enfrente  del  portillo  de  Embajadores 
y  próxima  ai  Salitre;  escritura  que  estaba  en  contradicción  con  la  an- 
terior, puesto  que  allí  se  había  vendido  como  libre  de  gravamen  la 
finca  sobre  la  cual  pesaba  el  censo  que  se  vendía  de  nuevo,  atribu- 
yéndose la  propiedad  de  aquella  A  b.  Manuel  Victorio  Rodríguez,  & 
ciencia  y  paciencia  de  Revuelta,  y  vendiéndose  un  censo  sin  espresar 
cuál  fuera  su  capital ,  ni  cufil  su  rédito:  que  Gallegos  se  había  pre- 
sentado al  demandante  reclamando  los  réditos  del  oenso:  y  como  le 
pidiera  el  título,  volvió  acompañado  de  Revuelta,   manifestando  que 
éste  era  el  comprador;  y  aun  cuando  no  le  presentara  documento  al- 
gnno,  le  pagó  una  anualidad  de  rédito,  de  la  que  le  dio  recibo,  que  ha- 
bla acompañado  ñ  la  demanda  entablada  contra  D.  Nicolás  Gallegos, 
en  el  cual  se  titulaba  duefio  del  censo;  y  que  siendo  la  escritura  de  27 
de  Mayo  de  1862  completamente  nula,  había  entablado  contra  D.  fli- 
colas  Gallegos  la  acción  correspondiente,  como  entonces  la  entablaba 
•  también  contra  O.  Ciríaco  Revuelta ,  solicitando  en  su   virtud  se  dc- 
'  clarase  que  el  demandante  era  el  único  y  legítimo  dueño  de  la  finca 
simada  en  el  portillo  de  Embajadoras, .como  adquirida  por  titulo  de 
compra  de  D.  José  Patricio  Rodríguez  por  escritura   dé  28  de  Julio 
de  1858;  y  cft  su  consecuencia  qno  era  nula  la  otorgada  en  27  de  Mayo 
de  1862,  por  la  que  D.  Ciríaco  Revuelta  habla  comprado  ó  supuesto 
comprar  la  represada  tierra ,  condenándole  ft  otorgar  la  correspon- 
diente escritura  de  nulidad  y  cancelación  de  la  que  se  acababa  de  in- 
dicar, con  las  cosías  y  gastos  del  juicio: 

Resallando  qne  conferido  traslado  de  la  demanda  ü  Revuelta ,  se 
personó  en  los  antos  en  28  de  Agosto  del  citarlo  año;  y  que  en  él 
mismo  día  otorgaron  una  escritura  D.  NicoMs  María  Gallegos  y  el 
apoderado  de  D.  Lorenzo  ü^rrera,  en  la  que  haciendo  mérito  do  la 


Í8¿  TMBOftÁ!»  SUPREMO  DE  JUSTICIA. 

demanda  que  éste  había  entablada  contra  el  primero  para  que  le  re- 
conociera como  úuico  y  legítimo  dueño  de  te  tierra  referid;),  y  que  Ga- 
llegos fe  h^bia  conformado  coa  la  demanda  ,  <teclafó  qm  no  tenia 
derecho  alguno  de  propipdad  sobre  (a  tierra  reconopUwdQ  coqu*  úni- 
cp  duepa  de  ella  á  D,  Lorenzo  Herrera,  y  qopaintíei$Q  ea  qi^  se  can- 
celase desde  luegp  iptaiipente  1^  inscripción  hecha  á  $u  favor,  sin 
que  le  quedase  al  otorgante  más-derechq  que  el  del  censo  menciona- 
do, acerca  de  la  propiedad  del  cual  se  estatal  litigando: 

Resultando  que  Q.  Ciríaco  Revuelta  impugnó  la  demanda,  alegando 
que,  supuesta  la  prohibición  de  enajenar. la  mitad  reservabíc,  era 
evidente  que  ningún  Juez   tenia  autoridad  suficiente  para  permitir  la 
enajenación :  que  prescindiendo  d$  ello  y  de  otros  defectos  de  que 
había  adolecido  la,  yenta  hecha  por  l\.  José  PoHcarpo  Gallegos  en  48í  j, 
ya  por  haber  estado  representada  su  hija  menor  de  edad  por  \m  cu- 
rador ad  litem,  y?t  por  no  haberse  hecho  la  enajenación  en  subasta 
pública,  la  venta  ó  permuta  de  bienes  vinculado^  correspondientes  á 
,1a  mitad  reservable  no  .tenia  soiidez  hasta  que  se  .ratificaba  por  el  que 
gozaba  de]  concepto  de  inmediato  sucesor  del  poseedor  qctuaí:  que  el 
sucesor  inmediato  era  el  que  sobreviviendo  a!  poseedor  debería  suce- 
der en  1$  vinculación  si  subsistiese;  y  cualquiera  otro  que  hubiera 
tenido  tal  carácter  durante  la  vida  del  poseedor  que  había  vendido  el 
todo  ó  parte  dp  ja  mitad  reservada,  y  se  había  muerto  antes  que  éste, 
v  sin  llegar  por  consiguiente  á  ser  el  verdadero  sucesor,  no  habla 
podido  legitimar  y  dar  subsistencia  con  su  consentimiento  á  una  ena- 
jenación hecha  por  quien  no  tenia  facultad  alguna  para  ellq:  que  sien- 
do regular  el    mayorazgo  de  Frías ,  habia   debido   ser  tenido  cuino 
sucesor  inmediato  D.  Nicolás  Gallegos,  que  era  el  primer  varón;  pero 
que  aun  cuando  el  mayorazgo  no   fuera  de   aquella  clase,    habiendo 
premuerto  Doña  Venancia  á  su  padre,  lo  habla  sido   de  hecho  y  de 
derecho  D.  Nicolás,  y  asi  se  había  declarado  en  las  diligencias  de  la 
testamentaría  de  su  padre;  y  que  dueño  de  la  mitad  reservada,  aun 
sin,  declaración  judicial,  habia  podido  trasferir,  como  habia  irasferido 
&  D.  Ciríaco  Revuelta,  la  posesión  de  la  tierfa  en  cuestión;  preten- 
diendo en  su  virtud,  por  medio  de  la  reconvención  oportuna ,  sa  de- 
clarase válida  la  escritura  de  yenta  otorgad^  á  su  favor  por  D.  Nicolás 
Gallegos,  y  nula  la  en  que  fundaban  su  supuesto  derecho  los  here- 
deros de  Herrera,  mandando  que   dejasen  expedita   la  .citada  tierra, 
con  abono  de  frutos  desde  Abril  de  1862,  y  las  costas; 

Resultando  que  Doña  Juana  y  Doña  María  Herrera,  en  concepto  de 
hermanas  y  únicas  herederas  de  D.  Lorenzo  Herrera ,  replicaron  im- 
pugnando la  reconvención ,  sosteniendo  que  D.  Nicolás  Gallegos  se 
había  considerado  siempre  sucesor  de  su  hermana  Doña  Venancia, 
que  no  babia  desaprobado  la  venta  judicial  de  la  finca,  que  después 
de  varias  trasmisiones  había  adquirido  Herrera :  que  sólo  por  error 
habia  podido  venderla ,  pues  al  suceder  á  su  hermana  habia  tenido 
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siempre  el  ánimo  de  entrar  en  ia  posesión  de  los  bienes  relictos ;  y 
que  por  voluntad  de  D.  Nicolás  María  Gallegos,  solemnemente  con- 
signada, estaba  declarado  Herrera  legítimo  comprador  y  poseedor  de 
le  mencionada  finca : 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  con  la  comisión  administra- 
dará  de  le  testamentaría  concursaba  de  0.  Loremso  Herrera ,  y  citado 
de  eviccion  D.  Nicolás  María  Gallegos,  que  apoyó  lias  pretensiones  de 
la  demanda,  dicté  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  t  que  con- 
firmó la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  eapHal  en  19  de  Di- 
ciembre de  1868,  por  la  que  declaró  válida  y  subsisten  te  la  escritura 
de  18  de  Junio  de  1858,  y  nula  y  de  ningún  valor  la  de  27  de  Mayo 
de  1862,  por  la  que  D.  Nicolás  María  Gallegos  había  vendido  ei  mismo 
terreno  á  0.  Ciríaco  Revuelta;  y  en  su  consecuencia  declaró  dueños 
legítimos  de  las  ocho  fanegas  y  nueve  celemines  que  constituían  la 
tierra  en  cuestión  y  lo  edificado  en  la  misma,  con  exclusión  de  los 
3Q.300  pies  vendidos  á  D.  Luis  Pane,  á  los  representantes  de  la  testa* 
mentaría  concursada  de  D.  Lorenzo  Herrera;  mandando  que  0.  Ci- 
ríaco Revuelta  otorgase  en  el  término  de  diez  días  la  correspondiente 
escritura  de  QOÜdad  y  cancelación  de  la  venta  otorgada  á  su  favor, 
no  habiendo  lugar  á  hacer  ia  declaración  de  eviccion  y  saneamiento, 
en  atención  á  que  existia  pleito  pendiente  entre  D.  Nicolás  María  Ga- 
llegos y  D.  Ciríaco  Revuelta ,  sobre  nulidad  de  las  ventas  otorgadas 
per  el  primero  al  segundo: 

Resultando  que  D.  Ciriaco  Revuelta  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  al  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supre- 
mo Tribunal,  como  infrigidos: 

1/  Los  artículos  2.*  y  3.'  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1826,  y  los 
tres  de  la  aclaración  dada  por  las  Cortes  del  Reino  en  19  de  Junio 
de  1821. 

2.*  La  doctrina  legal  do  que  la  venta  ó  permuta  de  los  bienes 
vinculados  correspondientes  á  la  mitad  reserva  ble ,  no  tiene  solidez 
alguna  basta  que  se  ratifica  por  el  que  tiene  el  concepto  de  inmeliato 
sucesor,  doctrina  consígnala  en  las  sentencias  de  éste  Supremo  Tri- 
bunal de  20  de  Junio  de  1859  y  9  de  Noviembre  de  1865 ,  y  recono  - 
cida,  aunque  no  aplicada,  y  ¿utes  bien  infringida  ,  en  el  fallo  re» 
ctirrido. 

*/  La  doctrina  establecida  en  la  sentencia  de  4  de  Mayo  de  1866, 
de  que  el  sucesor  inmediato  á  las  vinculaciones  suprimidas,  y  á  quien 
dpbia  pasar  la  mitad  íntegra  de  ios  bienes  de  su  dotación ,  es  aquel 
que  habiendo  sobrevivido  al  poseedor  debería  suceder  si  dichas  vincu- 
laciones subsistían. 

4/  La  consignada  en  ia  misma  sentencia,  según  la  que  cualquiera 
otro  que  hubiera  tenido  el  carácter  de  sucesor  inmediato  durante  la 
vida  de  su  poseedor»  que  vendió  el  todo  ó  parte  de  la  mitad  reser- 
vada, si  murió  antes  que  éste,  y  sin  llagar  por  consiguiente   á  ser  el 
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verdadero  sucesor,  no  pudo  legitimar  y  dar  subsistencia  con  su  con- 
sentimiento á  una  enajenación  hecha  por  quien  no  tenia  facultad  al- 
guna para  ello. 

5.*  La  ley  del  contrato,  y  la  l.\  lít.  J.°,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación;  pues  que  aplicadas,  como  era  justo,  las  leyes  y  doctri- 
nas citadas  como  infringidas,  resultaba  nula  la  venta  hecha  por  Don 
José  Po  I  ¡carpo  Gallegos  á  D.  Manuel  Victorio  Rodríguez;  y  siendo  due- 
ño legítimo  D.  Nicolás  María  Gallegos,  la  que  habia  hecho  ¿i  D.  Giriaco 
Revuelta  era  válida  y  habia  constituido  un  contrato  perfecto,  bilate- 
ral y  con  sensual. 

6."  La  doctrina  inconcusa  de  que  el  contrato  de  compra- venta  se 
perfecciona  con  el  consentimiento. 

7/  La  doctrina  igualmente  incontrovertible  de  que  nadie  puede 
lastimar  á  un  tercero  sancionando  un  hecho  contra  el  cual  ha  pro- 
cedido ya  en  opuesto  sentido  en  uso  de  un  legítimo  derecho,  creando 
derechos  asimismo  legítimos  en  la  persona  del  tercero  por  medio  de 
un  contrato  perfecto,  bilateral  y  consensual. 

8.*  La  doctrina  consignada  en  el  penúltimo  considerando  de  la 
sentencia,  y  las  leyes  20  y  50,  tít.  5.°,  Partida  5.",  que  en  la  misma  se 
citaban  como  fundamento  de  ella ;  puesto  que  no  tenían  aplicación 
ninguna  ft  esle  pleito,  como  la  parte  contraria  lo  habia  reconocido. 

Y  9.*  La  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  en  que  se  establece 
como  fundamento  suficiente,  para  anular  la  venta  de  una  finca  de  la 
mitad  reservable,  el  no  haber  estado  representado  el  inmediato  suco- 
sor,  y  sí  una  hermana  suya  equivocadamente,  siendo  ambos  menores 
de  edad,  como  en  este  caso,  por  necesitarse  la  citación  del  verdadero 
inmediato  sucesor. 

Visto,  siehdo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  González  Acevedo; 
Considerando  que  la  cuestión  que  ha  resuelto  la  ejecutoria  que  da 
lugar  ¿  este  recurso  es  la  de  si  D.  Nicolás  Gallegos  y  aun  D.  Ciríaco 
Revuelta  han  aprobado  y  dado  valor  legal  á  la  división  del  mayoraz- 
go titulado  de  los  Frías  y  á  la  escritura  de  13  de  Diciembre  de  1841, 
siendo  por  lo  tanto  inaplicables  las  leyes  y  dottrina  legal  que  cita  el 
recurrente  como  infringidas  en  los  motivos  l.\  2.°,  3.*,  4.'  y  9.0  por 
no  haberse  declarado  la  nulidad  de  aquellos  actos,  puesto  que  uno 
de  los  fundamentos  de  dicha  ejecutoria  es  que  la  nulidad  de  que  ado- 
lecían ha  quedado  subsanada  y  ha  desaparecido  en  virtud  de  dichas 
aprobaciones: 

Considerando  que  son  también  inaplicables  la  ley  1.*,  tít.  1.*,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  del  contrato ,  que  igualmen- 
te se  citan  como  infringidas  en  el  quinto  motivo,  porque  no  se  trata 
de  probar  la  existencia  de  una  obligación  por  su  forma,  ni  so  niega 
que  haya  tenido  lugar  el  contrato  do  27  de  Mayo  do  1862,  sino  de  su 
valor  y  eficacia;  cuestión  que  ha  debido  ser  y  ha  sido  decidida  por 
Otras  leyes  y  principios; 


SENTENCIAS  t>E    1860.  1 85 

Considerando,  en  cuanto  al  sexto  motivo»  que  la  ejecutoria  do  19 
de  Diciembre  de  1868  declarando  válido  el  contrato  de  venta  consig- 
nado en  la  escritura  de  18  de  Junio  de  1858,  y  nulo  el  de  27  de  Mayo 
de  1862,  no  ha  infringido  la  doctrina  que  en  él  se  cita,  porque  se  ha 
limitado  á  resolver  la  cuestión  propuesta  sobre  cilái  de  los  dos  actos 
es  válido  y  eficaz: 

Considerando  que  habiendo  D.  Nicolás  Gallegos  vendido  <1  D.  Ci- 
ríaco Revuelta  la  tierra  en  cuestión  bajo  el  concepto  do  que  no  esta- 
ba enajenada  y  de  que  era  distinta  de  la  dada  á  censo  reservativo 
en  1811,  este  contrato  es  nulo  como  producto  del  error  en.  que  el  pri- 
mero se  hallaba;  y  que  al  declararlo  así  no  ha  infringido  la  doctrina 
que  se  cita  en  el  sétimo  motivo,  aun  cuando  fuese  tan  cierta  é  incon- 
trovertible como  supone  el  recurrente: 

Considerando,  por  último,  que  si  la  doctrina  y  las  leyes  que  se  ci- 
tan en  el  último  fundamento  del  recurso  no  son  aplicables  como 
supone  el  recurrente,  no  han  podido  ser  infringidas;  y  si  lo  son,  han 
sillo  aplicadas  rectamente  y  con  acierto ; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  Interpuesto  por  O.  Ciríaco  Revuelta,  á  quien  con* 
donamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que 
se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  devolviéndose  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  so 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. —  Mauricio  Gar- 
cia.=Laurcano  de  Arrieta.—Valcntin  Garralrfa.  =  Francisco  María  do 
Oistílla.=José  María  Haro.=Joaquin  Jaumar.=rJuan  González  Acevedo. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr,  Don 
Mauricio  tía  reía  Gallo,  Presidente  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su* 
premo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  mis** 
ma  ei  dta  de  hoy,  de  que^certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Ma'lrid  20  do  Setiembre  de  1869.=Grcgorlo  Camilo  García. 
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ÍSl'lf.    44. 


COMPETENCIA— SALA  SEGUNDA 


Süotrsion  m  unos  BAftos  flotantes. — Sentencia  de  29  de  Se- 
tiembre, decidiendo  en  favor  del  Juzgado  de  la  Comandancia 
de  Marina  de  Valencia  la .  competencia  promovida  entre  el 
mismo  y  et  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mar  de 
ia  misma  ciudad ,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  for- 
mada con  motivo  de  haberse  «sumergido  los  batios  flotantes 
titulados  La  Rosa  del  Turía ,  colocados  en  el  puerto  de  la  re- 
pelida ciudad. 

En  los  considerandos  se  establece : 

i.9  Que  por  el  art.  1.°  del  decreto  de  $  de  Febrero  de  1869, 
expedido  por  el  Ministerio  de  Marina  en  conformidad  con  el  ar- 
ticulo 4.°v  párrafo  1 .°  del  decreto  de  Gracia  y  Justicia  de  6  de 
Diciembre  dei  año  anterior,  que  son  leyes ,  corresponde  á  la  ju- 
risdicción de  Marina ,  y  es  la  única  competente  con  arreglo  á  las 
Ordenanzas  del  ramo ,  para  conocer  de  las  causas  criminales  por 
delitos  que  no  sean  de  los  exceptuados  en  los  párrafbs  primero  y 
cuarto  del  etrt.  1 .°  de  dicta  decreto  de  6  de  Diciembre  sobre  unifi- 
cación de  fueros. 

2.°  Que  seaun  el  párrafo  undécimo  del  mismo  ar Aculo  ,  igual 
al  duodécimo  del  art.  4.°  del  referido  decreto  de  6  de  Diciembre, 
corresponde  también  á  la  jurisdicción  de  Marina  el  conocimiento 
de  las  causa*  por  delitos  de  cualquier  clase  cometidos  á  bordo  de 
las  embarcaciones  mercantes  >  psí  nacionales  como  extranjeras,  de 
las  presas ,  represalias  y  contrabando  marítimo,  naufragios,  abor- 
dajes y  arribadas. 

3.°  Que  por  él  párrafo  tercero  del  mencionado  art.  1.°  del 
decreto  de  6  de  Diciembre ,  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  única 
competente  para  conocer  de  los  delitos  comunes  cometidos  en  tierra 
por  la  gente  de  mar  y  por  los  operarios  de  arsenales  y  demás  fá- 
bricas fuera  de  sus  respectivos  establecimientos,  y  de  los  que  enu- 
mera' después  el  párrafo  cuarto. 

4.°  Que  la  sumersión  de  unos  baños  a  flote  en  la  dársena  de  un 
puerto,  constituye  jurídicamente  un  naufragio. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Setiembre  de  1869,  en  la  compe- 
tencia que  ante  Nos  pende,  promovida  entre  el  Juzgado  de  la  Co- 
mandancia de  Harina  de  Valencia  y  el  Juez  de  primera  instancia 
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M  distrito  áti  Mar  de  ia  miMua  ciudad,  acerca  del  conocinik  oto  de 
la  cama  formada  c««d  motivo  de  haberse  sumergido  los  baños  flotan- 
tes inalados  la  1  c*a  del  Tuna,  enfocados  en  el  puerto  de  la  repelida 
ciada* : 

lesaltando  que  instruidas  diligencias  por  uuo  $  otro  Jugado  en 
arerignaróo  de  las  causas  que  hubieran  motivado  la  sumersión  de 
lo»  referidos  baños,  el  de  Harina  requirió  de  iohibicioy  al  ordinario, 
ti  cual  se  lugd  a  ello .  pronto  viéndose  en  su  virtud  la  competencia, 
púa  caja)  decisión  uno  y  otro  han  elevado  á  este  Tribunal  Supremo 
sos  respectivas  actuaciones : 

iessluodo  qne  el  Juzgado  de  Harina  alega  para  sostener  sq  ju- 
n>diocáoB  que  fl  acontecimiento  de  que  se  trata  tuvo  lugar  $0  pies 
díatro  de  las  aguas  del  mar:  que  los  dueños  del  establecimieulo  flo- 
taste muí  matriculados:  que  no  se  halla  el  caso  comprendido  en  nin- 
guno de  los  sometidos  al  fuero  ordinario  por  las  disposiciones  con- 
tenidas  en  el  art.  1/  del  decreto  sobre  refundición  de  fueros  de  6 
ríe  Diciembre  último:  que  el  caso  tercero  de  dicho  articulo  úuica  y 
«dativamente  somete  a  la  jurisdicción  ordinaria  los  delitos  comu- 
nes cometidos  en  térra  por  la  gente  de  mar  y  fuera  de  sus  estable- 
cimientos:  que  el  art  i.*  ordena  que  la  jurisdicción  de  Marina  sea 
ía  única  pura  conocer  de  las  causas  por  delitos  que  uo  sean  de  tos 
designados  en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  citado  art.  1.*:  que 
sigan  la  letra  y  espíritu  de  dicho  decreto,  de  los  hechos  acaecidos 
en  el  mar  no  deben  conocer  otras  Autoridades  que  las  de  Marina, 
como  lo  prueba  el  que  el  tráfico  de  contrabando  y  aprehensiones  he- 
chas dentro  de  sus  aguas  y  zona,  de  que  antes  conocía  el  Juzgado  or- 
dinario, lo  ha  sometido  al  da  Marina ,  limitando  de  este  modo  las  fa- 
cultades de  las  demás  jurisdicciones  ;  y  que  el  decreto  de  $  de  Febrero 
último  en  su  caso  undécimo  declara  corresponder  á  las  Ordenanzas 
de  la  Armada,  entre  otras,  las  causas  de  naufragio  ,  en  cuyo,  caso  se 
encuentra  el  siniestro  de  que  se  trata : 

Y  resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  en   apoyo  de  su 
competencia  expone ,  que  se  trata  de  un  hecho  ocurrido  en  un  esta- 
blecimiento industrial  que,  si  bien  colocado  á*  flote  en  la  dársena  del 
puerto,  previa  la  autorización  del  Juzgado  de  Marina,  su  reconoci- 
miento, inspección  y  policía  estaba   .1  cargo  de  la  Autoridad  civil: 
que  dicho  establecimiento  se  hallaba  unido  á  tierra  por  medio  de  un 
puente :  que  los  baños  flotantes  nunca  han  sido  ni  son  considerados 
establecimientos  de  marina  sujetos  á  su  régimen,  policía  y  ordenan- 
zas ,  sino  que  en  todos  tiempos  y  circunstancias   han  estado  á  car- 
go de  las   Autoridades  civiles  ,  las  qm  ban  dictado   las  órdenes  y 
bandos  de  policía  para  los  bañistas  en  los  pueblos  de  U  costa;  y  que 
cuno  consecuencia  inmediata ,  si  se  cómele,  un  delito  como  iufrin- 
pi  ndo  las  disposiciones  de  policía  y  buen  gobierno  de  los  hau  os,  á  ia 
jurisdicción  ordinaria  debe  corresponder  el  conocimiento  de  la  causa. 


1$8  TRIBUNAL  SUPREMO   DE  JUSTICIA. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  Zorrilla. 
Considerando  que  por  el  art.  1/  párrafo  1.*  del  decreto  de 8  de  Fe- 
brero último,  expedido  por  el  Ministerio  de  Marina  en  conformidad  ron 
el  art.  4.°,  párrafo  primero  del  decreto  de  Gracia  y  Justicia  de  6  de 
Diciembre  del  año  anterior,  que  son  leyes,  corresponde  á  la  jurisdic- 
diccion  de  Marina,  y  es  la  única  competente  con  arreglo  á  las  Orde- 
nanzas del  ramo  ,  para  conocer  de  las  causas  criminales  por  deli- 
tos que  no  sean  de  los  exceptuados  en  los  párrafos  primero  y  cuarto 
del  art.  1.°  de  dicho  decreto  de  6  de  Diciembre  sobre  unificación  de 
fueros  : 

Considerando  que  según  el  párrafo  undécimo  del  mismo  artículo, 
igual  al  duodécimo  del  art.  í.°  del  feferido  decreto  de  6  de  Dfcirm-  - 
bre,  corresponde  también  á  la  jurisdicción  de  Marina  el  conocimien- 
to de  las  causas  por  delitos  de  cualquier  clase  cometidos  á  bordo  de 
las  embarcaciones  mercantes  ,  asi  nacionales  como  extranjeros  ,  de 
las  presas,  represalias  y  contrabando  marítimo,  naufragios,  abordajes 
y  arribadas : 

Considerando  que  por  el  párrafo  tercero  del  mencionado  tfft.  I.* 
del  decreto  de  6  de  Diciembre  la  jurisdicción  ordinaria  es"  la  tiplea 
competente  para  conocer  de  los  delitos  comunes  cometidos  en  tierra 
por  la  ^ente  de  mar  y  por  los  operarios  de  arsenales  y  demás1  fabri- 
cas fuera  de  sus  respectivos  establecimientos,  y  de  los  que  ¿numera  des- 
pués el  párrafo  cuarto:  «.      ■ 

Considerando  que  el  siniestro  ocurrido  en  los  barios  colocados  fl  flote 
en  la  dársena  del  puerto  tuvo  lugar  á  80  pies  dentro  de  las  aguas  del  mar, 
constituyendo  la  sumersión  y  las  desgracias  jurídicamente  un'tianrragio: 
qne  los  dueños,  constructores  á  la  vez  de  los  baños ,  pertenecen  á  la 
matrícula,  y  que  no  se  halla  comprendido  el  caso  en  ninguno  de  los 
sometidos  al  fuero  ordinario  por  las  disposiciones  vigentes;       r 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos 'que  el  conoclmionto 
de  estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  la  Comandancia  d'é  "Marina 
de  Valencia,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  diligencias  para  lo  que 
proceda  con  arreglo  á. derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  sú  publicará  en  la  Caceta  del 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  a!  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Pascual 
Bayarri.=Manucl  María  de  Basualdo.— Juan  Jiménez  Cuenca .s=Manuel 
Lcon.=Miguel  Zorrilla.  .  *" 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Miguel  Zorrilla  ,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  ,  en  el  día  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  29  do  Setiembre  de  1869. ^Rogelio  González  Montes, 
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Núm.  45. 


COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 


U«ones.— Sentencia  de  30  de  Setiembre,  decidiendo  á  favor  del 
Juez  de  primera  instancia  de  Alfaro,  la  competencia  promovida 
entre  el  mismo  y  el  Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Vieja»  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  instrui- 
da con  motivo  de  las  festones  inferida»  por  uuos  carabineros  á 
•Manuel  Toledo  y  Manuel  Gil ,  que  con  otros  conducían  sal  de 
contrabando. 

En  los  considerandos  se  establece : 

i*  Que  el  conocimiento  de  las  causas  por  delitos  de  contra- 
bando y  defraudación,  conjuntamente  con  el  de  abusos  que  puedan 
cometerse  por  ¡os  encargados  de  su  persecución ,  corresponde  á  la 
jurisdicción-  de  Hacienda,  como  conexo  este  último  del  delito  prin- 
cipáis según  se  determina  en  el  art.  17,  párrafo  sexto  del  Real  de- 
creto de  20  de  Junio  de  1852,  y  conforme  lo  tiene  declarado  este 
Tribunal  Supremo  en  repetidas  sentencias. 

i.°  Que  por  el  art.  20  del  expresado  decreto  el  delito  conexo 
de  resistencia  á  los  carabineros  en  actos  del  servicio  cometido  por 
los  contrabandistas,  produce  desafuero,  y  quedan  estos  sometidos  á 
la  jurisdicción  mlilar  para  ser  juzgados  por  Consejos  de  guerra 
independientemente  del  delito  de  contrabando  y  de fr mutación. 

5.°  Que  suprimidos  los  Juzgados  especiales  de  Hacienda  por 
el  art*  8.°  del  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1868  sobre  refundi- 
ción de  fueros,  corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria,  conforme 
al  párrafo  sétimo  del  art.  i.°,  el  conocimiento  de  los  negocios  de 
Hacienda  y  de  los  delitos  de  contrabando ,  defraudación  y  sus  co- 
nexos, excepto  el  de  resistencia  armada  á  bs  resguardos  de.  costas. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  30  de  Setiembre  de  1869,  en  la  com- 
petencia que  ante  Nos  pende,  promovida  entre  et  Juez  de  primera 
instancia  de*  Alfaro  y  el  Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  geaeral 
de  Castilla  la  Vieja,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  instruida  con 
motivo  de  las  lesiones  inferidas  por  unos  carabineros  á  Manuel  To- 
ledo y  Manuel  Gil ,  que  con  otros  conducían  sal  de  contrabando: 

Resultando  de  las  diligencias  instruidas  en  el  Juzgado  de  primera 
Instancia  que  en  la  uocho  del  3  de  Abril  último  Manuel  Toledo,  Ma- 
nuel fjht  y  otros  que  •  conduelan  varias  caballerías  cargadas  de  sal 
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fueron  sorprendidos  por  los  carabineros  que  se  hallaban  de  servicio 
en  la  caseta  del  Baño,  término  jurisdiccional  de  Alfaro:  que  no  ha- 
biendo querido  ios  carabineros  accpthr  las  ofertas  y  transacciones 
que  les  propusieron  Toledo  y  consortes,  trataron  estos  de  fugarse;  y 
los  carabineros,  hactefiflo  usp  de  las  armas,  hirieron  4  Toledo  y  Gil, 
falleciendo  de  sus  resultas  el  primero: 

Resultando  de  la  sumaria  instruida  por  el  Juzgado  militar,  según 
las  declaraciones  de  ios  carabineros,  que  en  la  referida  noche  del  3 
dfe  Abril,  hallándose  estos  de  servicio  em  el  punto  designado,  distin- 
guieron nn  grupo  de  paisano*  qüc  conducían  varias  caballeras*  los 
cuales  huyeron  pn  disUntas  direcciones,  apoderándose  los  carabineros 
de  siete  caballerías  oatgadas  de  sal  de  contrabandos  qu$  oujtbdo  se 
dirigía*)  con  estas  á  la  caseta  Rieron  acometidos  do  improviso  por 
seis  ó  si.ües  paisanos  que  les  arrojaron  piedras  al*  grito  de  navaja  en 
mano  y  á  ellos,  que  no  son  mas  que  dos,  viéndose  los  carabinazo*  en 
la  necesidad  de  defenderse  con  las  bayonetas,  y  disparándosele  á 
uno  de  ellos  la  carabina  en  el  momento  en  que  tos  paisanos  le  te- 
nían agarrado  t 

tí  es  tutanda  que  reclamadas  por  el  Juzgado  militar  al  Juaz  de  pri- 
mera instanpia  las  diligencias  que  hubiera  practicado^  áste,  de  con- 
formidad cotí  él  Proniotor  fiscal,  determinó  inhibirse  del  conocimiento 
de  la  causa  .Jr  remitirla  al  primero;  y  consultada  con  i;t  Audiencia  de 
Burgos  diehk  providencia,  por  una  do  las  Salas  de  la  misinti;  en  vista 
de  lo  dispuesto  por  el  Ministerio  iiseal ,  so  dejó  sin  efecto  el  auto 
inhibitorio  dictado  por  el  Juez*  y  niaridb  que  éste  Siguiera,  sustancia- 
ra y  determinará  la  causa  con  arreglo  á  derecho,  medíame  á  fcer  un 
delito  conexo  el  que  había  dado  motivo  á  fcu  formación: 

Resultando  díte  en  su  consecuencia  el  Juez  de  primera  instancia 
exhortó  al  Juzgado  militar  para-quo  se  inhibiera  del  conoctoientp  de 
la  causa  que  habla  principiado  en  avoriguacion.de  los  autores  de  las 
lesiones  Inferidas  á  Manuel  Toledo  y  Manuel  Gil;  y  que  por  haberse 
negado  el  Juzgado  militar  á  la  inhibición  se  promovió  la  presente 
competencia;  para  .cuya  decisión  uno  y  otro  lia»  elevado  á  este  Trl- 
bdfiai  Supremo  sus  respectivas  actuaciones:  .  ,> 

ResulMnttü  que  el  Jutá  de  primera  instancia  de  Alfaro  para  soste- 
ner su  competencia  expone  que  en  la  aprehensión  del  contrabando 
S8  empleó  la  redacción  y  la  resistencia. contra  los  agentes  de  la  Au- 
toridad, con  cuyo  motivo  vino  á  cometerse  el  delito  conexo  de  parte 
de  los  defraudadoras;  y  que  asi  como  está  marcado  el  derecho  do  ios 
Juzgado*)  de  primera  instaheia  pata  proceder  crimina4ment»  contra 
loé  contrabandistas  por  el  delito  «onexb  de  seducción  y  *  resistencia 
contra  loé  agentes  de  la  Autoridad,  por  analogía  y  ptfr  igual  rorou 
deben  conocer  de  las  v^aetdnes  y  actos  punibles  que  en  el  ejercicio 
de  sus  fouclofte*  tos  agentes  de  la  Autoridad  ejecuten  ;i  los  contra- 
kandistas  eu  el  acto  de  la  aprehensión  de  contrabando,  porque  si 
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sometidos  á  la  debida  obediencia  loa  oontrabandiatas  á  los  agehtes 
de  Ja  Autoridad,  después  de  osle  acto  de  sumisión  se  cometiere  algún 
detile  en  tos  personas,  parece  lo  natural  y  lógico  que  el  Juzgado  que 
canaca  dé)  dilito  principal  deba  oonofear  dfet  conexo  coh  todas  sifc 
céaséaueatías: 

Resultando  que  no  es  exacto  el  heeteo  referido  por  el  Jaez  da  Altara 
coifcfgwido  ert  sn  expotloft  á  este  Trlbqnal  41  remitir  la  causa  pdr  el 
mismo  inathjida.  en  cuanto  A  <{ne  da  alia  aparaaoa  que  en  la  aprehen* 
sien  de!  contrabando  se  emplease  por  los  contrabandistas  resistencia 
contra  10a  apetitos  dfe  la  Autoridad: 

Y  reeditando  que  al  Juzgado  de  Guerra  en  apoyo  da  su  JurisdiCr 
non  alega  qi»e  según  el  nrt.  SO  del  Real  decreto  de  ftO  de  Junto  de 
1858  la  resIsKmda,  cuando  es  hecha  á  ios  ^carabineros,  Guardia  civil 
ó  tropa  dal  Sjdroito  ,  que  en  otros  caaos  la  considera  la  ley  como 
delito  conexo  y  por  consecuencia  sujeto  sa  conocimiento  A  la  juris- 
dicción ordinaria,  en  el  especial  y  concreto  da  que  se  trata  atribuye 
terminantemente  su  conocimiento  A  los  Consejos  da  guerra  respectivo*, 
sí  bien»  como  lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  eu  sentencia 
de  tt  de  Julio  de  1861,  de  nn  modo  independiente  de  los  delitos  de 
contrabando  y  defraudación  y  demás  conexos;  lo  cual  demuestra  que 
la  Jurisdicción  ordinaria  puede  y  debe  conocer  de  las  diligencias  de 
aprehensión  del  contrabando,  A  la  par  que  ia  do  Guerra  de  la  resis- 
tencia A  los  carabineros;  y  que  la  causa  que  instruía  el  Juzgado  or- 
dinario no  versaba  sobre  aprehensión  de  contrabando,  como  corres- 
pondía y  era  de  hacer,  sino  en  averiguactM  de  ios  causantes  da  las 
heridas  inferidas  á  los  contrabandistas,  autores  de  ia  agresión  que 
sufrió  la  fuerza  de  carabineros  .desempeñando  el  servicio  do  su 
instituto: 

Vistos,  aiendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pascual  Bayarrf 
Considerando  que*  aunque  no  puede  formarse  un  juicio  exacto  so- 
bre la  verdad  de  los  hechos  que  tuvieron  lugar  al  verilicaive  la  apre- 
hensión del  contrabando  por  el  diverso  resultado  qbe  ofrecen  las  ac- 
tuaciones del  Juzgado  de  Guerra  do  la  Capitanía  general  de  Castilla 
la  Yieja  y  el  de  primera  instai)cfia  dal  partidojqdiotal.de  A I  faro,  es 
de  todo  pudto  incontrovertible  que  laa  lesiones  inferidas  á  Manuel  Tor 
ledo  y  Manuel  Gil  Coloma,  lo  fueron  por  ios  carabineros  que  sa  ha* 
liaban  prestando  el  servicio  de  su  instituto  en  la  caseta  denominada 
del  Baño  y  en  el  acto  mismo  de  4a  aprehonsion: 

Considerando  que  el  conocimiento  de  las  causas  por  delitos  da 
^  contrabando  y  defraudación,  conjuntamente  con  el  de  los  abusos  que 
puedan  cometerse  por.  los  encargados  de  su  persecución ,  correspondo 
¿  la  jurisdicción  de  Hacienda  como  conexa  este  último  de)  delito  prin- 
cipal, según  se  determina  en  el  art.  17,  párrafo  sexto  del  Iteal  de- 
creto de  20  de  Junio  de  1852,  y  conforme  lo  tiene  declara  1p  este  Tri- 
bunal Supremo  en  repetidas  sentencias : 
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Consldirando  que  el  único  fundamento  en  que  apoya  su  reclama- 
ción el  Juzgado  de  Guerra,  consiste  en  suponer  que  los  contrabandis- 
tas, hicieran  resistencia  á  ios  apreheusores ,  sin  que  exista  otra  prueba 
4*.  este  bocho  que  lo  declarado  por  estos  miamos  en  las  diligencias 
formadas  á  raíz  del' suceso  por  un  Jefe  del  cuerpo  de  Carabineros  nom- 
brada al  efecto  por  la  Comandancia  del  mismo: 

Considerando  que  si  bien  por  el  art.  2*  del  expresado  decreto  el 
delito  conexo  de  resistencia  6  los  carabineros  en  actos  del  servicio, 
cometidos  por  toa  contrabandistas  produce  desafuero,  y  quedan  estos 
sometidos  &  la  jurisdicción  militar  para  ser  juzgados  por  Consejos  de 
{¡tierra  independientemente  del  delito  de  contrabando  y  defraudación, 
no  puede  ain<émfeirgo,  por  ahora,  considerarse  aplicable  al  presente 
caso  i aicüaéa. disposición,  porque  lejos  de  estar  probada  la  resisten- 
cia armada  en  los  términos  que  refieren  los  carabineros,  hay  un  he- 
cho atendible  en  el  sumario  instruido  por  el  Juzgado  ordinario,  que 
hace  cuando  menos  inverosímil  la  existencia  de  dicho  delito,  á  saber: 
que  latí  lesione*  fueron  causadas  por  la  espalda,  según  dan  a  conocer 
los  Facultativos  que.  asistieron  á  los  heridos  y  confirman  éstos,  ma- 
nite&tóndp  q«c  al  darse  &  la  fuga  hicieron  los  aprehensores  uso  de  las 
armas :    . 

Considerando  -que  á  falta  por  ahora  de  prueba  bastante  que  justi- 
fique la  perpetración  del  delito  de  agresión  ó  resistencia  á  los  cara- 
bineros con  las  condiciones  que  determina  la  Real  orden  de  17  de 
Febrero  de  18G6,  para  que  pueda  tener  lugar. el  desafuero  de  los  pai- 
sanos, es  indispensable  atender  al  principio  y  origen  del  suceso,  que 
fud  la  persecución  del  contrabando,  y  á  que  las  lesiones  inferidas  á 
los  contrabandistas  lp  fueron  en  el  acto  mismo  de  la  aprehensión: 

Considerando  que  suprimidos  los  Juzgados  especiales  de  Hacienda 
por  el  art.  8.*  del  decreto  de  6  de  Diciembre  último ,  sobre  refundí- 
cion  de  ftaroB*  corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria,  conforme  al 
párrafo  sétimo  kdel  art.  1.*,  el  conocimiento  de  los  negocios  de  Ha- 
cienda y  de  los  delitos  de  contrabando,  defraudación  y  sus  conexos, 
excepto  el  de  resistencia  armada  á  los  Resguardos  de  cb£tas : 

Y  considerando  que  no  ha  sido  objeto  de  la  presente  competencia 
por  parte  del  Juzgado  de  Guerra  el  conocimiento  del  delito  de  con- 
trabando, y  sí  únicamente  el  de  resistencia  armada  por  los  contra- 
bandistas á  los  agentes  de  la  Autoridad  encargados  de  su  persecución; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  corresponde 
conocer  &  la  jurisdicción  ordinaria  del  delito  de  lesiones  graves  infe- 
ridas á  Manuel  Toledo  y  Manuel  Gil  Coloma  y  sucesiva  muerte  del  pri- 
mero como  conexo  del  de  contrabando,  ajustándose  en  la  sustaucia- 
cion  de  la  causa  á 16  prescrito  en  el  art.  20  del  Real  decreto  de  SO  de 
Junio  de  1882  y  Beal  drden  do  17  de  Febrero  de  1864 ,  aclaratoria  de 
la  de  17  de  Setiembre  de  Í8S5;  y  mandamos  que  se  remitan  unas  y 
otras  actuaciones  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Aífaro  para  lo 
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que  proceda  con  arralo  á  derecho.  Y  dígase  o!  Juras  do  prítaera  Ins- 
tancia que  tía  entendido  en  estas  diligencias ;  que  en  to  sucesivo  tenga 
presente  en  casos  de  igual  natumleza  las  disposiciones  legales  consig- 
nadas en  ésta  sentencia ,  y  que  se  ajusto  al  resultado  de  la  causa  ins- 
truida por  el  mismo  al  dirigirse  á  este  Tribunal  Supremo,  exponiendo 
los  motivos  que  le  hayan  obligado  á  promover  ó  aceptar  cualquiera 
competencia  de  otra  jurisdicción. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno ,  dentrp  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  su  fecha ,  y  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  correspon- 
dientes copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma - 
mos.==Sebnstiah  González  Nandio.=Pascual  Uayarri.=Manuel  María  de 
BasfUldo.=)uan  Jiménez  Cuenca .=llanuel  León —Miguel  Zorrilla. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excelentí- 
simo é  limo.  Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  lá  misma 
en  el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  30  de  Setiembre  de  1869.=Rogelio  González  Montes. 

t 
; 

Núm.  46. 

•  • 

CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Tebcehía  de  dominio. — Sentencia  de  1.°  de  Octubre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  cura- 
dor ad  litem  de  los  menores  Domingo,  Nemesio  y  Felipa  de 
I  rusta  y  Urionagoena,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  según - 

.  da  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  I).  José  Domingo 
de  Irusta  y  Olava nieta.  4 

Eü  los  considerandos  se  establece :   . 

i  .*  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  qué  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 

2.*  Que  no  puede  ser  motivo  de  casación  la  excepción  que  no 
se  ha  alegado  oportunamente  ni  discutido  durante  el  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  1.a  de  Octubre.de  1869,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Guernica  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiepcia  de  Burgos  por  D.  José  Domingo  de  ¡rusta  y 
Olavarriela  con  el  curador  ad  litem  de  los  menores  Domingo  •  Neme- 
sio y  Felipa  de  {rusta  y  Urionagoena,  y  D.  José  Domingo  de  Irusta  y 

II.  15 
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UrionabarrenQchea,.  sobre  tercoría  de  dominio  &  los  bienes  embarga- 
dos ¿1  último,  á  instancia  de  D.  Juan  María  de  Ecbave  y  0.  Domingo 
¿ui$  de  Icpsta,  puyos  derechos  reprpsent&n  hoy,  por  su  fallecimienta, 
su  vjuda  Dopa  tyari$  Juana  de  Éohavarricta  y  $p$  hijps  rnenpnes; 
pleito  pendiere  ante  Nqs  pn  yirtud  de  recurso  efe  cqgtypiqg  ipterpqesto 
a  nombre  de  lqs  últimos,  pontrji  la  sentencia  que  en  2$  de,  Mayo  de 
1868  dictó  ía  referida  Sala:  '  .    .  * 

Resultando  que  p.  José  Domingo  de  Irusta  y  Uripaabarrenechea 
ofreció  en  23  de  piciembre.de  1$6S,  aqte  el  Jiiep  de  pjiz  de  Arbace- 
gui  información  posesoria  de  la  casa  y  pertenecidos  dp  ¿arrinaga 
¿chayarría,  compuesta  de  las  fincas  que  deslindó ;  y  que  recibid*  y 
pido  ej.  Procurador  Síndico,  se  aprobó  por  apto  de  24  de  dicho  mes, 
mandandq  que  se  inscribiera  en  el  Begistrp  de  la  prppipdad,  sin  per* 
j  uicto  (ié  tercero:  '  ... 

Resultando  que  D.  QominíjQ  Luis  de  lrqsta  y  Querrkabeüia  y  su 
hjjo  p.  José  pomipgo  de  frusta  y  Urionabarrépechea,  otorgaron  escri- 
tura en  la  villa  de  frjarquina  á  20  de.  ¿vbrjl  de  Í8M,  ppr  la  que,  cpn- 
fesánuo  el  segundo  que  era  en  deber  al  priraerq  15.0Q0  rs.  proceden- 
tes dé  los  créditos  que  por  él  había  satisfecho,  se  obligó  .á  pagármelos 
sin  interés  alguno  el  día  que  le  fuesen  pedidos,  conviniendo  que  José 
Domingo  usufructuaria  por  .entero  el  caserío  y  pertenecidos  de  Larri- 
naga  la  Nueva,  sin  que  tuviera  que,  satisfacer  nada  á  su  padre  en 
concepto  alguno,  por  razón  de  usufructuario  y  demás  derechos  que 
pretendía  tener  en  gieba  finca: 

Resultando  queD.  José  Domingo  de  Irusta  y  Crionabarrenechea  hizo 
donación  por  escritura  de  29  de  Octubre  de  1866  á  su  hijo  D.  Domin- 
go de  Irusta  y  Olavarrieta,  de  veinticuatro  años  de  edad ,  de  la  casa 
v^rtanecidos  de  L*f  rinaga  ,y  gcbayarrí?}  que  Uabja  adquir.itfp  .f^  su 
heritoano  D.  Pedro  Antpnip  de  Irnsfa'en  el  aqo  de.  1858*  £pq  jas  pon- 
(Jiciones.de  que  h a bia' de  redimir  un  censo  (je  1^i§  rs,:  que  kabia 
dé  dar  ft  cac|a  uno  de  sus  cinco  hermanos  1.2Q0  rs.  cp^ndo.  lo  nece- 
sitasen: que  ^1  donante  habja  de  viyir  eq  la  mesa  y  ppjnpañ/a  dm  do- 
natario hasta  que  éste  se  casase,  hasta  cuya  época  j&pria  para  éjjfodo 
el  usufructo  de  la  finca  como  ferauneracion  de  la  manutención  que 
tenia  que  darles,  reservár.dpse  al  dpqapte  í}ur,aqle  su  .Yjdjj  y  desde  el 
^a  que  se  cósase  el  donatario  |a  mitad  íjp'  usufrupto  de  la.finca  do- 
nada: que  el  mismo  donante,  ppr  sí  y  en  uso  dfíl  pqder'qqe  asu- 
raba tener  fie  su  primer^  <?$pqsa  Marfy  Jpsef*  <Jfi  UlaYftfrjpta ,'Je  hizo 
también' donación  de  la  mjtad  de  otros  bienes;  y  qq^pj^pp^  alacho 
José  Domingo  de  Irusta  y  Olavarrieta,  aceptó  ía  donación  con  las 
condiciones  impuestas,  habiéndose  toqiaolo  razón  de  lp  e^cr4tpca  en 
¿I  flegistro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  demandado  ejecutivamente  José  DQming.0  de  frpsta 
por  su  'padre  D.  Domingo  Luis  de  Irusta  para  el  pago  de  la  cantidad 
de  18.000  rs.  que  le  era  en  deber,  según  resultab^'dp  la  escritura 
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hevadadae  f  ese***  d#  !§•  tesarte  4e  Uirwoeg* .Babaperria.  cjip  per* 
ti— filfa  4fi  aUei.  y  qu*  aftedq  «1  '«étfUted*  dP  f/WAPtei  d*4pJo  eu  tal 
MMte  *•  Jfttf  Domtefft  <to  Jruste  *  fttevaaí#u,  *p  W  4*  Bnerp  4? 
INI,  ^piito  de  teaaerfo  4o  4<*Pte*o  A  l(M  blanes  ombligado*  ¿su 
psdi*  Jto4*4*  m  te  «*j>Hut»*4*  donación  totpe  retida,  alegando 
que  atetan  tónte  treslettea  4*  dominio*  por  te  cpel,  donada  qae  ten 
Ma  sido  te  tieeetfa  dft  Urttoag*  Ifebavprrte  con  tes  roqHl§i*o*  y  fpr- 

aiMMfls  de  derecho,  bebte  pesado  ni  donatario»  y  uí  *i-  donante 

pite  y*  ¿taponar  de  ella,  0i  bable  pedido  teJWW  ee*  ««babada 
pan  tc9po*4tr  con  fM  vítor  4  oWigaeiwws  6  4en4aa  q*e  ftffteba*  ^on 
tef.al  donante  nactaateamentei  y  que  en  pu  virtud»  y  ejárcttejrite  te» 
teclon  real  que  como  due&o  le  enoipatja»  supliedae  deotenMeqne  el, 
marte  de  Larrioaae  Bebevnrrie  te  peripecia  en  propiedad  y  pnseaton, 
aeodttda»  «»  mi  oonaeonenciai  que  99  fdzeae  el  embarga  y  pe  le  dé- 
jale libre  y  *  en  disposición: 

Resultando  ique  Q.  Domingo  tula  Irotfa  impugna  la  demanda  por-. 
tfie  loa  Menea  embargados,  objeta  de  elja,  nunca  babifip  partenecidq 
•I  ieaMgdeote  ni  teste  en  el|oa  el  menor  derecho;  porqqe  yunque  4q 
bebiere  tef*k>.  befo?!*  mediado  ep  en  adquisición  al  vicio  d?  deteaa- 
dir  4  Iqs  acreedores  legítimos  del  enajena  uta ;  alegando  Para  eilq 
qne  te  tey  reprobaba  y  prpbibia  te  donación  de  lodP*  los  bienes  pre* 
sentea  para  que  el  donante  no  se  privase  de  ios  medios  de  subsisten^ 
Oía  y  au  hiciera  )*teetebte ,  como  quedarte  el.  donante  frusta  si  (Mera 
afleas  au  donación,  puesto  que  |o  poffufr  imo  qm  se  había  reservado 
se  lo  arrebatarte»  ana  acreedores:  que  la  douaaten  dW  padre  ai  hijo 
que  se  hallaba  en  m  potestad,  ere  nula  y  de  ningún  valor  si  no.  iba 
acompañada  de  tes  eir*uu*iancias  que  exigía  la  ley  recopilada,  que 
no  concurrían  en  <*te  casQ:  que  para  la  adquisición  del  dominiQ  eraq 
necesaria  causa  legítima  y  taedicten*  no  bastando,  por  regla  general, 
la  una  sin  te  otra;  y  por  ponsigutettte.  ano  cuando  ip  donación  da 
Irueta  hubiese  sido  válida  i  ltrevocab|e,  el  donatario  nq  liubiora  ad- 
quirido el  dominio  de  lo  donado,  porque  no  se  bable  realizado  8|i 
tradición  real  ni  fingida;  qnp  ponsaryanda  por  tanto  el  deudor  Irps- 
la  lm  bienes  en  pleno  dominio ,  y  habiéndoselos  embargada  para  el 
pago  da  lo  $w  legítlmam^iHe  dobla  su  pa4re ,  era  imprqned^a  6 
iníasto  que  se  alzase  tal  embargo  ¡  qna  annqaa  fuese  cierto  qne  en 
Yiitsd  de  tal  donación  se  verificase  te  enajenación,  de  loa  bienea  de 
qatea  trataba  ««como  seria  en  Irande  4o  sns  acreeiterea^  tpodria  qgp 
ser  revocada  *  su  soUctt'utf ,  peas  tea  (eyea  romanas  y.  agpafiotes  lw 
coqaadlan  el  derecha  de  anillarla;  y  que  si  bien  se  habla  inaorito  di- 
cha donación  en  e|  Registro  de  te  propiedad»  esto  en  nada  debilitaba 
su  defensa,  porque  la  inscripción  no  convalidaba  loa  aqtos  inscritos 
que  fijaren  nulos  con  arreglo  4  las  loyes:  <  . 
.  ftefuUando  que  el  ejecutad?  D  José  Pomingo  de  (rusta  yUrionq 
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barreneohea  sostuvo  la  validos  de  la  donación  que  labia  becbo  á  fa- 
vor de  BU'hfjo,  apoyando  por  lo  tábto  la  demanda  ti*  tercería,  fon* 
dado,  en  que  las  donaciones  llamadas  porta  ley  á  cierta  postulase» 
válidas  y  subsistentes :  que  el  donatario  tío  haMa  incurrido  en  nin- 
guna de  las  «ansas  por  lasque  se  revocaban  las  donaciones  perfec- 
tas, y  de  todos  modos  át  douante  seria  á  quien  incumbida  alegar  las 
razones  que  tuviera  para  pedir  la  revocación :  que  según  las  leyes  del 
fuero  de  Vizcaya,  los  padres  podían  donar  á  uno  de  sus  Hijos -todo 
cuanto  le  perteneciera,  excluyendo  A  los  demás;  y  que  aun  en  >éft  su- 
puesto de  que  no  hubiera  habido  verdadera  tradición,  de  la*  «osos 
donadas,  podría  sostenerse  como  una  promesa  que,  aceptada  por  el 
dénatario,  le  daba  una  acción  nacida  del  contrato  unilateral  pam  que 
el  promitente  le  cumpliese  \o  ofrecido:  ■    .   » 

Resultando  que  acumulada  A  esta  demanda  otra  de  igual  claesque 
dedujo  D.  José  Domingo  de  frusta  y  Olavarrieta  con  motivo  del  Juicio 
ejecutivo  promovido  por  D.  Juan  María  de  Ecbave'  contra  D.  José  Do- 
mingo, de  frusta  y  Urionabarrenecheá,  por  virtud  del  cual  so  em- 
bargó la  casería  de  Larrinaga  Echavarría,  dictó  sentencia  el  Juez  de 
primera  instancia  en  19  de  Noviembre  de-1867,  estimando  ki  demanda 
de  tercería  deducida  por  D.  Josó  Domingo  de  Irusta  y  Olavarrieta, 
como  legítimo  dueño  del  caserío  de  Larrinaga  Echavarría  y  ^us  per- 
tenecidos, mandando  en  su  consecuencia  que  se  alzase  el  embargo 
de  ellos: 

Resultando  que  consentida  esta  sentencia  por  D.  Juan  Marta  Echave, 
é  interpuesta  apelación  por  D.  Domingo  Luis  de  Irusta  de  Guerrica- 
beitia,  que  por  su  defunción  sostuvieron  su  viuda  Dona  María  Juana 
de  Echavarrieta  y  el  curador  aú  iitm  de  sus  hijos  menores  Domingo, 
Nemesio  y  Felipa  de  Irusta,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  dq  Bur- 
gos la  confirmó  con  las  costas  en  22  de  Mayo  de  1868 : 

Resultando  que  el  curador  ai  Uíem  de  los  menores  Domingo,  Ne- 
mesio y  Felipa  de  Irusta  interpusieron  recurso  de  casación»  citando 
al  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tri- 
bunal, como  infringidas: 

1.*  La  ley  7.\  tít.  15,  Partida  B.\  en  la  que  se  distinguen  con  cía- 
ridad  las  enajenaciones  á  titulo  oneroso  de  las  que  lo  son  á  titulo 
lucrativo,  siendo  necesarias,  para  declarar  que  las  primeras  se  han 
causado  en  fraude  de  legítimos  acreedores,  ciertas  y  determinada*  con- 
diciones; bastando  para  decidir  -que  ío  son  las  segundas»  que  hayan 
tenido  por  resultado  la  insolvencia  del  acreedor  y. la  imposibilidad 
de  pagar  sus  deudas;  siendo  jurisprudencia  corriente  ante  tos  Tribu- 
nales  que  las'  enajenaciones  á  título  gratuito  que  producen  la  insol- 
vencia del  deudor  y  le  incapacitaban  para  hacer  frente  á  sus  obliga- 
ciones, se  reputan  hechas  en  fraude  de  legítimos  acreedores: 

2.'  La  ley  B.\  tít.  17,  Partida  4.*,  porque  ho  pudtendo  menos  de 
tener  el  caserío  de  Larrinaga  y  sus  pertenecidos  en  poder  de  D.  José 
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to&iftgo  de  f rtteta  y  Olavarrieta  la-  consideración  de  pecuHo  profec- 
fteifr,  tom&fxmóíñ  en  tftf  concepto  todavía  al  ejecutado  D.  José  Do- 
minga  d#  Irtww  y  Urfenbbammeche* ; 

Y  !.•   Los  artículos  93,  36,  37,  3t  y  40  ú#  la  Ley  Hipotecarla. 

Visto,  ¿feudo  Fonontfe  el  Mhilrtro  D,  José  Marta  Sácere». 

Considerando  que,  aun  en  el' caso  de  que  tuvieran  aplicación  en 
estos  autos  las  leyes  de  Partida,  no  podría  estimarse  infringida  por 
la  sentencia  la  7.\  tft.  15,  Partida*  &?,  porque  no  se  ha  formulado 
directamente  la  demanda  rescisoria  á  que  dicha  ley  se  refiere,  ni  se 
ha  formalizado  la  petición  de  nulidad  por  vía  de  excepción  ó  recon- 
vención: "    "' 

Considerando  que  tampoco  se  trata  de  un  deudor  que  haya  sido 
condenado  en  juicio  al  pago  de  sus  deudas  y  que  después  haya  ena- 
jenado sus  bienes : 

Considerando  que  ia  donación  y  heredamiento  hechos  por  el  eje- 
cutado no  fueron  gratuitos,  sino  que  establecía  obligaciones  deter- 
minadas del  donatario  para  cotí  el  donante  y  en  favpr  do  terceros, 
como  lo  eran  ios  hermanos  de  aquel  y  el  duefio'del  eenso  que  se 
obligaba  rt  redimir: 

Considerando  también  que  no  se  ha  probado  que  la  donación  Riera 
universal  ni  que  él  donante  quedase  por  eHa  insolvente: 

Considerando  que,  tratándose  de  nna  verdadera  enajenación  por 
título  oneroso,  tampoco  se  ha  intentado  probar  que  el  que  adquirid 
los  bienes  obrara  maliciosamente  y  con  engaño  para  contribuir  al 
fraude  con  perjuicio  de  acreedores  legítimos : 

Considerando,  en  orden  á  la  excepción  fundada  en  la  íey  5.a,  tí- 
tulo 17,  Partida  4.\  que  ésta  excepción  nb  se  ha  alegado  oportuna- 
mente ni  disentido  durante  el  pleito,  y  por  lo  mismo  no  puede  ser 
motivo  def  casación : 

Y  considerando  que  estimada  por  la  Sala  sentenciadora  la  validez 
de  la  donación  y  heredamiento,  no  ha  infringido  la  sentencia  los  ar- 
tículos que  se  citan  de  la  Ley  hipotecaria ; 

Fallamos,  qoe  debemos  declarar  "y  declaramos  no  haber. lagar* a! 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  curador  ad  liten  de  los  meno- 
res Domingo,  'Nemesio  y  Felipa  de  Itosta  y  Urionago'ena,  á  quienes 
condenamos  ú  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestaron  caución, 
qué' pagarán  sí  vinieran  ti  mejor  fortuna,  y  en  fas  costas;  devolvién- 
dose los  autos  á  la  Audiencia  dfó  BúTgos  ton  la  certificación  corres- 
pondiente.     ' 

Así  póí*  esta  nuestra  sentencia,  que  fee  pnhlicaríl  en  la  faceta  y 
se  insertará  eri  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efeeto  las  copias 
necesarias;  fó'  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mntiricio  Gar- 
cía.=Jósé  María  Cáceres.=£aurcíiríb  dé  Arrieta.=Valcnlín  Garralda.=» 
JóaT  María  Itero .c=Ioaquln  Jaumaf.  ^Fernando  tem  d¿  Rozas. 
PuMicacion; 
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Leída  i  publicada  ftié  te  anterior  sentencia  por*  el  fltte.  6*.  ftofl 
José  María  Cáceres»  Ministro  dé  la  Sa4a  primera  del  IWtaaal  Supremo 
de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  púMiea  en  la  mtsma*  «I 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  come  Escribana  fie  Otarn*. 

Madrid  1/  de  Octubre  dé  lM9*»Ciftgerie  Cainita  6ft*cja. 


I«M.  47. 


CASACIÓN.— SALA  PRIME tlA. 


Reivindicación  de  bienes  vinculados. — Sentencia  de  f.f  de  Octu- 
bre, declarando  no  haber  lugar  at  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  José  Pereira  Ovalle  y  confortes  contra  la  pro- 
nunciada por  lá  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Corufia,  en 
pleito  contra  Marta  González  Brea  y  otros. 

En  los  considerandos  se  establece : 
1.°    Que  todas  las  vinculaciones  chiles  familiares,  cualquiera 

Iue  sea  su  nombre ,  quedaron  extinguidas  desde  30  de  Agosto  de 
856,  en  que  se  restableció  la  leu  de  II  de  Octubre  de  1820,  y 
ks  bienes  de  su  dotación  reducidas  á  la  clase  de  absolutamente 
libres. 

2.°  Que  las  cuestiones  á  que  dan  lugar  ¡os  contratos  hechos 
con  posterioridad  al  restablecimiento  de  la  ley  desvinculadota,  por 
los  que  se  supongan  ó  sean  actuales  poseedores  ó  inmediatos  Suce- 
sores, han  de  resolverse  por  la  legislación  común,  entendiéndose 
tal  la  misma  fundación  y  leyes  desviucutadoras. 

3.°    Que  el  recurso  de  casación  sóh  procede  contra  lá  porte 
dispositiva  de  la  sentencia,  y  por  consiguiente  que  es  improcedente 
cuhndo  está  justificada  por  alguno  de  sus  considerandos  é  el  resul- 
tado de  los  autos. 
4.°    Que  en  cuestiones  de  hecho  ka  de  estarse  á  la  'apreciación 

Ct  la  Sala  sentenciadora  hace  de  las  pruebas  suministradas  vor 
partes ,  cuando  contra  dicha  apreciación  no  se  cita  ley  ni  doc- 
trina admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  1.*  de  Octubre  de  18*9,  en  los  autos  qué 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Puenleftreas  y  en  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  la  Coruña  han  seguido  D.  José  Pereira  de 
Ovalle  y  otros ,  como  sucesores  en  los  Bienes  que  compusieren  las 
vinculaciones  de  D.  Gregorio  Domínguez  de  Ovalle»  contra  María  Gon- 
zález Brea  y  otros  varios  poseedores  de  algunos  de  dichos  bienes,  so- 
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brt  refriaditaoion  de  los  mismos;  autos  pendientes  ante  Nos  en  vlr- 
tad  da  recorto  de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  cohtra 
la  semencia  que  on  1>*  de  Enero  de  1868  dictó  la  referida  Sata: 

Resultando  que  Gregorio  Domínguez  de  Ovalle,  en  su  testamento 
de  11  de  Mano  de  1475,  dispuso  que  la  c&a  que  habitaba  en  el  lugar 
de  Adega  y  demás  bienes  que  so  expresan,  sitos  en  las  feligresías  de 
Yide  y  Tortoríos*  anduviesen  siempfe  juntos  é  incorporados  en  forma 
de  Tteouk)  y  mayorazgo  para  siempre  jamás ,  sita  que  se  pudieran 
Tender,  trocar,  ni  enajenar,  ni  aforar  eu  manera:  alguna,  pues  la  Tema 
j  enajenación  que  en  contrario  de  esto  se'  hiélese,  quería  fuese  en  sí 
nota  y  de  ntngdn  *aictf  ni  afecte?  que  notabrfrb*  y  elegía  por  admi- 
nistrador de  dictaos  sus  bienes  y  rendimientos  á  Martin  Domínguez 
de  Ovalle,  su  sobrino,  hijo  de  Alvaro  Barreiro  f  de  Biaría  Domínguez, 
so  taratana,  con  condición  de  que  él  y  los  domas  sucesores  en  di- 
chos bienes  y  mayorazgos  fueren  sacerdotes  y  presbíteros  de  misil,  y 
dijeran»  por  su  alma  y  las  de  $us  padres  todos  los  domingos  y  dfás 
festivos  de  cada  aiio,  dé  siempre  jamás,  ana  misa  de  albrt  én  tá  iglesia 
de  dieba  feligresía  de  Yide:  que  en  el  ínterin  (\m  el  Marti ri  Ddttiingúefc 
no  dijese  dicha  misa,  quería  y  era  su  voluntad  qfte  gozase  i  üsdfruC' 
toase  los  dichos  bienes,  con  condición  qtíe  do  sus  frutos  pagase  al  sa- 
cerdote que  dijera  las  misas:  que  por  muerte  del  cftddb  Harlin,  queri* 
que  sucediese  por  administrador  de  dichos  bienes  y  lÉayorazgo  él  sa- 
cerdote que  hubiere  de  su  linaje  y  descendencia  mis  deudo  pVdxtmo 
y  allegado  suyo;  y  si  había  dos  en  igual  grado ,  'era  sn  Voluntad  que 
sucediese  el  que  fuera  más  digno  y  virtuoso  á  eleecion  del  Obispo  dé 
Tuju  y  Que  de  esta  manera  fuesen  sucediendo  de  grado  en  grado  con 
que  fuese  sacerdote  presbítero,  y  no  lo  siendo  perdiera  él  derecho  de 
dichos  bienes  y  mayorazgo ,  y  pasase  á  otro  que  fuese  sacerdote  dfe 
misa  más  deudo  suyo  según  quedaba  dicho;  siendo  asimismo  condi- 
ción, que  el  tal  clérigo  y  sacerdote  de  misa  que  sucediese  efl  esta 
fundación  y  mayorazgo  se  hubiese  de  llamar  y  se  llamase  del  apellide 
de  Domínguez  do  Ov¿ille:  que  asimismo  era  su  voluntad  que  no  entrase 
eu  el  mayocazgo  antecedente  la  quintó  y  la  granja  de  NovagH,  ílt&fcn 
la  feligresía  de  San  Verísituo  de  Arcos  y  la  Hacienda  y  granja  (fue 
se  decía  de  Santa  Cruz.,  sita  en  la  feligresía  de  San  Esteban  de  Enci- 
nar, las  cuales  quería  que  anduviesen  también  jiinias  ,  unidas  é  in- 
corporadas desde  el  dia  de  su  fallecimiento,  para  siempre  jamás,  en 
forma  de  vínculo  y  mayorazgo,  sin  que  tampoco  se  pudieran  vender, 
trocar  ni  aforar  en  manera  alguna ;  y  que  por  administrador  y  osn- 
firactiftatie  de  ellas  nombraba  y  elegía  á  Julián  Domínguez  de  Oval  le. 
Mje  de  Aeensio  Pereira  y  de  Jacinta  Troncóse  su  mujer,  con  la  njis- 
na  condición  de  que  él  y  los  que  le  sucediesen  en  dichos  bienes  de 
Ifcrogü  y  Santa  Gruí  y  laayerazgos  de  ellos,  fuesen  sacerdotes  de  misa 
y.  4#  fijasen  todos  los  años  veintiuna  rezadas:  que  en  el  ínterin  no 
faese  clérigo  de  misa  el  Julián  Domínguez,  gozara  los  frutos  de  dicha 
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hacienda,  con  carga  de  mandar  decir  las  misas;  y  que  á  .falla  de  Ju- 
lián Domínguez,, sucediora  en  Jos  citados  >  bienes  y  fundación  BstélNHr 
Domínguez  do  OvaJle,  su  hermano,  con  que  fuese  clérigo  de  mis*  y  las 
dijera,  y  fallando  ambos  sucediese  Basilio  Domínguez  de  O  valle,  bijode 
Juan  Fernandez  y  do  María  Fercira,  y  dé  esta  misma  suerte.  Jf  manera 
fuese  sucediendo  de  grado  en  grado  con  que  fuese  sácentele  de  m*a; 
y  habiendo  dos  en  igual  grado,  sucediera  ol  que  fuese  más  virtuoso. 
y  digno  a  clccciop  del  Obispo;  siendo  igualmente  gravamen  y  <condir 
ckmque  el  que  hubiese  de  suceder  en  dichos  bienes  de  NavagU  y 
Santa  Cruz  *  como  el  que  sucediere  en  los  sitos  do  las  feligresía*  do . 
Vide  y  Totloríos,  hubiese^  de  ser  y  fueran  legítimos,,  habidos  y  pro- 
croados  de  legitimo  matrimonio;  < 

Resultando  que  en  litigio  promovido  sobre  la  sucesión  de  diebos 
bienes,  recayó  ejecutoria  en  20  de  Abril  de  1784 ,  mandando.  <qoe  se 
diese  la  misión  en  posesión  w  sdidum  de  los  bienes  correspondientes 
al  aniversario  vincular  fundado  por  el  Gregorio  Domínguez  Ovailo,  y 
sitos  en  las  feligresías  de  Vide  y  Tortoríos ,  á  Hilario  González;  Sán- 
chez, como  descendiente  legítimo  de  filaría  Domínguez,  hermana  del. 
fundador;  y  que  asimismo  se  diese  la  misión,  en  posesión  á,  Juan  Pe- 
reirá  de  los  bienes  correspondientes,  al  otro  aniversario  vincular  que 
en  el  mismo  testamento  fundó  el  Gregorio  Domínguez»  cumpliendo 
unas  y  otras  partes  con  lo  prevenido  en  dichas  fundaciones: 

Resultando  que  habiendo  contraído  matrimonio  el  Hilario  Gonzá- 
lez Sánchez,  le  disputaron  la  obtención'  de  ios  bienes,  declarada  á  su 
favor  por  la  ejecutoria  anterior,  D.  Francisco  José  Espiñeiro,  D*  Do- 
mingo Antonio  Pereira  y  otros;  y  el  Alcaide  mayor  de  Salvatierra,  por 
sentencia  de  19  de  Julio  de  1793,  declaró,  entre  otros  particulares, 
que  aunque  Benito  González  y  Jacinto  González  acreditaron  ser  des- 
cendientes de  la  línea  preamada  para  aquel  vínculo,  debían  ser  exclui- 
dos por  aquella  vez  de  la  sucesión,  por  no  hallarse  en  la  cualidad 
sacerdotal  que  requería,  ni  aun  próximos  á  obtenerla:  queD.  Domingo 
Antonio  Pereira  había  acreditado  ser  descendiente  de  una  de  las  li- 
neas llamadas  á  la  obtención  del  mencionado  vínculo  de  las  casas  y 
lugar  de  Adega,  y  por  tener  y  hallarse  con  la  cualidad  sacerdotal.»  lo 
correspondía  por  aquella  vez  la  sucesión  en  el;  y  que  en  su  conse- 
cuencia condenaba  al  citado  Hilario  González  Sánchez  á  que  restitu- 
yera al  D.  Domingo  Antonio  Pereira  el  referido  vinculo  y  obra  pía  y 
bienes  (l  él  adictos  comprendidos  en  la  mencionada  fundación ,  re- 
servando al  Benito  y  Jacinto  González  y  á  los  hijos  del  Hilario  y  más* 
que  hubiesen  fincado  del  Francisco  Javier  González  y  Antonio  San- 
chez^  su  derecho  á  salvo  para  que  en  las  futuras  vacantes  usasen  de 
él  como  les  convfcriera : 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  D.  Domingo  Antonio  Pereira» 
poseedor  de  las  citadas  vinculaciones,  ocurrido  en  2  de  JEnero  de  1840, 
disputaron  la  posesioü  de  ella  los  presbíteros  D.  Anselmo  Sánchez  y 
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Dolí  Benito  González,  y  por  sentencia  de  la  'Audiencia  de  In  Cortina, 
áé M  de  Octubre  de  I8flv  se  declaró  no  haber  lu^ar  ft  la  posesión  so- 
lidada por' leu  mencionados  presbíteros  D.  Benito  González  y  D.  An- 
seta*  Sánchez  de  les  bienes  y  rentas  pertenecientes  a!  aniversario 
virw&lar  fundado  por  D.  ©regorio  Domínguez  Ovallc,  concediéndose 
poraflifaeeS'aM).  Benito  González  la  administración  de  los  mismos 
Motes  eon  obligación  de  cumplir  fas  cargas  impuestas  en  dicha  fun- 
dácWfc,  y  reservando  sn  derecho  al  propio  D.  Benito  González  y  Don  ' 
Ansefafr  Sirnchez  y  á  todos  los  dertiaS  parientes  del  fundador,  del 
úüitoo  poseedor  6  en  otra  forma  llamados  por  la  fúridacion,  para  que  . 
en  rázbn  dfctá  posesión  y  propiedad  10  dedujeran  como  correspondiese: 
Resultando  que  cID.  Benito  González,  por  escritura  pública  de  24 
de  Octubre  dfe  ffW,"  expresando  que  se  hallaba  poseedor  legítimo  de 
la  capellanía  y  mayorazgo  \\  obra  pfá  lega,  titulada  de  Adega,  dio  en 
foro  y  arrendamiento  perpetuo  á  D.  Manuel  Alvarcz  y  su  mujer  Doña 
María4  Artes  el  labradío  y  monte  al  sitio  de  Portopcdroso,  parroquia 
de  ti  ña  res  y  Tdrtóríos,  con  obligación  de  pagar  el  cftnon  con  que- so 
haIMba  gravado,  y  además  8  rs.  anuales  al  otorgante  y  sus  sucesores; 
y  por  otrtis  escrituras  de  16  de  Marzo  y  VI  de  Abril  de  18M,  elmismo 
Dort'Bctiftb,  con  asistencia  y  aprobación  de  Ensebio  González,  su  her- 
ronno/'tte  Domingo  Amonio  Barrciro  y  de  Juan  Domínguez,  como 
marido  de  María  Antonia  Gil,  sus  sobrinos1,  dio  también  en  foro 
perpéttw,  respectivamente  á  Francisco  Mariflo.él  campo  ó  sobradío 
nombrado  las  Lóbadfñas,  sito  én  término  de  Tortoríos,  por  el  canon 
anuíf!  de  sel*  ferrados  de  mftíz  para  el  otorgante  y  sucesores,  y  tres 
de  pan  taédrado  ál  Conde  de  San  Róman ,  y  á  Juan  García  el  campo 
labradío  nombrado  Dos  Canvedos ,  en  la  parroquia  de  Tortoríos ,  j>or  - 
la  renta  ftriual  dé  W  ferrados  de  maíz,  y  el  gravamen  que  tenia  de 
50  rs?.  y  •  mrs.  á  la  eflfcoriiicnda  de  Vcadc : 

Resultando  que  en  8  de  Enero  de  185S  el  D.  Benito  González  d¿- 
matidó  en  Jtaitío  conciliatorio  ante  el  Alcalde  segundo  de  Letados  Juan 
García,  á  Btfsebfo  González,  Domingo  Barreiro,  Juan  Domínguez,  en 
representación  de  sn  mujer  María  Antonia  Gil;  Domingo  Vázquez, 
como  níartdo  de  María  Benita  Gil ,  y  A  D.  José  Pcrcira ,  presbítero ,  á 
aquellos  fcofao  sus  sobrinos  y  ftnlcós  herederos,  y  A  éste  por  el  dere- 
cho «file  le  reportaba;  y  después  de  exponer  el  demandante  que  me- 
diante so  avanzada  edad  y  no  poder  cuidar  de  la  capellanía  titulada 
de  Adlega,  que  por  sus  pocos  productos  apenas  daba  para  atender  a! 
canon  de  mfeas  «que  sobre  effa  estaba  gravada,  la  que  en  el  dia  es- 
taba peyendo  en  aquélla  parroquia  de  Vfdc  y  otras  inmediatas,  que 
parte»  de  ella  se  hallaba  aforada  por  el  exponente  y  su  antecesor  cott 
intervención  de  los  comparecientes,  y  se  hallaba  mandada  dividir  por 
sentencia  definitiva,  ¡tedia  que,  6  bien  procedieran  Jos  demandados 
cada  nné  jtor  la  parte  que  le  tocaba  ft  la  .división  y  parlija,  tanto  de 
todos  los  terrenos  que  se  hallaban  exístcAÜcs  como  del  canon  de  los 
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aforarlos,  6  en  ©tro  caso  renunciasen  .cada  uno  de  dichas  (femada* 
dos  el  derecho  que  lea  ooroespon  diera  A.  ios  i  aguados  trieaea  pire 
en  su  vista  disponer  el  demandante  de  etloa  según  mejor* i*  eoftvt^ 
njere,  separándose  asimismo  de  repetir  desperfectos  algunos  .canto 
el  exponento,  contestaron  el  presbítero  D.  Jasé  Pereiw  *ne#  teniendo 
presente  la  pooa  utilidad  que  producía  dicha  cepeUapfa  de  A4eg*<  re- 
nunciaba por  su  parte  lodo  el  derecho  que  4  ella  tenia  y  le  pudiera 
corresponder  en  lo  sucesivo»  eomo  el  que  ásu  favos  constaba  oa  la 
*  semencia  dictada  en  la  Audiencia  territorial  de  la  toruna  últimamente» 
para  que  dicho  demandante  dispusiera  de  eMo  nomo  roedor  le  pepeéis 
se,  reservando  tan  salo  la  posesión  que  tenían  sus  aobrinea  de  «loa 
terrenos  aforados  por  su  tio  D.  Dominga  Pereiw  á  favor  da  ttaíael 
Pereira,  que  tan  sólo  pagaría  el  canon  que  le  copreapoedia;  y  toa  de* 
mas  demandados  dijeron  unánimemente  que  aceptaban  la  división  de 
Jos  bienes  y  renta  en  canon  de  la  capellanía  de  Adega,  aprobando 
como  aprobaban  los  furos  que  constaban  hechos  por  el  demandante 
y  sus  causantes  .  y  renunciaban  en  favor  de  la  legítima  de, dic)K>  Don 
Benito  todos  ios  desperfectos  que  pudieran  tener  dichos  bienes,  y  o£re? 
cían  pagar  anualmente  las  misas  que  sobre  dicha  capellanía  se  baila- 
ban gravadas,  cuya  división  harían  amigablemente  representando  *ada 
cual  los  troncos  de  que  derivaban ,  y  seguidamente  procederían  á  la 
aprobación  Judicial  ó  extrajudicial,  sin  pleito  ni  cuestión  alguna;  con 
lo  cual»  y  mediante  la  conformidad  del  demandante,  que  se  manifestó 
que  desde  aquel  dia,  hacia  suelta  y  dejación  de  dicho*  bienes  y  jan- 
tas,  trasmitiendo  todo  el  derecho  que  tenia  a  favor  desús  niladqs  her- 
mano y  sobrinos,  el  Alcalde  les  declara  avenidos  y- que  cumplirán  lo 
que  llevaban  pactado:  •  •. 

Resultando  que  por  escritura  púbjica  do  18.  daTUayo.de  1861  ret  Do-? 
mingo  Barreiro  y  Juan  Domínguez,  como  sucesores  ppr  fallecimienta 
de  su  tio  D.  Benito  González  en  la  fundación:  lega  erigida  por  el  Dpn 
Gregario  Domínguez  Ovalle  en  11*  de  Mar/o  de  1M5,  cedieron  al  pres* 
bíter  o  D.  Benito  Alonso,  por  las  razónos*  que  menqioua  y  CQn.Ja  obli- 
gación de  cumplir  con  la  carga  -de  misas,  una  casa  en  el, Jugar  de 
Adega  con  su  sobradlo  y  viñedo,  .situada  en  la  parroquia,  de  Vide, 
seis  ferrados  de  maíz,  renta  foral  con  que  contribuía  Francisco  Ma- 
rina por  la  finca  de  las  Lavad iñas,  diez  .ferrados  que  también  pagaba 
anualmente  D.  Juan  García  Nieto  por  la  finca  Dos  Convedos.  $  reales 
que  pagaba  D.  Manuel  Alvarez  por  la  heredad  de  Cban  del  Puerto  d 
Pedro  so,  y  100  rs.  con  que  contribuían  Jos  herederos  de  D.  Domingo 
Pereira  por  las  lincas  qué  llevaban  en  la  parroquia  de  Yute»  y  en  la 
df  Letados,  pertenecientes  &  dicha  fundación,  separándose  en  su  con- 
secuencia del  derecho  que  tenían  á  dichos  bienes  y  rentas*,  que  con 
las  mis  que  pudieran  resultar  de  la  procedencia  de  dicha  fundación» 
renunciaban  en  el  Ú.  Benito<AIonsa  para  que  aprehendiera  la  posesión 
que  mejor  le  acomodase :   ' 


<  Baeuttando  que  promovida  demanda  per  el  presbítero  D.  Jasé  Pe- 
reira, en  concepto  del  aniversario  vincular  nombrada  do  Adega,  y  de 
que  toé  úHhjuo  poseedor  D>  Domingo  Antas  iq  Pereira;  tallecido  en 
I8M,  y  ea  concepto  también  do  heredero  de.ésie  Juntamente  con  An- 
tonio Douioguez,  Ovaile,  María  Domínguez  Oval  le,  Sebastiana  Filguei- 
ra,  María  Antonia,.  Francisco  y  Domingo  fraociaooi  contra  el  preabí- 
taro  IX  Bonito  Atonto  y  otros,  sobre  reivindicación  da  la  casa  y  lagar 
de  Adega,  del  que  D.  Betiit?  era  llevador;  del  campo  de  dos  ¿evadí- 
fies,  deque  lo  era  Francisco  Marino*  de  la  heredad  de  Cban  de  Puerto 
Pedrera,  de  400  lo  era  Manuel  Alvares,  y  del  cawpo  dq  Coovedps,  de 
que  lo  era  D.  Francisco  García  de  Letadios  v  cuyos  bienes  pertenecían 
á  le  referida  vinculación,  ae  opusieron  los  demandados  t  la  deman- 
da;  y  por  sentencia  de  14  de  Ají  os  te  de  1863»  consentida  per  las  par- 
tes* ee  doctoró  no  beber  lagar  á  la  demanda  y  reconvención  propues- 
tas reciprocamente  por  loa  migantes ,  absolviéndole  wúuaaaente  de 
ellas,  sis  perjuicio  del  derecho  que  pudiera  asistirles  para  agHar  cual* 
quiera  otra  aceíon  respecto  A  los  bienes  de  la  vinculación  de  la  Adega 
objeto  del  litigio,  por  la  razón ,  entre  otras,  de  que  ni  los  demandan- 
tes ni  O.  Benito  Alonso,  por  los  derechos  derivados  de  D.  Domingo 
Antonio  Pereira  y  D.  Benito  González,  los  tenían  más  que  A  una  poete 
jle  los  bienes  de  la  referida  obra  pía,  y  que  mientras  ésta  no  ae  dis* 
creíase  no  pedia  saberse  lo  que  á  cada  uno  correspondiera,  viniendo 
á  resollar  por  lo  tanto  hnprodncente  la  aeckm  reivindicatoría  por  unos 
y  otros  ejercitada : 

Resollando  400  en  so  consecuencia  el  presbítero  Jk  José  Pereira 
promovió  nueva  demande  en  1/  de  Febrero  de  186 i,  para  que  se  le 
dechraBe  inmediato  snoeeor  en  el  referido  vínoulo  do  la  Adega*  como 
descendióme*  do  tm  hermano  del  fundador  <y  pariente  más  próximo 
con  la  calidad  de  sacerdote,  aaí  como  también  sobrino* del  último  pe- 
veedor  D.  Domingo  Antonio  Pereira,  y  adema»  heredero  de  éste  abin~ 
testatp/  en  unión  do  Antonio  Domínguez  Ovalle,  María  Domínguez  Ova- 
lie,  Sebastiana  Filgneira,  María  Antonia  y  Domingo  Francisco,  y  que 
en  su  consecuencia  se  dividieran  los  bienes  con  arreglo  á  la  ley  de 
desvinciHackm ,  adjudicándole  la  mitad  reservable ,  y  de  la  otra  mi* 
tad  Ubre  la  porción  que  le  correspondiera ; 

Resultando  quo  sustanciada  dicha  demanda  oon  audiencia  del  Pro- 
molo? y  de  los  citados  Antonio  y  María  Domínguez  Ova  lio ,  Sebastiana 
Filgnerr*  y  María  Antonia  y  Domingo  Francisco ,  que  estevioroo  con* 
formes  con  la  demanda »  publicándose  además  en  ej  Boletín  tfkial  da 
la  provínola,  sin  que  se  hubiese  presentado  ninguna  persona  á  osten- 
tar derechos á  la  referida  vinculación,. dictó  sentencia  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  en  20  de  Diciembre  de  1864,  la  cual  fué  consentida  por 
las  partee,  pero  que  no  consta  hubiese  sido  publicada  en  el  Bótate 
oficial  de  la  provincia  ni  en  la  Gaceta  de  Madrid,  declarando  el  citado 
presbítero  D.  José  Pereira  inmediato  sucesor  del  vínculo  de  la  Adq* 
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ga,  desdéla  muirte  del último  poseedor;  ocurrida  en  2  de  tineftde 
Hit ,  y  ti  mismo  con  los  demandados  herederos  afeintestalo  de!  re- 
ferido último  poseedor  D:  Domingo  Antonio  freirá  ;  y  taandartdo  en 
su  .consecuencia  que  se  dividieron  los  bienes  vinculados,  adjudicando 
la  mitad  rcservable  íntegramente  al  inmediato  sucesor,  y  la  d*ra  mi- 
tad libre,  por  enanas  partes  iguales,  una  al  referido  D>  Josó  P^teira* 
otra  á  Antonia  y  Haría  Domínguez  Ovalic,,otra  áSebastiaiwfilgueira 
y  la  otra  á  María  Antonia  y  Domingo  Francisco  :• 

Resultando  qne  éstos,  en  unión  del  dicho  presbítero*  D.  'lote  9 e- 
reira,  entablaron  demanda  en  8  de  febrero  dc1M5j  pidiendo  qbe  se 
condenase  á  María  González  Veres,  Francisco  Marino,  D.  'Juan  O  a  reía 
Nieto  y  D.  Manuel  Alvarez  á  qne  le  restituyeran  las  cuatro  fincas  que 
detentaban  y  expresan,  pertenecientes  A  la  vinculación  referida  de  la 
Adega,  con  los  frutos  que  habían  debido  producir  desdo  la  Injusta 
ocupación  hasta  la  efectiva  entrega ,  así  como  también  el  importo  <fe 
los  menoscabos  ó  desperfectos  causados  en  ellas,  previa  regulación  y 
liquidación  por  peritos,  con  las  costas;  alegando  para  ello  que  eran 
dueños  de  las  fincas  indicadas,  como  comprendidas  en  la  fundación, 
en  virtud  de  la  sentencia  de  20  do  Diciembre  de  1M4 ,  yque  al  duofio 
competía  la  acción  para  reivindicar  los  bienes,  cuyo  dominio  le  per* 
tenecia :  que  los  demandados  detentaban  cuatro  fincas  relacionadas, 
habiéndose  intrusado  en  ellas  y  poseyéndolas  sin  justo  tutelo ,  paesto 
que  siendo  vinculares  no  habla  podido  enajenarse  en  ninguna  forma, 
ni  menos  prescribirlas ;  y  que  el  detentador  estaba  obleado  á  resti- 
tuir 1os  bienes  con  los  frutos  debidos  producir  desde  4a  ocupación, 
así  como  los  menoscabos  y  desperfectos  de  ellos:  •  •     •      ■»: 

Resultando  que  María  González  Terea ,  Francisco  Matlffo ,  •  B.  Juan 
García  y  D.  José  Benito  Alonso,  como  herederos  de  D.  Manuel  Alva- 
rez,  en  contestación  á  la  demanda,  pretendieron  que  no  sdfo  se  «les 
absolviese  libremente  de  ella  con  T>erpéhio  silencio  A  los  demandan- 
tes, sino  también  qué  se  laudase  y  citase  á  D.  Luis  f!*rnawtez>.  Pár- 
roco de  Salvatierra ,  a  quien  como  directo  dominio  satisfacían  canon 
foral  por  las  fincas  demandados  ,  é  igualmente  a  Domingo  Barrefto; 
Joan  Domínguez,  como  marido  de  Antonia  Gil,  herederos  de- ©/Be- 
nito González,  y  á  Carlos  Alooso,Juau  y  Antonio  Alonso,  hermanos  y 
herederos  de  D.  Benito'  Alonso,  de  quien  la  María1 6  orí  ralez  Terea  deri- 
vaba el  derecho  que  tenia  á  la  finca  que  se  demandaba:  batiendo  etocep- 
cionado  al  efecto ,  que  no  siendo  dueños  los  demandante*  do  las  ftrtóas, 
cuya  reivindicación  proponían,  ya  porque  no  pertenecían  a  la  línea  de 
la  vinculación  de  la  Adega ,  ya  porque  aunqnn  pertenecieran  ,  fttterio 
Dbiúingo  Antonio  Pcreira  irrtestado  y  en  el  ano  de  1Mfl  sin  dth)  pa- 
riente más  próximo  que  D.  fesd  Pereira ,  come  hijo  de  su  hermano, 
a  éste  pertenecía;  y  habiendo  renunciado  el  mismo  su  derecho  y  apro-r 
hado  las  enajenaciones  hechas  por  D.  Benito  González  en  él  Juicio 
conciliatorio  de  1853,  no  lonian  derecho  alguno  á  reclamarlas;  que 
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habiendo  los  demandados  adquirido  do  D.  Bonito  Censales ,  que  era 
hftftieiOMduefto  y  poseedor,  ya  por  pertenecer  i  fai  I  Anea  Minada  4  la 
vfncnlackm  de  Ádega  como  iierhiano  do  ilfc  HÑhria  tionmlta,  y  ye 
por  la  renancia  hecha  por  el  D.  José  Pereíra  y  otros,  siendo  (toseedo- 
reí  perjostes  y* legítimos  'títulos  desdo  afros  hacia ,  no  podía-  califl 
cársetm  como  deténtadores  ni  intrusos :  qne  declarado  por  sentencias 
ejecutorias  que  1a  línea  de  la  vinculación  de  la  Adega ,  no  era  la  de 
los  Pereiras ,  y  no  habiendo  obtenido  D.  Domingo  Antonio  Peréira,  fa- 
llecido en  1849,  ni  la  posesión  civil  ni  Judicial,  no  fué  éste  más  qne 
nn  detentador  é  intruso,  y  derivando  de  él -as  derecho  les  demandan* 
tes  carecían  de  éste,  porque  también  aquel  carecía;  y  que  siendo  la 
demanda  de  hoy  reivindicatoría  sobre  Aneas  que  barbián  demandado 
ya -contra  los  mismos  poseedores  ó  sns  causantes;  recayendo  senten- 
cia en  qne  se  declaró  no  haber  lugar  é  la  demanda  y  se  absolvió  á 
las  demandados  >  los  demandantes  no  tenían  derecho  á  agitarla  de 
nuevo,  porque  aun  cuando  se  les  reservó  el  derecho  que  pudiera  asis- 
tirles respecto  »á  los  bienes  do  la  Adega,  dicha  acción  >  debió  ejerci- 
tarse y  sustanciarse  con  citación  é  intervención  de  los  -hoy  demanda- 
dos y  más  interesados  á  la  vinculación,  á  quienes  tampoco  podía  obs- 
tar hi  sentencia  de  1864,  porque  no  se  habían  cumplido  respecto  á  alta 
las  publicaciones  que  prescribe  el  art.  1.190  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil:  * 

«¿soltando  que  declarada  en  rebeldía  Carlota  Alvares,  hija  de 
1K  Manuel  Al varez ,  difunto  demandado,  y  practicadas  las  pruebas 
que  las  partes  articularon;  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia en  19  de  Julio  de  1867,  condenando  &  los  demandados  &  qne 
ctejason  libre  y  &  disposición  do  los  demandantes  los  bienes  qne  re- 
cfomatoant  con  los  frutos  desde  la  litte-con testación  y  desporfectos  que 
tnviesen,  reservando  á  los  mismos  el  derecho  qne  les  pudiera  asistir 
ecmtra  lo&  imponentes  de  los  foros  en  virtud  de  las  escrituras  á  su 
favor  otorgadas: 

x  Resultando  que  sustanciada  la  apelación  que  interpusieron  los  de- 
nsnmdndos ,  pronunció  sentencia  la  Salatesoera  de  la  Audiencia  en  19 
de  «ñero  de  1868,  revocando  la  apelada  y  absolviendo  á  les  deman- 
dados María  González  Terea,  Francisco  Marifio,  B.  Juan  García,  Ge- 
noveva Alvares  y  Carlota  Alvarez  ,  estos  eu  representación  de  su 
padre  D.  Manuel,  déla  demanda  centra  ellos  interpuesta  por  D.José 
Haría  ¿Ivalle  y  sns  sobrinos  Antonio  Domínguez,  Marta  Jacinta  Do- 
mtognez,  Sebastiana  Filgucfra  »  Domingo  Francisco  y  María  Antonia 
Francisco  en  8  de  Febrero  de  1866: 

Resaltando  que  contra  este  fallo  interpusieron  los  desbandantes 
recurso  de  casación,  citando  como  infringidas: 

1/  La  doctrina  reconocida  y  aceptada  por  varias  deetekH|es  de 
esle  Tribunal  Supremo ,  entre  ollas  la  de  £1  de  Julio  de  1*5*,  que 
reconece-y  considera  nulos  ios  foros  hechos  en  bienes  Vincularos; 
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J.°  Le  doctrina  ampiada  por  «ale  mismo  Tribunal  Supremo,  de  «*e 
4  contenido  dt  loe  documentos  e*  4*  interpretación  enríete»  y  que 
le-  xoluotad  de  loa  tendedores  y  testadores  es  ley  4  qqp  deben  ee- 
üirsa  tea  Jaeese:» 

8."  Lo  prpaatito  en  la  ley  *<*,  id.  M,  Vertida  1.*.  de  que  «M  Rala- 
bits  del  fañados  del  testamento  deben  ser  entendida*  llecamente,*, 
atendida  y  sancionada  además  por  decisión  da  este  Tribuno!  Supre- 
mo  ffo  W  46  (tatareta  de  M5t,  en  que  ais  dispone  «que  la  infere* ete* 
cíe*  da  .laa  dudes  aceaee  Ai  le  inteligencia  <Je  I**  clfoaulas  da  »W 
centeno  deben  subordinarse  á  laa  prnMripcioae*  lennlnanlfttde  I* 
referida  ley:»  ,  :  %  • 

4;f  SI  principio'  de  derecho  reconocido  de  qop  «sobre  lea  terrenos 
que  reconocen  el  gravfaaen  de  vínculo,  no  puede  et  pftspeffo»  gfl*Y*r 
¿a  Jocas  «a  perjuicio  de  los  sucesores,  pi  ifppeoecse  mis  cpjvm 
que  laa  que  tenían  ea  le*  feohoa  de  te  fundación  ó  fuero*  impuesto* 
per  «t  fundador» <  . 
i.'    SI  axioma  jurídico  Re*  inttr  alio*  «efe  elti*  non  mal: 

6/  Y  por  tliifflo ,  lo  resuelto  terminantemente  en  el  en*  49  4e| 
Rae!  decreto  de  M  de  Mayo  de  i  §45,  11  de  Junto  de  1847.  I*  de  60» 
liara b re  de  IH9 ,  y  artículos  896  de  la  Ley  hipotecaria  de  i  de  Julio 
de  tefe  y  m  de  ae  reglamento. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Haro. 

Gppaid^rande  que  todas  las  vipcfilacienes  civiles  (a  mil  jarea,  cual- 
quieta  que  sea  bu  nombre,  quedaron  extinguidas  desde  M  do  Ageste 
de  I9M*  en  que  se  restableció  la  ley  de  ti  de  Octubre  de  tttO,  y  loe 
bienes  úé  su  detaeion  reducidos  4  la  clase  de  absolutamente  libreas 

Considerando  que  las  cuestiones  á  que  dep  logar  loa  contratos 
hechos  con  posterioridad  al  restablecimiento  de  la  ley  desvippuledóra 
por  los  que  se  supongan  ó  sean  actuales  poseedores  6  inmediatos  su- 
cesares  han  de  resolverse  por  la  legislación  común »  entendiéndose 
tal  la  misma  fundación  y  leyes  desvinculadoras: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  adío  procede  contra  la 
paila  dispositiva  de  la  sentencia,  y  por  consiguiente  que  es  impree*» 
dente  cuando  está  justiicada  per  alguno  de  ana  considerandos  tf  #1 
resultado  de  los  aetos:  >      '      . 

Considerando  que  no  habiéndole  cuestionado  en  eatoe  la  existencia 
de  la  etncuJaoion ,  la  inteligencia  de  ana  etéusyjeif  n|  gjjfr  6  elU  cor- 
respondiesen los  bienes  que  hoy  poseen  loa  demandados»  la  nuattfo* 
ha  quedado  reducida  á  ai  las  escritoras  de  constitución  de  foro,  be- 
chas  por  el  que  se  decía  poseedor  actual  de  la  vinculación,  baa  aido 
ó  na  rsfücndaa  y  aptebedas  por  los  demandantes  en  el  Juieie  de 
conciliación  de  3  de  Enero  de  1865  y  sobre  la  existencia  y  valides  de 
este  juicio: 

Considerando  que  sobre  estos  hechos  se  han  suministrado  por  laa 
partea  pruebas  testificales  y  documentales  que,  apreciadas  por  la  Sa|f 


roacíinrion  eiisüó.  y  qae  m  M  §l  émé  Marta 
la  4acwq  á  fqi*  4*  lo* 


m  tanteados*  calado  kf  «i 
ée  los  7f rttanale*  epato*  s*  aaruHWIM  y  4a~ 
fajpáan*  epar  al  hacao  4e  Jp  eiistancta  V  *•  aprfthafina  par  tal  da- 
■aajpaae*.  foe  por  ejec&ioña  m*  los  sucowfs  #a  lo»  ¿tapeto)*  4ai 
KtaaJ  yraardnr  *  ianvidiaio  sucesor .  es  iauyecqtentf  al  jacareo»  J 
1*  teay-ana .  al  absolver  de  la  deíaanda  á  lo*  dcaandadqs ,  a*  ifr» 
frinje  ningaaa  4*  las  leyes  que  en  su  apojp  se  citan; 

Filhirr .  qae  dfhtmo*  declarar  y  declaran**  ap.  babor  l**tt  al 
rcoarso  de  casados  interpuesto  por  D«  Jps¿  Vecera  Oyalja  y  ftiatit 
l».  4  iut  que  condenamos  ea  la*  *aaa$;  f  devuéivaaa*  leo  aojos  4 
i|  jadícpña  4e  U  Conioa  con  I*  cprresapadiooie  rnifi0mfiop 

Asá  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  «o  la  fama  4$ 
MUhd  é  inserte**  ea  U  (tycaae  ¿*f  jJatiaV  na&áadpsa  pl  efecto  las 
optas  apoesaria*.  lo  pyonuafiaaias»  niaodaiaps  y  tina*atos««aMaa- 
rido  García.  55=  Joaé  Marta  &aeres~=3Laundaae  ¿a  Arriata  .«cValaatlo 
Gajialda.=f raocisco  Mam  da  4^a*4la-<F=lo*é  Mari*  Haro^tmeado 
ferex  de  Rozas. 

fublicaciOA: 

Leída  y  panucada  fué  la  seulaiwa  anterior  par  el  Una,  Sr  IX  Joaé 
Ikffe  faro,  Mipistfo  del  Tribunal  Supremo  d*  Justicie»  estando  cate- 
i*pod#  audiencia  públipala  Sala,  privara  ¿el  misao»  el  4ia  4a  boy,  da 
q^e  £prü#po  popio  Escribano  de  Cimera  4e  diebo  Sopaamp  Tribunal. 

M*drid  1.a  de  Uctubi?  de  ltftil.^lMoiiisip  aiilonjq  de,  tuga. 

JW».  M. 
CASACIÓN.— SALA  BilMEEA. 

Ite^iawai-rrStvtaMMi  de  2  aV  Octubre,  declarando  ao  babor  lu- 
gar al  recurso  de  canción  interpuesto  por  0.  Antonio  Sutaw 
Snarez,o0i4ia  la  pnpeuaciadA  por  la  Sala  piteara  da  Ja  Ao- 
4ie*c¡a.4*  Canarias,  eq  pleito  con  D.  Fraaeisco  Ramírez  Ro- 

$p  *u  Hoifía  GowiaimNoo  ae  establece : 
**  08*.  «0  /w*fc»  wfr  infrmgidfts  por  una  nnkncia  fayaj  ai  ota» 
{FtWftfHt  fo  ííe»a»  apimeion  al  M*o  dfil  pitüo. 

Coi  (3  vj|la  de  Madrid,  ^  2, de  Qcipbrp  4|»  1<6D,  Bn  ?1  pl«ilo  »•- 
*»Í(l9  <?P.?Í  ÍPWÍ9  *le  priií!?^  instflncja  de  |^  ^i(u|^  j  ^m  la  Sala 
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primera  de  (a  Audiencia1  de1  Canelas  por  B.  Vraticlsed  Radtirez  Ro- 
baina cor  ft  Antonio  Santftfia  Suarofc,  conocido  tata  btan  por' Ai  Han  io 
Miranda,  y  su  «iujei4  Doña  Josefa1  María  dé  los  Dolores  Asea  ni  ó;  sobre 
desahucio;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  fccttrkó  fdc'casa- 
cíon-  interpuesto  por  los  demandados  contra  la  sentencia  qYre  en  8  de 
Noviembre  de  1868  dictó  la  referida  Sala :  ' 

Resultando  que  Josefa  liaría  de  los  Dolores  Ascanfo  venditf  V"  con 
licencia  de  su  marido  Antonio  Miranda,  por  escritura  de  9  de  Abril 
de  19S9,  á  D.  Francisco  Ramírez,  con  el  pacto  de  retro  por  término  de 
tres  años,  una  fanega:  y  dfez  celediines  de  tierra  en  la* hacienda  que 
poseía,  llamada  de  Barahoná;  y  que  en  7  de  Enero  de  1W1 .  y  en  igua- 
le* términos,  vendió' al  mismo  D.  Francisco'  Ramírez  un  celémin  de 
tierra  en  la  mencionada  hacienda :     '         ' 

Resultando  qufe X*.  Francisco  Ramírez  Robaina,  entabló  en  5  de  fe- 
brero de  1866  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  qu#  ha- 
bía dejado  dichas  diucas  en  renta  á  los  vendedores  por  la  merced  de 
160  duros,  adeudándole  por  tal  ¿oncepto  589  eséudos:  que  á  pesar  de 
la*  reiteradas  reclamaciehe*  que  les  había1  hecho  para  que  las  dejasen 
á  su  «dlspoBlefon ,  ya  por  haber  espirado  ei  pltizo  del  retro,  ya  por  no 
haber  satisfecho  puntualmente  tas  rentas ,  se  hablan  negado  á  ello  pre- 
textando unas  veces  que  tenían  todavía  el  derecho  de  retraer ,  y  otras 
que  debia  dárseles  el  afio  de  hueco  ó  de  desahucio  que  correspondía 
á  lo»  arrendatarios  por  tiempo  indeterminado ;  y  deduciendo  como 
(andamentos  de -derecho,  que  el  arrendamiento'  habla'  sido  ft  tiempo 
indeterminado,  y  qoe  los  de  esta  clase  y  ám  los  de  tiempo  fijo  ter- 
minaban ó  se  rescindían  antea  de  espirar  el  plazo  por  falla  de  pago 
de  la  renta*  suplioóse  declarase  haber  lugar  aldesahncio,  y  se  con- 
denase á  les  demandados  á  que  dejasen  desde  luego  los  bienes  arren- 
dados á  disposición  de  su  dueño,  apercibidos  de  lanzamiento,  y  al 
pago  de  todas  las  costas : 

Resultando  qi&  conferido  taUlado  de  la)  demanda  por  no  haber  es- 
tado las  partes  conformes  en  los  hechos,  se  recogieron  ios  autos  de 
poder  de  los  demandados  sin  escrito ;  y  que  en  el  trámite  de  duplica 
1&  imputfnaflOtti, :  fondados  en  qué  habiendo  cumplido  con  tas  condí- 
¿ctoftflB  del  arrendamiento,  y  siendo  éste  por  tiempo  Indeterminado, 
cotrespondia  obligar  á  Ramírez  Robaina  á  mantenerle  en  el  ^ote  y 
4¡afruiftt dalos  terreros  el  afio  de  hueco  que  vencía  et  día  19  de  Enero 
de  1867 ,  según  lo  disponía  el  art.  6/  de  la  Real  orden  de  8  de1  Junio 
de  181$,  restablecida  en  6  de  Setiembre  de  1836;  y  que  Doña  Josefa 
María  Dolores  áscanio,  carréela  de  personalidad,  corno  mujer  cesada, 
i>a^a  presen  la  we  en  juicio  k  y  no  estaba  obligada  A  responsabilidad 
por  deudas  de  su  marido ,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  61  de  Toro, 
pretendiendo  en  su  virtud  que  se  absolviera  á  Miranda  de  la  demanda, 
y  que  se  declarase  exenta  de  ella  á  su  mujer  por  no  estar  obligada  á 
-contestarla;  obligándose  al  actor  á  mantener  al  demandado  en  el  goce 
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y  disfrute  de  Jos  bien™  que  constituían  el  arrendamiento  un  afio  más, 
que  venda  el  19  de  Enero  de  1867 ,  condenándole  en  las  costas : 

Resallando  que  practicada  prueba  por  las  partes »  en  el  período  de 
las  alegaciones  en  yistq  de  squejlas  presentó  el  demandado  escrito  en 
21  de  Enero  de  1867,  dejando  á  disposición  de  su  dnefio  el  terreno  en 
cuestión,  por  vencer  en  aquel  dia  el  plazo  del  arrendamiento ;  y  que 
el  demandante  convino  en  la  entrega  ,  que  se  llevó  á  efecto  sin  per- 
Juicio  de  la  continuación  y  determinación  de  la  demanda  de  desahucio: 
Resultando  que  estimado  el  desahucio  con  las  costas  por  sentencia 
del  Juez  de  primeva  instancia,  que  con  igual  condenación  contrató 
en  5  de  Noviembre  de  1868  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cana- 
rias, interpusieron  los  demandados  recurso  de  casación ,  citando  como 
infringida  la  ley  61  de  Toro,  cuyas  disposiciones  refirieron ,  y  lo  es- 
tablecido en  este  mismo  sentido  por  este  Supremo  Tribunal  en  recur- 
sos de  casación  de  16  de  Febrero  de  1866. 
Visto ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  Castilla. 
Considerando  que  habiendo  versado  la  cuestión  de  este  pleftú  sobre 
el  desahucio  de  las  dos  fincas  que  el  demandante  dejó  en  arrenda- 
miento á  los  cónyuges  demandados,  no  tienen  aplicación  al  caso  pre¿ 
senté  la  ley  61  de  Toro,  ni  la  doctrina,  conforme  á  ella;  que  se  citan 
como  infringidas,  por  cuanto  se  refieren  á  que  la  mujer  no  se  puede 
obligar  por  fiadora  de  su  marido,  ni  de  mancomún  sino  en  los  casos 
que  se  expresan ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Santana  Suarez  y  con- 
sorte, á  quienes  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que 
prestaron  caución,  que  pagarán  si  vinieren  á  mejor  fortuna,  y  en  las 
costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Canarias  con  la 
certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  áe 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  ál  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flnnamos.=Mauricio 
García-=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arríela :=Francisco  liaría  dé 
Castilla.  =:  José  Haría  Haro.=Joaquin  Jaumar.=Fernaodo  Pérez  de 
Rozas. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo, 
el  dia  de  hay,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  2  de  Octubre  de  1369  ^Gregorio  Camilo  García. 
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Mu.  49. 
CASACION.-SUA  PRIMERA. 


,  • 

Aoj¿DfCACiop<  m  una  fínca.— Sen teacia  de  2  de  Octubre,  declarando 
oo .jjtaber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  IK  Manuel 
Jogq  Muñoz,  contra  la  pronunciada  por. la  Sala, tercera  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Manuel  Ruíz  Tagie* 

En  los  coNsiDtBANDOS  se  establece ; 
,  i.°    0ue  el  mándalo ♦  como  contrato  cansen sual  f  puede  consti- 
.  luirse  y  perfeccionarse  verbalmente  ó  por  escrito*  con  tal  que  te 
manifieste  y  demuestre  el  propósito  y  consentimiento  de  ambas  par- 
tes en  sy ^respectiva  realización. 

.  2L°  Que  contra  la  demostración  que  sirve  jie  base  á  una  ejecu* 
loria,  no  pueden  ser  aceptables  motivos  de  casación  que  se  apoyan 
en  ¡supuestos  contrarios.  , 

3.°  Qve  al  formar  la  Sala  sentenciadora  su  convicción  por  el 
conjunto  de.  pru$ba$  que  obran  en  los  autos,  no  infringe  el  articulo 
olí  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

i»°  Que  es  inoportuna  la  cita  de  leyes  y  doctrinas  que  no  tienen 
aplicación  ál  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  í  de  Octubre  de  1869 ,  en  ios  aiitoá  que 
en  pl  Juzgado  de  primera  instancia  de  Algeciras  y  en  la  Sala  tercera 
de  ia  Audiencia  de  Sevilla  ha  seguido  b.  Manuel  Ruiz  Tagle  con  Don 
t^anuel  José  Muñoz,  sobre  que  se  declare  que  íá  adquisición  del  monte 
de  Bornoque,  rematado  á  favor  de  éste,  se  hizo  con  dinero  y  por 
cúefita  de  aquel ;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  reeprso  de 
casación  interpuesto  por  el  demandado  contra  lá  sentencia  que  én  31 
de  Enero  de  1868  dicta  íá  referida  Sala : 

Resultando  que  en  9  de  Junio  de  186$  presentó  demanda  el  Don 
Manuel  Ruiz  Tagle,  pidiendo  se  declarase  que  la  adquisición  del  monté 
4$Jtoraoqiie,  rematado  á  favor  del  D  Manuel  José  Muñoz  eb  11  de 
Setiembre  de  l$i>2,  se  hizo  con  dinero  y  por  cuenta  su^a,  sin  tener 
derecho  alguno  á  él  D.  Manuel  José  Muñoz,  y  que  en  su  consecuen- 
cia se  condenara  á  éste  á  que  lo  declarase  y  consignase  así  i  los  efec- 
tos oportunos  en  instrumento  público,  y  á  la  Indemnización  db  todos 
los  daños  y  perjuicios  ocasionados ,  y  que  pudieran  ocasionarse  por 
la  demora  de  esta  declaración,  y  en  las  costas,  alegando  "para  ello  que, 
sacado  á  subasta  en  el  año  de  1862  el  citado  monte  de  Bornoque,  per- 
teneciente á  los  Propios  de  Marbella,  determinó  adquirirlo  para  sí; 
pero  no  teniendo  oportunidad  de  pasar  á  Málaga,  donde  debia  celer 
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harte  h  subasta,  dio  ordena  á  su  dependiente  D.  Máhttél  José  Mufioz 
plW  que  jtesartt  A  diétiá  dadad  y  pajásé  íá  flticá,  Rematándola  y  abo* 
nWdó  ei  pflmér  JUMÓ  a  hombre  dé  él  ,  y  esórlBIÓ  *  B.  CSrtós  Larlos 
ptft  fae  le  facilitase  lo3  fondos  necesáribs :  <fne  fcf  ufioz  remató  el 
anMté  i  nombre  propio  por  la  feantldad  de  7.66!  m  rfc.;  y  toteando 
feddés  dé  lá  casa  de  La  ríos  hizo  el  pagó  de  766.15%  rs.  10  céntimos, 
importe  del  prlmfcp  plato,  también'  en  nombfce  propio,  quedando  esta 
cantidad  feonstitbidA  en  depósito  en  lá  caja  sucursal  hasta  la  terrai- 
méfeSh  del  expediente,  y  adjudicándose  Ifc  finca  al  rematante  por  la 
Mita  de  Ventas  en  ti  dfe  Noviembre  de  1969,  con  aitoglo  A  loé  pre- 
ceptos de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1856 :  (jue  pot  la  conflahza  omní- 
mddit  que  Mdflbz  le  merecía  J  las  explicaciones  que  tatito  éste  como 
Cártfil  le  dieron  de  no  haberse  cumplido  sus  óMenéé,  relativa*  á  que 
«hiciera  él  ftogb  ert  mi  nombré,  creyó  que  apenas  le  anunciase  su 
désM  de  queototgarii  un  documento  manifestando  k>  que  habla  ocur- 
rida en  er  asunto,  Ib  haría  cuta  pl  id  a  mente;  pero  qué  nd  habla  sido 
tíi,  pues  rescindida  de  real  Orden  la  renta  del  monte,  quedando  fa- 
caKadó  el  rematante  para  reclamar  el  psgfr  de  las  cantidades  desem- 
bolsadas, exigió  á  Muñoz  la  documentación  en  que  débla  constar  que 
el  remate  y  los  desembolsos  salían  de  sus  arcas  para  con  tales  docu- 
nemds  entablad  las  rcclantaciories  conducentes  y  reintegrarse  de  su 
dlitérti,  y  Muñoz  se  negó  A  ello:  que  consistiendo  las  obligaciones  del 
ÉaadataHo  en  evacuar  puntualmente  el  cargó  y  devolver  en  seguida 
I  su  mandante  los  objeto*  ó  documento*  recibidos  que  asegurasen  los 
derechos  procedentes  de  la  ejecución  del  contrató,  era  claró  que  Mu- 
flo* teñí*  el  deber  de  entregarte,  domo  tal  mandatario  para  Comprar 
el  monte ,  lod  documentos  que  acreditasen  la  propiedad  adquirida  si 
te  hubiese  consumado  él  contrato ;  y  habiéndose  rescindido  I»  venta, 
estaba  OBligadó  I  Adularle  los  documentos  necesarios  para  reclamar 
el  reintegró  de  las  batttidadés  desembolsadas ,  y  por  resistir  el  cum- 
plitótetrte  de  tan  notorias  Obligaciones  estaba  tenido  á  indemnizar  los 
perjuicios  que  venia  ócaéionando  y  podia  ocasionar ¡ 

Resaltando  que  D.  Mariuel  José  Muflóz  en  contestación  A  la  de- 
manda pvetendló  se  declárase  que  la  adqbisieion  del  monte  de  Bor- 
tfsqde  fué  flecha  por  la  compañía  preexistente  entre  Ambos  litigantes, 
y  c|fc6  se  éondenase  al  actor  A  que  dejase  expedita  al  demandado  toda 
aceten  qtie  tendiera  A  consumar  el  contrato  y  A  la  indemnización  de 
dafloe  cansados  por  sos  gestiones  y  los  que  resultasen  de  la  bita  de 
cafttpHmtetito ,  y  en  las  editas;  exponiendo  al  afecto  que  Id  compra 
de  M  dehesé  dé  lornoqúe  fué  debida  A  Iniciativa  de  Mulloz,  y  su  es- 
tadio postertot  A  IA  aprobaron  de  Tagle  hecho  por  el  mismo,  así  comb 
la  licitación  qtte  existía  asociación  entre  Tagle*  Mufioz  y  Bohany  ,  la 
cual  se  amplió  A  la  compra  de  Bomoque,  estando  fijado  el  interés  de 
•0  por  100  al  capitalista  y  40  por  100  divisible  entre  los  óo*  áltlhios 
por  iguales  partes :  qne  lo  mismo  al  Hacerse  la  eempra  que  después, 
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aun  con  posterioridad  á  la  exigencia  de  que  la  adquisición  se  solemni- 
zara á  nombre  del  demandante,  se  había  sostenido  por  éste  la  legítima 
creencia  del  demandado  de  haberse  hecho  el  negocio  en  compañía :  que 
el  actor  por  sí  la  habla  roto,  contribuyendo  por  si  solo  á  la  anulación 
del  contrato,  y  coartando  la  libertad  de  acción  de  Muiloz  hasta  el  punto 
de  impedirle  toda  gestión ,  y  que  con  este  mal  se  había  unido  el  del 
descrédito  causado  á  la  reputación  y  concepto  de  Muñoz:  que  las  com- 
pañías lo  mismo  se  hacian  entre  pobres  y  ricos  que  entre  ricos  adá- 
mente» porque  la  cualidad  de  saber  é  inteligencia  constituía  un  capi- 
tal: que  este  contrato  era  consensúa!,  bastando  el  consentimiento  de 
las  partes  para  su  perfección :  que<  la  división  de  ganancias  había  de 
hacerse  del  modo  Ajado,  ó  proporcionalmenle  cuando  no  hubiese' lí- 
mites :  que  una  vez  formada  la  compañía,  sólo  podía  desatarse  por  uno 
de  los  medios  que  señala  la  ley,  y  ninguno  había  ocurrido,, no  dán- 
dose tampoco  el  consentimiento :  que  el  socio  que  se  separaba  de  la 
compañía  antes  que  fuese  acabado  el  negocio  sobre -que  la*  hicieron, 
estaba  en  el  deber  de  pechar  ¿  los  demás  el  daño  inferido;  y  que  n¡ 
el  contrato  de  sociedad  ni  otro  alguno  consensual  requería  formas  es. 
pedales,  bastando  que  constase  de  cualquiera  manera  para  que  fuesen* 
efectivas  las  obligaciones  que  de  él  se  derivaban  : 

llesultando  que  D.  Manuel  Ruíz  Tagle  por  separado  solicitó  y  ob- 
tuvo el  embargo  preventivo,  y  posteriormente  bajo  la  oportuna  fianza 
la  entrega  de  los  706.112  rs.  10  cents,  que  existían  depositados  en  la 
Caja  sucursal  de  Málaga,  procedentes  del  primer  plazo  del  remate  di4 
monte  satisfecho  por  el  mismo : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  articularon  las  partes, 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia en  6  de  Febrero  de  1867,  declarando  que  la  adquisición  del  monte 
de  Bornoque,  término  de  Monda»  rematado  á  favor  de  I>.  Manuel  José 
Muñoz  en  11  de  Setiembre  de  1862,  se  hizo  con  dinero  y  por  cuenta 
de  D.  Manuel  Raíz  Tagle,  sin  tener  derecho  alguno  ú  él  el  Muñoz;  v 
condenando  en  su  consecuencia  é  éste  á  que  lo  declarase  y  consignase 
á  los  efectos  oportunos  en  instrumento  público  que  había  de  cele- 
brarse en  el  término  de  ocho  días ,  y  además  ú  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  y  en  las  costas;  y.  mediante  á  que  la  cantidad  su- 
ministrada por  el  actor  para  la  adquisición  de  la  ñanaa  le  .había  sido 
devuelta,  se  cancelase  desde  luego  la  fianza  que  se  prestó  á  responder 
en  su  día  de  lo  que  por  ejecutoria  se  declarase  touer  en  ella  Muñoz: 
Resultando  que  sustanciada  la  apelación  que  este  interpuso  <,  pro- 
nunció sentencia  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  31  de  Enero  de 
1868;  confirmando  la  apelada,  entendiéndose  sin  la  condena  de  ¡km 
Manuel  José  Muñoz  á  que  hiciera  la  declaración  que  por.  aquella  se 
hacia,  y  sin  la  de  costas,  daños  y* perjuicios: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  Muñoz  reuurao  de  cu* 
sacion,  citando  como  infringidas: 
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L*  La  doctrina  legal  adore  non  probante,  reu$  esl  absolvendus,  por 
cuanto  por  la  sentencia  se  hacia  prosperar  la  demanda  sin  haber 
probado  Tagle  los  hechos  que  expuso  en  la  misma,  ó  sea  la  existen- 
cia del  mandato. 

2.a  La  doctrina  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia 
de  17  de  Febrero  de  1860,  de. que  «el  mandante  debe  probílr  la  exis- 
tencia del  mandato  para  que  sean  aplicables  al  caso  las  leyes  que 
tratan  de  la  obligación  y  responsabilidad  del  mandatario,»  porque 
Tagle  no  habia  probado  el  mandato  que  suponía  que  le  confirió. 

!.•  Las  leyes  12  á  13,  til.  11,  y  2.a  á  l.\  tft.  13,  Partida  3.a,  y  la 
doctrina  conforme  con  ellas,  sentada  por  este  Supremo  Tribunal  en 
sentencia  de  25  de  Junio  de  1861,  de  que  «la  confesión  hecha  en  juicio 
constituye  prueba  contra  el  confesante,»  toda  vez  que  Tagle  al  con- 
fesar que  no  se  habia  dado  poder  ó  facultad,  y  que  obraba  en  todos 
los  actos  y  contratos  en  virtud  de  su  propio  nombre,  sin  quedar 
Tagle  obligado  con  las  terceras  personas  con  quienes  él,  contrataba, 
negó  la  existencia  del  contrato  de  mandato  en  que  fundaba  su  de- 
manda, y  quedó  plenamente  justificada  1*  excepción  apoyada  entre 
ios  lRtgant.cs  y  D.  Antonio  Bonany  al  confesar  Tagle  que  en  la  serie  de 
negociaciones  emprendidas  aportaba  él  el  capital,  Bonany  su  indus- 
tria pericial  y  Muñoz  su  talento  mercantil,  siendo  las  utilidades  diyisi- 
Mes  en  la  proporción  de  un  60  por  100  para  el  capital  y  de  un  40  por 
140  para  la  industria ,  divisible  por  mitad  entre  MufiQz  y  Bonany 
después  de  deducido  el  "capital  y  el  interés  de  un  7  por  100  que  éste 
producía. 

I.*  El  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  faltando 
á  las  reglas  de  la  sana  critica  se  habla  dado  valor  á  las  declaraciones 
de  los  testigos  D.  Antonio  Bonany  y  D,  José  Cacho,  tachables  por 
causas  que  los  mismos  manifestaron  al  tiempo  de  declarar;  cuales 
eran  la  de  tener  interés  directo  en  el  pleito,  el  primero  como  socio 
y  el  segundo  ser  dependiente  de  Tagle ,  y  mucho  más  cuando  lá  de- 
claración de  Bonany  estaba  desvirtuada  por  otra  prueba  en  contrario, 
cual  era  la  carta  escrita  por  éste  en  21  de  Diciembre  de  1862. 

5.*  Las  leyes  111  y  114,  tít.  18,  Partida  3.a,  por  cuanto  se  concedía 
eficacia  probatoria  &  la  carta  de  D.  Garlos  Larios  y  otras  que  obraban 
en  autos  sin  haberse  comprobado  judicialmente  sus  firmas. 

Y  6.°  La  ley  49,  tít.  5.a,  Partida  5.',  que  establece  por  regla  gene- 
ral qne  ia  cosa  comprada  con  dinero  ajeno  debe  ser  de  aquel  que  la 
compró;  y  la  doctrina  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sen- 
tencia do  30  de  Octubre  de  1862,  de  que  dicha  ley  no  es  aplicable  al 
caso  de  que  lo  comprado  por  un  socio  no  es  con  dineco  ajeno,  sino 
con  el  de  la  sociedad. 

Vistos,  siendo  Poncnlc  el  Ministro  D.%  Laureano  de  Arríela. 
Considerando  que  el  mandato  ,•  como  contrato  qonsensual,  puede 
constituirse  y  perfeccionarse  vcrbalmcnle  ó  por  escrito  t  con  tal  qUe 


se  manifieste  y  demuestre  el  proposito  y  consentimiento  de  áH$as 
partes  en  su  respectiva  realización : 

Considerando  que  en  $\  presente  paso  e$tá  demqstr^do  p$r  todas 
las  manifestaciones  verbales  y  escritas  de  ambos  litigan^  y  por  todas 
las  pruebas  y  datos  suministrados  ppr  los  ffiismos  qvje  D.  Manuel 
José  Muñoz  pceptó  y  realizó,  eí  encargo  qu,p  fí.  tyapuel  Buiz  Tjjle  Je 
confirió  de  comprar  el  monte  d)e  Bornoque  ppr  puf  uta  y  pop  diflero 
de  la  exclusiva  pertenencia  <jp  P$te  últicqo: 

Considerando  (jue  ante  estfi  demosf ración,  que  |ia  servKlQ  de  base 
i  la  ejecutoria,  no  puedeq  ser  aceptóles  lo?  fias  primeros  motivos 
de  este  recurso,  que  se  apojftp  on  la  su  poste Iqn  pontr^rig: 

Considerando  que  por  la  mísjna  razo»  tampQpí  puede  apr  tQtijQJigo 
el  rnotiYp  3.%  mucho  menos  habiendq  sp^ehidQ  Tagjp  constaflVeD9fcPÍe 
que  en  el  encargo  referido  pbró  Muño?  en  §1  único  pqncepto  j|e 
mandatario  y  dependiente  suyo,  sin  atribuir  á  éste,  ni  ápn  4  'a  su- 
puesta sociedad  que  invoca,  participación  alguna  en  1?  adquisición  y 
propiedad  de  dicha  finca,  por  más  que  le  ofreciera  alguna  en  Jas  uti- 
lidades líquidas  que  produjera  la  explotación  de  la  corta,  lahra  y 
conducción  de  maderas,  después  de  deducirse  el  capital  aportado  por 
Tagle  con  su  correspondiente  interés: 

Considerando  que  habiendo  la  Sal?  septenqadora  formado  su  con- 
vicción por  el  numeroso  conjuntó  de  pruebas  de  diversa  índole  y 
naturaleza  que  obran  en  los  autos,  no  se  la  puede  imputar  la  infrac- 
ción del  art.  31?  de  la  Ley  de  enjuiciamiento  civil  relativamente  á 
las  declaraciones  de  D.  Antonio  Bonany  y  D.  losé  Cacho,  ni  1^  eje  las 
leyes  111  y  1U,  tit.  18  de  la  Partida  Ü.V  respecto  de  algpnqs  da  las 
cartas  unidas  al  proceso,  con  tanta  mayor  razón,  cuanto  que  aquellas 
dos  personas  fueron  presentadas  por  la  p^rte  recurrente  corap  testaos 
de  su  propia  prueba,  y  cuánto  que  ha  reconocido  la  autenticidad  de 
dichas  cartas,  no  oponiéndolas  objeción  .fli   vicio  alguop  de  falsedad: 
Considerando,  por  último,  que  Muño^no  ha  pretendido  nunca  en 
este  litigio  que  se  declarase  de  su  propiedad  el  monte  de  Bornoque 
por  haberle  él  comprado  aunque  con  dinero  ajeno,  ni  indicado  tam- 
poco que  este  dinero  perteneciese  á  la  sociedad  que  Invoca,  siendo 
por  tanto  evidentemente  inoportuna  la  cita  que  á  este  propósito  Jiace 
de  la  ley  19.  tít.  5.*,  Partida  8.a  y  de  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  de  30  de  Octubre  de  1862; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  José  Muñoz  y  soste- 
nido por  su  viuda  Doña  Cecilia  García  de  la  Lama ,  como  curadora 
de  sus  menores  hijos  D.  Manuel  y  D.  Domingo  Antonio  Muñoz,  á  la 
que  en  tal  concepto  condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos 
á  la  Audiencia  de  Sevilla  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid 
i  insertará  en,  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nO- 
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cesarías,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.—Mauricio  García. = 
JoséM.  G1ceres.=Laureano  de  Arriata  .^Francisco  Mearía  de  Castilla.» 
José  liaría  Haro.=Joaquin  Jautnar. ^Fernando  Pérez:  de  Bozas. 

Publicación: 

Laida  y  publicada  fué  la*  sentencia  anterior  por  el  fimo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arrieta,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  'Sala  primera  del  mismo,  el 
día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escríbalo  de  Cámara  de  dicho 
Supremo  Tribunal. 

Madrid  2  de  Octubre  de  186fr.=Dionrsío  Antonio  de  Puga. 


Nóm.  50. 


CASACIÓN  EN  ULTRAMAR.— SALA  SEGUNDA. 


Retracto. — Sentencia  de  2  de  Octubre  ,  declarando  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto  por  Don 
Gregorio  y  D.  Mateo  González,  , contra  la  pronunciada  por  la 
Sale  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con 
D.  Joaquín  Amat,  como  marido  de  Doñj  María  Josefa  Diaz 
Damiei. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  en  el  art.  335  de  lá  Ley  de  Enjuiciamiento  civü,  no  te 
prescribe  haya  ,de  practicarse  el  emplaz/tmienio  á  que  se  refiere 
el  párrafo  primero  del  art.  1.013  de  la  misma  ley  al  tiempo  de 
remitirse  los  autos  al  Tribunal  superior,  sino  que  previamente  serán 
citados  y  emplazados  los  Procuradores  de  fos  litigantes  para  que 

comparezcan  ante  iU  '  .  ' 

> 

En  la  Tilla  de  Madrid ,  á  2  de  Octubre  de  1869 ,  en  lo*  autos  que 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  la  Al- 
caldía mayor  de  la  villa  de  San  Antonio  y  en  la- Sala  tercera  de  Ja 
Audiencia  de  la  Habana  por  D.  Joaquín  Amat,  como  marido  de'Dofía 
María  Josefa  Diaz  Dámiel,  con  D.  Gregorio  González,  Conde  de  Pla- 
tinos, y  su  hijo'D.Mateo  González,  sobre  retracto : 

Resultando  que  radicados  en  la  Alcaldía  mayor  de  San  Antonio  los 
juicios  de  testamentaría  de  D.  José  Pabló  Díaz  y  su  esposa  Doña  Ma- 
ría Crispina  Damiel,  se  procedió  A  Já  venta  de  sus  bienes  en  publica 
subasta ,  que  tuvo  efecto  en  favor  de  D.  Gregorio'  González  y  su  hijo 
D<  Maleo:  que  deducida  por  D.  Joaquín  Amat,  como  marido  de  Doña 
Vacía  Josefa  Díaz  y  Da  miel,  demanda  de  retracto  respecto  de  una  finca 


fcl6  ílUftUNAL  SUPREMO  DE  JUSTICIA. 

subastada  y  seguida  por  «as  trámites,  por  sentencia  de  8  de  Octubre 
de  1867  se  declaró  haber  lugar  al  retracto  ,  con  imposición  de  cosías 
al  D.  Gregorio  González  y  su  hijo :  * 

«.  Resultando  que  interpuesta  por  éstos  apelación,  íes,  fué  admitida 
por  auto  de  9  del  repetido  roes  dé  Octubre,  que  se  notificó  i  los  Pro- 
curadores en  el  mismo  dia«,  citándoles  y  emplazándoles  para  ante  la 
Superioridad  por  término  de  veinte ;  N 

Resultando  que  con  oficio  fecha  28  de  dicho  mes  de  Octubre ♦,  se 
remitieron  loe  autos  ala  Audiencia,  y  por  providencia  dictada  por 
la  Sala  tercera  en  i  de  Noviembre  se  mandó  quedaran  reservados  en 
Escribanía  hasta  que  las  partes  promovieran  su  curso : 

Resultando  que  en  8  del  repetido  Noviembre,  se  mostró  parte  el 
Procurador  de  Doña  María  Josefa  Diaz ;  y  fundado  en  qué  había  pa- 
sado el  .término  del  emplazamiento  para  que  los  apelantes  mejorasen 
el  recurso,  pidió  se  hubiera  por  acusada  lá  rebeldía  á  los  mismos  y 
declarara  desierta  la  apelación :  que  mandado  dar  cuenta  por  Relator, 
por  proveído  del  día  siguiente  9  se  declaró  desierta  y  abandonada  la 
apelación,  oido  á  D.  Gregorio  y  D.  Hateo  González,  con  imposición  de 
lap  costas  &  los  mismos : 

Resultando  que  en  el  referido  dia  8  de  Noviembre,  con  escrito  fecha 
del  mismo,  se  mostró  parte  el  Procurador  de  los  apelantes,  y  pidió  se 
hubiera  por  paejorado  el  recurso  y  se  le  entregaran  los  autos:  que  en 
el  dia  9  so  mandó  dar  cuenta  por  Relator ;  y  habiéndolo  hecho  en 
el  13 ,  en  el  mismo  la  mencionada  Sala  tercera ,  teniendo  en  con- 
sideración que  la  rebeldía  se  acusó  después  de  espirado,  el  término 
del  emplazamiento ,  y  que  hasta  esa  época  no  ocurrió  la  represen- 
tación de  González  á  mostrarse  parte ,  declaró  no  haber  lugar  á 
proveer  A  Jo  que  solicitaba  •  y  /jue  se  estuviese.  4  lo  mandado  en  el 
auto  del  dia  9;   ; 

,  Resultando  que  D.  Gregorio  y  0,  Mateo  González  suplicaron  de 
los  proveídos  de  9  y  13  de  Noviembre ,  y  para  el  caso  de  que  se 
considerasen  definitivos,  interpusieron  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  varias  disposiciones  legales  y  por  la  causa  primera  del  ar- 
tículo. 1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  porque  so.  había  omi- 
tido la  citación  y  emplazamiento  de  los  recurrentes  al  acto  de  remi- 
tir los  autos  A  la  Superioridad  en.  28  de  Octubre ,  cuyo,  defecto  -no 
podia  afectar  sus  derechos ,  por  más  que  se  hablase  de  citación  y 
emplazamiento  en  las  notificaciones  de  la  providencia  del  dia  9  de 
Octubre  admitiendo  la  apelación ,  porque  mientras  no  se  eleva  el 
.proceso  &  la  Superioridad  no  hay  términos  hábiles  para  presentarse 
ante  ella ,  ni  hasta  entonces  puede  empezar  á  correr  el  término  del 
emplazamiento ;  y  que  aun  suponiendo  que  la  citación  y  emplaza- 
miento se  entendiera  eficaz  desde  quq  se  mandó  elevar  el  proceso, 
los  apelantes  no  babian  incurrido  en  rebeldía ,  porque  personadas 
Ambas  partes  ante  la  Audiencia  el  8  de  Noviembre ,  si  incurrieron 
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tn  igual  omisión,  ninguna  de  ellas  podía  inculpar  rebeldía  ¿  la  otra, 
conforme  á  la  letra  y  espíritu  del  art.  839  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil :  * 

T  resultando  qHela  referid»  Sata  tercera  declaré  no  haber  lugar  á 
la  súplica  y  admitió  el  recurso  de  casación. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los 
Ríos.  . 

Considerando  que  /según  dé  los  autos  resulta  ',  el  Conde  de'  Pa- 
latinos, D.  Gregorio  González  y  su  hijo  D.  Maleo,  frieron  debidamente 
citados  y  emplazados  para  ante  el  Tribunal  superior  al  notificarse  A 
sus  Procuradores  la  admisión  del  recurso  de  tycFacibn  por  élite'  In- 
terpuesto: '•  .  ■  ■'•     j 

Considerando,  por  tanto,  que  no  existe  la  falta  de. emplazamiento 
á  que  se  refiere  el  párrafo  primero  del  art.  Í.frí3  de  la  Ley  de  Epjui- 
cíamiento  civil,  porque  lar  diligencia  antes  referida  llena  cumplida- 
mente la  disposición  consignada'  en  el  nrt.  335  de  ía  expresada  ley, 
en  el  que  no  se  prescribe  haya  de  practicarse  al  tiempo  dé  remitir 
los  autos  al  Tribunal  superior;  • 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  hó  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Gregorio  y  D.  Mateo  González, 
en  cuanto  se  refiero  á,  la  causa .  primera  del  art.  1.013  de  lá  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  condenándoles  en  las  costas  y  en  la  pérdida  de 
ios  1.000  escudos  que  depositaron,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á 
derecho;  y  mandamos  que  en  lo  relativo  al  recurso  en  el  fondo,  pa- 
sen los  autos  á  la  Sala  primera. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Caceta  del 
Gobierno,  é  insertará  en  la  Cdmion  legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  Jo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ^Pe- 
dro Gómez  de  la  Serna.  ¿=  José  liaría  Ilaro.  =  Manuel  Haría  de  Ba- 
sualdo.=Afrtonio  Gutiérrez  de  los  Ríos.  ==  Juan  Jiménez  Cuenca. =Ma- 
auel  Leonf=Miguel  Zorrilla.  . 
Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exctno*  é 
Itastrisimo  Sr.  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios*  Ministro  de  la  Sala 
segunda  del  Tribunal  Supremo  <ie  Justicia,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma ,  en  el  dia  de  hoy .  de  que  certifico  como  Escribano 
de  Cámara. 

Madrid  8  de  Octubre  de  1869,=Rogclío  González  Montes. 
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CASACIÓN.— Ski  A  PRIMERA. 


Rmwccjqot  m  alimentos.— Sentencia  de  i  de  Octubre,  declarando 
Do  hajber  lugar  en  parlé  y  en  parle  haber  lugar  a]  recurso  de 
casación  interpuesto  por  J).  Salvador  Rumeu  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sa)a  primera  de  la  Audiencia  de  Canarias,  en 
pleito  con  Doña  Micaela  Izquierdo. 

En  los  considerandos  se  establece: 

.!•"  Qup  la  Sala  sentenciadora,  mando  de  las  facultades  que  para 
la  condena  de  cosías  la  concede  la  ley  8.a,  tít.  22,  Partida  5.\ 
puede  apreciar  jía  buena  ó  mala  fé  de  los  litigantes. 

2.°  Que  personada  una  parte  en  la  segunda  instancia  á  virtud 
de  la  apelación  interpuesta  por  h  otra ,  la  Sala  sentenciadora  no 
debe  imponer  al  apelado  la  cáfidcna  de  costas. 

Én  la  villa  de  Madrid,  A  i  de  Octubre  de  1869,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  dé  primera  instancia  de  Santa  Cruz  de  Tenerife  y 
en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Canarias  por  D.  Salvador  Ru- 
meu Gnimerá  con  Doña  Micaela  Izquierdo;  como  curadora  de  sus  hi- 
jas Doña  Luisa  y  Doña  Herminia  Rumen  ,  sobre  reducción  de  alimen- 
tos: pleito  pendiente  ante  Nos  en  virjud  de  recurso  de  casaoion  inter- 
puesto por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  18  de  Noviem- 
bre de  1868  di'fttó  la  referida  Sala  en  el  extremo  relativo  á  las  costas: 

Resultando  que  condenado  D.  Salvador  Rumeu  por  sentencia  del 
Juez  de  primera  instancia  de  Santa  Cruz  de  Tenerife  de  M  de  Diciem- 
bre de  1868,  á  satisfacer  A  los  menores  Donato,  Herminia  y  Luisa"  Iz- 
quierdo 15  rs.  diarios  por  vía  de  alimentos  provisionales,  «n  Concepto 
de  hijos  naturales  suyos,  habidos  con  Doña  Micaela  Izquierdo ,  sin 
perjuicio  del  derecho  de  que  las  partes  podrían  usair  én  el  juicio  cor- 
respondiente ,  entabló  D.  Salvador  Rumeu  demanda  en  18  desforzó 
de  186i  para  que,  mediante  á  que  no  hábia  sido  suficiente  el  titulo  en 
virtud  del  cual  se  había  pedido  dichos  alimentos,  quedara  sin  efecto 
el  señalamiento  hecho;  y  que  en  el  caso,  jque  no  era  presumirte,  de 
que  esta  pretensión  se  negara,  se  limitase  la  cantidad  señalada  hasta 
sus  juslos  y  verdaderos  limites,  y  esto  sin  perjuicio  del  pleito  prin- 
cipal que  se  agitaba  por  separado : 

Resultando  que  Doña  Micaela  Izquierdo ,  en  concepto  de  curadora 
de  sus  menores  hijas  nerroinia  y  Luisa  Rumeu,  impugnó  la  demanda, 
solicitando  además,  por  via  de  reconvención,  que  se  condenase  al  de- 


meante  á  satisfacerle»  mayor  cantidad  que  la  señalada,  provteional- 
^BfUite :  que  sustanciado  el  Juicio  por  todos  sus  trámites,  quedó  limi- 
tado á  J¿  cuaptía  de  lop  aumentos  por  haberse  fallado  ejecutoria- 
mente pl  reconocimiento  de  las  menores  como  hijas  de  Rumen;  y  que 
practicadas  por  una  y  otra  parte  diferentes  pruebas  sobre  la  consis- 
tencia de  los  bienes  de  aquel,  dictó  sentencia  el  Juez  de  pritnaya  ins- 
tancia en  ffi  d?  Diqjpmbre  (fe  i 865,  redncientfq  la  sqma  asignada  oomo 
aIirof¡otp§  provisionales  a  la  fardad  ^e  24  adeudos  men§up>ígs,  q^e 
lumen  flf perja  satisfacer  por  mensualidades  anticipaos,  sin  hacerse 
expresión  de  costas : 

Resultando  qqe  repitjdob  los  autos  á  la  Atytjien'cfe  de  Canaria*  por 
virtud  de  la  apelación  que  Doña  Micaela  Izquierdo  interpusp,  solicitó 
ai  mejorarla  que  Bumeu  contribuyera  á  sus  dos  hijas  naturales  con  la 
quinta  parte  de  sus  rentas  por  vía  de  alimentos ;  y  qué  Bumeu  pre- 
tendió la  confirmación  de  la  sentencia  apelada,  eximiéndole  de  la  con- 
dena de  costas  en  lq  narteqpp  le  correspondía: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  dicha  Audiencia  dictó  sentencia 
en  13  de  Noviembre  de  1808  revocando  la  apelada,  y  condenando  á 
Don  Sajvador  Rjumeu  .1  satisfacer  por  razón  de  los  alimentos  de  qpe 
se  trataba  12  rs.  diarios  por  mesadas  anticipadas,  y  en  todas  las  costas: 
Resultando  que  en  el  extremo  relativo  á  la  imposición  de  las  cos- 
tas interpuso  Rumeu  recurso  de  casación,  citando  corpa  infringidas: 
Las  leyes  8.*,  tít.  22 ,  y  27,  tít.  23  de  la  Partida  3.\  y  1\  tíL  1», 
libro  f  1  de  la  Novísima  Recopilación .  y  la  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales,  y  consignada,  entre  otras  sentencias 
de  este  Supremo,  en  las  de  15  de  Diciembre  de  1860,  28  de  Enero 
de  18ffli,  e  de  Jqnio  de  1863,  20  de  Hayo  y  31  de  Diciembre  de  1864, 
16  de  Junio  de  1865,  12  de  Abril  y  20  de  Noviembre  de  1866. 
Vistp  %  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Josa  María  Cace  res. 
Considerando  que  interpuesta  apelación  contra  la  sentencia  de  la 
primera  instancia  ,1a  Sala  sentenciadora  ha  podido  calificar  la  buena 
ó  mala  fé  del  demandante  y  usar  de  las  facultades  que  la  concede  la 
ley  8.a,  tít.  22,  Partida  3.a,  que  no  ha  infringido  por  consiguiente: 

&yj¡sJ(|er^ndo ,  en  cnanto  4  la  otra  condena  de  postas  de  la  segpnda 
instancia  v  que  habiéndose  personado  en  ella  el  demandante  á  virtud 
do  la  apelación  interpuesta  por  la  otra  parte ,  la  Sala  no  ha  debido 
imponer  al  apelado  la  condena  de  costas ;  y  haciéndolo  ha  infringido 
la  ley  1" ,  t(t.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación ;  . 

Fallamos,  que  debamos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recorto  de  casación  interpuesto  por  D.  Salvador  Rumeu  en  cuanto  á 
la  condena  de  costas  de  la  primera  instancia;  y  declarando  haber  lu- 
gar a  dicho  recurso  en  cuanto  á  la  imposición  de  (as  dé  la  segunda, 
casamos  y  anulamos  en  dicho  extremo  la  sentencia  qqc  dicta  la  Sala 
primera  dt  la  Audiencia  de  Canarias  en  13  de  Noviembre  de  18B8. 
Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  v 
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se  insertará  en  la  Colección  legislativa*  pisándose  al  efecto  tas  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio  Gar- 
cia.=José  Maria  Cácfcrcs.=' Laureano  de  Arricia.  =='Francísco  María 
de  Castilla.=José  María.  Háro~Joaquin  Jaumar.=Fernando  Pérez  de 
Rozas. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Josd  María  Cácefes  ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i  de  Octubre  de  1869.^KJregoi;io  Camilo  García. 

•     4 

Ni5m.  52. 
COMPETENCIA.— SALA  SEGDNDA. 


Juicio  de  testamentaría. — Sentencia  de  4  de  Octubre,  decidien- 
do á  favor  del  Juez  de  primera  instancia  de  Ecija  la  competen- 
cia promovida  entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  de  N ajera, 

.:  acerca  del  conocimiento  del  juicio  de  testamentaria  de  Doña 
Vicenta  Martínez,  * 

En  los  considerandos  se  establece: 

t.°  Que  el  Juez  del  domicilio  del  difunto  es  él  competente  para 
conocer  del  juicio  de  testamentaria ,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  410  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  „ 

2.°    Que,  para  domiciliarse  y  ganar  vecindad  en  un  pueblo  basta 
,  llenar  todos  los  requisitos  que  al  efecto  exija  la  legislación  vigente, 
,  con  arreglo  á  la  jurisprudencia  establecida  por  e,sle  Supremo  Tri- 
buual- 

!  En  la  villa  de  Madrid,  á  í  de  Octubre  de  1869,  en  la  competencia 
que  ante  Nos  pende,  promovida  entre  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Najera  y  el  do  Ecija,  acere*  del  conocimiento  del  juicio  de  testa- 
mentaría de  Doña  Vicenta  Martínez :  , 

Resultando  que  en  23  de  Junio  de  1861»  Do  fia  Vicenta  Martínez, 
natural,  vecina  y  propietaria  do  la  villa  do  Hormilla,  otorgó  testa- 
mento en  Ja  misma,  en  el" que  manifestando  que  tenía  deliberado 
marchar  á  vivir  al  lado  y  en  compañía  do  su  hija  Juliana,  mujer  de 
D..  Saturnino  Villasana,  hizo  varias  declaraciones  é  instituyó  por  sus» 
herederos  á  sus  dos  hijas  JDoña  Juliana  y  Dona  Josefa,  &  su  nieto  Don 
Benito  Zabalela,  en  representación  de  su  difunta  madre  Dona  Juana, 
hija  también  de  la  otorgante:  . 


.    Kif?nfcus  bt  1860.  Sil 

Jtestüfando  qne  fallecida  .la.DoBa  Vicenta  Martínez  en  24  d¿  f>\- 
ciembre  de  1866  ,en  la,  ciudad  deEcija,  halttndo&Q  en  Utca*4  y  com- 
pañía de  su  bija  Doña  Juliana  Gar¿ty  y  Martínez,  mujer  de  D.  Satur- 
nino YUasana,  éste  en  11  da  Junio  de  1867^  acudid  al  Juzgado  de 
primera  instancia,  promoviendo  el  juicio  de  testamentará  de  ia  Doua 
Vicenta;  y  por  auto  del  13  del.  mismo  ñus  se  hubo  por  prevenido  el 
juicio,, y  mandó  convocar. 4  los  tuteresadqs  á  junia  para  que  se  pu- 
sieran de.  acuerdo  respecto^  la  administración  del  cajudai ;  . 

Resultando  ana  librado,  exhorto,  al  Juez  de  primera  jnstarvcia.de, 
Nájerapara  la  citación  de  D.  José  María  Angula  y  su  mujer  .Dona  jjo- 
s$ía  García»  acudieron*  &  dicho  Juez,  pretendiendo  requiriera  jü  de. 
Ecija  para. que  se  inhibiera  del  conocimiento  del  juicio;  y  acompaña* 
ron  una  certificación,  expedida  por  el,  Secretario  del,  Ayuntamiento- 
de  la  villa  de  HormiUft  en  1/  de  Noviembre  de  1867,  de  la  que  apa- 
rece que  la.  Dona  Vicenta  Martínez  constaba  empadrqpada  en  Jos  libros, 
de  dicha  villa,  sin  que  se  Rubiera,  despedido  de  la  vecindad ♦  y  qiie 
hasta  la  época  de  su  fallecimiento  había  levantado  las  cargas  afectas 
á  los  vecinos :  . 

Refutando  que  dicho  Jyez  d#  Nájera.  requirió  .de  inhibición  al  de, 
Ecija*. fundado  en  fy$.  sentencias,  de  este  Tribunal  Supremo  da  18  da. 
Noviembre  de  ,1868*  «9  de  Setiembre  y  9  .da  Noviembre  de  1860»  90 
de  Abril  da<186i  y  28  de  Marzo  de.  1865;  y  ienieudo.en  consideración; 
que  Dofia  Vicenta  Martina,  si  bien  falleció  en  Ecija,  se  hallaba  do-; 
miciliada  en  Hormilla,  donde  tenia  todos  ó  la  mayor  parte  de  sus 
bienes:  que  el  Juez  del  domicilióos  el  único  competente  para,  cono- 
cer del  inicio  dei  testamentar  if*  cuando  los  interesados  no  se  han  so? 
metido  expresa  ó  tácitamente  á  otro  dé  igual  jurisdicción:  que  si  >iea 
D.  Saturnino  Villasaoa,  cqpoo  maride  de  tyofta  Juljqnq  García,  s«,  ha 
someiído  al  Juzgado  de  Eeija  provocan^,  el  mencionado  Juicio,,  la 
sumisión  de  un  solo  interesado  en  una  tesianjentaría  no  puedtt.proj 
ducir  el  efecto  de  privar  6  los  demás  de  sp  propio  fuero ,  ni  al  4uft2; 
de  ésto»  de  la  jurisdicción  que  con  tal  motiyo  le  compete;  y  q\*Q  el 
Juez  del  lagar  donde  ocurre  el  fallecimiento  de  una  persona  deb$ 
prevenir  el  juicio  y  remitir  al  del  domicilio  los  autos  que  haya  for- 
mado para  que  éste  tos  continúe  con  arreglo  &  derecho; 

Eesuitando  que.  recibido  por  el  Juez  de  Ecija  el  oficio  de  inhibi- 
ción, dio  comunicación  á  D,  Saturnino  Vil  lasan  a,  que  lo  etvacuó  solir 
citando  se  negase  á  la  requerida  por  el  de  Nájera ;  y  presentó  variaa 
carta»  dirigidas  por  la  Doña  Vicenta  á  su  hija  Doña  Juliana ,  en  las 
que  le  manifesipba  la . resolución  de  abandonar  definitivamente  la  yiila 
de  Hormilla  y  pasar  el  resto  da  su  vida  ft  su  lado :  otra  caria  en  la 
qne  0;  Julio  Morga.  habilitado  en  Logroño; de  la  Pona  VicenU,  la 
dice,  las  diligencias  que  habla  de  practicar  para  que  pudiera  cobrar 
la  pensión  que  disfrutaba  en  el  punto  en  que  iba  &  establecerse:  una 
certificación,  de  ia  que  resulta  que  en  principios  de  Julip  de  1866  la 


2Í2  TRIBUNAL  SUHtKNO  »É  JtTSTlCU. 

Doflá  Vicenta  se  inscribió  en  el  padrón  eclesiástico  dé  lá  parroquia 
en  cbmpaftía  dé  0.  Saturnino  y  sú  familia;  y  otrh  certificación  ei|)re- 
siva  dé  <foé  aqbellá  aéudió  A  la  Autoridad  Idfcal  de  EeIJa  étí  M  de 
dicho  mes  ioliciténdó  vecindad  y  qué  por  deérétd  del  diA  fíente» 
shi  perjuicio  dé  hacer  se  la  inscrlbiéi*  cónió  tecfha  én  et  padrón 
civil  ititaediato,  Jior  estar  concluido  él  de  aquel  afió  j  ser  trascurrido 
el  término  de  ser  forjación  don  arreglo  á  la  ley,  sé  Id  CdHcédié  la 
vecindad  con  sujeción  á  lá  regla  «.•  de  la  Real  orden  de  £0  de  Agosto 
dé  1849,  confirtaada  por  la  de  90  dé  igual  mé¿  de  tStt: 

Resultando  qué  el  Juez  de  Ecija  sé  negó  á  ihtóbtee  del  conoci- 
miento del  negocio,  exponiendo  en  apoyo  de  sn  Competencia  (Jtíe  por 
los  documentos  presentados  por  Yiiiasana  aparéeé  de  una  manera* 
dará  y  terminarte  que  la  difunta  Doña  Ticetitá  Miiritóefe,  al  fallecer 
en  Ecija,  no  residía  én  ella  accidentalmente,  sino  que  por  él  contrario 
abandonando  sü  domicilio  de  Hormilla,  fué  á  dicha  población  con 
Animo  y  resolución  manifiesta  de  avecindarse  etí  lá  misma:  qué  la 
circunstancia  de  Continuar  figurando  én  él  pádfofl  reinal  de  flortei 
lia  nada  importa  al  objeto  de  este  incidente  •  cuando  no  adío  coosta 
el  deseo  y  voluntad  dt  la  Doña  Vicenta  de  domiciliarse  «ti  fieija,  uno 
que  por  actos  directos-  y  resolución  mttfiMttta  fl}0  en  ella  su  domi- 
cilio, solicitando  ser  inscrita  en  el  padrón  vedirial  y  obteniendo  de  lá 
Alcaldía  que  se  la  considerase  cotao'tdl  vecina;  y  que  et  dota  tollo  dé 
la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata,  es  el  que  determina  la  compe- 
tencia paré  conocer  en  los  Juicios  de  testamentaria: 

T  resollando  que  para  la  decisión  del  conflicto  Jurisdiccional  uno 
y  otro  Juzgado  elevaróri  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respectiva*  ac- 
tuaciones. 

Vistos,  alendó  Ponente  el  Ministro  ü.  Antonio  Gutiérrez  de  les  líos. 

Considerando  que,  conformé  á  lo  dispuesto  en  el  art.  416  tte  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  Jue*  del  doniicilid  del  ditonto  es  el 
competente  para  conocer  del  Juicio  de  testamentaría: 

Considerahdo  que  de  hecho  y  de  derecho  el  domicilio  dé  Boftá  VI- 
Cehti  Martínez,  al  ocurrir  su  fallecimiento,  era  la  ciudad  de  Eetjaí 
porque  según  de  autos  evidentemente  resulta  había  llenado  todos  lea 
requisitos  que  phra  domiciliarse  y  ganar  vecindad  én  un  pueblo  exi- 
gía lá  legislación  vigente  lo  cual  basta»  con  arreglo  A  la  |a apru- 
dencia establecida  por  este  Supremo  Tribltnal  <  para  que  légrase  átt 
intento; 

Fallamos,  qhe  debemos  decidir  y  decidlinos  esta  competencia  A 
Attdr  del  Jotgado  de  primera  instártela  dé  Ecija ,  ál  que  se  redi  I  tan 
tilias  y  otras  actuaciones  paré  que  proceda  cbii  arreglo  A  derecho. 

Asi  por  ésta  huestra  sentencia ,  que  se  publicara  en  la  €fc¿4*  del 
feóbiérno,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  iiftér^ 
tifi  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
jtttt  íiei&driaá,  lo  prbriuheiamos,  manamos  y  Ar!haí**l.'*9fcfca*' 


SENTENCIAS  DE   1809.  225 

tita  González  Nandiu.=ManueI  María  de  Basaátdo.==Antonlo  Gatiertez 
á$  Ud  R¡os.=Íuan  Jiménez  Cuenca  .=Maifdel  León  .^Miguel  Zorrilla. 

IkfetóÓtf: 

J¿  y  puMicáda  /aá  la  precedente  ¿entónela  por  ef  ETxcmo.  é  Iltís- 
trftnSo  jSr,  6..  kiiioitió  Gúrtéfrez  dé  (os  Rio»,  Éimsttó  de  fe  Sftla  se- 
Jfi^eí  Trfónnal^remo  de  Jusitáa,  célebritóito  &tf leticia  púbUca 
II  ittis&a,  ert  él  día  dé  hoy,  dé  que  certifico  citólo'  Escribano  de 

Madrid  4  de  Octubre  de  1869.=aogelio  González  Montes. 

« 

Nétf.  53. 

t 

CASACIÓN.— 9AÍA  PRIMERA. 

4  r  * 

fcácEKiA  de  dominio. — Sentencia  de  5  de  Octubre,  declarando 
pq  haber  lugar  al  recurso  de.  casación  interpuesto  por  1).  flfa- 
¿ae|  Gabin  y  Eataún  contra  la  pronunciada  por  la  Safó  primera 
dé  lá  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  Miguel  Palacio. 


2íí  aé  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

2.°  Que  el  término  para  apelar  de  las  sentencias  definitivas  y 
de  hté  que  decidan  uñ  articulo,  es  el  de  tinco  diái  iegun  el  67,  y 
es  ifHprorognble  séguh  el  30. 

5/  QUc  la  ley  exceptúa  soló  de  tota  regla  QtWéral  él  término 
Úél  emplazamiento,  que  es  el  que  debe  contarse  después  de  la  no- 
HÚbácfaí  del  últírto  de  los  interesados  si  son  varios,  y  tuya  cuati* 
md  j/t¿  término  ctimun  no  púeée  ampliarse  al  de  lá  apebción,  pues 
¿6  éád  comprendido  en  aquella  excepción. 

t.Q  ftttf  pasado  el  término  dé  fus  tinco  diás  sin  haberse  inter- 
puesto tyétótfon,  queda  flrhie  por  la  misma  ky  fu  iétitentia  según 

fifi  la  villa  de  Madrid,  á  »  de  Octubre  dé  1889,  eh  él  |HeHó  seguido 
éú  el  Jbzgadó  dé  primera  instancia  de  Huesca  y  en  la  &ála  primera 
Aé  h}  Audiencia  de  Zaragoza  por  Miguel  Palacio,  feotoo  tüUridó  dé 
ttítíifea  Castan  y  Pérez,  con  D.  Manuel  Gabin  jr  felftany  Mfcé  Gastan, 
sobré  tercería  dé  domlhio ;  pleito  pendiehte  ánté  fldi  por  virtud  dé 
réétliio  d¿  eásáfctob  ihtertJufcsid  por  Gabin  contra  lá  providencia  que 
en  tt  de  Dicíétótíré  de  Í8ÍS  tildó  lá  fefcritt*  SM  í 


,  R^ulfaodo  quí  dejitandafjo  ejecutiva  meóte  José  Gastan  y.  Boart 
PQ  r;  Ü .  Jfanueí  ./pabia  Ivsi.au  u  para  el  pago  de  10.000  rs.,  se  e  na  lar- 
garon diferentes  bienes :  que  en  10  de  Enero  de  1866  dedujo  Miguel 
Palacio,  como  parido  de  Tomasa  Gastan,  demandpi.de  tercería  ,de  do- 
minica los  bienes  embargarías;  y  que  sustanciada  en  forma,  en  20  de 
Julio  de  1867  dictó  sentepcia  el  Juez  de  primera  instancia,  declarando 
subsjsteule  el,  embargo  de  una  de  ias  fincas,  y  mandando  alzar  el  de 
las  demás  embargadas  como  pertenecientes  al  dominio  de  Tomasa 

Gastan  y  Pérez:..  •    • .  » 

Resultando  que  notificada  esta  sentencia  al  Procurador  de  D.  Ma- 
nuel Gabin  y  Estaun  el  dia  22  de  dicho  mes,  al  de  Miguel  Palacio  en 
el  dia  siguiente  23  por  haberse  hallado  enfermo  en  el  anterior,  y  en 
el  mismo  dia,  en  los  estrados  del  Juzgado  por  la  no  comparecencia 
del  ejecutado,  D.  Ma»ue¿  ¿Gabin  kuerpuso  apelación  en  el  30,  es  decir, 
á  ios  seis  dias  Otiles,  á  contar  desde  la  notificación  que  se  hizo  á  su 
Procurador»  y  á  los  cinco  contando  desde  la  fecha  á  la  parte  contra- 
ria y  á  Ujs  estrados;  .y  que  admitida,  t  se  remitieron  Jos  autos  ala 

Ajiflienciade  Zarajgoza.: 

, ,  I\e¿mltandp  <jue.  en  ella,  y  al  hacer  uso  Miguel  Palacio  de  la  comu- 
nicación que  se. le  dio,  solicitó  que  se  declarase  que  la  sentencia  de 
primera  instancia  había  quedado  consentida  antes  que  D.  Manuel  Ga- 
bin se  alzase  de  ella,  y  que  por  consecuencia  eran  nulas  las  actuacio- 
nes flue  hs^ja  proveído,  toda  vez  que  notificada  á  su  Procurador  e[ 
dia  3¡2  de  Jujio  j^o  había  deducido  la  apelación  hasta  el  30,  cuando 
ya  habia  trascurrido  eí  término  señalado  par^  ello  por  la  ley,  sin  que 
antes  Te  hubiera  sido  posible  reclamar  contra  semejante  infracción, 
porijueJia^a  e^óqces  no  babty  podido  ver  los  autos; 

H^sultandov  que  sustanciado  este  incidente,  con  suspensión  del 
pleito  en  lo  principal,  le  impugnó  Gabin,  sosteniendo,  que  la  apela- 
clon  se  habia  interpuesto  dentro  del  término,  porque  siendo  común 
para  jas  -partes  h^bia  comenzado  i  correr  desde  el  siguiente  día  al 
en  que  JiaWa. sido  nptificada  la,  sentencia  al  [Procurador  de  Palacio  y 
i  los  estrados  en  representación  de  José  Gastan;  que  para  todos  los 
litigantes  concluían  los  términos  al  mismo  tiempo ;  y  por  consiguiente, 
cuarto  ,la  oioUlic^cion  de.  una  previdencia  no  se  bacía  á  todos  en  el 
mismo  dia,  para  todos  empezaba  á  correr  el  término  desde  el  ep  que 
había  tenido  lugar  la  última  notificación ;  y  que  de  todos  modos  no 
podía  reclamarse  contra  la  admisión  de  la  apelación  porque  se  habia 
c^nsemid^,  adq^ipieix^  Ja. providencia  Iji  autoridad  de  cosa  juzgada. 
.  fle&ultando  que.  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  por 
providencia  ctel  22  de  Diciembre  ¡de .  1868,  dejó  sin  efecto  el  .auto  en 
cj^o,se  kaj)^a  ^dmiti^o  la  apelación»  y  declaró  nulas  las  actuaciones 
posteriores  ,al  mismo  frasta  la  incoación  de  aquel  incidente.: 

Resultando  que  contra  esta,  providencia  interpuso  D.  Manuel  Gabin 
y  Estaun  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos:    • 


!.•  II  prfeelpto  admitido  por  la  Jurisprudencia  en<  arteria,  de  £n~ 
jaieijunieaio,  y  que  por  to  lauto  constituye  doctrina  legal,  de  que  as 
fot  Juicio*  fe»  términos  son  comunes  á  todas  las  partes  litfgattee;  y 
que  por  una  consecuencia  de  ello,  y  &  fin  do  que  no  queden  lastima-' 
dos  en  lo  más  mínimo  Bingnaoa  de*  los  derechos  que  les  asisten» 
principien  para  todos  á  correr  los  términos  desde  la  últim  notUica- 
cadon  de  la  providencia  que  á  ellos  da  origen;  habiéndolo  asi  decla- 
rado el  artv  83$  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  at  tratar  del  emplaza* 
miento  cuando  son  varios  los  demandados,  sin  que  pudieran  oponer-. 
se  i  esto  los  artículos  28,  30,  «7  y  935  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  porque  en- ninguno  de  ellos  se  resuelve  este  punto  .de  anmpdo 
diferente  al  que  se  acaba  de  indicar ;  y  que  lejos  de  ello  había  ve- 
sido  á  infripgirse  el  mencionada  art.  25,  toda  vez  que  diciéndose  en 
él  que  ios  términos  empezaban  á  correr  desde  el  dia  siguiente  al  en  que 
se  hubiese  hecho /el  emplaiamlentQnettacion  ó  Qoilftcactoiu  este  no  debia 
entenderse  hasta  que  se  hubiesen  ¿echo  á  todos  los  litigantes,  porque 
hasta  entonces  sólo  podía  decirse  que  la  notificación  estaba  hecha; 

Y  V  Los  artículos  5/,  30,  (5  y  67  de  la  mencionada  Ley  de  En? 
Jaiciamiehto  ciyiJ,  toda  vez  que  habiendo  sido  consentido  el  auto  dé 
admisión,  había  adquirido  la  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Caceras, 

Considerando  que»  s^un  el  art.  25  de  la  J-ey  de  Enjuiciamiento 
civil,  los  términos  empiezan  á  correr  desde  el  dia  siguiente  al;  en 
qne  se  hubiere  hecho  el  emplazamiento,  la  citación  ó  notificación»  y 
se  contará  en  ellos  el  dia  del  vencimiento: 

Considerando  que  el  término  para  apelar  de  las  sentencias  defini- 
tivas y  de  las  que  decidan  un  artículo,  es  el  de  cinco  días  según  el 
67,  y  que  este  término  es  improrogable-  según  et  art.  Ift:         t      t 

Considerando  que  la  ley-  exceptúa  sólo  de  esta  regla  general  el 
término  del  emplazamiento,  que  es  el  que  debe  contarse;  después  de 
la  notificación  del  último  de  los  interesados  si  son  varios,  y  cuya  cua- 
lidad de  término  común  no  puede  ampliarse  al  de  la  apelación,  pues 
no  está  comprendido  en  aquella  excepción : 

Considerando  que  pasado  el  término  de  los  cinco  días  sin  haber** 
interpuesto  apelación,  queda  firme  por  la  misma  ley  la  sentencia  s$- 
gnn  el  art.  6&;  . 

Considerando  que  pronunciada  la  sentencia  en  estos  autos,  y  no* 
tificada  al  Procurador  del  recurrente  el  dia  92  de  Julio  de  1867,  in- 
terpuso la  apelación  el  30,  pasados  ya  seis  dias  útiles  deapues  de  la 
notificación,  por  lo  cual  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Zaragpa*  na 
ha  infringido  las  disposiciones  que  se  citan  en  el  recurso ;  , 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar,  al 
interpuesto  por  D.  Manuel  Gabin  y  Esta  un,  á  quien  condenanoa.en 
las  cestas ;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Zarageea  coa 
la  certificación  correspondiente. 

II.  15 


$tft  TMB01MI.  WMEMD  M  JUSTICIA. 

Así  por  esta1  nuestra  sentencia,  que  m  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
tuertara  en  la  Cntoribit  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne* 
«jesaytas ,  lo  prooadciainok ,  mandamos  y  firmamos.  =  Mauricio  Gar- 
e*.«Jo*é  M.  CBceres.=LanreBnó  de  Arriata  .»Francfsao  Harta  de  Gas- 
(¡tta.=Oosá  Murta  Haro.=Joaquin  Jatimar  .«Fernando  Feraz  de  Bozas. 

'  fnWlcaston :    ' 

'■  lelde  y  pablioedá  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Uno.  Sr.  Don 
Jasé  Harta  Cacaree.  Ministro  del  Tribunal  Supremo  da  Justicia',    os- 
fíadose  oelebfsndo  audiencia  publica  en  la  Sala  primera,  ti  día  da 
hoy,  *s  quá  eertffico  como  Eseribano  do  Cámara. 
Madrid  S.ds  Octubre  de.  1Wfl.=itíregQr¡a  Camilo  flaeefa. 

NdH.   5*. 
APpUCjON  EN  CASAC1GN.-SALA  SBülWM. 


>9,    INSTITUCIÓN    T    SUSTITUCIÓN    Di   IlE~ 

bienes  y  HEBKNcii-  -Sentencia  de  5 
el  aillo  fippIaíÍQ  do  la  Sala  lercora  de 
,  denegatoria  de  la  admisión  Sel  re- 
asto  por  D.  Andrés  Busquéis  y'her- 
albaccas  testamentarlos  Je  I).  Miguel 


líñ  sus  consineRANops  se  establece: 

'Que  para  que  fot  recur'sot  fundados  en  las  cauta»  expresadas 
en  el  art.  1  .Oí 5  de  la  Ley  de  gnjttictamlenfo  civil  puedan  str  ad- 
mitidos, es  indispensable .  según  el  árt.  1.819.  que  te  haya  re- 
clamado la  subsanaron  de  la  (alia  en  la  Inttancia  en  uuv  te  haya 
cometido.   '■ 

En  la  villa  de  Madrid ,  i  B  de  Oeiubf»  de  18H,  a»  loa  sutes  que 
tale  tíos  pended  en  virtud  de  apolaelon ,  saguldos  en'  el  Juagado  de 
primera  instancia  del  distrito  dol  Pino  de  la  eludid  de  Baroelona.y  en 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  los  hermanos 
I>.  ktúrte,  Do3&  Josefa  y  Dofia  Franolsw  Busquéis  y  fufo!  coa  B.  Joan 
ds  Soler  1  I»,  Frariciseo  Barreda  y  D.  Jaleas  Freno,  albacoas  leatamen- 
Mrióe  de  P.  Miguel  Pujol  y  Padró,  y  D.  Antonio  BotiS.  como  padre  y 
legNImo  administrador  de  la  persona  y  bienes  de  D.  Miguel  y  D.  Josa 
Bottü,  sobre  nulidad  y  donación,  legado,  institución  y  sustitución  da 
herencia,  y  adjudicación  do  bienes  y  herencia : 
m  Resellando  que  en  7  de  Febrero  de  18S5  el  Procurador  b.  Fran- 
eisfio  Maris  de  Matas,  nombrado  de  oficio  para  la  defensa  de  loa  bar- 
■  manos  D.  Andrés ,   Dofia  Josefa  y  Dona  Francisca  Busqusu  y  Pujol, 


MbJ*  h  dataaadt  éMute  ft.  Juah  <de  dokr  y  conforta,  qee  la  contes- 
tan*, pidiendo  se  Íes  absolviera  de  tilia  dd  lis  rtdfrd*i¥*s  ttfedades 

fcatltaftdo  4pe  WttferidO  taétad»  «tf  Milite  *  Id*  aetotoft ,  eipa- 
síeron  Josefa  y  Francisca  Busqnets  4fa«  tí  FtooirddW  B:  VtbfrciacD' 
Maifc  ttftttt.  que  M  *ipre»*n*ba,  tiaMh  ftlteeido,  segciit  era  notorio; 
y  fidfcmi  9*  \m  túmtitimvHo  da  éfícto,  eotib  asi  Sd  litee,  et  eual 
á¿m  repréeentámtofct  tfutfi**  It  prftáertt  taatánda ,  *f  ri  que  por  An- 
afés laeqaets  «a  ¿Meta  |*sttoaí  alpina  topéelo  *  ndtebrettíitttd  Id 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  ciertos  trámites,  el  Juéí  dicté 
safen**»  en  11  de  OctuWt  d#  Wtft ,  abad  viendo  «  D.  tttt  gafe*  y 
cortarles  da  la  demande  hu*rt**sqi  >#  los  heraMift  ti.  Andrés, 
tais  1*efa  y  toda  trtwfeoe  teeqoeu  y  Fajol  ?  «u*  mtttffdttla  á  los 
taearad*re»  de  fea  pMMeForeluUMeá  ttiMnanM  DeAaF Ntoeisea  y 
Arfa  Joatb  M^paeta  y  Fajol «  **  toltrpu*»  apeledldm  y  fcddiftlda,  sé 
remitieron  los  autos  á  la  Audiencia,  con  citación  y  emptatoMntbhto  de 
dfehos  Proaürjdont* :  ■    ' 

laaaltaido  qoeal «xpmsar  de  agMttea  Doüe  Jésefe* y  DoftA  Frán- 
otea  Bosquete  t  asart  fostaton  per  Urt»  otrosí  que  s»  fittritano  9.  An- 
drea in»q»ete,  otrode  tostettma,  dejé  de  tetier  la  debida  ffepresen* 
tudoa  en-ftai  a*toe  tu  la  prUftefa  instancia  dtfed*  7  de  Agest*  de  1865, 
etiqúese  hizo  la  última  notificación  é  «a  Procurador,  y  que  fbreon- 
ligetootet  o©  faé  aliado  para  la  ooriUmiack*  del  juicio  t  m  para  las 
diUgemUÍi  de  prueba*  nf  pira  ©ir  fcatitetoefa  definitiva,  la  oaal  tam- 
poee  ootpiaba  le  hflbtem  eid* notificada  $  y  pretenttieron*  «d  hubiera 
ppr  peMttdda  te*abs*tieeto*  da  la  faUa  para  todo*  Ida  afectos  lea- 
les MKfantompt t  i.    .-  s  •;■•  ■ 

leetttando  que  después  de  oída  la  otra  parte,  la  Sala  tercera  da 
la  AaüfeáBii  par  prvtidapeia  de  16  de  Inoro  dttiwo  déolard,  efitre 
otree  parttariaaas «  hecha  wteNparihaatnente  la  reclamación  de  los 
ByaqMlf  en  el  referido  ptiaef  da  fu  aaotito  de  expresión  dd  agravios, 
y  WMd*  se  Hernán  tostaste  á  la  vista  con  ensefon  para  aentrncia: 
tteeohMrio ' q«e  declarada  ate  lugar  la  túplteft  que  tas '  Hermanas 
Buaqpeta  interpusieron  de  dtabo  proveído,  oUtidae  las  partes  y  previa 
vista  pública,  la  mencionada  Sala  tercera  pronunció  sentendta  en  31 
de  Febrero  próximo  pasado,  confirmando  con  las  cosías  la  apartida: 
fetlrita&do  que  ftefia  Fraoeisea  y  Dofia  Josefa  Basquat*  ipierpusie 
roa  ffcqmo  dd  tasación  por  I*  cansa  ptfmera  del  drt.  liOtfl  de  ia  Ley 
de  8pj»*fpHimiente  civil  i  infPtcoloo  de  vdrlaa  dlapoaieiottf a  leíale»,  qoa 
citaron.  expofiftiHlP»  respecta  al  primer  partloular,  quo'procedta  el 
recurso  por  no  Itabar  sfdo  omplasado  rn  la  segundar  inatatim,  tíómo 
debía  serlo,  su  hermano  Andrés  Busquéis,  uno  de  los  demandamos: 
Besnltando  que  la  referida  Sala  por  auto  de  8  de  Marzo  declaró 
no  beber  lugar  &  la  admisión  del  recurso  en  cuanto  se  fundaba  en  la 
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causa,  primera  del  art.  1.013  de  la  Uy  de  Enjuiciamiento  citiL,  ad+ 
ñutiéndole  eo  lo  ¿referente  al  fondo  : 

Y  resaltando  que  los  hermanos  Dusquets  apelaron  de  esto  proveído 
eu  la  parte  en  que  se  denegaba  la  admisión  del  recamo  por  la  refe- 
rída  causa  primera  del ;tirt*l. tU.   ,     -    *  ,v-, 

Vistos*  siendo  Ponente  el  Ministro  6.  Manuel  Marta  de  JtaanaUto. 

Considerando  que  para  que  los  recursos  ¿andados  en  la»  cansas 
expresadas  en  el  art.  IM$  do  la  Ley  de  IitfnMaaiieoto  cévH  puedan 
ser  admitidas,  es  indispensable,  segiia  el  art.  1,01*  que  se  faajfo  re- 
clamado la  ^subsanacion  do  la  falta  en  la  instancia  que  so,  taya  co- 
metido:  ;  •  »,-.:.••:.,         •.    >..  .  ;;*  •   .■■ 

,  Considerando  que  la  taita  de  gestión  por  parto  j  de ;  Andrés  1  Bus- 
quéis ,  en  la  demanda  que  dedujo  con  sus  hermanos»  tuvo  su  origen 
inmediatamente  después  de  haber  sido  contestada  ■  por  los  demanda- 
dos, habiendo!  seguido  loda  la  primera  instancia  sin  <jue  continuase 
el  ejercicio  de  la  acción  que  habla  comentado,  en  untta  do  «áster- 
manas  las  apelantes :.   -      •  <•■     •  .•    «¡    /  »■  •*•-.•  »,.   . 

Considerando  que  éstas,  por  haber  intervenido  on  todos  los  actos 
del  Juicio ,  no  han  podido  Ignorar  la  falta  de  concurrencia  del  Aadfrés; 
y  que  sin  embargo,  lejos  de  solicitar  diligencia  alguna  para  q«e  vinénse 
á  los  autos,  ni  de  reclamar  la  snbsanacion  de  dicha  falca  ¡emito» se 
podía  remediar  legalmente,  han  continnado  toda  la  primera  "imán- 
ete sin  hacer  mérito  de  tal  omisión;  ,  *  m 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  eanfirmamoscon  lanueóstas 
el  auto  apelado  que  dictó  la  Sala  tercera  de  la-  Audiencia  4e  Barcelona 
en  8  de  Marzo  ultimo ;  y  mediante  resultar  preeteda  la  canoton  «©r- 
respondiento  para  el  recurso  de  casación  interpuesto  en  el  fMdaj  pa- 
sen los  autos  á  la  Sala  primera  de  este  Tribunal  Supremo  para  su 
decisión.  ¡>  .  in  v>t$ 

Así  por  esta  nuestra  semencia:,  que  se  publicará  en  Ht  fttNflrdet 
Gobierno ,  dentro  de  los  cuatro  días  siguientes  ai  de  su  techa;  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  4a  CchctUm  bftsteatavprtándtae  irefttoi*  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ffrrownds.a±Set)aÉtfan 
'  González  Nandin.— Pascual  Bayarri.»Mantíel  Marta  dé' fiwualdo ^An- 
tonio Gutiérrez  de  los  Eios.=JUen  Jimenéb  Caetics.^Manuel  I&dn.= 
Miguel  Zorrilla.  t»   \    .¡»   • 

Publicación :        1  ■  *  ■  •  •  ■  *  •      "»*•/' 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sententia  por  el  ilmo-  «r.  Don 
Manuel  Marta* de  Basttaldo,  Ministro  de' la  Sala  segunda  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia ,  celebrando  autKehtia  pflhHeaiá  interna  ren  el 
dia  de  boy,'  de  que  certifico  como  Escribano  <fe  Cámara.      - 

Madrid  S  de  Octubre  de  1868<*?||ogeUo  Ootittf  IM  Montes;     • 

■  •  *  *     ■   » .    *    *     <  i  •  *i 
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CASACION.-SALA  PRIMERA. 


■  >         •  « 


Nrti*ADDc  toa  Escferrtiai  dí  venti. — Sentencia  de 8  de  Octubre, 
declarando  haber  logar  al  recurso  de  casaciop  interpuesto 
per  Oeilro  Rivera  Codo»  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Isidro  Cervan- 
tes INeáca*  y  otra. 

En'  sus  coftsimuiaws  se  establece: 

Que  en  las  cuestiones  que  se  promueven  sobre  inteligencia  y 
Bptícacion  de  lo  dispuesto  per  tra  testador  en  testamento  legabnen- 
te  otorgado,  la  voluntad  de  aquel  es  la  ley  que  ha  de  aplicarse. 

'  En  la  Tilla  de  Madrid;  á  8  de  Octubre  de  1869,  en  el  pleito  segui- 
do en  ei  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagrario  de 
Oranada  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por 
Isidro  Cervantes  lllescas  y  D.  José  Almodóvar  García,  y  por  falleci- 
miento de  éste,  por  su  viuda  y  heredera  Dofia  María  del  Carmen  Ve- 
cino y  Mateos,  con  Cecilio  Rivera  Cobos,  sobre  nulidad  de  una  escri- 
tura de  venta;  pleito  pendiente  ante  {ios  por  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  7  de  Octubre 
de  1817  dictó  la  referida  Sala : 

Resaltando  que  José  García  González  otorgó  testamento  en  el  lu- 
gar de  Atarfe  á  10  de  Octubre  de  1813,  nombrando  por  única  y  uni- 
versal heredera  de  Codos  sus  bieties  á  su  mujer  Isabel  de  Torres  para 
que  los  disfratase  durante  su  vida  con  toda  independencia;  pudiendo 
enajenar  ét  teda  ó  per  te  para  su  rnoHutenáon  y  vestido  en  caso  necesario ' 
de  consumir  los  suyos*  instituyendo  por  su  muerte  por  herederos  en 
<  posesión  y  propiedad  á  José  Almodóvar  y  á  Isidro  Cervantes,  sus  so- 
brinos, en  la  proporción  que  señaló: 

Resultando  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  Josó  García  González, 
su  viuda  Iabel  de  Torres  y  los  herederos  José  Almodóvar  é  Isidro 
'Cenantes  otorgaron  en  16  de  Diciembre  de  1817  escritura  dé  partí-. 
eton  de  sus  bienes,  según  la  cual  correspondieron  á  la  viuda  por  to- 
dos sus  derechos  y  mitad  de  gananciales  12.533  rs.  8  y  medio  mara- 
vedís, para  cuyo  pago  se  le  adjudicaron  5.938  rs.  en  una  haza  de  23 
marjales  en  término  de  Alarte,  una  casa  en  la  calle  de  la  Espcsilia  y 
diferentes  muebles,  y  que  el  caudal  del  difunto  González  ascendió  á 
9.618  rs.  8  y  medio  maravedís,  adjudicándose  para  su  pago  á  la  viu- 
da, como  usufructuaria  de  su  marido,  1.221  rs.  8  y  medio  maravedís, 


completo  del  valor  de  la  baza  de  23  marjales  que  le  había  sido  ad- 
judicada en  su  hijuela  anterior,  seis  marjales  de  olivar  en  el  pago  de 
Pajes  y  una  casa  en  la  Plaza  Real,  ^w  deberían  recaer  en  propiedad 
en  losó  Almodóvar,  como  importe  de  las  tres  quintas  partes  del  cau- 
dal de  su  difunto  tip  -JwAG^cjn  (fon^tai^PP*  í>aza  de  H  marja 
les  en  el  pago  del  Domingo,  que  recaería  en  posesión  y  propiedad  por 
igual  causa  en  Isidro  Cervantes,  sobrino  del  difunto,  por  sus  dos 
quieta*  pprfes  de  heienciai  habiendo  aaiisfecto  la  viuda,  p^r  el  %  p*r 
1Ü0  que  correspondió  á  ]f^  herencia  vitafieüL  Ifi  rv  1$  oxnu,  i  &oc  la 
multa  del  cuadruplo  en,  nue  Uajbft  WwtfdfL  5Bty  r**  j|  ?¡fc  «tus*    , 

Resultando;  qu&  Dbfía.  Isafcél  da  Torre*  ^enditó,  4  to*  tvBrQWQ^.Qon 
José  Antonio  y  D.  Francisco  Romero  e/i  6  de  Setíembre.  4£.lJ54f,  en 
la  cantidad  líquida  de  6.348  rs.  y  12  mrs.,  la  haza  en  término  de 
Atarfe  que  se  le  habia  adjudicada  en  pacte,  de-paga  de  s*  haty*  en 
1$,  partición  de  los  bienes,  de  su  marido,  y  i  José  temutea  y  á  su 
itíqjer  CoucepcioA  García,  q&  30  del  misado  m<^  la  <aap  da  la  o*IJe 
de  la  Espesilla  que^a  Rentenocia  p**  igjuaj  ri^w*:  ,,.>,., 

Resultando  que  en  17  de  Enero  de  1861  otorgó  testamento  Isabel 
de  Torrea  declara,  ndo  que.  debía  1  Cecilio  B¿vera>  3.QA0.  ro*  qgcpro- 
qerfi&n,  parte  de  sus  aUniaattos.de  seis  años»  y  otra^catytiditdeaqti* 
habia  desembolso  por  ella,  ¿¿en4a.su  ventad  qu$  se  te  pgptffl 
religiosamente  con  lo»  mejor  de  k>s..bienea  que/ppsefe: 

Be$ultan4oque.ea  27  da  Noviembre  del  ano  1*62  aftpttyó  kptal 
dq  Torres  una  escritura»  cjxpresjaado.  que;  ora-  djugífr,  y  pasqpdqr*  d* 
seis  marjales  de  olivar  en  término  de,  AJarfe*  pagq  fie  P*wés;  di*  12- ( 2* 
njedio  marjales  de  tierra  calma  de  ri#gfe  on<  el  wUnw  ^fo^íim^»  ..R*00 
del  Domingo;  tres  marjales  escasos  en  una. har^do  23,  y  ni»*  ****  o* 
la,  Plaza  Be#l ;  que  df?pyues.del  foilscimiqaiQ  de  *n  wiridfWQW^i*- 
posicio/i  testanieutaoNla  ce&rtó,  s*  babia  íKfHUflmrfftfeon.  alr^odíuto 
de  los  bienes  relictos;  peso  no  siendo  bastantes  se  babúfc  viqto  eu,l¿ 
nc  cesidad  de  enajenar  sus  muebles  y  desfluqs,  los  ratona  qptjfi  bítfwwfc 
correspondido,,  deseaudo  excusar  hacer  usa  de  la  facultad  fuá  la  h&r 
bia  conferido  su,  marido  de  enajenar  sus,  bienes  bmdiüjriaa;  ctyi$  '  efc 
el  día  la  era  entera  mentar  imp<MH¿rife  dictar,  p*r  iftfc  tieqpjp  libWM 
jenacion,  porque  se  veía  a menaajfcto,  de.  ejpowiaikgo*  deudas*  cea» 
traídas  para,  atender  A  sn.  mamüsfloter*  y*  gpsto^  de  1a&  qafeupftAtfles 
que  habia  sufrido;  n$í  era-  que.  hasta  el  <#a,17  de  tyieto  de  1861  aco- 
daba á  Cecilio  Bivera,  ppc  razón  de  dichas  alimentos*  3.0Q0  r$*,,  ba<- 
biéndolo  así  declarado  en  su  testamenta:  <*ue  después  habia  recibido 
varias  cantidades  cog  eí  mismo  objeto,  viéndose  por  esta  raj&on  qn  U 
necesidad  de  venderle,  en  pago  de  loque  le  adeudaba,  los  bteaes.qae 
le  quedaban  y  PQseifi  por  fallecimiento  de  su.  mencionado  esposa,. que 
eran  los  que.  qpedabpn  relacionadps;  ^  en  su  vijrtqd  ,  pisando  de,  fo* 
facultadas  que  pí?r  el  misipq  l^.estataa conferidas  en  $#  citada  test*- 
mentó,  yondia  las  mencionadas  finqa&á  CeqUio  &i vera.cojfc  iQsxensq? 


«aeaafere  las  miañan  gravitaban,  y  además  por  I*  eanlidtd  Jifutte 
*  H.W0  rs.,  en  los  que  ae  bailaban  ipeltudoe  U*  3,000  ffuaeik  so 
taslaaseeio  referid*  eapreed  adundarle ,  quedando  N»  %<M>f  reatóles 
beata  «Ü  vafee  afeapleto  de  k»  ftaott»»  **  poder  dal  <e#a*pradfl!r,  p*ra 
estregarla*  *  la  üoiRaale  ácgaa  i»  toare  «e<»estt*nd*»  dijo  «114a  la 
fsoftttwia  toa  apórtanos  recttxfr.  - 

Ifaénoada  «pe  ÜMM  «e  Tarrw  fcrUeaW  en- 19  da  Febrero-  <W #•* 
da  I*»  p  f*s  añ  5  de  Dtataatte  ertefcMrdnfi.  *ftt  JrtnwMvwMBe* 
dá  é  isidro  Cervantes  Illeaaa*  i*4<*neft*t  otyeftp  d*  «ele  plettft  pitia 
jaeat  éeéltraaa  «ala  ai  miM  <te  v*»*  **Mtredo  á  ftv<»  d*Ce- 
cMpJBWit  4a  tea  e*eftoé«*ae«f)»eftda#á  la  herencia  JwfcvflMwie 
efe  laafcéfr  éaTdfrtai  7  púa  d*pnea4d  *  fWleeiinietto,  á  to4e  pror- 
pMnd  jHtea  q*e  IwWfln  sida  ineifttidoe  tos.  deamndtntea*  condenearte 
á  ñqnel  é  qo*  ee  lia  entrenara  ea*  íes  frutee  predtioWos  y  drfMdop 
pfcrincftr  deéte  el  fitUeeteieoN  d*««vieltot devetffendo  ademen  eWpr. 
pana  ée  laa  «eatw  de*M«etoe  m  t*  ¡expediente  tía  Marbete  4»  pp- 
seaHmt  nn  -qae  bebían  sfcto  eonddftadee  loa  deinaiidaatefc  par  haberla 
pedido  da  las  flacas  del  usarfrvota  «nmdo  éste  terminó  f  «n  k»  4e 
asta  pleito  3  llegando  «o  «payo  de  sn  preteneton  que  lt  enafeMeton 
ara  si  andada  ,  porque  tutor*  era  un  fclftepie  Jornalero  *ue  «*\*0#a 
sfcpttr  enttidadee  como  las  lina  de  ftgnrdfeen:  (fita  éM  na  stéadoíe, 
tampoco  aratlria  eftcact*  por  eatetftr  el  nanfruatuari»  «k*  donrtnto 
pierna  al»  qae  podfeflt  etmbiNnee  con  la  atrtertatthm  eonaadMa  por 
al  teetedor  á  t*  viuda  aii  eiao  de  nebeatda**  ptfefr*ela  *D*dtaion  no 
podía»  eaiatff  cuando  tota*  éc  «He  «uso  loe  producida  4*<toe  -Manes 
que  babfa  recibido  á  la  muerte  del  marido  eran  saftaíen***  ¿  eufra ir 
sos  fiecesfdadeej  y  qué»  e*«lsof  tetó*  lar  u»wh«»aa»i^  Híos  d«  acui- 
tar laa  ventas  ^oa  prayaetateti  y  ajeeatakan *  preuotfiaa  eicpedientes 
cea  ettatkm  de  km  fceraáense  da  la  propiedad  para  juallfíaar  Ja  aer- 
téza  de  la  necesidad  i 

Resultando  que  Rivera  Impugnó  la  demanda,  sosteniendo  4pe.fl 
pNrfoelo  de  iod#s  loa  Menea  retidos  na  Jnslnfta  *  cabrir  ai  4*9*  con 
miseria  tas  nenaida**  da  la  vida,  pato  pina  g»a*  parle  de  jffwHgs 
eran  mueble*?  y  además  la  particioi!  la  había  oaqsado  gmtes  de  con- 
sideración :  4«e  su  alineada  edad  *no  le  parmltia  trabajar ,  y  laa  ao- 
fertnedades  qm  babia  padéaldo  la  heMai»  ocas'oaado  Atajaras  «fiados; 
y  que  ¿un  cuando  era  cierto  que  la  modesta  fortuna  del  deíaaadado 
do  le  habría  permitido  tocar  de  una  vez  el  total  desembolso  de*  im- 
porta de  I06  bienes,  no  era  tan  apurada  sa  situactoa  que  no  bebiera 
podido  hacerlo  de  la  manera  paulatina,  pero  cantinea,  conque  batyap 
tenido  efecto  sus  adelantos: 

Resultando  que  practicadas  por  una  y  otra  parte  pruebas -ao árelos 
hechos  alegados,  dictó  sentaacia  el  Jaez  de  primera  ¿astaac^  d^cla- 
raado  la  solidad  do  la  venta  hecha  por  Isabel  de  Tarrea  4  favor  4e 
Cecilio  Rivera  de  las  Socas  redamada,  oonden¿nd<4e  4  «iXr-egarlaaA 
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los  demandantes  con  ios  frutos  producidos  y  debidos  producir  desdé 
la  contestación  á  la  demanda ;  debiendo  aquellos  abonar  1  Rivera  la 
cantidad  dé  á.OWrs.  que  había  confesado  Isabel  *d¿  ftorres-  en  *«r  tes- 
tamentó adeudarte!  y  qoe  la  Sala  ¿rtawr*  déte  Audiencia  dé  Grana- 
da «Mermó  esta  sentencia  en  7  de  Octubre  de  1W,  eb  cuaBtttheeia 
relación  A  la  nulidad  de  la  escritura  y  entrega  de  fas*  fincas  objete  de 
ella,  revocándola  en  el*  partículas  en  qde  declaraba  responsables  é  los 
demandantes  al  pago  de  9.400  rs.  á  Uvera ,' acerca  del  «nal  aele  re- 
ser^dsü  dereeho  part  el  juicio  compéteate : 

Resuttaadfr  quo  CecttioWvera  Cobos  interpuso  recurso  dfe  capacita; 
y  sosteniendo  qae  la  autorización  que  José  García  Gotttaito  tobeedtd 
ú  aa  mujer  para  vender  los  bienes  del  usufructo  fué  lata  y  sin  ¡res*-' 
tHecioñ  alguna,  sin  que  en  ella  existiera  la  obligación  de  justificar 
pfévfamentela  necesidad  de  venden  y  que  sin  embargo,  esta  neo&i- 
dad  resultaba  justificada  en  les  autos;  citó  como  Infringidas  la  ley  fc\ 
Ututo  38»  Fartida  7  A  y  la  doctrina  establecida  en  conformidad  á  elle 
en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  88  de  Enero,  ti  de  Fe* 
torero,  «8  de  Junte,  26  de  Setiembre  y  80  de  Diciembre  de  IMi  y  16 
de  Enero  y  94  de  Marzo  de'  1863,  según  la  que,  las  palabras  de  los 
testadores  deben  ser  entendidas  llanamente  y  como  suenan,  y  sólo 
cuando  pareciere  que  su  voluntad  fué  otra,  puede  prescindirse  de  su 
letra  y  significación :  que  cuando  las  palabras  no  son  dudbsas  deben 
entenderse  como  suenan  ;  y  que  cumplida  la  voluntad  de  un  testador 
por  actos  irrevocables  que  reciben  su  eficacia  dfet  mismo  testamento, 
ya  no  es  posible  alterarla  ni  destruir  los  derechos  adquiridos  en  vir- 
tud de  esos  actos. 

Yftto,  siendo  tomante  el  Ministro  8.  José  Manía  Haro. 

Considerando  que  en  las  cuestiones  que  se  promueven  sobre  inte- 
ligenoia  y  aplicado»  de  lo  dispuesto;  por  un  testador  en  testametrto 
legalmente  otorgado,  la  voluntad  de  aquel  es  la  iey  que  ha  de  apli- 
carse: 

GbnSiderando  qae  José  García  González,  en  el  que  otorgó  en  1*  de 
Octubre  de  18fS  y  bajo  del  cual  falleció,  instituyó  por  su  única  y  vttf- 
nersdt  heredera  de  todo*  tus  bienes  á  tu  mujer  Isabel  de  Torres  para  que 
ló$  disfrutase  durante  su  trida,  con  toda  independencia ,  pudiendo  enajenar 
el  toda  ó  parte  pura  tu  manutención  y  vestido  eñ  caso  necesario  de  ton- 
sumir  he  suyos:  ' 

Considerando  que  estas  palabras/entendidas  Nanamente  y  como  ellas 
suenan,'  demuestran  que  Ja  voluntad  del  testador'  fué  que  la  misma 
Isabel  de  Torres  fuese  la  que  graduase  su  necesidad  después  de  con- 
sumidos sus  bienes  propios ;  necesidad  que  consignó  en  la  escritura 
de  'tí  de  Noviembre  de 18«:    •-  ,      < 

Y  considerando  qae  la  sentencia  de  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia déGraftada  ,  que  declara  la  nulidad  de  acudía  escritura  cob  to 
demás  consiguiente,  irtfWnge  la  doctrina'  sancionada  cb  las  sentencias 
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dr^ste  Tribunal  Supremo  que  en  apoyo  átít  recurso  se  titán;  twtñor- 
aé  totvíb  dispuesto  en  la  ley  5.\  tít.  9S  /Partida  7í*;  y  q*ef  equivo- 
cadamente se  dice  del  tít.  32 :  4 '  *'  *    N  *m 

Ftflfads,  qué  tfebemrt  destara*  y  declaramos  hÜtáMufear  át  t e- 
cm*' de  tasación  ftiterpueafo  por  GécrHo  lHter* Cobos,  y  etrsü  cofr- 
séceeflcfacasatm>s7  anulamos  la  sentencia  tyue  eir*?  de 'óctútoNr  tfé 
IWdfcW  la  Salar  prttnéhi  de  te  ÁtidiéhcW  de  «ranada:1  "'•  w  ' " 

Asf  por  esta  nuestra  tfettentfh',  que  'Se  ptfbii«rá/  eto  toí  6toftf*y 
se  insertará  en  la  Cdeeci&n  te&ktto*,  pasándose*  aTefé&íT'fcé'cdjHte 
necesarias,  lo  prommciatoos, '  manéateos  y  ffrikatofos ^■táHM*nttr- 
cfa.^osé  *.  Cáceres.±=Laurrfeaná,dc  ArHW*:  =*WateWtti  OWfeMft.^ 
Francisco  María  de  flastÍÍfa.=José  María  mrd;=^^q^1rt  ■  JaftfiWfr.  '- 

ftiMfcacfont'  •      •  •  ■•-.•»  n»;«  .•:•*!«- ..*.--  i> 

téfttey  publicada  fuá  l*  anterior*  tfttteftclá  pdréi'  Htiío¿  W/'Boü 
José  Marta  H&ro,  Ministró  deltribtn^f  9frprttóa  d^T/^1dtt;  '^«ild^ 
ctíébraridó  audiencia  pública  eii'MfSMaí  phftiéra  del  tatemé,  eFdftflíe 
boy  ;><!e  qué  éertiftco  como  Efecribárto  d^Ctaara:'    •  »'  '■'  r,w  '"'■  ; 
•  de  Octubre  de  tíí9.¿=Grtgetlo'  Camilo  «arda;    ■     *  rr 

I-    ...       •     ■.  •  i         'i  -■;  *  ■  •••;-     1*     •         i,;,        '.<•   f    <  '•'- 


,t 


'      '  Hiím.  '56.  ••:';"1  ""'•  • 

'    r,    '» 

€ASA€WN.~SAU  PRWIKRA;        ,  ,       '    : 

Tercería  de  díómpíiík— Sentencftt  de  81  (fe  Ocíhbfé,'  dfolataédU'nb 
Ü^bér'lugai-  á!  recurso  de  casación  ihtórpliesfó  por  l>. '  Yfeédte 
Gartíá  Díaz,  contra  la  pronunciada  por  Fa  Sata  ségtfhdh  wlh 
Aadiéhbia  de  Valladolítí.  en  pleito  cem  Julián'  GÉrcfaWl^do 
v  otros,  ;v" 

Eff  su  fínico  considerando  se  establece:  '  »'  #l  ,}  '•*;•"■' 
#éíé  en  /ü*  tercerías  de  dvrhinio  intetáú&ai  sbWétbs  biehtis 
embargados  por  una  ejecución  despachada  eñ  futió  f  dé  tfffií^toó 
puede  decirse  rigurosamente  demandado  al' ejetvMdb  /  ñtaóbrr- Al 
ejecutante  para  los  efectos  de  la  ley  4.\  til.  15,  Partid&Z*;  p&p- 
aue  las  confesiones  del  ejecutado  nú  puedknleker  el  tktbfn^u&  ta 
ley  da  á  las  que  hacen  los  demandados  m'júk^^iúaYió/Hüda 
ves  qué  *los  intereses  de  ambos  son  distintos.       *':h  ''"■ r  '  V 

En  la  villa  de  Madrid,  á  8  de  Octubre  dtf'ISM,  en  lel'lJMto  ttguMo 
en  el  Joqgadodc  primera  fntftahcfá  de  Peílaranda  de  !>h¿flnW*itó7  eh 
la-  Sala  spptmia  de  hi  AndieneUt  der  VrilKNémi'  p#l»  VtonfcV'tftrcíft 
f)m  cori  Julián  García  Mgado  y  Wannel  f lita  Nlcttyrwl>re  teroerta 
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de  dominio;  ( pleito  pendiente  ante  Nos  por  recurso  de  casación  ¡nter- 
ppesto.por  el  demandante*  contra  la  sentencia  que  en  ,11  de  Diciembre 
de  1868  dictó  la  referida  Sala  : 

Hesitando  que  Julián  Garata  Delgado  solicitó  /en  33  delt^ra*  de 
1867  tí  embargo  preventivo  de  bienes  de  la  pertenencia  da  Manuel 
Plaza  Nielo  «^-especialmente  de  tres  üosiUos  .que  sabia  tenia,  aufl- 
cicptes  á  cubrir  la  sama  de  10.050  ra.  que  le  adeudaba  según  eaeri- 
tura  de  19  de  Marzo  del  afio  anterior;  y  que  estimado  el  embargo, 
tuvo  efecto  en  tres  novillos,  manifestando  en  dicho  acto  Andrea  Ca- 
betes, totear  de  Vicente  García  Dtoz,  que  pertenecían  4  su  «prido» 
hallándose  en  casa  de  Plaza  por  no  tener  ioeal  donde  tenerlos,  sin 
per|9tekv  de  lo  ¿nal  se  llevó  adelante  el  embargo: 

Resultando  que  en  15  de  Abril  siguiente  dedujo  Vicente  Garata  la 
demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  que  era  dueño  de  tapires 
novillos  embalados  &  instancia  de  Julián  García  Delgado,  bajo  *1  toteo 
«suptfpsto  de  corresponder  a)  ejecutado  Manuel  Nlet9  por  haberse  en- 
contrado recogidos  en  une  oficina  de  **  casa ,  habiéndolos  comprado 
pocos  dias  inte*  á  sus  anteriores  dueños,  acomodándolos  en  la  cuadra 
de  Nieto,  que  se  la  habla  ofrecido  por  haberse  arruinado  la  del  de- 
mandante ;  pretendiendo  en  su  virtud  que  se  alzase  el  embargo  de 
dichos  novillos ,  y  que  se  le  entregasen  como  su  único  y  verdadero 
dueflo: 

Resultando  qve  con  su  demanda  acompañó  un  documento,  exten- 
dido en  papel  sella**,  d  tinta  4o  fafr  M*uU#l  Geifcfe  y  por  el  Alcalde 
de  Valdemierque  D.  Luciano  Bogero  en  20  de  Marzo  de  1867,  en  el 
que  se  expresa  que  Garcfa  había  vendido  con  aquella  fecha  á  Vicente 
Garata,  ert  la  cantidad  de  809rs¿,  un  buey  de  la  edad  y  señas  que  so 
expreann;  y  dos  certificaciones  del  Alcalde  de  MarUn-.ttnov,  de  fecha 
19  de  dicho  mes.  firmadas  además  cada  una  de  ellas  por  Mateo  to- 
«gerp'y  f>araiQftO  Sftnchrz,  expresivas  de  haber  vendido  én  aquella  fecha 
cada  uno  de  ellos  á  Vicente  García  un  buey  de  las  señas  que  se  ex- 
presan, en  precio  de  80  y  125  escudos  respectivamente: 

Resultando  que  suspendidos  los  procedimientos  de  apremio,  con- 
testó á  le  demanda  Julián  #areía  Delgado,  redarguyendo  de  falsos  ci- 
vilmente los  documentos  presentados,  y  asegurando  que  Manuel  Plaza 
habia  tpmprado  para  si  los  novillos  embargados;  y  que  la  Supuesta 
ruina  oeurrida  en  la  casa  de  Vicente  García  Díaz  era  una  superchería 
con  que  éste  se  escudaba,  siendo  por  tanto  deíestimable  la  demanda 
de  tercería,  como  infundada  y  caprichosa: 

Resultando  que  el  ejecutado  Manuel  Plaza  Nieto  manifestó  qu<?  no 
quería  hacer  la  más  pequeña  observación  á  la  demanda  para  que  se 
la  considerase  justa  y  precedente,  pidiendo  que  se  le  taviena  por  re- 
tirado del  pteHe,  y  que  en,  efecto  se  le  hubo  por  separado  de  él: 

JKesaktftdo  que  practicada  por  una  y  otra  parte  prueba  de  testigos 
pefere  le*  hechos  alegados,  dictó  sentencia  el  Jue*  de  primera  instai}- 


de,  #*  oeáfertaét»  tu  dé  Meteatbm  de  1M8  h  Sel*  SfgMdn  4*Ji 
Aadfeati*  *  WttdofM,  «baol  viento  ár  JirtíMi4eroh  d*  te  deMftdt* 
y  declaraos  de  te  pertefteacln  de  Manwrt  Ptaan  la»  trae  rm  é«* 
víllos  objetad*  «todUn*  abAntosa-ea  «n  cnnanyunmiB  fcvsiwfMSion 
acordada : 

Resuliaado  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidas :  é 

1.*  Al  declararse  de  la  pertenencia  de  Manuel  Plaza  las  reses  in- 
dicadas, absolviendo*»  V  iMa*  UHm  á*  \k  <ft**tlda,  cuando  su  ca- 
rácter eran  rarts  bien  el  de  demandante  que  el  de  demandado,  y  sin 
que  ni  aquel  ni  éste  hubieran  hecho  pretcnsiones  en  relación  con  las 
dectoroiftirs  d*  la  Antenoto  te  las  1tatitett.-.f»0Ma  1?,  aogpu  H 
cM  M».jft  vbM*M  jjtfci»  *»*  dé  «i  jpagsdor  ¿obre  Msa,<pp  no  .fué 
dgiaftudedá.  aiwe  4v  y<  en  1*  atenei*'  en  q&e  ü&<  portes .  bicieroftéus 
rmfedMU^,pmá)$iwe&t     . 

1*  La  ley  4.\  tít.  13  de  la  citada  Partida,  porque  siendo  el  verda- 
dero interesado  en  contradecir  la  demanda,  el  ejecutado  Manuel 
Plaza  la  había  reconocido  jo***  %  procedíate»  prestando  su*  opffor- 
árida*  *  ^tav 

i;  ¿*  Ugv  %  tg.  f  4¿  la  propia  P^rtifta  *.\  porque  «1  btya  éet* 

impoW  al  demandante  la  obligación  de  probar  su  demanda  si  te  otra 

parte  sa  la  niega*  en,  el  momemo  ea  %*&  *l  deipandado.  Manuel  Plaza 

había  predtado  su  con£drml4jad  4lope4i4o  pee  el  defraudante,  .bafcia 

cesado  en  é*ta  1^  obUffiMito  á  ^<^si$ad  90»  dicha  ley  la  imponía. 

Yieie.  síénity  Rwptt*  «*  Ministro  D„  ValeuMn.  Garrald*.* 

Considerando  que  en  las  tercecife  de  dominto  intentada*  sotar*  las 

,  bienes  embargados  por  una  ejecución  despachada  en  favor  de  otro 

bo  pneds  ctecirse  rfraaoanmortta  dnmanriado,  at  efcteuiad*  t<  ai  «cwr  al 

fjeentmt»  n**  lo*  efenltt*  dfe  k  ¿fe§  *V  ttt«  ftvPartidfe  8.*,  ptnqpe 

las,  eqdftnfljríen  det  fijnontado  no  puede©  toser  ol  valor  «pe  ialoy  dn 

i  Ins  qm  baca*  toai  dntnandedoe  en.  jnkfe  erdinnri* ,  parque  loa  i»* 

teresen  tetabas  son-  diatintos»  pot  I*  qu+  tto  son  apUcqfetes  *l  49a* 

de  nulos*  ninpma  4*  la»  tre*  leyes  qpe  sn  cita»  como,  rofriqfidift 

Faltan»*»-,  <ya*  defeejMsi  ¿enlatar  y  decidamos  no  haber  logar»  al 

teenp.  dmtjaaacion  interpuesto*  per  IX  Vicente  Onreia  Wat,  á  qatea 

condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  eautionr  4M 

peprft  ai  wáese  &  mefoft  farUtpnt  y» onf  lásceosla* ;  deveJMdndoae'  los 

antoja  .IftJtndienoia  da  VaWadolid  <ww  UtoartUicnoiM  correspondan** 

As*  par  estst  maestre  sentencia1,  que  se  pufeünert  en»  la*  £*****•  y 

se  ¡Aventaja' en  la  Cobra»*  hgMatim^  pasándose  al|  afecto  tes,  copine 

Depesintos,' lo  pronunciamos,  mandamos,  y,  ftwamo*=3&feurtolo  $ajr- 

cía^=Jae¿  Mairía  Cacares.  **LaanenfK*d*  ±rrt#te.»VatoKin  GnrrakhM** 

Francisco  Mafto  d0€natilln«eaiosé Mam  HattN=a4oaqnín  Jnujjian»    :    • 

PubUcneien:;-  i  •<  • . 

beida  7  publicada  fué  la  anterior  aentonei»  {M>r  el  Jta*  Sm.  9^ 
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¥akmtíft  GarratóH',  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando  atídi<?n<íiá* pública  en  la  Sala  primera  del  mismo 
ti  dfe  de  Hoy ,  de  4uc*  certifico  <femo  Bscrttano  ,de  Cámara.       >: 
-    lfe(WeP8  de  Octubre  de  1809.«Gregorlo  Camilo  García.  ♦    • 


■i. 
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Tercería  de  noimio.— -Seütoflcto  de  8  de  Octubre,  declarando 
no  haber  lagar  al  recorro  de  casación  interpuesto  por  Josefa 
Rodríguez  y  Soarez  contra  la  pronunciada  per  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  la  Corufla,  en  pleito  con  losé  Rumbo' Ca- 

*  cheito  y  otros.  -.»■.... 

'   Bn  los  toNstOERAffeos  se  establece: 

1.°  Que  conforme  á  (as  leyes  y  á  las  buenas  doctrinas  d&  ju- 
risprudencia ,  corresponde  *  siempre  al  actor  en  el  juicio ,  justificar 
sui  aserto*.  ' 

2.°  Que  eh  las  tercerías  de  dominio  provocadas  en  el  juicio  eje- 
cuiten,  se  conceptúa  actor  al  que  las  promueve.  ' 

5.*  Que  en  la  sociedad  etinyugal  se  repulan  como  bienes  perte- 
necientes á  la  misma,  los  que  no  se  justifiquen  distinta  y  señalada- 
mente procedente  uno  tí  otro  cónyuge. 

•  Eft  la  villa  de  Madrid ,  á  8  de  Octubre  de  18(19  i  én  los  autos  que 
en.  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Coftrfia  y  en  la  Sala  tercera 
dé  la  Audiencia  de  la  propia  -ciudad  lia  seguido  Josefa  Rodríguez  y 

Suarf  z  con  José  Rumbó  Cachero ,  Juan  de  la  Fuente  Trigo ,  José 
Fernandez  Rérmudez  y  Juan  Carril  Fuentes*  y  en  rebeldía  con  sa 
marido  Francisco  Várela,  sobre  tercería  de  dominio;  autos  pendientes 
tote  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  U  deman- 
dante contra  la'  sentencia  ,  qué  en  22  de  Setiembre  de  1W7  dictó  la 
referida  Sato :  i  i 

Resultando  que  por  documento  privado  de  7  de  Enerb  «do  1816, 
otorgado  ante  testigos ,  y  sobre  coya  falsedad  6e  formó  causa  crimi- 
nal ,  D.  Manuel  Vázquez  vendió  á  D.  Antonio  Rodríguez  la  parte  que 
tenia  de  tacata  que  tete  habitaba ,  y  además  una  partida  de  monte 
rn*  rt '  coto  de  Bontureim  ♦  apuas  vertientes  al  monte  de  Domingo 
MouftK  de  50  ferrados  de  sembradura';  otra  partida  desmonte  lla- 
mado de  Reíamos  ,  de  130  ferrados  do* sembradura ,  agüe*  vertien- 
tes al  rio  de  Silva  mean  ;  otra  partida  de  monte  llamado  Silwnean, 
de  $30  ferrados  de  sembradura,  y  una  semana  y  Id  mitad  de  otra  en 
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tí  noltoo  al  sitió  de»  Regato»  m  íteany  toddeh  ptfcio  y  cuto**** 

líürmne*?1  •-  ■•  •••-  •"  -  •      •     »  '■•»    •  ;.»..., 

Resultando  qae  por  eéfcrtofo  ptibileade  t  deHaye  de  M5I ,  Harta? 
Saarez ,  rfartá  del  Antonio  Rettftgfaes»  'WAdtf  *  ¡tan  Canil  e*  aprecio 
de  MO  rs.  una  heredad  nombrada  Cortinas,  y  por  otro  nombre  Id  Tra- 
tesa,  de  un  ferrado  de  sembradura :  . 

Resultando  que  la  misma  Haría  Suarez  y  su  hija  Joaeflt  Rodrh* 
guez,  soltera  y  mayor  de  edad;  vendaron  por  escritura  de  1/ de 
Octubre  de  1859  $  Silvestre  Vhréla.'oár  precie' de- 2.600  rs» ••,  lo» tres 
cuartas  partes  de  una  pfeza  de  brafíon  al  sitio  das  Barcias,  toda  *fte 
de  18  ferrados  de  sembradera,  expresándose  que  la  mitad  dé-la  mis- 
ma  Correspondía'  arta  Hartó  Sbam  por  sus  ganantes,  coma  adqui- 
rida constante  su  ttotrimónio ;  una  cuarta  parte  4  la  Josefa  por  he* 
renda  de  dicho  su  padre  Antonio  Rodríguez,  y  la  restante  é  aR  M)# 
y  hoAnarid  respective'  Andrés  Rodríguez  ;  f  por  otra  escritora  de  7 
de  dicho  mes  y  afio,  á  Antonio  de  AAon,  en  precio  de  í.lH  raíles, 
las  tres  cuartas  partes  del  prado  nombrado  de  Hariflalobo  y  las  tres 
cuartas  partes  de  la  plata  labradía  nombrada  de  Grocosal ,  mixtas  y 
por  partir  con  la' cuarta  testante  qbe  correspondía  al  citado  Andrés 
Rodríguez:    •   '■     • 

Resultando  que  en  84  del  mismo  mes  de  Octubre  de  18Btf  la  Josefa 
Rodríguez  contrajo  matrimonio  con  Francisco  Várela  y  en  í  de  Di" 
ciembré  del  propio  afio  se  verificó  entre  ella,  su  hermano  Andrés  Ro- 
dríguez y  la  madre  de  ambos  Haría  Suarez ,  por-  el  contador  qué 
nombraron  y  ante  testigos,  un  expediente  de  particibft  de  Melles,  def 
que  aparece  que  &  la  Josefa  Rodríguez  *se  la  adjtkdieáron  por'su  legí- 
tima paterna  las  tres  cuartas  partes  de  la  heredad  labradía  de  Cube- 
la  .las  ttes  cuarttfs  partes  de  fe  "cerradura  y  monte  de  Cebblefrosv  la 
mitad  de  la  líe  redad  dos  Luréiros  de  Irbajo ;  la  heredad  labradía  dbs 
Luciros  dé1  arriba  y  las  tres  toarías  partes  del  monte  das  Ittttffaá; 
y  cómor  pfbcetf entes  de  gananciales  ,  tes  tres  cuarta  partes  dé  la 
heredad  labradía  del  G  rocosa  I,  igual  porción  en  el  prado  de  Marffia- 
loba  y  el  prado  de  Barcia ,  también  en  sus  tres  cuati**  parte*,  adju- 
dicándosela^ restantes  de  los  expresados  bienes  á  su  hermano  Andrea 
IWdri^déz'^    '■•»■'-  «...  -     i.;..  . 

Resultando  que  por  escritura' de  2  de  Hayo  de  1800/Háriuet  Feb- 
náridefc  y  Francisco  Várela,  para  transigir  cierto  fitigio  f  dMétoneMs 
qudtéhton  ^elidientes con  motivo  de  tos  bienes  que  prp-taOtriió  ha- 
bía á*tuhido  él  Manuel  Pernander  de  Josefe  Hodrlgnefc  ,  mtfjerdéi 
Vattlri,  pacta roh:  primero,  que  Uánuel  Fernandez  contlritíára-én  la 
presión  ,  tehenáa  y  propiedad  perpetua  de  to  pieza  iwmbifed a  Cor- 
tifia*;  sita  en  tí  expresado  lugar  de  Frean',  en  la  que  no  se  com- 
prendía la  denominada  Traviesa ,  por  corresponder  al  Francisco  Va- 
Mk  Óon'ítititiVo  de  haberla1  recobradlo-  de  Juan  Carril .  que  la  adqut- 
Yim'd&tiú  suegra  Htirtt  Súarez  ?•  Segundo,  y  que  la  de- la  Sobarra 


Í59  f  ftlBUJGI*   SURtON)  JWWfTICfA. 

«dato  tome ,  w  teta  tfde  **|e*  del  MmUefte;  pasaw  fete- 
gra mente  desde  aquel  día  en  posesión  y  propiedad  al  Fraw&po'  ¥ft~ 
«fe  v  qu  Jspwyffrclo*  <*e  i»  mtf«r  ****  fl^ríf  ua* .  c#*  fr  *« 
«i  4M  feUaatf  ¿Moflió  Itffftfne*  y  deflws  Jtiewf  «UkvmKs  á  ella. 
*b  ej  Kiwtoep  d#  ta*  *  Wr  (te  fleifok*  4»fl  *e  ?agptp4  por  dicha 
heredad  de  Sobarra,  toda  vez  que  d*  .cojuwio  le*  bWWift  *0fw  U 

deto<Port4&*:  . 

RgmJtando  nw  en  gf>  da  Abril  de  Í8$3  4  Gpbewütor  ctyU  de  U 
ftmtt  .  £n  vfcj*  de  un*  solicitad  de  Frawfeco  Várele,  jjue  W99  le- 
gWm»  ¿ueftp  de  tine.penioft  de  terreap  y  pipote  tjujl&dp  (le  Cebo- 
lata*.  afc*  t»4  luga*  da  Ftem,  *»  proporta  cerr^rip  pew  etUpr  de- 
finí Itrjfeipó  ai  AUftfcfc  de  ArMMJo  440  habja  acordado  al*ar  Jft  *ujta 
q«e  *  heWa  impuesto  al  Mtoúo  VareU  y  pawülrle  41  fierre  del 
«pitft  según  solicitaba  : 

AeftnilAodo  que  presentado  por  Ffaociece  Várela  fg  jM  jie,  JUwo 
de  1IM  M  dpetiraepto  prfvado  de  7  de  Eaetg  40  Mil  a)  Rearad or 
de  Jp  twWad  de  fci  Gtrufia,  y  remUido  per  ésty^l'Jw^fjo,  atendí- 
dos  toq  fláreetáaes  de  falsedad  que  presentaba,  se  {ergio  la  e^nttspou- 
¿Jenie  cavt  criminal,  que  fu¿  sobreseída  en  U  ffc  ppviejpbr*  de  1861 
con  la  calidad  de  por  ahora  y  sin  perjuicio  de  continuar  el  pro£edi~ 
uiieWP  #í  e|)  lo  pueealvo  aparecieren  miev<p  «rirjtos  í  to4o  en  aten- 
clefi  4  qpe  *¡  bien  aparecía  comprobad^  la  f#l$4dad  de  la  fritura 
eiflIQto  d#  *e»J*t  prasg«tad#  ppr  Frqnqj^o  V^rei^  aj  fypj}ist|radqir  do  k 
tytypiadad,  no  se  había  conseguido  el  defrPUbriiajefUp  &l  autor  ó  au- 
tores da  le  misma ; 

Hesitando  qw  en  la  citad*  c*u*a  d# clararpn :  Francisco  Várela 
qiw  i¥>r  herencia  dp  su  auegro  Aptonio  Rodrigue*  teqla  y  poseía  la 
$fss  en  que  habitó  éste  y  $1  molinp  al  sitio  do  Befado,  creyendo 
tener  derecho  di  solo  i  los  monte?  dQ  Vpn|ureir4  ,  Retan íps  y  Silva- 
moap  ¥>r  herencia  también  de  su  suegro  {  y  Andrés  ftodrif  uqz,  qua 
jpr  herencia  de  su  padre  Antonio  Je  correspondió  J#  iuila<J  de  la 
cm*  que  tenia  en  el  lugw  de  Freaif  ,  i*  cufd  yendíp  a  sq  fQnvecl- 
np  Manual  Fernanda*  y  tote  ppsiefiérmeat^  ¿  Frfip^ispe  Varóla» 
rtu^pp,  en  representación  de  w  fPUjer,  de  la  otra  qitad ,  por  lo 
cual  la  poseía  toda :  que  también  heredó  y  poseía  por  herencda  de 
di^o  «H  i*dr^r  «tn  pe^ye  d»  Uerra  al  ^Hio  dos  Lour^jro^  •  y  ptro 
MKifW  4f  RrMo  al  $itio  (la  MarlSalQl^á  f  sin  qup  poaeyase  otr^  co^a: 
qHf  (qs  w^ru^  llagados  fioptaretra ,  ftetaows  y  Silyfnnean  yen  y 

^itmpj^  estuvieron  habido*  cqpq  cppjuqes  ftp  ledp  pt  ^efljpfjarib, 
W^  JawAs  su  pedre  les  hubiese;  tenido  pomo  $j)yos;  y  fliie  el 
WH W  ¿Q  i^S^dp  la  peséis  su  cufl^do  el  Francisco  Várela»  ígi^irando 
el  tHu¿  que  tpviera  para  ello ,  pijes  nunca  supq  qije  fiubie&e  sido  de 

D#lim»4o  que  ep  12  de  Enero  de  186S  José   tytyipbo  Cacbeiro, 
¿W»  dP  I»  F^pte  Trigo ,  Jq^  Fernanda*  percude*  y  Juan  Carril 


Emnlji  ,  ejegeodo  la  poaetfioo  tnrmetoeriet  fea  qw  venta*  <M  mente 
taeftlead*  iooturelre  y  bomfgg»  Mauro  v  y  que  Domingo  Nnir»  y 
Ftt*pfc*e  *are»#  nhiM»  propasado  A  ffyei*  nftojooee  de  pledra-e* 
4  ppapfcy  aNMté^  pt*  Aovierai  Marrfieto  de  recobrar,  qoe  lié  reedite 
patgeagtorie  tía  18  4*  Setiembre  de  1W5,  condenando  al  iemiogo> 
hstlj*  y  francisco  Tárela  á  le  restitución  y  reintegre  del  terreno 
qué  Jndetoidd  mente  midieren  y  I  jaron,  y  en  los  costee,  oon  las  resé*- 
ns.e0nsigufdniet  ~. 

lesoliaodo  qoe  verificada  le  taaaaUm  delaocoetaa*  y.  espedido* 

andamiento  de  pego  per  9.714  te.  47  gemimos  que  earrppoadia» 

al  f  r*n*Uco  Varete,  bebiendo  manifestado  dale  qoe  no  podía  eettefa- 

certa*  per  eareetr  de  dinero  y  bienes,  pee»  lea  que  aepeciftoaba  eraoi 

<k  semejar  Josefa  Rodriguen ,  se  prooedió  #1  embargo  de  diferente* 

aseblee  y  de  los  ralees:  primero,  la  mitad  de  la  oaaa  coqae  .habitaba 

Vamial  Lago  en  mixtión  con  Id  restante  del  Iráaelsco  Várela  por  da- 

itcbo  de  su  mujer,  sita  en  el  lugar  de  fosen;  segundo,  «oa  pieae  de 

monte  al  sillo  de  Ceboleino ,  cerrada  en  su  mayor  parle,  con  tarto». 

trozoe  sembrados  de  pinos  nuevos,  y  que  según  los  tasadores.  Hadaba* 

eooChouaa  da  los  herederos  de  Autopio  Rodríguez  y  monte  abierto  de 

loa  propios  de  Frean:  tercero,  otra  inoa,  también  de  monis,  &&  p^^ 

oleo  de  pinos  nuevos,  cecead*  por  todas  sns  partea,  al  sitio  que  Us-. 

inabín  das  Rancias:  cuarto,  pira  Haca  de  labradlo,  llamada  Halla  da 

Carilla)  y  quinto,  la  mitad  de  un  molino  harinero  en  mixtión  con  la 

mitad  restante  de  Juan  Carril,  al  aiüo  que  llamaban  do  Bago  4  do* 

látaos  i 

Bofttltand?  que  anunciada  la  subasta  pie  las  eaprasoda*  fipoes, 
prometió-demanda  Josefa  Rodríguez,  mujer  del  Francisco  Várela »  eu> 
II  ile  Mayo  de  1846,  solicitando  qu?  se  le  admitirá*  la  tercena  de  de- 
minifique  proponía,  y  que  en  au  consecuencia  se  mancase  suspender 
-  la  vento  de  ios  bienes  embargados,  y  aleando  el  embargo  ae  la  eMee- 
gaaeo  gomo  de  an  lit>ra  propiedad*  pana  lo  cual  alegó  gne  I*  ce*o  que 
peaeio  oo  la  actualidad  Mapnel  Lago  y  el  molino  do  Regado  boa  bey 
redó»  olla  dp  aua  padree,  qué  los  adquirieron  con  otra  de  Dv  Manuel 
Vázquez  en  el  año  de  1816:  que  la  heredad  da  Uortlfia,  heredada  taro^ 
bien  4e  toa  padres  y  vendida  A  Juan  Carril,  •  fuá  reedfluitida  por  ella 
de  éste:  que  el  monte  dos  Cebóle  uros  y  el  pinar  de  Wrcia ,  por  fca<> 
berso  extraviado  los  dpenmeotos  de.su  propiedad.,  probaria  test  ¡Acál- 
mente come  eJ  la  los  recibió  de  sos  padres*  que  el  pago  dáteoslas* 
como  pena,  sék)  podia  exigirse  del  responsable  inmediatamente)  mea. 
no  de  una  persona  que,  aunque  uqida  con  el  litigante ,  no  bable  to- 
mado fiarte  an  ql  litigio,  ni  en  au  nombre,  se  habia  litigado;  que  adió 
eom  responsables  á  su  pago  los  Menas  de  la  sociedad  conyugal  y  los 
particulares  del  cónyuge  condenado,  mas  no  asi  los  del  otro;  a  que 
habiendo  sido  embargados  para  hacer  efe ctivw  Qbtigaoioans  oo  eou- 

trgidas.por  ella  ni  a»  eifaombce,  procedí*  la  ratitggtat;    . 


Habitando  w*  Jató  ^iwba.C^hfirp  y  coífw^rtei,  en  cantetlj^ion 
ala  dawaoíí.o..  nrotoiÍ4¡epon  <iue.se  ,  ¿asettima^  tela  ,,^&ud  at^o  jan 
su  consecuencia»,  cpujinuar  el  procedimiento  «te  aprendo  basta  hacer- 
les pago  por  cuenta  4a  lo»  bienes  embargados  &  Francisco  Várela  de 
la  cantidad  que  éste  lea  adeudaba,  con  imposición  de  todas  las  ¿oslas 
á  la  demandante;  á  cuyo  efecto,  negando  que  foesen  d¿  apta  loa \  bie- 
nes sobré  que  interponía  la  tercería,  excepcionaron  que  la  responsa- 
bilidad afectaba  á  todos  los  bienes  embargados,  por  cuanto  constando, 
como  constaba,  que  los  poseía  Francisco  Vareta ,  bahía  la  presunción 
legal  de  que  eran  de  la  sociedad  conyugal,  mientras  el  o^ro  cónyuge 
no  acreditase  su  excjusivo  dominio  en  ellos:  que  en  la  escritura  sim- 
ple de  7  de  Knpro  de  1&16,  cuya  falsedad  fué  objeto  del  procedimiento 
criminal,  la  redargüían  además  de  falsa;  y  qué  la  demanda. carecía 
de  todo  fundamento,  y  debía  por  ello  desestimarse,  condenando  en 
las  costas  á  la  demandante  por  su  evidente  temeridad  y  mala  fó; 

.  Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partea  articularon 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia en  íí  de  Marzo  de  1867 ,  1*  cual  confirmó  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  en  2G  de  Setiembre  del  mismo  año,  con  una  quinta  parte 
de  costas  de  la  segunda  instancia  á  la  Josefa  Rodríguez  v  declarando 
haber  lugar  á  la  tercería  de  dominio  respecto  á  la  mitad'  de  la,  casa 
petrucial  y  terreno  das  Barcias,  partidas  1.a  y  3/  del  embargo,  y  no 
haber  lugar  á  ella  respecto  'al  monte  de  Ceboleirog,  Talla  de  Cortiua 
y  mitad  del*  molino  do  Regó  ó  do  Regado,  partidas  2.V  4/  y  5.\  con- 
denando á  ios  demandados  á  que  así  lo  consintieran  respecto  ¡L  las 
unas,  y  absolviendo  de  la  demanda  &  los  miamos  respecto  de  Jas 
otras;  y  declarando  en  su  consecuencia  del  dominio  de  la  demandante 
las  expresadas  partidas  1.»  y  3.\  excluyéndose  del  embargo ,  y  man- 
dando que  respecto  &  la  1*.  4/  y  S.\  continuase  la  ejepuqon  por  sus 
trámites;  desglosándose  el  expediente  de  patfijas*  y  pasafido  con  tes- 
timonio de  esta  sentencia  á  la  mesa  del  Juzgado  para.aeórdar  lo  «con- 
veniente sobre  la  formación  de  causa  respecta  i  las,  enmiendas,  que 
se  notaban  relativamente  al  monte  de  Ceboleixos ,  con  imposición  de 
una  quinta  parle  de  costas  &  la  demandante: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  ia  Josefa  ( Rodríguez  y 
Suarez  recarso  de  casación,  citando  como  infringidasc  . 

.1/  Las  leyes  19  y  ftU.tit.  29,  Partida. 8.\  por  cuanto  aunque  se 
admitiera  la  ineficacia  y  ningún  valor  de  la  cédula  ü  escritura  simple 
de  7  de  Enero  de  1816  como  titulo  para  probar  el  dominio  de  ios 
bienes  A  que  se  referia  su  contexto,  tenia  otro  lítujo  legal  ó  Indestruc- 
tible invocado  en  la  defensa ,  cual  era  la  posesión  por  más  de  cua- 
renta afips  de  les  bienes  embargados  derivados  do  su  padre,  cuya  po- 
sesión era  eapaz  de  producir  el  dominio,  conforme  &  la  ley  14  del 
indicado  título  y  Partida. 

8.*  La  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  loa  Tribunales 


^  •   *  +á 


*#íMi  pMdé  obligarse  &  toa  nutje^  casida  i  pagar  "laí  émdáh 
drsa  marida,  ti  i  laa  penas  pecuniarias  contra  41  decretadas?»  por 
cuanto  probado  como  estaba  que  poseía  todas  laa  flacas  que  fuerza 
embargadas  y  que  su  marido  Francisco  Várela  Tino- de  otro  pue*Mi4 
casarse  con  >ella,  sin  tifcer  bienes  algunos  ni  haberlos  bctytttridQrties- 
pues,  se  mandaba  ejecutar  el  pago  de  costas  decretado  contra  Tárela 
en  las  tres  fincas,  molino  do  Regado,  monte  de  €ebolelros  y  Talla  da 
Cortina. 

V  Y  por  último,  la  doctrina  admitida  por  la  Jurisprudencia  de  loa 

Tribunales,  de  quri  «nfcdie  puede  testificar  ni  *er  eneldo  en  causa  de 

lateras  propio;»  y  la  de  que  «en  caso  de  duda ,  siempre  es  mejor  la 

eoüdiclon  del  que  posee,»  por  cuanto  se  daba  crédito  al  testimonio 

frtoatfgr  dé  Aran  Garrtl  i  de  Andrés  Rodrigue*.  n 

ÍMM;  alendo  fonente  el  Ministro  D.  Fernando  terna  de  loicas. 

enmaderando  que,  conforme  á  las  leyes  y  á  laa  buenas  doctrinas 
4a  jurisprudencia,  corresponde  .siempre  al  actor  en  el  Jalda .  Justifi- 
car ana  asertos ,  y  que  en  las  tercerías  de  dominio  provocada!  en  ai 
ejecutivo  se  conceptúa  como  tal  el  que  la  promueve: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  en  la  sociedad  conyugal  a*  Vepu- 
tatieomo  bienes  pertenecientes  ft  la  misma  tos  que  no  se  Justifiquen 
distinto  y  señaladamente  proceden  de  uno  y  otro  de  loa  urismoe':  -» 
.  Considerando  que  Josefa  Rodríguez ,  recurrente,  no  ba  acredftatfo 
correspondería  por  derecho  hereditario,  ni  én  otra  forma,  tas  fincas 
débignadas  én  el  embanco  con  los  números  *.*,  1/  y  5.\  origen  del 
préstate  recurso: 

Considerando  que  1a  posesión  alegada  cotilo  tíralo  bastante  de  do- 
minio no  ha  sido  demostrada  tampoco  en  la  forma  conveliente  ,'  y 
qué  por  lo  tanto  én  manera  alguna  pueden  ser  aplicables,  laa  leyes 
lfi,  tt  y  «I,  Ift.  **,  Partida  Ia,  que  sé  suponen  infringidas ,  ni  las 
doctrinas  dé  los  Tribunales/citadas  genéricamente,  que  son  Imperti- 
nente* al  objeto; 

Fallamos,  que  debemos  dedarar  y  declaramos  no  haber  lttgfcr  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Josefa  Bodriguéz  y  Suaréz,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por 
que  presto  caución,  la  que,  caso  de  hacerse  efectiva,  sé  'distrlbnM 
con  arreglo  á  la  ley ;  y  devuélvanse  los  autos  a  la  Audiencia  de  la 
Corulla  con'  la  certificación  correspondiente.' ' 

:  Así  por  ésta  nuestra '  sentencia ,  que  se  publicara  en  la  Cafo  líe  de 
Mairt*  é  insertara  en  la  Cotoecton  legidafra ,  pasándose  al  efecto  fas 
copias  necesarias,  lo  pronunciadlos,  mandamos  y  firmamos  .^Mauri- 
cio García.=Laureano  de  Arrieia.^Vaiemin  Garralda^=#ran cfttóo  Ma- 
rte dé  Castillados^  Marta  Baro—Joaquhi  laumara^ertiatt^ó  IWez 
de  Rozas. •"  '  "'* 

Publicación:  '  "J 

liada  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  tí  Bmp.  9*.  Don 
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4djmto<ia:?QiftM&  tota»,  ilpatre  4el„  Trutoaflal  Sttptep*'d*l*9tir 
'i^¿rC8MiidO!.0ftíete'ajDdo,AudMuto  páJplioa  la  Sala  primara  idel  «í4r 
M4'thtl  dift  de-toy*  deutet  mmUjcq  nomo  EsoriteBQ  dQ)ittfn*Mt4e 

.  Jt§fU^;M*0«iitare  0*  1*64 .=*Dionistp  Aotonie  4*fti«.   <.  *.  ..^ 

,-.ü-.-T/-,..     .   ',-¡:         ^;    gj    :         .         ■     •  •    ■      ..,  , 

•  •I  •  *•  •  ijii* '  .■  ■  .       ¡  .  i  •»«♦.    t k  t  .  .     i     >:  •  :     •  .«   •  ••  * 
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Defensa  por  pobre. -^Sentencia  (te  9  da  Oetabfé , .  deolartod*  do 

fattat  f  Jiigpr  il  1  teenreB  de  oaaaoiofr  interptesto  por  Ifcl/uis 

finudls  .jn  en  esposa  l)afta  Jasefa  Aagiiera  i^qtra  la  f  wwutODra- 

:   ti*  ptf"laLSBla^PMMra  de  <lp:  Audieuoip  de  BapoeiofW,  eq  pjett0 

.  joio&.foW*  Mari*  Grases,  olro  y  el  Mimrtejiq  Áiejú*    -    </ 

,  í?«  te  QpNttiiEiuiiMs  so  estableee;  .j 

.  M  &**  k*  de  eúf\r$tá  ia  apretíñcion  que  i*  JSuh  unten r 
ciadera  tmce  fo  kn  prueba»  aducido*  pw  h$  farU* ;  iútmtb 
4&$1re  «/*  .opr  edema*  noi  se  cito  %  ni  dactrity  udmüfa  flfir  lq 

fWWflttlerwh  d$  ios  Tribunales.  •     \-         .¡      ,   r 

•   %v    Qup  ?/  avtiwh  186  ¿fe  ¿1.  Isy.  fo  fiíymimmtouftoü. 

referente  al  caso  en  que  sean  varios  los  que  uitfdM,  ioiwüen  4I 
k&§fra¡*4&  ¡Üí§M>?ok  pobres,  kq  e&  aplicflbkul  m  «M  Mt  'tifio 
sojk-tl  4*0  i»  prtíwfo.  . 

,        •         •        1,  .   •  *      ■'•  *  •    .    ,  ^«  »j  •  .  ■# 

1  ln  1%  T*H*  d«M«lnd<  *  9  de  Qctnbre  dfc  !«69,  enlQSJiutet  que 

fiMl,¿itffl*40  dp  waftW  instancia  del  dlalrita  de  .BaUíctejiegí  la 

Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  ha  seguido  H*  luis  fifttftUs 

y  #t»  eppw*  PoR*  Jqsnft  Anguín»  con  D   Pftblo  ifaitfy  (frase*  y-jOon 

^agifi  Juli^  y  el  Alimono  0«aal».  üobrq  d^feaw  peft.  ppfer^i  «uto^.p^n- 
dipqt^  P^1^  ^°s  eiV  vi?tud  fie  rocunso  4e  ea^pioa.  iottHHtaetft.  ,ppr 
Crp§m  si  su  espora  contra  la  senU^eia  que  en  19  de  tfgrwdq  4if0 
(1LC0  te  f^f«  rWa  Sfln:  ..'■■•'..    1.. 

Resultando  que  en  1S  c(e  Marzo  d^  186?  D.  tuis  Cruel ls  y  Oafía  JO> 
feA  AlKWW«  su  wpjftr,  oontea  quieta.  0.  Pablo  Mari»  Grop&  f  Don 
Hagji)  Ipliá  habi^i?  entai^ladP.  Remanda  f  v>Mci(aixm  qofi  en  atftQtan 
tW#  carecían  fa  pedios  para  setenar  lo»  gasios-del  pieilo  ^  las 
PjHipe^i^a  4  beqepcip  de  defensa  por  pobr-e;  .  . 

qesnUHtóo  quq  G^ftísy  JuJi^  imputaron -esia  aoilcitfd,  alegando 
que  cada  uno  de  los  consortes  Cruells  tenia  bienes  de  crecida  Cuan- 
tía que  producían  renta  para  usar  coche ,  tener  criado*,  babifa*  una 
qya  £  lq  que  \p<\%  perspua  señalarla  un  crecido  infprgt  y  manifestar 
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eo  so  porte  y  yestido  que  bajo  ningún  concepto  les  convenia  el  beue 
ficto  de  pobreza: 

Acolitando  que  oído  el  ProMoto^  tlécal,  y  practicadas  las  pruebas 
que  las  partes  articularon  ,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia en  tt  de  Jnftf|  #fr  'W7/  I?  ****  VWlftd»*  ífL  Sala  primera  de 
la  Audiencia  en  9  de  Marzo  de  i$fi&,  declarando  no  haber  lugar  á  la 
defensa  por  pobre  pretendida  por  D.  Luis  Cruells  y  Doña  Josefa  An- 
ffWft |  jTf^eqtotalP* W  &* Gáfela*. y  *). r#ntfgr.p,fj$l  («p<}lj . 

I  A«f»W.  Wc*m  d<í  ¿aftaqiQqu,pi^rtppooao  .¡pfringidq*  [<$  a$pu- 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministró  Di.  Valeiili^G^rr^I^a,  ( ,.  y 
Considerando  que  según  la  prueba  apreciada  por  la  Sata  senten- 
ciador*, aparece  que  D.  Luis  CihhUií  y.f  u  MMipr»  4t#HltfAs  lpp,aignos 
M*ityNH#  **  WWM^VWM  •  <i<*Wi  liner  i^á$  pr9  Juctqs  qup  el 
Mrtf  nflMM.4#  **  ferM^cp  según  el  ari.  184  de  la  ley,  sif\  qijopootra 
WP. W*ec(apiou  *e  toy*  citado  ley.ui  doctrina  leg?l  admitid*  por  la 
Jiipíspruíjeucw  4a  lo^  Tribunales,  por  la  que  la  t^cntpri*,  no  ha  in- 

(r)Bgi49  *l  wl-  Ifl2  d0  ^  ley  ciiwta.       < 

.  T  considerando  que  el  186  de  la  misma  ley,  que  se  cita  como  m- 
ffiRgidq,  es  ifi*Rluiftbfe,f)or  que  ailf  $e  tr^^a  de  apaudq  sop  varios  los 
§iia  wliftiltB  el  bqpefcjp  de  litigar  por  potare,  y  .en^  *l  .presente  papp 
*  IH*.  fíalo  el  que  |p  pretende; 

ftllgmftfttque  4«bpjnos  declarar  y  (Jecterauíqa  qp  fyaber  lq^ar  al 
r#m#M  de  mancipa  iplerpqcw>  WT  P  l-ufe  Cruel U  y  §u  sspp^a  Dqfia 
Imb  ¿iMlltftt  A  lqs  qpi  .epodpQaqMts.pn  1^  qostaa  y  £  la  pérdida 
4$  |i  canfólfid  PQf  q«te  pre#»rqp  o^ucioq,  la  qpe  £U  sa  caso  se  dis- 
irUtPltf  pon  armlP  í  **  lf*y¡  y  deyuólwnse  )o$  auíqs  4  la  Audiencia 
de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente* 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Hifytf  6  ÍBfertjirt  en  la  fttatfp  Ipqijlafwa*  pasándose  $\  efecto  las 
¿PPW  paqesgrim,  lo  pronui^i^qs ,  flaneamos  y  fir^amo$.==Mau- 
ijfúo  p^^t^Mur^oo  de  Arripti  =  Valentín  Qarralda.= Francisco 
Vtrfe  de  Íjaslilla.=4<>s0  Btyrfa,  Parp.^Joaquin  J$Hmar. =?Fernándo 
?WP?  4e  Ro*»?. 

publjcaciQp: 

Ló^ja  y  pn^íicpdfr  fp¿  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Valentín  Garralda,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  pstyndo 
pejppr^ndq  ^i^^jpncia  pública  }ft  Sal?  primer^  del  mismo  f  el  día  de 
hpyf  4*  flup  wrtifl.co.cqmQ  ppfib^iip.d^  (lipaate  de  dicho  Supjrep^o 
Tfj^uq^l. 

J^drifl  »  ({e  Óptuí>rp  4¿  l«69,=fpÍQftisip  Aptopio  d¿  fyífji.  .  ' 


ti 
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CASACIÓN— SALA  HUMERA.  <    *> 


.....    .  ...Nía.  59.  , 


Defensa  ttm  pohee.— «Sentencia  de  9  de  Octubre,  dtdaftutto  m 
haber  logar  al  recntoo  de  casación  interpuesto  por  Dolía  Mo- 
res Heraud  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  tercera  dé  la 
Audiencia  de  Granada,,  ten  pleito  con  JDofta  Francisca  d*  Paula 

Menactío  y  el  Ministerio  fiscal.  ,  ,j   / 

Kn  los  considerandos  sé  estaWecet  ,»....  .*.../., 

i.5  Que  únicamente  deben  declararse  pobres  para  liájfar  Jos 
(fue  vitan  de  reñías  ,  cultivo  de  tierras' ó  cria  d*  ganadbs  +  anyfc 
productos  estén  graduados  en  Una  suma  menor  que  la  equkélemte 
át  jornal  de  dos  braceros  en  cada  localidad,  con  arrtgto  á  le  pre- 
venido en  el  miro.  3.°  del  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 

civil. 

'  2.*  Que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  184  de  dicha  ley,  no  se 
otorgará  el  referido  beneficio  á  los  comprendidas  en  cualquiera  ¿t 
los  casos  expresados  en  el  primero  de  estos  artículos,  cuaaéo  -se 
infiera,  á  juicio  del  Juez  y  en  virtud  de  ciertos '  signos  ejüerio- 
res ,  que  tienen  medios  de  subsistencia  superiores  al  tipo  referido. 
'  3.°  Que  ha  de  estarse  d  la  apreciación  que  la  Sala  sentencia- 
dora hace  de  las  pruebas  suministradas  porltis  partes,  cuando 
contra  dicha  apreciación  na  se  alega  como  infringida  >4ey  ni  doc- 
trina alguna  legal. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  9  de  Octobre  de  1869,  en  los  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Alameda  de 
Málaga  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Granada'  fra  seguido 
Doíía  Dolores  Heraud  y  Mespolet  con  Doña  Francisca  dfe  Paula  Me- 
nacho  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  defensa  por  pobre;  autos  pendien- 
tes ante  Nos,  en  virtud  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
Doña  Dolores  contra  la  sentencia  que  en  11  de  Dicíettibre  de  1868 
'  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  falleóiminto  de  D.  Antonio  Monjardin  Heraud, 
bajo  disposición  testamentaria  en  que  legaba  <1  sn  esposa  Doña  Fran- 
cisca de  Paula  Menacho^el  tercio  de  sus  bienes  é  instituía  por  here- 
dera á  su  madre  Doña  Dolores  Heraud ,  se  procedió  al  inventario  y 
partición;  y  por  escritura  de  19  de  Junio  de  18G5.  mediante  convenio 
entre  aquellas,  se  adjudicó  á  la  Doña  Dolores  en  pago  de  lo  que  la 
correspondía,  una  casa  en  la  calle  del  Corralón  de  Santa  Bárbara,  en 
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Málaga,  por  valor  de  30:000  rs.,  un  <crddlto¡  hipotecario  de  §6.600  rea-1 
tas  constituido  por  D.  Bernardo  Sanohtz  Burgos  y  83.808  rs.  que  eaf 
dteéPote  entregarla  la  Doffa  FYmadsCif  de  Patria  Meaaoho  por  mén- 
pmtPiaées  de*  600  rs.  cada  ana: 

Multando  que /preciada  a nJuBgédoest*  partición  y  puesta  tfe 
mantfiesto  en  )a  Escribanía ,  pMM¿las  diligencias  para  exponer  con 
dirección  de  Letrado  la*  Doffa  Hartar  ée  los  Dolores  Heraud,  manifes- 
Mrtk»qpfetofr.ttm*tfto  tra'fttbt*,  y,  solicittfndo  que;  previas  la  in- 
íéftÉl(d«»ííytíprtW)bwk  qfie  ofrecía,  se  1*  defendiera  en  concepto 
áMBli..*'"'*     ■"-•■  » ••    <  •     !i-  v  •  *  •  • 

v'lésnltandfr  ^«0  4  «üi  pretenaton  se  opaso  ta  Dofia  Francisca  de1 
Pauta  Menaclio  ;  y  alegando  qae  A  la-Dófia  Bolones ,  por  muerte' de 
su  bijo  le  habia  correspondido  nna  casa  que  le  producía  5  rs.1  diario» 
y  podía  rentarla  más,  un  crédito  eotrtra  D.  Berna rrib  Sánchez' Burgos, 
que  debía  pagarla  el  10  por  100' per  rediles  del  interno,  y  99.300  rea- 
te«jtee'M  Dorta  FVanefeca  le  abonaba  por  mensualidades- de  600  rea. 
l'eT'oate  lina;  y  t{ue  ademáspefr  te  casa  y  modo  con  qñe  vivia y  de- 
flrt*  ttgtufttextMlores,  ¿e  deducía  <fue  no  era  pebre  en  sentido  legal. 
''iélMliffido'qiíe  oféb  el  Promotor  fecal,  y  practicadas  las  pruebas 
qne  ambas  partes  articularon*  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
Instancia  en  28  de  Abril  de  1868 ,  denegando  á  la  Doffa  María  tie  los 
ftoMrt#~llei<*ud  el  beneficio  de*  pobreta  en  loa  autos  de  que  ftatia  éste 
incidente1,  <5uyo  papel  Invertido  en  él  reintegraría  con  el  de  retribu- 
cío»  CorrespondK?nte,  y  condenándola  en  lri$*  costas:  • 

Resollando  que  sustanciada  la  apelación*  que  interpuso  la  Doña 
Dolóos  Hérbüd ,  afegandá  el  huevo  hecho  ,  'en  que'  convifco  la  otra 
parte  en  el  acto  de  la  vista  de  que  se  le  habían  embargado,  para  el 
pago  de  860  escudos ,  los  plazos  de  600  rs.  mensuales  que  la*  Doña 
Francisca  de •  Paula  . Mertacho  la  entregaba,  pronunció  setitenei»  la 
Sala  tercera*  do  la  Audiencia  en  11  de  Diciembre  de  1868,  lonfitmatH 
do  te  apelada1  oort  las  costas:-  « 

HMottándo  que  Contra  este  fallo  interpuso  •  la  Doña  Btóórés-HéraftA 
recurso  de  casación,  citando  como  infringido  el  art.  183,  nfitn.'S.'  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  clvit"que  otorga  el  berieüéfo'tte1'1  la»  pobreza 
para  litigar  á  los  que  vivan  sólo  de  rentas  cuyos  productos  estén  gra- 
duados en  una  suma  menor  que  la  equivalente  al  jornal  de  dos  bra- 
ceros en  cada  localidad;  pues  ella  no  tenia  más  rentas  que  ta  de 
til  rs.  mensuales  del  alquiler  de  la  casa,  toda  vez  que  los  600  rea- 
fes  que  al  mes  la  entregaba  la  Doña  Francisca  Menacho  la  estaban 
embargados,  y  que  no  cobraba  los  réditos  del  crédito  de  D.  Bernar- 
do Sánchez  Burgos. 

tlfttos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arricta. 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  nftm.  3."  del 
articulo  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  únicamente  deben  de* 
clariffifl  pobre*  para  litigar  loa  que  vivan  do  rentas,  cultivo  de  tierra* 
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ó.cpíímIp  ganados*  cuyqs  prqduatos  estén  graduados  en  «na  sufro 
«iei)or>.que  la  tquivalettfe  *1  jornal  do  do»  braotro*  en  cada  kxjali- 
d*d¿iy  que  *%ui»<l0  diftgufstft  *a  eiiftfti  1»  de  dieta*  lej  no  se  jtwr- 
gara  dicho  beneficio  á  los  comprendido*  ert  0uaH¡tittra  de  loa  MM» 
egresados  eq.&  pfimeto.de  esto*.  Srtfciites  ¿erado  9*  infiera  t  *  Jui- 
cio del.Jupz  y  en  virtud  de  tiertds.algBos  •efttoHordS.que  tteaeír  me- 
dios  deauttfi&tenqia  superiores  sd  Upo  referWD:, 

nC<a?isi arando  ^e  >*n  »el  »p*e#ejtfg  «aso  le  fiel*  senieníHader*  j  cu 
vi^a  4e  Ja*  prunas  <auminfctrad*sr|r.4jn»  que  oonftra  en  ipreettoio* 
se  haya  alegado  como  infringida  ley  ni  doctrina  alguna  legal,  bu  d*> 
olpirado  que :  Dofis.;  María  ;de  loa  ¿talones?  fleraud  disfruta  dd  ntitas 
superipres.  á  4icho  Upo,  <yqpe.á:  mayor  abundamiento  ha  formad*  la 
misma  convicción  por  consecuencia .-de  la iaspeeaion  y  rireutistanciaa 
á  qu$  ae  refiere  el  sitado  artíauifr  184^  no  habiendo  por  tanto  iaeur- 
rido.  aa  la- infraeciou  we  *e  la  tapeta; 

Fallamos,  que  debemos  deo^ptr  y  declaramos  no  haber  lagar  «I 
recurso»  d*  casación  interpuesto  por  Roña  Dolores  ffemúd,  á  la  que 
co&denam^  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  qae 
prestó  caaejon,  la,  que,  caso  da  hacerse  efectiva*  se  dietNbair*  «fon 
arreglo  á  la  ley ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  ticanaéa 
con  ia  correspondiente  eertjficeeion. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia»  qijeae  publicará  en  la  Cocal*  de 
Madrid  é  insertará,  en  la  Coiecqio*  bgislatwa  4  pasándose  al  efnete  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos  .««Mauricio 
Gareía .^Laureano  de  Arrieta.=ValenUn-  G*rralda.mFraneieeo  María 
de  Castilla.  =  José  María  Haro.  «Joaquín  Jauiaar;?=  Fernando  iteres 
de  Rozas. 

Publicación : 
1  Leída  y  publicada  fué  la»  sentencia  anterior  por  el  limo?  Sr.  Don 
Laureano  de  Arrieta,  Ministro  d&  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  na* 
tando  celebrando  audiencia  pública  la  Sale  primera  del  mismo  al  día 
de  hoy,,  de  que  certifico  «orno  Escribano  de  Cómara  de  dteiie  Su- 
premo Tribunal. 

Madrid  9  de  Octubre  de  l8dh-F=Dionislo  Antonio  de  Ppg»* 
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rj-i> ,  i  *.  f|t.    .  fiASAGItítf.H^SAiíá  PRlMfiftA^  :  i* ..,  . ...»  «,    , 

temifenctt  ai  *****  u  gtf taiiMfimaff ¿^*»Seiitopma> da <flr de íQci» 

lArví  4hi6l^Modrr#orÍMbef  tugar  >al  ¿tetrao  de'cataadfc  «iter* 

puesto  por  el  Ayuntamiento  de  Tarazona  con  Ir*  teiprottitaiidfc 

'p*M  Stia  frinwnh  de  la  Aufoocbté*  Zai^m^e*;  fiiito 

«Hr<Aiá«iSaiita  Gmi,áe  Uofloaya.      -  -  .»  •  <,«  . .  , » y 

li°     ©ai  nú  pueden  amtiderarte  Anffnnfft^foniiim^mttntw 

fcpe  füf  mm  impiíúábhn  al  emo  M.pleito.,  .r 

1#V  Qt*  4»  A«r¿  drdft*  *  47.  4*  üfayp  d*  193&  i¡iw*¿múo 

ytt'frái  Hfmtmitm*  de.mpmifa.nQ  p**d#  afrikmk /fe**  oto* , $&>. 

(pm*  h  pumiao  ttitomn* pm4o$.ó  mfa  .mudadas ¿utUli* 

ntaoe  tk  una MMlm  tm  6Q¿o<pa¡vqu6  $0,  lleguen  4  «fpa<-> 

rwtélo  $9  oplitabb  til  c*so  m  90*  rftf  frite  d§l,{wttylwimta  d* 

giV.ll.v4lU  <ty  Vadrjdf.á  9  de.Qqtubra.49  ISGfy,  $q  Iqs  autos  que, 
ea  ^f  Jyz^do  dp  ipipiera*  instancia  d¿,Tarazona  yen  la  £ala  primera 
d^ia  .,¿tn!ie#Qia  4q  Zaragoza  l¿a  seguido  el.  JijqrUawic^to  de  ^fnjLa 
Cruz,  <ie  pacaya  íJ^n  el  de  Xarazona,  so^re  perteaencia  4e  aguas  y  su 
di€M^bucípo.;..Kyto^  pendientes  ante  No?  ei?  virtud,  da  recurso  43 ca- 
sación interpuesto  por  el  demandado  contra  la  seni$j)ctaqu£  ^u  ,15. 

.  9a«|ilftllf)4P  *f^  an  ciart^rden  ^^^ecfíüfi  e;i  oi,  i^cMq  Marzo,  fíe  J^ 

em  rt^4M^r  H ft^  de  Ar^OQ;  P-  AlOfl^o  expresó  cüipq  J.^ia^ad^r, 

por  vez  y  cómo  andaba  en  tiempo  de  motos  rl  agua  /fo|ru$sf<jue  j^: 

de  l^oficAi^t'daterpipa^quQ^qi^.i^jus  toju^e(cl¿i^aci^ep  dfast 

ios  fM^s  ima  teja  fie  dj^a  agua  cada  día,  la.  villa  4ov  ^aaiaXru^  j£ 

terjeafp  parudel  agw*  GiiiseLonce  (lias,  $)/nangos,fipco  días,  C^ic^t, 

raa  c^ft  4^^  fu^nAes  un  día  y  upa  nocbev  Bueda  Pinco  c^a^  apfl 

mafi^a  icet  4ia^  y  £abez4olieros  cjnca  4^^t  y  que  así  dehi¿  cte  aa- 

4«r  «VÁgaf1.  aa  ador;  que  guando  fuese  menester],  limpiar  l^^^quiá 

la  bif^W s^un  y  $opxo  tomaban  el  agua;  «jé  ^i  por  ay^nlura  las', 

sobredichas  .villaft  np  quis^ies^  ir  á   mondar  Á  la  ,<;pquia  sóbr^i^ 

p«r^9r«f)^a  4reita  el  9^upr  s.endA  ^rsat^r.  (lq¿.  zabacGgula^  aela 

Ci^cQ ^aftflfrá/Qiw,  ó  aillos   cabaU¿rg^   aye   serán  ai^mir^.d^la^ 

dicta  cequia  de  Iriies:  que  si  por  ventura  alguna  de  Ihs  díta^  yiXfaa 

X»|)QeitUas.  poft  fuisieaea^.á  iqgpdjuvque  si  cJapuQ^^i^^íi;  razoii 
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del  dicto  mondar  que  peite  100  maravedís  en  oro  é  aquel  ~tieBpo»<pte 
más  menester  aoran  el  agua  á  aquella  villa  que  no  fuese  6  mondan 
que  la  partan  el  agua  á  laa  otaáa  «villas*  que  fuesen  á  uMrifiv émtn* 
líos  100  maravedís  de  oro  que  han  de  ser  partidos  así:  los  W  mam* 
vedis  han  aseder  dé  UqueiLoa  caballerescas  sefto  alamina  de  la  d*efe 
acequia;  é  los  otros  80  maravedís -de  los  zabacequias  de  Tarawma  y 
de  las  otras  villas  que  son.  escritas  de  part  de  suso;  y  debe  se  der 
el  ím  alatein por  tollos  tiempos  aquel  caballero  que  Ams*  net^un** 
feentesA  cada  annoqueidesi  -otro  caballerb  por  onpqtagttcro  deila 
<flbdaddeT2ern*oaa:» •  <    i. ■..•:«.:      :;-,i^^   «*■ 

<  !ita|ültando  qaeei  14  de  Agosto de ISK*  pawtermburfloa pM|o» 
y  cuestiones  pendientes  entre  la  villa  de  Agaed*  y  la  «inda*  dn  Ja- 
ratona  sobre  la  extensión  de  sus  términos,  montes  y  aprovechamiento 
de  agua,  se  dictó  una  sentencia  arbitral  que  Jtaé  loada  y  «pineda fpor 
una  y  otra  parte,  tdgudftando  od  i*  -ptrpetuum  á  la  villa  de  Taratana 
todas  las  aguas  que  por  el  rio  d  acequia  de  Valdemüaaos  discut-rta 
é  Iba-é  acostumbraba  ¿  ir  A  la  acequia  da  Irues  que  iba  á  los  térmi- 
no* de  dicha  dudad  de  Tartaona*  como  ésta  y  su»  vecinos  vy  fe&fcit* 
dotes  la  habían  tenido,  poseído- y  usado  de  tiempo  inmemortatt<lm- 
dándola  señora  propietaria  y  verdadera  poseedora  para  usar»  bacer 
y  disponer  de  ellas  de  allí  en  adelante  á  todas  sus  propias  volunta- 
des, como  de  agua,  bienes  y  cosa  suya  propia;  en  tal  manera,  qtíe 
en  tiempo  alguno  á  la  dicha  ciudad  de  Tarazona  por  los  dichoe  ved- 
nos  y  habitadores  de  la  villa  de  Agreda  y  su  tierra,  ni  por  otan  per-, 
¿óná  alguna  sobre  la  dicha  agua  ni  parte  alguna  de  tolla,  no  ptidtew 
ser  movida,  puesta  ni  intentada  acción,  cuestión,  pleito  ni  mala  voz* 
iinponiendo  á  los  de  la  dicha  villa  de  Agreda,  aldeas  y  ans  tierra» 
universal»  y  singularmente  en  y  sobré  Ja.  dicha  agua,  silencio  f  caita  ^ 
tólefrto  perpetuo :  ' '■  '« 

Resultando  que  en  las  Ordenanzas  municipales  formadas  en  el  año 
dé  llOS  por  el  Concejo  general  de  Tarazona,  cotí  intervención  y^phj- 
bacton  d*  un. Comisario  reglo  se  estableció  en  cnanto  al  gobierno  de 
las  ^guas  de  la  acequia  de  Irues : 

*4.%-  Que  ésta  se  hubiese  de  gobernar  á  cuehta  y  por  cargo  del  ju- 
rado segundo  de  aquella  ciudad,  el  cual  tullera  obligación  dd  man- 
dar Juntar  los  heredaos  dentro  de  ocho  dfas  después  que  hubiesen 
jttfMo,  y  4*í  juntos  proponerles  dos  para  procuradores  de  dicha1  ace- 
quia, abriendo  esto*,  juntamente  con  el  jurado,  pleno  poder  y  ftreu^ 
tfcd  'di  disponer  todo  aquello  que  les  pareciese  dé  conveniencia  pira 
«1  buen  seguimiento  del  agua,  así  en  la  acequia  como  en  loa  ftfasatéfc 
y  pilas,  guardando  siempre  lo  dispuesto  en  estás  Ordenanzas. 

2.*   Que  dichos  procuradores  con  el  jurado-  tuvieran  obligación  *n 
éttda  un  afio  por  el  mes  de  Enero  de  mandar  que.  se  limpiasen  lo* 


V  Qufr  el  Concejo  ordinario  de  dicha  ciudad  htrbteee  de  tortor  ilH 
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ütiheNH de ' zabacequias  de  dicha  acequia,  poniendo  pateáis  de, 
todi «Étftecton;  ana  para  dada  irartt,  ptmgio éttéfenm  otfipqn- 
toiM«%#9M«i^  uno  óMpetá*, 

de*l*iFá*d  tWzaty  da  tttódÉcfr  él  agua  en  abundancia  y  dfs- 
trfSalrtb'  toa  jfldecaekm  y  «tatótof,  segar!*  dtspo^tdon  ^qae  se 
tiWfW  16  ^ue  no  quedare  preveitfdo,  asgan  y  fto&o  éf  Jurado  é*¡ 
dteba  Heqdü  jr  procoradoree  te  darían!  v    ''     Y 

*• -tfte  <Btíttfc  *abac*4tflaí;  titttefcati  óTüígae^n'  (5á4a  und  en  W 
adéi^te^pttnl^^  a(f0A  mi  la  f()má  que  ^  mcttó^M.     ' 

5/  Ote  todo*  ios  dueños  de  las  heredades  que  sé  regabati  de  ,<Hcba, 
aaapfcyfa*  que  elfos  encaren  arterias,  tovtóriih  obl^íon  fie 
giaHÉr  feftmar  te*pabsta,  bajb  la  pena  qw  se  meñciotia. :  "  .  . 
Wfré  pan  evitar  eatrteías;  nfngutra  pértdfea pudfeto  ^la 
hiontf tliÉn  «atfletfc  denuda  de  tot  térmiuo*  ide  taflfcóba  por  tfrmlpo 
eslMÉmffMh^ p<^ é1  agim;  so vana de $*  stttMfoé:  '  *  *..-'//  \. 
*!*é*  nrWgrJÉa  péiáDira  pudfirt*  atravesar  el  agua  estando  rfgan- 
dfojfreltá.^aafeft  la  acajú*  orno  en  loé  brazales ,  Rajo  las. penas 
(pitftfntapresati,  fes  coala*  no  se  enteiuttrian  con  los  vecinas  dé  los 
li^riei'jftni  qoteftee  tenia  concordia  aquella  dudad ,  í  los  que  aé  les 
hu*teieu>  de  conservar  tos  derechos  de  dicha*  ccmcórtííasTespeetode 
láscate.  -"  .■"_'" 

tt*  Qtor5*!'  jarato  y  procuradores  de  dicha  'acequia  Hubiesen  de 
aamjfftr  én  casta  un  *fio  un  guarda  que  tuviera  ¿Mlgacíón  de  guar- 
dar y  conducir  el  agua, t asila  4*e  bajaba  del  Honcayo  como  la  que 
dfecrirttá  por  Yfcldcfattaiibs«  desde  el  origen  y  pHncípkte  de  dfchas 
agua*  baste  Füamayuelas,  recogiendo  y  fetonObierido  djtyaé aguas  y 
acetprfá  como  le  pareciese  da  mayor  conveniencia,  teniendo  facultad 
da  jfaiulefl  y; prendar  á  cualesquiera  personas  que  cortasen  ó  átraye(1 
sasefe  dteharf  acequias,  con  la  obligación  de  volver  el  agua  cuando 

ftiihiWte  miíilWqu  ni  nflni  \h\  fWillílif        r 

•t^^ria  dtcbaagaaaaedlséorríá  por  el  iéttóí#>de  Valdemital 
múk  MlWkBfctaiil  término  de  Castilla ,  de  suerte  que  Tos  Vecíqos 
dÜ^HfWWlano  y  otras  personas  se  vallan  dp  dlcba  ¿gaa  í\n  riesgo 
da atfWÉMHóe ^ *«cer  el  dapotfesde sir térhiú&ert  (torJ\ifcio de 
fttottrtÜÉli  üe  TOteona,  y  (Jue  park  evitarlo  se  ordenaba  que  didba 
agtrf^^íáWert tlarroa  se  apartase  de  lo$  trirnrinbs  de  Castilla  y ;  ty 
OlMUM^ér'tftm  parte  qtre  fbese  tfe  la  'mayor  ¿oavébfencih,  de  Ta- 
««••^'♦^^^ejecnta^  il  expensa's  dé to*  hbrtdeftfc  'de  díéba  acc- 
qttfci    »'<::  'fi  •>•'.•-.♦.    -  '  •'•  -,  v  ••    -•   *      ■■-[■     • ;.;; 

Mil-  Qae  t«  J#*do,  procuradores  ni  íabacoqtitás  de  dícfiá  ac^qui^ 
nl"Oli*perstmar  alg^a  no  pudieran  cortar  n1  atravesar  las  a  tequias 
deMÉiiiayo^  de  Váldéraflanos.  '  ' .  ;    ' '; 

MI  ^•e^pam  tegsr las  heredades  déf  íértnítfo dclríies se  pudieran 
Sprt^ífccbar  las  aguas  dé  un  ador  de  otro  habiendo  que  j*caar.'     , 

!!•  Une  fttogtra  irecibo  ni  eatrabjero  dír  la  .cludfcí  (Jodierá  bacef 


250  TRIBU&ti,r  SUPREMO  DE.  JUSTICIA. 

oficio  de  regador  en  dicha  acequia   n\  parte  de  ella,  $¡uo,  aquel  <que, 
fiiésé  nombrado  pdi*  el  Jurado  y  procuradores  de  ta  acequia., 

11  jfojtí  ios  queregasép  jíof  la  fila  ié  tírifel^  en  ác&t>an4p  ^  re-. 
¿3r  fitifüíéáep  dé  yotver  el  agua  aja  acequia  principal.         ,  '..,... 

JI.  $iie  éh  liénópo  .de  sobras  ct$  agi^a  büdiéran  y  bebieran  Jp¿,  24- 
bflce<|ttia¿  (Je  dicha  acequia  gqnducír  y  Jlevar.el  ¿gpa  aJ,t¿rA)no  ¿3 
feéobllla  para  regar  las  vinas  y  demAs  heredades  de  é\,  .   \ 

15.  Que  los  zabacequias  qué  cogieren  #íguná  pena  4  ío$  Vecina*  fie 
te  higaréá  qbtí  regatan  dé  dicha  acequia  por  no  guardar  I* ,  {orina, 
aue  preven  ia  la  concordia,  ta  hubiese  d^  ejecutar  dejiito  dQ.ff*s  d^is 
cbirtfnuds  desdé  el  que  la  biibíése  cogido,  \, 

ié.  Qiié  cuando  ¿é  srfcare  él  agua  á  la  Escobilla  f\p  pudieran  im- 
poner ni  llegar  calumnia  alguna  &  los  vecinos  de  Gri$el  y  Sajqangps 
pfqr  fiftdn  de'sotlras  de  a&uas.       t    '.,  .   t.  ,  .  T        ,  >    . 

ü  i  pót  ultimo,  que  Jas  q'tie  sobrasen  de  la  fila  de  agua  tranca 
sn  recogieran  por  él  término  de  la  escobilla,  y  se  hubiere  ¿A  nom- 
brar tfn  peredero  dé  dicho  término  para  q,ue  hicies^  limpiar  lo$  bra- 
fcátésV  conducii*eJ  agua  para  dicho  término,  y  nombrar  regador  pn- 
$ft(fdíe  su  trabajo  d¿  día  ,v  de  noche;  y  no  siendQ  menester  en  el 
brazal  de  aguít  fráñcá,  la  pudieran  cerrar  sin  pena  algupa;  , 

''  Resultando  que  seguido  pleito  entre  el  Ayuntamiento  de  Tarazona 
y  el  de  San  Martin  de  Moncayo,  sobre  que  el  primero,  m  usa  de  stis 
nativas  facultades,  podía  disponer  délas  aguas  qqq  naciar>  eu,lt¿íe- 
hes&de  Mohéayo  y  pasando  junto  Sari  .Martin  se  ynian  cqu.el  rio 
Ágfanionte,  poniéndolas  en  ador  cuando' ló  eiígiá  lá  Necesidad,  puya 
órderl  deberían  obtener  los  vecinos  y  ^moradores  do .  lp$  barraca  dp 
í$af)'AtaÍ¡tif)  'j  San. Prudencio, jsin  abroarse  preferencia  plgyr\a  piltra 
distihetop  que  a"  sef  tratados  en  la  jnjsma  forma  que  lo^.  okvos  ved*, 
ños  Jr  terratenientes  de  tarazóla,  nít  Roder  regar  sin  la  licencia, de 
la  misma  las  tierras  nuevamente  abiertas  y^vjo^po  ^abíai*  ¡gozada  del 
ritfo  hasta  q1  dja  en  que  se  .proveyó  la  firiqa,  se  t\icló  s,enj;cp^ia-por 
tá  Audiencia. de  Aragón  en  lj  de  .fyinlo  de  1807  a¿sp¿rfe¿/to.al Ayufl* 
fetoleplo  del  higar  de  Sa¿i  Martin  y  sus  barrios  ^a.^po^^(jp^su 
p6r  $1  de  la  ciodad  de  Tarazona ;  .pero  Jiábien^da  ^ste  ^p)iiwdav  ** 
pronunció  sentencia  de  revista  en  0  de  Junio  de  ííjM  „  ^q^firo^f  njto 
la  de  vista  '%  mandando  que  Ips  'veefaos  y  b agitadores,. dp^n-Ma^Uo 
y  $¿q  Prudencio*  después  de  haber  nsa(do'd&la§  a^as^r^  el r||lwa 
díe'sus.bQredades,  pq  abusasep :del. sobfa^n^  de  ^las..pLto  distrajesen 
del  curso  regular  y  ordinario'  para  que  las  disfrutasen  los  vecinos  dq 
Tarazona  y  demás  pueblos  inferiores, regantes  con,  ellas,  bajo.lf  mn¿ta 
de  íít  ducados,  y  reservando  su  derecho  a(  Qorregjdor  y  Axuatf  ipjeptq 
dé  forazoria  y  ai  de  áañ  Martin  de  Moocafo  para,  que  u$a$^i}  ¿)+  él 
en  el  modo  y  forma  flue  les  conviniere  sqbre  el  usp  d$  la  ¿yrisfllc- 
Bíoií  qué  dicho  ¿forregidor  pretendía  tener  ep  el  lugar  de  S#£  MajrÜQ 
y  ,barrjp  de  Sai?  frudenüo;.  ,       '!.  ,,    ., 


lespUando  que  posteriormente, ,  habiendo  reoprrido  el  AJuqty- 

friOM  <te  Tflrazona  para  que  se  declarase  que  los  vecinos,  qe  San 

fcitfA4##Mf»yo  J^bian  io<mrritfp  eq  la  pena  gsiajrfecida  en  flíctia 

IP^Wia.de, revista,  por  habar  regado  unas  rastrojeras  y  ppjpioa  df 

moote,  se  <U€Í6,agqtwcía  de  revisú  en  30  de  Febrero  de  1827»  fttad)'. 

yfetf  *  da  i*  deaiapd*  al  Alcalde  y  Aypptamij>p#  ¿e  gah  Martiif,t  y 

nwtfaado  qua  astas  ..ob$ervp$enté  bitíierpa  observar  exactamente  la 

santeqci*  ¿a  avista,  citada,  admitiendo  el  Alcaide  la*  denuncia* ,qup 

«r  iflieltf afMMtte  él ,  deterroinii}dola$  <¡pm¿  correspondiera  y  adqaj- 

liééda  ja»  -wíaciqpes  qu$  se  jnterpusiosen  da  su*  M-o.yJdebdas  «  baja 

1»  «tíut'dftjfO  daros;'  y  bpbi^iulo  taiobieq  suplicado  de  e&te  laJlo  el 

kfwtomi**to\fo  Tarazpoa,  se  ^UjIO  sentencia  j\e  revista  qn  30  dq 

Octubre  del  mismo  año,  confirmando  la  de  vista  „  entendiéndose  qa^ 

lo*  vecinos  y  habitadores  de  San  tyarjUo  y  ,San  Prudencie  Ta}*u$awan 

da*4flt  agaas  fiampre  que  no  ja?  destinasen  á  regar  su&  ^ejrédadea  es- 

laaát  sembrad**  jf  con  lasxospoíias  pendieptes,  4  flara  preparar  tas 

niffJH*  Iwradades  para  el  sementero  de  grano  y  lumbres  én  el  íjem- 

po. oportuno  y  con  arreglo  á  práctica  y  arte  de  buen  labrador:  * 

aésu|taiKlo>que  Dr  Fernando  Martines  en  oüqío  de  S  de  Atareo  da 
183Sr  batfo  el  concepto  de  Comisario  de  ia  acequiaje  Irues,  manifcsJ^ 
al  Apuntamiento  de  Santa  Qruz  que  con  motiyo  de  haber  dispuesto 
lafajMar  las  agpas  de  dicha  acequia  para  que  los  herederos  ,dei  tér? 
mifto-de  ¿*  Escobilla. pudieran  regar  sus  tierras,  lasque  se  encontra- 
ban sin  haberlo  podido  verificar  en  uno  y  dos  aíio$f  y  i  fiÁ  de  quq 
esto  se  hiciera  con  el  mayor  aprovechamiento  y  utilidad ,  habia  Í$ 
merecerle,  en  |a  suposición  de  \¡o  tenor  necesidad  en  el  pue&ty,  le 
permitieran  y  concedieran,  si  habia  lugar.  qc)io  dias  el  agu^  franca 
qop,á  Saaia  Cruz  correspondía,  cuya  gracia  la  esperaba  eltCopoí^rio 
por  aquel  Ayuntamiento  dé  Tarazpna;  „,        á  .    ,t 

ftcsuUajidp  que  el  Ayuntamiento  de  Santa  Cruz,  con  motjío  <J¿ 
ciarlo,  interdicto  Resuelto  i  favor  del,  de  fonuopa,,  propuso  denjáud* 
en  14  d^pcfjubre  de,  ,1840  para  que  se  declarare  jí  f^vor  $%rfíf\ Jecí.- 
nos  eí  dfjr^pIpref^r^ntQ  de  regar  sus  heredades  qop  (af  agú¿  franca^ 
de  la.  act^i$  d¿  traes  i*iéntra$  por  su  término  nodiseyuírricrap  y  la 
necasttty^p*  cpn  exclusión  de  los  d$  Tarazpp¿t  qqa  sólo, ^eb^rlaii 
umt£p  $!{as  cuando  áapta  Cruz  no  tuviera  nalpesidad  j^a  las  mi^u^ls, 
a^par^g^lo  &  é*fa  en  la  po$e?ion  en  qu#  estaba  dé  su.  uso  y  aprjjYgV 
ftHtífflto. **&*****&  y  habiéndole  opuesto  á  *3ta  demuda  ^í  j^yj^- 
iW>j^^V>  de  Tarazpna  con  Ja  pretensión  de  que  se  le  maptflv^  en 
l^qpiata  y  pacífica  posesión  qqie  ha^ia  disfrutado  y  tfistrqtaba  *obrb 
latr^ftW  4*1  bm*\  de  agua  franca,  y  que  si  el  pueblo  de  Sanüj  Cruz 
no  w  lipyepp  satisfecha  y  .volviese  á  tostar  de  nuevo,  debepla'  verifi- 
carlo enripio  plenario  en  la  fornaa.corr^spondi^pte.  reqay¿  fdecur 
tor#  por  «eqienjci^s  conformes  de  ti  de  iulio  de  íí^f  y  S  de  4uq);o 
4a  Í9Í5,  acnpajwjOo  al,  Ayuniaiaiao(o  de  Taraba  ,eü  k  quieta  y.p^ 


4S4  íAlBüSjit  surtÉMo  be  Justicia. 

cíflca  posesión  de  dirigir  por  sí,  sus  comisarios,  veedores  y  regddttteSi 
fas  aguas  que  discurrían  por  el  brazal  de  agtitf  franca,  segwjtttkftí 
y  ordenanza,  como  lo  habían  hecho  anteriormente,  y  pmbiWe#foA 
Ayuntamiento  da  Santa  Cruz  que  por  sí  ni  sus  vecinos  peñurbe*fe*a* 
dé  Tarazona  en  la  posesión,  bajo  la  indita  dé  90  ducados?    ■■   »r  -1**' 

Resultando  <jue  sufccltado  expediente  sobre  lbs  derechos  que  cid* 
uno  de  los  Alcaldes  de  Ta razona  y  Santa  Gruí  creía  tener  para  oono^ 
cei4  de  las  denunciad  por  usurpación  de  aguas  que  discurrían  *porUi 
brazal  de  agua  franca;  resolvió  el  Gobernador  de  la  provincia  «  1* 
de  Setiembre  de  1J4Í,  de  conformidad  con  el  Consejo  provincial,  t^e* 
debían  someterse  al  conocimiento  del  Alcalde  de  Sarita  Cwte  MsüH» 
que  ¿e  cometieran  en  el  brazal  citado,  dentro  del  terrttetto  Jwrteéfc^ 
donal  de  aquel  pueblo :  •«■.?••        ^    o^ 

Resultando  que  instruido  con  posterioridad  otro  expediente  Al» 
táncia  dé  la  Municipalidad  de  Tarazona  en  queja  contra:  el  Aynnta<~ 
miento  ;de  Santa  Cruz,  por  haberle  perturbado  el  derecho  de  dirigir 
Jas  aguas  del  riego  del  brazal  llamado  agua  franca,  eT  mismo  ^bbér- 
nador  della  provincia,  de  conformidad  también  cotf  el  Consejo  pro- 
vincial, acordfl  en  providencia  de  17  de  Noviembre  de  14J#4<qse  te 
Municipalidad  de  Tarazona  continuase  como  hasta  entonces  lo  batán 
verificado  en  el  derecho  de  regir  por  sí  y  sus  veedores  y  depen<rien<- 
tés  las  aguas  del  brazal  llamado  de  agua  franca,  según  justicia  y  orde- 
nanza: que  la  de  Santa  Cruz  no  la  turbase  ni  molestase  en  el  eJertAete 
de  tal  derecho,  sin  perjuicio  del  juicio  de  propiedad  que  tenia  expe- 
rto: que  se  Te  relevase  de  la  multa  de  10  ducados  cori  que  se  fe  con- 
denó en  la  ejecutoria  de  posesión;  y  que  tampoco  habla  logar  &q#e 
págaselas  costas  del  interdicto :  *  *   '  " 

Resultahdó  que  en  su  consecuencia  el  Ayuntamiento  dn'  Satfta"Crtiz 
dedujo  demanda  en  19  de  Abril  de  1868,  pidiendo  se1  declarase  qtie 
íá  tercera  parte  de  las  aguas  del  rio  Irues,  con  la  que  se  formaba  la 
aceobfa  denominada  de  agua  franca ,  era  y  correspondía  til  aprove- 
chamiento exclusivo  de  los  propietarios  de  las  tierras  enéfortáifcis  en 
lÓstétafttíoS  de  Sarita  Cruz,  sin  que  tuvieran  participación' %i/ha* en 
ella  lbsr  d^eltós*  dé1  fas  queí  radicaban  én  los  deJT^afeo'Aaí  qbeí  al 
Ayuntamiento  dé'  Santa  Cruz  era  á  quien  tocaba  y  corWspdirtflá  regir 
ydfetrfbífr  testiguas  de  la  acequia  de  agua  franca'  entre  IOS  prupfe- 
tefrfo*1  d¿  )ó¿' campos  que  se  triaban  en  su  térmftio  jüritólcdóttal, 
¿ofl  foWI'frihibicion  del  de  tarazona;  y  ¿pié  é\  nomWatriWttte  ¿é 
feuártlH  ^dependientes  para  el  cuidado  He  li  &éeqttffr  y  vf^Hátíél^^M 
iiéo'tíé  stfs  aguas,  era  atribución  del  Alfcflde  de&rnm  Criizí  é*WH#ré- 
KVO ' ¿  las  prescripciones  legales,  sin  que  en  dio  pudiera  üüHBilnMfc 
para  nada  et  de  Tarazona  nf  la  corporación  qimpttartélfc^í  /juffctt* 
se  cphdenaVa  A  que  bajo  ningún  pretexto  se  (fropasesenr  á  femar  parte 
'en  ¿I  régimen  y  distribución  de  las  aguas;  y  á  que  éti  lo  sucesivo  se 
abeíuVieran  del  nombramiento  de  gnardas-ccledora  pera  Uvi  cus* 


./■ ,. iMfnftoua, mc  lMtt.  ir  US 

* 

UÉn  fcg»hi:  dkcüf  rtoaipf  «el»  iAri»ii|Oi46^ai^4^if<4Míin|^tiota 

de'toosetnrqtteMorlglaoBejí;  ^engo  I*  alegó  *ue  J*Jesoesat,pefee 

dtfMMadoMtatat  agda»  del  eie  irise  «oieaspondis  *evm»e*lc<<y,e*» 

*nsiioiunite?*l<pueMO'de  Sonta Crun, eoofcHaeé  Ja  oartadniaHdni 

ley  0.  Alonso  del  mes  de  Verso  db-k  ev*4e  4144 ,1  sin  4031  en  leiln 

tÉilera.tede*  ptttiéipaeioo  algnaat  k  cÉttfad/dOtltajniflnttcifonJIha- 

IiMadaee>ooaat**Mfr  de  «esqitfa,  donontinndn  agua  frenea./oolúcáuJesf 

-tone  entrad*  ^M«di  te  deodtaienetfi  noteeetiaspem'gQet  pause 

t<eál»,<4Mfte^fectÍveaieote  pnantaai  dk*d  porte  *e  agoás«>ei>deBü«o 

a^tiohtttlay  friego  de  tas  vegas/?  snnfrot  *  ¿anttitira»;  no  ¿pedio 

prtWtoá*  en  ettcs*  detector  algononlareánde*  mééutras  tío*  doeftes^de 

agééHt*  quisto*»  teUtanrla*:  'queíoilnndo  «nrtdfrodn 'fe<nceqnlna<le 

agoe  frenen  en  el  terrüerlo  de  8eot*<lru*,  i  est»4taelllo4oivtsfea<» 

dto sn  donrtirie  eoo eide tes'fpse  d*  eUosiee -detijaftea  j  na  namieíaii 

coritos  aotntererd*  trn*al>-de  GataMHfc*  drt*  Omino  de  la  Virgen  y 

derrita*».  cotMMi  blente!  eppovéolmtnlsoio  de  vías  ggttn&  40*  pop 

snsfeluoes  discurría»,  mito tre¿<*#  salte**  de  su  territorio^  como  i* 

rwenockfr-el  Ayuntamiento  de  ttmconnipér  toadiq.  de  .su  Goostoario 

de  agostan  su  ófteióde<&  de  Marzo  de  ¿gttt  qué  <  Soase  >Craz  jodia 

dKpener  Ubesusetíte  de  diohao  aguas  isMotsas ^oorviefea  por  so*  <té* 

minee;  «atarlas  de  un  braáai  y.  ltavaria*&  otropsto^ue.Tanuotia  p*¿ 

dieti  topearte,  pues  que  e*t*  «ludid  sólo  podría  tfcedger  ei  ¿obrante 

qoe  «pojado  <por  «anta,  Crwt  entrase  en  su  territorio  pqr  ouelqiHera 

Oo  ios  iré»  brótales;  qoe  siendo,  la  acequia  {de.  agua  trenes,  perla 

que  dlaevrri*  le  lencera  parte  4»  la  del  lio  Iroee  non  la  qm  *tt»JMg 

#o»Al*eso  dotó  A  losl  de  Santa  Cea»,  uno  de  los  afemrfisliawiiains 

comunes  del  vecindario,  su  < régimen  y  distrtlMrtiea  aerrecpo&disAtStt 

Ayomarntento,  con  arreglo  ai  nena,  fe?  doiaurt.  #  4e  bulcy  de;*  *te 

'fineeo-  dtf  lH5r  sto  que  en  él  tuviese  que  ver  el  de  TSawnrtw,  pongas 

serie  «oaceéerle  funciones  sdasinistuaiivás^an  JentoMo.  ajeno* 'é*<m 

foffsdteoloii?  sobre  4ma  cosa  *en  rpin  nrnr  imiriif  gri  tnnlsn  dumaiis 

talgdlao*  qófe  correspondiendo  al  Alcalde  do  finia  flmz>et  oonaf  imHnOQ 

>4e<lo*^d*iHHi€tes<que  Re  ofreeteaa  por  4as  laltns  g«B  *e  <  noiae4iowp 

en  el  brazal  de  agua  franca  en  virtnd  de. te  decisión  dc|  Ootocmador 

'de  la  provincia  de  li  de  Seüealm  de  WU9  esa  Mtona  4acfcio«>él»* 

voto  envueHa  la  f acatad;  de  aoifefcaar  loa  guardas  y  depeadieaios 

qoe  vigilasen  y  dOMootesen  les  afcasDsiqiie  ai  AJeaMe  dotSeaiaiflraft, 

á  protróttrtrdesu  Ayggt«atoaierle4)W^ 

todos  tos  dependientes  de  les  rnsses>Éto^oll8inioiÉnwf^^inn«iiide*sn 

éütrit*  jttfiedioitánal,  can  arreglo,  ni  Jtfta.  6/  del  4srt< ;  ^.*de>lalAqr 

'drtftséitedl»  ineloaoe  los  guardagroiWHOlfnrtiB  demaips,  4  arriate 

octmpeadttto  tos  enoaigEttain  dN  sumado  'de  la  «sequía  de>i»áa  ftnn^ 

Je^,  otólomíe  al  l.v^H  del  regMuaento^i»g deüovieeaWo  de48»; 

y  üde  el  AUNde^ y  Aya^uunléoio <te  Tamnanq  ooienian  tiriln¿inMB 

ol«»naívéí*Jte*eei|«te  de»ngoa  fpenea  •dentro  de^ige  téwattm  de  Senté 


VH  TMBÚMfc  ÍSUWraO  H£  4WTICIA. 

e*ü*r  **  ébattmta  ctfateaqnhfr»  prtiaftéa  é  Misiota  ijué  aritfputtMttt 
ItedJaH,  pu^  fee4*rtt|d*afci  at»Mda  por  liHegielaeipn  «Xnal*  que 
alto  cptoitf  <ft*l*  Aliw|d«Mt<*l  dfe  ««da  ptafalf»  gobierna  f  «lair 
Md*  ••*»  tai  thihaa  daftto»  de  ai  ttaMMfcoiM#  apn  1adnp«ttl§Dflia 

dé  cjptlquiprft  #tr*  MI  mismo  drdan  f  gératqata  , 

Baa»lta«d9  qw»  chAloáid©  d*  Ihraima  «tafctftftttdq  *  le  dtMftda 
preteddéé  qud  *a<iá  afaurivibat  ¿enalte ,  Éfatada  dBOiaaaaionaftpm» 
4a  m  6Myft0*|iBJ**ft8-4e  T*matoifc.«á  foifcei •  propietaria,  *d*eflii  4a 
iat*fpaa  de,la>pca#ma  d*  hliet  y;*ua>dpriitftQ¡M0i •>  ooodffliftQd*  « 
«tttotp  *ft  droáfeáanM;  p  al  afro*  «xi^a  <pie  4a  <<9P«i .  d*l  Jtar.Pt* 
átoa^d  «H  potiia  jU9  4onfiátaláaLlxirao4na.0fcaitii  a*  f»v*f  4#fe¿*«ttr 
tdmiaafa  da.  Santo*  flrtifc  y  riian^pw^lQSt  «jn»  toow  mMimite  4* 
plapfjtai  dt  l*  distutaian  dftitt&iiddreatSogM  a*.  y*i*m  ;6hlttv|#4* 
dead»*uy  apupan;  deolaiaeMfitqdef*  viMla^^i  .^^a^m  P4  *fb 
fimeR  ptiateele*  w  laWimab^fltórtate^aii^^^ar^eíjw^A  kiti&r 
9M  e*0t*vadj$*  twtto  iaa  a»ia^iabiéiipiD^jiiriadii0i«mi  cq(g#  fe«pa 
4* tfU jpia fefc h wteü, de  tornaría! íiaraoil d*  aguo  tonta >M  ie*ear#  p%rie 
4fe*ga»,de  la  acequia  dcMiqíasT.ei)  .ku  fcraa  flifWftftdji  jpfi¿|i>  (dfadp 
*pi4%  coofltmte  la;¿niatjtfe**ion  iple  detoia  dArsflfc.  pu$ttq.<m£  s*p 
apHoeBcl&  aplate  pnuabaaav*fm&  4a  amrafr4ju<¿  4w}\*wtwwip  alabar 
bet  afiphida  uaufkjnsaf io  deiAyrniUrniauteidü  T***z40MM<>  §arHP 
(lfttif*.€laf»ítct«a6éiQk|uri  heUO  aUladoqup  «o  tenia  4titpif)cfit¿3Q 
iq^Wiaate:  que  iftvOompetóBoia  de  jurisdicción  nrioataal*  uteoidida  pn 
Uva*. 0e;gaoia  Crují/ na  peiifdioaba  la eaestuMi  de  propwdad  de  #gfct*s 
fi,ia»de  dfrecho  4  «agirlas y  goberaarias:que  naciendo.  La* pgoft*  ©ftpl 
MipiM'de  TorpEQ**,  y  dtuJarada  ^adjudicada  «a  propiedad,  po*  Jji 
aapteadia  astral  4*11119,,  no  cabía  otra  dwreoho  á  lavo*  tto  £a#ta 
Ópuftqají  tt'dd  aftrftechar.au  paso  pon  al  tdpainp*  con  MietáN*^  igs 
mfa  apartada!  díspdsfeiofMs  qqc  impidi^n  perjudicar  M  verdftdflf? 
propietaria  haciéndote  da  peor  aoíidiaroa:  qi*©  i*  .pr^sopipa^Hi  4  m*a- 
amn  tdjnaatairial  juaiifióania  el  derecho  da  T;uazo»fl  i  falM  4^04*08 
(Hato*  paro  (Jae  lo^  documento*  presentado*  «oüfirnftban  la  j#fttt$a 
itnadefeodiatn  epta. pleito,  6in  demanden  ó  otras  j*a?one#  d#  egqidad 
y  jMsliaia^^  ia.ouaation  *dd  ai  al  ró^imaa  y  (JjfttriNcipft  de  J^s 
ifiaa  «urfdspottdia  á  no  al  Ayuntamiento  de  TaiaMn^  aq  ani^o.la 
uopdton^ia  de  laa  Tribimale&  ofldioarioa;  puea  iraMndo^o  da  4¿pq- 
üiotóneii.adi»lií jatraüvaa  i  i,  Ja  Áda^tni«4raciaa  inaum^i^.  ^%|pea|f(|: 
HHü,  dnfriUiMtido^to.oú  íupra  aaí.los  Jeyea.a4miQiatraUv^s4.¥4gont^§  qo 
aran  idfriwgi^aB^anqiie  wa  ^yam4raie/it0  ej{iraiara  lúa  dweetao^/^me 
pada.  tapian  qiiav^nrcon  la  Jani.^i^^i  dentro  d«U.  tárwN>  j^ffi§dic- 
trtwaJ  4e.atrft;ty.i>o,iemtwrio  .artam^  diPjiaa  lajfWt  po«ip.t9in«iqa 
Üfdv  aüwt^toirapeliyi^  yr^p^pdf^e  mmw  log,4ore^»#a  ad^i- 
AdtíB;  H»  pAdte  jOfMnpresdersa  flM«(.ias  pUadap;ppr  la  pa^|p  ^fti^afia 

podía  ínndar .  Mniidiinanta  ftM  d#ffiPhp  an  §1  dP^*efilo.  qu^  §^rv¡a 


m  nmHA  <t#mm  ^^61Wrá?fc.á,^^  tfe  m*amk  át¡\  Wffcwhm, 

ík  éi|f.HMW(  tott'á&aaTar"  ÍMS-ífiir ■Idi'MtaiQ  d>'hd}pW  0WÉtítí 
WtoA\*ttiH*$M%M  tás-'ftctffetóeí  dWfWYi  g^efp^iM 
ÍW*W*\Í>.  rfeMuf*  Arel  Itfúntbaeklt  m4 ar§z«a,  %  (rtüfítf- 
im}tié^miimeÚéétil&kMfA''  '       •-■'-> 

'  ■  «^nía^prtétiííÉrfa^Tél'itruStfaé^'ltó  rt§rt^i  M)^; 

M  # W Htr&áfatiti;  i#'cnaf  tUodtaciS  W  Sfflrpritfer*  de'ft  ttttáW 
«tu"»  ti¿"Mcteintife-fttrt«8,  ttesptrts  de'*íWl»d  Ihrfvt^WPBffní* 
■<H»  flWlüttWWMá' « la'  tiiffWK'  «1'  ífohoeltMWttW  tdéélsWh  «Hért^^ih1. 
«mvNm^iihM  HHértéW  i^ffr -de  hs  Itfürf*  dtíl'Moi»^.  tml  Th  (,(!(• 
WftMtt  ««*céf«»'tf«flo*Írf*(í*  «WatjWi''  frantól;'era  y  ttóWftptáfá 
ái  «fMtMttiMlihWAM  t«*<itoslw<te  !Wr  pítoptetárlos  <W'«3  fleYrttf  encla- 
vadas en  los  términos  de  Santa  Cruz  de  HéHe«^o,"sHi'-ttbe<;Ítfiie¥fA 
Tifiefjririéfr'ilMrtia'  MH  «^"W'dllf'líos-d»  tal'  áféfe Í«ÍNeaKi  en  'los 
ítmm*  ie"  í«**e**Vqfie  «r'UyuíKBnilento  de  'dk»hd-9líhé*'CrtM!  es 
i  qMeff  Wtk  'f  Wri^o«aa:f^p  y  tfistrilrafr-  «ft  írgais*.  Mr  IM  ttéqtfft 
•A»;lg«*'!fr4W5Í>«ílfte,,WSr'1i#«p«»«ríofe  de1 -lo*  &mpo*  o>e «irttoáll 
*lrm  WrWhrtf  tWfSdVeMonM,'  eWí  «otar  iif«iM*toh  •««" *s  fMtamaf, 
y^W á'n^tnmMiétrto' (fe &tfard*!WJ  «é  é<tfoh6Wt>iéHc/*W eVmñttib 
M  tt  «éeijttft  t  <rÍfe»«ncT*  «Wltsó  He  átis  apfeá  <$  aTrFnodolí'IJef  W- 
¿Vid*  6  del  mñclfio  del  ritlsrird  jrtftMtft  tle  lM4iM*  Wofc.  cen  VhVftíO  * 
ltó«!fe'l»s1do*ea'rtfrentes;  s1H  tjttfe  M  elfo  JJueAaf  mezclarse  (Mr^HMá 
ér-fc  TkraMM:  y  con&enahdü  "eti  «n  consecuencia  al  AleahM  y*y(M- 
HáMWItff  -d^tarázoná  '(f  é4#-  tojd  tfWfcun  frWítelfcíd  sé  prtfflaiMftteA'l 
temí»*  fStfffe'fei  eHMglnrefi  yd!strtbu«<mae  las  a*frt#11e' que^  (WfW; 
y  á  que  en  lo  sucesivo  se  abstengan  del  hOttbrámiénW  íe*  gandas- 
«iWfldHS  patt  su  eúswfla'íiKerM  tftecorrtfl'ft«r  el  ■rérUMho'  tnrisífic- 
«WiH'tl#'9afl*'ert2f »»  »WH*ya'  "  "     •■'••»  "•-■••1  '•••  "J 

•  l»«tíl»#W  tyMHédlM*  este'  mftbftttetfftfed  «l»  Ay^HfaWérff*  tiMH- 
rttMfé-'rttdMo  -tie  MMIdn,  eHaWB  «I  «rte^M^le,1-  y  Hespirts  tt> 
tiempo  oportuno  en  este  tribunal  Supremo,  como  infringidas^*"'"' 
••!:*<&>  cnlrpüéttt)  eü'elal».  tS'^tkleVdéfll^^ttfm^rfhe'lll». 
(fue teg»m«oV s»  IftcUÍ» y  tféMa-- séYTir  pafSflecIdfrIéV  UttJMMifa 
«dJRÜMIlWMSF  fett  p«rle>'tx)rlttiri'et  M#m:  4.*  MttH!  t§  diH  «etrtfo 
de  íl  de  Octubre  de  1868,  en  cuanto  se  deélarabí1  qtféW^yífUftttf- 
ftittirti  «e*Éáüta!€r1it-eVá'a>(ffflen'c0rYeBp«nd{ft  t\?{¿¡r 'yt^strAuírMas 
a^«Mi-^l  bfazél  tte'*i<lié  Miftea,  k>n  t*te!  inHIbltíWrt  éferHe^WW- 
cÉMth'  yrt|Mi-Wa  MrfbiMWdel  fíHklerrf  é'  dtí'íW-  AImMK'»  UÉ¡Htt>i4- 
WMtttb  t»  ««ría»  «  «epeMletltesi  para  «N  ettldtMMKim  trtofti1  iWüfBlli 
y  WgWtlfti»  del  tte»«ie  s«K  HgM«  r^ues  4lmM*  toM  e4td'  mlMMMto- 
JMI' ft  l«  «Üp«lcitmes «i»  /Wmintttrartw»,  el  TMbttMM'- dá<)usm*á 
no  MM*<1MM1M«  faltar  MHre  éltar  sHi¡ «oMAteiM  í  iNMks'leyígr  ••« 
»«..  bt :)a«to(RMid«tiola  MabMwtdt:  pdr  dN^Maleí  <HWlMneWy«r««A- 
■tjwf  I  y  *•  VstMlr.  1«e  fr«ilt|Mbm  4a  Aoctmna  de  faé  Im>cmi- 


ÜQRM  HbttiÉÉá  al  ItiHL  ft  dttfhüa  áe  ADMNttOhMÜflÉflft  MMHBÉÍ  ¿A 

twpp  A  mfc>  w¿Wo«  sao  «d«iaí^f«tí w»t  ,d*  /aolusift*  aoatpetencia  de 
I*  MutiB&ndQp;  ^form*  además  con  Jó  {urpvenido  en  l*f  Eeaiet 

^eii.4elM*f«^^  1MMm«- 

aargan  i  las  Jefe»  potíttooa  el  cuidado  de  la  eotuemcían  yobsencaii- 
cja de  la»  drde«*  deiriqge;  W  fmunaeqHilas  ¿atoa  y  estala  en 
V^oor.  jtaiito  l^^pflyíiwwi  (fias  del  afelo,  pasado,  y  se^s  alteraba  a*- 
UbUctyüóo  eoetft  reglfui  1W*  *  iiflmbremiealp  de  loa  estaáojr*  y 
?abaceqtf|a*,  ¿  io^va¿do  al  melada  eatablecldo,  lo  oial  ipqqabi»  6 
la  Administración  exclusivamapte;  no  dehjaado  perderse  dé  Risita  que, 
¿1  rwtvaf  Mfep  qsty*.  et  Wlo  de  la  Saja  »  habla  podida  dqciaár 
jan  jterechp.  piróüstente  y;  daanáwairtdo  ó  m  jmspetado,  atoo  qu*  veaia 

cppno  producto  de  mu? a.  adquisición,  sin  qu*  este  tmm^ 
tas*  Jhsjo,  coa^epta  alguno : 

,  *.*'  ,11  ert<  ^  da  la  ley  de  A  d*  Eaero.de  1845,  asi  como  la.d&o- 
sicíou  d*l  «4«a.  €,*  dal  an.  74,  a^áínaaía^  dedaral^^oa^  deparo 
fl^^imetamieoto  de  Sama  £w  el  ordenar  el  disfrute  óe4¡tim*&*** 
pomvpm*  iwstíndiendp  de  que  babia  un  régimen  especial  amarizad? 
Wfefpfetieípíeete,  coma  le  demacraban  las  Ordenaijws  4¡ae  estafe»* 
en  vigor  y  Abpervancia  hada  mocho  más  de  un  siglo,  y  se  hablan 
mpMffta  revetar  por  diferentes  providencias,  así  judiciales  como  ad- 
miottpitivas ;  «H^waaado  adonis,  tal  doctrina  el  nata.  1/  del.  ar- 
ticulo U  del  4ecretode  81  de  Octubre  de.  1W*.  dado  40a  fuera  poei- 
hlesn  ^aplicación  ¿  este  pleito  incoado  y  decidido,  en  primera  inatan- 
c¡*  09a  ma^a,  anterioridad,  pi*s  respetaba  to  que  se  bailase  estable- 
cido sobre  el  fr¿gímeu,  y  aprovechamiento  de  aguas  comunes  ea.sus 
difer^tes  tpas  y  aplicaciones, ,  .  .  .  , 
4.*  ri  tas  mismas,  Ordenanzas  de  17*4,  si  esto  se  considerase  cama 
na  verdadero  derecho  civil;  pues  habiendo  sido  hechas  con  aproh*- 
ppittTOl  po» rasadlo  de  Comisarla  rigió,  no  podio  negárselas  el  c*rác- 
,  ter  d¡e  verdadera  ley,  ni  tampoco  la  infracción  que  de  las  misma*  re- 
sultaba., ,  ¡     ,         ,  1       .,.;.  

, : ff f.  ,U*  observancias 9.VJ>* pociit; $r§g,$t cap., y  ».\ 0e  prepmj  fú- 

n^w^porque  qn  el  pWio  se  habia  justificado  que  el.  régimen  y  diatti- 
( bucfcw  fie,  las  agitas  se  venia  hacienda  dpade, tiempo  inmemorial  en  ,1a 

mism^  forma  que  en  el  dia.  »  ■  >■     »    «• 

.*.*.  U  misma  real  carta  de  A.  A|teasoen  i?  erada  UM,  citada  en 

apoyo  d»i laa  pretensiones  deducidas;  en  la  demanda;)  y  el  principio, de 

la, j^trlapfuikmcia aragonesa,  SJaedaia ntch&tv,  coaaignadoeq laaob- 
¿pjira«tiea*.p*  mgm  mdnewto,  4 A  Dé  te*tom*ttm.  44,  DApretot.  foc  4*m 

4+Hm*v  ti***  jHeivinm.,  y  de  laa  otras  observanolas  «olea  cita- 
^dea^ceo  tcuimtoae dedafabaque  eonespoaáia  ai;  Akalde  y  Ayonm- 

miamo  4e;flMa  Cn»  eéettfceader^en  la  aleación  de  loa  gualdas  ó  za- 
.  tamalea;  ponpe  eatahiaaiandot  la  raal  carta  mencionada  que  uao  de 

loa  dea  aiamw» ,>qae-ana  el  encargado  de  arreglar  pasas  ^yi  medidas, 
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y  el  qne  debía  cuidar  de  las  acequias  de  riego  para  evitar  la  pérdida1 
y  sustracción  de  aguas»  había  de  ser  de  la  ciudad  de  Tarazona,  com- 
pañero del  que  fuese  sefior  de  fuentes;  y  que  los  zabacequias  habían 
de  ser  de  la  ciudad  de  Tarazona,  y  esto  mismo  confirmaban  las  Orde- 
nanzas de  lío*,  si  entonces  era  ya  cosa  antigua  dicho  uso  de  las  aguas 
por  ves  y  tal  derecho  de  corresponder  á  Tarazona  los  zabacequias, 
eiisih  sobre  Ambas  cosas  una  posesión  inmemorial  de  los  regantes  en 
Jo  relativo  al  aprovechamiento  de  aquellas,  conforme  á  dicho  método: 
y  Jas  observancias  decían  que  por  la  Inmemorial  se  adquiría  la  facul- 
tadle hacer  cualquier  uso  de  las  aguas  que  era  la  significación  del 
verte  •adaguar,»  y  de  la  ciudad  porque  la  posesión  inmemorial  en 
que  fueran  de  la  ni  tema  los  zabacequias,  también  creó  1  su  favor  un 
taec&y  sagrado  é  indisputable,  siendo  por  lo  tanto  clara  é  indudable 
la  infracción  de  dichas  observancias  y  de  la  jurisprudencia  corríante 
en  materia  de  prescripciones,  sin  que  se  opusiera  lo  dispuesto  én  la 
ley  7.\  tít<  *9,  Partida  3/ f  ya  porque  en  lo  concerniente  al  derecho 
petado  no  reglan  en  Aragón  las  de  este  Código,  ya  porque  dicha  ley  no 
hablaba. del  uso  y  disfrute  de  las  aguas,  ya  porque  estaban  expresas  las 
observancias  que  eran  de  inmediata  ó  inexcusable  aplicación  para  re- 
solver loa  pleitos  en  aquel  antiguo  reino. 

7/  Rt  principio  de  que -el  Juez  debe  resolver  según  lo  alegado  y 
1  probado  <  porque  «  estando  reconocido  que  Santa  Cruz  fué  aldea  de 
Tarazón* ,  y  no  constando  en  el  procesó  que  el  término  que  tenia 
caendo  1*  real  carta  fuese  el  mismo  que  hoy  le  habla  cedido  la  ciu- 
dad para  que  lo  tuviera  donde  ejercer  la  jurisdicción  ,  hablándose 
suscitado  dichas  dudas,  y  no  encontrándolas  resueltas  por  el  deman- 
dante, á  quien  incumbia  hacerlo,  no  se  estaba  en  el  caso  de  fundar 
en  u«n  supuesto  la  resolución.» 

■W  La  doctrina  corriente  en  los  Tribunales,  declarada  en  la  Real 
órdort  de  17  de  Mayo  de  1838 ,  de  que  « la  separación  de  un  pueblo 
no  ffodla  atribuirle  derechos  exclusivos ,  .pues  lo  poseído  en  común 
por  dos  ó  más  entidades  jurídicas  no  se  hace  de  una  de  ellas  tan 
sólo  porque  se  lleguen  á  separar ; »  y  la  doetrina  conforme  con  la 
misma  Real  orden,  y  sancionada  por  este  Supremo  Tribunal  en  su 
fallo  de  ti  de  Febrero  de  1860,  aplicable  por  analogía  do  razón  á 
este  pleito,  de  que  «la  separación  de  varios  pueblos  que  han  consti- 
tuido una  municipalidad  no  basta  para  destruir  los  derechos' que 
cuando  aquellos  estaban  juntos  disfrutaban  colectivamente,  como  se 
conserve  el  estado  de  lá  cosa  en  la  cual  se  ejercían  tales  derechos  y 
pueda,  usarse  de  ella  antes  de  la  segregación ,»  lo  cual  sucedía  con  el 
agua  del  .brazal  de  la  disputa* 

4/    La  doctrina   proclamada  también  por  este  Supremo  Tribunal 
en  sus  fallos  de  30  de  Junio  de  1800  y  3  de  Marzo  de  1866 ,  decla- 
rando por  el  primero  que  lq  sentencia  que  habia  prescindido  de  la 
posesión  inmemorial  es  contraria  4  la  jurisprudencia  de  los  Tribu- 
II.  17 
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(fies,  de  que  en  materia  de  aguas  debe  de  respetarse  el  estado  pa*e- 
sorjp,  especialmente  cuando-  descansa  en  esa  posesión  inmemorial;  y 
9¿entaflo  por  el  segundo  como  principio  de  derecho  indudable  «que 
cuando  ¡>e  gestiona  sobre  aprovechamiento  de  aguas,  Antes  que  las 
reglas  generales,  deben  estimarse  los  pactos  expresos  ó  Los  derechos 
Cfeados  por  el  uso;»  deduciéndose  de  todo  que  ánn  cuando  fuera 
¡jtonifr  Cruz  propietario  del  agua  del  brazal  de  agua  franco,  no  ppdia 
ispirar  á  su  aprovechamiento  con  exclusión  <Je  los  de  Tarazona ,  ni 
él  Tribunal  estaba  en  el  caso  de  declararlo  ;  pues  por  más  que  el 
u$p  y  el  abuso  y  la  Facultad  de  disponer  fuesen  la  natural  conse- 
cuencia dpi  derecho  de  propiedad  ,  sucedía  muchas  veces  que  ésta 
§e  hpjlaba  gravada  ó  limitada  en  favor  de  un  tercero;  de  manera  que 
sjji  embargo  de  considerarse  dueño  ;*1  demandante,  si  se  suponia  que 
ja  real  carta  lo  declaraba,  pudo  sujetársele  ú  todas  aquellas  restriceio- 
pes  que  nó  excluirían  de  una  manera  absoluta  ese  mismo  dominio. 

10.  El  principio  de  la  jurisprudencia  aragonesa  Slwdum  estelarias, 
en  cuanto  se  reconocía  al  demandante  un  derecho  de  propiedad  que 
jio  haWa  adquirido  ni  por  donación ,  venta  ni  ninguno  de  los  otros 
contratos  reconocidos  en  el  derecho  como  medios  de  trasferir  el  do- 
minio, puesto  que  la  real  carta  de  lili  no  era  un  título  que  lo  tras- 
mitía, sino  que  sólo  declaraba  cuál  era  entonces  el  estado  de  las  co- 
das, 6  sea  el  aprovechamiento  de  aguas  que  se  le  respetaba  ,  si  bien 
en  la  forma  establecida  por  medio  de  reglas  que  de  inmemorial  se 
venían  observando;  es  decir,  que  regaba  por  vez  y  por  fila,  y  éste  era 
eí  único  derecho  que  se  le  podía  reconocer. 

11.  Y  por  último,  las  le\es  21  ,  tít.  29,  Partida  1\  y  7.*,  lít.  II, 
Partida  6,* ;  la  ley  63  de  Toro  ,  el  Fuero  6.*  De  preescriptionibus ,  y 
la  jurisprudencia  que,  en  armonía  de  lo  dispuesto  en  estas  dos  le- 
yes, tiene  establecida  este  Tribunal  Suprejno  en  sentencia  de  26  de 
Enero  de  1866,  y  las  de  21  de  Febrero  de  1855,  25  de  Junio  y  27  de 
Octubre  de  1865. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garralda." 

Considerando  que  el  pueblo  de  Santa  Cruz  de  Moncayo  tenía  de- 
recho al  disfrute  de  la  tercera  parte  de  las  aguas  del  rio  Irues  para 
regar  su  término,  pues  que  así  lo  declara  la  carta  del  Rey  I).  Alonso 
de  Aragón  en  la  era  de  1144,  la  cual  es  un  título  legitimo  de  propie- 
dad ;  porque  no  sólo  determina  el  modo  de  aprovechar  las  aguas  en 
aquel  tiempo,  dando  ú  Santa  Cruz  la  tercera  parte  de  ellas  ,  sino  que 
dice  que  asi  se  hacia  en  tiempo  de  viellos  moros ,  sin  que  se  haya  dicho 
por  Tarazona  cosa  en  contrario : 

Considerando  que  esa  tercera  parte  de  aguas  de  que  habla  la  carta 
citada  del  Rey  D.  Alonso  de  Aragón  es  la  que  ahora  pasa  por  H 
brazal  ó  acequia  llamada  de  agua  franca,  según  en  ello  están  confor- 
jnes  las  partes : 

Qonp!derqr)(Jo  que  ?|  bjep  en  la  misma  carta  cll&(Ja  sp  c^nq^e  fgg 
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ierscbo  tí  pueblo  $$  §3019  Cruz,  se  pjrdena  que  el  régimen  de  e^e 
repartimiento  de  aguas  se  lleve  pqr  un  ahmin  au$  tep  fegnor  de  fuen- 
k$  i  qw  coiq  annQ  den  otro  caballeril  por  (fttnpynefQ  de  ib  ciudat  de  Ja- 
wona,  estq  tenia  lugar  cuando  la  que  p.bora  e^  \jlla  de  Santa  Pro?, 
era  uq  suburbio  ó  arrabal  de  dicha  piudafl,  y  que  por  tanto*  flpjepia 
jurisdicción  propia  en  el  régimen  ecotj<)u?ico  y  .administrativo  con 
iadependqncip  0e  la  ciudad,  lo  que  no  sifpede  ^hora  que  e§  villa  ,in- 
depejjdiente ;  y  por  esQ  no  puede  decirse  infringido  lo  ordenado  ea 
la  ja  referidft  ^arta  del  Rey  ni  el  fuero  Standum  e$t  charla* ; 

Considerando  que  fué  separado  el  pueblo  <Je  £antá  Cruz  de  Món* 
cayo  4e  ía  ciudad  de  Tarazona  en  182$F  y. que  copio  vijl^  segregada 
la  competen  los  nombramientos  de  todos  sus  dependientes  sin  inter- 
vención de  otro  pueblo: 

Considerando  que  declarada  duejia  de  la  acequia,  dpi  agua,  frailea, 
que  se  ba  visto  ser  la  tercera  parte  del  rio  írugs,  la  cual  pasa»  #of 
(Jentro  del  término  Jurisdiccional  de  dioíia  villa,  no  puede  menos  de 
concedérsela  el  nqmbramiento  de  los  dependientes  que  han  d^  regirla; 
y  por  consiguiente  la  ejecutoria  que  lo  declara  así  no  ba  podido  in- 
fringir las  leyes  que  se  citan  en  los  números  1/,  1\  3t*>  &.\  6.* 
y  10  de  los  motivos  de  casación,  porque,  todas  se  refieren  al  tiempo 
en  que  Santa  Cruz  fué  aldea,  y.ajiora  q&  una  villa  independiente,  no 
teniendo  ,  por  tanto ,  ni  las  leyes  ni  reglamentos  citados  aplicación 
alguna  al  caso  de  aujps:  ,.   ,    .  . 

Considerando  que  por  igual  razón  no  pueden  entenderse  infringi- 
das las  leyes  que  se  citan  en  los  números  5.*,  9.*  y  11  de  los  motivos 
expuestos,  en  los  cnajes  se  trata  de  la  prescripción ,  porque  mientra* 
Santa  Crnz  fué  arrabal  do  Tárazonfi ,  lps'tcnja  pro  indiviso. mientras 
con  aquel  pueblo  bacian  una  misma  municipalidad;  y  como  Santa  Cruz 
desde  1828,  en  que  corpenzó  pera  elljt  su  existencia  administrativa, 
ejerció  actos  de  dominio  sóbrela  acequia  referida  en  Jos  años. de 
1886, 1840  y  1819,  no  pueden  decirse  infringidas  por,  la  ejecutoria  las 
leyes  que  tratan  de  la  prescripción  inmemorial,  ni  de  la  de  treinta  ni 
ánn  de  la  de  veinte  años : 

Considerando  que  como  la  ejecutoria  declara  á  Santa  Cryz  el  de- 
recho de  regar  su  término  con  el  braza)  del  agua  franca  sin  sqñalar. 
la  cabida  de  dicho  término,  ni  se  ba  justificado  que  sea  otro  el  que 
ahora  tiene  que  el  que  tenia  cuando  era  arrabal  de  Tarazona  en  la 
era  II44,  ño  ha  infringido  el  priricjpio  que  s$  invoca  en  el  jiúm.  7.* 
de  sus  motivos,  puesto  que  si  hubiese  algun^  diferencia  ei\Ia  exteiv 
sion  de!  término  jurisdiccional  de  la  villa,  podrá  ser  motivo  de  otra 
rtplftfpacipn  en  su  caso  1  .       •. 

Y  considerando,  por  último,  qn,p  la  Real  ¿rdcjj  de,  yi  de  Mayo  dé 
JM8>  de  que  á  la  separación  de  un  pueblo  no  podía  atribuírmele  de- 
rechos exclusivos,  y  la  snntencia.do  este  Tribunal  Supremo  que  '¿9 

filin  en  si  p^iq,  §.•  do  lo*  i\]Q\\m  ü9  cawcjpn  pe  son  apiic»^ t*| 
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cato  de  autos,  porqae  allí  se  trata  del  cumplimiento  de  concordias 
preexistentes,  y  aquí  no  ha  habido  ninguna ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al' 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Tarazoha,  al 
que  condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  ¿  la  Audien- 
cia de  Zaragoza  con  la  certificación  correspondiente. 

ASÍ  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  publicará  en  la  Gacel*  de 
Madrid  y  se  insertará  en  la  Colección  teyislativa ,  pasándose  al  efecto 
lasjcoplas  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  tirmamos. --=Mau- 
rielo  6arcía.=José  M.  C$ceres.«Laureano  de  Arrieia.=Valentia  Gar- 
ralda.=Frandsco  María  de  Castilla.  =  Jos^  María  Haro.  =  Joaquín 
Jaumar. 

Publicación :. 

Leída  y  publicada  fuá  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Si*.  Dota 
Valentín  Garralda,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia »  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  misino,  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  %  dé  Octubre  de  lM9.~Dionisio  Antonio  de  Puga,         . 

Mu.  61. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pago  dc  cantidad  v  pebsbntacion  de  un  pagaré.— Sentencia  de  9 
de  Octubre»  declarando  do  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Luis  Franco  Alonso  contra  la  pronunciada 
por  ta  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  cao 
J).  José  García  Sotts ,  marido  de  Dofia  Emilia  Avecilla,  hij%  y 
heredera  de  D.  Pablo  Avecilla. 

En  los  conswkkaudos  se  establece  : 

1  ?  Que  para  ser  aplicables  la  ley  del  contrato  y  la  i  /  del  /¿- 
tulo  i.°  del  libro  16  de  ¡a  Novísima  Recopilación,  ps  indispensable 
que  los  contratos  cuyo  cumplimiento  se  reclama,  fio  hayan  sido 
contrariados  por  otros  posteriores  de  las  mismas  partes.    ¿ 

2.°  Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyes  ni 
doctrinas  "que  no  son  aplicables  al  caso  de  autos. 

•  •  '        *  «  '  ,     •  • 

Eu  la  vUls.de  Madrid,  á  9  de  Octubre  de  1869,  en  el  pleito  segui- 
do en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  esta 
capital  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  D.  Luis 
Franco  Alonso  con  D.  José  García  Solís,  maridó  de  Oofia  Emilia  Aveci- 
lla, hija  y  heredera  del).  Pablo  Avecilla,  sobre  pago  de  6.000  escudos 
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y  presentación  de  un  pagaré  de  igual  soma;  pleito  pendiente  ame  Nos 
por  recurso  de  casación  interpuesto  por  él  demandante  contra  la  sen- 
tencia que  en  12  de  Noviembre  de  18(8  dicté  la  referida  Sala : 

lesuiando  que  D^  Pablo  Avecilla  firmó  un  pagaré  en  esta  capital 
á  !•  de  Abril  de  1818  á  la  orden  de  D.  Ltris  Franco  Alonso,  á  seis 
meses  fecha,  por  la  cantidad  de  60  000  rs.  vn.,  valor  efectivo  recibi- 
do del  mismo:  que  endosado  á  D.  Joaquín  Miralles,  valor  recibido,  y 
por  último  y  en  igual  forma  á  D.  Casimiro  Gastresana,  fué  protes- 
tado á  su  vencimiento  en  11  de  Oefobre  de  1848;  en  cuyo  acto  con- 
testé Avecilla  que  no  verificaba  el  pago  por  las  razones  manifestadas 
al  portador,  y  que  en  su  virtud  íh  •  Luis  Franco  Alonso  satisfizo  su 
importe  é  Cas t resana: 

Resultando  que  0.  Luis  Franco  Alonso  solicitó,  en  86  de  Febrero 
de  1857  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Maravillas 
(te  esta  capital  que  Avecilla  reconociera  la  firma  desdicho  pagaré;  y 
que  opuesta  por  este  declinatoria,  se  inhibid  en  efecto  el  Juez  de  pri- 
mera »  instancia ,  remitiendo  las  actuaciones  con  ledra  6  de  Abril 
de  18S7  al  Juzgado  de  la  Capitanía  general: 

Resultando  que  D.  Pablo  Avecilla  había  entablado  á. su  vez,  en  6 
de  Marzo  del  propio  año,  demanda  ordinaria  en  el  Juzgado  del  dis- 
trito de  Maravillas,  á  la  cual  «compafió  un  documento,  firmado  por 
D.  Luis  Franco  Alonso  en  esta  capital  á  17  de  Abril  de  1848,  confo- 
sando que  dos  pagarés  que  había  recibidora,  aquella  fecba  de  pon 
Pablo  Avecilla,  cada  uno  de  la  cantidad  de  60.000  rs.  pagaderos 
en  fi  de  Agosto  y  en  10  de  Octubre  de  aquel  ailo,  eran  sólo  valor  en- 
tendido con  dteho  sefior,  y  no  valor  recibid* ;  solicitando  mediante  6 
qne  ?el  vaWr  entendido  era  sélo  firma  en  garantía,  yque  recogidos  los 
pagaré*  por  Franco  Alonso  habían  desaparecido. aquellos,  que  se 
nmndase  que  les  presentara  en-  el  Juzgado  y  se  procediera  á  inutili- 
zarlos como  Valor  entendido ,  y  nade  más,  que  hablan  sido  desde  su 
origen: 

Resultando  que  reconocida  por  Franco  Alonso  por  de  su  puño  y 
letra  la  firma  de  dicho  documento,  impugnó  la  demanda  porque  sin 
embargo' de  ét  Avecilla  había*  recibido  gran  parte,  siendo  en  lo  de- 
más valor  entendido,  como  se  demostrarla  el  aquel  no  W  reconocía 
ásf;  J  que  uno  de  los  pagaré?  obraba  en  los  autos, -ignorando  dónde 
se  hallase  ef  otro:  *■   • 

Resultando  que  acumuladas  A  estos*  autos  las  diligencias  pendien- 
tes en  el  Juzgado  de  Guerra,  quedaron  eya  tal  estado  paralizados 
hasta  el  17  de  Marzo  de  1862 ,  en  que  personados  los  síndicos  del 
.  cotícufóo  necesario  cñ  que  liabía  sido  declarado  D.  Luis  Franco  Alon- 
so, dedujeron  demanda  en  27  de  Abril  siguiente,  A  la  que  acpmpafta- 
rbto  nn  documento  simple,  firmado  en  17  de  Abril  de  1818  t>or  Don 
Joaquín  Miralles  ,'  manifestando  qáe  dos  pagarés  de  <¡0.0Ó*  rs.  cada 
uno  que  habla  recibido  en  aquel  día  de  b.  Litis  Franco  Alonso,  pa« 
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gaderos  ni  8  de  Agosto  y  ÍO  de  Octubre  siguiente,  eran  adld  %«lor 
entendido  con  Franco  Alonso,  'y  úó  valor  ffcclbldb  bótíib  expr*ÉaDan 
sus  enddsóí.  i  una  carta que  enNórtiefobrc  &,  sM  éiprfcsai*  el  ifift* 
diiñigló  í).  tatío  Avectlfá  ft  6:  tais  Francb  Álofifco ,  ftmñlfeüAtíBole 
que  -había  í forado  pagarés  jíór   compldcfer  6  tifi  fttriigo  de  Fraudo,  y 
porque  la  insignificante 'fírma  ele  Avetfflá  antes  qdtí  la  de  alfirth  «II- 
tribuyese  én  algo  para  tener  ftes'firfnas;  pero  (fué  étí  0!  itílttaib  tiltf  * 
mentó*  sfr  habik  rcsgu?írtiíidb  coa  íín  dodürtierito  en  qu«  Sé  detfil  lo 
que  era  la  verdad,  que  era  un  Valof  fcntehdídb  y  nd  rfretbldo;  exctft- 
fiando  mucho  que  sabiendo  ijúé  éstábtf  *fn  un  fcütfHo  le  repartíase  im 
valor  qtih  s<5Io  podría   pedir  A  hrpfersohá  i|üe!  lo   NÉbla  rtdWtfó;  J 
que  á  continuación  de  esta   carta,  y  con  fecha  9  do  Ofct&brt  do  lMt 
y  firma  de  Jo::qiiin  Miralfefc  ,  qrfe  lá  bfc  rvcortocidtf,  hay  Mtto  hota 
qué  dice:  «Habiendo  leirib  e*tá  carta,  y  sib  perjufclá  de  flue  eh  «ti 
día  se  aclaren  loa  hechos  relativos  á  lo  que  ú\&  oWgeti  *  axteftiler  el 
pagaré  de  60.000  ite.  pañi  tener  dinero  para  el  proyectó  que  A  tad&s 
es' ¿onoéid'o," declaró  qué  el  Sr.  Avecilla  falta  A  la  vordad  £n  la  rfae 
expresa  de  haber   sido  sólo  para  complacerme  á  mí,   qnfc  *6$  t[ 
hmigo  de  quien  Sé   babla.  Pues  el  Sr.  Avecilla  uo  Boto  tenia  lanto 
inores  cómo  yo  éti  la  realización  dé  los  60.00*  reales,  sfiw>  qtw*  de*- 
V>u'os  de  obtenidos,  percibid  una  buena  parte  de  ellos  por  mana  tic 
D.  José  Fernandez  úiii ,  según  consta  de  una  cana  que  conservó  éh 
mi-poder,  y  de  la  cual  remitiré  copia  al  Sr.  D.  M»M  Fratoco  Alotiso.» 
Resultando  que  én  la  demtfhda   pretendieron  los  sfndfcb*  qué  he 
condenase  A  D.  José  García  Solfo,  como  marido  deOoilá  Broífia  Afbnfto 
Avecilla,  hija  y  bfcrederf  de  D.  Pablo,  fl  pagar  en  tértólno  <te  tercero 
día  A  los  síndicos  del  concurso  de  Franco  Alonso  00.000  rs.  que  era 
én  deber,  cott  Ibs  intereses  áfisñe.  la  fecha  ñé\  protesto,  A  razón  de 
•  por  100  al  aHó ,  daños,  perjuicios  y  éostas;  y  que  en  apoyo  de  su 
pretensión  alegaron  que  e!  librador  de  un  pagaré  rt  la  orden  era  res- 
ponsable de  sus  resultas  \  todas  las  personas  que  sucesivamente  le 
habían  Ido  adquiriendo ,  y  que  protestado  per  falta  de  pago,  y  Rem- 
bolsado el  portador  por  cualquiera  de  los  endosantes,  adquiría  daña- 
cho  para  su  reembolso  contra  él  librador*  b  endosantes  que  te  prece- 
dieran :'que  para  la  eficacia  6  validez  en  juicio  del  documento,  bas- 
taba ,  tomo  aquí  sucedía ,  qué  se  hallase  ajustado'  eft  sus:  formas  A 
lo  dispuesto  en  ef  Código  de  Comercio,  y  en  sus  efectos  Mis  leyes 
de!  fuero  común,  porque  el  librador  no  era  comerciante  ttí  había  ex- 
pedido él  pagaré  por  consecuencia  de  operación  meróArttil ;  debiendo 
por  lo  tanto  córisldcrarse  como  un  vale  ó  pagaré  endosarte  á  volun- 
tad ,  'con  la  responsabilidad  personal  que  Ibs  endosantes  estipularen, 
ó  comd  un  contrato  unilateral ,  erí  el  que  uno  solo  era  el  obligado  A 
hacer  en  dfa  determinado  una  cosa  Ó  pagar  íink  cantidad  convenMa; 
y  do  todos  modos  resultaría  que  Avecilla  se  habia  obligado  A  pagar 
A  plbzo  fijo  una  cantidad  determinada,  debiendo  ser  competido  A  su 


SENTENCIAS  DE  i  869.  465 

c&foptfmíento,  segün  la  ley  t.\  tfl.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Re~ 
cocción  i  que  la*  declaraciones  firmadas  por  Franco  Alonso  y  póf 
Hfrallea  eran  Ineficaces  partí  invalidar  la  obligación  dé  deber  cuandtf 
fets  «a  hallaba  arreglada  en  stt  relación  y  forma  á  las  disposiciones 
)         de  óif  Ctfdlgo  especial ;  porque  el  documento  verdadero  era  negocia^ 
ble  y  retiñía  todita  las  condiciones  exigidas  por  la  ley  especial  para 
qae  sn  propiedad  se  pudiera  trasAiitlr  libremente  por  medio  dé  en- 
doso; porque*  Aun  en  la  hipótesis  de  que  pudiera  darse  valor  &  tales 
declaraciones  de  valor  enteridfdo,  era  necesario  que  existiera-  ó  sa 
acreditara  qntí  existía  enema  abierta  y  corriente  entre  el  libfador  y 
el  librado,  y  un  pacto  expreso  sobre  el  modo  de- hacer  la  compensa- 
clon  de  valores ,  porque  tales  declaraciones  tendían  ft  un  objeto  re- 
probado por  las  leyes ,  y  en  conocido  perjuicio  de  tercero,  y  consti- 
tuían un  pacto  ilícito ,  -que  debía  entenderse  comprendido  entre  Iod 
de  que  ae  ocupaba  la  ley  28,  tít.  11  de  la  Partida  1\  y  porque  la  ficha 
de  arabos  documentos  estaba  etl  abierta  contradicción  con  las  del  pa- 
garé y  del  primer  endoso,  patentizando  la  mala  fó  con  qne  se  habían 
redactado: 

Resultando  que  acumulados  *  estos  autos  los  promovidos  por  Don 
Pablo  Avecilla,  impugnó  sn  hija  y  heredera  la  demanda  de  los  síndi- 
cos, solicitando  qne  sé  declarasen  rotos,  nulos  y  cancelados  y  sin 
fuera  nf  eficacia  alguna  los  dos  pagarés  mencionados,  condenando  á 
los  síndicos  en  todas  las  costas;  fundando  su  pretensión  en  que  li- 
brado el  paparé  en  10  de  Abril  de  1918  por  D.  Pablo  Avecilla,  que 
no  era  comerciante,  y  sfn  que  procediese  de  ninguna  operación  de 
comercio,  debía  ser  considerado  como  nn  nale  6  una  simple  promesa 
de  pago,  sujeta  ft  las  leyes  comunes  sobre  préstamos,  según  su  esta- 
blecía en  los  artfculos  ítüff  y  570  del  Cédigo  dé  Comercio,  por  lo  cual, 
con  arreglo  A  la  ley  D.\  lít.  !.•  de  la  Partida  5.',  y  al  mérito  que  pro- 
ducía la  confesión  Judicial  de  I).  Luis  Franco  Alonso,  carecía  la  sin- 
dicatura de  toda  acción  y  derecho  para  reclamar  el  pago  de  los.  60.000 
ivalos:  siendo  desatendible  cualquiera  prueba  que  se  intentase  ett 
contrario,  puesto  que  chocaría  abiertamente  contra  ía  verdad  legal 
qne  llevaba  en  sí  dicha  confesión: 

Resultando  qne  paralizados  en  tal  estado  los  autos,  y  continuados 
en  1*  de  Julio  de  1807  á  instancia  de  D.  Luis  Franco  Alopso,  por  sí 
«dio,  por  haberse  aprobado  el  convenio  celebrado  con  sus  acreedo- 
res haciéndole  entrega  de  sus  biches,  se  recibió  él  pleito  fl  prueba; 
y  que  como  parte  de  ella  se  pasé  testimonio,  del  que  aparece  que  en 
K  de  Junio  de  1836,  dirigid  O.  Lftis  Franco  Alonso  una  carta  A  Don 
Pablo  Avecilla  manifestándote  que  en  aquel  momento  le  entregaba  stí 
dependiente  la  cantidad  de  10.000  rs.  vn.  que  «habla  tenido  la  bondad 
de  prestirle  para  cubrir  nn  depósito,  la  cual  le -seria  devuelta  por  él 
tí  día  80  de  8etiembre  de  aquel  afio:  cfne  reconocida  Judicialmente* 
4»ta  carta  por  Franco  Alonso,  se  despaché  ejecución  por  dicha  can- 


tidad,  y  se  dictó  en  30  d»  Jauto  de- 1867  sentencia  de  remáis,  desea* 
timando  la  excepción  de  compensación,  opuesta  por  el  ejecutado  ;que 
impugnado  por  el  curtidar.ad  tótem  de  Bote  Emilia  Avecilla  el  acuerdo 
de  la  junta  de  acreedores  de  D,.  Luis  tranco  Atanso»  suspendiendo,  el 
reconocimiento  de  dicho  «crédito  por  compensarse  con  otro  ,que  se 
decía  adeudarse  por  la  sucesión  de  Avecilla. ai  coneunso  por  60.000 
reales»  diqtó. sentencia  el,  Juez  do  primera  instancia  en  10  deJulio.de 
1868,  que  fué  consentida  por  ,laa  parte*»  revocando  el  acuerdo  de  la 
junta  de  acreedores,  y  mandando  se  tuviera  como  reconocido  el  ci- 
tado crédito  de  10.000  rs.  para  aer  graduado  y  pagado  en  su.  caso  y 
orden  procedente»  estableciendo  como  fundamento  que  dicho  crédito 
de  10.000  rs.  era  cierto  en  lo  legal  y  líquido,  y  el  que  suponía  el 
concurso,  de  60.000  rs.»  no  era  de  esta,  clase  por  estar  impugnado  en 
juicio  pendiente; 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  que 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  la  revocó  en  12  de 
Noviembre  de  1808  y  absolvió  á  D.  José  García  Solís,  marido  de  Doña 
Emilia  Avecilla,  de  la  demanda  deducida  por  los  síndicos  del  concur- 
so de  D.  Luis  Franco  Atonso  y  sostenida  por  éste,  condenando  al  ex- 
presado Franco  Alonso  4  presentar  en  el  término  do  diez  dias  el  pa- 
garé de  60.000. rs.,  que  venció  en  6  de  Agosto  de  1848,  pqra  su  can- 
celación *  declarándole  cancelado  si  dentro  de  dicho  término  no  lo 
presentase:        , 

Resultando  que  D.  Luis  Franco  Alonso  interpuso  recurso  de  casa- 
ción» citando  al  interponerle  ,  y  después  en  tiempo  oportuno  en  e6te 
Supremo  Tribunal,  como,  jnfringidas :  . 

1.°  La  ley  1.*,  tít.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  por 
cuanto  se  eximia  del  cumplimiento  de  la  obligación  que  habia  con- 
traído D.  Pablo  Avecilla  en  términos  claros  y  precisos,  sin  excepción 
dé  ningún  género. 

&°  La  ley  del  contrato  •  en  cuánto  por  él  se  había  comprometido 
D.  Pablo  Avecilla  á  pagar  á  la  orden  de  D.  Luis  Franco  Alonso  la 
cantidad  de  60.000  rs.,  de  cuya  obligación  se  le  absolvía  en  la  sen- 
tencia, 

3.'  La  ley  9.%  tít.  1.°,  Partida  í.\  por  cuanto  la  sentencia ,  al  ab- 
solver de  la  demanda  á  los  herederos  de  Avecilla ,  se  funda  en  que 
éste  no  ha  recibido  el  dinero,  siendo,  así  que,  según  aquella,  después 
de  trascurrido  ol  plazo  que  concede  no  puede  atenderse  el  que  no  se 
haya  recibido  la  cantidad. 

Y  4/  La  doctrina  consignada  en  ia  sentencia  de  28  de  Octubre  de 
1867,  según  la  cual,  te  excepción  concedida  por  la  mencionada  ley  no 
puede  teger  eficacia  y  carece  de  aplicación  á  las  letras  y  pagarés  en 
que  se  consigna  la  cláusula  de  valor  recibido  por  sor  opuesta  al  es- 
píritu do  la  legislación  mercantil  y  á  la  buena  fé;,  principal  base  d* 
toda  negociación  de  comercio;  doctrina  aplicable  4  este  caso  en  que, 


además  de  consignarse  que  el  valor  es  recibido,  ha  pasado  con  exceso 
el  plazo  concedido  por  la  ley. 

Visto»  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera. 

Considerando  que*  pava  aer  aplioablejrd*  topdeh  contrato  y  la  1.' 
del  tü.  1/  del  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  es  indispensable 
que  los  contratos  coyo  cumplimiento  se  reclama  no  hayan  sido  con* 
trariados  por* otros» posteriores  de  b&  mismas  pariese  y  qqe/par  eook 
siguiente  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  1*&  altadas  leyes  al 
absolver  al  demandado  y  estimar  ineficaB  et  pagaré  I  da  10 -de  Abril 
de  1848  en  virtud  del  resguardo  q«e  en  el  acto»  de  recibir  didbe  pa- 
garé firmó  el  mismo  demandante  (y  lo  ha  reconocido  en  eete.ptalUo), 
declarando  que  era  sólo  valor  entendido  con  el  librador ,  y  no  valor 
recétio  según  se  expresaba ;  sin  que  se  haya  «urotnistrado  ptueQa  al- 
guna de  que  Avecilla  realmente  recibiera  de  Franco  Alonso  ol  importe 
de  aquel  pagaré :  .  .■•.., 

Considerando  que  tampoco  han  sido  infringidas  la  ley  9/  del  tí- 
tulo 1.*  de  la  Partida  5.a,  ni  la  doctrina  consignada  en  la  sentencia*  do 
e¿ie  Supremo  Tribunal  de  28  de  Octubre  de  1M7,  referentes  lambas  ai 
término  dentro  del  cual  puede  intentarse  el  remedio  nonnwMrake  pe- 
cunia, porque  en  los  presentes  autos  no  se  opuso  oportunamente  se- 
mejante excepción,  y  el  mismo  demandante  ha  reconocido  con  repe- 
tición que  en  realidad  no  entregó  á  Avecilla  la  cantidad  que  expresa 
el  pagare  en  cuestión;  cuya  ineflcaeia  la  deduce  la  Sala  del  hecho, 
también  reconocido  por  Franco ,  de  haber  recibido  del  demandado, 
en  2S  de  Junio  de  1856,  10.000  re.  para  cubrir  an  depósito,  y  que 
prometió  devolvérselos  en  30  de  Setiembre  del  mismo  affio ;  obligación 
que  naturalmente  no  hubiera  contraído  si  Avecilla  le  hubiese  adeu- 
dado la  cantidad  expresada  en  el  pagaré  que  le  habla  firmado» cerca 
de  ocho  anos  autos; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  tri 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  Franco  Alonso  „  &  quien 
condesamos  en  las  costas ;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de 
osla  capital  con  la  certificación  correspondiente.  ' 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gucetai  y  se 
insertará  en  la  CoUecio*  legislativa*  pasándose  al  efecto  las  copia»  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmainQs.==*Maarick>Garda.«= 
José  AL  (¡áceres.  =5  Laufeauo  de  Arríela  .= Valentín  Garralda:  ^Fran- 
cisco María  de  Castilla.=cJoacfuin  Jaumar  ^Fernando  Parea  de  Rozas. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar,  Ministro  del  Tribunal  Suprimo  de  Justicia,  atán- 
dose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  0  de  Octubre  de  18tt).=GregoHo  Camilo'Garcf*. 
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Mi.  62. 

•  »        « 

CASACIONES  ALA  PRIMERA. 


R«cwfdPr  nte  tntü  fcJttáufcmf  a. —Sentencia  (te  H  de  0et*bfé,  de- 
clarando fw  haber  lugar  *1  r&tirso  de  casacwm  interpuesto 
(k*r  Sá#vi«  Bita*  catitra  la  pronunciada  por  la  Sala  tercera  dé 
I*  Audiencia  de  Barretón  a,  éñ  pleito  coto  D.  Francisco  de  Paula 
Atflmir. 

Un  Itw  co«««ttAm)Oá  ¡fe  establece: 

I A  $■»•!»*  %rtf  í.1  y  £.*  tf*/  «.  26  de  la  Hrñda  $.\  en 
cnanto  se  refieren  á  sentencias  pronunciadas  en  juicios  civiles,  de- 
ben repétiitSe  drogadas  por  la  vigente  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
10/;  nti  solamente  á  virtud  de  la  disposición  general  de  su  articu- 
lo 1.418  f  tino  más  especialmente  por  el  recurso  de  casación  que 
establece  cmtm  las  üíntencias  definitivas  de  los  Tribunales  superio- 
res é*  ñt  fonda  t/  eñ  su  forma. 

íi°  Que  ño  hay  ulterior  recttrso  contra  las  sentencias  que  el 
Tffbnnal  Supremo  dicta  sobre  los  de  casación ,  según  lo  prevenido 
en  el  a¥l,  1.085  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  Ja  tifia  «te  Afadrlff,  *  ti  ríe  Octubre  de  fffcü,  en  el  pipilo  se- 
frnldo  en  p\  Juzgarlo  de  primer*  instancia  de  Arenys  de  Mar  y  en  la 
Sala  tercera  ñe  la  Audiencia  do  Barcelona,  por  Salvfo  Elias  y  Calman 
con  I).  Francisco  de  Paula  Aromir,  sobre  rescisión  de  nna  ejecutoria; 
pleito  pendiente  ante  Nos  por  virtud  de  recurso  de  casación  Interpues- 
to por  él  demandante  contra  la  sentencia ,  que  en  6  de  Noviembre  de 
!M8  dictó  la  referida  Sala  : 

BeswlMindo  que  rVdro  Bordea 'y  Darder  vendió  por  escritora  de 
18  do  Aposto  de  1729  4  Ja  cobo  Vida!  y  Sana  y  ft  sn  hijo  Juan  ,  una 
pieza  de  fierra  en  terminó  de  fa  tilla  de  Toasa  por  precio  de  9*  li- 
bras í  que  Mariana  Bdrdfta,*  hija  del  vendedor,  representada  pof  sn 
marido  José  *  Daffmtu ,  demandó  en  28  de  Enero  de  1778  á  uno  de 
tos  «omprftrior*  p«*t  «u*  «e  <l«h»ia«>  unta  como  enormfthniwirte 
tanta  la  citada  venta  ;  y  cftíe  por  sentencia  de  ti  de  Julio  de  1781, 
se  imposo  á  los  consortes  Dalmau  silencio  perpetuo  Sobre  su  prc- 
teriskro : 

Resultando  que  suplicada  esta  sentencia  por  Josefa  Dalmau ,  hija 
de  aqudloUft-y  anstanciada  la  instancia  con  n.  Narciso  Aromir,  su- 
cesor de  los  padres  é  hijo  Vidal ,  se  dictó  en  grado  de  súplica  sen- 
tencia en  .81  de  Agosto  de  1804,  condenando  á  D.  Narciso  Aromir  á 
rehacer  lo  que  faltaba  para  completar  el  justo  precio  que  tenia  la 
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citada  pVaa  de  tirrrn  al  tiempo  ú<*  ser  Tendida ,  ó  bien  A  dihiitirlrt 
ron  los  froto»  percibidos  y  podblos  percibir  desde  la  intérpoSfefdti 
de  la  debía  nd  a,  pagado  en   loé  créditos  que  tal  vea  tuviera  aobre 
ella  y  su  interés  compensativo,  liquidación  de  todo  reservada  t  i 
que  Interpuesta  por  ftmbas  partes  suplicación  do  esta  frenteii<Ha<,  f«á 
confirmada  en  11  de-Julló  de  1807,  deolaraneto  que  D.  NnréisO  Aro* 
mir,  ^afá  Itfftafer  y,  completar  el  Justo  preutoqtle  tenía  la  pié**  da 
tierra  al  tiempo  que  fué  vendida ,  debía  entregar  la  cantidad  dé  W 
libras  A  Josefa  Dnlmau ,  no  admitiéndose  á  las  partea  recorro  m  pe- 
mmfnto  ai0afi<pquQ  ao  fuera  dirijo  á  ht  ejecución  y  fago'  dé  di- 
cha cantidad  ;  y  que  en  su  virtud  Aromir.  según  consta  dfe-Mft* 
tora  de  $  de  Abril  de  1808,  sattsftao  á  Josefa   Dalmati  >   mtíjer  de 
José  Boct,  ausenté  hacia  machos  ortos  ;  •igrtórfthdt&e  gn  paraderb  $  la 
mencionada  cantidad  ,  &  que  habla  sfdo  condonado  por  la  sentencia 
referida  i 

Resaltando  que  Micaela  BHas  y  Batanan,  consorte  de  Joatftltn  Ifór- 
ros,  acudió  en  t  de  Diciembre  de  18$*  A*  la  Audiencia  de  Barcelona 
exponiendo ,  como  confirmación  de  los  autos  seguidos  por  Josefa 
tialmaü  con  D.  Narciso  A  rom  ir,  que  aquella  habrá  fallecido  f<l  7  de 
Mavo  de  1809  en  la  casa  de  Misericordia  de  Barcelona  ,  damle  sfe 
encontraba  desda  -1799  por  su  estado  de  f'itíia  ,  con  cuyo  ^motivo  se 
había  paralizado  el  pleito  con  Aromir:  que  la  eomp^rttetenta  era  su* 
cesora  de  aquella*  como  sobrina  carnal,  y  que  ¿u  tal  concepto  pre- 
tendía la  continuación  de  los  autos  que  se  hallaban  pendientes  de 
suplicación  por  ambas  partes  de  la  sentencia  de  ftt  de  Agosto  de 
1804:  qtio  oido  D.  Francisco  de  Paula  Aromir,  Impugnó  tal  pretensión 
presentando  testimonio  de  (a  sentencia  de  revista  de  ti  de  Julio  de 
1807,  que  fué  cotejada  con  el  registro  de  la  misma ,  obrante  en  el  li- 
bro que  exhibía  él  Becrmrio  de  gobierno  de  dicha  Audiencia,  titu- 
lado Cmdutíone*  civiles  dd  año  1807,  y  encontraba  cónfdrm*;  y  qim  por 
providencia  de  14  de  Mayo  de  1859,  que  fué  suplicada  y  confirmada 
en  83  dé  Setiembre  siguiente,  fie  negó  la  pretensión  de  Micaela  Elfos  y 
tai l dura,  y  so  mandaron  archivar  los  autos,  mediante  8  resdlia*  que 
habla  sido  fallado  definitivamente  el  pleito : 

Restflttíndó  que  en  2  de  Setiembre  de  1899  entabló  demanda'  Bal- 
Vio  Clías  t>ara  que  se  declarase  nula  la  venta  de  la  pie  a  a  de  tierra  que 
Pedro  Bordas  había  hecho  a*  Juan  Vidal  en  18  de  Agosto  de  17*9,  y 
en  su  consecuencia  se  condenase  *  D.  Francisco  de  Patria  Aromir, 
poseedor  de  ella,  á  dirimir  la  cuarta  parte  de  la  misma  á  favor  del 
demandante,  como  uno  de  los  sucesores  y  habientes-derecho  del  ven- 
dedor, con  nías  la  cuarta  parte  de  los  frutos  percibidos  desdé  la  pri- 
mera reclamación  en  Juicio,  y  el  pago  de  todas  las  costas;  preten- 
sión que  ffcmdó  en  que  en  dicha  venta  habia  mediado  una  lesión 
visiblemente  enormísima,  que  producía  el  efecto  de  qoo,  mus  que  con- 
trato de  aquélla  clase,  pareciera  la  emulación  de  <uno  do  donación; 
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que  Aro m Ir  impugnó  la  demanda  oponiendo  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  fondado  en  las  sentencias  antes  referidas ,  cayos  testimonios 
presentó,  que  fueron  cotejados  en  el  término  dé  prueba  con  los  libros 
titulados  Ctmibifam  titüéi ,  correspondientes  á  los  afios  referidos, 
que  eihtbió  el  Secretario  de  gobierno  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 
por  no  haberse  encontrado  en  el  pleito;  yqee  el  Juez  dte  primera 
instancia  dictó  sentencia  absolviendo  árD.  Francisco  de  Pauhr  Aromir 
dp  la  demanda: 

Resultando  que  apelada  por  el  demandante,  después  de  señalado  dia 
para  la  viste,  presentó  escrito  manifestando  que  acababa  de  saber 
que  en  Jos  autos  á  qué  se  refería  la  sentencia  de  S  de  Julio  de  1607 
no  existía  tal  falto,  siendo  la  última  actuación  la  de  haberse  dado  por 
concluso:  que  por  lo  tanto,  el  cotejo  no  se  había  hecho  con  él  ori- 
ginal» como  prescribía  la  ley,  sino  con  un  registro  no  autorizado  con 
firma  alguna;  deduciéndose  la  alternativa  forzosa  de  que,  ó  el  proceso 
habla:  sido  mutilado,  6  el  fallo  intercalado  en  los  registros;  pidiendo 
por  ello  que  mientras  se  formalizaba  la  instancia  sobre  el  particular 
se. suspendiese  la  vista  y  en  su  dia  el  curso  del  pleito;  y  que  la  Sala, 
por  providencia  de  la  misma  fecha,  atendiendo  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 291  de  laJLey  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  no  se  acreditaba 
haber  intentado  la  acción  criminal  de  que  se  hacia  mérito,  negó  lo 
que  se  pretendía  y  mandé  proceder  á  la  vista: 

Resultando  que  traídos  para  mejor  proveer  los  autos  que  Mariana 
Bordas  y  Josefa  Dalmsu  habían  seguido  con  Jaime  Vidal  y  Sans,  por 
sentencia  de  8  de  Noviembre  de  IMi  se  confirmé  con  las  costas  la 
apelada;  y  que  interpuesto  por  el  demandado  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido;  á  su  Jufóio,  los  artículos  £81  y  MI  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  fué  desestimado  por  este  Supremo  Tribunal*  en 
99, de  Uñero  de  1366,  consignando  como  fundamentos  quB  la  certifi- 
cación de  las  sentencias  dictadas  en  los  afios  de  18H  y  1807  habla 
sido  cotejada,  previa  citación,  con  el  registro  de  las  de  la  Audiencia, 
resultando  ser  conforme  y  auténticas,  según  la  apreciación  del  mismo, 
contra  la  cual  no  se  habia  alegado  infracción  ninguna  de  ley  ni  de 
doctrina  legal:  que  la  legitimidad  y  veracidad  de  la  expresada  certi- 
ficación se  hallaban  solemnemente  comprobadas  por  la  providencia 
ejecutoria  de  la  misma  Audiencia  de  28  de  Setiembre  de  1839,  conflr- 
.  materia  de  la  de  14  de  Mayo  anterior ,  contra  las  que  nada  se  había 
alegado  por  el  recurrente,  no  menos  que  por  la  inspección  practicada 
por  la  Sala  sentenciadora  de  los  autos  originales  en  que  hablan  sfdo 
dictadas,  las  expresadas  sentencias  de  1801  y  1807:  que  si  bien  el  re- 
currente habia  indicado  sus  sospechas  de  que  dichos  autos  hubiesen 
sido  mutilados,  6  las  referidas  sentencias  intercaladas  en  los  registros 
de  la  Audiencia,  no  habia  formalizado  acusación  alguna  sobre  ningu- 
no de  dichos  extremps,  ni  entablado  la  acción  criminal  correspon- 
.  diente  en  descubrimiento  de  tal  delito  y  de  su  autor;  y  que  por  tanto 
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faltaban  tos  supuestos  necesarios  para  atribuir  al  Galio  la  infracción  üe 
las  expresadas  disposiciones  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  ' 

Resultando  que  on  i  dn  Junio  de  1867  entabló  Salvio  Elias  la  Ú6-' 
manda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que,  alegando  que  según  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  primero  del  arL  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  el  libro-registro  con  el  cual  se  había  verificado  el  cotejo  de  la' 
sentencia  no  podia  producir  efecto  alguno,  y  por  lo  tanto  estaba  en' 
su  derecho  redarguyendo  dicho  fallo  de  falso  civilmente:  que  en  todo 
pleito  en  que  el  Juez  hubiera  proferido  sentencia  en  méritos  de  faísas 
pruebas,  tenia  la  parte  agraviada  derecho  á  pedir  la  restitución '  de 
dicha  sentencia,  segnn  (o  dispuesto  en  la  ley  1.a,  tít.  *6  de  la  Parti- 
da 3/,  siendo  competente  para  ello  el  mismo  Juez  que  la  dictó;  según 
prevenía  la  ley  2.a  de  los  mismos  títulos  y  Partida:  y  que  siendo  un1 
documento  ¡falso,  como  ofrecía  probar,  el  principal  fundamento  de  la 
sentencia  dictada  en  el  pleito  anterior,  cabía  la  restitución ,  pidió  se 
declarase  procedente  la  de  la  sentencia  dictada  en  la  primera  instárt- 
ela, y  de  las  confirmatorias  recaídas  en  las  subsiguientes  de  apela-' 
cion  y  casación;  condenando  en  su  consecuencia  á  D.  Francisco  dé 
Paula  Aromir  á  dimitir  .en  favor  del  demandante  la  cuarta  parte  de  la 
pieza  de  tierra  objeto  del  litigio  seguido  contra  el  mismo ,  con  itofis 
la  cuarta  parte  de  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Paula  Aromir  impugnó  la  demanda, 
alegando  que  la  Audiencia  en  su  ejecutoria  y  este  Supremo  Tribunal 
en  su  fallo  no  se  habian  apoyado  exclusivamente  en  el  testimonio  pre-' 
sentado  por  Aromir  y  en  su  compulsa,  sino  en  otros  datos  de  autos/ 
por  cuya  razón  de  nada  serviria  al  demandante  la  justificación  de  la' 
falsedad  de  aquel,  en  atención  á  que  según  el  último  periodo  de  la' 
ley  1/*  tft.  26  de  la  Partida  3.a,  sólo  podía  declararse  la  nulidad  de 
la  sentencia  cuando  se  probase  que  eran  falsos  los  únicos  y  precisos 
datos  en  que  se  apoyase:  que  este  pleito  se  habia  incoado  después  de 
trascurrido  con  exceSo  el  plazo  de  sesenta  dias,  ¿  contar  desde  que 
se  había  dictado  la  ejecutoria,  y  fon  desde  que  se  habia  publicado 
la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal ,  y  los  recursos  presentados 
fuera  de  su  término  no  podían  tener  efecto:  que  la  falsedad  de  testi- 
gos ó  de  documentos  en  que  se  apoyaba  la  pretensión  de  nulidad  de 
una  sentencia»  debía  sustanciarse  en  causa  criminal  y  no  civil,  y  con 
anterioridad  a|  recurso  de  casación  si  la  falsedad  fuese  conocida  por 
el  (pie  la  alegaba;  y  que  el  que  atacaba  una  sentencia,  imputando  á 
otro  haberse  valido  de  documentos  falsos,  si  no  lo  Justificaba,  come- 
tía el  delito  de  calumnia,  que  infería  á  su  contrario  y  á  ios  que  ha- 
bían Intervenido  en  el  otorgamiento  de  los  documentos: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  pedido  por  el  de- 
mandante el  cotejo  de  la  sentencia  de  24  de  Julio  de  1807  con  su' 
original  en  los  autos  de  su  razón ,  consignándose  el  estado  en  que  sé 
encontrasen,  certificó  con  referencia  á  ellos  uno  de  los  Escribanos  de 
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C$m^»  guo  a(  folio 192.  de  la'  cuarta  foliación,  y  al  1.°  de  |p  quiote 
existían  las  seutencias  origínale?  en  instancia  de  vista  y  revista,  las 
chales  erpp  enteramente  conforiüo^  con  1q  copia:  que  $  los  folios  195 
y  |fi6  fi^ja  dos  escritos  suplicando  c|e  dicija  sentencia:  y  admitida,  la 
4|íj/jicji  y  sustanciada,  no  había  podido  verificarse  $  cotejo  de  lasen- 
inicia  qu$  recayó  por  no  existip  en  los  auto*,  pues  1$  última  ¿ja  de 
qjlps^  er^  la  J&37,  que  pontenia  una  providencia  da  <}  de  Jl&yo  do  1807. 
(ju£  depia:  «Al  Relator,  notifiques^;*  viniendo  después  un  esprita  pro- 
sentado  por  0.  Eafael  ptfont  en  13  de  Mayo  de  18¿2, pidiendo  ál*Sala 
(je  g^ierno  e|  desarchivo  de  los  2 utos,  que  habia  sido  ^cordada,  sin 
qu<?  pudiera  decirse  si  habia  sido  ó  no  arrancada  dicha  sentencia,  por 
no  aparecer  pjnguna  sefial,  que  lo  indicase:  que  en  el  libro- registro 
(Je  $e.ntenpi*s  del  Canciller  Registrador  correspondiente  al  año  de  1807 
babja,  al  folio  293  vuelto  una  que  decia:  «Josefa  Bret  Daimau  y 
tjiqrd¿s  contra  Narciso  Aromir,»  la  cual  resultaba  enteramente  igual  á 
la  copia  que  pbr$ba  en  autos,  existiendo  dicha  sentencia  en  el  libro- 
registro  por  copla  simple,  sin  estar  autorizada  por  nádjc,  ni  tener  el 
sqilq  d^J  Tribunal  ni  rúbrica  alguna,  siendo  varias  jas,  diferentes  lo- 
lf$$  deque  constaba,  no  estando  todo  él  foliado,  pu<$  se  notaban 
9tl)Gha,s  paginas  sin  este  requisito,  conteniendo  á  su  final  seis  fojas  y 
inedia  en  blanco  sin  inutilizar,  y  no  existiendo  Ujmpocq  ninguna  di- 
ligencia de  conclusión  que  indicase  estar  cerrado  el  registro: 

Resultando  que  absnelto  D.  Francisco  de  Paula  Arpmir  de  la  de* 
inunda  por  sentencia  de  la  Sala  tercera  de  la  áudiengi?  fjp  Barcelona 
de  <j  de  Moyiembre  de  186$,  confirmatoria  de  |a  de  primera  ipstaocia, 
y  pn  la  que  entre  otros  resultandos  se  consigna  el  de  que  lfi  anterior 
de  18$4]  no  sólo  estaba  basada  cu  l;i  excepción  de  cosa  juzgada,  sino 
qíje  habia  además  como  fundamento  la  falta  de  prueba  de  parto*  del 
actor  de  que  la  finca  al  tiempo  de  su  venta  valiera  mucho  más  del 
precio  que  se  diera  por  ella;  y  cu  el  largo  tiempo  trascurrido  para 
poder  oponer,  como  se  opuso  Icgalpente,  la  prescripción,  interpuso 
el  demandante  recurso  de  casación,  citando  como  infringidas,  las  le* 
yes  1/  y  ?.á,  lít.  2G,  Partida  3.\  el  párrafo  primero  del  aft.  2$J  de  la 
Ley  (Je  Enjuiciamiento  civil,  y  la  jurisprudencia  establecida  por  esta 
§upi'cuió  Tribunal  en  la  sentencia  de  8  de  Junio  fá  1JS66  $obre  vali- 
dez, de  fjocumentos  traídos  á  juicio  sin  compulsa.. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arrieta. 

pop^Iderando  quq  las  leyes  1/  y  2.a  fiel  tít.  26  de  la  Partida  3.%  en 
c^pto  se  reiteren  á  sentencias  pronunciadas  en  juicios  civiles,  deben 
Vf punirse  derogadas  por  la  vigente  de  Enjuiciamiento  pivil,  no  sola- 
mente A  virtud  de  la  disposición  general  de  su  ar|.  J.415,  sinq  más 
ejpecialtpente  por  e|  recurso  de  casación  que  establece  cppjra  las  sen- 
teqcjaa  dqlliplivas  dó  Iqs  Tribunales  superiores  en  su  fondo  y  en  su 

tojtfM'raM'P  4 ne  djg|)¡t*  |evi>  inuHM  podran  liatar  wv¡4o  t)a 
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fuadanunjo  s|  présenle- recurso,  puesto  qua  para  la  rev^^jqn  de  las 
sentencias  que  se  suponían  dictadas  por  enrías  ó  testigos  Talaos,  exi- 
HáB  qiie'o]  reclama.nia  pronasu,  no  spínafüq  le  la  ex^toflcia {je  la  £al- 
sada*,  sino  h»*tMu  m  qw  fcfif*  hafeia.  »í4q  I*  j$u*a.  d^terpíflaaie  del 
fajk),  nada  dp  lp  cual  |^a  probada  Sajjfio  gl^as  e^pec^o,  de  tas  pro- 
iwngja^ps  «o  primera  j  *«>flda  iustfoxía,  PfW  £a*a  de  6  de  Maya 
j  |  de  Jfoajewlíre  de  (Sfií,  i  b,üt  asi?  £upreq»a  Trüjan^l  e,u  «9  di 
Enero  de  18G6 : 

Considerando  que,  lijos  de  haber  demostrado  Salvio  fll|us  ja  íiilee- 
dad  del  tesüuapnio  librada  un  %  de  Diciembre  de  ISA?  Dí}r.  ef  fspripa- 
sp  de  «mata  de  la  Audiencia  do,  ^a'rijp Iqna  f).  Buenaventura  Vjdal  da, 
lf«  sealencias  de  33  de  Julio  de  1V81,  31  de  A«Qsip  de  J80|  y  2(  de 
Julio  de  1807,  se  hal|an  comprobadas  \.\  veracidad  y  ajjteflticídad  da 
aquel  documento  por  la  fe  del  fu  fisionar  ¿t»  qua  je  expidió  ¡  por  la  es- 
critura publica  que  Josefa  Raiman  otorgó  en  9  de  Abril  de  18U8  en 
cumplimiento  de  la  última  de  aquellas  sentencias;  por  la  conformidad 
del  citado  testimonio  con  los  autos  originales  de  su  razón,  en  cuanto 
con  estos  ba  podido  ser  cotejado,  y  con  el  Registro  de  Conclusiones 
civiles  de  aquel  Tribunal  superior  en  toda  su  extensión;  por  la  ins- 
|x>ccion  verillcada  ante.  e.\  mjsmc¡  iTribumjl  y  apreciación  que  en  su 
virtud  ha  consignado;  y  finalmente,  por  las  declaraciones  terminantes 
contenidas  rn  los  f.illos  de  li  de  Hayo  y  83  de  Noviembre  de  1SS9: 

Considerando  que  mucho  menos  ha  podido  probar  lillas  que  el  in- 
dicado testimonio,  redargüido  de  falso,  fuese  el  único  fundamento  de 
las  sentencias  de  6  de  Mayo  y  3  de  Noviembre  de  18Gf .  puesto  que  en 
aquel  litigio,  la  parte  demandada  opuso  á  la  demanda  de  dicho  Elias 
diferentes  excepciones,  tales  cnuio  |a  frita  de  prueha  acerca  del1  valor 
de  la  cosa  litigiosa  en  la  ¿poca  de  su  venta,  la  de  cosa  juzgada,  la 
de  prescripción,  a  todas  luces  procedente  habiéndose  realizado  aque- 
lla venia  en  18  do  Agosto  de  1729,  y  otras  diferentes  consideraciones 
jurídicas- que  quedaron  en  [oda  su  integridad  por  haberse-  desestima- 
do el  anterior  recurso  de  casación  interpuesto  contra  los  menciona* 
dos  fallos: 

Considerando,  por  último,  que,  las  precedentes  observaciones.,  acor- 
des pon  las  consignadas  por  este  Suprema  Tribunaj  en  su  decisión 
de  S¡>  de  Enero  de  1SS6,  contra  la  cual,  según  lo  preyep^dq  eq'el  irj 
lfcu|a  t.065  de  la  (.ey  de  Enjuiciamiento  civil,  no  ha 
sq,  demuestran  evidentemente  que  la  ejecutoria  no  | 
citadas  leyes  de  Partida,  ni  el  pírrafo  primero  del  ar 
cionada  de  Enjuiciamiento,  ni  la  doctrina  establecida 
al  mismo  por  sentencia  de  este  Tribunal  de  8  de  Ju 
Fallamos,  qm:  debemos  declarar  y  declaramos  n 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Salvio  Elias,  &  q 
$  ja  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  i 
plore  s  mejor  f()r|ifF«!.  dislribuy^ncjQsi:  enluces  rjpjn 
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y  en  las  costad;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
sé  Insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  la»  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.s=Mituricio  Gar- 
cía.=José  M.  Cáceres.«=Laureanó  de  A  meta  .=  Valentín  6amldft.= 
Francisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=Femando  Pérez  de 

Rozas. 

Publicación : 

*  • 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Hmo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arrleta,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia .  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  }l  de  Octubre  de  186».=Gregorio  Camilo  Garcñ. 


Non.  63. 


CASACIÓN— SALA  PRIMERA 


t  • 

Nulidad  j>e  dos  testamentos. — Sentencia  de  f  1  de  Octubre ,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Ramón  Ole  mellas  y  Romero  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  cou  Don 
Hermenegildo,  D.  José  y  Doña  Concepción  Olcinellas  y  Tos. 

» 

En  los  considerandos  se  establece  : 
.  i.     Que  la  falla  de  institución  directa,  en  primer  grado  de  los 
hijos  del  testador,  ni  la  de  no  señalarles  la  porción  hereditaria  en 

Íue  los  instituye,  ni  el  instituir  á  una  persona  extraña,  son  cautas 
asíanles  para  quitar  á  un  testamento  la  cualidad  de  inler  liberos, 
poraue  la  ley  no  exige  esa  institución  en  primer  grado  á  favor  de 
los  hijos,  y  la  obligación  impuesta  por  el  testador  al  cónyuge  sobre- 
viviente de  disponer  de  sus  bienes  en  favor  de  los  hijos  que  de  tu 
matrimonio,  tuvieren,  le  constituye  en  la  clase  de  heredero  de  con- 
fianza y  llena  los  requisitos  exigidos  en  la  novela  107.  y  en  es- 
pecial el  de  que  ¡os  hijos  sean  herederos. 

2.a  Que  al  citar  las  leyes  que  se  supongan  infringidas  para  que 
sirvan  de  motivo  de  casación,  debe  expresarse  la  razón  y  funda- 
mento de  la  infracción. 

3.*  Que  el  testamento  ínter  liberos  no  se  deroga  sino  por  otro 
en  que  concurra  la  circunstancia  de  especial  derogación. 


ttffHtf&AS  M¡   186».       t  ttt 

4;*   Qm*6  pueden  str  irtfrinqidto  por  ma  ttntwciú  leyes  Mi 
doctrinas  qnt  no  tienen  aplicación  at  caso  4e  autos.  '         '      '   • 

liria  villa  d#  Madrid,  á  II  -de  Octubre  -  de  Ifttt ,  en  «I  perito  se- 
ftnéo  en  et  Jnsgadb  de-  primera  instaneta  del  distrito  délas  Afuera* 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  «fu  > 
dad^r  B/Herufenetfldov'Di'Josd  y  Dolía  Concepción  OtctueMáfe  y 
Tos  coa  D¿  Ramón  ülcfneilas  y  Romero,  sobre  nulidad  de  dos  Ueste* 
mentes;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  dectoácion 
interpuesto  por  et  demandado'  contra*  la  sentenciaré  en  2  de  febril 
úRitoo diotó* la  referida  Sala?     «  ....-;■■  t 

Resultando  que  Dofia  Josefa  Tos  y  Rabella  contrajo  matriotonfo  en 
Barcelona  d  19  de  Diciembre  de  1889 'con  D.  Ramón  de  OtcfneMás;  y 
que  en  29  de  Junto  de  M3«  otorgó  ante  el  Notario  0.  ktofr  Ptaffe  tes- 
tamento cerrado,  que  dijo  hallarse  escrito  y  firmado  de  su  mano,  en 
el  cual  instituyó  heredero  universal  de  todos  sus  bienes  á  m  toártelo 
D.  Ramón  Olcinelias  con  la  obligación  de  disponer  de  ellos  entre 
vivos  ó  erf  última  voluntad  en  favor' de  los  hijos  que  Dios  les  diese» 
haciendo  partes  iguales  ó  desiguales,  como  mejor  le  pareciese»  dejan* 
doselos  todos  á  su*  libras  voluntades  si  Dios  no  lea  diese  ningun 
hijo;  y  revocó  todos  los  testamentos  que  tuviese  hechos: 

Resultando  que  ante  et  Notario  D.  Francisco  Bellsolell  otorgó  la 
.  mencionada  Doña  Josefa  de  .Tos  y  Rabella'  otro  testamento  cerrado 
en  3  de  llano  de  1889,  que  dijo  hallarse  tomado  por  la  misma  y 
escrita  de  «ano;  ajena»  en  el  que  icgóú  cada  uno*  de  sus  tro*  hijos» 
en  pago  de  sus  derechos  de  legítima  y  de  cualquiera  otro  que  pu- 
diera pertenecerles  sobre  site  bienes,  15. WO  libras;  pudiendo  sólo 
disponer  de  9.OG0  si  muriesen  soferos,  acreciendo  las  restantes  ¡á  sus 
herederos;  instituyendo  heredero  en  todos  sus  demás  bienes,  inclusa 
la  mitad  de  «los  que  poseia  sujetos  i  vinculación,  que  debía  reservar 
al  inmediato  sucesor,  á  su  marido  D.  Ramón  de  Oteinelias,  con  la 
obligación  de  disponer  de  altos  'entre  -  vitos  ó  en  tillima  voluntad 
•  entre  sos  hijos»  di  ier sobrevivieran,  en  esta  forma:  que  de  la  mitad 
de  te6  -vinculados  deberta  |*recisamente  disponer  á  favor  del 'hijo  fn~ 
mediato  sucesor  <tel' vínculo,  que  mv  podria  reclamarlos  Itajta  de$<~ 
pnes  de  la»  muerte  de  su- marido*  «por  ser  su  voluntad  que  éste  Mis 
usufructuase  durante  Su  vitfolsin  obligación  de  prestar  caución; -pri- 
vando al  inmediato,  si  impugnase  esta  disposición,  de  loque  le  tenfa 
legado  y  de  poder  percibir  de  sus  bienes  más  de  lo  que  por  sa  legí- 
tima le  correspondiera;  y  que  en  cuanto  á  los  otros  bienes  Ubres  y  á 
ios  desvinculados  4  su  favor»  podría  hacer  efttte  sus  hijos  ltfs  porción 
nes  que  tuviese  á  bien»  dejando  todo  á  ano  dinas  y  nhda  á>lo0olfiM, 
é  imponerles  respectiva  y  recíprocamente  las  sustitutiione*  ó  *£!«<•&- 
menes  que  bien  vistos  le  fueran;  y  que  para  el  caso  de  qbé  falleciese 
sin  haber  hecho  esta  disposición»  y  por  via  de  providencia  meramente 
11.  18 
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preventiva,  instituyó  herederos  á  sus  tres  hijos  en  te  fonu  y  cm  n 
condiciona  que  expresó;  revocando,  por  último,  cnalqa*ra  «v 
lamento  ó  codícílo  hecho  hasta  entonces,  y  queriendo  croe  aura 
vnleetem  i  lodos  por  vía  de  testamento ,  ó  en  so  defacto  par  Ji  u~ 
totfteito  ó  por  ftfneJIa  otra  especie  de  última  volunte*  ^m  s»  « 
dorrotio  hubiera  logar: 

•asaltando  qu*  por  último  la  ya  mencionada  Bonn  Jrmrfi  T»  * 
inMla  otorgó  otro  testamento  cerrado  en  Barcelona  á  11  «e  Juno 
4o  UM  ante  el  Notario  &,  Miguel  Martí  y  Sagristi.  qoe  di)»  feait*<%* 
0aortto  y  firmado  de  su  mano,  en  el  que  como  en  los  animares  nna- 
bró  albaca  y  ej<cutor  testamentario  (i  sa  marido  D.  lamea  de  «*m. 
Dallas»  ¿  coya  prudcnría  y  discreción  encomendó  fijar  tos  teBaLr< 
f  tufraflio*  por  su  aira  a ;  declaró  que  o  su  bija  Concepción  la  test* 
dolado  y  salfofeobo  la  legítima  y  derechos  maternos  al  contra*! 
triroonlo  con  l>.  Pelayo  <i«  Camps.  habi/fodoli  entregado  en  tai 
O*pt0  f-MO  libra*.,  y  por  lo  cual  *4lo  la  legaba  10  rs.  vn.  por  ana  *¿ 
l^fóásu  liijo  l>,  lleritiencpildo  en  pago  de  iguales  derechos  X  4M* 
jlbril,  Ofl  Ittrt  c«iftlí*s  no  so  le  imputarían  lo  gastado  por  razón  de  ?- 
carftre,  con  te  condición  de  qno  pudiera  disponer  libremente  de  es  .* 
»i  lillocksro  con  hijos  que  libasen  á  la  edad  de  testar,  pudi«»ndo  «su- 
poner, de  lo  contrario,  ánteamente  de  10.000  libran,  restituyendo  tas 
réstenle*  4  «u  heredero  universal :  legó  4  su  hijo  D.  José  por  ípui: 
ganee(Ho  in  mi* rae  cantidad»  con  varían  condiciones  respecto  á  so 
entrega  y  deposición :  legó  A  su  marido  diferentes  fincas  de  tes  qoe 
podía  disponer  A  hu  libra  voluntad,  y  le  instituyó  heredero  universa! 
en  todo/i  «u$  domA*  bienes,  inclusa  también  la  mitad  de  los  qoe  po- 
táis sujetos  A  vinculación  que  pertenecía  al  inmediato  sucesor,  00a 
I*  obligación  y  gravAmen  de  que  dispusiera  de  todos  los  dictaos  Me- 
nMt  ettwpte  Ioh  que  lo  tenia  legados,  entre  sus  hilos  en  esta  forma: 
que  an  cuanto  A  los  vinculados,  deberla  precisamente  disponer  en  te* 
vordol  hijo  infundíate  sucesor,  quo  no  podría  reclamarlos  hasta  des- 
pués do  la  muerte  de  su  mundo,  por  ser  su  voluntad  que  los  usu- 
fruflluate  sin  préster  epucion  alguna,  privándole  si  impugnase  esta 
disposición  de  lo  aun  le  tenia  legado  y  de  poder  percibir  más  de  lo 
que  poHmullroa  lo  correspondiera;  y  que  cu  cuanto  A  los  otros  bie- 
nal propios  suyos,  libras  ó  desvinculados,  pudiera  hacer  entre  sus 
hijos  IrtS  porciones  que  tuviera  A  bien,  pudiéndolo  dejar  todo  &  uno 
ó  |Mh  y  nada  A  Ion  utros,  ¿  Imponerle  los  gravAmanes  que  fe  pare- 
clftWW  pudlendo  su  marido,  sin  perjuicio  de  esto,  vender  y  gravar 
los  Olidos  blouw  conforme  le  pareciera :  para  el  caso  de  que  faite- 
óte»* «Ln  bncor  dicha  dUposicion,  y  también  para  el  de  que  te  otor- 
gante uuirlvs*  después  que  su  marido  sin  nombrar  heredero*  instt- 
UM4  W  Ull  ^ti^epto  A  sus  hijos  D.  Dermenegildo  y  D.  José  con  las 
«mriklquw  y  en  la  Jornia  que  expresó,  sustituyéndoles  para  ciertos 
fMte»  »¥  UN*  PoOa  Concepción;  y  terminó  diciendo  que  aquella  era 


sp  úl^io*  y  ffyl#)Wftdft  VfttHSiMl  y.MMmntOf  $1»  f¥^^  mu**  WR' 
tai.  6  «tyüflilq  4  *Q#£|l*.qtrft  ppwfl.ifit ,  i^W-Mna  W^Blftl  flU«.m¿9r  - 
ea  dara^o  «alpe  Mtftofc.  í,*Qft>  Q,  m  JlMp  .rrejKWth*  fwtftfqwwiera 

otrof  mmirmip*  j  w&üw  <u»e  ¡Juttftm  ww»d*  .^^  :MM  M» . 
stop  qw  Adopta  *w  imie.-toti*  matigo*  wr*  ¡mmtywm  iw*í*i 
w  induffcK  lioiDpa  qpcfrpdftt  ft  i«  reviró»  4**^p  t^wíP.w-. 

tj*  ^Ubf^y  <^iteMfr,.Ypl#ftHt4)  ¡|Ufjr¡*wto  jpftv*  w,ftty3,  fiMftMfc- 
PPRlf  qj#  a^aei  'iftttWRtq  m-  w4w¡l.$w  rí  entente  wsgwd?., 
por  flfrg  PQtífiW  íW*.  RQjcoft^v^ra.  »iwift«ro9¿Mtf  P*WtfM¡We, 
Qxprfs^;,  ,  4  ,  '•:>.•  /    .    »  ■ .«.'        t-\*  i  ■ ;  v  •  ,i 

Resultando  que  Doña  Josefa  T<^^,R^^l^:^|^^  qp  »  4?  picjjwr , 
^  ÍP  JSftVy  Hüt  M««f*tfa.<J#  pq,  vijKlQt  Pt  tyHWf  ÍMfiíflpiUí¿se  • 
proqpdift  m  W  jdg.cMplP'WI  *  Ja  apeMr*  <toU|ewM:4f  ,4W  U^^ 
m0nta|.€jla4o»,.|)f|fti4mlp^  «pierio  4&íq>i*MM?*  tf^.dp^^W.* 
á  solteílitf  4b  Dflta  foiwpciqp  Qlpiqellfls  *n  f  y  %d&  ltebrqr<\  &ÑWi. 

b$u)l*nrip  qup  ftpn.£n$eql0ciQp  f|f  fodou».  e^pft  d£$iHfteqf0ft  eplft-. 
blaron  en  13  de  Mayo  de  1868  los  hermanos  D.  Hermenegildo," O.. J?s£ 
y  poga  C<mfipm°n  Qlci^elin^  y  fys  (q  ds^Rd*  9M<HP  4p.^iflÍ>,le#o, 
en  la  que  exponiendo  que  en  los  dos  últimos  tw&amftntqs,  qp  exif4ia: 
cláusula  <alfftL»£  espacial  poc  la  qu$  »e  4erogíue  ql  pqteripr,  «y:sí  tyn 
sólo  qipa  gppeft),  $u  la.qua  p¿  siquiera  *e  ji^cia  jqeuptyn  (fe  qMQrpr 
derogar  los  anteriores  ¿qn  cuando  fuetyui  privilegiado*;  qije  ej  te&tan 
monto  porgado. por  el  padtt-4  &lW  de  loq  ¿mjp$  tocia.pleufcf^y, 
prucb?*  *i. estaba  escri^  y.  armado,  de  su  propiq  pu&o,, , e^preaqitd* 
el  dia^m^sy  ?ñq  de  su  otorgamiento;  que  bagaba  cuajq^sr  imtytíó. 
para  argüir  qu$  un  te*tamepto  en*  inter  libero*:  que  el  tiecbq .ii'biyQx 
de  loa  \\¡¡q$  po  podía  $er  revocada  por  o¿ro  posxprior,,  á:  u^ups,  que 
fuera  fie)  todo  perfecto  y  que  contuviera  apresa  meaciou.^fiquél;, 
y  que  po  alujaba  la  naturaleza  privilegiad^  de  qn,  tajtaraeQty  ¿echó, 
inter  ¡iberos  Ja  circunstancia  de  no  aparecer  en  $1  cpmo  heredera  lq!. 
mujer  dpi  te^^a^gr,  cuando  se  le  ipiponia.la  Qbli^ciói^.  (je  dispcíuor 
de  la  herencia  á  favor  de  los  hijos  de  &te,  suplicaron  se  declar^e^ 
nulos  y  sin  valor  ni  efecto  los  testa|pentq*,qtorgadqs  ppr  ftuíj{*  Josefti 
de  Jos  #n  13  4c  F^rerQ  4^  1865  ji¡df¡  Jupio.de  lj}(>4,  porjiío  Ual/cr 
revocado  el  que  otorgó  eq  3(  0e  Juqig  de  1830hqqe  d^^ja  ¿^  d^la-j 
rad^  válido  y  ^ifbsi^tente;  .       ,     ,,  ».,...    .Vw  .,'. 

Resultando  que  tyv  RaRipp^de  .Olcjnell^  iujpu^  ja  cjez^apcl^^aje- 
gando  que,  puanfl(o  pxistian  fflucho^  .tes^ipei^r  períectQS,  'wfifc  la 
ley,  el  po^rior  rppipia.  y  casaba  el  ^feripr  ^uio  éi  éste  po  ^u^es^ 
punp^  existido;  qp^  los  tr,e$  testamenios  (}e  Dqña,  Josefa  Tos  l/aijian  . 
sido  .otorgadQS  según  las  l^es.  cstablepjdas,  en  Cata) uña  para  l^s  ^>$. 
tamentos  comunes  in  ficripti*;  que  p^'ra  que  exisUer^  \\'n  te^iapiéiHq 
privilegiado  inttf  \iberoi  era  necesario  que  fuera' 'oljógraft),i  y  $e  cpiu- 
p  ieran  las  disposiciones  deja  Noyelq  107 ;  y  c^mo  jio  se  había  pre- 
^atado  un  testamento  ínter  jiberos,  y  el  de  pona  Josefa  Tos  de  13  de 
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litólo  de  1SM  era  ldftary?*fiM*fr,>  píoiitrtar  i  H»  oirbsdosvy  fot 
révódftbá é*prt*aurtaté,< era  el  tumo  legdy  tttbsfcteute  de  equ&Hát 
qhé  {Mira  combatirlo,  la  temeridad  ctelos  demandantes  tes  hatta  W 
cho  creer  ton  teafembafa  pHtflegtado,  que  «»  eitelia,  y  habiari  querido 
htrthff  en  ef  ptírtero,  ftiye  vaiidsr  pedlati<eon  4a  aaalaeion  de  loa  pob- 
terfotesi'jpfótifatfoti  improcedente  y  temeraria,  que  ¡habla  cateado  M 
demandado  gasto»  y  perjuicios  que  debía»  ihdenúttnr;  yqaepbr  ello 
prücedidfyfeselef  ribéoWetti  de- la  ^emaodavdertaraiidoqwerai  válido 
f  tftfbstifteate  eh  teetamt^'ntbrghdá'p*  ftofta  JfeéAVfbe'efrtt  de 
Junio  de  lMif  Imponiendo  á  los  demandantes  perpetuo  silencio7  y  las 
costis,  ¿  ind^ritiií^lobdepeilaitía^:  •      -         '.      - 

'  '  ftéftdtahttó  flle  tf  Jtra  de  'pfttatm  infancia?' dletf  sentencia,  y 
que  la  Sala  prime**  de  la  Audiencia  de  Bajetona  la  revoad  dito  tle 
Abril  ftlthho  y  declaró  vbHdo  y  subastarte  et  testatoebio  cerrado  que 
ot&$6  lWfia  Josefe  Tosen  16  de  Junto  de  Ittt,  y  sin  «fécto  loé  dos 
que  otorgó  posteriormente  en  It  de  Mtrao  de  1855  y  »» de  Junio 

ftésattatodo  que  el  demandado  interpuso  recurso  de  casación»  ei- 
tahdo  edtbo  infringidas:    * 

1/  La  novela  1W,  aplicándola  al  testamento  de  »  de  Jonio  de 
lBta  coriü*  te  expreso  y  literalmente  prevenido  en  ella,  pues  la.  falta 
de  indtHúcion  directa  y  en  primer  grado  de  los  hijos  de  la  testadora 
y  la  de  no  señalarles  la  porción  hereditaria  en  que  lea  instituía  y 
dTftaber  ftstittfldd  á  una  persona-  extraña  hacia  que  el  testamento 
cJitadOv'atéhdtdaft'sus  solemnidades  internas,  no  pudiera  ser  califleádo 
de  testamentó  fnter  Wnrto;  no  teniendo  aplicación  contra  las  dispo- 
siciones de  la  citada  novela  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal 
de  17  de  Ditiembre  de  IBM  que  se  ebabe  en  el  fallo*  por  cuánto  en 
ella  sé  trataba  de  un  testamento  olágrafo  imperfecto .  que  reunía  los 
requisitos  de  aquella  disposición  legal,  sentencia  á  la  cusí  se  faltaba 
aplicando  erróneamente  la  jurisprudencia  que  en  la  misma  se  es- 
tableció. '■•»•••         •  - 

•*.•   La  ley  *,  tft.  1.'  Partida  «/ 

Y  3."  La  ley  de  la  voluntad  da  la*  testadora ,  que  habla  otorgado 
Ids  tres  testamentos  en  la  forma  común  y  ordinaria,  é  instituido  en 
todos  ellos  por  único  herederojen  primer  grado  á  su  marido  y  üo  á 
sus  MJoi,'  lo  cual  manifestaba  que  no  habia  querido  ni  pensado  testar 
eh  la  forma  privilegiada  6  ctti-un  testamento  inier  Uberot. 
Visto;  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  Marfil  de  Harp. 
Considerando,  en  ciahto  al  primer  motivo'  de  casación ».quo  la 
faltada  Institución  directa  y  en  primer  grado  de  ios  hijos  de  U  tes- 
tadora, ni  la  de  no  señalarles  la  porción  hereditaria  en  que  los: ins- 
tituía, ni  el  haber  instituido  á  una  persona  extraña,  como  ia  instituyó 
la  testadora  en  efl  c&tattranto  de  20  de  Junio  de  tato  (que -son  las  ra- 
zones en  que  se  apoya  el  recurso) ,  es  bastante  para  quitar  á  aquel 


toUtt*MoJa,*uiMU4  úttjutr  lihrm.  pqrqpa  la  l*y  no  exige  esa 
¿NpliU|e¡oiL  en?  primer  «redo  á  Uvor  de  loM^s,  S  Ja  obligación  que 
impuso  á  m  marido  de  disponer  de  ene  bienes  en  favor  de  Jos  que 
de  aquel  mata*  sonto  tartárea  4^  ctoslHase  w,)a  cUacde  heredero 
de  coafianza  y  llena  los  requisitos  exigidos  en  la  novela  107 ,  y  en 
especial  el  dé  qne  los  hijos  sean  herederos»  y  por  consiguiente  no  se 
lia  infringido  por  la  semencia:    .    „  . 

Considerado  que  tampoco  lo  ha  sido  la  doctrina  consignada  en  la 
de ) este  Ttitansl  aapueuw.de  W>fi*/ltyieiib?e,dc>  18tyt  .porque  en 
alia  se  acepta  el  principio  de  que  la  institución  de  heredero  de  con- 
fianza á  una  persona  extraña  para  $ue  distribuya  los  bienes  del  tes- 
tad^eaire sos  lujos  ne  quita:  á, aquellos  tastameQfcQ*  anualidad  dp 

; ,  Considerando*  ¡en  cuanto  al  seguido  motivo,  qJWialcíltP  las  leyes 
<pie  se  «¿opongan  infringidas  debo  expensarse  ta  mfcon  y  fundamento 
dula  infracción»  4o  cnal  frita  en  esle  caso;     • 

Considerando  que  aun  prescindiendo  de  esto  •  y  si  las  leyes  de 
Partida  tienen  aplicación  en  Catátala*  todavil  lo  dispútelo  en  esa  ley 
no  puede  legitimar  el  recurso,  porque  siendo 4i.feetamento.de  19  de 
Junio  de  1830  ínter  Jiferas,  no  se  deroga  sino  por  otro  en  que  con- 
curra la  circunstancia  de  especial  derogación»  y  que  siendo  inaplica- 
bles! castf  de  Utos  no  ha  podido  ser  infringida  por  la  sentencia: 

Considerando,  en  cuanto  al  tercero  y  último»  que  el  haberse  otor- 
gado los  tres  testamentos  de  Doña  Jesefe  Tes  y  Babella  en  la  forma 
eft  que  aparecen  no  quita  al  de  ISMIa  cualidad  de  inter  líber*  que 
tiene,  y  por  consiguiente  la  de  no  poder  ser  revocado  sino  por  otro 
en  que  se  haga  expresamente  esa  revocación: 

Y  considerando  que  esa  revocación  no  existe  en  los  que  otorgó 
en  3*  de  Marzo  de  1855  y  W  de  Junio  de  1864,  por  cuya,  razón  su 
ultima  y  legal  voluntad  es  la  consignada  eq  él  de  91  dé  Junio  de  1880, 
y  que  declarándolo  así  la  Safa  sentenciadora  no  la  ha  infringido; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por- tt*  Remota  Oleinellasy  Romero,  i 
tftrien  condenamos  encías  costas;  dbvtt  viéndose  los  autos  á  la  A  adíen- 
cía  de  Barcelona,  de  donde  proceden  con  la  certificación  corres- 
pondiente.   .■•*...-•. 

•  Asi  por  esta*  nuestra  sentencia  v  qne  s*  publicaré  on  la  Otcet*  de 
Mtdriá  y  seMbsertaráen  la  Cofcccfee.  iftgriilafc'i*,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesaria»,  lo  preñándonos,  mhndaimos  yjbtat*inos.m:Mauricio 
^arefaatf osé  H.  Cácerea.=^awi^T»deárrieta.c^ValeBtinGérralda.^= 
Francisco  María  de  Castilía.=aJc&é  María  Baro.»=íe«maA<io  Peres  de 
'Sosar.  '•»••.■•'        ;.  .. 

tubücweiem  •■»  -  •  -    ^  /• 

<••  Lefda  y  publicada  toé  1a  sentencia  anterior  por  el  Hiño.  Sr.  Don 
losé  María  Haro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estando 
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.  celehrcifido  UtUff énéia'  pfrMIca  í«  Shlfl  ffaifcertí  dfct  rttotatf  d  di*  dé 
líoy,  de  <|ug Certifico  clééi^És^fl^tkVíte'GIIWífcrt^  «ffché  «ífWífflb 
Trtbftlfal'. ;'  '    "       ' .■■»:*■•...      ¡..     .  -  - 

'  »    V    .  .  i*.      *       -     •  í     .  »  lí.*     /«i    i:'  ;     i   m    ,»    '         •-./..  .     |i    ,  ■ 

Nóm.  64.  •   '  "     ' 

«'        AfPEtACl^NBlfflA'SAÜKW.^SAtJl  SEtnWfti'í.      * 

'  ■  i  i    '        i »  •  *•  •        *        ti    ^      . '       '  •  ■  ♦  o  ' 

ÍAtíoDÉ  fc*ÑttDADfe3^Sehteriéto  tfe'M  d\S  Otmitoé,  rtvncññdo  tefe 
providencias  apeladas  de  la  Sala  segunda  de  la  Atidieticfa  dé 
Barfefclófia  por  fas  míe  -Bfe  défte#ó  la  admisión  de!  rfccnrso  de  ca- 

1,1  siciofi  t  ée&dmitf©  el"  di  fnjusflfcía  tiotoria,  interpuestos  por 
la  sociedad  de  los  feflit'-Mrrflés-  de  Tarragona  á  Mdrtorell  V 
Barcelona,  en  pleito  cmi  ía  Omisión  Iftjtíidádora  de  ffr  Sófciedad 
0ráfto  MomUario  Bareetbtiki  y  admitiendo  fel  referido  de  ca- 
fccidn  ¿it*  nebeiidad  de  depósito.  ' 

En  los  cowsmBftANDOs  se  establece: 

i.°  Qae  por  el  art.  8.°,  típ.  1.*  del  décféto  del  Gobierna  ptó- 
vmonnt  efe  6  de  Diciembre  da  1868,  sobte refundición  de  los  fieros 
especiales*  elevadora  ley -por  té  que  decretaron  y  sdnefowffroft'  Al* 
Corle*  ConstilúyeMé*  en  11>  de  Juhio  de  1889,  qttédhron  suprimidos 
fcw>  Tribunales  de  Comercio,  declarándose  competente  á  Id  juris- 
dicción ordinaria  para  conocer  de  todos  fo*  negocias  y  tamas  en 
que  aquellos  entendían. 

8v°  One  según  los  aHlculos  i  1  y  16  de  dicho  decreto,  lo¿  úeff&- 
cioü  pendientes  ifc  los  Tribunales  de  Gomereio  que  no  tengan  en 
él  trénritac¿onifrftaI*da> deben  sustancian*  con  arrbffo  d  Ibs  prcx- 
Vtripeiotoes  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  quedando  suprimida 
la  ttrtefé  inslúmiay  ios  récutsos  de  nulidad  y  de  injusticia  noto* 
rá,  y  establecido  en  su  itogar  el  dé  casación  en  ios  casos  y  forma, 
que  aquella  ordena.' 

3.°  Que  conforme  á  la  disposición  4.*  de  las  transitorias  para 
h  ejecución  del  expresada  decreto  *  por  lo' que  respecta  á  /os  plei- 
tos pendientes,  deben  estos  sustanciarse  con  sujeción  á  las  leyes  **- 
teriorte  hasta  la  ttirmmaoioto  de  la  instancia  en  que  se  encuentren*. 
y  desde,  te  sentencia  que  la  ponga  término  á  las  prescripciones  dd 
citado  decreto  y  de  las  leyes  comunes- 

4.°  Que  conforme  al  art.  1.027  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  procede  el.  depósito  de  400  escudas  al  interponerte  et  rehur- 
to fie  casación  si  son  con  formes  he  sentencia*  de  primera  y  segunda 
instancia* 


8/  (fo  «ti  */  decreto  de  Q  de  Diciembre  de  i  809  joto  ry/im* 
dkion  de  fueros  no  se  ha  tenido  presente  en  las  disposiciones  tran* 
sitorias,  para  ¡os  efectos  dei  depósito,  la  circunstancia  de  fue, 
siendo  tres  las  instancias  que  en  determinados  casos  permitía  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  mercantil,  pueda  no  ser  conforme  la  sentencia 
del  Tribunal  de  Comercio  can  las  de  vista  y  revista  de  la  Audien* 
ciat  y  no  se  ha  determinado,  por  tú  lanío,  si  es  obligatorio  en  este 
coso  el  depósito  de  los  408  escudos. 

6.a  Que  per  grande  que  sea  la  autoridad  <¡ue  en  ú  lleven  las 
ios  sentencias  conformes  de  la  Audiencia,  pero  contrarias  á  la  dio» 
teda  en  primera  instancia  por  el  Tribunal  de  Comercio,  no  pueden 
menos  de  apreciarse  peora  el  efecto  de  exigir  ó  no  el  depósito*  las 
circunstancias  de  ser  colegiado  dicho  Tribunal .  dictar  la  referida 
sentencia  con  acuerdo  de  Asesor  letrado  y  sobre  cuestiones  de  la 
competencia  de  los  Jueces  que  la  formaran ,  y  principalmente  que 
el  depósito  previo  en  el  recurso  de  casación  tiene  por  objeto  casti* 
ear  la  temeridad  dei  litigante*  que  la  ley  presume  a  priori  por  el 
lecho  de  no  haber  obtenido  sentencia  á  su  favor  en  ninguna  de  loe 
instancias* 

En  la  TiiUJde  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1869,  en  los  autos  que 
ame  Nos  penden  en  virtud  de  apelacRm»  seguidos  ep  el  suprimido 
Tribunal  de  Comercio  de  Barcelona  y  en  las  Salas  primera  y  segunda 
de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  la  Comisión  liquidadora  de 
la  sociedad  Crédito  Mwiliario  Barcelonés  con  la  empresa  del  ferro-car- 
ril de  Tarragona  A  Martorell  y  Barcelona,  sobre  pago  de  cantidades; 

Resultando  que  deducida  demanda  en  el  Tribunal  de  Comercio  de- 
Barcelona  por  la  sociedad  Crédito  Moviliario  Barcelonés  contra  la  de  lo*, 
ferro-carriles  de  Tarragona  4  Martorell  y  Barcelona,  sobre  pago  de 
18.000  escudos,  y  seguido  el  juicio  por  sus  tramites,  por  sentencia  de 
vista  y  revista  pronunciadas  respectivamente  por  las  Salas  primerp  y 
sqgunda  de  la  Audiencia  en  9  de  Junio  y  28  de  Diciembre  de  1868  se 
condenó  á  la  sociedad  mencionada  al  pago  de  los  18.000  escudos,  con 
los  intereses  desde  la  interposición  de  la  demanda: 

Resultando  que  Ja  sociedad  de  los  forro-carriles  de  Tarragona  4 
Martorell  y  Barcelona  interpuso  recurso  do  casación,  en  11  de  Enero 
último,  citando  como  infringidas  varias  disposiciones  legales;  y  sub- 
sidiariamente y  en  la  exclusiva  hipótesis  y  único  caso  de  que  por  la 
Sata  sentenciadora  ó  por  esta  Tribunal  Supremo  por  cualquier  con- 
cepto se  considerase  inadmisible  el  recurso  de  casación,  pidió  se  tu- 
viera por  interpuesto  el  de  injusticia  notoria  : 

Besuliando  que  acordarlo  por  la  referida  Sala  segunda  que  la  so*, 
cáedad  de  lo§  ferro-carriles  precisara  el  recurso  que  interponía,  expuso 
gala  que,  puesto  ya  en  práctica  el  decreto  sobre  unidad  de  fueros, 
consideraba   que  el  único  recurso  que  correspondía  era  el  de  casa- 
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oíodí  y  pidió  se  ic  a4mkicia,  tómóadose-por  wRroducidcaí  lo  me- 

Resultando  que  dicba  Sala  segunda  $*r  auto  de  39  da  Etier?,  fun- 
dado én  que  con  arreglo  á  la  legislación,  mercantil,  centra,  las*  sen** 
tencias  de  las  Audiencias  no  se  da  otro  rjcuurs^  que  el  ddn  injusticia 
notoria*  declaró  no  haber  lugar  &  admitir  el  de  casación  ¿uterpaeau> 
por  la  referida  sociedad  de  loa  ferro-carriles :  t> 

Resultando  que  por  parte  de  ésta  .se  apajó  de  dicho  proveído.»  •ex- 
poniendo, entre  otras  ooosidéraciohes*  qaa.de  no  admttirseel  recurso 
de  casación  se  le  privaba  de  todo  medio  de  acudir  á  «ate  Tribunal 
Supremo,  toda  vez  que  el  decreto  de  6  de  Diciembre  había  abolida  et 
de  injusticia  notoria  ;  y  por  un  otrosí  pidió  se.  hubiera  .por  becte  la 
manifestación  y  protesta  de  que  si  este  Tribunal,  confirmando  la  pro- 
videncia de  la  Sala»  no  admitiese  el  recurso  de  casación,  se  hubiera 
por  pendiente  é  interpuesto  en  subsidio  el  de  injusticia  notoria  que  en 
tiempo  hábil  propuso  y  que  no  había  entendido  renunciar: 

Resultando  que  por  aojo  de  2  de  Marzo,  por  las  razones  expuestas 
en  el  de  80  de  Enero,  se  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación; 
y  respecto  del  de  injusticia  notoria,  se  confirió  traslado  á  la  otra  parle: 
que  interpuesta  apelación  por  la  sociedad  de  los  ferro-carriles,  y 
evacuado  el  traslado  por  la  demandante ,  en  22  del  repetido  mes*  de 
Marzo  la  referida  Sala  dictó  auto  por  el  que  se  admitió  el  recurso  de 
¡Ajusticia  notoria  interpuesto  por  la  sociedad  de  los  ferro-carriles,  pre- 
viniéndola constituyese  depósito  de  550  escudos;  y  en  cuanto  ala  apela- 
ción que  interponía  del  proveído  del  día  2,  la  admitió  para  en  su  caso: 

Resultando  que  la  sociedad  de  los  ferro-carriles  apeló  de  la  preci- 
tada providencia  en  cuanto  ratificaba  implícitamente  la  improcedencia 
del  recurso  de  casación  admitiendo  el  de  injusticia  notoria»  y  la  men- 
cionada Sala  segunda  admitió  la  alzada  para  en  su  caso : 

Resultando  que  el  Letrado  defensor  de  la  sociedad  del  ferro-carril 
de  Tarragona  á  Martorell  y  Barcelona  solicitó  en  el  acto  de  4a  vista 
ante  este  Supremo  Tribunal,  según  se  ha  hecho  constar  por  diligencia; 
que  para  el  caso  que  se  declarara  procedente  el  recurso  de  casación 
debia  entenderse  sin  el  depósito  que  determina  el  art.  1.027,  por  la 
circunstancia  de  no  ser  conformes  la  sentencia  de  primera  instancia 
con  Tas  de  vista  y  revista  pronunciadas  por  las  Salas  primera  y  segun- 
da de  ia  Audiencia  de  Barcelona. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pascual  Bayarri.. 

Considerando  qite  por  el  art.  8.*,  tít.  1/  del  decreto  del  Gobierne 
provisional  de  6  de  Diciembre  último  sobre  refundición  de  los  fueros 
especiales,  elevado  á  ley  por  la  que  decretaron  y  Sancionaron  las 
Cortes  Constituyentes  en  19  de  Junio  del  presente  afio»  quedaron  su- 
primidos los  Tribunales  de  Comercio  ,  declarándose  competente  i  la 
jurisdicción  ordinaria  para  conocer  de  todos  los  negocios  y  causas 
en  que  aquellos  entendían ; 


.♦ 


sentencias  tofe  186*.  28! 

Cottéidefeti&o  que ,  según  los  artículos  11  y  15  de  dicho  decreto/ 
los  negocios  pendientes  en  ios  Tribunales  de  Comercié  que  no  tengan* 
en  él  tramitación  señalada  deben  sustanciarse  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones dé  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  quedando  suprimida  la: 
tercera  tosfenóia  y  lo»  recursos  de  nulidad  y  de  injusticia  rio  torta,  y 
establecido  en  so  lugar  el  de  casacioíi  en  los  casos  y  forma  qüeaque* 
Ha  ordena :  * 

Considerando  que,  conforme  á  la  disposición  4/  da  las  transitorias 
para  la  ejecución  det  ex  presan!  o  decreto  ,  por  lo  que  respecta  á  los 
pleitos'  pendientes  deben  estos  sustanciarse  con  sujeción  á  tas  leyes 
anterfófee  hasta  la  terminación  de  la  instancia  en  que  so  encentren , 
y  desdé  la  sentencia  que' la  ponga  término  á  las  prescripciones  del  ci- 
tado decreto  y  de  las  leyesicomunes: 

Considerando  que'  pendiente  la  tercera  instancia  en  el  presente 
pleito  á  la  fecha  del  decreto  de  unificación  dé  fueros  ;  y  terminado 
el  28  de  Diciembre ,  ó  sea  veintidós  dias  después  de  publicado ,•  es 
procedente  la  admisión  del  recurso  de  casación  que  establece  la' Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  según  las  disposiciones  citatfas,  y 'de  ningún 
modo  el  de  injusticia  notoria,  que  sólo  podria  tener  lugar  si  se  hu- 
biese incoado  antes  de  la  publicación  del  decreto  de  6  de  Diciembre 
de  1868:    "  v     -     ' 

Considerando  que,  conforme  al  art.  1.027  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civn\  procede  el 'depósito  dé  100  escudos  al  interponerse  el  re- 
corso  de  casación  si  son  conformes  las  sentencias  de  primera  y  se- 
gunda instancia  y  que  en  el  nuevo  decreto  no  se  ha  tenido  presente 
m  las  disposiciones  transitoria^,  para  los  efectos  del  depósito,  la  cfrí 
constancia  de  que ,  tiendo  tres  las  instancias  qrie  en  determinados 
casos  permitía  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil,  no  sea  conformé 
como  en  el  presente  pleito  la  sentencia  del  Tribunal  de  Comercio  con 
las  de  vista  y  revista,  y  por  lo  tanto  si  para  el  recurrente  es  obliga- 
torio en  el  caso  actual  el  depósito  de  los  400  escudos : 

Y  considerando  que  por  grande  que  sea  la  autoridad  que  éh  sí 
lleven  las  dos  sentencias  de  la  Audiencia ,  no  puede  menos  de  apre- 
ciarse en  el  presente  caso,  como  fundamento  de  la  improcedencia  del 
depósito,  las  circunstancias  de  ser  colegiado  el  Tribunalque  dictó  la 
de  primera  instancia,  con  Acuerdo  del  Asesor  letrado  y  sobre  cues- 
tiones de  la  competencia  de  los  Jueces  que  .la  formaron,  y  principal-, 
mente  porque  el  depósito  previo  en  el  recurso  de  casación  tiene  por 
objeto  castigar  la  temeridad  del  litigante,  que  la  ley  presume  áprtori, 
por  el  hecho  de  no  haber  obtenido  sentencia  A  su  favor  en  ninguna 

de  las  instancias,  lo  cual  no  sucede  en  este  pleito;  '  "' 

Fallamos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  laá  providencias  ape- 
ladas de  2  y  22  de  Marzo  último ;  y  declarando  inadmisible  el  recurso 
de  injusticia  notoria  que  subsidiariamente  interpuso  la  sociedad  del 
ferrocarril  de  Tarragona  i  Martorell  y  Barcelona,  "admitimos  él'dér 
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casación  que  ta  misma  entabló  siu  necesidad  de  depósito;  y  manda- 
rnos que  con  devolución  al  recurrente-  de  los  990  escudos  quegon- 
stgnó  en  la  Caja  sucursal  de  Depósitos  á  la*  resultas  del  expresado 
recurso  cte  injusticia  notoria  que  le  fué  admitido  por  la  Audiencia,  se 
proceda  á  la  sustanciacion  del  de  casación ,  pasándose  al  efcelo  los 
autos  á  la  Sala  primera  de  éste  Tribunal  Supremo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta, 
dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  publicación,  é  insertará  es  la 
Colección  legislativo  ,  pasándose  al; efecto  las  oopias  necesarias»  lo 
prontincfetios*  mandamos  y  firmftmos.=£ebastian  Gonwlez  Nandin.= 
Pascoal  Bayarri.«?Manuel  Haría  de  Basualdo.  *m  Antonio  Gntierrea  de 
los  Rtos.wJunn  Jimeness  Cuenca.  «=  Manuel  Leoa.c*Miguel  Zorrilla. 

Publicación:  ,4 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excme.  é  llus- 
tríaimo  Sr»  D.  Pascual  Baynrri,  Ministro  de  la  Sala  secunda  del  Tribu- 
bunal  Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma, 
en  él  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  11  de  Octubre  de  1869. «Rogelio  González  Montes. 


Nüm.  65. 
APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA 


Restitución  dk  una  finca. — Seotquóia  de  11  de  Octubre,  cooíir- 
roando  la  providencia  apelada  de  la.  Sala  tercera  de  la  Audien- 

.  cia  de  to  Corufta.  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  de 
eatf ación  interpuesto  por  Ramona  Andrade ,  en  pleito  con  Don 
José  Suarez.  Arguello.* 

*  • 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Qué  conformé  á  las  prescripciones  de  los  artículos  1.010  y 
1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  el  recurso  de  casación 
sólo  se  da  contra  sentencias  definitivas  y  las  interlocutorias  pronun- 
ciadas en  articulas  que  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible 
su  continuación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Oclubro  de  1869,  en  los  autos  que 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Mondofiedo  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  la  Cor  un  a,  por  Ramona  Andrade  con  D.  José  Suarez  Argudin, 
sobre  restitución  de  una  finpa: 

Resultando  que  en  1/  de  Abril  de  1867  D.  José  Suarez  Argudin, 
dedujo  contra  D.  José  Carballés  demanda  de  desahucio,  respecto  de 
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tina  casa  y  varía*  fincas  rústicas  pertenecientes  ál  demandante  en 
tírlud  de  ¿ompra  hecha*  A  \k  nación;  y  que  sustanciado  ei  juicio 
potiúi  trámites,  far  scntehcia  cfue  cansó  ejecutoria  Se  declaró  haber 
lugar  a!  desahlieto  propuesto  poi*  Suarcz  Argudin,  condenándose  en  su 
conséédencTa  &  Carballés  á  dfcjar  libres  y  desocupadas  las  fincas  en 
cuestión  para  el  11  de  Noviembre  del  referido  aflo'dMW}  :  • 

Resultando  qtlfe  ¿  instancia  de  Snanpx'  Argudin  en  9  de  Diciem- 
bre sáfente  se  lé  puáo  en  posesión  de  las  Ancas  objetó  dé!  desahucio: 
Resultando  que  Ramona  Andrade  Kcndió  al  Jurgado ,  y  en  virtod 
de  la  escrito rk  de  arriendo  otorgada  A  su  favor  pof  D.  Frfcncisdó  Ló- 
pez Rivadeneira  de  una  de  lafe  fincas  de  que  se  trata  ;*  de  opuso  á 
la  pfofeeSion  dada  A  Snarex  Arghdirt,  y  pretendió  se  declarase  nulo  el 
lanzamiento  de  la  finca  A  que  Se  refería;  se  la  reintegrase  en  H  po- 
sesión de  ella;  y  se  condenase  A  aquel  A  quh  la  pagnse  los  fmtos  y 
abonos  que  bahía  percibido;  con  m/is  las  costas,  gastos  y  perjuféi'ost 
Resudando  que  conferido  trasladb   por  el   término  ordinario  A 
D.  José  Suarez  Argudin ,  expuso  que  la  finca  ft  que  se  refteHa  y  re- 
clamaba Ramona  Andrade  estaba  incluida  en   la  escritura  de  renta 
Judicial,  otorgada  por  el  Estado  á  favor  del  Argudin,  lá  cual  se  tuvo 
presente  al  dictar  la  sentencia  de  primera  y  segunda  instancia :  que 
con  arreglo  fi  las  Reales  órdenes  de  11  de  Abril  de  1860  y  1  de  No- 
viembre de  1867,  no  podía  admitirse  por  los  Tribunales  reclamafcioi 
alguna  que  afecte  A  la  subsistencia  ó  integridad  ¿le  los  derechos  ad- 
quiridos por  venta  hecha  por  el  Estado,  sin  que  se  acredite  hnberse 
hecho  previamente  la  reclamación  en  via  gubernativa  y  sido  negada; 
y  pidió  que   habiéndose  por  pMmotido  el  incidente  suspensivo  ,  so 
declarase  ineludible  y  sin  curso  la  pretensión  introducida  por  Ramona 
Andrade,  y  que  cti  consecuencia  Argudin  no  tenia  el'  dcbfcr  de  res- 
ponder el  traslado  comunicado : 

Resultando  qoe  sustanciad©  el  ineldeme  por  ef artos,  trámites  <  por 
FMitencia  que  rtfétó  la  Sala  tercera  ds  la  AaÁientto  en  81  de  Diciem- 
bre tihrmo;  confirmatoria  de  la  del  Jaez  de  primera  Instancia  se  de- 
claró haber  lugar  ai  Incítente  suspendido,  promovida  pot*  D.  José  Sua- 
rez Argudin,  sin  hacer  expresa  Condenación  de  cosías : 

Resultando  que  Ramona  Andrade  interpuso  recurso  de  casación 
por  infracción  de  varías  dífcpo&icioiVes  legales  y  pdfieiploft  de  Juris- 
prudencia; y  qtiela  mencionada  Sala  por  provideotta  de  27  de  Enero 
prútirtto  pasado,  de  la  que  aqnella  apeló  pata  ante  este  Tribunal  Su- 
premo, declaró  no  biiber  lagar  ai  recurso  de  casación. 
Vistos,' siendo  Ponente  el  Ministro  I).  Manuel  León. 
Considerando  que  conforme  A  las  prescripciones  de  loa  attfolllba 
1.010  y  1.011  de  Ih  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  ,  el  recurso  de  casa- 
ción sólo  se  da  contra  Sentencias  definitivas  y  las  interlocutorias  pro- 
nunciad** en  articulo*  qae  pongan  tftminó  al  juicio  y  bagan  imposi- 
ble su  continutaiob : 
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Considerando  que  ía  dictada  en  este  pleito  declarando  haber  lugar 
á  la  excepción  propuesta  por  D,  José  Suare&  Argudin  no.  impide  la 
continuación  de  la  demanda  incoada  por  Ramona  Andrade,  Uiego  que 
instruya  el  expediente  gubernativo  prevenido  por  Bealep  órdenes  de 
23  ¿e  Noviembre  de  1839 ,  SO  de  Setiembre  de  1852  ,  11  de  Abril  de 
1860  y  7  de  Noviembre  de  1867 ; 

.  Fallamos ,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  providencia 
apelada,  con  la  imposición  de  costas  á  Ramona  Andrade;  entendién- 
dose no  haber  babido  lugar  &  lá  admisión  del  recurso  de  {Visación 
interpuesto  por  la  misma;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de 
la  Corufia  con  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  t  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
dentro  de  los  <;inco  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa»  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos  .^Sebastian  Gon- 
zález Nati  di  n.=  Pascual  Bayarri— Manuel  María  de  Basualdo.^Anto- 
nio  Gutiérrez  de  los  Rios.  =Juan  Jiménez  Cuenca.  ^Manuel  Lcon.= 
Miguel  Zorrilla. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Manuel  león,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  .Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  día  de  boy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  11  de  Octubre  de  18«9.=Rogelio  González  Montes. 

Nóm.  66. 

APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 

Pago  de  cantidades  procedentes  de  laudemio» — Sentencia  de  12 
de  Octubre  revocando  la  providencia  apelada  de  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  la  Corufia,  denegatoria  de  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Andrés  Martínez,  en 
pleito  con  Doña  María  González  y  D.  José  Pernas. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  con  arreglo  á  los  artículo*  1.010  y  1.011  de  h  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  contra  las 
sentencias  definitivas,  y  las  que  aun  cuando  hayan  sido  diciadas 
en  un  artículo,  pongan  término  al  juicio,  haciendo  impasible  su 
continuación. 

.  •  •  *  .  ' 

En  la  villa  de  Madrid,  á  1S  de  Octubre  de  1869.  en  los  autos  que 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Santiago  y  en  la  Sala  primera  de  1$  Audiencia 
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de  la  Corulla  por  D.  Andrés  Martínez,  como  mayordomo  administra- 
dor de  las  rentas  de  la  corporación  del  clero  de  la  Purfeímá1  Cóncep- * 
cioo  de  aquella  ciudad,  con  Doña  María  González  y  D.  losé  Pernas, 
sobre  pago  de  cantidades  procedentes  de  laudernio : 

Resultando  que  en  18  de  Enero  dé  1868  D.  Andrés  Martínez,  en  H 
concepto  de  mayordomo  administrador  de  la  corporación  del  clero ' 
de  ia  Purísima  Concepción  de  la  ciudad  dé  Santiago,  dedujo  demanda 
contra  Doña  Manuela  González  sobre  pago  de  #00  escudos,  quinta 
parte  de  2.500  en  que  había  adquirido  de  D.  José  Pernas  una  casa;  y 
que  en  i  de  Febrero  siguiente  el  D.  Andrés  Martínez,  en  el  referido' 
concepto,  demandó  en  Juicio  de  menor  cuantía  á  D.  José  Pernás  para 
que  le  pagase  290.  esqudos,  quinta  parte  de  1.450  en  que  adquirió  de* 
¿offa  Andrea  Landpiro  la  precitada  casa,  á  cuyas  porciones  tenia  de- 
recho la  mencionada  cofradía  por  razan  de  laudernio,  como  señora 
directa  dé  la  finca : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  los  demandados,  y  acumula- 
dos los  dos  juicios,  D.  José  Pernas,  que  manifestó  hacerse  cargo  de 
combatir  ambas  acciones,  formó  artículo  de  incontestacion,  excepcfo- 
nando  falta  de  personalidad  en  el  demandante,  así  como  en  ia  enti- 
dad de  hermanos  consiliarios  y  de  la  corporación  representados  por 
estos  para  deducir  la  acción  propuesta,  y  defecto  legal  en  el  título 
fundamento  de  la  acción»  así  en  el  modo  como  en  la  esencia  : 

Resultando  que  desestimado  el  artículo  y  mandádose  entregar  y 
entregados  los  autos  para  contestar  la  demanda,  se  acusó  después  por 
D.  Andrés  la  rebeldía,  y  sé  hubo  por  acusada  y  contestada  la  deman- 
da por  auto  de  7  de  Julio  que  se  notificó  en  el  mismo  dia  á  las  partes: 

Resultando  que  en  27  de  Julio  presentó  escrito  Pernas  pretendiendo 
se  declarase  sin  curso  la  demanda  por  ser  imposible  oontinuarla  de 
hecho  y  de  derecho  atendido  el  conocimiento  del  asuntó  que  corres- 
pondía á  la  Dirección  y  Ministerio  de  Hacienda,  formando  incidente 
con  arreglo  al  art.  341  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

Resultando  que  con  el  anterior  escrito  acompañó  Pernas  nn  offeío 
dirigido  al  mismo  en  15  de  Julio  de  1868  por  el  Administrador  de 
Propiedades  y  Derechos  del  Estado  del  partido,  manifestándole  que  Já 
Dirección  general,  en  vista  del  expediente  promovido  por  aquel  en 
solicitud  de  que  se  declarase  que  la  cofradía  de  la  Concepción  de  la 
ciudad  de  Santiago  no  tenia  aptitud  legal  para  reclamarle  un  laude- 
mió,  y  que  éste  fuera  á  razón  del  2  por  100,  había  declarado,  de 
conformidad  con  el  parecer  de  la  Asesoría  general,  que  el  tipo  á  que 
babia  de  exigirse  el  laudernio  fuera  él  consignado  en  el  contrato,  y 
que  se  depositaría  su  Importe  hasta  que  se  resolviese  el  expediente 
qué  se  seguía  por  separado  acerca  de  la  personalidad  de  dicha  co- 
fradía y  de  otras  corporaciones ;  y  que  se  hiciera  saber  al  Interesado 
el  derecho  que  tenia  de  reclamar  ante  el  Ministerio  de  Hacienda  den- 
tro de  sesenta  dias : 
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JtatutUodo  qpa  impugnada  por  el  demandan^  U\  pretensión  (Mu* 
cWa  ppr  Reroas  ep  el  otrpsí  de  su  referido  escrito,  el  Juez  dictó  sen- 
tencia* que  fttépopfirmada,  por  (a  Bala  primera  da  la  Audiencia,  de- 
clarando procedente  al  artículo  propuesto  por  P,  José  Parnas,  y  que 
quedase  en  ampeuso  al  ciipso  de  U  demanda  fnterip  por  quien  cor- 
responda no  sa  resuelva  lo  convenienM?  acerca  de  la  personalidad  de 
la  corporación  cjemapdante ; 

Resultando  qua  P  Maquel  Martínez  interpuso  recurso  da  casación 
ppr  ipfrawiQn  de  Iqs  disposiciones  legales  qué  citó;  y  la  mencionada 
Sala  BriflWPi  por  auto  f}el3  de  Mayo  último,,  del  que  Martínez  apoló 
para  ania  este, Tribunal  Supremo»  depegó  la  a.draisiop  del  recurso  de 
casación* 

Vision,  siepdo  Ponente  el  Ministro  0.  Miguel  Zorrilla, 

Considerando  que,  qon  arreglo  á  los  artículos  1 .010  y  I.OÍj  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  recurso  de  casación  sólo  se  da  contra 
las  spptapcias,  dt^pHlyaSt  y  las  que  ¿un  cuando  t)ayan  sjdq  dictadas 
&q  qp  artículo  pqpgap  tóraiino  al  juicio  hacictjdq  imposible  su  coñti- 

£pqai(}6raq<J0  que  latsen}encia  apelada  anulando  el  a,utp  conten- 
MfM  y  fjcpiuoriad^,  declaratorio  de  la  personalidad  de)  demandaqtr-, 
bac«  uqpo?jJ)le.la  continuación  de  este  pleito  incoado  legal  y  ordena- 
damente,, porque  en  virtud  del  valor  concedido  á  un  (Jocurijppto  ¡n_ 
aJiGftz  ei)  juicio,  que  se  ha  traído  sin  citación  contraria  ó  impugnado 
vedfU'guyénfiQla  de  falso  civilmente  por  el  demandante,  entrega  sin 
emjbarflQ.el  éxito  de  |a,  acción  entablada  4  Ja  resofuciop  fnconfljpio- 
uai  da  la  Haqjpn^fa.  p4blfcav  que  ni  $im  se  ha  mostrado^  partí?  en  Iqs 

fallamos,  qu$  debemos,  revocar  y  revouarpos  la  providencia  ape- 
lada i  adjpitiwoa  al  requrso  de  casación  interpuesto  y  mandamos  quq 
prasladp  por  al  recréate  el  depósito  prevenido  por  la  Jey,se  proceda 
á  sustanciarle  pon  arreglo  á  derecho,  pasándpse  al  efecto  los  putos 
4  la.  Sala  primera  da  este  Tribunal  Supremo. 

.  As(  p?r  «sta  nuestra  silencia,  que  se  publicará  en  J^  Gaceta  <fe 
¿faffctf,  dentro  de  jos  cinco  dias  siguientes  al  de  su  /echa,  é  insertará 
ft$  ja  Colección  legislativa ,  pasándpse  al  efecto  las  copias  necesarias, 
jp  pronunciamos*  mandamos  y  íirmatpos.=Scbastian  González,  Nan- 
d4Qf5pPa,^pual  Bayarri.=Manuel  María  de  #asualdó.=4i)tonio  (Sutierrez 
4$  íps  ¡lios.==Juan  Jiménez  Cuenca  F=Manuel  Leon.=^igua|  Zorrilla. 
...   £pijl icaoion .; 

J*eida  y  publicada  fué  ja  precedente  sentencia,  por  e|  limo,  &r.  Don 
Jfig#£l  jtorrfila,  Ministro,  de  la  Sala  sejppda  del  Tribuna)  Supremo 
de  J^atLaja.  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  ijlá  cjq  hoyr 
¿$  qua  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i§  da  Octubre  de  1869  .^Rogelio  González  Montes, 
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fíen.  67. 
GASACI05Í.—SALA  PBiMERA. 


»  *    *  • 

Indemnización  de  daños  y  perjuicios.— Sentencia  de  14  de  Octu- 
bre, declarando  no  haber  lugar  al  recurso  Je  caaqcioo  inlerpnes- 
to  por  D.  Estanislao  de  Mugaburu  contra  la  pronunciada  par  Ir 
Sala  primera  de  la  Audiencia  Burgos,  en  pleito  00a  la  aupre* 
sa  del  ferrocarril  de  Tadela  á  Bilbao. 

En  aus  considerandos  ae  establece  t 

Que  en  cuestiones  de  hecho  ka  fc  estarte  é  la  apreciación  fue 
la  Sala  sentenciadora  hace  de  las  pruebas  practicadas  por  ios  par- 
tes.  cuando  contra  dicha  apreciación  vio  se>  cita  ley  ni  doctrina  ad- 
mitida por  la' jurisprudencia  de  los  Tribunales, 

En  la  villa  dp  Madrid,  h.U  de  Octubre  de  1969,  en  los  autos  .que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Bilbao  y  en  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  da  Burgos  ti*  seguido  D.  Estanislao  de  tfugaburu  con  la 
empresa  del  ferro-carril  de  TudeJ*  á  Bilbao  t  sobre  indemnización 
da  dañas  y  p&rjuicios  por  consecuencia  de.  (a.  entrega  de  ciertas  ac- 
cione* que  s#  hallaban  en  depósito;  autos  .pendientes  pifte  Ños  en  vir- 
tud de  recurso  de  casación  interpuesto. por  el  demandante  contra  la, 
sentencia  qpe  en  12  de  Diciembre  de  1848  dicté  la  roferida  ¡Sala: 

Resultando  que  D.  Estanislao  de-'tyugaburu,  encarta  de  10  de  Abril 
de  18S0  fechada  en  París,  manifestó  á  D,  luis  Viólete,  de  Bilbao,  que 
la  autorizaba  pare  poder  cobrar  de  la  empresa  del  ferrorcarril  de  Tu*, 
déla  á  Bilbao  los  intereses  vencidos  y  que  se  yenciereo  en  adelante 
de  su  suscricion,  importante  rs.  vn.  800.000,  y  además  para  hacerse, 
cargo  de  las  acciones  correspondientes  cuando  el  Gonsqjo  de  adminis- 
tración hiciera  el  reparto  de  ellas;  y  en  carta  del  mismq  dia  flijo  Mu- 
eaburu  al  gerente  de  la  mencionada  empresa  que  con  aquella  fecha 
había  dPdo  carta  de  autorización  a  D.  Luis  Violeta  para  poder  cobrar 
de  la  empresa  los  intereses  correspondientes  á  su  sijscricion,  importante 
reajes  vn.  800.000,  y  para  hacerse  cargo  de  las  acciones  respectivas 
cuando  el  Consejo  de  administración  hiciera  el  reparto  de  ellas,  y  qqo 
ep  su  virtud  le  suplicaba  se  sirviera  mandar  se  hicieran  las  entregas 
correspondientes  al  expresado. D,  Luis  Viólete: 

Resaltando  que  según  factura  de  20  de  Setiembre  de  1*59»  la  Com- 
pañía del  ferrp-carril  de  Tudela  á  Bilbao  tenia  &  disposición  dp  su 
suserilor  D.  Estanislao  Mugaburu,  por  haber  satisfecho  cpnferme  al 
articulo  V  de  los  estatutos  el  30  por  100  dp  *n  total  impone,  bajo. 
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recibos  provisionalos  que  debería  devolver  para  su  pancelacion,  400 
acciones  al  portador  con  los  números  que  se  mencionan,  de  jj¡.t('¡) 
relies  cada  una ,  y  29  cupones  semeattales  cada  lámina,  iuciuso  el 
corriente,  pagadero  el  1.*  de  Mayo  de  1860;  y  á  continuación  de  di- 
cha  factura  D.Lutt  Violeto  fen&3de.Abjilde  dicho;  año  de  1860,  con 
la  antefirma  por  autorización,  consignó  que  había  recibido  las  4Q0  ac- 
ciones que  expresaba  la  propia  factura,  y  que  devolvía  los  recibos 
pfttvMÍionales:   ' 

Resultando  qw  en  SO  de  Junio  de  dicha  alio  de  1860  el  0.  Estanis- 
lao Mugaburu  entregó  i  la  empresa  del  citado  ferro-carril  de,  TudeJa 
&  Bilbao,  y  ésta  recibió 4e  aquel  bajo  la  correspondiente  factura,,  ex- 
pidiéndote el  oportuno  documento  de .  resguardo  bajo  el  nün*.  j£0, 
las  400  acciones  de  la  misma  Compañía  que  poseía  con  sus  cupones, 
señalados' con  los  números  13.SÍ6  al  14.040  y  41.764  al  48.03$»  cor: 
rientés  d^  pagadef  40  par  100,  para  que  dicha  Compañía  las  tuviera 
en  depósito  con  arreglo  al  art.  17  de  los.  estatutos,  expresándoa^.  que 
aquel  depósito  seria  devuelto  á  la  orden  de  liugaburual  siguiente  .día 
de  haber  sido  reclamado ,  entregando  el  resguardo  en  las  oficinas  de 
la  Dirección; 

'Resultando  gue  para  la  entrada  á  junta  general  de  accionistas  se 
expidió  cédula  en  17  de  Abril  de  1S6*  &  favor  del  D.  Estanislao  de 
¿fugatiuru,  expresiva'  dé  que  poseía  400  acciones,  según  certificado  de 
demfeito  nuin.  ltfl),  y  reunía  33  votos:  * 

'Resultando  que  en  S  de  Mayo  del  mismo  año  de  1862  el  D.  -Luis 
Viólete  fifftió'un  documento  dé  resguardo,  expresando  que,  como  en- 
cargado dé  ti.  Estanislao  de  Mugaburu,  habla  recibido  de  la  Compañía 
del }  ferro:carril  de  Tudela  á  Bilbao  un  certificado  núm.  150  de  depó- 
sito' hecho* en  lá  Caja  de  lá  misma  Dirección  de  400  acciones  de  la  ex- 
jWésada  Compañía  por  el  citado  Hugaburu,  el  cual  depositó  asimismo 
dicto  certificado  para  sacar  la  cédula  de  entrada  de  la  junta  general 
¿alebrada  en  47'de  Abril  de  aquel  año,  y  que  había  perdido  el  men- 
cionado1 M'ugaBurtu: 

Resultando  que  á  contín  uacion  de  la  fhetura  y  documento  de  depó- 
sito de  20  de  Junio  dé  1860  antes  referidos,  se  expresa  en  la  primera 
que  íu¿  cancelada  en  17  de  Julio  de  1862,  y  en  el  segundo  bajo  lá  fir- 
ma tle'  Viólete  hermanos/que  en  la  misma  fecha  habían  recibido  las 
aédidñes  por  D.  Estanislao  de  Mugaburu: 

Resultando  que  en  16  de  Abril  de  1868  se  expidió  á  favor  de  Mu- 
gaburu cédula  de  entrada  para  junta  general,  expresiva  de  las  400 
acettmes  (fue  poseía  con  los  números  13,961  al  14.036;  41.463  al 
41.419;  41.764  al  42.038,  y  13.761  al  13.765: 

- 'Resultando  que  él  DV  Luis  Viólete  en  9  de  Agosto  de  1863  firmó 
¿tocúttientd' de  resguardó,  difciendo  que,  como  encargado  de  D.  Esta- 
útefot)  de  Mo¿ábnru\  habla  recibido  de  la  Compañía  del  citado  ferro- 
carril 4#0  acfciotoes  con  los  números  que  menciona  la  precedente  cé- 
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Mi  Acuítala,  y  que  tiartia  depositado  en  notribre  da  Hügaburu 

ai  hr  t*prffeada  CdiApailfe "para  titea*  «cha  Cédula  de<  entrada  4' fe! 

Jawrgenenü  cétetfflHttf'eif 'M  dfc  At*fr,  cuya cédula  h&bte  sido  tope^^ 

<MM  fotorde  Mbgatotmr.yquftáéstfl  se  lo  haMa  etlraVIado?     * 

'' llaultttttfo  qtfe  en  carta  de  10  de  Noviembre  de  1804  él*.  Esta- 

Dfaíao  dr  ttagabutu  manifestó  ai  Director  gerente  del  ferro-carril  dé 

Todeh  ñ  Wlbacr  que  al  presentarse  én  la  Administración  i  «obrar* 

el  3  por  100  mandado  repartir  al  capital  de  acciones  por  el  flftad' 

seáfttre/ie  fiááia  encontrado  sorprendido  al  'ver  que  las  460  ricMdfies 

de  fetr  pertenencia,  depositadas  en  la  ditadá  Administración,  e&tíbáW 

entregada*  IndeMd&taénte  sin  su  autorización'  á  Viólete  herattm'ot,  y{ 

que  en  sñ  ctfnsfecüencla  reclamaba  formalmente  y  faatdla  responsable  a1 

la  Administración  de  dichas  acciones,  que  esperaba  le  fueran  déVuet*  • 

tas  como  era  debido:  '  ..,,..   .,  ..t.  ^.4T4,  i 

Resultando  que  D.  Luis  Viólete  en  21  de  Noviétíibre  de  IW4,  con- 
testando á  catta  del  gerente  de  dicha  Cofttpafiíá,  manifestó  á'&tftqfétf' 
cotritf'cdtfsecuencía  de  la  Una  amistad  y  confianza  que  le  dfc^enstf 
algún  tiempo  D.  Estanislao  de  Mugaburu,  le  tenia  autorizado  Verbal 
mente  para  todos  los  actos  y  operaciones  que  como  acefonfeta  lé!ht* 
cambteBen  cerca  de  aquella  Administración,  lo  que  fáciltaéhte  lé  ha- 
cia ^om^render  que  con  te  misma  autorización  que  verificó  los  cétirqs 
y  pagos  de  dividendos  á  nombre  de  Mtigáburu,  concia  misma  y  ¿dh 
arreglo  4  sus  instrucciones  confidenciales  de 'amigo  á  amiga,  téfy¿\ti 
las  400'aceidnes  á  que  su  comunicación  se  refería,  dé' las  que  llS'uf- 
nía  éTe*  su  poder';  quedando  él  en  entenderse  con  Hügaburu  résbetí- 
to áláia  *8T  qué  Altaban:        •  '•« í 

■éstritaftdo  que  habiendo  adeihás  ef  Director  gerente  pedido  Ihfór-' 
mt^alJefe^ae  la  contabilidad  general  de  dicha  ¿ompáfila ,  le  eva¿il<f 
é^  éx^tteandó  la  situación  pbr  que  habían  pasado  las  400  accíotiés 
deVbfeiiVurn;  y  añadiendo  al  efecto,  entre  otrai cosas,  qbe  provisto1 
Mufetabnru  del  resguardo  de  depósito  expedido,  en  tO  de  Junio  de  1860,' 
en  cuantas  ocasiones  habla  debido  presentarse,  tales  como  para  el 
cobro  de  Intereses  y  pagos  de  dividendos,  lo  habla  verificado  por  manó1 
de  Viólete,  cuyos  actos  hablan  inducido  á  fcreer  á  todos  ios  émpléí-' 
do*  de  aquellas  oficinas  que  los  referidos  Viólete  obraban  en  todfi1 
como  encargadas  de  Mngaburu,  y  que  por  eso  no  hubo  el 'menor  ¿Ü-J 
paro  de  entregar  las  acciones  á  Viólete  hermanos,  cuándo  se  preten-' 
taróh  con' él  mencionado  resguardo  ft  reclamarías  &  nombre  de  lu  * 
gaburü;  pues  proceder  deotróínodó  equivalía  á  admitir  la  posibilidad' 
de  que  tona' casa :bfeh  reputada  como. la  de  loa  Viólete  abusara  de'V 
confianza  que  el  mismo  Hügaburu  le  otorgaba;  que  más  de  dos  afios 
habían  'trascurrido  sin  que  Mugaburu  preguntara  por  su  depósito  dt 
acciones,  siendo  asi  que  continuamente  ácudia  á  aquellas  oficinal 
como  individuo  del  Consejo  de  administración  y  por  alguno  que  otro 
asunto  particular,  basta  que  llegado  el  día  10  de  Noviembre  de  1864 ' 
II.  19 


ep  qgpJiucaeft  da. Viñeta  .simuundid  ^us  pa«es,  *$  praftptf  dicfa»4t 
q/pe*iwffie.a*bar  sUqe  feotones  palian  en  depósito)  y  otd<i  ía  m^ar 
tlva,  ,pa*4  4  Ja,  Diraqflpn  la  ^clfun^ciof)  .que  moiiyfrtia  est*  .jnJptmfti 
BesoUaafomq  994  presencia  de.  éste  y .  la  carta  dfl  Viólete  »  al  9b 
r^plpr  (Rrwtf  df  la  expresada  .CcmpujUa  costead  á  Mpgcfeipru  ep  M 
del  mitmo.Ifeviepitore  da  1864  que  ara.  re$bMable  fw  reclamación »•  y 
pw  fW&ttten^t  ror  Mperce  coa  Ips  acciones  é  ,tu  imparte  dobie 
<MrÍgifffe:  poftlya  ¿rotan  hubiere  lug^rc 

«  JMwlfwikflW  4  este  parla  conisto  Mugaburu  eq  14  de  Diciembre 
44  fPftipjpt^dq  aíjp,^ue  yunque  da  ningún  modo  se  conformaba  con 
Ifs.WWJí^  4M  ^o ,  aquella  establecía  acercare  su  derecha  wn 
rpbiíiwwriic  de  las.  acorné*  que  repjqtnó  de  aquella  Adminiatraclen. 
crpte&stf  ¿aber  penér  en  a»  conocimiento  qpe  iba  A  pr+ctíctr  l**#esÍ 
Monee  oportunas  para  conseguir  el  reintegro  de  dicha*  accione*»  d¿ 
la%vque  ^s^.ai^oria^cion  dispusieron  violóte  hermanos*  y  que  «i  no 
CtfpaegtriPi  el  (Mi  a  que  «miraba,  se  reservaba  ejercitar  centra  aquella 
4fd{jtfnfeFratfo«  6l  dqrecho  do  que  se  cijeia  asistido  para  reintegrarse 
de  Itf  409  aceite»,  cualquiera  que  fícese  el  número  de  éstas*  enyo 
rcfategr^^anÁtiva  no  hubiese  conseguido  ó  consiguiera  per  Ice  pmo* 
datos  y  ío$uqae  diese  basta dirigirse contradicha  Aduinistradete 
'  BasplUAdq  que  propuesta  demanda  en  7  dé  diciembre  de  dicho 
lo  dp  Í&M  por  D.  Estanislao  de  Mugaburu  para  que  se  condénate  á 
í.  luis  de  Araoguren,  D.  Eugenio  de  GarUiqpitiq  y  0.  Joan  Tomáa 
fe  Üribeá  ,qae  le  entreguen  con  su*  intereses  ó  dividendoa  ootaadoe 
la*  J53  aepiones  señaladas  con  Ips  números  que  menciona*  que, res- 
pectivamente habían  comprado  ó  tomado  en  prenda  de  VMete  her- 
manos 6  40  D,  Luía  Viólete  jSin autorización  de  Mugaban» ***  dtotó 
ttnjtéñcia  en  7  de  Febrero  de  1867  por  el  Juez  de  primera  instaociq 
condenando  k  lo#  demandados  ¿ranguren,  GaritiafoUja  y  Aribe  á  que 
entregasen  4  Mugaburu  las  acciones  que  respectivamente  lea  reclamaba 
cWios  dividendos  que  hubiesen  percibido,  reservando  i  los  deman- 
dados las  acciones  de  que  se  creyeran  asistidos  contra  O.  Luis  Vió- 
lete y  01  Consejo  de  administración,  y  mandando  que  ejecutada  esta 
sentencia  pasasen  .los  autos  al  Promotor  fiscal  para  que  en  virtud  da 
las  indicaciones  hécjvas  con  insistencia  en  varios  escritos, dé  los  de* 
dkánaados  respecto,  á  la  conducta  de  Viólete  en,  el  asusto*  expusiera 
lo  o|ue  creyese  conveniente:  , 

'  Resultando  que  desistidos,  los  demandados  d$  la  apelación  que  de 

Sta  sentencia  tenían  interpuesta,  se  mandó  llevar  á  efecto;,  y  en  su 
usécuencla  fueron  entregadas  á  Mugaburu  en  26  de  Abril  dfe  Í86? 
lía  acciones  reclamadas  con  el  importe  de  /sus  dividendos:  . 

t  Resultando,  que  el  mismo  Mugaburu ,  ep  22  del  sigpiente  mea  de 
Étiytí  dé  dtdhtf  año  de  1867 ,  dedujo  demanda  pidiendo  que  se  denla - 
Aíft  responsable  á  la  empresa  del  ferro-carril  de  Tudela  á  Bilbao  de 
fu  dalles  i  perjuicios  qué  habiá  experimentado  por  no  haber  podido 


át(imé¥iehm>m  WcWMb^méá  §f  4*  «é  HotWWWt  d*  1W4  f 

qf»ki4é*!b§feÉltofréí  fftgtf  <*n<B*&MlH  támMtíto  W^llWlüekt 

dT^iéa^'falliSMKtéhlt*  *****  di  «*WdO- «* KTdff  Notteasht» 

MMPla  pfefetofcjtf  •MMstfc-  defftfltwkH  *def  Iltod6  <#ré'«DMi>pbfr* 

dfcn  4  NW#  titAs*  pfOitftitoflte  Ufr  dfcHfcWJ?  haifKfntftf  afegato  piÉlhalId» 

eriVa*foa:tectkfevt*{|&&  TMettt'M  'el  AímÉp  d(ti  -I*  'áé"MJSI4aftf9*t& 

ifoM*Ma<«aei*faé8  ebtf'ntírtfteratioh  tfftflntil  de  toa  «4ya*  <qo*  def»* 

alM<étf  pDtflr  de*  Director  del  Ctédfte*  i  libáis  agfci*aa>eistitei4  T 

üSÉS  fcl<lddftü*ttes  O»  dferufto  qae  «I  ddpébfcrHO'  esisba  'oltlgkAb* 

Afti*fti«*l?ifept*itáiaa ¡ti  *  *a  fepreseata(fto!*  tdgüMs  lar  4M»«6¿ 

peMMMiity**  pottá  fertt*»*atl!Aa'á  oftesiií  to&WrH»  tai  féapb  «aM* 

Ildad:  tpilhttlMMeti  astfttt  abMgad*  4  gh*r#tt  lealatertt*  I*  edba«*e- 

paaUati  «a<niatto  qü*  rto  se  0fcHIMra»:«  stop***»* '  par  Al  *tt*p*|  y 

1*d  st<sé  peWW  d  edqfebifeb*/  dttttia  redptfcder  «d  AtoWbaatfcieaaM^' 

pdrQÉaiatqd*  ¿*«Ad*b  fié'ia  dbaea  e*  cftftsit  de  torf  triaría  y  «¡j* 

IMMd  ftertffdD  m  M%  ae&ftaes  depésftádrf*  rtdfaMdtaanf*  de  I* 

eetiotattm  *m*  ei. ¿toteo  di*  1#  áe  Ro^lditfbre  de  1MI  basta  1»  pfiN 

poticitto  ti*  éfcta  'do«ttifela  ea  perjuicio  de  tfugdbilfuí  qtt*  lid  puto 

dispensa.**  ellas  ptripfe  la  empresa  tío  «las  gaatid  aad  artdgle**  |a# 

leye*del  tfepdelte  InMí  qae  tfogalkiru  0  *fa  tegttfafe  repreesmiéiati 

lss<  «Mamase*  era  nespañsdWe  #e  los  pityfttdtob  «jub  éparaMeran  <fts 

Ka  diferencia  de  precios  entre  dicho  día  10  d&Natiemlft'e  «o  **Hy 

fc.epat8.4e  1*  .demanda**  según  dsrresfwndfata  ;  r . .  • »  r    r 

ilnutiancta  qiíef  la  Csrapsfila  del  ferro  efrrrll  éa  TaAsM'á,  tiitacr 
carteas*  A  <  ¡a  deanatte*  pretendiendo  !,q«e  M  la  aMoWtflse'deelUm 
cafl  iitiptaidion  de>  pérpdtao  alienáis  J  oostaS'fel'deMandajM  esoep+i 
donando.  afÉfeetoq  de  Mag*bata  ttadd  Había  álcbo'dd  dafidb  y  per- 
Jskaos  en  pu  oarta<de  1(T  dd  «ojeriibrc  de  18*1:  que  el  arinta*  er* 
ladirtéad  del  tSDnaafo  dé  admlrilstraoton  en  la  apoca  érf  ipfee'ias  ae*< 
Otones* fotfro*  enfrenadas  A  Welete*  y  que  babi*  datos  í  amaeedaaiM 
ea  las  oBoinls -para  sdponer  ón  ftindamento  qaa  <tete  estafa*  legal- 
mente- bu torhiséo  ¡lor  .Mogabora  para  sácat  del  éepéftitd  tfBhas  ac* 
ciene»  j  que  eUmisaio  MwgaWru  tuvo  en  a*  poder  la  papeleta' dar 
entrada' para  la  junté  feneral  da  aa  de  Abril  de  \%9ñ,  ed  la  qae 
ooiattaJMarpartd  de  las  a<RSMes  qae  Yiolbtd  TiabiaaacSdd  dei  ¿apto** 
lo  i  y  *  <aaft  ella  bit*  U90  del  dereebo  de*  aststcacia»  h  la  junta  Qtm  doa 
voloe  que  representaban:  que  cuando  ano  daba  por  Arma  lo  qaa> 
oUO  bizo  en  Sb  aottbrej  TáHa  lañad  como  si  babier&.iAandadé  ^ue 
lo  bieiera ;.  f  qub  eft  estoaaso  as  hallaba  Magabosai  pUeHo  que  si* 
embargó  xkt  que  la  cédula  fwm  ksirtenola  á  la.  junta  geseral  tfota* 
de  abril  se  demostraba  que  para  sacarla  nb  se  HaWadepaaitada  el 
talón  ia  resguardo  de  las  aettoiles  qbe  se  la  dI6  de  M  db  idato  de 
laaif  sitio '  parte  de  las  aeeioried  con  otras  de  distinta  ndraerabtqni 
fwfcdd  dijo  A  Viólete  como  edr¿s  pbr  haber  sdbado  el  priitaer  ée\)6<- 
sito  ♦  ni  bfzo  gestión  alguna  en  las  oficinas  ni  reclamación  á  ht  sai* 


presa*  atoo  <Hte  P«r  al  c*ntaaNo  hizo  uso  de  su  dqreobo  cap  agita*» 
lias  eedewn .  asistiendo  ft  la«  junta,  y  tapiando  parte  .«  sus  td^lite* 
racionen  ♦  con  Jo»  cual  8$  vela  que  dio  por  Alina,  y, consintió  el  feto 
de  haber  saeade  Violeta  las  anciana*  del  primer  depósito :  q*e  al 
hubotfsüa  4e  rlgidex  pare  enuagar  Las  accione*  ,y  ¿tibiera,  de  e*i* 
gime  responsabilidad ,  debiéndose  la  faJta.  únicamente*  que  Muga- 
buru *m  consejero  y  vigiló  ¡peto. los  actos  de  la  Ádmuiistwiojju  él 
seriad  responsable  toles  fue  la  empresa;  qu<e  ¿atino  ejra  te*ppfls¿Me 
de  l*¿baja  de  Íes  calores  depositados  ea  su  poder  cuando  depe*#* 
de  aoomerimicntos  ajenos  á  m  voluntad.;  .y, que  atlas  *ccfrnp&faM: 
btontn  ieaidonha,;estega»aw*a.  hobiero^Wq  exclusiva  4  eMpgabiuru, 
y  porto  «dame  debía  M»Jrir4*  pérdida  w  bfri>¡^<  tenido  iafc , .  ..„ 
;  lesuHando  *ue  pranücadas  Jaa,pniobas  quo¡  las  partea  articulara^ 
y  fceehateua  alegaciones,  dictó  amencia  el  4uez, de  pr^m^a»  jostaii- 
cét;en  l*de  Febrero  de  1663,  la  cual  modificó  la.Sela,prijngra  de  la 
Audiencia  por  la  aun*  do  \%  de  Diciembre  del  ip¡fluo,afip,  declarando 
que  la  empresa  del  terrorcecrii  de.  Tíldela  4  Bilbao,  o  o  venia  obligada 
&  la  fodemoteacion  de  ios  dafk>s<y  perdióos  qne  D.  Estanislao  de 
Mngabeni  hubiese  experimentado  por  no  haber  podido,  disponer  dp 
sus  46*  «entones  desde  el  II  de  noviembre  de  1861,  y  absolviendo  eo 
stt  consecuencia  4  la  referida  empresa  de  la  demanda  contm  ella  in- 

terpneata  por  MttgebMffu  

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  Mugahuru  recurso  de 
cesación,  citando  oomo  infringidas»  las  leyes  ÍA  y  I.*  v  til.  3,rf  §*rti- 
da  &•;  la  regla,  U.  t*.  ti.  Partida  7/.  y  la  doctiina  de  jurispruden- 
cia consignada  en  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  i  da  Fe- 
brean  y  4  de  Octubre  de  1860 ,  i3  de  Noviembre  de  II® .  %y  muy 
especialmente  la  de  SI  de  Diciembre  de  1857,  mediante  á  que  el  con- 
trato de  depósito  y  el  que  nada  de  la  constitución  de  la  Sociedad 
del  ferro-carril  con  Jos  imponentes  y  de  las  relaciones  de  Mugaburu 
con  Viólete,  *e  bebían  interpretado  mal  y  con  inexactos  fundamentos 
al  absolver  de  la  demanda  á  Ja  empresa  bajo  el.  supuesto  de  -que 
Viólate  obró  coa  consentimiento  de  Mugaburu,  y  que  éste  reconoció 
y  ratificó  el  abuso  cometido  en  el  acto  de  recibir  la  cédula  con  que 
concurrió  ¿  la  junta. de  17  de  Abrii.de  1863  y  no  i^aber  hecho  pro- 
testa alguna ,  siendo  a&í  que  los  estatutos  de  la  empresa  determine  - 
be*  claramente  cual  era  el  alcance  dula  cédela  para  asistencia  á 
las  juntas ,  á  lea  que  conforme  á  loe  artículos  36  y  43  del  regla- 
mento se  podia  concurrir  con  acciones  propias  ó  ajelas.,  y  np  es- 
taba desmentidas n  el  proceso  que  Mugaburu  no  tuvo .  conocimiento 
daqne  sus  inacciones  hablan  skiOv*x traídas  de  la  caja  basta  .el 
momento  de  (declararse  en  quiebra  Viólete  •  y .  de  que  .iwlamaqpo 
Mugaburu  la  eotinga.de  su  talón  tocó  Ja  realidad  de  que  Viólete  jip- 
bia  abusado  de  su  confianza  y  de  la  condescendencia  y  húep*  fé  de 
la  empresa.  -       -'..;.    :;    ;»  •  .       .'  *r 


'''Vistor  siendo  Ponente  d Ministro  9.  Francisco  María  fie CastJHa. 

ConsWéraifdo  qoe  to  cuestión  de  este  pleito  viene  á  reducirse  á  si 
V.  tote  Tlolete  estaba  áutorinfttó  l*ta  sacar  la»  400  acciones  qoe  el 
tfetttírtdatrt¿  entre**  cu  depósito  1  fe  Mrecelon  de  la  Compartía  del  fer- 
M^MK^^InorestátidMo,  tprobó  4Who  demandante  I»  ettraceion 
«fué  jíor  aquel  se  habla  verificado  :  ,- 

'  Considerando  mié  si  trien  de  ta  autorización  qoe  el  actor  cenflri* 
l;ÍfSrt^- ¿ara- cobrad  úts  itf  empresa  loe  intereses  Vene!**  y  qoé 
♦wtíttíéb'W^su  stísttffcion,  y  para  hacerse?'  cargo  dé  la*  atfcténes 
íMiTd^'érCottí^Jo  dé  administración  tas  repartiese  \  no  aparece  que 
&ffl&ifoáñmi>  $*a  rétirartas  deia  «Ja  de  laCbmpáMá  donde 
Mugabort:!^s  habftl' (f  opositado,  es  Ib  Mértb'qé^el1  resguardo  de 
rfépdsíto  ;quedó  c*  poder  de  Yiolete ;  y  que  ért  If«  se  expMié  4  fa- 
vo* tfdfetMufeáburti  cédtll*  de  érttatda  para  asistir*  fe  Junta  general 
tfe'ft  isírejéSfád*;  ífp^osftíridtfáe  al  cffedo  pot V*6letó;  no  el<  referido 
^ImSrdB  de'tfeiiltólto',  cómo  sé  hízó  p&ri  ti  Junta  de  mti  sino  tas 
1!Mr&cb1oÍYé3/cbtre  ellas  algunas  distinta*  de  las  del  depositó  pritói* 
*ÜV^;kirt''tiaí)er  tectatnadoMoeaburt  i  pesar  dé  tan  notable  novedad 
jrdb  btle  por  la  mísfna  cfedttlb  adentrada  de  la  que  usó  no  pudo  m#- 
TO^Wwef  fyue  -Wsf  accfonk  habííati;  sido  sacadiais  del  depósito  f  y 
itbr^Whiifeulcníer  'qué  á^rObd'  lá  extracción  hecha*  por  Tiolete ,  según 
así  lo  ha  estimado  la  Sata  sentenciadora  apreciando  lite  pruebas  prac- 

■llflT  considerando  qué  contra  esta  apreciación  no  se  ha  citado  ley 
ft^ÑHAif  adnrttltW  por  la  Jurisprudencia  lde  fes  frlbunales  r  y  por 
tatittí'queia  ejecutoria' al l  a  bsolVer  dé  la  detoándá  a  fa  empresa  no 
Tfa  infringido  fas  leyes  y  doctrinas  que  se  invocan  en  apoyo,  depre- 
carse-; /' ' '  •"  •  "  '  *f  "  •'• '  ■  "-  '■  r  •<•  '"  -»  - 
lí*\íalHmbs*  íjué  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
de  casación  interpuesto  por  D.  Estanislao  de  Mughburu, ¿quien  conde- 
ñamaos  énf  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  largos 
;éon  fá  certifleabion  correspondiente. 

'  Ásf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacet*  ie 
WWVitf,  ¿Insertará  en  lá  Colección  lefislatiw  f  pasándose  al  efecto  las 
Icíópias  íieíesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ftrmamos.«=ll»uri- 
cío  'García. = José  41 .  Cáceres  .^Laureano  dé  Arrteta.=Francisce  Maria 
d¡e  Casttjla.^  José  María  Baro.~  Joaquín  Jaumar.= Fernando  Pérez 
.  jíe Épisas:  ' '  \  •"  "'.*  '';  '■  '■  • 

^  publicación :' 

V1  leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  timo.  Sr.  Don 
'  Wkbcíscb  María  de  Castilla,  ^íltilstro  del  Tribunal  Supremo  de  lus- 
'  *%^  estando  celebrando  audiencia  publica  la  Sala  primera  del  mis- 

o^'éTdia  ¿e  boy»  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de 
Mhóiw  emó  WibunaL  '  ' 

Madrid  U  de  Octubre  de  iW9,«0iottlsÍo  Antonio  de  Fuga. 
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Tttgsqi*  de  ooiimio.^QQ^eqcilt  4#  tt  de  Octubre  amfirUHHPfo 
U  apétala  de  la  Saja*  ptru0er3.de  (a  AudiewMe  Ba^o^de* 
aegatorií*  de  la  admisión  del  recureode  casación  interpuesta 
por  Teresa  toamüjan*,  e*  jdeü© xon  Lm»  Áüfet-fQ  mesan* 
xeptp  de  Uilara  y  curador^  de  sus  meiwes  1¡¿ü*.       ,  .  .  .    , 

...■.■  ,  .  » 

• .   En  loa  wiwQE*¿8j>as  fie  establece ; . 

1»°  Q«e  para  interponer  un  recurso  de  casación  m  la  forma 
99  indispensable  prepararlo  convenientemente,  pidiendo  la  snJbm-r 
noción  de  la  hita  en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido*  u  m 
la  siguiente  $i  ha  sido  en  la  primera  •  según  Ja  dispuesto  en  *T*r~r 
titulo  4 .019  de  la  Ley  de  Enjuicimitnto  civil, 

2,e  Que  Ja  omisión  de  esta  formalidad  no  puede  cuevearía  ei 
artículo  87?,  que  prescribe  que  contra  h  providencia  en  me  $e 
dniegup  h  adtumm  de  una  prueba  eu  segunda  instancia  sóío  pro- 
cede el  recurso  de  casación  en  su  caso  y  lugar  9  porque  esos  pato* 
bras  (k  ningún  modo  excluyen  lq  conveniente  preparación  pa*M  el 
yprc\cio  de  ese  propio  recurso  en  la  forma,  armoniiauda  ad  4 
arMmQ  (ilfldo  c°fi  al  1*0 i 9  de  la  misma  ley,  , 

En  la  villa  de  Madrid,  á  li  de  Octubre  de  186$,  en  los  autos  que 
qnte  Nos  pepdpn  en  virtud  de  apelación,  seguidpq  en  el  Juzgfyty  <¿e 
primera  instancia  de  Manrcsa  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  por  Teresa  Casaraitjana  con  Luisa  Paj$s,  en  ql  concepto 
de  tutóra  y  curadora  de  sus  menores  hijos  Ignacio  y  José  Fofas  j 
Pjigés,  sobre  tercería  dp  dominio: 

Resultando  qijo  seguido  pleito  ,á  instancia  de  luisa  Pag<$s  *  coo&p 
totora  y  curadora  de  sus  menores  hijos  Ignacio  y  /osé  Forés  y  Pagés* 
contra  Teresa  Casamitjana,  en  concepto  de  sucesor^  y  heredera  <Je  su 
padre  Juan  Casamitjana,  sobre  pago  de  pensionen  censales,  por  sen- 
tencia que  causó  ejecutoria  se  condenó  i  la  demandada  á  qu£  en 
término  de  diez  días  satisfaciese  á  la  Pagés  la  tercera  part?  de  l^s 
pensiones  del  jpensp  en  cuestión  desde  el  día  30  ,de  J^layo  de  1860  en 
ques  ésfe  hizo  la  quitaejoñ  al  Estado  tf e  la  totalidad  de|  precitada 
censo,  y  á  su  respectivo  plazo  las  pensipnes  gue  en  lo  sucesivo  ven- 
ciesen hasta  que  se  hubiere* reintegrado  á  la  actpra  poj1  la  Casamit- 
jana de  la  tercera  parte  de  lo  que  satisfizo  para  quitación  del,  cereal: 

Resultando  que  para  llevar  á  efecto  la  sentencia  se  embargó  una 


amanéala  at  MNft.  '  Wb 

casa  propia  da  Tere»  Caeaaritjana,  *a  qie  dedujo  dduMuada  detarofería 
de  dominio,  ftmdlndata  en  pertenecería  diohaf  nea,  odme  prooerfante 
da  aa  abuela  Jgnada  Qasaiaft)Baa  y  Ai^ogMet,  y  que  por  canseam» 
tía  a*  pedís  $ar  respopsable  aft  pago  da  las  peasiobea  dal  oanaa* 
tásanos  que  oraidoo  «m  abuelo  y  bisabuela; : 

Resultando  que  conferido  trabado  ft  Loisa  Pbgds  t  y  argüida  al 
Jálalo  por  aoa  trámites,  praoUoéiidase  lap  prueies  tyae  tos  partes 
psapaaaereftv  dMé  ek  ¿sea  sénteíiaia  .es  f*  da  Mayada  IM&ttaofttt 
itrrtl*  taAafaier  lüfar  *  la  tocaría  dedenaÉoio  doduflU?  por' Tetes* 


AesaMarade  jae  adaafctds  ta  apataetan  41*  ftaabaa.  paHaa  'ioiaapuh 
«I  tapaaatr  da  agtajloa  Tewpa  CasaqiUjane  «e&msso  paran 
otroaf  f«p  é  causa  da  sa  ignorancia  dol  derecho  y  de  su  iiuritadar  ift* 
teiigeMta,  ana  detoaaoros  taeorrieiM  catapwwa  gsarfetadsq  par  le 
que,  y  con  arreglo  á  las  prescripciones  del  párrafo  tw?era  <dak  turf 
Marta  m  da  la  Ley  da  Bnjfictoieato  ehffl,  vftdü  *q  «titóaiat  el 
pleito é pasaba  á  ta  da  juetiioar  *q& lo*  biea* s ¿tMt#;d<» alaasaali 
da  o*  a»  trataba,  eafcilan  en  podar  de  <ter*aaaa  .personas,  ata  q*# 
jaaafta  loa  hubiese  posaMo  Ja  Casaaaitjanfet  y  cflieai*  padre  felletffrsfetf 
dejar  Uoaaa  aégaaoa: 

Resallando  que  después  de  alegar  Luisa  Vagtis»  por  auto  d*tt <•* ü* 
vlaaabroéB  tM8*e>  decftaad  aa  haber  ta§wé  reato*!*!  pk*to>¿j>NNaba, 
y  eafareo»y*  providencia  itagaaa  prttetfa  ni  focbnaadou  aa fctaa 
•  •aatftaada  «aa  ttmadaa  *  toa  días  y  iiuwe<4i*P  de  la  #rqry¡jitf*i* 
iMdiürta  tea  aatoa  *  la  tdaia  eotoe  V>  priitf»pai,  ^  Sala  printf**rd*ja 
áudteaaia,  poraettanoM  4a  9  daJBaaro  *iM«ft.  oaadratá  om  <taa  ooa* 
taa  la  apelada: 

Resultando  que  Teresa  Casamitjana  interpuso  recarao  da  ¿asation 
por  tefraaatab  da  ley  y  doatriaa,  y  fqndado  adérala  en/  te*  (fau- 
sta á;*  y  i.»  dal  att.  I.adt  de  la  L*y  de  ttnjafaiaadentt  civil  par  ;ha% 
feeité  Aaaugad»  al  recibiatáento  á  praabai  que  pidíd  aa  degund* 
instancia: 

Resultaado que  la  aaaMtaa**  Sala  primera*  par  autd  de  Mdel 
repelido  mes  de  Enero,  admitió  el  recurso  fundado  en  la  infracción 
de  ley,  y  declaró  no  haber  lngar  á  admitirle  en  cuanto  se  fundaba 
en  las  causas  4.a  y  6.'  del  art.  1.013,  porque  no  había  sido  preparado 
oportunamente : 

Resultando  que  Teresa  Casamitjana  apeló  de  dicho  proveído  en  la 
parte  en  que  se  denegaba  la  admisión  del  recurso ,  fundándose  en 
que  el  art.  872  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  excluía  esa  prepa- 
ración en  el  hecho  de  no  señalar  otro  recurso  que  el  de  casación  para 
una  prueba  denegada  en  segunda  instancia;  y  que  admitida  la  apela- 
ción, se  declaró  desierto  el  recurso  en  el  fondo,  por  haber  pasado  el 
término  de  la  ley  sin  que  Teresa  Casamitjana  prestase  la  debida 
caución: 


Aftft  T RlfitttfÉLi  SINfRÍMO  4MI  'JUSTICIA. 

>Vi8tos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  J«an  Jtmeneg  Guencái 

Considerando  que  para  interponer  un  recurso  de  casación  en  i* 
forma  es  indispensable  prepararlo  convenientemente ,  pidiendo  la 
sabsanáclon  de  la  falta  en  la  instancia  en  qne  se  haya  cometido,  y 
en  la  siguiente  si  ha  sido  »  la*prlmetaiitfegeAvio  dtepu««éu  e*** 
tfculo  1.MI  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  •: 

Considerando  qto  el  qne  ha  producido  esta  apelación  oo  viene 
preparado  4e  eseotodo,  no  obstante  el;  ticiB^ot pe^orridorfiargí^- 
dorio  hacer* -sin  que  <esa  omisión,  pueda* excusar! a  el.arMXnb<;jfiie 
prescribe  qne  contra  la  providencia  en  que  se  deniegue.  *la  admisión 
dennapratta  en  secunda  insumcta  sdlopaocedeel  recurso  4^  ca- 
sación en  su  caso  y  lugar,  porque  esas  palabras  d*  «agón  ttiodoiei- 
ctuyen  la  conveniente  preparación  para  el  ejercicio  de  ese  propio  ce- 
«tiraren  la  ierran  araonizandeaaí  efc;a«tíral9^Md*  con  ek<14f9  de 
laufcftámaley;  •■■  •••.-.  .-i. •.'♦.■  :' -i.  ••  ■<  y  -  <m-  ■•  j  . 
-  Vallamos,  que  debemos  confirmar  y  *  couftrmamoa  coa  tes*eestñ* 
1* semencia  apsiada*  en  cuarto  por  eWa  se  d^ne^ó )la«dmi6k)ni  del 
recurso  de  casación  que,  fundado  en  las  causa»  4/  y  6/  del  artfoü» 
lo  M13<de  la  bey  de  Bnjoieiamlealo  civti,  interpuso  Teresa  iGaaaaaifc 
jana;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  «Audiencia  de  Barcdlona  cómala 
ceAiMcáetoá  correspondiente.  *«■•  «*» 

Msí  por  esta  Auestra  sentencia;  qne  se  puWteará  e*  la  faealtf  *tel 
Gobierno,  dentro*  de  los  **nco  días  siguientes  al  de  6u>  fcebe^é^m 
sertará  6  su  tieApo  eala  4M****  faywfcíwe, pasándose  al  'fcfecttf  las 
•tttfofflas  coplasnecesaHas ,  lo  pronunciamos  /  mandamos  y<  flawüa- 
moe^arflsooal1layarri.«4faMel  María  de Basualdo^rAntoni^ftutioHet 
de  los  Sios.^aJoan  Jiménez  Cuenca.^=Hannel  Leon<==Migtíel>íomllu¿  • 
r  íoDttcacion:    •    •  •  ."«  .-  ••  *•    -•■••■"  ••••  -  •-.■.•.■-.■« 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  jk>r  el  Hmot^r.  Bao 
Juan  Jiménez  Cuenca,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo da  Justicia,  celebrando  audiencia  pública :  la  \  misma ,  en  et  dfti  de 
hoy,  deque  certifico  como  Escribano  de  Cámara.  .     -■  *>m 

Madrid  W  de  Octubre  de lW9=4togette  Gonzalo» íMonws.  * '    • 
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APELACIÓN  EN  INJUSTICIA  NOTOWA. ^•SALA''SEflWHMt: 

apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid? '(tafo» 

jgMtisfiáüh  admisión  del  retwrso  de  iAjttrtitfr  fttftoite ttler- 

Infesto  fxw  lacaaa^ttetewfWHao  hertMMg;  «n  pttN*  «wNtoi 

-fiíMiMM^reftpieta.  ■  *,;  %*  •:•"•»•*>■•  -*  v :  n  -»•  -■  r*  *v»?  o  -'<' 

•■  'Bu  toa  «msttEiwriMfc  sé?  eatabléee  ?  •  -■•     '-  -  m  *  «i  i  ■  «r  .»■-■ 

i.4  (tee  fo*  p/ftfo*  y  anua*  pendiente*  en  los  Tribmntétdt 
&mnto  al  publicarse  el  decreto  del  GoéiMto  proeiskmd^ildib 
Diciembre  de  1868  sobre  unificación  de  fueros,  que 'ya  et^4o§\ 
deken,  según  lo  prevenid*  en  tú  disposición  *wrta>  dé1  tus  «r*uíA 
lorias  que  el  mimo  establece,  continuar  s*ékMctá*dé*e'  «mr'mj* 
simé  hs  leyes  anteriores,  basta  que  (¿miné  te^toélancia  en  qm 
se  encontrasen,  ajustándose  al  procedimiento  en  las  subseguiente*) 
confiármela  lo  ordenado  en  el  art.  ii>M  rtfernéo*d*cr*to/#las 
preseripckmep  de  la  Ley  de  Snjuicínmiekto  civil.  >  (  ■♦  ■'•"•>'  -»i 
'  2tf  '■  Que  la  Ley  de  Énjuiúmiento  cieüm reconoce  elroetñé 
ée  mfmtkia  notoria,*  expresamente  suprimid»  adorné*  pavor  toé 
pleitos  de  comercio  por  el  art.  15  del  decreto  del  X¡Mri*r4k>  prm 
mmnutM  %  de  Dmmbre  de  1M8  sebr^uni/iosmon  de  fritos, 
que  concede  en  su  tugar  el  de  casación  en  los  casos  y  enrUcfotma 
fufe  dicho ley  lo  establece.  •— ,r-~  >r<     u* 

<;>  la  la  Tula  da  Madrid,,*  15 -de  Octubre  de  t86>J  en 'loe  ante*' que 
anle  Moa  penden  en  virtud  de  apelación',  seguidos  en*  el  .suprimido 
Tribunal  de  Camercio  de  esta  placa  y  en  la  Sala  primera  de  la  Andien!- 
cía  del  territorio  per  la  casa-comercio  Julián  hermanos' con  R>.  Dio*- 
nisio  Trompeta,  sobre  pago  de  9.8*1  escudos : 

Resultando  que  en  28  de  Marzo  de  18*7  la  casa-comercio  lulMi 
hermanos  dedujo  demanda  en  el  Tribunal  de  Comercio  de  esta  plaza 
contra  D.  Dionisio  Trompeta  para  que  se  le  condenase  al  pago :  pri- 
mero, de  16.013  rsM  importe  de  la  deuda  que  el  mismo  habla  reco* 
nocido  en  acto  de  conciliación :  segundo,  del  déficit  que  resulta  entra 
esta  cantidad  y  la  de  98.615  rs.  que  constituían  el  «utdo  tofectfto  á 
favor  de  la  casa  demandante ;  y  tqrcero,  al  da  los  intereses  corres- 
pondientes á  ambas  sumas  desde  que  el  deudor  se  bfrbla  constituida 
en  mora : 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  D.  Dionisio  Trompeta  pro- 


TRiBimi*  stuasio  m  JUSTICIA. 

tendió  se  le  absolviera  de  ella,  manifestando  estar  dispuesto  á  entre- 
gar lo  que  realmente  resultara  adeudar  á  la  casa  demandante ;  y  que 
al  alegar  con  vista  de  las  prietos*  aftffuso  por  un  otrosí  que  no  ca- 
biendo ya  duda  de  la  cantidad  que  restaba  por  consecuencia  de  los 

WlHMfiMP  <**  Uleros  feflfttf  Mr  A%  cm  ,M4WfrW*W¥**\3  W 
queriendo  retenerla  en  su  poder  ni  un  sólo  instante,  hacia  presenta- 
ción de  su  importe,  consistente  en  la  cantidad  de  47.513  rs»,  y  pidió 
#P  tWWflW  RWPfNfNMtl»  f  <dft>Qfft$M  JA  WWeafeMft  #**  f\WT(Hto  * 

Ja»tey<**  > 

ftpqJftfMlfl  q/m  Mptffla  el  ¿me?  m  ftu*  totaiU*.  e)~  ¡rfifemri  de 
fiMfeeacfe  4P0&  mlfWfa  «illta  Nty«  #e  »*«,  >  «wdiMMlo-fcft.  Dio- 
nisio Trompeta  á  pagar  á  la  casa- comercio  Julia»  ta*it}an#a,ta<Jian- 
tidad  de  47.513  rs.v  para  lo  cual  se  pondría  á  disposición  de  aquella 
la  que  había  consignado,  y  tbsoftM  ai  flu  QtiimtfúQi  ft#i  4^QMH  fffB  fe- 
«Hit»  «MM.Ul.  nieftciopad*  <MRti4f4  ff  k  <U  9MM  fs,  que  Jgwataent* 
I+woImh}  la  i*ewpwtwoR .  dci  M\w  Imtmw*  en  <M  4e§ii»d**t- 
ItetyQdQfu  ¿mande? 

»í*uK*p4* qm  «taUM*  I*  steMttum  i**erp**Mt  por.  Julia»  feer- 
aMftps,  y  sumwltwta  1»  inquino»*,  la  gala  «DHnejft  é»  la  ¿vdfeMia 
WtytW*<4á  scmtftAciA  en  g  ^.Abi\vl  &kmp*  «aitfratwte  o4q  fes  canas 
Ultpfttytan  ■       •   i  • 

,  fesul  trato  qm  wtifiQNa  diclw  semencia  4  los  ProourarioMpiée 
las  partes  en  6  del  wpettta  M*  <ta  A4>nit»  *1  de>JuHw  taropMaret 
lt «tai  Pbma»  a<Nmpaftan40  peda*  ea|H*Mt  iatenpulo  recufpo  de  in- 
iusitei*  notarte»  fondado  en  te  infamian  4*  varias  disposietone*  le* 

ftaipMfcnto  «**  J*  mewiiniii*  Sala  prisa*»*  por  pKntfdenata  de 
9  &  ttayQ  *it*taft  R**uto.  d*  1*  HU0  WH»  teramos  «peló  psra 
ante  este  Tribunal  Supremo,  declaró  no  btfcftr  lugar  í  la  admisión 
del  recurso  de  injusticia  notoria  interpuesto  por  los  mismos. 

.  V4#tosu  atonde  Ponente  el  Ministra  D.  Antonia  ftutienreft  4**0»  fttos. 

étonfiderendo  que  loa  pleitos  y  causas  pendientes,  en  los  Tribuna- 
les de  Comercio  al  publicarse  elvdeer*o  del  Gobierna  pi*visiaa«ftde 
i  A  ttciembre  áittmo  sobre  unificación  de  fueros,  que*  ya  es  ley, 
deben,  según  lo  prevenido  en  la  disposición  cuarta  de  lee  transito- 
ifeá  que  el  .Brismo  establece»  eorntauat  sustanciándose  con  sujeción 
A  las  leyes  anteriores  haata  que  termine  la  instancia  eo  que  e*  ee- 
oaQttafea,  ajustándose  al  procedimiento  en  las  subsiguientes,.*»- 
fogaje  i  Iq  ordenado  en  el  art.  11  del  referido  decreto,  á  las  pree» 
eripoienea  de  la  Ley  de  BnJttteMiniiento  civil : 

•Coasideraado  que  «ata  ao  reconoce  el  recurso  de  injusticia  nota- 
rte ,c*praitfl»e»te  suprimido  además  para  tas  pleitos  de  comercia  por 
al  »?t  ti  del  dicha  ¿cereta*  que  concede  en  su  lugar  el  de 
en  los  casos  y  en  la  forma  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  lo 
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f dniidiHiartfi  que  sentenciada'  ep  J  de  Abrü  eitfertor  <nrf1a  Sttt 
tripera  4*  Jft  Audieeeia  territorial  l»  apétalo*  Interpuesta  oorMite 
hermanos,  que  a*  4a  iffstiweia  peo  di/en  te  ai  f*roflfcri0a*t$e  et  efcpnaada 
Atar**  ét  «oUgan  procedimteeto  especM  «ontíuytf  *»p  atta,  ¡aefciftido 
)M  iMWMiviaa  nli*ri*ra*  saltarse  al  jwHneririr  bowiov  ¿eatasi  átft 
apaf  opiato  «i  recMfM de  injurióte  notoria; 

JWJMMli  im  debemos  ¿oeJhratar  j  .eojtflflpamos  *o&  las  «atas  le 
aeojeftda  *0*!a4f  <¡x#  w  7  dte  Na  ye  «¿Meta  dictó  la  flato  primare  de 
I»  ¿Bdieaci*  de  /este  territorio,  i  la  qw  ee  deytetvftn  loa  atrtde  tm 
I»  eonvpepeMle^te  lenificación» 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GnceM,  d&t- 
itúé*  Um  plee?  día»  siguientes  a)  d*  au  fecha  ♦  .4  hteertfcr*  I  su 
Uaatpo  eo  (a  Coleeem  l^iMaím,  pesándose  ái  ©forte  le*  cqpiai  M¿ 
ewu4«pv  lo  pwMmci^mos ,  adeudamos  y  flrgataoft-ugebeatote  ákw» 
zatas  tfa*td|a.tF=P«£C¿*ai  £ayarri.=Manijel  ltyría  de  Basuildo¿=Antonto 
Bati«rm  datos  Btos  .^uan  Jimenee  Cuenea,=n=j|anuel  León. 

teWkaeion: 

«fcejjl*  7  peWieed*  fué  te  precedente  sentencia  po?  el  Rtcetentí* 
tim  é  {Im»,  Sr,  tí.  Amonio  Gutierres  de  toa  filos,  Uhriatf»  él  la 
Sala  stfwde  4*1  Tr*uwü  Supremo  de  Justicia  eelabrMd?  aadiétocft 
pútyg»  I*  ¿pfeijia,  ao  ^a  día  de  boy,  4a  qpe  eprtiftaei  coma  Amuleto 
de  Q^Anir 

Mtrtsfd  15  4e  Qf  tu*r  e  de  W69.=-«a«eUo  4¡*iaaleft  Martes; 


»» 


AFgLA«IO(f  I*  CASACIOM.^SAU  fflWfifiliA. 


DefífjttATOüA  w  mmePifict^r.^SeiitoMla  4e  M  de  Ocultas,  «w 

firmado  Ja  pro*¿dei*cia  apelada  de  la  Safe  primera  de  la  Au- 

tffeiMfo  0e  Burgos,  denegatoria  de  4a  admisión  *W  retorso  de 

twacipfi.  iuterpwetq  por  B.  Félix  Moral ,  en  platee  e6a  d.  9** 

'  Ifoftry*  Setuz  bosfen  y  otros  y  el  Hiaisterio  fiscal* 

Bu  m>**m*UA*i*m  »e  establees:  •■•_.., 

Otra  el  reeurm  de  casado*  sék  proeede  contra  eenteéeiae  rie* 

fbithme.  óamfm  las  que  recaen  sobve  artíeuht  que  pongan  tér* 

mino  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación. 

Bn  Ja  tilla  de  Madrid,  A  16  de  Octubre  de  4899,  en  los  auto*  .que 
ame  Vm  pftp<te!)  en  virtud  de  apelación ,  seguidos  en  ql  Juagado  de 
primer*-  ipataptia  da.  Burgos  y  en  la  Sala  primera  de  J#  Au^taiicie 
del  mismo  terpHorio  por  p.  Félix  Moral  cpo  0.  PoUctrpo  S&iw,  tpa- 


MI  thiftoitAL'sUttttffilO  te  K&T1C1A. 

ttn  y  0U08  y  él  Wnitoffb  fiscal,  sobre  costón  de  biértes  1ífe*»«  to>r 
el  primero,  en  el  día  declinatoria  de  la  Jurisdfeéion  oHlftaria  f  vfj 
caekm  efe  las  disposiciones  de  la  legislación  itaeriaiftilí  ' "*  "  ''~ 
ftesultatido  que  en  17  de  Jolio  de  1868  D.  Félix  Moral,  acómí*flWfl- 
Ho  mi  estado  de  deudas  y  memoria  de  las  cansas  que  Té  h&Haii' co- 
locado en  la  imposibilidad  de  satisfacer  los  créditos  qué  contrtf  ¿Tft- 
nfav  acudid  ai  Juez  de  primera  instancia,  exponiendo  se  hfrtfóba  éí  A 
caso  de  presentarse  en  concurso»  si  Meñ  quéflá?  fmAítar'ítítés  'fel 
■edio  de  solicitar  qtfita  y  espera  de  sus  acreedores,  y  pldW  sfe ¿¿jhro- 
case  á  éstos  á  Junta  en  la  forma  prevenida  por  Ia¡  ley  párá  fnUHt  dé 
aqueUa:  "   -  "  r"^'"- 

<  lesultando  que  así  acordado  por  el  Juez,  D.  Policarpó  &fttté'tos* 
tan  y  eiros  acreedores  de  Moral  acudieron  pVetetttíicnáo  Ique  #'Juez 
se  inhibiera  del  ¿ofloclmiento  de  loa  autos  como  óMtóarft Y*  jTdfétíi- 
nase  en  (a  Jurisdicción  especial  de  Comercio  para  míe  está  fiícfeíb'lá 
declaración  de  quiebra ;  y  que  sin  perjuicio  de  asegurarse*^  sttdfá; 
si  á  ello  había  lugar,  la  persona  de  Moral,  se  ordenase '1fettcttfiJ&ton 
de  sis  Hbros  y  papeles,  y  el  embargo  y  depósito  de  todos  sus  bienes: 

Besultando  que  conferido  traslado  por  término  de  tercero  dia  á 
D.  Péllx  Mora!,  le  evacuó  solicitando  se  desestimase' la  pretensión  de 
declinatoria  de  Jurisdicción,  interpuesta  de  contrario,  y  en  su  lugar  se 
declarase  el  Juez  competente  para  conocer  del  asunto  como  ordina- 
rio, contante  i  los  artículos  587  y  siguientes  de  lá  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil: 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba ,  y  praétK^tdksiáfs 
que  las  partes  articularon,  después  tfé  oido  al  Promotor  fiscaf ;  ti  Juez 
dictó  sentencia,  que  fué  revocada  por  la  que  pronunció  íá'Sdtá1  pri- 
mera de  !á!  Audiencia  efa  Í3  de  Frfb'rciV  de  Í8^!  deólart¿Ao  «rfber 
lugar  á  la  declinatoria  propuesta  por  D.  Pollcarpo  Sainz  Lostatí  ^Con- 
sortes, y  que  el  Juez  de  primera  Instancia  aplicase  á  la  tramitación  y 
decisión  de*  este  pleito  las  disposiciones  de  la  legislación  tnercfrmil: 
•  Betáltahdoque  D.  Félix  Moral  interpuso  recurso  de  casacióW  ftro- 
dfcdoen  la  infracción  de  varias  disposiciones  legales1  quíQ  ClWf^y  ía 
mencionada  Sala  primera,  por  auto  de  3  de  Abril  ftltimo;  del  que 
Moral  apeló  para  ante  esté  Tribunal  Supremo,  denegó  la  admfefoíi  del 
recorto.  ;,l-,,i. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  Jiménez  Caeüca.L  \lt 

'  Considehmdcf  que  él  recurso  de  casación  sólo  procede  cóntfti  sén- 
teitáias  definitivas,  ó  contra  las  que  recaen  sobre  artículos  qüe^ibrí- 
gan  término  al  Juicio  y  hagan  imposible  su  continuación':     v  \  ' * 

Considerando  que  la  que  ha  recaído  en  estos  autos  al  dccídlrrfé'el 
artículo  que  ¿obre  declinatoria  dé  jurisdicción  se  interpuso,  Ao'pdtte 
término  al  Juicio  ni  hace  imposible  el  desenvolvimiento  de  té  acción 
Iniciada',  puesto'  que  se  ha  limitado  á  marcar  el  procédlmiehftr  ijne 
debe  seguirse  en  el  concurso  por  él  mismo  Juez  de  Burgos f    l    " 


lunmcui  n  18*».  S#í 

Mbk|Mi.  que  débenos  confirmar  y  confirmamos  ^on  lea  costa*  la 

prorktatía  apelada  que  en  a  de  Abril  último  dictó  la  Sala  primera 
dé  la  Audiencia  de  Burgos,  á  la  que  se  devuelvan  toa  autos  con  laf 
eamtymlienft»  certificación. 

A$i  for  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del' 
Gobierno*  dentro  de  los'  cinco  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertaré 
4  ity  tfempp  en  ta  Colección  legtilaliva,  pasándose  al  efecto  las  copias ' 
necesaria?,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Brmamos.=fedro  Gómez: 
de  la  9erna.¿=SebasUan  González  Nandin.^TOmás  Huet.=Pascuat  Ba- 
ytiit^plfánuei  Haría  tesaaldo.=Antonlo  Gutiérrez  de  los  Rlos.=íiraa 
Jitoenez  Céenca. «Manuel  León. 

publicación:      , 

Mda  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Jtina  Jiménez  Cuenca,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el 
día  de  hoy*  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  16  de  Octubre  de  1869.=Boge!io  González  Montes. 


NÓM.  71. 
CASACIÓN. -á  AL  A  PRIMERA. 


JtaraiMCitaoN  be  uní  casa.— Sentencia  de  16  de  Octubre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Valentín  Carranza  y  consortes  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Don 
ffigitfo  de  Ciria. 


u 


En  sus  considerandos  se  establece: 
.    Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyes  n$  doc 
tripas  que  no  son  aplicables  al  caso  del  pleito. 


"  .1 
«f 


.  ¿n  W/VHla  Ae  Madrid ,  á  16  de  Octubre  de  18M ,  en  61  pleho.se-. 
gufto  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  ta  Magda- 
lena de  Sevilla  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciu- 
dad per  0.  Valentín  y  D.  Toribfo  Carranza  y  Marco  y.  D.  Valentín  del 
Pij^o,  marido  de  Doña  Juana  Juárez  Marco,  con  D.  Qjgmio  de  CJria, 
so^e  reivindicación  de  una  casa;  pleito;pendíente  ante  Nos  por  vir- ' 
tud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  contra 
1*  patencia  que  en  3  de  Febrero  último  dictó  Ja  referida  Sala : 

Multando  que  D.  Benito  García  Fernandez  otorgó  una  escritura' 
en  fc  ¿titóhd  de  Sevilla  á  5  de  Marzo  de  1863,  en  la  que  dijo  que  el 
día'Í9f  de  Marzo  'de  1861  había  sido  bautizada  en  la*  iglesia  parroquial 


9$t  TRIBU***  >S!tr*E*A   DIIMTíCtA. 

<ty  Sgp  Vienta,  «a»  roifai  bija; de , j*tíre&  áeawJNfeldot*  t  ^ttetf  ^ 
¿abj&  pueato  pw  jwabre  Tomasa.  Francisca  .Car fnea.de, la iBuiMm. 
frini4a¿;  flue  oierta  persona,  interesada  sin  dwit  «t  el  por» dair  dé 
esta  niña,  poco  después  de  su  nacimiento*  y.  wmo  u»  efewrp^ée 
eoMc\encia ,  habia  entripado  al  otorgante  flMMM)  re.  en  fltetáHoo  fura 
(jue  Jas  impusiera  con  seguridad  a  fin  de  qj*e.en  su  die  le  aitvMmt 
eje  dote  y  en  el  entre  tanto  se  dedicaran  s^s  producto*  á  au  itiana^ 
t$np¡on  y  educación,  rogándole  el  favor  de,  haeew  caiyo  Ati  <mn»*t 
plíalento  de  esta  volunta^,  con  expresa.  probihicio»  do  dar  **  BifH 
^n  tiempo  explicacippes  sopre  este  .extremo ,  ai  ,oue»ta  4e  m  *ámk- 
ñistracíon  á  ninguna  Autoridad,  persona  ó  QQwmeJk»»  4et  moóadB 
su  inversión  ni  de  ios  productos  después  de  hecha  la  iropjuieUM»  tto- 
bjeqdo  rec'ipir  1^  menor  iw  60.000  rs.  en  el  objeto  4  for*a  fl&e*  se 
HijíMesep  i¿vprüd9 ,  entendiéndose*  su  manejo  .y  adoMfttefraew*  inute 
por  pensión. mientras  el  compareciente  viviese ♦  autpri;iáadoK,IW»* 
nombrar  á  su  fallecimiento  uy  sustituto  ea  el  pumplimientq,  de  ettf) 
encargo,  si  }¡a  no  lo  hubiese  verificado)  en  otro  cajo  un. (uHtftj -ju- 
rador od  bona  á  la  referida  niña ,  qon  ías  facultades  y  restricciones 
que  juzgase  convenientes:  que  admitido  dicho  encargo  por  ei  compa* 
reciente,  habia  venido  cumpliéndole  religiosamente;  y  descoso  de 
perfeccionarle,  y  teniendo  de  su  exclusiva  propiedad  una  casa  ea 
aquella  ciudad ,  calle  de  Quebrantahuesos  *  nám.  f  <  cuyo  valor  serian 
los  mismos  60.000  rs.,  había  creído  de  su  deber,  para  evitar  eveniua- 
iídades,  hacer  la  imposición  indicada  por  el  protector  de  la  nifia  ea 
i* ^Sfionada  ppc^  adjudicándosela  en  plena  proRfe^a,  WfiW* 
y  nSuirutfto  para  el  caso  antes  indicado ,  bajo  las  bases  que  expreso, 
eíHtl^ííéndo  en  id  1'  lo  siguiente :  «frara  el  caso  de  jaileéef  la  qjfia 
átitá»  hfe  iéhfef  capacidad  legal  para  testar,  queda  nombrada.  ;deede 
ahólk  t>of  Su  dhica  f  universal  heredera  de  la  referida  cas^  (gatlq  de 
Quebrantahuesos,  núm.  2  moderno,  Doña  Josefa  tarranza  Marcos, 
veciua  de  Rioseco ,   y  por  fallecimiento  de  ésta  sus  hermapqe^por 
Iguales  partes,  todo  en  conformidad  §  las  instrucciones  que  le  qcpnu- 
nifctf  lá  Jréíkma*  qü  é  le  confirió  él  encargo  Úe  conciencia  tteqpp  foht 
hecho  mérito:»  • 

Resultando  que  la  niity,  Tomasa  Francisca  Carmen  4e  la,  StyUfcipia 
friniclad  faíloció  el  día  i 6  de  Enero  de  1864  á.  loa  dos  afioa  y  medio 


dé  edad:  que  en  18  de  Febrero. del  propio  año  qtorgd  escritura^  gjU 
Josefa  Carranza  Alárcos *  por  la  que,  mediante  haber  llegad^  ^  ct&p 
previsto  por  I).  Benito  Gahcía  y  hallarse  en  la  necesidad  4qjlew 
¿timo  heredera  ios  requisitos  prevenidos  en  el  sistema  Lrlbu^aíip,  ¿^ 
claró  qué  la  única  tinca  que  habia  heredado  era  la  expresada  ^aa^ 
p6?  la  que  satisfizo  él  derecho  corréspoqdiepte,  iqscr¡hiéndos0:4  .sq 
nombre  eri  el  Registro  de  la  Propiedad;  y  que  por  escritura  de  ¿ide 
igosto  de  Í&64  id  dio  en  arrendamiento  á  D.  Benito  García  Jtynaiujep 
t>or  eí  tiempo  de  la  ^ id á  del  mismo ,  y  en  preció  por  todo  él  de  1&6M 


mk*  *  qna  confesó  laner  recibidos  flarfU  lp*elb  4  ton  dbUgSctei  dt 
tttfs&eer  D,  Benito  la*  contribuciones  9  (odas  las  obras  y  repare* 
que  «gestase  la  finca ,  terminando  el  oontrate  al  faíleoimiento  de 
Doa  MmUlfki  y  quedando  la  flaca  libro  y  á  disposición  da  la  pronto*, 
istia: 

-Itsaltaado  que  fallecida  intestada  Dofla  Josefa  Garrama  y  Mareos 
a  Él  de  lanío  de  Mil ,  y  destarado  heredero  de  la  miaño  au  bija 
¿afeo  D.  loeá  Cirta  Garrama ,  el  padre  de  dalo ,  D.  Higtaie  de  Gírta* 
otorgó  á  oo  nombre  escritora  de  descripción  de  loa  bienes  heredados 
de  ao  madre  1  que  sólo  comprende  la  casa  mencionada  <  f aforada  o* 
M4M  rs, :  *oe  presentada  lo  escritura  al  Registro »  no  fué  admitida 
psr  aptccor  de  otra  qae  por  fallecimiento  de  Doña  Josefa  Garreóte 
Méteos  battia  de  pasar  la  finca  á  jas  hermanos ,  no  teniendo  portan  le 
capacidad  legal  el  otórgame  paro  solicitar  la  jnscripcicm  á  nombre  de 
sa  biio;  y  que  habiendo  acndidp  D*  Bigfaio  Cirio  al  Béfente  de  lo  Ao- 
dieaoia  de  Sevilla  reclamando  contra  la  denegación  de  itiacrípefoa; 
por  providencia  do  11  de  Enero  de  18M ,  considerando  que  M  letra  y 
qspfriftu  do  la  olausula  por  la  oual  D.  Benito  García  nombra  heredera 
á  Dofia  lósete  Carranza*  y  por  si  falleoimíeeto  4  sos  hermanos  pof 
igualen  portes,  encerraba  tina  sustitución  papilar  y  vulgon  rto  ha- 
biendo llegado  ¿  tener  efecto  esta  última  por  haber  fallecido  el  su*ti*¿ 
totojnipilar  después  de  haber  adquirido  la  bafenoia,  declaré*  qad  la 
diado  coso  debía  inscribirse  é  nombre  de  Di  losé  Giria  y  Gatfanda.  y 
en  effeoto  se  inscribió  en  14  de  dicho  mea  3 

asaltando  qae  el  menor  D.  losé  Giria  y  Carraaaa  fkllbdó  á  la. 
edad  de  tre?  meses  eí  día  8  de  Octubre  de  Í867 1  f  qué  dbtiafádo 
heredero  del  mismo  ao  padre  D.  Higioio«  otorgó  escritora  dé  descrip- 
ción de  bienes ,  en  la  que  sólo  comprendió  la  citada  casa*  apreciada 
eb  LMft  escudes*  que  fué  inscrita  la  escritura  en  el  Registra  do  la 
Propiedad  en  S8  de  Marzo  siguiente :    ,  ■ . 

kesnltandd  que  Dj  Valentín  y  l>.  Torihfo  Garrama  y  Márcot  y  MBd 
luana  loaren  Marcos  <  en  concepto,  dd  unióos  heHaaboa  de  la  düfenM 
Defia  laaefa  Carranza  y  Marcos  •  entablaron  en  M  de  abril  do  UM 
la  demanda  objeto  de  este  pleito  *  alegando  qae  Dcfta  Josefa  Garrama 
era  sólo  usufructuaria  de  la  daaa  por  los  dias  de  su  ti  da,  puesto  que 
á  te  fallecimiento  había  de  pasar  ft  su*  hermanos :  qae  de  las  jtala» 
brat  de  la  cláusula  indicada  ao  ae  deducía  el  pensamiento*  que  había 
sido  le  razón  de  inscribirse  ia  casa  á  nombre  de  los  saeeserfed  Ao 
Paila  Josefa,  de  establecer  una  sustitución  pupilar  y  vulgar;  y  qbe  hd 
habiendo  llegado  el  caso  de  tener  efecto  la  última,  no  había  llegado 
tampoco  el  en  que  los  hermanos  Carranza  debían  obtener  ia  fltiea* 
pneo  ni  en  la  cláusula  se  hablaba  nada  de  sustituciones  4  ni  pedían 
estas  hacerse  en  aquella  escritura:  que  el  pensamiento  de  ésta  era 
que  la  finca  no  quedas?  Tacante  si  la  menor  moría  éntee  de  podef 
testar*  pensamiento  que  habia.de  realizarse  pasando  la  inca  cuando 
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la  nffia  feliMIese  4  Dofta  Josefa  Carranca,  y  croando  éiti  «ariete,  4 
sos- hermanes  por  igaate*  partea;  palabras  literatea  y  claras,  que  no 
admitían  interpretación  y  que  habían  de  cumplirse  como  estaban  es- 
crita*:* que  no  siendo  el  documentóle  que ae  trataba  un.  testáronme, 
no  podia  hablarse  de  institución  de  herederos  y  de  sustituciones;  pene 
que  auriqne  lo  ftiese ,  las  sustituciones  serian  nulas ,  porque  el  derecho 
do  nombrar  sustitutos  papilares  emanaba  de  la  patria  potestad,  y  aOle 
podia  ejercerlo  el  que  la  tuviera :  que  en  nada  obstaba  que  se1  hubie- 
ran usado  las  palabras  queda  nombrada  dente  ahora,  porque  la  impro- 
piedad de  estas  no  viciaba  el  instrumento,  según  la  regla  del  dere- 
cho, cuando  el  pensamiento  no  era  dudoso ,  y  por  el  contrario  cono- 
cido >y  claro  el  propósito  del  mismo ;  y  que  habiéndose  trasmitido  por 
tanto  «1  douttnio  pleno  de  la  finca  ftjos  demandantes  desde  el  (Míe* 
cimiento  de  su  hermana,  les  correspondía  la  acción  para  reclamarla 
con  sus  productos  desde  aquella  fecha;  pidiendo  por  ello  que  ae  de- 
clarase qae  la  casa  calle  de  Quebrantahuesos,  num.  8,  de  aquella 
dudad*;  ks  pertenecía  en  propiedad  y  posesión,  con  todos  sus  frutos 
producidos  y  debidos  producir  desde  el  fallecimiento  de  Doña  Josefa 
Carranza  Marcos ;  condenando  á  D.  Higinio  Ciria  á  que  la  dejase  li- 
bra y  á- su  disposición,  con  los  frutos  y  rentas  indicados,  y  al  pago 
de  las  costas: 

:  Reputando  que  D.  Higinio  Oria  impugno  la  demanda,  alegando 
que,  Dl  Benito  García  habla  nombrado  sustitutos  á  la  niña  para  el 
caso  que  la  heredera  instituida  no  entrase  en  posesión  de  la  finca 
por  Su  Atllbdmtafto ;  y  como  la  sustitución  que  habla  estableéido 
había  sido  la  .vulgar;  que  era  aquella  que  podia  hacer  cualquier 
persona  til  instituido  heredero  para  ei  caso  de  que  no  llégase  4  ser- 
lo ,  aegvp  lo  ordenaba  la  ley  1.a ,  til.  5/,  Partida  6.\  y  que  dicha 
sustitución  podia  hacerse  también  por  palabras  negativas ,  conforme 
á  lo  preceptuado  en  la  ley  2/ ,  era  claro  que  no  podia  considerarse 
a  Dofia  Josefa  Carranza» como  mera  usufructuaria  de  la  casa  :  que 
desde  que  DoQa  Josefa  había  admitido  la  herencia  había  cesado  la 
suatttoeion  estableada  en  favor  de  sus  hermanos ,  según  así  expre- 
samente »lo  ordena  la  ley  4*  de  los  mencionados  título  y  Partida: 
que  tai*  en  el  supuesto,  que  no  podia  concederse ,  de  que  fueran 
inaplicables  la  leyes  que  trataban  de  la  testamemiflcacion  ,  la  volun- 
tad de  ios  otorgantes  de  un  documento  público  era  la  ley  fundamen- 
tal del  contrato,  y  Doña  Josefa  Carranza  había  sido  propietaria  abso- 
luta de  la  Anca  por  la  voluntad  manifiesta  de  D.  Benito  García  >  toda 
vez  que  en  la  escritura  de  arriendo  de  la  misma  se  consignaba  así 
más  de  una  ve»:. 

.  lesultandó  que  la  Sala  segando  de  la  Audiencia  de  Sevilla  dictó 
en  3  de  Febrero  del  corriente  año  sentencia , .  revocatoria  de  la  del 
Juez  de  primera  instancia,  absolviendo  á  D.  Higinio  Ciria  de  la  de- 
mandar y  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de  casación,  ct- 
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ttwlo  W  totóffkmérle  y  despuesen  tiempo  oportuno  en  éfofé  Supremo 

I.^WKy  del  crm  trato  consignadaen  la-cláusula  7.*  de  la  <\scrifurfr 
otorgada  pctf  D.  Benito  García  en#do  Maróo'defSfó,  por  ser  coMra* 
rio  el  fallo  á  su  tenor  literal. 

2A  ta^ey  7/;  tft.  S*  Partida  fl.\  qua  establece  que  e!  heredero  sólo 
puede  ser  itístituldo  en  testamento. 

"8*<-  La  ley  l.Vrit:  5.*  def  !a  misma  Partida  ,  que  ordena  qué  ei 
saftifttto  sólo  puede  ser  nombrado,  en  el  testamento  y  por  el  que 
le  otoral . 

«  i**  Üá  9*  del 'mismo  título  y  'Partida,  que  determina  que  el  Susti- 
tuto fbfMfar  sólo  fraedé  ser  nombrado  por  el  padre  al  hijo  ó  descen- 
diste qué  tuviese  eri  su  poder.  .  i 

¥'1*  La  doctrina  Inconcusa  y  jurisprudencia  establecida  por  este 
Supremo*  Tribunal  en  la  sentencia  de  3fr  de  Diciembre  de  1864,  seguí* 
la  cual,  para  la  inteligencia  de  ios  contratos  debe  estarse  á  ios  térmi- 
nos en  que  se  hallen  redactados,  sin  extenderlos  á  casos  y  cosas  que 
no  se  hayan  estipulado  expresamente.  .  "■  ■ 

'  Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  Castilla.   '  '    ' 

Considerando  que  toda  la  cuestión  de  este  pleito  versa  sobre  la  in- 
teligencia que  debe  darse  á  la  cláusula  7.a  de  la  escritura  otdrgada'por 
D.  Benito  Gdreía  en  £  de  Marzo  de  1863: 

Considerando  que  en  dicha  cláusula  se  establece  que  para  el  caso 
de  fallecer  la  ñifla  Tomasa  Antes  do  tener  capacidad  legal  para  testar 
quedaba  nombrada  desde  entonces  por* su  única  y  universal  heredera 
de  la  casa  de  que«e  tmtaüoíta  Jbsefa  Cárrátfea,  y  por  fallecimiento 
de  ésta  sus  hermanos  por  iguales  partes : 

Considerando  que  por  esta  disposición  se  significa  claramente  que 
en  el  caso  rtffericto,  los  hermanos  dé  la  Doña  Josefa  Carranfca  quétióU 
batt  nombrados  para  suceder  en  la  casa  por  fallecimiento  de  la  niña 
sf  entes  que  ésta  moría  la  Dolía  Josefa :  '  ' ' 

• :'  Considerando  qne  esta  inteligencia  se  corrobora  portas  palabras 
de  que  la  Dofia  Josefa  Cárratoza  quedaba  nombrada  por  su  tínica  y 
universal  heredera  de  la  finca,  pues  revelaban  que  la  había  de  ob- 
tener en  absoluto  dominio;  y  también  pof  la  escritura  en  que  la  Doña 
Josefa,  ya  poseedora  de  la  casa,  la  dio  en  arrendamiento  á  D.  Benito 
García,  por  cuanto  en  dicho  dócumfento  expresaron* qué  correspondía 
á  aquella  en  plena  propiedad : 

■ '  Considerando  que  bájb  este  Concepto,  y  muerta  la  nfffa  antes  de 
llegar  !á  la  pubertad,  reicayó  la  casa  en  la  Dofia  Josefa  Carranza;  por 
fallecimiento  de  ésta  en  el  hijo  único  que  tenia  ,  y  por  el  de  éste 
en  su  padre,  hoy  demandado;  por  lo  cual  la  ejecutoria,  al  absolverle 
de  la  demanda,  no  ha  infringido  la  ley  del  contrato  que  se  cita,  con- 
signada en  la  cláosula  ?.'  de  la  dicha  escritura ,  ni  la  doctrina  que 
asimismo  sé  cita  sobre  la  inteligencia  de  los  contratos. : 

II.  i0 
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Y  considerando  que  las  dep^s  leyes. que  so  invocan  *n  aPWO'jfyA* 
recurso  no  son  aplicables  al  caso  presente ,  puesto  que  no  es  d$  AQr 
fluencia  para  la.  resolución  de  1a  caeslfera  litigiosa  lp  £|li£cactf>n  <fei 
documento  expresado,,  y  cualquiera  que  ¿si?  fuese  fpria  qgjgw  & 
ambas  partes; 

Fallamos,  que  débenos  deplorar  y  declarando*  no  Ipbef  Ipgar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  d.ewandaptes  p.  V>leotiu£ar- 
tanza  y  consones ,  á  quices  cqndepaqaos  en  las  postas ;  devplyién- 
do§p  Ips  autos  4  1*  audiencia  de  Sevilla  qpn  la  cerfificacipn  corres- 
pondiente. 

±sí  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  pe  publicará  en  la  footff  y 
se  jnsertará  en  la  Cpkcciqn  legislativa  ,  pas^ndqpe  al  pfpctQ  Iqm  fppiaf 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ii  ripios. =^a  u  c}fio  Gar? 
pta.¿=Jft?é  María  C$ce|res..==^ftureanp  de  4rrieta,^yaf#jtiu  $f  rralda^ 
FrphjGiscp  par{a  d<?  tystillá^foifquip  Jumjaar.  ==  f erity^á  Ppnw  4* 

publicación; 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  JlqjQ.  §j\  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  MiqisirQ  <}el  Tribuna}  $ypr£íj}a  ¿Je  Ju£l}cta, 
estáqdosp  celebrando  audiencia  pública  en  su  &!&  p.rjfljpra,  tí  dia  de 
ijpy,  de  que  certifico  con) o  Escribano  de  Camera. 

Madrid  16  de  Octubre  de  l#W.=-tfregopio  Camilo  fíarpfy.. 

4  *  • 

Mó*.  72. 
CASACIÓN.— SALA  PMMREA. 

RBiyt^WCiCION  DE  BIENES  í  INDBWNIZ4CTON  PE  Píame  jos.— Sen- 
tencia de  19  de  Octubre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  de  Cea  Gándara  con  Ira 
)a  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  dp  la  Coru- 
fla,  en  pleito  con  1).  Juan  Manuel  de  Castro. 

• 

En  los  considerandos  se  establece  : 

i  .Q  i)ue  no  pueden  ser  infringidas  por  una  senlenciq  feyes  que 
«o  son  aplicables  al  caso  del  ^pleito. 

2.°  Que  en  cuestiones  de  hecho  ha  <fc  estarce  á  /#  apreciación 
que  la  Sala  sentenciadora,  en  uso  de  sus  atribuciones»  nace  de  las 
pruebas  practicadas  por  las  partes,  cuando  contra  esta  apreciación 
no  se  cita  ley  ni  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Octubre  de  1869,  en  el  pleito  se* 
gnido  en  el  Juzgadq  de  primera  ipstancja  de  Vigo  y  en  Ja  $alq  tercera 
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4»  ll  Audiencia  te  la  €orufta  ipor  IV.  *fa«u*l  4a  Cea  OáQdMü€m  Boa 
Jaaa  ¥wuel  4o  Cmuo,  tabre  raWadiesclon  49  We*es  é  iodamatawioar 
dfrfjuMyi  yieilQ  poadient*  a«ta  Nos  por  recurso  4a  casaafon  int. 
UrBWHo  por  ti*  demandante  aautra  la  taManaia  qua  «n  S  cte  toara 
ÁMJmo  diató  (a  tafañda  ¿ala: 

leaullafdo  que  a»  M  4e  Mario  da  MI?  1).,  Juaa  Manual  da  Oatr 
tr»  Vaquairo  dedujo  un  tatoriUoto  rostitutorio  contra  José  Mprfa  44 
ymdo,  saponieodo  que  se  habla  Intrusado  hadando  «tamisas  en  na 
tema*  d  labradío  y  cañaveral,  denoeatoado  lagar  4a  taa  B*Ja«t  y  4* 
«adía  dehesa  sombrada  MedoAa,  de  que  £aatao  aa  bailaba  en  pactó* 
ca  posealoo  mte  da  dlex  año*  hacia:  que  por  sentaaeia  4a  90  4o  Abril 
da  Wl  aa  reetltuyd  A  D.  Juan  Caatio  aa  la  posesión  en  que  dijo  aa 
hallaba  al  tiempo  <  4e  la  perturbación ,  opndeuando  ft  José,  M  arfa  d* 
irado  on  laa  oostas  y  demás  que  correspondiera;  y  que  ajacqtada  la 
restitución,  consignó  al  impone  da  aquella*  D.  Manuel  de  Ce^  mani- 
faltando  que  ara  41  dueño  legítimo  y  poseedor  del  campo  4e  Usías  y 
media  4abeaa  da  Medoña,  sin  qqe  Castro  babiera  poseído  l^naáa  dicha* 
tocaa,  y  ala  que  sa  madre  hablara  sido  m4*  que  una  arrendataria, 
como  lo  «ra  entonces  José  María  de  Prado,  y  solicitando  en  aa  vir- 
tud que  ib  le  entregaran  loa  auto»  para  enlabiar  la  acción  que  cor- 
reapondíera  á  aua  interese»: 

Beaoltando  que  después  B*  Hanuel  de  Cea  entabló  demanda  en  Sí 
de  Julio  del  mismo  año»  exponiendo  que  el  Mabita*»  Gaqtrp  nunpa 
habla  aido  dueño ,  ni  aun  arrendatario,  de  laa  citada»  fiocaa,  y  por 
consiguiente  no  bebía  tenido  personalidad  para  entablar  a|  jptardic-. 
tp:  qua  babia  reconocido  la  propiedad  del  demandante,  y  únicamente 
titulándose  arrendatario  sa  oponía  &  dejar  la*  fincas  bajo  el  pretexto, 
de  po  habérsele  desahuciado  oportunamente;  pero  que  ¿uu  en  el  caso, 
de  4j*a  lq  íuara.  no  podía  lagaljaan&a  haber  entablado  el  interdicto, 
porque  el  arrendatario  no  era  poseedor,  toda  vez  qua  pqseja  $P  nom- 
bra da|  dueño,  y  porque  encnpgado  el  nuevo  arrendataria  (Jal  cull)vo 
en  U  da. noviembre  de  ISfifi.  y.  deducido  el  interdicto  ei>  ?§  da  Marzo 
siguiente,  no  se  daba  al  caso  de  prdrpga,  de  que  trataban  ios  artíou- 
lqa  5-#  y  0/  del  decreto  da  8  da  Junio  da  1813;  y  pidid  qua  aa  decla- 
rase qua  la  pertenecía  en  propiedad  y  poseaion  el  cqmpp  4a*  Bej$s  y 
defeesa  dp  Medoña:  que  D.  Juan  Manuel  de  Castro  nq  afilo  capeja  tfft 
derecbp  parq  pedir  indemnización  4a  daQoa  y  perjuicips,  siflP  flue  al., 
interdicto  qqe'  había  propuesto  babia  sido  no  verdaderq  atentado  qpn^ 
tra  lf$  legítimo*  derechos  del  d<*m^ndantet  por  nq  tepef  peraonaUdad. 
para  antatyarla  y  beberse  valido  de  testigos  faltos,  que  aa.resqfvó 
perseguir  pon  arreglo  á  la  ley;  y  qua  en  consecuencia  ¿e  todo  se  1^ 
condenare  á  que  dejase  i  disposición  del  deraapdantq  las  referida* 
fincas,  y  le  indemnizase  de  las  costas  y  gastos  de  aquel  interdicto,  y 
da  loa  daños  y  perjuicios  causados  y  demás  que  causase  hasta  la  ter- 
minación del  juicio: 
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lesultaado  que  D,  Joan  Manuel  de  Catiro  contestó  4  la  demanda 
manifestando  quo  en  electo  el  demandante  ara  duefio¿  como  heredero- 
de  su  tio  D.  José  de  .Cea,  de  las  fincas  en  cuestión ;  pero  sosteniendo 
que  había  sido  y  ora  él  verdadero  arrendatario  de  -ellas,  fcabiéndtte 
cargado  en  las  cuentas  que  rendía  á  la  casa  de  aquel*  de  ki  4unl  era 
administrador,  de  85  ferrados  de  mató  por  las  citadas  finjas;  y  que 
desde  que  habla  cesado  en  la  administración  haltfa  fiaUsloctio  la  ci- 
tada renta  por  medio  de  sus  orlados,  .continuando  en  el  cultivo  de  la 
finca  arrendada,  cuyes  frutos  babia  uiiüaado:  que  el  arrendatario  no 
podía  ser  inquietado  en  su  posesión  por  persona  alguna,  y  meaos* por 
ál  déeño  de  la  finca,  y  por  lo  tamo  el  interdicto  había  oslado  en  su* 
lugar,  y  como  él  las  consecuencias  que  habla  producido  para  el  des- 
pojante, de  las  cuales  no  podía  absolverte  en  aquel  ni  en  ningún 
juicio:  que  la  cuestión  de  libre  dejación  del  terreno  estaba  resuelta 
por  la  ley  y  por  te  conformidad  con  ella  del  demandado,  para  el  caal 
databa  el  desahucio  <de  Junio  de  1867;  y  estando  para  cumplir  él  arto, 
ei  dueño  tenia  allí  lo  arrendado  para  que  dispusiera- en  favor  de  quien 
le  pareciera,  previo  aprecio  y  abono  de  frutos:  que  establecida  de 
contrario  la  e&istencia  del  arrendamiento,  no  quedaba  mes  diferencia 
sino  la  de  que  el  demandante  decia  que  la  arrendataria  era  Juliana 
Baquero,  y  el  demandado  que  lo  era  él,  y  al  actor  tocaba  4a  prueba; 
suplicando  por  ello  que  se  le  tuviera  por  conforme  con  la.  suelta  y 
dejación,  que  desde  entonces  y  para  el  próximo  mes  de  Junio  hacia  a 
D.  Manuel  Cea,  de  la  linea  en  cuestión ,  á  condición  de  que  éste  abo- 
nase el  importe  de  los  frutos  que  se  contuvieran  entonces  en  ella,  con 
deducción  de  lo  que  en  debida  proporción  le  tocase,  según  -el  tiempo, 
de  los  W  ferrados  de  maíz;  absolviéndole  en  su  virtud  de  lo  pedido  A 
este  tenor  en  la  demanda,'  y  del  reintegro  de  costas  del  interdicto  y 
de  cuanto  más  se  solicitaba,  condenando  al  demandante  en  las  que 
se  ocasionasen  en  este  juicio: 

Besultando  que  D.  Manuel  de  Cea  replicó  limitando  la  demanda  4 
su  segundo  extremo,  toda  vez  que  el  demandado  le  reconocía  cómo 
legitimo  duefto  de  las  fincas ,  quedando  reducida  la  cuestión  á  saber 
quién  era  el  verdadero  arrendatario  don  anterioridad  allí  de  Noviem- 
bre de  1866 ,  en  que  de  orden;  del  propietario  habla  entrado  &  cuiti- 
varlar  José  María  de  Prado,  y  que  hacia  muchos  años  que  el  deman- 
dante tenia  por  arrendataria  á  Juliana  Baquero;  pero  que  ésta,  por 
evadirse  de  la  responsabilidad  de  una  extracción  dé  calías  y  otros 
daños  ejecutados  én  las  fincas,  habla  supuesto  que  lo  era  su  hijo :    ' 

Besultando  que  practicadas  por  las  partes  las  pruebas  que  tuvieron 
por  conveniente,  y  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Corufia  la  revocó  en  8  de  Enero 
último,  absolviendo  á  D.  Juan  Mannel  de  Castro  de  la  demanda  ( n  Ja 
forma  que  había  sido  propuesta ;  estableciendo  como  fundamentos 
que  el  demandante  no  batmt  probado  que  el  Presbítero  Castro  y  su 


fflfcdr&'Mtbleran  Mtfo  desahmHfcdds  de  las  fincas  que  cultivaban*  y  que 
éétf Matfb'fet  Interdictó  cbníra  José  María  de  Prado ,  sólo  éste  podía 
ftscer  tw^dé  la- «reserva  que'Tleva  siempre  consigo  ta  sentencia  restf- 
tutoría,  y  de  ningún  modo  el  demandante,  qde  no  había  sufrido  sos 
eoiisttdeifcias,  ni  constaba  que  Prado  te  hubiera  trpwmitido  loa  dere- 
chos que  acerca  del  ptfrtidilar  le  asistían :  '  ''  • 
"Resultando  que1  B.  Manuel  dé  Cea  Gándara  Interpuso  recurso  de 
casación,  citarido  como  ittfrfnsidas :                             '    l 

1/  Jtl  negarle  con  la  fórmula'  de  absotarciotr'de  la  demanda  oh  la 
ftfrtna  qué  hfcbfa;  sido  propuesta;  el  derecho  tie  propiedad  que  el  ini&» 
Tho  tiástto  lébabfa  tecoibeído;  pero  ctiya  conformidad  no  babla  con- 
ctofflo  el  pteitd,  él  cual  tenñtakbá  con  la  sentefteia  del  Jfaez,  virtus*-1 
mente?  lá  féf  5.a,  tlt.  22,  Partida  3.' ,  y  empresa  y  directamente  !a  f.\ 
título  13  de  la  misma  Partida,  que  manda  librar  el  pleito  por  la  con» 
feslon  de  parte.  ;,«  • ' 

•ti*  tf!  absolver  ó  Castro  de  la  demanda  en  lo  referente^  la  In- 
d&mrfzrifcion  de  las  rostas  del  iWerdfcto,'  láa  leyes  5.%'  tft.  M;  Párti* 
da  $*.  y  it,  fít.  1(1,  Partida  T.\  que  niegan  al  arrendatario •verdadera' 
posesión  y  derecho  para  querellarse  del  dueffó  '6  de  quién  le  repre¿ 
senie  por  actos  turbativos  ejercidos*  en  las  findis^arrendadas  ;  y  las 
leyes  20  y  21 ,  tft.  22  de  la  Partida  3.' ,  que  establecen  los  casos  en 
que  tas  sentencias  dañan  y  aprovechan  á  los  que  no  han  sido  parte 
en  los  juicios.'  f '   '  . 

Visto  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera. 
Considerando  que;  una  vez 'elímíhndtf  dé  la  demanda  por  confor- 
midad de  las  partes  el  extremo  referente  á  la  propiedad  y  posesión 
de  las  fincas  denominadas  Las  Rejas  y  dehesa  de  Medofia,  la  Sala  sen- 
Utadádüft;  al  prescindir  de  este  particular  y  concretando  su  falló  £ 
los  puntos  "flifófitídté  en los  autoi;  ño  ha  infringido  la  ley  5.a  dfcl  tí- 
tulo 22  d«  la  Partida  9.a,  que  dispone  querías  sentencias  deben  absol- 
ver 6  feofttíenar  at  demandado  en  iodo  ó  én  parte*;  nlla  2*tiél  tit)tí 
de  la  misma  Partida,  que  trata  'dé  la  farsa  que  há  h  conoscencia,  por- 
que son  inaplicables  al  presente  pleito,  mediante  que  desde  su  prin- 
cipio el  demandado  reconoció  explícitamente  que  D.  Btonirefde  Vea  es 
legítTmo  poseedor  y  p'fbpletarlo  délatf  mencionadas  Uncus: u  M   l 

Considerando  que  íá  resolución í'dfe'M  prtidede  ó  no  er  Tfeilrtegrtf  Se 
las  costas  del  interdicto  de  Í8'  &o  Marzo  de  1887  y  de  loa  tirios^ 
perjuicios  que  Veclamá  el  demandante ,  depende  precisamente  dé  la' 
apreciación  de  las  pruebas  suministradas  acerca  de  si  el  demandado 
efia  6  ño  arrendatario  dé  dichos  terrenos  cuarido  dedujo  a(}uel . Inter- 
dicto, y  fct  en  tar  concepto  se  Tíállába'eri  ta  tenenéia  que  Requiere  él 
artículo  TÚ  de  la  Écy  de  Enjulciamierito  civil ;  y  que  porcóbsfgttiéttté 
habiendo  I  &  Sala  '¿entehrthdóra,  en  uso  de  sus  atribuciones,  apreciado 
estds  htffchbs  como  lo  há  creído  Conveniente,  sin  que  en  contra  de 
esta  apreciación  sé  haya  citado  rey  til  dodtritia  admitida  por  la  jurls« 
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prudencia  de  Job  Tribunales,  es  evidente  <|ue  no  ha  infringido,  por 
sor  inaplicable»  al  tasa  ,  las  leyes  3/  del  til,  $a  de  la  Partida  a.\  11 
del  MU  10  de  la  Partida  7,\  ai  las  *a  y  «1  del  til.  Si  de  le  Partida  I A 
ettadas  po?  el  recurrente  t 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  ai 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D*  Ma»ael  de  Cea  Cándara ♦ á 
quien  condenamos  en  las  costas)  devolviéndose1  loe  auto*  á  la  Au* 
diencia  de  la  Corufia  con  la  certificación  eonrespoadiente. 

Así  por  este  nuestra  semenoia,  que  se  publicará  ea  la  tacH*  y 
se  insertará  ^en  la  Galerno*  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  capias 
necesarias*  lo  pronunciamos,  mandamos  y  í|f  oaamos.^aMaurteio  -Ger 
cía. »  José  María  Cáeeres** Valentín  Garrea,  «a  Francisco  fH arfa  de 
Ca8tiUa.»Joaé  Haría  Haro.*=*  Joaquín  Jauroar.  «a  Fernanda  Pew» de 
¿osas. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  ítaé  Ja  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  D,  Jaa- 
quin  Jauroar,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose 
celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo*  el  <Ha  de 
hoy,  de  que  certifico  coma  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  Octubre  de  1869.=tGregario  Camilo  García. 

fío*.  7$. 

« 

CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pifio  db  MARAvanfe. — Sentencia  de  20  de  Octubre ,  declarando  m 
haber  jugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  parte  f)e  la 
Compañía  de  los  caminos  de  hierro  del  Norte  da  Espafta,  con- 
tra Ja  pronunciada  por  la  Sala- primera  de  la  Audienoia  de  Ma- 
drid r  en  pleito  con  D.  Domingo  Sandarre. 

í!a  mis  cwstDBfiAivnos  se  establece: 

Que  ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  la  Sata  sentenciadora, 
en  uso  de  sus  atribuciones ,  hace  de  loe  pruebas  suministradas  por 
tas  partes  toando,  contra  esta  apreciación  nú  se  aduce  ley  ni  tfoc- 

tirina  legal,  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales. 

» 

En  la  villa  de  Madrid ,  A  80  de  Octubre  de  18tó ,  en  los  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  y  en  la 
$ala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  ha  seguido  B«  Domingo 
Sanderre  con  la  sociedad  industrial  Flottes  Domfcrgue  y  con  la  Com- 
pañía de  los  caminos  de  hierro  del  Norte,  sobre  pago  de  maravedís; 
autos  pendientes  ante  Nos  eu  virtud  de  recurso  da  casación  interpuesta 
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por  M  toferfdff  tiomptfftft  de  los  caminos  dé  hierro  contra  la  séntefi- 
m  ifaé  én  t  dé  Metan  We  de  1869  dicttf  Id  referida  Sala : 

Resollando  que  en  3  de  Julio  de  1861  D.  Domingo  Sanderte  y  lótt- 
pñk  ¿tfftéontrató'  6oA  Ftottes  y  Doriifergtfe,  contratistas  del  trozcf  nú- 
riíeri  19  del  caraifttf  de  frierro  del  NorW  de  España  v  la  ejecución  de 
lo*  Vábájta?  eomprréttdttoB  entre  los  perfiles  011*50  y  1.002*60  de  lá 
pertorieton  dé!  tftnéf  dé  la  fadrtzft  y  trincheras  de  entrad»  y  salida 
¿el  ftffetto,  Crroofceras  de  Majatitfb0ndat  y  terraplenes  qué  comprendía, 
á  toaptetfo*  qtié  lié  mencionan  y  coto las  condiciones*  entre  éiras,  dé 
4«é  efc  el  cas*  dé  reacftttta  del  dofttrato  que  tenían  los  eoniratistas 
e*ñ  A*  OofflpaMas  dé  Jé*  ¿amibos  de  hierro,  at|ucl  acto  qnedatri* 
veftctatfdfr  de  derecho  : 

iterfbltando  que  por  «hitara  de  fO  de  Ocftrtate  de  fttí  D.  Tfctér 
Ffott&y  D.  THlitó  Boinergue,  socios  únicos  de  la  compañía  Flóttesy 
tionferg&é,  vendieron  A  la  de  los  omines  de  Metro  del  Norte  de  Es- 
jftfiff'UMtt»  to¿  edi§ei<& ,  materiales  yarftlmaK'*  que  h>s  pertenecían  y 
sé  ttfeontrafeurrr  ft  te  sazón  en  fó*  taHertsíy  almacenes  y  terrenos  del 
ira»  tofo;  i?  y  túnel  de  la  Gafiada  ,  sin  excepción  ni  reserva  afgrinar, 
por  pfefcW  de  500.010  rs. ;  f  además  por  otra  escritura  del  mismo  di* 
fie  obtigftrtm  á.  etfnsetftrr  que  tffbba  Computó  dé  los  ferro -carriles  dM 
Norte  de  Espfeffo  pudiera  cuandor  lo  tuviera  f>or  cowreniente  declarar 
rescindido,  por  su  sola  voluntad  y  sin  necesidad  de  manifestar  la  razón 
que  pan  eM  le  asistiere,  er  contrato  de  obras  que  tenían  pendiente 
con  ellad,  sin  que  pudieran  pedir  nirvana  indemnización  de  daffos 
y  perjuicios  por  tó  reseistott ,  y  si  salo  el  abono  de  las  obras  que  tu* 
viesen  hecfras  y  no  cobradas : 

Resultando  que  reunidos  en  20  de  Octubre  de  186*2  los  operarios  dé 
loa  talleres  del  trozo  nono.  1?  y  túnel  de  ta  C&ñada  alrededor  de  la 
caM-admlnfstracton,  reclamando  el  pfego  de  los  trabajos  de  los  meses 
de  Setiembre  y  Octubre  que  do  se  les  batía  satisfecho,  y  habiendo 
declarada  lar  GoApaflia  de  los  ferro'-carrilf»  qrfe  nada  debía  á  los  con* 
tratfetas  Flottea  y  Domergue ;  sé  ordenó  ¿fue  estos  pagasen  á  los  obre- 
ros; y  como  contestarán  que  no  podían  hacerlo  por  fe  lia  de  dinero; 
ni  los  obreros  quisieren  trabajar  por  caeáta  de  dichos  contratistas» 
•qnqdsnta  suspendidos  los  trabajos : 

Resultando  que  con  tal  motivo  y  en  el  mismo  dia  20  de  Octubre 
eMrtgeniero  principal  de  dicho  ferro -carril  hizo  notificar  á  los  con- 
trátela* Flottas  y  Domergue  que,  á  nombre  de  la  Compañía  y  haciendo 
aplicación  de  la  escritura  de  10  de  Octubre  de  1361 ,  declaraba  la  res- 
oi&áon  de. sus  contratos,*  y  que  entregasen  inutefiatanteute  todos  loa 
talleres  al  Jífó  de  sección  y  nombrase*  perita  para  la  medición  de 
tai  obrad  ejecutadas : 

Resaltando  que  por  haberse  negado  áf  ello  los.  contratistas ,  acudid 
«f  Juxgúdo  el  representante  de  la  Compañía  d&  ios  caminos  de  hierro,  y 

obiav*  pwftdenoíai  en  virtud  da  la  cual  *e  le  puso  en  posesión  do 
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las  obras ,  entregándole  todo  el  moviliario,  previ»  cuenta  y  tazón  de 
su  estadQ ,  y  se  procedió  por  medio  de  peritos  A  la  cubicación  de  les 
trabajos:  •  .1       .  ..-i. 

Resultando  que  en  20  del  referido  mes  de  Octubre  4&  186d  el  rer 
presentante  de  la  citada  Compañía  de  losxwninos  de  hierro  del  Norte 
y  D.  Víctor  Flottes  y  D.  Pedro  Domergue.  otorgaron  escritura  pública 
manifestando  que  estos  tenían  contraída  la  obligación  de  ejecutor  bajo 
ciertas  condiciones  las  obras  del  túnel  de 'la  Cañada  y:  del.  trasto  nú- 
mero 17  del  ferro-carril  del  Norte,  y  que  conviniendo  á  ambas. par- 
tes introducir  algunas  modificaciones  en  dicho  contrata ,  establecían: 
primero ,  que  la  citada  Compañía  de  los  camiqos  de  hierro  .empezará 
desde  aquel  dia.  á  dirigir  las  obras  del  túnel  y  trozo  referido  por 
cuenta  de  Flottes  y  Domergue:  segundo,  que  estos  no  podían  en  lo 
sucesivo  hacer  por  sí  contrato, alguna  paria  dichas  obras  sin  auiori&r- 
cion  expresa  que  les  concediera  por  escrito  el  representante-  de  la 
Compañía :  tercero*  que  la  misma  tendría  desde  entonces  amplias  fa- 
cultades para  despedir  y  admitir  á  gentes  de  todas  clases ,  destajistas 
y  braceros  de  las  obras  citadas :  cuarto ,  que*  en  la  liquidación  de 
cuentas  definitivas  de  obras  pasarían  Flottes  y  Domergue  por  lo  que 
decidiera ,  en  concepto  de  Arbitro  supremo ,.  el  D.  Julio  Ltasguiller ;  y 
quinto,  que  lo  que  se  hiciera  en  contra  de  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos anteriores  seria  nulo  :  * 

Resultando  que  D.  Domingo  Sanderre,  con  presentación 'de  dos 
cuentas ,  una  de  los  gastos  que  dijo  ihaber  hecho  en  la  subconlrala 
del  túnel  de  la  Pedriza  desde  7  de  Setiembre  de  1802 ,  en  que  se  eje- 
cutó la  última  cubicación ,  hasta  el  22  de  Octubre  en  que  se  pusieron 
las  obras  por  administración ,  importante  80.088  rs. ;  y  otra  de  los  eje- 
cutados en  las  obras  de  dicho  túnel  y  otras  de  la  contrata  de  Flottes 
y  Domergue  desde  el  23  de  Octubre ,  en  que  fueron  puestas  por  la 
Compañía  en  administración'»  ascendente  t  con  inclusión  del  material 
do  su  pertenencia. que  tenia  en  dicha  fecha,  á  705.543  rs.  SO  cénti- 
mos ,  entabló  demanda  en  28  de  Noviembre  de  1963  pidiendo  que  se 
condenase  á  la  sociedad  Flottes,  y  Domergue  ú  que  le  pagara  el  im- 
porte de  la  cubicación  de  las  obras  ejecutadas  desde,  el  7  de  Setiem- 
bre ál  20  de  Octubre  de  1862,  según  la  subcontrata,  y  el  de  los  per- 
juicios por  la  suspensión  de  las  mismas  en  los  días  20  y  91,  cotí  los 
intereses  legales;  y  á  la  Compañía  de  los  caminos  de  hierro  -del  Nérte 
á  que  liquidara  y  abonara  todas  las  obras  hechas  por  administraron 
desde  el  citado  dia  22  de  Octubre ,  con  arreglo  á  uno  de  los  medios 
que  eligiere ,  con  Jos,  daños ,  perjuicios ,  intereses  y  costas ;  alegando 
para  ello  que  desde  el  7  de  Setiembre  de  1862  hasta  el  20  de  Oettfbre 
en  que  se  pararon  las  obras  no  se  habia  hecho  cubicación  de  las  eje- 
cutadas por  61  en  virtud  de  ia  subcontrata  de  8  de  Jplio  de  1868,  ni 
que  por  consiguiente  se  lo  habia  pagado,  y  que  por  Jo  tanto  fa  socie- 
dad Floue$  y  Domergue  debía  abonarlas;  así  como  también  lorptr* 
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jticios que se  le  ocasionaron'  por  la  paratteaefon  délos  trftf&joft  eíi  tes 
áÉttySi,á  que  dM  logar  dicha  sodedatf  por  no  haber  ctitópíMó 
sos  debeves :  qoe  en  22  de  Octubre  la  Gmpefiia  de  los  ferto^éatirBes 
de  hierro  del  Norte  poso  tas  obras  por  edÉHaistracfón ;  y  Itá  Wgéflfe!- 
res  4e  ella  le  encargaron  que  tas 'hiciese,  ofreciéndole ,  aunque*  nrisb 
escribió,  que  se  le  pagarla»  á  tos  precios  de  oti*as  dé  ígéal'Wesef:  q*e 
él  ea  so  virtud  siguió  y  terminó  las  obras,  habiendo  recibido 'diría 
Compañía  cantidades  de  dinero  para  ¿agftr  á*  los  obreros,  «fe1  qué  hk- 
bia  dado  recibo;  y  que  ahora  lá  Compañía  tenia  que  llqití<forlcotoél 
y. pagarle,  ó  biew  por  el  tipo  convenido  en  la  subasta  dfc'Ffottes  y 
Domergne ,  ó  bien  por  los  precios  ¿  que  se  habían  conven fdb  lite  de- 
más obras  de  so  ciase  y  dificultades  según  te  ofrecieron  los  Ingenie- 
ros;  ó  bien  por  el  abono  de  todos  los  gastos  trechos  en  la  ejecución 
de  las  obras  y  debidas  retribuciones  al  eocatgario,  para  coyó  caso 
presentaba  la  cuenta 

Resollando  que  la  Compañía  de  los  caninos  de  hierro  det  Norte,  ea 
contestación  de  la  demande,  pretendió  que  «e  le  absolviese  de'  éMa'y 
se  condenase  en  costas  .al  actor,  sin  perjuicio  de  lo'  que'seeréyesfe 
Justo  resolver  en  cuanto  á  la  parte  de  la  demanda  que  MreftHa  á 
Flottes  y  Domergne;  exoepcionando  al  efecto  que*  no  hatiia  celebrado 
contrato  ni  pacto  alguno  con.Sanderre,  ni  le  hatofo  rifado  eftCWgo, 
comisión  ni  destino  en  las  obras*  sino  que  solamente  habla  $Mo  des- 
tajista de  los  contratistas  Flottes  7  Domergoe,  con  quiénes  la  Cótiip*- 
nía  se  había  entendido  siempre  desde  el  principio  al  fin  de  las  obtts, 
sin  rescindir  la  contrata  celebrada,  si  bien  A  la  termftiacloír SJerélb 
cierta  intervención  para  que  los  trabajos  se  llevasen  con  lá  rapidek 
que  exigían  la  premura  del  tiempo  y  los  compromisos  contraídos  co<i 
ei  Gobierno :  •*    •  ■      •.-     •      ' 

.:  Resultando  que  Flottes  y  Domergue  pidieron  asimismo  que  se*  les 
absolviese  de  la  demanda  con  imposición  de  costas  al  actor ,  'eirí#- 
Diendo  q«o  eo  el  mes  de  Octubre  de  18M,  la  Compañía  dd  férrb-car- 
ril  del  Norte,  se  apoderó  de  las  obras  que  esta  barí  á  su1  cargo  #>Y 
contrata,  teniendo  entonces  logar  el  arreglo  de  Cuentas  que  Sáriderrfe 
había  ejecutado  para  la  sobcontrata  celebrada  con  eüos,  y  que  desde 
dicha  época  nada  habia  tenido  que  ver  con  los  mismos,  sino  que  di- 
rectamente se  habia  entendido  con  la  Compañía :  ¡      f 

.Resultando  que  praotlcadas  las  pruebas  quelas  partes  aríicülártfri, 
y  hechos  sus  alegaciones,  dictó  sentendia  él  Juea  de  primera  instan- 
cia ea  29  de  Setiembre  de  1866',  condeneiidb  ár  0.  Pedro  Domergue  V 
compañía  áque  en  el  término  de  tercero  dia  rtogasen  a  1).  Domingo 
Sanéerre  el  importe  de  las  obras  ejecutada*  por  éste 'desde  el  7  de 
Setiembre  de  1862  hasta  el  20  de  Octubre  del  mismo  año,  con  el  abono 
de  intereses  desde  la  Interpelación  Judicial;  'f  el  do  los  dados  y  per- 
juicios Irrogados  por  la  paralización  de  Ihs  obras  desdé  el  20  aí  "íí  ae. 
Vcuibreí  y  A  la  empresa  del  ferrocarril  tó  Norto  ero  España  á  qiie 
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0n  el  apisjao  ormino  pagase  al  propia  D,  Domtpgo  Sdndewe  ct 

porte  fie  las  obras  ejecutada*  por  éste  desda  ei  .22  del  expresado 

de  Octubre  basta  su  tér  miase  ion,  al  precio  que  dicha  €ompa€id4eaia 
oertr^tado  oon  Flottes  y  Pomergue,  y  *1  abono  de  urt  *  poriJM  de 
interés  anual  desde  la  interpelación  judicial,  con  deseaetftode  i*  que 
U  indicada  Compañía  hubiese  anticipado  á  Sanderre  par»  pifar  las 
JJ5140  mensuales  da  obrero?  J  y  resonando  á  la  citada  ftoúpaiía  H 
derecho  de  que  ae  creyera  asistida  para  que  lo  ejefrrttoüc  oomr»  qoftft 
viere  convenirle;  .  <. 

Resultando  que  sustanciada  la  apelación  que  interpuso  la-tiotopa- 
fiia  de  Ipp.camjpo*  de  hierro  fal  Norte,  diotfrsenéenei*  la  8aia  pri- 
mera ée  Ja  Audiencia  e?  2  de  Dicstmbre  de  1868>  confirmando  la  *p*- 
l&da-,  entendiéndose  d  abono  que  la  compañía  Fioltes  y  Domergue  te- 
bia  de  hacer  á  Sanderre  por  las  obras  que  éste  ejecutó  desdeet  B  de 
Setiembre  al  20  de  Octubre  de  1862,  y  por  ios  peifaiefoa' irrogados 
por  la  paralización  de  las  obras  en  los  dfcrs  del  20  al  22  de  dicho  mes 
de  Octubre,  sin  perjuicio  de  las  cantidades  qué  acreditasen  reéfbtt 
Sanderre  de  la  Compeftm  del  ferro-carril  del  Norte  de  Esparta  p&r  es- 
tos .conceptos : 

Resultando  que  contra  este  falto  interpuso  Ja  citada  Cdmpafífa  ddi 
ferro-carril  recurso  de  casación ,  citando  como  infringido  el  principio 
fundamental  de  derecho,  de  que  la  persona  ó  la  entidad  jurídica  que 
no  ha  celebrado  con  otra  ningún  céntralo  ni  convenio  alguno  •  refe- 
rente 4  ejeeueion  de  obras.,  no  debe  aer  obligada  al  pago  de  efees 
.misipas  obras  cuando  no  le  han  enriquecido >  y  que  las  obrar  ejecu- 
tadas deben  ser  satisfechas  y  pagadas  por  aquel  que  las  cfctofrató,  y 
teo  cuja  utilidad  y  benefioio  han  recaído. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que  según  la  ¡  prueba  testifical  Suministrada  po¿  las 
partes ,  y  que  ba  apreciado  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sos  atri- 
buciones ,  ¡aparece  qae  la  contrata  celebrada  ftor  la  Goaofpalífa  de  lofc 
ferro-carriles  del  Norte  con  Fiottes  y  Doraergue  fué  modificada  de  tal 
manera,  que  D,  Domingo  Sanderre  quedó  encargado  por  la  Gotapafiía 
de  ejecutar  las  obras  convenidas  al  preeio  de  la  contrata  celebrada 
eon  aquellos ; 

Y  considerando  que  dicho  Sanderre  las  llevó  &  cabo  según  la  Con- 
venido, redundando  todo  lo  obrado  en  beneficio  de  la  citada  Coriipa- 
ñía  cíe  ferrcNjarrile*  del  Norte,  sin  qne  contra  (tingada  de  estaTtpre- 
claclones  de  prueba  se  baya  aducido  ley  ni  doctrina  legal  adwitfda 
por  la  jurisprudencia  de, (os  Tribunales,  no  puede  decirse  que  le  eje- 
cutoria ha  infringido  loa  principios  de  dereebo,  que  ae  citan  ea  ^De- 
curso; -.'■ 

dallamos,  que  debemos  declarar  y,  decigramo*  no  haber,  lugar -al 
tecufco  de  casación  interpuesto  por  parte  de  la  Compañía  de  loa  «tf- 

minos  de  hierro  del  Norte  (Je  Espato  ¿  4  la  que  oo&deaamo» -o»  J* 
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cestas  |r  *  la  pérdida  de  los  IM  escudos  que  depositó ,  los  cuales  se 
distribuirán  oon  arreglo  &  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Au- 
dtenefa  de  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  \n  Gotera  ds 
Müátii  4  insertará  en  la  Colación  Ugislotivo,  pasándose  al  efecto  las 
capias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  flrraaraos^Mau- 
rict*  G*rcfe.«José  M.  Cáceres.*=Laureano  de  Arriata.»  Valentín  Ger- 
ral  da,  **  José  liarla  Haro**»Joaquin  Jaumnr*«=*Ff  mando  Peres  de  Rosas. 

Publicación: 

Laida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Valentín  Garralda  *  Ministro  del  Tribunal  Supremo  dé  Justicia ,  es*. 
laido  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  delmiwno,  «i 
di»  da  hoy  ♦  de  que  certifico  como  Escribano  da  Cámara  de  dicho 
Supremo  Tribunal. 

Madrid  M  do  Octubre  de  JM9¿=cDionisio  Antonio  de  Piíga. 

■      < 

Nti*.  74.    ' 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Ptncrto  na  caiiudad  t  oToaomeirro,  na  carta  ms  lásto  V  cfesroit 
m  accioHESi  •*- Sentencia  de  20  &e  Octubre,  declarando  no 
babei*  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  I);  Miguel 
Antonia  dé  Ezárta  contra  la  promracisda  por  la  Sala  primera 
de  Ü  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  D.  José  Joaquín  Iras- 
torta  j  olroi* 

» 

« 

En  los  considerandos  se  establece: 

ii*  Que  h  dñpaesto  en  la  lev  U  ,  tti<  2%,  de  la  Pm>tüh$.\ 
felpeo/o  ú  loU  fiadores ,  no  pneaé  aplicarse  por  analogía  á  ttná 
obHgtioMn  pereoHal  tin  haber  otra  ó  más  dmubree  ée  tndnbomim 
ó  ti  sol  ido  ni. 

2/°  Que  no  puédbn  considerarte  infringidas  por  uña  tentontM 
ktfes  que  son  inupUoobles  al  caso  del  pkifo¿ 

Bu  la  villa  de  Madrid,  á  SO  de  Octubre  de  Í869,  en  los  autos  que 
eu  el  Jtrag&do  de  primera  instancia  de  San  Sebastián  y  en  la  Sala 
primer*  de  la  Audiencia  de  Burgos  ba  seguido  D,  Miguel  Antonia  de 
■sama  con  p«  José  Joaquín  Irastorza,  D<  Javier  Mendizébal  y  D.  José 
Btonon  Bgaffaf  sobre  que  estos  reciban  cierta  cantidad,  otorgando 
é  aquel  carta  dé  tasto  y  cesión  de  acciones  ;  autos  pendientes  ante 
Mes  eo  virtud  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante 
contra  1»  «entecóla  que  en  I  de  Suero  de  186»  dictó  la  referida  Sala* 
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feStfllaftdo  que  e  rt  7  He  JuHó  de  UfeS  Dv  Migue!  AMóhió  Asflfcaf¿ 
r*¿a,  D.  Jasé  Galo  Agtfírresarofcc'y  IK  Miguel  Antonio  déEÜfctt&'VMoi'- 
Cnroncscrrtura,  'por  íh /fue  después  de  expresárque  Ezatñd  'había 
'rematado  11  '¿'óláres.  en  la  zona  de  ensanche  de  San  Sebastian;  éon- 
-víbieróri:  {*itneft>',  que  todos  los  solares  se  adquirirían  fw>r  Etatnb', 
otorgándose*  á'iu  Hombre  las  escritoras,  y  Arriándose  por  él  los  pa- 
garés para  les  plazos  én  que  débiá  satisfacerse'  et  precio:  segundó, 
qtíe  ésto  nO  otistánle  /'todos'  los  solares  serían  de  propiedad  de  T5za- 
ma,  Astigarraga  y  Agulrresarobe  por  terceras  partes:  tercero,  qué  el 
importe  de  los  plá¿os';  precios  de  Ibs  solares,  16  vtffiBcáHfe1  Irania 
•por  sí  y  stf  representado  Astigarraga,  y  de  los  ilfimerofc  ifrctailrtdfc'tié 
los  sotares  6  de' las  casas  que  sé  construyesen  sobre' 'ellos  de  líafriá 
cobro  de  las  sumas  con  que  á  Agulrresarobe  correspdndiá'éóntflbttfr 
para  el  pago  de  los  plazos  :  cuarto,  que  los  trescóbtribunrí&tí'^W 
partes  iguales  piara  los  gastos  de  edificación;  pero  aun  eh  'dsfó  ¿aso, 
Ezama  y  Astigarraga  aprontarían  los  fondos  necesarios  y  se  harían 
cobro  de  la  parte  que  hubiese  correspondido  á  Agulrresarobe  de  los 
primeros  productos  de  las  casas  en  venta  ó  en  renta :  quinto,  que 
lodos  los  productos  líquidos  que  resultasen,  hechas,  en  cuanto  á 
Agulrresarobe  las  deducciones  mcncíonkdas  y.  cualesquiera  otros 
gastos ,  se  destinarían  sin  desmembración  alguna  á  la  edificación  de 
casas  en  los  solares  adquiridos  ú  oíros  que  se  adquiriesen,  á  no  ser 
que  los  tres  do  común  acuerdo  resolvieran  dividir  las  ganancias,  eü 
enyo  taso,  lo  harian  por  terebras  partes ;  y  sexto;  que  por  su  carác- 
ter de' maestro:  dé  obras,  quedaba  &  cargo  do  Aguirhesarobe  la  dilec- 
ción de  las  casas  que  se  llegaran  á  edificar,  y  abrir  y  llevar  unlfbro 
donde  se  anotasen  í  totes  las  operaciones  que  Tueban  conáecñencitfdel 
convenio,  y  rendir  cuentas  á  los  interesados,  debiendo  intervenir  eñ 
todo  ello  D.  José  Maestre ,  en  representación  de  Ezama  y  Asti- 
garraga: f  !  *f 
,  -IteáiiUarido  qué  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  de  Safo  "Se- 
bastian D.  Joaquín  Elosegui  en  25  ríe  Setiembre  de  1967,  dijeron  Don 
Miguel  Antonio  de  ízaína,  de  tina  parte,  y  D.  José  Joaquín  Irastofa&j 
D.  José  Javier  Mendizábal ,  D.  José  Ramón  Egaña,  D.  Ignacio  Marín 
Glano  y  D.  Ramón  BtVjueritft  de  la  otteu  qne  el  Ezama*  obrando  t>or 
si  y  en  representación  de  Astigarraga,  autorizó  á  Agulrresarobe  y  á 
D.  José  Maestre  para  que  celebraran  contratos  de  obras  para  las  casas 
qhfcf  pensabaíí  construir  en  Tos  ¿otares  mencionados : :  que  Agnirresa- 
rote ,  pdr  escritura  de  7  de  Junio  de  aquel  año,  hatñendd  eneota&n£ 
Hado  los  trabajos  de  las  casas  construidas  sobré  los  ¿otares  A  ytffl* 
la  macana  núm.  51;  y  'déla  que  se  hallaba  en  construcción  sobre 
eT  solar  fl,  de  la  misma  rtianztfna',  á  Egaña,  Irastorza,  MefidiiífttMfl? 
«Mflo  y  Biquend?;  había  practicado  las  liquidaciones  oporuthaé',  flján¿ 
ñbú  haber  de  Egaña  en  7.792  escudos  372'  mi!ésimas;él  dé  Ménttf- 
tltart,  w  17.299.  escudos  H'mlMiUaas,  y  el  de  Blquendi  en  1.856  es- 
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codos  351  milésimas ,  cajas  entidades  no  tes  pegó  por  no  haberte 
suministrado  fondos  Kzama,  y, loa  habla  declarado  por  ella  acreeda- 
res  reftcctouariu*  d*  las  citadas  casas,  autorizándoles  para  que  «li- 
citaran /  como  lo  biOOTon,  la  anotación  de  bus  derecho»  en  los  fte- 
gístros  de  la  propiedad:  qde  Kzaina  no  cdhtaha  con  metálico  liara 
pagar  á  Egafia  y  consones,  y  que  en  su  consecuencia  convenían:  pri- 
mero, que  Ezama  reconocía  á  estos  las  cantidades  arriba  menciona* 
das,  qde  importaban  en  junto  Si. 758  escudos  623  milésimas  segundo, 
que  «I  pago  de  esta  auma  le  haría  Ezama  cediendo  desde  liego  en 
plena  propiedad  á  Iraslorza,  Mendizábal  y  Egafia  el  solar  letra  Y  de 
la  manzana  núm.  3  en  6.953  escudos  $75  milésimas:  tercero,  que  para 
el  abono  de  los  45.8*6  escudos  348  milésimas  restantes  Je*  entregaría* 
26.137  escudos  570  milésimas  dentro  de  dos  meses ,  contados  desde» 
el  día  del  otorgamiento  de  efcta  escritura  >  con  expresa  condición  de 
que;  espirados  los  dos  meses  sin  haberles  entregado  dicha  suma,  pe* 
sanan  desde  aquel  dia  á  ser  exclusiva  propiedad  de  frastorza  Metí* 
dizábal  y  Egafia ,  el  edificio  levantado  en  el  solar  letra  B  de  la  man-, 
zana  núm.  5,  y  los  solares  letras  D,  E  y  F  de  la  misma  manzana* 
por  precio  de  35.549  escudos  571  milésimas ,  siendo  de  cuenta  de 
fosfora,  Mendizábal  y  Egafia  pagar  los  plazos  que  se  debían  á  la 
nación,  importantes  9.405  escudos ,  y  adquiriendo  estos,  en  tal  caso,, 
la  propiedad  de  la  referida  casa  y  solares,  de  los  cuales  sin  necesidad; 
de  otro  documento,  tomarían  posesión  y  los  gozarían  como  adquiri- 
dos en  pago  y  mediante  precio  convenido  de  dichos  £6.137  escudo* 
570  milésimas,  entregándoles  entonces  Ezama  los  títulos  de  propiedad 
que  poseía;  pues  que  solamente  haciendo  Ezama  el  pago  de  tos  261137 
escudos  570  milésiinas  dentro  de  los  dos  meses,  conservaría  la  pose-  • 
sioá  y  dominio  de  las  referidas  fincas,  y  que  el  mismo  Ezama  .debe- 
ría hacer  constar  en  él  Registro  de  la  propiedad  ai  quinto  dia  des- 
pués de  dichos  dos  meses  haber  satisfecho  dentro  de  ellos  los  26.137' 
escudos  570  milésimas  indicadas ,  y  espirados  que  fuesen  los  citados 
dos  meses  y  cinco  dias  sin  haberlo  verificado  así,  quedaban  faculta- 
dos Irastorza,  Mendizábal  y  Egafia  para  presentar  de  nuevo  aquella* 
escritura  en  el  mencionado  registro  con  el  objeto  de  que  ai  margen  - 
de  la  inscripción  primitiva  se  hicieran  constar  definitivamente  el  do- 
minio y  propiedad  de  aquellos  sobre  la  casa  y  solares  de  que  se  tra  •■ 
taba,  y  pudieran  disponer,  sin  otro  titulo,  libremente  de  ella:  cuarto, 
que  los  19.668  escudos  778  ib ilésimas  restantes  contra  Ezama  los  pa- 
garía éste  dentro  de  un  año,  con  el  interés  de  un  5  por  100  anual, 
hipotecando  las  casas  que  se  mencionan:  sétimo,  que  Irastorza,  Men- 
dizábal y  Egafia  se  obligaban  á  responder  á  Biquendt  y  Olano  de  sus 
respectivos  haberes,  sin  qué  en  esta  parte  tuviera  Ezama  compromiso 
alguno  ulterior;  y  noveno,  que  Irastorza,  Mendizábal  y  Egafia,  Bi- 
quendi  y  Olano,  según  lo  convenido  con  Ezama,  daban  por  cancelada 
la  escritura  de  7  de  lanío  de  1567,  al  principio  citada  *  y  consentían 
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qee  «i  b  tolera  «1  jporUioo<  «sienta  de  cancelación  «I  el  ftagfetaa  4* 
le  propiedad»  todo  lo  cuál  aprobaron  Aguirroeroba  y  Aeiifaifager. 

ftesuljeado  que  en  ti  de  Noviembre  do  1M7«  en  que  espiraba  el 
plago  de  lee  dos  meses  pata  el  pago  de  loa  16437  atciidoa  570  mUé- 
aifnqa  *  aé'pNaentó  &•  Miguel  Amonio  de  B*ame  en  (•  ofialna  del  No* 
tari?  D.  Joequia  Bloeegui  v  soompañadQ  de  0*  Joaquín  Jamar  y  Bu  jje- 
batttau  Oribe  ,  loe  euele*  quisieron  entregar  A  (reáteme  ¿  Mandaba! 
y  Igafyi»  qut  allí  ee  túllale  presente* ,  loe  IMM  atendpa  5?»  milé? 
aimast  pero  habiéndoos  negado  estos  A  ofteirgpr  la  cprratyttpdieata 
certa  de  lasto  y  cesión  de  acoioaea  que  Esame  \m  pedia,  oo  fy4  pa* 
sibíe  á  éste  enalbar  el  pego ,  y  bajo  le  proteste  de  hacer  iffift  d#  *» 
departió*  ae  rqliré  de  aquel  ritió  con  lee  mimas  peroné»  que  la  ítem» 
paAeban  y  quisieron  entregar  poe  él  el  dinero; 

Haanitando  qua,  después  el  D.  Migue)  Antonio  da  Sume  dedujo  d&- 
mapda  en  16  de  Diciembre  del  mismo  ata  pidiendo  i  primee ,  qup  ia 
eondenara  4  fc  José  Joaquín  Inestoraa .  D.  ioeé  Javier  MaodfeAhal  y 
Don  José  Ramón  Sgaña  *  que  recibieren  loe  16,137  ewndqa  570  mjié? 
sisaos  que  lea  quiso  entregar  en  85  de  Noytembre  de  aquel  alta,  y  4 
que  otorgasen  A  su  favor  la  correspondiente  car  te  de  lasto  y  oeskm 
deacotanes,  oen  arreglo  A  la  ley  de  farlidaí  aeguado»  qee  «a  oada- 
naae  en  au  consecuencia  qup  beohp  e|  pago  de  dioba  eaplidart  PO* 
Eaama ,  se  cancelase  en  el  Registro  de  la  propiedad  le  lasaripetao  d«l 
edificjo  levantado  en  e|  solar  letra  A  de  la  manaana  nim«  5»  y  ¿p  '<* 
salares  letras  A,  &  y  F  de  la  misma  mansapa »  becba  4  virtud  tfa  hr 
auto  provf  ido  en  A  de  aquel  mismo  mes  de  Dipjembre  en  el  **&* 
diepte  pnpmovido  por  J).  Joaé  (Jalo  de  Aguireotarob*  •  y  efguidQ  antra 
éste  por  una  parte  y  D.  José  Manuel  Aatigarraga  y  gzama  por  fe  pira, 
sobra  prohibición  de  inscribir  varia!  etcmturas  ep  a  1  aapracade  ie- 
gisiro  de  la  propiedad  *  puesto  que  la  propiedad  da  loa  *efei>idfl*  igr 
mueblea  pertenecía  4  Eaama  y  socios*  una  vea  beoda  al  pwo,  y  #jq. 
perjuicio  de  ella  se  decretó  la  inscripción;  y  tewaw » qaa  ae  impturf** 
rao  A  iraalorw  •  MeodfcAhal  y  EgaQs  las  'cotta*  del  JaigiQ;  habieqda 
alegado  para  todo  ello  que  lps  |6,137  escudos  R76  milfeflpqt  vm  4eil4ft 
4a  )p  aociedad  formada  entre  Agnirragaroha  y  Ez*wa «  y  no  PJ#qdp- 
lo?  en  el  plaso  de  los  do*  mwes  fijadoa.  al  aditipia  y  Ipa  aolfiraa:  t*  tu 
£  y  F  mencionada»*  pertenpciaptea  4  dicha  sociedad.  pa*qbao  A  «ar 
puapiedad  de  ios  opeiraript  Jr%«tQ^t  Mepdizábal  y  Rgqfyt,  median tf  p| 

campramtaQ  da  (¡tama  y  aprobación  da  Agpirraaaro^e  y  ¿aligara^ 

siendo  por  lo  tanto  una  obligación  solidaria .  de  |a  cual  •  aw  vea 

heebo  el  pagp  por^zamat  quedaban  libertad**  loa  otrqs  d^  sopfm 

6  las  poreiopta  A.  ellos  aorrasppndieqies  en  pl.pHfidQ  adifiolo.y  eol|- 
rai .  y  qua  an  a^m  aasp  el  deqdor  que  pegaba  qi  (odo  eqno  qg jfo  ba- 
cer|o  Ewíf»  podif  obligar  al  acreedor. 4  que  le  cediera  el  darepbo 
que  tenia  p^ra  demandar  A  los  otros  codeudores  si  daban  lagar  A  ello; 
qge  si  lranlorz? .  Menditabal  y  Egafia  no  recibieron  en  88  da  Hofíam* 
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bi#  1* ÍIWT  escudos  570  HátétH«as ,  fué  porqoe  «p  4*fctaiM  rrt* 
birlos»  otorgando  i  Exarca  la  cari*  de  Insto  y  entra  qu*  lasta*  «M** 
peioa  de  darle,  y  n?  )>or  culp*  de  Szntnn*  qae  quiso  ei*J>egáas*lqs> 
y  JHt'BP  Jo  lapjto  popsfMO  IW  ft»  Ptr|e  ***  pl  eotnjnitiiirtso  que  t* 
Tfb*fa\4tiúQi  y  po  pr»  }t**jft  ***  ios  wrttKtorts  trasitrtf <  Ifendiat* 
bat  y  Igaña  adquirieran  la  propiedad  de  dicta*  MAtta*  y  soáares, 
cay?  nafcr  e*o*Mp  4  Ja  4*urf*  por  1»  mema'  c*  tft.QMI  e#t*¿anf  aten- 
djd*  fe  d«W*  y  apn  triple  e*tii**f»on  que  tenia*  je#  adora. 

gaplfando  que  (resto?***  MejKjfrAfcnl  f  flgfla  #$to&em<tton  * 
Iji  depand»  pretendieran  que  s#  les  absolviese  de  f#*.  i»fte*ipRdo  «| 
Den  MigpM  Antonio  de  fiaaaw  perpetuo  sitepeio  con  1*#  npstn* ,  y  4*- 
clarado  que  en  virtud  de  ip  ptcfadp  e^  la  escritora  <•  II  *t  «o* 
yfeWfyre  de  mi  se  ip$  trasflrW  ej  dpmnif  piano  y  *br»  dúponitóli- 
dad  de  los  solares  y  casa  de  qqe  #p  tratab»  en  esto*  frutos ,  $  cuya 
efecft apusieron  qi>e  confwfm  al  contrita,  que  esa  Itfy  obligatoria, 
£4194  aq  tenia  derecho  ni  pilo*  obligación  t  poner  4  ptpo  en  m  !*• 
gar  y  grado ,  ni  cederle  sus  acciones  para  que  adquiriera  la  propiedad 

4i  las  fincas  de  que  se  trataba,  noepfppilendo  gana*  con  ta  entrega 
riel  dinero  ep  el  término  prefijado ,,  pu<#  no  *a  cpQipsendié  a*  el  con- 
\niq  la  obligación  do  ceder  aquel  derecho  4  cualquiera  que  quistara 
pqnerso  ea  su  lugar :  que  Ezems  na  hizo  m  qpfeo  hacer  usojjel  de**-* 
pfap  que  so  reservó  porqué,  siendo  ppra  )a  obligación  de  pago,  pan 
que  pudiera  utilizarse  de  é|  quiso  que  fuer»  sopdjcjenal ,  exigiendo 
que  se  ndpmipsc  el  pago ,  cedido  (os  obraros  sn*  aeoiofps  i  loa 
pagadores  y  colocándole*  ep  sji  logar  y  grado,  cuya  eqndfeion  inuti- 
lizaba l#*  tactos  de  la  oferta :  qi^e  consistiendo  únicamente  ||  aodoír 
délos  obreros  ei*  p|  derecho  de  adquirir  el  dominio  pleno  9  poetsion 
y  librp  disponibilidad  de  las  tocas  en  falta  de  pago  ¿  y  no  para  efi« 
gir  de  nadie  los  16.137  espudos  870  milésima?  ,  tampoco  ppdiao  osden 
á  otrp  ningún  dcrepho  para  su  cobran**  de  ips  consocios  da  Rxame, 
porque  nadie  podia  pedar  acciqpqj  qua  np  tenia :  qup  ei  4aipo  deydor 
para  con  los  obreros  era  Eipma ,  qon  quien  contratanni  y  quien  se 
comprometió  en  fl  pqptrato  w  que  hubiere  ningija  cpdendflr,  pqef 
Iqs  coo§ocips  serian  deudores  para  con  Eaama ,  pero  pm<ja  pprg  ^Qr| 
los  obreros ;  y  que  por  consigúete  no  tenia  apjipacion  la  ley  qpe  sp 
citaba  de  contrario  :  que  las  leyes  no  debían  ftp|ioerse  j|  fgsq*  di^tin- 
tps  de  aquellos  i  qqe  se  referían ;  y  que  op  el  pref epte  casp  los  obra* 
ros/ cediendo  sus  acciones  á  otros,  sb  perjudícpbap  d^pr^ndi^udeso 
del  derecho,  sí  fríen  eventual ,  real  y  efep tjvp  ep  caso  de  adquirir  ei 
dpfpioio  haciéndose  abandono  en  provep(io  dpi  cesionario,  coiopándoie 
en  ^np  sítuacjon  mis  ventajosa  que  «1ptes  respeptQ  $  |pi  locjos :  que 
po  podían  verificarse  en  un  ppptrato  nqvacioq ,  ^dipípp  ^  variftpion 
so^apcíal  qinguna  de  las  obligacipnes  y  deireehpi  d^  un  tercero  que 
po  iptervenia  en  su  celebración ;  y  que  respeptq  á  |^  cppsppips  Aguir^ 
resarobe  y  Astigarraga,  sin  cuya,  iqtprvppciqp  sp  qp^pia  qpp  CQrnM 1 1- 


39ff  TRIBUNAL  feUMEMO  *£  JUSTICIA. 

zara  ila. carta  4cpag*  y  cesión  de  aecioncs,  se  hubiera  hecho  la  lm- 
pártante  roafiacipn  ¿  alteradon-  da  que  Eanma  no  ronstrvab.1  con  el 
pagfraófy  i*  aotaalj  piwsioiify  dominio  de  las  fincas  como  condueffa 
de.losptoes  dos  socio*,  stao  *q ae  además ,  colocándose  en  el  logar  de 
las  obreros  y  adquirió  el  derecho  de  Ñamarse  duefío  único  de  ellas  con 
su  libre  disponibilidad : 

ResuttAado q*e  practicadas  las.  pruebas  que  las  partes  articularon, 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia en  H  de  Mayo  ée  1868 ,  la  cual  confirmó  coh  las  costas  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  en  8  de  Enero  de  1869,  declarando  no  haber 
lugar  á  la  demanda 'interpuesta  á  nombre  de  O.  Miguel  Antonio  de 
Ezatna?  absolviendo  de  ella  en  su  consecuencia  á  los  demandados 
D.José  ¡toafquin  Irastorzá,  d.  José  Javier  Mendizábal  y.D.  José  Ramón 
Bgarüa ,  y  declarando  asimismo»  que  en  virtud  de  lo  pactado  en  la  es- 
critura otorgada  eir  25  de  Setiembre  de  1867,  se  tras  (i  rió  á  dichos  de- 
mandados el  dominio  pleno  de  los  solares  y  casa,  objeto  de  la  de- 
manda: 

...  * 

.-    Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  D.  Miguel  Antonio  de 
Ezama  recurso  de  casación ,  exponiendo  como  fundamentos  .- 

1.°  Que  es  principio  de  derecho,  que  todos  los  que  contraen  la 
obligación  de  »  pagar  una  deuda  con  otros ,  adquieren  el  derecho  de 
hacer  que  el  acreedor,  al  tiempo  de  pagarla,  les  ceda  sus  acciones 
contra  los  demás  codeudores',  y  por  la  misma  razón  el  acreedor  no 
puede  negar  á  un  deudor  solidario  la  cesión  de  las  acciones  indica- 
das: que  así  lo  disponían  terminantemente  la  ley  11  ,  tít.  12  de  la 
Partida  V ,  que  aunque  soto  hablaba  de  los  fiadores,  era  aplicable  á 
todos -los  codeudores  mancomunado*  ó  solidarios  cuando  uno  de  ellos 
pagaba  la  deuda  6  que  todos  estaban  obligados,  porque  los  casos  eran 
idénticos:  que  la  fianza  otorgada  por  varios  simplemente  y  sin  man- 
comunidad no  obligaba  á  cada  uno  más  que  á  una  parte  igual  del 
compromiso,  según  la  ley  8.a  del  título. y  Partida  ya  ojiadas ,  de  la 
misma  manera  que  cualquiera  otra  obligación  ó  deuda  contraída  por 
varios  sin  mancomunidad  les  ligaba  también  en  la  misma  forma,  se- 
gún ia  ley  10,  l ít.  I.4,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación:  que  esta 
igualdad  en  las  fianzas  y  en  las  deudas  no  mancomunadas  la  había  y 
no  podia  menos  de  haberla  en  las  que  se  contraían  solidariamente: 
que  la  ley  11  de  la  Partida  citada  no  decía  que  los  fiadores  hablan  de 
ser  mancomunados f  y  sin  embargo,  no  podia  menos  de  entenderse 
que  hablaban  de  ellos ,  y  nq  de  los  que  se  obligaban  simplemente,  á 
qué  se  referia  la  ley  8.a;  y  si  el  fiador  mancomunado,  pagando  el  todo 
de  la  deuda  tenia  derecho  á  la  carta  de'  lasto  para  reclamar  contra 
los  otros  cofiadores ,  el  deudor  mancomunado  no  podia  menos  de 
tener  igual  derecho  contra  los  otros  codeudores:  que  la  ley  11  no  habla- 
ba de  los  acreedores,  pero  que  la  interpretación  racional  de  la  ley 
y  la  jurisprudencia  la  hacían  extensiva  á  los  acreedores  por  el  axioma 


aimorcus  i»  1809.  321 

jregUde  interpretación,  Obi  eadm  e$t  ratio  «aira  dtbtt  me  kgü  ditpoti- 
flwyque  por  lo  Unto,  siendo  indudable  que  Ezama  usó  de  un  derecho 
legítimo  al  exigir  la  carta  de  lasto  y  cesión  de  accione?,  así  como  que 
los  demandados  no  pudieran  denegárselo,  y  por  consecuencia,  que  ni 
lama  incurrió  en  la  pena  estipulada,  ni  los  demanda  ios  pudieron  ha- 
cer suya»  las  fincas  comprometidas,  la  demanda  era  ajustada  á  la  ley 
y  á  los  principios  de  derecho,  y  la  una  y  los  otros  hablan  sido  in- 
fringidos en  las  sentencias. 

V  I  que  además ,  al  declarar  que  en  virtud  de  lo  pactado  en  la 
escritora  de  25  de  Setiembre  de  1867 ,  se  trasfirió  á  los  demandados 
el  dominio  pleno  de  los  solares  y  casa,  objeto  de  la  demanda,  siendo 
así  que  en  ésta  no  sé  pidió  ni  pudo  pedirse  semejante  cosa ,  ni  la  con- 
traria, ni  en  la  contestación  se  pretendió  otra  cosa  que  la  absolución 
de  la  demanda ,  ni  mucho  menos  se  solicitó  por  vía'  de  reconvención» 
como  era  necesario  hacerlo  para  que  fuera  estimado  en  la  sentencia» 
se  hablan  infringido  la  ley  16,  ift.  22,  Partidas/,  y  muchas  decisio- 
nes de  este  Supremo  Tribunal,  y  entre  ellas  las  de  30  de  Junio  y  16 
de  Octubre  de  1*66.  * 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministre  D.  José  Marta  Cáceres. 

Considerando  que  si  bien  al  vencimiento  de  los  dos  meses  del  plazo 
señalado  para  el  pago  de  los  26.137  escudos  570  milésimas,  pretendió 
el  recurrente  que  ios  demandados  recibieran  aquella  suma  de  manos 
de  terceras  personas  que  exigían  como  Ezama  carta  de  lasto  y  cesión 
de  acciones,  los  demandados  se  opusieron  fundadamente  á  recibir 
aquella  cantidad,  como  lo  ha  apreciado  la  Sala  sentenciadora,  puesto 
que  D.  Miguel  Ezama  era  el  único  deudor  personal ,  y  no  los  terce- 
ros que  hacían  el  pago ,  ni  se  estaba  por  tanto  en  el  caso  de  los  fia- 
dores, de  que  habla  la  ley  de  Partida,  ni  puede  aplicarse  por  analo- 
gía á  una  obligación  personal  sin  haber  otro  ó  más  deudores  de  man- 
común ó  in  solidum  : 

Considerando ,  por  lo  mismo ,  que  al  absolver  la  sentencia  á  los 
demandados  no  ha .  infringido  la  ley  11;  tft.  12,  Partida  5.a,  ni  las 
otras  leyes  y  doctrina*  que  se  mencionan  en  el  recurso :' 

Considerando ,  en  orden  á  la  pretendida  infracción  de  la  ley  16, 
titulo  42 ,  Partida  3.* ,  y  sentencias  que  se  recuerdan ,  que  habiendo 
pedido  terminantemente  los  demandados  en  la  contestación  y  réplica, 
lio  sólo  que  se  les  absolviese  de  la  demanda ,  sino  que,  como  conse- 
cuencia de  ello ,  se  declarase  también ,  que  en  virtud  de  lo  pactado 
en  la  escritura  de  2&  de  Setiembre  de  1867,  se  les  trasfirió  el  dominio 
pleno  y  Ubre  disponibilidad  de  los  solares  y  easa  de  que  se  trata,  la 
sentencia  que  asi  lo  ha  declarado ,  es  notoriamente  conforme  á  lo 
alegado  con  oportunidad  en  la  contestación ,  y  ha  podido  y  debido  re- 
solverlo sin  infringir  aquellas  disposiciones ; 

Pallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Miguel  Antonio  de  Ezama ,  al 
II.  21 
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que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  los  100  escudos  qué 
depositó,  los  cuales  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley;  y  devuél- 
vanse los  autos  á  la  Audiencia  de  Burgos  fcon  la  certificación  corres- 
pondiente. 

Asi  por 'esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  di 
ltddr\d  é  insertará  en  lá  Colección  legislativa ,  pasándose  di  efecto  las 
ctipíáS  necesarias,  lo  proiiuuciamos,  mandamos  y  firmamos—Mauricio 
Garpía.=José  M.  Các<res.=Laureano  de  A  nieta  .*=  Valentín  Garralda.= 
losa  María  Ilaro.—  Joaquín  Jaumar.±=  Fernanda  frerez  de  Bozas. 

ftibíicacion : 

Leída  y  publicada  fue*  la  sentencia  anterior  por  el  fimo.  Sr.  Doft 
José  MaHa  Cftceres,  Ministro  del  Tribunal  Sdprerttof  de  Justicia,  es- 
fandó  ¿elrbtahdó -audiencia  pública  la  Sala  primera  del  misma  el  día 
dé  hoy;  dfe  qué  certifico  como  Escribano  de  Cámara  db  dicho  Su- 
perno tribunal. 

Madrid  20  de  Ociubrfe  de  18B9.=Dioiiislo  Antonio  de  Pug*. 

» 
«  Núm*   75. 

APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 

Pido  del  precio  de  Acciones  de  una  sociedad  í>e  cíiédito.— Sen- 

'    leticia  de  21  de  Octubre,  conffrmando  la  providencia  apelada 

del  la  Sala  tercera  la  Audiencia  do  Barcelona ,  denegatoria  de 

la  adtnisiod  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Anto- 

trio  Bülbena,  en  pleito  1).  Marcos  Armen  leras. 

En  los  considerandos  se  establece: 
•  !;°  Que  siendo  el  término  prefijado  para  interponer  el  recstr- 
so  de  casación  uno  de  los  improrogables  que  designa  el  att.  30  de 
Id  tey  de  Enjuiciamiento  civil  >  no  puede  ni  suspenderse  ni  abrir- 
ié  después  de  cumplido  por  via  de  testiíucion  ni  por  otro  Inotm 
alguno,  en  conformidad  á  lo  que  se  dispone  tn  el  att.  51  *t- 
ffttiefiie. 

2.°  Que  la  equivocación  d  error  dt  derecho  nó  puede  alegarse 
útilmente  contra  lo  dispuesto  y  establecido  por  la  ley  dé  Uto  tiHh 
beta  expresa  g  terminante.  ' 

En  la  villa  de  Madrid,  á  ti  de  Octubre  de  1869,  en  los  auto*  que 
ante  Nos  pendón  en  virtud  de  apelación,  seguidos  éh  til  bu  piulido 
•Tribunal  de  Comercio  de  Barcelona  y  en  las  Sala*  segunda  y  tfetcm 
da  la  Audiencia  d*l  mismo  territorio  por  D.  Márdos  Atttí&Wem  ,  eo 
et  dia  los  tutores  y  curadores  de  sus  menores  htjoa,  (xm-fti  Antonio 
Suibena,  .sobrt^  pago  del  precio  de  unas  acciones  de  la  Stttiedarf  ct 
la  la  na  géberalde  Crédito: 


tmimSo  que  aWil^ldá  áettt^Hdá  en  el  t rliitóii  W*  feo! 
fiftcfetohá  étf  19  de  ümo  de  lSteí  pb'r,  ÍV.  ÉSrCÓ's '  Arfbehi 
cjfté  A  tiúiehkté  i  v.  istmio  %ú\b^í  i\  (J^B  8fc  tt.i§o* 
portó  dé  la  Vehtk  tje  10*  aíJttdnés  delft  Sócredfrd  batalla 
foétiltó,  las  eiritéT  lé  hieróh  entregad  'M  él  átító  íe^'eH 
(wgoj  &ií  lU'ftiteréke*:  fe  HnfrdRniUiá  fá  ttfetrfándil  jWf  íultteifc,  M 
Tribunal  de  Comercio  dictó  sentencia  en  23  de  Marzo  '&Ü  TM^/'ífÜe 
Confirmó  la  «art*  aegutidá  de  la  Alidiéridtk  eAfé^e  Afeyó  ilrÍÍ68, 
toüdfctiandó  a-Bdlbena  i  t>*¿árá  j^mferitériis  lá'íánifáád  fcclai!iitfd& 
tf#  títé  con  ciertas  modificaciones: l  *  "*'  '  *    •     '  '■♦    '•• 

Besoltando  que  admitida  la  suplick  fttii^iftá'ttif  -fttrtbtfá'!  f 
rastitéftda,  la  Sala  tercera  de  la  Atidiéiiefá  pb>  sétotak  dé  *f¿  de 
Éafio  últhhó,  confirmó  ¿oh  las  costa*  fá  tfef  vista  i  '""   -   • 

Resultando  qué  riotiffcadá  dicha  sentencia  eti  iicfót  Vfejréfldoí  áes' 
dé  Marzo,  en  42  del  mistüo,  el  Procurador  de'  BAlbéná;  Atótñfañ&húÓ 
pótfé*  especial,  interpuso  recurso  de  Injusticia  Áótortó  Qkrt'intñtáóú 
del  art.  243  del  Código  de  Comerció:  quri  cbtiferidd  trtiládb  áik  ótrrf 
p^rte,  aquel  presentó  escrito  en  1.*  de  Abril,  exponiendo  íjto  ttfátitofldo 
éa  los  negodós  mercantiles  por  él  art:  19  del  decreto  de  6  de  Di- 
ciembre de  1Í68  el  recurso  de  Injústldlá  notoria  [íbréltfé  fcasádolí 
én  los  casos  y  fbrraa  que  ordena  14  Ley  de  Bnjtríelfcmieintó  fcfWl ;  tío 
padia  haber  dificultad  en  entender  que  fclintefporier  el  rfectirsó  ifé 
injusticia  notoria  quiso  utilizar  el  de  cáiaclon  klélfectb  de  Yéfcurrir 
contra  el  fallo  dictado,  y  pidió  que,  habiendo  por  hecha  esta  mani- 
festación, se  acordara  entenderte  interpuesto  con  su. anterior  escrito 
el  recurso  de  casación,  como  sustituido  en  lugar  del  de  injusticia  no- 
toria por  el  citado  art.  ÍÚ  del*  decreto  dé  6  de  Diciembre: 

T  resultando  que  la  mencionada*  Sala  tercera  por  auto  de  17  de 
Abril,  del  que  Buibena  apeló  para  ante  este  Tribunal  Supremo,  dene- 
fc¿  Ifc  ftilthteion  del  téóurso  de  casaóion  interpuesto  t>6r  «|uél,  ftín  j 
dftháodfpfctieilotn  qde  era  ettetoporáneoí  por  haber  tra&tf  rWdd  los 

i  áíñi  que  fcfcséribe  el  árt.  l.*22  de  la  Ley  dteltaltttólfeitlldáte  «til; 

T&Mi  ¿iendo  Ponente  lii  linfstrd  D:  Bláhttél  MaWd  4é  ifesuMdo. 

Considerando  que  siendo  'e!  téftiiflb  prefijado  ^áh»  interponer  el 
recurso  de  casación  uno  de  los  improrrogables  que  designa  el  artícu- 
lo 30  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  üo  pií&ftí  ftf  sttépéttlléHfe  ni 
abrirse  después  de  cumplido  por  tia  dé  i*estifoéfótí  ni  pot*  MrQ  Ao- 
Htb  aigdtíd;  en  conformidad  á  itt  que  se  diápone  en  el  krt.  II  4l^ 
gtitébtéL  :...■■■'.  i.-i\ 

1  ürt»fl«eMindo  i(ue  ái  bien  D.  Afttóflid  Bttlbfetia  ftitetyüMó  étf  flfcitptf 
M  htíttifo  de  tojúiticia  notoria  aejfetí  y  M  la  forma  qhe  se  ¡fetUblecé 
pdtliüf  Wfré*  meréftnttteé;  tíb  eüfedl»  1»  rhümo  reát>óét«  ál  dé  casa- 
ción, que  tardíamente  y  por  estar  sufiridiftk)  fequel  se  propuse,  ¿ror- 
qué  M  tirlBc»  después  dé  trascurrido*  t<&  dlek  días  sefiáfetíos  por  el 
articulo  1.022  de  dicha  Ley  de  BnJüIcUtótento:  • 
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parí?  dgf  ^peut^te.  de  íiHergpner  un  rqcurso  ya  sujjrigjiap  por  eí  arf 
tículo  íl  rf el  decf etp  a*e  fi  dje  picíemJjprt}  de  1S6& .e^j  lug^r;  d?l  de  ca- 
sacíyp  que  $u  eí  mismq  sp  ^table^c  efl  los,  capos  y  forma  que  orde- 
na U*  JUy  de  enjuiciamiento  ,jió  puede  alegarse ,  útilmente  contra  lo 
dispuesto  i  ejíj^blp^í^ppf esta. misma  de  una  manera  un  expresa 

como  tojwn^  .i,    :.  ,,/,„  r'-'CV  f  i  '    ..',  . .",  *.  ,  '  .'V  '  :?  - 

,  JtyllaípQfc  fue  deJt^ntgs  ^cqpfiriu^r  ^  confirmamos,  con  la,s  cosías 

1^  provúí^da  apelada qup, en  17  de  ^bfil  ú(tituo  dictó  la  $ala  tercera 

de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  á  la  f^ué  se  devpelvan  jos  autos  (jpq 

j^í  p»pr  esta  bu?stfa  sentencia,  que.  eet  publicármela  Caceta  del 
Gobierno,  dentro  apio*  pipcp  4fyt  siguientes  pide  su  fecha,  é  jnséjv 
tp^  4  &*Uieaip<> ,  Cfl  la !  fy^pioff  legislativa,,  pasápdqse  .'al  £Íecto  las 
copia?  ae^fiasrJ^  gandamos  y  "firmamos pascual 

Bay^ri^f^^^^ríf  fie  Basualdq^Antóiiiq  Gutiérrez  d*  los,  MÓ5,== 
Juan  /imene?  Cu#nca~=¿Ianuel  JLeon.=f  Miguel  Zorrillp. ,.'  \ ,; ,   .  ^  '_ 
. ,  FiU^caciOJ* : .     ,  '  .  /\  ,,';.,'  »'  "...        .    *  '.  '"."  '  ' 

^eidaj  pnbliqula  fué  Ip. preceden tp^eptencia  por  e(  jlpao.  Sr.  Dqp 
Manuel  Jkaiía  (Jo  Bpspildp,  Ministro  de  ,1a  Sala  segunda  del  Tribu- 
nal Supremo»  4e  Justicia, cele  brando  audiencia  pública,  la  misma  ep  el 
djúí  de  bpyi  4e  q,ueya  eí  Escribano  de  Qiinara'  certifico. 
,,, Jfadcid  21  de  Octubre  de  18GtL=Rogeíio  González  Montes. 


-     ':        •  .    V  ¡'¡'i.    "       .  *'i       »  .  .  ..:   ;    '    l       .   •     .    .   , 


•»t)   TI      l>    •    u«      »cv  i     >   »   i      .   •'"T'    <    -ti    .i*     :  •►   ,  •    . 

•■*.:,.  i   •■:.•'.  4j  i;    •'   •  'I     .!••.•:■•       •.      •       .  :     .      •  .       .    . 

Paw  m ,bmíuvgws.— : SepLeu^ía  de. 22  da,  Octubre,  declarando 

>  npt  haber  lugar, al  wuisp  de  casación  interpuesto  por  D..pa«r 

c^aijftodrigMpí  .G^cía:  contra  .topropiinciada  por  la  Sala  ter- 

,  cera  de  la  Au4*n?W  4t  QttQ9dA.'.an  .pleito  coa  Di,  Joaquín  Ma- 

:i   EPsIos.coiís^^an^  se  establece;  ,  . 

i.r  Om.toiJwí  13  u  íí  .  tó,  22,  y  \  \  títt  id  de  h  Par- 
úda\i\  regla  ^1 1  tíf¡  34  <fe  /(í.  Partida  7/  u  doctrina  d$  esto 
Tribunal  Supremo,  relativas  á  la  inviolabilidad  de  la  cosa  juzgada 
y  Ala  cofltiQuienU  wfmáa  de  una  sentencia  dictada  en  oposición 
á  o  fra,  ejecutoria,  precedente  *s*tpoiien^  qdenyis^  faide$uidqd  de 
personas,  casas, y  acwmen,  upo  y  otro  juicio  que  naya  verdadera 

cwdradiccm  ,    . 

2.°  Oye  no  puede  fwdarse  m.rec^sodf  casación  en. leyes  que 
le  contrarían  en  lugar  de  favorecerle.  . 
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V  'Qw.ía.Ujf.  ¿G,  /íí,  lije  fatMvtaJ*  concede  al  padre 
el  ¿trecho  (fe  recoger,  áju  potfer.y  coptpcülÚL  al  Mijo  quetetme- 
s^rtknifo  par  { otra  t  tffwna  ó  atufóme*?  vagando  y  4t*€°ffPc¡#d* 
SH.  (údprtaaa^.     ,       .,    .  .  -h-.,.,--.-.     ,  •     -I 

4/  0n¿  /a  %  z.\  tit.  19  ¿fe  /a  mwna  Partida  4/  fffwme  <w 
jMrfrft  #  w?, «wpiff a,  absQkta.  lajolfligQciap  de  imtener  á  eu*hi- 
jos.  proveyéndoles  de  aumento,,  vestido*  morada,  y  demos  necesario. 

En  ía  Virfa  de  Üía^ridf(  ¿i  ¿2  de:Ócfíibr^d^^6|í,.¿n  el  pl#to  segui- 
do  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gufcdlx  y  en  la  .Sala  tercera 
de  ía  Audiencia  dq  Granada  por  0.  Jpáquip  Mario,  como  maridó  de 
Joaquina  Cañete,  con  D.  Pascual  Rodríguez  García,  sobre  pagp  dema- 
vedfc;  pjeito  pendiente  ante  Nos  en,. virtud  de  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  demandado  .contra  ía^sentencia  que  en  4  (le  Febrero 
último  dictó  la  referida  Sala:,  ,       ,.  ■'    :       .     ,     , 

Resultando  .que  D.  Pascual  Rodrigue?  reconoció  en  escritura  de  1L 
de  Julio  ele  1834  como  hija  natural,  habida  en  -  Joaquina  Cftfi£t3#  hai 
liándose  ¿rabos  soltero?,  i  Antonia  Bárbara,,  que  fyabia  nacido, el  jdia 
4  de  diciembre  de  Í852,  y  sé' obligó  á  darla  ,ppr  vfc  de.aJíjueptop.Ji 
realeo  diarios  iqiéntras  disfrutaste  el  sueldo  que  entópees  percibía  copo 
primer  organista  de  la* Catedral ;  -  ../"«,,,.  .     r.  '.'• 

Resultando  que  D.  Joaquín  tyajin  Jrfatyinez,  como  marido  de  Joa- 
quina Cañete  ,  entabló  demanda  en  el  a 9o  (de  1857  parp  que  se  con- 
denase á  D.  Pascual  Rqdfiguep  al  pagoda  18#4  rs,  de  que  *Q  halla- 
ba en  descubierto,  por  la  citada  pensión  que  se  había .  obligado  i 
abonará  su  hija  natural;  que  impugnada  la  demanda  por,, Rodríguez, 
quien  reconvino  á  la  demandante  para  que  le  entregara  sp  h^a,  ,4i¿uj 
senieqpa  el.  Juez  de  primera  iBsjancia  de  Quqdi**n  J8,de,<tetyibve  de 
Í858  declarando  obligado  á  aquel  á  entregar  la  suma  demapdfta»  im: 
porte  dp Jo/s  alimentos  devengados,  desde  l.'de  ¡Junio  de  1#3€  <ha*ta 
aquella  fecha^  en  qué  se  le  conferid  ja  facultad  de  saqar  de  poder  de 
su  padre  Joaquina  Cañete  á  la  nifm  Anemia,  bárbara  ppi#  que,. pomo 
á  bija  reconocida*  la.  tuviese  el  padre  en  su  guarda,,):  la  alimentase 
y  educase;  y  que  consentida. por  las  partes,  cst¿  sentencia,  se, llevó  4 
efcctp  (¡n  sus  dos  exiremos :. .  •  '      .•,,.-.,.'..  •,,*>•;.., 

Resultando  qué  ch  22  de  Agosto  de  1867  entabló  jmeva,  dewtfldfl 
Joaquín  Marín»  en  rcprcsenlaciou  dQvsu  mujer  Joaquina  Cañete^  para 
qufl.se  qondenase  &  D.Pdscua(ltodrtig,uez.á  abonarle  4^, Canfid?i¿  de 
\^k-rí ,  importe  de  la*  pensiones  alimenticias,  queXrgaon  de  t 
reales. diarios  se  hallaba  adeudando,' toda  vez  que  poco$  di$s  des- 
puq^de  la  ejecutoria  ¡que .  había?  manado  4  Rodrigues,  que  cuidase 
de  la  alimentación  y  crianza*  de  ta  ñifla,  la  habla  abandonado  y  re* 
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codicióla  su.  madre  §  de.  acuerdo  cop  gq  marido,  por  humanidad  y 
cariño,  pero  sin  rpnüridar  á' la  pen^ídn  qíre  el  padre  se  h^l»ia  obl|- 

!;ad<Tá' darla ,  y  qué  ítabsisiTa,  ¡ftesto  mié  no  alimentaba  $  la  niña, 
a  cual  además ;  aunqtíe  no  existiese  íá' escritura  mencionad^  ,' po- 
dría, como  fiija  natural,  reclama*  alimentos  de  su  p?dre  cqn  arreglo 
átóleyés:;r/'      ?  -\  "■..       ^V  '     ;  . 

ítesuHándo  gue  $btfrigt)ei  impugnó  la  demapda  fundado  en  que 
si  bien  era  cierto  ¡fue  se  fe  Ijabia  entregado  la  jrífia,  su  madre' habla 
tratado  de  recobraría;  y^ablécifllo'que  se  hallaba  dispuesta  á  arrebatár- 
sela, frabta  consentido  ett  (fuese  ia  llevará  por  haber  manifestado  la 
madre  á  presencia  de  testigos  que  se  la  llevaba  sin  interés  alguno, 
siendo  (|e  ?u  cuenta  y  f*TjSQ  au  aljmpnl&cion  y  educación  ,.  hnbíepdo 
cesado  por  fanto  ía  priiftítlya  obligación  ¡Contraída : ' 

Resultando  que  él  demandante  ?1  replicar  negó  estos  hechóp,  sos* 
teniendo  ¡que  áuh  siendo  ciertos  ,  ho  relevaban  al  demandado  de  la 
obligación  de  cumplir  el' pop  trató  contenido  en  ia  escritura  mencio- 
nada; '  j  que,  practicada  prueba  por  ías  partes,  dictó  sentencia  el  Juez 
dé  prirñera  instancia ,  que  la  Sala  tercera  dé  la  Audiencia  de  Gra- 
nada revocó  en  4  de  Febrero  último ,  condenando  al  demandado  al 
abono  de  la  cantidad  reclamada  y  demás  que  ímporta&eq  los  alimen- 
tos >te  ia  meriór:'  •        •  • 

\  Resultando  que  D.  Pascual  Rodríguez  interpuso  recurso  de  casación. 
citábdb  como  ftifringidás : 

'  tS  las  leyes  !9  y  19  f  tit.  22,  y  1.*,  tít.  26  de  la  Partida  &.\  y 
la  regla  32,  tít.  34  de  la  Partida  7.*%  que  tratan  de  la  fuerza. que 
h9  en  el  juicio' acabado  ;  lá  doctrina  legal  que  establecen  las*  sen- 
tencias dé  esté  Supremo  Tribunal  de  24  de  Junjo  de  18fil ,  16  de  Oc- 
tubre' de  1M3,  12  de  febrero  y  21  de  Diciembre  de  1864 ,  que  casai} 
y  declaran  ntiláslas  sentencias  que  infringen  pqueltas  leyes. 

2.'  íá'io,  tit.  W,  Partida  l.\  en  relación  con  la  *.\  tít.  19  de  ia 
husma'  Partida  ,  que  dicen  qué1  cosas  está  obligado  el  padre  á  dar  4 
sus  hijos  en  ¿oricepto  dé  alimentos,  y  le  otorgan  el  poder  de  tener  & 
sit  hijo  í  tornarlo  á  su  poder. 

*  1f  8/  tas  leyes  35  ,  36  y  H ,  tít.  12 ,  Partida  5.\  que  e§tabjecen 
ño  puede  hacer  reclamación  de  alimentos  el  hombre  que  recoge  al 
desamparado  eh  su  casa  y  le  d*  las  cosas  que  son  menester,  y  la 
madre  qué  tiene  sus  hijos' en  su  poder  dándoles  á  comer  é  á  vestir 
é  á  calzar  é  las  otras  cosas  que  les  fueron  menester,  pudiendo  única* 
nqente  cobrarlos,  faciendo,  afrenta  que  lps  despensas  las  facía  con  in- 
•  tención  dé  ías  ¿obrar,  '\  ' 

'  '  ^isto,  siefado  Ponente  ei  iíinistro  í>.  Laureano  de  Arríeta. 
r  '  Considerando  que  las  leye?  de  Partida  y  doctrinas  qué  se  pftan 
Coipo  primer  fundamento  del  presenté  recurso  %  rqlativas  á  la  invio- 
labilidad de  la  cosa  juzgada  y'S  la  consiguiente  ineficacia  (Je  una 
sentencia  dictada  en  oposición  á  qtra  ejecutoria'  precedente  ,  sopo*» 
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nen ,  además  de  la  identidad  de  personas  ,  cosas  y  acciones  en  uno 
y  otro  juicio,  <jud  baya  verdadera  contradicción  en  sus  fallps  res- 
pectivos : 

Considerando  que  el  pleito  actual ,  si  bien  ha  tenido  lugar  entre 
las  mismas  personas  y  á  virtud  de  idéntica  acción  que  el  terminado 
por  ejecutoria  de  18  do  Octubre  de  1858,  ha  versado  sin  embargo  so- 
bre cantidades  distintas  y  correspondientes*  á  diferentes  anualidades 
de  la  pensión  alimenticia  que  D.  Pascual  Rodríguez  se  pbligó  á  satis- 
facer á  su  hija  natural  Antonia  Bárbara : 

Considerando  que  el  falto  pronunciado  en  el  presente  litigio,  lejos 
de  contradecir  y  do  oponerse  en  lo  más  roí  Mitro  ai  indicado  de  1858, 
se  halla  en  perfecta  armonía  con  él ,  puesto  que  ambos  condenan  á 
Rodríguez  al  pago  de  dicha  pensión,  reconociendo  de  consuno  la  va- 
lide* y  subsfsterfcfa  de  la  escritura  de  ti  dé  Julio  de  !88i  : 

Considerando  que  las  leyes1  It,  tit.  17,  y  «/,  tft.  19  de  la  Parti- 
da 4»,  ¿Hadar  por  ta  parte  de  Rodríguez  como  segundo  motivo  de  su 
recurso,  canturía*  dsle  en  Jfigar  de  favót-ecerle;  pu¿s  §1  bien  la  pri- 
mpra  de  ellas  concede,  al  padre  el  dereeho1  de  recoged  A  4u  f>oáer  y 
compañía  al  hijo  que  estuviese  retenido  por  otra  persona  ó  anduviese 
vagando  y  desconociendo  su  autoridad  ,  #paW*ee  en  el  presenté  caso 
que  Rodríguez  se  desprendió  voluntariamente  de  su  hija,  sin  haber 
probado,  á  Juicio  de  la  Sala  sentenciadora ,  qiie  tol  entregarla  á  su 
madre  renunciara  ésta  la  indicada  pensión  alimeritfciaV  al  paso  qué  la 
segunda  de  dichas  leyes  impone  al  padre,  de  una  manera  absoluta,  la 
óbligacioft  de  mantener  á  sus  hijos,  proveyéndoles  dealimento,  ves- 
tido, morada,  y  demás  necesario  6  la  vida,  con  arreglo  ¿sus  mtdMs 
y  facultades :  •  ■ 

Considerando,  por  ftftttao.  que  no  prestan  mayor  apoyo  al  recurso 
las  leyes  35,  86  y  37  de  la  Partida  5.a.  referentes  á  las  reclamaciones 
que  contra  los  blehes  de  hn  huérfano  pueda  dirigir  el  que  le  hubiese 
recogido  ?  alimentado,  y  por  consiguiente  8  casos  tauy  distintos  del 
actual,  en  que  no  ser  ha  intentado  semejante  declamación  y  en  que  pesa 
sobre  el  demandado,  además  de  la  obligación  jiatural  de  alimentará 
su  hija,  la  civil  que  contrajo  para  este  misttio  objeto  en  Ja  referida 
escritura  de  ti  de  Julio  de  1851 ; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  ftigar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pascual  Rodríguez  García  ,  á 
quiea  condenamos  en  las  coatas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audien 
cia  de 'Granada  con  la  certificación  córrespondieb<<\ 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las'copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y^Irmamos.ssMaurifcfo  t}ar- 
cía.=José  M.  Cfcceres.=¿Lanfeano  <Jf*  A  rríeta.=  Valentín  GaiYalda.s» 
Francisco  Marfa  de  Casulla  .^Josó  María  Baro.assFernnndo  Peirez  de 
Jtaeas. 
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Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sk*.  Don 
Laureano  de  Arricia,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  es* 
tándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo, 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano,  de  Cámara. 

Madrid  ¡82  de  Octubre  de  1869.=Gregorio  Camilo  García. 


*  > 


NdK.  77.       . 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA; 


Libertad  de  vahos  esclavos,— Sentencia  de  22  de  Octubre ,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Rafaela  Rodrigues ,  contra  la  profundada  por  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  el  Sindico 
del  Ayuntamiento  de  la  misma  ciudad. 

En  los  coNstDKftAHnes  se  establece : 

f.°  Que  la  ley  l.\  tit.  te,  libra  10  de  la  Novísima  Recopi- 
lación concede  filena  de  testamento  á  la  última  voluntad,  manifes- 
tada  ante  cinco  testigos  vecinos  del  lugar  donde  el  téstamelo  se  hi- 
ciere* 

2.°    Que  en  cuestiones  de  hecho  ha  de  estarse  á  la  apreciación 

Í)ue  lis  Sala  sentenciadora  hace  de  las  ptusbas  suministradas  por 
as  partes  cuando  contra  esta  apreciación  no  se  dita  ley  ni  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia  do  hs  Tribunales* 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  22  de  Octubre  <de  1869 ,  en  el  pleito  se- 
guido en  lk  Alcaldía  mayor  del  distrito  de  Jesús  y  María  de  la  Rabana 
y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma  por.  el  Sindico  del 
Ayuntamiento  de  dicha  ciudad  con  Doña  Rafaela  Rodríguez,  heredera 
de  Doña  María  del  Pin&  Bodriguez ,  sobre  libertad  de  varios  esclavos; 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
por  la  demandada  contra  la  sentencia  que  en  22  de  Noviembre  de 
1866  dictó  la  referida  Sala  : 

Resultando  que  radicado  en  la  Alcaldía  mayor  del  distrito  de  lesas 
y  María  el  intestado  de  Dona  María  Antonia  Bodriguez*  dedujo  en  él 
demanda  en  8  de  Marzo  de  1864  el  Síndico  del  Ayuntamiento  de  la 
Habana  •  en  su  clase  de  defensor  de  esclavos ,  para  que  se  declarasen 
libres  de  servidumbre  á  los  morenos  Lorenzo»  Francisco ,  Floreado, 
Mauricio,  Simona,  Merced  con  su  Mjot«  Bartolomé ,  María  Rita,  Susana 
y  Gregoria  ,  y  á  los  pardop  José  de  Jesús  y  Jacobo,  condenando  á  la 
sucesión  de  Dofia  María  del  Pino  Bodriguez  á  otorgarles  la  correspon- 
diente carta  de  ahorro  y  al  pago  de  las  costas ;  pretensión  que  fundí 
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en  qtíé ,  si  bien  Doña  María  había  fallecido  sin  otorgar  testamento 
ante  Escribano ,  había  expresado  so  voluntad  ante  D.  José  Genaro  Ri- 
vera y  los  morenos  libres  Cayetano  Al  varado»  Manuel  Marrero,  Satur- 
nino Soea  y  Vicente  Rodríguez  de  que  á  su  fallecimiento  quedasen  li- 
bres los  citados  sus  esclavos;  y  que  siendo  los  testigos  vecinos  del  lu- 
gar en  que  habla  fallecido  Doña  María ,  y  en  número  y  edad  suficiente 
para  dar  valor  á  la  última  voluntad  de  la  misma,  que  carecía  de  he- 
rederos forzosos ,  estaba  fuera  de  toda  dada  la  elcaoia  de  aquel  le- 
gado con  que  había  agraciado  á  sus  esclavos :  .    '  ■ ' 

Resultando  que  Doña  Rafaela  Rodríguez ,  en  concepto  de  heredera* 
de  Dofia  María  del  Pino  Rodríguez,  impugnó  la  demanda»  negando  que 
fuera  la  voluntad  de  ésta  dar  libertad  á  sus  esclavos ,  pues  nimia 
había  expresado  el  deseo  de  que  fuesen  Htnrés*  nd"ftatriendo  d'ejflrfltí 
de  testar  por  falta  de  Escribano ,  sino  porque  00  háWa  qnerido  hacer 
testamento ,  sin  embargo  del  empeño  de  algunas  personas  que  le  ha- 
bían presentado  dos  para  que  lo  verificase:         *    •  ; » 

Resultando  que  recibido  el  pleito  ú  prueba,  declararon  los  testi- 
gos mencionados  haber  oido  &  Dofia  María  del  Pino  que  quería  que  á 
su  fallecimiento  fueran  libres  sus  criados,  parque  teniéndoles  carlfio 
no  quería  que  sirvieran  á  otra  persona ;  y  que  kt  demandada  presentó' 
también  para  su  prueba  testigos  que  dijeron  no  haber  oido  á  aqtfellá* 
tal  cosa  ,  sin  embargo  de  haberla  visitado  en  los  últimos  dias  de  su 
enfermedad,  asegurando  además  que  se  había,  negado  á  hacer  testa- 
mento: 1      ■'  -       •«  • 

Resultando  que  el  AJcakJe  mayor  dictó  sentencia  •  que  cohflrnló  la* 
Sala  segunda  dp  la  Audiencia  de  la  Hsrbana  en  «  de  N0v!etttbre'*dtf 
1866,  estimando  la  demanda,  y  mandando  en  su' consecuencia 'tjue 
Dofia  Rafaela  Rodríguez,  como  heredera  de  Dofia  María  del  Pino, 
otorgase,  dentro  del  tercero  dia,  la  correspondiente  carta  de  ahorro  & 
los  mencionados  esclavos  que  hablan  sido  de  aquella ,  devolviéndose- 
les los  jornales  devengados  desde  el  dia  en  que  hablan  sido  entrega- 
dos al  apoderado  de  la  heredera  hasta  la  fecbv  de  cuya  suma  se 
abonaría  la  parte  de  costas  de  cargo  de  los' siervos: 

Resultando  que  Dofia  Rafaela  Rodríguez  interpuso  recurso  de  ca- 
sación» citando  como  infringidas  la  leyll.*,  tít.  18 ,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación ,  que  al  designar  el  número  de  testigos  que  debeÜ 
concurrir  en  el  testamento  no  efccldye ,  sino  manda  que  se  observen 
los  demás  requisitos  de  derecho;  y  hs  teyerf  1/,  3/  y  t.\  tá.  1.*  de 
la  Partida  fi/ 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  losé  María  ifaro» 

Considerando  que  la  ley  1/ ,  tít.  18»  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación concede  futerza  de  testamento  á  la  última  voluntad  manifes- 
tada ante  cinco  testigos  vecinos  del  lugar  donde  el  testamento  sb  hícítrc: 

Considerando  que  Dofia  María  cfol  Pino  Rodrigue*  manifestó  anty 
mayor  número  de  testigos  su  última  y  deliberada  voluntad,  sobre  cuyo 
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f   •    i 

hecho,  modo  de  ejecutarlo  y  cualidades  de  los  testigos  se  han  sumi- 
itfoArftriQ;  pruebas  que  ha  apreciado  la  Sata  sentenciadora ,  sin  que  con-1 
tra<  e#a  apreciación  se  haya  citado  ley  ni  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  ios  Tribunales  * 

Y  considerando,  en  su  consecuencia,  que  la  sentencia  de  \i  Sala 
sqgupda  de  la  Audiencia  de  la  Habana  ,  ai  estimar  la  demanda  man- 
dando que  la  heredera  otorgase  carta  de  ahorro  en  favor  de  los  es- 
clavos que  en  ella  pe  citan ,  con  Ib  demás  que  expresa  dicha  sentencia, 
no  infrjftge  la  ley  1.',  tít.  10,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
ni  la  1/ ,  3/  y  9/  del  tíu  l/«  de  la  Partida  %* ,  que  en  apoyo  del  re- 
otirao  ae  citan ; 

paliamos,  que  debamos  dadarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
interpuesto  por  Doña  Rétela  Rodríguez,  á  quien  condenamos  á  la  pér- 
dida da  la  cantidad  par  que  prestó  caución  ,  que  pagará  si  viniere  á 
mejor  fortuna ,  distribuyéndose  enténeefc  con  arreglo  á  la  ley,  y  en 
lW  costas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  so  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias 
neecaarias,  Ip  pronunciamos, ■  mandamos  y  firmamos—Mauricio  Gar- 
cia.?**José  II.  €áceres.P9iaureano  de  Arríela. « Valentín  Garraida.= 
Francisco  Haría  de  Gástilla.x=José  María  Haro.=Fernaftdo  Peres  de 
Sosa*. 
•    Publicación; 

Laida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  Haro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose 
QfllataratldP  audiencia  pública  eh  su  Sala  primera  el  día  de  hoy,  de 
fue  certifica  como  Escribano  xltí  Gámára. 
.   tfsdxid  i%  da  (Httibre  da  1MO. ^Gregorio  Camilo  García. 


•* 


Mw.  n. 


CASACIÓN,— SALA  PH1MERA. 


BatviNaagAetoN  ae  dnos  TOHifcNGS . — Sentencia  de  96  de  Octubre, 

'  declarando  w>  teber  lugar  al  rícurso  de  casación  interpuesto 

•    por  Felipa  Caro  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de 

la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  contra  Doña  María  Vargas 

Calderón  y  loa  heredero*  cte  su  marido  D.  Francisco  Navarro. 

»i  •  * 

fin  su»  coKsiDEiuttDOs  se  establece: 

i.&    Que  en  cuestiones  de  keeho  ha  de  triarse  á  la  Apreciación 
Illa  la  Safa  sentenciadora  haee  de  las  pruebas  praolioades  por  las 


'  t 

perks,  cuqwÍQ  wntfa  esta  apreciación  q<*  se  cita  ley  jh,  doffrinq 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales.    ,¡  .  \  .  .  f  ¡/ 

V    Que  i\o  pueden  infringirse  p$r  una  tenencia  leyes  gufy  no 
tienen  aplicación  al  cafo  del  pkilo.  ,  (      t  ,  ."  , .. ,  . , . 

£q  la  villa  de  Madrid,  &  26  de  Octubre  de  M60{  en  Ips  antas' que 
ep  el  Juzgado  de  priora  instancia  de  escalona,  y  por  su su^resioq 
en  el  dé  íorrijos,  y  en  la  Sala  tercera  deja  Audiencia  de  esta  capital' 
ha  seguido  Doña  Felipa  Caro  y  otros  con  Doña  "María  Vargaj  ¡Calderón 
y  los  herederos  de  su  marico  D.  Francisco  navarro,  sobre  reivindi- 
cación de  pnos  terrenos; 'autos  pendiente^  ante  Nos  qn  virtuci  ffde  re- 
curso <fe  casación  interpuesto  por'boña  Felipa  Caro  contra  fá  sentón- 
cía  qiie  pn  20  de  Ñovieipbre  de  1868  dictó  la  referida  'Sala: '     /";  " 

tfe^uíjarido  que  Doña  Francisca  Aparicio,  "softera  y*  vecina  áe  Es- 
calona, en  su  testamento  otorgado  el  19  de  Marzo  de  1785  marida  í 
Patríelo  García ,  Antonio  Esquina  y  Dionisio  Paqiagna  12 'fapegas  de 
tierra  á  cada  uno  en  la  labranza  que  poseía  en  aquel  término  y  Ju- 
risdicción, ai  sitio  de  los  Ejidos  y  camino  molinero  que  ríe  dicha  villa 
de  Escalona  va  á  la  de  Quismondo:  fundó  una  memoria  de  sois  taisas. 
rezadas  eo  cada  upqfio,  dotándola  cor)  la  casa 'principal  que  poseía  en 
Escalona;  nombró  por  sus  albacens  á  í).  José  Üc t  San  Román,  O.  Berr.' 
nardo  Escalera,  D.  Manuel  Medina  y  D,  Miguel  de  Castro,  con  ta^ca'jí 
lidad  de  tu  splidum  y  la  facultad  de  apoderarse  de  sus  bienes  y  veñ[der 
los  precisos  para  pagar  con  su  valor  lo  dispuesto  en  su  testamento  y 
deudas  que  tuviere;  y  por  último,  del  remanenfe'que  quedare  de  tpdós 
sus  bienes  nombró  por  sus  herederos  universales  :á  José,  Rosa '  ¿tnés 
Pérez,  hermanos,  y  á  Eugenio  Fernández  Gaitan,  sijs  parientes,  para 
que  los  hubiesen  y  heredasen  por  iguales  partes;' disponiendo  después^ 
en  su  códicilo  de  8  de  Diciembre  de  1788  qué  en  atención  á  haber 
fallecido  Eugenio  Fernandez  Gait&n,  uno  de  sus  bérederos,  íe  repre- 
sentasen los  hijos  del  mismo  en  estirpes  y  no  en  cabezas;  "'       '  ' 

HesuUando  que  por  escritura  publica  de  19  de  Agostq  de  17di  los 
hermanos  D.  José,  Rosa  é  Inés  Pérez,  y  Manuel,  Juan,  Matías  y  Marífi 
Fernandez  Gaitan,  estos  cuatro  en  representación  de  su  padre  Eugenio, 
y  todos  como  herederos  de  la  Dofia  Francisca  Aparicio,  vendieron  á 
D.  liián  Francisco  Alvaro  una  casa  en  la  calle  dé  Sap' Miguel  de  lij 
villa  de  Escalonaren  precio  de  5.000  rs.,1  y  cforí  la  carga,  qué  tenia 
impuesta  por  la  DoSa  Francisca  AparicÍo«dé  ia  membrla  de  una  misa 
cantada  y  de  seis  rezadas  en  cada  un  afeo: 

Resultando  que  en  I  de  Febrero  de  1818  la  Condesa  v)uda  deHor- 
nacbqclos  Doña  María  Aña  González  dé  Canales^  corhri  tutora  ^.cu- 
radora de  su  hijia  Doña  María  de  los  Dolores,  previa  autorización  ju- 
dicial, y  su  otra  bija* Dofia  Ana  María  dé  Hoces  y  Canales,  vencieron 
i  0..  Francisco  Navarro,  en  precio  dé  100.000  rs.',  la  dehesa  llamada 
de  Caplcelairo,  alta  en  término  de  la  villa  dp  ÉsCalpna  y  su  despoblado 
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de  Zapateros,  dándosele  después  posesión  Judicial  de  la  misma  en  ,10 
de  Marzo  de  1818:  •   v 

1  Resultando  que  seguido  pleito  por  el  D.  Francisco  tiavairro  contra 
los  Propios  de  la  tilla  de  Escaloña  sobré  reivindicación  dc'&fl  fane- 
gas de  tierra  como  pertenecientes  á  la  citada  dehesa.de  CaptceUfro, 
recayó  ejecutoria  en  19  de  Febrero  de  1853,  declarando  que  el  ^dazo 
de  tierra  sito  al  piso  que  titulaban  de  San  Sebastian  ?  losj,  t$n¡énos 
conocidos  con  el  nombre  de  Frañcolindos ,  existentes  ambas  á  la  iz- 
quierda del  camino  qae  de  Escalona  conduce  &  Quismondp,  y  1/os  que 
también  existían  entre  este' camino  y  el  de  Maquedá,  que  constituían 
el  número  de  853  fanegas  y  dos  estadales,  formaban  parte  <te  la.dehcsa 
de  Gapicelatro  y  pertenecían  en  p  ropiedad  al  dueña  de  la,  misma  fin- 
ca, y  que  por  consecuencia  se  condenaba  ¿  los  Propios , de  j^scajpna 
á  que  lo  restituyera  y  dejase  Ubres  y  desembarazados  á  favor  del  Don 
Francisco  Navarro,  indemnizándole  los  frutos  y  rentas  desdp  'el  dift 
en  que  el  Conde  de  Hornachuelos  entró  en  posesión  y  disfrute  de  la 
citada  dehesa,  y  declarando  además  que  el  demandante,  estiba  obli- 
gado á  acotar,  en  el  término  de  un  mes,  los  indicados  terrenos  ea  ty 
forma  necesaria  para  evitar  ulteriormente  todo  mo^iyp .  de  duda  $n 
cuanto  á  su  pertenencia ;  y  mediante  á  que  constaba  de  autos  que  el 
D.  Francisco  Navarro  compró  4  los  Propios  de  Escalona  119  fanfgas 
<}e  tierra  en  el  terreno  de  los  Frañcolindos,  con  obligación  por  parte 
de  los  mismos  Propios,  en  el  caso  de  resultar  que  no  perteneciese  á 
estos  dicho  número  de  fanegas  de  tierra,  á  reintegrarle  <Ie  otras  .tan- 
tas do  igual  valor  y  calidad  en  otro  sitio ,  se  les  declaraba  con  res- 
ponsabilidad á  que  cumplieran  lo  estipulado  sobre  el  particular,  y  en 
su  consecuencia  á  que,  ó  se  hiciera  el  justiprecio  ó  designación  del 
terreno  (que  en  equivalencia  se  diese  al  D.  Francisco,  <J  qñ  caso  de 
que  los  Propios  no  pudieran  cumplir  la  citada  obligación  por  carecer 
de  terrenos  con  que  poder  llenarla,  devolvieran  al  demandante  el 
precio  de  la  venta:  .•,...#. 

.  Resultando  que  Juan  Pérez ,  Joaquín  García  6  Isidora  "Nombela, 
después  de  hacer  constar  que  en  las  Escribanías  de  Escalona  no  se 
habían  encontrado  los  expedientes  de  partición  de  Jos  Menes  quedados 
al  óbito  de  la  Doña  Francisca  Cabrera  y  Aparicio, 'solicitaron  que  se 
les  declarase  herederos  testamentarios  de  la  misma,  como  descen- 
dientes de  José,  Rosa  é  Inés#Perez ;  y  con  efecto,  previa  citación  del 
Promotor  fiscal,  se  estimó  su  solicitud  por  auto  de  10  de  Agosto  de 
1855,  entendiéndose  todo  sin  perjuicio  do  otro  de  mejor  derecho,  y 
llamando  á  la  vez  por  edictos  y  pregones  á  los  que  se  creyeran  te- 
nerlo á  los  bienes  quedados  por  defunción  de  la  Doña  Francisca  para 
que  en  el  término  de  treinta,  días  se  presentasen  á  deducirlo: 

Resultando  que  fijados  dichos  edictos  sin  que  nadie  se  presentase, 
pretendieron  el  luán  Pérez  y  consortes  que  se  les  admitiese  justifica- 
ción d0  testigos  ad  perpetúan  para  acreditar  que  á  la  herencia  de 
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Jtoftt  tontito*  ¿parido  pertenecía  la  dehesa  de  los  Ejidos  y  camina 
molinero,  conocido  noy  con  el  nombre  de  Doña  Frasqnita,  y  que  por 
so  resultado,  sin  necesidad  de  oiro  escrito,  se  les  diese  la  posesión  dé 
los  ¿iones  que  fueron  de  la  expresada  Doña  Francisca  Aparicio  en  la 
deles*  referida  .con  todos  los  frutos  y  emolumentos  que  tuviera  y 
debiem  tener:  ., 

BttyHiando  que  recibida  dicha  justificación  y  entregadas  las  actuar 
ciónos  ¿  D,  Francisco  Navarro,  se  opuso  éste  &  las  pretensiones .  del 
Joan  Pérez  y  consortes,  pidiendo  que  se  desestimasen,  con  imposición 
I:  los  Misemos  de  perpetuo  silencio ,  y  que  -se  le  amparaste  á  él  en  la 
quieta  y  patuca  posesión  de  ios  referidos  terrenos,  en  observancia  y 
camgli atento  de  1*  ejecutoria  de  19  de  Febrero  de  1455  y  de  la  po- 
sesión  qup  en  17  de  Mano  siguiente  le  fué  dada: 

ftesultaftdp  que  .dado,  traslado  de  este  escrito  al  Juap  Pérez  y  con* 
sortee,  estos  en  otro  de  2a  de  Enero  de  1857.  en  que  se  ratificaron, 
se  separaron  y  se  les  Uvo  por  separados  y  apartados  de  los  antes  y 
de  toda  redamación  ulterior,  bien  fuese  sobre  posesión,  bien  sobre 
propiedad  de  los  terrenos  de  que  se  trataba;  pues  cualquier  derecha 
<E*e  sobre  ello  pudieran  tener  lo  renunciaban  y  traspalaban  al  Don 
foroise*  Navarro ;  • 

Resaltando  que  posteriormente,  habiendo  pedido  el  misma  Juan 
Pare?:  y  consortes  la  nulidad  del  desistimiento  y  que  se  les  amparase 
en  Ja  posesión  de  tos  terrenos  ó  dehesa  que  ocupaba  Navarro,  proce* 
taite.de  la. herencia  de  Doña  Fraucisca  Aparicio,  obligando  á  aquel 
á  qjae  restituyera,  todas  las  utilidades  que  bahía  producido  y  debido 
producir,  ae,  opuso  el  0.  Francisco  Navarro ,  formando  articulo ,  que 
fué  resuello  por  ejecutoria  de  85  de  Febrero  de  1859,  declarándolo 
procedente;  y  por  consiguiente  que  Navarro  no  estaba  obligado á 
contestar» al nescriía  del  Juan  Pérez,  Joaquín  García  Caro  é  Isidora 
Ñombeta*  4  quienes  se  condenó  en  costas: 

lesaUando  que  en  6  de  Marzo  de  1865,  mediante  expediente  fbr- 
ma^aal  afecto,  se  declaró  á  Felipa  Caro,  Jijan  García  Mora,  Teresa 
Crtado.ff  jfc  Manuel  Mercbaa  herederos  de  los  bienes  en  que  murie- 
ipiMesé,  Fercp  y  ¿los*  P«*afr,con  la  cualidad  de  W  perjuicio: .  , 
r  Jg£suim4a  que  en  consecuencia  de  esta  declaración  y .  como  tales 
heredare?  jde  Jp^4  y  Eosa  Pérez,  que  lo  fueron  de  Doña  Francisca  Apa- 
ricio, promovieron  demanda  la  Doña  Felipa  Caro,  Juan  GarcíaJIora  y 
Teresa  Criado  en,  8  de,  Julio  de  1845,  i  &  la  que  después  se  adhirió 
el  D« Manuel  Marchan,  pidiendo-  que  se. condenase  á  ios  hijos  y  here- 
deros, dp  D,  Francisco.  Navarro  á  que  les  restituyeran  la  dehesa  de  1<k 
tyidee  y.  Caitúl  de  los  Molineros,  con.  todos  los  frutos  producidos  y 
debido?  producir  basta  eL  dia  de  la  entrega;  alegando  para  ello  que, 
en  conformidad  con'lo  dispuesto  por  Doña  Francisca  Aparicio,  sifs  al- 
baceas  hicieron  la  partición  de  sus  hjenes»  que  debió  protocolizarse 
en  ei  registro  del  Escribano  J>.  Miguel  Muro;  que  ni. los  herederos 
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4emttrtldb#lJ>oi,íIÍ'  bafea  íráncista  tríisus:d<3íscon,<HcriífesiháMw  técfbl- 
iftHos  bffeitéá  tjtíe  eflá  d<?jar&  '(pié  una  de  las  fincas  ÍJue  la  pferteíidt 
¿íeWtá'eráH  tós  terretids  ílattíkdbs  ííefiesíi  de  loáfijtdos  y  Cái^rff  tfl? los 
Molleros  étí 'el'  CantfW  dé  Üa^neda;  que.  habiH  detfentádcr  H**th  éü 
ferí&tfaleritfr  I*  ftiindscb  ííaválrti  J  hoy  detentaban-  íms  átjbs'y  h£ 
rederos:  que  el  dueño  de  una  cosa  podía  reivindicarla  ñb  dtriMifftfof 
jídsteÜóH  jíjlie  la  préstírlpciótt  no  ¡íódtó  ténér  lugar  rfA  btífeti*  téy 
justo' titul'o,  ¿W>mpañadd:  de' ta  posesiotí  cotítíhaa  po*  él  ftféripo  que 

ttaróari  las 'lfe?e$:    '     ,     '  *5 v  '         *  •'• 

jl  fcfestiltóndd  qn^ftoda  SlaMa*  Vargas;  por  Sí  y  coffld  fé|§re&#htame 
íeiú  hfjb  atento  D.  Frfcricisco  Navajo,  D:  Mariano-,  Itoflu  retís*  f 
Do'fia  Martu'ela  fteVarró  y  Yardas,  fcoftto  sücé&orés  tbdós  dd  B¿  Frtin^ 
cisco  Navarro  Galán,  pretendieron  qué  te  les  afcsolViede  de  l&:demah- 
dfc  cbrt  lítti$sWion  de  perpétho  silenció  y  costas  A  toa  demandantes; 
eft$bcibñán(i6  al  efecto-  qué  Navarro,  y  boy  so*  tégftittio«  heredero* 
tehmft  ostentando  hacia*  uü  -período  dilatad*  rá  posesión  no  taterrom- 
fcida  délús  terrenos  que  seles  disputaban,  y  qoe  en  éllft  cftnoüfriftÉ 
Itá  (áfrcurtSiaiítías  que*  el  derecho  exigía  para  legitimarla: qg* mío  dd 
lb¿ 'efecto  de  la  poiedlon  era  dar  notables1  ventajan  al  qae  la  tetife, 
pues  además  de  hacerle  de  mejor  condición,  dado  caso  de  litigiéj 
Bktítáo  6  Vista  y  ciehcia  del  demándame  contaba,  el  período  IftgÜ,  y 
tefaiwií '«mldadas  ;lfc  buena  fé  y  judtd  titulo,  ereaba  üfr  déréfctto  dd 
presettiníTon  qdeeladia  la  demanda  dé  contrarío:  <Jue  la  adjudicación 
h&fta  pót*  Juefc  competente',  y  en  vista  de  frflio  ejecutoriado,  Nevaba 
lttí|5ltóltétnenie  la  tratación  de- la  propiedad;  y  québsjo  141  principió 
Üd  podía  dudarse 'que  les  demandados  ostentaban  también  tti  «tarétibd 
de  ¿propiedad  segunde  demostraba  en  las  ejecutorias  dada*  t  sd 

i  ••  ttewiltando  qde  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon  y 
hechas  sus  alegaciones.dictó  sentencia  el  Jueí  de  primera  ifa&ttffMtift  ed 
21  de  Ocuítim  de I8S7»  la  cual  confirmó  éon  coatas  la  Sala  tarden  4e  la 
Áüdtehcia  eh  30  de  Noviembre  de  1918,  absolviendo  A  Doña  Marta  Vainas; 
tHttia  tie  D.  Francisco  Natarro,  y  á  aas  hijos  D.  francisco,  D»  Hártanos 
Doña  Felisa  y  Dbfia  Manuela  Navarro  y  Vargas,  de  ladéttatfdá  cbritra 
etktf  interpuesta  por  Felipa  Caro  y  détfíAs  coflsdftea  i  ttóftdénatfflo  A 
efttbfe  a  perpetuo  silencio,  atendidos  Ids  tomines  feír^fce  habla  altíó 
prdptitéstá  dioha  su  demanda! 

<  Resultando  qué  cotilrá  este  faríld  interpuso  la  DoñM  Felipa  Cdro*t* 
cursó  de  casación,  citando  como  infringida  la  ley  W;  tít.  ft¿  Parti- 
da'^; 'Iíí  d.%  tít.  8.*»  Jfbrd  la  de  la  Notísima  Reedpiladtonf la  t*¡  ¿ 
hilo  W,  Partida  *.\  y  la  doctrina  admitida  por  la  jdri&prndeftcfa  dd 
10&  Tribunales,  de  que  el  dueño  de  una  cosa  puede  reivindicarla  dé 
cualquier  poseedor. 

Vistos,  «siendo  fomente  el  Ministro  D.  Valentín  Gafrdldft. 

Oditaiderañdo  que»  seguri  las  prdebas  apreciadas  por  lá  Btfla  sed- 
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téndadóta,  y  sin  que  contra  esta  apreciación  se  Jiaya  ciu^ojpy^i 
doctrina  admitida  por  ía  jurisprudencia  de  Jos  Tribunales^,  aflarep$ 
qoe  ta  parte  actora  no  ha  aprobado  que  ias  tierras  qi^e  p.rocégjjiq  ¿fa 
sa  tusante  derecho  tfdflfc  Francisca, Aparicio*  en  el^Uif.  d¿  los  BJidof 
y  emitió  floliúeró,  están  enclavadas  en  lá  ¿etleaa,4e  (Japicela^  y 
tórrbftfe  dé  írahcolindos ,  que  son  los  que  pósefeh  Jos  demandaos  y 
qadkM  fundamento  ¿le  su  demanda;, por  16  queja  fjecutori&*  ,qut 
por  ésl¿  fázon  absuelve  á  estos  de  e fía,  no  Ua'podid?  ¿MÍ'ingl^Jtoj 
leyes  12  y  29,  tit.  29  de  la  Partida  3.a,  qué  tratan  de  ía  prescripción : 

T  considerando  que  está  mal  hecha  la, cita  de  |*  lftyjt.\  Mt»  8/,  li- 
bro id  de  lá  Novísima  Recopilación»  porque, el  lít. ,*/  dq  aa*ii 
sólo  tiene  claco  leyes,  que  traían  de  lo$  préstamos; 

Fajlámos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  np  baber  logar  al 
recinrsó  de  casación  interpuesto  por  Doña  Felipa  Caro, á  la  que  condenar 
mos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la -cantidad  por  qu#  prestó  can- 
ción, la  que  caso  de  haqersfe  efectiva,  se  distribuir^  con  arreglo*  4  Ja 
ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital  .con  la  cer* 
tífleacion  correspondiente.  ...  .         .         .i 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándpse  al  efecto  ia* 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  GrmamQs.^Maür 
rició  García— José  María  (laceres.  =  Laureano  d£,  Arriata. f=. Ya JenUf 
Garralda.=Joaquin  Jaumar.=üpsé  Fermín  de  Muro.=aFernando  Pérez 
de  Rozas.  ....... 

Publicación:  t ,  ,         r       

Ldda  y  publicada  fué  ía  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr,  Don 
Valentín  Garra  Ida,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  e),  dia  4* 
boy,  de  (Jue  certifico  como  Escribano  (le  Cámara  de  dicho  Supremp 
Tribunal.  {  •.    •      .       .    ....      i 

MaHrid  Í6  de  Octubre  de  l86(J.=tiiónisíó  Antonio  de  Puga,  ",    .  [ 

.    Núm.  79f  .' 

Apelación  en  casacion,-¡3ala  sécuním.  '',":; 

r 

•  «,  *  •-       •  .     "  '  1  I  ' 

Pa<M  de  ¿antidád.— Sentencia  ds  26  de  Óctuhre,  cóaCfiQ9Q(Ío  e¿ 
aülo  apelado  ele  lá  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Seyijla.  de- 
negatorio dé  la  admisión  del  recurso  de  casación  ;lu|erpupslo 

'    por  9.  José  Villegas  y  García,  en  pleito  con  D,  José  (Je  Abalo*, 

En  sus  considerandos  se  establece:  |    "  '    ' 

Quf  en  los  recursos  de  casación  que  se  funáalr\i  en  tast  causas 
que  táócalWato'entc  determina  el  árt.  l.Olo  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
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miento  civil,  es  requisito  indispensable  para  su  admitió*  <m  fípt* 
ourtún  tus  cMro  circunstancias  que  prescribe  el  1.02 o,  ¿Upo* 
hiendo  la  átíhnti  oue  h  omisión  ó  /alta  que  se  cometa  en  el  proce- 
m  '  e  reclamarse  contra  ella  en  la  forma  pr 

\d>  modificación establecida  en  el  1.020.  < 

qste'kaya  tenido  lugar,  y  en  la  siguiente __ 

la  primera,  á  menos  que  no  Hubiese  habido  posibilidad  de  hacer 
la  reclamación  en  la  segunda,  único  caso  en  que  procede  la  ádmi- 
jftft  del  recurso  sin  el  expresado  requisito. 

En  la  villa  de  Madrid,;  á  26  de  Octubre  de  1869,  en  los  autos  que 
ante- Nos  penden  ea  virtud  dé  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  San  |Roman  de  la  ciudad  de  Sevilla 
y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  D.  José 
de  Abalo»  con  D.  José  Villegas,  sobre  pago  de  3.600  rs. : 

Resaltando  que  deducida  demanda  ejecutiva  por  D.  José  Abalos 
contra  D.  José  y  D.  Francisco  Villegas,  sobre  pago  de  3.600  rs.,  y  re- 
cibido el  pleito  á  prueba  por  el  término  de  la  ley,  que  empezó  á  cor- 
rer en  12  de  Agosto  de  1868,  el  D.  José ,  único  que  se  habia  opuesto 
A  la  ejecución;  pidió,  entre  otros  particulares,  que  D.  Nicolás  del  Bey 
prestara  cierta  declaración :  'que  así  acordado ,  y  apareciendo  que  di- 
cho sujeto  se  hallaba  en  tas  islas  Baleares,  Villegas,  en  24  del  re- 
petido toes  de  Agosto,  pidió  se  librara  exhorto  con  los  insertos*  ne- 
cesarios al  Juez  de  la  residencia  de  aquel ,  f  además  que  se  oficiase 
al  Administrador  de  Hacienda  pública  para  que  certificase  si  se  ha- 
llaban ó  no  inscritos  en  la  matrícula  de  corredores  dos  testigos  que 
en  tal  concepto  hablan  declarado  á  Instancia  de  Abalos: 

Resultando  que  por  auto  del  mismo  día  2i  de  Agosto  el  Juez  de- 
negó las  pretensiones'  deducidas  por  D.  José  Villegas ,  fundándose 
'para  ello  en  que  aquel  dia  concluía  el  término  de  prueba  y  no  era 
posible  examinar  al  testigo  ausente ,  ni  restaba  tiempo  para  que 
la  Administración  de  Hacienda  evacuase  el  informe  que  se  soli- 
citaba: 

Resultando  que  Villegas  pidió  reposición  de  dicho  proveído,  que 
se  declarase,  njilo,.  lo  .actuado  con  posterioridad  al  mismo,  reponién- 
dose las  Vosas  al  estado  que  tenían  antes  de  dictarse,  formando  sobre 
todo  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamiento ,  al  tenor  de  lo 
dispuesto  $n  los  artículos  837,  839  y  siguientes  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil ;  y  qué  por  auto  de  28  del  repetido  mes  de  Agosto  se  de- 
negó la  reposición,  así  como  ía  sustanciadon  del  artículo  : 

Reliando  qneí  interpuesta  por  Villegas  apelación  del  auto  de  28 
de  Agostó»  le  fué  admitida  en  un  efecto,  entregándosele  en  28  de  No- 
viembre la  compulsa  para  la  resolución  de  la  abada  : 

Resultando  que  seguido  el  juicio,  el  Juez  dictó  sentencia  de  remate 
en  8  de  .Diciembre  siguiente:  que  interpuesta  apelación  por  Villegas, 
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y  Seguida  jí  Instancia  ,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  prgnnwjtf 
sentencia  en  10  de  Abril  último  ,  confirmando*  poo  iú  costar  la 
apelad*:5    '    "  '  *- ' '     ''  '     '         '     '     '         '  ..     .  V. 

Resultando  que  j^or  el^Procuradjor  49  D,,  José  Vülpgaa  &&  presentó 
escrito  en  12  ¿e^brih  en  cuvodia  se  le habla  notificare  1^  sentencia, 
exponiendo  que,  mandados  reponer,  los  autos  al  estado  de  prueba  por 
ejecutoría  de  15  de  Marzo  ty'Uhpo,.  debiau,  devolverse  aquellos  para  «) 
cumplimiento;  pidiendo  al  propio  tiempo  q/je^ppj:  el  Escriban?»  0ft 
Cámara,  que  asistió  aí  acto  de  la  Vista  se,  certificase  qué  en  él  habla 
hecho  el  Letrado  la  referida  solicitud:  .  «   .  . '  \ 

Resultando  qpe  Vill^  interpuso  Recurso  de  casación  Awdado  en 
las  causas  4."  y  6.a  del  an,  Í^13  de  la  Ley  de.  Enjuiciamiento  civjl, 
porqpe  ,ejecu  loriado  ,én  el  raqi?  depurado  sobre  recibimiento  aprueba 
al  decidírsela  apelap^  interpuesta  por,  Villegas  que  el  pleito  s¿  re- 
cibiera nuevamente  á  aquel  trámite,  „$ia  él  se  bahía  dictado  ¿eutencifi 
y  expuso  qu%  procedía  la  admisión  del  recursa  porque  la  reclamación 
de)  vicio  aparegW  tanto  en  la  segunde  como,  en  la  primera  instancia 
toda  vez  que  dio  lugar  á  uu  recurso  que  la  Sala  había  fallado;  y  por 
un  otrosí  pidió  sé  pusiera  .certificación  de  la  ejecutoria  dictada,  eq  el 
ramo  separado  sobre  denegación  de  prueba;     «.>,., 

Resultando  que  puesta  la  compulsa  á.que  se  referí»  Villegas,  apt* 
rece  que  sustanciada,  en  forana,  la  apeláojon  quq.habia  interpuesto  deí 
auto  de  S8  dé  Agosto  de  186$ vla  mencionada  Sala  tercera, /pqrjwp* 
tencia  de  15  de  Marzo  próximo  pasado,  lo  revocó  eu.  cuarto  por  # 
se  denegáis  la  reposición  del  de  %  del  mismo  mes  de,  Ago^,  con- 
firmándole en  la  parte  en  quq  declamaba  no  haber  lugar  á  sustancia? 
el  articulo  previo,  y  maqdó  se  devolviera  la  compulsa  al  Juez  dp  pri- 
mera instancia  para  que,  reponiendo  Los  auto*  al  estado  que.  teaia^  et 
día  de  la  presentación  del ;,  escrito  que  se  bulto  por  presentado, 
en  el  referido  día  24  de  Agp¿ot  proveyese,  el  mismo  con  arreglos 
derecho.  ».  -»?:<.  ,  •,  »i 

T  resultando  que  dicha  Sala  tercera,  por  providencia  de  27  de  Abril 

último,  de  la  que  Villegas,  apjjló  para,  ame  esta, Tribunal  Supremo; 

denegó  la  admfciQn  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  raiismo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Mútfstro  D.  Pascual  Boyar*!.    ,    * !;  >.  : 

Considerando  que  en  los  recursos  de  casación  que  se  fundan  reo 

las  causas  que.  taxativaroeftta  dfftermtaa  el  arL  1.^18  de- la  hbp  de 

Enjuiciamiento  civil  es  requisito  indispensable  para  su  admisión  que 

concurran  las  cuatro  circunstancias  que  prescribe  el  1.085,  disponiendo 

la  última  que  la  omisión  ó  falta  que  se  cometa  en  el  procedimiento 

debe  reclamarse  contra  ella  en  la  forma  prevenida  en  el  1.019,  con 

la  modificación  que  establece  el  siguiente  1.020  de  dicha  ley: 

Considerando  que  conforme  ft  estas  dos1  últimas  disposiciones  debe 
pedirse  la  subsanacion  de  la  falta  en  la  instancia  en  que  haya  tenido 
Jugar»  y  en  la  siguiente  si  ha  sido  en  la  primera,  &  menos  que  no 
U.  22 
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fort^  tantío  pós/biltoaíi  de  hacer  Iá  reciaiüacíón  en  ,1a  segunda, 
tmtéfi  HÍ6  ia  qué  procede  lk  ádmístÓti  del  recurso  sin  el  expresado 

^SdétaU*»  t]ae  sí  feieS*  sí  fcá  fcamplídb  en  lk  pHatert  Instancia 
rfff  Wifté  dü  t¡.  José  tilicas  con  él  Recepto  letal  Mel  art.  1.W9  en 
miM  mtíló  Tetfb&cíoh'  é*  iriiferpwsb  IÑspiies  el  recurso  fle  alzada  úoíi- 
SKliSLp*  d<¡  la  ühifetía  #  solicité  él  Alllttto  d.a 
Mhtl  &tt  tiracticiitfa,  no  resulta;  «iM  embargo;  8*  autos  qué  hiciera 
^KEr^M  objetó  M  M  tHttünHl  subíMÓY  «brilttté  la 

traaa»tf iffssA™  s? « w*¿  **»  .*■***  fj**- 

•»*<  Wiétó  'V  «WWa>rÍÍ  eli  dttécnó  part  los  eteetbs  de!  árt.  l.flM  W  re- 
•  &5«tfnW<M  plante  aséfeütó  hilMf  hVcHoéli  Ül  ¿Moftlft  vista, 
So  pddb  tfeoirtirlk  pbr  éscritb  en  los  ♦dnlgfttaw  ata»  que  me- 
(MüMñ  tfeádé  qué  ffeta^d  ejfcbdtortá  en  la  pléfcá  separada  sobre  broebi 
Mslft «Wé  «Ú  íáWheipkl  s¿  dicto  feenténda  frellhluvft.  nfr  resurta  Jus- 
tMMAW  «ert^fánW  rPctóniatróh  en  W  mil&ehcia  consignada  por  ME* 
Wb*hó  áé  títáara»  Virtud  dfc'hUhdato  del  trlbfltniK         * . 

-  Wiftínos  a»e  *»««<*  confirmar  y  confirmamos  cbtf  las  feos  ds  e 
,«r  pelado  Jue  dictó  Iá  MA  tercia  de  ¡Si,  Audiencia  de  torito  en 
If  Se  ftWll  tfeí  fcoffiente  «Ib,'  *ór  el  que  denegó  el  recurso  tíé  cisa- 

3fe  mtWMo'V*  d:  M  Villegas  i •«*««•:  )r  d2"S¡vansl,ob|)>anH,ridl 

¡«Rtil'fcrtnéfflA  con  lk  tt»rtihc¡rc¡bh  correspondiente  para  H>  qué 

«5  fe*  la «ibMiA «fftüiR*.  pk-sihdbSé  ál  éíectd Ja*  top'lks : Ato**¡M 
M  HrbítíneWtódí .  ttand*mds  y  fttmaliibS.^Sébástta|ri  dbnArttí !  Han- 
SwwSSil  feprtt-OlifttM  Marfil  de  BaSuk-luó^Ahtbhid  Gdtl6r«í 
As  lltft  Wos.üyúah  Jlinenei  Caéhck.aÉMahÜel  León. 

'  LfciafcC  v'ftiiblícttdk1  ftí6  lk  precédate  sentencia  pdV 'H  tttinb:  é 
J»»  0.  Mri.il  Ba*arrl.  htatatfb  ^'«  »J" JJ 
gomia  del  Tribunal  Supremo  de  Justtóla,  «ItWo  «á*  P 
¿a  la  misma,  «sn  al  día  dé  hoy,  de  due  certifico  cbrilb  Bscribfcfttí  de 

A4«na#4 

Madrid  86  dtí  Oálubfe  «fe  18é«.=»bgelt«  WlhMlfez  MMteJj 
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CA&áCNHf.— SALA  rtMOl 


Cctftanfo  m  r*  camai*. — Sentencia  de  27  Octubre  9  decla- 
rada no  kaber  tuar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Frttai»  Pife  r  Pife  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segun- 
da le  b  Awfimeu  de  Barcelona,  en  pleito  con  la  raxoo  social 
hmátr  hermano*. 

El  tai  coasncamos  sé  establece  : 

Qei  b  tomtcniáo  en  um  toñlroio  et  frjf  pora  tos  coafrqytato. 

Ba  Hi  tifia  de  Madrid,  I  77  de  Octubre  de  1W9,  en  los  autos  que 
m  el  Tribual  de  Comercio  y  en  la  Sata  segunda  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  ha  seguido  la  razón  social  Aletander  hermanos  con  Don 
FraadKo  Paig  y  tnig ,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato ;  autos 
pndieale*  ante  líos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  S  de  Enero  de  1869  dictó  la 
referida  Sala  z 

leanltantie  que  por  acta  notaHAI  de  19  de  Julio  de  1S6I  Ya  socie- 
iad  Aletander  hermanos»  haciendo  mérito  de  qne  en  contrata  de  9t 
deüetabré  de  lttfv  celebrada  con  la  sociedad  Constans  y  compafifa 
jará  edústróceión  de  bombas,  se  babia  estipulado  deber  encargir  los 
Oftúftábs  et  tainfmum  dy  1M  para  incendios  y  900  de  las  de  poto  A 
tilrlecidn  dorante  efcda  año,  y  qué  M  precio  Seria  pagado  en  el  acto 
le  f#lwr  algoiia  remesa  de  bombas  por  el  valor*  que  representasen; 
i  ((tífe  nó  chtbpllétídolo  así  tos  compradoras  Confetans  %  podrían  Ale- 
tander hermanos  proceder  á  la  venta  de  dichas  bombas  qu<*  tuvieran 
en  eoiMtrurtlbn  al  faltar  I  Id  estipulado,  por  el  precio  que  les  con- 
tftilfcM,  abbhándoles  lá  diferencia  &i  la  Venta  no  cubría  el  precio 
léórdaddi  ó  éritregándo  Aiéxandfef  A  los  tonstans  \i  diferencia  de  mfts 
ti  0or  fccafoáé  Conseguía  mejor ;  y  que  hablan  puesto  &  bu  disposi- 
ción II  bombas  de  incendio,  núm.  i.*,  y  avisftdole  que  tenian  en 
edfidtffléctdtt  90  firis,  también  dé  incendios,  y  materiales  acopiados 
p*M  tal  objeto  por  valor  de  9.000  tí u roa  ftóro*imadam¿nte;  requirió 
I  dichos  Constrtfls  y  fcompaltfa  pifa  que,  o  retire  las  19  bombas  de 
incendió,  liúta;  1.*,  pagando  feri  til  acto  su  Vfalor  de  1.860  duros,  A  cuyo 
hfl  cbhdescetidia  eñ  enerarle  Hito  dias,  0  tbvlert  de  lo  rontrnrio  por 
htfchfc  la  intimación,  y  entendiera  que  habla  llegado  el  en  so  de  poder 
Aleunder  hermano*  ^ásarl  lá  Venta  ton  arregló  á  ctihtrato,  según 
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lo  realizaría  luego  de  trascurridos  los  diez  días,  no  sólo  de  dichas  11 
bombas,  sino  también  de  las  otras  SO  en  construcción  y  de  los  indi- 
cados materiales  acopiados,  para  que  en  defecto  de  cumplir  ó  asegu- 
rar y  garantir  que  cumplirla  con  el  mínimum  anual  de  encargo  esti- 
pulado, consintiera  la  inmediata  rescisión  de  la  citada  contrata  para 
lo  sucesivo,  y  para  que  raconoctétt  que  fes  estaba  debiendo  350  duros 
por  saldo  de  cuenta : 

Resultando  que  D.  Ernesto  Constans  contestó  ai  requerimiento:  que 
por  no  tener  recursos  de  clase  alguna  le  era  imposible  dar  cumpli- 
miento á  la  contrata;  debiendo  además  añadir  qué. por  haber  cedido 
el  privilegio  en  31  de  Diciembre  do  1863  á  D.  francisco  Puig  y  Puig. 
se  consideraba  como  libre  <}el  espresado  compromiso  por  haber  avi- 
sado su  existencia  al  mismo  Puig  y  haber  dejado  en  su  poderla  contrata: 
Resultando  que  puesto  esto  por  Alexander  hermanos  en  conocimiento 
de  Puig,  les  contestó  éste  que  se  oponía  á  que  procedieran  ¿  la  ena- 
jenación de  las  bombas,  así  como  á  adquirirlas  por  su  cuenta ,  pues 
en  su  lugar  y  caso ,  si  no  llegaban  á  un  avenimiento  ,  evidenciaría 
ante  los  Tribunales  que  niel  contratoque  celebraron  con  Constans 
les  daba  derecho  á  construir  tales  bombas,  ni  el  mismo  Constans  per- 
mitió que  las  construyeran : 

Resultando  que  posteriormente  el  D.  Francisco  Puig  y  Puig,  por 
documento  privado  de  16  de  Agosto  de  1864,  que  ha  reconocido  como 
legítimo,  expresó  quo  para  desvanecer  enteramente  los  disgustos  en- 
tre él,  como  cesionario  del  privilegio*  de  las  bombas  sistema  Pelpech, 
y  Alexander  hermanos.  Ingenieros  constructores  do  máquina*,  sobre 
derechos  que  afirmaban  tener  estos  para  vender  33  bombas  de  ex- 
tinción de  incendios  de  aquel  sistema,  en  virtud  de  contrata  que  para 
la  construcción  de  las  mismas  hablan  celebrado  con  D.  Ernesto  Cons- 
tans y  compañía  en  21  de  Octubre  de  1869,  y  que  éí  les  negaba  por 
haber  adquirido  de  Constans  el  privilegio  de  las  bombas  sin  obliga- 
ción de  tener  que  atender  tal  contrato  ni  otro  alguno,  hablan  convenido: 
l.0    Que  D.  Francisco  Puig  y  Puig  se  hará  cargo,  de  la  conformidad 
que  se  dirá,  de  las  32  bombas  que  para  extinción  de  incendios  úni- 
camente tienen  existentes  en  su  taller  Alexander  hermanos,  en  el  es- 
tado siguiente:  12  del  núm.  1,  concluidas,  las  que  tomará  desde  luego 
á  razón  de  125  duros  cada  una,  y  los  satisfará  con  tres  pagarés  de  500 
duros  cada  uno  á  los  vencimientos  de  tres,  seis  y  nueve  meses  desde 
esta  fecha :  de  las  restantes  20  bombas,  esto  es,  10  del  mismo  sistema 
número  1  y  10  del  núm.  2,  que  no  están  terminadas,  se  hará  cargo 
D.  Francisco  Puig  y  Puig  cuando  las  necesite,  avisando  coa  la  «oportu- 
na anticipación  para  que  puedan  terminarse,  pagándolas  cuando  las 
reciba  á  razón  de  125  duros  cada  una  las  del  núm,  1,  y  de  150  daros 
cada  una  las  del  núm.  2;  bien  entendido  que  si  -pasase  un  dia  mis 
de  un  alio  y  medio,  á  cantar  desde  boy,  sin  haberlas  pedido*  lo  seri 

forzoso  recibirlas  y  pagarlas  ata  dilación  ajguaa> 
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l9  fr.  francisco  Puig  y  Puig  acepu  el  artículo  que  precede  en  lo* 
das  sus  partes,  y  promete  cumplir  lo  que  &  él  corresponda;  bien  en* 
tendido  que  Alexander  hermanos  le  corresponder- n  y  dan  desde  abara 
sa  más  cumplida  garantía  respectó  ala  bondad  de  los  materiales  de 
las  32  bombas  para  extinción  de  incendios  de  que  se  trata  y  de  su 
perfecta  construcción,  y  que  coando  les  pida. alguna  de  lasque  no 
están  concluidas  dentro  del  tiempo  fijado»  les  serán  entregadas  en  ej 
término  de  seis  bombas  por  mes, 

V  Alexander  hermanos,  loando  y  aceptando  el  artículo  anterior» 
ponen  desde  luego  &  disposición  de  Don  Francisco  Puig  y  Puig.  para 
que  las  retire  y  baga  de  ellas  el  uso  que  bien  le  parezca,  todos  los 
modelos  de  bombas  y  demás  accesorios  que  de  su  propiedad  existen 
eo  sus  talleres ,  y  según  constan  de  una  lista-inventario  firmada  por 
los  mismos  con  fecha  21  de  Noviembre  de  1863,  y  que  le  fué  endo- 
sada por  D.  Ernesto  de  Constans  con  Gacha  2  do  Enero  del  corriente  año: 
i.*  Quedando  estipulado  que  D.  Francisco  Puig  y  Puig  se  bará  cargo, 
mediante  las  condiciones  arriba  dichas  de  las  bpmtas  empegadas  por 
Alexander  hermanos,  estos  declaran  á  su  vez  que  ae  abdican  de  to- 
dos los  derechos  que  les  hubiese  conferido  el  contrato  celebrado  con 
Don  Ernesto  Constans  y  compañía  en  SI  de  Octubre  de  1862 ,  sin  que 
en  adelante  construyan  más  bombas  del  sistema  Delpecb,  objeto  del 
privilegio  de  Puig  y  Puig,  á  no  ser  mediante  aviso  y  orden  de  éste 
con  los  pactos  que  mutuamente  se  estipulen. 

Resultando  que  en  11  de  Setiembre  de  1864  Alexander.  hermanos 
entregaron  á  Puig  y  Puig  un  modelo  de  bomba  núm.  2,  de  incendios, 
toda  completa ,  compuesta  de  16  piezas ;  y  después  en  28  del  mismo 
mes  cinco  bombas,  núm.  3,  con  sus  recipientes,  todo  completo  y 
nuevo ;  un  juego  de  modelos  de  bombas  de  incendios,  núm.  1.,  com- 
puesto de  14  piezas ,  todo  completo ,  y.  dos  cajas  de  Noyó,  correspon- 
dientes al  juego  de  bombas  núm.  8»  que  estaba  ya  en  poder  de  Puig; 

Resultando  que  por  acta  notarial  de  24  de  Marzo  de  1866  el  Don 
Francisco  Puig  y  Puig  requirió  u  Alexander  hermanos  para  que  dentro 
de  tercero  dia  pusieran  á  su  disposición  las  20  bombas,  10  del  nú- 
mero 1  y  10  del  núm.  2,  ofreciendo  por  su  parte  hacerles  cumplido 
pago  de  su  valor ;  en  la  inteligencia  que  de  no  verificarlo,  le  reclama- 
ría daños  y  perjuicios :  , 

Resultando  que  á  este  requerimiento  contestaron  Alexander  her- 
manos en  26  del  mismo  mes ,  que. varias  veces  habían  invitado  i  Puig 
para  que  les  facilitase  los  modelos  necesarios  á  fin  de  concluir  las 
máquinas  que  reclamaba  y  entregárselas,  sin  que  pudiese  conseguirlo 
á  pesar  de  que  á  ello  venia  obligado  por  haberlo,  así  prometida;  y 
que  por  consiguiente  era  visto  que  el  requerimiento  era  un  acto  me- 
ditado y  malicioso»  por  ctjantó  no  era  siquier»  presumible  que  los  in- 
dustriales, á  no  haber  mediado  la  expresada  causa ,.  hubieran  querido 
tener  estéril  el  capital  que  representaba  el  material  de  las  20  máqui- 
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ñas  que  estaban  por  acabar  y  privarse  del  lucro  que  su  entrega  pu- 
diera reportarles;  por  lo  cnal  le  requerían  á  su  vez  para  que  pasados 
tres  meses,  que  era  el  lleta po  que  se  Consideraba  indiápptisable  para 
hacer  los  modelos  que  él  no  había  querido  entregar  y  concluir  las 
máquinas,  las  recibiera  y  satisficiese  su  importe;  y  para  el  ca*0  de 
negarse  á  ello,  protestaban  reclamar  daños,  perjuicios  y  costas: 

Resultando  que  después  de  otras  contestaciones  habidas  entre  am- 
bo*, la  razón  social  Alexander  hermanos  dedujo  demanda  en  lí  (Je 
Agosto  de  dicho  año  de  1866  pidiendo  que  se  condenase  á  D,  Fran- 
cisco Pnig  yPuitfen  haber  de  recibir  20  bombas  para  extinguir  in- 
cendios, construidas  según  el  sistema  Delpech ,  á  saber:  10  dei  nfi- 
torero  1  y;  las  otras  10  del  núm.  2 ;  y  en  haber  de  pagar  en  él  acto  de 
la  recepción  por  todas  ellas  lá  cantidad  de  2.750  duros,  que  era  )<f 
que  resultaba  estimando  las  del  núm.  I  á  razón  de  125  duros  cada 
una  y  las  del  núm.  2  á  razón  de  150  duros  cada  una,  con  los  inte- 
reses légales  desde  el  dia  26  de  Junio  de  aquel  año ,  y  con  ¡as  coscas 
causadas  y  que  se  cansaren  hasta  la  total  recepción  y  pago  de  dichas 
10  bombas;  para  lo  cual  alegó  que  habiéndose  obligado  Puig  á  reci- 
bir las  20  bombas  dando  aviso  anticipado  para  que  le  fueran  entrega- 
das ft  razón  de  seis  al  mes  durante  el  año  y  medio  primero  $¡guienu 
al  16  de  Agosto  de  1864,  y  trascurrido  este  término  cuando  Alexan- 
der hermanos  quisiesen  entregarlas,  era  evidente  que  en  virtud  de) 
pacto  convenido,  debía  ser  competido  3  la  recepción  y  pago  de  las 
20  bombas,  para  lo, cual  tra$currido  el  afio  y  medio,.  <J  sea  en  2f  de 
Junio  de  1866,  le  requirieron  ^lexnnder  hermanos:  que  en  ningqnf 
parte  def  contrato  se  había  estipulado  que  estos  debiesen  tener  son- 
üluidafc  fas20  botabas  que  Pufg  se  comprometió  .1  recibir  dentro  del  año 
y  toedio,  durante  el  cual  le  era  facultativo  pedirlas  ó  no;  pues  antes 
al  contrario,  el  contrato  manifestaba  que  la  obligación  de  recibirlas 
finido  dicho  afio  y  medio  se  estipuló  A  favor  cíe  Alexander  hermanos, 
y  para  acotar  una .  obligación  que  habría  podido  dejar  de  venir  á 
término  si  de  una  manera  indefinida  hubiere  quedado  á  la  libre  vo- 
luntad de  Pulg  el  pedir  ó  no  las  bombas ;  y  que  por  lo  tanto,  dejando 
á  un  lado  el  que  Alexander  hermanos  trascurrido  dicho  año  y  medip 
'podían  entregarlas  cuando  quisiesen,  era  imposible  inferir  del  con- 
trato que  después  de  aqnel  plazo  empeorase  su  condición  ;  y  siendo, 
pues ,  cierto  qué  Alexander  hermanos  antes  de  finir  el  contrato  y 
cuando  Puig  les  pidiera  las  20  bombas  no  tenían  obligación  de  darlas, 
sino  á  razón  de  seis  al  mes ,  de  modo  que  si  las  hubiera  pedido  el 
15  dé  Febrero,  víspera  del  dia  eñ  que  finó  el  afio  y  medio,  Alexander 
hermanos  habrían  cumplido  entregándoles  18  por  todo  el  dia  J5  de 
Hayo  y  las  oirás  dos  por  todo  el  dia  25  del  mismo  mes,  era  Visto  que, 
en  la  hipótesis  más  favorable  para  Puig,  habiendo  pedido  las  20  bom- 
bas el  dia  2i  de  Marzo  á  Alexander  hermanos,  á  razón  de  seis  cada 
mes,  no  tenian  obligación  de  entregarle  más  de  18  por  todo  el  dia 
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8S  de  Jqnip,  y  las  otras  dos  por  todo  el  día  5  del  inmediato  Julift;  y 
habiéndole  Aíexander  hermanos  ofrecido  tod^s  80  bombas  el  día  $6, 
de  Junio  de  1 86^  v  era  visto  que  sé¿un  ía  ley  del  coútíjato  Pui$  yJtuty 
estaba  oblfgkdo'á  recibir  y  pagar  )as  26  bombas  qué  él  fiidíó  j  que 
Alexander  hermanos  pusieran  á  su  disposición:  que  Puffl  perdió'  el 
derecho  dte  pedir  las  bombas;  y  pun  cuaijdo  lo  hubiera  copservfldof 
debía  dar  á  Alexander  hermanos  el  término  para  eRtregarl^s,  ¿  razón, 
de  seis  bombas  al  mes ;  obligándoles  por  líítimo  la  ,ley  de)  cpntratp  i 
recibirlas  ,  tanto  por  haberlas  pedido  y  baberl.e  sido  puestas  i  *&ú  d¡sr, 
posición  dentro  de  tres  meses  y  Antes  de  Unir  el  total,  plazo  gue  ^ie~ 
xander  hermanos  podiaij  tomarse,  cuantp  que  estos  pojdiap  entregár- 
selas trascurrido  el  año  y  medio  en  I?  épo^a  que  ellos  quisieran;  y 
qne  áuri  prescindiendo  de  todo,  Afex$nd/?r  Jiernianos  habcfyil. cum- 
plido su  compromiso,  y 'Pulí?  debería  recibir  y' pagar,,  las  bombas  "|í 
pesar  de  haber  trascurrido  tres  mesrs  desde  el  día  qué  las  pidióhasta 
el  en  que  fueron  puestas  á  su  disposición ,  porque  aún  podrían  ha- 
ber dejado  de  entregárselas  sin  que  por  esto  pe  hubiere  extinguido  la 
obligación  qué  él  tenia  de  recibirlas  y  pagarlas ,  pues  p^ra  Ale*an- 
der  hermanos  era  moralmente  imposible  construir  las  bombas  según 
el  privilegiado  sistema  Del pech  sin  tener  H  su  dispqsipioq  los  mode- 
los y  demás  accesorios  para  acabarlas  gue  Puig  había  rqtí'raijp  y  no 
habla  querido  entregar:  . 

Resultando  que  D.  Francisco  Puig  y  Puig,  eñ  su  coñtestacibqi  pre- 
tendió que  se  le  absolviese  de  la  demanda,  declarando  á  la  vez  que 
le  competía  el  derecho  que  le  atribula  el  art.  363  del  Código  de  Co- 
mercio, bien  para  pedir  la  rescisión  del  pontrato  de  ty  de  Agosto  de 
1661,  bten  para  reclamar  indemnización  de  perjuicios;  con  cuyo  fln 
expuso  que  resultaba  como  hecho  capital  que  al  año  7  medio  dej 
contrato  de  16  de  Agosto  de  1864,  ó  sea  en  16  de  Febrero  de  1$66, 
él  sé'  había  Impuesto  la  obligación  de  recibir  las  bombas,  y  este  pla- 
zo no  poiia  Alexander  hermanos  agravársele,  dilatándolo  indefinida- 
mente, porque  era  hacer  depender  por  completo  de  su  vqlqntad  el 
cumplimiento  del  contrato,  io  cual  prohibía  la  ley:  que  eran  Ineludi- 
bles los  plazos  fijados  para  el  cumplimiento  de  una  obligación ,  no 
siendo  válidos  los  Indefinidos;  y  «que  por  ello,  aun  en  el  supuesto 
evento  de  que  el  contrato  de  16  de  Agosto  hubiese  omitido  precisar 
la  época  en  que  Alexander  hermanos  hablan  de  entregar  las  botabas 
despue*  de  trascurrido  el  año  y  medio,  él,  para  no  dejar  indefinida 
su  obligación  de  recibirías ,  tenia  el  derecho  de  reclamarlas  y  Ale- 
xander hermanos  la  de  entregárselas  6  los  diez  dias  de  trascqfridp 
dicho  plazo:  que  cuando  el  vendedor  no  entregase  los  efectos  Vendi- 
do» al  plazo  que  convino  con  el  comprador,  podia  éste  pedir  la  res- 
cisión del  contrato  6  exigir  la  reparación  de  perjuicios  que  se  le  si- 
guieran por  ta  tardanza:  Ifiie  aunque  el  comprador  de  unos  efectos 
rehusase  sin  justa  causa  su  recibo,  sólo  competía  al  vendedor  sotiqj- 
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lar  ta  rescisión  déla  venta  ó  de  exigirle  el  precip,  poniendo  los  efec- 
tos $  disposición  de  la  Autoridad  judicial  para  que  proveyese  su  de- 
pósito por  cuenta  y  riesgo  del  comprador;, y. que. por  lo  tanto, .t&un 
lomada  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  de  los  adversantes,  y  su- 
poniendo que  á  ¿1  no  le  asistiese  fondadísimo  motivo  para  kacer  uso 
cjel  derecho  alternativo  que  le  concedía  el  art.  363  de  la  Ley,  Alezaoder 
hermanos  habían  faltado  al,  deber  que  la  misma  les  imponía  respeeto 
al  depósito  Judicial  de  las  bombas  desde  el  dia  en  que  las  rehusó 
Puig,  ó  cuando  menos  desde  la  promoción  d?  la  demanda: 

.  Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes'  articularon 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Tribunal  de  Comercio 
en  10  dé  Junio  de  1868,  la  cual  en  el  particular ,  objeto  dpi  recurso, 
confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  en  5  de  Enero  de  1869, 
condenando  á  D.  Francisco  Puig  y  Puig  en  haber  de  recibir  las  10 
bonpbas  de  primera  y  10  de  segunda  clase,  sistema  privilegiado  Del" 
pecb,  qu^  Alexander  hermanos  le  ofrecieron  entregar,  dentro  de  los 
tres  meses  en  el  acto  del  requerimiento ,  en  lugar  del  mayor  plazo 
que  tenían  de  seis  bombas  por  mes »  y  en  haber  de  pagar  en  el  acto 
de  la  recepción  á  dichos  actores  la  cantidad  de  5.500  escudos*  según 
ajuste,  con  los  Intereses  legales  desde  el  dia  de  la  demanda: 

Resultando  que  contra  este  folio  interpuso  Puig  y  P.ujg  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidas: 

l.4  La  doctrina  repetidamente  consignada  por  este  Supremo  Tribu- 
nal en  sentencia  de  15  de  Enero  de  1866,.  de  que  «los  contratos  legí- 
timamente establecidos  deben  entenderse  llanamente  según  sus  pala- 
bras, cuando  de  su  natural  inteligencia  no  resultan  obligaciones 
absurdas  &  imposibles;»  por  cuanto  no  consideraba  Puig.  que  se  hu- 
biese, interpretado  llanamente  el  art.  2.°  de  la  contrata  de  16  de  Agosto 
de  1864,  dando  á  la  frase  pías  qpe.no  estén  concluidas,»  el  sentido 
de  rías,  que  no  estuviesen  construidas,»  porque  aparte  (le  emplear  d 
verbo  «construir»  por  el  de  «concluir,»  se  cambiaba  totalmente  el 
tiempo  del  verbo  auxiliar  que  en  el  contrato  estaba,  en  presente  de.  Indi- 
cativo ,y  en  la  sentencia  se  ponia  en  tiempo  indeterminado,  de.sub- 
juntivo;,  dando  á  la  elocución  semejante  diferencia  un  sentido  distinto» 
pprque  suponía  qne  las  partes  pactaron  previniendo  el  caso  de  que 
las  bombas  ¡no  estuviesen  concluidas  dentro  del  plazo  fijado,  siendo 
así  que,  lejos  de  prever  tal  evento,  se  partió  del  principio  de  que 
sin  pasar  un  solo  dia  mas  •  el  contrato  se  llevarla  á  cumplimiento  al 
vencer  el  plazo  de  año  y  medio: 

%:  los  artículos  259  y  363  del  Código  de  Comercio,  puesto  que  no 
ppdia  tenerse  á  Puig  por  despojado  del  derecho  que  en  su  concepto 
le  asistía  para  reclamar  el  cumplimiento  en  el  preciso  término  que 
se  $eQald,  y  no  en  otro  más  gravoso»  &  utilidad  y  elección  de  Alelan- 
der  germanos. 

Y  3/  El  párrafo  primero  del  art.  365  del  propio  Código ,  el  cual 
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lulortfta  ai  Vendedor  dalos  efectos  á  exigir  el  precio  estipulado  cwan- 
do  «1  comprador  rehusase  sin  justa  cansa  el  recibo  de  ios  efectos 
que  compró,  exponiéndolas  á  disposición  de  Ja  Autoridad  judicial 
para*  que  provea  su  depósito  por  cuenta  y  riesgo  del  comprador;  y  al 
prevenir  la  ley  semejante  depósito ,  opinaba  Puig  que  -se  habla  pro* 
puesto  hacer  constar  la  existencia  real  y  positiva  de  los  efectos  ven- 
didos hasta  de  la  material  tenencia  de  ellos»  pues  seria  absurdo  que 
-tratándose  de  géneros  y  efectos  de  comercio  se  pudiesen  uti rizar  por 
el  que  los  vende  durante  todo  el  tiempo  de  un  litigio,  y  á  pesar  de 
ella  cobrase  los  intereses  del  precio  estipulado ;  y  que  otro  de  los 
propósitos  que  pudiera  haber  tenido  la  ley  era  el  de  prever  las  con- 
secuencias  de  la  destrucción  de  la  mercancía,  asi  como  el  de  acre- 
ditar sus  calidades  al  tiempo  de  ofrecer  la  entrega  al  comprador,  y 
esta  última  circunstancia  era  para  Puig  muy  interesante;  pueá  aun: 
supuesta  la  obligación  de  recibir  las  bombas  por  ser  legittma  la  in- 
terpretación dada  al  contrato,  existían  términos  hábiles  para  que  ale- 
gase dentro  del  litigio  todas  las  excepciones  por  defectos  de  cons- 
trucción que  en  aquella  tal  vez  se  notasen ,  mientras  que  ahora  s* 
veía  obligado  á  promover  una  segunda  reclamación  sobre  el  particu- 
lar, con  evidente  perjuicio  de  sus  intereses. 

Resultando  que  en  este  Supremo  Tribunal  adicionó  Puig  como 
motivos  de  casación  que  la  sentencia  infringía :  ■  •       * 

1/  El  contrato  de  16  de  Agosto  de  1864,  que  es  la  ley  de  las  partes 
en  este  negocio.  .  .    ; 

9:*  El  párrafo  segundo  del  art.  863  del  Código  de  Comercio,  Vjue 
es  el  que  realmente  quiso. citarse  ante  la  Audiencia,  y  no  el  párrafo 
primero,  como  con  equivocación  se  dijo  al  interponer  et  recurso. 

•/  . Bl  art.  372  del  mismo  Código  de  Comercio,  que  partiendo. del 
supuesto  de  que  el  contrato  quedase  encerrado  en  su  afrt.  1/  en  lo 
que  se  referia  á  fijar  los  derechos  de  la  razón  social  Alexander  her~. 
manos,  no  le  concedía  otro,  después  de  trascurrido  año  y  medio,  que 
el  de  tener  á  disposición  del  vendedor  dentro  del  término  de  veinti- 
cuatro horas  los  efectos  sobre  que  el  contrato  versaba ;  porque  la 
Sala  sentenciadora,  al  convertir  en  ampliaciones  del  derecho  de  los 
demandados  las  limitaciones  que  á  este  mismo  derecho  quiso  poner 
Puig  en  el  art.  2/  de  dicho  contrato,  no  sólo  infringe  éste,  sino  que 
no  tiene  en  cuenta  que  para  la  eventualidad  que  ha  ocurrido  no  era 
necesario  pactar  plazo  cuando  existia  la  citada  disposición  del  Código 
de  Comercio. 

Y  i.°  El  art.  252  del  mismo,  que  exige  que  aun  en  la  hipótesis  de 
que  hubiera  habido  rigurosa  duda,  se  decidiese  en  favor  del  de- 
smandado. 

-  Yistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Fernando  Pérez  de  Rozas. 

Considerando  que  siendo  la  cuestión  objeto  del  debate  la  genuina 
interpretación  del  contrato  celebrado  entro  los  colitigantes  en  16  de 
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Agoteto  de  1864,  y  por  el  que  D.  Francisco  Puig  quedó  facultado  para 
reclamar  Jas  bombas  que  habían  de  concluir  Alefcander  hermanos 
«cuando  la»  necesítase  aquel,  avisando  con  la  oportuna  anticipación 
dentro  del  año  y  medio,  *  cortar  desde  aquel  dia;  pero  siéndole  for- 
soso  recibidas  y  pagarlas  sin  dilación  alguna  si  pasado  dicho  término 
no  fos  hubiera  solicitad*)*  »         ,  '   *  »■ 

«Considerando  que  alendo  recíprocas  las  obligaciones  y  derechos 
que  se  desprenden  naturalmente  de  aquella  estipulación,  era  faculta- 
tivo en  Puig  reclamar  oi  artefacto-  hasta  el  afio  y  medio,  pero  forzoso 
eL  recibirlo  pasado  dicho  plajo;  pues  que  de  otto  modo  quedarla 
perjudicado  Aie*ander  en 'iap. expensas  que  hubiera  'tfecho  y  materiales 
invertidos  para  la  teraainkcioii  de  las  bombas,  siendo  estos  ios  tnrin- 
eipios'  que  han  servido  de  base  ai  dictar  la  ejecutoria,  cuya  casación 
se  solicita,  y  sin  que  por  consiguiente  pueda  decirse  se  hayan  infrin- 
gido laa  leyes  y  doctrinas  citadas  en  apoyo  del  recurso; 

Fallamos»  que  dcfaejnos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  ai 
recurro  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Puig  y  Puig,  á  quien 
condenadnos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  A  odien  o  ia  de 
Barcotoha  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  so  publicará  en  fa  £ao#fa  de 
Madrid  é  insertará  en  la  CeUceicn  legitiat&a ,  pagándose  al  efecto  Jas 
copias  necesarias,  lp  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos-áeMaorlcio 
García.—José  María  Cáoeres.^Laupeano  de  Arripta.=»Yalentia  Garral- 
da.^Prancteco  María  de  astilla. «José  María  Haro. —Fernán do  Feret 
de  Rozas. 

Publicación: 

Letya.  y  publicada  fué  la  abnfte&cia  anterior  por  el  Jlmo.  Sr.  Don 
Fernando  Parea  de  Aozas ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia ,*  estando  celebrando  audiencia  pública  te  Sala  pFimera  del  mis- 
«o «  el  dia  de  hoy  •  éa  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de 
dicho  Soprano  Tribunal. 

Madrid  87  do  OcUtbie  de  a8fl».=t*Menisio  Antonio  de  Puga. 
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APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  9B6UWOA. 


•    •  i         i  ■ 


Piensa  pop.  j»obws.— Sentencia  de  %1  de  Ocluiré,  í#itárj)MjMjq 

.  el  áulo  apelado  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcéfo- 

oa.  denegatoria  de  la  admira  del  recurro  de  chelee  ínter.: 

fye^topQr  D.  Antonio  Artigas  y  coqsorfes,  en  pleito  con  pon 
uaa  jQarsí  y.  el  Ministerio  fiscal. 

En  sus  consjperandos  se  establece: 

Que  contra  la  providencia  en  que  se  deniega  una,  prutha  &n 
segunda  instancia,  prqcede  el  recurso  de  casación;  pero  asta  se 
entiende  en  su  paso  y  lugar,  fcgun  Ig  dispone  expresamente  cf ar- 
tículo 872  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  ft*7  de  Octubre  de  1869,  en  los  ators  que 
apte  Nos  petíden  en  virtud  *de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  dé 
primera  instancia  del 'distrito  de  Palkclo  de  la  ciudad  de  ftatcelona  y 
en  la  Sal*  tercera.de  la  Audiencia  del  misino  territorio  jtór'D.  Antoñíoi 
Pona  Dolores  y  V.  Juan  Artigas  con  ti.  luán  Carsí  y  «I  tftnlbtertb'  Ba- 
ca! ,  sobre  defensa  por  pobre :    *  ;    •  " 

Resultando  qué  deducida  demanda  eJetartiVa  ^of  D.  Jfran  Carsí 
centra  los  esposos  D.  Antonio  y  Doffa  Dolores  Artiga* ,  pretendieron 
estofe  se  les  defendiera  eti  concepto  de  jtobre^  que  fcrma*>  ramo  se- 
parado, y  sustanciado  por  sus  frftfrrítes  sin  que  por'  ftirtgufta  de  M 
partes  se  propusiera  prueba ,  el  Juez  dictó  sentencia  en  1*  dé  Agtoto 
de  1888,  declarando  no  "haber  lugar  á  otorgar  á* ios  consorte*  ffcijo 
Artigas  la  defensa  por  pobre:  " 

Resultando  que  admitida,  la  apelación  Interpuesta  por  los  testigos, 
se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia ;  y  al  evacuar  la  instrucción 
que  se  les  confirió,  expusieron  que  no  habían  poditio  faáHzbr  eh  pri- 
mera instancia  la  plena  justificación  de  pobreza  por  hallarse  ausente 
el  D.  Antonio,  y  en  virtud  de  las  facultades  que  concede  el  art.  191 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  solicitaron  se  recibiera  á  prueba  el 
incidente  de  pobreza  : 

Resultando  que  seguida  la  instrucción  para  con  D.  Juan  Carsí  y  el 
Ministerio  fiscal ,  se  llamaron  los  autos  á  la  vista  sobre  el  nuevo  in- 
cidente, y  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  A  de  Fe- 
brero último,  declaró  no  haber  lugar  á  recibir  los  autos  ¿  prueba: 

Resultando  que  D.  Antonio  Artigas  y  consortes  interpusieron  desde 
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luego  y  sin  esperar  recayese  la  sentencia  sobre  el  incidente  apelado 
de  pobreza,  recurso  de  casación,  fundado  en  la  causa  cuarta  del  ar- 
tículo 1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  y  que  la  mencionada 
Sala ,  por  auto  de  22  del  repetido  roes  de  Febrero ,  dei  que  aquellos 
apelaron 'para'  ante  4stb  Tribunal  Supremo  f  decían)  m  b^ber  logar 
por  abora  á  la  admisión  dei  recurso. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  Jiménez  Cuenca. 

Considerando  que  .contra,  la  providencia  en  que  se  deniega  nna 
fcrqeím  ?n  pegunda  instancia,  procede  el  recurso  de  casación ;  pero 
éstos  se  entiende  en  $ú  cato* y  lugar ,  según  lo  dispone  expresamente 
eí  art.  tfn'de.Ia  Ley  de.  Enjuiciamiento  civil :    ,  '  . 

'  Considerando  que  el  que  se  ha;  interpuesto  en  estos  autos  tío  viene 
en  esa  forma,  puesto  que  en  vez  de  esperar  á  que  recayese  la  sen- 
tencia definitiva  del  incidente  de  pobreza  que  se  estaba  sustanciando, 
para  introducirlo  se  ha  hecho  desde  luego ,  es  decir  fuera  de  lagar, 
inoportuna  y  por  consecuencia  ile galmente*: 

T  considerando  que  al  denegar  la  admisión  de  ese  recurso,  impro- 
cedente por  lo  prematuro,  la.  Audiencia  d$  Barcelona  se  ha  ajustado 
á  la  ley ; 

,,  Fallaqio?,:  que  debemos  confirmar  y  cop firmamos  con  las  costa»  el 
quto  apelado,  que  en  22  de  Febrero  última  dictó  la  Sala  tercera  de,Ía 
Aqdicncia^e  Barcelona,  á  1*  que  se  devuelvan  las  actuaciones  con  la 
certificación  correspondiente. 

..  ,A?í  por  eeta,  ¿íyestra  sentencia,  que  se  publicará,, en  la  GacetQ  del 
Gobierno,  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará 
á  su  tiempo  en  la  CoUpeion,  bgülatm ,  pasándose  al  efepto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ftripaipos .^Sebastian  Gon- 
zález Nandin.~Pascual  Bayarri.=Manuel  María  de  Basualdo.=Antonío 
Gutierre*  da  tos  Rlos.=Juan  Jiménez  Cuenca. 

Publicación: 
,    Leída  y  publicada  fué  la  precedente. sentencia  por  el  limo.  Sr*  Aon 
Juan  Jiménez  Cuenca,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
de.Jpsticia.  celebrando  audiencia  publica  ja  misma,  en  el  dia  de  boy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara.. 

,.  Madrid  37  de  Octubre  de  1869.^Bogelio  González  Montes. 
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Muíste  violenta  de  un  militar.— Sentencia  de  27  de  Octubre 
decidiendo  á  favor  del  Juez  de  primera  instancia  d«l  dietrila 
de  la  Universidad  de  Madrid  la  competencia  promovida,  entre 
el  mismo  y  el  Juzgado  de  Guerra  de  ia  Capitanía  general  de, 
Casulla  la  Nueva,  acerca  del  conocimiento  de  to  causea  íQslrujda. 
con  motivo  de  la  muerte  violenta  de  D.  Balbioe  Cortés  y  Pérez» 
Capitán  del  regimiento  de  Cantabria. 

•  .  > 
En  les  considerandos  se  establece:  :■•,■•■ 

1.*  Que  según  los  buenos  principios  y  doctrina  constante  dk 
este  Tribunal  Supremo  ,  ¡a  Jurisdicción  ordinaria ,  como  fuente  y 
origen  de  las  demos,  es  la  única  competente  para  cotfocer  de  todos 
los  negocios  chiles  y  criminales,  Ínterin,  de  un  modo  indubitado,  no 
aparezca  que,  ya  por  razón  de  la  cosa  ó  de  la  persona,  cprrest 
pondo  á  una  privilegiada. 

2.a  Que  por  los  decretos  de  0  y  51  de  Diciembre  de  1368, 
sancionados  como  leyes  en  19  de  Junio  de  1869,  no  se  da  fuero  ó 
las  militares  cuando  son  ofendidos,  sino  cuando  estando*  en  activo 
servicio*  cometen  ellos  algún  delito  no  exceptuado  en  dichos  decretos* 

« 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  t86f ,  en  la  competencia 
que  ante  Nos  pende»  promovida  entre  el  Juez  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la;  Universidad  de  esta  capital  y  el  Juzgado  de  Guerra 
de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva,  acerca  del  conocimiento 
de  la  causa  instruida  con  motivo  de  la  muerte  violenta  de  D.  Balbinp 
Cortés  y  Pérez,  Capitán  del  regimiento  de  Cantabria : 

Resultando  que  en  5  de  Agosto  último  falleció  en  su  casa-habita-* 
clon,  según  parece  por  suicidio,  D«  Balbino  .Cortés  y  Pérez,  Capitán 
de  la  cuarta  compañía ,  tercer  batallón  del  regimiento  infantería  de 
Cantabria ;  y  que  instruidas  diligenoias  por  el  Juez  eje  primera  ins- 
tancia y  el  Juzgado  militar,  se  promovió  la  presente  competencia^  re- 
mitiendo uno  y  otro  á  este  Tribunal  para  su  decisión  sus  respectas 
actuaciones; 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  Universidad 
alega,  para  sostener  su  jurisdicción»  que  el  delito  ha  podido  perpe- 
trarse fuera  de  los  actos  del  servicio  por  razón  del  lugar ;  ¿ignor^a- 
doso  quién  sea  la  persona  responsable,  no  «abe  duda  que  el  ¿u*a  or- 


$S0  TRIBUNAL  SÜtafttO  BE  JUSTICIA. 

dínario  tiene  toda  la  suma  de  atribuciones  para  inquirir  y  perseguir 
á  los  que  puedan  resultar  culpables;  y,  que  según  la  disposición  del 
artículo  1.*  del  decreto  de  6  de  Bietembre  de  1868 ,  sobre  unificación 
de  fueros,  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  única  competente  para  co- 
nocer de  los  dejjto}  <WWPe*  fwpetidp*  por  los  a(qrad03  de  Guerra 
aunque  se  hallen  en  activó  servicio  :  '  ' 

T  resultando  que  el  Juzgadq  de  Guerra  expone  ,  en  apoyo  de  su 
competencia,  que  el  referido  decreto  de  6  de  Diciembre,  en  su  art.  1.% 
«tfffiftty  t,  ¿tabotdhia  ti  filero  brdirtarlo  él  oofaotíltaieMó  de  loa  flagé- 
ele** éwtoütes  y  éíftminÉiies  de.  lófe  é toradas  de  Guerra»  y  Marina  de 
ftfdáé  dlfe&  fetlfedcté  del  servicio,  y  de  los  de  *tfs  tftftjei**,  hijos  y 
tífafóéf,  fatifaqttó  &tóQ  feíi  eI  *ctit0,  le  que  sigotflea  qué  Ib»  ««iteres 
éá  actividad  puedan  aotriecldod  fijos  Jueces  natura  Jes,  lo  qrié  Vfenfe  & 
tfétértiíiüaf  él  defereto  taftedltío  por  el  Ministerio  dé  la  «uérfa  en  31 
del  referido  toes :  que  las  diligencias*  practicadas  6n  averiguación  de 
la  muerte  del  Capitán  Cortés  evidencian  que  en  el  suceso  no  tuvieron 
participación  terceras  personas,  ni  pudo  ser  previsto  pbt  nádlé  pftrá  im- 
{¿dlrlo ';  y  que  irátáhddsé  de  un  Individuo  sajettf  á  la  Jurisdicción 
tbllítar,  páFéde  que  *ólo  t  éstrt  compete  conocer  de  16  raWtívb  á  la 
|>é#tórttlidaa  de  ¿tjüel ,  reservando  ai  idez  ordinario  lo  que  po*dá 
«fetítór  si  acaso  á  terceras  personas,'  y  16  perteneciente  á  \á  herencia 
ttttaa*  ó  intestada  del  finado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  O.  MaftliM  León. 

Átaalíerttido  qné,  ^bgdrí  jos  buenos  principios  f  doctrina  c&ns- 
tatitéde  este  Tribunal  Supremo,  la  jurisdicción  ordinaria  como  ftefite 
t  órfyéh  dé  faádertms,  éé  M  úbieá  competente  para  conocer  dé  todds 
m  tíégocW»  Mvlleá  jr  Criminales,  ínterin  dé  un  toodd  inddWtádb  rio 
aparezca  que,  ya  por  razón  de  la  cosa  ó  de  la  persona,  corresponde 
I  tihá  privilegiad á  : 

tónsidé>ahtfd  qué  pbi1  los  decráos  de  6  y  áí  de  bícietnbfe  Alá 
ktid  áhteriür,  sáhbionados  fcoino  léyeá  eri  19  dé  Juhib  dé  este  año,  rio 
•kS  dá  fueM  á  ios  ifallitaréá  cüarido  son  ofendidos,  sino  btiáfldd  estan- 
có éh  activo  iervlcid,  cqmeieti  Míos  .algún  delito  tío  exceptuado  en 
dicho  decreto:  '  . 

t  fatasidérando  qtié  éh  el  Hecho  íjue  há  niollvadó  el  pfésfentb  conr 

lljrjtb;  ni  de  laá  diligehdiás  del  Juez  dé  primera  instnnfcia  ni  de  Jas 

IttstroiÜas  jtoh  el  Invado  de  la  Capitanía  general  rfesuiía  flue  algún 

'frillltiii  éh  a^tivb  servicio  tritrierá  en  él  participación  directa  rti  ihdihetá; 

Fallamos  ijtté  el  cdhocimleritd  dé  esta  causa  cWé^ondé  ai  Juez 
ñé  {Jfttoera  iffstórieiá  tíe!  distrito  dé  la  Universidad  dééstá  Capital}  át 
que  se  remitan  unas  y  otras  diligencias  para  que  proceda  édtí  arreglo 

A3í  prJr1  MUÍ  htíestra  fcenténclli  ,  que  se  publicará  en  lá  teeitoie 
frálNJ;  dentfó  dé  los  tres  dtofe  suplentes  al  de  su  fecha,  é  insertará 
t  *t  itetripft  feto  la  OMtei át  tyMartfc*  t  pasftttilcfeé  al  efecto  lab  é^ías 
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necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fi  roíamos. K&ebaptiap  Go%: 
zalét  Nandin.==  Pascua/  Jtajrarrl=pMaqqel  María  Je  Basw|Wo,a»Aito- 
nio  tí^ierrez  de  lo^  JliQfl.=r=AMinuel  Le^n.  / 

f ubíicacioq ;     ...  i  i  ...    .€  ,      •  .  í   :     . 

Leída  y  publicada  fué  la  precédeme  seqftncía  pa?  el  Ilota.  Sr.  bof 
Manuel  León  v  Ministro  fia  lq  §alg  yeguada  d4*  Tribunal  Suprema  4f 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma*  en  al  dia  do  hoj,  4% 
que  certifico  como  Escribano  de  CátpQra*     .,:/,- 
,    Madrid  «7  de  Octu^e  de  lft69,=P9geliQ  qowaíea  Montean 

Iftii.  85. 
CASACIÓN.— SÁLÁ  PRIMERA. 


Tercería  de  poiiiitio,— Sentencia  de  29  de  Ootubre  *  declarando 
np,  ha^r  lugar  al  recargo  de  casación ,  interpuesto  por  Don 
Jaime  Sodas  contra,  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  loe  curadores  testamen- 
tarios del  menor  D.  Juan  Cesta  y  Cases. 

*    • 
.En  Iqs  considerandos  se  establece : 
A  .*.    Que  la  leu  en  materia  de  testamentos  es  la  explícita  y  ma» 
üt fiesta  voluntad  de  laj  testadores*        .  ^  , 

2.  Que  asi  los  padres ,  comq  Jambien  Jas  abólos  y  iqsta  I04 
extraños,. pueden  libremente  nombrar  guardadores  á  m  rrunore^ 
de  ídajdi  á  áuienef  instituyen,  legaq  ó  apnant 0&tfM  porción  dt 
sis*  viepeis  disponiendo  de  ellos  y  aplicándolos  en  la  fnánera  quq 

júzaújm  más  oportuna.  t  >%„   .  '     ,  V      ...  .  . 

o*  f)ue  si  bien  el  úiúfrübtó  de  tales  bienes,  que  constituyen  e\ 
pefnsUo^e  lp%  menores,  pcrteneúfi  por  regty  general  al  padre*  su 
ofyem  factitivo  es  la  alimentación,  educación  y  provecho  delmof 

f*ieró  cei'ay  no  tiene  lugar  puánda  á  elfo  se  oppne  lá  vptup'tad  del 
fytádór,  proveyendo  taxativamente  de  quardador  á  su  heredero  y 
(físpokiétiMcl  módó  ,íj  forma  en  que  debe  invtrHrse  la  herencia:  , 
,  !.•*    Que  no  pupden  ser  hfrinaidas  por  tímj  sentencia  ley  be  ni 
méHrftias  que  son  inaplicables  al  casó  del  pleito. 

•  fitr  fa  ViliÜ  d0  Madrid ,  á  «*  cié  Octubre  de  ÍKÍ,  eh  los  kutos  (}né 
éb  £t  íhigadó  de  primera  instancia  del  distrito  de  Paláclb  y  eú  Id  $al¿ 
Segunda  He  la  Aúttifendá  de  Barcelóüa  han  seguldtí  loa  cutadbréd  tés- 
táSfétiWflds  del  menor  D.  Juan  Costa  y  datas  con  D.  Jaime  Sócfas,  so- 
flfé  terWHá  de  dominio  con  respecto  8  los  alquileres  de  tina  caSá;  au- 
ftti  pttMtehU*  afaté  fto»  «a  iihtxá  dé  técáráB  de  casación  ihtér¿ué*tó 
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«     ■ 

por  Sodas  contra  la  sentencia,  que  en  12  de  Noviembre  de  1868  dictó 
la*  ifMMÜr-tata  t  •  /  <  .         . 

RésBUtiDdo'tffce  D.  fo&  Costa  ,  en  Juicio  (eonclltatorio  te' VI  de 
llano  de  1856,  siendo  demandado  por  D.  losé  María  Álegrih'al  pagó 
de  160  duros,  se  convino  en  satisfacérselos  por  entregas  mensuaiéi  de 
10'fiurósr<lü¿rieúdo  q«e  en  caso  dé  faltar  á  alguna  de  ellas  pudiera 
procederá  ejeeutfvametote  por  el  todo  que  entonces  réstase,  é  hipote- 
cando tí  efecto  las  dos  casas  <jue  poseía  en  la  calle  de  la  Orden  :dei 
pueblo  de  San  Andrés  del  Palomar: 

Resultando  que  por  haber  hitado  Costa  á  lo  convenido,  entabló 
Alegrin  procedimientos  ejecutivos  para  el  pago  de  3.200  rs.  y  costas, 
y  en  su  consecuencia  se  embargaron  y  fueron  después  rematadas  en 
18  de  Julio  de  1857  á  favor  de  D.  José  Torra?,  por  la  cantidad  de  22.522 
reales,  las  dos  mencionadas  casas  calle  de  la  Orden  de  San  Andrés 
del  Palomar:         '  •' '  •  '        •'  '"   '        '    '    .'"-'   ' 

Resultando  que  después  de  dictada  en  dichos  procedimientos  sen- 
tencia de  remate,  y  antes  de  que.  éste  tuviera  lugar,  el  ejecutado  Don 
José  Crista;  por  escritura  de  -16  de  Febrero  de  1857,  vendió  á  D.  Jaime 
SottasUís  «ásaá  referidas  por  la  cantidad  de  2.268  libras  catalana^,  y 
en  sátistacfckm  de  las  1.700  libras  que  le  adeudaba  según  escrituras  y 
para  pagar  á  otros  acreedores :         ■  ! 

Resultando  que  entablado  por  Socías  pleito' de  tercería  contra  el 
D.  José  María  Alegrin,  y  separado  el  rematante  de  las  casas.  Dejóse 
Torras  de  la  proposición  que  tenia  hecha  para' que  él  remate  quedase 
sin  efecto,  transigieron  aquellos  su  pleito  por  escritura  dé  20  de  Ju- 
lio de  1861,  estableciendo  que  el  D.  José  M*rfe  Alegrin,  medíame  la 
entftga  de  200  duros  que  le  hacia  Socías,  cediá  y  trasferiá  i  éste  el 
crédito  que  él  redamaba  de  D.  José  Costa  en  el  juicio  ejecutivo  cita- 
do, en  capital  é  intereses ,  constituyéndole  al  propio  tiempo  en  Man- 
datario suyo  para  que  lo  exigiese  y  cobrase  del  deudor,  ejercitando 
para  ello  la  acción  correspondiente,  y  prosiguiendo  en  todo  .tjempó  el 
expresado  juicio :  * 

Resultando  que  en  29  de  Noviembre  de  1862  falleció  D.  Juan  Pa- 
blo Costa',  padre  del  ejecutado  D.  JosS ,  bajo  el  testamento  que  tenia 
otorgado  en  1$  de  Setiembre  de  1860 ,  y  en  el  qué  declaró  que.  su 
ti  i  Jo  José  se  h,allahá  satisfecho  de  sus  derechos  legitimarios  ,  pater- 
nos ,  maternos  y'  demás  que  pudiese  pretender  en  sus  bienes;  que 
legaba  á  su  mujer  Camila  Costa  y  Torras ,  durante  su  vida  natural, 
habitación  franca  en  ef  segundo  piso  de  la  casa  que  poseía  en  la 
calle  de  Tallera  en  Barcelona,  el  uso  (le  todos  Jos  bienes  de  su  per- 
tenencia y  jademás  la  pensión  de  4  r*.  diarios,  que  debería  pagarla, 
sty  heredero,  por  trimestres  anticipados :  que  en  todos  los  otros  sus 
bienes  y  derechos  dejaba  y  nombraba  por  heredero  á  su  nielo  Juaa 
Casas,  hijo.de  su  hijo  José;  con  la  obligación  expresa  de  mantener 
A  su  padre ,  ep  el  caso  de  imposibilitarse  para  ganar  la  subsistencia 
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6  que  lp  necesitase  por  cualquier. otro  motivo;  y  que  púa  el  cna  de 
norirei  otorgante ,  bu  heredero  fuese  menor  de  edad,  Je>nombraba 
par  euradorés  á  Mariano  £osta  y  navarro  y  4  Juan  latrin  y  £ errar, 
adviniéndoles  que  en  caso  de  encargarse  de  la  curaduría»  era  su  v*> 
Jomad  que  después  de  pagados  los  gaatos  necesarios  del  menor  y  la 
pensión  á  su  esposa,  procurasen,  guardar  los  alquileres  6  réditos  de 
su  casa  á  fin  de  hacer  un  fondo  para  pagar  los  legados  jqoe  dejaba, 
de  modo  que  se  pudieran  satisfacer  sin  imponer  obligaciones  en  ufa** 
gana  finca:  «.  •  ,» 

Resultando  que  D.  Jaime  Sodas,  como  subrogado  en  los.darti* 
cfios  de  D.  José  María  Aiegrin  ,  prosiguió  los  procedimientos  ajeen* 
tivos  incoados  por  éste  contra  D.  José  Costa ,  pidiendo  el  embargo 
de  bienes  suficientes/  á  cubrir  los  160  duros  de  sus  créditos  y  las 
costas  causadas  y  que  se  causaren  hasta  el  total  y  efectivo  pago»  sienr 
do  á  instancia  del  mismo  embargados  los  alquileres  de  la  casa  nüme* 
rt>  8  de  la  calle  de  Tallers ,  procedentes  de  la  herencia  de  D.  Juan  . 
Pablo  Costa,  padre  del  ejecutado,  á  excepción  de  los  correspondientes 
al  piso  segundo:  •    *  •: 

Resultando  que  con  tal  motivo  los  curadores  del  menor  D.  losé  Costa 
y  Casas  promovieron  en  5  de  Mayo  de  1861  demanda  de  tercería,  pidiendo 
que  se  alzase  el  embargo  que  pesaba  sobre  los  alquileres  de  la  casa  de 
dicho  menor,  administrada  por  sus  curadores,  condenando  al  D.  Jáiine 
Socías  al  pago  de  las  costas  é  indemnización  de  perjuicios  causados;*  y 
para  ello  alegaron  que  por  auto  Judicial  de  3  de  Octubre  de  1864  se 
habia  señalado  la  mitad  del  producto  líquido  de  la  finca  para  alimen- 
tación y  educación  del  menor  Juan  Costa  y  Casas,  mandando  á  los 
guardadores  qne  depositasen  la  otra  mitad  líquida  en  la  caja  de  pro- 
vincia para  qne  tuvieran  cumplimiento  las  disposiciones  del  testado? 
su  abuelo :  que  según  este  mandato  judicial,  el  Juan  Costa  y  Casas  t 
como  heredero  de  D.  Juan  Costa,  su  abuelo,  podia  consumir  la  suma 
de  69  duros  664  milésimas ,  que  era  la  mitad  de  la  renta  líquida  del 
inmueble  que  constituía  toda  la  herencia ;  estando  además  gravada 
con  la  pensión  vitalicia  á  la. viuda  y  con  multitud  de  legados  que 
arruinarían  la  finca  si  no  se  observara  religiosamente  la  prevención 
del  testador,  cuya  voluntad  debía  ser  cumplida :  que  el  hijo  debía 
alimentos  á  su  padre ,  pero  no  pagar  las  deudas  que  hubiese  con- 
traído, y  nadie  podia  dar  más  de  lo  que  tenia;  y  que  quien  como  Don  . 
José  Costa  estaba  completamente  arruinado  en  sus  intereses,  asi  cbmo 
precisado  á  subsistir  de  un  jornal  precario  y  &  recibir  alimentos  de 
su  hijo  menor,  no  podía  dedicarse  á  la  administración  de  intereses 
de  terceras  personas,  ni  tampoco  fiársele  su  custodia  y  guarda  en  ma- 
nera alguna : 

Resultando  que  D.  Jaime  Socías  ,  en  contestación  ,  pretendió  qne 
se  declarase  no  haber  lugar  á  dicha  tercería  de  dominio;  y  que  se 
le  absolviese  de  la  demnnda,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y 


A 
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ftt  puttb  de  toáa*  le*  costas  é  lo*  caradora*  del  mebor  Man  0**Wí 
héarldflder>e4puésfo  al  efeeft*r«qoe  el  dominio  de  ios  rédito»  de  la  casi 
dé  qilé  se  murta  pertenecía  ai  deudor  B.  Joaé  Cosía  *  ptdife  M  bfr» 
rédete  ittasty  éú  virtud  del  asafrueto  cine  de  dleb*  ¿asa  le  centola 
W  te>v  y  na  ¡podía  habar  otro  dueño  de  dicho  rédito  ó  atqeUerai 
Adiestrad  existiere  el  expresado  uenfir eclo  i  que  tas  spfKenciás¿  en  leí 
jefe*  der  Jf rtediecion  voluntaria  .  eran  variables  y  raodificablea  <  ele 
qris  nanearan  ejecutoria ,  ps¿  oooqo  tatnpoeo  podían  perjudica?  á  Uk 
que  do  intervinieron.,  cual  sucedie  con  D.  Jaime  Socíaa  ni  D.  Jeaí 
0orta,  padre  dé  d|ob¿  menor,  en  el  expediente  en  qae  se  diaoeriftó  el 
eatgp  *  stis  eatadone*,  batiéndose  á  su  favor  et  señalamiento  de  ati* 
(ttesU*  que  Me  mencionaba  en  la  demanda : 

HpsoMánd*  qae  atesada  la  rebeldía  al  ejecutado  B>  José  flesaa,  y 
praotiaqdas  las  prunas  que  las  partes  articularon,  dictó  sentencia  el 
ton  de  primera  instancia  en  11  do  Enero  de  1858,  y  queeonflrafóls 
gald  sefttffeda  de  la  Audiencia  en  12  de  Noviembre  del  teísmo  año»  air 
aandd  el  embarga  de  loa  alquileres  dd  la  tiesa  del  menor  Juan  flosta 
y  Casas,  los  cuales  quedarían  á  disposición  de  sus  curadores  D¿  |U-r 
llUíd  Goita  y  D.  haktí  BstrJO : 

Insultando  que  oontra  este  fallo  iuterpusá  el  D.  Jaime  Sqciaa  re* 
edita  de  cdsaoion,  pitando  come  infringidas : 

1/  Bl  capítulo  1/  de. la  Novela  117  del  Emperador  Justtniano»  se* 
gqn  la  euai  no  podía  privarse  a)  padre  del  usufructo  del  peculio  ad- 
yentleio  elnooea  palabras  expresas  y  en  forma  de  condición;  por  euante 
se  estimaba  el  alzamiento  de  |  os  alquileres  déla  eesa*  no  obelante  que 
formaban  pándelos  bienes  adventicios,  de  ouyp  usufructo  se  privaba 
ai  4ofté  C?eM  W  el  testamentos  habiéndose  ademas  prescindida  de  1q 
disp»e#|oen  q|  art*  %U  de  le  Ley  de  Qnjuieianiionte  civil,  como  requisita 
pw&Clat  para  eaoflcdr  el  Objeto  de  w  litigio,  puesto  que  los  terceros 
Monitores  ijebiaq  justificar  el  doraioip  de  los  Mepta  embarcados,  y  ni 
Miuierft  babmn  interpuesto  ia  correspondiente  acción  reivindicatoría. 

Y  8/  1*  ley  39,  Digestp,  D$  vtrb.  $ig*ifical.  <  y  el  párrafo  dé$i<9** 
^llulo  13  i  libre  1/  de  las  Iiistituaie&es.  >  el  pérnafe  teraero  del  mis- 
pe  titulo  y  libro ,  y  la  ley  8/,  tit.  16 ,  Partida  |.\  por  cuanto  se 
gppcedia  en  Ja  sentencia  personalidad  á  los  que  se  titulaban  curado- 
res del  hijQ  de  familia  Juao  Costa,  sin  embargo  de  vivir  el  padre  de 
6etq,  José  Costa. 

Yjstos ,   siendo  Ponente  el  Ministro   Q.  Fernando  Pérez  de  Bozas. 

Considerando  que  la  ley  en  materia  de  testamentos  es  la  explí- 
cita y  manifiesta  voluntad  de  los  testadores  : 

Considerando  que  así  los  padres,  como  también  los  abuelos  y  hasta 
los  extraños,  pueden  libremente  nombrar  guardadores  á  los  menores 
{U  eftffd,  i  quienes  institqyen,  legan  ó  doqan  alguna  porción  de  sus 
tyepeti,  disponiendo  de  pilos  y  aplicándolos  en  la  panera  que  juaguen 


Considerando  que  si  bien  el  usufructo  de  tales  bienes  que  consti- 
tuyen el  peculio  de  los  menores  perfeig ce  por  regla  general  al  padre, 
su  objeto  exclusivo  es  la  alimentación,  educación  y  provecho  del  hijo; 
pero  cesa  y  no  tiene  la p^t  fufraclo  4  el>q  w  aponp  la  voluntad  del 
testador,  quien  taxativamente,  como  en  el  caso  presente ,  proveyó  de 
guardadores  al  nieto  y  heredero ,  y  dispuso  el  modo  y  forma  en  que 
flJthjtra  invertirle  la  berawia : 

*  Y  considerando  que  ei  padre  del  menor  ( cuyos  derechos  eiclu*- 
fíTpa  i  personales  de  patria  potestad ,  Se  pretende  ejercitar  en  su 
flpmW  y  «oqirji  su  voluntad  , )  implícitamente  los  J)d  renunciado 
II  adherirse  en  el  juicio  á  las  pretensiones  deducidas  por  loa  cura- 
dores de  su  hijo  ;  siendo  por  consiguiente  inaplicables  las  leyes1  y 
doctrinas  que  se  suponen  infringidas  y  han  sido  citadas  inoporiu- 

Bantfpte; 

Fallamos»  que  deberpos  declarar*  y  declaramos  no  haber"  lugar  al 
recurso  de  casación  interpqesto  por  D.  láirqe  9ocia*>  á  quien  conde- 
namos pn  las  costas  y  á  la  pérdida'  de  la  cantidad  por  que  prestó 
cancioq,  la  que,  caso  de  haoerse  efectiva *  se  distribuirá  con  arreglo 
á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con 
|a  certificación  correspondiente* 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  puhlicará  en  la  Caceta  de 
Madrid,  fi  insertará  en  la  Qpltccion  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesaria^,  lo  pronunciamos»  mandamos  y  flrraamos.=Mauri- 
tio  García .=José  M.  Cáceres.=rrLaureano  de  Arrieta.=VaIentin  Gar- 
ralda.**FrancisGO  María  de  Castüia.«=rJo.aquín  Jaumar.=Fernando  Pe- 
fez  de¡  Rozas. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  adterior  por  limo.  Sr.  Don 
Fernando  Pere»  de  Hozas,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, e^tapdo  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mis- 
ino, fJ  dlft  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de 
dicho  £upremo  TribupaL 

Madrid  29  de  Octubre  de  18<9.=Díonisio  Antonio  de  Puga. 
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Restitución  de  bienes.— Sentencia  de  29  de  Octubre ,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Silvestre 
Yilas  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  la  Corulla,  en  pleito  con  Domingo  García  Martínez  y 
otros. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  al  calificar  un  hecho  la  Sala  sentenciadora,  seaun  la  prue* 
ha  testifical  aducida  por  tas  partes ,  usa  de  las  facultades  que  le 

atribuye  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

» 

'  En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Octubre  de  1869,  en  los  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Noya  y  en  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  de  la  Coruña  ha  seguido  Silvestre  Vilps  con  Domingo 
Garda  Martínez,  Antonio  Sancbez  y  Juan  Higuens ,  sobre  restitución 
de  bienes;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  82  de 
Setiembre  de  1868  dictó  la  referida  Sala : 

.  Resultando  que  por  escritura  pública  de  l.9  de  Enero  de  1827  los 
hermanos  Tomás  y  Lorenza  Martínez,  ambos  solteros,  menores  de 
venticinco  afios,  pero  mayores  de  veinticuatro  y  veintitrés  %  sin  estar 
sujetos  á  tutor  ni  curador  alguno,  pues  que  por  sí  se  gobernaban, 
vendieron  á  José  de  Otero  la  parte  que  les  correspondía  en  la  mitad 
.del  cuarto  de  la  arribada  que  quedó  de  Ana  Suarez,  su  abuela,  con 
la  parle  del  terreno  que  estaba  delante,  mixto  con  una  casa  y  terreno 
del  comprador,  en  precio  de  180  rs.  que  del  mismo  recibieron  gn  el 
acto:  .-.''.. 

Resultando  que  la  Lorenza  Martínez  contrajo  matrimonio  en  29  de 
Noviembre  de  1834  con  Bernardo  da  Vila,  y  en  unión  de  éste»  por 
documento  privado  de  4  de  Diciembre  de  1815,  ante  tres  testigos,  uno 
de  los  cuales  ha  reconocido  su  firma,  sin  que  se  haya. procurado  que 
lo  verificasen  los  demás,  vendió  &  María  Martínez  una  pieza  de  tierra 
en  el  Agro  de  Lorrego,  de  seis  concas  de  sembradura ,  en  precio  de 
480  reales: 

Resultando  que  la  misma  Lorenza  Martínez ,  después  de  fallecido 
su  marido  el  Bernardo  da  Vila  en  5  de  Setiembre  de  1854 ,  vendió 
primero  á  la  citada  María  Martínez,  por  medio  de  documento  también 
privado  de  24  de  Mayo  de  1855,  ante  cuatro  testigos,  dos  de  los  cuales 
han  reconocido  sus  firmas,  un  pedacito  de  tierra  berbal  en  el  Agro 


dé  tajares,  de  siete  concas  de  sembradura ,  en  precio  de  160  rs.:  se- 
gando, é  la  misma  María  Martínez  efr  Í0  de  Julio  de  1856,  por  docu- 
mento igualmente  probado  ante  tres  testigos,  uno  de  los  cuales  lo  ba 
reconocido,  un  pedacito  dé  tierra  camposo  en  Castomil ,  de  dos  con* 
«as  de  sembradura;  otra  tierra  hérbal  y  otra  de  atojal  en  la  Granja, 
aquella  de  dos  concas  de  sembradura  y  ésta  de  tres  ferrados,  todo  en 
prttfo  de  86  rs.:  tercero,,  á  Antonio  Sánchez  en  II  de  Julio  de  1856» 
asimismo  por  documento  privado  ante  tres  testigos,  dos  de  los  cuales 
lo  han  reconocido ,  una  ronda  de  molienda  cada  quince  días  en  el 
molino  del  Lourffío  en  precio  dé  SO  rs.:  cuarto,  é  Juan  Miguens  en 
27  de  Agosto  de  1858 ,  también  por  documento  privado  ante  dos  tes- 
tigos que  lo  ban  reconocido ,  un  tojal  sito  en  el  Agro  de  Paso ,  de 
cuatro  ferrados  de  sembradura,  valorado  en  166  rs.,  en  cambio  de 
otro  tojat  perteneciente  á  Juan  Miguens ,  valorado  en  M  rs.,  por  lo 
que  la  Lorenza  recibió  del  Miguens  80  que  resultaban  de  diferencia: 
quinto,  ¿  María  Martínez,  viuda  de  O.  José  de  Otero,  en  18  de  Ju- 
lio de  1859,  por  documento  privado  ante  tres  testigos  que  lo  han 
reconocido,  una  pieza  de  tierra  huerta  con  algunos  frutales  y  una  ca- 
balleriza con  su  fundo,  de  tres  concas  y  medía  de  sembradura,  sita 
eíf  el  Agro  de  Lorrogo,  en  precio  de  216  rs.: 

Resultando  que  por  documento  también  privado  de  26  de  Diciem- 
bre de  1859  ante  dos  testigos  que  lo  han  reconocido,  Benito  Mirón, 
después  de  expresar  que  en  5  de  aquel  mismo  mes  y  año,  por  cédula 
simple  verbal  ante  suficiente  número  de  testigos  le  habla  vendido 
Lorenza  Martínez  la  parte  que  tenia  pro  indiviso  en  el  monte  que 
llamaban  Vlciteíro,  en  precio  de  20  rs.;  y  que  sabido  esto  por  María 
Martínez  y  Gabriel  de  Alio,  le  habían  hecho  formal  depósito  en  razón 
de  parentesco,  y  una  disposición  que  se  decía  otorgada  por  los  ascen- 
dientes de  la  vendedora,  cedió  y  trasflrtó  á  los  mismos  María  Marti- 
nez  y  Gabriel  de  Alio,  con  el  objeto  de  evitar  cuestiones,  todo  el  de* 
techo  y  acción  que  por  virtud  de  la  escritura  otorgada  por  la  Lorenza 
á  su  favor  le  competía,  mediante  la  entrega  que  le  hicieron  de  los  29 
reales  que  él  había  entregado  á  la  vendedora: 

Resultando  que  la  Lorenza  Martínez  falleció  en  16  de  Enero  de 
1860,  expresándose  en  la  partida  de  su  defunción  que  por  su  demen- 
cia casi  habitual  no  pudo  recibir  los  Santos  Sacramentos  de  la  Peni* 
tencia  ni  sagrada  Comunión: 

Resultando  que  en  26  de  Enero  de  1867,  Silvestre  Vilas  y  Martínez, 
hijo  de  la  Lorenza ,  demandó  en  juicio  conciliatorio,  «ntre  otros,  á 
Domingo  García,  Antonio  Sánchez  y  Juan  Miguens  para  que  le  deja- 
sen libres  las  fincas  que  de  la  pertenencia  de  su  madre  estaban  de- 
tentando; y  habiendo  contestado  éstos  qué  se  sujetaban  ¿  entregar  la 
mitad  del  precio  en  que  fueron  compradas  las  fincas  que  legítima- 
mente poseían,  pero  no  á  la  devolución  de  las  mismas,  se  reservó  el 
demandante  usar  de  bu  derecho  en  ¿1  Juzgado  competente; 
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Resultahdd  que  en  sa  virtud  el  Sil  rastre  Vilas  propuso  rfemimdl 
en  8  de  Agosto  del  mismo  aíltf  de  18(17 ,  pidiendo  que  te  condenare  i 
Domingo  Garda,  Antonio  Sánchez  y  Joan  Miguen*  áqee  dejasen,  aol» 
tasen,  devolvieran  y  restituyeran,  con  frutos  y  latimos  rendimiento* 
desde  la  ocupación  de  dichos  bienes  hasta  su  real  y  efectiva  entrega, 
la  mitad  de  los  que  esta  ten  detentando  y  expresaba  el  memorial  que 
producía,  alegando  para  ello  que  era  heredero  de  los  consortes  Bar» 
nardo  Villas  V  Lorenza  Martínez,  sus  padres,  en  unión  de  un  hermano 
fatuo:  que  su  madre  Lorenza,  antes  y  después  del  fallecimiento  de  su 
marido,  estaba  loca  extravagante  en  alto  grado ,  como  lo  Justificaba* 
sus  actos;  y  que  Domingo  García,  Antonio  Sanchas  y  Juan  Miguen*, 
abusando  de  su  estado,  se  hablan  hecbo  y  apoderado  de  los  bienes 
que  la  misma  poseía  y  eonstaba  del  memorial  que  acompañaba ;  que 
las  cosas  signen  á  su  legitimo  dueño ,  y  éste  podía  demandarlas  en 
juicio  del  que  las  detentaba  sin  justo  título  y  cuando  exwttesten  al* 
gurí  o  nulo  é  ineficaz;  y  que  el  Domingo  Garete  y  consortes  carecían 
de  él,  y  si  algnno  tenían  de  la  Lorenza  Martínez ,  no  podía  dejar  de 
ser,  coando  no  falso,  á  lo  menos  nulo  é  ilegal  por  la  incapacidad  de 
la  misma  para  contratar: 

Resultando  que  Domingo  García  y  consortes  en  su  contestación  pre- 
tendieran que  se  desestimase  la  demanda,  con  imposición  de  costas, 
.excepcionando  al  efecto  que  el  Silvestre  Vüas  no  era  el  único  here*- 
dero  de  su  madre,  según  él  mismo  confesaba,  y  que  ésta  jamás  estuvo 
demente  ni  tal  declaración  judicial  pidió  su  hijo,  sin  embargo  de  verla 
vender  sus  bienes :  que  efecto  de  su  estado  normal  les  enajenó  los 
que  constaban  de  las  cédulas  que  presentaban  requisitadas  iegatmente 
en  hipotecas,  unas  con  .intervención  de  su  marido  durante  el  matri- 
monio y  otras  después  que  quedó  viuda:  que  la  circunstancia,  aunque 
se  probase,  de  ser  uno  hijo  de  persona  determinada ,  no  era  por  sí 
sola  bastante  para  suponerse  heredero  de  la  mitad  de  sus  bienes:  que 
la  demanda  de  reivindicación  suponía  el  dominio,  y  aquella  no  podía 
estimarse  si  en  la  demanda  no  so  pedia  la  declaración  del  dominio; 
que  supuesto  el  dominio  de  bienes  en  quien  no  tenia  prohibición  de 
disponer  libremente  de  ellos ,  eran  válidas  las  enajenaciones  que  de 
los  misinos  hiciera,  .sin  que  la  declaración  judicial  posterior  de  Inca- 
pacidad mental  pudiera  tener  efecto  retroactivo*  ni  tal  declaración 
podia  presumirse  sin  que  se  pidiera  en  súplica  formal  ai  Juzgado ;  y 
que  baje  estas  consideraetoaes  1a  demanda  tenia  que  rechazarse  como 
tnj procedente*  temeraria  y  viciosa ,  debiendo  imponerse  al  deman- 
dante todas  las  costas  por  su  notoria  mala  fé: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon» 
j  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cía  en  88  de  Abril  de  1868,  condenando  á  los  demandados  Domingo 
(Sarcia,  Antonio  Sánchez  y  Juan  Miguen*  *  que  dejasen  Ubres  y  A 
disposición  del  demandaste  Silvestre  Vilas  la  mitad  de  las  Ancas  com* 


jasadlo*  en  la  relación  presentada  en  *#tos,  <?on  Jos  frutos,  y  rentas 
producidos  y  debidos  producir  desde  la  detentación  {*#)&  (a  entrega 
de  todas  ¿Ua*,  4  excedían  de  tos  frutos  de  las  4as*rU»s  W  lp*  fla- 
men» 1,  10  y  11  de  ia  referida  relación;  declarando  en  su  conse- 
cuencia nulas,  de  ningún  valor  ni  efecto  las  cédulas  simples  y  escri- 
turas producidas  por  los  demandadas: ' 

Besultando  que  sustanciada  la  apelación  que  estos  interpusieron, 
pronunció  sentencia  1$  Saja  aeflimto  ty  ia  Atx)iericia  en  82  de  Di- 
ciembre de  1868,  revocando  la  apelada  y  absolviendo  de  la  demanda 
al  Domingo  García,  Juan,  Miguens  y  Antonio  Sánchez: 
.  Resultando  que  contra  este  Callo  interpuso  el  demandante  recyr§e 
ife  casación,  citando  cojrio  infringidas; 

V  La  ley  114  y  la  119.  íít.  18,  partida  3.%  ea  cuanto  s<?  atribuía 
fiíerza  y  valor  ¿  las  cédulas  simples  de  venia  frrfcsentaflas  por  los  Re- 
mandados, sin  embarco  de  que  ia  mayor  parte  ^e  ellas  &o  batían 
sido  reconocidas  por  los  testigos  que  las  suscribían. 

T  2/  El  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  era 
criterio  racional  el  desechar  la  praetía  dé  testigos  seguA  y  eji  1|  for- 
ma unánime  ó  casi  unánime  que  en  el  pleito  se  presentaba  con  re- 
lación á  la  locura  habitual  que  desde  el  fallecimiento  de  sú  marida 
labia  padecido  Lorenza  Martínez. 

Vistos,  siendo  Ponente  et  Ministro  0.  losé  María  díceres! 

Considerando  que  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  los  méritos  <tá 
los  autos,  no  ha  desconocido  el  valor  legal  de  los  <Jócu  toen  tos  públi- 
cos y  privados  que  obran  en  ellos,  y  por  consiguiente  no  ha  Infrití- 
gjdo  las  leyes  114  y  ÍJ9,  tít.  18  de  la  Partida  3.a: 

Y  considerando  que  al  calificar  la  misma  Sala  sentenciadora  el 
estado  de  la  capacidad  mental  de  torenza  Martines,  según  los  dichos 
de  Jos  testigos,  ha  usadp  de  las  facultades  que  le  atribuye  el  artícu* 
lo  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  pueda  decirse  qu? 
en  este  punto  haya  Infringido  las  reglas  de  la  sana  cr/tica; 

fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  jio  haber  jugar  aj 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Silvestre  Tilas,  al  qiie  condena- 
mos en  las  costas;  devolviéndose  los  autos 'á  Ja  Audiencia  de  la  Po- 
ruña con  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  qué  se  publicará  en  la  Gaceta  4¿ 
kaétíríd  é  insertará  en  lá  Colección  legislativa,  pasándpse  al  efecto  las 
coplas  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmapaos.=5=Mau- 
ricio  García.=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arricta,=VaIeritín  Gar- 
raída  j=Francí seo  Haría  de  Caslilla.=José  María  Haro.?=Fewando  P,e- 
rez  de  Hozas. 

publicación  : 
-#  Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilqao.  $r.  I)q4 
Jpsé  Btarfa  Cáceres,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  J^stipia,  es- 
Wndo  celebrando  audiencia  pública  U  Sala  primera  del  mismo*  *{ 
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día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho 
Supremo  Tribunal. 

Madrid  49  de  Octubre  de  1869.=Dionisto  Antonio  de  Puga. 

*  "  ■ 

Núk.  85.. 
CASACIÓN— SALA  PRIMERA. 


Petición  be  herencia. — Sentencia  de  29  de  Oclubre ,  declarandt 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fran- 
cisco Aleñar  y  D.  Rafael  Molina  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Mallorca ,  en  pleito  con  Don 
Juan  Ferrer  y  Vert. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1  .*  Que  las  palabras  del  testador  deben  entenderse  llanamente 
y  como  ellas  suenan. 

2.°  Que' les  testadores  deben  decir  paladinamente  el  nombre  y 
sobrenombre  de  las  personas  á  quienes  instituyen  herederos,  o 
designarlas  por  señales  que  no  puedan  ofrecer  duda. 

o.*  Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  doctrinas 
que  son  inaplicables  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Octubre  de  1869,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Inca  y  en  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  de  Mallorca  por  D.  Juan  Ferrer  y  Vert  con  D.  Rafael 
Molina  y  Doña  Francisca  Ana  Aleñar ,  autorizada  por  su  marido  Don 
Juan  Llabrés  y  Pol,  sobre  petición  de  herencia;  pleito  pendiente  ante 
Nos  por  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demanda- 
dos contra  la  sentencia  que  en  6  de  Febrero  último  dictó  la  refe- 
rida Sala : 

Resultando  que  el  Presbítero  D.  Juan  Ferrer  y  Ramis  otorgó  testa- 
mento á  6  de  Agosto  de  1839 ,  instituyendo  usufructuarios  á  su  her- 
mana Juana  María  Ferrer ,  mientras  viviera  sin  contraer  matrimonia 
y  á  D.  Juan  Ferret,  padre  del  testador,  durante  su  vida,  por  partes 
iguales,  disponiendo  después  lo  siguiente :  «Propietario  heredero  mió 
universal  hago  é  instituyo  para  después  de  Jos  usufructuarios ,  y  no 
antes,  ¿  Juan  Ferrer,  alias  Garrober,  hijo  de  Matías,  mi  sobrino,  y 
á  sus  infantes,  á  los  que  él  querrá  de  los  mismos;  el  cual,  si  he- 
redero mió  será  <5  no  será,  y  morirá  en  cualquier  tiempo  sin  infan- 
tes, 6  los  sus  infantes  sin  infantes ,  sustituyo  y  heredera  raía  univer- 
sal hago  á  Juana  María  Ferrer,  mi  hermana,  y  á  sus  infantes,  á  los  qué 
ella  querrá;  la  cual,  si  heredera  mia  será  6  no  será,  y  morirá  en  cual 
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qtiier  tiempo  sin  infantes ,  ó  los  sus  infantes ,  sustituyo  y  heredero  mió 
universal  hago  á  Pedro  Ferrer,  mi  hermano,  y  á  los  suyos  á  sus  li- 
bres voluntades : »  \ 

Resultando  que  este  testador  falleció  en  17  de  Noviembre  de  dicho 
año,  y  el  segundo  sustituto  del  mismo»  su  hermano  D.  Pedro  Ferrer, 
en  22  de  Julio  de  1858,  con  testamento  en  que  dejó  la  legítima  á  su$ 
bijas  Catalina ,  Margarita  y  María ,  nombró  usufructuaria  á  su  mujer 
Margarita  Vert,  que  falleció  en  28  de  Noviembre  del  siguiente  año  dé 
1859,  y  heredero  universal  y  propietario  á  su  hijo  Juan  Ferrer  y  Vert: 
que  el  sustituto  ó  segundo  instituido  Juana  María  Ferrer  y  Ramis,  viuda 
de  Rartolomé  Arrón,  falleció  en  31  de  Marzo  de  1862;  y  el  primer 
hf redero  Juan  Ferrer ,  alias  Garrober ,  en  19  de  Junio  de  1866,  insti- 
tuyendo heredera  usufructuaria  ¿  su  mujer  Doña  Francisca  Ana  Ale- 
ñar ,  y  propietario  á  D.  Rafael  Molina :  ~¡ 

Resultando  que  D.  Juan  Ferrer  y  Vert,  por  sí  y  como  cesionario  de 
sus  hermanas  Dona  Juana  María  y  Doña  Catalina ,  entabló  en  14  de 
Noviembre  de  1867  la  demanda,  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  que 
por  la  muerte  sin  hijos  de  Juan  Ferrer,  alias  Garrober,  habiendo  pre- 
muerto  Juana  María  y  además  Pedro  Ferrer  con  hijos ,  habían  debido 
suceder  los  svyos  de  Pedro  Ferrer,  expresamente  llamados  como  sus- 
titutos para  este  caso,  y  en  tal  concepto  el  demandante,  que  era  sú 
heredero  y  también  su  hijo  y  cesionario  al  propio  tiempo  de  sus  otros 
hijos :  que  el  que  detentaba  unos  bienes  sin  título  ó  contra  derecho, 
no  sólo  estaba  obligado  á  entregarlos  á  su  legítimo  dueño ,  sino  tam- 
bién á  abonarle  los  frutos  podidos  producir  desde  la  detentación;  y  qué 
aunque  la  detentadora  fuera  tan  sólo  la  usufructuaria  Doña  Francisca 
Ana  Aleñar,  era  preciso  que  la  demanda  se  dirigiera  también  contra  el 
heredero  propietario  p.  Rafael  Molina,  porque  ajos  dos  habia  de  obligar 
la  entrega  de  los  bienes  de  que  en  este  pleito  se  trataba;  y  ejercitando 
la  acción  real  que  le  asistía  y  la  personal  que  asimismo  le  competía, 
suplicó  se  declarase  que  por  fallecimiento  de  Juan  Ferrer,  alias  Gar- 
rober ,  habia  llegado  el  caso  de  suceder  el  demandante  en  la  heren- 
cia del  Presbítero  D.  Juan  Ferrer  y  Ramis,  de  quien  aquél  había  sfd¿ 
heredero ;  y  que  en  su  consecuencia  se  condenase  á  DóCa  Francisca 
Ana  Aleñar  á  entregarle  los  bienes  que  constituían  dicha  herencia, 
con  los  frutos  que  hubieran  podido  producir  desde  la  muerte  de  Juan 
Ferrer,  alias  Garrober,  y  á  D.  Rafael  Molina  á.que  concurriera  á 
dicha  entrega  y  la  aprobase,  en  concepto  de  heredero  propietario  del 
último  poseedor,  imponiendo  á  los  dos  el  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  D.  Rafael  Molina  y  Doña  Francisca  Ana  Aleñar  Im- 
pugnaron la  demanda ,  fundados  en  que  el  sustituto  que  premoria  al 
instituido,  habiendo  sido  llamado,  como  en  el  caso  actual,  expresa- 
mente para  el  de  que  éste  falleciese  sin  hijos,  no  podía  adquirir  nin- 
gún derecho  á  la  herencia  ni  trasmitirlo  á  sus. hijos  y  sucesores ;  dé 
lo  cual  se  deducía  que  el  sustituto  Pedro  Ferrer»  padre  del  demán- 
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«Jante,  ni  pudo  adquirir  tal  herencia  ni  trasmitirla  por  haber  premuerto 
ti  instituido :  que  la  palabra  suyos,  usada  ei»  el  testamento ,  no  coa- 
tenia  ana  sustitución  ni  un  llamamiento  directo  del  testador,  sino  un 
mandato  ó  designaron  que  se  imponía  al  sustituto,  haciéndole  depen- 
der de  sus  libreé  voluntades,  y  por  consiguiente  de  la  adquisición  y  tras- 
misión previa  de  la  herencia ;  dé  lo  cual  se  deducía  también  qbe,  no 
habiendo  adquirido  1*  herencia  Pedro  Ferrer.  no  había  podido  tras- 
mitirla ni  entrar  en  los  suyos,  stguu- sus  lihtes  voluntades;  y  como  ei 
demandante  accionaba  como  suyo  del  mismo  Pedro  Ferrer,  su  pre- 
tendido derecho  era  íheficaz  y  de  todo  punto. supuesto;  y  qne  áoa 
Cuando  la  demanda  fuera  procedente,  nunca  podría  pedirse  la  totali- 
dad de  la  herencia*  sino  lo  que  resultase  *  previa  liquidación,  porque 
teniendo  el  heredero  instituido  en  ^primer  lugar  detracciones  impor- 
tantes en  favor  suyo ,  sólo  en  esta  liquidación  podría  conocerse  su 
importancia; 

Resultando  que  el  demandante  replicó  sosteniendo  que  en  el  tes- 
tamento de  Ferrer  habían  quedado  sustituido*  y  expresamente  llama* 
do*  por  el  testador  los  tuyo*  de  Pedro  Ferrer,  á  los  cuales  se  refería 
la  expresión  de  á  sus  libres  voluntades*  que  significaba  que  podrían  dis- 
poner libremente  de  (os  bienes  :  que  los  suyos  de  una  persona  fiólo 
podrían  ser  ó  sus  herederos  ó  sus  descendientes ,  y  en  rigor  lo  eran 
estos  últimos,  cuando  tal  expresión  se  usaba  en  un  testamento;  y  que 
no  era  exacto  que  el  nombramiento  de  sustituto  que  recaía  en  él  hu- 
biera sido  de  persona  Incierta  /  puesto  que  se  determinaba  bajo  la 
denominación  de  suyos  de  Pedro  Ferrer ,  y  únicamente  se  ignoraba 
cómo  habían  de  llamarse  : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia ,  y 
que  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Mallorca  la  revocó  en  €  de 
Febrero  último,  declarando  que  por  fallecimiento  sin  hijos  de  Juan 
Ferrer,  alias  Garrober,  habla  venido  el  caso  de  suceder  en  la  heren- 
cia de  D.  Juan  Ferrer,  Presbítero;  y  condenando  en  su  virtud  á  Doña 
Francisca  Ana  Aleñar  y  D.  Rafael  Molina,  como  herederos  de  Ferrer 
Garrober,  á  entregar,  previa  liquidación ,  á  Juan  Ferrer  y  Vert  los 
faenes  que  constituían  dicha  herencia,  con  los  frutos  producidos  desde 
ía  muerte  del  propio  Ferrer  Garrober : 

Resultando  que  Jos  demandados  interpusieron  recurso  de  casaelpn, 
citando  como  infringidas. 

1/  La  voluntafl  del  testador,  que  como  ley  suprema  debía  ser 
observada  en  el  pleito ;  toda  vez  que  bien  claramente  se  descubría  en 
ella  que  no  había  llamado  á  los  suyos  de  Pedro  Ferrer  en  el  mismo 
concepto  que  lo  había  hecho  á  los  anteriores  sustitutos ,  sino  que  lo 
tabla  hecho  sujetándolos  al  acto  de  trasmisión  del  mismo  Pedro  Fer- 
rer, que  no  había  podido  tener  lugar  porque  habia  premuerto  al  he- 
redero instituido. 

%*   las  leyes  6/  .  10  y  11 ,  tít.  3/  de  la  Partida  6.* ,  y  la  sentencia 


dft  Ate  Supremo  Tribunal  de  30  de  Junio  de  1AM,  que  determinan 
<f«e  la  sucesión  hereditaria  ha.  de  recaer  para  ser  válida  sobre  per» 
sona  cierta,  determinada  y  conocida  del  testador;  toda  ves  que  vi 
llanmafenae  do  lee  soy**  era  vago  y  general ,  y  de  ninguna  manera  da 
persona  derla  y  determinada*  -  • 

I.*  La  doctrina  legal  de  que  dentro  de  ana  sucesión  testamentaria 
no  son  aplicables  las  reglas  de  la  sucesión  intestada  «.porque  no  de- 
terminándose  en  el  testamento  la  forma  de  sucesión  de  dichos  suyos, 
era  claro  que ,  dependiendo  de  la  voloptad  de  Pedro  Ferrer  ó  del  acto 
dé  trasmisión  del  mismo,  no  hatria  más  remedio  que  aceptar  su  en- 
trada en  la  herencia  y  la  distribución  de  ésta,,  poniendo  en  ejercicio 
las  reglas  de  la  sucesión  intestada» 

T  4/  La  doctrina  tagal  saneionada  en  las  semencias  de  esté  Tribu- 
nal de  16  de  Diciembre  de  1164,  6  de  Febrero  de  1865 ,  80  de  Junio 
de  Ittt,  34  de  Abril  de  1867  y  otras  t  según  las  cuales,  tanto  en  las 
Instituciones  hereditarias  como  en  las  sustituciones  ♦  es  requisito  in- 
dispensable que  el  instituido  y  el  sustituto.,  en  su  caso,  tengan  capot 
cidad  para  aceptar  la  herencia  cuando  se  cumple  la  condición  im- 
puesta fior  el  testador,  y  por  consiguiente  que  el  sustituto  que  premo 
ría  al  instituido ,  habiendo  sido  llamado  expresamente  para  el  caso  de 
qne  éste  falleciera  sin  hijos ,  no  iiahia  podido  adquirir  ningún  dere- 
cho á  la  herencia  i  ni  por  consiguiente  trasmitirlo  á  sus  hijos  ó  suce- 
sores* 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaumar- 
Considerando  que  D.  Juan  Ferrer  y  Rpmis,  en  su  testamento,  des- 
pués de  haber  instituido  heredero  á  su  sobrino  D.  Juan  Ferrer ,  alias 
Garrober ,  y  sustituido  en  primer  lugar  á  Juana  María  Ferrer  y  Ra- 
mfs ,  para  el  caso  de  morir  ambos  sin  hijos,  instituyó  herederos  suyos 
universales  á  Pedro  Ferrer ,  su  hermano,  y  á  loe  suyos ,  á  $u$  libre*  vo- 
luntades ;  y  que  po*  consiguiente  0a  indudable  qne  habiendo  venido  et 
caso  previsto  por  el  testador  de  morir  sin  infantes  los  dos  primeros 
instituidos ,  y  habiendo  fallecido  también  el  tercer  heredero ,  corres- 
ponde dicta  herencia  á  Jos  hijos  de  este  último  por  derecho,  propio* 
con  arreglo  á  la  citada  disposición  testamentaría  9  entendiéndose  sus 
palabras  llanamente  y  como  ellas  suenan  : 

Considerando  ♦  en  su  consecuencia ,  qué  al  estimarlo  asi  lá  Sala 
sentenciadora  no  ha  infringido  la  voluntad  del  testador,  antes  bien 
se  ha  atemperado  á  la  misma: 

Considerando  qne  tampooo  ha  infringido  las  leyes  6.a,  1(1  y  11,  tí- 
tulo 3/  de  la  Partida  6.",  referentes  á  que  los  testadores  deben  decir 
paladinamente  oí  nombre  y  sobrenombre  de  las  personas  á  quienes 
instituyen  herederos ,  ó  designarlas  por  señales  que  no  puedan  ofre- 
cer duda  *  por  cuánto  la  cláusula  testamentaria  citada  no  permite  du- 
dar de  que  el  último  llamamiento  se  refiere  á  los  hijos  de  D.  Pedro 
Ferrer  f  que  «os  el  demandante  y  sus  germanas : 
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;  Considerando»  por  último,  que  siendo  ertfrtíelto  j >  AfrectoJietfe 
llamamiento,  y  tratándose  dfe  llevarlo  á  afecto,  son  absolutamente 
inaplicables  las  doctrinas  que  invoca  el  rtctitreme  acerca  tie  tjt»  «a 
las  sucesiones  testamemariafi  feo:  tienen  cabida  las  reglas  de  las  tote* 
tadas ,  y  que  en  las  instituciones  y  sustituciones'  es  requisito  tatto*» 
pensable  que  tanto  el  instituido  como  el  sustituido  tengan  capacidad 
legal  para  aceptar  la  herencia  cuando  se  cumple  la  condición  im- 
puesta ;  porque  es  incuestionable  que  el  demandante  reclama  en  nom- 
bre propio  y  en  el  de  cesionario  de  sos  hermanas ,  quienes  teoidn  ca- 
pacidad para  heredar  cuando  falleció  sin  hijos  M  heredero  instituido» 
habiéndole  premuerto  los  demás  sustitutos; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Francisca  Aleñar  y  0.  Ra- 
fael Molina,  á  quienes  condenamos  en  las  costas;  devolviéndose  los 
autos  á  la  Audiencia  de  Mallorca  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Caceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firniamos.=Maut:icio  Garfcte.= 
Laureano  de  Arrieta.=Valentin  Garralda.=Francisco  María  de  Casti- 
lla.=José  María  Haro.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro. 

Publicación :  ' 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sí.  Búa 
Joaquín  Jaumar,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose 
celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  misino  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  29  de  Octubre  de  1869.=Gregorio  Camilo  García. 


* »      * 


Wúm.  86. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


"Nulidad  de  una  venta.— Sentencia  de  30  de  Octubre ,  declarando 
no  haber  lugar  at  recurso  de  casación  interpuesto  por  Antonio 
Brandon,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  la  Corulla,'  en  pleito  con  su  hijo  Pedro. 

'  .  •  , 

• 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.*  Que  la  ley  l.\  tit.  6.\  lib.  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción fu  de  Toro) ]  faculta  al  padre  para  revocar  hasta  la  hórb 
de  su  muerte  la  mejora  del  tercio  de  sus  bienes  que  hubiese  hecho 
en  fatior  de  alguno  d$  sus  hijos,  excepto  cuando .  hecha  Ifi  t/itíóra 
por  contrato  eniré  vivos/  hubiere  entregado  al  hijo  mejorado  h 
posesión  de  Ids  Cosas  éñ  que  consista,  ó  la  esdrttura,  en^uese 
halle  consignada,  ó  cuando  él  contrató  se  hubiere  hecho  por  mñ 


. 
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mro$a  con  otro  tercero  t  como  por  via  de  casamiento  4  otro  se* 
metoute,  en  cuyos  cato*  la  mejora  es  irrevocable  mí  el  padre  no  se 
hubiere  reservado  en  el  mimo  contrato  la  facultad  de  revocarla* 
6  no  concurriese  alguna  de  loe  cautat  fue  outorixan  la  revocación 
de  las  donaciones  perfecta** 

t.°  Que  no  pueden  ser  infringidas  por  mus  sentencia  leyes  m 
doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso-  del  pleito. 

3.°  Que  no  es  motivo  suficiente  de  casación  la  infracción  de  los 
articulas  18  y  225  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  pres^ 
criben  los  documentos  que  deben  acompaüar  á  la  demanda  y  con* 
testación, 

»  ♦        » 

En  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Octubre  de. 1869,  en  loa  auto*  que 
en  el  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Carvallo  y  en  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  la  Cortina  ha  seguido  Pedro  Brandon  con  su  padre 
Antonio  Brandon  y  con  José  Martínez  •  sobre  nuüdad  de  una  venta; 
sotos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  demandado  Antonio  Brandon  contra  la  sentencia  que 
en  31  de  Diciembre  de  1868  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  Antonio  Brandon  y  su  mujer  Carmen  Perlscal,  por 
escritura  pública  de  lí  de  Marzo  de  1863 ,  con  el  ánimo  de  que  au 
hijo  Pedro  pudiera  casarse  con  mujer  del  beneplácito  de  los  otorgan- 
tes y  vivir  con  ella  en  compañía*  mesa  y  manteles  de  los  mismos,  en 
la  casa  y  lugar  de  Cotonil,  compuesta  de  casa  principal,  casetas» 
corral,  ayra,  entradas  y  salidas,  tierras  labradías,  prados,  montes  y 
cbouzas,  de  cayo  útil  y  derecho  de  cultura  eran  dueños;  y  atendiendo 
al  amor  y  carillo  que  profesaban  al  citado  su  hijo  Pedro ,  otorgaron 
que  desde  aquel  dia  para  siempre  jamás,  aunque  entendiéndose  para 
después  de  sus  respectivos  fallecimientos ,  atento  á  que  mientras  vi- 
viesen se  reservaban  ser  dueños  de  su  totalidad  *  lenemente,  le  me- 
joraban y  preferían  en  el  derecho  de  usar ,  labrar  y  cultivar  el  todo 
de  la  casa  y  lugar,  sin  que  pudiera  ser  partido  ni  dividido  en  propier 
dad  por  sus  demás  bijos  y  herederos;  pues  tan  sólo  lo  seria  entre 
todos  el  verdadero  útil ,  deducidas  pensiones  que  por  justa  tasa  re- 
sultase en  renta,  sisa  y  en  saco,  concurriendo  cada  heredero  á  recibir 
su  porción  por  Jos  meses  d?  costumbre  á  la  casa  del  propio  lugar  y 
les  entregarla  el  Pedro  ó  sus  sucesores ;  y  si  alguno  de  los  hijos  6 
sus  representantes  intentase  la  división  en  propiedad  y  se  llevara  á 
cabo,  en  este  sólo  caso  les  privaban  del  tercio  y  quinto  de  todos  su* 
bienes  para  que  acreciera  en  favor  del  Pedro;  pero  de  cualquier  modo 
esta  mejora  no  excederla  del  valor  de  3.000  rs.,  aunque  el  tercio^y 
quinto  excediese  de  este  valor,  tomando  el  Pedro  bienes  á  su  escoger 
para  el  pago:  que  graduaban  y  tasaban  el  valor  de  la  gracia  del  der 
recho  de  cultura  que  llevaban  hecha  en  800  rs.  por  una  ve*,  y  la 
hadan  al  Pedro  con  la  condición  ejecutiva  de  que  cuando  se  casaca 


fM  TRIBUNAL  feuHERO  BinWfflCIA. 

k*4uH**  c^<frewowd*  su  a¿rad#  y  con  94  ¿trattoo*  y  ce»  la,  aritm 
thriela  ed  bu  ¿empalia  j.  mesa  y  manteles  v  áyudand*  4  trabaja*  taf 
hidnea  d*  dttho  kfeftt  frar*  el  atimenlo  y  «tifio  de  (odo*  IjAJo  la,  di' 
Moto»  y  medítenmeles  padrea,  eopaq  e*tow  ¥  dueftft  4? .i*  <**h 
y  su  dirección  hasta  su  fallecimiento,  si*  peaaaier  desobediencfl  al, 
htGfttyfcdd  Me*  *#er  dáerta  motil*  4  vdvapar  aflaeila  ftcritora,  cayo 
derecho  en  este  ftMtafr •  caá*  sa  reeetvab^ n  iDancoempada*  fiMfido  l 
.  *djeí  A  él  qu#  de  loa  doa  sobreviviese!  á  víala  de  dalos  Jijpiifearfos 
een  apdlepciáj  y  per  al  oefetrarity  ai  cuaípiU  cual  defria  le  feria  (Uert^ 
y  aeg*ra<  y  que:  Je  iidponia*  la  obligada  de  mancar  4  W  h#rma- 
ñas  soíteras;  todo  lo  cual  aceptó  el  Pedro  Brándon,  y  todos  ¡q  ^li- 
garon á  su  cumplimiento;  habiéndose  tomado  razón  de  dicha  escritura 
Ü  la  GMtiühfíá  de  Hipotecas  eta  feeba  S  de  Abril  del  mismo  año 
ItMr  expresándose  por  neta  que  en  el  día  de  mi  otorgamiento  se  habí* 
dad»  al  Pedro  capia  de  ella: 

.  Resultando  «jue  di  Pedro  Brandon ,  previas  la?  diligencias  debidas 
y  él  éonesnUmiento  de  sus  padfes,  se  casó  con  Francisca  Samará) 
m  4  de  Getebw  del  mismo  año  tíe  1861: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  30  de  Enero  dfe  1867  I04 
tfPUsoi'tes  Ámenlo  Brandon  y  Carmen  Periscal,  padrea  del  P#dra«  ba- 
tiendo mdrMo  de  que  asan,  dueñas  otiles  del.  lugar  acaserado  de  Cg: 
tetiü,  tionipeesto  de  loa  bienes  que  expresaban,  y  sobre  loa  que  gravi- 
taban la*  pensiones  que  también  referían,  perteneclén  deles  asiraistne 
loa  Mfeeblee  de  que  hacían  relación  y  valuabftn  en  4.000  rs«;  que 
detaftbaii  veré*  ubres  da  las  deudas  que  tenían,  procedentes  en  aa 
fdaydf  parte  de  las  rentas  y  cargas  del  luga*  de  Cotonía  y  de  qtte  ea* 
Mitán  oenvéjldidls  dd  que  con  dificultad  podrían  continuar  al  feftntf 
di  iü  eüjttng;  flt  por  |a  escasea  de  madree  neoepartes  para  alto*  j  ya 
pdr  ama  ftétiaquas;  vehdieron  d  José  Martines,  qoeeomprab*  ptr*  al  y 
pata  su  iftujer  Antonia  Brandon,  loi  muebles  Indicados  por  4.000  raer 
lea  y  el  defteho  fitil  qué  tenían  adquirido  da  Benita  Bena«  &  sea  el 
lugar  de  Colorín  en  S.800  t*„  en  Junto  6.000,  de  loa  cuales  habla* 
Mflftide  871,  redibiah  en  el  aew  8.000 1  y  ooii  loa  fli6S&  resiente»  aa 
quedaba  él  coolprader  para  pagar  las  deudas  qud  tenian* 

'  Resultando  que  efi  14  de  Maye  de  1807  Pedro  Brandon  deduje  da- 
tnafcti&t  pidiendo  que  se  destarase  nulo  y  sin  valor  legal  tí  -contrato 
dé  tedia  del  lugar  de  Cotonil  celebrado,  entres»  padrg.  Antonio  Bran» 
dóti  i  Ibsé  M^rlin^ai  y  se  mandara  cancela*  la  insoripetotí  é  anota- 
fclen  tjhé  dé  Olla  se  hubiera  hecho  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
felégüridó  para  elle  <lue  la  ingjdra  que  contenia  la  eseritunt  da  IB  de 
ttlftd  dé  1868  era  Irrevocable  por  haber  sido  heoha  por  cansa  de 
KnatPttnonlo ,  á  no  sel1  que  mediase  una  de  las  causas  db  Ingratitud 
Itepfefeadas  efa  lá  ley  y  declarada  así  por  sentencia*  lo  que  no  habla 
*u#odk1fl:  tffié  81  habla  contraído  matrimonio  á  gusto  de  sus  padrea, 
'fftlgftd*  ddtyfeta  can  ellos  y  ebidgridd  el  lugar  de  QelqnJl.:  <l«e  ja 
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• 

tenia  qae  comprendía  la  escritura  de  68  dé  lne*o  de  188?  e*8  tMHa, 
porque  el  vendedor  no  tenia  derecho  para  maneja*  eúaüdó  tó  ftfWV 
y  se  dirija  Árticamente  á  dejar  sin  efecter  lá  toejora  f  ctttbé  lo  *eii- 
detttiiflfl  tamMto  el  corlo  prdcib  éjue  medid  ei  (i  rtfttdt  y  4*e  él 
vAdedo?  y  «ertprftdot  obritton  de  tnM  fe  0t  priiáélb  f*!1  MM?  siéfe 
el  que  Bttfr  lá  dbnacüoñ  jr  riíejort,  ^of  I*  qudfcó  poéla  IgfHMVffaf  j^ 
sdgbnd*  pérqad  debió  tefltf  notféfá  titi  Mié  pdr  MNfttif?  rtgtsMuiá  én 
la  fioaiaéoria  de  Hipoteca*: 

ftestiHañdo  qde  Con  dicha  detrtáridt  pttsIdM  al  actor  Mi  JtottiM 
dt  essatoieiéo  y  deeigbó  loa  httftftes  ¿toda  ée  MiteMü  tai  ttértHé* 

Sidas  eStr&um:  •  ' 

(Usaltandti  (pie  Antonio  BratfdsMt  bfa  CdftWStaddh  *  (t  détaandi* 
pretendió  se  declarase  que  cualquiera  que  fuere  el  derecha  qatf  et 
seto*  pielera  ejercer  per  cotaseedenciá  de  lá  áteritdrá  le  ti  dé  MMfco 
de  180Í4  carecía  de  personalidad  para  ejecfctarlo  domóte  la  vida  del 
demahdedo  y  de  sa  ten  jar?  y  en  todo  cato  qué  se  Ib  absolviese  ti*  I* 
demanda,-  lo  misma  que  á  José  Martínez,  coa  las  cattas?  eapoalemit 
al  efecto  que  no  era  eierto  qae  hubiese  mejorado  d  sa  hijo  Pedro  M 
poi»  tia  de  casamiento,  sino  que  di  y  su  majar  lo  biéídreri  pira  dem 
pods  de  sa  fnuerte  en  p1  útil  y  derecho  de  cultura  del  lugar  da  Sota* 
ñu*  imponiéndole  la  obligación  de  qué  sa  casara  eo*  majes  del  agradó 
de  los  otorgantes,  y  que  en  matrimonio  ritiera  con  alies»  ayudándoles 
I  trabajar  leal  y  sumisamente:  qae  en  dicha  estrilara*  lejos  dedeád 
prenderse  del  dominio  que  tenia  en  el  citado  ldgar,  decíase  expresa* 
menté  lo  mismo  que  su  mujer*  que  hasta  después  del  falleetmfeAto 
de  áihboB  dé  podría  ejercitar  su  hijo  derecha  alguna  pues  le*  qde* 
daba  reservado  iodo  él  que  tenían  en  diche  lugan  que  la  éitdtid  lo** 
jo*a  no  era  Irrevocable,  puesto  qae  no  se  habla  eateegade  U  cosa,  atoé 
qua  se  aplanó  su  entrega  para  después  da  Su  ntuerts :  qae  la  vebt* 
hetha  á  José  ttamipaa  ara  válida*  porque  U  efectué  en  virtud  del  do* 
jbihio  c)ua  tenia  jen  la  cosa  y  que  se  reservé  durante  su  vida  en  Id 
escritura  ée.1888;  y  por  último,. que  laudándose  el  a  de»  en  la  citada 
escritora,  y  resultando  que  el  derecho  que  se  le  trasmitía  por  ella  nq 
podía  replantarse  ni  ser  efectivo  hasta  después  dd  lá  Éhuente  fle  Site  pa- 
drea no  podía  antidtpar  su  reclamación  sin  infringirla  ley  del  eootrdtrii 
Insultando  q¡ee  aoosada  la  rebeldía  á  José  Martinezi  y  practicadas 
las  pruebas  quejas  partes  articularen,  dicté  séntehóia  al  Jaca  da  pri+ 
mera  instancia  en  i  de  Julio  de  1868,  Ib  buab  een  Jm|>esieioa  dé  Cos- 
tas do  la  segunda  infancia*  confirmó  la  Ssla  segunda  de  la  audien- 
cia en  SI  de  Diciembre  del  mismo  afío,  declarando  flbld  y  de  aingilii 
velar  ai  efecto  legal  el  contrato  de  venta  celebrada  entre  Antonia 
Braaden  y  Jasé  Martines,  y  mandando  ea  su  consecuencia  que  secan* 
celase  cualquier  inscripción  é  anotación  que  del  documento  de  dlolio 
vaata  se  ^tibíese  heofio  en  ei  llegistro  dq  la  Propiedad,  é  suya  afecte 
al  iibiara  el  condúcele  mandamiento;     .  i  .      ..  v  .-.j 
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Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Antonio  Brundonre* 
curso  de  casación,  pitando  como  Infringidas: 

1/  la  ley  17  de  Toro,  ó  aea  la  l.\  tít.  6.a,  libro  10  do  la  Novísl- 
ipa  Befcopilacioa»  porque  se  daba  á  la  mejora  al  carácter  de  irrevoca- 
ble, A  pesar  de  que  no  se  habla  entregado  la  cosa  en  que  consistía, 
9i  la  escritura,  ni  se  biso  por  contrato  oneroso  con  un  tercero. 
,  8/  I*  ley  d£l  contrato,  porque  aun  admitido  que  constituyese  me- 
jora irrevocable  la  escritura  de  1862,  no  consistiendo  aquella  más  que 
#a,la  cesión  del  derecho  del  cultivo  del  lugar  de  Cotonil  para  des- 
pués del  fallftcimieBlo  de  Antonio  Brandon  y  su  mujer,  que  se  reser- 
varon su  uso  durante  sus  dias,  no  correspondía  hacerlo  al  mejorado 
¿Bles  del  tiempo  en  que  se  estipuló»  ni  A  bienes  qo  incluidos  en  aquel 
contrato, 

,  8/  La  ley  l.\  tít..  88,  Partida  3.a,  y  la  doctrina  legal  congruente 
con  ella,  sancionada  en  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  a  de 
Diciembre  de  1857  y  otras,  de  que  «es  de  esencia  del  dominio  dispo- 
ner libremente  de  las  cosas  que  nos  pertenecen,  en  tanto  esta  facultad 
no  ae  halle  restringida  por  la  ley,  pacto  ó  costumbre;»  por.  cuánto 
perteneciendo  á  él  y  é  su  mujer  los  bienes  de  Cotonil  y  los  demás  de 
que  dispusieron  por  la  escritura  de  30  de  Enero  de  1867,  sin  haber 
cedido  de  todos  ellos  con  anterioridad  y  sólo  eventualmente  mfts  que 
el  .derecho  al  cultivo  del  lugar,  la  declaración  de  nulidad  del  contra- 
to de  1867  es  un  embargo  claro  y  manifiesto  puesto  á  la  libre  dispo- 
sición de  la  propiedad. 

,  í°la  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribu- 
nales y  estimada  por  este  Supremo  en  sentencia  de  28  de  Enero 
de  1864,  de  que  para  poder  utilizar  el  recurso  de  nulidad  de  un  con- 
trate .consignado  en  un  documento  revestido  de  las  solemnidades  le- 
gales, es  necesario  justificar  que  contiene  el  vicio  de  falta  de  capaci- 
dad y  potestad  en  los  otorgantes,  toda  vez  que  esta  prueba  no  la  ha* 
bla  intentado  el  actor  sino  con  la  compulsa  de  la  escritura  de  1808, 
que  de  ninguna  manera  establece  tal  incapacidad  y  falta  de  potestad 
por  el  tiempo  de  la  vida  de  Antonio  Brandon  y  su  mujer. 

Y  5J*  El  art.  881  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  dan-* 
dose  por  acreditada  y  existente  la  escritura  de  1868,  que  según  el  ar- 
tículo 18  de  la  misma  ley  debió  acompañarse  por  copia  i  la  deman- 
da, se  habla  admitido  fuera  de  tiempo  y  lugar. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  que  la  ley  1.a,  tít.  6.%  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación (17  de  Toro)  faculta  al  padre  para  revocar  basta  ia  hora  de 
su  muerte  la  mejora  del  tercio  de  sus  bienes  que  hubiese  hecho  en 
favor  de  alguno  de  sus  hijos,  excepto  cuando,  hecha  la*  mejora  por 
contrato  entre  vivos,  hubiere  entregado  al  hijo  mejorado  la  posesión 
de  las  cesas  en  que  consista,  6  la  escritura  en  que  se  halle  consigna- 
da, 6  cuando  el  contrato  se  hubiere  hecho  por  causa  onerosa  con 
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otro  tareero,  tono  por  vía  ^casamiento  ú  otra  semejante,  eti  etryos 
dito*  ta  mejorares  fctcvofeable,  si  el  padre  no  se  hubiere  reservado  eii 
ai  infernó  'contrato  ht  ocultad  de  revocarla-;  ó  no  concurriese  alguna 
delarcauMS  que  autoritaria  revocación  de  las  donaciones  perfectas/: 

Considerando  que  la  mejora  otorgada  por  Antonio  Brandon  ft  Ca- 
far de  su -hijo  Pedro  en  escritura  de  12  de  Marzo  de  1862  ¿e "halla 
evidentemente  comprendida  entre  las  que  no  pueden  ser  revocadas 
con  arreglo  á  dicha  ley,  puesto  que  ftté  hecha  por  diferentes  causas 
onerosas,  tales  como  el  casamiento  del  Pedro,  realizado  con  Francis- 
ca Bsmoris  á  gusto  y  beneplácito  de  sus  padres,  la  de  vivir  en  com- 
pañía de  estos  ayudando  á  trabajar  los  bienes  del  lugar  de  Cotón! I 
para  el  sustento  de  toda  la  familia,  y  la  de  mantener  á  sus  hermanos 
solteros;  condiciones  todas  contra  cuyo  cumplimiento  nada  fie  ha 
alegado  por  paite  de  Antonio  Brandon:  ' '     > 

.1  Considerando  que  no  teniendo  éste  facultad  para  revocar  Urfndl- 
c*d»  me)ora,  tampoco  la  tenia  para  dejarla  sin  efecto  y  hacerla  Irrea- 
lizable, enajenando  á  una  persona  entraña  y  de  una  manera  ábsohita 
el  derecho  de  usar,  labrar  y  cultivar  el  todo  de  la  casa  y  .logar  de 
Cotonil,  que  estaba  obligado  4  reservar  para  después  de  su  falleci- 
miento en  favor  de  su  hijo  Pedro,  quien  por  consecuencia  ha  podido 
legítimamente  reclamar  la  declaración  de  nulidad  de  esta  enajenados, 
no  para  privar  á  su  padre  mientras  viva  del  indicado  derecho,1  sitío 
para  preservar  el  suyo  de  adquirirle  al  fallecimiento  del  mismo,  y 
para  impedid  que  se  haga  ilusoria  é  imposible  la  mejora  irrOvpctíbre 
que  tan  solemnemente  le  fué  prometida:  '\ 

Considerando,  en  su  virtud,  que  la  Sala  sentenciadora,  al  deferirá 
dieba  reclamación  no  ha  incurrido  en  ninguna  de  las  infracciones 
alegadas  en  los  cuatro  primeros  números  del  recurso,  y  que  la  relati- 
va á  los  artículos  18  y  225  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  expflc^- 
dos  en  él  con  manifiesta  inexactitud,  sobreño  ser  motivo  suficiente  de 
casación,  carece  también  de  fundamento  legal,  puesto  que  Pedro  Bran- 
don cumplió  lo  prevenido  en  el  segundo  de  dichos  artículos,  desig- 
nando en  su  demanda  los  archivos  en  que  se  encuentran  originales  los 
documentos  en  que  la  apoyaba; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Antonio  Brandon,  á  quien  conde- 
namos én  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  la 
Corona  con  la  certificación  correspondiente.  ."    ( 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  ei}  1^  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  ein  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.^Mauricío 
Garcla.=José  M.  Cáceres.=Lanreano  de  Arrieta.=  Valentín  Garral- 
da.=Francisco  María  de  Castilla. =José  "María  Haro.=*Fernandq  P^rqz 
de  Rozas.  ,.,  .  .  i 

Publicación ; 

II.  24 
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i¿8jda  y  puf>lipada  f|*0  fo  tftPttttói?  anterior  por  el  Uaüo.  &u  Aon 
l^gneftpo  de  Arrien,  UioUtro  4el  Tribunal  Supremo  do  Jaattei»,  m* 
(9P0Qpa)^brap4o  audicqpia  p4fe|j<!a  /a  Sal*  prime*  de|  rofem»,  el  di* 
49  jipy,  de  qiif»  perlifico  copio  JZ&crUtapo  de  Cámira  dp  4Í0&&  Supi** 
pp  Trifmpal. 

gadfid  M  4?  Qc^bre  do  l*6a,=0io0fcio  \mnio  de  Faga, 

«Un.  87, 
CASACIÓN— SALA  PlilMERA 

Mbmh  w&ecbo  A  ¡«os  «enes  de  un  W  a  *om  zoo,— -Sentencia  de  3 
de  Noviembre,  declarando  00  haber  lugar  al  recurso  de  casa  - 
•íoier  wterpijesto  por  í).  Juan  ürtiis  Mietegui  contra  la  proran- 
mfa  por  la  Sala  primara  de  }g  A ud Reacia  da  Sevilla,  *d  pleito 
cm  P-  Jw»  ftwte.  £qo)o  marido  da  Pofia  María  Urtijs-austoggj. 

Ep  Jos  cpfiSíDKfiANiwg  8e  establece : 

ff*  00*  ¿p  las  cuestiones  sobre  mejqr  derecho  4  h*  bienes  ^e  fe 
faftiyw  <k  w  vincukf  la  fundación  es  la  primera  ley  que  A*  As 
(¡pitearte. 

$.°  Que  las  vinculaciones  se  reputan  siempre  regulares,  si  w 
presa  y  terminantemente  no  dispone  pira  cosa  ef  fundador. 

5.°  Que  por  la  misma  regla  las  incompatibilidades  tan.  fe  fi- 
gurpUQ  in\erprel^ipíif  reputándose  personáis?  y  no  lineaUs,  para 
retener  y  no  para  adquirir,  cuando  el  fundador  empresa  y  termi- 
tmnlementf  no  ha  dispuesto  lo  contrario. 

¿r°  Qw  no  puede  fundarse  e(  recurso  de  casación  gn  h  wt- 
fracción' de  leyes  ó  (¡odrinas  que  t)Q  tienen  aplicación  p(  caso  fo 

miof. 

tx\  la  villa  de  Madrid,  á  3  de  Noviembre  de  1809,  eo  1q§  frutos  que 
..  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  <Je  la  fyagdalena  y  í:n 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  ha  seguido  P.  j$pn  Vf  lus- 
austegui  con  D.  Juan  Ppnte,  coiqo  marido  <¿e  Doña  Marfy  ljrlu$-au$- 
¿egui,  sobre  mejor  derecho  A  los  bienes  de  un  mayorazgo ;  autos  pen- 
dientes ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  ppr  al 
demandante  contra  la  sentencia  que  en  7  de  Diciembre  de  )8W  dictó 
la  referida  Sala  : 

Resultando  qne  en  12  de  Junio  de  1534  D.  Pedro  §yargj  de  Cas- 
tilia'  instituyó  mayorazgo  de  diferentes  bienes,  disponiendo  'por  la 
cláusula  segunda,  que  después  de  sus  días  sucediera  en  él  §u  hijo  Dpn 
Pedro  £uarcz  de  Castilla  y  sus  hijos  y  descendientes  legítima  y  de 
legítimo  matrimonio,  prefiriendo  el   mayor  al  menor  y  q¡  varen  ¿  la 
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totea;  i.  M  quedaedo  dijA  wion  legitimo  4e|  dicho  D.  Pedro,  su- 
eqtim  su  Ufa  «mor  legítima  y  no  legitimada  y  después  da  ella  sus 
tyjpt  i  ¿eseapdientes  legitimes,  prefiriendo  siempre  el  varón  *  la 
hfwhrs:  (Mr  la  tercera,  que  no  quedando  hijo*  ni  bijas  oí  sucesión 
Icgftjms  3e|  dicbo  D.  Pedro»  su  hijo,  sucediese  en  el  citado  mayorazgo 
su  bija  poia  María  de  Castilla,  Condesa  de  la  Gomera,  mujer  de  Don 
Guillen  Pereza  y  Ayala,  y  después  de  sus  diss,  baya  y  herede  el  dicho 
mayorazgo  su  hijo  segundo  vpron,  legitimo  i  de  legítjm*  matrimonio 
aseide,  que  de  ella  quedara.  6  después  de  él,  de  sus  hijos  é  nietos  ó 
descendientes  legítimos,  el  hijo  ó  hija  may^r  que  hobiere  perpetua- 
mente para  sfeippre  jamás,  prefiriendo  siempre  el  mayor  al  menor  y 
al  varón  i  la  hembra,  aunque  la  hembra  pea  mayor  en  edad  por  la 
Árdea  ^  forma  susodicha;  por  .la  cuarta,  que  s|  la  dicta*  Condesa 
Pona  Marta  de  Castilla  po  quedase  hijos  y  sucesión  legítima,  suca- 
íi§ra  en  el  mayorazgo  su  otra  hija  Doia  Catalina  de  Castilla,  y  des- 
pues  de  sus  días,  su  hijo  segundo  varón  legítimo  y  dq  legitimo  ma- 
trimonio, y  después  de  él,  sus  hijos  y  descendientes  legítimos,  prece- 
diendo el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembra :  por  la  quinta, 
que  no  dejando  sucesión  legítima  la  Dona  Catalina,  sucediese  en  el 
mayorazgo  su  otra  hija  Doña  Leonor  de  Castilla,  mujer  de  francisco 
Telio,  y  (jespu88  de  ella,  su  hijo  segundo  varón  que  de  ella  quedase» 
y  después  de  éj,  sus  hijos  y  descendientes  legítimos,  precediendo 
siempre  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembfa :  por  la  sexta, 
que  si  no  quedase  sucesión  legítima  del  dicbo  Pefírp  Suarez  de  Cas* 
(illa,  roí  hijo,  ni  de  las  diobas  mis  (lijas,  que  en  tal  caso  suceda  en 
este  dicho  mayorazgo  g  baya  en  Iqs  dichos  bienes  el  pariente  más 
propincuo  que  4  la  sazón  hobiere  de  mí  el  dicho  Pedro  Suarez  de 
Castilla,  para  que  los  haya  é  goce  tpdo§  los  días  de  su  vida,  6  des- 
pués de  él.  de  sus  hijos  éde>cepd ¡entes  legítimos  perpetuamente  para 
siempre  jamás,  el  hijo  ó.  hija  mayor  que  hobiere,  por  la  ¿rden  6  forma 
snsQdighPf  precediendo  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  le  hembra, 
aunque  la  hembra  sea  maypr  en  edad .-  por  la  sétima,  con  tal  víncu- 
lo 0  PQudlciop  que  el  dicho  Pedro  Suarez  de  Castilla,  mi  hijo,  y  des- 
pupa  de  él  tpdas  las  otras  personas  .que  bebieren  de  suceder  en  el 
íliphft  «íiyprasgo  pete  siempre  jamás,  insigan  i  sean  obligados  Atraer 
lis  trgHfi  é  apellido  de  mí  e(  dicho  Pedro  Suarez  de  Castilla,  qup  son 
.|M  PP!P»$  íte  faer§  é  po  .otras  alguuqs,  ¿  estas  sean  preferidas  é 
<BH3tttf  £  te  ípspo  derecha  i  epcim*  fie  ptras  tua|eeqaíera  armas  que 
m\ffl*  &  poq  Ijm  ppeda  traer  en  erja,  saJw>  po*  orla  de  ellas,  pueda 
, Irger  la;  prow  m$  quisiere;  é  pl  dicho  apellido  see  de  Suarezde 
Castilla;  d  que  si  po  tmjepc  lps  dichas  armp*  á  apelüdp  como  dicho 
Pi,  qup  pqr  pl  ipismp  hecl)p  pp  go$sn  de  este  mayQwgo  é  sucedan 
ep  los  biepes  Á  «puado  wewr  que  per  la  ^ítsn  é  foryía  woékka  lo 
k*  t*  tifa**  i  W*  4s  él  para  $¡ti^pn  jama*  con  el  dicho  ¿jteifto,  de  traer 
fctft  4téh3$  IWPa*  i  l*W  el  fiipjip  apellidp  eu  lp  muera  soj^rpdic^: 
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por  la  octava,  con  tal  vinculo  ó  condición  que  a(  «1  sucesor  dé  esta 
dicho  mayorazgo  no  tuviere  otro  hermano  varón  que  después  de  él 
haya  de  suceder  en  este  dicho  mayorazgo,  según  la  ordené  disposi- 
ción susodicha,  que  en  tal  case  el  hijo  varan  primero  que  bebiere 
pueda  suceder  6  suceda  eu  él  é  goce  de  los  dichos  bienes ;  é  después 
de  él  suceda  su  hijo  segundo  ¿emendo  el  otro-  mayor  otro  mayorazgo, 
ó  no  teniendo  otro  mayorazgo*  suceda  en  estos  dichos  bienes  é  ma- 
yorazgo el  hijo  primero  que  hobiere;  por  manera  que  si  otro  tu- 
viere otro  mayorazgo  lo  herede  el  hijo  seguido  que  no  tuviere  ma- 
yorazgo, en  tal  manera  qu$  el  que  hobiere  d&  suceder  en  eete  dicho  ata- 
yoraxgo  no  tenga  ni  pueda  tener  otro  mayorazgo,  ni  se  pueda  llamar  ni 
llame  de  otro  nombre  y  apellido,  salvo  de  Suarez  de  Castilla,  ni  tenga 
por  otra,  parte  obligación  ni  vinculo  á  llamarse  de  otro  nombre  y 
apellido;  ó  si  lo  contrario  fuere»  que  luego  por  el  mismo .  hecha  sea 
excluido  de  este  dicho  mayorazgo,  é  suceda  en  él  el  siguiente  luego 
en  grado  que  por  la  orden  é  forma  susodicha  á  ól  es  llamado,  según 
dicho  es : 

Resultando  que  en  5  de  Junio  de  1632  D.  Francisco  de  V  alca  re  el 
fundó  otro  mayorazgo  en  cabeza  de  su  hijo  D.  Nicolás  Ventura  de 
Valcáreel,  ordenando  por  la  cláusula  tercera  que  después  del  dicho 
su  hijo  D.  Nicolás  sucediese  su  hijo  mayor  varón  legítimo  y  de  legi- 
timo matrimonio  y  sus  descendientes  legítimos,  prefiriendo  siempre  el 
mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembra ;  y  con  que  eutrando  en  di- 
cha sucesión  cualquiera  de  ellos  se  habia  de  seguir -aquella  línea  y 
descendencia  hasta  que  de  todo  punto  se  acabase,  guardando  ja  misma 
forma  y  Orden  de  suceder  que  quedaba  dicho;  con  que  siempre  ha- 
bían de  representar  los  descendientes  á  sus  ascendientes  á  quien  la 
sucesión  hubiere  tocado,  y  que  á  falta  de  hijos  varones  del  dicho  Dea 
Nicolás  y  sus  descendientes  legítimos,  nombraba  á  sus  hijas  legítimas, 
de  legítimo  matrimonio  del  dicho  D«  Nicolás,  para  que  sucedieran  en 
este»  vinculo  y  mayorazgo  ellas  y  sus  descendientes  legítimos,  prefi- 
riendo la  mayor  á  la  menor,  y  guardando  entre  los  descendientes  de 
cada  una  de  ellas  la  misma  forma,  lugar,  grado  y  prelación,  repre- 
sentación y  orden  que  quedaba  dicho  para  en  la  sucesión  de  los  des- 
cendientes de  los  hijos  varones  del  dicho  su  hijo:  por  la  décimaoc- 
tava,  que  el  sucesor  que  hubiere.de .  gozar  y  poseer  este  mayorazgo 
hubiese  de  nombrarse  en  primer  lugar  del  apellido  de  Valcáreel, 
usando  asimismo  de  las  armas  de  este  apellido,  y  que  no  lo  haciendo 
paeaee  al  siguiente  en  grado:  por  la  vigéslmasegunda,  que  los  suceso- 
res que  perpetuamente  fueren  sucediendo  en  este  vínculo,  cada  uno 
en  su  tiempo,  habia  de  ser  y  fuese  obligado  á  vivir  en  aquella  isla 
de  Tenerife  con  su  casa  y  familia,  excepto  si  por  algún  tiempo  acci- 
dentalmente faltase  de  ella  á  negocios  que  se  le  ofrecieran  en  servicio 
de  S.  II.  ó  en  estudios,  porque  no  viviendo  en  ella  no  los  llamaba  ni 
tenia  por  llamados  á  la  sucesión :  por  la  trlgésimasegunda,  que  todo 
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el  contenido  d*  ttlf  escritura  se  entendiese,  guardase  y  cumpliera 
como  en  ella  sonaba  á  la  letra,  sin  más  otra  ninguna  declaración  é 
Interpretación  de  ninguna  otra  persona,  Tribunal  ni  luez  eclesiástico 
ni  sécula?;  pues  esta  era  su  voluntad  por  evitar  asf  pleitos  y  disgus- 
tó^ como  enemistades  entre  los  sucesores  de  este  vínculo;  y  por  úl- 
timo, en  te  trígésimaquinta,  por  lo  que  pudiere  suceder  en  los  tiempos 
venideros,  si  aconteciere  que  mi  hijo  D.  Nicolás  Ventura  de  Yalcárcél 
ó  los  demás  sucesores  en  este  dicho  vínculo  é  mayorazgo  tuviere  ó 
heredasen  por  alguna  vía  é  manera  otro  mayorazgo  ó  vínculo  que  sea 
forzoso  haberlo  de  tener  y  heredar  sn  hijo  mayor,  en  caso  que  tenga 
dos  hijos  varones  6  dos  hijas  hembras,  le  doy  facultad  y  licencia,  así 
á  mi  hijo  como  i  todos-  los  demás  sucesores,  para  que  puedan  nom- 
brar é  nombren  el  hijo  más  propincuo  al  sucesor  en  este  vínculo  é 
mayorazgo,  con  tal  condición  que  et  otro  vínculo  é  mayorazgo  sea 
de  tanto  valor  y  estimación  como  éste  ó  mejor,  porque  siendo  asi  no 
quedara  damnificado  et  llamado  á  este  vínculo  y  mayorazgo,  aunque 
vaya  al  segundo  hermano  sucesor,  prefiriendo  siempre  el  varón  á  la 
hembm  y  el  mayor  al  menor  por  el  drden  é  forma  dicha  én  esta 
escritura  : 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  D.  luán  Bautista  de  Herrera, 
descendiente  de  Dofli  María  de  Castilla;  segunda  llamada  al  mayoraz- 
go dé  D.  Pedro  Suarez  de  Castilla,  pasó  este  mayorazgo  á  su  hijo  se- 
gundo D,  Juan  de  üerrera,  porque  el  primogénito  D.  Antonio  poseía 
los  mayorazgos  de  Gomera  y  Adejé ;  y  habiendo  muerto  ámbós  sin 
sucesión ,  pasaron  unos  y  otros  mayorazgos  al  térecrgénilo  D:  Do- 
mingo dé  Herrera,  y  por  muerte  de  éste  también  sin  sucesión,  que- 
dándote dos  hermanas  Doña  Juana  de  Herrera  y  Doña  Magdalena 
Luisa  de  Herrera,  representada  ésta  por  sí  y  aquella  por  su  hija  Doña 
Florencia  Pizarró ,  casada  con  el  Marqués1  de  Bélgida ,  pasaron  los 
mayorazgos  de  Gomera  y  Adejé  á  la  citada  Doña  Florencia,  y  sobre 
la  ten  tita  y  administración  del  de  Suarez  de  Castilla ;  habiendo  pro- 
puesto demanda,  de  una  parte,  la  Doña  Magdalena  Luisa  de  Herrera 
y  dé  la  otra  D.  Juan  y  D.  Valentín  Vetvis  de  Moneada,  hijos  de  la 
Dolía  Florencia,  recayó  ejecutoria  eh  S  de  Marzo  de  1770  declarando 
dicha  tenuta  y1  administración  á  favor  de  la  Doña  Magdalena  de  Her- 
rera, y  remitiendo  á  las  partes,  en  cuanto  á  la  propiedad,  á  la  Chan- 
citlería  á  que  correspondiese,  donde  usaran  de  su  derecho: 

'  Resultando  que  el  mayorazgo  fundado  por  D.  Francisco  Val  cár- 
cel virio  á  recaer,  por  sucesión  derecha,  en  D.  José  Nicolás  Valcár- 
cel.  marido  de  la  Doña  Magdalena  Luisa  de  Herrera,  poseedora  del 
de  Suarez  de  Castilla,  y  á  la  defunción  de  aquel ,  viviendo  todavía 
ésta,  pasó  á  sn  hijo  primogénito  D.  Francisco  Vaicárcel,  él  cual  por 
escritura  de  23  de  Julio  de  1782,  hizo  formal' desistimiento  desde  en- 
tonces y  para  cuando  llegase  el  caso  de  morir  la  Doña  Magdalena, 
su  madre,  nombrando  por  sucesor*  de  aquel  mayorazgo  de  Valcár-» 
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cel  su  hija  en  defecto  de  varón,  siu  que  fuese  viste  causar  perjuiclt 
á  la  demás  sucesión  que  tuviere; 

Resultando  que  fallecida  la  Doña  Magdalena  Luisa  de  Herrera  en 
25  del  mismo  mes  do  Juüo  de  1782,  sobreviviéndola  sus  hijos  el  re- 
ferido D.  Francisco  y  D.  Juan  Valcárcel ,  entró  el  primero  en  la  po- 
sesión del  mayorazgo  de  Suarez  de  Castilla;  y  como  padre  y  legítima 
administrador  de  la  Doña  Nicolasa  obtuvo  para  ésta  la  posesión  del 
mayorazgo  de  Yalcárcel;  mas  opuesto  á  ello  el  D.  Juan  Valcárcel  por 
conceptuarse  él  con  mejor  derecho,  se  dictó  ejecutoria  por  la  Audien- 
cia de  Sevilla  en  28  de  Octubre  de  1786,  declarando  incompatibles 
los  dos  vínculos  dé  Suarez  de  Castilla  y  Valcárcel;  y  mediante  haber 
hecho  el  D.  Francisco  de  Valcárcel  la  elección  del  de  Suarez  de  Cas- 
tilla, quedaba  vacante  él  de  Valcárcel,  se  remitió  el  conocimiento  4 
la  Audiencia  de  las  islas  Canarias  para  que  los  que  tuviesen  derecho 
de  suceder  usasen  de  él  como  les  conviniese: 

Resultando  que  posteriormente ,  seguido  pleito  entre  el  D.Juan 
Valcárcel  y  el  D.  Francisco  su  hermano  ,  éste  á  nombre  de  la  Doña 
Nicolasa,  su  hija,  sobre  la  tonuta  del  citado  mayorazgo  de  Valcárcel) 
recayó  sentencia  en  25  de  Enero  de  1802  á  favor  de  la  Doña  Nicolasa 
Valcárcel,  mandando  que  se  le  diese  la  posesión  y  en  nombre  de  ella 
á  su  marido  í).  Francisco  de  Urtus-austegui: 

Resultando  que  puesto  después  pleito  sobre  la  propiedad  del  dicho 
mayorazgo  de  Valcárcel  por  D.  Rafael  Valcárcel,  hijo  postumo  del  Don 
Francisco,  contra  la  Doña  Nicolasa,  su  hermana,  se  dictó  sentencia 
por  la  Audiencia  de  Canarias  en  28  de  Marzo  de  1806,  declarando  ¿ 
favor  de  la  Doña  Nicolasa,  mujer  del  D.  Francisco  ürtus-aústegui,  la 
propiedad  del  citado  mayorazgo  de  Valcárcel ,  y  absolviéndola  en  su 
consecuencia  de  la  demanda  intentada  por  el  D.  Rafael,  con  imposr 
cion  de  perpetuo  silencio: 

Resultando  que  por  muerte  de  D.  Francisco  Valcárcel  pasa  el  ma- 
yorazgo de  Suarez  de  Castilla  á  su  hijo  varón  D.  Antonio,  y  por  fa- 
llecimiento de  éste  y  de  sus  otros  hermanos  sin  sucesión,  lo  obtuvo 
el  hijo  postumo  D.  Rafael  Valcárcel,  á  quien  le  fué  dada  la  posesión 
en  6  de  Diciembre  de  1815: 

Resultando  que  fallecida  el  19  dé  Febrero  de  1856  la  Doña  Nico- 
lasa Valcárcel ,  poseedora  del  mayorazgo  de  Valcárcel,  dejando  por 
hijos  de  su  matrimonio  á  Doña  Frpilana,  D.  Francisco,  D.  Juan ,  Don 
Antonio  y  D.  Nicolás  Crtus-austegui,  pasó  la  mitad  reserva  ble,  de  di- 
cho mayorazgo  de  Valcárcel  á  sü  nieta,  hoy  demandada,  Doña  María 
Ürtus-austegui ,  en  representación  de  sd  padre  D.  Francisco,  hijo 
Varón  primogénito  que  habia  premuerto  á  la  Doña  Nicolasa,  su  madre, 
en  2i  de  Junio  de  1834: 

Resultando  que  el  D.  Rafael  Valcárcel,  poseedor  del  mayorazgo 
de  Suarez  de  Castilla,  falleció  el  1  i  de  Julio  de  1862,  disponiendo  en 
éu  testamento  que  todas  las   fincas  que  componían  el  citado  mayo- 
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ipzgo  y  su  agregación  pasasen,  ata  dividirlo,  á  la  persona  que  por 
la  ley  le  correspondiera;  pues  era  su  voluntad  que  no  se  dividiese  el 
mayorazgo,  sin  embargo  de  poderlo  verificar  según  la  legwlaoioa  vi' 
gente: 

Resultando  que  por  virtud  del  dicho  fallecimiento  sin  sucesión  del 
D.  Rafael  Valcárcel  obtuvo  pi\  sobrino  D.  Juan  Urtus-aostegui  en  19 
de  Agosto  de  18ti2  la  posesión  del  expresado  mayorazgo,  de  Suarez  de 
Castilla  ;  mas  habiéndose  formalizado  oposición  por  D.  loan  Ponte 
como  marido  de  Doria  liaría  Urtus-austegui,  reclamando  su  mejor  de- 
recho, recayó  ejecutoria  en  12  de  Mayo  de  198%^  declarando  sin  efecto 
la  posesión  dada  al  D*  iuan  Urtus-austegui  do  loa  bienes  del  mayo*' 
razgo  de  Suarez  de  Castilla,  y  mandando  que  ae  diese  lá  posesión  de 
loa  mismos  al  D.  Juan  Ponteen  representación  de  su  esposa  Dóñrt 
Haría  Úrtus-aoste^gui,  con  los  frutos  y  rentas  desde  el  fallecimiento 
del  último  poseedor  D.  Rafael  Valcárcel,  y  reservando  su  derecho  al 
D.  Juan  para  que  en  juicio  de  propiedad  usara  el  que  oreyere  asistirle! 

Resultando  que  en  su  consecuencia  el  D.  Juan  Urtns-austegui,  hijo 
segundo  de  la  Doña  Nicolasa  Valcárcel ,.  dedujo  la  actual  demanda 
en  26  de  Setiembre  de  dicho  año  de  1863,  pidiendo  se  declarase  que 
la  mitad  reservable  de  los  bienes  con  que  se  dotó  el  mayorazgo  de 
Suarez  de  Castilla  le  tocaba  y  correspondía ,  mandando  en  su  virtud 
que  el  D.  Juan  Ponte  se  los  restituyera  con  los  frutos  producidos  desde 
la  vacante  ocurrida  por  fallecimiento  de  D.  Rafael  Valcárcel;  y  cuando 
asi  no  se  estimara ,  y  no  en  otra  forma  f  se  condenase  al  demandado 
á  que  dentro  del  término  que  se  le  señalase  eligiera  entre  dichos  bie* 
nes  y  los  de  la  mitad  reservable  del  otro  mayorazgo  fundado  pof 
Don  Francisco  Valcárcel,  en  que  también  sucedió  su  esposa  Doña  Ma- 
ría TJrtus-austegui,  á  un  de  que  la  mitad  de  los  dos  expresados  que 
no  eligiere  pasara  al  D.  Juan  Urtus-austegui,  como  verdadero  inme* 
diato,  en  plena  propiedad ,  con  la  oportuna  entrega  de  frutos,  desdo 
el  dia  en  que  concluyera  el  término  que  se  fíjase  para  la  elección;  con 
cuyo  fin  alegó  que  la  primera  incompatibilidad  que, tenia  Doña  María 
Urtus-austegui  para  adquirir  en  propiedad  la  mitad  reservable  de  loa. 
bienes  de  que  se  trataba,  consistía  en  que  D. francisco  Valcárcel  im- 
puso á  los  poseedores  de  su  vínculo  la  obligación  de  llevar  sus  ar<* 
mas  en  primer  lugar ,  bajo  la  pena  de  que  pasarla  al  siguiente  en  gra- 
do; y  como  el  mayorazgo  de  Suarez  de  Castilla  exigía  igual  condi- 
ción, era  imposible  combinar  su  precepto  con  el  de  Valcárcel,  en  cuya 
mitad  reservable  había  sucedido  la  Doña  María;  no  .debiendo  per- 
derse de  vista  para  demostrar  dicha  incompatibilidad «  quq  el  último 
poseedor  D.  Rafael  no  dejó  hermano  varón  ni  descendencia*  habiendo 
quedado  sólo  los  representantes  de  dos  líneas  formadas  en  cabeza  de 
dos  hermanos  de  dicho  poseedor ,  como  lo  eran  Doña  Nicolasa  y  Doña 
Magdalena,  que  sólo  en  el  caso  de  tener  hermano  segundo  varón  el 
sucesor  en  el  mayorazgo  se  excluía  á  la  descendencia  del  último  po- 
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seedor  por  razón  de  la  incompatibilidad  que  se  establecía ;  de  modo 
que  la  existencia  de  hermano  segando  varón  era  la  que  reclamaba 
la  observancia  de  la  incompatibilidad;  y  como  en  el  caso  actual  no 
concurría  tal  circunstancia ,  de  abí  era  que  en  el  orden  regular  de  su- 
cesión venia  ¿  ocupar  el  lugar  preferente  la  línea  de  primogenltara 
formada  en  Doña  Nicolasa  Válcárcel,  á  la  cual  correspondían  ambos 
litigantes ,  como  hijo  segundo  el  D.  Juan ,  y  nieta ,  hija  del  primo- 
génito D.  Francisco ,  la  Doña  María :  que  aun  cuando  en  La  Doña  Mi- 
colasa  hubiera  existido  incompatibilidad ,  ninguna  dificultad  habia 
que  vencer  en  este  sentido ,  toda  vez  que  ambos  litigantes  estaban 
contenidos  en  la  misma  línea,  y  que  entre  ellos  solamente  habia  de 
fallarse  el  pleito:  que  de  cualquier  manera  siempre  resultada  que  la 
Doña  María  Urtus-austegui  representaba  la  línea  del  primogénito  Don 
Francisco  ,  habiendo  sucedido ,  sosteniendo  tal  derecho ,  en  la  mitad 
reservable  del  mayorazgo  de  Válcárcel  y  D.  Juan  Urtus-austegui  re- 
presentaba los  derechos  de  segundogenitura  de  la  misma  línea  ,  sin 
que  le  obstase,  incompatibilidad  alguna,  correspondiéndole  en  su  con- 
secuencia la  propiedad  de  los  bienes  procedentes  del  vínculo  de  Sua- 
rez  de  Castilla ;  puesto  que  era  terminante  la  cláusula  de  incompati- 
bilidad que,  cuando  el  primogénito  estaba  poseyendo  algún  mayorazgo 
y  quedaba  vacante  la  posesión  del  de  Suarez  de  Castilla,  heredase  éste 
el  hijo  segundo,  que  la  incompatibilidad  no  era  para  retener,  sino 
para  adquirir,  porque  claramente  lo  dijo  el  fundador  D.  Pedro  Suarez 
dé  Castilla;  y  con  arreglo  á  esta  disposición  Doña  María  Urtus-austegui, 
que  tenia  el  de  Válcárcel ,  no  podía  tener  en  unión  del  mismo  el  de 
Suarez  de  Castilla :  que  aunque  violentando  la  voluntad  del  fundador 
se  conviniese  en  que  habia  establecido  una  incompatibilidad  mera- 
mente para  retener,  ya  no  seria  posible,  atendida  la  legislación  vi- 
gente y  las  circunstancias  del  negocio,  conceder  á  Doña  María  Urtus- 
austegui  ios  derechos  que  pudiera  haber  tenido  en  otro  tiempo»  porque 
la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  concluyó  con  los  mayorazgos,  fijando 
las  reglas  convenientes  para  la  distribución  de  los  bienes  con  que  es- 
taban dotados  ;  y  una  vez  verificada  la  partición ,  como  lo  estaba  ya 
la  de  los  bienes  del  vínculo  de  Válcárcel,  recibiendo  la  Doña  María 
Ürtus-austegui  su  mitad  como  inmediata  su  ees  ora,  no  podia  efectuarse 
una  segunda  sucesión  en  los  mismos  bienes  por  las  reglas  y  princi- 
pios establecidos  en  la  fundación  cual  si  el  vínculo  subsistiese:  que 
aun  en  la  hipótesis  de  qué  la  incompatibilidad  fuese  solamente  para 
retener,  no  era  dudoso,  consultando  la  fundación  y  las  doctrinas  in- 
concusas en  materia  de  sucesiones  vinculares,  que  el  mayorazgo  qne 
dimitiese  la  Doña  María  deberia  recaer  en  el  D.  Juan ,  quedando  ex- 
cluida toda  la  descendencia  de  aquella ,  porque  la  incompatibilidad 
establecida  era  real,  linea!  y  no  puramente  personal ;  y  por  último, 
que  sí  hubiere  duda,  quedaría  siempre  resuelta  en  favor  de  la  Incom- 
patibilidad real  NneaJ,  ya  so  atendiera  á  que  este  era  el  espíritu  de 
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las  leyes  cuando  establecían  semejante  Irregularidad,  disponiendo  quo 
un  vínculo  fuese  al  primogénito  y  otro  al  segundogénito,  ya  al  dere- 
cho de  representación,  el  cual  impedia  que  excluida  la  cabeza  de  una 
línea,  sucedieran  no  obstante  sus  descendientes ,  y  cuyo  derecho  de 
representación  jamás  podia  dejar  de  observarse  como  expresa  y  ter- 
minantemente no  lo  prohibiese  el  fundador,  sin  que  bastasen  argu- 
mentos de  presunciones  y  conjeturas  para  estimarlo  así : 

Resultando  qite  D.  Juan  Ponte ,  como  marido  de  Doña  María  Urtus- 
austeguí,  en  contestación  &  la  demanda  pretendió  que  se  le  absolviese 
de  ella,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  costas  al  D.  Juan  Urtus- 
austegui,  excepcionándo  al  efecto  que  era  inadmisible  toda  demanda 
en  que,  suponiendo  la  verdad  de  los  hechos  en  que  se  fundase,  se 
veía  claramente  que  la  acción  deducjda  no  estaba  en  la  persona  que  la 
entablaba ,  sino  en  otra  distinta ;  7  que  en  este  caso  se  encontraba 
D.  Juan  Urtus-austegui ,  pues  si  la  incompatibilidad  era  real  lineal 
como  pretendía,  quedando  excluida  Doña  Nicolasa  Valcárcel  y  sus  des- 
cendientes de  la  sucesión  del  mayorazgo  de  Suarez  de  Castilla  por  ha- 
ber poseído  el  de  Valcárcel ,  y  si  Doña  María  Urtus-austsgui  no  podia 
poseer  el  de  Suarez  de  Castilla  por  ser  de  la  línea  excluida ,  como 
nieta  de  la  Doña  Nicolasa,  tampoco  el  D.  Juan,  como  hijo  de  la  mis- 
ma, lo  podia  poseer;  siendo  el  resultado  que  el  derecho  de  suceder 
estaría  en  la  línea  de  Doña  Magdalena  Valcárcel ,  que  por  no  haber 
poseído  el  mayorazgo  de  Valcárcel ,  no  tuvo  causa  de  incompatibili- 
dad :  que  aun  entendiéndose  la  fundación  del  mayorazgo  de  Suarez  de 
Castilla  de  la  manera  que  la  explicaba  el  demandante,  no  era  posible 
considerar  á  éste  inmediato  sucesor  á  la  muerte  de  D.  Rafael  Valcár- 
cel ,  porque  si  por  la  incompatibilidad  no  pudiera  suceder  Doña  Ma- 
ría Urtus-austegui ,  el  derecho  de  inmediato  estaría  en  sus  hijos,  pero 
no  en  el  D.  Juan,  que.no  era  hermano,  sino  tío  de  la  Doña  María:  quo 
la  fundación  de  Suarez  de  Castilla  no  establecía  utyi  incompatibilidad 
linear  sino  personal,  y  no  para  adquirir,  sino  para  retener ;  de  modo 
que  Doña  María  Urtus-austegui,  dejando  el  mayorazgo  de  Valcárcel, 
podría  seguir  poseyendo  el  de  Suarez  de  Castilla ,  y  si  prefería  el  de 
Valcárcel ,  aquel  iria  con  arreglo  &  la  fundación  el  segundo  sucesor, 
según  el  orden  regular,  ó  sea  ¿  una  de  sus  hijas  Doña  Tomasa  y  Doña 
Cecilia,  pues  el  hermano  segundo  varón  no  era  llamado  sino  i  falta 
de  hijos  del  primero  :  que  era  no  menos  improcedente  la  demanda, 
atendida  la  fundación  del  mayorazgo  de  Valcárcel ,  pues  disponiendo 
éste  que  de  no  usar  en  prfmer  lugar  el  sucesor  las  armas  y- apellido, 
de  Valcárcel ,  pasase  el  mayorazgo  al  siguiente  en  grado ,  y  siendo 
claro  que  el  siguiente  en  grado  no  podia  ser  el  hermanó,  sino  el  hijo» 
el  inmediato  sucesor  de  dicho  mayorazgo  de  Valcárcel  estaría  en  la 
descendencia  de  la  Doña  María  Urtus-austegui :  que  si  la  demanda  se 
fundaba  en  las  condiciones  de  la  fundación  como  si  estuviera  viva  por 
las  leyes  vinculares ,  Doña  María  Urtus  auslcgni  tenia  la  facultad  de 
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elegir  sucesor  para  la  mitad  rcservable  del  mayorazgo  de  Valcárcel 
y  (fucdaba  sin  mayorazgo  para  continuar  poseyendo  Ja  mitad  del  de 
Suaíréz  de  Castilla  {  y  que  si  se  fundaba  Ja  demanda  en  la.Jey  de  ,11 
dtí  Octubre  de  1820,  que  concluyó  con  los  mayorazgos,  la  Dofía  Ma- 
ría Ürtus-austegui  no  poseía  el  mayorazgo  de  Valcárcel ,  puesto  que 
habia  dejado  de  existir  con  arreglo  d  dicha  ley,  y  no  tenia  incompa- 
tibilidad' alguna  pato  seguir  disfrutando  los  bienes  procedentes  del  de 
Suarez  de  Castilla  : 

Resultando  que  practicadas  las  phiebas  que  las  partes  articularon, 
y. hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
(fia  en  17  de  Diciembre  de  1867,  la  cual  confirmó  la  Sala  primera  de 
lá  Audiencia  en  7  de  Diciembre  de  1868  f  absolviendo  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Juan  Urtus-atistegui  á  D.  Juan  Ponte,  como  marido 
de  Dofla  María  Urtus-austegní,  y  «orno  padre  y  legítimo  administra- 
dor de  los  bienes  de  sus  bijas  de  menor  edad  Doña  Tortlpsa  y  Doña 
Cecilia;  entendiéndose  que  el  demandado  D.  Juan  Ponte,  en  repre- 
sentación de  su  mujer,  dentro  del  término  de  treinta  días  dimitía  una 
de  las  dos  mitades  reservables ,  la  de  Suarez  de  Castilla  ó  la  de  Val- 
Cárcel,  á  su  elección ¿  en  su  hija  Dona  Tomasa,  como  siguiente  en 
grado  á  su  madre  é  inmediata  sucesora  : 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  demandante  recurso 
de  casación,  citando  como  infringidos: 

t.*  El  tenor  de  fa  fundación  del  mayorazgo  por  D..  Pedro  Suarez 
de  Castilla  y  las  ejecutorias  d<*  este  Supremo  Tribunal ,  entre  ellas  la 
de  2$  de  Enero  de  18fi6,  que  proclamaban  su  respeto  como  primera 
ley;  porque  se  habla  declarado  sucesora  legílittia  de  dicho  mayorazgo 
á  Doña  María  Urtus-austegui  *1  pesar  de  que  la  citada  fundación  Ja 
excluía  dfc  los  llamamientos,  mediante  la  doble  circunstancia  de  po- 
áeer  la  mitad  reséryable  del  vínculo  de  D.  Francisco  Valcárcel  al  tiem- 
po de  vacar  el  de  Suarez,  y  de  no  poder  en  su  virtud  llevar  en  esa 
líecha  y  cti  lufear  preferente  el  apellido  y  armas  de  éste,  como  el  ins- 
tituidor previno. 

•  4.*  La  ley  8.\  tít.  .13,  Partida  7.a,  y  entre  otras  la  ejecutoria  de 
f#  de  Octubre  de  1861 ,  expresiva  de  que  «las  palabras  de  una  fun- 
dación se  entiendan  cromo  suenan;»  porque  las  referidas  sentencias 
Rabian  prescindido  por  completo  de  las  prescHpciones  del  fundador 
D.  Pedro  Suafez. 

.  8.*  El  art.  2.*  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  y  las  ejecutorias 
de  li  de  Marzo  de  1861  y  21  de  Mayo  de  1865,  porque,  contra  lo  que 
ellas  prevenían  y  sancionaban ,  se  había  declarado  dueño  de  la  mi- 
tad reservadle  del  citado  mayorazgo  de  Suarez  á  una  persona  que  no 
debía  suceder  en  el  mismo  al  tiempo  de  la  última  vacante ,  si  dicha 
vinculación  hubiera  subsistido. 

4.#    Las  leyes  V  y  9.%  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción ,  y  la  ya  citada  ejecutoria  de  26  de  Enero  de  1866  •  porque  siq 
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embarga  de  ordenar  que  en  los  mayorazgos  se  sucede  por  derecho  do 
representación .  y  que  el  individuo  que  carezca  de  él  al  tiempo  de  la 
vacante  no  puede  ser  representado*  so  habia  estimado  legitima  suco- 
sora  del  mayorazgo  á  Doña  María  Urtuá-austegui,  que  representaba  á 
su  padre ,  el  cual ,  en  la  hipótesis  de  haber  vivido  á  la  muerte  del  Don 
Rafael  Valcárcel,  no  habría  podido  obtenerlo  legítimamente. 

5.*  La  doctrina  legal  sancionada  en  las  referidas  leyes  1/  i  9.\  tí- 
tulo 17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  en  la  ejecutoria  de 
li  de  Marfeo  de  1865,  porque  se  había  estimado  que  para  los  fines  de 
este  pleito  la  linea  excluida  de  la  posesión  simultánea  de  las  dos  vin- 
culaciones tenia  su  origen  en  Doña  Nicolasa  Valcárcel,  abuela  de 
Doña  María,  á  pesar  deque  dicha  señora  no  poseyó  más  vínculo  que 
el  de  Valcárcel  i  y  X  pesar  también  de  que  I&  újiica  persona  que  po- 
seía este  último  cuando  vacó -el  de  Suárefc.  y  debería  disfrutar  á  no 
estar  en  él  goce  'de  aquel ,  fué  la  expresada  Doña  María. 

6.*  La  doctrina  legal  sancionada  en  la  ejecutoria  de  42  de  Mayo 
de  1867  %  porque  los  derechos  respectivos  do  D.  Juan  y  de  Doña  Ma- 
fia Urtus  austégul  tenían  los  mismos  fundamentos  que  los  que  hicie- 
ron valer  en  otra  ocasión  Doña  María  Luí$a  de  Herrera  y  sus  sobrinos 
Don  Juan  de  la  Cruz  y  D.  Yalentin  Velvte  de  Moneada ,  y  Fin  em- 
bargo se  habían  desestimado  las  pretensiones  del  D.  Juan  Urtus- 
austegu!,  á  pesar  de  que  en  dicho  otro  juicio  se  declararon  proce- 
dentes las  mismas  pretensiones,  sostenidas  por  la  Doña  Magdalena 
Luisa  de  Herrera : 

Resultando  que  en  este  Supremo  Tribunal  el  recurrente  rectificó 
la  equivocación  que  dijo  padecida  al  interponer  el  recurso ,  al  citar 
entre  las  infracciones  comprendidos  en  el  núm.  S.*  la  seríteticiá  de 
ene  Supremo  Tribunal  de  li  de  Marzo  de  1865 ,  debiendo  ser  la  de 
13  del  mismo  mes  y  año,  en  cuanto  en  ella  se  declaró  que  par*  la 
adjudicacion'de  la  mitad  reservable  de  un  mayorazgo  debe  buscarse 
el  sucesor  legítimo  en  el  momento  mismo  del  fallecimiento  del  últi- 
mo posredor,  porque  la  Audiencia  buscó  un  inmediato  sucesor,  na 
al  último  poseedor,  sino  á  la  que  pretendía  serlo  de  éste;  y  le  buscó, 
no  en  et  momento  de  la  muerte  del  último  poseedor,  sino  en  él  (le 
la  sucesión  del  pretendido  inmediato  y  su  opción  entre  los  dos  ma- 
yorazgos incompatibles;  lo  cual  era  contra  dicha  doctrina,  Sun  en 
la  hipótesis  deque  la  incompatibilidad  fuese  para  retener,  porque  átm 
en  ella,  sólo  se  sucede  al  último  poseedor  y  en  el  momento  de  su 
defunción:  ' 

Y  ampliando  los  motivos  de  casación,  añadió  á  los  seis  c o ríi pren- 
didos en  el  recurso. 

7/  La  f. indaclon  del  mayorazgo  de  Valcárcel ,  especialmente  en  su 
cláusula  trigésimaquinta ,  pues  una  de  las  razones  por  qué  habia  con- 
cedido la  Audiencia  de  Sevilla  á  Doña  María  Ürtus-austegu!  di  dere- 
cho de  suceder  en  el  mayorazgo  de  Suarez  de  Castilla  A  calidad  do 
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dimitir  luego  éste  ó  el  de  Valcárcei,  qué  ya  poseía  en  favor  de  su  bija 
Doña  Tomasa,  fué  el  contenido  de  dicha  cláusula ,  sin  considerar  que 
en  ella  el  fundador,  suponiendo  la  compatibilidad  de  su  mayorazgo 
con  otro  én  que  pudiera  suceder '  su  poseedor,  facultó  á  éste  para 
nombrar  al  hijo  tifos  propincuo  al  sucesor  para  disfrutar  ti  del  Tai- 
cárcel.,  quedando  el  otro  para  el  primogénito. 
.  8.*  La  doctrina  admitida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia 
de  24  de  Marzo  de  1859,  de  que  «la  prelacion  de  la  línea  y  la  proxi- 
midad del  parentesco  han  de  considerarse  respecto  al  último  posee- 
dor, tanto  en  la  línea  recta  como  en  la  colateral;»  pues  la  senten- 
cia consideraba  el  parentesco,  no  con  respecto  al  fittimo  poseedor, 
sino  relativamente  á  la  pretendida  sucesora  Inmediata. 

9.a  La  doctrina  de  la  ley  7.\  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación ,  que  para  el  caso  de  incompatibilidad  legal  distribuye  los 
mayorazgos  entre  el  hijo  mayor  y  el  hijo  ó  hija  segundo;  y  sf  no 
hubiere  más  de  un  hijo  6  de  una  hija  /dispone  que  los  pueda  tener 
por  su  vida ;  y  si  aquel  bfjo  ó  hija  hubiere  dos  hijos ,  se  dividan  y 
aparten  los  dos  mayorazgos;  de  suerte  que  nunca  autoriza  la  divi- 
sión ó  separación  entré  el  padre  y  el  hijo,  como  lo  hacia  la  sentencia. 
Y  10.  La  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  11  de  Junio  de 
1861,  según  laque,  hay  una  completa  separación  legal  entre  las  pala- 
bras wcéder  y  retener  en  materia  de  mayorazgos,  así  como  la  primera 
es  sinónima  de  adquirir ;  pero  que  estableciéndose  una  verdadera  in- 
compatibilidad para  adquirir  por  las  cláusulas  sétima  y  octaVa  do  la 
fundación  de  D.  Pedro  Suarez  de  Castilla,  la  sentencia  que  daba  de- 
recho á  Doña  daría  Urtus-austegui  para  suceder  en  aquel  mayorazgo 
cuando  ya  tenia  el  de  Valcárcei,  además  de  infringir  el  tenor  de  la 
cláusula  fundacional ,  confundía  las  palabras  que  con  tanto  esmero 
habia  distinguido  este  Supremo  Tribunal  y  diversiGcaba  las  que  habla 
tenida  como,  sinónimas. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Raro. 
•  Considerando  que  en  las  cuestiones  sobre  mejor  derecho  á  los  bienes 
de  la  dotación  de  un  vínculo  la  fundación  es  la  primera  ley  que  ha 
de  aplicarse : 

Considerando  que  las  vinculaciones  se  reputan  siempre  regulares, 
si  expresa  y  terminantemente  no  dispone  otra  cosa  el  fundador: 

Considerando  que  por  la  misma  regla  las  incompatibilidades  son 
de  rigurosa  interpretación,  reputándose  personales,  y  no  lineales, 
para  retener  y  no  para  adquirir,  cuando  el  fundador  expresa  y  ter- 
minantemente no  ha  dispuesto  lo  contrario: 

Considerando  que  los  fundadores  de  los  vínculos  de  cuya  sucesión 
se  trata,  D.  Pedro  Suarez  de  Castilla  y  D.  Francisco  Valcárcei,  en  sus 
respectivas  fundaciones  establecieron  la  incompatibilidad  personal  y 
para  retener,  entendidas  sus  palabras  llanamente  y  como  ellas  sue- 
nan ,  porque  sólo  así  podia  verificarse  que  el  vínculo  regular  pata» 
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si  tiguünté  en  grado ;  i  d  segundo  euceeor  que  por  el  orden  4  forma  nuo- 
dicha  lo  ha  de  haber  i  goce  : 

Considerando  que  aun  en  la,  hipótesis  de  que  las  palabras  que  se 
leen  en  la  cláusula  octava  de  la  fundación  de  Suarez  de  Castilla  que 
«I  que  hubiere  de  enrede  f  en  este  dicho  mayoratgo  no  tenga  ni  pueda  tener 
otro  mayorazgo,  pudieran  dar  lugar  á  dudas ,  estas  deben  resolverse 
por  las  reglas  antes  referidas  en  favor  de  la  incompatibilidad  perso- 
nal y  para  retener : 

T  considerando  que  la  sentencia  de  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia de  Sevilla ,  de  cuya  casación  se  trató ,  no  infringe  la  ley  fandaelo- 
nal  ni  otra  alguna  de  las  que  se  citan  en  apoyo  del  recurso,  *i  tam- 
poco la  doctrina  de  las  sentencias  de  este  Tribunal' que  con  el  mismo 
objétese  ka  talado,  porque  todas  ellas  vienen  en  apoyo  de  la  supuesta 
infracción  de  la  ley  fundacional ,  y  que  no  habiendo  sido  esta  in- 
fringida no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  tugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Urtus-auateguí ,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  los  400  escudos  que  de- 
positó ,  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley ;  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Audiencia  de  Sevilla  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  Ugidatwa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.«*N*tt- 
riek)  García*«José  M.  Cáceres,=s=Francisco  María  de  Castiila.wJosé 
liaría  Baro^sJoaquinJaumar.BsJosé  Fermín  de  Muro.=aFernando  Pérez 
de  Roías. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Amo*  8r.  Don 
José  María  Hero»  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  *de  Cámara  de  dicho 
Supremo  Tribunal. 

Madrid  8  de  Noviembre  de  186Jh=$ionisio  Antonio  de  Puga. 
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Niím»a»  n*  mu  VBWA.-tTtSQaieucia  de  5  de  Noviembre,  tfftelarafl* 
do  ao  .haber  lugar  a)  recurso  de  ods^iou  interpu^to  e  BQWtyre 
de¿»  menor  Dv  Vicente  Toledo  y  Vaoaa,   coqlr*  Is  pppíi^qcia4í( 

Bpf  la  gala  primera  de. la  Audieaeia  de.  Caceras,  w  pleitftwR 
tyfta  Tomasa  (Joros  tiza. 

Ka  .sw  cQNauuHUNPPs  se  establece :  . 

fmpw  ti  «rt.  2.°  <fe  lq  ley  de  l\  de  Qftubrt  fa  jj{$Pf  ^ 
flfttaty  fr»^ .  /p#  fNneedoret  de  hs  uíucuIqcíqms  $upr¡fpufa$  pued/it\ 
disponer  libremente  4t  fas  bienes  w  que  aq\ieUq§  eQusfslie^en  r  ¡le^ 
M»de  Iq*  requisito*  que  exige,  el  sigmente  arfíq^a  &° 

Bn  la  «villa  de  Uad*¡d ,  A  5  de  Noviembre  de  18Q0,  en  el  gleift  se- 
ptfáo  ea  el  Juzgado  de  primera,  instancia  de  Cácenea  y  oq  l%  ¿fc|e 
primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  Doña  Caailta  Yftfiw 
y  Gébalan  y  D,  Alonso  Montoya ,  en  eeaoepfco  de  tutores  y  wiadoftit 
del  menor  hijo  de  la  primera  D.  Vicente  Toledo  y  Vacas,  e^N  (lou* 
Tomasa  Gorostiza,  sobre  nulidad  de  una  venta;  pleito  pandi^p  ante 
Val  por  virtud  -de  recurso  de  casación  interpuesto  ppp  el  raqurr^nte 
oentra  la  sentencia que  m  11  da  Mayo  de  18fi8  dictóla  t<fpridf|  Sato; 

Resultando  que  0r  Vicente  >lvaroz  da  Ipledo,  poseedor  da  la 
vinculación  fundada  en  la  ciudad  de  Gftperes  por  el  Pogtor  Berna}  - 
dez  de  Quirós,  pretendió  en  7  de  Marzo  de  1853,  apta  el  Jn<1>  de  pri- 
mera instancia  de  Ja  misma,  que  se  practicara  la  djyisiop  de  los  bie- 
nes de  su  dotación  con  intervención  de  su  hijo  é  inmediato  sucesor 
D.  Antonio,  de  menor  edad,  manifestando  que  lo  que  por  aquel  con- 
cepto habia  recibido  de  su  padre  era  un  olivar  al  sitio  del  Calerizn, 
de  40  yuntas,  cuyo  valor  se  tenia  por  70.000  rs.,  y  10  escrituras  de 
fincas  vendidas  é  impuesto  su  capital  en  el  Crédito  público,  siendo 
el  de  todas  74.000  rs.,y  sus  réditos  anuales  4. 200: 

Resultando  que  hecha  tasación  de  los  bienes,  y  practicada  la  di- 
visión con  intervención  del  Regidor  Síndico  de  aquel  Ayuntamiento, 
fué  aprohada  por  el  Juez,  correspondiendo  A  cada  mitad  la  cantidad 
de  108.180  rs.  12  mrs. ,  y  adjudicándose  para  su  pago  á  la  mitad  li- 
hre  ocho  créditos  contra  el  Estado,  importantes  en  junto  71.597  rra- 
les  12  mrs.,  y  la  otra  mitad  del  olivar  en  36.601;  y  ú  la  reservable  la 
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otra  mitad  del  olivar  en  igual  suma  y  11.579  rs.  y  tí  mrs.  en  tres 
créditos  cor  ei  Balado : 

tetaitando  que  D.  Vicente  Alvares  de  f  oiedo  tendió  en  S  de  Agosto 
4»  1113  á  Dofia  Tomasa  (tovostiza  le  ralead  libre  del  referido  olivar;  f 
que  hablando  solicitado  la  compradora  la  división  de  la  fhiéa ,  se  piro- 
cedió  i  na  deslinde  y  partición,  con  aststeiHfti  del  tegídor  Síndico  en 
representación  dei  inmediato  suoeeofr  á  la  viliealaofore 

ietaitando  que  fallecido  D.  Vicente  Alvares  ée  Toledo,  el  curador. 
§é  htm  de  su  hijo  menor  D.  Vidente  Toledo  y  Vacas ,'  é  inmediato  su- 
^esor  de  la  vinculación  que  aquel  poeéia  per  haberte  'preftiuertó  se 
bfje  Antonio ,  entabló  en  7  de  fnere  de  1867  ti  demanda ,'  objete  de 
este  pleito,  exponiendo  que  al  h^cer  la  partición  de  los  Menee  de  di- 
cho mayorazgo,  no  se  había  hecho  averiguación  alguna  acerca  de  lo^ 
que  le  pertenecían ,  pasándose  por  k>  que  habla  manifestado  su  po- 
seedor, adjudicándose  ai  inmtdiato  sucesor  la  mitad  del  mencionado 
olivar. y  unos  créditos  contra  el  Estado,  de  ios  que  sin  duda  habia 
dispuesto  sn  padre,  puesto  que  á  su  fallecimiento  no  se  hablan  en- 
contrado, qnedando  por  tanto  reducida  para  el  inmediato  sucesor  tan 
pfpgfie  vinculación  á  la  mitad  de  un  olivar,  de  la  que  también  habia 
desaparecido  una  gran  parte;  apareciendo  por  tanto  qué  su7 mencio- 
nado padre  habia  dispuesto  de  más  de  la  mitad  de  lo  que  la  ley  le 
permitía ,  como  se  deducía  de  lo  que  habia  dado  en  doté  i  sn  hija 
Jtofta  Jtenapna,  de  la  cesión  en  pago  que  habla  hecho  á  favor  de  un 
•creedor,  de  loe  réditos  do  un  cense  que  cobraba  como  poseedor  de 
j*  vinculación  y  del  poder  que  habla  conferido  para  administrar  los 
bienes  de  la  misma;  suplicó  s?  declarase  nula  la  venta  hecha  por  Dort 
Vicente  A I  vare  z  de  Toledo  á  Oofla  Tomasa  Gorostiza  ¿Je  la  mitad  del 
olivar  perteneciente  á  la  vinculación  fundada  por  Berna  Id ez  Qufrós, 
por  bajier  dispqesto  con  anterioridad  de  la  parte  total  destinada  al  po- 
seedor, adjudicándose  al  menor  en  reintegro  de  parte  de  sn  mitad, 
sin  perjqUio  de  ulteriores  reclamaciones  basta  conseguir  so  total  ha- 
ber; y  caso  de  no  aceederse  á  esta  solicitud,  que  se  le  devolviera  la 
parte  de  olivar  que  se  le  habia  adjudicado  y  que  aparéela  usurpada 
en  la  partieron  que  se  había  practicado  con  la  compradora  de  la  otra 
mitad  !  ' 

Resultando  que  Qpde  Torqpsa  GproMiza  impugna  la  demanda,  por- 
qqp  P9  habiéndose  presentado  la  escritura  de  fundación  del  vtycul?, 
y  no  (soportándose  pof  tanto  las  fincas  de  su  dotación ,  narecia  de 
bpse:  que  para  apreciar  el  va|<jr  legal  de  la  división  de  tm  vínculo, 
0vt}\$  atepderse  á  los  bienes  en  iw  NWepa  atendido  el  poseedor ;  y 
qoe  I*  venta  de  fjpcas  correspondientes  á  la  mited  libre  de  un  mayo- 
razgo, ¿ec|arada  con  las  formalidades  exigidas  por  las  leyes  y  apro- 
bada judicialmente,  no  podía  anularse  en  perjuicio  de  tercero  : 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  parles ,  únicamente  so- 
bre la  manera  en  que  se  habia  practicado  la  partición  del  eJhftf  ( in- 
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trusiones  verificadas  por  Dofia  Towasa  Gorostiza .  dictó  ¿entésela  el 
Juez  de  primera  iustancía ,  declarando  no  haber  lugar  á  la  nulidad 
de  la  venta  de  la  mMad  de  dicha  finca*  hecha  por  D.  Vicenie  Alvares 
de  Toledo  á  Dofia  Tomasa  Gorostiza ,  á  quien  absolvió  en  su  conse- 
cuencia en  este  extremo  de  la  demanda ,  condenándola  á  devolver  al 
menor  demándame  ciertas  porciones  de  tierra  que  tenia  en  su  mitad 
de  olivar  de  la  parta  correspondiente  á  aquel : 

Resultando  que*  confirmada  esta  sentencia  en  su  primer  extremo, 
único  que  fué  objeto  de  la  apelación  del  demandante,  por  la  que  en 
11  de  Mayo  de  1868  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres, 
interpusieron  ios  curadores  del  menor  recurso  de  casación ,  citando 
como  infringido  el  art.  2.'  de  la  leg  de  27  de  Setiembre  de  1820,  res- 
tablecida en  Agosto  de  1836,  porque  el  último  poseedor  D.  Vicente 
Toledo  habia  dispuesto  de  todos  los  bienes  vinculados ,  á  excepción 
del  olivar  en  cuestión,  cuyo  valor  no  cubria  la  mitad  de  su  impone. 
.    Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  Fermin  de  Muro. 

Considerando  que  el  único  motivo  de  casación  que  se  alega  contra 
la  ejecutoria  se. hace  consistir  en  la  infracción  del  art.  2.a  de  la  ley 
de  11  de  Octubre  de  1820,  por  el  que  se  ordena  que  los  poseedores 
de  las  vinculaciones  suprimidas  puedan  disponer  libremente  de  los 
bienes  en  que  aquellas  consistiesen,  llenando  ios  requisitos  que  exige 
el  siguiente  art.  3.* : 

Considerando  que  la  demandada  Dofia  Tomasa  Gorostiza  bá  pro* 
bado  que  compró  á  D.  Vicente  Alvarez  de  Toledo  la  mitad  del  olivar 
sobre  que  ha  girado  el  pleito  después  que  aquel  habia  practicado,  con 
intervención  de  su  inmediato  sucesor  y  con  todas  las  circunstancias 
que  exige  la  ley,  la  división  de  aquella  finca  como  perteneciente  ó 
vinculación  suprimida  : 

Y  considerando,  según  estos  antecedentes,  que  la  ejecutoria,  al  ab- 
solver á  la  demandada  y  sostener  la  validez  de  la  venta ,  no  ha  in- 
fringida el  expresado  art.  2.'  de  la  referida  ley  de  11  de  Octubre  de 
1820,  antes  al  contrario  •  se  ha  fundado  en  sus  disposiciones  y  les  ba 
dado  el  debido  cumplimiento ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  á  nombre  del  menor  D.  Vicente  To- 
ledo y  Vacas ,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por 
que  prestó  caución ,  que  pagará  si  viniese  á  mejor  fortuna ,  distribu- 
yéndose entonces  con  arreglo  á  la  ley ,  y  las  costas ;  devolviéndose 
los  autos  á  la  Audiencia  de  Cáceres  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Caceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Mauricio  Gar- 
cía.=Laureano  de  Arrieta.=  Valentín  Garralda.=Franclsco  María  de 
Castilla. «José  María  Haro. —Joaquín  Jauw&r.— José  Fermín  de  Muro. 

Publicación : 
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leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera,  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  Noviembre  de  1869.=* Gregorio  Camilo  García. 
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CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Reivindicación  de  fincas. — Sentencia  de  5  de  Noviembre,  decía* 
rqodo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Jáirqe  forracabota  y  consortes  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala , primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Don 
Jaime  y  D.  Segismundo  Salarrutllana  y  Mauri. 

En  los  considerai^do3  se  establece: 

í.°  Que  en  cuestiones  efe  hecho  ha  de  estarse  á  la  apreciación 
hecha  por  la  Sala  sentenciadora  en  virtud  de  las  pruebas  practi- 
cadas y  méritos  de  las  aptos ,  cuando  contra  dicha  apreciación  no 
se  cita  como  infringida  ley  ni  doctrina  admitida  por  la  jurispru- 
dencia de  los  Tribunales. . 

.?.!  Que  para  reivindicar  una  cosa  es  preciso  designarla  é  iden- 
tificarla ¿  según  la  leu  6.\  tít.,  1,°,  libro  6.°,  Digesto ,  y  doctrina 
sentada  por  este  Triaunal  Supremo. 

3.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas]  por  una  sentencia 
leyes  ni  dodriws  que  no  son  aplicables  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Noviembre  de  1869,  en  el  pleito :se^ 
guido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manresa  y  en  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Jaime  y  D.  Segismundo  Sa- 
larrutllana y.Mauri  con  D.  Jaime  Torracabota,  D.  Francisco  Maya,  Don 
Jaime  Viñas,  ti.  Juan  Riera  y  D.  Segismundo  Mirabitllas,  y  con  Don 
José  Sala  y  Verges,  citado  de  eviccion,  sobre  reivindicación  de  fincas; 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
por  los  demandados  contra  la  sentencia,  que  en  1  i  de  Julio  de  1868 
dictó  la  referida  Sala :     *••'•» 

Resultando  que  D.  José  Salarrutllana  otorgó  testamento  en  la  villa 
de  Artes  á  15  de  Abril  de  1819 ,  por  el  que  instituyó  heredero  uni- 
versal á  su  hijo  Segismundo  Salarrutllana,  y  él  premuerto,  ¿  aquel 
de  sus  hijos  ó  hijas  que  é\  eligiera;  y  si  muriese  sin  ellos  6  con  tales 
que  ninguno  llegara  &  la  edad  de  testar,  sustituia  y  heredero  un  i  ver- 
il. 25 


S86  TRIBUNAL  SUPREMO    DE    JUSTICIA. 

¿al  hacia  (os  demás  bijóá  ó  liljas  del  testador,  no  todos  juntos-  sinQ 
át  uno  después  del  otro,  órderl  de  primogenitura  guardado,  y  preffc 
riendo  los  varones  á  las  hembras ,  del  mismo  modo  que  ¿el  primer 
instituido  iba  dicho: 

Resultando  que  las  partes  se  hallan  conformes ,  y  ha  sido  ade- 
más objeto  de  prueba  que  el  citado  testador  José  Salarrutllana  dejó 
siete  hijos,  llamados  Segismundo,  Ramón,  Antonio,  Francisco  de  Asís, 
Rosa  ,  Teresa  y  Francisca :  qué  los  seis  últimos  premu rieron  al  pri- 
mero Segismundo,  el  cual  falleció  sin  hijos,  porque  si  bien  tuvo  va- 
rios, le  premurieronj  í  qué  por  tfnto  sucedió,  en  la  herencia  del  re- 
ferido testador  su  nieto  J*irae  Salarrutllana  y  Mauri,  hijo  primogénito 
del  segundogénito  de  aquel,  Ramón  Salarrutllana,  el  cual  formalizó  en 
15  de  Marzo  de  1863  inventario  do  los  bienes  de  su  abuelo  sujetos  á 
f¿|lstro,  incluyendo  en  él  todo  el  manso  denominado  Sala  de  la  Costa, 
(Jílb  ¿ti ns taba  con  sus  tierras  dé  85  cuarteras,  ocho  cuarldhs  aproxi- 
ftíádühiéhtd  de  fceüibrádura  de  trigo;  parte  dfc  regadío,  parte  de  viña, 
ftofte  yermdj  dlivds,  bosque,  cereales  y  rocaleá,  vdloradd  aproxima- 
damente en  48.000  rs.: 

Resultando  que  los  hermanos  D.  Jaime  y  D.  Segismundo  Salarrut- 
llana y  Mauri,  hijos  del  citado  Ramón  Salarrutllana,  entablaron  en 
15  dfc  Febrero  de  1865  la  demanda  objeto  de  éste  pleito  j  en  la  que 
expusieron  que  su  abuelo  era  dueño  y  poseedor  del  manso  de  iá  Sala 
88  lá  Coáta:que  D.  Juan  Riera,  D.  Jaime  Tifias,'  tí.  Francldco  Maya, 
0!  Segismundo  Mírahitilas  y  D.  Jaime  Torracábota  ,  poseían  vahas 
fincas, p^rt^n^cientcs  al  mismo,  y  de  consiguiente  procedían  del 
abuelo  8e  loa  apandantes  ;  y  fherá  que  los  poseyeran  por  venta, 
beslSh  ü  btro  titulo  ♦  lo  cierto  era  que  habían  sido  erMJehadas  por  el 
heredero  gravado  Segismundo  Salarrutllanáná  ;  hiendo  además  de 
tfdvertír  que  las  adquisiciones  so  hablan  Hecho  en  menos  de  iá  mi- 
tad de  su  justo  precM  ,  y  que  algunos  de  los  adquisidores  poseían 
las  fincas  en  mayor  extensión  que  laque  habia  sido  objeto  del  con- 
trato, hó  pidiendo  determinar  todas  sus  circunstancias  poi»  no  tener 
IOS  títulos,  pero  bastándolas  cdnsignar  el  hecho  de  qué  aquellas  fin- 
fefcs  eran  procedentes  del  faarisó  Saja  de  la  Costa,  y  que  habían  sido 
éhajenadas-  por  su  referido  lio ;  y  deduciendb,  como  fundamentos  de 
ílbrecho,  que  éste  habla  sido  un  heredero  gravado,  no  pudiendo  por 
iántó  disponer  do  los  bienes  hereditarios  sin  que  la  circunstancia  de 
tener  hijos  al  verificar  las  enajenaciones  pudiera  legitimarlas  ,  por- 
tjué  sii  cticácacta  legal  dependía  precisamente  de  la  condición,  qae 
no  se  verificó,  de  morir  con  hijos  el  heredero,  siendo  erl  su  tonse- 
Üoencía  bulas  aquellas  en  cuanto  excedieran  de  su  parte  Jegititáa  y 
de  la  cáárüt  trebellánica  en  el  caso  de  habdi*  tomado  inventarlo:  que 
éari  iilhndo  asi  nd  furse;  fas  ventas. seriatí  legaímente  rescludlbles 
J)br  lá  lésíoh  "cnorrijfsimH  que  contenían  ;  y  que  los  deoianríados  tío 

podían  Itivocsr  la  prescripción  pl  reclamar  el  kfrbnó  d?  n^Jorss  bo« 


¡titi  eá  ftá  fincas  por  lio  jiaBérlás  ádqüínIJó/fW  ,büeua  f^',  "pues 
¿feUih  féfíílbrarsé  <fe  fa$  facultades  <í el  vehcíecjbr,  y  io  le  léÉ  ocuf- 
iStfe  rftfé  f¿¿  Mqttfftaft  por  tóenos  de  lá  niitad  ifel  Jtf¿t¿  fyfoctd.  k^ 
fiíi  de  tío   haber  ífa&ürridó  el  tíernprf  necesario  páríi  feilo  ,'   ejéN 
ífÜhdd  efl  stt  virtud   la¿  acciona  reivíhdfóatcfrfa   £  $x-tésttiméntd, 
támié  tíñbá  éit  el  áomlrtld  <5  derectid  t-éa'í  cjde  1t?s  aittbitía   ét 
tóf  dlíeétírbfente  loí  ¿uceSo>es*  de  Jbáí  Sáíart-utllrlrtá  1"  jf  feri  cdtíse- 
étíWcfe  éft  la  dé  ser  nulas  y  aun  rt'sdndibléí  las  éríáJeHíicío/íek  ho- 
ctff  pd#  áeg&mundo  Sáfarhilllana  ,   lernaínáfróh  fctttíllcándd  *e  éórt- 
déflafe  ft  itiáif  Riera  jf  á  todos  las  clernáá  féterfdóá  ¿  tfiáaftir  *  'fervor1 
íé  ^  jfftáfttídárttái  lái  fincas  qné'^osfeiári  ^rbc'écíén^s del  liranso 
Sala  de  la  Costa  ,  y  que  ello;  ó  sus  causantes  ffabiárt  kdejuírido  'dé 
StelsmdHílo  áálárrutllana,  6bh  lbá  'tfflbi'pertifbttákfftodlitik  percibir 
dewee^dto  qde  hubiera  lugar;  y  r^rgo^ dé' coárfí;;  ifáflo*  jf  jferjufcíos: 
Ittsrütárfdo  qué  estimada  fe'WxcéptfOií  dilatoria  de  é^ctbr'féfejtí  én 
if'ModQttéf  proponer  fa  defoafída;  qlicMds 'frániáhdadbs  ojJusl&ori 
por  áq'  tfjáf  cotí  fá  debida  f>reciáioft  lo  que  se  pfedfá ,  6onsl¿rtdron  16s 
¿enfundantes  én  su  nuevo  escrito  !a¿  ftac&S  f^he  respecttvarieñte  £o- 
fóiatf  los  demandados,  maní festdhcf ó  rftie  tío  sabíarl  I'  patito  ftjo  ios 
áétas  qué  etí  su  vida  otorgara  el  heredero HdtictaHti  6  gravfcdfr,  y  úo 
podían  po?  tamo  precisar  cod  exactitud  ,  ¿sí  \k  extensión  díé  ;Ias  fin- 
ca* cdtíto  los  tftútbá  eft  tfrtád  de  los  custfes  paíliélr&h  tos  d$tádnda~ 
áói!  poseeVHW  ,'  y  que  por  éllolfnHtfcban  átf  ácefon  i  reclama*  lis  dé 
aijttfclfa  prbtfcdencfi*  dé  quienes  tes  pbsfejeTari,  Werá '¡Cualquiera  el 
totictytó;  Suftcfué  creían  (\ne  áe  habían  aprtfcítn'adó  indchó  á  la  exac- 
titud ,  y  ¿rfc  pof*  10  menos  mity  snflcfe'Me  paHá  fiJSr  con  precisión  Id 
qaetepfedUíí     *;  ....-...■.,... 

Resaltando  qné  Fos  demandados  impugnaron  te  demanda  alégatido 
qué  tlfl'ffódla  detfrse  qu<r  ha  bia  venido  3  tener  lugfal»  fa  sftiétitu&on 
latyWstá  por  M  fédtatoOf ,  por  nié*  que  í  sos  trfjdsr  y  nieto»  hablen! 
sóbriftlftttííeéismundd  SalarHitlíaná;  tf  &iát  ñd  debfo  haberse  prf- 
vado  dé'  lá1  herettefa*  porque  htfbfeVá  aliánsadd  mía  Ibflgétfdad  qué 
fcOhUbtori  edñsegoido  sus  tieseehdientW:  qrffe'M  ausiHtícióh  podía 
tnbj  *teft  «nléttdérse  sin  violentar  Mséhttoé,  'pueitá  pai<a  *l -taso  dé 
nmFeFfrettfléró  sltí  líiJO  ánl«  qtn*  M  ttíitMof:  :(jüe  Ids  dértitrridhft** 
fio  fMHaft  acreditar  ¿tt  derecho  acftW,  péH|üe  no  hírbian  sido  éllbfc  )o¿ 
lMUfiUddrf  A  te  strce^fM,  sino  éfÉ  pftdre,  qíre"halJi*  prem^eríb  ^  SegKv 
máMoi  f  qué  jvdf  lo  mfóttkO  lio  fiafofr  t>bd!(fo  ^stitnirle:  t  ^ué  iuti 
cnattdO  (MceáfM  el  tferéchtí  d^  r^Setítacíóh  ^  tuvóétíbart,  flldí# 
se  üó  iktbia  conferido  ft.éífdft,  pu^á  *u'  pfcte  batáft  rrórttilidb  é  su 
mujer  t^Hh  tibttibrftr  ¡tctkáetb  éftire  teW  Hijos,  y  solsithente  drtpu^s 
d«  !á  mileHé  do  érifa!(>odrift  Mbersé*qt^n  erft  el  nombi^do ;  f  que  st 
éntáiiei»  resdttkba  éeHO  «  Jfllmr» -Oértó  pddrfa  preíiHtnirs/*  por  sd  ca- 
lida)! de  primogénito,  tvttoétli  üe  Kcc^n  r^ríiMntenW^  H  irfvíndí- 

cafííD  í|0  lo?  W^ffi  t)ae  8e|füníitW0 iitibíWl»  enajonfcdd;  ponjde  comq 
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sucesor  de  éste  en  virtud  de  Ja  donación  universal  que  habla  aten? 
tado  habla  de  respetar  y  responder  de  sus  actos:  que  la*  éscrkujjés' 
que  acompañaban*  probaban  la  inexactitud  de  la  demanda  al  suponer 
que  las  enajenaciones  de  las  fincas  hablan  sido  hechas  por  Segis- 
mundo, sin  qne  su  concurrencia  á  aquellos  actos  significará  mis  que 
una  garantía  mayor  para  los  adquisidores,  porque  el  verdadero  ven- 
dedor no  podía  ser  más  que  *u  padre,  que  era  el  verdadero  dueño: 
negaron  también  que  las  finca*  que  pretendían  los  demandantes  des- 
lindar pertenecieran  al  patrimonio  de  José  Satarrutllana :  y.  por  últi- 
mo* alegaron  que  de  tpdps  modos  á  la  dimisión  de  las  fincas  debe- 
ría preceder  la  bonificación  de  las  mejoras ,  porque  las  Uacia  .soyas  el 
poseedor  de  bu$o*  fé:     • 

Resultando  que  con  sn  escrito»  presentaron  cuatro  escrituras,  de 
lasque  aparece  que  en  84  de  Enero  de  1837 Segismundo  SalamiUiafta 
y  Francisco  Sala  vendieron  á  Jaime  Torracabota  una  pies»  de  tierra 
plantada  de  villa  en  termina  de  Artes #  que  era  parte  y  de  pertenoa- 
cia  d?l  manso  Salar rútllana  •  dé  cuartera  y  media  de  sembradura,  en 
precio  de  142  libras  y  10  sueldos :  que  en  2Í  de  Agosto  de.  1817  José 
y  Segismundo  Salarnuittna ,  padre  6  hijo*  establecieron  á  Juan  Itiora 
un  pedazo  de  tierra,  campa  con  algunos  olivos ,  que  era  parte  .y  per- 
tenencia de  dicho  manso  •  la  cual  les  pertenecía  por  Justos  y  legíti- 
mos tftdtos ;  que  en  84  de  Biciembre.de  181&  José  Salarrutilafta  esia- 
taleció.  perpetuamente  A  Juan  Riera  dn  pedazo  de  tierra  campa  de.  siete 
cuartana  de  sembradura  de  trigo  en  término  de  Aries ,  con  los,  linde- 
ros qae  expresó ;  y  que  en  13  de  Octubre  de  181$  José. y  Segismundo 
Salarrotllana,  padreé  byo,  establecieron  *  Pedro  Serrat  nnp  pieza 
de  tierra  campa  y  un  trozo  separado ,  que  hacían  en  junto  una,  cuar- 
tera de  ( sembradura ,  en  término  dé  la  Villa  de  Arias  .- 

Resultando  que  citada  de  eviccion  &  instancia  da  tos  demandados 
José  Sala,  como. sucesor  de  FraBoisoQ.  Sala  •  que  en  «pión  (Je. Segis- 
mundo Salarrutilaoa  habla  otorgado  la  venta  de  la  primea  de.  las 
mencionadas  escritura? -,  sostuvo  que  la  damiiida  no  podi*  dirigirse 
contra  él,  presto  qqe  recayendo  sobre  loa  derechos  indetydaneote 
enajenados  por  Segismundo  SalarrutUana,  <no,  podtia  cotnprewtee  ios 
que  podía  tener  en  la  finca  Francisco  de  Asís  Salq ;  y  qm  loa  deman- 
dantes repicaron  que  los  Mulos  parciales  presentados  de  ¿macaqueo* 
parte  de  las  fincas  oléelo  de  la  raclajnacion,  demostraba*  la  proco* 
deacia  de  la  demande  >  limitada  &  reclamarlos  bienes  y  depecbee  ile- 
gítimamente enajenados  per  Segismundo  SalarruUJma*  m  que  de 
ningup  modo  pudiera  axieadmeA  los  que  par,  título  legítf  mQ<  hubie- 
ran podido  adquirir.  Jos  detoafcdado* :  que»  afelios  documentos  ,eran 
insuficientes  y,  no  respondienial  objeto  que  los  demandadas  se.  propo- 
nían, demostrando,  que  lee  resientes  fincas  reclamada*  habita  flido 
enajenadas  por  Segií^nitfidoSalarratilan*,  pues  de  lo  congrio  se  ha- 
brían presentado  los  títulos  lo  mismo  que  loa  demás ; 
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Resaltando  gue,  practicadas  por.  las  pactes  .pruebas  de  testigos,  po- 
rciones y  peritos  sobre,  los  hechos  alejados  j  soire  la  identidad  de 
Jas  fincas*  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  condenando  á 
los  demandados  i  dimitirá  fejor  de  lop  demandantes  \w  que .proc*- 
deotes  del  manso  Sala  de  la  Co#a  vendió  sn  tip  Segismundo  Salar- 
nullana.  con  los  fruto*  percibidos  y  podidos  percibir  desde-k  muer- 
te de  éste»  con  reserva  á  los  demandados  del  derecho  que  por  razón 
denlas  referidas  ventas  lea  asistiera  para  que  lo  utilizasen  en  juicio 
competente  y  contra  quien  correspondían,  absolviendo  jk  ¿osé  Sala  y 
Verges  de  la  demanda  de  eviccion  contra  r*l  mismo  propina  por  los 
convenidos: 

Resultando  qne  confirmada  esta  sentencia  por  ta  «at  Oü  U  de  Ju- 
lio, d&  1868  dictó  la. Sala  primer*  de :1a  Audiencia  de» Bajstfope,  ente* 
diéádooe  comprendido  ea  Ja  reserva  ♦<  el  dereaboique  esfera  á  los 
demandados  por  las  mejoras  qae  hubieran  Jincha  «a  las  fiólas  df  que 
se  trata;,  interpusieron  dicbosdemandadosiMcnsso ido.  caparon,  ci- 
tando oomo  infringidas : .  >       .  ¿  .,. «...    >  <        ,  %. 

1/  Por  habérseles  condenado  A  dimitir,  tujas,  Ancas ,  Oiga  identi- 
dad no  se-  ludria  determinado  ni  Justificado;,  la  ley %f%\ tm J.f¿  li- 
bro 6.*,  Diaesto,  en  la.  que  so  apreviene qu* al  allano  iqtffljt^reja 
acción  reivindicatoría  ,  debo  designar  qué  cosa  es  la  qw  pido  *  y  si 
Ja  reclama  en  todo  d  en  parte,  y  cuáL  sea  ésta;  y  ta,4oefri&*  admi- 
tida por  la  jurisprudencia  de  loa  Tribunales  ».. ¿anonada  ,ipr  este 
Supremo  en  sentencia  de  £1  de.MantadelMS^aegjiUtla.  que  g  para 
reivindicar  .una  cosa  que  se  .supone  detentada,  estjqdiapeosabi*  qn?  el 
demandante  justifique  el  derecho  con  que.  la  pide  y  la  identidad  de  la 
cosa,  misma,  •/•*  .  *,>•  ...  ..->.v.    j 

%T  La  ley  16 ,  tí u, 22*  Partida  2.\  y  la  decisión  de  este, Supremo 
Tribunal  de  S  de  Marzo  de  1861  „ *n  cuanto  la  $ealencto  no  «W  conr 
grnente  en  sus  términos  ni,  guavdaba :  conformidad  oon  W  demanda, 
como  lo  probaba  el  que,  reivindicando  en  ella  loa  dosfiafl&jMcp  llue- 
ve fincas ,  se  condenaba  &  los, demandados  4  entiegar  itectaJa*  pro- 
cedentes del  manso  Sala  de  la  Coata,  que.^or  lo  que  en  1^  miww  «sen- 
tencia se  indicaba  eran  qqqQi  ooncedWndOfiOteSfc  pov  taoMi  ntfe  «do  le 
quo-pedinn*  .•..,*,..  /  ■.»,.* 

.  vr  La  doctrina  constantemente  adojWda  por  la  jurisprudencia 
do  los  Tribunales  y  sancionada  por  este  Supremo  en  las  semencias 
de  9  de  Diciembre  de  1841  y  30  de  Enero  de  1864  ,.  (Sepin:  te  que, 
cuqndo  la  acción  de  los  demandantes  se  fonda  en  «ta nulidad  do  un 
acloi  debe  anta  todo  obtenerse  la  declaración  de >diphfc  utilidad,  > 
,  yistOf  siendo  Ponente  ol  Ministro  JL  Francteoo  María  doHastfUa. 

Considerando  que  *el  acuwl  recurso  de  caaecioano  aahaintef* 
puesto  respecto  del  desecho  <pie>pOff>  iaiejecutorta  ae  coscada  á  Joar  ac- 
tores á  la  herencia  de  José  Salarrutilana,  á  cuyos  bienes  corresponde 
el  manso  Sala  de  ta  Costa : 


Considerando  gpe  en  la  demanda  objeto  de  este  pleito  ,  $e  repta» 
marón  dtetermfpiraamente  VarW' fincas  .como  procedentes  del  We- 
jr\d0  manso1;  ^  ¿i'enáfo  'dé  puro  tiéírho  Ip  cuestión  sobre  )a  identidad 
de  laK  fincas 'jitígibs^s;1  ira  de  ¿fetjirse  ll  la  ¿predación  tifecha  porifc 
¿ala  sentenciadora  ét> 'tfrtuií  tíe'ias  pruebas  practicadas  ,y  tnérftos 
de  ios  aptos  ',  c¿afidb"c¿Wtfa  dicha  apreciación  nó  se  f|á'citado  como 
infringirá  ley  ni:  doctrina  admitlrfa' por  la  Jurisprudencia  delps  Tri- 
bunales :      '  '        ■/•  :'-.•■•■;»>.•  "  ' 

1  Considerando  /por  'tanto  V 'qhe  la  ejecutoria  no  ba  Iníriftgfdo  'h 
lej  r6mánkly  áodrfná  bi>e'sre  invocan 'en  apoyo  del  recurso,  se- 
gún' Ids'éíiiflBS  ,  ¡para  ftivínfllcai*  una  cosa  f  efc  preciso  designarla  é 
identificarla : 

•  Cómildá-añdó  que  'tírifyócó  bandido  InMngidfcsIá  íey  l*^ttt.  M, 
Pfertlda  3  *  y  doctrina  Sitadas ',  relativamente  á  que  la  sentencia  debe 
guaftlar  conformidad  éoA  la  demanda;  puesto  que  en  la  ejecutoria  se 
condenadlos  demáftdaddsá'  dimitir  R  favor  de  los  deslindantes  las 
flacas  que  procedentes  del  manso  Sala  de  la  Costa,  vendió  Segismundo 
Salarrutllana  f  siendo  estos  los  términos  á  que  sustancialmente  se  lf- 
inltó  la  demanda  ¿nfabtoda  t   ' 

¥•  considerando  qtfela  doctrina  también  citada  sobre  que,  cuan- 
tío 1á  acfcion  (de  tos  dfcmaridantes  se  fbnda  fcn  la  nulidad  de  un  acto 
dette-  ante  todo  obtenerse  ]á  declaración  de  dicha  nulidad ,  no  es 

<  4 

b  pilca  Me  al  caso  presente,'  jior  cnanto  la  acción  ejercitada  se  fonda 
precisa  y  esencialmente  en  la  disposición  testamentaria  de  losé  Sa- 
fámiUlaria,'  dé  donde  los  demandantes  hacen  nacer  su  dominio  ,  y 
por  consiguiente  el  derecho  para  reivindicar  las  fincas  contra  los  que 
las  poseen;  '  \'       '    í 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
réenrso'de  feasécfoto  fntei^ñiésto  por  los  demandados  D.  JMme  Tor- 
racabota  y  consortes  ,  á  'quienes  condenamos  en  las  costas;  y  de- 
vuélvanse los  áotos-íl  iú  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación 
correspondiente.  • 

Así  par' esta  nuestra  sentencia,  que  se  frabllcará  ten  la  €aceia  y 
sé  insertaren'  te  Cdeáton  tefisfatív*,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias neeíéfearfas ,  lo  pronuncíateos  ,  mandamos  y  llTmamofc.= Mauri- 
cio García.=  Laureano  de  Arrieta.=  Valentín  Gar  raída.  =r  Francisco 
María  de  Gastü^.^Jósé ! Ufaría  Hftro.=±Joaqtíin  Jaumar.=José  Fermín 
de  Muro.  ■    •  ' ' 

.    Publicación : •  :  ■<::■'.: 

Laida  y  publícala  ffi*é  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Francisco  María  dé  atetilla,  'Ministro  de!  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia,.  estándose  celéltañdd  atidiéácra'  publica  én  su  Sala  primera,  «I 
di  a*  de  hoy,  de  qtte  certffteo  <$omo  Bseribano  de  Cámara. 

Madrid  '*  a* Hovíomtofc  d«  l8W.«*<rrdgorio  Camilo  García, 
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f acó  de  cantip4^.— 5eolí?oc¡a  de  5  de  Novieqibre ,  decidiepdo  e» 
favor  oel  Juez  del  distrito  de  lp  PUz^,  eg  Yalladolid,  Iq  cem- 
p^tencia  promovida  entre  el  [qlsmo  y  el  de  las  Afueras  de  Bar- 
celona, acerca  del  couocimiealo  de  la  demanda  deducida  por 
jp.  partía  Icher  coair^  P.  RapxQn  Yilardpll  y  qir<#. 

.    En  su^  considerados  $e  establece: 

0¿e  ¿00  arrealp  á  lo  establecido  en  ef  párrafo  3-°  d¿/  artfcp- 
¿7  5  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  en  primer  lugar  com- 
petente para  conocer  de  los  juicios  eif  que  sp  deduzcan  accionas  per- 
sonóles  el  del  punto  en  que  deba  cumplirse  la  obligación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Noviembre  de  1R69,  en  la  competen- 
cia que  ante  Nos  pend<\  promovida  enlr<!  el  Juez  de  primera  instan- 
cía  del  distrito  de  la  Plaza  de  Valladolid  y  el  de  las  Afueras  de  Bar- 
celona acerca  del  conocimiento,  de  la  demanda  deducida  por  D.  Mar- 
tin Ictier  contra  D.  Ramón  Vilardell  y  los  hijos  de  D.  Francisco  Lara, 
sobre  pago  de  cantidad : 

Resultando  que  en  lOdeFebrero  de  1852  D.  Ramón  A.  Vilardell.  en 
nombre  propio  y  en  el  de  D.  Francisco  de  Lara,  y  p.  Miguel  de  Ber- 
gué,  firmaron  en  Barcelona  un  documentp  privado,  por  el  que,  con- 
forme al  proyecto  que  tenhn  formado  los  primaros  d*  montar  en  la 
ciudad  de  Valladolid  un  establecimiento  de  hílalos  y  tejidos  de  algo- 
don,  convinieron  en  que  De  Borgué  se  encargaba  de  proporcionarles 
la  maquinaria  necesaria  para  el  efecto,  estipulando,  entre  otras  con- 
diciones, que  los  compradores  se  obligaban  A  pigir  por  H  referido 
,  surtido  la  cantidad  de  31.800  p^sos  fuertes  en  cinco  plazos,  ,1  saber: 
una  cuarta  parte  que  se  entregaba  en  el  acto  de  firmar  estf»  convenio, 
yifue  Be  Bergtré  declaraba  tener  recibida ;  una  cuarta  parte  A  la  en- 
trega tíe  los  conocimientos  de  embarque  y'  póliza  de  seguros;  una 
coarta  parte  estando  las  maquinas  en  el  establecimiento ;  una  octava 
parte  después  de  montadas  las  maquinas,  y  la  última  octava  parte 
después  de  medio  año  de  montada  la  fábrica  y  producir  el  resultado 
ofrecido;  verificando  estos  plazos  en  metálico  ó  en  letras  sobre  París 
6  Londres  al  cambio  corriente  de  la  plaza:  que  si  á  la  llegada  de  las 
máquinas  Vilardell  y  Lara  no  quisieren  por  cualquier  motivo  que  se 
montasen,  satisfarían  el  última  pago  &  los  nueve  meses  de  la  entrega, 
y  la  obligación  de  montar  la  fábrica  quelaria  á  cargo  de  Bergué  du- 
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rante  año  y  medio  después  de  dicba  entrega ;  y  que  en  caso  de  dis- 
cordia de  las  partes ,  relativamente  4  la  ejecución  de  esta  contrata, 
se  nombraría  un  arbitro  por  parte ,  y  tercero  por  las  dos ,  debiendo 
los  contrayentes  conformarse  á  su  decisión  sin  ulterior  recurso: 

Resultando  que  en  i.'  de  Diciembre  de  1855  D.  Ramón  Vilardell, 
por  sí  y  en  nombre  de  D.  Francisco  de  Lara,  bajo  la  razón  social 
Lara,  Vilardell  ó  hijos,  y  D.  Melchor  Ferrer,  en  concepto  de  apodera- 
do de  D.  Miguel  de  Bergué,  otorgaron  escritura  en  ésta  capital,  por 
la  que,  manifestando  haber  ocurrido  desavenencias  sobre  la  ejecu- 
ción y  cumplimiento  del  referido  convenio  de  10  de  Febrero  de  1852, 
con  objeto  de  concluirlos,  nombraron  en  concepto  de  arbitros  y  ami- 
gables componedores  á  D.  José  del  Olmo  y  D.  Hilario  González,  ve- 
cinos y  del  comercio  de  la  ciudad  de  Valladolid,  con  amplias  facul- 
tades para  proceder,  y  en  su  caso  para  nombrar  tercóro:  que  acepta- 
do el  cargo  por  dichos  arbitros,  los  interesados  entregaron  los  opor- 
tunos antecedentes,  dirigiéndoles  varias  cartas  é  instrucciones :  que 
en  16  de  Diciembre  de  1861  dichos  arbitros  dirigieron  un  oficio  al 
Tribunal  de  Comercio  de  Valladolid  acompañando  el  expediente  para 
que  las  partes  dedujeran  su  derecho  donde  les  coaviniera ,  mediante 
á  que  después  del  tiempo  trascurrido  sin  que  se  hubiera  terminado, 
consideraban  que  no  podían  ni  debian  continuar  entendiendo  en  él: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  la  ciudad  de  Barcelona 
en  12  de  Julio  de  1862  D.  Miguel  de  Bergué  cedió  y  trasfirió  á  Don 
Martin  Icher  todos  los  derechos  que  le  conferia  el  contrato  celebrado 
con  Vilardell  y  Lara  en  10  de  Febrero  de  1852: 

Resultando  que  en  12  de  Mayo  de  1868  D.  Martin  icher  dedujo  de- 
manda en  el  Tribunal  de  Comercio  de  Barcelona  contra  D.  Ramón 
Vilardell  y  los  hijos  de  D.  Francisco  Lara,  en  la  que  después  de  ha- 
cer mérito  de  los  antecedentes  relacionados,  y  acompañando,  entre 
otros  documentos ,  una  cuenta  de  Ja  quq  aparecía  adeudarle  los  de- 
mandados la  cantidad  de  18.912  duros  11  rs.  y  un  maravedí  como  re» 
sultado  de  la  contrata  de  10  de  Febrero  de  18S2,  pidió  se  condenase 
á  Vilardell  y  á  los  hijos  de  Lara  á  pagar  al  demandante,  conpq  cesio- 
nario de  D.  Miguel  de  Bergue,  la  referida  suma  de  18.912  duros  11 
reales  y  un  maravedí,  6* bien  á  que  nombrasen  arbitro  que,  juato  con 
el  que  estaba  dispuesto  á  nombrar  el  demandante  y  un  terebro  09 
discordia,  resolvieran  ó  decidieran  sobre  las  impugnaciones  que.  aca- 
so presentasen  los  demandados  acerca  de  la  reclamación :  » 

Resultando  que  entre  los  documentos  que  acompañó  De  Bergué  lo 
hizo  de  una  certificación  expedida  en  Barcelona  en  30  de  Manso 
de  1867  por  D.  N.  Zous  y  Mirapeix  y  D.  José  Montey,  en  la  que  ex* 
presan  que  en  1835  fueron  nombrados  arbitros  de  una  cuestión  entre 
Lara  y  Vilardell  é  hijos  y  D.  Miguel  de  Bergué;  y  que  enterados  de 
todo  lo  ocurrido  en  el  asunto  por  las  instrucciones  y  documentos  que 
d?  una  y  otra  parte  les  fueron  comunicadas ,  acordaron  que  Lara, 
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Vilardell  é  hijos  abonasen  á  De  Bergué  Ja  cantidad  de  15.000  duros, ' 
acuerdo  que  antes  de  firmarle  y  ser  el  fallo  lo  comunicaron  verbal* 
mente  á  los  interesados;  pero  que  habiendo  hecho  Vilardell  á  De  Ber- 
gué  una  proposición  más  ventajosa,  suspendieron  el  fallo  y  caducó 
el  tiempo  fijado  en  el  contrato  arbitral  para  darle:  l 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda ,  y  librado  ex- 
horto al  Tribunal  de  Comercio  de  Valladolid  para  la  citación  de  los 
demandados ,  D,  Ramón  Vilardell  y  D.  Manuel ,  Doña  Josefa ,  Doña 
Socorro,  Doña  Joaquina,  Doña  Dionisia  y  Doña  Paz  de  lara,  hijos 
de  D.  Francisco  de  Lara,  á  la  sazón  difunto,  acudieron  al  Juez  del 
distrito  de  la  Plaza  de  Valladolid,  por  supresión  del  Tribunal  deCo* 
mercio,  pretendiendo  oficiase  al  exhortante  para  que  se  inhibiera  del 
conocimiento  de  la  demanda  y  remitiese  los  autos. 

Resultando  que  así  acordado  por  el  Juez  de  Valladolid,  y  recibido 
por  el  del  distrito  de  las  Afueras  de  Barcelona,  por  supresión  del 
Tribunal  de  Comercio,  el  oficio  inhibitorio,  después  de  oír  al  deman- 
dante y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  ei  mismo,  se  negó  á  in- 
hibirse del  conocimiento  del  negocio,  considerando  para  etíoque  de 
ios  autos  aparece  que  en  dicha  ciudad  de  Barcelona  <¿e  celebré  el 
contrato  objeto  de  la  demanda;  que  en  ella  se  entrega  el  primer  plazo, 
y  que  también  en  ella  reside  quien  debe  percibir  la  cantidad  objeto 
del  compromiso: 

Resultando  que  el  Juez  de  Valladolid  insistid  en  la  inhibición  re- 
querida, alegando  que  en  la  demanda  se  ejercita  una  acción  personal 
derivada  de  un  contrato  reducido  á  escritura  simple  ¡que  hablado 
cumplirse  en  Valladolid,  donde  debía  montarse  la  máquina  yetras* 
triúrse  la  fábrica  de  hilados :  que  cuando  se  ejercitan  acciones  per* 
sonalcs  y  no  hay  sumisión  expresa  á  Juez  competente,  correspondo 
conocer  de  las  mismas  con  preferencia  á  todas  las  demás  el  del  lugar 
en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  según  el  párrafo  tere orov  artícu- 
lo 5/  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cWil :  que'  no  habiéndolo  hecho 
señalamiento  de  lugar  en  que  se  realizase  el  pagé ,'  necmriameriW 
tiene  que  sobreentenderse  que  ha  de  ser  en  el  punto  que  c««p!e  la 
obligación  el  que  ha  de  percibir  la  cantidad, ,y  de  ninguna1  suerte  e* 
otro  á  190  leguas  de  distancia;  que  áUn  no  siendo  esto  as£  ft  fattáfdel 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación  es  competente  para  cono- 
cer del  asunto  el  Juez  del  domicilio  del  demandado ,  y  en  este  caso 
lo  tienen  en  Valladolid  los  que  han  sido  llamados  á  juicio  por  Don 
Martin  Icher;  y  que  si  bien  en^Barcelona  se  formalizó  el  contrato  que 
sirve  de  base  á  la  acción  que  allí  se  invoca,  ni  los  demandados  han 
sido  emplazados  en  aquella  ciudad,  ni  allí  tienen  su  domicilio,  ni  tam- 
poco hablan  de  cumplirse  las  obligaciones  estipuladas  por  los  con- 
tratantes, que  son  en  el  dia  demandante  y  demandados: 

Y  resultando  que  para  la  decisión  de  la  competencia  uno  y  otro 
Juzgado  elevaron  á  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas  actuaciones. 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Utos. 

Considerando  que,  con  arreglo  é  lo'  establecido  en  el  párrafo  ter- 
cero del  ftrt.  %S  tíe  ia  Ley  de* Enjuiciamiento  civil,  es  en  primer  lugar 
competente  para  conocei*  da  los  juicios  en  qtie  se  deduzcan  acciones 
personales  el  del  panto  en  que  deba  cumplirse  la  obligación: 

Considerando  que  la  promovida  por  Icher  corresponde  á  esta  clase, 
penqué  nace  del  contraté  privado  que  Vilardell,  en  su  nombre  y  como 
representante  de  Lara,  celebró  en  Barcelona  con  De  Bergud  el  rfta  10 
áe  Vehraro  de  185S,  según  «I  eaat  Valladolid  era  el  sitio  -en  que  de- 
bían* entregarse  las  máquinas  -y  efectos  encargados;  en  el  que  hablan 
de  montarse,  funcionar,  observarse  si  producían  los  resultados  con- 
venidos, y  en  el  que  habla  de  realizarse  todo  lo  que  constituía  el  ob- 
jeto del  contrato: 

Considerando  que  si  bien  consta  qóe  el  papo  del  primer  plazo 
babia  de  verificarse  al  tiempo  de  firmar  aquel ,  lo  cual  tuvo  efecto 
en  Barcelona,  esto  no  obstante,  no  aparece  que  se  hubiera  estipulado 
que  ni  eáte  ni  el  de  los  siguientes  hubiera  de  ejecutarse  determina- 
damente  allí  d  en  otro  punto,  mientras  es  incuestionable  el  en  que 
debió  cumplirse  el  otro  éntreme  de  la  obligación; 

Ftilamos,rque  debemos  decidir  -y  decidimos  la  presente  competen* 
cía  en  favor  del  iuei  del  distrito  de  la  Plaza  en  Valladolid,  al  que  se 
rendían  unas  y  «iras  actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á 
derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  6  insertará 
á  s«  tiempo  en  le  Colección  legúiaüw,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos  mandamos  y  flwnaraos.t=£ebastian  Gén- 
aeiez  NaDdio.=£pascual  ftayarrf.e&±ttatinel  Ufaría  de  Basualdo.— Antonio 
Gutiérrez  de  Jos  Rios.sJuan  Jiménez  Cuenca. =?Manuel  León. 

Publicación:  » 

Leida  y  publicada  fué  ia  precedente  sentencia  por  el  Excelentí- 
simo é  limo.  Sr.  D.  Antonio  Gutierres  de  los  Rlós,  Ministro  de  la 
Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el'  día  de  hoy,  de  que  certifico  coibo  Escribano 
de  6ámara»  , 

Madrid  5  de  Noviembre  de  1869.»Rogelio  González  Montes. 
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Ni.  91. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA, 


Pago  ¿>e  cantidap. — Sentencia  de  6  de  Noviembre,  decldrando 
habar  lugar  a'  recurro  de  casación  interpuesto  por  1).  Fr,aaci&- 
co  Yflumara.  contra  la  pronunciada  por  ta  Sala  primerp  de  la 
Andippcja  de  Barcelona ,  en  pl/eilo  con  D.  José  Simó  y  Fqpcti- 
berta, 

i  •  « 

# 

.  En  lps  considerandos  se  establece : 

1.*  Que  al  actor  incumbe  la  prueba  de  su  demanda.  J¡f  <¡W 
cuando  no  fa  suministra  <[ebe  ser  absuelto  el  demandado  de  lo  que 
no  fué  probado  contra  ¿l,  según  las  doctrinas  1.*  y  2.\  Ut.  II  de 
la  Partida  5.a,  y  la  jurisprudencia  constante  de  este  Supremo 
tribunal* 

2.°  Que  ta  ley  7í,  Dig.  De  judidis,  obliga  á  los  Jueces  d  re- 
solver definitivamente  sobre  las  pretensiones  activas  dé  las  partes. 

S.9  Que  el  art.  81  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civH  prohibe 
aplazar,  dilatar  y  negar  la  resolución  de  las  cuestiones  qué  hayan 
sido  discutidas  en  el  pleito. 

Bn  la  *vHfa  de  Madrid,  á  €  de  Noviembre  de  18M,  en  ios  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  Instancia  del  distrito  de  San  Betic*»  y  en  la 
gala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  ha  seguid*  D.  José  Simó 
y  Foneuberta  coa  D.  Francisco  Vüumara,  sobre  pago4e  18  ¡£50  rea- 
les; autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  redaño  de  casación  in- 
terpuesto por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  Sl.de  datu- 
bre.de  1S««  dictó  te  referida  Sala:     , 

Resultando  que  ea  el  mes  de  Junto  de  1819  el  D.  José  Simó  y  Forf- 
cuberta,  como  Arquitecto,  firmó  tres  planos  .en  que  a*  seiaiaba  la 
lachada  y  plantas  de  los  pisos,  tiendas  y  sótanos  da  la  case  que  Dm 
Fraadsco' Vüumara  trataba  de  construir  en  la  caite  de  Alvares,  46  la 
ciudad  de  Barcelona,  comentando  adornáa  >catta  >*po  de  dichas  planee 
firmado  por  el  D,  francisco  Vüumara  una  nota,  en  que  expresaba  que 
se  comprometía  A  no  habilitar  para  habitaciones  el  desvao  de  la  casa 
que  hatMa  de  cohstrair  con  arreglo  á  dichos  planos,  y  á  derribarlas 
á  su  costa  en  el  caso  de  verificarlo: 

Resaltando  que  el  D.  Francisco  Vüumara,  fen  14  de  Junio  de  1859, 
acompañó  por  duplicado  los  referidos  planos  al  solicitar,  para  levan- 
tar de  miera  planta  le  citada  casa,  la  corraspondkute  licencia  del 
Ayadtamtenl»;  y  tardando  éste  en  concedérsela,  acudió  «1  Arquitecto 
D.  Jt«sé  Slaió  y  Foncuberta  al  Gobernador  civil  da  la  provincia  para 
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que  ordenara  que  el  cuerpo  municipal  diese  á  la  brevedad  posible 
la  aprobación  ¿  los  planos  presentados ,  y  que  él ,  por  comisión  de 
Vilumara,  propietario  de  dicha  casa ,  había  levantado  para  su  edifi- 
cación de  nueva  planta : 

Resultando  que  D.  José  Simó,  padre  del  Arquitecto  Simó  y  Foncu- 
berta, desde  el  29  de  Febrero  de  1860  á  10  de  Mayo  de  1862,  ftrvty 
treinta  y  seis  recibos  de  diferentes  suma*,  que  importaban  en/jtmtb 
13.190  duros,  los  cuales  le  habla  satisfecho  D.  Francisco  A' Humara  por 
la  construcción  de  su  casa  en  la  calle  de  Alvarez: 

Resultando  que  en  el  mes  de  Abril  de  1860  el  mismo  Arquitecto 
Simó  y  Fon  cu  berta  firmó  con  Vilumara  otros  tres  planos  para  la  casa 
que  éste  poseía  en  la  calle  de  la  Riereta:  <    - 

Resultando  que  en  1.*  áe  Abril  de  1864  el  citado  Arquttedo  Don 
.José  Simó  y  Foncuberta  firmó  una  cuenta  de  los  honorarios  fleten- 
gados  A  consecuencia  de  los  trabajos  que  habia  practicado  por  orden 
de  D.  Francisco  Vilumara  en  la  formación  de  planos;  dirección  de 
las  obras  y  demás  necesario  hasta  la  conclusión  de  las  dos  casas  le- 
vantadas de  nueva  planta  en  las  referidas  calles  de  Alvawz  y  de  la 
Riereta,  fijando  por  tos  de  la  primera  11.050  rs.  y  por  los  de  la  se- 
gunda 7.200,  que  forman  en  junto  la  cantidad* de  18.250  rs.;     - 
.    .  Resultando  quo  el  D.  José  Simó  y  Foncuberta ,  en  31  de  Julio  de 
1865,  dedujo  demanda,  pidiendo  que  se  condenase  >ID.  Francisco  Vi- 
lumara en  haber  de  satisfacerle  dicha  suma  de  18.250  rs.  por  los  ex- 
,  presados  honorarios,  con  los  intereses  legales  desdecidla  de  la  deman- 
da, é  indemnización  de  todas  las  costas  del  pleito;  alegando  par»  ello 
qne  el  D.  Francisco  Vilumara  contrató  con  él  la -formación  do  planas, 
dirección  de  obras  y  demás  necesario  para  la  edificación  de  las  casas 
que  poseía  en  las' calles  de  Alvarez  y  de  la  Riereta:  que  ¿l  formólos 
planos,  dirigió  las  obras  y  practicó  todo  ló  demás  correspondiente 
hasta  dejar  terminadas  las  dos  casas,  ascendiendo!  los  honorarios  de- 
bidba  por  dichds  trabajos-  á  la  cantidad  importe  de  la  cuenta  'referida: 
que  los  que  profesaban  arteá  liberales  tenían  derecho  á-te  redama- 
clon  de  los  justos  honorarios  que  en  su  ejercido  devengasen,  aunqoe  no 
fcubtese  habido  estipulación  previa  de  los  mismos :  que  el  contrato 
resultante  entre  el  propietario  y  el  Arquitecto  de. quien  se  valia- pan 
los  trabajos  propios  de  su  arte,  constituía  un  verdadero  mandato  qne 
¿no  era  gratuito;  y  que  los  honorarios  de  los  ArqnitecMMe  aeSalabaa 
ó  determinaban  por  los  aranceles  que  regulaban < el  ejercicio*  de  su 
profesión:  '  .        '      ■ 

.  Resultando  qtaé  :cl  D.  Francisco  Viftamáta ,  en  contestación  i  la 
tteraahda,  pretendió  que  se  le  absolviese  de  ella  con  imposición  de 
Mlencio  y  catfttmicnto  perpetuo'  al  actor  y  pago  de  las  Costas;  excep* 
cionandoal  efecto  que  O.  José  9imd,  padre  del*  demandante  «babia 
ron*  t  ruido  por  cuenta  de  la  familia"  VM urna ra  dosedffcioa  en-  losafíos 
de  18í6  y  1857,  *y  él  mismo  habia  cuidado,  como  lo  verificaba  en  las 


«ENTtNCUfl  NS  1869.  3W 

demás  construcciones  A  que  se  dedicaba  ♦  de  llenar  Ja.  formalidad  ,de 
los  pianos  sin  que  reclamase  cantidad  alguna,  por  honorarios  del  que' 
los  firmaba;  que  sobre  formación  del  plano  de  la  casa  de  la,  calle  de 
Alvaro  no  medió  trato  alguno  con  el  demandante,  así  como  tampoco., 
respecto  af  que  se  formase  de  la  otra  casa  calle  de  la  IMerety,  ,Que*to 
qaeelD,  José  Simó,  padre,  obró  en  todo  como  ünipo  director  de 
tobas  obras,  y  con  él  se. entendió  Vilumara  en  todo  y  par^  todo* 
pagándole  el  importe  de  las  cuentas  de  construcción  tales  comof, las 
presentó,  y  que  por  lo  tanto  i  su  propio  padre»  y  no  á  Vi(nmara/de- 
bia  dirigirse  el  Arquitecto  Simó  por  las  reclamaciones  .que  valida  y  fun^ 
dadamente,  pudiera  promover:  que  ¿pn  dada  la,  cereza, de  los  beohps 
como  los  referia  Ja  demanda,  seria  necesario,,  pana  justificar  la  fija-. 
don.  de  loa  honorarios  en,  h  cantidad  reclamada,  que  el  demándame 
hubiese  presentado  el  presupuesto  que  sp  formara  de  las  obra$f  lo, 
caal  no  podía, hacer  porque  realmente  no  se  formó:  que  las  obraste, 
qué  se  trataba  quedaron  terminadas  y  las  habitaciones  ocupadas,  ¿as, 
deia  ¿as*  de  lfl.palte  de  A4varez  ea  1.a  do  Noviembre  de  1861  y  las 
dalia  caHe  de  la  Rioreta  en  1/  de. Diciembre  de  1860;  y,'  llevando  la 
demanda  la  fecka.de  31  de  Julio  de  1865,  era  visto  quezal  entablarla 
habían  trascorrido  mucho  mis  de  tres  años  desde  el  nacimiefUo  da 
la  supuesta  deuda,,  y  q^p  por  lo  tanto  obstaban  &  la  demanda;  pri- 
mero» defecto  legal  en  la  manera  de  formularla  por  no  determinar, 
los  datos  en  que  se  fundaba,  el  actor  para  fijar  el  importe  de  sus.  pr¿^ 
testudos  honorarios,,  lo  ¡cual  era  indispensable ,  y  por  ejercitar  una 
acción  taoompaU.bie.  con  el  objeto  del  juicio,  como  lo, era  la  acoiop  dq 
mandato  para,  rep  la  mar  el  preclp,  merced  ó  recpmpensa.de  un  tjfab^jo* 
qualqtyíepa  que  fu? sq  sp  índole:  segundo ,  la  de  sini  a^Uone  $gh  por 
no  haber  tenido  lugar  especie  alguna  de  contrato  .entre  ei  actor. y  de- 
mandado; tercero,  la  d#  plus- petición  que  iiuportarla  ty  pérdida  ó- ca- 
ducidad dpi  derecho  del  actor  aun.  en  aquella  papta  que  legítim^e^ta 
fcubie?fr*crsditado»  por  cuanto  lasl  obras  no  tuvieron  el  coste  quíp  de- 
Iteran  b*ber  tenido  .para  qi*e,  con.  arreglo  á  la  tarifa  vigente  resnJi¿sa 
bie^  regulada,, la  cuenta  que  se  había  presentado;  y  cuarto.,  la  de 
prescripción  en  cuanto  la  deuda  hubiese  podido  ser  oportMnameqte 
reclamada: 

Resultando  qpe  practicadas,  las  pruebas  quejas  partea  .articularon, 
y.  hachas»  sus  alegaciones,  dictó  sentencia. el  Jpaz  de  primera  instancia 
en  16 4e Hayo  de  1867,  la  cuaLmofiíficó  la  Sala  primara  de, la  Ai»* 
díeficta  en  31  de  Octubre  de  1868,  condenando  &  D.  Francisco.  \Uu<? 
mam  ft  satisfacer  deptro  deL  término  de  1?  \ey  al  Arquitecto  J>.  José 
Simó  los  honorarios  devengados  por  éste  por  la  forjación  de  #|*m)$ 
y. dirección  de  1^  constricción.^  las  doscaaas  de  Ja  pertenepcia.-de 
Vilumei»,  ^luadas  en  la  callq.de  Alvares  y  de  la  Aiereta  de  aquél^ 
¿tudad»  reguttdps,  conforme  á  la  tarifa  inserta  en  el  BoUtin  pficiol 
de  15  de  Jonjo  de  1858,  por  dos  peritos  nombrados  uno  por  cada 
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fAhe,  á  no  ser  que  se  pusiera  ti  de  acuerdo  respecto  de!  hoditífti- 
Alébtd  dé  uno  sólo,  y  tercero  en  so  caso  en  la  forma  t>fe^nfdá  én 
A  afi:  SOS  dé  la  Lé^  <fe  Enjuiciamiento  civil ,  tomündd  jWr  ftoáfe  « 
tittttf  M  ífcflW  éáendos  respecto  de  lá  Cásá  dé  lá  callé  dé  Jkftftft, 
f  él  dé  fí.Wé  eícudos  en  cnarito  á  lá  de  W  balite  fie  lá  ftiéfétif ;  y 
fehiéftóó  éA  cuenta  ios  píanos  obrantes  en  loa  áutoif  y  14  Mfcudsiáiifefá 
dé  iW  frábér  D.  José  Simó  formado  presupuesta 

Resultando  qué  contra  éste  fallo  interpuso  él  dértrttfdádó  fttaiilárt 
rftforsd  de  casación,  citando  entonces  y  después,  á  att  tiempo;  ¿n  é3t& 
Stfpremft  tHbünal  como  Infringidas:» 

'  \r  U  ley  19;  ti  i»;  Pacida  1*.  en  cnanto  rio  áé  Htfbflt  tottftfcfo 
ert  ¿uéntá  cjrcté  lá  demanda  ejercitaba  la  $ccion  dé  triáridátb  S  qdé  fe 
¡fof  su  hátutalézá  gratuita,  eligiendo  pbf  lo  tanto  ttr  do&fcf  Httiébü 
de  ti  existencia  del  contrato  y  dé  haber  mediado  ttprétt  étflffetÉ* 
élttií  de  honorarios;  cuyos  dos  requisitos  no  so  habfárt  Jlttia'dé  ptir 
él  actor. 

i/  La  misma  ley  14,  tít.  £2,  Partida  9.\  en  cuanto  ál  ÜHfór  <nw 
ié  plagasen  honorarios  ai  Arquitebto  Simó  en  *irt«d  de?  urffc  rfegrilé* 
CioiV  hecha  por  peritos  qué  las  partes  habían  de  nombrar,  i  fbtíiarído 
pfor  báselas  cantidades  fijadas  en  la  sentencia,  se  introducía  udá 'ra- 
dical variación  en  \oi  términos  primarios  deí  jdiclo;  viniendo  coh 
éflb  A  reconocerse  qtfe  lá  dfetoanda  era  defectuosa  por  ño  ébnCélfet 
tos  elementos  necesarios  pata  su  fallo,  elértieritos  que  áe  (ratita  dé 
tiltil  ir  por  medio  del  antedicho  peritaje,  siendo  asf  que  lo  procedente, 
fcéfcdft  lá  ley  ibetiblonádá,  era  resolver  ¿I  iá  demanda  faé  6  rtd  pré* 
cédéñte  de  la  propia  manera  que  la  formuló  el  áctór,  y  sf  qtttoábM 
proba dóM  ó  averiguadas  los  hecho*  que  sé  hablan  eütitbtédido  &** 
fundamentos-  de  lá  misma. 

9.*  La  ley  1*.  párrafo  Cuarto.  Dlgesto,  Mandati  t>el  contra,  f& 
párrafo  decimotercero,  tft.  98,  libro  9.4  de  lá  Instituta  de  Jusiitrfáifo, 
sé¿uh  las  qne  el  mandato  es  por  Su  naturaleza  gratuito ,  no  éátfléadó 
£or  consiguiente  reclamar  honorarios  eh  virtud  de  accfdn  próvebfettté 
del  referido  contrato,  á  menos  de  suministrar  la  doble  prueba  ftfttoá 
ttérieloftada. 

4/  Las  doctrinas  que  de  acuerdo  con  las  disposición  efe  legales 
atftetf  citadas  habla-  establecido  este  Supremo  THhtíhttl  en  áétttéffcias 
ék  49  dé  Octubre  dé  1890,  18  de  Diciembre  del  propio  afto  y  11  dé 
Feflrero  de  1899,  én  todas  las  cuales  se  consigna  lá  nattffal&á  ferif- 
ttrfttf  del  mandato'  f  la  necesidad  «de  la  doble  prtfeba  indicada  fafe 
qtiéf  pbdféra  prosperar  una  demanda  fundada  én  acción  pttwéritafile 
Se  iflclid  cerolrato. 

5*  Las  leyes  9.*  y  *:•,  tít.  29,  Partida  8/,  porque  la  cjttutoria. 
aparándose  de  los  términos  de  lá  demanda,  establecía  bases  oon- 

Íteitttnetiti»  íiufevas  para  la  decisión  del  pnrtto  controvertido}  pét»  no 
>pdemib«  nt  absoNia  con  relación  *  14  multar  <Je$erflMta»á  q<tt 
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había  pedido  el  actor,  confiriendo  por  el  contrario  esta  determinación 
á  on  juicio  pericial. 
P-\,  M  te;  74,  Qigesto,  ¡)é  juüciii*  fa  I*  onsl  se  previene  tp rabien 

!|ue  jóf.  Jueces  hayan  de  proferir  el  fallo  sobre  aquello  mismo  quo 
üesp  objeto  (fel  juicio.  i 

..  V  La. doctrina  ^nerajmcnto  admitida  de  que  «no  es  Helio  A  k}* 

Tribunales  corregir  de  oficio  en  lo  civil:  las  pretensiosa»  do  las  par- 
tas;, pues  equivalía  .4  una  vqrdadera  corrección  de  la  ¿«manda  el 
haj^r  Qj^do  .en  la  sentencia  las  cantidades  sobre  Isa  cuales  deberán 
pagarse  los  honorarios  al  demandante?  viniéndose  á  recooooer  por 
ellp  qpe  ftltaba  este  dato  en  la  demanda,  y  la  corrección  era  tanto 
más  tyefioaa^  y, nula /cuanto  que  no  existía  prueba  en  autos  da, que 
las  cantidades  fijadas  correspondieran  con  pxactitud  al  coste  de  laq 
construcciones  que  se  .trataba  de  remunerar,  ni  aun  cuando  constas^ 
hubiera  sido  Uelio  adoptar  el  coste  como,  Upo  para  la  regulación  do 
honorarios;  toda  vez  que  estos  deben  satisfacerse  por  el  Importe  del 
presupuesto  y  no  por  el  coste  de  las  obras*  á  manos  de  constar  que 
es^aa  ban  importado  algo  menos  de  la  cantidad  presupuestada, 

8/  La  tarifa  que  rige  para  la  regulación  de  honorarios  de  los  Ar- 
quitectos ,  aprobada  por  JReal  orden  de  34  de  Manp  de  1854 ,  eo  la 
cual  se  hallan  establecidas  las  reglas  de  que  los  Arquitectos  debían 
siempre  formar  presupuesto,  Aun  cuando ,  no  lo  pida  el  propietario,  y 
que  los  honorarios,  se  paguen  por  el  presupuesto ,  salvo  eí  ¿aso  de 
que  Ja*  obras  hubieren  tenido  menor  ooste, 

9/  La  doctrina  respectivamente  sentada  por  este  Supremo  tribu- 
nal, sobre  que  ,1a  sentencia  debe  ser  congruente  con  la  demanda,  de- 
clarando, absolviendo  ó  condenando  con  arreglo  á  lo  pedido  en  la 
misma  demanda,  á  la  manera  como  se  pidió*  d  la  acción  que  fuá  in- 
terpuesta y  £  ia  prueba  que  recayó  sobre  la  misma,  tallos  de  26  de  Mayo 
de  186$,  1/  de  Diciembre  de  1865,  12  de  Mayo  del  mismo  *Go,  1/de 
Abril  idem,  31  de  Enero  de  186Í  12  de  Diciembre  dé  1860,  18  de 
Mano  ijte  1859  y  otro*  varios  en  el  mismo  sentido, 

10.  La  ley  5  \  tít.  28,  Partida  3,\  en  el  concepto  ele  que  los  fallos 
deben  dictarse  con  arreglo  á  lo.  alegado  y  probado  p&r  las  partes  en 
el  juicio,  por  cuanto  no  se  babia  estimado  ni  siquiera  mencionado 
la  prueba  que  se  había  hacho  en  segunda  instancia  por  el  demandado 
en  apoyo  de  la  excepción  de  prescripción,  opuesta  oportunamente, 
pues  los  recibos  presentados  justificaban  que  la  obra  quedaba  termi- 
nada en  Mayo  de  1862,  mientras  que  la  demanda  no  fué  presentada 
hasta  Julio  de  1865. 

11.  Lá'Constitucion  4.*,  tít.  2.',  libro  7.*,vol.  l.*,de  las  vigentes 
en  Cataluña,  que  declara  prescritos  por  el  trascurso  de  tres  anos  los 
honorarios  que  puedan  reclamar  los  artistas.      ,...„' 

Í2.    La  ley  3.a,  Cod.  De  ptu*  petitionibus;  en  cuahto  Ifi  sentencia*  con- 

signaba  claramente  que  por  parte  del  actor  se  baWft  pedido  otfig  48 
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lo  que  rigorosamente  podía  pretender,  Aun  dado  que  hub^e  mediad) 
(fcmtrato.'jr  qáe'faesfc  uri  hecho  cierto  el  haber  dirigido  él  actor  las 
obras  de  que  se  trataba. 

19.  La  doctritia  jurídica  d£  que  «no  probando  el  actor,  debe  ser 
absuelto  el  demandado;*  pues  el  ador  sentó  como  fundamento  de  su 
demanda  que  había  contratado  con  Vilumara  la  formación  de  planos, 
dirección  de  obras  y  demás  necesario  para  la  construcción  de  las  dos 
casas ;  y  si  bien  en  el  curso  del  pleito  babia  probado  algunos  hechos 
que  suponían  1&  ejecución  material  de  una  parte,  aunque  no  de  todos 
los  indicados  trabajos,  de  ningún  modo  lo  había  becho  de  la  celebra- 
ción de  contrato  alguno  con  Vilumara. 

'  14:  'La  doctrina  deque  «no  pueden  encomendarse  definitivamente  á 
peritos  las  deducciones  de  cantidad,  porque  las  declaraciones  periciales 
no  constituyen  más  que  una  de  las  especies  de  prueba,  cuyo  análisis, 
{salificación  y  apreciación  corresponden  á  los  Tribunales,  que  son  los 
Ütíicos  qué  tienen  la  focultad  de  Juzgar;  Tallos  de  este  Supremo  Tribu- 
nal de  23  de  Diciembre  de  1844, 19  de  Noviembre  de  1860  y  otros  varios. 

15.  taiey  20,  fit.  12,  Partida  5.",  que  circunscribe  los  derechos 
del  mandatario  á  reintegrarse  de  lo  que  hubiere  invertido  en  el  des- 
empeño del"  mandato.  * 

14.  La  doctrina  sentada  por  este  Supremo  Tribunal  en  varios  fa- 
llos, singularmente  el  de  B  de  Junio  de  1860,  de  que  «no  es  válida  la 
sentencia  quo  varía  la  situación  legal  de  la  cosa  litigiosa,  apoyándose 
en  títulos  ó'  motivos  no  alegados  por  las  partes,  y  dejando  de  atender 
á  la  manera  como  fué  hecha  la  demanda  y  á  la  prueba  que  recayó: 

17. '  La  ley  l.\'De  re  judicata,  que  sólo  da  el  carácter  de  sentencia 
válida  y  eficaz  á  lá  decisión  que  pone  fin  á  la  controversia  conde- 
nando ó  absolviendo. 

18.  La  ley  3.*,  Cód.  De  sentenliis  ex  peritvlo  recitaríais,  que  declara 
de  competencia  exclusiva  de  los  Tribunales  el  dictar  la  última  reso- 
lución acerca  del  negocio  litigioso,  mientras  que  la  ejecutoria  con- 
feria este' eíncargo  i  un  juicio  pericial: 

19.  L$s  Constituciones  3.*  y  6.\  tít.  4/,  libró  7.#,  vol.  1/  de  las  de 
Cataluña,  en'laft  que  se  previene  que  la  condena  deba  ser  cierta  y 
líquida,  y  prohiben  reservar  liquidación  sobre  aquello4  que  se  haya 
presentado  por  las  partes  como  líquido ; 

'  Y  20.  El  art.  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  previene  se 
bagá  con  debida  separación  el  pronunciamiento  correspondiente  cuando 
hayan  sido  varios  los  puntos  litigiosos  : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que  al  actor  incumbe  la  prueba  de  su  demanda,  y 
que  cuando  no  la  suministra  debe  ser  absuelto  el  demandado  de  lo 
que  no  fué  probado  contra  él,  según  la  doctrina  de  las  leyes  1.a  y 
2.',  tít.  14  de  la  Partida  3.%  y  la  jurisprudencia  constante  de  este  Su- 
premo Tribunal: 
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.  Considerando  que  ha  bien dq  pedido  ol  demandante  la  cantidad  lí- 
quida de  1&.2S0  rs.,  ja  ejecutoria  no  condena  ni  en  todo  ni  en  parte  A 
la  satisfacción  de  esta  suma,  infringiendo  ia  ley  74,  Dig.,  De  judiciis, 
que  obliga  á  los  Jueces  á  resolver  definitivamente  sobre  las  pretensiones 
activas  de  las.  partes,  y  las  de  Partida  expresadas,  que  ordenan  la 
absolución  del  demandado  cuando  el  actor  no  prueba  $u  demanda: 

Y  considerando  que  no  habiendo  pedido  las  partes  juicio  de  peri- 
tos como  uno  de  los  medios  de  pnjeba,  era  indispensable,  absolver  ó 
coBdeaar  definitivamente,  y  no  dejar  la  resolución  del  pleito  pendiente 
de  juicio  pericial,  infringiendo  asi  el  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
nüejpjo  civil,  que,  prohibe  aplazar,  dilatar  y  negar  la  resolución  de 
las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  ai  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Yilumara;  en.su  con* 
secuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que.  en  31  de  Octubre  de 
1868  pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona* 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta,  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  ürmamos.=M^ur' 
ricio  García.=nJosó  María  Cáceres.= Laureano  de  Arrieta.= Valentín 
Garraida.=Joaquin  Jaumar.==José  Fermin  de  Muro,==Fernando  Pérez 
de  Hozas. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo*  Sr.  Don 
Valentin  Garralda,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  *  el  dia  de 
hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  .de  Cámara  de  dicho  Supremo 
TribunaJ.  .     .  '• 

Madrid  6  de  Noviembre  de  1869.=Dionisio  Antonio  de  Pnga. 


•.  t 


Nfa.  92.  . 
CASACIÓN  EN  ULTRAMAR.— SALA  PUNIERA. 


Pago  de  maravedís. —  Sentencia  de  8  de  Noviembre ,  declarando 
do  haber  lugar  al  recurso  de  casaeion  interpuesto  por  D.  Igna- 
cio Bernabeu ,  representante  de  los  herederos  del  primer  Con^ 
de  de  Casa-Ponee ,  contra  la  pronunciada  por  la  ¿ala  primera 
de  la  Audiencia  de  la  Habana ,  en  pleito  con  Doña  Concepción 
Crespo  y  Ponce  de* León. 

En  los  considerandos  se  establece : 

i .°    Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyee  ni 
doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos, 
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í.°  Que  en  cuntióles  dé  hetkó  há  (fe  estarse  á  la  apreciación 
pie  de  las  pruebas  hagti  la  Sala  Sentenciadora  si  tontra  ella  no  sé 
cita  ley  ni  doctrina  infringida. 

Bn  la  tilia  de  Madrid,  á  8  de  Noviembre  de  1869*  en  el  pleito  se- 
guido ert  lá  Alcaldía  mayor  del  distrito  de  Belén  dé  la  Habana  y  en 
lá  Salft  (Jrfffaérá  de  la  Aüdierícia  efe  dicha  ciudad  por  Doña  Cftneep- 
ddri  Crespo  y  Fótica  de  Leo»  ,  como  heredera  de  D.  Santiago  Camilo 
tónlé  dé  Léóñ  ¡  fcon  D.  Ignacio  Bernabeti  y  Póncede  León,  represen- 
ta tí  tfe  cohróh  de  lps  herederos  de  D.  Francisco  Portee  de  Lfedn,  primer 
Conde  de  Casa-frótifcó  y  de  Maroto»  sobre  pago  dé  maravedís;  pleito 
pendiente  ante  NdS  en  virtud  de  recurro  de  casación  interpuesto  á 
nombre  de  lo*  demafatados  contra  Ifí  sentencia  que  en  81  de  Noviem- 
bre dti  18#7  dicta  lá  referida  Sala  : 

RNdítrindó  que  0.  Frtíhciscó  Potícfc  de  León  y  Maroto  otorgó  tes* 
t  a  mentó  dfl  1*  de  Fébrerd  de  1819,  que  rio  obra  en  los  autos,  áttd 
euatfdo  éri  tíos  séhteticiatí  y  en  los  escritos  de  las  partes  se  refieren 
alburias  de  sus  disposiciofiéd ,  en  el  cual .  sefeun  estas  indicación**, 
dispuso  en  ia  cliusula  o.* ,  que  á  infls  de  los  50.000  pesos  de  vinculo 
que  Hizo  presente  ¡\  9.  M.,  se  impusieran  otros  50.000  pesos  4*ma 
btenfts  en  las  dftsas  que  determinó,  á  manera  de  vínculo 6 vinculadas, 
y  que  si  necesario  fuese  se  impetrase  licencia  del  Soberano :  en  la 
cláusula  6/  ordenó  la  vinculación  del  capital  de  50.000  pesos  en  el 
portero  de  la  Serranía  de  Arcos  de  Juan  de  Mego  Francisco ,  deno- 
minado Haití :  j  en  la  8/  nombró  por  beredero  usufructuario  á  sa 
hermanó  Di  Antonio  Ponce  de  León  y  Maroto ¡ 

Resultando  que  por  resolución  de  27  de  Mayo  de  1818*  A  consulta 
de  la  Cámara  de  Indias ,  el  Rey  D.  Fernando  Vil  concedió  á  D.  Fran- 
cisco Ponte  de  Lean  y  Marotó,  vecino  de  la  Bañan*,  título  de  Casti- 
lla con  la  denominación  de  Conde  de  Casa-Ponce  de  León  y  Maroto» 
habiéndosele  expedido  el  correspondiente  despacho  en  24  de  Abril  de 
1821;  y  que  en  13  de  Junio  de  1833  falleció  el  citado  D.  Francisco, 
primer  Coridé  tfe  dictío  litólo ,  entrando  con  ial  rildtívó  en  posesión 
de  sus  bienes  el  heredero  usufructuario,  su  hermano  D.  Antonio: 

Resultando  que  con  motivo  del  fallecimiento  de  éste,  que  tuvo  lu- 
tfr  en  17  de  Octubre  dé  1838 ,  y  á  virtud  de  providencia  de  17  de 
Agosto  dfe  1839  se  dio  á  D..  Santiago  Ponce  de  León ;  Conde  dé  Casa- 
Ponce,  por  sí  y  á  nombre  dé  sus  coherederos,  y  como  alba  cea  dativo 
y  administrador  del  caudal  coman,  la  posesión  hereditaria  da  tollos 
los  ojenes  pertenecientes  á  la  testamentaría,  surgiendo  después  entre 
él  y  los  herederos  del  citado  primer  Conde  diferentes  cuestiones ,  así 
sobre  las  cuentas  de  la  administración  •  como  sobre  la  venta  de  las 
fincas  y  sobre  otros  distintos  particulares : 

fies  ¡litando  que  en  31  de  Diciembre  de  1852  presentó  las  cuentas 
de  la  administración  correspondientes  6  loa  años  de  1810  i  1844 ,  éñ 


to»  éuak*  resultó  un  total  5lc*nbé  A  Su  ffavofc  do  888*184  pesos  85  ceu- 
tevosj  dd  éoel  feruuri  parte  «3.15»  pesos;  importe  del  rédito  atíual 
dW  5  púb  HHÍ  sbbfé  Ufe  ¿0.808  péáod  mondados  tfneutar  en  les  100 
tiiballérfa*  dé  fierra ;  désele  Juftio  líe  1838  en  tjue  habla  sucedido  en 
lee  dftteéftbB  del  fondado  de  Gasa*-Pdrice,  basta  81  dé  Diciembre  de  1858: 
(pie  £ro«o*ldó  utt  Incidente  sobre  el  exfiaftéfl  y  agravios  de  estas  caen- 
tal,  y  teliformes  ed  que  se  estaba  en  eí  caSd « «son  arreglo  á  un  con- 
venid celébrfadb  en  17  de  Diciembre  de  1848,  de  elegir  arbitradores  y 
aínlfefcbles  fetiihportedores ,*  lo  faetón  en  efecto ,  dlctatido  su  laudo  en 
7  de  Setiembre  de  1835 ,  aprobando  las  cuenta*  presentadas  por  el 
CUfade  : 

lesuttandb  que  mandado  instruir  de  él  8  las  partes ,  lo  cual  dio 
lagar  i  ub  iiuevtí  incidente ,  en  '87  de  Jdlld  dé  1858  celebraron  el  con- 
venio, órfgetí  de  éste  pleito,  por  el  cual,  reunidos  tos  herederos  del 
ptftoér  Cohtíe  de  Cása-Ponce,  D.  Francisco  Ponce  de  Lebd,  y  d.  San- 
tiago Fonce  dé  León ,  actual  Conde  de  dicho  titulo  y  administrador 
de  loe  biehéé  quedados  al  fallecimiento  del  mismo,  tomando  en  con» 
sideración  las  observaciones  hechas  \wr  D.  Pranclscb  de  Córdova,  re- 
presentante  de  todos  los  Interesados,  sobre  el  estado  del  juicio  de 
familia  y  medios  dü  eohclnirio,  y  convencidos  de  la  utilidad  que  re* 
portatfan  transigiendo  sus  diferencias  étt  Tos  multiplicados  pleitos 
qtíé  de  muchos  aftori  á  la  fecha  hablan  entorpecido  la  termihauion  d« 
la  tesUltaéHthrtd:  y  teniendo  présente  que  el  Conde  actual  y  Su  re* 
presentante  rid  bebían  vacilado  en  obsequio  de  los  intereses  comunes, 
el  priihertt  éft  renunciar  el  saldo  que  reclamaba  de  806.854  pesos  4 
centavos  ♦  y  tjüe  lé  había  sido  declarado  por  sentencia  arbitral ;  y  el 
segundo  empleado  lo*  mayores  esfuerzo*  para  conseguir  en  bien  de 
todo* ;  y  én  virtud  del  especial  encargo  que  para  ello  le  hiciera  Don 
iftnaéid  Crespo  y  Pctoée  de  León ,  la  enajenación  de  los  ingénito  San 
FrnneUto.  8a  Ati*  y  ViaCruci*  y  potrero  Chorlo ,  bajo  las  más  ven- 
tsjos*5  condiciones  y  en  términos  que  ndnea  esperaban  tan  favora- 
bles 8  loa  Interesados;  puesto  que  de  este  modo  se  habla  alcanzado 
poder  dividir  una  suma  hasta  cierto  punto  fabulosa ,  y  que  los  bene- 
ficios qué  bon  tal  motivo  obtenían  compensasen  Sobradamente  las  con- 
beslóttte*  que  por  su  parte  hácian  al  Conde  y  aun  quedaban  mejora- 
dos; y  teniendo  también  presente,  qué  per  este  medio,  único  quita, 
cotísegBton  les  herédelos  pobres ,  entre  los  cuales  se  contaban  justa* 
mente  los  menores,  remediar  sus  conflictos  y  renovar  las  esperanzas 
qtfg  Ssihttbian  perdido  k  habían  abordado  la  transacción  que  eftpltca* 
batí  loa  ártico  Iba ,  entre  otros  los  Siguientes :  pHniero ,  que  las  buen- 
tía  prtüeatbdi*  por  B.  8antlégb  Ponce  dé  León;  administrador  de  loe 
bienes,  y  Idi  que  debieran  rendir  hasta  qué  se  Gr  toase  este  acuerdo, 
fchalcjuiBra  ipie  fueSé  sU  origen  y  naturaleza,  se  daban  por  Concluidas, 
renbrttiáhdó  el  toldo  dé  aquéllas,  el  qhe  podía  restmáH*  de  las  que 
aún  no  había  rendida,  asi  como  tafcriMeft  el, que  *e  datilera  lié  ii 
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sentencia  arbitral  que  se  dejaba  aln  efecto;  de  modo  que  nada  tecla* 
maria  de  fias  copartícipe!  ni  éstos, de  aquel :  tercero,  que  el  actual 
Conde  renunciaba  en  toda  forma  las  redituaciones  del  capital  de  50.001 
pesos  mandados  vincular  en  el  potrero  Haiti,  ó  las  rentas  de  este 
mismo  por  el  tiempo  trascurrido  hasta  la  fecha  en  que  por  su  cuenta 
lo  había  entregado  á  D.  Juan  Senteltes,  y  los  herederos  convenían  en 
abonarle  por  este  respecto ,  y  por  vía  de  remuneración  á  los  impor- 
tantes servicios  que  para  el  logro  de  este  arreglo  había  prestado,  la 
cantidad  de  20.800  pesos;  bieu  entendido,  que  dicho  pago  se  haría 
al  Conde  actual ,  dándole  una  tercera  parte  de  los  primeros  fondos 
de  que  se  pudiera  disponer  y  el  resto  á  prorata  con  el  haber  de  los 
herederos ,  y  de  lo  que  sobrasé  del  contado  y  lo  que  se  percibiera  de 
los  ulteriores  plazos,  se  distribuyera  entre  todos  con  proporción  á  sus 
respectivos  alcances:  cuarto,  que  rematadas  como  estaban  las  fincas, 
cubierto  que  fuera  el  derecho  de  alcabala  é  hipoteca  de  las  mismas 
con  el  contado ,  el  resto  se  destinaría  con  toda  preferencia  para  cu- 
brir el  derecho  de  amortización  de  los  50.000  pesos  mandados  vincu- 
lar cu  el  potrero  Haití,  para  redimir  el  censo  que  gravitaba  sobre  el 
mismo ,  lo  que  importase  el  reparo  de  las  cercas  que  graduarían  los 
tasadores,  los  costos  de  escritura  de  dicha  vinculación,  y  para  abo- 
nar al  Conde  actual  la  tercera  parte  de  los  80.800  pesos  de  que  se 
había  hecho  referencia  en  el  artículo  anterior:  sétimo,  que  aunque 
era  indudable  que  las  redituaciones  de  los  50.000  pesos  que  se  igno- 
raba si  S.  M.  accedería  ó  no  á  que -se  vinculasen,  eran  de  la  masa,  así 
como  los  alquileres  de  las  casas,  y  que  sólo  habría  derecho  ¿  las  úl- 
timas si  se  decidla  la  agregación;  sin  embargo,  para  cortar  cuestio- 
nes el  Conde  actual  renunciaba  á  toda  acción  por  atrasados ,  y  sólo 
cobraría  desde  el  día  en  que  llegase  &  aquella  ciudad  la  aprobación 
relativa  ájdichos  50.000  pesos ;  y  noveno,  que  desde  esta  fecha  hasta 
que  S.  M/ó  una  ejecutoria  decidieran  si  debían  ó  no  vincularse  los 
50.000  pesos  de  agregación  á  igual  cantidad  de  que  se  obtuvo  gracia, 
se  colectarían  los  alquileres  de  las  casas  por  el  actual  Conde  con  re- 
levación de  fianzas,  y  éstas  las  distribuiría  cada  dos  ó  tres  meses  en- 
tre los  partícipes,  según  el  derecho  que  representasen  en  el  juicio: 

Resultando  que  el  defensor  común  de  los  herederos  presentó  al 
Juzgado  este  convenio  para  que  se  ratificase  por  todos  los  que  ha* 
bian  concurrido  á  él,  pretendiendo,  mediante  &  que  algunos  de  aque- 
llos eran  menores  de  edad ,  que  se  le  admitiese  la  correspondiente 
información  de  nulidad  y  necesidad  por  la  conveniencia,  entre  otras, 
que  encerraba  para  los  interesados  la  renuncia  del  Conde  á  la  sazón 
á  las  redituaciones  del  capital  de  .50.000  pesos ,  mandado  vincular 
en  el  potrero  Haití,  á  la  renta  del  mismo ,  contentándose  por  este 
concepto  con  la  cantidad  de  40.800  pesos ,  se  evitaba  una  polémica 
dilatada  y  costosa  ,  cumpliéndose  con  un  precepto  de  moral,  y  tai- 
litándose  la  partición,  que  era  lo  más  interesante; 
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ftesultando  que  recibida  la  información,  se  oyó  al  Promotor  fiscal 
(pié  faé  de  dictamen  do  que  se  aprobase  la  transacción,  excepto  en 
dar  por  terminadas  las  cuentas  del  administrador,  que  cuando  menos 
deberla  presentar  las  correspondientes  á  los  años  de  1852  y  siguien- 
tes, y  declarando  sin  efecto  y  sin  logar  en  cuanto  á  los  menores  el 
abono  de  los  20.000  pesos  de  que  habla  el  art.  3.*:  que  Igualmente 
presentase  las  cuentas  de  la  administración  de  las  caías,  y  que  se 
señalase  á  las  partes  un  término  dentro  del  cual  lo  presentaran  todo 
á  la  aprobación  judicial ;  y  que  sostenido  por  él  defensor  común  de 
los  herederos  que  la  transacción  era  legal ,  necesaria  y  útil,  y  que 
procedia  su  aprobación ,  por  auto  de  2i  de  Abril  de  1860  que  se  de- 
claró consentido  y  pasado  en  autoridad  de  cosa  Juzgada  en  8  de  Mayo 
siguiente  por  no  haberse  interpuesto  contra  él  recurso  alguno;  con- 
siderando qne  si  bien  los  razonamientos  expuestos  por  el  Promotor 
fiscal  no  habían  sido  completamente  rebatidos,  esto  no  obstante,  aten- 
dido lo  complicado  que  habia  llegado  á  ser  aquel  Juicio  de  familia 
con  lo  mucho  que  se  habia  escrito  en  tantos  años  que  llevaba ,  su- 
friendo por  lo  mismo  graves  desmembraciones  el  hacerlo  común,  y 
qne  estas  se  aumentarían  de  sustanciarse  la  impugnación  de  cuentas, 
no  compensando  las  ventajas  que  en  caso  podrían  lograr  en  definitiva 
los  menores  en  sus  respectivos  haberes,  los  perjuicios  consiguientes 
á  verse  privados  por  mucho  más  tiempo  de  su  parte  de  herencia,  y 
las  mayores  erogaciones  que  necesariamente  hablan  de  hacerse  por 
tales  razones,  y  •  la  de  que  vanándose  en  algún  tanto  el  proyecto  de 
transacción  quedaría  todo  insubsistente,  se  aprobó  cuanto  habia  lugar 
en  derecho  la  citada  transacción,  en  los  términos  que  habia  sido  pro- 
puesta y  ratificada,  obligándose  en  todo  tiempo  á  estar  y  pasar  por 
ella  todos  los  interesados: 

Resultando  que  como  incidente  de  los  autos  de  testamentaría  del 
primer  Conde  de  Casa-Ponce  se  promovió  una  demanda  por  el  cura- 
dor de- los  hijos  menores  de  D.  Ramón  Bernabeu,  en  concepto  de  he- 
rederos del  mismo,  y  á  la  que  se  adhirieron  en  igual  concepto  Don 
Camilo  Bernabeu  y  otros ,  para  que  se  declarase  nula  y  de  ningún 
valor  ni  efecto  la  cláusula  5.a  del  testamento  del  citado  Conde,  en 
que  ordenaba  el  aumento  de  50.000  pesos  al  vínculo  que  dispuso  en 
su  mencionado  testamento;  y  que  impugnada  por  D.  Simón  Po&ce  de 
León  y  otros ,  que  sostuvieron  la  validez  de  la  cláusula,  fundados  en 
que  el  Conde  no  tenia  heredero  forzoso  y  habia  "podido  disponer 
de  sus  cándales  libremente,  por  sentencia  de  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  de  9  de  Julio  de  1861,  considerando  que  no 
se  habia  cumplido  con  los  requisitos  prevenidos  en  la  ley  recopilada 
respecto  á  la  petición  de  Real  licencia  para  la  agregación ,  porque  si 
bien  los  herederos  del  Conde  de  Casa,  Ponce  habían  promovido  dili- 
gencias con  el  objeto  de  acudir  áS,  M.  en  1830,  diez  y  siete  años 
después  de  la  muerte  dé  aquol  so  so  habia  obtenido  la  licencia,  de* 
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claró  insubsistente  I*  dispQ^iQit*H  testamentaria  contenida  «»  la  44a- 
silla  5.a  del  testamento  del  primer  Gpnde  de  Casa-Popce,  qqo  disponía 
la  agregación  ai  víqqwla  de  80. §00  peses  dq  que  trataba*  talentuda  al 
miaqip  respomp  <)e  d|f$a  apipa  ,  y  por  su*  Herederas  ft  U*  g uo  legal- 
mepte  debieran  sucederle; 

Resultando  que  el  curador  ad  titetn  de  loa  menorea  hijo?  4e  Den 
Manuel  Bern&beu  y  Ponoe  de  León  y  apqderado  de  pona  luisa  Beroa- 
J)eu  Hubí  entabló  demanda  en  20  de  Julio  de  1861  i  coma  ipcideitfe  A 
la  testamentaría  del  Conde  primero  do  Casa-fonce,  á  la  que  se  ad- 
hirieron otros  herederos,,  pura  que  se  declarase  insubsistente  é  inefíct* 
la  cláusula  6/ del  testamento  en  que  díspqpía  la  vinculación  de 50,500 
pesos  en  el  potrero  conocido  por  tíaiti,  ó  instestado  A  *quel  respecto 
de  dicha  sama,  y  por  sus  heredpros  A  los  que  con  arreglo  A  derecho 
debieran  suoederle;  prehensión  que  fundaron  en  que  el  Conde  prime- 
ro solicitó  de  S.  M.  en  el  alio  1815  la  gracia  de  título'  de  Castilla  ofre- 
ciendo vincular  50.000  pesos:  que  acordada  aquella  respecto  a|  Ululo, 
se  lo  había  dado  licencia  en  cuanto  á  la  vinculación ;  pero  qué  no 
había  llenado  las  prescripciones  legales  para  exigirla,  y  en  su  testa- 
mento había  ordenado  se  llevase  4  efecto  en  el  potrero  HWt\  dejando 
á  sus  beredoros  la  obligación  de  constitur  un  vínculo,  que  pi  aun  $1 
mismo  había  podido  erigir,  pasados  copio  estaban  los  términos  acor- 
dados en  la  Beal  orden  de  9  de  Noviembre  de  1897;  siendo  en  tal 
copcepto  manifiesta  la  nulidad  pretendida,  por  lo  que  la  cláusula  era 
referente  A  una  vinculación  imposible  y  en  absoluta  contradicción  cqh 
la  ley:  que  el  Conde  de  Casa  Ponee,  D.  Santiagp  Ponce  de  León,  con- 
tradijo la  demanda,  sosteniendo  que  la  cláusula  consignada  en  el 
testamento  válido  era  la  ley  para  rechazar  su  impugnación»  debiendo 
Aun  cuando  se  prescindiera  de  ella,  atenderse  y  cumplirse  la  disposi- 
ción soberana  relativa  A  la  licencia  ó  autorización  dada  al  Conde  para 
vincular;  y  que  en  22  de  Dicierabro  de  1862  dictó  sentencia  el  Alcalde 
mayor,  que  fué  consentida  por  las  partes,  declarando  nula  y  <te  nin- 
gún valor  ni  efecto  la  citada  cláusula  6."  dol  testamento  del  primer 
Conde  de  Casa -Ponce,  que  ordenaba  la  vinculación  de  50.000  pesos  en 
el  potrero  de  la  Serranía ,  como  de  imposible  realización  ,  intestado 
al  mismo  respecto  de  esta  suma  ,  y  por  sus  herederos  A  los  que  le- 
galmente  debieran  sucederle: 

Besultando  que  duuante  la  sustanciaron  de  este  juicio  entabló  en 
9  de  Enero  de  1862  Doña  Concepción  Crespo  de  Cáscales,  en  concepto 
de  heredera  que  acreditó  ser  de  D,  Santiago  Ponce  de  León,  Conde  de 
Casa  de  Ponce,  la  demanda  objeto  de  este  pleito ,  en  la  que  alegando 
que  A  pesar  de  lo  pactado  en  el  convenio  de  27  de  Julio  de  1859,  apro- 
bado por  el  Juzgado;  no  se  habla  cumplido  en  lo  que  incumbía  al  Al- 
timo  Conde  de  dicho  título  relativamente  al  abono  de  los  20.800  pe- 
sos, pues  sin  embargo  de  haber  habido  fondos  disponibles  se  habían 
dejado  de  consignar  en  arcas  reales  y  no  se  habían  satisfecho  los  t.981 
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¡*m  y  w  tercio  qoe  importaba  la  temí*  parte  de  su  crédito,  pidió 
9*  depusiera  que  da  los  fondo;  íxMentea  se  pagasen  loa  M33  peso» 
J?  «aatavoe  qae  ae  andaban  4  la  <  demandante ,  como  beredem  da) 
litigo  Ganda  de  Cki  de  Ppnce  de  León ,  y  el  residuo  con  el  haber 
4  prorata  de  loa  demaa  fcararfcrot,  aplicando  el  precio  do  las  cesa*  sur 
tasadas  úUimavwftte * 

AraoltMdo  fltffl  el  representante  común  de  loa  herederos-  <tel  pri- 
mer Conde  contradijo  la  demanda»  oponiendo  4aa  excepcional  de  liti*» 
jaadeecja,  error  esencial  y  dolo  6  engaSo,  hallándote,  juatiflaadaa  Iqs 
tttimas  con  el  hecho  de  qae  el  contenió  celebrado  «en  pl  Altipo  Goade  - 
lo  babia  sido  en  el  eoneepto  de  vincnJista  autoráado  con  la  Seai  cédula 
necesaria  para  erigir  la  vincularon;  pero  que  después  al  tratarse  de 
la  aprobación,  babia  confeaado  no  tener  más  qu*  le  simple  licencia 
real  preparatoria  para  reunir  los  antecedentes  y  medios  de  llevarla 
áeabo;  y  que  respecto  á  la  primera  de  dichas  excepciones,  loa  berer 
dercp  babian  entablado  el  pleito  de  nulidad  de  la  vinculación  y  pro* 
piedad  del  aapital  que  se  hallaba  pendiente;  y  ai  la  sentencia  que  e# 
él  ae  dictase  fuera  favorable ,  como  esperaban .  traería  á  no  dudarte 
la  declaración  de  que  loa  50.000  pesos  que  debían  arponarla  y  sus 
réditos  correspondían  i  los  bienes  libres,  y  Qojtóncps  la  decadente 
tendría  en  ellos  la  parte  proporcional  que  la  cupiera,  «orno  heredera 
y  no  como  acreedora ;  no  siendo  por  ejlo  posible  que  mientras  aque- 
lla declaración  no  se  hiciese,  se  cumpliera  semejante. acuerdo  eq  la 
parta  qye  á  la  mism?  vinculación  hacia  referencia  ; 

j&esultando  que  la  demandante  replicó  sosteniendo  que  al  conce- 
der los  herederos  del  primer  Conde  do  Gasa  f  once  al  Conde  á  la  sa- 
lón de  este  Ululo  los  20.800  pesos  de  que  se  trataba,  habían  tenido 
presente  la  renuncia  que  éste  bacia  de  considerable  alcance  de  sus 
cuentas  y  los  importantes  servicios  que  había  prestado  para  conseguir 
aquel  acuerdo,  que  babia  sido  aprobado  y  ratificado  por  todos  los 
herederos  y  por  Ja  Autoridad  judicial:  que  la  transacción  producía  1* 
excepción  de  pleito  acabado,  teniendo,  una  vez  aprQb^a,  la  fuerza  de 
una  ejecutoria :  que  el  acuerdo  no  se  había  hecho  depender  de  con- 
dición alguna ,  habiendo  sido  celebrado  pura  y  simplemente,  renun- 
ciando el  Conde  los  derechos  que  tenia  á  cobrar  el  alcance  que  la 
habían  reconocido  los  arbitros,  y  reconociendo  los  herederos  loa 
servicios  que  había  prestado ,  por  lo  cual  no  se  comprendía  la  idea 
del  dolo: 

Besultandp  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó 
en  %\  de  Noviembre  de  1867  sentencia  revocatoria,  condenando  á  los 
herederos  del  Conde  primero  de  Casa-Ponco  á  pagar  á  Doña  Concep- 
ción Crespo  de  Cáscales  la  cantidad  de  20.800  pesos  que  se  babian 
obligado  á  satisfacer  en  el  art.  3."  de  la  transacción  en  los  plazos  y 
forma  en  ella  pactados ,  sin  especial  condenación  4e  costas  de  ¿pibas 
inaUwcias ; 
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Resultando  que  el  representante  de  los  herederos  del  primer  Conde 
de  Casa-Ponce  interpuso  recurso  de  casación,  con  arreglo  al  art.  191 
de  la  Seal  Cédula  de  30  de  Enero  de  1855,  citando  como  infringidas: 

1:#  Las  leyes  12  y  18,  tít.  22,  Partida  «.%  y  2.a,  tít.  16,  libro  11  de 
la  Novísima  Recopilación,  que  ordenan  la  nulidad  de  los  fallos  que 
se  dictan  contra  la  autoridad  de  cosa  juzgada ;  y  puesto  que  existían 
ya  dos  sentencias  consentidas  y  ejecutoriadas,  negativas  ambas  de  la 
vinculación  que  trataba  de  fundarse ,  era  claro  que  estaba  ya  decidido 
que  el  Conde  D.  Santiago  no  era  dueño  de  las  cantidades  crecidísimas, 
con  cuyas  supuestas  renuncias  se  le  retribuía  con  los  20.800  pesos  es- 
tipulados en  la  transacción,  y  que  el  fallo  contradecía  la  verdad  le- 
gal que  se  apoyaba  en  la  ejecutoria  constante  de  dos  pleitos. 

2.*  •  Las  doctrinas  legales,  de  las  que  se  deduce  que  las  transaccio- 
nes deben  llevarse  á  puro  y  debido  efecto,  pero  en  cuanto  no  en- 
vuelvan errores  sustanciales ,  cuyo  resultado  ponga  de  manifiesto  que 
una  de  las  partes  fué  únicamente  la  que  saliera  aprovechada  y  ga- 
nanciosa ,  mientras  que  las  demás  resultaron  solamenle  perjudicadas; 
y  como  quiera  que  nada  remitía  el  Conde  D.  Santiago  que  fuera  suyo 
real  y  efectivamente ,  él  sólo  seria  el  aprovechado  en  la  transacción; 
y  la  doctrina  legal  bien  entendida  no  podía  admitir  una  injusticia  tan 
clara  como  perjudicial. 

3.°    La  ley  19 ,  tít,  22 ,  Partida  3/ 

4."   El  principio  jurídico  de  que  el  dolo  vicia  las  transacciones. 

5.°  El  principio  de  derecho  Cura  principalis  causa  non  consislit  nee 
ea  quidem  qum  sequuntur  locura  habent ,  confirmado  por  la  sentencia  de 
V.  A.  en  el  recurso  de  nulidad  de  30  de  Julio  de  1851. 

6.*  La  doctrina  inconcusa  de  que  la  sentencia  ejecutoria  es  un  do- 
cumento que  produce  la  prueba  probada  y  constituye  la  verdad  legal. 

.  Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Haro. 
Considerando,  en  cuanto  al  primero,  segundo,  tercero  y  sexto 
motivo  de  casación,  que  lo  dispuesto  en  las  leyes  y  doctrina  que  en 
ellos  se  citan  no  tiene  aplicación  al  caso  de  autos :  primero ,  porque 
si  bien  son  las  mismas  las  personas  que  litigan  en  este  pleito  y  liti- 
garon en  aquellos,  son  distintas  las  acciones  y  cosas,  como  que  allí 
se  litigaba  sobre  la  existencia  de  la  vinculación  y  su  agregación,  y  en 
éste  sobre  validez  ó  nulidad  de  la  transacción:  segundo,  porque  la 
Sala,  sentenciadora  nó  ha  desconocido  la  fuerza  que  dan  las  leyes  á 
Jas  ejecutorias ,  antes  la  reconoce,  fundando  su  fallo  en  que  la  tran- 
sacción se  Verificó  por  otras  causas  independientes  de  la  existencia  de 
la  vinculación  y  su  agregación;  y  tercero,  porque  Ja  ley  2.*,  tít.  16, 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación  está  derogada  por  la  de  Enjuicia- 
miento civil,  según  con  repetición  lo  ha  declarado  este  Tribunal -Su- 
premo : 

Considerando ,  en  cuanto  al  cuarto  motivo  •  que  si  el  dolo,  cuando 
tiene  lugar  en  los  términos  taxativos  que  la  ley  previene,  anula  la 
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transacción,  como  cuestión  de  hecho,  ha  de  estarse  á  la  apreciación  qne 
de  las  pruebas  haga  la  Sala  sentenciadora  si  contra  ella  no  se  cita 
(como  sucede  en  este  caso)  ley  ni  doctrina  infringida,  y  por  consi- 
guiente no  ha  existido  dolo  en  la  que  es  objeto  de  este  pleito : 

T  considerando ,  en  cuanto  al  quinto ,  que  no  habiendo  sido  la 
tínica  ni  la  principal  causa  de  la  transacción  la  existencia  de  la  vincu- 
lación y  su  agregación ,  no  tiene  aplicación  al  caso  de  autos  el  princi- 
pio que  en  él  se  cita  ; 

Miamos,  (fue  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  0.  Ignacio  Bcrnabeu ,  represen- 
tante de  los  herederos  d(?l  primer  Conde  de  Casa-Poncc  t  á  quien  en 
tal  concepto  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito, 
qne  se  distribuirá  con  arreglo  A  la  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio  Gar- 
cía.rrJosé  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arricta.  =  Valentín  Garralda.= 
Francisco  María  de  CastiIla.=José  María  Haro.=Fernando  Pérez  de 
Hozas. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  Haro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose 
celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día  de  hoy ,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  8  de  Noviembre  de  1869.=Gregorio  Camilo  García. 

Núm.  93. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Reivindicación  de  bienes. — Sentencia  de  8  de  Noviembre ,  decla- 
Vando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casaciqp  interpuesto  por 
D.  Antonio  Sarriera  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Francisco 
de  Asís  Sarriera  y  otros. 

En  los  consjoerandos  se  establece: 

i.°  Qué  srgun  las  leyes  sobre  testamento' facción,  cuando  el  here- 
dero nombrado  no  ejerce  acto  alguno  de  tai  se  entiende  que  dimite, 
teniéndose  el  testamento  por  destituido,  y  pasando  los  bienes  como 
consecuencia  indeclinable  y  por  ministerio  de  la  ley  á  los  herederos 
abintestato  de  su  causante. 

2,°    Que  desdi  30  de  Agosto  de  1836  en  que  se  reslableció  el 
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decreto  de  las  Corles  de  27  de  Setiembre  de  1820,  quedaron  redu- 
cidos á  la  clase  de  libres  los  bienes  que  fueron  vinculados*  y  suje- 
tos á  las  prescripciones  del  derechq  común. 

3.°  Que  en  el  principado  de  Cataluña  ha  venido  qereitánéose 
constantemente  y  sin  contradicción  el  derecto  de  constituir  censo* 
enfitéutieos  por  los  poseedores  de  mayorazgos,  especialmente  cuando 
de  ello  redunda  una  mejora  y  mayor  valia  en  la  vinculación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  18(9,  en  el  pleilo  .se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pedro  de 
•Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad 
por  p.  Francisco  de  Asís,  Doña  Dolores  y  Doña  Teresa  Sar  riera,  coi*- 
sortes  de  D.  Antonia  Cárceles  y  D.  Antonio  Laguna,  y  Doña  Antonia, 
Pofla  Ana  y  Doña  Salvadora  Rovíra  y  Sar riera,  representadas  por  sus 
maridos  D.  Ventura  Mitjavila,  D.  Víctor  Fuñera  y  D.  Mariano  Galli&a, 
en  representación  de  su  madre  Doña  Mariana  Sar  riera,  con  D.  Anto- 
nio Sar  riera  y  Casasas  y  con  Doña  Manuela  n?rriga  de  Atan  y  los  be- 
rederos  de  D.  Esteban  Mitjans,  citados  de  eviccion,  sobre  reivindica- 
ción de  bienes;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  demandado  0.  Antonio  Sarriera  contra  la 
sentencia  que  en  30  de  Octubre  de  1868  dictó  la  Referida  Sala: 

Resultando  que  Gertrudis  Plá,  dueña  de  diferentes  bienes  en  virtud 
de  heredamiento  que  la  babia  hecho  su  padre,  algunos  de  los  cuales 
se  encontraban  obligados  por  cantidades  que  absorbían  su  valor,  ven- 
dió por  escritura  de  6  de  Noviembre  de  1759  las  casas  que  poseía  en 
la  calle  de  los  Cambios  de  Barcelona  á  su  marido  José  -Daimau,  en 
precio  de  1.880  libras,  de  las  cuales  quedaron  en  poder  del  Notario 
autorizante  380  para  quitar  los  Censos  que  sobre  sí  tenían*  reserván- 
dose las  restantes  el  comprador  para  satisfacer  á  los  acreedores  los 
créditos  de  que  hiro  expresión : 

Resultando  que  José  Daimau  otorgó  testamento  en  17  de  Marzo  de 
1769,  por  el  que,  para  después  del  usufructo  que  dejó  á  su  mujer 
Gertrudis  Pió,  instituyó  herederos  de  todos  sus  bienes  á  sus  hijos  va- 
rones, ordenando  entre  ellos  vínculo  real  perpetuo,  gradual  y  descen- 
siyo;  y  para  el  caso  de  no  tener  hijos  varones,  ó  que  teniéndolos  fal- 
tasen ellos  y  toda  su  descendencia,  instituyó  en  igual  forma  heredera 
á  su  hija  María  Daimau  y  á  sus  hijos  y  descendientes  por  ei  propio 
orden,  estableciendo  el  mismo  vínculo  real  y  perpetuo  que  para  sus 
hijos  varones : 

Resultando  que  en  94  de  Febrero  de  1771  Gertrudis  Plá,  viuda  de 
José  Daimau,  formalizó  como  usufructuaria  del  mismo,  inventario  de 
todos  sus  bienes,  figurando  el  primero  una  casa  con  su  botiga  y  dos 
portales»  en  que  habitaban,  en  la  calle  llamada  délos  Cambios,  y  que 
le  pertenecía  por  título  de  venta  que  á  él  y  los  suyos  le  hahia  hecho 
Ui  usufructuaria  Gertrudis  Pié  por  escritura  de  1799;  incluyéndose 
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itopoe*  los  Rectos,  muebles,  ropas  y  géneros  da  comercio  que  exis- 
tían en  la  tienda,  el  dinero  y  Iqs  créditos  A  favor  del  difunfp : 

Resultando  que  por  escrituro  de  7  de  Mayo  do  1779  Casilda  Cons- 
tante f  MtlA  vendió  A  Gertrudis  PÍA,  viuda  de  José  Qalm*u¿  como 
usafructuaHa  de  éste  y  tutor*  y  curadora  de  sus  hijos,  comprando 
ea  nombre  de  la  beroneia  y  bienes  de  dicho  su  marido,  eu  virtud  de 
lo  dispuesto  en  su  testamente  y  oon  dinero  procedente  de  su  heren- 
cia, dos  piezas  de  tierra  campa,  con  agua  para  regar,  de  tres  cuartas 
peco  más  6  menos,  en  el  lugar  llamado  la  Parrejlada  Sismal,  en  tér- 
mino de  aquella  ciudad,  en  la  cantidad  de  1.685  libras,  de  las  cuales 
retendría  la  compradora  1.603,  16  sueldos  y  cinco  dineros  para  pagar- 
las á  los  acreedores  de  que  biso  mérito : 

Besultando  qpe  los   consortes  Antonio  Sarriera  y  María  Dalmau, 
esta  heredera  universal  de  su  padre  José  palmau,  á  quien  pertenecían 
por  título  de  venta,  firmada  por  su  mujer  Gertrudis  Ptá,  una  casa  con 
dos  portales  en  la  calla  de  tos  Cambios,  á  fin  de  mejorarla  atendido 
el  estado  ruinoso  en  que  A  la  sazón  se  hallaba,  otorgaron  escritura 
en  II  de  Noviembre  de  1785,  que  fué  registrada  en  Hipotecas  en  14 
de  dicho  mes,  por  la  que  Sarriera,  como  usufructuario  de  las  cosas 
dótales  durante  su  matrimonio,  y  María  Palmau,  en  el  concepto  refe- 
rido de  heredera  de  su  padre,  establecieron  en  enfltéusis  A  Esteban 
Mitjans  la  mencionada  casa  con  los  pactos  de  que  babia  de  invertir 
1.0##  libras  en  el  término  de  dos  años  en  obras  útiles  y  necesarias 
para  la  reedificación  y  conservación  de  la  finca,  y  que  había  de  sa- 
tisfacer A  los  estabilientes  ó  A  sus  sucesores,  según  lo  dispuesto  por 
dicho  José  Dalmau  en  su  testamento,  119  libras  anualmente,  que  pa- 
garla en  dos  plazos,  siendo  la  entrada  del  establecimiento  600  libras, 
que  confesaron  recibir  de  dicho  Mitjans: 

Resultando  que  Antonio  Sarriera  y  Dalmau  otorgó  testamento  cer- 
rado en  la  ciudad  de  Barcelona  A  26  de  Enero  de  1838,  que  fué  abierto ' 
A  su  fallecimiento,  ocurrido  en  10  do  Marzo  de  dicho  año,  por  el  cual 
inhttnyó  heredero  universal  de  confianza  al  Presbítero  D,  José  Sala 
para  que  cumpliera  y  ejecutara  lo  que  de  palabra  le  habria  comuni- 
cado ó  entregado  por  escrito,  queriendo  que  no  se  le  obligase  A  do- 
clarar  dieba  confianza: 

Resultando  que  D.  Antonio  Sarriera  y  Casasas  promovió  pleito  en 
10  de  Octubre  de  1838  contra  Doña  Teresa  Oliveras  para  que  le  eq- 
trfgnse  la  casa  que  poseia  en  la  calle  de  los  Cambios,  como  pertene- 
ciente A  su  bisabuelo  D.  José  Dalmau,  que  la  habia  dejado  vinculada 
en  su  testamento  de  37  de  Marzo  de  1769,  y  en  cuyo  vínculo  habia 
sucedido  el  demandante  por  fallecimiento  de  su  padre  D.  Antonio  Sar- 
riera y  Dalmau,  ocurrido  en  11  de  Marzo  de  aquel  año:  que  la  de- 
mandada Teresa  Oliveras  se  opuso  á  la  reclamación,  fuqdada  en  que 
en  Catalnfla  estaban  permitidos  los  establecimientos  dfe  bienes  vincu- 
lados, y  que  estandq  el  pleito  en  apelación  en  la  Superioridad,  Iq 
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transigieron  por  escritora  de  26  de  Febrero  do  1841,  prometiendo  Doña 
Teresa  Oliveras  restablecer  el  censo  de  20  libras  que  prestaba  por  la 
casa  mencionada,  bajo  cuya  prestación  la  había  comprado  su  marido 
Pablo  Oliveras  á  Esteban  Mitjans  en  el  año  de  1816,  á  las  119  libras 
que  habían  sido  impuestas  en  la  escritura  de  establecimiento  como 
si  ninguna  redención  de  dicho  censo  se  hubiese  hecho,  prometiendo 
entregarle  700  libras  en  metálico  en  compensación  de  los  réditos  per- 
cibidos y  podidos  percibir  desde  la  muerte  de  su  padre:  que  D.  An- 
tonio Sarriera  aprobó  y  ratificó  dicho  establecimiento,  prometiendo 
no  Impugnarlo  ni  pedir  nada  contra  Dona  Teresa  Oliveras  por  razón 
de  dicha  casa,  que  podría  poseer  pacíficamente;  declarando  asimismo 
que  nada  quería  ni  pretendía  del  censo  de  30  libras  que  pagaba  anual- 
mente D.  Juan  Nadal  por  la  mencionada  finca  y  almacenes,  y  e*o  su 
dominio  mediano,  ni  como  suplemento  de  lo  desmembrado  al  patri- 
monio vinculado  de  su  bisabuelo,  ni  como  heredero  de  su  padre  y 
abuelo,  ni  por  otro  título  alguno,  cediéndolo  todo  á  Doña  Teresa  Olí- 
veras,  dándose  ambos  por  satisfechos  con  lo  «convenido,  y  renuncian- 
do á  la  prosecución  del  pleito  referido;  y  que  Doña  Mariana  Angé  y 
Oliveras,  hija  única  de  dicha  Doña  Teresa  Oliveras,  viuda,  y  D.  An- 
tonio Sarriera  y  Casáis,  hijo  mayor  def  indicado  D.  Antonio  Sarriera 
y  Casasas,  en  calidad  de  sucesores  de  sus  respectivos  padres,  consin- 
tieron y  aprobaron  esta  transacción,  prometiendo  estar  y  pasar  por 
ella  y  ratificarla  cuando  llegasen  á  la  mayor  edad  si  fuesen  requeri- 
dos al  efecto: 

Resultando  que  Doña  Mariana  Oliveras  de  Angé,  consorte  de  Don 
Miguel  Angé,  dueña  de  la  citada  casa,  como  heredera  de  su  padre 
D.  Pablo  Oliveras,  instituida  por  éste  para  después  del  fallecimiento 
de  su  madre  Doña  Teresa  Oliveras,  que  había  tenido  ya  lugar,  y  cuya 
.  casa  habia  adquirido  su  citado  padre  por  título  de  compra  de  D.  Es- 
teban Mitjans  en  17  de  Febrero  de  1816,  la  vendió  en  pública  subasta 
por  escritura  de  13  de  Febrero  de  1860  4  Dona  Manuela  Garriga,  con- 
sorte de  D.  Francisco  Aran,  en  la  cantidad  de  8.500  libras: 

Resultando  que  en  15  de  Mayo  de  1866  entablaron  la  demanda 
objeto  de  este  pleito  D.  Francisco,  Dofií  Dolores  y  Doña  Teresa  Sar- 
riera ,  y  Dofia  Antonia,  Doña  Ana  y  Doña  Salvadora  Rovira  y  Sar- 
riera, autorizadas  las  cinco  últimas  por  sus  respectivos  maridos,  en 
la  que,  alegando  que  habiendo  fallecido  intestado  en  1838  D.  Antonio 
Sarriera  y  Dalmau,  la  mitad  libre  de  los  bienes  del  vinculo  debía  re- 
partirse entre  sus  cinco  hijos:  que  las  enajenaciones  de  bienes  suje- 
tos á  vinculación  eran  nulas,  y  por  consiguiente  los  demandantes,  por 
su  derecho  á  la  mitad  de  los  bienes  vinculados  que  habia  obtenido  en 
calidad  de  libre  su  padre,  le  tenían  á  impugnar  la  enajenación  hecha 
de  la  casa  de  la  calle  de  los  Cambios  cuando  ora  vinculada  ;  y  que 
desde  el  día  90  de  Agosto  de  1836,  en  que  pudo  empezar  la  prescrip- 
ción respecto  de  la  mitad  de  los  bienes  vinculados  declarados  de  II- 
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bre  disposición»  no  habla  trascurrido  el  tiempo  necesario  para  cum- 
plirse aquella;  pidieron  se  condenase  á  D.  Antonio  Sarriera  y  Casasa* 
á  dimitir  á  favor  de  ios  demandantes  las  cuatro  quintas  partes  de  la 
mitad  del  censo  de  30  libras  que  prestaba  D.  Juan  Nadal ,  con  loa 
frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  el  11  de  Marzo  de  1838 ;  y 
á  Doña  Manuela  Garriga,  consorte  de  D.  Francisco  Aran,  á  la  dimisión 
de  las  cuatro  quintas  partes  de  la  mitad  de  la  casa  que  poseia  en  la 
calle  de  los  Cambios,  núm.  11  /con  los  frutos  percibidos  y  podidos 
percibir  desde  la  expresada  fecha : 

Resultando  que  Doña  Manuela  Garriga  de  Aran  contradijo  la  de- 
manda exponiendo  que ,  aun  cuando  el  testamento  de  D.  José  Dal- 
mau  contuviera  una  vinculación ,  nunca  habia  sido  dueño  de  la  casa 
de  la  calle  de  los  Cambios,  porque  entre  marido  y  mujer  no  podía 
existir  enajenación  ni  contrato  sobre  fincas  correspondientes  á  la 
misma ;  perteneciendo  por  tanto  la  casa  de  que  se  trataba  á  Doña 
Gertrudis  Plá,  y  por  su  fallecimiento  á  su  hija  Doña  María  Dalmau, 
que  habia  podido  disponer  libremente  de  ella :  que  además  la  ena- 
jenación que  habia  hecho ,  consistente  en  un  establecimiento  ó  con- 
cesión enfitéutica ,  estaba  permitida  en  Cataluña  en  fincas  sujetas  á 
vinculación  perpetua ,  mucho  más  siendo  tan  notoria  la  utilidad  que 
habia  reportado  al  mismo  vínculo,  prescindiendo  de  que  habla  po- 
dido también  enajenar  bienes  sujetos  á  la  vinculación  ordenada  por 
su  padre,  hasta  la  cantidad  suficiente  para  pago  de  sus  derechos  le- 
gitimarios ,  y  de  la  trebeliáníca  que  le  pertenecía  como  primera  he* 
redera  gravada :  que  los  demandantes  gestionaban  en  calidad  de  be- 
rederos  ,  y  en  tal  concepto  estaban  en  el  deber  de  respetar  todas 
las  obligaciones  y  reconocimientos  hechos  por  su  causante ,  y  como 
una  de  ellas  la  aprobación  del  establecimiento  otorgado  á  favor  de 
D.  Esteban  Mitjans ,  toda  vez  que  habia  percibido  las  pensiones  del* 
censo  sin  contradicción  alguna,  deduciéndose  también  que  una  pres- 
cripción comenzada  contra  D.  Antonio  Sarriera  y  Dalmau  habia  de 
continuar  contra  sus  hijos  y  sucesores,  porque  el  término  de  la  pres- 
cripción del  causante  y  de^  heredero  se  acumulan,  tanto  activa  como 
pasivamente,  formando  un  sólo  *  termina;  y  que  por  último,  ha- 
biendo fallecido  Doña  María  Dalmau  en  el  año  de  1829  y  entrado  á 
poseer  su  hijo  D.  Antonio  Sarriera ,  adquiriendo  como  tal  sucesor, 
acción  para  reivindicar  los  bienes  segregados  de  la  vinculación,  ha- 
biendo dejado  así  como  sus  sucesores  trascurrir  mucho  más  de  treinta 
años  sin  entablarla ,  obstaba  á  la  demanda  la  prescripción  según  el 
matge  Omnes  cauta : 

Resultando  que  D.  Antonio  Sarriera  negó  al  contestar  á  la  deman- 
da que  su  padre  falleciera  intestado,  siendo  improcedente,  puesto  que 
era  falsa  la  base  fundamental  de  ella:  que  respecto  al  censo  de  30  li- 
bras de  D.  Juan  Nadal,  sólo  el  que  poseia  una  cosa  podía  ser  conde- 
nado 4  entregarla»  y  D.  Antonio  Sarriera  no  habia  poseído  nunca  di- 
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cttü  éeáso,  del  cual  no  habla  cobrado  una  sola  pensión;  no  formando 
tampdfco  pdtte  del  vínculo ;  j  qufe  sí  injusta  (era  la  demanda  en  la 
parte  de  b&pitáles  ,  todavía  Yo  era  más  en  lo  referente  á  los  frutos 
percibidos  deáttfe  la  táuerte  de  D.  Antonio  SarHera  y  Dftlmau;  que  im- 
portarían mucho  niás  tal  vez  que  los  mismos  capitales,  puesto  que  no 
habla  habido  mala  fé  en  el  demandado  : 

ttesultáHttd  que  citada  de  évicclort  Doña  Mariana  Oliveras  f  Im- 
pugnó la  demanda ,  con  presentación'  de  la  escritura  dé  transacción 
de  26  de  Febrero  de  1841 ,  sosteniendo  que  én  Cataluña  estaba  admi^ 
tWÜ  lá  dación  A  censd  enfitéuticó  de  bienes  tinculados ;  y  que  obs- 
taba á  cualquier  reclamación  las  excepciones  de  ftilta  de  acción  y 
dé  prfecKpcioti :  que  Aun  en  la  hipótesis  contraria;  la  primera  ha* 
íédéra  graVádá  Habla  pddido  enajétíár  bienes  en  bántidád  ¿uflciBnte 
á  cubrir  sus  dbrechóá  legitimario^  y  su  cuarta  trebellánicd :  que  Ha- 
biendo respetado  cbh&tantemente  D.  Antonio  Sarriera  y  Baimau  ,  asi 
el  establecimiento  enfitéülicb  otorgado  por  su  madre,  como  lá  venta 
qbé  de  lá  finca  habla  hecho  D.  Esteban  Mltjans ,  carecían  ,  ya  sus 
sachóles;  Vh  los  t}úé  pretendieran  tener  deréfeho  al  vínculo,  para  re- 
datttár  IA  ¿SS&;  pues  A  lá  fuerza  de  loa  título*  en  virtud  dé  los  cua- 
les hibtt  áltid  adquirida,  debía  agregarse  la  prescripción  por  más  de 
treinta  aftaft: 

ftesUUériÜo  que  bltádos  de  etlccíon  loa  sucesores  de  D.  fstébafe 
Mitiáhk ,  ijúfe  tío  comparecieron  ,  presentaron  ios  demandante*  es- 
amo  Stí  lá  d8  íbero  dé  ttn  ampliando  su  demanda  Untes  de  re- 
plicar para  b;ne  Se  condenara  A  Itís  demandados  ft  dimitir,  adeihás 
til  18  pí*ti«b  ;  láfc  cuatro  quintas  partea  dé  lá  Iditttd  de  las  dtis  pie* 
fcas  de  tierra  cáinpak ,  dé  cabida  cada  una  de  tres  cuartas  de  mo- 
jada ,  en  la  partida  Hátbadá  la  Parrellndá  Bisbal ;  con  los  frutos 
percibido?  Jr  fiódidbs  percibir  desde  el  fallecimiento  de  D.  Anto- 
nio Sari-lera  1  Dfeltttáb ,  de  las  cualeá  Había  tí  hecho  mérito  en  el 
fondo  Ule  Id  demonda,  fiero  nb  en  14  sil  plica  de  lá  misma,  confirién- 
dose tr&MAdo  á  D.  Ahtdtíió  Sarrieta  para  que  la  contestara  respecto 
A  dlchb  páítlblilár : 

Reáulténdo  .que  mandado  que  los  demandantes  evacuaran  el  tras- 
lado tíe  realicé ,  y  que  verificado  sé  ncordaMa  providencia,  rejül- 
cHftftt  reprbduclendd1  en  Mi  todo  lo  consignado  én  el  escrito  de  dé- 
tflíhda;  ^  qbé  hñHIendo  dnplícadb  8.  Antonio  SáMérá  y  Doña  Mariana 
tílifcéhis,  Sbllbitd  éstk  tjüé  se  defelárasé  no  haber  lugar  eñ  el  estado 
febtfiHI  riel  Jtlícib  ft  la  admisión  de  la  riúéva  détíiarida  6  adléitfh  de  lá 
primera,  formulada  por  los  demandantes,  porque  lá  lé}  nb  átftoHiafeft 
qué ,  después  fie  éiripláéado  el  deüinndádo  y  de  haber  fcóriiéátádo  á 
la  detiláflda,  piidiera  él  deftiahdante  proponer  por  vía  dfe  adición  nná 
tfciiifmria  ntteva  ft  pfetextb  de  qde  al  deducir  la  primera,  hkbiá  |tode- 
t'itíti  tinh  bétéibn  : 

lteínltando  qtié  practicada!  prueba  por  las  partes ,  dictó  seiíteáéltf 
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eüuez  de  primera  instancia ,  y  que  la  Sala  primera  de  tü  Audiencia 
Ja  revocó  th  30  de  Octubre  de  1868  y  condenó  á  D.  Antonio  Sarriera 
y  Cásasas  á  dimitir  i  favor  dé  los  demandantes  las  cuatro  quimas 
pfrrtéi  dn  la  tfaitad  de  las  dos  piezas  de  tierra,  de  cabida  tres  fcrfártaá 
de  ftrofatfa  éadá  una,  situadas  en  el  territorio  de  aquélla  cfadád  <f 
lugar  llamado  la  Parrillada1  Bisbal,  de  procedencia  del  vínciilo  futí- 
dado  por  b.  Jeteé  tilaímdu,  con  los  frutos  percibidos  y  podidos  per- 
cibir desda  Id  interposición  de  la   demanda;  así  como  las  cüatrb 
quintas  pdftes  de  la  tíiíUld  del  censo  impuesto  éri  la  escritura  de 
establéete  téííto  de  fá  casa  núm.  11  dé  la  callé  de  los  Cambios  de 
aquella  dicha  ciudad,  otorgada  por  Doña  María  Dalmau  á  fervor  de 
Esteban  MUjans ,  y  poseída  por  Dofía  Manuela  Garriga ,  easada  cbn 
í>.  Francisco  Aran,  coa  tos  réditos  también  desde  la  interposición  de 
la  demanda;  y  attofttvid  ñ  Bofti  Mariana  Oliveras  ,  cateante  éé  dfeh* 
Dttft*  Mfcnuela  Garriga,  de  la  demanda  respecto  á  la  dimisión  dé  la» 
cuatro  quintas  partes  de  la  mitad  de  dicha  ¿asa,  así  como  á  D.  Anto- 
nio Sarriera  y  Casasas  de  la  reclamación  referente  A  la  parte  del  censo 
dfe'SO  libras  qué  prestaba  D.  Joan  Nadal  por  ratón  de  o  na  heredad 
sita  en  el  término  de  San  Andrés  del  Palomar ,  reservando  á  los  de- 
mandantes el  derecho  que  creyeran  competirles  A  la  reclamación  de 
la  parte  que  íes  correspondiera  en  las  500  libras ,  precio  de  entrada 
del  establecimiento  dé  14  casa  mencionada: 

Resaltando  que  D.  Antonio  Sarriera  i  Casasfó  ititerpuso  recurso 
dé  cdsaeion,  citando  di  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno 
en  este  Supremo  Tribunal: 

1  *  La  ley  16,  tít.  22,  Partida  8/,  y  la  Jurisprudencia  establecida 
remetidas  veces  por  efeie  SJtfnremó  Tribunal,  con  arreglo  á  las  que  las 
sentencias  deben  ajustarse  estrictamente  .1  lo  solicitado  en  la  deman- 
da; y  sin  embargo,  ni  ert  la  deducida  en  estos  autos  ni  en  lo*  demás 
escritos  presentado^  daratíté  él  período  en  que  debían  Ajarse  los  pun- 
tos objeto^  del  debate  se  había  pedido  por  ids  demandantes  que  se 
declarase  la  Ineficacia  del  testamento  otorgado  por  D.  Antonio  Sar- 
riera y  Dalmau  por  los  motivos  consignados  én  la  sentencia,  resol- 
viendo, por  tferitb,  nna  cuestión  qrte  ho  habla  sido  prepuesta  con  la 
deíriandd. 

2.*  La  ley  12,  tít.  23,  Partida  '3.a,  en  qne  se  previene  la  forma  da 
las  sentencias;  los  artículos  61  y  63  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  el- 
Vil,  en  qué  ée  determina  la  Concordancia  qne  imn  dé  observar  las 
sentencias  con  los  puntos  de  la  súplica  de  la  demáhda;  los  artículo^ 
234 -y  2*U  en  cuanto  á  la  latitud  que  en  la  sentencia  recurrida  se  ha- 
bla dado  A  la  que  se  decia  adición  ft  la  demanda ;  y  las  sentencias 
dfc  este  Supremo  Tribunal  de  21  de  Noviembre  de  1846,  8  de  Junio 
de  1862,  i  dé  Mario  de  1853,  10  de  Octubre  dé  1857 ,  28  de  Mayo  y 
ir»  de  Octubre  de  1858,  18  de  Marzo,  20  de  Junio  f  19  de  Octubre  de 
1859,  13  de  Enero,  26  de  Marzo,  5  de  Junio  y  22  de  Diciembre  de 
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1860,  26  de  Octubre  de  18fi3,  30  de  Enero  y  13  de  Diciembre  de  1864, 
13  de  Febrero,  2  de  Marzo  y  1."  de  Diciembre  de  1865,  13,  18  y  19 
de  Enero,  7  de  Abril,  26  de  Mayo,  30  de  Junio,  16  de  Octubre  y  5  de 
Diciembre  de  1866,  en  las  que  se  establece  la  nulidad  de  los  fallos 
no  ajustados  á  los  puntos  discutidos  y  precisados  en  la  demanda: 

3/  Al  consignar  como  un  hecho  cierto  que  el  heredero  instituido 
habia  rehusado  la  herencia  y  dejado  de  cumplir  la  confianza  que  le 
babia  hecho  el  testador,  nada  de  lo  cual  sin  embargo  constaba  en 
los  autos,  pues  que  los  actores  ninguna  prueba  habían  suministrado 
sobre  el  particular,  el  principio  de  derecho  Adore  non  probante  reus 
est  abtoloendus. 

4.*  Las  citadas  ley  y  jurisprudencia  al  condenarse  al  recurrente  á 
dimitir  las  cuatro  quintas  partes  de  la  mitad  de  las  dos  piezas  de 
tierra  de  la  Parrellada  y  del  censo  de  la  casa  calle  de  los  Cambios. 
y  al  reservar  á  los  demandantes  el  derecho  para  reclamar  parce  del 
precio  de  la  entrada  de  dicho  establecimiento ,  toda  vez  que  en  la 
demanda  no  se  habían  pedido  ninguna  de  estas  cosas;  pues  aun  cuan- 
do en  el  escrito  de  réplica  se  habia  dicho  por  los  demandantes  que 
querían  se  entendiese  adicionada  la  demanda  con  aquella  nueva  pe- 
tición, el  Juez  habia  ordenado  y  aquellos  consentido  que  se  les  de- 
volviesen los  autos  para  que  presentaran  de  nuevo  su  escrito  de  ré- 
plica, como  lo  verificaron ;  y  además  los  artículos  227  y  siguientes 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  relativos  al  modo  con  que  debe 
procederse  para  que  los  demandados  en  un  pleito  puedan  á  su  tiem- 
po oponer  sus  excepciones. 

5.*  Y  aun  suponiendo  que  aquella  adición  hubiera  sido  admitida 
y  que  no  habia- necesidad  de  darse  audiencia  sobre  ella  al  demanda- 
do en  la  forma  dispuesta  en  dichos  artículos,  el  256  de  la  misma  ley, 
según  el  cual,  si  bien  pueden  admitirse  adiciones  en  los  escritos  de 
réplica  y  duplica,  deben  ser  referentes  a  los  puntos  de  hecho  y  de 
derecho  contenidos  en  los  escritos  de  demanda  y  contestación ,  pero 
no  consistir  en  nuevas  peticiones  que  constituyan  una  demanda  dis- 
tinta de  la  que  haya  propuesto  el  actor. 

Y  6/  La  doctrina  establecida  en  las  sentencias  de  este  Supremo 
Tribunal  de  26  de  Abril  de  1861,  24  de  Febrero  de  1865,  28  de  Mayo, 
27  de  Octubre  y  15  de  Diciembre  dé  1866,  y  28  de  Octubre  de  1868, 
en  cuanto  sin  haberse  declarado  ejecutoriamente  la  destitución  ó  ine- 
ficacia del  testamento  de  D.  Antoni^Sarriera,  se  venia  á  declarar  el 
intestato  del  mismo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Fernando  Pérez  de  Rozas. 

Considerando  que  según  las  leyes  sobre  testamentifaccion ,  cuando 
el  heredero  nombrado  no  ejerce  acto  alguno  de  tal,  se  entiende  que 
dimite;  teniéndose  el  testamento  por  destituido,  y  pasando  los  bienes 
como  consecuencia  indeclinable  y  por  ministerio  de  la  ley  á  los  he» 
rederos  abintestato  de  su  causante: 
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Consideran  lo  que  desdo  30  de  Agosto  de  1836  en  que  se  restable- 
ció e!  decreto  de  las  ftfrtp*  de  27  de  Setiembre  de  1820.  quedaron 
*  iwíncMos  :í  la  clase  do  liares  los   bienes  que  fueron  vinculados,  y 
sujetos  á  las  prescripciones  del  derecho  común,  en  cuyo  ciso  se  ha- 
llan los  que  han  sido  objeto  del  presente  debate: 

Considerando  que  en  el  Principado  de  Cataluña  ha  venido  ejerci- 
tándose constantemente  y  sin  contradicción  el  derecho  de  constituir 
censos  enfiiéuticos  por  los  poseedores  de  mayorazgos,  especialmente 
cuando  de  ello  redunda  una  mejora  y  mayor  valía  en  la  vinculación: 
Y  considerando  que  las  adiciones  6  modificaciones  á  que  se  refiere 
el  art.  256  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  hallan  comprendidas 
en  la  facultad  que  ejercitaron  en  el  presente  juicio  los  demandantes, 
puesto  que  en  la  demanda  se  hizo  mérito  de  las  piezas  de  tierra  re- 
clamadas con  posterioridad  á  ella  y  forman  parte  de  la  mitad  de  los 
bienes  vinculados,  objeto  del  debate;  sin  que  por  consiguiente  pueda 
decirse  con  exactitud  que  haya  sido  infringida  dicha  ley,   como  ni 
tampoco  faltado  la  congruencia  necesaria  que  establecen  la  12  y  16, 
título  22,  Partida  3.a,  y  demás  disposiciones  legales  citadas  inoportu- 
namente ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Sarriera,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firraamos.=Mauricio . Gar- 
cía.=José  María  Cáceres.  =  Francisco  María  de  Castilla.=Josó  María 
Haro.=Joaquin  Jauinar.=José  Fermin  de  Muro.=Fernando  Pérez  de 
Rozas. 

Publicación: 

Leída  y  Jfeblicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  D.  Fer- 
nando Pérez  de  Rozas ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,, 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  8  de  Noviembre  de  1869 —Gregorio  Camilo  García. 
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Ném.   94. 


CAPACIÓN  EN  ULTRAMAR.— SALA  PRIMERA 


Cumplimiento  de  un  contrato  de  venta.— Sentencia  de  8  Noviem- 
bre, declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Antonio  de  la  Tórnenle  y  otro,  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  eq  pleito 
con  él  Banco  de  Comercio  de  1<1  misma  ciudad. 

• 

Én  los  considerandos  se  establece  ; 

i  .*  Qué  nadie  puede  ser  competido  a  la  entrega  de  una  finca 
4e  la  que  no  tiene  la  propiedad  ni  la  posesión,  ni  á  In  celebración 
de  una  escritura  para  la  que  no  está  autorizado. 

2.°  Que  lo  convenido  en  un  contrato  es  ley  especial  en  la  ma- 
teria para  uno  y  otro  contrayente. 

3.°  Que  la  omisión  de  cualquiera  de  las  formas  externas  pres- 
critas en  el  art.  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  la 
redacción  de  las  sentencias,  no  puede  dar  lugar  á  la  casación, 
según  repetidamente  lo  ha  declarado  este  Tribunal  Supremo. 

4.°  Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyes  que 
carecen  de  aplicación  al  caso  del  pleito, 

5.°  Que  siendo  la  sentencia  absolutoria  de  la  demanda  y  ente- 
ramente conforme  á  la  contestación  del  demandado,  no  se  la  puede 
impugnar  racionalmente  como  incongruente  con  h  primera  y  con 
la  cuestión  fijada  por  ambas  partes  litigantes. 

En  la  villa  de  Madrid,  ñ  9  de  Noviembre  de  1869,  etilos  autos' que 
en  1»  Alcaldía  mayor  del  distrito  de  San  Cristóbal,  hoy  de  la  Cate- 
dral* en  ta  Habana,  y  en  la  Sala  segunda  de  ia  Audiencia  de  la  misma 
ciudad  lian  seguido  D.  Antonio  de  la  Tómente  y  D.  Francisco  Díaz 
de  la  Tórnente  con  el  Banco  de  Comercio  do  dicha  ciudad,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato  de  venta;  autos  pendientes  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  contra 
la  sentencia  que  en  20  de  Julio  de  1868  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  declarada  en  quiebra  la  sociedad  Moriega ,  Olmo 
y  compañía,  y  celebrada  junta  general  de  acreedores  en  15  de  Se- 
tiembre de  1862,  se  presentaron  en  ella  y  fueron  aceptadas  y  apro- 
badas las  proposiciones  de  convenio  que,  entre  otros  particulares, 
rstablecian  por  el  art.  17:  «que  en  el  próximo  mes  de  Julio  habrían 
de  enajenarse  el  ingenio  Andrea  y  la  casa  Cerería;  que  la  designación 
de  estas  dos  fincas  no  disminuía  en  concepto  alguno  ni  alteraba  las 
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demás  garantías  que  las  tres  sociedades  tenían,  según  las  escrituras, 
y  de  que  usarían  si  el  precio  de  las  lincas  po  bastase  para  el  com- 
pleto de  intereses  y  capitales,  ó  si  por  cualquier  motivo  se  vendieran 
6  remataran  las  otras  fincas  hipotecada^;»  por  el  19:  «que  los  liqui- 
dadores 6  representantes  de  Noriega ,,  Olmo  y  compañía  quedaban 
obligados  desde  que  llegase  Julio  á  admitir  las  proposiciones  que 
aceptasen  ios  Directores  de  los  tres  Bancos  para  vender  cualquiera  de 
las  dos  fincas  referidas,  y  A  otorgar  las  escrituras  necesarias,  slenlpre 
que  el  precio  aceptado  no  bajase  de  500.000  pesos  por  ei  Andrea  y  10.000 
por  la  Cerería;  y  si  rehusaran  hacerlo,  correspondería  al  tribunal  de 
Comercio  designar  persona  que  á  nombre  de  Moriega,  Olipo  y  coin- 
pañía  firmase  la  escritura  ó  escrituras;»  y  por  el  26:  «que  todos  los 
derechos  que  según  este  convenio  compitieran  á  las  sociedades  dé  los 
tres  Bancos  podrian  usarse  por  las  tres  Juntas  ó  una  sota;  pero  qud 
en  este  caso  la  que  obrase  aisladamente  respetaría  el  derecho  é  in- 
terés de  las  otras,  y  nunca  las  omisiones  ó  concesiones  de  la  una 
perjudicarían  á  las  que  no  las  padeciera  ú  otorgara.» 

Resultando  que  anunciada  en  virtud  de  este  acuerdo  la  venta  del 
ingenio  Andrea,  expresándose  que  los  Directores  de  Ja  Compañía  de 
almacenos  de  Regla  y  Banco  ,de  Comercio,  de  la.  Sociedad  del  Crédito 
industrial  y  de  Pedroso  y  compañía  estaban  autorizados  para  proceder 
á  la  venta  de  dicha  finca,  los  Corredores  D.  Próspero  Chaumont  y 
D.  José  Sarinero  buscaron  compradores  para  dicho  ingenio,  y  Don 
Antonio  de  la  Torriente  y  D.  Francisco  Díaz  de  la  forríénte  hicieron 
proposiciones,  de  que  se  dio  cuenta  en  la  Junta  directiva  del  (anco, 
celebrada  en  18  de  Julio  de  1865;  y  habiéndose  acordado  su  acepta- 
ción, el  Director  del  mismo  en  carta  del  31  del  propio  mes  y  año 
manifestó  al  D.  Antonio  de  la  Torriente  y  D.  Francisco  Diaz  de  iji 
Torriente  que,  en  virtud  de  las  facultades  que  competían  á  aquelli 
Compañía  pgr  razón  del  convenio  celebrado  con  Noriega,  Olmo  y 
compañía  en  su  quiebra,  aceptaba  la  proposición  que  le  hacia  para 
ia  compra  del  ingenio  Andrea,  de  la  propiedad  de  aquellos  señores, 
consistente  en  que  pagarían  500.000  pesos,  80.000  ál  contado  y  50.000 
cada  aflo,  rebajándose  del  precio  las  imposiciones  ó  gravámenes  per- 
petuos que  tuviese  la  finca ,  y  haciéndose  cargo  los  compradores  de 
pagar  el  crédito  de  los  menores  Susini,  garantizado  con '  hippteca  del 
ingenio,  cuando  venciera  dicho  crédito  de  los  menores,  sin  disminuí? 
el  plazo  de  50.000  pesos  en  los  años  anteriores  ó  posteriores  $  dicho 
vencimiento:  que  los'  réditos  que  devengase  dicho  crédito  to  fcatiáfa- 
rian  por  cuenlaN  de  los  plazos  anuales,  siendo  de  cuenta  de  los  mis- 
mos compradores  el  pagar  los  reales  derechos  causados  p.oir  esta 
venta;  y  que  en  conformidad  con  estas  condiciones ,  se  obligaba  Ü  á  d$r 
inmediatamente  los  pasos  necesarios  para  la  formalizacioñ  de  la  estrilara 
y 'ponerles  en  posesión  del  ingenio: 

Resultando  que  dada  cuenta  ft  la  íüntá  directiva  del  Banco  de 
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Comercio  délas  comunicaciones  que  dirigieron  Noriega,  Olmo  y  com- 
pañía y  el  Crédito  fnduslriát  al  Director  de  aíquella,  ofreciendo  dar 
todos  los  años  100.000  daros  para  Ir  extinguiendo  los  créditos  de  los 
tres  Bancos,  puesto  que  efcto  era  más  útil  que  la  venta  del  ingenio 
Andrea,  se  acordó  en  junta  del  SI  de  Julio  de  1865  que  se  contestase 
que  la  venta  estaba  ya  cerrada,  y  por  consiguiente  no  se  podia  ad- 
mitir lo  que  proponían: 

Resultando  que  después  do  diferentes  actuaciones  promovidas  por 
Noriega,  Olmo  y  compañía  y  Citarles  Caro  y  compañía,  éste,  en  con- 
cepto de  acreedor  para  la  suspensión  de  la  xeuU  del  ingenio  Andrea, 
y  en  las  que  él  Banco  manifestó  que,  estando  autorizado  por  el  con- 
venio, habia  hecho  la  venta  de  dicho  ingenio  y  no  podia  suspenderla, 
se  proveyó  auto  en  7  de' Setiembre  de  18G5  acordando,,  entro  otras 
cosas,  que  se  dejase  A  la  representación  tíol  Banco  de  Comercio  fcn 
actitiitl  de  proceder  do  la  manera  que  estimase  más  conforme  A  sus 
derechos  bajo  su  propia  responsabilidad,  y  con  reserva  á  los  fiascos 
de  Pedroso  y  compañía  y  del  Crédito  industrial  y  A  los  liquidadores 
ó  representante*  de  Noriegá,  Olmo  y  compañía  de  cuantos  derechos 
pudieran  corresponderles;  todo  con  arreglo  al  convenio  ejecutoriado, 
que  es  ley  en  el  asunto: 

Resultando  que  dada  cuenta  en  Ja  Junta  directiva  del  Banco  de 
Comercio,1  celebrada  en  13  de  Setiembre  de  1865.  de  las  resoluciones 
tomadas  por  el  Tribunal  de  Comercio  en  la  cuestión  de  venta  del. in- 
genio Andrea,  y  de  que  se  oponían  á  ésta  y  protestaban  contra  ella 
los  deudores,  muchos  acreedores  y  los  otros  dos  Bancos  mencionados, 
.acordó  dicha  Junta  que  una  comisión  conferenciara  con  loa  compra- 
dores, exponiéndoles  las  dificultades  que  se  presentaban  para  el  inme- 
diato otorgamiento  de  la  escritura ,  é  inquiriese  de  ellos  si  estaban 
dispuestos  á  sostener  la  proposición  de  compra  hasta  que  quedaran 
orilladas,  acordando  lo  m&  conveniente  á  ios  intereses  del  Banca: 

Sepultando  que  cumplido  su  encargo  por  la  comisión «Bin  que  con- 
siguiese el  arreglo,  y  citado  el  Banco  por  los  Tórnente  á  juicio  con* 
ciliatorio,  acordó  la  Junta  que  en  aquel  acto  se  contestase  que  el  Ban- 
co estaba  dispuesto  á  cumplir  su  obligación*  pero  nada  más: 

Besultando  que  en  SI  de  Octubre  de  dicho  año  de  1865  el  D.  An- 
tonio de  la  Torrlente  y  D.  Francisco  Diaz  de  la  Torriente  promovieron 
la  actual  demanda,  pidiendo  que  se  condenara  al  Banco  de  Comercio 
á  que  dentro  de  tercero  dia  les  entregase  el  ingenio  Andrea  y  forma- 
lizara la  escritura  correspondiente,  acudiendo  á  percibir  el  plazo  de 
contado  que  tenían  á  su  disposición,  á  qde  les  indemnizase  el  perjui- 
cio qne  les  habia  irrogado  con  la  demora  y  al  íntegro  pago  de  todas 
las  costas;  alegando  para  ello  que  el  Director  del  Banco  les  habia  ven- 
dido dicho  ingenio  en  la  forma  que  aparecía  de  la  carta  de  £1  de 
Julio:  que  la  venta  quedó  perfeccionada  por  el  consentimiento,  y  no 
habla  en  ella  condiQion  alguna  suspensiva  ni  resolutoria;  y  que  es- 
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tShdo  protítos  'por  su  parte  4  cumplir  el  contesto,  les  correspondía 
acción  para  exigir  la  entrega  de  la  cosa  vendida : 

Resaltando  que  el  Banco  contestó  solicitando  que  se  le  tuviera  por 
conforme  en  cumplir  Ja  obligación  contraída  en  la  carta  de  81  de  Ju- 
lio de  1863,  y  se  desestimaran  las  infundadas  pretensiones  de  los  de- 
mandantes sobre  entrega  directa  del  ingenio  é  Indemnización,  de  per- 
juicios, condenándoles  en  las  costas  á  que  daban  lugar  con  esta  exa- 
geración; y  al  efecto  expuso  que  aceptaba  desde  luego  la  obligación 
contenida  en  la  caria  presentada  por  los  actores ,  y  estaba  dispuesto 
á  cumplirla  y  la  está  cumpliendo  ante  el  Tribunal  de  Comercio,  ha- 
biendo interrumpido  los  pasos  que  empezó  á  dar  porque  los  deman- 
dantes interrumpieran  su  acción  con  pretensiones  exageradas,,  no  es- 
critas en  la  referida  enrta:  que  en  ésta  aceptó  las  proposiciones  de 
los  demandantes  y  se  obligó  á  dar  ios  pasos  necesarios  para  U  for- 
mación de  las  escrituras  y  ponerles  en  posesión  del  ingenio ,  siendo, 
ésta  su  única  obligación,  que  empezó  á  cumplir  y  seguia  cumpliendo, 
constando  á  los  demandantes  que  la  oposición  había  venido  de  Morie- 
ga, Olmo  y  compañía  y  de  varios  acreedores  de  ésta;  y  que  el  inge- 
nio Andrea  no  era  del  Banco,  ni  éste  podía  otorgar  la-  escritura  dé 
venta,  sino  que  debían  hacerlo  los  liquidadores,  de  la  casa  quebrada, 
ó  por  su  resistencia  la  persona  que  nombrase  el  Tribunal  de  Comer- 
cio, no  teniendo  tampoco  que  indemnizar  perjuicio  alguno: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon, 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Alcalde  mayor  en  SI  de 
Febrero  de  1867,  declarando  que  existía  el  contrato  perfecto  de  la 
compra  y  venta  del  ingenio  &  favor  de  D.  Antonio  de  la  Tómente  y 
D.  Francisco  Diaz  de  la  Torriente ,  y  condenando  en*  su  virtud  pl 
Banco  de  Comercio  á  que  en  el  término  0e  tercero  día  se  otorga  la 
escritura  de  venta,  entrega  del  fundo  y  el  producto  de  la  zafra  que 
hubiese  dado  el  mes  de  Julio,  en  que  el  contrato  quedó  perillo,  in- 
demnizando los  daños  y  perjuicios  por  falta  de  cumplimiento*, y  al 
pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  sustanciada, la  apelación,  que  interpuso  f\  Baaco 
de  Comercio,  pronunció  sentencia  la  Salí}  segunda  de  la  Audiencia  de 
la  Habana' en  20  de  Julio  de  1868  revocando  la  apelada  y  absolviendo 
al  Banco  de  Comercio  de  la  demanda  contra  él  interpuesta  por  pon 
Francisco  y  D.  Antonio  de  la  Torriente*  imponiendo  i  estos  perpetuo 
silencio,  y  teniendo  el  Rauco  por  conforme  en  cumplir  la  obligación 
que  contrajo  su  Director  ea*la  Carla  de  21, de  Julio  de  1863  de  dar  los 
pasos  necesarios  para  la  formaliLacion.de  la  escritura  y  entrega, fiel 
ingenio 4  los  expresados; D..Eranciscor  y  t>*  Anipnijo;,     .    s  ■  .•   ,  , 

Resultando  que  contra  «e§tevf4Uoánterpusu>roni Jos.,  demudantes 
recurso  de  casación ,  cilandp  como,  infringidas.;  ....       k  ,,, 

1«!  El  contrato  celebrado  coa,. eL Director  dol  Banpo  dp  Comercio 
respecto  i  la  compra- venta  del  ingenio  Andrea,  qué  era  ley  para  los 
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contrayentes,  y  separándose  del  cual  la  sentencia  era  nula,,  según  lo 
tenia  declarado  ^tf'e  TViDunaf  Supremo,  en  sus  decisiones  de  21  de 
Setiembre  de  1863  y  14  de  Octubre  de  1864;  y  la  ley  l.\  tít.  l.#,  li- 
bro, 10  (Je  la  Novísima  Recopilación,  porque  se  le  absolvía  al  Banco 
de  la  demanda  y  no  se  le  obligaban  consumar  la  venta  que  celebró 
y  que  quedó  perfecta  por  el  consentimiento  en  ía  cosa  y  en  el  precio. 

2.*  La  ley  6.\  UL  5.*,  Partida  5.fc,  porque  se  les  negaba  la  acción 
empli,  Rara  pedir  la  entrega  de 'la*  cosa  ,'y  la  ley  23,  tít.  5.',  Partida 
5.*,  pues  según  ellas,  debían  entregárseles  los  frutos  del  ingenio  desde 
la  perfección  del  contrato. 

3.a  Las  leyes  que  determinan  el  valor  legal  de  las  pruebas  aduci- 
das por  las  partes  en  el  juicio,  y  particular  y  señaladamente  la, 32, 
titulo  16*,  Partida  3.a,  porque  no  se  estimaban  las  declaraciones  de 
los  testigos  D.  Próspero  Chaimont  y  D.  José  Sarinero ,  que  afirmaban 
que  el  Director  del  Banco,  bajo  su  responsabilidad,  les  vendió  el  in- 
genio sin  condición  alguna  respecto  á  la  consumación  que  estuviese 
Relacionada  con  la  quiebra  de  Moriega,  Olmo  y  compañía,  compro- 
metiéndose á  entregar  la  finc$  y  otorgar  la  escritura ,  para  cuyo  lo- 
gro les  encomendó  varias  diligencias  á  la  consumación. 

4/  La  ley  l.Vtft.  14 ,  Partida  3/ ;  la  3/,  tít.  22  de  la  misma  Par- 
tida, y  la  doctrina  de  que  la  sentencia  debe  ser  conforme  á  lo  ale- 
gado y  probado ;  pues  según  el  testimonio  de  las  actas  de  las  Juntas 
directivas  del  Banco ,  traido  á  los  autos  por  el  demandado ,  aparecía 
justificada  la  demanda,  y  stn  embargo  no  se  había  estimado. 

5.*  El  art.  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  se  ci- 
taba en  la  sentencia  ley  ni  doctrina  en  apoyo  de  lo  queen  ella  se 
declara. 

6.  La  ley  M,  tít.  l.#',  Partida  5.a,  que  trata  de  cómo  se  puede 
vender  la  cosa  ajena  y  eí  valor  legal  de  esta  convención.    * 

7.*  La  ley  13,  tít.  11,  Partida  5.',  que  ordena  que  valga  la  pro- 
mesa de  dar  ó  hacer  aíguna  cosa,  aunque  sea  puesto  en  ella  día  cierto, 
débíeúdo  el  Juez  apremiar  al  que  hizo  la  promesa  á  que  la  cumpla, 
señalándole  un  término  para  ello. 

'T8.*  ta  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.*,  y  la  jurisprudencia  de  este 
íúpremo  Tribunal,  porque  lá  sentencia  no  era  conforme  con  la  de- 
manda. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arrieta. 
Considerando  que,  reconocidas  por  ambas  partes  litigantes  la  au- 
tenticidad y  exactitud  de  la§  cláusulas  acriba  insertas  del  convenio 
Celebrado  por  la  sociedad  Noriega ,  Olmo  y  compañía  con  sus  acree- 
dores en  15  de  Setiembre  de  1862,  así  como  de  la  carta  dirigida  en 
21  de  Julio  de  186$  por  el  Director  del  Banco  de  Comercio  &  D.  An- 
tonio de  la  Torriente  y  1>.  Francisco  Diaz  de  la  Tbrriente,  la  cuestión 
litigiosa  fia  venido  á  reducirse  á  si  la  demanda  por  éstos  interpuesta 
es  ó  no  conforme  á  la  obligación  contraída  por  el  Banco  en  dieba 
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S&  r*  -  ~- ^  con  el  n,onc,onado  conven,,  á  qufse 

*522r^23Kr:  T*- de  -•  ««*  v 

ni  procedente  contra  eJ  Banco  dTr«m.    ■  T  reee  Mnfcri»  «o»  ellas 
dantes.  de  que  so  condene  á  «¿  ?ST  *  peUcion  d«  *»  <ta¿- 
.^ue  el  ingeni0  ¿»rf„«  "y balice  J^í"  terCero  dia  les  «- 
indemnizándoles  el  perju^  Qw™£?,ÍL<?CPrtU?  COr^pondiente, 
P«"»to  que  el  Banco  no  puedo 2ercom.tr.   'I^0  con- la  d™ora, 
^  que  no  tiene  la  propiedad  „    H£  1?  "•  '.T*  de  una  ■«* 
una  escritura  para  la  quc  no  e£á  autE     '  "'  a  ,a  celeb™c¿on  de 
ser  otorgada  por  los  liquidadores  áZ*0'  *  que  en  «u  caso  debía 
y  Compañía.  o  en  su  delíSf^JÍ  ^¡Jf,"n«-  f  *»**,. ««o 
se.  habiéndose  obligado  el  Baíco  ,an si Vü*  *  T^íbuna,  desi*D» 
pasos  necesarios  para  ja  fonnaTarion  T  ,,  dar  ,nmedí«»mente  los 
pradores  en  posesión  del  ¡nSo  *  e"a*   y  P°ner  *  '«  com- 

Considerando ,  en  su  virtual    un»  »„  c  • 
«r  al  Banco  de  dicha  demanda  Tm  ¿5  ',  SP1,1í?nc,adora .  •!  absol- 
términos  precisos  en  qIIe  "£ t'e    ySt.  !d  n'"^0"  deéSted,<>s 
ber .  las  palabras  claras  y  tPrmioanLT  S      '  COm°  era  de  su  de-    . 
dos .  no  ha  infringido  el  con,™ ¡f     f  *    Ia  carta  *  convenio  referi- 
ré es  efectivame^ely  e^^lrad0  Pn,Pe  ambos  >%S¡. 
consiguiente  en  ninguna  de  h'  oí-»?-  r    y.°tM'  nl  inc»™do  Por 
Proposito  se  mencionan  en  lo   c ™  !ÍaCC'ones  "u«  «>"  el  mí¿ 
Considerando  que  no  se  a leZ  l^T™  ?0tiWs  det  ocurso: 
prendidas  en  los  números  J-  ??I  7-  n    y°r  fundamento  las  com- 
en su  sentencia  las  doctrinas  }orf¿»  'v  ías^T  "  Sa'a  ha  CXPue8to    ' 
ley  especial  del  contrato    «.,« '  h.  «      *.         20DPS  Procedente*  de  la 

%*sa  ;  y  annq„T„X;eq  ommdíTr  °  ap"Cab"*  a  ,a  c,,est5o«  »- 
forma  externa  .como ZlZ  del  ?h  ¿Tf ''rÍOn  ™™ente  do 
mienío  civil.  „o  habría  darfnilL  ' •„W8  dp  ,a  Lpy  de  Enjuicia- 

petidamente  lo  h declarado ^tJT  °  V  l*  CmCfon  •  "«»»  «- 
leyes  1»,  «t.  5...  y  ,3  í?t  ií  i  !  n'™1  Supremo'  *  Puc8to  <*c«  »«* 
*enta  de  cosa  aJcnV  y  L  i  fí  **"'  «■*•  re,alivas  »<P*»*  *  1* 
de  aplicación  al  préseme n¡L,Ji        T  dc  ,as  Prisiones,  calcen 

"i  discutido  en  S^Tt^Mil^0 ^  ^  hab,én**e  ale6**> 
se  refieren  :  ,lt,g,°  ninguno  de  los  objetos  A  que 

la  d«!r;Ír  ?m°'  qUe  siendo  '•  «"t^ia  absolutoria  de 
no  27a  nne/pS  PnW  CO"forrae  á  fa  «mtostedon  del  demattdado, 
«era  v  ion  .,  'mpT'lr„raCÍOT,a,,nome  «»«»  Incongruente  con  te  prt! 

TaiLmos  «27Í" fijada  POr  rtmbas  P3^8  "A""*»  í 

Jí¡ a?00*;  q,!e  debt'mos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
5S2LÍ  «^"2°"  ^W"™*  1»or  !>.  Antonio  de  la  Tdrrtente  y  Don 
wfTr  '  Torriente.  á  los  qmj  eondenasios  en  las  cosía»;  v  If* 
órese  la  correspondiente  certifigaelon. 


ÍH  TRIBUNAL  SUMtEAtO   DE  JUSTICIA. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Caceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio 
García.=José  M.  Cáceres—Laureano  de  Arrieta^Talcntin  Garralda.= 
Joaquín  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.  =  Fernando  Pérez  de  Rozas. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilmo.*Sr.  Don 
Laureano  de  Arricia,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Su- 
premo Tribunal.  '  m 

Madrid  9  de  Noviembre  dq  1869.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

Ním.  95. 
APELACIÓN  EN  CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Defensa  ron  pobre. — Sentencia  de  9  de  Noviembre,  confirmando 
la  providencia  apelada  de  la  Sa]¿  segunda  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  la  Sociedad  española  de  Crédito  comercial,  en 
pleito  con  D.  Luis  de  Silva  Ferro. 


En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  no  es  admisible  el  recurso  de  casación ,  según  repetidas 
teces  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  de  las  sentencias  en 
que  se  otorga  á  un  litigante  el  beneficio  de  defenderse  por  pobre, 
porque,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  1.010  y  1.011 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  son  definitivas  ni  recaen 
sobre  articulo  que  ponga  término  al  juicio  y  haga  imposible  su 
continuación,  la  cual,  por  el  contrario,  se  facilita  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  200  de  dicha  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  1869.  en  los  autos  que 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  de  esta  capital  y  en  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Ramón  y  D.  Luis 
de  Silva  Ferro  con  la  Sociedad  española  de  Crédito  comercial  y  el  Minis- 
terio fiscal  sobre  defensa  por  pobre: 

Resultando  que  deducida  demanda  por  D.  Ramón  y  D.  Luis  de 
Silva  Ferro  contra  l*  Sociedad  española  del  Crédito  comercial ,  sobre 
pago  de  ciertas  cantidades,  pidieron  por  un  otrosí  se  les  defendiera 
en  concepto  de  pobres; 
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Resultando  que  á  reserva  de  proveer  sobre  lo  principal,  se  confl 
rió  traslado  de  la  pretensión  de  pobreza  á  la  sociedad  demandada  y 
al  Ministerio  fiscal :  que  sustanciado  el  incidente  por  sus  trámites*  y 
dictada  sentencia  por  e!  Juez ,  de  la  que  apelaron  los  demandantes, 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  ,  por  la  que  pronunció  en  8  de  Fe- 
brero último,  revocando  la  apelada,  declaró  á  aquellos  pobres  para 
litigar  con  la  Sociedad  de  Crédito  comercial: 

Resultando  que  por  parte  de  ésta  se  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, fondado  en  infracción  de  ley ;  y  la  mencionada  Sala,  por  pro- 
videncia de  27  del  repetido  mes  de  Febrero,  de  la  que  la  Sociedad 
apeló  para  ante  este  Tribunal  Supremo,  declaró  no  haber  lugar  á  la 
admisión  del  recurso. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D. 'Manuel  María  de  Basualdo. 
Considerando  que  no  es  admisible  el  recurso  de  casación,  según 
repetidas  veces  tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal,  de  las  sentencias 
en  que  se  otorga  á  un  litigante  el  beneficio  de  defenderse  por  pobre, 
porque,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.011 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  son  definitivas,  ni  recaen  sobre 
artículo  que  ponga  término  al  juicio  y  haga  imposible  su  continua* 
cion,  la  cual,  por  el  contrario,  se  facilita  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  200  de  dicha  Ley  de  Enjuiciamiento: 

Considerando  que  en  tal  concepto  la  providencia  dictada  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid  en  27  de  Febrero  de  este 
afío,  por  la  que  se  deniega  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
Sociedad  española  del  Crédito  comercial  de  la  que  pronunció  en  8  de 
dicho  mes  declarando  pobres  á  D.  Ramón  y  D.  Luis  de  Silva,  es  arre- 
glada á  derecho; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la 
providencia  apelada;  y  devuélvanse  los  autos  ala  Audiencia  de  donde 
proceden. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid ,  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
coplas  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ^Sebastian 
González  Nandin.=Manuel  María  de  Basualdo.— Antonio  Gutiérrez  de 
los  Rios.=Juan  Jiménez  Cuenca. =Manuel  León. 
Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ihno.  Sr.  Don 
Manuel  María  de  Basualdo,  Ministro  de  Ja  Sala  segunda  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia*  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  9  de  Noviembre  de  18G9,=sBogeIio  González  Montes. 
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COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 


Acumulación  pe  un  pleito  ejecutivo  á  los  altos  dr  una  testamen- 
taría necesaria.— Sentencia  de  9  de  Noviembre,  decidiendo 
á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcalá  la  Real  la 
competencia  promovida  entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  de 
Baena ,  sobre  acumulación  á  los  autos  de  testamentaría  necesa- 
ria de  D.  José  Valenzuela  del  pleito  ejecutivo  seguido  contra  el 
mismo  y  su  mujer  Doña  Casilda  Fila  por  D.  Antonio  León. 

En  sus  consideranpos  se  establece: 

Que  conforme  ú  lo  dispuesto  en  el  art.  523  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  declarado  el  concurso  necesario,  se  oficiará  á 
tos  Jueces  que  conozcan  de  tos  demás  pleitos  ejecutivos  á  fin  de  que 
tos  r entilan  para  la  acumulación  al  juicio  universal. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  1869,  en-  ía  compe- 
tencia que  ante  Nos  pende,  promovida  entre  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Baenn  y  el  de  Alcalá  Ja  Real  sobre  acumulación  á  los  autos 
de  testamentaría  necesaria  de  D.  José  Valenzuela  del  pleito  ejecutivo 
seguido  contra  el  mismo  y  su  mujer  Dona  Casilda  Fita  por  D.  Anto- 
'   nio  León,  después  su  viuda  Doña  Isabel  García  Ogayar: 

Resultando  que  en  9  de  Marzo  de  1864  D.  Antonio  León  dedujo  de- 
manda ejecutiva  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  AlcalA  la  Real 
contra  D.  José  Valenzuela  y  su  mujer  Doña  Casilda  Fita  por  la  canti- 
dad de  104.000  rs.  y  sus  intereses,  procedentes  de  préstamo,  según  es- 
critura otorgada  en  17  de  Noviembre  de  1857:  que  despachado  el  man- 
damiento de  ejecución  ,  se  procedió  al  embargo  de  las  fincas  hipote- 
cadas en  dicha  escritura ,  que  con  arreglo  fi  la  misma  se  hallaban  en 
administración  en  poder  del  acreedor ;  y  seguido  el  juicio  por  sus 
trámites ,  en  30  de  Julio  del  repetido  afio  de  1861  se  dictó  sentencia 
de  remate: 

Resultando  que  ejecutoriada  dicha  sentencia,  se  procedió  al  remate 
de  los  bfónes  embargados;  y  aprobado „  se  hizo  saber  á  Valenzuela 
presentase  fos  títulos  de  dominio  á  fin  de  otorgar  la  correspondiente 
escritura  (\  favor  del  rematante  ,  y  manifestó  que  procedentes  las  fin- 
cas de  vinculación,  no  tenia  títulos: 

Resultando  que  fallecido  D.  Antonio  León ,  se  mostró  parte  su  viuda 
Doña  Isabel  García  Ogayar,  pretendiendo  se  llevara  á  efecto  el  otorga- 
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miento  do  la  escritura  de  venta  á  favor  del  rematante,  y  que  éste  hi- 
ciese entrega  del  importe  del  precio ;  lo  que  asi  se  acordó  por  auto 
del*  de  Abril  de  1868: 

Resaltando  que  durante  la  práctica  de  las  diligencias  relacionadas 
falleció  en  la  villa  de  Baena  en  10  de  Enero  de  1866  D.  José  Valenzuela 
bajo  el  testamento  y  codfcilo  que  en  unión  de  su  esposa  Doña  Casilda 
Fita  tenia  otorgados  en  31  de  Diciembre  de  1846  y  24  de  Marzo  de 
1856,  ésta  acudió  al  Jtjez  de  primera  instancia  de  dicho  partilo,  y  pre- 
tendiendo se  previniera  el  juicio  de  testamentaría  de  su  difunto  esposo: 
que  prevenido  el  juicio  por  auto  de  22  de  Enero  de  1867 ,  se  persona » 
ron  varios  de  tos  hijos  y  sucesores  de  Valenzuela  ;  y  practicados  el 
inventario  y  avalúo  de  los  bienes  quedados,  por  auto  de  21  de  AJaril 
de  1868  se  declaró  necesario  el  juicio  de  testamentaria  : 

Resultando  que  Doña  Francisca  Villalobos,  viuda  de  D.  Francisco 
Valenzuela  y  Fila,  pretendió  se  acumulara  al  juicio  de  testamentaria  el 
pleito  ejecutivo  que  en  el  Juzgado  de  Alcalá  la  Real  se  seguía  contra 
su  padre  D.  Jos¿  Valenzuela  á. instancia  de  D.  Antonio  León  :  que  asi 
acordado  por  el  Juez  de  Baena,  dirigió  el  oportuno  oficio  al  do  Alcalá 
la  Real ,  el  que  se  negó  á  la  remisión  de  los  autos ;  provocándose  en 
sn  virtud  el  presente  conflicto  jurisdiccional,  pnra  cuya  decisión  uno 
y  otro  Jaez  han  elevado  á  este  Tribunal'  Supremo  sus  respectivas  ac- 
tuaciones : 

Resultando  que  el  Juez  de  Alcalá  la  Rnal  alega,  para  seguir  cono- 
ciendo de  los  áfilos  ante  él  promovidos,  que  no  se  trata  de  pleito  eje- 
cutivo pendiente  ,*  sino  de'  las  diligencias  necesarias  para  el  cumpli- 
miento de  una  sentencia  ejecutoria  ,  porque  aquel  quedó  terminado 
con  I9  sentencia  de  remate;  y  que  respecto  de  los  juicios  terminados 
no  tienen  lugar  las  prescripciones  contenidas  en  los  artículos  157  y  158 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,'  según  así  lo  tiene  declarado  este 
Tribunal  Supremo : 

Y  resultando  que  el  Juez  de  Baena  considera  procedente  la  acu- 
mulación qu«  acordó,'  porque  el  Juicio  ejecutivo  no  puede  entenderse 
terminado  hasta  que  se  verifique  el  pago,  toda  vez  que-  sé  admiten  ter- 
cerías aun  dc&púesdel  procedimiento  de  apremio,  las  que  pueden  des- 
truir lea  efectos  <Je  la  ¿emenda  de  remate;  favorable  al  deudor,  filen 
adjudicando  á  otra  persona  los  bienes  embargados,  ó  su  precio;  y 
porque  los  autos  que  se  siguen  en  su  Juzgado  son' de  los  calificados 
de  juicio  universal ,  comprendiéndole  lo  dispuesto  en  el  art.  <6>,  pár- 
rafo segundo  de  lá  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  así  lo  tiene 
decidirlo  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  20  de  AgostóUc  1868. 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  María  de  lfosualdo. 
Considerando  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  525  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  declarado  el  concurso  necesario  sfe  ofi- 
ciará á  los  Jueces  que  conozcan  de  los  demás  pleitos  ejecutivos  .1  fin 
de  que  los  remitan  para  la  acumulación  al  juicio  universal. 
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Considerando  que  el  Juez  de  Alcalá  la  Real  no  conoce  en  la  ac- 
tualidad del  juicio  ejecutivo  que  promovió  D.  Antonio  L^ou  contra  Don 
José  Valenzuela  y  Doña  Casilda  Fita,  puesto  que  éste  quedó  terminado 
por  la  sentencia  de  remate  de  30  de  Julio  de  1864,  la  que  habiendo 
sido  consentida  por  los  deudores,  es  por  lo  mismo  ejecutoria,  sino  de 
diligencias  dirigidas  al  cumplimiento  de  esta  sentencia  ejecutoria ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  dichas  diligencias  corresponde  al  Juzgado  de  Alcalá  la  Real ,  y  que 
no  há  lugar  á  acumular  las  mismas  á  la  testamentaría  concursada  de 
D.  José  Valenzuela,  que  radica  en  el  Juzgado  do  Baena;  y  devuél- 
vanse sus  actuaciones  respectivas  á  cada  Juzgado. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Caceta  de 
Madrid,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  su  fecha ,  é  insertará 
á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Sebastlan  Gon- 
zález Nandin.=Manuel  María  de  Basualdo.=Antonio  Gutiérrez  de  los 
Ríos.=Juan  Jiménez  Cuenca.=Manucl  Leoh. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Manuel  María  de  Basnaldo,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  9  de  Noviembre  de  1869. «Rogelio  González  Montes. 


IWm.'  97. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 

tí  kj  vindicación  de  fincas. — Sentencia  de  11  de  Noviembre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Ramón  Rey  y  consortes  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Valencia ,  en  pleito  con  Doña  Te- 
resa Rey  y  Borras  y  otros. 

En  su  único  considerando  se  establece: 

Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  ejecutoría  las  disposi- 
ciones de  una  ley  que  no  kan  sido  objeto  de  discusión  ni  fren** 
aplicación  al  pleito  que  se  ventila. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  do  Noviembre  de  1869,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  do  Vi  na  roa  y  en  la  Sal» 
piimera  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Ramón,  Dofia  Teresa  y 
Dofia  Joaquina  Rey  y  Guarch  con  Pona  Teresa,  Doüa  Rosario  y  DoW 
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timooa  ley  y  Borras,  ésta  representada  por  su  marido  D.  José  Que» 
rol,  sobre  reivindicación  de  fincas;  pleito  pendiente  ante  Nos  por  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  ios  demandantes  coutra  la  sentencia 
que  en  19  de  Enero  último  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  el  Presbítero  Mosen  Mariano  Fresquet  otorgó  testa* 
memo  en  Benicarió  4  2  de  Febrero  de  1781»  por  el  que  instituyó  he- 
redera i  Haría  guacia  Esteller,  y  vinculó  una  casa  y  una  bodega 
que  poseía  en  el  arrabal  del  camino  del  Mar»  llamando  ásu  disfrute 
después  de  la  vida  de  la  heredera  á  la  hermana  del  testador  Marte 
Francisca  Fresquet ,,  consorte  do  Fernando  Rey;  después  ai  hijo  de 
arabos  Joaquín  ya  los  hijos  de  éste»  de  varón  cu  varón,  con  prefe- 
rencia á  las  hembras,  haciendo  en  su  falla  otros  llamamientos: 

Resultando  que  fallecido  Mosen  Mariano  Fresquet  en  13  de  Febrero 
de  1784  ,  su  heredera  María  Ignacia  Esleller,  en  unión  con  Fernando 
Bey  y  su  consorte  María  Francisca  Fresquet,  otorgaron  en  4  de  Junio 
de  1790. escritura  de  permuta  de  la  casa  y  bodega  vinculadas  por 
unas  tierras  de  viña  pertenecientes  &  D.  Patricio  Doney  y  O.  Luis  Ca- 
sanova,  por  creer  mas  útiles  al  inmediato  sucesor  las  fincas  de  .esta 
clase : 

Resultando  que  D.  Joaquín  Rey  y  Fresquet,  hijo  de  Fernando  y 
liaría  Francisca ,  demandó  en  el  año  de  1849  á  D.  Ramón  Wblte, 
poseedor  de  la  casa  y  la  bodega,  para  que  se  declarase  la  nulidad  de 
la  permuta  y  se  le  restituyesen  dichas  lincas  como  sucesor  del  vfncu  * 
lo;  y  que  paralizada  esta  demanda  á  causa  del  fallecimiento  del  actor, 
y  reproducida  en  1857  por  sus  tres  hijas  Francisca,  Teresa  y  Rosario 
Rey  y  Borras ,  recayó  sentencia  en  22  de  Mano  de  1864 ,  que  causó 
ejecutoria  por  consentimiento  de  las  partes,  declarando  nula  la  citada 
permuta;  y  .que  pertenecía  á.  las  demandantes  la  casa  y  bodega  pro- 
cedentes del  vínculo»  con  las  rentas  desde  la  contestación  á  la 
demanda : 

Resultando  que  D.  Ramón,  Doña  Teresa  y  Doña  Joaquina  Rey  y 
Gnarcb,  hijos  de  D.  Joaquín  Rey  y  Borras,  hermano  de  las  deman- 
dantes del  anterior  pleito  ,  entablaron  en  10  de  Julio  de  1866  la  de- 
manda objeto  de  estos  autos,  exponiendo  que  su  abuelo  Joaquín  Rey 
y  Fresquet  había  fallecido  sin  testar  en  25  de  Marzo  de  1852,  dejan- 
do cuatro  hijas  y  un  solo  varón,  D.  Joaquín ,  padre  de  los  deman- 
dantes, que  había  muerto  en  Noviembre  de  1854:. que  para  el  pleito 
anterior,  por  virtud  del  cual  habían  adquirido  sus  tias  la  casa  y  bo- 
dega de  Benicarió,  se  les  habia  citado  una  sola  vez;  pero  que  ia  sen- 
tencia que  le,  habia  terminado  ño  habia  podido  hacer  más  que  resti- 
tuir aquellas  fincas  al  sucesor  según  la  fundación,  ó  sea  á  D.  Joaquin 
Rey  y  Fresquet :  que  al  fallecimiento  de  su  madre  en  1833  había  de- 
bido poseer  los  bienes  de  la  vinculación ,  pero  no  atribuirle  á  él  ni 
á  aus  herederos  pleno  dominio  en  dichos  bienes;  y  que  aceptándolo 
únicamente  en  este  sentido ,  puee  de  lo  contrario  se  desentendían  ^ 
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ella  por  no  haber  sido  notificado ,  pretendieron ,  en  uso  de  1$  acción 
reivindicatoría  y  de  ia  de  partición  de  herencia ,  que  se  condenase  <i 
los  demandados  6  dejar  (i  disposición  'de  ios  demandantes  la  parto  d.> 
bienes  de  la  vinculación  mencionada  que  les  perteneciese  con  arroto 
á  la  partición  que  hbbria'dc  practicarse: 

Resultando  qué  las  hermanas  Bofla  Teresa ,  Doña  Rosario  y  Doña 
•amona  Rey  y  Borras,  ésta  representada  por  su  marido  D.  José  Que- 
rol,  impugnaron  la  demanda,  alegando  que  la  vinculación  era  unía, 
por  no  haber  precedido  Real  facultad :  que  D.  loáquin  Rey  y  Borras 
babi$  renunciado  expresamente  y  ante  testigos  el  derecho  que  pu- 
diera tener  á  los  bienes  en  cuestión,  renuncia  que  hablan  aceptado 
y  seguido  tácitamente  sus  hijos ,  desentendiéndose  de  la  citación  que 
se  les  hizo  al  fallecimiento  de  su  padre  por  si  querían  ser  parlé  en 
ei  pieHo :  que  la  ejecutoria  que  en  él  había  recaído  había  declarado 
ék  la  pertenencia  de  ios  demandados  en  el  actual  los  bienes  reclama- 
dos, sin  atribuirles  carácter  vincular,  y  sin  dar  derecho  alguno  en 
tal  concepto  á  los  demandantes: 

Resultando  que  estos  replicaron,  negando  el  hecho  de  la  réhuncia 
de  su  padre  del  derecho  que  pudiera  tener  á  la  casa  y  la  bodega,  y 
sosteniendo  que  no  era  necesaria  la  facultad  Real  para  la  fundaciuo 
del  vínculo ,  por  ser  ésta  anterior  á  la»  ley  que  ia  exigía;  y  que  la 
ejecutoría  se  habia  fundado  precisamente  en  la  calidad  vincular  de 
las  fincas  objeto  de  la  pertnuta  ,  y  por  lo  cual  la  habia  decla- 
rado nuld: 

^Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes  sobre  los  hechos 
alegados,  clietd  sentencia  ei  Juez  de  primera  instancia ,  que  confirmó 
en  Id  de  Uñero  último  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valencia, 
atf&plvíefido  a  Jos  demandados  do  la  demanda  por  considerar  proba- 
do él  hecho  de  la  renuncia  de  D.  Joaquín  Rey  y  Borras  en  favor  de 
sus  hermanas: 

Resultando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción ,  citando  como  infringida  la  ley  8/,  tft.  i.*,  Partida  5.a,  ¡pie 
prohibe  ú  los  padres  hacer  donación  que  perjudique  á  las  legítimas 
40  sus  hijos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arríela. 

Considerando  que  les  disposiciones  de  la  única  ley  qué  se  cita  co- 
mo infringida  por  la  ejecutoria  ,  no  han  sido  Objetó  de  discusión  ni 
tienen  aplicación  en  el  presente  litigio; 

Kallartios,  que  debemos  declarar  y  detílaramofc  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  1os  demandantes  D.  Rarhon  Rej 
y  «onabrtes ,  fi  quienes  condenamos  a  la  pérdülá  de  la'  cantidad  por 
que  prestaron  caución,  que. pagarán  si  viniesen  á  mejor  fortuna,  dis- 
tribuyéndose entonces  con  -arreglo  a  la  ley  i  y  en  las  costas;  devol- 
viéndose los  autos  á  la  Audiencia  de  Valencia  con  (a  certificación  cor- 
respondiente. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  sé 
insertará  en  fa  Colección  legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Mauricio  Gar- 
efe.=José  Marte  Cáceres.^===Laureano  de  Arrieta.=Pranciáco  Marfy  de 
Castilto.==Josá  María  Haro.=Jos¿  Ferrain  de  Muro.=Fernando  Pérez 
de  Rozas.  4 

PubHcacion :  ' 

Leída  y  publicada  fué  ia  sctrtentia  anterior  por  el  timo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arríela,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  /es- 
tándose celebrando  audiencia  púbiica  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  11  de  Noviembre  do  1M9.=Gregorio  Camilo  García. 


.    Núm.  98.      • 
CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Pago  be  cantidad. —  Sentencia  <Ie  t2  de  Noviembre  ,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José 
María  Peñaranda  contra  la  pronunciada  por  fa  Sala  segunda  de 
ia  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  ron  D.  Ángel  Fernandez. 

En  los  cowiDBiiANDos  se  establece:  • 

i*0  Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  nrt.  1.013  de  la  Le\j 
de  Enjuiciamiento  civil,  causa  cuarta .  puede  fundarse  el  recurso 
de  casación  en  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  cualquiera  de 
¡as  instancia*,  cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

2.*  Que  si  bien  por  el  caso  primero  del  art.  869  de  lá  misma 
ky  es  admisible  la  prueba  en  segunda  instancia,  cuando  por  cual- 
quiera causa  no  imputable  al  que  la  solicite  no  bubir$é  podido 
hacerse  en  la  primera ,  no  basta  exponer  la  existencia  de  esta 
causa ,  sino  que  es  necesario  que  aparezca  manifiesta  ó  justi- 
ficada. •  %  ' 

En  ta  villa  de  Madrid  ,  a  1  i  de  Noviembre  de  Ittü ,  en  los  frutos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  caiaoioti  ,  seguidos 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buen* vista  de 
esta  capital  y  en  ia  Sala  segúndale  ia  Audieneia  del  territorio  por  Don 
Ángel  Fernando/  con  D.  José  María  Peñaranda,  sobre  pago  dé  f7.'ftfi8 
reales  90  cents.: 

Resultando  que  después  de  practicadas  ciertas  diligencias  prepa- 
ratorias, y  previo  aeto  conciliatorio  sin  resultado,  D.  Ángel  Perfwndez 
dedujo  demanda  en  *7  de  Febrera  de  1867  para  que  Se  declftrttéé  que 
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D,  José  Harta  Peñaranda  era  en- deberle  la  cantidad  d&,87J(|8  -es,  50 
céntimos,  importa  do,variqs  pagAitfs  y  lUras  protestadas  que  acom- 
pañaba ,  coa  más  los  inMrcsea  devengados  desde  los  respectivas  ven- 
cimientos, y  para  que,  so  1(3  condeuase  ó,  su  pago  dentro  del,  término 
de  tres  días,  con  las  costas":    ,  .      .     ;  , 

Resultando  que  D,  José  Haría  Peñaranda  contestó  la  demanda*  pi- 
diendo se  le  absolviese  de  eüa  y  condenase  á  D.  Ángel  Fernandez  á 
liquidar  sus  .cuentas,  con  el  demandado,  y  para  ello  expuso  qaccamo 
consecuencia  de  contratos  mediados  entre  los  «litigantes  se  craaaro? 
letras  y  pagarés  c  lucieron,  varias  operaciones  que  dierqn  por  resuU 
lado  una  larga  cuenta,  de  haber  y  debe;  que  esta  cuenta  debí*  ser 
liquidada  y  su  saldo. reembojsado  por  el  que  resultara  deudor,  á  lo 
que  se  ofreció  D.  Ángel  Fernandez  ante  testigos,  obligándose  á  no  re- 
clamar antes  cantidad  alguna»  lo  cual  hahia  producido  una  novación 
de  contrato  en  cuanto  al  .tiempo  del  pago : 

Resultando  ¡que  al  duplicar  el  demandado  pidió,  se  recibiera  el 
pleito  á  prueba  pqr  el  término  extraordinario  que  señala  el  art.  264 
da  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  atención  á  que  varios  de  los 
testigos  de  que  se  había  de,  valer  para  probar  la  excepción  alegada 
residían  m  les  CQiifíqenjtesde  América: 

Refutando  que  por  auto  de  18.  de  Enero  de  1867.se  recibió  el 
pleito  á  prueba  por  término  de  veinte  días,  que  fué  prorogado  por 
otros., veinte,  otorgándose  el  extraordinario  8e  seis  meses .  solicitado 
por  el  demandado : 

«Resultando  que  después  dejarnos  incidentes,  el  Procurador  de  Don 
Jo%é  María  Peñaranda  en  16  de  Setiembre  de  dicho  aüo  de  1867  pre- 
sentó escrito*,  desistiendo  de  su  representación;  que  hecho  saber  á 
Peñaranda  el., desistimiento,  después  de  manifestar  que  haria  nueva 
designación  de  Procarador,  pidió  se  le  nombrara  deoQcio,  y  así  se  hizo: 

Resultaado,  que  concluso  el  .término  de  prueba  sin  que  por  et  de- 
mandado sq  hubiera  articulado  jdespues  de  alegar  Jas  partes, -el  lm> 
dictó  sentencia  en  3  de  Junio  de  1868,  condenando  á  Peüarapda  al 
pago.,de  los  27.868  rp.  50  cents,  reclamados  por  J>.  ángel  Fernanda, 
con  más  los  intereses  á  razón  del. 6  por  100  desde  el  dia  siguiente  en 
que  el  deudor  se  constituyó  en  mora,  á  la  multa  de  6.000  rs.  y  en  las 
costas; 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  Peñaranda  interpuso,  al 
medrarla  dije  por  un  «otrosí  que  cundo  se  recibieron  los  autos  á 
.prueba  %  se  disponía  á  practicar  la  que  le  convenía,  se  vio  precisado 
á  salir  precipitadamente  de  esta  capital  á  Gibraltar,  donde  pea-mane- 
ció  mucho  tiempo :  que.  para  colmo  de  su  desgracia  el  Procuradorque 
liaste  entonces  le  habia  representado  le  dejó  poco  menos  que  inde- 
fenso* y  espiró  el  término  sin  que  pudiera  probar  la  novación  del  con- 
trato; que? resultaba,. pon  tanto,  que  por  una  causa  no  imputable  á 
Peñaranda  no  pudo  hacerse  esta  prueba  en  primera  instancia  ¡  y  pidió 
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que  con  arpegio  al  párrafo  primero  del  art.  809  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  se  revocase  el  definitivo  apelado  en  la  parle  en fue  ae 
le  condenaba  A  pag:ir  la  malta  de  6.909  rs..  y  se  recibieran  toe  autos  4 
praeba  por  un  término  brevísimo  con  objeto  de  practicar  la  bastante 
para  justificar  la  novación  del  contrato : 

Resultando  que  después  de  haber  alegado  Fernandez,  ta  Salí  se- 
ganda  de  la  Audiencia  por  auto  de  "7  de  Enero  último ,  declaró  no 
haber  lugar  á  recibir  los  autos  praeba,  á  y  que  se  llevaran  á  la  vista, 
citadas  las  partee  sobre  lo  principal;  y  así  verificado,  en  19  del  mis- 
mo pronunció  sentencia  confirmando  con  las  costas  la  apelada: 

T  resultando  que  D.  José  Marta  Peffaranda ,  interpuso  recurso  de 
casación  fundado  en  que  la  sentencia  adolecía  de  nulidad  por  no  be- 
berse otorgado  en  segunda  instancia  la  prueba,  que  por  una  cansa  no 
imputable  al  recurrente  no  pudo  practicarse  en  la  primera. 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  María  de  Basnaido. 
Considerando  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.0U  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  causa  4.\  puede  fundarse  el  recurso  de 
casaeion,  en  la  falta  de  recibimiento  &  prueba  en  cualquiera  de  las 
instancias  cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho: 

Considerando  que  si  bien  por  el  caso  1.'  del  art.  869  de  la  misma 
ley,  es  admisible  Ka  prueba  en  segunda  Instancia  cuando  por  cual- 
quier cansa,  no  imputable  al  que  la  solicite,  no  hubiese  podido  ha- 
cerse en  la  primera ,  no  hasta  exponer  la  existencia  de  esta  causa, 
sino  que  es  necesario  que  aparezca  manifiesta  ó  justificada: 

Considerando  que  D.  José  María  Peñaranda,  si  bien  ha  alegado  en 
segunda  instancia  que  no  pudo  verificar  su  prueba  durante  el  término 
ordinario  y  extraordinario  que  le  fueron  concedidos  en  la  primera, 
no  ha  justificado,  como  era  indispensable  Ib  hiciese ,  ni  los  motivos 
que  se  lo  hayan  impedido,  ni  que  estos  dejasen  de  serle  imputables; 
Considerando  que  utilizados  por  Peñaranda  en  primera  Instancia, 
tanto  el  término  pro  bata  rio  ordinario  como  el  extraordinario  de  seis 
meses,  alegó  después  de  la  praeba  practicada  por  su  colitigante,  sin 
que  nada  expusiere  ni  reclamare  acerca  de  motivo  alguno  que  le 
hubiere  impedido  practicar  la  suya: 

Considerando  que,  por  tanto,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  denegando  la  prueba  solicitada  por  el  recurrente  se  ha  con- 
formado &  io  prevenido  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ; 

Fallamos*,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  María  Peñaranda ,  al  que 
condenamos  en  las  costas  y  en  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  pres- 
tó caución,  para  cuando  venga  á  mejor  fortuna ;  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Audiencia  de  Madrid  con  la  certificación  correspondiente.' 
Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Cacti*  é$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colecti&n  UghUrtita,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciarnos,  mandamos  y  firmamos.  =  Se  - 
•II.  ?8 
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bastían  Gorttalea  Ntmdm.=±*Pa4caal  Bayarri  — foaqiífn  laufrtaf.tacMa 
noel  María  de  Basualdo.=±  Antonio  Gutiérrez  de  tos  BJos.^Juan  Jim* 
ncr  Cuenca  .«Manuel  León. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  lá  precedente  sentencia  por  él  limo.  Sfc  ton 
Manuel  Marta  de  Basualdo»  Ministro  de  la  Sata  segutlda  del  fHtoftal 
Supremo  de  Justicia,  celfebrandfo  andiencla  pfcbllca  la  misma  eo  el 
día  de  boj,  de  que  certifico  como  escribano  de  Cámara. 

Madrid  Jí  de  NoviQmbve  de  18ti9.;t=ftogetfo  Gonzalo  Montes. 

M*.  99. 

.   •  » .        '  .  » 

CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


» 

PlGft  d¿  ciÉRtA  (Iantioad.— Sentencia  de  13  de  Noviembre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  ñor 
D.  José  Ramón  de  Olafiela  contra  la  pronunciada  pbr  \n  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid;  en  pleito  con  D.  Vicente 
Román. 

En  los  considerandos  se  establece: 

I  fi  Que  en  cuestiones  de  hecho  ha  de  estarse  d  fn  apreciarían 
que  la  Sala  sentenciadora  hace  de  las  pruebas  practicadas  por  tas 
partes,  cuando  contra  dicha  apreciación  no  se  alega  te  infracción 
áe  ley  ó  de  doctrina  legal. 

2.$  Qué  el  recurso  de  casación  no  sé  da  contra  los  consideran- 
dos de  las  sentencias  sino  contra  su  parte  dispositiva,  según  h  tiene 
declarado  este  Tribunal  Supremo. 

3.?  Que  la  ley  21,  Ht.  ll  Partida  5\  trata  esétuétcatoeñle 
del  mandato  á  pro  de  ti»  tercero,  ó  á  pro  de  si  mimo  y  dk  oito.t 
así  como  (fe  las  obligaciones  del  mandante  y  manddtaiio,  que  es 
su  objeto ,  pero  no  de  cuando  se  deben  intereses  por  la  triórá  del 
deudor. 

En  le  villa  dé  Madrid ,  á  13  de  Noviembre  de  18(18 ,  en  el  pléft* 
seguido  eo  f»l  Juzgado  do  primera  instancia  del  distrito  del  Centro'  de 
esta-  capital  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  iptsma  por  Don 
\ ícente  Qqfflan  coa  0.  fosé  Rampn  de  Olafieta,  sobra  pago  de  cierta 
can  tic}  ad;  pleito  pendiente  ante  Nps  en  virtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  87  de  Enero 
ultimo  dict0  la  referida  Sala : 

1  Besultando  que  las  partes  sp  bailan  conformes  en  que  p.  losé 
Bamon  dp  Qlañeta,  q\¡$  se  encontraba  en  la  Habana ,  encangó  I  Don 
Vicente  fcQRan  el  cujejaejo  y  asistencia  de  Pona  Adela  Bsairez,  á 


Qdlea  feria  cuanto  necesitase  y  estuviese  4  ?u  alcance  #  |l*m^i$o  Jp* 
majora*  Médicos,  y  sia  que  perdonase  medio  algwQ»  fftra  c^rfula,^ 
la  enfesmedad  que  padecía ,  gastándose  tftdo  |o,.  ^^e&ario  r  q^,ü 
abonaría;  .,,... 

Besoltando  que  Doaa  Adela  Bamjne?.  faUecióeu  a#e  capjta|,y  que 
0.  Véanle  Boman  entabló  demanda  tn.  4  de  *hínk>  de  186f  ,-Racft  flue 
le  condenase  A  D.  Jasó  Ramón  de  Olafieta  al  pago.de  J5.037  rsTf  in- 
tereses, perjuicios  y  costee,  saldo  qqe  resultaba  i sq  favop  déla 
cuenta  que  presentó  de  lo  suplido  á.  Doífo  Adela  ppr,fiueqta  dq  Qla- 
üeta;  siendo  usa  de  las  partidas  de  data,  única  quq.es  objete»  fiel 
presente  recurso,  la  de  11.240  rs.  por  la  cuenta  d$l  Dpetoc  D,  Jqsé 
Pérez  de  la  Flon,  que  babia  asistido  y  operado  á  Doña  Adela;     . 

Resultando  que  Otaieta  impugnóla  demanda  .parque  las  cuentas 
no  se  bailaban  justificadas,  alegando  además  que  la  partida  del  Mé- 
dico era  exorbitante,  y  que  tenia  motivos  para  creer  que  po  la  habia 
satisfecho ;  no  estando  en  todo  caso  pbligadq  á,  pasar  por  ella ,  por- 
que las  indebidas  condescendencias  ó  extr^limitaqones  del  ipanda- 
tario  qp  podían  obligar  al  maqdqpte:.  ." 

Resultando  que  el  demandado  presentó  unq  copia  de  |$  cuenta  del 
Médico  que  le  babia  remitido  D.  Vicente  Rpraan,  que  asciende,  á  la 
citada  suipa  en  esta  forma:  Por  215  visitas,  hechas  las  más  después 
de  las  diez  y  doce  de  la  noche,  á  40  r*.ff  $.604  ™*  ¥  Pfir  2$  paqferi- 
rizapiqnps  praeticada$  con  auxilio  del  Spccultim  uitri,  A .120  rs.r  2.610; 
que  Boman  reconoció  la. copia  de  esta  cuenta  por  la  mi§ma!qpp¡íabia 
eotregafta  i  0.  gareteo  QlaReta*.  hermano  de  Q.,  Jpsé» .*.  qnjen  liabiíj 
enviado  la  original,  cuyo  importe  babia  sqtisfppty},  siendo  el  jpstií}; 
cante  de  dicha  partida  el  recibo  qpe>  loa  perecieres  del  Fappltati.yo, 
pues  habia  fallecido,  estabap  dispuestos  &  darl$  cuando  l,e  pidjer^;  t  '. 
Resultando  que  recibido  el  pleito  &  prueba  por .^1  e, n carga dg  (Je I 
frumentario  de  f).  José  Rere*  dq  la  Plpr  ?  $a  presentó  un  borrador 
de  cuenta  eop  I*  Wlti  firma  de  Pero?  Flor ,  ijupprfthte  la  panúdacl 
inte*  mencionada,  pero  en  el  qP6  se  ^ñade.que  sg  habia  recibido  íi 
epenta  S.pOQ  rs.».y.que  se  |e,  restaban ,8,24P  r¿-; , habiéndose  hechp 
constar  por  diligencia  que  se  hallaban  enmepdados  ips  guarjsfpo^,  así 
del  número  ele  visitas  como  de  su  importp,  pareciendo  que  ¿"ntes 
eran  115  qn.  lugar  dp  215,.  y  t4.(¡flfl  en  lyg^r  de  8^00,  asf  copio  la  dé 
1(40  qw  |)»ft!4  <4el>i4o  W  3i?8Q  par?}  qpe.fijeV?t.Ía.suma  que  ^  pa: 
esbft  de  7,380  que  estala  t^cbafla;  ,  ,  ( 

Bfljjijtandp  que  á  instancia  del  demandante  se  unieron  á  Ips  ^utó^ 
dps.QOtw  ¿  cuentas  cqn  l£  firpaa  de,  José  peres  de  la  piorj  la  'prune- 
la d*lÍ  d<&  piciembrp  de,  1860,  que  contjepe  dos  pártidp  eje  Í4.6S6 
reales,  Iqapprte  de  282  visita^,  y  dé  2.71Í0  c^,,' cuyos  guansmop'se  ha- 
llan enp}pn0pflos;  por  3^  cauterizaciones,  que  sumadas  las  flos  se. saca 
como  total  únicamente  la  primera  de  dichas  partidas,  de  lá  cual',  retia- 
J^dosl.Oflfl  rs.  rjícibiflos  á  cuentq,  se  resja  13.880  rs.;teniendp  desnúes 
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Partida  3.a,  que  niega  tdda  la  fuerza  á  los  documentos  que  tuviesen 
aquellos  defectos,  y  que  cuando  son  contradictorios  dice  que  no  de- 
ben valer,  ley  que,  por  tanto,  resultaba  también  infringida: 

Y  5/  La  21,  tit.  12  de  la  Partida  5.*,  bitadft  en  la  sentencia»  pues- 
to qu«  tenfbnflo  <sdU>  deredHo  el  mandatario,  según  ella,  á  cobrar  del 
mandante  lo  que  pagase ,  pechare  ó  despendiere  sin  decir  nada  de 

v  intereses,  se  habia  otoligado  á'D.  José  Rarobn  de  Ola  neta  á  satrsfocer 
nó  sólo  los  SMO  rs.  de  dicha  partida  que  no  resultaban  pagados, 
pechados  ni  dis^cfcdWos  por  Román,  sino  Ids  Intereses  de  estásumai 
infringiéndose  también  ta  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal»  de  14 
de  Abril  de  1467,  segad  te  cual,  no  se  deben  intereses  en  casbs  de 
qué  proceda  su  abono,  sino  por  cantidades  líquidas  ,  y  1&  doctrina 
legal  ó  principio  de  alta  justicia,  aplicada  en  el  fallo  de  30  dé  Setiem- 
bre del  mismo  año  de  1867 ,  segutí  el  cual  á  nadie  pueden  darse  in- 
tereses dé  un  capital  que  en  la  misma  sentencia  se  reconoce  que  no 
es  suyo  porque  no  lo  ha  desembolsado. 

Vistos»  siendo  Ponente  él  Ministro  D.  Francisco  Castilla. 

Considerando  que  el  presente  recurso  de  casación  se  ha  interpues- 
to contra  la  ejecutoria  ¿dio  en  la  parte  relativa  á  los  honorarios  del 
Faculta  tiro: 

Considerando  que  la  cuestión  sobre  su  pago  por  el  demandante  es 
puramente  dé  hecho :  que  la  Sala  sentenciadora ,  apreciando  en  con- 
junto las  pruebas  suministradas,  estima  que  el  actor  lo  ha  justificado, 
y  por  consiguiente;  que  al  hacer  está  apreciación  en  la  ¿añera  ex- 
presada no  ha  infringido  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, ni  las  reglas  de  la  sana  crítica  que  §e  citan  en  apoyó  del  recurso; 
sotare  «pie  la  declaración  de  un  solo  testigo,  y  más  si  <*s  contradicho 
pwoXnfi  ó  por  documentos  no  es  bastante  para  constituir  prueba: 

Considerando  que' por  lo  expuesto  tampoco  han  sidb  Infringíaos 
los  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mil  y  doctrina  que  se  citan, 
referentes  al  cotejo  de  letras  cuando  se  niega  4  se  pone  en  duela  la 
autenticidad  de  un  documente  y  á  la  manera  de  verificarse  la  com- 
probación; ni  las  leyes  de  Partida  y  doctrina  asimismo  citadas,  que 
tratan  de  Fes  asientos  que  se  haceta  en  los  libros  por  récnerdo*  y  de 
las  razones  por  las  que  las  cartas  nó  son  valederas: 

Considerando  que  la  infracción  dé  la  ley  16,  tít;  €3,  Partida  8/  y 
de  ter  doctrina  conforme  á  ella  que  se  alega  centra  un  considerando 
de  la  ejecutoria  no  puede  servir  de  motivo  dé  cesación ,  por  estimo 
dicho  recurso  no  se  da  twntra  ios  considerandos  dé  las  sentencias, 
sino  fcbntra  su  p&rté  dispositiva,  stgnn  10  tiene  declarado  este  Tribu- 
nal Suptetob  t 

Y  considerando,  respecto  á  tos  intereses  mandados  abonar  el  de- 
mandante, que  no  ha  sido  Infringida  la  ley  91,  tít.  12,  Partida  5.a  ci- 
tada,' porqué  ella  trata  exclusivamente  del  ihandátó  á  j^rd  de  ton  ter- 
cero <$  S  prd  de  sí  mismo  y  de  otro»  así  como  de  las  obligaciones  ÍW 
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mandante  y  mandatario,  que  es  su  objeto;  pero  no  de  cuando  so  de- 
ben intereses  por  la  mora  del'deudor;  ni  tampoco  lo  ha  o  sido  las 
doctrinas  que  sé  invocan  de  que  &  nadie  se  d#n  intereses  por  cantidad 
ilíquida  ni  por  capital  que  no  sea  suyo,  pues  esto  no  sucede  eq  el 
présente  casó; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  6.  José  llamón  de  Ol&ficta,  á  quién 
condénateos  en  las  costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de 
ésta  dhpit.il,  de  donde  proceden,  cen  la  certificación  correspondiente. 

Ast  por  esta  huestra  sentencia  ,  que  se  publicará  én  la  Gaceta  y 
sé  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
ngcefcaHas ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio  Gar- 
éía.=Josá  Marín  Ciceros.  =  Valentín  Garralda= Francisco  María  de 
Castllla.=José  María  Hdro.=José  Fermin  de  Muro.=frernando  íérez 
de  Rozas. 

^dblicdtíión  : 

Leida  y  publicada  fué  la  ahterior  sentencia  por  el  timó.  ár.  Don 
francisco  María  de  Castilla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo, 
él  dia  de  floy,  de  que  certificó  tfomo  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  Noviembre  de  t869.=Gregorio  Camilo  García. 

'ira*,  ico. 

•        CASACIÓN.— SALA  PMMERA. 

Pago  k  gant*bad,  ~  Sentencia  de  16.de  Noviembre»  declarando 
haber  lugar  al  recurso  de  cafcacioo  interpuesto  por  D.  Antonio 
Mendivtl  y  D.  Cay*  Fiol  contra  Id  pronunciada  por  la  Sala  prn 

'  mera  de  la  Audiencia  de  Mallorca ,  en  pleito  coa  la  sociedad 
Catalana  general  de  Crédito. 

Eq  Jos  GONsimAHDoa  ae  establece  t 
.  1«°    Que  eomo  consecuencia  del  contrato  de  compraventa  du 
bienes  inmuebles  >  el  comprador  time  derecho  á  exigir  qm  te  be 
otorgue  escritura  publica. 

%.°  Que  según  la  bey  6.a,  Ululo  5,*  de  la  Partida  B.\  k  ©oto* 
fraque  se  fiace  por  caria  no  es  acubada  hasta  que  Id  tartán 
otorga. 

3.°  Que  según  ¡o  establecido  cu  el  art*  8.°  de  la  ley  do  14  As 
Mar  so  de  1856.  debe  abonarse  el  interés  legal  sin  estar  pactado 
por.  el  deudor  constituido  legítimamente  en  mora. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1«9,  en  el  pleito  se 
|júd9  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  lonj* 
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Partida  3/,  que  niega  toda  la  fuerza  á  los  documentos  que  tuvies°n 
aquellos  defectos,  y  que  cuando  son  contradictorios  dice  que  nó  de- 
fcdn  valer,  ley  que,  por  tanto,  resultaba  también  infringida: 

Y  5.°  La  21,  til.  12  de  la  Partida  5.a,  bitada  en  la  sentencia,  j>ues- 
ió  que  tenlfcnflo  sotó  deredho  el  mandatario,  según  ella,  á  cobrar  del 
mahdente  lo  que  pegare,  pechare  ó  despendiere  sin  decir  nuda  de 

v  intereses,  se  tiabia  otoligado' á'D.  José  Rambn  de  Olaneta  á  satisfacer 
nó  sólo  los  ¿.240  rs.  de  dicha  partida  que  no  resultaban  pagados, 
pechados  ni  distendidos  por  Román,  sino  Ids  Intereses  de  está  sumas 
infringiéndose  también  ha  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal»  de  Í4 
de  Abril  de  1407,  segan  ta  cual,  no  se  deben  intereses  en. casos  de 
que  proceda  su  abono,  sino  por  cantidades  líquidas  ,  y  la  doctrina 
legal  ó  principio  de  alta  justicia,  aplicada  en  el  fallo  de  30  de  Setiem- 
bre dei  mismo 'a fio  de  1867 ,  segmí  el  cual  á  nadie  pueden  darse  In- 
tereses dé  un  capital  que  eh  la  misma  sentencia  se  reconoce  que  so 
es  suyo  porque  no  lo  ha  desembolsado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  Castilla. 

Considerando  que  el  presente  recurso  de  casación  se  ha  interpues- 
to contra  la  ejecutoria  fcdlo  en  la  parte  relativa  á  los  honorarios  del 
Facultativo: 

Considerando  que  la  cuestión  sobre  su  pago  por  el  demandante  es 
paramente  de  hecho :  que  la  Sala  sentenciadora ,  apreciando  en  con- 
junto las  pruebas  suministradas,  estima  que  el  actor  lo  ha  justificado, 
y  por  consiguiente,  que  al  hacer  esta  apreciación  en  la  (bañera  ex- 
presada no  ha  infringido  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, ni  las  reglas  de  la  sana  crítica  que  §e  citan  eh  apoyo  del  recurso; 
stfcre  que  ln  declaración  de  un  solo  testigo,  y  inte  •  si  es  corrtradiOfao 
por'otroHJ  por  documentos  no  es  bastante  para  constituir  prttobár- 

Gonsiderando  que' por  lo  expuesto  tampoco  han  sido  infringidos 
los  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  etvfl  y  doctrina  que  se  citan, 
referentes  al  cotejo  de  letras  cuando  sé  niega  4  se  pone  en  duda  la 
autenticidad  de  un  documento  y  á  la  ihanera  de  verificarse  la  cotn- 
probación;  ni  las  leyes  de  Partida  y  doctrina  asimismo  citadas,  que 
tratan  de  ios  asientos  que  se  hacen  en  los  libros  por  récftetdo*  y  de 
las  razones  per  i&s  que  las  cartas  no  son  valederas: 

Considerando  que  la  infracción  dé  la  ley  16,  tít.  tt,  Partida  8.*  y 
de  te"  doctrina  con  forme  á  ella  que  se  alega  centra  tin  considerando 
dfcia  ejecutoria  no  puede  servir  de  motivo  dé  cesación,  per  caamo 
dicho  reciírso  no  se  da  -contra  ios  considerandos  dfe  las  sentetictas, 
sino  bbntra  su  partfe  dispositiva»  segnn  id  tiene  declarado  este  Tribe- 
ña* Suptefcb : 

Y  considerando,  respecto  á  ios  inteheses  mandados  abonar  el  de- 
mandante, que  no  ha  sida  infringida  la  ley  11,  tít.  12,  Partida  B."  ci- 
tada,' pbrque  eflá  trata  exclusivamente  del  tíiandató  á' pro  de  tan  ter- 
cero d  <  pro  de  sí  mismo  y  de  otro*  así  como  de  las  obligaciones  del 
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mandante  y  mandatario,  que  es  su  objeto;  pero  no  de  cuando  se  de- 
ben Interesas  por  la  mora  del 'deudor;  ni  tampoco  lo  han  sido  las 
doctrinas  que  se  invocan  de  que  á  nadie  se  dan  intereses  per  cantidad 
ilíquida  ni  por  capital  que  no  sea  suyo,  pues  esto  no  sucede  eq  el 
presente  caso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  aí 
recurso  de  casación  interpuesto  por  6.  José  llamón  de  Olailcta,  á  quién 
condénateos  en  las  costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de 
ésta  Cápittl,  de  donde  proceden,  c'cn  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  huestra  sentencia ,  que  se  publicará  én  la  Gacela  y 
sé  insertará  en  la  Colección  tegislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necefciHas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio  Gar- 
da.=Jos¿  María  Cáceres.  =  Valentín  Garralda= Francisco  Marta  de 
CastilIa.=José  María  Haro.=José  Fermín  de  Muro.=ternando  Pérez 
de  Rozas. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
francisco  María  de  Castilla,  Ministró  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo, 
él  dia  de  boy,  de  que  certificó  ¿orno  Escribano  de  Cámara. 

&  adr'd  13  de  Noviembre  de  t869.=Gregorio  Camilo  García. 

*lWtf.  100. 

CASACIÓN.— SALA  PIUMBRA. 

Pago  wt  gantibad.  —  Sentencia  de  1 0.  de  Noviembre ,  deoldraodo 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio 
Meodivtl  y  D.  Cayo  Fiol  contra  lá  pronuuciada  por  la  Sala  pri-> 

-  mera  de  la  Audiencia  de  Mallorca ,  en  pleito  con  la  sociedad 
Catalana  general  de  Crédito. 

Eq  loa  WNfliOMUfcftDOfl  se  establece : 

i.°  Que  como  consecuencia  del  contrato  de  compr&ventu  de 
bienes  inmuebles  •  el  comprador  tiene  derecho  á  exigir  fue  se  le 
otorgue  escritura  publica. 

%.°  Que  según  la  ley  6A  titulo  f>.°  de  la  Partida  5-\  Ai  coto» 
pra  que  se  ¡tace  por  carta  no  es  acubada  hasta  que  la  tarta  su 
otorga. 

3.°  Que  según  lo  establecido  en  e¡  art.  8/  de  la  ley  de  (4  de 
Mar  ¡so  de  1856,  debe  abonarse  el  interés  legal  sin  estar  pactado 
por  el  deudor  constituido  legítimamente  en  mora. 

Ea  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1W9.  en  el  pteiiO  se 
juidp  cu  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Lonj9 
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ella  por  no  haber  sido  nottíicado,  pretendieron,  en  uso  de  U  acción 
reivindicatoría  y  de  ia  de  partición  de  herencia ,  que  se  condenase  ú 
los  demandados  á  dejar  h  disposición  de  los  demandantes  la  parto  dt> 
bienes  de  ia  vinculación  mencionada  que  les  perteneciese  con  arralo 
á  la  partición  que  habrla'dc  practicarse:  '  " 

Resultando  qué  las  hermanas  Doña  Teresa,  Doña  Rosario  y  Dolía 
Ramotta  Rey  y  Borras,  ésta  representada  por  su  marido  D.  José  Que- 
ro!, Impugnaron  la  demanda ,  alegando  que  la  vinculación  era  nula, 
por  no  haber  precedido  Real  facultad :  que  D.  Joaquín  Rey  y  Borras 
faabio  renunciado  expresamente  y  ante  testigos  el  derecho  qué  pu- 
diera tener  á  los  bienes  en  cuestión,  renuncia  que  babian  aceptado 
y  seguido  tácitamente  sus  hijos ,  desentendiéndose  de  la  citación  que 
se  les  hizo  al  fallecimiento  de  su  padre  por  si  querían  ser  parte  en 
el  pleHo:  que  la  ejecutoria  que  en  él  había  recaído  había  declarado 
úi  U  pertenencia  de  los  demandados  en  el  actual  ios  bienes  reclama- 
dos, sin  atribuirles  carácter  vincular,  y  sin  dar  derecho  alguno  en 
tal  concepto  á  los  demandantes: 

Resultando  que  estos  replicaron,  negando  el  hecho  de  la  rehunda 
de  su  padre  del  derecho  que  pudiera  tener  á  la  casa  y  la  bodega,  y 
sosteniendo  que  no  era  necesaria  la  facultad  Real  para  la  fundacioo 
del  vtheulo ,  por  ser  ésta  anterior  á  la*  ley  que  ia  exigía;  y  que  la 
ejecutoria  se  habla  fundado  precisamente  en  la  calidad  vincular  de 
las  incas  objeto  do  la  permuta,  V  por  lo  cual  la  había  decla- 
rado nuld: 

^Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes  sobre  los  hechos 
alegados,  dietd  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia ,  que  confirmó 
en  19  de  Enero  último  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valencia, 
apBrpliríendo  á  ios  demandados  do  la  demanda  por  Considerar  proba- 
üt)  él  hecho  de  la  reñírtela  de  D.  Joaquín  Rey  y  Borras  en  favor  de 
sus  hermanas: 

Resultando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción ,  citando  como  infringida  la  ley  B.\  tít.  4.*,  Partea  5.%  íjue 
prohibe  ú  los  padres  hacer  donación  que  perjudique  á  las  legítimas 
del  sus  hijos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arriela. 

Considerando  que  las  disposiciones  do  la  única  ley  qhe  se  cita  co- 
mo infringida  por  la  ejecutoría  ,  no  han  sido  tibjelo  de  discusión  ni 
tienen  aplicación  en  el  presente  litigio; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ál 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  D.Raihon  Rey 
y  consones,  A  quienes*  condenamos  ft  la  p¿rdi¿lá  de  la  cantidad  por 
qtte  prestaron  caución,  qufe  pagarán  si  viniesen  A  mejor  fortuna,  dis- 
tribnyén'Jose  entonces  con  -arreglo  (\  ía  loyi  y  en  las  costas;  devol- 
viéndose ios  autos  ú  la  Audiencia  <ifs  Valencia  con  la  certificación  cor- 
ría ftortdlenttf. 
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Considerando  que  estos  pagaros  íueroh  e ndosados  á  favor  de  ia 
compañía  Catalana  general  de  Crédito,  de  modo  que  con  este  traspasó 
podía  esta  sociedad  pedir  el  valor  de  ellos  á  los  mencionados  Mefldi- 
vil  y  Fiol ,  como  lo  ejecutaron ,  quedando  naturalmente  obligada  la 
sociedad  da  fomento  del  Ehaandhé  á  otorgaf  la  escritura  de  venta  dé 
1M  solares  como  única  vendedera  de  ellos,  lo  que  hubiera  sucedido 
si  se  hubiese  verificado  el  yago  subsistiendo  esa  sociedad: 

Considerando  que  (ata  tuvo  que  liquidar,  y  que  la  compañía  Ca- 
talana de  crédito  vino  á  este  pleito  no  soto  como  dueña  de  los  paga- 
rés por  endoso,  por  cuyo  acto  Hada  tedia  de  común  con  las  obli- 
gaciones de  la  endosante ,  sino  que  se  manifestó  funcionando  como 
liquidadora  de  aquella  y  abfcofbttfnrio  Mida*  sus  facultades: 

Considerando  que  en  este  concepto  dicha  compañía  Catalana  ad- 
mitió la  compensación  de  22.000  y  pico  de  reales,  procedentes  de 
servicios  prestados  á  la  otra  sociedad,  y  formó  el  proyecte  dq  eacrn 
tura  «te  veirta  da  los  solares,  que  remitió  á  los  compradores  Memlivil 
y  Piel*  quédáhdo  para  este  afecto  declarada  la  verdadera  represen- 
tafite  de  la  ya  fcxtingiikta  sociedad  de  Fomento  del  Easahehfc,  y  de 
eunsigufenta  que  á  ella  corresponde  tíl  otorgamiento  dfe  la  escritura 
de  venta  reclamada  por  los  demandados: 

Considerando  que  la  ejecutoria,  al  desestimar  esta  pretensión  for- 
mulada oportunamente  por  aquellos  en  su  escrito  de  contestación  á 
Ja  debatida,  ha  infringido  la  ley  6A  tít.  B.",  dé  la  Partida  5/: 

Considerando,  además,  que  pedida  por  la  compañía  Catalana  á  Don 
Antonio  Meftdivil  y  á  D.  Cayo  FioL  to  cantidad  de  86.640  ts.  y  »1  cén- 
timos pofc  cada  uno  de  los  dos  pagarás  }d  referidos,-  y  que  ellos  re- 
convinieron pidiendo  la  compensación  de  otros  servicio*  y  la  canti- 
dad defcf.TW  rfe..  Importe  de  la  piedra  que  ellos  habiaft  enttegádft  á 
la  trfnt  compañía;  no  porliá  tenerse  por  cantidad  líquida  lo  pedido: 

Y  considerando,  por  último,  que  lá  compensación  de  esa  cantidad 
fué  Mimada  por  ia  ejecutoria,  hasta  cuyo  acto  no  puede  decirse  que 
hubfe  tendedera  liquidación;  y  por  tanto  los  demandados  no  hablan 
ineurtíckJ  eh  mora*  porto  quto  la  ejecutoria  que  ios  condené  ai  pago 
de  los  intereses  al  6  por  100  desde  los  respectivos  protestos  de  loe 
mencionados  pagarés  ha  infringido  el  art.  8.*  de  la  ley  de  14  de  Mar- 
zo de  ltfltí; 

Fallamos,  que  debeffloá  declarar  y  declaramos  haber  lugar  ai  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Mendivil  y  Di  Cayo  Fiol, 
y  en  tu  eoneetiuéhcia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  16  dé 
Mareo  último  dictó  la  Sala  primera,  de  la  Audiencia  de  Mallorca  en1 
los  tfo*  estrenos  á  que  el  recurso  se  refiere. 

A*i  por  «lá  nuestra  sentencia,  que  fce  publicará  0n  la  faceta  y 
se  Insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose-ai  efecto  las  copias 
necfebrfas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flfmamos.^Maurtdo  Sar- 
ria.» Josó  María  Cáceres.  =*  Ldureabo  de  Arricia,  =«  Valentín  <íar« 
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raída. t=r Joaquín  Jaumar.*=4osé  Fermín  de  ll»ro.=  Femando  Pérez  de 
Rozas. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  f)on 
Valentín  Garra  Ida,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  ca- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1869.»Gregorio  Camilo  García. 

Nóm.   101. 

■  *  • 

CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Nulidad  de  ü.Va  escritura'. — Sentencia  de  16  de  Noviembre ,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  curador  ad  litem  de  los  menores  Doña  Jimcna,  Doña  Sabina, 
D.  Martiniano  y  I).  Rosendo  Bravo  y  López  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito 
con  Rosendo  González  Albiierne. 

•    1?n  los  considerandos  se  establece? 

1.°  Que  cuando  la  mujer  casada  contrata  con  poder,  asistencia 
y  consentimiento  expreso  de  su  marido  y  por  cuenta  propia*  estas 
circunstancias  legitiman  el  contrato,  según  lo  disponen  las  leyes  55 
y  56  de  Toro,  ó  sean  las  11  y  12,  Ututo  !.\  Hbro  16  de  ta  Noví- 
sima Recopilación. 

2.°  Que  la  ley  61  de  Foro,  como  también  la  2.*  y. 5 A  título 
12,  de  la  Partida  5/ ,  ¿o'/o  se  refieren  d  fiadurias  y  obligaciones 
mancomunadas  de  maridó  y  de  mujer. 

5.°  Que  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  son  inapre* 
dables  en  casación  cuando  el  juicio  no  te  ha  seguido  en  los  Tri- 
bunales de  Comercio ,  como  con  repetición  lo  ha  declarad»  esfe 

Supremo  Tribunal. 

.  .. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1860,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pravia  y  en  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  el  curador  ad  litem  dé  los 
menores  Dofia  Jimenn,  Doña  Sahína,  D.  Martiniano  y  D.  Rosendo  Bravo 
López  con  Rosendo  González  Albucrne ,  sobre  nulidad  de  una  escri- 
tura ;  pleito  pendiente  ante  Nos  por  recurso'  de  casación  interpuesto 
por  los  demandantes  contra  la  sentencia  que  en  28  de  Febrero  último 
dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  D.  José  Bravo  Miranda  otorgó  poder  en  12  de 
Octu  bre  de  1849  á  su  mujer  De  ña  Sabina  López  para  que  adtoinislra- 
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se,  rigiese  y  gobernase  todos  los  bienes  y  otéelos  pertenecientes  á  tos 
caudales  de  ambos ,  celebrando  todo  género  de  contratos;  y  que  por 
escritura  de  10  de  Noviembre  de  1861  Doña  Sabina  y  Doña  Catalina 
López,  acompañadas  de  sus  respectivos  maridos  D.  José  Eraro  Miran- 
da y  D.  Rosendo  González  Albuerne,  practicaron  la  partición  da  los 
biene?  de  sus  padres,  en  la  cual  correspondió  ú  Doña  Sabina  la  can- 
tidad de  46,501  rs.  30  cents.,  qne  se  la  pagaron  26.000  en  la  dote  que 
tenia  recibida  y  el  resto  en  diferentes  bienes;  .  •• 

Resultando  que  Doña  Sabina  López ,-  acompañada  de  su  marido  y 
previa  licencia  de  ésto,  otorgó  escritura  en  6  de  Diciembre  de  dícbo 
año  de  1861,  por  la  qae  reliriendo  que  por  consecuencia  de  la  diso- 
lución de  la  compañía  que  tenia  formada  con  su  hermano  político 
D.  Rosendo  González  Albuerne,  debia  entregarle  18.400  rs.,  le  cedió 
los  bienes  que  la  correspondían  y  que  refirió  en  la  mencionada  can- 
tidad en  que  habían  sido  valuados,  de  conformidad,  y  que  la  otor- 
gante confesaba  tener  en  su  poder  del  adquirente,  con  motivo  de  la 
compañía  y  sociedad  que  tenían  formada  y  que  habían  disuelto;  con- 
trató qae  González  aceptó  en  todas  sus  partes: 

Besultando  que  con  motivo  del  fallecimiento  de  Doña  Sabina 
López,  casada  en  primeras  nupcias  con  D.  Manuel  Menendez,  de  quien 
tuvo  dos  hijos,  D.  Florentino  y  D.  Antonio,  y  en  segundas  con  Don 
José  Bravo  Miranda,  de  quien  hubo  seis  hijos,  Doña  Juana,  D.  Celso, 
D.  José  liaría.  Doña  Sabina,  D.  Martiniano  y  D.  Rosendo,  so  promo- 
vió el  Juicio  necesario  de  testamentaría  que  tuvo  principio  en  30  de 
Marzo  de  1863  ;  siendo  el  caudal  partlble  de  46.501  rs.  50  cents.,  y 
correspondiendo  á  cada  uno  de  los  ocho  hijos  la  cantidad  de  5.756 
reate»  44  céntimos. 

Resultando  que  el  curador  ai  lilem  de  los  menores  Doña  Jimena 
Doña  Sabina  •  D.  Martiniano  y  D.  Rosendo  Bravo  y  López  entabló  en 
31  de  Agosto  de  1867  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  que 
sq  padre  D.  José  Bravo  y  Miranda  y  D.  José  González  Albuerne ,  su 
hermano  político,  habían  estado  en  sociedad  de  géneros  y  fábrica  de  te- 
jidos, y  que  habiéndola  disuelto  en  el  año  1861,  habia  resultado  alean-. 
zado  el  primero  en  18.400 rs.:  que  su  mujer  y  madre  de  los  demandantes, 
acompañada  de  su  marido,  en  escritura  de  6  de  Diciembre  de  1861  se 
habla  confesado  deudora  de  aquella  cantidad  •  entregando,  para  su 
pago  al  acredor  bienes  de  su  propiedad:  que  este  documento  era  nulo 
y  no  podria  afectar  á  los  intereses  de  Doña  Sabina  López,  represen- 
tada por  sus  hijos  menores ,  que  tenían  los  mismos  derechos  activos 
que  pasivos  que  correspondían  á  su  madre;  porque  con  arreglo  á  la 
ley  61  de  Toro,  la  mujer  casada  no  podia  obligarse  como  fiadora  de 
su  marido,  y  en  la  citada  escritura  no  habia  hecho  más  que  consti- 
tuirse en  tal  concepto  ,  cediendo  sus  bienes  en  descargo  de  lo  que 
contra  aquel  habia  resultado;  y  en  su  virtud  suplicaron  que,  decla- 
rándose pura  dicha  escritura,  se  condenase  &  P.  Rosendo  Goaailes 
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Albuecne  4  i*  devoluct^u  de  los  bienes  y  ¿reptas  que  aqueli*  expra- 
s*fey,  eqn  los  frutos  qua  habían  debido  producir  y  jai  cestas;  . 

&estfltando<  que  Gonzalo*  Acuerne  impugnó  Ja  Remanda  alegro; 
qpe  la  speia&d  á  que  se  referia  había  existidq  en|re  Q.  Jqsé  Rswi 
IJtiranda,  su  mpjer  y  el  demandad*):  que  la  ley  de  TQro  que  p*  ci- 
tyb»  era  inaplicable  al  caso,  puesto  que  w>  w  trababa  de  fian**,,  pi 
de  tea  obligacioiws  &  que  la  mUma  se  refería,  siqQ  dq  un,  contrito 
de  venta  celebrado  con  las  formalidades  establecidas,  y  consumada 
bacía  muchos  afiqs,  y  que  Doila  Sabina  Lope*  habia  contraído  tina 
deuda  legítima,  y  teniendo  bienes,  paopiqs  la  había  satisfecha  aija- 
da en  la  ley  56  de  Toro,  que  autoriza  al,  marido  para  dar  licencia  á 
su  mnjqr  para  contratar:    . 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes  sobre  la  existen- 
cia de  la  indicada  sociedad  •  dicté  sentencia  el  iw?,  de  primera  ins- 
tancia, que  cop firmó  en  28  de  Febrero  último  la  Sala  segunda  de  la 
Audifenfia  de  Oviedo ,  absolviendo  é  D.  Rosendo  González  Albuerne 
de  la  demanda;  y  que  el  curador  pd  hiem  de  los  menores  inttfpusp 
recurso  de  casación,  citando  como  infringido  el  artícqlp  5/  del  Código 
de  Comercio,  y  las  leyes  61  de  Toro ,  y  2/  y  3.\  tít.  12  de  la  par- 
tida 1/ 

Visto,  siendo  Ponente  ef  Ministro  D.  Femandq  Pérez  de  Bozas. 

Considerando  que  pqia  Sabina  Lope?  •  al  otorgar  la  escritora  <** 
cesión  de  bienes  ó  favor  de  ü.  Rosendo  Qpngalez  Albqepne,  cuy$  jnu- 
Hdad  se  pide,  lo  vprificé  con  poder  ,  asistencia  y  consentimiento  ex- 
preso de  su  marido  Ü.  José  Bravo  Miranda  y  por  cueptq  |)ropi^,  cir- 
cunstancias qne  legitimaron  el  contrato,  según  lo  disponen  las  leyes 
55  y  56  de  Toro  ó  sean  las  11  y  12 ,  titulo  primero ,  liprp  10  de  la 
Novísima  Recopilación: 

Y  considerando  que  la.  61  de  Tprq  que  sp  ^upon.e  ipfriqgida,  como 
también  la  ».\  y  3.*,  título  12  de  1*  Partid?  5.',  y  el  art.  B.°  jdci  Có- 
digo de  Comercio,  eitados  con  igual  ppppósitQ,  *qn  inconducentes  al 
caso»  puesto  que  aquellas  sólo  se  reliaren  á  |iadu,ría$  y  obliggpjqoes 
mancomunadas  de  marido  y  de  mujer;  y  el  último,  CQtno  consigna- 
do en  la  legislación  especial  mercantil,  es  inaplicable  fijando  el 
Juicio  10  se  ha  seguido  en  los  Tribppales^de  to^epciq,  eqmp  cqq  re- 
petición,  lo  ha  declarado  estu  Supremo  de  Justüne;  .     . 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  jno  hftbpr  logar  al 
racima, de  capación  interpuesto  por  el  curador  fitltilem  d?  los  ppqo- 
res  Doña  limeña.  Doña  Sabina»  O.  Martjnianp  y  Q.  ttp^adq  4?PYQ  ¥ 
López ,  á  quienes  condenamos  4  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que 
prestó  caución,  que  pagarán,  si  vinieran  á  mejor  fprtuna,  distribuyen- 
dos*  entonces  con  arreglo  6  la* ley  v  y  en  las  costar  de^ojviéndpw.  los 
autos  i  14  Audiencia  de  Oviedo  cou  1*  «ertiQcacipn  correspqndipqip. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicaré  gM*  Pof^»  y 
ta  Insertará  en  la  Mwim  tojútofwfc  paséadose  al  efectq  (as  pqpiw 
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necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.a1faurif  Id  Gár- 
cft.=Vatefttia  Garralda.=±FrancHco  María  de  Castilla.=Joi¿  líárfá 
Haro.^oaqain  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=HPetaando  Pérez  dé 
Aoia*. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  0.  Per- 
nando  Fem  de  Horas,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  sn  Silla  primera,  el  (fia  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  18  de  Noviembre  de  1869.=*Gregorio  Camilo  (|arcfa, 

Ntfü.  102. 
CASACK)N>-SALA  PRIMERA. 

ífoinun  pE  una  pscnrruiu.  —  Sentencia  de  18  de  Noyfetpbre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Dolía  Ramona  Bernardo  y  Fernandez  contra  Ip  pronundjada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleihTcoá 
D.  Andrés  Menendez. 

En  los  considerandos  se  establece: 

\  .é  Que  para  fundar  el  recurso  de  casación  en  la  infrqcétón 
de  ley  ó  doctrina  no  basta  citar  simplemente  la  qué  sé  supone  in- 
fringida ti  no  se  expone  el  concepto  en  que  lo  ha  sido. 

2.a  Que  ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  del  conjuntó  lie  tas 
pruebas  hace  la  Sala  sentenciadora  uñando  contra  esta  tiprteiacion 
no  se  cita  ley  ni  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  tos 
Tribunales.  «         r  .  • 

5.0  pfefe  no  pueden  considerarse  infringidas  por  uña  sentencia 
leyet  ni  doctrina*  que  no  son  aplicables  al  caso  ae  autos  í 

En  fa  villa  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1869,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buerifctlsttt 
de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  dé  la  Audiencia  de  la  ral  ama  < 
por  Dotta  Ramona  Bernardo  y  Fernandez  con  D.  Andrtte  iléimridez, 
sobre  nulidad  de  una  escritura;  pleito  pendiente  ante  Nos  pót  virtud 
de  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  demandante  contra  la  sen- 
tencia ,  que  en  9  de  Abril  último  dlcttf  la  referida  Bala :     - 

Resultando  que  D.  José  Faltóla ,  Director  de  la  sociedad  Patltf* 
hermanos,  duefío  de  ana  casa-fonda  en  esta  feapltal ;  reconoce  per 
escritura  de  8  de  Febrero  de  1865  la  participación  de  HW.MMI  reales 
&  D.  Francisco  García  Bernardo  en  el  capitel  de  7M.M0  rs.  tjufc  cooá- 
titula  el  establecimiento  mencionado ;  y  que  en  eseriturti  de  18  de 
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Diciembre  de  1866  D.  Francisco  García  Bernardo,  confesando  que 
O.  Andrés  Menendez  y  Bernardo,  maquinista  del  ferro-CArril,  te  ba- 
hía anticipado)  para  atender  á  su  industria,  160,000  rs.  ♦  le  cedió  y 
traappsó  en.pjeno  dominio .y,  propiedad  la  paite  do  fonda  sita  «9  la 
calle  de  Alcalá,  núm.  2,  bajo  la  razón  social  de  Fallóla  hermanos 
en  la  citada  cantidad,  que  confesó  tener  recibida  en  varias  partidas; 
escritura  que  aceptó  D.  Andrés  Meneada,  chillándose  ó  cumplir  los 
pactos  y  condiciones  de  la  social ,  y  dándose  por  satisfecho  do  los 
160.000  rs,  que  le  tenia  adelantados: 

„  Resultando  que.  D.  Francisco  García  y  Bernardo  falleció  intestado 
el  día  5  de  Enero  de  1867;  y  que  prevenido  á  instancia  de  bu  madre 
Doña  Banana  Bernardo  el  juicio  'Voluntario  de  testamentaría,  enlabió 
en  9  de  Setiembre  de  dicho  aDo  1867  la  demanda  objeto  de  este  plei- 
to, en  la  -que  >, sosteniendo  ^ue  i  a,  escritura  <¡ue  su  referido  hijo  había 
otorgado  quince  4ias  antes  de  su  fallecimiento,  encontrándose  y  &  gra- 
vemente enfermo,  era  ineficaz  y  de  ningún  valor  por  haberse  otor- 
gado epa  falsa  cau^a  y  en  fraude  de  la  legítima  de  la  demandante, 
pues  D,  Andrés  Menendez,  no  solo  carecía  de  bienes  y  había  sido 
siempre  4|eoo  á  negocios  de.  préstamo  y  demás,  sino  que  era  un  sim- 
ple trabajador  ó  un  empleado  subalterno  del  ferro-carril  del  Medio- 
día, pretendió  se  declarase  que  el  contrato  de  cesión  hecho  por  Don 
Francisco  García  Bernardo  á  favor  de  D.  Andrés  Menendez  era  inefi- 
caz y  de  ningún  valor  ni  efecto  por  haberse  otorgado  con  falsa  cansa 
y  en  fraude,  de  la  legítima  de  Doña  Baraona  Bernardo  y  Fernandez: 

Besuü&ndo  que  D.  Andrés  Menendez  impugnó  ia  demanda  expo- 
niendo en  primer  lugar  que  la  demandante  no  justificaba  la  calidad 
de  beredera  con  que  pedia ,  y  ni  acreditaba  siquiera  el  parentesco 
qju$. alegaba;  y. en  segundo  lugar  que  la  excepción  non  numerata  pe- 
cunia, sólo  podía  alegarse  por  el  deudor  contra  el  acreedor,  antes  de 
hacerle  pego  de  lo  que  le  debiera;  pero  no  por  un  tercero,  cuando 
el  deudor,,  reconociendo  la  deuda,  la  habla  satisfecho,  pues  desde 
que  se  hacia. pago  de  una  deuda  concluía  el  contrato  de  préstamo  y 
fenecían  las  acciones  qne  del  mismo  se  derivasen;  sosteniendo  por 
üitinjp,  que  había  dado  en  préstamo  á  D,  Francisco  Garda  Bernardo 
en  varias  épocas  ó  partidas  la  cantidad  de  U0.000  rs.,  y  qne  las  leyes 
del  tít.  18  de  la  Partida  3.a  daban  fuerza  y  valor  completo  á  las  es- 
crituras públicas  otorgadas,  como  las  que  motivaban  este  pleito,  con 
las  solemnidades  establecidas  por  derecho: 

Re$ultpndo  que  practicada  prueba  por  las  partes  sobre  los  medios 
de  fortuna  del  demandado*  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan* 
cía;, y, que  |a  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capital  ia  revocóen 
9  de  Abril  último,  absolviendo  á  D.  Andrés  Menendez  de  la  demanda: 

áesultapdo.que  la, demandante  interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando al  interponerle  y  después  <en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo 
Tribunal,  como  infringidas: 


U  Ule»  i-1  de  Toro.    .■■.<<       .  *.      •  ■•     r  -.i 

Xj U^oclrinaaítoíUíia  por  la  }arta|Mruá«wlaiáe  l<**toiÍMMialéii 
de  «ae  leda  contrato  otorgado  eso  falsa  cause  y  en  fraudada  U  ley. 
es  nido  y  de  ningua  valor -ni  efaoto.  • 
3/  Liliyútl  título  1»,  Partida  A- 
4.*  La  ley  il  de  loa  mismos  titule  y  Partida. 
í  5/   la  doctrina  legal  ♦  sentada  por  este  Supremo  Tribunal,  de  x 
que  las  escrituras  públicas  que  han  sido  redargüidas  civil  ó  crimi- 
nalmente de  Cateas,  ó  aquellas  cuyo  mérito  ha  sido  discutido  en  Juicio 
de  cualquiera  otra  manera ,  no  tienen  la  fuerza  probatoria  que  las 
demás  de  su.  clase,  en  quienes  no  existen  tales  circunstancias. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Maro» 

(kwjdarando.que  no.basta  citar  simplemente. ia ley  ódootiina gue 
se  supone  infringida  si  no  se  expone  el  concepto  en  que  la  be  «Nto; 
defecto  ,que  so  ñola  en  lee  citadas  en  los  motivos  l.\  l.\  4/ y.  5** 

Considerando  que  aun  prescindiendo  de  esto,  la  cuestión. debatida 
en  estos  autos  es  si  en  la  escritura  que  en  18  de  Diciembre  de  18W 
otorgó  b.  Francisco  García  y  Bernardo  i  favor  de  IX  Andrés  Jleoefdez 
y  Bernardo  hubo,  falsedad  en  la  causa  de  deber,  y  se  hizo  ep  freído 
de  la  legítima  de  su  .madre  Doña  Rarnooa  Bernardo  y  Fernanda* 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora ,  apreciando  el  conjunto 
de  la*  pruebas  lia  establecido  como  fundamento  del  fallo  de  cuya  ca- 
sación so  «trata.  v que  no  se  ha  probado  la  existencia  de  la  falsedad*  de 
la  cansa.de  deber,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  citado  ley 
ni  doqtfina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales: 

T  ponderando  que>  esto  supuesto ,  no  son  aplicables  al  casa  de 
autos  J*  ley  6.a  de  Toroso  sea  la  l/f  iít.  20,  lU*o  lft  de  la  Jleffeim 
Recopilación,  que  estableo*  el.  derecho  de  lee  ascendíanles  para  euee* 
der  &  sus  ^escandientes  que  mueren  intestados;  ni  las  M  y  41,  tftklo 
18,  Partidla/,  que  tratan.de  «cómo  non  deben,  valer  .las  cartas\r*a* 
les  opadas  contra  derecho  4  oontra  viudas»;  ni  le  doctrina  de<Jt* 
es  nulo  .todo  contrato,  ptorgado  con  frisa  cansa,  pesque  e  a  este  *ko 
no  lia  existido,  &  juicio. de  l&Sala.sentenoia<toi*¿>nt  mént>*taque>s# 
alega  en  el  quinto  motivo,  porque  la  validez  6  nulidad  4e  esta»  escriuira 
ha  sido  la  cuestión  disentida  y  resuelta  en  los  autoá;  i. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto*  per  Dofia  Remetía  Bernarda  y  fter- 
nande»,  &  la  que. condenamos  eo  les  costas ;  devolviéndose  ios  autos 
á  la  Audiencia  de  esta  capital  con  la  certMcaoioa  comspondfeine.    ;:i 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qee.se  publicará  ¿n  la  flétete  y 
se  insertará  cn,la  Critctkm  l§gi¿otoa.  pasftndose  al  ctecto  las  eoptás 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Armamos  .==Haarfefo  Gfcr- 
cía.=aJosé  M.  Cáceres.^LaoreaQo  de  Arrisca. » Valentín  OffrrMdu:^ 
Francisco  María  de  Castilla.^slosé  María  Ha ro=*JoséFermÍn  de  Htfro. 

Publicación: 

n.  29 
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Leída  y  publicada  fuá  la  anterior  sentencia  po*  el  lltfd.  Sir.  Dbn 
JwM  M**&Htfrh,  klftfetl*  Mrt*lbutfal0ttpi«tf><»  rttf  JUetWia*  eatáodófce 
ce^brfciOo  falttneia  piMto*  tta4h  Sita  ffrt«M»Ht  dW  talstiiciál  Att  de 
hoy ,  de  que  certifico  como  EscrlbMH*  dé  altear», 

Madrid  16  de  Noviembre  de  im^Wtgorlo  OaWil*  Usrcía-. 

Mu.  103'. 
1  CAS  AGIO*.  ^SALA  PfttMEftA. 


■ »    »      * 


Entrega  de  tttttts  Üiksus.-^Sehléñclii  t!«  Ifr  OH  fHotlembrt ,  tte- 

'  mm\k>  \ám  %\*m  »t  MWürtw  dé  tim\ah  M&ptmo  j»r 

ti.  Maüéel  Fettériétt  Onnzále>.  SáHtatta  tmti  In  íítohíHieiada 
poí-  II  9ala:«eglin<M  tte  Id  AtKMHHn  rifc  Vítllattolld ,  eh  pleito 
<*ír  ¿ti  heftttahó  D.  flattasar; 


»    < 


itt  Ihs  fc&WfotíUtfbaíl  *fe  tát*bfét<& 
■■'ti*1'  (M*  Wrtfrfl  fo*  Yetotháttoi  ty  éoñiideMnSos  dé  tos  senten- 
cias ftó  pWJWwfe  fcí  réfcttH»  dé  cnkteióH  én  el  f&nfa.  tfut  üiiitúrfien- 
teffád*  tot<*itoh&sé  contrñ  íh  pHMe  dispbsftivú. 

t¿*  Qkbti»  imMtitMtisiéétatii*  fti/WViyftfai  por  nna  sentencia 
ty¿»  ÚtdñtorjUHa'  cotiteibn  UeHMi  MH  tú  ctíeÉttoH  del  pleito. 

%*  Qtte  Op  de  HtaHt  Ú  ta  HprréMtíón  pe  la  Sata  sentencia- 
dora. HtnM  dé  iut  átribiteiones ;  hátb  en  eonjMU  del  resultado 
di  fti vp\toiba* prUctfóádtís  pW  hié  ptfies .  ihnktib  fontrd  esta 
áfmtotw*  no  be  ctfa  cüHcrtíamhte  ?fry  wf  dob&faa  alguna  tttf- 
irriMfo  pM  to  jurf*p*»dehcto  de  túk  tribuíales. 

4v*  >Q*etuaHdo>  dmantiafo  M  tfrtid&r,  éonsignu  ú  disposición 
drtúw&féio  U  súMó  testimonié  éé  su  bu#Hl6\  aunque  despuek  en 
diflnttká  éB  ¿mfáre  *¡tíe  M  Wú$ót  /*  cantidbd  rjHb  debe  abonar, 
<mm  hasta  entontes  *ó  ka  sido  esta  llfitída,  no  pütde  consiú&tírsc- 
h  onnsttluido  Isgílimfriftenle1  én  toóte  dnrénte  el  pleito. 

5i°  Que  es  Metrína  lorjnt  ln  Hé  Jjne  no  deben  abonarse  intere- 
ses por  cantidades  itiqtildtiS. 

tyn  la  yiHft  de  Madrid ,  ft  10  de  Noviembre  de  188»,  en  el  pleito 
seguro  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  la  Nava  del  Rey  y  en 
la  Saty<  Mffinidii  de^la  Auditoria  dfc  VailitdoUd  por  Ih  Baltasar  Gon- 
z^la»  Santana  opp  au  hermano  D.  Manuel  Federico  üonzatcj»  Santana. 
aoibre  eoirega  de  varios  bienes},  pleito  pendiente  nnía  Nos  por  reeurüo 
de  casación  interpuesto  por  el  demandado  contni  la  sentencia  qoe  en 
9S  4e  Oifiieipbrp  de  im  dieta  la  referida  Sai»: 

fttyraltanflo  qpcon  motivo  del  fallecimiento  en  18SI  dé  H.  Salta- 
sar  González,  se  procedió  á  la  partición  de  bienes  entre  su  viuda  Dtma 
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ri^a  Samaqa  y  sus  hijos  D.  Manuel  Federjpo,  D.  ¿pernio,  DqfiaCe- 
y  0.  Baltasar:  que  en  10  de  Setiembre  de  18^5  talleció  ftoíia  B«- 
silísa,  y  que  en  6  eje  Junio  de  l$5fl  solicitó  D.  Manuel  {teórico  Gon- 
zalez  qué  se  le  nombrftse  curador  ai  bona  de  sus  citado**  bermanps; 
cargo  que  le  fué  confpricjp,  señalándole  (rutos  pgr  peosio*.  y  que  se 
Je  discernió  en  10  de  Setiembre  siguióme : 

Resultando  que  0.  Manuel  Federico  González  fué  relavado  ep  30 
de  Junio  #e  1804.  en  Yirtud  de  renuncia  del  qargo  de  curador  de  su. 
hermane)  D.  Baltasar  •  para  cuya  cúratela  se  nptnbró  fr  p,  fau^juo 
Vergara,  y  que  en  20  de  Diciembre  de  186$  di^bp  p.  Baltasar  opqtrqo 
matrimonio,  siendo  maypr  de  diez  y  ocho  años: 

Resultando  qtip  pn  12  de  Julio  de  1$67»  representado  por  un  cura- 
dor a<¿  litep  ♦  entabló  la  demanda  objeto  4&  este  .pleito ,  exponiendo, 
qqe  su  hermano  i).  Mapuel  batía  poseído  y  administrado  loa  bienes 
de  sus  hijuelas  paterna  y  paterna  coa  carácter  privado  y  sjn  manda  v 
to  expreso,  des,de  |a  muerte  de  §u  madre  Dpya  Basilisa,  basta  el  10  de 
Setiembre  de  1856  en  que  le  había,  discernido  el  Wg9  de  puraflpr  y 
tenia,  por  tanto,  obligación  de  responder  de  sus  productps:  que 
asimismo  tenia  que  responder  de  los  bippes  y,  rqndix  qu^njas  lleude 
el  día  30  de  Junio  dp  18(¡4  v  en  que  había  dejado  de  ser  parador, 
puesto  que  su  relación  .con  respecto  á  ellos,  era. la  «misma  ^rá  ios 
efectos  lógales;  que  aun  cuando  EL  Manuel  era  >a  curador  enla  apo- 
ca en  que  babia  enajenado  los  granos  y  vinqp  adjudicados  al  mepor, 
debía,  siq  embargp,  satisfacer  integramente  su.pregjq  pqrquenp  for- 
maban parte  de  sus  productos  y  rentas,  que  hacia  su¿o^.  el  pqr^dor, 
á  quien  se  habían  señalado  frutos  por  pensión,  sino  que  cpnstituian 
el  patrimonio  del  menor,  y  que  con  arreglo  á  la  fpy,  estaba  obligado 
á  contribuir  ooo.un  G  por  100  de  las  cantidades  metálicas,  importe, 
de  los  bienes  que  no  debía .  entregar  en  especie ;  pretendiendo  que, 
con  arreglo  &  estas  y  otras  bases  que  copsjgqó,  se  cpndenase  4  Don 
Manuel  Fader¡co  Gqqzalea  on  concepto  de  curador  ad  bojiQ  y. adminis- 
trador del  demandante ,  (l  eptregarlQ  los  bienes  qqe  constittyan  su 
caudal: 

Resultando  que  D.  Mapuel  Federico  .González,, presentó  la  cuenta 
de  la  administración  de  los  bienes  del  menor,  <jíesáe  el  fallecimiento 
de  Doña  Basilisa  Santana  hastfi  Setiembre  de  1856  en  que  había  siejo 
nombrado  curador,  señalándole  frutos  por  pensión,  produciendo  pn 
saldo  á  favor  del  menor  de  9.442  r$.,  que  consignó ;  comprendiendo 
como  primera  partida  de  cargo  la  de  21.786  rs.  que  importaban  los 
granos  ,  ganados,  vinos  y  muebles  de  casa  que  res^tahap  por  menor 
en  el  haber  materno;  como  Tercera,  la  de  3.600  rs.,  que  al  precio  de 
50  (anegas,  importaban  las  7?  de  trigo  qué  habían  producido  las,  18, 
fanegas  de  tierra  sembradas  y  adjudicadas  al  menor  pl  preció  de  SO 
reales  fanega;  y  Ja  cuarta,  de  ¿.625  rs.  «ue  al  Upp  fjq35  rs».  fanega, 
importaban  las  75  dé  cebada,  producto  de  las  tierras  de)  menor: 
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Resultando  que  el  demandante  estovo  conforme  en  la  réplica  con 
el  número  de  fanegas  sembradas  y  su  producto ,  pero  no  en  cuafrto 
al  precio  de  los  granos  que  habían  producido  y  de  los  adjudicados 
al  menor  en  su  hijuela;  porque  respecto  &  los  primeros,  recolectados 
en  Agosto  de  1850,  desde  esta  época  hasta  Hayo  de  1857 ,  habla*  sa- 
bido considerablemente  su  valor,  no  pudiéndose  conceder  al  curador 
que  teniendo  bienes  con  que  cubrir  los  gastos  del  menor,  vendiese 
aquellos  eri  seguida,  siendo  aplicable  esta  misma  razón  respectarlos 
granos  que  le  hablan  sido  adjudicados  en  su  hijuela,  y  que  el  carador 
quería  Haces  suyos  por  el  precio  de  la  adjudicación: 

Resultando  que  el  demandado  manifestó  al  duplicar  que  los  granos 
estábate  cargados  en  la  cuenta  al  precio  que  tenían  en  aquella  villa, 
en  loe  meses  desde  Julio  á  Octubre ,  época  en  que  se  le  habla  discer- 
nido el  cargo;  y  que  sobre  el  precio  de  los  granos  se  practicó  prueba 
testifical ,  y  se  trajeron  á  los  autos  certificaciones  de  los  Secretarios 
de  los  Ayuntamientos  de  la  Nava  del  Rey ,  Medina  del  Campo  y  Tor- 
desillas  desde  Setiembre  de  1856  á  Mayo  de  1857,  y  del  de  A  la  ojos  en 
el  cuarto  trimestre  de  1855  al  tercera  de  1856: 

Resultando  que  la  partida  22  del  cargo  de  la  cuenta  que  el  de- 
mandante presentó  al  replicar  asciende  á  11.896  rs.,  importe  de  196 
fanegas  de  trigo  ,*  renta  de  98  de  tierra  que  estuvieron  de  barbecho 
y.  de  que  se  había  aprovechado  el  demandado :  que  éste  sostuvo  que 
en  la  época  del  fallecimiento  de  su  madre  se  hallaban  de  pajas,  en 
cuyo  estado  no  devengaban  renta  hasta  los  dos  años ,  según  costnm 
bre,  y  que  sobre  este  extremo  se  exigieron  posiciones  y  articuló  prue- 
ba testifical: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  que 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  la  confirmó  con  una  adi- 
ción en  28  de  Diciembre  de  1868,  condenando  al  demandado  á  la  entrega 
de  diferentes  bienes  y  de  la  cantidad  de  53.416  rs.  4  cents,  que  aparecían 
de  cargo  contra  él,  admitiéndole  en  pago  24.293  que  resultaban  en  la 
data ,  y  á  abonar  el  interés  de  6  por  160  de  la  cantidad  que  había 
de  satisfacer  en  metálico  desde  la  interposición  de  la  demanda;  esta- 
bleciendo, entre  otros  fundamentos,  que  el  valor  de  los  granos  debía 
regularse  con  arreglo  a)  precio  medio  que  tuvieran  desde  que  se  había 
hecho  cargo  de  ellos  el  demandado  hasta  el  mes  de  Mayo  siguien  te: 
que  como  dicho  precio  medio  en  Mayo  no  se  había  traído  á  los  autos, 
debía  estarse  al  del  mercado  de  Medina ,  centro  del  país  para  el  ob- 
jeto, que  era  de  74  rs.  88  cents,  fanega  para  el  trigo  y  49  rs.  85  cén- 
timos para  la  cebada  ;  y  que  era  de  abono  la  partida  22  de  cargo  de 
la  cuenta  del  demandante,  porque  sin  embargo  de  que  las  98  fanegas 
de  tierra  estuvieran  de  barbecho  eran  productivas,  pues  si  material- 
mente no  daban  fruto,  aumentaba  su  valor,  preparando  el  que  hablan 
de  dar  al  ano  siguiente;  en  términos  que  ,  dadas  eu  arrendamiento 
é  impuesta  la  costumbre  indubitada  en  el   país  de  labrarlas  á  dos 
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hojas,  el  colono  pagaba  cu  cada  nu  ano  la  media  renta  correspon- 
diente al  todo:  .1 

,  lesultando  que.  el  demandado  interpuso  recurso  de^  casación»  ci- 
tando como  infringidas; 

1.*  El  art.  313  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  no  consig- 
narse en  los.  resultandos  del  fallo  lo  que  aparecía  en  los  autos  acerca 
de  los  bechos  contenidos  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica*  dando 
lagar  á  que  en  los  considerandos  se  expresara  como  un  bocho  abso- 
luto la  falta  de  prueba  respecto  al  precio  medio  de  los  granos  en 
Alaejos,  durante  el  año  á  qme  se  referia  la  eueota;  Ajando»  la  tase 
de  condenación  en  la  certificación  del  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
Medina,  siendo  así  que  obraba  en  autos: la  del  Ayuntamiento  de 
Alaejos  ,  que  contenía  la  prueba  cuya  existencia  se  negaba;  habién- 
dose perdido  de  vista  que  en  el  certificado  del  Ayuntamiento  de  la 
Nava  del  Rey  se  fijaban  los  precios  de  MNK  á  Ü57. 

1*  La  ley  l.\  titulo  14,  Partida  4/  /en  cuanto  con  relación  á  la 
partida  relativa  á  la  renta  de  las  tierras  de  barbecho  se  deelaraba 
como  cargo  lo  que  no  podía  serlo,  por  cuanto  no  tenia  pruebas  de 
ninguna  espede  en  su  apoyo,  y  la  contestación  del  demandado  era 
negativa  y  estaba  probada  del  modo  que  podía  estarlo. 

3.°  El  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  que  no  concede 
á  los  Tribunales  la  facultad  de  apreciar  y  calificar,  en  la  misma 
forma  que  la  proeba  testifical,  la  practicada  por  documentos;  y  que 
Aun  cuando  estuviera  sometida  como  aquella  á  la  regla  de  sana  crí- 
tica, nunca  podría  prescindir  de  ella  oiftitfendo  tos  documentos  di- 
rectas y  específicos  sobre  una  cuestión  litigiosa,  y  ateniéndose  al  re- 
sultado de  otros  que  sólo  podriftfi  tener  aplicación  á  Mía  de  los  pri- 
meros. 

T  4."  La  ley  28,  tít.  12,  Partida  5.a ,  queticefara  de  abono  cier- 
tos gastos  al  administrador  de  bienes  ajenos  sin  mandato  del  dueño, 
y  la  sentencia  desestimaba  en  general  la  data  de  la  cuenta  producida 
por  el  demandado  á  pesar  de  las  justificaciones  practicadas  en  apoyo 
de  la  oriáraa;  expresando,  por  úKimo,  que  en  la  sentencia  se  abona- 
ban réditos  de  cantidades  ilíquidas  A  pesar  de  la  doctrina  corriente 
sobre  la  materia  y  de  la  imposibilidad  de  devengarse  réditos  mientras 
era  dudosa  la  deuda. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministre  D.  Joaquín  Jaumar  de  la 
Carrera.  • 

Considerando  que  contra  los  resultandos  y  considerandos  de  fas 
sentencias  no  procede  el  recurso  de  casación  en  él  fondo»  que  ftnicta- 
raente  pácete  Interponerse  contra  su  parte  dispositiva ,  y  que  por  lo 
tanto  es  inoportuna  la  cita  del  art.  333  do  la  Ley  de  Bnjnidamiemo 
civil  en  el  concepto  que  la  ha  hecho  el  recurrente: 

Considerando  que  la  ley  1/,  título  14,  de  la  Partida  4.%  ninguna 
conexión  puedo  tener  con  la  cuestión  de  este  pleito;  y  que  ttun  cuan-» 
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do  se  entendiera  citada  equivocadamente  en  lugar  de  la  primera  del 
título  14  de  la  Partida  8.\  que  trata  de  las  pruebas,  no  se  habría  in- 
fringido» cerno  tampoco  1*  fea  stto  el  art.  917  de  la  d*  Enjuiciamiento, 
por  cuanto  habiéndose  presentado  por  las  partes  diferentes  certifica- 
clones ,  testigos  y  posiciones/  sobre  los  precios  que  tovierbn  los  gra- 
nos en  lo*  años  que  expresan ,  la  Sala  sentenciadora,  en  tiso  de  sus 
atriMci#nes,  ha  apreciado  en  conjunto  él  resultado  de  dichas  prue- 
bfsk  *ín  que  contra  esta  apreciación  se  haya  citado  concretamente 
ley  ni  doctrina  alguna  admitida  por  la  Jurisprudente  <*e  los  Tribunales: 

Considerando  que  tampoco  ha  sido  infringida  la  ley  98,  tít.  12  dé 
la  Partid*  i.\  referente  al  abono  de  las  impensas  hechas  por  los  ges- 
tores tio  cosas  ajenas,  porque  no  es  exacto  quo  haya  sido  desestima- 
da en  ftnerttf  h  dmta  de  la  cuenta  producida  por  ei  demandado,  como 
éste,  lo  wpone  en  al  rebureo,  pues  tan  sólo  Jo  ban  sido  las  partidas 
que  no  se  ban  justtflttdo  4ebidameate  ó  que  se  han  conceptuado  no 
ser  de. legitimo  abone  6  Juicio  de  la  Sala; 

.Considerando,  por  último,  que  al  demandado,  en  su  escrito  de 
eontestocrioa »  oonsignó  á  disposición  del  Juagado  el  saldo  resultante 
de  eu» CMSflt*;  Y  <¡W  si. bien  se,  ha  declarado  después  en  definitiva 
que  es  mayor  la  cantidad  que  debe  abonar»  no  hq  sido  esta  líquida 
hftsta  que  se  ha  lijado  en  la  ejecutoria,  por  lo  que  no  puede  consi- 
derar^ ai  tflemandju|0  constituido  legilimamenU  en  mera  durante  ei 
pleito»  y  que  an  su  conse^ea^ia  |a  Sala  sentenciadora,  confirmando 
el.  fallo.de.  primera  instancia,  en  el  extremo  que  condena  á  aquel  al 
pago  del  interés  del  G  por  100  anual  de  la  cantidad  que  debe  satis- 
facer á  su  hermano  desde  la  interposición  de  la  demanda,  ha  infrin- 
gido la  dQctriaa  deque  no  deben-  abonarse  intereses  por  cantidades 
ilíquidas; 

,  Fállanos ,  qne  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  fe- 
oírse  <te  casación  interpuesto  por  D-  Manuel  Federico  González  con- 
tra Ja  ¡«amencia,  de  28  de  Diciembre  de  1868,  tan  sólo  en  cuanto  con* 
dena  al  demandado  al  pago  deí  interés  del  6  por  100  d¿l  alcance  de- 
clarado á,iavo£  de  ,su  hermano  desdeña  interposición  de  la  demanda; 
en.  cuyo  único  extremo  la  casamos  y  anulamos. 

Así  par  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  \&  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  Copias  nece- 
sarias} lo  furonunetemos,  mandamos  y  firmamos —Mauricio  6arcía.= 
José  María  Cáceres— Laureano  deArrieta.=Valentin  Garralda.=Fran- 
cisco  Maria.de  Castilla.»  Joaquín  Jaumar.=Fernando  Pterez  de  Rozas. 

PaWicaqkm: 

:Uida  y  ¡publicada,  .fué  Ja  anterior  sentencia  por  el  ilmo.  Sr.  Don 
Joaquini  Jawnan  ée  la  Carrera,.  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del 
mismo.-efiUa'de  boy»  de  que  ceitiftao  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  Noviembre  de  1$69.=»Gregorio  Camilo  García. 
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NéM.  m. 

COMl'liTENCU.— SALA  SKGIWM. 


«.     •    ' 


'.    i 


HtmBAB.^Senlencia  de  10  do  Noviembre ,  dceMteildo  ii  feWr  del 
jaez  de  primera  tnitancia  de  Be Inionle,  la  competencia  pro* 
movida  entre  el  mismo  y  el  Juzgado  de  tiüerra  de  la  CapHanf* 
general  de  Castilla  la  Vieja  ,  acerca  del  eooeoimiento  de  la 
cansa  instruida  contra  el  soldado  del  primer  regimienta  monta* 
do  de  Artillería  Ramón  Pulido,  por  heridas  al  peoh  tatbiftero 
BuenaveuUira  Iglesias. 

En  loa  considerandos  «e  establece : 

1.a  Qne  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  *r/.  Í89  del  Oá* 
digo  penal,  son  reos  del  delito  de  atentado  los  que  acvmefem  ó  re- 
sisten óvn  violencia  o  emplean  faena  ó  intimidación  oonéra  Afc  Au* 
toridvd  pábliea  ó  sus  agentes,  cuando  estos  ó  affueUas  ejéráenn 
las  fundones  de  su  eargo  ,  y  también  cuanda  no  las  -  ejercieren, 
siempre  que  sean  conocíaos  á  se  anuncien  como  teles. 

2.°  (jue  desde  la  publicación  del  decreta  de  tí  de  Diciembre 
de  1868,  sobre  refundición  de  fueros,  sancionada  ya  cama  ley;  la 
Autoridad  ordinaria  es  la  única  competente  para  conocer  de  los 
delitos'  de  desacato  y  atentado  que  cometan  les  aforaéu  de  Guerra 
y  Marina. 

Bo  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Noviembre  de  1869,  en  Ib  compe- 
tencia que  ante  Nos  pende ,  promovida  entre  el  Juez  de  primera  tro- 
tanda de  Bol  monte  y  el  Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de 
Castilla  la  Y  teja,  acerca  det  conocimiento  de  la  causa  instruida  con- 
tra et  soldado  del  primer  regimiento  montado  de  Artillería  Ranttuí  fu- 
lido,  por  heridas  al  pcon -caminero  Haenawmnra  Iglesias! 

Resultando  que  *n  la  tarde  del  13  de  Setiembre  de  1869;  hstltatio- 
se  de  servicio  de  entrevista  y  carretera  en  la  Espina  una  pirejatfa  la 
Guardia  civil,  se  les  presentó  María  (la  re  (a  manifestándoles  (plelta* 
moa  Pulido,  soldado  del  primer  regimiento  maniato  db  AtttttéNa, 
con  licencia  ilimitada,  habia  prometido  quitarle  la  vida:  qaeft  fMctf 
rato  se  presentó  Pulido  en  la  casa  administración  do  fiérreos,  >éñ  la 
que  se  hallaban  los  guardias;  y  reconvenido  por  estos,  se  agarró* 
altos,  rasgándoles  las  levitas;  y  que  salándose  A  la  cuite  Paftfei  ftirld 
levemente  con  una  navaja  al  iieon  catbinero  BueiwveStuía  IgiSaüs, 
que  se  encontraba  allí,  punió  de  su  demarcación,  y  traCÓ  do  tntsrve* 
fktr  en  la  contienda. 

Besultando  que  instruida*  diligencia  por  rl  tan  d<*  primera  ins* 
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tancia  de  Belmonte  y  por  el  Juzgado  militar,  aquel  se  inhibió  de  && 
conocimiento;  y  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  dejando 
sin  efecto  la  inhibición,  acordó  siguiera  conociendo  de  la  causa:  que 
posteriormente  dicho  Juez ,  después  de  varias  actuaciones ,  volvió  i 
dictar  nuevo  auto  de  inhibición,  que  dicha  Sala  de  la  Audiencia  á  su 
vez  dejó  también  sin  efecto ,  considerando  para  ello  que  el  hecho 
cometida  por  el  soldado  Ramón  Pulido  es  el  de  desacato  contra  un 
agéntese  la  Autoridad  civil,  como  lo  es  el  pcon  caminero ;  y  que 
según  el  decreto  de  %  do  Diciembre,  y  más  especialmente  el  de  51 
del  lirismo  mes  en  sus  artículos  2."  y  7." ,  al  especificar  los  delitos 
que  causan  desafuero  expresa  los  atentados  cometidos  contraía  Au- 
toridad'civil  y  sus  Agentes: 

T  resultando  que  promovida  la  presento  competencia ,  el  Juzgado 
de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Vieja  expone  para 
sostener  la  suya  que  sólo  los  desacatos  de  la  Autoridad  judicial  y  sus 
agentes  producen  desafuero ,  según  tiene  declarado  esto  Tribunal 
Supremo  en  muchas  y  repetidas  sentencias  en  armonía  con  las  leyes 
8.*  y  f;a ,  título  10,  libro  12  de  la  Novísima  Recopilación ,  y  Real  or- 
den de  8  de  Abril  de  1881 :  que  un  peón  caminero  no  es  ni  puede 
considerarse  agente  de  la  Autoridad  judicial:  que  las  funciones  de  su 
cargo  no  son  permanentes  :  que  cuando  fué  herido  el  individuo  de 
que  se  trata  no  se  hallaba  en  ejercicio  de  las  mismas,  ni  ia  agresión 
sé  verificó  con  motivo  de  ellas;  y  que  si  bien  después  de  los  decretos 
de  6  y  81  de  Diciembre  de  1868  produce  desafuero  el  atentado  con- 
tra las  Autoridades  civiles  y  militares,  en  ninguno  de  aquellos  se- 
habla  de  la  agresión  á  los  agentes  de  estas. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Mauuel  León. 

Considerando  que,  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  art.  189 del 
Código  penal,  son  reos  de  delito  de  atentado  los  que  acometen  ó  re- 
sisten con  violencia  ó  emplean  fuerza  ó  intimidación  contra  la  Auto- 
ridad pública  6  sus  .agentes  cuando  estos  ó  aquellas  ejercieren  las 
funciones  de  su  eango,  y  también  cuando  no  las  ejercieren ,  siempre 
que  sean  conocidos  ó  se  anuncien  como  tales: 

Considerando  que  desde  la  publicación  del  decreto  de  6  de  Di- 
ciembre último  sobre  refundición  de  fueros ,  sancionado  ya  como  ley» 
la  Autoridad  ordinaria  es  la  única  competente  para  conocer  de  los 
delitos  de  desacato  y  atentado  que  cometan  los  aforados  de  Guerra 
y  Marina: 

Considerando ,  según  resulta  de  autos,  que  Ramón  Pulido,  soldado 
del  primer  regimiento  de  Artillería ,  acometió  y  rasgó  la  levita  de 
loe  Guardias  civiles  é  hirió  al  peón  caminero  Buenaventura  lgleetas 
agente  de  la  Autoridad,  estando  en  su  demarcación  y  cumpliendo  con 
loa  deberes  de  su  Instituto: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  el  conocimiento  de  este  hecho 
corresponde  i  la  jurisdicción  ordinaria; 
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fallamos,  rfue  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  couocimien- 
to  (fe  esta  causa  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  deielmoar 
te,  al  que  se  remitan  las  actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á 
derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  cu  la  G*tH*  de 
Moirid,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  ó  insertará 
á  su  tiempo  en  la  Colección  IcgistatHm,  pasándose  al  electo  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ftrmamos.s=SebaiUian  Gon- 
zález Nandin.=±Manuel  María  de  BasuaLdo—Antoulo  Gutiérrez  de  los 
Rios.2SJuan  Jiménez  Cuenca —Manuel  León. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo,  señor 
1>.  Manuel  León,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  do  boy»,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  Noviembre  de  1869.- Rogelio  González  Montes. 

Nüm.  105. 

CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 

Regulación  y  paco  de  aumentos. — Sentcucia  de  20  de  Noviem- 
bre, declarando  haber  lugar  en  parte  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  curador  de  la  menor  Dona  Manuela  Sobas 
Marán,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia dé  Valencia ,  en  pleito  con  I).  Estanislao  Alarán  y  Leiva. 

Bn  los  considerandos  se  establece : 

!  ;•  Que  tas  sentencias  deben  ser  claras  y  precisas ,  resoMé** 
dose  en  ellas  las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas  en  el  pleito, 
según  lo  dispuesto  en  el  ari.  6 1  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civiL 

2.°  Que  cuando  al  fallecimiento  del  padre  natural  no  e&itfe 
legalmente  el  lujo,  por  haber  sido  éste  declarado  tal  por  sentencia 
ejecutoria  posterior,  es  imposible  que  se  den  ni  pidan  alimentos 
contra  el  heredero  de  aquel  en  tiempo  en  que  ni  se  conocía  h 
obligación  ni  la  persona  que  pudiese  exigirla. 

5.*  Que  en  ninguna  ley  ni  por  doctrina  alguna  legal  se  fija  la 
cantidad  que  haya  de  darse  al  hijo  natural  de  quien  el  padre  se 
olvidó  ó  no  hizo  mérito;  siendo  obligación  condicional  y  depen- 
diente de  la  importancia  de  la  herencia  y  del  estado  de  fortuna  del 
heredero. 

4.*  Que  en  cuestiones  de  hecho  ha  de  estarse  á  la  apreciación 
que  en  uso  de  sus  atribuciones  hace  de  las  mismas  ta  Sala  sen- 
terciadora,  citando  contra  dicha  apreciación  no  se  cita  ley  ni  «tec- 
trina  admitida  por  los  Tribunales,  que  se  suponga  infringida. 
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5.°  Que  iw  es  legal  suponer  que  el  alimentista  que  provisonal- 
mente  Recibe  una  cantidad  determinada ,  debe  reintegrar  la  dife- 
rencia cuando,  fijándose  con  nuevos  datas  los  alimentos  definitivos, 
se  reduce  dicha  cantidad ,  porque  esto  equivaldría  a  dejar  sin  efecto 
el  ssñalumienlo  provisional ,  y  porque  tampoco  se  puede  restituir 
la  consumido  *  toda  ve%  que  los  alimentos  naturales  se  dan  siempre 
adelantados  para  cubrir  atenciones  urgentes. 

6.°  Que  si  bien  por  sentencia  obtenida  enjuicio  ordinario  puede 
alterarse  la  cuota  señalada  provisionalmente  para  alimentos ,  esta 
alteración  lia  de  ser  sin  fuerza  retroactiva .  porque  disponiéndose 
por  el  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  mientras 
se  sustancie  el  juicio  ordinario  sobre  la  entidad  de  dimos  alimentos 
é  el  derecho  á  percibirlos  se  Aa  de  abonar  la  suma  señalada  pro- 
mionúlmente*  es  clara  que  no  se  abona  si  se  obliga  á  restituir. 

é 

En  la  villa  de' Madrid ,  á  SO  de  Noviembre  de  1869,  en  les  amos 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de- Serranos  y  en 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valencia  ha  seguido  D.  Estanislao 
Marán  y  Leiva  con  D.  José  Solís,  como  curador  de  Doña  Manuela  Sa- 
bas  Harán  y  Boluda ,  sobre  regulación  y  pago  de  alimentos;  autos 
pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casaciou  interpuesto  por 
diebo  curador  contra  la  sentencia  que  en  28  de  Diciembre  de  1868 
pronunció  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Jaime  Marán  y  Cabanes  por  el  testamento  que 
otorgó  en  i  de  Mayo  de  1849 ,  después  de  dejar  varios  legados  á  di- 
ferentes personas*  en  razón  á  no  tener  ascendientes  por  su  estado  de 
soltero,  instituyó  por  heredero  del  remanente  de  sus  bienes  á  su  her- 
mano D.  José  Ignacio  Marán  para  que  los  disfrutase  durante  los  días 
de  su  vida,  disponiendo  que  fallecido  sin  descendiente  varón  legitimo, 
se  repartieran  tpdos  los  bienes  en  el  modo  siguiente:  los  raíces  que 
procediesen  de  bienes  nacionales,  para  su  sobrino  D.  Antonio  Navar- 
ro y  Marán/y  el  resto  de  la  herencia,  para  su  primo  D.  Estanislao  Ma- 
rte y  Leiva : 

Rotulando  que  fallecido  D.  Jaime  Marán  y  Gabanes  en  30  de  Junio 
de  1861 ,  habiéndole  premuerto  su  hermano  D.  Ignacio  sin  dejar  des- 
cendencia ,  se  verificó  el  reparto  de  sus  bienes  conforme  á  lo  dispuesto 
en  so  testamento,  correspondiendo  A  D.  Antonio  Navarro  y  Marán 
los  procedentes  de  la  nación ,  compuestos  de  las  fincas  que  se  men- 
cionan, valoradas  según  escritura  de  SI  de  Diciembre  de  1811,  otor- 
gada por  aquel  para  el  efecto  de  satisfacer  el  derecho  por  traslación 
de  dominio,  en  58.350  rs. ,  y  todos  los  bienes  restantes  á  D.  Estanis- 
lao Marán  y  Leiva;  sin  que  se  hiciera  constar  su  ascendencia: 

Resallando  que  D.  José  SqIís,  carador  qtlUem  de  Dona  Manuela 
Sabas ,  que  en  3  de  Enero  de  1849  habia  sido  bautizad^  como  hija  de 
padres  no.  Conocidos »  alegando  que  lo  era  de  D.  Jaime  Marán  y  Ca« 
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bañes  y  de  su  criada  Josefa  Bolada ,  habida  siendo  ambos  solteros, 
siguió  pleito  icón  D.  Estanislao  Marán  y  Leiva ',  y  por.  sentencia  ejecu- 
toria de  SO  de  Marzo  de  1863  ste  declaró  i  la  referida  trtenor  hija  na- 
tural del  D.  Jaime  pata  los  efectos  que  hubiese  lugar  en  Justicia  i 

Resultando  que  en  virtud  de  dicha  ejecutoria  el  D.  José  9o lis,  cotno 
curador  de  la  menor  Doña  Manuela  Sabas  Marán,  acompañando  una 
certificaron  expedida  por  tas  oficinas  dé  Hacienda ,  de  lá  que  apa- 
rece que  D.  Jaime  Marán  constaba  en  los  atnlllaramientos  de  la  ri- 
queza Inmueble  por  las  fincas  que  se  mencionan,  anotado  con  un  pro- 
ducto líquido  imponible  de  31.323  rs. ,  solicitó  se  )a  señalasen  ali- 
mentos provisionales;  y  por  auto  de  15  de  Febrero  <fe  !W6  sfe  señala- 
ron á  la  referida  menor,  como  hija  natural  de  D.  Jaime  Marán,  0.W0 
reales  anuales,  por  via  de  alimentos  provisionales,  que  abonarla  por 
mensualidades  anticipadas  D.  Estanislao  Marán,  como  heredero  del 
Don  Jaime :  N 

Resultando  qjie  posteriormente  el  mismo  curador  de  Doña  Manuela 
Sabas ,  exponiendo  que  la  designación  de  alimentos  se  había  htecho 
en  consideración  á  todos  los  bienes  raices  que  poseyó  D.  Jaime  Ma- 
rán, y  que  D.  Estanislao  Marán  no  era  el  heredero  de  todos  ellos,  pi- 
dió que  el  proveído  de  15  de  Febrero  se  entendiese  también  con  Don 
Antonio  Navarro  y  Marán,,  asimismo  heredero  del  D.  Jaime ,  desig- 
nando la  parte  de  los  6.000  rs.  con  que  debia  contribuir  cada  uno 
de  los  dos  herederos  en  proporción  á  la  parte  de  bienes  que  respec- 
tivamente habia  heredado ;  y  por  auto  de  6  de 'Agosto  del  mismo  año 
de  Í80Ó,  en  atención  que  el  mencionado  proveído  -de  15  de  Febrero 
estaba  consentido  por  D.  Estanislao  Marán ,  se  declaró  no  haber  lugar 
á  to  que  se  pretendía  por  el  curador  y  que  se  estuviese  á  Ib  en  aquel 
.acordado  \ 

Resultando  que  en  14  de  Marzo  de  18117  ft.  Estanislao  Marán  y  Lei- 
va, con  presentación  de  varias  certificaciones  de  las  qne  aparece  que 
la  renta  anual  de  los  bienes  inmuebles  que  heredó  asciende,  rebajada 
la  contribución ,  á  20.088  rs.  85  cents. ,  dedujo  demanda  para  qlie  se 
declarase :  primero ,  <jue  no  ¡siendo  el  único  heredero  de  D.  Jaime  Ha- 
rán y  Ca bañes,  nre  debia  él  soio  pagar  los  alimentos  de  la  menor 
Doña  Manuela  Sabas  Marán  y  Boluda :  segundo ,  que  lft  cuota  qué 
por  tal  concepto  habían  de  satisfacer  debia  regularse  por  la  renta  lí- 
quida de  los  bienes  heredados  de  D.  Jaime,  la  cubl  coftsfótia  en 
25.481  rs.  85  cents. ;  y  tercero ,  que  el  expresado  D.  Estanislao  era 
acreedor  &  reintegrarse  del  exceso  que  resultaba  entre  su  verdadtera 
renta  y  la  qué  sirvió  de  dato  para  la  designación  de  los  alimentos 
provisionales  qu<?  habia  pagado  él  solo  á  razón  de  6.001  rs.  anuateá, 
reparándose  así  el  agravio  que  involuntariamente,  pero  por  eWw,  se 
le  infirió  en  la  providencia  de  15  de  Febrero ,  condenando  en  este 
sentido  á  Doña  Manuela  Sabas  Marán  al  expresado  reintegro;  y  alegó 
que  la  obligación  de  dar  alimentos  al  hijo  natural  en  el  caso  de  que 
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el  pa/dre  no  ie  dqe  nada  en  el  testamento  se  extiende  á  todos  lo*  he- 
rederos, y  sólo  estaba  por  tanto  obligado  el  D.  Estanislao  &  dar  la 
parte  de  alimentos  que  correspondiera  proporcionalmente  á  los  bie- 
nes heredados ;  y  como  al  satisfacer  la  pensión  señalada ,  si  bien 
bajo  el  concepto  de  provisional,  se  le  habla  obligado  á  pagar  toda  la 
pensión ,  tenia  derecho  á  que  se  le  reintegrase  del  exceso  que  había 
pagpdo  y  seguía  pagando  ,  porque  de  otra  manera  su  condición  seria 
peor  que  la  del  otro  heredero  cuando  la  ley  lo  hacia  ignal: 

Resultando  que  D.  José  So  lis ,  como  curador  de  la  menor  Doña 
Manuela  Sabas  Harán  y  Boluda  ,  al  contestar  la  demanda  formulando 
la  correspondiente  reconvención  pidió:  primero,  que  se  señalase  defini- 
tivamente la  parte  de  renta  ó  frutos  que  había  de  percibir  la  menor  de 
los  bienes  que  dejó  D.  Jaime  Marón»  lijándola  en  más  de  la  quinta  parle: 
segundo ,  que  se  declarase  que  tenia  derecho  á  percibir  la  cuota  que 
se  le  señalase  por  alimento,  desde  el  día  que  falleció  su  padre  na- 
tural: tercero;  que  se  condenase  *  í).  Estanislao  Mará  o  y  k  D.  Antonio 
Navarro  á  que  suministrasen  de  la  cuota  que  se  designara  la  parte 
proporcional  que  correspondía  á  la  renta  de  los  bienes  heredados  de 
D.  Jaime  Marán;  y  cuarto,  que  en  el  caso  do  que  el  D.  Estanislao 
hubiera  pagado  máp  do  lo  que  pudiese  corresponderé,  fuera  reinte- 
grado por  D.  Antonio  Navarro  *  absolviendo  en  esta  parte  á  la  menor 
Doña  Manuela  de  la  demanda  de  D.  Estanislao  Marán;  y  expuso, 
conviniendo  en  que  la  renta  que  resultaba  de  la  certificación  en  vir- 
tud de  Ja  que  se  le  señalaron  alimentos  provisionales  no  pertenecía 
sólo  al  D.  Estanislao  Marán  por  no  ser  el  único  heredero  de  D.  Jai- 
me, que  la  renta  de  los  bienes  de  este  resultaría  de  las  pruebas  que 
se  suministrasen:  que  la  disposición  de  Ja  ley  8.a,  lít.  13,  Partida  6.a 
en  su  último  párrafo  abrazaba ,  no  solamente  el  derecho  de  la  me- 
nor á  percibir  alimentos,  sino  hacerlo  en  cantidad  suficiente  par» 
todas  la6  necesidades  de  la  vida  y  en  relación  á  los  bienes  que  dejó 
su  padre  natural  y  á  la  posición  de  los  que  habían  de  suministrar- 
los: que  la  menor  no  venia  obligada  á  reintegrar  al  D.  Estanislao 
el  exceso  que  hubiese  de  la  pensión  que  le  correspondiera  pagar  de- 
finitivamente ,  sino  que  en  su  caso  debería  verificarlo  D.  Antonio 
Navarro,  con  arreglo  á  la  ley,  la  equidad  y  el  sentido  coinuti:  que 
según  la  ley  8.%  tit.  13,  Partida  6.a,  no  acordándose  ol  padre  en  su 
testamento  de  su  hijo  natural,  los  herederos  lo  habian  de  dfcr  lo  que 
le  fuese  menester  para  su  gobierno  é  para  su  vestir  é  calzar  á  juicio 
de  hombres  buenos;  y  qne  si  las  leyes  permitían  al  padre  que  tenia 
hijos  legítimos  disponer  del  quinto  de  sus  bienes,  y  al  qne  no  tuvie- 
ra descendientes  legítimos  mandar  juntamente  de  sus  bienes  lodo  lo 
que  quisiere  al  hijo  natural,  aun  cuando  tuviese  ascendientes  legíti- 
mos ,  no  podia  ser  la  mente  de  la  ley  el  que  percibiera  menos  del 
quinto  el  hijo  natural  olvidado  por  el  padre  en  el  testamento,  cuando 
no  existían  ascendientes  ni  descendientes  legítimos,  y  máxime  cuando 
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la  herencia  era  cuantiosa ,  los  herederos  ricos  y  la  menor  carecía  de 
bienes  para  mantenerse. 

lesuliando  que  seguido  el  pleito  por  sns  trámites ,  practicándose 
las  pruebas  que  las  partes  articularon ,  el  Juez  de  primera  instancia 
dictó  sentencia ,  que  fué  modificada  por  la  que  pronunció  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  en  28  de  Diciembre  de  1868 ,  condenando  á 
D.  Estanislao  Varán  y  Leiva  al  pago  de  500  escudos  anuales  y  por 
mensualidades  anticipadas  como  alimentos  civiles  y  definitivos á  Dofia 
Manuela  Sabas  liarán  y  fioluda ,  debiendo  la  misma  reintegrarle  ei 
exceso  que  percibió  desda  el  15  de  Febrero  de  1866,  deduciéndose  de 
las  pensiones  sucesivas  por  quintas  parles : 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  curador  de  la  menor 
Doña  Manuela  Sabas  Marán  recurso  de  casación,  por  conceptuar  in- 
fringidos : 

1/  El  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  resolverse  que 
el  derecho  de  Dona  Manuela  á  los  alimentos  nació  en  oí  juicio  suma- 
rísimo  de  alimentos  provisionales,  al  que  se  daba  la  calificación  de 
declarativo ,  siendo  así  que  en  dicho  juicio  no  se  permitía  discusión 
Di  sobre  el  derecho  á  percibir  los  alimentos  ni  sobre  su  entidad. 

1*  El  art.  61  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento ,  porque  dicién- 
dose en  la  sentencia  que  la  /echa  del  15  de  Febrero  de  1866,  en  que 
se  concedieron  alimentos  provisionales  á  lf  menor,  fué  objeto  de  con- 
troversia y  había  de  estimarse  como  cosa  juzgada  por  haberse  aquie- 
tado los  interesados ,  la  Sala  no  había  fallado  sobre  este  particular  en 
el  presente  pleito  ordinario,  si  era  que  lo  daba  por  fallado  en  el  jui- 
cio sumarísimo. 

3.a  La  ley  8.a,  tít.  13,  Partida  6.a,  en  cuanto  no  se  resolvía  que 
D.  Estanislao  Marán,  como  heredero  de  D.  Jaime,  debia  continuar 
desde  la  muerte  de  éste,  cumpliendo  con  la  obligación  que  el  mismo 
tenia  de  prestar  alimentos ,  puesto  que  tal  obligación  pasaba  á  los 
herederos  sin  que  el  Estanislao  pudiera  excusarse  del  cumplimiento 
de  la  citada  ley  por  el  litigio  que  siguió  disputando  á  la  menor  la  cua- 
lidad de  hija  natural,  porque  declarada  tal  por  la  sentencia  de  Marzo 
de  1863 ,  debia  ser  restituida  en  los  derechos  que  tenia  adquiridos, 

i.*  Las  disposiciones  del  títi  2/  de  la  segunda  parte  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil  al  imponerse  á  la  Doña  Manuela  la  obligación  de 
restituir  ai  D.  Estanislao  ia  diferencia  de  los  500  á  los  600  escudos, 
toda  vez  que  la  menor  había  disfrutado  de  los  600,  en  virtud  de  sen- 
tencia que,  aunque  dada  en  juicio  sumar  ¡simo,  fué  ejecutoriar  y  habla 
consumido  aquellos  alimentos,  dándose  efecto  retroactivo. á  dicha. 
sentencia  si  se  la  condenaba  á  devolverlos. 

Y  5.*  La  doctrina  sentada  en  la  referida  ley  8.a ,  tít.  18,  Partida  6/, 
y  mía  6.a,  tít.  20,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  en  las 
decisiones  de  este  Tribunal  Supremo  de  18  de  Setiembre  de  1860, 10 
de  Febrero  de  1862  y  29  de  Febrero  de  1861,  al  designar  solamente 
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por  alimentos  ala  meuor  la  quiqUf  parte  de  las- rentas  4^1  caudal  hepe- 
dado  por  í).  Estanislao  Marán,  siendo  asi  que  quedaba  may, beneficiado, 
no  privándola  de  Ja  octava  parte  <¡tel  capital,  y  sí  únicájnente  de  las 
rentas»  máxinle  cuando  la  njenor  no  concurríanla  gerencia  coa  des- 
cendientes, y  cuándo  su  posición  era  sumamente  precaria  y  la  del 

heredero  U)uy  ventajosa.  , 

Victos,  sjendp  Ponente  el  Ministro  D.  José  Fermín  de  Muro.  . 
Considerando ,  en  cuanto  A  ios  motivos  secundo ,  tercero  y  quinta 
del  récursq  (Je  casación  ,  que  no  se  ha  infringido  el  art.  61  de  la  ^ey 
de  ínjuicjapüiiento  civil ,  como  se  supone  en  el  segundo,  porque  dis- 
poniéndose en  el  expresado  artículo  qué  las  sentencias  sean  claras  y 
precisas,  y  que  se  resuelvan  en  ellas  las  cuestiones  que  hayan  sido 
discutidas  én  ¿1  pleito,  se  han  cumplido  por  la  Sala  sentenciadora 
estas  prescripciones,  resolviendo  en  su  parte  dispositiva  con  ioda  cla- 
ridad las  pretensiones  de  los  litigantes:  que  tampoco  se  ha  infringido 
la  ley  8.a,  tí|.  ÍÍJ,  Partida  ti."  (como  se  dice  en  el  tercero),  por  no 
haber  estimado  el  pago  de  los  alimentos  desde  la  muerte  del  padre 
natural ;  pues  al  fallecimiento  de  éste  no  existia  legal  mente  la  hija 
hasta  que  fué  declarada  tal  por  sentencia  ejecutoria ,  y  era  imposible 
que  Sé  diesen  ni  pidiesen  alimentos  contra  el  heredero  en  tiempo  en 
qué  ni  se  conoejá  la  obligación  ni  la  persona  que  pudiese  exigirla;  y 
que  también  es  infundado  el  quinto  motivo,  suponiendo  contrariada 
la  doctrina  de  lá  referida  ley  8.a,  tít.  13,  Partida  fi.\-  la  de  la  6.a,  tí- 
tulo ti} ,  libro  Í0  de  la  Novísima  Recopilación ,  y  la  dé  las  sentencias 
de  esfe  tribunal  ¡Supremo  de  1§  de  Setiembre  dé  1860 ,  10  de  Febrero 
del&6Í3f  25  de  Febrero  dé  1864  al  designar  por  alimentos  definitivos 
únicamente  la  quinta  parle  de  las  rentas  fincables  del  padre  natural, 
portjue  éh  ninguna  de' las  pencioñadas  leyes  ni  sentencias  sé  fija  la 
cantidad  que  nbya*  de  darse  al  hijo  natural  de  quien  el  padre  se  ol- 
vidó ó  no  hizo  mérítd;  siendo  por  lo  tanto  esta  obligación  condicio- 
nal y  dépetidlentp  dé  la  importancia  de  la  herencia  y  del  estado  de 
íbrtuna  del  heredero ,  cuestión  de  hecho  que  ha  apreciado  el  Tribu- 
nal, en  uso  dé  stis  atribuciones,  sin  que  contra  su  apreciación  se  cite 
ley  m  doctrina  admiüda  jjot1  los  tribunales  que  se  suponga  infringida: 
CbhsiÜerando ,  en  cuanto  á  los  motivos  primero  y  cuarto,  queco 
es  legal  supóíier,  como  supone  la  ejecutoria,  que  habiendo  percibido 
provislonálfaénte  la  alimentista  G.000  rs.  anuales  f  y  fíj.1dos$  con  nue- 
ve* datos  los  alliheníós  definitivos  en  5.000,  debe  reintegrar  la  dife- 
rencia, póftjúe  esto  equivaldría  a*  dejar  sin  efecto  el  señalamiento  pro- 
visional,  y  pdfqué  tttmpocb  sfc  puede  restituir  lo  consumido ,  toda  vez 
cftié  (os  atirbentos  naturales  se  dan  siempre  adelantados  para  cubrir 
atenciones  argentes;  y  que  si  puede  alterarse  la  cuota  señalada  pro- 
vísforiáíméiite'  por  sentencia  obtenida  ett  juicio  ordinario ,- esta  altera- 
cfóto  fia  ie  áéf  felrí  ftifcraa  retroactiva;  bajo  cuybs  supuestos,  al  esti- 
mar fe  tjáéuibfla  lá  devolución  ó  reintegro  dfc  los  l.OOft  reales  de  di- 
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fet*nc|a  «ufé  R  deiignacio»  provtmtntl  y  te  definitiva*  ha  IMritigWo 
al  art.  t.SIS  de  Ul  fiprekada  L*y  de  Enjuiciamiento  cttü;  por  él  qufc 
»e  dispdtie  qué.  «Neutras  se  sustancia  éi  juicio  ordinario  sobrl  1%  en-\ 
tldad  de  los  alimentos  ó  el. derecho  ft  pefrcibirloa •  sd  ha  (le  atfpnar 
la  sama  señalada  provisionalmente,  y  es  claro  que  no  se  abona  si  se 
obliga  á  restituir  : 

Pal  la  tifos .  tttfc  debetaos  declarar  y  atetáramos  haber  lugar  al  re- 
cuno  lie  casación  contra  la  sentencia  ,  que  iw  3*  do  Bicirtnbne  de 
1868  pronuncia  la  mención  n  da  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Va* 
léñela ;  en  tuanto  por  ella  se  manda  que  la  menor  Doña  Manuela  Sa- 
fras Harán  y  Bol u da ,  reintegre  per  quintas  partes  el  exceso  de  |.0M 
reales  anuales  que  se  supone  percibió  de  más  desde  15  de  Febrero  dé 
1M6,  eo  qué  *d  le  otorgaron  Iris  alimentos  provisionales;  en  efeyo 
particular  casamos  y  anulamos  la  ni  en  cío  nada  sentencia. 

Asi  fior  esta  la  nuestra ,  qué  se  publicará  en  la  Qaeeiu  de 
Madrüt  ¿  insertará  en  la  Colección  Ugiúutita ,  pasándose  al  efecto  las 
copia*  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  finnaraos.*=Máqf  !«■ 
ció  Ga reía .=J osé  María  CAceres.=t=Lanreano  de  Arríete  .*aiosá  María 
Haro.=sJoaquln  Jauraar.=*José  Forman  de  Muro.= Fernando  Peres  de 
Rezas. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don- 
José  Fermín  de  Élurn,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia»  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  él  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Su- 
premo Tribuna!, 

Madriil  SO  de  Noviembre  de  18(i9 .^Dionisio  Antonio  de  Puga; 
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CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pago  w  MAAAtRttía  — Sentencia  de  22  de  Nbvieffibre,  dfeclatand* 
M  haber  Itigdr  til  recurso  de  casación  interpuesta  por  D.  Pablo 
Cayetano  Gippini  contra  la  pronunciada  por  lá  Sala  ¿egund» 
déla  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Beráibé  Arooa. 

En  loa  considerar  dos  se  establece: 

1.°  Que  cuando  m  m  contrato  de  obrai  no  §e  hn  oeñnlntto 
el  pretía  de  ¡a»  mima» .  debe  eetnree  por  ei  tfUe  4e*ig*nn  hs  pe- 
ritos de  conformidad. 
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2.°  Que  ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  la  Sala  tentada* 
dora  hace  de  las  pruebas  practicadas  par  las  partes,  cuando  con- 
tra dicha  apreciación  no  se  alegue  la  infracción  de  ley  ó  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

En  la  villa  de  Madrid,  &  22  de  Noviembre  de  1869 ,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio,  de 
esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  da  la  Audiencia  de  la  misma  por 
D.  Bernabé  ¿roca  con  D.  Pablo  Cayetano  Gippini ,  sobre  pago  de  ma- 
ravedís; pleito  pendiente  ante  Nos  por  virtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  3  de  Marzo 
último  dictó  la  referida  Sala: 

<  Resultando  que  D.  BernaM  Aroca  mita b  16  en  22  de  Febrero  de 
1867  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  que  había  sumí 
nistrado  la  obra  de  carpintería  do  taller  empleada  en  la  construcción 
de  la  casa  núm.  29  de  la  calle  de  San  Vicente»  propia  de  D.  Pablo 
Gippini,  consistente  en  los  objetos  y  trabajo  expresados  en  el  docu- 
mento de  reconocimiento  y  medición  que  presentaba,  y  que  babia 
formado  en  unión  de  D.  Carlos  Aceituno ,  en  representación  del  pro- 
pietario: que  también  babia  construido  para  la  casa  núm./28  déla 
calle  del  Espíritu  Santo,  propia  del  mismo  Gippini,  y  que  por  su  or- 
den se  encontraba  suspendida  hacia  tiempo ,  la  obra  de  carpintería 
de  taller  que  expresaban  las  relaciones  que  acompañaba ,  compren- 
siva la  una  de  la  entregada  al  propietario ,  aunque  sin  colocar ,  y  la 
otra  de  la  que  á  disposición  del  mismo  se  encontraba  en  el  taller  del 
demandante,  siendo  el  importe  total  de  la  obra  construida  para  las 
dos  casas,  á  los  precios  lijados  en  una  nota  que  Aroca  le  babia  en- 
tregado, el  de  107.477  vs.  56  cents.,  á  cuenta  de  los  que  había  reci- 
bido 21.840,  alcanzando  por  tanto,  85.637  rs.  86  cents.,  y  allanándose 
A  colocar  la  obra  correspondiente  á  la  casa  de  la  calle  del  Espíritu 
Santo ;  y  ejercitando  la  acción  personal  derivada  del  contrato  y  del 
lincho  del  suministro ,  suplicó  se  condenase  á  D.  Pablo  Gippini:  pri- 
mero, á  pagar  al  demandante  la  mencionada  cantidad  importe  de  las 
obras  de  carpintería  de  taller  ejecutada  para  las  dos  casas,  con  obli- 
gación de  colocar  la  que  faltaba  en  la  de  la  calle  del  Espíritu  Santo,  ó 
abonar  el  coste  de  su  colocación  :  segundo ,  á  satisfacer  el  interés 
de  6  por  100  sobre  dicha  suma  desde  la  fecha  de  la  demanda  hasta 
la  de  su  pago;  tercero,  á  hacerse  cargo  de  la  parte  de  obra  existente 
en  el  taller  de  Aroca :  cuarto ,  (i  pagarle  el  alquiler  correspondiste 
por  la  ocupación  y  conservación  en  él  de  los  objetos  referidos  desde 
la  fecha  de  la  demanda  hasta  que  Gippini  los  extrajera;  y  quinto,  á 
que  indemnizara  los  perjuicios  que  por  ol  no  cumplimiento  del  con- 
trató se  hablan  irrogado  ó  se  irrogasen  al  demandante: 

Resultando  que  Gippini  impugnó  la  demanda ,  exponiendo  que 
Aroca  había  suministrado  la  mayor  parte,  aunque  no  toda,  deis 
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obra  de  carpintería  de  taller  empleada  en  la  casa  de  la  calle  de  San 
Vicente;  pero  que  para  ello  se  había  entendido  el  demandado  con 
D«  Ildefonso  Bernaldo  de  Quirós ,  duefio  del  almacén  de  maderas  en 
que  Aroca  tenia  su  taller,  y  que  le  proporcionaba  la  mayor  parte  de 
las  qne  empleaba :  que  había  autorizado  á  Aceituno  para  que  practi- 
case la  medición  de  la  obra,  pero  que  sé  había  reservado  el  derecho 
de  aprobar  su  resultado:  que  ignoraba  si  Aroca  había  ó  no  construido 
obra  para  la  casa  calle  del  Espíritu  Santo ,  por  no  haberle  dado  au  - 
torízacion  alguna ;  pues  aun  cuando  en  ella  existían  algunos  cercos 
construidos  9  seria  ocasionado  por  la  tolerancia  del  encargado  de  la 
misma,  la  cual  se  había  suspendido  por  falta  de  obra  de  carpintería: 
que  no  habia  mediado  convenio  alguno  sobre  precios;  y  que  el  de  la 
obra  ejecutada  en  la  casa  de  la  calle7  de  San  Tícente  seria  el  que  \£ 
sasen  peritos  desinteresados: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  parles ,  y  tasadas  por 
peritos  las  obras  ejecutadas  para  una  y  otra  casa,  dictó  sentencia  el 
Juez  da  primera  instancia,  condenando  al  demandado  á  pagar  al  de- 
mandante, con  arreglo  á  la  tasación  verificada  por  los  peritos,  6.989 
aseados  742  milésimas,  con  ef  interés  del  6  por  100  anual  desde  la 
fecha  de  la  demanda,  absolviéndole  de  los  demás  extremos  compren- 
didos en  la  misma: 

Resultando  qne  confirmada  con  las  costas  esta  sentencia  por  la  que 
en  3  de  Marzo  último  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  esta 
capital,  entendiéndose  que  debería  entregarse  al  demandado,  por  el 
demandante,  la  madera  labrada  que  habia  dicho  obrar  en  su  poder, 
y  á  cayo  pago  se  habia  condenado  á  aquel ,  interpuso  D.  Pablo  Ca- 
yetano Gippini  recurso  de  casación ,  citando  como  infringidas: 

1/  La  ley  1.a,  tít.  1.*  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
supone  siempre  la  existencia  de  la  obligación  y  la  voluntad  de  obli- 
garse aunque  para  ello  no  medien  las  palabras  solemnes  de  la  esti- 
pulación :  y  Gippini  ni  directa  ni  indirectamente  había  querido  obli- 
garse con  Aroca  en  lo  relativo  á  las  obras  de  carpintería  de  la  casa 
calle  del  Espíritu  Santo,  reconociendo  la  sentencia  que  no  habia  ha- 
bido contrato  de  ninguna  clase  sotore  semejante  punto. 

8.*  Las  leyes  1/,  y  1S,  tít.  11,  Partida  5.a,  que  definen  y  clasifican 
las  obligaciones;  pues  aunque  en  lo  que  hacia  á  la  forma  externa  de 
ellas»  aparecían  derogadas  por  la  Recopilada  ántés  citada,  subsistían 
en  cuanto  á  su  pensamiento  fundamental,  que  era  el  de  la  existencia 
de  la  obligación,  lo  cual  no  concurría  en  este  caso: 

3.a  La  ley  1.a,  tít.  14  de  la  Partida  3.a  que  dispone  que  la  prueba 
incumbe  al  demandador ,  puesto  qne  se  condenaba  á  Gippini  al  pago 
de  las  obras  que  Aroca  decia  tener  en  su  poder  con  destino  á  las 
casas,  á  la  vez  que  se  consideraba  en  la  sentencia  que  no  se  habia 
Justificado  por  el  demandante  este  estremo : 

¥  4/   La  ley  16,  tít.  8.a,  Partida  5.a,  que  al  dar  eficacia  á  las  obli- 
II.  30 
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gastones  entre  el  nonos  de  lincas  y  de$tagistas  exige  que  exista  siem- 
pre en  estos  cpntratos  precio  cierto  ,  ya  fijado  de  presente  por  lo* 
contratantes,  ya  aviniéndose  al  que  resultq  de  tasación  pericial;  j  ea 
el  caso  presente  qo  había  habido  convención  de  ninguna  clase. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ijinistro  D.  ¿osé  María  Cáceres. 

Considerando  que  D.  Pablo  Gjppini  ha  convenido  en  que  p.  Ber- 
nabé Aroca  le  facilito  la  obra  de  carpintería  de  taller  pam  la  casa 
que  construyó  en  la  calle  de  San  ViceQtp  Alta,  ?sí  como  en  que  le 
ha  entregado  á  cuenta  2.181  escudos  i  reduciéndose  la  cuestión  del 
pleito  á  averiguar  si  la  obra  que  también  entregó  en  parte  Aroca,  y 
se  deppsitó  en  la  casa  calle  de  San  Vicente,  como  la  demás  que  tiene 
hecha  para  la  otra  casa  del  mismo  Gippini  calle  del  Espíritu  Santo, 
debe  recibirla  el  recurrente»  y  ¿  fijar  el  precio  de  toda  la  obra, 
puesto  que  los  interesados  no  lo  han  convenido  anticipadamente: 

Considerando  que  apreciadas  por  la  Sala  sentenciadora  las  prue- 
bas qt\e  han  practicado  la§  partes»  ha  estimado  que  existió  entre  los 
litigantes  pl  contrato  dp  obras  para  las  dos  casas  referidas;  y  que  no 
habiéndose  señalado  o\  precio,  dp be  estarse  por  el  que  designan  les 
peri(oá  de  conformidad ,  pin  que  poutra  aquellas  apreciaciones  se 
alegue  la  infracción  de  ley  6  doctrina  admitida  por  la  jurispruden- 
cia de  los  Tribunales: 

Considerando,  por  tanto  ,  que  su^estoíj  aquellos  hechos»  la  sen- 
tencia no  infringe  las  leyes  que  inoportunamente  se  invocan; 

Pallamos,  qué  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  Ipgtr  al 
recurro  de  casación  interpuesto  ppr  el  demandado  Q.  Pablo  Cayetano 
Gippini,  á  quipn  condenamos  en  lps  costas;  y  devuélvanse  los  autos 
á  la  Audiencia  dé  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gace(*  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamQg  y  firmamos  ^Mauricio  Gar- 
cía.^=íosé  María  Cácerqs.==Láureano  de  Arrieta.=Valentia  Garralda« 
Francisco  María  de  Castllla.==José  María  Uaro.— Joaqpin  Jaumar. 

Publicación; 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentenpia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  Clceres,   Ministro  del   Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera,  el  dia  de 
hoy»  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
'  Madrid  2?  de  Noviembre  de  18(¡9=r  Gregorio  Camilq  García. 
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N¿«.  107. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pago  be  maravedís. — Sentencia  de  22  de  Noviembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Daniel 
Navas  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Remigio  Cordero. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  si  bien  es  un  principio  constante  de  derecho  eftableoi* 
da  expresamente  en  nuestras  leyes  patrias ,  con  [especialidad  en 
algunos  de  ios  títulos  12  y  14  de  la  Partida  5.a,  y  observado  por 
la  jurisprudencia  de  los  Tribunales ,  que  los  créditos  pueden  ce- 
derse y  trasferirse  por  el  acreedor  á  una  tercera  persona  sin  m- 
ttrvencion  alguna  por  parte  del  deudor ,  es  indispensable  sin  em- 
bargo, para  la  eficacia  de  la  cesión  y  trasferpncia ,  qm  cuando 
ésta  se  verifique  el  crédito  sea  verdadero,  que  se  hall?  subsistente 
y  no  haya  stdo  satisfecho  ni  extinguido. 

2.°  Qué  no  tienen  valor  alguno  en  iuicio  ,  á  favor  del  córner» 
emte  que  las  presenta,  foj  asientos  hechos  en  sus  libros  en  qpe  se 
reconoem  raspaduras  y  enmiendas  en  parte  sustancial ,  al  tenor 
de  ¡o  dispuesto  en  los  artículos  41  y  42  del  Código  de  Comercio. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  83  de  Noviembre  de  1869 ,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audien- 
cia de  Valladolid  y  en  el  Tribunal  superior  de  aquel  territorio  por 
D.  Daniel  Hayas  Sánchez  con  I).  Remigio  Cordero,  sobro  pago  Je  ma- 
ravedís; pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  Recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  19  de  Ene- 
ro último  dictó  la  referida  Sala: 

Hqpultando  que  D.  Vidal  Arroyo  firmó  tres  pagarés  en  los  meses 
de  Noyieiqbfe  y  Diciembre  del  año  1864  por  la  cantidad  en  junto  de 
388.213  rs.,  que  fueron  protestados  á  su  vencimiento  por  la  sociedad 
general  de  Crédito  Industrial ,  Agrícola  y  Mercantil ,  de  Valladolid, 
tenedora  de  ellos;  y  que  D,  Remigio  Cordero  abonO  su  importe  &  la 
mencionad*  sociedad»  que  le  cedió  todo3  sus  derechos  con  anuencia 
y  consentimiento  de  D.  Vidal  Arroyo : 

Resultando  que  Cordero  firmó  un  documento  en  30  de  Octubre 
de  1865,  obligándose  4  abonar  á  D.  Vidal  Arroyo  28.670  rs.  que  le 
había  entregado  en  aquel  dia  para  devolver  á  su  voluntad:  que  dicho 
documento  tiene  una  nota  en  que  dice  que  le  tenia  entregada  además 
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una  obligación  del  Crédito  Castellano  ,  valor  1000  rs. ;  y  qne  por  úl- 
timo contiene  un  endoso  hecho  en  28  de  Agosto  de  1866  por  D.  Vidal 
Arroyo  á  D.  Daniel  Navas  por  valor  recibido  del  mismo  efectivo: 

Resultando  que  D.  Daniel  Navas  firmó  en  15  de  Junio  de  1867  un 
extracto  de  su  cuenta  con  D.  Remigio  Cordero  :  que  el  debe  de  ella 
le  componen  cuatro  partidas  ,  la  primera  f  de  10.000  rs.  por  su  en- 
trega en  efectivo  en  23  de  Abril  de  1866;  la  segunda  en  22  de  Junio 
del  mismo  año  por  su  entrega  de  1.800  rs.;  la  tercera  de  28.670  en 
Agosto  28  por  un  abonaré  á  su  cargo,  y  la  cuarta  de  800  entregados 
en  efectivo  en  13  de  Enero  de  1867;  y  que  importando  el  haber  28.980 
reales,  compuesto  de  seis  partidas ,  una  de  13.812  rs.  SO  cents,  por 
saldo  de  Rueda,  Cordero  y  compañía,  cinco  de  15.167  rs.  50  céntimos 
en  junto  por  compra  de  granos ,  produce  un  saldo  á  su  favor  de 
12.290  rs.: 

Resultando  que  D.  Remigio  Cordero  firmó  á  su  vez  en  21  de  dicho 
mes  de  Junio  de  1867  un  extracto  de  su  cuenta  corriente  con  D.  Da- 
niel Navas ,  que  produce  un  saldo  á  su  favor  de  26.380  rs. :  que  el 
debe  se  halla  conforme  con  el  haber  del  anterior ;  y  que  la  diferen- 
cia la  produce  en  el  haber,  que  sólo  se  compone  de  las  dos  partidas 
de  1.800  rs.  por  entrega  en  22  de  Junio  de  1866,  y  de  800  en  15  de 
Enero  de  1867: 

Resultando  que  D.  Daniel  Navas  entabló  en  7  de  Agosto  de  1867  la 
demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  que,  en  su  calidad  de  co- 
merciante de  tejidos  al  pormenor,  había  sostenido  cuenta  corriente 
con  la  sociedad  de  Rueda,  Cordero  y  compañía ,  de  la  cual  había  si- 
do socio  D.  Remigio  Cordero ,  y  á  quien  al  extinguirse  en  18  de 
Marzo  de  1866  habían  correspondido  el  crédito  que  tenia  contra  el 
demandante  y  multitud  de  géneros:  que  había  continuado  con  Corde- 
ro su  cuenta  corriente  por  compra  de  géneros  y  demás  valores  mer- 
cantiles que  producía  el  extracto  que  presentaba;  pero  que  negándose 
Cordero  á  su  pago,  procedía  y  suplicó  que  se  le  condenase  al  reco- 
nocimiento y  conformidad  del  repetido  extracto  de  cuenta  y  al  pago 
de  su  saldo  de  12.290  rs.,  con  los  intereses  y  costas: 

Resultando  que  D.  Remigio  Cordero  impugnó  Ja  demanda  recia- 
clamando  además  del  demandante ,  por  via  de  reconvención,  26.380 
reales  con  sus  intereses  que  le  adeudaba  por  no  haber  recibido  á 
cuenta  de  la  cantidad  de  28.980  reales ,  importe  de  los  géneros  que 
babia  tomado  al  fiado,  más  que  la  de  1.800  y  800  rs.  que  apare- 
cían en  el  extracto  de  su  cuenta,  y  que  habian  reducido  el  adeudo  á 
26.380:  que  declarado  en  quiebra  D.  Vidal  Arroyo ,  padre  político  del 
demandante,  para  sacarle  de  apuros  había  comprometido  Cordero  sa 
fortuna ,  haciéndose  cargo  de  unos  pagarés  de  la  sociedad  Agrícola 
Mercantil,  que  componían  la  suma  de  388.213  rs.:  que  habiendo  ne- 
cesitado fondos,  se  los  babia  pedido  á  D.  Vidal,  que  le  había  dado  á 
cuenta  28.670  rs.  por  los  que  le  habia  entregado  un  abonaré:  qne  li- 
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quidada  en  Marzo  de  1866  la  sociedad  Rueda,  Cordero  y  compañía,  y 
habiendo  recibido  el  demandado  en  pago  de  sus  haberes  créditos  y 
géneros ,  había  recurrido  de  nuevo,á  D.  Vidal  reclamándole  alguna 
cantidad,  y  babia  entregado  al  portador  10.000  rs.,  quo  con  la  suma 
antes  referida  le  habia  abonado  ó  tomado  en  cuenta :  que  sabedor 
D.  Daniel  como  hijo  político  y  hasta  apoderado  de  D.  Vidal  Arroyo 
de  estos  hechos ,  á  fin  de  convertirse  en  acreedor  de  quien  sólo  era 
deudor,  habia  asegurado  y  sostenido  que  él  mismo  y  de  su  propia 
cuenta  habia  hecho  los  pagos  y  entregas  verificadas  por  su  padre  po- 
lítico, á  quien  se  habian  ya  abonado :  que  le  habia  endosado  el  abo- 
naré, pero  que  la  ley  y  la  rnzon  rechazaban  este  incalificable  endoso, 
que  no  se  concebía  después  de  nueve  meses  que  habia  obrado  en  su 
poder  sin  hacer  ningún  uso  de  él ,  y  menos  sin  contar  con  el  que  le 
habia  expedido ,  y  contra  quien  ni  uno  ni  otro  habian  hecho  valer 
hasta  entonces: 

Resultando  que  el  demandante ,  con  presentación  del  abonaré  an- 
tes referido,  replicó  negando  los  hechos  consignados  en  la  contesta- 
ción y  reproduciendo  los  de  su  demanda,  á  los  que  adicionó  que  Don 
Yidal  Arrayo  le  habia  trasferido  en  28  de  Agosto  de  1866  la  cantidad 
de  28.670  rs.  que  tenia  derecho  á  cobrar  á  voluntad  de  D.  Remigio 
Cordero ,  y  que  el  demandado  insistió  en  la  duplica  en  la  ilegalidad 
del  endoso  del  citado  documento  presentado  contra  lo  dispuesto  en  el 
artículo  48  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil : 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  que  además  de 
la  testifical  consistió  principalmente  en  testimonios  de  los  libros  de  la 
extinguida  sociedad  Rueda ,  Cordero  y  compañía ,  de  D.  Daniel  Navas 
y  de  D.  Vidal  Arroyo ,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia; 
y  que  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Vallado)  id  la  revocó  en  19 
de  Enero  último,  absolviendo  á  D.  Remigio  Cordero  de  la  demanda, 
y  condenando  ni  demandante  á  satisfacer  á  aquel  los  26.680  rs.  re- 
clamados por  vía  de  reconvención : 

Resultando  que  D.  Daniel  Navas  interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando al  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo 
Tribunal  como  infringidas: 

1."  La  ley  del  contrato,  consignada  en  el  abonaré,  y  la  1.a,  título 
l.4,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  en  cuanto  se  libertaba  al 
demandado  de  la  cantidad  que  constaba  'en  el  mismo ,  y  en  el  cual 
se  habia  declarado  obligado  á  devolverla,  á  voluntad  del  cédeme  que 
se  le  habia  trasferido  al  recurrente. 

2.*  La  doctrina  consignada  en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  7  de  Mayo  y  24  de  Diciembre  de  1867  y  23  de  Setiembre  de 
1868 ,  según  la  que  las  obligaciones  cuya  certeza  y  legitimidad  no  se 
han  puesto  en  duda  son  exigibtes ,  cualquiera  que  sea  la  forma  en 
que  estén  contraídas ,  no  siendo  necesaria  para  su  cesión  y  trasferen- 
cía  la  intervención  del  deudor. 
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3.°  La  ley  32,  tít.  12,  Partida  5.\  que  obliga  ai  deudor  á  abonar 
al  tercero  que  paga  su  deuda  lo  que  ésta  importe ,  aunque  el  deudor 
ignore  el  pago ,  como  si  se  hubiera  pagado  por  su  mandato ;  la  doc- 
trina consignada  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  95  do 
Abril  de  1867,  y  las  leyes  1.*,  10  y  11,  tit.  5.\  Partida  6.\  citadas 
en  la  misma*  sentencia. 

i.°  El  art.  53  del  Código  de  Comercio  en  su  párrafo  tercero,  en 
cuanto  se  absolvía  al  demandado  de!  pago  de  los  10.008  re.  que  ha- 
bía recibido  del  demandante  y  que  constaban  de  los  libros  dé  éste,  que 
hacían  prueba  á  su  favor  no  habiendo  presentado  aquel  asiento  en 
contrario ;  los  artículos  41  y  18  del  Código  de  Comercio  <  y  la  doctrina 
consignada  en  el  segundo  considerando  de  la  sentencia  de  este  Su- 
premo Tribunal  de  26  de  Mayo  de  1866. 

Y  5.°  Y  con  relación  también  á  la  apreciación  de  las  pruebas  re- 
ferentes á  dicha  partida  de  10.000  rs.,  las  leyes  1.*  y  2.a,  tit.  li* 
Partida  3.a,  y  la  doctrina  de  que  al  litigante  que  excepciona  afirmando* 
incumbe  la  prueba  de  su  excepción ,  consignada ,  entre  otras  sen- 
tencias ,  en  la  de  21  de  Enero  de  1867 ,  toda  vez  que  habiendo  reco- 
nocido Cordero  que  en  Abril  de  1866  había  recibido  los  16.000  rs.  y 
excepcionado  que  esta  entrega  había  sido  por  cuenta  de  Arroyo,  sin 
embargo  había  sido  absuelto  de  la  detaanda  en  este  particular. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arrien*; 

Considerando ,  relativamente  al  abonaré  de  28.670  rs.,  firmado  en 
36  de  Octubre  de  1865  por  D.  Remigio  Cordero  A  favor  de  D.  Vidal 
Arroyo  y  endosado  por  éste  en  28  de  Agosto  de  1866  á  la  orden  de 
Don  Daniel  Navas ,  que  si  bien  es  un  principio  constante  de  derecho 
establecido  expresamente  en  nuestras  leyes  patrias,  cdn  especialidad 
en  algunos  de  los  títulos  12  y  14  de  la  Partida  5.a ,  y  observado  por 
la  Jurisprudencia  de  los  Tribunales ,  que  los  créditos  pueden  cederse 
y  trasferirse  por  el  acreedor  á  una  tercera  persona  sin  intervención 
alguna  por  parte  del  deudor ,  es  indispensable  sin  embargo ,  para  la 
eficacia  de  la  cesión  y  trasfereneia ,  que  cuando  ésta  se  verifique  el 
crédito  sea  verdadero ,  que  se  halle  subsistente  y  no  haya  sido  satis- 
fecho ni  extinguido : 

Considerando  que  de  la  prueba  documental  presentada  en  autos 
con  relación  á  los  libros  de  la  sociedad  Rueda ,  Cordero  y  compañía, 
de  que  era  Gerente  el  demandado,  se  deduce  que  cuando  D.  Vidal 
Arroyo  endosó  el  indicado  abonaré  á  favor  de  su  yerno  D.  Daniel  Na- 
vas se  hallaba  ya  abonado  su  importe  al  mismo  Arroyo  como  saldo 
de  su  cuenta  con  aquella  sociedad ,  no  pudiendo  por  tanto  aquel  en- 
doso trasferir  á  Navas  un  derecho  que  ya  no  existia : 

Considerando ,  en  cuanto  á  la  entrega  de  10.000  rs.,  hecha  á  Cor- 
dero en  23  de  Abril  de  1866 ,  que  además  de  poderse  aplicar  á  ella 
con  bastante  fundamento  la  precedente  observación ,  no  se  halla  jus- 
tificada por  parte  de  D.  Daniel  Navas  por  otro  medio  que  por  el  de 
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un  asiento  de  sus  propíos  libros,  en  que  se  han  reconocido  raspadu- 
ras y  enmiendas  en  parte  sustancial ;  por  cuyos  defectos ,  apreciados 
por  ia  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  facultades ,  no  ha  atribuido 
ésta  á  dicho  asiento  valor  alguno  en  juicio,  al  tenor  de  lo  dispuesto 
co  los  artículos  41  y  42  del  Oódlgo  dfe  Comercio  : 

Considerando ,  en  su  virtud ,  que  las  citas  hechas  por  la  parte  re- 
currente en  apoyo  del  mencionado  principio  de  la  trasmisibilidad  de 
créditos  y  denichos  oon  independencia  del  deudor  no  afectan  ni  con 
trirfaa  e*  nada  la  sentencia  ejecutoría  en  su  fallo  resolutivo  ;  por 
más  qae  puedan  impugnar  algunos  de  sus  considerandos;  que  las  di- 
rigidas á  la  parta  del  fallo  que  se  refiere  á  la  indicada  entrega  de  los 
10.000  ra.  carecen  de  oportunidad  y  de  valor  legal  ante  la  ineficacia 
de  la  única  prueba  con  que  se  ha  pretendido  justificar ,  y  que ,  por 
consecuencia,  la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido  en  ninguna  de 
las  infracciones  que  so  la  imputan ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación,  interpuesto  por  D.  Daniel  Navas ,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Valla- 
dolid  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  CoUetíon  legislatitm,  pasándose  al  efecto  las  cofias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  tnandamos  y  firmamos.  =  Mauricio  Gár* 
cía.uiosé  María  Gáceres.^Laureano  dé  Arriata  .«^Valentín  Garralda.*= 
Fratírisoo  María  de  Castilla  .=4osé  Fermín  de  Muro.=Fernendo"  Pérez 
de  Hozas. 
Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sí*.  Don 
Laureano  de  Arrieta,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ,  es- 
tándose celebrando  audiencia  publica  en  su  Sala  primera  el  dia  de  hoy, 
dé  que  certifico  domo  Escribano  do  Cámara. 
Madrid  2§  de  Noviembre  de  18«9  .^Gregorio  Camilo  García. 


472  TRIBUNAL  SUPREMO  ft£  JUSTICIA. 


Núm.   108. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pago  de  cantidad. — Sentencia  de  22  de  Noviembre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  á  nombre  de  la 
Compañía  de  los  ferro-carriles  de  Zaragoza  á  Pamplona  y  Barce- 
lona, contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Mariano  Parellada. 

.  En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  ejecutoria  fundada  en  las  palabras  terminantes  de  un 
convenia ,  y  que  se  ajusta  á  sus  prescripciones  no  infringe  la  ley 
del  contrato. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Noviembre  de  1969,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Afel- 
tran de  Barcelona  y  en  la  Sata  segunda  de  ia  Audiencia  de  la  misma 
ciudad  por  D.  Mariano  Parellada  con  la  Compañía  de  los  ferro-carri- 
les de  Zaragoza  á  Pamplona  y  Barcelona,  sobre  pago  de  6.000  daros; 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  la  Compañía  demandada  contra  la  sentencia  que  en  i  de 
Marzo  último  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  la  Empresa  del  ferro-carril  de  Zaragoza  á  Barce- 
lona y  D.  Mariano  Parellada,  Ingeniero  Jefe  de  las  obras  de  dieba 
via,  firmaron  un  convenio  en  19  de  Abril  de  1864,  por  el  que  la  So- 
ciedad nombró  á  Parellada  Ingeniero  Jefe  de  la  explotación ,  estando 
en  tal  concepto  bajo  su  inmediata  dirección  todos  los  servicios  que 
de  ella  hubiesen  de  depender ,  sin  que  la  comisión  directiva  nom- 
brase sin  oírle  empleado  alguno  para  la  csplotacion ,  comprometién- 
dose á  servir  dicho  cargo  por  espacio  de  cuatro  años,  contados  desde 
1.*  de  aquel  mes,  y  obligándose  la  Sociedad  á  satisfacerle  6.000  du- 
ros anuales ,  y  que  en  el  art.  4.°  de  dicho  convenio  se  estableció  lo 
siguiente:  «que  si  durante  los  tres  y  medio  primeros  años  tuviese 
por  conveniente  la  Sociedad  rescindir  este  compromiso,  se  obligaba 
á  satisfacer  á  Parellada  la  cantidad  de  6.000  duros ,  además  de  la 
parte  de  sueldo  que  le  correspondiese  percibir  á  la  fecha  de  la  res- 
cisión ,  bien  fuese  porque  la  Sociedad  no  quisiese  seguir  utilizando 
los  servicios  de  Parellada ,  bien  porque  la  misma  se  fusionase  con 
otras  Compañías ,  bien  porque  se  traspasase  ó  vendiese  el  camino  ¿ 
un  particular  ó  Sociedad ,  ó  bien  por  cualquiera  otro  motivo,  sea  éste 
el  que  fuere  ó  por  lo  que  fuere ;  entendiéndose  que  la  cantidad  de 
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MH  duros  por  compensación  ó  indemnización  señalada  que  la  res- 

cwron  le  irrogana,  debería  abonarse  igualmente  aunque  no  tuviesen 

XkSLZZL  Pr,I,S,0S'  8l  «■*"«*>  •>    M»riano  Parellada  las 

7 fw^BTU,adaLCn  Cl  paCto  ,ercero  •  P°r  medios  «directos 

creer  que  no  debía  seguir  al  frente  de  su  cometido : » 

imÍÍTÍ^xT  o™  vírludí  de  «"on'zadon  de  M  de  Diciembre  de 

cTif ¿Tfí  'a  ^^  del  *"H»*  «»e  Zaragoza  á  Barcelona 

fZ,«dí,íía,?g0Z8a  ,',,m,,,(ma '  toman*>  ,a  ^nominación  de 

vT^Síf  ?0Z*  "  Pam',,(M,a  *  Barcelona,  formando  nne- 

JZi    ~  °     i  ^í"1  los  que  ,a  ^^"d  ,«*pia  8«  domicilio  en  Ma- 

2^i     !     T"8írada  por  un  ^'^J0  de  M  individuos,  estando  la 

m£?£Li?  i^08  f  T***  confiada  *  un  Direclop  «eneral ,  en 
quien  podía  delegar  las  facultades  que  estimara  convenientes  además 
ae  las  particulares  que  tenia  señaladas  respecto  al  servicio  - 
HiJÍ!.UUand0  V?  uombnño  el  Ingeniero  D.  Manuel  Madrid  Mvila, 
2¡?2r  fTT\  C-  'a  nueva  Socledad '  D  Manucl  tenada  mani- 
ÍSm.  «,  \.  .6,  °  dC  ,866  á  la  coinision  directiva  de  la  primitiva 
i2¡ ?     ,       fe,'^0■carri,  rfe  Zaragoza  á  Barcelona  que,  creyendo 

S  1€¡  Jf  °  P!eVí.S,°  en  la  c,áU8U,a  *'  del  convenio  de  »  de 
„..rli  k-  ?  *  P6dia  ,a  "'""dación  de  sus  haberes  basta  el  día  en 
que  debía  hacer  entrega  de  su  cargo  al  nuevo  Director  general,  y 

vt¡;  íf  ¿°S  6M0AdaiT  "ue  com<>  indemnización  le  JüSoJí 
LZ    el,f?nsej0  de  administración ,  á  quien  la  comisión  dio  cuenta 

Zr* „!  p^J„a(!í>mUnl0f Cl0n '  acordó  <*w  se  Practicasen  gestiones 
para  que  Parellada  continuase  prestando  sus  servicios,  pero  que  si 
mslstia  en  retraerse,  no  podia  menos  de  reconocer  el  derecho  que 
ie  asistía  á  pedir  la  indemnización  de  «.«00  duros  estipulada  en  el 
contrato;  y  que  reproducida  por  Parellada  su  reclamación  ai  Director 
general .  le  contestó  el  comité  de  Barcelona  en  18  de  Setiembre  de 
nm  que  no  se  conceptuaba  autorizado  para  resolverla ,  y  que  débia 
erigirse  al  Consejo  de  administración  domiciliado  en  Madrid. 

Resultando  que  en  12  de  Noviembre  de  dicho  año  entabló  D.  Ma- 
riano Parellada  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  conde- 
nase n  la  Compañía  do  los  ferro-carriles  de  Zaragoza  á  Pamplona  y 
Barcelona,  en  la  cual  se  había  fusionado  la  del  de  Ziragoza  ¿  Bar- 
celona, al  pago  de  la  mencionada  cantidad  de  6.000  doros,  con  los 
intereses  desde  cl  28  de  Junio  de  aquel  año,  fundado  en  que  nom- 
Drado  un  Director  general  de  la  nueva  Sociedad ,  con  las  amplias 
atribuciones  que  ios  nuevos  estatutos  le  conferian ,  no  podía  conti- 
ntnr  en  su  destino  de  Jefe  de  explotación  en  los  mismos  términos  y 
condiciones  en  que  hasta  el  momento  de  la  fusión  lo  habla  desem- 
peñado, y  había  llegado  por  tanto  el  caso  provisto  en  la  cláusula  I.« 
del  eonlrato  de  19  de  Abril  de  1864 : 

Resultando  que  la  Compañía  impugno  la  demanda  porque  la  res- 
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cisión  del  mismo  sólo  procedía  cuando  la  Sociedad  hubiese  tenMo 
por  conveniente  efectuarla  por  cualquier  motivo ,  ó  porque  Parellada 
se  creyere  herido  en  su  delicadeza ,  ninguno  de  cuyos  casos  se  había 
realizado ;.  por  no  ser  motivo  para  el  segundo  el  nombramiento  de 
un  Director  general»  puesto  ¿me  Panllqda.  podía  continuar  prestando 
sus  servicios  en  el  mismo  destino  que  obtenía : 

Resultando  que  oondenada  la  Compañía  al  pago  de  la  cantidad 

reclamada  con  los  intereses  desde  la  presentación  de  la  demanda  por 

sentencia  confirmatoria  que  en  4  de  Marzo  último  dictó  la  Sala  se* 

gunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  interpuso  la  Sociedad  recurso 

de- casación,  citando  como  infringidas: 

1/  lia  ley  del  contrato,  y  por  lo  tanto  la  7.a»  párrafo  sétimo.  Di- 
gesto, De  pactis;  la  ley  83  del  mismo  Digesto,  De  reguiis  juiris;  la  ley 
l.\  tít.  11,  Partida  &\  y  la  l.\  título  l.\  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación ,  así  como  la  jurisprudencia  establecida  por  V.  A.  en 
sentencias  de  31  de  Diciembre  de  1857,  19  de  Abril»  24  de  Noviem- 
bre y  22  de  Diciembre  de  1859,  8.  de  Marzo  y  12  de  Diciembre  de 
1861 ,  28  de  Marzo  de  1863 «  14  de  Octubre  de  1864,  1/  de  Diciembre 
de  1866 ,  24  de  Febrero  de  1868  y  otras ; 

Y  2.*  La  doctrina  establecida  en  las  sentencias  de  11  de  Abril  de 
1865  y  16  de  Octubre  de  1866,  en  la  primera  de  las  cuales  se  dice 
que  sólo  puede  acudirsc  4  interpretación  cuando  la  oscuridad  ó  duda 
la  hagan  absolutamente  nece&ria. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que  el  art.  4.°  del  convenio  de  19  de  Abril  de  1864 
concede  á  D.  Mariano  Parellada  la  indemnización  de  6.008  duros, 
no  sólo  por  cualquiera  de  los  casos  previstos  por  los  que  pudiera 
haber  lugar,  á  la  rescisión  del  contrato,  sino  también  cuando  par  me- 
dios indirectos  se  hiriere  de  algún  modo  su  delicadeza  hasta  ei  punto 
que  pudiera  creer  que  no  podía  seguir  al  frente  de  su  cometido: 

Considerando  que  verificada  la  fusión  de  la  Compañía  con  la  de 
Pamplona  á  Zaragoza»  en  lugar  de  la  Jmbu  directiva  compuesta  de 
trep  comerciantes ,  se  nombró  un  Ingeniero  pora  Director  general  de 
la  Empresa,  pudo  creer  Parellada  herida  su  delicadeza  hasta  el  punta 
de  no  debpr  seguir  desempeñando  su  cargo : 

Y.  considerando  que  la  ejecutoria  que  así  lo  declara ,  fundada  en 
las  palabras  terminantes  del  convenio ,  y  que  también  se  ajusta  á  sus 
prescripciones,  no  ha  infringido  la  ley  del  contrato  ni  ninguna  de 
las  citadas  como  leyes  y  como  doctrina,  porque  todas  ellas  vienen 
á  ordenar  que  en  todos  los  contratos  se  cumpla  lo  que  en  ellos  se 
ha  pactado; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  á  nombre  de  la  Compañía  de  ios 
ferro-carriles  de  Zaragoza  á  Pamplona  y  Barcelona,  á  la  que  conde- 
namos en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito,  que  so  distribuirá 
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coa  arreglo  6  la  ley ;  devolviéndose  loa  autos  á  la  Audiencia  de  Bar* 
caloña  con  la  certificación  correspondiente. 

Aai  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gmttm  y 
se  insertará  en  la  Critecion  Ugislatita ,  pasándose  al  electo  la»  copia» 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamoajeMaurieio  Gar* 
cía.  =  Laureano  de  Arriata.  =*  Valentín  Garralda.  =»  fosé  María  ¡Ja- 
ro. s=  Joaquín  Jaumar.c*José  Fermín  de  Muro ,=»  Fernando  Peras  de 
lozas. 

Publicación : 

Laida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  lime*  Sr.  Sos 
Valentín  Garralda,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justioia .  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo 
eldia  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  ,de  Cámara. 

Madrid  88  de  Noviembre  de  18C9.c9GregoriQ  Camilo  Garda. 


Núm.  109. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pifio  de  maravbdís.— Sentencia  de  24  de  Noviembre ,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Manuela 
Cortés  y  Víctor  Polo,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  prima* 
ra  de  la  Audiencia  de  Gácerea ,  en  pleito  con  Dolía  Rosa  y> 
Dofla  La  urea  na  Luceño* 

En  sus  coNsiraJuiroos  se  establece: 

Que  cuando  el  demandado  contestando  la  demanda*  expresa 
que  conviene  en  la  exactitud  de  loe  hechos,  tal  if  conforme  se  enu- 
meran y  redactan  en  agüella*  y  los  acepta  desde  luego  por  ser 
ciertos»  esta  manifestación  es  el  más  expreso  asentimiento  que  pue- 
de datse  á  un  documento  traído  al  juicio  sin  citación  contraria*  < 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  84  de  Noviembre  de  1M9  ♦  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cáceres  y  en  Id  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  Doña  Rosa  j  Doña 
Laurean*  Luceffo,  representadas  por  sus  maridos  D.  Antonio  Márquez 
Criado  y  D.  Lorenzo  AIpnente ,  con  Manuela  Cortés ,  viuda  do  Manuel 
Polo,  y  su  hijo  Víctor  Polo,  sobre  pago  de  maravedís;  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  Interpuesto  por  los 
demandados  contra  la  sentencia  que  en  18  de  Enero  último  dicté  la 
referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Manuel  Polo  confesó  por  escritura  de  15  d« 
Abril  de  1850  que  era  en  deber  á  Rosa  Cambon,  por  el   precio  de 
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diferentes  carretas  y  bueyes  que  le  había  vendido  y  por  otros  con- 
ceptos, 21.504  rs.t  y  se  obligó  á  satisfacerlos  en  tres  plazos  anuales, 
constituyéndose  en  fiadora  Juana  Leal ,  tímdre  política  del  otorgante, 
que  hipotecó  diferentes  bienes ,  obligándose  además  uno  y  otra  al 
abono  de  un  interés  de  un  6  por  100. 

Resultando  que  Doña  Rosa  y  Dofia  Laureana  Luceño,  nietas  y  he- 
rederas de  Doña  Rosa  Cambon ,  representadas  por  sus  respectivos 
maridos ,  entablaron  demanda  en  5  de  Julio  de  1860 ,  usando  de  la 
acción  personal  contra  Manuel  Polo,  y  subsidiariamente  de  la  hipo- 
tecaria contra  los  bienes  hipotecados,  para  que  se  le  condenase  al 
pago  de  93.894  rs.  que ,  rebajadas  las  cantidades  que  había  entrega- 
do y  agregados  los  intereses  devengados  en  los  nueve  años  trascur- 
ridos, adeudaba  por  razón  de  dicho  crédito,  con  más  los  que  se  de- 
vengasen hasta  su  pago,  procediéudose  de  no  verificarlo  á  la  enaje- 
nación de  las  fincas  hipotecadas: 

Resultando  que  Manuel  Polo  contestó  á  la  demanda  reconociendo 
los  hechos  de  la  misma ,  relativos  á  los  consignados  en  la  escritura 
mencionada  y  á  la  existencia  de  ésta ;  pero  negando  los  demás  refe- 
rentes á  las  cantidades  entregadas  á  cuenta,  que  dijo  ascendian ,  se- 
gún los  documentos  que  acompañaba,  á  29.119  rs.,  estando  extin- 
guido el  crédito  en  1857,  sobrando  un  saldo  á  su  favor  de  4.615  reales, 
que  debian  tener  aplicación  á  los  réditos ;  y  que  ascendiendo  estos  á 
5.084  rs.,  hecha  la  liquidación  del  capital,  según  las  épocas  en  que  el 
deudor  habia  entregado  cantidades  á  cuenta ,  restaba  por  este  último 
concepto  462  rs.,  cuya  reclamación  debia  ser  objeto  de  un  juicio  verbal: 

Resultando  que  los  demandantes  sostuvieron  que  las  cantidades 
que  se  decían  entregadas  y  que  aparecían  de  los  documentos  acom- 
pañados, eran  independientes  del  crédito  que  reclamaban ;  y  que  fa- 
llecido Manuel  Polo,  su  viuda  é  hijo  insistieron  al  duplicar  en  Ja  pre- 
tensión del  escrito  de  contestación : 

Resultando  que  condenados  los  demandados  al  pago  de  la  canti- 
dad .reclamada  y  sus  intereses  por  la  sentencia  confirmatoria  con 
las  costas  que  en  18  de  Enero  último  dictó  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Cáccres ,  interpusieron  la  viuda  é  hijo  de  Manuel  Polo 
recurso  de  casación,  citando  como  infringida  la  regla  1.a  del  art.  281 
de  Ja  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  al  estimarse  como  justificativa  de 
la  demanda  la  escritura  de  15  de  Abril  de  1850,  que  no  habia  sido 
cotejada  con  su  original ,  ni  se  le  habia  prestado  por  los  recurren- 
tes ,  á  quienes  perjudicaba  el  asentimiento  expreso  que  la  menciona- 
da regla  exigía  como  requisito  indispensable  para  que  los  documen- 
tos públicos  y  solemnes  fueran  eficaces  enjuicio;  sin  que  se  opusiera 
á.  esto  el  que  no  hubiera  sido  impugnada  por  los  recurrentes  para  de- 
ducir de  ello  el  convencimiento  presunto,  pues  la  ley  no  conside- 
raba esto  bastante  cuando  exigía  que  hubiera  de  ser  precisamente 
expreso* 
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Visto,  siendo  Ponente  ei  Ministro  D.  José  María  Haro. 

Considerando  que  el  demandado  Mannei  Guillermo  Polo  en  el  es- 
crito contestando  la  demanda  expresó :  « El  demandado  conviene  en  la 
exactitud  de  esos  cinco  hechos,  tal  y  conforme  se  enumeran  y  redactan ,  y 
¡os  acepta  desde  luego  por  ser  ciertos;*  cuyos  cinco  hechos  sou  la  his- 
toria del  préstamo  hasta  llegar  al  otorgamiento  de  la  escritura ;  cuya 
copia  acompañaba  á  la  demanda : 

Considerando  que  esta  manifestación  es  el  mas  expreso  asenti- 
miento que  puede  darse  á  un  documento  traído  ai  juicio  sin  citación 
contraria ,  por  cuya  razón  la  sentencia  de  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  ¿áceres ,  de  cuya  casación  se  trata,  no  infringe  lo  dis- 
puesto en  la  regla  1.a  del  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
único  fundamento  que  se  alega  en  apoyo  del  recurso: 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
interpuesto  por  los  demandados  Manuela  Cortés  y  Víctor  Polo,  á  quie- 
nes condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  han  prestado 
caución ,  que  pagarán  si  vinieren  á  mejor  fortuna  ,  distribuyéndose 
entonces  con  arreglo  á  la  ley ,  y  en  las  costas ;  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Audiencia  de  Ulceres  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  e&teto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos  .^Mauricio  Gar- 
cía .=  José  María  Cáceres.  =  Laureano  de  Arrieta.=* Valentín  Garralda. 
s=José  María  Haro.=José  Fermin  de  Muro.—Fernando  Pérez  de  Rozas. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  Haro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es 
tándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  Noviembre  de  1869.=Gregorio  Camilo  García. 

Nüm.  110. 

CASACION.-SALA  PRIMERA. 

Liberación  be  las  fincas  be  una  quiebra  v  percibo  del  importe 
de  otras  vendidas. — Sentencia  de  24  de  Noviembre ,  declaran- 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Comi- 
sión liquidadora  del  Banco  de  Economías ,  contra  la  pronuncia- 
da por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valladolid ,  en  pleito 
con  los  síndicos  de  la  quiebra  de  Doña  Martina  Escudero. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°    Que  la  ejecutoria  basada  en  la  graduación  de  créditos  hi- 
potecarios, acordada  en  junta  general  de  acreedores,  y  que  se  di* 
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rige  á  llevar  a  efecto  fa  venta  de  fincas  pertenecientes  á  la  ptiebra 
para  hacer  fondos  disponibles  y  repartirlos  eon  arreglo  á  ta  mis- 
ma graduación  consentida ,  no  infringe  ésta. 

2;°  Que  el  comprador  debe  pagar  el  precio  al  vendedor*  y 
éste  entregar  é  aquel  la  cosa  vendida  con  todo  lo  perteneciente  á 
tu  misma,  seaun  lo  prescrito  en  la  ley  28,  tít.  o.*t  Partida  5.* 

3.°  Que  el  cesionario  del  comprador  hace  suya  la  obligación 
que  era  de  éste. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  84  de  Noviembre  de  1869,  en  los  antes 
incidente  4  los  de  quiebra  de  Doña  Martina  Escudero,  seguidos  en  el 
Juagado  de  primera  instancia  de  Patencia  y  en  la  Sala  lerdera  de  la 
Audiencia  de  Valladolid  por  los  síndicos  de  aquella  con.  la  sociedad 
Banoo  de  Madrid,  y  en  el  día  la  Comisión  liquidadora  del  Banco  de 
EeewmtoSj  sübre  liberación  de  las  fincas  de  la  quiebra  y  percibp  del 
importe  de  las  vendidas;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  referida  Comisión  liquidadora 
oontra  la  stnténoia  que  en  15  de  Marzo  último  pronunció  dioba  Sala: 

Resultando  que  declarada  en  estado  de  quiebra  Doña  Martina  Esou- 
dpvoi  viuda  de  D.  Enrique  de  la  Cuetara,  en  junta  general  de  acreedo- 
res de  W  de  Mayo  de  1866,  á  la  (Jne  concurrió  la  representación  del 
BunáB  4$  Madrid,  se  aprobó  la  graduación  de  créditos  presentada  por 
los  Mttdieoa ,  comprendiéndose  en  los  hipotecarios :  primero «  D.  Mar- 
cos y  t).  Galo  tobes  por  la  cantidad  de  161.746  rs.  30  cents,  por  un 
censo  sobre  la  fábrica  titulada  Once  Paradas,  según  escritura  do  12 
do  Julio  de  1843 :  segundo ,  la  Hacienda  nacional  por  118.000  rs.;  im- 
portante 4a  plazos  no  pagados  de  la  compra  del  batan  San  Sebastian, 
según  escritura  de  84  de  Octubre  de  1815 ,  y  13.688  rs.  pot  plazos  do 
la  compra  de  un  quiñón  de  tierras  que  perteneció  al  hospital  de  San 
Bernabé <  por  escritura  de  £¿  de  Agosto  de  1859:  tercero,  D.  Juan 
Abarca  por  355.673  rs.  50  cents,  procedentes  de  escrituras  de  13  de 
Diciembre  de  1861  y  1."  de  Mayo  de  1882,  en  las  que  resultan  hipo- 
tecados los  artefactos  de  la  fábrica  Once  Paradas;  y  cuarto,  la  socie- 
dad mercantil  titulada  Banco  de  economiai,  &  la  SQion  el  de  Madrid, 
por  la  cantidad  de  1.870.000  rs.  por  préstamo  al  interés  de  14  por  100 
anual,  eon  hipoteca  de  las  tincas  pertenecientes  ft  la  quiera,  coló  dfl 
la  Sonta*  tiernas  del  hospital  de  San  Bernabé  otras  en  Campo  de  P  a  leñ- 
óla i  flbrtca  4e  Onoe  Paradas,  sotillo  del  Molino  y  huertas  de  (Caldas 
y  laldajóa,  según  escrituras  de  30  de  Abril  y  7  de  Mayo  de  1164: 

Besultando  qud  verificada  la  subasta  de  los  bienes  pertenecientes 
á  la  quiebra,  quedaron  rematadas  algunas  filloas  en  favor  da  varios 
sujetos,  entre  ellos  D.  Diego  Montaut ,  que  cedió  las  suyas  á  la  socie- 
dad Banco  de  Madrid ;  por  auto  de  89  de  Mayo  de  1867  se  aprobó  el 
rtgMtto  i  mandó  requerir  á  los  compradores  para  que  ooncurriesen  ai 
otorgamiento  de  escrituras  y  entrega  de  los  precios  &  la  sindicatura, 
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compareciendo  previamente  a  otorgar  tas  cesiones  los  que  hubieran 
subastado  con  esta  calidad  : 

Resultando  que  por  parte  de  los  síndicos  se  espuso  que  las  fincas 
vendidas  se  hallaban  hipotecadas  (i  la  seguridad  det  crédito  de 
1 .870.003  rs.  á  favor  de  la  sociedad  Banco  de  Madrid :  que  at  tomar 
Me  parte  en  los  acuerdos  de  las  juntas  de  acreedores ,  se  obligó  I 
hacer  por  su  parte  lo  que  fuera  necesario  para  la  ejecución  y  cum- 
plimiento de  lo  acordado,  en  cuyo  caso  se  hallaba  el  enajenfch  libres 
las  fincas  gravadas  con  dicha  hipoteca ,  y  pidió  se  requiriera  al  ex- 
presado acreedor  Banco  de  Economías  ó  de  Madrtd  para  tyue  otorgase 
la  correspondiente  escritura  de  liberación  de  hipoteca  de  las  fin  ¿as 
de  la  quiebra  expresadas  en  la  escritura  de  SO  dé  Abril  de  1861 ;  con 
apercibimiento  de  que  si  no  cumplía  con  lo  expresado  se  procediera 
á  lo  que  hubiera  lugar  en  justicia,  y  se  le  exigirla  la  responsabilidad 
por  los  daños  y  perjuicios  que  se  originasen  á  14  quiebra: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  representación  del  Banco 
de  Madrid,  manifestó  (fue  estaba  dispuesto  á  comparecer  é  intervenir 
en  las  escrituras  qué  se  otorgasen  á  los  compradores  haciendo  en  las 
mismas  la  oportuna  liberación  de  hipoteca  éon  que  la  finca  se  halla- 
ba gravada,  siete pre  que  en  el  acto  se  le  hiciera  efectivo  el  valor  de 
la  hipoteca  con  qué  respectivamente  estaba  gravada  cada  flnfca,  feón 
los  intereses  estipulados  y  según  las  disposiciones  det  art.  til  dg  la 
ldy  Hipotecaria ;  pues  de  no  haceWó  así  se  desprenderla  de  Un  defre- 
chb  real  que  tenia  sobre  las  fincas ,  á  lo  que  nd  se  le;  nodli  obligad 
en  tanto  ño  sé  le  hiéierá  efectivo  el  valor  de  la  hipoteca  6  flqüét  ei 
qué  la  finca  hubiese  sirio  vendida,  si  no  llegase  á  títibrii*  líi  tótaltd^i 
de  la  hipoteca  t  qué  en  cuanto  ft  las  fincas  subastadas  en  f&yór  $í 
D.  Diego  Montaut  y  cedidas  por  éste  al  mismo  Bando  dé  Maú+id,  !)tt 
Wocurhdoi*  estaba  dispuesto  &  aceptar  en  su  nombré  lá  cesioh,  áégtiíí 
el  |>oder  que  ál  efecto  se  le  había  conferido,  i  podía  que  deádd'fyfe- 
gb  áe  té  otorgase  lá  correspondiente  esdriturá,'  puesto  que  hd  hábiá 
de  proceder  la  entrega  del  precio ,  en  rázon  á  efue  lá  cantidad  (fe  lá 
hipoteca  c|ue  á  favor  del  Banco  estaba  constituida  soírté  Ia3  ffneas  ferjt 
infinitamente  mayor  A  la  en  que  se  subastaron,  y  debía  adjudicárse- 
le en  pago  éon  arreglo  S  la  ley;  y  como  era  la  mistna  entidad' lá  que. 
habia  de  liberar  la  hipoteca  y  aquella  á  favor*  de  ouien  se  habla  ejé 
hacer  él  pago  y  otbfgar  la  escritura ,  quedarla  por  este  acto  consoli- 
dado el  derecho  y  liberada  la  finca: 

Resultando  que  después  de  haberse  dictado  Varios  próVeldps  por 
al  Juez  de  primera  instancia  y  remitidos  los  autos  á  la  ¿udiencb.  en 
virtud  de  apelación  interpuesta  por  parte  de  lá  felndlÜat'ufo ,  tá  Sala 
tercera  prenunció  Sentencia  en  15  de  Marzo  último,  condenando  ál 
Banco  de  Economía*  de  Madrid  á  que  compareciera  por  si  ó  por  Repre- 
sentación legítima  en  el  oficio  del  Escribano  de  la  subasta  en  el  tér- 
mino de  quinto  dia  á  fin  de  otorgar  la  escritura  de  liberación  de  ni- 
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poteca  de  las  fincas  subastadas  á  favor  de  los  demás  rematantes: 
apercibido  que  de  no  hacerlo  en  dicho  plazo  se  otorgaría  de  oficia  la 
indicada  escritura,  y  &  entregar  el  precio  de  las  fincas  que  á  dicho 
Banco  le  habían  sido  cedidas ,  sin  perjuicio  de  que  por  el  orden  acor- 
dado, aprobado  y  ejecutoriado  en  la  graduación  de  acreedores  de  la 
quiebra»  se  pagase  al  referido  Banco  en  todo  ó  en  parte  cuando  llegue 
el  turno  y  con  arreglo  á  la  graduación : 

Resultando  que  la  Comisión  liquidadora  del  Banco  de  Economías 
interpuso  recurso  de  casación,  citando  entonces  y  después  ante  este 
Tribunal  Supremo  como  infringidas: 

1/  La  doctrina  y  jurisprudencia  universal  y  constante  de  que  el 
acreedor  hipotecario  es  preferible  al  que  no  tiene  este  carácter ;  los 
artículos  1.115,  1.119, 1.120  y  1.123  del  Código  de  Comercio,  y  la  ley 
de  la  materia ,  ó  sea  la  graduación  de  acreedores ,  porque  las  fincas 
subastadas  y  sobre  que  versaba  la  cuestión  no  eran  hipotecas  respon- 
sables de  los  créditos  de  los  otros  tres  acreedores  hipotecarios,  sino 
única  y  exclusivamente  del  Banco  de  Economía* ,  que  tenia  indisputa- 
ble y  preferente  derecho  á  cobrar  su  crédito  con  el  valor  de  dichas 
fincas  como  hipotecas  especiales,  y  por  la  sentencia  se  daba  á  ios 
tres  primeros  acreedores  hipotecarios  preferencia  sobre  el  Banco  para 
cobrar  el  importe  de  sus  créditos  con  el  valor  de  las  hipotecas  que 
no  eran  suyas  ni  garantizaban  sus  créditos. 

2.*  Los  artículos  1.129  del  Código  de  Comercio,  y  82  y  131  de  la 
Ley  hipotecaria ,  porque  si  según  el  primero  se  han  de  distribuir  los 
fondos  disponibles  con  arreglo  al  acta  de  graduación ,  y  conforme  á 
los  segundos  el  Banco  de  Economías  tenia  y  tiene  á  su  favor  un  titulo 
hipotecario  sobre  las  fincas,  sólo  recibiendo  su  valor  podia  ser  obli- 
gado á  la  liberación  y  cancelación  de  que  hablan  dichos  artículos, 
viniendo  esta  circunstancia  á  demostrar  que  cuando  en  la  sentencia 
se  impone  esa  obligación,  prescindiéndose  de  su  derecho,  se  reconocía 
paladinamente  que  él  sólo  tenia  hipoteca  especial  á  su  favor  sobre  las 
fincas  subastadas  y  la  preferencia  consiguiente. 

3/  La  doctrina  legal  y  jurisprudencia  constantemente  observada 
de  que  los  capitales  de  censo  no  son  exigibles  como  deudas ,  y  sf 
únicamente  sus  réditos,  á  no  ser  por  redención  á  voluntad  del  censa- 
tario ,  y  si  en  los  juicios  de  quiebra  ó  concurso  de  acreedores  se  re- 
conocen y  gradúan  dichos  capitales,  no  es  al  efecto  de  que  hayan  de 
pagarse  como  deudas ,  sino  al  de  dejarlos  como  gravamen  hipoteca- 
rio sobre  los  bienes  correspondientes ,  y  á  rebajar  de  su  precio» 

Y  4/  Las  leyes  28,  tít.  5.a,  Partida  B.1;  y  l.\  tít.  1.*,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación ,  según  las  cuales  el  comprador  y  no  otro, 
ni  cesionario  suyo,  es  el  obligado  &  entregar  el  precio  de  la  cosa 
vendida ,  lo  mismo  judicial  que  extrajudicialmente . 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  liaría  de  Castilla. 

Considerando  que  la  ejecutoria,  contra  la  cual  se  ha  interpuesto  el 
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présenle  recurso  de  casación ,  está  basada  en  la  graduación  de  ios 
créditos  hipotecarios  acordada  en  Junta  general  de  acreedores ,  á  la 
que  concurrió  y  en  la  que  todió 'parte  la  recurrente,  puesto  que  di- 
cha ejecutoria  se  dirige  á  llevar  á  efecto  la  venta  de  las  fincas,  que 
pertenecientes  á  I3  quiebra  ha|>inp  sido  subastadas  para  hacer  fon- 
dos disponibles  y  repartirlos  con  arreglo  á  la  misma  graduación  con- 
sentida: 

Considerando ,  por  consiguiente ,  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha 
infringido  la  expresada  graduación  de  créditos»  ni  las  doctrinas  j  ar- 
tículos «del  Código  de  Comercio  y  de  la  Ley  hipotecaria  que  se  Invo- 
can o»  apoyo  del  recurso: 

T  Considerando  que  tampoco  han  sido  infringidas  la  ley  de  Partida 
y  la  de  la  Novísima  Recopilación ,  que  también  se  citan ,  referentes, 
la  primera  á  que  el  comprador  debe  pagar  el  precio  al  vendedor,  y 
éste  entregar  á  aquel  la  cosa  vendida  con  todo  lo  perteneciente  á  la 
misma ;  y  la  segunda  al  cumplimiento  de  la  obligación  y  contrato  en 
la  manera  qoe  se  verificare ,  por  cuanto  el  cesionario  del .  comprador 
hace  suya  la  obligación  que  era  de  éste; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai 
recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Comisión  liquidadora  del  Banco 
de  Economías ,  domiciliado  en  esta  capital  •  á  quien  condenamos  en  las 
costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Valladolkl  cotí  la 
certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legishtwa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesaria* ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ftrmamos.^Mau- 
rioio  García.ssJosé  M.  Cáceres,s=Laureano  de  Arrieta.«Valenttn  Gár*- 
ralda*asPrandisco  Haría  de  Castiüa.*=José  María  Haro.aalesé  Fermín 
da  Muro. 

Publicación  ..- 

Laida,  y:  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho 
Sapremo  Tribunal. 

Madrid  U  de  Noviembre  db  lB69.«*Dionisio  Antonio  de  Fuga, 


*       .  * 


\  •    • 
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Nt'lH.   MI. 


CASACtON.-SAtA  PRIMERA. 


■  i       tSj 


Tbbcmíí  k  dominio.— «Sfenienoia  de  25  da,  Noviembre*  declarando 
m  babor  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joa- 

Iuin  María  Bravo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera 
*  la  Audiencia  de  Albacete*  os  pleito  coa  D.  Matías  Malina 
.    y  el  Mioiaáerio  fiscal. 

En  I09  comiDERANnos  9&  establece: 

1  .p  Que  para  ejercitar  útilmente  ¡a,  acción  reivindicatoría  >  es 
wcewria  que  se  justifique  el  dominio  de  fas  bienes  reclamadas  en 
favor  del  que  la  propone. 

2.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  son  inaplicables  ai  caso  del  pleito. 

.  Eft  la  villa  de  Madrid f  á  25  de  Noviembre  do  1469  en  tos  autos 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Valdepeñas  y  en  la  Sala 
primera  da  la  Audiencia  de  Albacete  ha  seguido  D.  Joaquín  María 
firaho  con  D.  Maltes  Molina  JCaoadas  y  el  Ministerio  fiscal,  y  en  re- 
beldía coa  los  hermanos  D.  Ramón,  D.  Manuel,  O.  José,  Doña  Isabel 
y  Dj  Joaquín  fieabo,  sobre  tercería  de  domioroj  natos  pendientes  ante 
Nos,  eq  virtud  de  recurso  de  casación  interpueeto  por  el  demandante 
contra  la  sentencia  que  en  5  de  Diciembre  de  18G8  dictó  la  referida  Bala: 

Resultando  que  rematadas  en  17  de  Febrero  de  183 8  é  favor  de 
p.  losé  Brabo  WO  fanegas  de  tierra  de  labor  eTi  la  dehesa  titulada  de 
Ventiscar*  pertenecientes  i  nMeitraegos  (tnayoraigos)  y  propios  delá 
tilla  del  Moral,  por  la  cantidad  de  31.000  ra.  y  rédito  anual  de  1:188 
y  no  habiéndose  otorgado  entonces  la  escritura  pública  de  enajena- 
ción ,  acudió  después  D.  Joaquín  Brabo  ,  hijo  del  rematante»  al  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Qjudad*fteal  en  1/  de  Hayo.de  1191  en 
solicitud  de  que  ordenase  el  otorgamiento  de  dicha  escritura,  que  no 
había  podido  tener  efecto  por  haber  sido  acometido  su  padre  de  un 
ataque  de  perlesía,  de  que  falleció  en  6  de  Diciembre  de  1843,  y 
haber  estado  él  ausente: 

Resultando  que  estimada  dicha  solicitud  por  el  Gobernador,  y  li- 
brada orden  al  Presidente  del  Ayuntamiento  del  Moral,  éste  en  virtud 
de  ella,  otorgó  escritura  pública  en  29  de  Junio  de  1851 ,  dando  al 
D.  Joaquin  María  Brabo  en  censo  perpetuo,  y  por  los  precios  en  que 
habían  sido  rematadas ,  las  200  fanegas  de  tierra  de  labor  en  la  re- 


J 


rtNTENCÍAS  DE   1869.  483 

ferfia  étettesá  de  lentiscar,  !as  cuales  deSfle  ei  referido  año  de  1839 
fcafttó  tenido  disfrutando  y  pagando  sn  rédito  et  rematante  D.  José  y 
sa  heredero  0.  Joaquín: 

Hestffíarido  que  éste,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  fa  ley  de  l.*de 
M&yo  de  18S5,  redimió  el  indicado  censo  de  los  31.000  rs.  de  capi- 
tal sobre  las  480  fanegas  de  tierra ,  otorgándose  á  su  favor  por  el 
Jaez  de  Hacienda  la  correspondiente  escritura  de  redención  en  30  de 
Jalid  dé  1*56: 

íésuttándo  que  reivindicadas  por  el  mismo  D.  Joaquín  MaríaBrabo 
varias  fincas  qtre  sn  padre  D.  José  Brabo  había  vendido  á  D.  Matías 
Moffna  Cañadas  demandó  este  de  éviccion  y  pago  de  mejoras  a!  mis- 
mo D.  Joaquín  y  i  sus  hermanos  D.  Btamon,  D.  José,  D.  Manuel,  í)oña 
Isabel  y  Doña  Joaquina  Brabo ,  como  herederos  de!  D.  José  Bravo,  su 
padre,  y  por  ejecutoria  de  4  de  Diciembre  de  1852  se  les  condenó  á 
que  eviccionasen  y  saneasen  al  Molina  Cañadas  las  fincas  compradas 
al  í.  José  Brabo  y  que  había  devuelto  at  D.  Joaquín,  abonándole  su 
valor,  mejoras  y  frutos ,  con  las  costas: 

llesultandd  que  para  ia  exacción  de  estas  y  las  devengadas  en  ef 
recurso  de  casación  que  habían  interpuesto  los  hermairos  Brs/bo,  y  á 
qae  se  lrábi*  declarado  tío  haber  lugar  por  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  en  28  de  Setiembre  de  1864,  importantes  17.147  rs.  41  cén- 
timos, se  formó  el  oportuno  expedienté',  y  se  embargaron  para  su 
pago  las  referidas  200  fanegas  de  tierra  ert  la' dehesa  de  Lentiscar 

Resultando  qué  en  su  virtud  D.  Joaquirt  María  Bravo  dedujo  en  26 
de  Abril  dé  1Ü65  demanda  de  tercería  de  dominio  ,  pidiendo-  (Jtfe  se 
alzase  el  embargo  de  la  expresada  finca  ,  y  se  la  dejase  libre  á  sn 
disposición ,  alegando  para  ello  que  dicha  finca  era  de  su  escftfsiva 
propiedad  por  haberla  comprado  á  censo  enfitéutfeo  al  Ayuntamiento 
del  Mora!,  y  redímídole  después  según  acheditabári  fas  escrituras  pre- 
sentada* í  flfres  aunque  en  la  otorgada  pw  él  Ayuntamiento  se'  defeia 
que  étí  18§8  sé  remató  en  favor  de  su  pafdfe  B.  José  Brabo  y  vetíla 
disfrutándola  pagando  el  fcánon  correspondiente,  lociftl  era  cierto, 
no  16  étá  menos  que  no  se  formalizó  lá  escrita ra  &  nombre  del  Don 
Jtwé,  ptfríjue  el  comisionado  de  la  recaudación  no  entregó  en  erija  His 
catfttd*d<$  satisfechas,  y  en  tai  estado  falleció  dicho  su  padre  y  él  se 
vio  obligado  á  volverlas  á  pagar,  otorgándosele  entonces  la  escritura: 
qtié  la*  óoátá*  cáu&das  ñ  B.  Matías  Molina  Cañadas  importaban  8.625 
reales  y  8.518  rs.  72  Céntó.  las  de  él  y  sus  Hermanos;  y  habiendo  par- 
gado  1:500  rs.  al  Licenciado  Gafcía  Gutiérrez  y  otros  1.500  al  Licen- 
ciado NiWJífdál ,  segün  los  recibos  que  presentaba  ,  era  claro  (fié  él 
tenia  ya  abortada  ¿n  sexta  parte: 

ResrilUmtid  qué  el  D.  Mfttfás  Molina  Cafiada& ,  en  Cóhtestaeiofl  ala 
demanda,  pidió  que  sé  declarase  finio  en  áu  fonda  y  de  tiingün  valor 
ni  efecto  él  título  que  D.  Joaquín  Brabo  presentaba  en  apoyo  de  su 
dotnfnio  éftctaáívo ,  y  por  tanto  itoproeedenfe  la  tercería  propuesta 
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condenándole  en  las  costas,  y  acordando  que  continuaran  los  pro- 
cedimientos hasta  realizarse  la  venta  de  la  finca  y  hacer  completo 
pago  de  las  responsabilidades  con  que  se  procedía,  4  cuyo  efecto  ex- 
puso que,  dados  los  hechos  que  la  misma  escritura  de  constitución 
de  censo  contenia  de  haber  sido  el  rematante  de  las  200  fanegas  (Le 
i  ierra  en  la  dehesa  de  Lentiscar  D.  José  Brabo,  y  el  que  quedó  y  fué 
reconocido  como  dueilo,  puesto  que  el  mismo  satisfizo  los  réditos  del 
censo,  sin  que  por  un  neto  suyo  se  trasfiriese  la  finca  á  su  bijo  Don 
Joaquín  ni  á  otra  persona  alguna,  no  podía  caber  duda  de  que  dicha 
escritura,  híciéraia  quien  la  hiciese  y  de  orden  de  quien  fuera»  era  nula 
de  ningún  valor,  porque  no  debió  otorgarse  á  favor  de  uno. solo  de 
los  hijos  del  D.  José  Brabo,  sino  al  de  todos,  toda  vez  que  el  padre 
era  el  dueño,  y  las  razones  que  el  D.  Joaquín  alega.se  para  obtener 
la  orden  de  escriturar  no  pudieron  monos  de  ser  inciertas,  y  cayendo 
el  derecho  do  sus  hermanos,  y  que  aunque  se  quisiera  suponer  cadu- 
cado el  derecho  de  D.  José  Brabo  y  caida  la  cosa  en  comiso,  tampo- 
co podia  haberse  otorgado  la  escritura  á  favor  del  D.  Joaquín ,  sino 
que  debia  haberse  sacado  á  nueva  subasta  la  flaca ;  pero  que  la  ver- 
dad era  que  la  misma  correspondía  á  todos  los  hermanos ,  quienes 
tenían  comunión  de  bienes  ó  sociedad  universal  •  aunque  sólo  diera 
el  nombre  el  D.  Joaquin: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  sustituto  impugnó  también  la 
tercería  por  idénticas  razones  que  el  anterior;  pero  al  duplicar  mo- 
dificó su  dictamen  el  propietario,  opinando  que  debia  alzarse  el  em- 
bargo por  las  razones  que  tenia  expuestas  el  autor ,  y  á  las  qué  se 
adhería  : 

Resultando. que  declarados  en  rebeldía  los  hermanos  delD.  Joaquin 
Brabo ,  y  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon ,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  21  de  Febrero  de  18(8  •  la 
cual  confirmó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en  3  de  Diciembre  del 
mismo  año ,  declarando  no  haber  lugar  á  la  tercería  de  dominio  in- 
terpuesta por  D.  Joaquin  María  Brabo  A  la  mencionada  finca»  ni  al 
alzamiento  del  embargo  que  solicitaba,  y  mandando  en  su  consecuen- 
cia que  se  continuaran  los  procedimientos  de  apremio  contra  la  misma 
basta  hacer  efectivas  las  responsabilidades  á  que  estaba  afecta  por  el 
embargo: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  D.  Joaquin  Abría 
Brabo  recurso  de  casación ,  citando  como  infringidas  : 

1/  Las  leyes  1.a  y  6.a,  tít.  5.°,  Partida  5.a,  que  disponen  que  el 
contrato  de  compra- venta  se  perfecciona  por  el  consentimiento,  y  que 
puede  verificarse  sin  carta  ó  con  ella ,  en  cuyo  último  caso  no  será 
perfecta  ni  subsistente  la  venta  hasta  que  se  otorgue  la  carta» 

«.'  Las  leyes  8.a,  tít.  14,  Partida  1.a,  y  21,  tít.  8.°,  Partida  5.a, 
que  definiendo  el  contrato  enfitéutico ,  determinan  deberse  establecer 
por  medio  de  escritura  so  pena  de  nulidad ,  y  la  doctrina  jurídica  con- 
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forme  con  esta  base,  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sus 
sentencias ,  entre  otras  varias ,  de  9  de  Marzo  de  1861 ,  0  de  Abril  de 
1864,  10  de  Diciembre  de  1858  y  20  de  Febrero  de  1800. 

V  La  ley  111,  tít.  8.\  Partida  8.';  los  artículos  «78 ,  núm.  l.\ 
880,  números  1/  y  2.',  y  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  la 
doctrina  jurídica  sentada  por  este  Supremo  Tribunal ,  entre  otras  va- 
rias, en  su  semencia  de  20  de  Febrero  de  1863 ;  la  ley  1.a,  tít.  14, 
Partida  3.a,  cuyo  precepto  de  absolución  del  demandado,  no  probando 
el  actor  su  demanda ,  envuelve  necesariamente  el  de  que  en  el  caso 
contrario  debe  ser  condenado  si  carece  de  excepción  legítima;  y  la 
ley  1.a,  tít.  28,  Partida  3.* ,  pues  no  se  respeta  su  señorío  y  se  supone 
en  quien  no  lo  tienen  ni  lo  piden. 

4.a  Las  doctrinas  sentadas  por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencias 
de  5  de  Marzo  de  1861  y  9  de  Diciembre  de  1864. 

Y  5.*  La  doctrina  establecida  en  las  decisiones  de  este  Supremo 
Tribunal  de  29  de  Octubre  de  1861  y  11  de  Octubre  de  1866 ,  y  las  le- 
yes de  1.a  de  Mayo  de  1858  y  27  de  Febrero  de  1856 ,  en  sus  prórogas 
de  plazos,  á  que  se  referían  las  mismas  sentencias,  puesto  que  él  pa- 
gando todas  las  pensiones  decursas  hasta  la  redención  fué  el  redí- 
meme único  de  la  totalidad  del  capital ,  quedando  subrogado  en  el 
lugar  del  Estado  con  todos  sus  derechos ,  ó  sea  en  la  de  la  finca,  ín- 
terin sus  concensatarios  no  le  contribuyesen,  siquiera  con  su  parte 
alícuota  de  redención,  y  sin  participación  en  el  dominio  útil. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Gáceres. 

Considerando  que  para  ejercitar  útilmente  la  acción  reivindicatoría, 
que  es  la  que  ha  entablado  D.  Joaquín  Brabo  en  la  demanda  de  ter- 
cería, es  necesario  que  se  Justifique  el  dominio  de  los  bienes  recla- 
mados en  favor  del  que  la  propone : 

Considerando  que  según  los  documentos  presentados  por  el  recur- 
rente, su  padre  D.  José  Brabo  remató  en  pública  subasta  el  enfitéusis 
de  las  200  fanegas  de  turra,  que  entré  en  posesión  de  ellas  y  pagó 
los  réditos  correspondientes  hasta  su  fallecimiento  en  1813;  y  que  si 
bien  el  D.  Joaquín  Brabo  pidió  y  obtuvo  en  1851  se  le  otoiyas*  la 
escritura  de  venta  y  en  1856  la  de  redención  de  la  mitad  de  la  pen- 
sión que.  pertenecía  al  Estado,  ello  es  que  estos  actos  no  provienen 
del  verdadero  comprador,  que  fué  6U  padre,  y  sólo  pudo  entonces 
adquirir  la  finca  como  uno  de  sus  hijos  y  herederos;  pero  sin  qu+* 
puedan  calificarse  los  quo  ha  presentado  como  títulos  que  le  hayan 
trasmitido  legítimamente  el  dominio: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  sentencia,  al  apreciar  así  estos 
hechos  y  al  declarar  quo  los  documentos  no  son  suficientes  pira  pro- 
bar la  demanda,  y  en  su  consecuencia  absolver  de  ella  al  demanda* 
do,  no  infringe  las  leyes  y  doctrinas  que  se  invocan  y  que  conocida- 
mente son  inaplicables  al  caso  de  que  se  trata,  puesto  que  la  tenten* 
cía  no  desconoce  la  naturaleza  del  contrato  de  venta  ni  del  de  tjfl«. 


48§  TRIBUNAL  SUJPREMO  BE  JUSTICIA. 

téusis ,  ni  el  valor  y  eficacia  de  loa  documentos  ni  las  leyes  que  rigen 
sobre  las  pruebas ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Haría  Brabo ,  al  que 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  .pérdida  de  los  400  escudos  que  de- 
positó ,  los  cuales  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley ;  y  devuélvanse 
los  autos  á  la  Audiencia:  de  AUmcele  con  la  correspondiente  certr 
ficacion. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  pn  la  Gacetp  4$ 
Madrid  6  insertará  en  la  Colección  legislativa,  p^sándpse  al  efeoo  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  ftrmamos.=¥au- 
ricio  García.=Josc  M.  Cáceres.=Fraucisco  Ufaría  de  Castilla. =4oeé 
María  Haro.=JoaquHi  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro  .Fernando  Pérez 
de  Rozas. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  tyé  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo ,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  do  dicto 
Supremo  Tribunal. 

Madrid  25  de  Noviembre  de  1869.=Dioni5io  Antonio  de  Pqga. 

Nfa.   112. 
CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Desahucio.  —  Sentencia  de  26  de  Noviembre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Anto- 
nio Terraz  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Juan  Antonio  Rubio. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  el  inquilino  requerido  como  tal  para  reconocer  como  due- 
ño de  la  casa  que  habita  á  aquel  á  quien  se  da  posesión  judicial 
de  ¡a  misma ,  no  puede,  una  vez  demandado  de  desahucio,  eludir 
éste,  cuando  ni  en  aquel  acto  manifestó  no  ser  él  inqujHno,  ni 
prueba  después  la  alegación  de  que  carece  de  la  personalidad  que 
se  le  atribuye.  * 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  26  de  Noviembre  de  1969 ,  en  el  pleito 
que  ante  Nos  pende  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguido  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta 
villa  y  ¿p  la  Sala  segunda  de  la  del  territorio  por  D.  Juan  Antonio 
Rubio  con..D.  Antonio  Terraz,  sobre  desahucio: 
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ftttftiOttdo  qod  wg6ii*o  rteia  á  instónoia  de  Hiüiio  contra  D  **dr»r 
Gtiliww'de  la  Vega  y  otros  para  quo  dejtben  libro  y  á  au  disposi- 
ción la  casa  número  12  de  la  carretera  de  Valencia,  por  sealeocia 
<to  14  da*  *g<tft<*  do^HMiop  oondonó  ».  rebeldía  á  loa  tioraoqdoAos; 
y  mi  10.  ¿e  felfeóte?  láenMilese  dio to  orte  ptoaain  de  fa  misino, 
WMíé»úfx&  $  loo  .tdquiliiio* ,  ontreeihif»  ft<  Amoqío  Tonas,  pan 
<Httte  MflDUOOtflOOD  cono  duelo,  oontritmyándoft*  cotí  knoülquilofoi, 
cwpMto  Si  ejecuió  aie.  interrupción  ni  impedimento  de  poMota  al- 
guna: >'    . 

Resultando  que  en  29  de  Octubre  del  mismo  año  Rubio,  ptévio 
acta  de  cooolliwion  »¡«  fi&wiltado,  demooddá  D.  A&tonio  ferráis  pira 
que  d£$*tojaoa  |*  kabi trotón  qt*e  ocupaba  en  lo  referido  caaa,  sínquo* 
babieca  hotfw  contrato  olgwio  tonel  demoodoftte  Mes  ni  después  de 
la  posesión  quede  la  misma  solejhabia  dado:  que  convocadas  las  parte» 
al  juicio  verbal  prevopido  por  ¡n  tey»  Terraz  maoifeoldqiio  ignoraba  que 
Rubio  fuera  dueño  de  la  fínca,  y  que  ocupaba  la  habitación  á  que  se 
referia  el  actor  como  encargado  del  establecimiento  que  allí  tenia  la 
compañía  de  coches  y  en  virtud  del  ¡wnibramiento  hecho  por  el  Ad- 
ministrador judicial : 

Resultando  que  eligida  poj  ej  Jijcz  senlqqpip  declarando  haber  lu- 
gar al  desahucio ,  Terraz  apeló  de  ella  y  expuso  que  no  habiendo 
hecho  contrato  alguno  con  Rubio ,  no  debia  dirigirse  la  demanda 
contra  él,  $ino  entenderle  con  los  administradores  judiciales  del  poij- 
curso  de  (a  Compañía  de  coches: 

T  resultando,  que  coní^rmacla  ^  sent^ncty  del  Juez  en  8r  de  llardo 
de  1867  PPr  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  interpuso  Térras  recurso 
de  casación,  fundado  en  la  causa  2.a  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  porque  carecía 'de  personalidad  y  no  podian  diri- 
girse contra  él  las  diligencias. 

Visaos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  León. 

Considerando  que  dada  posesión  judicial  á  p.  Juan  Antonio  Hubjo 
de  la  casa,  fué  requerido  como  inquiiino  D.  Antonio  Terraz  para  qup 
le  reconociese  copio  dueño,  y  ninguna  manifestación  hizo  éfl  aquel 
acto  en  cuanto  A  no  ser  él  el  inquiiino:  > 

Considerando  que  demandado  Terraz  de  desmuelo*  si  bien  en  el 
juicio  verbal  indicó  no  serlo  sino  un  encargado  de  la  Compañía  de 
coches  paca  quijar  del  establecimiento,  esta  alegación,  <?p  la  que  fun- 
da el  recurso  por  falta  de  personalidad  conforme  $  la  regla  2/  del. 
artículo  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  probó  ni  Inten- 
tó Rrpbarla: 

%  cpu$,ídcrau<Jlo  que  tanto  su  siendo  ep  el  requerimiento  coma  la 
i^u^iflcaciQn  de  su  aIg(¡9PÍ99  b^cén  inadmisible  el  recurso; 

f9Üa.piQ&,  que  d^b¿Eno£  fiectyrar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
de  p9SJ\p¡.ofl  interpuesto  por  B-  ^ntonjo  Terraz ,  al  que  condenamos 
ea  tos  ^os.t^s, y  á  U  pérdida  4e  los  2000  rs.  por  que  presté*  caución» 
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los  que  ti  n  su  caso  se  disfrtbuiriá  oon  arreglo  ¿derecho;  y  <tevaélvtÉse 
los  autos  á  la  Audiencia  <ta.  esta  capital  con  la  correspondiente  certi- 
ficación. '/  •  i  

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6ntéta  del 
Gobierno,  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al*  efecto 
laa  oportunas  copias ♦  10  prtmunclamos,  mandamos'  y  firmamos.t= 
Sebastian  González  Nandin¿*&José  María  €*ceres.=Pascual  Bayarri  — 
Manuel  liaría  de  BasuaMo.»  Antonio  ftalierrez  dé  los  Rlos.=Juan 
Jiménez  Cuenca.=Manuel  León. 

Publicación: 
:  Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por' el  lltao.  Sr.Don 
Manuel  León,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  £upflreoio  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  publica  la  misma  en  el  día  de  hoy,  de 
que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  86  de  Noviembre  do  1869.=Roge)fo  González  Montes. 


Nóm.  115. 
CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA 


Pago  dé  dehechos.— Sentencia  de  27  de  Noviembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto 
por  D.  Juan  Antonio  Asensio  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Gregorio 
Fernandez. 

En  los  considerandos  se  establece: 

i .°  Que  para  darse  tugar  al  recurso  de  casación  en  la  forma 
por  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  cualquiera  de  las  instancias, 
es  hldispensable  que  sea  procedente  con  arreglo  á  derecho,  según 
el  contexto  mismo  de  la  causa  cuarta  del  art.  1.013  de  la  Ley  de 
Enjuiciarñiento  civil. 

2.°  Que  para  que  pueda  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  en 
la  segunda  instancia,  es  preciso  concurra  alguna  de  las  tres  cir- 
cunstancias que  taxativamente  determina  el  art.  869  de  la  expre- 
sada Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Noviembre  de  1869,  en  los  autos  que 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  casación ,  seguidos  en  el  Juz- 
gado de  primera  Instancia  del  distrito  del  Hospicio  de  esta  capital  y  en 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.Gregorio  Fernan- 
dez, alguacil  de  dicho  Juzgado ,  con  D.  Juan  Antonio  Asensio  sobre 
pago  de  2.132  rs.  procedentes  de  derechos  devengados  por  Fernandez: 


i 

Resultando  que  deducida  demanda  ejecutiva  por  D.  Antonio  Áseo- 
slo contra  D.  José,  García  Damián  por  la  cantidad  de  1.500  rs.se  des 
pacho  mandamiento  de  ejecución,  embargándose  en  pu  yirtud  al  se: 
gando  Variofc  bienes  muebles  de  los  que  se  constituyó  guarda  de  visfa 
el  alguacil  D.  Gregorio  Fernandez  en  15  de  Octubre  de  18*6,  bapta  Unto . 
que  se  presentara  á  hacerse  cargo  de  retios  el  depositario  designada 
por  el  deudor;  que  dictada  sentencia  de  remate  en  47  del  referido 
mes  de  Octubre ,  en  12  de  Diciembre  siguiente  se  bizo  cargo  de  los 
bienes  embargados  el  depositario  que  nombró  García  Damián : .       ( . 

Resultando  que  hecha  tasación  de  costas  &  instancia  dfl,  D»  Juan 
Antonio  Asensio ,  importante  9.574  rs.  •  señalándose  al  .alguacil  Fer- 
nandez 1360  rs.  por  cincuenta  y  nueve  días  <Je  guardia  de  vista,  .&.. 
dos  duros  diarios,  después  de  haberse  dado  comunicación  i  las. par- 
tes se  aprobó  la  operación  por  auto  de  8  de  Enero  de  1867 : 

Resultando  que  en  29  de  Hayo  siguiente  el  alguacil  Fernandez,  pre- 
sentó una  cuenta  jurada,  importante  2.432  rs.,  por  derechos  que  sqgun 
la  tasación  referida  le  correspondían  y  los  que  posteriormente  babia 
devengado,  pretendiendo  se  requiriese  á  D.  Juan  Antonio  Asensip  para 
que  le  abonase  aquella  cantidad  en  el  acto  ó  en.  el  brevísimo  término 
que  se  le  señalara;  y  por  auto  de  31  de  dicho  mes  de  Mayo  se  mandó 
requerir  á  D.  Juan  Antonio  Asensio  para  que  en  el  término  de -tercero 
día  pagase  á  Fernandez  los  2.432  rs.  que  le  reclamaba,  apercibido 
que  de  no  hacerlo  se  procedería  i  sij  exacción  por  la.  via  de  apremio: 

Resultando  que  requerido  Asensio  en. los  términos  .acprdafios. ,pl- 
dió  se  reformase  la  providencia  de  31  de  Mayo,  >  que, se  le  comuni- 
cara la  pretensión  del  alguacil  Fernandez  para  en  su  vista  solicitar  lo 
que  conviniese  en  justicia;  y  espuso  que  si  la  reclamación  de  Fernan- 
dez provenia  de  los  derechos  de  la  supuesta  guarda  de  vista,  en  que 
decía  se  constituyó,  de  los  efectos  embargados  á  García  Damián»  no 
estaba  dispuesto  á  consentir  un  abuso  de  que  no  era  la  primera  vez 
que  daba  ejemplo  el  alguacil  Fernandez : 

Resultando  que  denegada  la  reforma  del  proveído  de  31  de  Majo, 
y  admitida  la  apelación  que  Asensio  interpuso ,  se  remitieron  los  au- 
tos á  la  Audiencia ;  y  al  evacuar  la  instrucción  que  se  le  confirió,  dijot 
por  un  otrosí  que  convenia  á  su  derecho  se  recibieran  las  diligencias 
á  prueba  á  fin  de  demostrar  jo  injusto  de  la  prctopsion  adversa ;  y  pi- 
dió se  recibiesen  á  prueba  ,  pues  fundándose  <?n  hechos  opncretos  y 
determinados,  merecían  exclarecerse  de  un  modq  cumplido :  t  . 

Resultando  que  seguida  la  instrucción  para  con  la  parte  de  Fernan- 
dez, la  Sala  segunda  por  auto  de  19  de  Noviembre  de  1367  declaró  no 
haber  lugar  á  recibir  á  prueba  las  diligencias;  y  llamadas  ala  vista, 
sobre  lo  principal,  la  mencionada  Sala  segunda  por  proveído  de  8  de. 
Enero  de  1868  confirmó  con  las  costas  la  providencia  apelada: 

Resultando  que  D.  Juan  Antonio  Asensio  interpuso  recurso  de  ca- 
sación contra  dicho  fallo  por  infracción  de  varias  disposiciones  lega* 
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les,  yfundado^a^raás  en  |a  causapuarta  del  art.l.01?de  lftLey  dq Jfn- 
juiclatoíerito  civil  por  ffltp  défecibimíenlqá  ppieb<l  enáglbás  ps^iyjjasí . 

Resultando  que  la  referida  Sfila segurtdá  de  ja  Aud^jic^  cfW^ 
la  á.difaisíon  del  recurso;  pero  que  interpuesta  apelación  pqr  4sppsia 
pfcrá  ante  e¡st£  JribunaJ  ^uprémo.  y  sustanciada  en  forana  por  settfsu- 
cfoj  (f¿  ÍÓ  de* Julio  dé  1868  revocando  la  próv/dcnpj^  aijada  ppr 
aqqcl(a,  §e  dg£Íaró  admitido  el  recurso. 

Visto,  siendo  fonentp  él  Ministro  D.  Pascual  Bayarrj. 

Considerando  que  para*  darse  lugar  3!  recjurpo  de  casacjpp  ipn  la 
forana  p»or  falta' de  recibimiento  á  prueba  eñ  cualquiera  i)c  íps  instan- 
cias, es  indispensable  que  sea  procedente  con  arreglo  $  derecho «  se- 
gún el  contexto  mismo  de  la  causa  cuarta  del  art.  1.013  de  la  ley  de 
Enjufcfapijentó  civil,  que  alega  ei'recurrente  como  fundafflentQ  de  su 
pretensión: 

Gonsjderandpque  en  tanto  era  Improcedente  dicho  trámite  solicitado 
ante  ía  Sala  sentenciadora  y  pof  esta  denegado ,  en  cuanto  no  con- 
currid ninguna  de  las  tres  circunstancias  que  taxativamente  determina 
el  art.  8M  dp  la  e'spresada  Jey  para  que  pueda  otorgarse  el  recihi- 
riiiento  á  prueba  en  la  secunda  instancia; 

Y  considerando,  además  que  la  pruebf.  que  quiso  utilizarse  en  el 
presente  pleito  tenfa  por  objeto  oponerse  á  la  tasación  de  las  costas 

2t\e fré  babia  practicado,  y  que,  préyiqi  audiencia  de  las  part.es  fué 
probada  por  el  Juzgado,  sin  que  el  hoy  recurrente  hiciera  á  ella  obje- 
ción alguna,  siendo,  por  consiguiente,  ejecutorio  el  auto  de  aproba- 
ción, y  por  tanto  improcedente  en  derecho  el  recibimiento  $  prueba 
que  se  pretendía  utilizar  para  contrariarlo; 

Fallarnos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Antonio  Asensio  en  cuan- 
to se  funáa  $n  la  causa  cuarta  del  art.  1.013  condenándole  en  las 
costas  y  ¿i  la  pérdida  de  los  80  escudos  300  milésimas  del  depósito, 
queso  distribuirán  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  1.063  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil ;  y  mandamos  que  respecto  al  recurso  en  el 
fondo  pasen  los  autos  á  la  Sala  primera. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno,  é  insertará  dn  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto 
la/5  copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  flrmamos.= 
Sebastian  González  Nandin.=José  María  Herreros  de  Tejada .=Pascual 
Bayarri.=Manuel  María  de  Basualdo.=Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.= 
Juan  Jiménez  Cuenca.— Manuel  Lcoñ. 
fublicapion: 

'  Icidí*  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excrao.  é 
Ilustríslmo  seflor  D.  Pascual  Bayarri,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  ty  misma 
en  el  di*  de  hoy,  de  que  certifico  como  Sscrib^no  de  Cámarg. 
Madrid  27  de  Noviembre  de  1869.=Rogclio  (Johzaleí  Montes, 
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Móm.  114. 
CASACIÓN.— SALA  SEGUNDA. 


Dbcunatoria  m  «jwfiDiccrON. — Sentencia  de  27  de  ffotiemfere, 
declarando  no  ha  debido  admitirse,  por  extemporáneo ,  et  re* 
ctirso  de  casación  interpuesto  por  D.  Eladio  Bernaldez  ,  oentra 
la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  SeviNa, 
en  pleito  con  D.  Baltasar  Alvarez,  como  marido  de  Bota  Marta 
Antonia  Hidalgo. 

En  ios  coNsiwpuNDOs  se  establece : 

1.°  Que  las  sentencias  pronunciadas  por  las  Audimoias  «o  a¿> 
miten  casación  simo  en  su  caso  y  luear,  según  lo  dispuesto  en  ei 
aricub  111  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cini. 

2.p  Que  d  recurso  de  casación  sólo  es  admisible  xomtoa  senten*- 
dos  de/ksOweu ,  entendiéndose  por  (ales  pora  "este  efecto,  ios  que 
aun  cuando  hoyan  recaído  sobre  un  articulo  ponen  término  d  fui* 
do  yluwm  imposible  su  continuación. 

* 

So  la  villa  de  Madrid,  A  87  de  noviembre  de  1M0 ,  .en  les  «atoa 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  recurso  de  c&sacion ,  seguidos  en 
el  Juagado  de  primera  instancia  de  Estepa  y  en  Ja  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Sevilla  por  B.  Baltasar  Alvares,  cjowo  maride  de  flote 
María  Antonia  Wdalgo,  con  p.  Eladio  Berpalde* ,  que  lo  es  de  Beta 
Enriqueta  Moreno,  sobre  pago  de  cantidades,  boy  declinatoria  de  Ju- 
risdicción propuesta  por  Bernaldez: 

Resultando  que  en  las  particiones  de  bienes,  practicadas  por  fMle- 
ciiQiento  de  Doña  Dolores  GoBzalez  y  D.  Manuel  Sobrevilla  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Estepa,  se  adjudicaron,  en  pago  d£  su 
haber,  á  Doña  María  Antonia  Hidalgo,  una  de  los  interesados,  ararlas 
Sacas  sitas  en  término  de  Estepa,  Ecija  y  Cazarrichec 

Resultando  que  en  15  de  Enero  de  (868,  D.  Baltasar  Alve*&,  «amo 
marido  de  Doña  María  Antonia  Hidalgo,  dedujo  demanda  en  ¿Mus- 
gado  de  primera  instancia  de  Estepa  contra  D.  Eladio  $eiuiaide&  y  su. 
mujer  Doña  Enriqueta  Moreno,  exponiendo  que  el  padre  de  ésta  Pop 
Juan  Moreno,  ú  la  muerte  de  D.  .Baitswr  Hidalgo  •  entró  en  Junto  de 
IU1  en  la  tutela  y  cúratela  de  sus  hijos,  .entre  ellos  Dpfia  María  *u- 
tonia,  reeogien/lo  y  administrando  Jos  irires. que  A  la  misma  perte- 
necían, *  los  que  con  posterioridad  adquirió  de  Doña  Dolores  Gána- 
les y  sn  otros  conceptos:  que  fallecido  el  D.  Juan  Morena»  le «se** 
en  la  cúretela  de  los  menores  Doña  Miiria  Antonia  y  D.  Francisco 
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Javier  Hidalgo ,  su  yerno,  D.  Eladio  Bernaldez,  el  que  al  casar  la 
Doña  Haría  Antonia  con  el  demandante,  hizo  entrega  á  éste  de  las 
lincas,  pero  sin  que  lo  hubiera  verificado  hasta  el  dia  de  los  títulos  de 
aquellas,  de  los  capitales  en  dinero,  ganados  y  efectos,  ni  de  los  pro- 
ductos de  catorce  años  que  D.  J.Mn  Moreno  administró  los  bienes: 
que  además  el  demandante  habia  abonado  los  gastos  ocurridos  con 
motivo  de  los  padecimientos  del  menor  D.  Francisco  Javier,  que  Ber- 
naWteu  se  negaba  á  satisfacer :  que  según  el  art,  5.*  de  la  Ley  da  En- 
}uicUwientQ.  civil* ¡e6  Juez  competente  para  Conocer  de  los  pleitos  en 
<tue  se  ejercitan  .acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles,  el  del  lugar 
dotide.  está  la  cosa  litigiosa,  ó  cualquiera  de  ellos  si  fuesen  varios: 
que  M  demandante  pedia  capitales  entregados ,  y  el  mismo  artículo 
determinaba  que  cuando  se  ejercitan  acciones  reales  sobre  inmuebles 
ó  semovientes  es  Juez  competente  el  del  lugar  en  donde  se  hallen,  ó 
el  del  domicilio  del  demandado,  A  elección  del  demandante:  que  casi 
todo  lo  que  se  demandaba  proceda  de  la  curaduría  de  D.  Juan  Mo- 
reno discernida  en  Estepa  á  favor  de  menores  del  mismo  punto: que 
por  lo  respectivo  á  las  responsabilidades  directas  de  D.  Eladio  Bernal- 
dez; el  citado  artículo  dispone  que  cuando  se  ejercitan  acciones  rela- 
tivas A  la  gestión  de  los  guardadores,  sea  Juez  competente  el  del  lugar 
donde  «e  hubiese  administrado  lo  principal,  y  en  este  caso  la  adminis* 
tracion  habia  estado  en  Estepa:  que  además  concurría  la  circunstancia 
de  pertenecer  las  deudas  que  se  reclamaban  á  Bernaldez  á  la  testa- 
mentaría de  D.  Francisco  Javier  Hidalgo,  redicada  en  aquel  Juzgado; 
y  concluyó  solicitando  se  condenase  al  D.  Eladio,  en  representación 
dé  su  mujer,  hija  y  única  heredera  de  D.  Juan  Moreno,  al  pago  de 
30.4%  escudos  tOO  milésimas,  y  al  6  por  100  hasta  que  solventase  el 
adeudo ;  al  dé  10  escudos  400  milésimas ,  resto  de  un  legado ;  a)  de 
la  lana  y  crias  que  faltaban  de  las  ovejas  correspondientes  al  año  úl- 
timo, y  á  la  entrega  de  títulos  de  las  fincas  heredadas : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Eladio  Bernaldez,  vecino  de 
está  ¿a pita  1,  acudió  al  Juez  de  Estepa,  pretendiendo  se  declarase  in- 
competente para  conocer  del  negocio  y  remitiera  las  actuaciones  al 
Decano  dé  los  de  esta  villa,  á  fin  de  que  pasaran  al  que  correspon- 
diese por  reparto ,  como  único  fuero  competente  para  conocer  de  las 
redamaciones  entabladas  por  D.  Baltasar  Alvarez ;  y  alegó  que  éste 
dedada  contra  Doña  Enriqueta  Moreno,  como  heredera  de  su  padre, 
una  acción  esencialmente  personal,  de  la  que  sólo  podia  conocer  el 
Juez  de  su  domicilio :  que  aun  cuando  la  demanda  fuera  de  rendición 
de  cuentes,  según  el  último  párrafo  del  art.  5/  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil;  sólo  en  esta  capital  hubiera  podido  ser  demandado 
D.  Juan  Moreno  en  los  últimos  dias  de  su  vida  ,  porque  en  ella  resi- 
día con  la  menor  Doña  María  Antonia  Hidalgo,  y  en  ella,  por  conse- 
cuencia, estaba  lá  administración  de  la  tutela  y  la  gestión  de  los  in- 
tereses i  que  la  misma  razón  militaba  en  cuanto  A  la  reclamación  que 
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se  bada  A  Bernaldei  como  carador  de  la  Dofia  María  Antonia*  puesto 
que  fué  nombrado  en  Madrid  y  aquí  ejerció  el  cargo ;  y  que  raspeólo 
A  lis  redamaciones  por  cantidades  gastadas  en  obsequio  del  menor 
D.  Francisco  Javier  Hidalgo,  como  que  también  era  una  acolen  esen* 
cialmente  personal «  no  cabla  conocer  <to  ella  sino  ante  uno  de  los 
Jaeces  de  esta  capital,  domicilio  de  Bernaldez  : 

Resultando  que  sustanciado  el  artículo  por  su*  trámites,  el  Juez  de 
Estepa  se  inhibió  del  conocimiento  de  la  demanda ;  y  c/ue  interpuesta 
apelación  por  D.  Baltasar  Alvarez,  la  Sala  primera  dele  Audiencia, 
por  sentencia  de  4  de  Mano  último*  revocándola  del  Juoz,  se  declaró 
competente  para  conocer  de  la  demanda  en  cuanto  se  rdfiere>á'laslre- 
ctaraacíones  provenientes  de  la  tutela  y  cúratela  de  D.  Eladio  fterna/ldez 
y  de  su  padre  político  D.  Juan  Moreno,  confirmándola  en  lo  rtfferéMá 
á  las  suplencias  de  cantidades  suministradas  por  D.  Baltasar  Alvares? 
al  menor  D.  Francisco  Javier  Hidalgo: 

Resultando  que  D.  Eladio  Bernaldez  «interpuso  recurso  de  easatlotf, 
fundado  en  la  causa  7.a  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  HnJUiciamiédtd 
civil ;  y  manifestando  pasar  á  la  determinación  de  las  razone»  demos- 
trativas de  la  incompetencia  del  Juez  de  Estepa,  y  por  consigaíefnk  de 
las  leyes  y  doctrinas  que  infringía  la  sentencia ,  citó  en  tal  coheeptó 
la  ley  16,  tít.  33,  Partida  3.\  y  los  párrafos  ouartb  y  quinte1  del  ar- 
tículo 5/  de  la  de  Enjuiciamiento  civil : 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia  admitió  el  recrfrso, 
disponiendo  que  sin  necesidad  de  depósito  se  remitieran  los  autos  á  este 
Tribunal  Supremo;  pero  Bernaldez  acudió  manifestando  que  su  pro- 
pósito no  babia  sido  interponer  recurso  en  el  fondo,  sino  sólo  el  de- 
rivado de  la  cansa  7/  del  art.  1.013  de  )á  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 
que  si  habló  de  algunas  leyes  en  el  concepto  de  infringidas ,  lo  bizo 
sólo  A  flnxle  demostrar  que  el  Juez  de  Estepa  no  tenia  ¿ompetenoh 
para  qntendsr  en  el  negocio;  y  que  era .  evidente  que  procedía.  *L  re- 
curso» cpmo  ajustado  4  la  citada  causa,  el  que  se  admitiese  previo 
depósito;  •.,,.*,. 

Y  resultandp  que  en  su  virtud  dieba  Sala  declaró  ¿Jtattialdespor 
desistido  del  recurso  que  interpusiera,  fundado  en  el  art;  1.018,  y  que 
quedaba  subsistente  el  relativo  á  la  causa  7.*  del  art.  1.013. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  Jiménez  Cuenca.  ; 

Considerando  qne  el  presente  recurso  viene  basado  sobre  una  sen- 
tencia que  Ja  Audiencia  de  Sevilla  ha  pronunciado  en  un  artículo  sb- 
bre  declinatoria  de  jurisdicción : 

Considerando  que  las  sentencias  de  esa  índole  no  admiten  casación 
sino  en  su  caso  y  lugar ,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  111  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil : 

Considerando  que  esa  época  no  ha  llegado  aún  para  estos  autos, 
puesto  que  Ja  decisión  de  ese  articulo  no  ha  puesto  término  al  juicio 
incoado  ni  ha  hecho  imposible  su  continuación : 
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Y  f Q*tidarahd&;  áflttta ,  que  el  fallo  ejecutoriado  no. es  támpoc* 
para  ios  efectos  dría  éas&cion  una  sentencia  definitiva  que  admito 
por  sí  ibfená  y  denle  iuegd  ese  reculó  extraordinario,  par  lo  cual  nfr 
ha  debido  aocederse  á  mi  admisión ,  en  eefttarmidad  á  las  preslrip- 
eéoneh  de  los  articules  1.011  y  1.635  de  la  misino  ley. 

Fallamos  ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  ha  detrito 
admititst  por  fcxtemporánep  cuando  se  admitió  el  recurso  ioierpmsto; 
f  a»  m  vfrtud  dejamos  ain  efecto  el  fallo,  de  la  Sala  primera  de  Ja  A* 
Ciencia  da  Sevilla  de  i  da  Abril  úUin*>,  ó  la  que  se  devuelva»,  hu* 
autos  para  qua  se  sustancien  y  determinen  can  arreglo  a  derecho;  y 
á  D,  Eladio  Bernaldea  el  depósito  de  S.W0  realas  que  ooustitpy&r 

Asi  par  esta  nuestra  sentencia,  qua  se  publicará  en  la  Gaotfr  del 
(fchierno  é  insertará  en  ta  Colección  tegitiativa,  pasándose  a)  efecto  las 
copias,  necesarias ,  lo  pronunciamos  <  mandaatos  y  firmamos.  ^Se- 
bastian González  Nandin.=Tomás  Huet.=>Pascaal  Bayarrt— Manuel 
María  de  Bfisualdo.  =  Antonio  Gutiérrez  de  las  ftios.= Juan  Jiménez 
fcmnoM==Manuel  León. 

¡f aplicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Juan  Jimegez  Cuenca,  Ministro  da  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo da  JustipU,  celebrando  audiencia  pública  la  misjauu  en  al  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Ifodríd  87  de  Noviembre  de  lKG9.=*RogeHo  González  Montes, 

Núm.  115, 
COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA- 

Resistencia  A  la  Güamha  citil. — Sentencia  de  27  dé  Nóvietobw, 
decidiendo  á  ftfdr  del  J  Argado  dé  primera  tosíanla  <te  Ubedá, 
lar  competencia  promovida  entre  el  miámo  y  él  de  Gttérra  dé  la 
Capitanía  general  de  Granada,  acerca  del  conocimiento*  de  la 
carita  fertaadd  contra  Estanislao  María  del  Gftntéfl ,  por  rfesis- 
tendiB  á  la  Guardia  civil. 

En  «va  coifStDiiftANftoa  se  establece: 

Que  bt  etteeoi  combados  contri»  la  Guardia  cml  en  el  acto 
de  ejercer  funoionts  meramente  auteitiarci  de  to  Autoridad  mil. 
hallándose  á  sus  órdenes  con  un  fin  ttpecial,  no  putáéii  deetTie 
comalidos  dééehninadametote  contra  aquel  Gtibrpd,  tino  éñ  tomos- 
pfeeio  y  tstfraviv  de  dicha  Autoridad,  por  tuya  rüzün  corresponde 
su  conocimiento  á  la  jurisdicción  ordinaria. 


la  villa  de  Madrid»  á  27  de  Noviembre  de  1809 ,  en  la  compe- 
tencia, que  ante  Nos  pende,  promovida  antro  el  Juagado  de  Guerra  de 
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te  tápenla  gen^l  de  drrftiad*  V  M  íuex  ite  Jftldierif  Inátatüiia  dé 
Ubáfo,  lícercá  del  conotímleiUo  dé  Va  cansa  fortoada  .¿¿mta  Ésiáitfs- 
too  larfá  dé!  CSrmen,  expósito,  por  resistencia  á  la  fcüáKJtí  Civil:  ' 
Resultando  rfhe  en  W  tat-dc  de  fr  de  Setiembre  dé  Í8tá ,  É^tarttslao 
María  del  Cárrttov  expósito,  Hallándose  eh  estado  tic  embriague*  th- 
sú\tó  dé  palabra  ñ  jos  guardtos  cicles  qut*  de  órdén  tffcl  Alcalde  de 
la  dudad  de  tlbhdít  su  hallaban  de  serticío  en  el  libs'pltat  ité  Sfihttagd 
de  ti  mktbú:  qpb^  cbn  tal  motivo  bt  sargento  que  tnatiddbA  &i¿bá 
fuetea  dlSJniRó  qub  ¿no  de  los  guardias  condujera  1  la  cárcel  ál  fes1 
táníslíitf;  V  qne  ést<?  duraría  61  transito  continuó  Insdltátidd  y  ri- 
tiendo <1  dicho  guardia,  tí  cual  le  íjuftó,  seguii  él  mistad  déftlatit,  nrta 

navaja,  córt  la  qtíe  trató  de  acometerle!  n: 

ftesnltandó  que  ínstruldaé  diligencias  ppt1  el  Juez  de  'prlttíeM  ins- 
tancia y  el  Juagado  de  GueWíí,  se  promovió  fo  pásente  (totnp&tfendá; 
y  para  su  decisión  uno  y  otro  remitieron  sus  respectivas  actuaciones 
á  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  tjue  el  Juez  de  primera  instancia  se  funda  para  soste- 
ner su  competencia  en  que,  según  la  Real  órdeh  dfe  b  tle  tia^Ó  dfe 
1868,  las  ofensas  dirigidas  por  el  procesado  á  la  Guardia  fclvil  tío  pi*6- 
duceti  de^afüerd ,  porque  para  ello  serla  precito  que  hubiésérí¿  sido 
hechas  con  navaja ,  firma  de  fuego,  piedra  Ó  palo,  lo  Cuál  rió  rfóul- 
taba  de  tas  actuaciones  practicadas;  y  que  éit  el  mohiento  en  fyu¿  bvo 
logar  el  suceso  deqntf  se  trata,  la  Guardia  tílVll  estaba  fctftao  ¿dttllar 
y  e«  repreát*nlacion  dé  la  Autoridad  civil,  enyas  ófdeties  Cümfcliá ;  J 
á  la  que  por  consecuencia  se  Infirlfetori  los  Insultos: 

Y  resultando  que  el  Juzgado  de  Guerra  sostiene  tjhé  Ifc  ¿ólrhes- 
fwmle  cotltffcér  de  la  cansa  éñ  cnanto  sé  l-eíliáfe  %l  Insultó  y  álflqqe 
que  ton  navaja  hizo  el  procesado  di  guardia  Civil,'  expóhléridí)  Jflílrá 
ello  qdé  loa  delitos  cometidos  por  Estanislao  taíirta  del  CártaeH  faéftm 
dos,  uno  los  Insultos  db  palabra  qué  dirigió  á  la  Guardia  CiVl)  halán- 
dose dé  servicio  tfrt  el  hospital',  el  cual  no  constituía  desafuero;  y  otro 
consistente  en  el  hecho  de  acometer  al  guardia  civil  que  le  conduela 
á  la  cárcel,  no  de  orden  del  Alcalde,  sino  de  la  de  su  sargento,  ve- 
rificando dicho  acto  primero  con  arma  blanca  y  después  con  golpe 
de  mano;  acto  que  constituye  el  delito  de  insulto  á  la  fuerza  armada 
prescrito  en  el  art.  61,  tratado  8.*,  tit.  10  de  las' Ordenanzas  genera- 
les del  Ejército,  y  declarado  de  la  exclusiva  competencia  de  la  juris- 
dicción militar  en  las  leyes  antiguas,  y  muy  terminantemente  en  el 
párrafo  cuarto ,  art.  4.°  del  decreto  sobre  unificación  de  fueros  de  6 
de  Diciembre  de  1868. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  María  de  Basualdo. 
Considerando  que  el  delito  cometido  por  Estanislao  María  del  Car- 
men en  ocasión  de  ser  conducido  á  la  cárcel  por  un  guardia  civil  de 
orden  de  su  Jffe,  insultándole  por  el  camino,  sacando  una  navaja 
que  le  fué  quitada,  y  agarrando  y  forcejeando  con  dicho  guardia  ci- 
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encía  Inmediata  de  la,  represión  del  primer  acto 
íurrió  insultando  á  la  Guardia  civil  que  de  orden 
da  y  en  el  concepto  de  auxiliar  de  djcha  Autoridad 
i  conservar  el  orden  en  el  hospital  de  dicha  ciudad, 
>  su  arresto  y  conducción  á  la'  cárcel : 
ue  ejerciendo  la  Guardia  civil  en  ambas  circuns- 
néramente  auxiliares  de  la  Autoridad  municipal,  a 
¿aliaba  con  un  fin  especial ,  los  excesos  cometidos 
io  lo  fueron  determinadamente  contra  dicho  Cuerpo, 
io  y  agravio  de  la  Autoridad,  á  la  que  prestaba  sa 
}  no  tiene  aplicación  la  doctrina  alegada  por  la  ju- 
para  creerse  con  derecho  a  entender  en  el  conoci- 
miento del  segundo  delito,  apreciándole  como  separado  y  distinto  del 
primero,  siendo  asi  que  tiene  con  él  tan  intima  conexión  y  natural 
enlace;  , 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  esta  causa,  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ubeda, 
al  que  se  remitán  todas  las' actuaciones  para  que  proceda  con  arre- 
glo fi  derecho. 

Asi  por  ésta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Corda  del 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  in- 
sertará á  su  tiempo  en  la  Colección  legtilativa.  pasándose  al  efecto  las 
coplas  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Pascuai 
Bayarri.=Manuel  liarla  de  BasualdO-^Antonío  Gutierres  de  los  Rioe.= 
Juan  Jiménez  Cuenca.=Manuel  León. 

da  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr,  Don 
¡asualdo.  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
ia.  celebrando  audiencia  publica  la  .misma  en  el 
e  certifico  como  Escribano  de  Cámara, 
íviembre  de  1869.=líogelio  González  Montes. 
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mu.  lie. 

CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Mejoi  derecho  i  cn  leoado. — Sentencia  de  29  de  Noviembre» 
declarando  no  haber  lagar  al  recorso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Doncel,  eo  representación  de  so  hijo  I).  Eduardo, 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Madrid ,  en  pleito  con  Doña  María  de  la  Concepción  Blanco 
v  Jiménez. 

En  los  cossidebandos  se  establece : 

!.°  Que  cuando  el  legado  no  f*  condicional,  sino  á  tiempo 
cierto,  pasa  al  legatario  ta  propiedad  de  ¡a  cota  legada  desde  la 
muerte  del  testador,  según  expresamente  lo  dispone  la  leu  54,  títu- 
lo 9.\  Partida  •.• 

2.Q  Que  muerte  el  testador  antes  que  el.  legatario,  adquiere  esté 
la  propiedad  de  la  cosa  legada,  trasmitiéndola  por  consiguiente  á 
sus  herederos. 

3.°  Que  en  caso  de  abintestato,  y  á  falta  de  ascendientes  y 
descendientes,  viene  la  sucesión  á  los  colaterales,  conforme  á  las 
leyes  i.\  2.*  y  3.'  del  titulo  20,  libro  10  de  la  Novísima  ¡teco- 
pilacion. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Noviembre  de  1869,  en  los  autos 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  inclusa  y 
en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  ha  segúfciftPifófEa 
María  de  la  Concepción  Blanco  y  Jiménez  con  D.  José  Doncel,  en 
representación  de  su  hijo  D.  Eduardo,  sobre  mejor  derecho  ft  un  le- 
gado ;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  9  de  Marzo 
de  1859  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Paula  Prias  y  Padilla  en  su  testa- 
mento otorgado  en  15  de  Julio  de  1830,  después  de  legar  ciertas  can- 
tidades por  una  vez  á  sus  sobrinos  Manuel,  Joaquín,  José,  Juan  de 
Mata  y  María  de  ios  Dolores  Juana  de  Dios  Ramona,  hijos  de  su  di- 
funto hermano  Manuel  de  Frías  y  de  María  Jiménez,  y  á  María  de  los 
Dolores  Marcelina  de  Luna,  hija  de  Josefa  Antonia  Petronila,  que  lo 
era  también  de  dicho  su  hermano  Manuel  de  Frías  y  de  su  mujer 
María  Jiménez,  ordenó  que  era  su  voluntad  que  la  casa  que  tenia  en 
la  calle  del  Oriente,  vulgo  de  los  Carros,  de  esta  capital,  la  poseyese 
pacificamente'  en  usufructo,  y  no  en  otra  forma,  durante  los  dias  de 
su  vida,  su  mujer  Doña  Brígida  Diaz  Ballesteros,  Par*  <ilie  con  sus 
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rendimientos  atendiera  á  su  mfts  cómoda  y  decente  manutención,  cui- 
dando de  tenerla  reparada,  pftrt  evitfrt  su  deterioro  y  que  por  esta 
causa  les  faltase  aquel  auxilio  ;  y  que  verificado  que  fuese  su  falleci- 
miento, quería  y  drfl  M.  téluftfM  *jue  Jflfried  latamente  se  procediera 
por  sus  albaceas  y  testamentarios,  en  unión  con  el  Prior  de  monjes 
Jerónimos  y  Guardian  de  religiosos  capuchinos  de  San  Antonio  del 
Prado*  ft  Mf  vefcta.fle  \fi  mencionada  casa,  con  la  maj(Or  yentajíj  posi- 
ble, jpdíptyl  6,  ea&trajudicialmeijte,  como  inejpr  creyeran  coayeuiy ;  y 
yeírifteHd*  sd  ^ajenación,  percibieran  $ada  «np  df  los  do?  Prelados 
6.906  r*.  por  upa  vez  para  que  lo». invirtieran  en  misas  a/)íi^K|^s  por 
en  altfta  y  las  Ste  §n$  dos  ujujtfes  pafia, María  García  y  D$na  firígida 
Diaz  Ballesteros,  y  el  líquido  que    resultase,  deducidos  estos  13.000 
reales  y  800  que  suplicaba  á  sus  testamentarios  tomase  cada  uñó  en 
aquel  caso  para  darles  la  invefslgn  (^ta  palmasen  conveniente,  y  los 
gtttotf  indispensables  qde  se  o^psasen,  (¿asta  realizar  la  venta  y  hacer 
tffeclivó  su  importe,  se  «deposítase  pn  (as  áreas  del  monasterio  de  San 
letúnlpíOi  f  i  disposición4  taparen  dpi  Guardian  de  religioso?  capu- 
chinos de  San  Antonio  del  Prado,  quienes  de  oomun  acuerdó  y  en 
flirton  <te  fy>a  tegumentarios,  di^piqsieraif  que  con  toda  la  brevedad  po- 
|ib>4  ¿q,  roipitiera  á  )a  Ciudad  de  Málaga  y  entregasen  por  partes  igua- 
les á  su  citado  sobrino  y  sobrina  AJanuel  Joaquin  José  Juan  de  Mata 
y  María  (Je  los  Dolores  Juana  de  Dios  Ramona  de  Frías,  y  á  la  niña 
que  quedó  por  muerte  de  la  otra  su  sobrina  que  dejaba  mencionada, 
ó  &  las  persona  que  de  ejlos  d$riYtfóctf  su  derecho :  que  en  el  caso 
de  que  su  citada  mujer  Doña  Brígida  Diaz  Ballesteros  contrajese  se- 
gundo matrimonio,  cesase  en  el  acto  por  el  mismo  hecho  en  el  usu- 
fructo de  la  mencionada  casa,  y  que  se  procediese  inmediatamente  á 
p\\  enajenación  en  la  forma  explicada,  dando  á  sus  productos  la  In- 
ter^fritque  dejaba  dispuesto;  y  por  último,  declaró  que  en  el  remanente 
que  quedase  y  existiera  en  ,su  casa  y  le  pudiera  pertenecer  por  cual- 
quier título  entonces  y  en  lo  sucesivo,  deppues  de  cumplido  y  pagado 
todp,  así  como  las  mandas, qi^c  dejabft  dispuestas  y  las  que  pudieran 
resultar  dp  la  memoria,  si  la  dejase,  nombraba  é  instituid  porsriíiníéít 
y  universal  heredera  á  su  mujer  Doña  Brígida  Díaz  ballesteros: 

.Resultando  que  el  misma  D.  francisco  de  Pa^la  Frías  por  supli- 
dlo de  27  de  Marzo  de  1833  nombró  en  lugar  de  los  testamentarios 
expresados  én  su, testamento  ai  Presbítero  D.  Antonio  Moras,  4, la 
c|tada  su  esposa  Doña  írigida  Diaz  Ballesteros  y  á  su  cufiado  tí.  t¡¿- 
mingó  Minguéz.  en  calidad  ae,tn  $olulumt  facultando  i  éstos  dos  í  I  ti- 
mos para  que  lucieran  la  liquidación  de  cuentas  pendientes,  orillán- 
dola^ y  acabándolas  en  todo  con  los  interesados,  especialrocnteaqüe- 
ílós  de  quienes  era  apoderado,  y  procediendo  en  ello  con  la  actividad 
y  buena  fé  que  les  dejaba  encargado: 

,    Resultando  que  en  31   de  Marzo  de  1833  falleció  el  D.  Francisco 
de  paula  Frías,  bajo  el  testamento  y  códicilo  mencionados ;  y  con 
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posterioridad  murieron  los  legatarios  D.  Manuel  Joaquín  José  Juan  de 
Mata  en  29  de  Abril  de  1887,  Dofia  Haría  de  los  Dolores  Luna  y  Jlmc- 
nez  en  81  de  Junio  de  1842  y  Doña  María  de  los  Dolores  Juana  Ha* 
mona  de  Frias  en  16  de  Setiembre  de  1859,  todos  ellos  sin  sucesión, 
y  sobrevivióndoles  su  madre  y  abuela  respective  Doña  Mari»  Jitae- 
nez  de  la  Torre*  que  falleció  en  21  de  Marzo  de  1862  sin  haber  otor- 
gado testamento»  ni  tampoco  dejado  herederos  ascendientes  ni  descen- 
dientes; pero  sobreviniéndola  su  sobrina  carnal  Dofia  María  da  la 
Concepción  Blanco  y  Jiménez,  hoy  demandante;  que  habla  nacido  en 
16  de  Diciembre  de  1810 : 

Resultando  que  Doña  Brígida  Diaz  Ballesteros ,  viuda  del  D.  Fran- 
cisco de  Paula  Frías ,  en  su  testamento  de  9  de  Mayo  do  1861  insti- 
tuyó por  su  única  y  universal  heredera  á  su  sobrina  carnal  Dofia 
Brígida  Vidal  y  Diaz »  y  nombró  por  albaeeas  in  mdiáum  á  D.  Fran- 
cisco Alcalde  y  P.  Alejandro  Vidal ,  y  al  Notario  D.  Angél  María 
Hernández: 

Resultando  que  fallecida  la  Doña  Brígida  Diaz  Ballesteros  en  2  de 
Noviembre  do  1862,  solicitó  su  testamentario  D.  Francisco  de 'Paula 
Alcalde  en  81  de  Enero  de  1863,  ante  el  Juagado  del  distrito  de  Ka  La- 
tina, la  subasta  judicial  de  la  casa  núm.  5  antiguo  y  i  moderno  de 
la  calle  (Je  Oriente ,  vulgo  de  los  Carros ,  para  llevar  A  efecto  lo  dis- 
puesto en  su  testamento  por  D.  Francisco  de  Paula  Frias  y  Padilla; 
pretendiendo  además  que  se  llamase  por  anuncios  en  la  Gaceta  j 
edictos  en  Málaga  á  los  que,  con  arreglo  á  dicho  testatnento,  tenían 
derecho  á  percibir  el  producto  líquido  de  la  casa  i  mediante  &  que  á 
pesar  de  sus  gestiones  no  había  podido  averiguar  el  paradero  de 
D.  Manuel  José  Joaquín  y  Doña  María  de  los  Dolores  Frías ,  ni  él  de 
Doña  María  de  ios  Dolores  Marcelina  de  Luna  y  Frias:    l 

Resultando  que  hechos  loe  llamamientos  y  trascurridos  treinta 
días  sin  que  nadie  se  presentase  j  se  verificó  la  subasta  de  la  casa, 
que  fué  rematada  en  116.900  rs.,  de  los  cuales,  deducidas  ciertas  pan* 
tidas  en  virtud  de  providencias  Judiciales,  quedaron  líquido*  70.212 
reales  é  que  se  consignaron  en  la  Caja  general  de  Depósitos  á  dispo» 
sicipn  de  dlfbo  Juzgado  de  la  Latina: 

Respltaqdo  que  Doña  Brígida  Vidal,  sobrina  y  heredera  de  la 
Doña  Brígida  Diaz  Ballesteros  •  después  de  haber  contraído  matrimo- 
nio con  D.  José  Doncel ,  otorgó  de  mancomún  con  éste  su  testamen- 
to, bajo  el  que  falleció  en  26  de  Mayo  de  1864»  instituyendo  Jttr  su 
único  y  universal  heredero  al  hijo  de  ambos  D.  Eduardo  Manuel 
Doncel  y  Vidal: 

Resultando  que  el  D.  José  Doncel ,  noticioso  de  que  se  habla  de- 
nunciado la  cantidad  depositada  en  la  Caja  general  como  procedente 
de  la  casa  Vendida  para  que  se  declarase  del  Estado,  promovió  de- 
manda en  8  de  Octubre  de  1866,  bajo  el  concepto  de  padre  *&  Dan 
l^rdo  Manuel  Doncel  y  Vidal ,  y  éste  herédete  de  m  mM*  Mña 
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Brígida  ♦  á  fin  de  que  se  declarase  que  correspondían  al  mismo  los 
legados  hechos  por  D.  Francisco  de  Paula  Frías  á  sus  sobrinos  Don 
Manuel  y  Doña  María  Frías  y  Doña  María  de  Luna  y  Frías ,  y  por  lo 
tanto  la  cantidad  depositada  con  sus  réditos: 

Resultando  que  por  separado ,  y  antes  de  tramitarse  en  lo  princi- 
pal la  reclamación  de  Doncel ,  dedujo  la  actual  demanda  Doña  María 
de  la  Concepción  Blanco  y  Jiménez  en  12  de  Junio  de  1867,  pidien- 
do se  declarase  que  la  correspondía  íntegramente  el  legado  que  en  la 
cláusula  13  de  su  testamento  hizo  D.  Francisco  de  Paula  Frias  y  Pa- 
dilla ,  del  precio  de  la  casa  que  le  perteneció  en  la  calle  de  los  Car- 
ros á  favor  de  sus  tres  sobrinos  D.  Manuel  y  Doña  María  de  los  Do- 
lores Frias  y  Jiménez  y  Doña  María  de  los  Dolores  Luna  y  Frias  ,  por 
ser  ella  la  única  persona  que  de  los  mismos  derivaba  su  derecho; 
mandando  que  el  testamentario  D.  Francisco  de  Paula  Alcalde ,  ó 
quien  hiciera  sus  veces,  le  entregase  desde  luego  el  importe  de  la 
venta  de  dicha  casa,  con  los  intereses  que  hubiere  producido  y  pro- 
dujese basta  su  efectiva  entrega ;  y  condenando  á  D.  José  Doncel, 
como  legítimo  representante  de  su  hijo  D.  Eduardo ,  sobrino  de  Doña 
Brígida  Díaz,  y  &  cualquiera  otro  opositor,  á  perpetuo  silencio  y  en 
las  costas,  para  lo  cual  alegó,  que  establecido  en  la  cláusula  13  del 
testamento  de  D.  Francisco  de  Paula  Diaz  y  Padilla  el  legado  de  usu- 
fructo de  la  casa  calle  de  los  Carros  á  livor  de  su  mujer,  y  á  favor  de 
sus  tres  sobrinos  el  de  propiedad  á  cierto  dia,  adquirieran  estos  desde 
luego  ei  derecho  á  su  percibo  en  la  época  designada ,  y  lo  trasmitie- 
ran á  sus  herederos»  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  3í ,  tít.  9.*, 
Partida  6.a,  y  según  lo  claramente  expresado  por  el  testador  mismo, 
que  mandó  se  entregasen  á  la  muerte  de  mi  mujer  Doña  Brígida  Diaz, 
ó  si  ésta  contrajese  segundas  nupcias ,  las  porciones  respectivas  á 
sus  sobrinos  ó  á  las  personas  que  de  ellos  derivasen  su  derecho:  que 
Doña  María  Jiménez ,  como  madre  de  dos  de  los  legatarios  y  abuela 
del  otro  y  única  ascendiente  que  le  sobrevivió ,  era  la  sola  persona 
que  heredó  el  derecho  quo  tenían  al  legado :  que  la  ley  concedía  ia 
herencia  abintestato  &  falta  de  ascendientes  y  descendientes  &  los  so- 
brinos ó  parientes  colaterales  más  próximos ;  y  hallándose  en  este 
caso  Doña  María  de  la  Concepción  Blanco  y  Jiménez ,  heredó  ella 
sola  á  su  tia  Doña  María  Jiménez ;  y  bien  por  este  concepto ,  bien 
sucediendo  á  los  legatarios,  dos  de  ellos  sus  primos  hermanos  y  la 
otra  su  sobrina»  era  la  única  persona  que  de  ellos  derivaba  su  dere- 
cho y  tenia  legítima  representación  cuando  ocurrió  la  muerte  de  la 
usufructuaria  Doña  Brígida  Diaz;  y  por  último,  que  el  usufructo  le- 
gado á  ésta,  como  vitalicio,  concluyó  con  sn  vida  y  no  pudo  trasmitir- 
lo á  sus  herederos,  y  mucho  menos  la  opción  á  la  propiedad  que 
nunca  le  perteneció ,  careciendo  por  consiguiente  de  acción  sn  sobri 
no  para  reclamar  el  precio  depositado  de  la  casa: 

Resultando  que  D.  José  Doncel ,  como  padre  de  D.  Eduardo  Don* 
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oel  y  Vidal,  en  su  contestación  pidió  que  se  desestimase  con  las 
costas  la  pretensión,  y  se  le  absolviese  de  la  demanda ,  declarando 
que  correspondía  al  D.  Eduardo  el  mencionado  legado  ó  la  cantidad 
en  que  consistía  y  se  hallaba  depositada  en  la  Caja  general ,  lo  pro- 
pio que  los  intereses  que  la  misma  habla  devengado  desde  que  lo  fué 
y  los  que  devengase  hasta  que  le  fliesc  entregado  ,  según  lo  preten- 
dió en  la  demanda  á  su  vez  instaurada  por  él  en  8  de  Octubre  de 
1866;  exponiendo  al  efecto  que  no  siendo  el  legado  puro  ó  simple, 
sino  á  cierto  dia ,  no  adquiría  derecho  alguno  el  legatario  hasta  que 
aquel  llegaba,  y  muriendo  antes  no  era  posible  que  lo  consiguiese 
ni  por  lo  tanto  lo  trasmitiera  á  otra  persona,  recayendo  por  ello  en  el 
heredero  del  testador  si  le  hubiese  nombrado ,  ó  en  el  pariente  más 
inmediato,  conforme  á  las  leyes :  que  á  nadie  más  que  al  D.  Eduardo 
Doncel  debia  entregarse  la  cantidad  reclamada,  porque  habiéndose 
dicho  por  el  testador  D.  Francisco  de  Paula  Frías  que  se  entregase  á 
los  referidos  legatarios  ó  las  personas  que  de  ellos  derivasen  su  de- 
recho ,  no  existiendo  los  mismos  ni  teniendo  origen  de  ellos  la  de- 
mandante  ni  otra  persona  alguna,  por  haber  fallecido  sin  testar  y  sin 
descendientes ,  no  cabía  de  ello  duda  ateniéndose  al  literal  contexto 
de  las  frases  en  que  significó  su  voluntad ,  como  prevenía  la  ley  y 
jurisprudencia  sobre  el  particular ,  y  no  violentando  la  significación 
de  las  mismas ;  esto  partiendo  del  supuesto  de  que,  contra  lo  consig- 
nado en  el  primer  fundamento ,  hubieran  podido  adquirir  los  legata- 
rios el  derecho  mencionado  al  fallecer  el  D.  Francisco  de  Paula :  que 
aun  cuando  á  falta  del  testamento  correspondía  á  los  ascendientes 
heredar  á  los  hijos  y  nietos,  y  á  taita  de  los  mismos  les  heredaban 
los  parientes  colaterales ,  esto  no  obstante ,  no  correspondería  ni  cor- 
respondía á  la  Dolía  María  de  la  Concepción  Blanco  y  Jiménez  here- 
dar á  los  legatarios  del  D.  Francisco  de  Paula  Frías ,  porque  ni  la 
Doña  María  Jiménez,  que  se  suponia  madre  de  éstos,  fué  esposa  del 
D.  Manuel  de  Frias ,  ni  tampoco  pariente  deselle : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  los  partes  articularon, 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia en  3  de  Junio  de  1868,  absolviendo  á  D.  José  Doncel  de  la  de- 
manda contra  él  interpuesta,  en  el  concepto  de  padre  de  D.  Eduardo 
Doncel  y  Vidal,  por  Doña  María  de  la  Concepción  Blanco  y  Jiménez, 
y  declarando  que  el  producto  de  la  casa  vendida  y  de  que  se  trataba 
en  este  litigio,  que  se  hallaba  depositado  en  la  Caja  general,  corres- 
pondía integramente  con  los  intereses  que  hubiese  devengado  y  de- 
vengase hasta  que  fuese  entregado  á  D.  Eduardo  Doncel  y  Vidal : 

Resultando  que  sustanciada  la  apelación  que  interpuso  la  deman- 
dante, pronunció  sentencia  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en  0  do 
Marzo  de  1869 ,  revocando  la  apelada  y  declarando  que  el  producto 
líquido  de  la  casa  vendida,  de  que  se  trata  en  este  litigio,  depositado 
CU  la  C*<ja  general ,  correspondía  íniegrumeQic  ft  Doíla  María  Couccp- 
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cien  Blanco  y  Jiménez ,  con  los  intereses  devengados  y  que  se  deven- 
gasen hasta  que  le  fuese  entregado  : 

Resultando  que  contra  este  fia  i  lo  interpuso  el  demandado  Doncel 
recurso  de  casación»  citando  como  infringidas: 

1/  La  ley  «1,  tít.  9.*,  Partida  7.\  y  la  34,  tít.  9/,  Partida  €.\  así 
como  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en 
sentencia  de  90  de  Abril  de  1866,  en  cuanto  se  declaraba  que  el  le- 
gado no  fué  condicional ,  sino  á  tiempo  cierto ,  y  se  estimaba  la  de- 
manda de  la  Doña  María  de  la  Concepción . 

2.*  La  regla  de  derecho  de  que  «  ningún  hombre  puede  dar  más  á 
otro  de  lo  que  posee  ó  tiene,»  ó  sea  la  12  de  las  establecidas  en  el 
título  94,  Partida  7.a;  y  el  principio  legal  en  materia  de  sucesiones, 
referente  á  que  el  nombramiento  condicional  de  heredero  no  produ- 
ce efecto  alguno  ciando  el  instituido  muere  antes  que  el  testador,  y 
por  consiguiente  no  puede  trasmitirse  á  los  suyos ,  salvo  el  caso  de 
representación,  en  conformidad  á  la  jurisprudencia  sentada  por  este 
Supremo  Tribunal  en  su  sentencia  de  6  de  Febrero  de  1895,  ó  á  laque 
en  dicho  principio  se  entiende,  y  es,  por  identidad  de  razón,  aplica- 
ble á  las  instituciones,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  porque  to- 
das ellas  no  son  más  que  medios  diversos  autorizados  por  el  derecho 
para  trasmitir  la  herencia  á  varias  y  determinadas  personas  é  fami- 
lias; pero  en  todas  es  requisito  indispensable  que  el  instituido  tenga 
capacidad  para  aceptarla  cuando  se  cumple  la  condición . 

8."  La  jurisprudencia  sentada  en  sentencia  de  este  Supremo  Tribu- 
nal en  6  de  Febrero  de  1868 ,  porque  aunque  dé  las  frases  «ó  á  las 
personas  que  de  ellos  deriven  su  derecho»  pudiera  desprenderse  que 
el  testador  quiso  hacer  una  sustitución ,  como  el  sustituido  falleció 
antes  que  la  usufructuaria,  era  claro  que  según  dicha  jurisprudencia 
no  adquirieron  las  citadas  personas  derecho  alguno  por  no  haberlo 
hecho  aquel. 

4.°  La  ley  1.a,  tít.  99,  Partida  7.a;  la  disposición  testamentaria  de 
B.  Francisco  de  Paula  Frías,  y  la  jurisprudencia  establecida  por  este 
Supremo  Tribunal  en  consonancia  con  los  preceptos  de  dicha  ley,  de 
que  «las  palabras  del  testador  deben  entenderse  tal  cual  suenan ,  y 
su  interpretación  no  puede  ir  mas  allá  que  lo  que  ésta  significa;» 
porque  aun  cuando  no  pudiera  tener  aplicación  lo  que  se  acababa  de 
indicar  respecto  á  las  sustituciones',  reconociéndose  por  la  Sala  que 
la  Doña  María  de  la  Concepción  fué  pariente  colateral  de  los  legata- 
rios, era  evidente  que  el  derecho  de  aquella  no  lo  traía  directo  de  los 
mismos;  pues  para  que  asi  fuese  era  preciso  que  descendiera  de  ellos 
por  ser  á  no  dudarlo  la  voluntad  del  testador,  mucho  más  si  se  tenia 
en  cuenta  que  por  fallecimiento  de  su  sobrina  Dofía  lósela  Frías  y 
Jiménez,  llamé  al  disfrute  del  legado  á  la  hija  de  ésta  Doña  María  de 
los  Dolores  Luna  y  Frías. 

9.*   T  por  último,  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Supremo  Tri- 
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buoal  en  sentencia  de  27  de  Setiembre  de  1845  y  7  de  Aferil  de  1864, 
de  ow  cuándo  hay  ins.ütucion  de  hqredefo  universa,!,  como  sucedty 
es  el  presante  caso  •  quedan  *p  la  masa  hereditaria  Jos  legados  y 
manda»  qm  hubiesen  caducado;  por  cu§p¿o  se  signiíica&t  e?  fr 
sentencia  que  no  entró  en  la  voluntad  del  testador  que  su  esposa 
Dona  Brígida  Díaz  Jla/ 1  esteros  llegare  á  adquirir  en  propinad  ei  pro- 
ducto referido  de  la  casa. 

Vistea,  siendo  Ponente  el  Ministro  0.  José  Fermín  de  Mar?, 

Considerando  <w$  el  legado  que  9  Francisco  d?  Paula  Frías  hizo 
por  su  testamento  de  15  de  Julio  de  1830  á  sus  sobrimos  Mqnuel  y 
María  de  loa  Dolores  Fríap  no  es  condicional,  sino  á  tiempo  cierto,  ha- 
biendo pasado  de  consiguiente  A  los  legatarios  la  propiedad  de  la  casa 
legada  desde  la  muerte  del  testador ,  según  expresamente  lo  dispone 
la  ley  34,  tít.  9.*,  Partida  6.a: 

Considerando  que  habiendo  muerto  sucesivamente  los  tres  legata- 
rios después  del  31  de  Marzo  de  1833  en  que  falleció  el  .testador, 
pasó  la  propiedad  del  legado  á  la  madre  y  abuela  de  aquellos  Doña 
Marfe  J¿o?enez  de  la  Torre ,  y  por  defunción  de  ésta  á  su  spbj-ina 
DoSa  María  de  la  Concepción  Blanco  y  Jiménez,  demándente,  sin  que 
pudiese  tener  dpr^cho  6  él  la  usufructuaria  Dona  JJrígid^t  Ballesteros, 
y  mneho  méftys  los  herederos  de  ésta ,  porque  el  D.  Francisco  dis- 
puso que  su  mujer  llevase  en  usufructo  la  casa  durante  su  via>  y  no 
en  otra  forma: 

Considerando  que  el  expresado  testador,  no  sólo  llamó  al  goce  del 
legado  por  iguales  partes  á  los  tres  sobrinos  referidos,  sino  que  quiso 
y  mandó  que  por  su  falta  pasase  &  las  personas  que  de  ellos  deriven  sis 
derecho;  siendo  incuestionable  que  la  demandante  derive  su  derecho 
de  los  referidos  legatarios  por  haber  muerto  abiníestoto  y  sin  descen- 
dientes ellos  y  su  madre ,  en  cuyo  caso  viene  la  sucesión  á  los  cola- 
terales, conforme  á  las  leyes  1.a,  2.a  y  3.a  del  tít.  20,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación: 

Y  considerando  que  bajo  estos  supuestos  al  declarar  la  ejecutoría 
que  el  producto  líquido  de  la  casa  vendida ,  depositado  en  la  Caja 
general,  corresponde  íntegramente  con  sus  intereses  á  Doña  María  de 
la  Concepción  Blanco  y  Jiménez,  no  ha  infringido  la  ley  31,  tít.  9.\ 
Partida  7.a,  ni  la  34,  título  9.',  Partida  6.a,  ni  las  otras  que  se  cHaa 
en  el  recurso,  ni  tampoco  ha  contrariado  la  doctrina  de  las  varias 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que  se  han  traído  en  apoyo  de 
la  casación ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Doncel,  en  representación 
de  su  hijo  9.  Eduardo,  &  quien  condenamos  en  Jas  costas;  y  manda- 
mos se  devuelvan  los  autos  con  la  correspondiente  certificación  é  la 
Audiencia  de  que  proceden. 

As]  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Cácete  y  99 
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insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Mauricio  Garefa.= 
Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de  Castilla .=fosé  Marta  Maro.= 
Joaquín  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=Fernando  Pérez  de  Rosas. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sn  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Su- 
premo Tribunal.  - 

Madrid  89  de  Noviembre  de  18G9.=Dionrsio  Antonio  de  Puga. 

N<5m.   117. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pago  de  cantidades  i  indemnización  de  perjuicios.  —  Sentencia 
de  29  de  Noviembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Mateu  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con 
D.  Agustín  Boada. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  el  que  vende  como  libre  una  cosa  que  en  parte  la  tiene 
vendida  á  otro,  está  obligado  al  saneamiento  de  ella,  según  lo  or- 
dena la  ley  61,  Digesto,  De  evictionibus. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Noviembre  de  1869,  en  ios  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sania  Coloma  de 
Farnés  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Do» 
Agustín  Boada  con  D.  Bienvenido  Mataró  y  D.  Pedro  Mateu,  éste  citado 
de  ev  ice  ion,  sobre  pago  de  cantidades  c  indemnización  de  perjuicios; 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Matea  contra  la  sentencia  que  en  1.°  de  Octubre  de  1168 
pronunció  la  referida  Sala  : 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  9  de  Junio  de  1856  regís- 
trada  en  el  oficio  de  Hipotecas,  libro  de  obligaciones  sin  interés,  Don 
Pedro  Mateu  y  Man  rosa  vendió  á  I).  Agustín  Boada,  fabricante  de  ta- 
pones, una  monda  ó  peladura  de  los  corchos  que  se  encontraban  en 
el  manso  de  su  propiedad,  llamado  Xieu  de  la  Barraca,  situado  en 
el  término  de  la  villa  de  Tordcra  y  sitio  de  la  riera  de  Valdemaría, 
no  pudlendo  verificar  el  comprador  la  mondadura  hasta  después  de 
pasados  ocho  anos,  6  sea  en  el  mes  de  Agosto  del  de  1864,  y  se  la 
trasmitía  de?do  luogo  en  propiedad  por  la  cantidad  de  620  reoles 
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que  en  el  acto  recibió  del  comprador;  estipulando,  entre  otras  con- 
diciones ,  que  el  vendedor  prometía  tener  por  firme  la  venta  y  estar 
á  la  legal  eviécion  y.  defensa  eu  todo  caso  con  restitución  de  dados 
y  gastos,  hipotecando  al  cumplimiento  de  todo  especialmente  el  mis- 
mo manso  y  tierras  deslindado,  sin  perjuicio  de  la  obligación  general 
de  bienes: 

Resultando,  que  por  otra  escritura  de  18  de  Mayo  de  1860  el  mis- 
mo D.  Pedro  Maten,  deseando  inscribir  los  bienes  inmuebles  que  por 
defunción  de  su  padre,  ocurrida  en  27  de  Marzo  de  1851,  había  ad- 
quirido ,  formalizó  inventario  de  todos  ellos»  comprendiendo  una  pie- 
za de  tierra,  oon  una  casa  de  bajos  y  un  piso  en  ella  edificada •>  de 
cabida  de  26  cuarteras  y  cuatro  cuartanes  de  trigo  de  semilla ,  las 
cinco  cuarteras  y  cuatro  cuartanes  de  cultivo  y  las  restantes  21  de 
bosque  plantado  de  alcornoques  v  sito  en  el  término  de  Tordera  y 
vecindario  llamado  de  Valdedinarfa  ,  bajo  los  linderos  que  se .  expre- 
san ;  la  cual  era  tenida  en  dominio  directo  del  hospital  de  pobres 
enfermos  de  Hostalrich ,  y  en  parto  de  los  bienes  nacionales  como 
procedentes  del  monasterio  do  Va  Ídem  a  ría,  sin  que  nunca  se  hubiera 
pagado  censo  alguno;  pero  que  la  misma  tinca  estaba  hipotecada  á  k 
seguridad  de  un  debítorio  de  200  duros  á  favor  de  Joaquín  Sagrera, 
de  plazo  vencido : 

Resultando  que  por  escritura  de  16  de  Junio  de  1863  el :  citado 
D.  Pedro  Mateu  vendió  á  D.  Bienvenido  Mataró  toda  aquella  pieza  de 
tierra  de  cabida  22  cuarteras  de  semilla ,  que  contentan  1.S23  varas 
catalanas  cada  cuartera,  de  las  cuales  una  era  cultiva  y  Jas. restan- 
tes 21  bosques,  con  algunos  alcornoques  en  ella  radicados ,  situada 
en  el  término  de  la  villa  de  Tordera  y  vecindario  llamado  Valdema- 
ria ,  con  los  linderos  que  se  refieren ,  perteneciendo  al  vendedor 
como  donatario  universal  de  su  padre  Antonio  llaleu  y  Padrós;  cuya 
finca  se  bailaba  afecta  al  debitorio  de  4.000  iy.  á  favor  de  l>.  Joa- 
quín Sagrera,  y  sin  que  tuviese  otras  cargas ,  salvo  el  dominio  di- 
recto ,  parte  por  el  hospital  de  pobres  de  Hostalrich  y  parte  por  las 
rentas  nacionales  9  como  procedente  del  monasterio  de  Yaldemaría 
y  su  correspondiente  lauderoio  en  precio  de  10.000  re.  ,  de  que  el 
comprador  se  retenia  4.000  para  satisfacer  al  Joaquín  Sagrera,  entre- 
gando de  presente  los  €.000  restantes,  y  prometiendo  el  vendedor  al 
comprador  citarfe  de  eviccion  y  4  la  enmienda  de  daños  y  pago  de 
todas  las  costas : 

Resultando  que  en  28  de  Junio  de  1861  el  Jefe  do  la  Guardia  civil 
de  Tordera  poso  á  disposición  del  Alcalde  á  Agustia  Boada ,  José 
Chespi ,  Pedro  Mateu  y  Juan  Mercader,  por  robo  de  tres  carretadas  y 
'inedia  de  corcho  de  la  propiedad  de  D.  Bienvenido  Mataró  y  al  que 
babian  devuelto  el.  corcho  ;  y  formada  sobre  ello  la  correspondiente 
causa  crimina],  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  auto,  que  aprobó 
la  Audiencia  del  territorio  en  20  de  Agosto  del  mismo  año  de  1864, 


5¡06  TRIBUNAL  SDPBEKO  DE  JUSKICIA. 

sobreseyendo  en  el  procedimiento  stn  ulterior  curso ,  reservando  4 
todo»  y  ft  cada  uno  de  los  interesados  el  .derecho  que  profiera  tener 
sobre  el  corcho  y  mojones  para  dilucidarlo  en  la  vja  civil  dónde,  cómo 
y  coando  entendieren  Ton  ven  irles : 

Resaltando  que  en  su  consecuencia  el  D.  Afeustin  Boada  v  previo 
acto  conciliatorio  sin  avenencia  ,  dedujo  demanda  en  24  de  Dkáem- 
bre  de  1W4  ,  para  que  se  condenase  á  D.  Bienvenido  Halaré  á  la 
restitución  de  los  ares  canos  y  medio  de  concho  ,  ó  de  1.9BI  rs»  de 
su  justo  valor;  á  la  devolución  igualmente  úei  corcho  que  se  habla 
llevado  y  habiá  cortad*  en  cantidad  de  dos  carros  y  medio  aproxi- 
madamente, 6  su  justo  valor,  en  Julio  de  aquel  año,  de  los  alcorno- 
ques radicados  en  el  maneo  Xfeu  de  la  Barraca ;  á  que  no  impidiera 
al  D.  Agustín  la  corta  de  los  que  faltaban  ;  y  por  último  ,  á  la  in- 
demnización de  los  daflos ,  costas  y  perjuicios  ocasionados  por  tales 
hechos ,  y  también  por  los  del  sumario  criminal  instruido  en  virtud 
de  instancia  calumniosa,  suponiendo  habérsele  hurtado  corcho  de  su 
propiedad,  cuyos  perjuicios  consideraba  de  valor  de  3M  duros;  para 
lo  que  alegó  que  el  D.  Bienvenido  Mataró  mandó  la  corta  del  corcho 
de  otros  alcornoques  radicados  en  el  citado  manso  Xieu  de  la  Bar- 
raca, en  eantidad  de  dos  carros  y  medio  aproximadamente,  con  pos- 
terioridad al  hecho  de  haberle  entregado  los  tres  carros  y  medio  de 
que  se  apoderó  la  Guardia  civil,  ó  sea  en  el  mes  de  Julio,  y  se  ha- 
bla opuesto  á  la  corta  del  corcho  de  ios  alcornoques  que  aun  falta- 
ban y  estaban  en  razón  radicados  en  ei  mencionado  manso  Xicu  de 
la  Barraca,  é  impedido  la  operación  cuando  Boada  se  habla  propuesto 
practicarla  por  sus  alquilados  :  que  el  D.  Bienvenido  causó  aquellos 
hechos  en  perjuicio  del  D.  Agustín  Boada ,  importantes  un  cuasi  de- 
lito y  una  culpa,  que  debía  enmendar  al  tenor  de  la  ley  31  del  Di- 
gesto, Ad  legius  aquüiana,  y  habla  sustraído  del  dominio  y  posesión  de 
Boada  cosas  que  le  pertenecían  y  que  debía  restituir  con  arreglo  á  la 
ley  23,  tít.  I.*,  libro  6.°  del  Digesto  y  otras  consignadas  en  el  derecho 
vigente,  con  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios : 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  D.  Bienvenido  Mataró 
pretendió  se  le  absolviese  de  ella  ;  y  si  esto  no  tuviese  lugar,  se 
condenase  subsidiariamente  á  Pedro  Mateu  y  Barceló  á  que  en  el 
concepto  de  eviccionario  le  entregase  las  cantidades  que  éste  debiera 
pagar  al  demandante  Boada  por  razón  del  gravamen  ó  enajenación 
en  que  el  mismo  fundaba  su  derecho ,  indemnizándole  además  de 
todos  los  daños  y  perjuicios  que  por  tal  concepto  se  le  hubiesen  oca- 
sionado ♦  y  condenándole ,  lo  mismo  que  al  demandante  en  su  caso, 
al  pago  de  todas  las  costas  de  este  pleito  ;  y  al  efecto  excepcRmó 
que  ni  en  la  escritura  de  compra-venta  •  ni  al  tiempo  de  celebrarse 
el  contrato ,  ni  después  ,  se  hizo  expresión  de  que  la  tierra  vendida 
por  Pedro  Haleu  al  demandado  estuviese  afecta  á  gravamen  alguno 
de  la  naturaleza  que  aparecía  de  la  otra  escritura  de  venta  del  cor- 
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dio  á  favor  de  Boada;  y  no  apareciendo  tampoco  bajo  d  nombre  de 
Matea  en  el  Registró  de  la  propiedad' ,  debía  creerse ,  ínterin  no  se 
probase  lo  contrarío ,  que  Boada  adquirió  su  pretendido  derecho  de 
quien  no  era  el  verdadero  dueño  del  manso  Xieu ,  ni  tenia  por  lo 
tanto  facultades  para  enajenarlo  en  todo  ni  en  parte  :  que  si  bien 
babía  impedido  que  Boada  se  aprovechase  de  la  corta  del  corcho, 
lo  había  practicado  ajustándose  y  usando  siempre  de  las  facultades 
que  como  propietario  de  parte  de  aquel  manso  le  correspondían ;  y 
que  el  vendedor  estaba  obligado  á  responder  al  comprador  de  los 
efectos  y  cargas  de  la  cosa  que  el  segundo  ignoró  al  tiempo  del  con- 
trato, prestando  al  efecto  la  eviccion  ó  saneamiento,  é  indemnizándole 
de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  le  resultasen  de  tales  defectos  ó 
cargas : 

Resultando  que  citado  de  eviccion  el  D.  Pedro  Hateu  Manresa  y 
Barceló ,  y  presentado  en  autos  ,  solicitó  que  se  le  absolviese  de  la 
obligación  de  prestar  la  eviccion  pretendida  por  D.  Bienvenido  Ma- 
taré, con  pago  de  costas  y  perjuicios;  y  expuso ,  entre  otras  conside- 
deraeiones  ,  que  el  D.  Bienvenido  Mataró ,  teniendo  cabal  noticia  de 
la  venta  de  la  pelada  de  los  alcornoques  radicados  en  el  manso  re- 
ferido ,  otorgada  á  favor  de  Boada  en  1856 ,  no  podía  tampoco  afec- 
tar ignorancia  en  tiempo  ni  bajo  pretexto  alguno  de  que  Mateu  no 
le  traspasaba  ni  podía  traspasar  el  dominio  ni  la  posesión  de  aqué- 
lla ;  pues  no  pertenecía  á  su  propiedad  en  1863  en  que  le  vendiera 
las  22  cuarteras  de  sembradura  del  propio  manso ,  del  cual  la  sepa- 
raba ,  y  que  de  consiguiente  era  claro  que  Mateu  no  estaba  tenido  i 
la  eviccion  que  se  pretendía:  que  Boada  pedia  indemnización  de  per- 
Juicios  cansados  por  el  Mataró  ,  que  sin  derecho  y  de  propia  autori- 
dad le  usurpara  la  cosa  que  babia  comprado  á  Maten  en  1856 ,  sa- 
biendo qne  no  se  comprendía  en  la  venta  de  las  22  cuarteras  de 
tierra  de  que  trataba  la  escritura  de  1863 ;  y  que  á  tenor  de  la  ley 
tt,  tft.  5/,  Partida  5.B,  el  comprador  no  podia  pedir  la  devolución 
del  precio  si  sabia  que  compraba  cosa  ajena;  y  que  sabiendo  el  com- 
prador Mataró  que  una  pela  de  los  alcornoques  radicados  en  todas 
las  tierras  del  manso  Xieu  de  la  Barraca  que  finó  en  1864  ,  la  tenia 
Mateu  vendida  á  Boada  desde  1856,  nunca  le  era  lícito  aprovecharse  de 
ella  como  lo  efectuó  indebidamente : 

Resultando  que  corridos  los  traslados  de  réplica  y  duplica  ,  y  re- 
cibido el  pleito  á  prueba ,  á  instancia  de  Mataró  se  hizo  constar  que 
en  los  índices  y  libros  del  Registro  de  la  propiedad  desde  1851, 
hasta  27  de  Julio  de  1863  en  que  fué  inscrita  la  venta  hecha  á  Don 
Bienvenido  Mataró ,  no  aparecía  como  carga  ó  gravamen  sobre  la 
pieza  de  tierra  venia  alguna  de  la  pela  de  alcornoques  ,  otorgada 
con  el  nombre  y  apellidos  de  Pedro  Mateu  y  Barceló  *  favor  de  Don 
Agustín  Boada : 

Resultando  que  en  3  de  Julio  de  1867  el  Juez  de  primera  instan-» 
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cia  dictó  sentencia,  que  fué  confirmada  por  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diencia en  1/  de  Octubre  de  1868  ,  condenando  á  D.  Bienvenido  Ala- 
taró  d  que  dentro  de  diez:  (lias  devolviera  á  D.  Agustín  Boada  los  tres 
carros  y  medio  de  corcho  que  en  28  de  Junio  de  18G4  le  entregó  el 
cabo  de  Ja  Guardia  civil  del  puesto  de  Tordera,  ó  su  justo  valor  en 
cantidad  de  100  escudos ;  á  que  le  entregase  igualmente  12  docenas 
de  piezas  y  dos  piezas  de  corcho  que  debieron  resultar  de  los  (¡3  al- 
cornoques que  se  había  justificado  haber  mondado  Mataró,  ó  bien  mi 
justo  valor  en  cantidad  de  78  escudos  800  milésimas,  y  á  que  permi- 
tiera al  propio  Boada  que  descortezase  los  S9  alcornoques  que  se  ba- 
hía justificado  quedaron  en  1861  eu  razón  de  mondarse ,  ó  bien  le 
entregase  su  justo  valor  en  cantidad  de  81  escudos  88 £  milésimas; 
absolviendo  al  propio  Mataró  de  la  demanda  de  Boada  en  cuanto  á 
la  indemnización  que  éste  solicitaba  de  los  daños,  costas  y  perjuicios 
ocasionados;  condenando  á  D.  Pedro  Mateu  á  que  reintegrase  á  Mataré 
las  expresadas  cantidades  y  los  gastos  que  al  mismo  le  hubiere  oca- 
sionado este  pleito : 

Y  resultando  que  O.  Pedro  Mateu  interpuso  recurso  de  casación, 
porque  en  su  concepto  se  había  infriugido  la  ley  23,  Código,  De  eviclio- 
nibus,  en  cuanto  esta  dispone  que  en  caso  de  eviccion  será  responsable 
el  enajenante  si  al  adquisidor  no  se  le  hubiese  reclamado  la  cosa 
por  algún  derecho  de  que  ya  tenia  noticia  cuando  lo  adquirió. 

Yístos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que  el  que  vende  como  libre  una  cosa  que  en  parte 
la  tiene  vendida  á  otro,  está  obligada  al  saneamiento  de  ella,  según  lo 
ordena  la  ley  61,  Digesto,  De  evictionibus : 

Considerando  que  D.  Pedro  Mateu  contrajo  esta  obligación  por 
baber  vendido  á  D.  Bienvenido  Mataró  su  hacienda  de  Yaldemaría  de 
Tordera,  en  la  que  tenia  varios  alcornoques,  cuya  corteza  hacia  siete 
años  que  la  habia  vendido  el  mismo  á  D.  Agustín  Boada : 

Y  considerando  que  por  esta  razón  la  ejecutoria  no  ha  infringido 
la  ley  23,  Código,  De  evietionibus,  citada  en  el  recurso,  y  que  trata  de 
la  acción  del  heredero  para  la  eviccion ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Mateu  ,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó 
caución,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva  se  distribuirá  con  arreglo  á- 
la  ley ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la 
correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  iirmamos.=Mau- 
ricio  García.=José  María  Cáceres.= Laureano  de  Arricia.  =  Valentín 
Garralda.— José  María  Haro.=José  Fermín  de  Muro.=Fernando  Pérez 
de  Bozas, 


SENTENCIAS  DE    1869.  509 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Dort 
Valentín  Garralda,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  39  de  Noviembre  de  1869.=DionÍsfo  Antonio  de  Puga. 


i  > 


Num.  H8. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMKRA. 


Pago  de  cantidad  y  entrega  de  efectos. — Sentenciada  29  de 
Noviembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Santiago  Pérez  Abascal  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  BArgos ,  eu  pleito 
con  D.  Fernando  Pelayo  y  su  mujer  Doña  Agustina  Pérez. 

En  los  considerandos  se  establece  : 

1/  Que  no  puede  ser  infringida  por  una  sentencia  una  ley 
que  es  inaplicable  al  caso  del  pleito. 

2.°  Que  á  la  Sala  sentenciadora  incumbe,  en  uso  de  la  facul- 
tad que  le  concede  el  arl.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
apreciar  el  resultado  de  las  pruebas  aducidas  por  las  parles ,  de- 
biendo estarse  á  dicha  apreciación  cuando  contra  ella  no  se  cita 
ley  ni  doctrina  alguna  determinada  y  admitida  por  la  jurispruden- 
cia de  los  Tribunales. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Noviembre  de  1869,  en  los  autos 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Torrelavega  y  en  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos  ha  seguido  D.  Santiago  Pérez  Abas- 
cal  con  D.  Fernando  Pelayo  y  su  mujer  Doña  Agustina  Pérez,  sobre 
pago  de  1.066  escudos  y  entrega  de  efectos;  autos  pendientes  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante 
contra  la  sentencia  que  en  9  de  Febrero  de  este  año  dictó  la  referi- 
da Sala: 

Resultando  que  en  9  de  Abril  de  1867  D.  Santiago  Pérez  demandó 
en  acto  do  conciliación  á  su  bija  Doña  Agustina  Pérez  y  á  su  marido 
D.  Fernando  Pelayo  para  que  le  abonase  la  cantidad  de  1.160  rs.  que 
había  entregado  prestados  á  la  Doña  Agustina,  con  más  un  baúl  y  un 
jergón  nuevo  que  había  sacado  de  su  casa;  y  el  demandado  contestó 
que  cuando  se  dio  á  su  esposa  la  citada  cantidad  no  era  su  mujer, 
y  si  bija  de  familia,  por  lo  que  no  se  hallaba  dispuesto  á  responder 
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de  dicha  suma;  y  que  no  era  cierto  hubiera  sacado  de  su  casa  el  baúl 
y  jargon  que  además  se  le  reclamaba: 

Resultando  cjue  demandado  el  D.  Santiago  Pérez  por  su  yerno,  Don 
Fernando  Pelayo  sobre  cjtie  le  abonase  800  rs.  procedentes  de  prés- 
tamo; y  contestada  por  Pérez  la  demanda ,  reconociendo  como  cierta 
la  entrega  de  aquella  cantidad,  pero  qué  fué  á  cuenta  de  oirá  mayor 
suma ,  siéndole  todavía  deudor  el  D.  Fernando  de  9.860  rs.  por  ios 
cuales  lé  reconvenía ,  se  dictó  sentencia  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia en  21  de  Octubre  de  1867  condenando  al  D.  Santiago  Pérez  á 
que  en  el  término  de  quinto  día  pagase  á  D.  Fernando  los  800  reales, 
y  reservándole  la  acción  que  tuviera  para  reclamar  en  juicio  compe- 
tente la  cantidad  objeto  de  la  reconvención,  de  la  cual  se  absolvía  á 
Pelayo : 

Resultando  que  en  14  de  Diciembre  del  mismo  año  D.  Santiago 
Pérez  Abascal  propuso  demanda  contra  su  hija  Pona  Agustina  Pérez 
y  su  maridó  D.  Fernando  Pelayo  pidiendo  que  le  pagasen  1.066  es- 
cudos que  le  eran  en  deber,  y  lé  entregasen  üh  jergón  y  líii  colchón, 
con  tas  tosía?;  plegando  para  ello  que  hacia  diez  años  prestó  á  su 
hija,  áegün'lá  tostümbre  del  país,  para  que  pudiera  negopiaY  por  su 
cuenta,  la  cantidad  dé  1500  rs.,  de  la  que  sólo  le  había  devuelto 
2.000;  y  que  tres  años  después  la  prestó  en  el  mismo  concepto  116 
escudos,  de  los  que  no  le  había  devuelto  cantidad  alguna :  que  hacia 
unos  cinco  años,  y  cómo  á  los  quince  dias  de  casados,,  les  facilitó  en 
calidad  de  préstamo  efectos  que  recibieron  y  llevaron  de  su  casa  por 
valor  He  800  escudos,  que  también  lé  debían;  habiéndose  llevado 
igualmente  para  su  usó ,  y  sin  su  consentimiento ,  un  jergón  y  un 
colchón  qué  tampoco  le  habían  pagádoi  que  el  peculio  profecticio  ó 
los  bienes  que  daban  los  padres  a*  los  hijos  para  que  los  administra- 
sen y  negociasen,  eran  propiedad  de  aquellos,  y  éstos  estaban  obliga- 
dos á  pagárselos  ó  entregárselos  cuando  se  los  reclamasen ,  hubiesen 
ó  no  salido  de  la  patria  potestad:  que  los  que  recibían  una  cantidad 
á  préstatóo,  no  (iSfclehdd  condición  ni  plafco  fijo,  estaban  obligados  á 
devolverla  ó  pagarla  cuitado  sh  Ids  reclamase :  que  los  que  tomaban 
efectos  dfe  ajeria  pertenencia  sin  la  voluntad  de  sus  dueños,  tetíian  el 
deber  dé  entregarlos  fcukHdb  éstos  se  los  pidieran ;  y  que  el  qué  re- 
sistía s!n  rázbh  derecha  lina  reclamación  justa  debia  pagar  las  costas: 

ftfeííitáftóó  qué  el  D.  Fernando  Pelayo  y  su  tnújet'  Doña  Agustina 
Pferéz",  eiri  sti  Contentación,  pretendieron  que  se  les  absolviese  de  la 
demanda;  y  negando  que  hubiesen  recibido  nada  del  demandante  ni 
¿acátfo  ¿1  jfergdn  til  baúl,  exbepciónaftm  que  el  marido  sólo  era  Res- 
ponsable de  las  aportaciones  de  la  mujer ;  y  que  los  hijos  de  familia 
no  podían  contrafer  obligaciones  civiles ;  ni  mufcho  tnénos  ilevaflas  á 
la  sociedad  éóñyil^ál:  qbe  á  lil  Doña  Agustina,  desde  muy  tierna  edad, 
la  iháhdafóH  sus  padres  á  la  triontafia  á  vender  ó  catobiar  qufeso  coíi 
táiii  áué  retornaba  í  éhttégába:  que  algunos  meses  después  un  co- 
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narciaBte  de  Ja  vaga  la  aconsejó  y  facilitó  al  fiado  t  pqr  su  .propia 
eaenta  y  sin  consideración  ásus  padres,  algunos  efectos  de  comercio: 
que  despuep  pfsó  á  Bilbao,  y  bajo  su  personal  garantí^,  otro  cqmer- 
cianie  la  surti^  de  varios  efectos  de  comercio;  y  que,  ai  cor\tr^er  ma- 
trimonio con  Pelayo,  nada  llevó  de  dote,  habiendo  sidq  ^^quirido^  ppr 
alia,  ata  consideración  alguna  á  sus  pedrés,  loa  escalos  ioteres^s  apor- 
tados á  la  saciedad  conyugal,  por  lo  que  no  podía  dejar  jte  cajifi- 
carse  como  peculio  adventicio;  y  que  si  bien  en  ,&te.  el  pftcjije  ha  tía 
tenido  la  adttityfctrafion.  la  perdió  desde  la  celebración  del  matrimo- 
nio, pas^tóo  al  iparido;  k  §fj 

Resultando  que  practicadas  las  psuebas  que  las  partes  ajtjcuiároo, 
y  hecbas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  dé  primera  instan- 
cía  en  14  de  Octubre  de  1808,  condenando  á  la  Doña  Agustina  frérez  á 
que  pagase  los  1.506  rs.  que  sn  padre  la  dio  en  préstamo  antes  de 
contraer  matrimonio,  y  &  la  misma  y  á  su  marido  D,.  Fernando  Pe; 
layo  al  pago  de  los  8.000  rs.,  importo  de  los  efectps  de  quincalla  qué 
les  entrega  el  D.  Santiago  Pérez,  absolviéndoles  de,  la  demanda  res- 
pecto de  las  demás  reclamaciones: 

Resultando  que  sustanciada  la  apelación  interpuesta  por  los  de- 
mandados ♦,  pronunció  sentencia  la  Sala  tercera  de  la» Audiencia  de 
Burgos  en  9  de  Febrero  de  1869,  revocando  la  apelada,  y  absolviendo 
al  D.  Fernando  Pelayo  y  su  mujer  Dona  Agustina  Pérez  de  la  deman- 
da propuesta  por  su  padre  D.  Santiago  Pérez  Abascal: 

Resollando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  demandante  Pérez 
Abascal,  recurso  de  casación,  citando  como  infringidas  la  ley  fc.\  ti- 
tulo 1/,  Partida  5.a,  diciendo  que  resultando  que  Agustina  Pérez,,  sien- 
do soltera ,  pero  ejerciendo  e|  comercio  é  industria  de  cpmprar  y 
vender  efectos,  recibió  en  préstamo  de  su  padre  la  cantidad  de  1.16D 
reales ,  y  que  á  los  pocos  dias  de  haber  contraído  matrimonio  con 
Pelayo  entregó  el  padre  á  los  dos  esposos  varios  efectos  de  quincalla 
por  valor  de  8.000  rs.,  no  habiendo  sido  entregados  estos  efectos  ni 
por  donación  ni  por  dote,  debia  considerarse  que  los  recibieron  pres- 
tados; y  atendiendo  á  que  el  préstalo  de  los  1.160  rs.  estaba  confe- 
sado por  la  Doña  Agustina  en  el  acto  de  conciliación  de  9  de  Abril 
de  1867,  ratificado  por  posiciones  en  el  término  de  prueba ,  y  que  el 
pré$(anio ,de  los  8.000  rs.  estaba  igualmente  acreditado  por  medio  de 
testigos  cpm  peten  tes  en  número  y  calidad,  al  absolver  á  los  jléttian- 
dados  del  pagó  de  aquellas  cantidades  se  babia  infrinjo  lá  Citada 
ley  y  las  diferentes  resoluciones  de  este  Supremo  Tribunal ,  qué  al 
conceder  á  la  Sala  sentenciadora  la  facultad  de  apreciar  él  méritd  de 
las  pruebas,  no  las  extendían  á  que  Iá  apreciación  se  verificase  contra 
las  reglas  ordinarias  de  la  sana  crítica,  como  sucedí^  pn  este  caso, 
no  reconociendo  prueba  suficiente  en  la  confesión  del  demandado 
respecto  de  una  cantidad,  y  la  uniforme  y  completa  de  testigos  aeferca 
de  la  otra. 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Cañan - 

Considerando  qne  la  ley  S.\  tft.  l.'dc  la  Partida  5."  es  Inaplicable 
al  presente  caso,  porque  trata  de  quién  puede  emprestar  el  á  quién,  y 
en  estos  autos  no  consta  debidamente  la  existencia  del  préstamo  de 
las  cantidades  que  se  reclaman : 

Considerando  que  si  bien  el  demandante  ha  intentado  justificarla 
por  medio  de  testigos,  no  lo  ha  conseguido  cual  lé  incumbía,  á  Juicio 
de  la  Sala  sentenciadora,  que,  en  uso  déla  facultad  que  le  concede 
el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ba  apreciado  el  resultado 
de  dicha  prueba,  sin  que  contra  esta  apreciación  haya  citado  el  re- 
currente ley  ni  doctrina  alguna  determinada  y  admitida  por  la  juris- 
prudencia de  los  Tribunales; 

Fallamos,  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Santiago  Peres  Abascal,  al  que 
condenamos  en  las  costas:  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Burgos  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Caceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legitiativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Armamos.  =Mau  ri- 
elo (iarcía.=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arriela.  =  Valentín  (Jar- 
raída.— Francisco  Haría  de  Cnstilla.=JoaqnÍn  Jaitmar.=Fernando  Pé- 
rez de  Rozas. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fui  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Joaquín  Janmar  de  la  Carrera ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del 
mismo,  el  d¡a  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de 
dicho  Supremo  Tribunal . 

Madrid  89  de  noviembre  de  1869,=D¡onfsio  Antonio  de  Paga. 

NÍ*.   II». 
CASACION.-SAtA  PRIMERA. 


lERTos  bienes. — Sentencia  de  50  de  Noviembre 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpnesto 
Ibaiiez  Fernandez  de  Córdoba,  contra  la  pro- 
i  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en 
ermatio  D.  Antonio  Ibanez  Galiano. 

Eo  los  considerandos  se  establece : 

i.*  Que  los  contratos  consignados  en  escritura  pública  son 
obligatorios  mientras  no  se  pruebe  intervino  error ,  falsa  causa  ó 
falo  que  los  invalide. 
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2.°  Que  cuando  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  el  cómputo 
de  las  pruebas  alegadas  por  loe  partes*  resuelve  en  virtud  de  su 
ompeteneia  una  cuestión  de  hecho*  ha  de  estarte  á  dicha  apreciar 
don  si  no  es  legahnente  impugnada. 

3.a  Que  no  pueden  considerarse  infringidas* por  una  sentencia 
leyes  que  son  inaplicables  al  caso  del  pleito. 

4.°  Que  las  promesas  de  que  tratan  las  leu**  '•*•  &  H  26* 
título  i  i  déla  Partida  5.\  para  que  sean  valederas  deben  hacerse 
y  ser  aceptadas  pura  y  explícitamente. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  30  de  Noviembre  de  1869 ,  en  los  autos 
que  eo  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tecla  y  en  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Albacete  ba  seguido  D.  Pascual  Ibafiez  Fernandez 
de  Córdoba  con  su  hermano  D.  Antonio  Ibafiez  Galiano,  sobre  recia- 
cion  de  ciertos  bienes;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que 
en  8  de  Janio  de  1*69  dictó  la  referida  Sala: 

Kesnltando  que  por  fallecimiento  de  D.  Antonio  Ibafiez  Ortega, 
ocurrido  en  9  de  Mayo  de  1860,  procedieron  sus  cuatro  hijos  0.  luán* 
D.  Pascoal,  D.  Antonio  y  Doña  Concepción  Ibafiez  Galiano,  al  inven- 
tario, cuenta  y  partición  de  sus  bienes,  consignando  en  el  supuesto 
segando  que  el  D.  Antonio  Ibafiez  fué  casado  con  Doña  Dolores  Ga- 
liano, quedando  de  dicho  matrimonio  los  cuatro  hijos  mencionados; 
y  que  por  fallecimiento  de  ésta  en  el  afío  de  1834  sucedieron  en  dos 
vinculaciones  los  dos  hijos  mayores  D.  Juan  y  D.  Pascual,  dividién- 
dose los  bienes  libres  entre  todos  con  la  debida  proporción ,  y  que- 
dando en  el  disfrute  de  ellos  el  D.  Antonio  hasta  que  constituidos  en 
estado  los  dos  mayores,  les  hizo  entrega  de  sus  respectivos  bienes  li- 
bres y  vinculados,  en  cuyo  goce  se  encontraban :  en  el  tercero ,  que 
por  consecuencia  de  aquella  predilección ,  aunque  procedente  de  la 
ley  y  dé  la  voluntad  de  los  fundadores  de  dichos  vínculos ,  era  nota- 
ble la  desproporción  que  se  advertía  entre  la  fortuna  de  los  dos  bar» 
manos  mayores  con  la  de  ios  otros  dos  que  les  seguían ,  porque  estos 
sólo  tenían  y  esperaban  la  parte  de  bienes  libres  que  les  correspon- 
dió por  el  fallecimiento  de  su  madre  y  la  que  necesariamente  les  cor- 
respondía por  el  de  su  padre,  cuyos  capitales  y  productos  no  admi- 
tían comparación  con  los  de  las  vinculaciones  que  ya  disfrutaban  los 
dos  mayores  D.  Joan  y  D.  Pascual;  y  para  nivelar  en  la  parte  qué 
pudiera  las  posiciones  y  fortunas  de  sus  cuatro  hijos ,  el  D.  Antonio 
tenia  dispuesto  el  mejorar  en  el  tercio  y  quinto  de  sus  bienes  á  sus 
dos  citados  hijos  D.  Antonio  y  Doña  Concepción:  en  el  cuarto,  que 
después  sucedió  que  ésta  expresó  su  voluntad  determinada  de  profe- 
sar en  el  convento  de  religiosas  agustinas  de  la  ciudad  de  Almansa, 
y  para  este  caso  dispuso  dicho  señor  que  la  referida  mejora  de  tercio 
y  quinto  fuese  sólo  en  favor  del  citado  D.  Antonio;  y  que  los  referidos 
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B.  Juíjn  Y  P.  Pascual,  que  conocían  muy  á  fon  Jo  el  justo  cuanto  for- 
Á*f  y  respetable  cáMÍpter  de  su  padre;  tjüe  rio  ¿escondían  í¿  fondada 
JNiUBft  4*&  lo  fttipulsaba  é  fonfaulqr  a^uvl  pen&aqiiénto/y  que  segiui 
li  ley  ¿odrfó  Ynuy  tilefc  haoe?lo  sin  perjuicio  'de  sus  respectivas  legí- 
timas necesarias,  lejos  de  abrigar  resentimiento  a'lgpño,  y  manos  de- 
taostrar  la*  ífíis  Hgprtí  oposición,  consentían  gustosos  en  quq'tocfos  los 
bienes  que  aparecían  petfteh^ceí  al  aoehro  titanio  de  su  eitadp  podre 
sé  entregasen  *el  tercio  jf  quinto  y  s$  aricasen  á  su  ménetyiado  her- 
mano ü)  Ántofllo , ;  dividiendo  el  resto  entre  (os  cuatro  fcor  iguales 
partes: 

Resultando  que  practicada  en  esta  forma  la  partición  de  bienes 
qne  í  rtfiart>h  lbs'cuátrtf  Interesados,  otorgaron' ld£  mismos  escritura 
IflMIca  éfi  30  !de  Mayo  dé  186Í,  manifestando  oque  D.  Antonio  lty- 
Béfc  Ortega,  padre  def  loí  antedichos,  feneció  en  *  de  Mayo  de  1818 
stft  haber  otorgado  testamento  en  legal  forma;  pero  haciéndolo  de 
palabra  ante  tos  mismos,  quíeneis  conocían  su  voluntad  última;  y  qáe 
éá  síi  virtud,  y  hatfiendo  terieldo  todas  las  dificultades  que  Be  ofre- 
cían para  realizar  la  partición  de  sus  bienes ,  habían  podido  canse- 
gairtd  amistashment^  y  id  habían  verificado  de  los  inmuebles  on  la 
forma  que  aparecía  del  inventario,,  cuerna ,  partioiop  j  adjudicación 
ameoédbntaa;  lá  tjue  hablan  giqado  con  arreglo  *  la  voluptad  de  (li 
cho  sp  padre,  por  lo  que  se  daban  desde  luego  por  enterados  de  ios 
bienes  que' ies  iban  adjudicando  raspectivaqaqnte ;  depíaraudo  fca)>er 
prooedido  con  toda  legalidad,  y  obligtodosq  al  cumplimiento  y  ©aca- 
cia de  esta  escritura:»' 

lesriltanda  que  D.  Antonio  Ibaflj$?  Galiano,  en  carta  que  ha  reco- 
nocido como  legítima,  manifesté  4«spi|es  á  su  herwwo  p.  fcscual» 
entre  otros  particulares,  qu&  quqria  s*bsr  si  el  tercio  y  quipto  )q  te- 
nia da  una  manera  segura;  agiéndole,  por  qltiwo,  en  un  papel  que 
también  el  D.  Antonio  ba  reconocido  pomo  suyo:  «Pascual  •  yo  np 
tfutoto  tu  Jercto  y  quinto  en  maneta  a|guna ;  haxmo  $1  favor  de  to- 
mado por.  el  medio  que  gustes;  puedes  Testar  muy  tranquilo  en  coo- 
eteádo!  en  lejr.  etc.,  (tomo,  yoi<*  estoya» 

Resultando  que  el  p,  Antonio  Ibafioz,  contestando  4  diferentes  po- 
«feifua*  exigidas  por  su  hqrouioo  t>.  Pascual,  gxpr^i  que  q&|  ci«tp 
que  Alé  wufesoc  de  su  padrq,  tai  m  su  última  spfeufpsdad  fowo 
tales,  iahidndoio  sido  tamblqn  de  sus  IjenwflPQS^y  de  algunos  criadas: 

Reauitaudo  qqe  e¿  16  de  Junio  de  ÍWfi,  el  0.  Pascual  ifwñez  Gfr- 
iiqno  Fernandez  de  Córdoba  ftedqjo  demanda,  pidiendo  que  sp  oeq4e- 
na&tfaá  Presbítero  D.  Antonio  jbaih?z  Galiano,  su  hermano,  4  que  le 
restituyera  la  cuarta  parte  de  ios  bienes  que  por  vía  de  mejora  se  le 
u4Ju(iicaroo  en  la  testamentaría  de  su  difunto  padre,  pon  tos  frutos 
producidos  y  debidos  producir  desde  el  ano  de  18(0  que  los  tenia  en 
¿u  poder  basta  que  los  devolviese;  y  si  por  este  concepto  no  pudiera 
acordarse  la  devolución,  se  le  condenase  al  cumplimiento  de  lo  ofre- 
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cidp,  y  por  consiguiente  á  la  entrega  de  los  bienes  con  los  frutos ;  y 
criando  ni  lo  uno  ni  lo  otro  fuese  hacedero,  se  declarase  nula  la  dp- 
naciop  en  cuanto  excedja  de  1$  tasa  legtl;  fundándose  par*  todo  ello 
en  que  por  la  muerte  intestada  del  padre  común  D.  Antonio  Ibanez 
Ortega  debieron  dividirse  los  bienes  con  igualdad  entre  tpdos  sus  hi- 
jos y  herederos;  y  que  no  habiéndose  hecho  así,  sino  que  se  fyabfy 
deducido  la  mejora  del  tercio  y  quinto  á  fayor  del  heredero  Q.  Anto- 
nip,  suponiendo  un  testamento  del  padre,  pues  sólo  estos  podían  ser 
los  supuestos,  y  recayendo  aquella  en  el  confesor  del  difuntp  en  la 
última  enfermedad ,  no  po(Jia  sostener  la  iqdicada  mejora  ,  ni  habia 
título  de  heredemos  según  las  feyes,  ni  de  mejorado  según  |a  Real  cé- 
dula de  30 'de  Mayo  dé'  1830  v  sino  que  debía  distribuirse  entre  los 
herederos  abitjtestato ,  recayendo  por  consiguiente  la  cuarta  pajrt?  en 
su  hermano  t>.  Pascual:  que  si  rlos  supuestos  erap  insostenibles  con- 
siderándose como  un  testamento  del  D.  Antonio,  tampoco  podrían 
mantenerse,  legalmente  hablando,  como  upa  dopacion  en  cuanto  'ex- 
cedía dg  8.000  rs.;  debiendo  por  consiguiente  declararle  inoflcjosa  ei\ 
cuanto  al  resto,  y  nula  por  no  haberse  insinuado  judicialmente  ni 
cumplido  con  los  demás  requisitos  prefijados  por  la  ley:  que  si  el 
demandado  D.  Antonio  no  podía  sostener  dichos  bienes  ni  por  título 
de  mejora  ni  de  donación,  menos  podía  conservarlos  después  de  los 
ofrecimientos  hechos  en  los  documentos  privados  que  presentaba, 
pues  en  conformidad  ¿}  la  ley  estaba  obligado  á  su  cumplimiento  y  & 
la  entrega,  ppr  consiguiente,  de  los  mencionados  bienes  con  los  frutos: 
que  cifando  Ja  causa  de  un  contrato  era  falsa,  destruía  la  obligación; 
y  que  la  escritura  de  división  de  30  de  Mayo'  de  1802 ,  pnediánte  el 
defecto  legal  que  tenia  por  no  haberse  llenado  los  requisitos  prefija- 
dos en  Jas  )eyes,  era  ineficaz  y  no  podiá  prevalecer  en  juicio; 

Resultando  que  el  D.  Antonio  Ibafiez  Galiano ,  en  contestación  & 
la  demanda,  pretendió  que  se  le  absolviese  de  ella  con  imposición 
al  actor  (Je  perpetuo  silencio  y  las  costas  del  juicio;  excepcionando 
al  efecto  que  la  voluntad  de  D.  Antonio  Ibafiez  Ortega  fué  mejorar  en 
tercio  y  quinto  al  D.  Antonio  su  hijo,  y  así  lo  habia  declarado  espon- 
tánea y  libremente  el  demandado  D.  Pascual  eu  documentos  públicos 
y  solemnes;  y  que  conforme  á  la  citada  voluntad  se  adjudicó  al  de- 
mandado la'  mejora  en  las  diligencias  de  inventario,  tasación  y  adju- 
dicación, después  de  las  cuales  otorgó  el  demandante  escritura,  rei- 
terando haberse  hecho  aquellas  con  arreglo  á  la  voluntad  paterna,  y 
obligándose  á  sostener  la  eficacia  y  cumplimiento  de  la  misnaa :  que 
la  promesa  de  donación  hecha  por  el  demandado  D.  Antonio  fu6  con- 
dicional, y  no  sólo  no  se  habian  cumplido  las  condiciones  puestas  por 
esté  sino  qqe  el  D.  Pascual  habia  Ido  contra  ella  :  que  aun  habiendo 
sido  hecha  én  testamento  la  mejora  que  venia  disfrutando  el  D.  An- 
tonio, la  ley  no  comprendía  en  su  esfera  de  prphibicion  el  caso  de 
que  el  confesor  mejorado  fuese  hijo  del  mejorante:  que  el  que  re5 
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nunciaba  una  herencia  ó  parto  de  ella ,  no  podía  pasados  los  tres 
artos  de  la  renuncia ,  obtener  los  bienes  que  renunció:  que  aun  dada 
en  el  D.  Pascual  la  ignorancia  de  la  voluntad  de  su  padre,  al  afirmar 
que  la  sabia,  ejecutó  un  acto  propio  contra  el  cual  no  podia  ir:  que 
el  que  aceptaba  los  bienes  que  se  le  adjudicaban  en  una  herencia  á 
que  tenia  derecho,  y  después  ratificaba  aquella  aceptación  por  medio 
de  escritura  pública,  á  cuyo  sosten  se  obligaba,  reconocía  la  eficacia 
de  aquella  aceptación  ó  contrato;  y  que  cuando  la  solución  de  las 
cuestiones  traídas  á  un  litigio  pendía  de  la  nulidad  de  un  contrato, 
era  requisito,  sin  el  cual  no  podia  darse  aquella,  el  que  se  solicitase 
previa,  expresa  y  explícitamente  ia  nulidad  de  éste ,  sin  que  bastase 
para  obtenerla,  tratarla  por  incidencia  ni  darla  por  supuesta: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  Jas  partes  articularon 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia en  2  de  Setiembre  de  18C8 ,  la  cual  confirmó  con  costas  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  en  8  de  Junio  de  1869,  absolviendo  al  Don 
Antonio  Iba  Hez  Galíano  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Pas- 
cual Iba  Hoz  Fernandez  de  Córdoba  r  é  imponiendo  á  éste  perpetuo 
silencio: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  demandante  D.  Pas- 
cual recurso  de  casación ,  citando  como  infringidas: 

1.*  El  principio  jurídico  de  que  «el  error  vicia  el  consentimiento, 
y  por  tanto  el  eontrato  en  que  interviene,»  la  jurisprudencia  estable- 
cida en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Setiembre 
de  1866  y  8  de  Febrero  de  1869;  la  loy  15,  lít.  20,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  y  Real  cédula  de  30  de  Hayo  de  1830,  que  pro- 
hibe al  confesor  de  ia  última  enfermedad  percibir  manda  ni  legado 
del  confesado;  y  la  ley  9.a,  tít.  4.°,  Partida  5.a,  que  declara  nula  la 
donación  no  insinuada  en  cuanto  exceda  de  la  tasa  de  dicha  ley; 
todo  porque  se  absolvía  de  la  demanda  al  demandado  en  el  concepto 
de  que  no  era  ineficaz  el  convenio  del  mes  de  Mayo  de  1862,  consig- 
nado en  los  supuestos  y  escritura  de  partición  de  los  bienes  paternos 
por  el  cual  se  adjudicó  á  D.  Antonio  Ibañez  Galiano  el  tercio  y  quinto 
de  los  bienes  del  padre  común  fallecido  abintcstato. 

Y  1*  Que  en  cuanto  al  segundo  y  principal  fundamento  de  la  de- 
manda, «de  que  aun  cuando  hubiese  sido  eficaz  el  convenio  de  Hayo 
de  1862  por  el  que  su  hermano  D.  Antonio  recibió  los  bienes  del 
tercio  y  quinto ,  un  contrato  posterior ,  ó  sea  de  1865 ,  se  obligaba 
á  devolverlos» ;  al  absolverle  también  de  la  demanda  en  este  concep- 
to diciendo  que  la.  promesa  que  D.  Pascual  suponía  haber  obtenido 
del  demandado  no  se  encontraba  garantida  con  pruebas  suficientes 
á  investirla  de  un  carácter  obligatorio  y  exigible,  se  habian  infringi- 
do, en  cuanto  al  derecho,  las  leyes  1.a,  12  y  26,  lít.  11,  Partida  5.a,  y 
la  1.a,  tít.  1.a,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  tratan  de  la 
obligación  de  cumplir  las  promisiones  y  convenios;  y  en  cuanto  al 
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hecho  de  la  existencia  de  la  promesa,  la  ley  2.a,  tít.  13,  Partida  3.\ 
toda  tez  que  dicha  promesa  estaba  confesada  en  juicio  bajo  juramen- 
to por  D.  Antonio  I  bañe z  al  declarar  y  reconocer  el  documento  pri- 
vado en  que  dicha  promesa  se  hallaba  consignada;  y  la  ley  119,  título 
18,  Partida  3.a ,  que  concede  á  este  documento  privado ,  reconocido, 
la  misma  fuerza  que  á  la  escritura  pública. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Fernando  Pérez  de  Rozas. 

Considerando  que  los  contratos  consignados  en  escritura  pública 
son  obligatorios  mientras  no  se  pruebe  intervino  error,  falsa  causa  6 
dolo  que  los  invalide; 

Considerando  que  la  Sala,  en  la  sentencia  de  cuya  casación  se 
trata,  apreciando  el  conjunto  de  las  pruebas  acerca  del  error  y  coac- 
ción alegadas,  resuelve  negativamente  y  en  virtud  de  su  competencia 
la  cuestión  de  hecho  á  que  aquellas  se  refieren,  sin  que  esta  aprecia- 
ción baya  sido  impugnada  legalmentc  en  el  recurso: 

Considerando  que  la, escritura  de  30  de  Mayo  de  1862,  por  la  que 
se  aprobó  la  partición  de  bienes  ejecutada  por  los  interesados,  hijos 
y  herederos  de  D.  Antonio  Ibanfez  Ortega,  no  puede  calificarse  de  do- 
nación por  los  motivos  que  la  produjeron  y  terminantemente  expre- 
san aquellos;  siendo  por  consiguiente  inaplicables  las  leyes  citadas  á 
tal  propósito,  ni  podido  tener  lugar  la  insinuación  á  que  se  refiere  la 
9.a,  título  4/,  Partida  5.a 

Considerando  que  fallecido  sin  testamento  el  D.  Antonio  Ibañez 
Ortega,  son  inconducentes  también  é  inaplicables  las  citas  do  la  ley 
15,  tít.  20 ,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  Real  cédula  de  30 
de  Mayo  de  1830,  que  prohiben  á  los  confesores  recibir  mandas  ó  le-, 
gados  de  sus  penitentes  en  la  última  enfermedad: 

Y  considerando  en  cuanto  al  segundo  motivo  de  casación,  que  las 
promesas  de  que  tratan  las  leyes  1.',  12  y  26,  tít.  11  de  la  Partida  5.a, 
para  que  sean  valederas  deben  hacerse  y  ser  aceptadas  pura  y  explí- 
citamente, circunstancias  que  no  han  concurrido  en  la  que  ha  sido 
objeto  de  este  debate; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  íh  Pascual  Ibañez  Fernandez  de 
Córdoba,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depó- 
sito consignado,  que  se  distribuirá  en  la  forma  prevenida  por  la  ley/ 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Albacete  con  la  certifica- 
ción correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gacela  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo -pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=sMauricio 
García.=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de  Castilla.=José 
María  Haro.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.==Fernando  Pé- 
rez de  Rozas. 

Publicación : 
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leída  i  publicada  fué  lá  sentencia  anterior  por  el  Htad.  Sf .  Bon 
Fer  níando  Pérez  de  Rozas ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia ,  eáftaüdo  celebrando  audiencia  pública  la  S#fa  pr'fmár'a  del  flfcis- 
uro ,  él  éfiá  flte  hojr ,  de  que  ctertíftótf  como  Escribano  efe  Cíntárá  de 
áUSho  Süpr&nd  tribunal. 

Madrid  30  de  Noviembre  de  18^.=tJionisfo'  Antonio  de  fuga. 

Núm.  120. 
CASACIÓN— SALA  PRIMEllA. 


Denegación  iíe  alimentos. — Sentencia  de  30  de  Noviembre,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Estefanía  Arroyaga,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Valladolid ,  en  pleito  con  D.  Fran- 
cisco Javier  Arnaiz. 

i 

En  los  coNsrDEKANbos  sé  establece: 

i.6  Que  el  árt.  1.218  de  la  Ley  dé  Enjuiciamiento  civil  pres- 
cribe terminantemente  qué  én  los  expedientes  de  asignación  de 
alimentos  provisionales  no  se  permitirá  ninguna  discusión  ni  sobre 
el  derecho  á  percibirlos  ni  sobre  su  entidad ,  y  qde  cualesquiera 
reclamaciones  que  acerca  de  lo  uno  ó  de  lo  otro  se  hiciesen  se 
sustanciarán  én  juicio  ordinario;  por  lo  yue  es  incuestionable  que 
las  providencias  que  én  aquéllos  expedientes  se  dictan  tienen  el 
carácter  de  interinas,  sin  que  produzcan  excepción  dé  cosa  juzgada 
en  el  juicio  que  le  subsiga. 

2.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  que  son  inaplicables  al  caso  del  pleito. 

3.°  Que  ha  de  estarse  á  la  apteciacion  que  la  Sata  sentencia- 
dora ,  en  uso  de  las  facultades  que  le  competen ,  hace  ¿n  conjunto 
del  resultado  de  las  pruebas  suministradas  por  las  partes ,  cuando 
contra  dicha  apreciación  no  se  cita  ley  ni  doctrina  útguna  adrhifida 
por  h  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  30  de  Noviembre  dé  1869 ,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  ¿fiza  y 
en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valladolid  por  D.  Francisco 
Javier  Arrraiz  con  Doña  Estefanía  Arroyaga,  sobre  que  se  declare  que 
no  está  obligado  á  suministrar  alimentos  á  un  hijo  de  ésta ;  pleito 
pendiente  ante  Nos  eh  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
la  demandada  contra  la  sentencia  que  en  16  de  Abril  último  dictó  la 
referida  Sala  : 

Resultando  que  en  9  de  Marzo  de  1898  Doña  Estefanía  de  Arroyaga 
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efitabftf  qíiérélla  tíontra  D.  Franéiséb  Javier  Arrialz,  sobré  estupro  f 
réeónÜtlintenió  file  prole;  y  se¿ulcía  por  todos  su¿  trámites?;  fecayó 
ejectftóriá  éií  íl  dé  Mario  áe  188$,  po?  fa  que,.  teiííe'rfdó  en  consíde- 
rátíió'A  ¿fué  láé  pruebas  ¿fe  lá  ¿álpfob'ilífláií  del  Arriai¿  tanio  autor  deí 
déífttf  dé  ÉSttf  pfo ,  consignadas  éri  ÍÁ  binario ,  se  híbíad  debilitado 
cpn  las  aducidas  en  plénafió  éfi  desc'áfgó1  del  mismo:  que  graduado 
el  valor  de  unas  y  otras  nó  áparéciári  suficientemente  Justificados  los 
cargos  en  cuanto  á  que  interviniese  éngafío :  que  sin  mediar  ésta  cir- 
cunstancia no  podía  ser  estimada  la  querella  dé  estupro  deducida;  y 
que  sólo  en  el  caso  de  serlo  podría  tener  lugar  en  lá  causa  la  decla- 
ración sobre  reconocimiento  de  prólé,  cualesquiera  que*  fueran  por 
otra  parte  los  derechos  de  osla  independientemente  de  la  acción  de-' 
dúcída  por  la  madre,  derecítíotf  que'  podían  éjerértáráe  en  <rtró  juicio 
por  la  representación  del  menor,  y  que  en  ningún  sentido  quedaban 
prejuzgadas ,  se  absolvió  de  la  instancia  al  D.  Frandscó  Javier  Ar- 
riáis López : 

ftesuítando  qué  posteriormente  la  Dona  Estefanía  Arroyaga ,  como 
madre  riattf ral  del  impúber  Francisco  Javier  Arroyaga,  qué  habift 
níddío  eñ  19  de  ÁbWl  de  185$,  prótaovid  expediente  de  Jurisdicción 
voluntaría',  solicitando  ffiré  D.  Francisco  Javier  Arnaíz  y  Lopet  pres- 
tase alimentos  provisionales  a!  referido  impúber,  como  padre  del  teísmo, 
y  por  sentencia  dictada  por  lá  Audiencia  dtí  ValladolTd  en  91  de  Di- 
ciembre tte"  1861  se  condenó  al  D.  Frarfcisco*  Javier  á  que  prestase' 
alimentos  provisionales  éYi  ¿anudad  dé  6  r#.  diarios  al  fmpüber  Fran- 
cisco Javier  Arroyaga,  tferiíicándoió  por  entonces  á  su  rnaáte  Este- 
fanía, en  éuyó  poder  sé  encontraba ,  por  mesadas  anticipadas;  reser- 
vándole su'  derecho,  lo  propio  /fue  á  Fa  Estefanía  ó  peTsona  (píe  en 
adelanté  pudiera  representar  á  dicho  impúber,  para  que  si  les  con- 
viniese dedujeran  en  el  juicio  correspondiente  las  acciones  de  que 
respectiva'menté  se  creyeran  asistidos :  ' 

Resultando  que  en  su  consecuencia  el  D.  Francisco  Javier  Arnaíz 
y  Lbpez  ¿edujo  fá  actual  derfianda  rti  M  de  Setiembre  de  186fr  solici-  - 
tando  se  declarase  que  nó  estaba  obligado  á  satisfacer  cantidad  alguna, 
por  vílá  dé  alimentos  ni  bajó  otro  cbnceptó,  al  hijo  de  la  Estefanía 
Arroyaga  ?  dejando  sfn  efecto  lo  proveído  y  resuelto  en  él  expediente 
de  jurisdicción'  voluntaria,  y  condenártelo  en  definitiva  á  la  oítadtt  Es*, 
tefanía  á  la  devolución  de  las  cantidades  <jue  en  cólfoepto  de  alimeu-' 
tóú  provisionales  teñía  recibidas,  y  á  perpetuo  silencio  y  costáis j  y 
alegó^qüe  en  la  causa  sobre  supuesto  estupro  aparecía  con  toda  dta- 
rjdad  derfíos'trada'  la  conducta  problemática  f  aun  sospechosa  de  Dolía 
Estefanía:  que  la  que  hafbiaf  observado  Con  posterioridad  nd  fué  Id 
más  átrqgfacfa  á  Faf  buena  moral ,  como  se  justifica  Ha  á  sü  debida 
tiempb :  que  él  hijo  qué  dio  á  fui  la  Estefanía  éYi  Í9  de  Abril  de  1888 
rtó  eraf  de  Arnaíz,  ni  merecía  otra  calificación  que  ?a  de  hijo  espúreo, 
como  nacido  de  mujer  soltera ,  sjn  que  constase  quién  fué  ni  piído  sef 
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su  padre :  que  era  indubitable,  por  tanto,  el  derecho  que  le  asistía 
para  oponerse  á  dar  alimentos  al  hijo  de  Estefanía ,  puesto  que  im- 
plícitamente vendría  &  declarársele  padre  del  mismo,  lo  cual  negaba 
rotundamente ;  no  habiendo  razón  ni  fundamento  alguno  para  obli- 
garle á  prestar  alimentos  ni  imponerle  una  carga  de  mantener  á  un 
hijo  de  padre  incierto ,  como  nacido  en  la  prostitución ,  sin  posibili- 
dad de  distinguir  al  que  le  había  procreado;  y  según  el  párrafo  segundo 
del  art.  1.218  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  demandante  estaba 
en  su  derecho  al  reclamar  contra  lo  resuelto  en  el  expediente  sobre 
alimentos  provisionales  : 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  Doña  Estefanía  Arroyaga 
y  Sierra  pretendió  que  no  solamente  se  le  absolviese  de  ella ,  en  el 
concepto  con  que  figuraba  en  este  asunto,  condenando  al  Arnaizá 
perpetuo  silencio,  sino  que  por  vía  de  reconvención  se  declarase  ai 
inferno  padre  natural  del  referido  niño  Francisco ,  condenándole  en  st 
consecuencia  á  que  otorgase  á  su  favor  la  oportuna  escritura  efe  re- 
conocimiento, aumentando  la  reducida  pensión  de  6  rs.  diarios  que 
en  el  dia  estaba  obligado  á  satisfacerle,  en  concepto  de  alimentos  pro- 
visionales., á  otra  mayor  suma  proporcionada  á  su  capital  de  582.44! 
reales;  y  haciendo  mérito  de  los  antecedentes  y  de  otros  hechos  acerca 
de  sus  relaciones  amorosas  con  sólo  el  D.  Francisco  Javier  Arnaiz,  y 
á  la  buena  conducta  que  antes  y  después  de  ellas  habia  observado  la 
Doña  Estefanía ,  muy  al  contrario  de  la  tenida  por  aquel,  excepcionó 
que  si  se  tratase  de  las  condenaciones  ú  obligaciones  contraidas  res- 
pecto á  la  estuprada ,  podria  tal  vez  eludirlas  Arnaiz  teniendo  en  su 
apoyo  la  sentencia  dada  en  la  causa  de  estupro,  en  que  sólo  se  le  ab- 
solvió de  la  instancia  y  pero  que  esto  nunca  podía  perjudicar  á  perso- 
nas que ,  como  el  niño  Francisco ,  no  habian  sido  parte  en  aquella 
causa ,  y  con  cuya  sentencia  nada  quedaron  perjudicados  sus  dere- 
chos: que  siendo  hijo  natural  de  la  Doña  Estefanía  y  del  D.  Francisco 
Javier  Arnaiz ,  según  lo  justificaban  y  comprobaban  los  hechos  que 
dejaba  alegados  y  que  protestaba  justificar  cumplidamente ,  tenia  Ar- 
naiz la  obligación  legal  de  prestarle  y  darle ,  no  solamente  los  alimen- 
tes que  se  conocían  con  el  nombre  de  naturales,  sino  también  los  ci- 
viles, referentes  á  la  educación  y  bienestar  del  alimentado,  en  conside- 
ración á  la  fortuna  y  bienes  del  que  tenia,  como  padre,  el  indeclinable 
deber  de  alimentarle:  que  en  la  calidad  de  hijo  natural,  conforme á 
lo  establecido  en  la  ley  7.a,  tít.  19,  Partida  4.a,  tenia  el  mismo  el  de- 
recho de  ser  alimentado;  la  ley  5>a  del  mismo  título  y  Partida  impo- 
nía esta  obligación  á  los  padres ,  no  sólo  respecto  á  los  hijos  habidos 
dentro  del  matrimonio ,  sino  también  á  los  que  procrean  fuera  de  él 
ó  nacen  de  mujeres  que  tienen  por  amigas ,  entre  las  que  y  el  padre 
no  hay  impedimento  que  imposibilite  el  casamiento ,  como  no  lo  ha- 
bia cuando  se  procreó  el  niño  Francisco  por  sus  padres  el  Arnaiz  y  la 
Arroyaga ; 
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Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites ,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia,  que  confirmó  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  en  16  de  Abril  último,  declarando  que  el  demandante  Don 
Francisco  Javier  Arnaiz  habia  probado  bien  y  cumplidamente  su  ac- 
ción y  demanda  •  no  habiéndolo  hecho  así  de  sus  excepciones  y  de- 
fensa la  demandada  Estefanía  Arroyaga;  y  en  su  consecuencia  que 
aquel  no  venia  obligado  á  reconocer  como  hijo  natural  al  niño  Fran- 
cisco Javier,  ni  á  continuar  en  la  prestación  de  los.  alimentos  que  le 
fueron  señalados  en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  Doña.  Estefanía  Arroyaga  in- 
terpuso recurso  de  casación ,  porque  en  su  concepto  infringía;  * 

l.°  La  disposición  del  art.  77  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en 
la  parte  que  dispone  que  ni  los  Jueces  ni  los  Tribunales  podrán  va- 
riar ni  modificar  la  sentencia  una  vez  pronunciada;  y  la  ley  W,  tí- 
tulo 22,  Partida  3.\  en  el  período. que  previene  que  non  *c  pwde, des- 
facer el  juicio  después  que  fuese  dado,  si  non  se  alzase  de  él\,  por  cuanto 
el  fallo  habia  variado  lo  que  se  apreció  y  declaró  en  la  patencia  pro-  - 
nunciada  en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  que  causé  eje* 
cutoria.  t:,.«..i 

2,°  £1  principio  de  derecho  que  establece  «sea guardada  y  .cumplida 
la  cosa  juzgada ; »  pues  como  quiera  que  en  dicha  sentencia  pronun- 
ciada en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria,  .se  apreció  y  declaró 
título  suficientemente  legal  de  hijo  natural  del  Arnaiz  el  niño.  Fran- 
cisco Javier,  la  sentencia  de  vista  que  absolviendo  sólo  do.  la  instan- 
cia á  aquel  se  dio  en  la  causa  de  estupro,  para  el  efecto, do  conde- 
narle ú  que  en  tal  concepto  le  suministrase  alimentos,  no  habia  po- 
dido variarse  lo  que  se  declaró  en  la  expresada  sentencia  del  expe- 
diente de  jurisdicción  voluntaria  con.  la  declaración  que  comprendía 
el  fallo  de  este  pleito,  mientras  que  el  Arnaiz  no  hubiese  acreditado  y 
gestionado  antes  lo  conducente  á  conseguir  que  sale  declarase  ab- 
suelto  .libremente  por  sentencia  ejecutoria  en  la.,cüada  causa  de  es- 
tupro, para  oponer  este  titulo  de  ejecutoria  contra  aquel  otro,  que  se 
apreció  y  declaró  suficientemente  legal  cu  la  repetid?  SQDtcncJa  do 
alimentos,  i  ... 

3.*  El  principio  y  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia,  do 
los  Tribunales,  de  que  «se  tiene  por- bijo. natural  al  que  baya  sido 
declarado  tal  por,  sentencia  Judicial  de.  Tribunal  competente;»  y  la 
ley  7.*,  Ut.  19,  Partida  4/,  puesto  que  se  habia  reconocidp  ,y.decla- 
ra<do  al  niño.  Francisco.  Javier  hijo  natural  de  Arnaiz,  y  que  éste  le 
suministrara  alimentos  en  tal  concepto,  en  la  sentencia  dada  en  el  ci- 
tado expediente  de  jurisdicción  voluntaria. 

.Y  4.°  Las  leyes  12  y  16,  tít.  22,  Partida  3.\  no  menos  que  el  prin- 
cipio ó  doctrina  legal  de  que  «nadie  puede  ser  condenado  y  privado 
de  sus  derecho?  sin  ser  antes  oido  y  vencido  en  juicio ; »  por  cuanto 
la  scplcucia  ejecutor!?  en  el  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  so 
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dictó  á  instáhctt  del  üifld  Frdñcistfo  Javier  y  en  favor  del  faismó,  y  la 
détoandi  86  Ahitffe"  sé  había  dirigido  persona  líente  i  riofía  Estefanía 
Attóyagírr  tfo  í/üdiendo  poY  lo  tanto  hacerse  1*  decllracioú  que  ét 
faffó  tontenia  éti  contra  d¿  ítfs  derecho*  dé  dicho'  hiño ,  ¿in  que  esté 
hrfblese  sfdd  demandado  y  se  le  hubiese  nombradlo  curador  ai  liíení 
qué  le  representase  étí  este  pleito. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Jdaqulh  Jfaumar. 
Considerando  qtie  el  art.  til 8  dé  la  Ley  de  ffnjbiólamiétito  civil 
prescribe  terminantemente  qae  en  los  expedientes  de  asignación  de 
alimentos  provisionales  fio  sé  permitirá  ninguna  discutió*  ni  sobre  el  de- 
recho á  püreitñrlós  ni  sobte  su  entidad,  $  que  cualesquiera  ¡reclamaciones 
que  acerca  dé  16  únb  ¿  de  lo  otro  se  hiciesen ,  se  sustanciarán  en  juicio 
orfíkañé;  por  lo  qae  efe  incuestionable  qué  las  providencias  que  en 
aqtielíob  expedientes  se  dictan  tienen  el  carácter  de  interinas,  sin  qué 
produzcan  excepción  de  cosa  Juzgada  en  el  juicio  que  le  subsiga ;  y 
cftfé?  £or  R>  mismo  son  inaplicable*  afl  presente  caso  los  artículos  77, 
1.4W  y  l.Sflf  de  dicha  ley,  igualmente  que  lá  19,  tít.  2*  áéla  Par- 
tida 3.- : 

Considerando  que  la  ejecutoria  no  ha  infringido  la  ley  7.a,  til.  J9 
de  fa  Partida  1.a ,  qué  establece  lo  que  debe  practicarse  tfuákdo  el  fío 
demanda  al  padre  quel  provea ,  ét  ¿l  niega  que  non  es  su  fijo;  n1  las  li 
y  tt,  lít.  Sfc ,  Partida  í.*,  que  tratan  de  los  juicios  dados  por  error  Ó 
sobre  cosa  que  no  fué  demandada;  ni  el  principio  de  que  nadie  puede 
ser  condenado  ¿in  que  antes  sea  oído  y  vencido  en  juicio  ,  porqué  pre- 
cisamente la  misma  Estefanía  Arroyaga ,  que  en  el  acto  dé  jurisdic- 
ción voluntaría  pidió  los  alimentos  provisionales  para  su  niño ,  es  fe 
que  ba  intervenido  en  estos  autos ,  pretendiendo  por  via  de  recon- 
vención que  se  declárase  qué  aquel  era  hijo  natural  del  demandante, 
quien  á  su  vez  había  pedido  que  se  declarase  no  deber  continuaran* 
mentándole ,  y  son  los  dos  puntos  que  ha  resuelto  la  sentencia : 

Considerando,  pofr  último,  que  la  Sala  al  dictarla  ha  apreciado  én 
conjuntó  él  resultado  de  las  pruebas  suministradas  por  ambas  partes 
eñ  uáo  de  las  facultades  que  le  competen ,  y  que  contra  esta  apre- 
ciación no  ha  citado  la  recurrente  ley  ni  doctrina  alguna  admitida  por 
Itf  jurisprudencia  de  los  Tribunales  ; 

Pallamos ,  que  de  bemos  declarar  y  declaramos  no  hat>er  lugar  at 
reétfrsó  de  casaciort  interpuesto  por  Doña  Estefanía  Arroyaga,  á  la  que 
condenamos  en  fe¿  costas  y  á  la  pérdida  de  la  ¿anlidüd  par  que  prestó1 
Canción ,  la  que  caso  dé  quti  mejorase  de  fortutia  sé  distribuirá  en  tí 
formfaf  jíreVenida  po*  la  ley;  y  devuélvanse  los  autofe  í  la  Audiencia 
de  Valladolid  con  la  correspondiente  certificación. 

Áíi  {tó¥  ésta!  ntféstra  sentencia ,  que  sé  publicará  éri  la  Gaceta  de 
Madrid  6  itisertaitá  en  la  Coteccion  legislativa ,  pastándose  al  efecto  las 
cópite  necesarias,  fo  pronunciamos,  niandamos  y  flrmamos.===Maurici6 
<?árcía'.=Jo$é  Mf.  Cáceres,= Francisco  María  de  Castilla.*:  José  Staríl 
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Haro.  =  Joaquín  Jaumar.^Jdsé  Permití  dte  Étírt.^Féfcidñtto  Mréfc 
d¿  Rozas. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  senteiicíá  antéHor  ¿of  el  ílítm.  9í.  étái 
Joaqam  Ja  untar  déla  Cñvtéto «MinfefaW  del  Tribunal  Strjfremti  dé  Juá- 
tieia ,  estando  celebrando  audiencia  pública:  >a  Sala  prunela  ótí  íñfs- 
mo  el  día  de  hoy ,  de  que  certifldo  coíno  Escribano  dé  Cantata  de 
dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  M  dé  Noviembre  de  lM9.^í)ionteio  Antonio  dé  Wga. 

9 

Mm.  121. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pago  m?  ÉAKATEnfe.— Sentencia  dé  30  de  Noviembre ,  declatatódé 
no  haber  topar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  lod  ¿ti- 
radores de  Dolía  Julia  de  los  Ancos  contra  I  ai  brofttmcfofa  por' 
la  Sala  tercera  dé  la  Audiencia  de  Valencia,  eb  Meito  cotí  Dott 
Onofre,  0.  Mariano  y  D.  Luis  Larcadá  i  Llépis. 

En  los  considerandos  sé  establece : 

!.•  Que  d  art.  317  <fe  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ctot/  ño  ¿óld 
ha  desterrado  la  tasa  de  las  pruebas,  tino  principalmente  ha  con- 
signado el  criterio  de  los  Jueces  y  Tribunales,  sujeto  únicamente 
d  las  reglas  de  la  critica  racional  para  la  debida  apreéiacioh  de 
los  dichos  de  los  testigos  fj  peritos. 

2.°  Que  es  inoportuna  la  alegación  de  excepcióhes  hecha  cuando 
jfo  no  es  tiempo  según  la  ley* 

3.°  Que  los  Jueces  tienen  facultad  para  calificad  fe  tuerta  6 
mala  fi  de  los  litigantes  al  efecto  de  imponerles  eí  pago  de  las 
Costas,  conforme  d  la  íey  8.\  tít.  tí,  Partida  3.a  y  repeñdaé  de- 
cisiones de  este  Supremo  Tribunal: 

En  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Noviembre  de  Í869,  en  los  autos 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mar  y  en  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valencia  han  seguido  D.  Onofre,  Don 
Mariano  y  D.  Luis  Larcada  y  Llopis  con  D.  Vicente  León  y  Frías  j 
D.  Francisco  de  Sena  Chocomeli,  curadores  ejemplares  de  Doña  Julia 
de  los  Ancos,  sobre  pago  de  maravedís ;  autos  pendientes  ante  Ños 
en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  dtebos  curadores 
contra:  la  sentencia  que  en  i  de  Diciembre  dé  18¿8  dictó  la  referi- 
da Sala :  ^ 

Resultando  que  en  25  de  Febrero  de  1829  Ú.  Francisco  de  los  Ancos, 
i  continuación  de  un  borrador  de  las  cuentas  que  D.  Ónofre  Lar* 
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cada  y  Armany  le  había  rendido  como  administrador  de  las  tierras 
de  la  Alquería  de  la  Ballera,  propia  de  aquel  desde  1808  hasta  el  13 
de  Noviembre  de  1825,  y  en  las  que  resultaba  á  favor  de  Larcada  un 
saldo  de  445  libras,  15  sueldos  y  9  dineros»  consignó  que  habia  reci- 
bido de  D.  José  y  D.  Mariano  Larcada,  como  encargados  de  su  padre, 
un  cuaderno  de  12  fojas,  en  que  aparecía  ser  el  cargo  de  D.  Onofrc 
Larcada  y  .Armany  26.220  libras,  15  sueldos,  9  dineros  y  el  descargo 
26.666,  11  sueldos,  6  dineros;  cuatro  escrituras  de  Ancas  á  favor  de 
dicho  D,  Oqofre  Larca/ia,  que  debían  serlo  al  suyo  por  Mariano  Pa- 
vía, de  Altara;  José  Maraguat  y  Pavía,  de  id.;  Juan  Fito,  de  Aliara, 
y  Juan  Cardó,  de  Murviedro,  y  un  cuaderno  de  los  arriendos  de  las 
tierras  de  la  Alquería  de  la  Ballera,  la  de  la  Pastora  y  San  Felipe, 
que  comprendía  48  .fojas : 

Resultando  que  D.  Onofrc,  D.  Mariano  y  D.  Luis  Larcada  y  Llopis, 
hijos  del  D.  Onofre  Larcada  y  Armany,  entablaron  demanda  en  9  de 
Jfarzo  de  1867,  pidiendo  que  se  condenara  A  Doña  Julia  délos  Ancos, 
cómo  heredera  uuiversal  de  su  padre  I),  francisco,  y  por  ella  á  pus 
curadores  ejemplares,  á  que  dentro  4c  juieye  dlnslos  abonasen  las 
44o,Jibras,  15  sueldos  y  9  dineros,  jsaldo  que  resultaba  á  favor  de  su 
padre  en  la  cuenta  relacionada»  y  42  libras,  6  sueldos  y  5  dineros, 
importe  de  los  enseres  que  dejó  en  la  Alquería  de  la  Ballera,  ó  sean 
7.321  rs.  y  74  cents.,  y  las  costas;  alegando  para  ello  que  su  padre 
D.  Onofre  Larcada  y  Armany  mantuvo  hasta  su  muerte  estrechas  y 
amistosas  relaciones  con  0.  Francisco  de  los  Ancos,  y  tuvo  á  su  cargo 
la  administración  de  los  bienes  de  éste,  llegando  la  confianza  hasta 
el  extremo  de  no  formalizarse  cuentas  periódicamente,  sino  unas  sim- 
ples notas  en  su  correspondencia,  con  las  cuales  se  daban  por  satis- 
fechos :  que  renunciada  la  administración  por  su  padre  en  el  año 
de  1825,  formó  la  cuenta  general,  que  fué  entregada  ai  D.  Francisco 
de  los  Ancos  en  el  dia  25  de  Febrero  de  1829,  el  cual  puso  al  pié  del 
borrador  el  recibo  de  las  originales  y  do  sus  documentos :  que  según 
dichas  cuentas  debía  el  D.  Francisco  445  libras,  15  sueldos  y  9  di- 
neros, á  cuya  suma  se  agregó  el  valor  de  los  enseres  que  su  padre 
dejó  en  la  casa  de  la  Ballera,  y  que  se  regulaban  en  42  libras,  6  suel- 
dos y  8  dineros;  de  modo  que  reunidas  ambas  partidas,  formaban  el 
lotaldc  488  libras,  2  sueldos  y  5  dineros,  ó  sean  7.321  rs.  71  cénti- 
mo^: que  su  padre  hizo  repetidas  reclamaciones  A  Ancos  desde  la 
fecha  de  las  cuentas  hasta  el  año  de  1832  en  que  falleció;  y  si  bien 
el  D.f  Francisco  nunca  opuso  reparo  ni  dificultad  alguna,  no  vcriGcó 
el  pago,  dando  largas  al  asunto  sin  duda  por  su  especial  carácter :  que 
muerto  su  padre,  continuaron  ellos  las  gestiones,  habiendo  conse- 
guido que  en  el  año  de  1841  D.  Francisco  de  los  Ancos  encargara  á 
su  hijo  D.  José  que  revisara  las  cuentas,  las  saldase  y  pagase,  y  ellos 
otorgaran^  favor  del  mismo  las  escrituras  do  las  fincas  que  estaban 
&  ppmbre  de  su  padre;  pero  que  no  se  pudo  hacer  por  el  fallecí- 
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talento  del  D.  José,  ocurrido  en  14  de  Julio:  que  después  reprodu- 
jeron inútilmente  sus  reclamaciones,  muerto  ei  D.  Francisco,  á  su 
viuda,  al  apoderado  general,  y  por  último  á  los  curadores  de  Doña 
Julia,  bija  y  heredera  del  D.  Francisco;  y  que  éste,  no  habiendo 
puesto  reparo  alguno  en  las  cuentas,  debió  pagar  el  alcance;  y  no 
habiéndolo  ejecutado,  lo  debía  hacer  su  bija,  y  por  ella  sus  curado- 
res, sin  que  sirviese  de  obstáculo  el  tiempo  trascurrido»  porque  du- 
rante él  se  habia  estado  reclamando  el  pago : 

Resultando  que  los  curadores  de  Doña  Julia  de  los  Ancos  e¿i  con- 
testación á  la  demanda  pretendieron  que  se  la  absolviera  de  la  misjna, 
exponiendo  al  efecto  que  no  hablan  recibido  instrucción  ni  antece- 
dente alguno  de  la  testamentaría,  ni  hallado  papeles  que  les  ilustra- 
sen sobre  el  asunto,  ni  la  familia  les  suministraba  noticias,  pues 
decia  que  no  habían  visto  que  se  presentara  Larcada,  ni  otro  en  su 
nombre,  A  pedir  cosa  alguna:  que  por  tanto  tenían  que  discurrir  por 
su  propio  sentido,  y  haciéndolo  extrañaban  que  fenecida  la  adminis- 
tración en  el  año  de  1825  no  se  hubiera  presentado  la  cuenta  hasta 
el  de  29,  y  manifestaban  que  mientras  los  actores  no  acreditasen  los 
hechos  que  exponían,  no  podían  allanarse  al  pago  de  una  cantidad 
tan  tardíamente  reclamada,  y  menos  no  habiendo  justificante,  sobre 
el  cargo  ni  la  data  de  da  cuenta,  ni  quien  pudiera  afirmar  ó  negar: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  articularon  los  deman- 
dantes con  testigos  y  posiciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia  en  11  de  Enero  de  1868,  la  cual,  no  obstante  las  pruebas 
aducidas  por  los  curadores  en  segunda  instancia,  confirmó  con  costas, 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  4  de*  Diciembre  del  mismo  año  de 
1868,  condenando  á  Doña  Julia  de  los  Ancos,  y  en  su  representación 
á  sus  curadores  ejemplares,  á  que  en  el  término  de  nueve  dias  paga- 
sen á  D.  Onofre,  D.  Mariano  y  D.  Luis  Larcada  y  Llopis  la  cantidad 
de  7.321  rs.  74  cents,  por  el  concepto  que  se  expresaba  en  la  de- 
manda, y  todas  las  costas  causadas  : 

Resultando  que  contra  este  filio  interpusieron  Iqs  curadores  de  la 
Doña  Julia  de  los  Ancos  recurso  de  casación,  cuando  entonces,  y 
después  á  su  tiempo  en  este  Supremo  Tribunal,  como  infringidas : 

1.*  Las  leyes  80,  21,  25,  26,  27  y  31,  tit.  12,  Partida  5.a,  que  impo- 
nen al  mandante  la  obligación  de  pagar  lo  invertido  por  el  mandan 
tarto,  en  el  desempeño  de  su  encargo,  según  cuenta  verdadera  y  dere- 
cha que  debe  dar,  y  no  lo  que  solamente  diga  que  invirtió,  como  aquí 
habia  sucedido ,  pues  confesado  el  cargo,  no  se.  habia  acreditado  la 
data ;  y  la  doctrina  legal  quede  dichas  leyes  se  deducía,  admitida  por 
la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  de  que  «no  es  exigible  el  saldo 
de  una  cuenta  mientras  ésta  no  haya  sido  aprobada,  debiendo  preceder 
al  mandamiento  de  pago  la  liquidación  y  aprobación  de  la  cuenta,  bien 
en  un  mismo  juicio  ó  en  Juicios  diferentes.» 

2.*    La  ley  l.1,  tít.  14,  Partida  3.a,  pues  los  actores  no  habían  jnsti- 
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de  la  cubila  y  que  fuera  cierto  y  reconocido  el 
ir6  en  ella. 

It.  16,  fáriida  3.',  porque  los  testigos  de  lo»  acares 
'los  hechos  cgn  la  exactitud  debida,  especialmente 
al  'hablar  de  un  Juicio  dé  conciliación  Intentado  no 
ñf  aun  alio ;  además  de  estar  en  oposición  lo  que 
¡terminada  mente  con  lo  que  los  demandantes  hablan 
ida,  de  que  en  el  aflo  de  1SI1  D.  Francisco  de  los 
Ancos  encargó  a  su  hijo'  revisar  y  saldar  dichas  cuentas,  cuyo  alcance 
figurado  sé' suponte  reconocido  y  ofrecido  pagar  en  el  año  dé  1835 

/isa*: 

"  l.g  Las  leyes  8.',  til.  lí.  y  40  y  41,  tit.  16  de  la  misma  Partida,  por 
haberse  faltado  alas  reglas  de  la  sana  crítica  que  las  mismas  ense- 
ñan 'en  la  apreciación  de  las  circunstancias  de  las  personas  á  que  se 
referíanlos  hechos  y  de  los  testigos  que  deponen ;  en  cuyo  concepto 
se  habla  Infringido  también  el  'tit,  SI 7  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que 'en  tanto  da  facultades  discrecionales  fi  los  Jueces  para  apre- 
ciar la1  prueba  de  testigos,  en  cuanto  aquellos  se  atienen  i  las  reglas 
de  la  sana  critica. 

'  'tf*  La  ley  4.',  tit.  13  de  la  citada  Partida  I.*,  porque  no  se  habla 
dado  va|or  á  ia'cmouencia  de  F>.  Mariano  Larcada,  que  reconoció  por 
sayos 'la  carta  y  recibo  de  T7  de  Junio  y  9  de  Julio  de  1896,  que  acre- 
ditaban que  la 'cuenta  estaba  pendiente  de  liquidación. 
"US.*  La  Jurisprudencia  admitida  á  favor  de  los  dictámenes  periciales, 
por  haberse  prescindido  del  juicio  del  único'  calígrafo  de  ambas  par- 
tes '  qne  reconoció  como  de  D,  Francisco'  de  los  Ancos  las  letras  de 
los  borradores, '  de  apuntaciones  y  observaciones  a  la  cuenta. 

1*  Lá  ley "».\  tit.' «,  Partida  3.','  y  í.',  lít.  !(,  libro  11  de  la  No- 
vísima Recopilación,  porque  se  habla  fallado  sin  haber  hecho  mejor 
juicio 'critico  de  las  pruebas,  y  sin  hacer  aprecio  alguno  de  las  muy 
importantes  y  justificativas  de  la  segunda  instancia. 

8."  Las  resoluciones  de  este  Supremo  Tribunal  de  9  de  Noviembre 
de  1857  y  tt'de  Octubre  de  1658,  en  que  se  distingue  entre  la  simple 
presentación  y  la  aprobación  de  las  cuentas ;  de'13  de  Diciembre  de 

1867  sobre  la  obligación  que  tiene  el  administrador  de  bienes  de  dar 
cuenta  justificada  de  su  Inversión,  lo  qué  no  hablan'  hecho  los  her- 
manos LáVcá'da  ;  la  de  Bu  de  Diciembre  de  18S8  sobre  el  valor  de  la 
prúéna  perlfea1!  en  casos  como  el  de  este  pleito ;  la  de  81  de  Enero  de 

1868  sbjire  laJ  obligación  del  demandante  de  probar  los  hechos,  y  las 
de  Ío  'dfj'Slayo  y  8  dé  Junio  de  1666,  lí  de  Enero  y  11  de  Diciembre 
de  1Í6J  y'Jl  de  Hayo  de  1868  sobre  la  observancia  de  las  reglas  de 
la  sana  crftíca. 

T  9'."  "ta 'ley  |S,  tit.  í.*,  Partida  8.',  y  el  art.  884  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  por  no  haberse  designado  en  la  demanda  con  la 
debida  prec¡sion,  describiéndolos  y  resellándolos  ,  los  enseres  que  se 


SENTENCIAS  DE    1869.  £27 

'     "  f   •   « • 

suponían  dejados  en  la  casa  de  la  Ballet^,  y  ft  cuyo  pago  no  obstante 
cabía  síHo  condímMa  la  demandada.* *     •       ?  ' *  '    r  "       :  ™«'  '» 
10.    llMlej,*C)y.  f8,  Mrtl'da  1\  que  determina  la  fuerza  que  hft 
te/ conoscencia,  y  la  doctrina' fegaf  íreconocitia  por  esto  TriBühaJ  Supre- 


reconocimiento  el  valor  y  fuerza  de  prueba  plena  y  acabada  que  bórri- 

n.  El  art.  2S0Mtfe  fa  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  no  haber  he- 
cho* la  Sala  sentenciadora  por  sí  misma  la  comprobación  de' lis  letras 
que  fúerfan  objeto  del  juicio  pericial,  faltando  á  la  ve¿  át'^rihfci^io'de 
derecho  de  que  «la  sentencia  debe  ajustarse  á  lo  alegado  y  probado;» 
puesto  que  no  apreció  ni  tomó  en  consideración  para  nada  (ficha  prueba 
ni  la  de  tonfesion.  ' ' * 

-¥14.  la  fey  ft'.-,  tít.  22,  Partida  8.a,  por  habérsele  condenado  én 
costas  de  la  pritóehhnstancia  contra  el  precepto  expresó  de  dicha 
ley,  la  cual  dispone*  qük  el  Juez  no  debe  condenar  al  vencido  éirftfe 
costas  qber'híib  fel  vencedor  «cuándo  alguno  que  Anease  por  herléttérb 
de  btró  demandase  ó  defendiese  en  juicio  por  razón  de  aquellos'*  tile- 
nes  que  heredó,»  que  era  el  caso  del  pleito.  '         *      '  M* 

Vfstos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D   José  María  Cáceres. 

Considerando1  qué  propuesta  la  demanda  de  esto*»  autos,  los  pura- 
dorfes  áe  ia  recurrente1  pudieron  irapughar  la  cuenta ,  agraviar  las 
partidas  que  la  componían  y  aun  reconvenir  á  los  deníafadántfes, 
puesto  que' se  trataba  de  ün  juicio  maydr  yordiriarlÜ  éfl  que' se  hu- 
bieran oído  todas  sus  defensas  legítimas:  '  ",*       "'  *   *•■ 

Cónslíderaiido  que,  lf*jos  de  haber  opuesto  excepción  alguna  en  el 
término  señalado  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  jtofra  que  se  hu- 
biese trabado  íégalmente  la  discusión*  en  los  escritos  Ae  contesiadon 
y  duplica,  sé  limitaron  á  exponer  que  mientras  los  actores  ño  acre- 
ditasen' los1  hechos' que  exponían,  no  podían  allanarse  fál  pateo  de  la 
cuenta*: 

Considerando  que  circunscrita  á  estos  términos  la  controversia,  se 
recibid  él  pleito  á  prueba;  han  practicado  las  partes  fas  que  haraf pre- 
ciado la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  fiíciiltades,  "y  ha  estibado 
que  el  causante  de  la  incapacitada  manifestó  seVdeho  el'al&tfce  y 
ofreció  satisfacerlo,  y  que  los  curadores  ño  han  jnsíiftcadó r¿T\tó'gp 
de"  cantidad  alguna  nfqbe  se  hayan  opuesto'  reparos' oport  un  amerite 
i  la  eueíitá:  "*'' '  ' 

Córisldetando  que  contra  estas  apreciaciones  se  invoca  Inoportu- 
namente la  feyl.Vtit.i4,  Partida  1*,  porque  los  (íémandabtetf'1/an 
probado  su  acción  á  juicio  de  la  Sala  y  han  cumplido  el  precepto  de 
esta  ley: 
^Considerando  que  la  sentencia  tampoco  infringe  las  leyes  y  doc- 
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trinas  que  se  titulan  reglas  de  sana  crítica,  y  por  consecuencia  ¿1  ar- 
tículo 817  de  1.a  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  esta  ley,  no  sólo 
lía  desterrado. la  tasa  de  las  pruebas,  sino  principalmente  ha  consig- 
nado el  criterio  de  los  Jueces  y  Tribunales,  sujeto  únicamente  á  las 
reglas  de  la  critica  Racional  para  lia  debida  apreciación  de  los  dichos 
de  los  testigos  y  '  peritos* ,  y  no  se  demuestra  que  la  Sala  haya  infrin- 
gido $stf  precepto:  , 

Considerando  que  la  llamada  conoscencia  de  uno  de  los  demandan- 
tes se  reduce  á  haber  pedido  en  su  carta  de  17  de  Junio  de  18<M>  se 
le  remitiesen  las  escrituras  de  venta  que  habían  entregado  al  padre 
de  la  incapacitada  para  aclarar  unas  dudas,  lo  cual  no  demuestra 
que  se  pusieran  reparos  á  la  cuenta  ni  que  estuviese  pendiente  su 

liquidación: 

Considerando  que  las  pretendidas  excepciones  de  haber  opuesto 
reparos  á  la  cuenta  y  de  no  haberse  expresado  en  la  demanda  ios 
enseres  que  se  dicen  dejados  en  lá  casa  de  la  fiallera  se  han  alegado 
inoportunamente  en  la  segunda  instancia,  cuando  ya  no  era  tiempo 
según  la  ley;  fuera  de  fjuiq,  pedido  el  valor  de  los  efectos  mismos  y 
no t contraseño  el  hecho  por  los  caradores,  seria  siempre  improce- 
dente aqüelíflt  excepción :  ." 

Considerando  que  jes, también  inoportuna  la  cita  de  las  muchas 
leyes  que  se  invocan  de  la  Partida  5.1.  y  tratan  del  mandato,  porque 
los  demandantes  han  presentado  la  cuenta  verdadera  y  derecha  de 
que  habla  alguna  de  aquellas  leyes,  puesto  que  á  juicio  de  la  Sala, 
no  sólo  la  reconoció  el  causante  de  la  menor,  sino  que  los  curadores 
no  la  han  impugnado  en  concepto  alguno; 

Y  considerando,  sobre  la  condena  de  cortas  de  la  primera  instan- 
cia, .que  conformé  á  la  ley  8.\  tít.  22,  Partida  3/  y  repetidas  decisio- 
nes de  este  Supremo  Tribunal,  los  Jueces  tienen  facultad  para  calificar 
la  buena  ó  mala  fé  de  los  litigantes;  y  q!  caso  de  este  pleito  no  está 
comprendido  en  la  excepción  que  sq  menciona  al  final  de  la  misma 
ley,  porque  la  incapacitada  no  demanda  ni  defiende  en  este  juicio  los 
bienesrfjue  fieredó  de  su  padre,  sino^ue  se  te  exige  el  cumplimiento 
de  una  obligación  personal  de  su  causante,  por  todo  lo  cual  la  sen- 
tencia no  i  ptnnge  aquella  ley;  ', 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurro va)e  casación  interpuesto. por  los  curadores  de  Doña  Julia  d* 
.los  Ancos,  A  quienes  en  tal  concepto  condenamos  en  las  costas. y  á 
la  pérdida  de  la  cantidad  de  122  escudos  que  depositaron,  ios  cuales 
se  distribuirán  en  la  forma  prevenida  por  la  ley ;  y  devuélvanse  los 
autos  á  Xfi,  Audiencia  de  Valencia  con  la  certificación  correspon- 
diente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la, Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos. =Mau- 
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rick)  García.=José  María  Cfceres.= Laureano  de  Arrieta— Valentín 
Garralda. —Francisco  María  de  Castilla .-^Tosé  Harta  Haro.=Joaquin 
Jaumar. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  ful  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  Caceras,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estan- 
do celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  deCámara  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  30  de  Noviembre  de  1869,=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

Non.  122. 
APELACIÓN  EN  CASACIÓN— SALA  SEGUNDA. 


Defensa  por  pobre. — Sentencia  de  i.°  de  Diciembre»  confirmando 
•  la  providencia  apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Antonio  y  D.  Luis  Monedero ,  en  pleito  con 
D.  Alejandro,  Doña  María  y  D.  Ignacio  Aroirola. 

En  los  considerandos  se  establece  ; 

1 .°  Que  el  recurso  de  casación  sólo  es  procedente  u  admisible 
cuando  se  interpone  de  sentencias  definitivas,  dictadas  por  los 
Tribunales  superiores*  y  de  las  que  recmgdn  sobre  artículos  que 
pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación  ,  se- 
gún está  prevenido  en  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

z.°  Que  si  bien  la  denegación  de  pobreza  puede  muchas  veces 
hacer  imposible  la  continuación  de  un  litigio  por  carecer  el  solici- 
tante de  recursos  para  hacer  valer  sus  derechos,  no  és  asi  cuando 
se  otorgas  porque  entonces*  en  vez  de  impedir \  facilita  el  curso  del 
pleito. 

En  la  villa  de  Madrid  ,  á  1/  de  Diciembre  de  1869  ,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  y  en  la  Sala  seguufr 
de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Alejandro,  Doña  Maria  y  D,  Ig- 
nacio Amírola  con  D.  Antonio  y  D.  Luis  Monedero  Torija  y  el  Minis- 
terio fiscal»  sobre  defensa  por  pobre : 

Resultando  que  habiendo  demandado  ejecutivamente  D,  Antonio  y 
D.  Luis  Monedero  á  los  hermanos  Amírola  sobre  pago  de  4.000  escu- 
dos *  pidieron  los  demandados  se  les  defendiera  en  concepto  de  po- 
li. 34 
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hm-  v  oiisisix iarto  i-I  i.M-id.TiiM .  H  Juez  de  jirinjera  instancia  dictó 
sentenW  en  «  h  '&  do  «?"<*  rt«  >Wi  declarando  no  hafcer  lo- 
sar a  la  defeíisa  'por  pobre  solicitada  : 

Resaltando  que  Interpuesta  apelación  por  los  expresados  Anjíro- 
U  v  seguida  en  su  virtud  la  segunda  instancia  ,  la  Sala  segunda 
pronüncif's'ehtenpia'en  7 '<íe  Abril  Míimo.  revocando  la  apelada  y 
declarando  pobres'  para  litigar  ft  los  qu¿  habían  solicitado  este  be- 
neficio :  ,  . 

Resultando  que  de  esta  sentencia  se  interpuso  recurso  de  casación 
por  D.  Antqniq  y  Ü.  Luis  Monedero,,  por  cpns¡derarla  contraria  í  lo 
dispuesto  en  el  a'rl.  189  de  ía  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  que  de- 
negada la  admisión  del  recurao  por  ja.  .Sala  sentenciadora  en  auto  de 
88  de  Abril  apelaron  de  este  los  recurrentes .  y  se  remitieron  los 
autos  &  este  Supremo  Tribunal. 

Vistos,  iienüfl  Ponente  *i  WaUtre  D-  Manuel  L»n- 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  sólo  es  procedente  y  ad- 
misible cuando  se  interpone  de  sentencias  definitivas  dictadas  por 
iuperLores  y,  q>  Jas  qtjp  recaigan  sobre   artículos  que 
W Juicio  y  feagan  Imponible  su  comitmaciorf,  según 
■n  los  artículos  V.OlfJ "y  j.0U  de  la  Ley  de  Eq|uícií- 

ido  que  si  bien  la  denegación  de  pobreta  puede  mu- 
chas veces  hacer  imposible  la  continuación  de  uií  litigio  por  carecer 
el  solicitante  de  recursos  para  hacer  valer  sus  derechos ,  no  es  así 
cuando  la  pobrera  se  otorga,  como  sucede  en  el  presente  caso,  ep  el 
cual.  W vei  de  impedir  facilita  el  curso  del  pleito; 

'  Fallamos. 'n'ue'  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  11 
providencia" apelada  dfl  *&  dó  Abril  fi!t¡mo  .  por  la  que  se'  denegO  la 
admisión  del  recurro  du  casación' interpuosfo  pof  D.  Antonio  i  Son 
Luis  Monedero;  y  devuélvanse  los  autos  a  la  Audiencia  del  territorio 
con  la  correspondiente  cer(ilicacion. 
"vití  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Sócela  de) 
tobierrty,  dentro  de  los  Chico  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tara en  la  Co|««"<m  legislativa,  pas.liidose  ai  efecto  las  coplas  necesa- 
rias lo  pronunciamos .  mandamos  y  firma  mos.=Sebastian  Gbnialez 
Nandin.=Pasnial  Bayarri  =Manuel  María  de  Basualdo.=AntoniO  Cu- 
llerrez  de  los  Rios.=Juan  Jimener.  Cuoncit.=Manuel  León. 
PnbHcacioní  ' 

luiría  y  publicada  fué  la  preeedents  sentencia  por  el  linio.  Sr.  pon 
■anual  León  .  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  eelebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  ottllfieo  como  Esírihano  de  Cáaara. 

Madrid  1 ."  de  Diciembre  de  1869.=Bogelio  González  Montes. 
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SBOiQMw.^BeiteBeia  de  1.°  de  Diciembre;  decidiendo  en  favor 
de  te  jurisdicción  de  Guerra ,  Juzgado  militar  de  ft  plaza  de 
Gidtt,  en  cuanto  se  refiere  al  Capitán  de  la  reserva  D.  losé 
Vazqüei  Ulereas,  la  competencia  promovida  entre  el  mismo  y 
el  de  primera  instancia  del  distrito  de  danta  Grnz  de  diebá 
ciudad,  acerca  del  conocimiento  de  una  cansa  instruida  por  se- 
dición; y  an  cnanto  hace  relación  al  paisano  losé  Fernandez, 
en  el  de  la  jurisdicción  ordinaria ,  dicho  Juzgado  de  primera 
instancia. 

En  loa  «onsidbrakdos  se  establece  t 

1.°  Que  por  b  establecido  en  la  disposición  á.+  del  decreto  de 
6  de  Diciembre  de  1808,  sobre  unificación  de  fueros,  elevado  á 
ley  por  las  Caries  Constituyentes  en  20  de  Junio  de  1869,  taju- 
rtsmpeion  militar  es  la  competente  para  conocer  de  los  delitos  contra 
la  seguridad  interior  del  Estado  y  del  orden  público  que  se  impu- 
taren d  las  mudares  cuando  la  rebelión  ó  sedición  tengan  carácter 
militar. 

2.°  Que  tiene  carácter  militar  el  hecho  de  Sobornar  individuos 
del  Ejército  oan  objete  de  levantar  partidas  contra  el  Gobierno 


S.§  Que  al  P°n*™  **  *igor  la  ley  de  17  de  Abril  de  1821 
por  deorete  de  22  de  Julio  de  1869,  se  limitó  su  obsereañúia  ta- 
xativamente á  los  casos  de  maquinaciones  directas  á  mano  armada 
contra  la  Constitución  del  EUado. 

i.9  Que  en  los  delitos  en  que  intervienen  reos  de  distinto  fueto, 
y  en  fue  el  desafuero  no  procede ,  cada  uno  debe  ser  juzgado  y 
sentenmda  por  la  jurisdicción  competente,  seyun  lo  tiene  declarado 
este  Supremo  Tribunal 


•  * 


En  la  vi!)*  da  Madrid,  á  L*  da  Diciembre  de  1869,  en-  la  eompeteii* 
cía  que  ante  Nos  pende,  promovida  entre  el  Juzgado  de  «narra  de  la 
Capitanía  ypnpral  de  Sevilla  y  el  Juea  de  primera  iastaaeia  del  dis- 
trito de  gaqta  Cruz  de  C£d{z ,  acerca  del  conocimiento  de  la  cansa 
foronda  pontra  el  Capitán  gr§dufidP  de  Comandante  0.  José  Vaaquea 
Iliacas  y  qtros,  por  sedicioq: 

Resultando  que  en  virtud  de  denuncia  hecha  por  Manael  Alcalde, 
músico  g£)  regiqftntQ  inftpteríQ  de  la  Constitución,  se  procedió  á  la 
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formación  de  causa  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Santa  Cruz  de  la  ciudad  de  Cádiz  y  ei  Juzgado  de  Guerra  de  la  mis- 
ma contra  el  Capitán  graduado  de  Comandante  D.  José  Vázquez  y 
I).  José  María  Fernandez,  por  haber  tratado  de  seducir  al  Alcalde  á 
fin  de  que  sobornara  *  alguno*  sargentos  de  su  regimiento  para  ser- 
vir en  las  filas  carlistas: 

Resultando  que  ei  Juez  de  primera  inttnucia  ofició  al  Juzgado  de 
Guerra  para  que  se  inhibiese  del  conocimiento  de  la  causa -que  seguía 
contra  ei  Capitán  Yasqqez  j  la  remUtaáu  para  su  acumulación  4  la 
que  por  dicho  Juez  se  instruía,  fufldánUoüc  para  ello  en  que  crn  ei 
delito  de  que  se  trata  no  han  concurrido  las  circunstancias  designa- 
das e&  el  art,  2/  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1891 :  que  tos  reos  de 
dicho  delito,  según  lo$  artículos  13  y  U,  eu  todos  los  demás  casos 
deben  ser  juzgados  por  la  Jurisdicción  ordinaria  con  derogación  de 
todo  tuero»,  y  sin  darse  lugar. á  competencia  alguna  fuera  de  las  que 
se  susciten  entre  la  jurisdicción  ordinaria  y  militar ;  y  que  habiendo 
tal  unidad  en  los  hechos  y  tai  precisión  de  esclarecerlos,  al  separar 
de  la  causa  á  uno  de  los  reos,  acaso  ei  mis  principal»  -no  podría  ob- 
tenerse el  resultado  que  ¿e.  deseara; 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Guerra  se  uegó  á  inhibirse  del  co- 
nocimiento de  la  causa»  alegando  para  sostener  su  competencia  que 
el  hecho  (ta  que  se  trata,  bien  que  pudo  llamarse  conspiración^  no  pae- 
de  ser  objeto  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  Mil,  porque  no  constituyo 
una  maquinación  directa  contra  la  observancia  de  la  Constitución  >  de- 
biendo por  tanto  entenderse  en  el  sentido  del  Código  penal;  que  al 
promulgarse  aquella  ley  en  22  de  Julio  último  se  dijo  en  el  preám- 
bulo del  decreto  de  que  va  precedida,  para  evitar  dudas,  que  adió 
debían  sujetarse  á  ella  las  maquinaciones  directas  y  á  mano  armada: 

y  resaltando  que  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional  uno 
y  otro  Juzgado  elevaron  &  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas9  ac- 
tuaciones. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios. 

Considerando  que  por  lo  establecido  en  la  disposición  4.*  del  art.  1.a 
del  decreto  de  €  de  Diciembre  anterior  sobre  unificación  de  fueros, 
elevado  á  ley  por  las  Cortes  Constituyentes  en  28  de  Junio  del  afio 
corriente,  la  jurisdicción  militar  es  la  competente  para  conocer  de  los 
delitos  contra  la  seguridad  interior  del  Estado  y  del  orden  público 
que  se  imputaren  A  los  militares  cuando  la  rebelión  ó  sedición  ten- 
gan carácter  militar: 

Considerando  que  el  hecho  que  dio  motivo  á  la  formación  de  esta 
causa  tiene  carácter  militar,  porque  se  trata  del  delito  de  sobornar 
sargentos  del  Ejército,  con  objeto  de  levantar  una  partida  carlista: 

Considerando  que  al  ponerse  en  vigor  ia  ley  de  17  de  Abril  de  1821 
por  decreto  de  12  de  Junio  último,  se  limitó  su  observancia  taxati- 
vamente &  los  casos  de  maquinaciones  directas  á  mano  armada  con- 
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tra  la  Constitución  del  Estafo,  circunstancia  quo  no  ha  concurrido  en 
el  presente,  siendo  por  lo  tanto  inaplicable  á  él  los  artículos  de  la 
misma  q«c  se  invocan : 

Y  considerando,  por  último,  que  en  los  delitos  en  que  intervienen 
reos  de  distinto  fuero,  y  en  que  el  desafuero  no  procede,  cada  uno 
debe  ser  juzgado  y  sentenciado  por  la  jurisdicción  competente,  según 
este  Supremo  Tribunal  lo  tiene  declarado; 

Fallamos,  que  debemos  decidir  y  decidimos  la  presente  competen- 
cia, cu  cuanto  se  refiere  á  la  causa  formada  al  Capitán  de  la  reserva 
D.  José  Vázquez  Illescas,  en  favor  de  la  jurisdicción  de  Guerra,  Juz- 
gado militar  de  la  plaza  de,  Cádiz;  y' en  cuanto  hace  relación  al  pai- 
sano José  Fernandez,  en  el  de  la  jurisdicción  ordinaria ,  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Santa  Cruz  de  la  misma  ciudad;  de- 
biendo devolverse  tas  respectivas  actuaciones  á  los  Juzgados  de  que 
proceden,  y  encargar  al  de  Cádiz  que,  sin  perjuicio  de  continuar  con 
arreglo  á  derecho  las  referentes  á  los  paisanos  procesados,  haga  con 
la  mayor  urgencia  que  por  el  Escribano  actuario  se  libre  testimonio 
de  cuanto  resulte  en  sus  amos  contra  el  referido  Capitán ,  y  lo  re- 
mita al  de  6uerra. 

Así  por  esta  nuestra  semencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno,  dentro  -de  los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará 
á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmaraos.=Pascual  fiayar- 
ri.=Manuel  María  de  Basualdo.sAntonlo  Gutiérrez  de  los  Rios.=Ju&n 
Jiménez  Cuenca  .^Marmol  León. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Eterno.  6 
llustrísimo  Sr.  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios»,  Ministro  de  la  Sala 
segunda  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma  Sala,  en  el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Escri- 
bano de  Cámara. 

Madrid  1.*  de  Diciembre  de  18W.=Rogetio  González  Montes. 


.i  • 
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Nó«.  124. 


COMPETENCIA.— SALA  SEGüffóÁ. 

4     ^ 

I  "  <  *  " 

» 

Rebelión. -^Sentencia  de  1.°  de  Diciembre  decidiendo  á  favcfr  de 
la  jurisdicción  militar  la  competencia  prtrmoVidá  entre  el  Jai- 
gado  de  Guerra  (jé  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva  y 
el  Juez  de  primera  instancia  de  Ciudad- Real  sobre  conocimiento 
de  la  causa  instruida  contra  Olegario  Afion  y  otros,  por  rebe- 
liota  carlista. 

fia  los  consídéra^dos  sé  éstableée : 

1.°  Qué  conforme  á  h  dispuesto  en  el  art.  i.é  del  decreto  de 
22  de  Julio  de  i  869,  el  procedimiénb  "de  todas  las  causas  que  se 
formen  por  conspiración  directa  y  á  manó  armada  contra  la  Cons- 
titución y  la  seguridad  interior  ó  exterior  del  Estado,  ha  de  arre- 
glarse á  la  ley  dc,n  de  Abril  de  1821. 

2.°  Que  confbrme  á  los  artículos  2.°,  3.°  jj  5.°  dé  la  ¡referida 
ley,  quedan  sujetos  á  la  Jurisdicción  militar  los  reos  de  diéhos  de- 
Utos  que  fueren  aprehendidos  por  la  fuerza  puesta  por  él  Gobierno 
i  s*  persecución,  los  que  hicieren  resistencia  á  la  mima  y  Jos  pe 
no  se  presentaren  pasado  el  plazo  que  el  Gobernador  civil  fijase 
para  verificarlo. 

En  la  villa!  de  Madrid,  á  1."  de  Diciembre  de  1869,  en  los  aritos 
de  competencia  promovida  entre  eí  Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía 
general  de  Castilla  la  Nueva  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Ciudad- 
Real,  sobre  conocimiento  de  la  causa  instruida  contra  Olegario  Afion 
y  otros,  por  rebelión  carlista : 

Resultando  que  en  el  dia  29  de  Julio  último  la  columna  de  tropas 
que  perseguía  las  partidas  carlistas  de  la  provincia  de  Ciudad-Real 
encontró  la  mandada  por  el  cabecilla  Rapa,  la  que  dio  algunos  vivas 
á  Carlos  VII,  hizo  algunos  disparos,  aunque  sin  resultar  muerto  ni 
herido  alguno,  y  huyó;  siendo  aprehendidos  en  la  fuga  13  prisione- 
ros, unes  con  armas  y  otros  sin  ellas : 

Resultando  que  según  comunicación  del  Alcalde  de  Aldea  del  Hoyo,  el 
bando  publicado  por  el  Gobernador  civil  de  la  provincia  concediendo 
indulto  á  los  facciosos  que  se  presentaran  dentro  de  las  doce  horas  de 
su  publicación  principió  á  regir  en  aquella  localidad  el  28  de  Julio  á 
las  diez  de  la  mañana,  y  terminó  el  plazo  en  él  fijado  á  las  diez  de 
la  noche  del  mismo  dia : 

Resultando  que  formada  la  correspondiente  causa  criminal  por  el 
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Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva  con- 
tra los  13  prisioneros,  Olegario  Añon  y  consortes,  ¿ntabl¿  competen- 
cia el  Juzgado  ordinario  de  Ciudad -Real  por  considerar  le  correspon- 
día el  conocimiento  de  la  citada  causa  y  de  otras  que  por  conspíra7 
cion  carlista  estaba  formando :  que  el  Juzgado  militar,  accediendo  á 
lá  fhhibicion  respecto  de  las  otras,  se  negó  ;í  Hacerlo  de  la  presente; 
y  que  insistiendo  ambos  en  sostener  su  respectiva  jurisdicción,  ban 
remitido  á  este  Supremo  Tribunal  las  actuaciones  para  la  decisión  del 
conflicto  originario: 

Resultando  que  oí  Juzgado  ordinario  funda  su  competencia:  pri- 
mero, eii  él  art.  11  dé  la  Constitución  del  Estado  y  en  el  párrafo  guarió  . 
del  árt.  i.*  deí  decreto  sobre  unificación  de  fueros,  elevado  á  ley  en 
virtud  de  la  de  19  de  Junio  de  las  Corte»  Constituyentes,  cuyas  dis- 
posiciones en  concepto  del  Juzgado  no  han  podido  ser  derogadas  por 
el  decreto  de  22  de  Julio  último,  que  restableció  la  ley  de  17  de  Abril 
de  1821 :  segundo,  que  habiéndose  verificado  el  levantamiento  en  la , 
noche  del  23  y  dias  24  y  25  del  expresado  mes  de  Julio,  los  rebeldes 
no  podian  conocer  este  decreto,  ni  por  consecuencia  era  justo  suje- 
tarlos á  un  procedimiento  y  fiíeM  establecidos  con  posterioridad  ¿  la 
comisión  del  delito,  puesto  que  la  expresada  ley  de  17  de  Abril  se  publicó 
en  la  Gacela  del  24  é  insertó  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  de 
Ciudad-Acal  el  25  de  Julio,  Invoeatido  además  las  l**vés SS.tft.  2*;l.\ 
título  3.*  dé  lá  Partida  3.';  T5,  tíf.  í.#:  de  lá  !.•  y  te,  til.  3«  dé  1*7.' 
Notísima  Recopilación,  y  lo*  artículos  36  ?  38,  y  octava  dtóptáiddn  del 
58  del  féglamehto  provisional  fcara  l¡f  administración  dé  Jtlstiéia: 

Resaltando  qde  el  Juzgado  militar  funda  su  cbtápetehcto  érj  í¿s 
prescripcionos  de  los  artículos  2.",  3."  y  5.*  de  la  referida  ley  de  17 
de  Abril,  restablecida  por  el  decreto  de  22  de  Julio  dé  este  affo. 

Vtótóa,  Slendd  Pofaente  el  Ministro  D.  Mfcntíel  Leoit. 

Considerando  que  publieado  el  decreto  de  2¿  de  Julio  de  estéaffó 
eñ  la  Gaceta  del  21,  Con  arreglo  al  rfrt.  1.°  del  mistiio  totíaá  fatf  causas 
que  se  formen  por  conspiración  directa  y  á  mano  armada  contra  la 
Constitución  y  la  seguridad  interior  ó  exterior  del  Estado  ha  de  arre- 
glarse su  procedimiento  á  lá  ley  de  17  de  Abrí!  de  Í82t  : 

Considerando  qué,  conforme  á  los  artículos  2.*,  3/  y  5.'  de  la 
rÜferldá  lej,  qiicdah  sujetos  3  lá  jürláfllcciori  militar  tos  reos  de  dí- 
cttós  delitos  tjtíé  fueren  áptehcridiüos  pdr  la  fuerza  destinada  por  el ' 
tíobleffno  á  stt  persecución,  los  que  hicieren  resistencia  á  la  ratemá  ^ 
Ws  que  ño  se  presentaren  plisada  el  plazo  qtte  el  Gobernador  éíiíl 
fljtfee  Jtáril  i criticarlo' : 

i  considerando  tltte  los  cdrrtprendidod  htí  la  cáüáá  Objeto  $k\'  pr¿- 
séírtü  cdtffffctó,  hd  sdlo  fúérori  aprehendidos  jidr  fá  tttériá  puesta  jior 
é\  Gobierno  en  su  persecticldrt,  hablado  fféchd  résfattítíéf*  3  ttf  ífaisma, 
sino  también  déjtfdo  pasar  él  plaio  que  él  flofreroíicfófdc  Cfüdad-Réá|^ 
fljó  para  síi  presentación; 
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Fallamos,  que  el  conocimiento  de  esta  causa  corresponde  4  la  ju- 
risdicción militar,  á  cuyo  favor  decidimos  esta  competencia,  Ala  que 
se  remitirán  las  diligencias  para  que  se  proceda  con  arreglo  á  derecho 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gacel*  úti 
Gobierno,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  en 
la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.^Sebastian  González  Naadin.c= 
Pascual  Bayarri.=Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.— Juan  Jiménez  Guen* 
ca.=Manuel  León. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precédeme. sentencia  por  el. Timo,  seáor 
D.  Manuel  León,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  boy,  de 
que  certifico  como  Escribano*  de  Cámara, 

Madrid  1.*  de  Diciembre  de  1869.— Rogelio  González  Montes. 

Nüm.  123. 
CASACIÓN— SALA  PRIMERA. 


Ni  UPAD  ftfi  DOS  ESCRITURAS  T  1K1  VINDICACIÓN  DE  UNA  CASA.— Sen- 
tencia de  2  de  Diciembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  canción  interpuesto  por  Dolía  Maria  del  Pilar  Osende  y  Lira, 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la 
Corufta,  en  pleito  con  D*  Bernardo  Antonio  Pórtela  y  otro. 

En  Jos  GONsiosaáNDOs  so  eslableee: 

l.°  Que  al  demandante  inown.be  la  prueba  de  su  demanda,  asi 
como  demostrar  la  subsistencia  y  eficacia  de  la  acción  que  ejercita. 

2«°  Que  no  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyes  ni 
doctrinas  que  san  inaplicables  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  d  l  de  Diciembre  de  1869 ,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Noya  y  en  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  déla  Coruña  por  Doña  Pilar  Osende  y  Lira  con 
D.  Bernardo  Antonio  Pórtela  y  Dofia  Adelaida  González  de  Lira,  ca- 
sada con  D.  Julio  Urrabieta,  que  no  ha  comparecido,  sobre  nulidad  de 
dos  escrituras  y  reivindicación  do  una  casa;  pleito  pendiente  ante  Nos 
en  virtud  de  recurso  de  casación  que  ha  interpuesto  la  demandante 
contra  la  sentencia  que  en  SI  de  Enero  de  1868  dictóla  referida  Sala : 

insultando  que  D.  Ignacio  de  Zúfiiga,  por  sí  y  en  virtud  de  poder 
de  su  mujer  Doña  Josefa  Luces,  otorgó  escritura  en  17  de  Julio  de 
MttI ,  haciendo  mejorada  tercio  y  quinto  de  lodos  los  bienes  que  am- 
bos consortes  tenían  en  favor  de  su  hijo  legitimo  D.  Ignacio  Zúfiiga 
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Luces,  eon  perpetuidad  y  cláusulas  de  vinculo  y  prohibición  de  ¡ena- 
jenar; señalando  dicha  mejora,  cutre  otros  bienes,  en  \rq$  casafl.euja 
Corredora  de  la  villa  de  Ptoya,  llamando  por  primer  sucesor  á  su  i;q- 
ferino  hijo;  en  caso  de  morir  sin  sucesión  al  que  le  siguiese, hpst|tel, 
ultimé/sucediendo,  á  falta  de  varones,  las  hijas  con  la  misma  ,p  re  fe- 
reacia  y  en  el  mismo  Orden ; 

Resultando  que  fallecido  en  edad  papilar  el  citado  D.  Igntyptydo.. 
Zúñiga  y  Luces,  sus  hermanos  D.  Benito  y  Doña  Alaria  Xeresa  Qtqi$ar. 
ron,  en  13  de  Julio  de  1720,  escritura  de  partición  de  los  biqncfc  de 
sus  padres,  adjudicándose  á  la  segunda  237  rs.  de  los  1.000  que.po* 
arriendo  se  pagaban  por  la  casa  grande  en  la  ciudad  dQ  Sanú^go,  sita» 
en  la  Bia  nueva,  de  cuya  suma  habia  de  pagar  30  rs.  y  14  uirs.  de 
pensión  por  razón  de  un  censo  que  al  D.  Benito  había  correspondido: 
que  éste  por  escritura  de  6  de  Octubre  de  1737  hizo  á  favor  de  sm  jiijft 
Doria  María  Josefa  de  Ziifiiga,  casada  con  D.  Benito  de  Lira,  mejora  de 
tercio  y  quinto  de  todos  sus  bienes,  agregando  A  ella  todos  los  del 
vinculo  y  mayorazgo  fundado  por  sus  padres,  sucediendo  en  ella  y 
dicho  vínculo,  en  falta  de  descendencia  de  Poua  Josefa,  Doña  María 
Ignacia,  hija  también  del  otorgante;  y^no  cii  17  de  Enero   de  1731) 
Doña  Isabel  María  Yarda,  con  licencia  do  su  marido  D.  Benito  Manuel 
Zúñiga,  hizo  mejora  de  tercio  y  quinto  de  todos  sus  bienes  en  favor 
de  su  nieto  D.  Benjlo  Antonio  de  Lira  con  carácter  vincular;  agregán- 
dolos al  mayorazgo  de  su  marido,  en  el  cuaj  ora  aucesofa  li  hif*  do ' 
la  otorgante  Doña  Jusilla  de  Zúñtg¡a ;  recayendo  loa  hteñes  fef  él  mejo- 
rado su  nieto  no  dejare  bijas  en  los  de  su  hija  Üófia  Ignacia;  y  si  ésta 
tampoco  los  tuviese*  en  )o,s  d<?  Doña  María  Teresa  de  Ziifliga  y  debatí  • 
marido,  I).  Juan  López  Girón,  marido  de  Doña  Ignacia  Zúnign,  solicitó 
que  se  le  pusiera  en  posesión  de  los  bienes  adjudicados  Alte  mejoras 
vinculares  hechas  por  D.  Ignacio  de  Zúñiga  y  su  mujer  Doña  Josefa* 
Luces,  ¡KM*  haber  muerto  en  la  edad  pu pilar  el  primer  ifomatfo;  y  que 
impugnada  dicha  pretensión  por  0.  Benito  Lira,  en  nombre  de  su  mu  * 
jer  Doña  Josefa  de  Zúñiga  y  corno  administrador  de  D.  BeniWf  dé  L|ra 
y  Zúfíigj,  por  ser  aquella  de  menor  edad  que  su  citada  consorte,  por. 
auto  de  11  de  Marzo  de  1738  se  denegó  :ia  ilicitud  dé  Lopéz  pirón,  \ 
mandándole  dar  la  posesión  pro  indiviso  do  la  porción  de  huerta  y 
territorio  inmediato  á  la  casa  de  la  Corredera  de  la  villa  de  Noya, 
que  en  la  partición  otorgada  en  13  de  Julio  de  172)  se  hatym  adjudi- 
cad o,,  como  libre/' á  D,  Benito  de  Zúñiga,  y  los  detiías  que  se  frstiti-' 
casen  por  haber  linead  o -de  éste  y  de  su  mujer,  practicándose  de  hecho 
la  separación  y  pariija'dc  todos  dios  entre  los  herederos  que  fueran 
legítimos:  .     . 

Resultando  que  practicada  la  partición,  se  otorgo  escritura  en' Julio 
de  17W¿  adjudicándose,  entre  otros  Menea,  á 'tas  mejoras  fundadas  por 
D.  Ignacio  do  Zúñiga  y  su  mujer,  por  el  hijo  dé '  ambos  D,  Benito  y 
Ja  suya,  que  venian  á'  recaer  en  uniólo  sucesor,"!*  casa  sita  en  el 
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Cantón  de  la  ciudad  de  Santiago  que  llevaba  D.  Manuel  de  Lago  por 
arriendo  hecho  por  D.  Benito  Lira  y  se  adjudicaba  á  D.  benito  Anto- 
nia de  Lira,  y  en  su  nombre  á  D.  Benito  de  Lira,  su  padre,  en  virtud 
dé  la  escritura  dé  donación  y  mejora  que  á  favor  de  aqiié'l  bahía  otor- 
gado Dofíá  Isabel  María  Vareta  : 

Resultando  que  en  29  de  Julio  de  1822  entabló  demanda  Doña  Te- 
resa t&ílonfee,  viuda  de  D.  Benito  Antonio  Lira,  por  sí  y  como  tutora 
dé  su  hija  Doria  Manuela  ,  contra  los  hermanos  D.  Francisco,  Doña 
Cánhl'fi  y  Dóhá  María  dé  la  Paz  Lira  y  Boan  para  que,  declarando  á 
la  déitiftn&ihte  ííncééora  cri  los  vínculos  de  que  habia  siáó  poseedora 
doña  Jóéefii  de  Zfifiigá,  y  como  perteneciente  á  los  mismos  una  casa  y 
huerta  en  la  villa  de  Nova  y  la  dehesa  llamada  Dos  Cucos,  que  como 
tal  hdbia  poseído  aquella  y  sus  sucesores  D.  Benito  Isidoro  de  Lira, 
str  inaridó,  ¿Orno  administrador  de  su  hijo  D.  Benito  Antonio,  y  que 
en  virtud  de  potfefr  de  ambos  habia  administrado  D.  José  Lira  ZúBi- 
ga,  pádré  dé  los  demandados,  que  se  habia  apoderado,  como  lo  esta- 
ban estos,  dé  dichos  bienes,  se  les  condenase  A  su  restitución  con  los 
frutos:  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda  reconviniendo  á 
\á  demandante  por  la  partición  de  las  herencias  de  sus  abuelos  y 
debías  ascendientes ;  y  que  practicada  prueba  por  los  demandantes 
para  acreditar  que  los  citados  bienes  eran  vinculados,  por  sentencia 
de  revista  de  6  de  Junio  de  1834  se  condenó  A  los  demandados  á 
restituir  á  Dofca  Manuela  Lira ,  como  perteneciente  á  los  vínculos  de 
ésta,  la  casa  de  la  Corredera  y  la  dehesa  de  Dos  Cucos,  con  exclusión 
de  la  parte  que  en  ella  se  habia  declarado  libre  por  la  escritura  de 
1749,  precediéndose  á  la  partición  de  todos  ios  bienes  de  Doña  Josefa 
Zúñrga  y  su  marido  D.  Benito  Isidoro  Lira,  con  exclusión  dé  los  que 
por  Doña  Manuela  Lira  se  acreditasen  vinculares: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Lira  reclamó  en  1822  como  perte- 
necientes á  dichas  mejoras  vinculares  una  casa  y  huerta  en  la  villa 
de  Noya  y  la  dehesa  de  Dos  Cucos;  y  que  personados  en  aquellos  autos 
D.  francisco,  Doña  Carmen  y  Doña  María  de  la  Paz  Lira  y  Boan,  se 
dictó  sentencia  de  revista  en  6  de  Junio  de  1831 ,  confirmando  la  de 
vifcta  en  cuanto  sé  mandaba  restituir  á  dicha  Doña  Manuela  Lira, 
como  pertenecientes  ¿  sus  vínculos ,  las  dos  espresadas  fincas,  y  que 
sé  procediera  ál  niismo  tiempo  á  la  división  de  todos  los  bienes  fin- 
cables  de  D.  ítenito  Isidoro  Lira  y  Doña  María  Josefa  Z&ñiga,  con  ex- 
clusión dé  los  qué  se  acreditaran  vinculares ;  habiendo  quedado  en 
tal  estado  los  autos  hasta  el  29  de  Agosto  de  1863,  en  que,  $  instan- 
cia de  Dtffia  Adelaida  González  Lira  y  su  marido  D.  Julio  Ürrahieta, 
se  expidió  real  provisión  de  la  mencionada  ejecutoria: 

Resultando  que  Doña  Manuela  de  Lira ,  su  hija  Doña  Adelaida  y 
el  maridó  dé  ésta  B.  Julio  Urrabicta  otorgaron  escritura  en  27  de 
Mayo  de  183i,  la  primera  como  hija  única  y  heredera  de  D.  Benito 
Antonio  de  Lira  y  Sucesora  en  sus  vínculos  y  mayorazgos ;  la  seguodt 
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coma  bija  única  también  de  ésta ,  y  por  consiguiente  también  herede- 
ra y  sucésóra  de  la  misma,  y  el  t).  Julio  como  legítimo  administra- 
dor de  su  hijo  único  1).  Adolfo  Ürrabieta,  sucesor  también  inmediato 
de  su  madre  Doña  .Adelaida ,  en  la  que  expresaron  que  entre  los 
bienes  en  que  babia  sucedido  por  fallecimiento  de  su  padre  lo  era  la 
casa  que  poseía  en  Santiago,  sita  en  el  Cantón  de  Bautizados,  seftt- 
lada  con  el  núm.  4,  la  cual  necesitaba  grandes  desembolsos  para  su 
reparación  y  conservación ;  y  habiendo  convenido  en  darla  á  fore  á 
D.  José  Pedro  González,  con  lo  cual  no  sólo  se   hallaba  conforme 
Doña  Adelaida,  sino  también  .su  marido  en  representación  de  sn  hilo, 
confesando  unos  y  otros  que  no  sólo  tenían  por  libre  la  referida  fin- 
ca, sino  que  aun  si  pudiese  ser  vincular  á  D.  Julio,  como  represen- 
tante del  inmediato  sucesor  de  su  repetida  mujer,  y  ésta  que  Id  ere 
de  su  madre,  les  quedaban  otros  bienes  y  refttas  vinculares  que  ex- 
cedían en  valor,  y  además  retenían  por  virtjid  de  esta   escritura  el 
dominio  y  pensión  de  100  rs;,  por  la  cual  otorgaban  que  daban  eti 
foro  la  citada  .casa  al  expresado  D.  José  López  González ,  que  paga- 
ría anualmente  i  Doña  Manuela  Lira  y  á  sus  referidos  desdcndietftftd 
y  sucesores  de  estos,  y  que  D.  José  López  González  vendió  la  diada 
casa  á  D.  Bernardo  Antonio  Pórtela ,  por  escritora  de  8  de  Marzo 
de   1865: 

Resultando  que  en  1S  de  Enero  de  1866  entabló  demanda  Doña 
Pilar. Osende  y  Lira,  segunda  nieta  de  Doña  Josefa  de  Zúnfga  y  Don 
Benito  Lira,  en  la  que,  haciendo  méritos  de  la  sentencia  de  1881;  ex- 
pusieron que  todas  las  rentas  y  bienes  en  qae  Doña  Manuela  Lira,  y 
antes  su  padre  D.  Benito  Antonio,  se  habían  intrusado  en  los  parti- 
dos de  Noy  a,  Vigo  y  otros,  procedían  de  Doña  Josefa  Zúñiga'y  D.  Be- 
nito Lira ,  hallándose  entre  ellos  una  casa  señalada  con  el  núm.  4  en 
la  calle  del  Cantón  de  la  ciudad  de  Santiago,  que  babia  sido  enaje- 
nada á  D.  Bernardo  Antonio  Pórtela  *  por  venta  que  le  babia  hecho 
D.  José  López  González,  que  la  había  adquirido  de  Doña  Manuela 
Lira,  su  hija  y  yerno  por  título  de  foro,  en  que  los  aforantes  habían 
consignado  que  la  finca  no  era  vincular:  que  los  hijos  eras  herede- 
ros legítimos  de  los  padres,  y  por  consiguiente  la  demandante,  cttno 
heredera  de  su  madre,  tenia  personalidad  para  proveer  la  partición 
de  las  herencias  de  sus  segundo?  abuelos,  pidiendo  el  cumplimiento 
de  una  ejecutoria  que  la  babia  concedido  este  derecho:  que  todas  loa 
bienes  que  presumían  libres,  y  con  mayoría  de  razón  cuando  lo  ma- 
nifestaban los  que  tenían  interés  en  que  no  lo  fueran ,  como  la  ha- 
bían dicho  Doña  Manuela  Lira  y  su  yerno,  que  ai  aforar  la  casa  ha- 
bían dicho  que  la  tenían  por  libre ,  habiendo  articulado  en  el  pleito 
qne  cuantos  bienes  disfrutaban  proeedfen  de  su  padre  y  abuelos:  qn€ 
era  también  de  derecho, que  las  cosas  litigiosas  no  podían  enajenarse 
y  menos  cuando  la  enajenación  se  prohibii  judicialmente;  y  por 
tanto,  estando  en  litigio  toda  la  fincabilidad  de  Doña  Josefa  Zftfiiga 
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y  de  D.  Benito  Lira,  siendo  parte  de  ella  la  mencionada  casa ;  estan- 
do ademfls  prohibido  por  el  Tribunal  superior  toda  novedad  en  los 
bienes  de  aquellos,  y  siendo  indudablemente  libre  dicba  finca ,  no 
sólo  por  la  presunción  legal ,  sino  porque  así  lo  declaraban  Doña 
Manuela  y  su  bija  al  darla  en  Toro,  era  nula  y  de  ningún  valor  ni 
efecto  *  y  por  consiguiente  también  la  que  después  habla  hecho  Don 
José  Pérez  González:  que  aun  cuando  no  existiera  esta  nulidad ,  se- 
dan nulas  las  indicadas  enajenaciones ,  porque  estando  declarado  por 
la  ejecutoria  que  la  indicada  herencia  estaba  'pro-indicho ,  el  cohere- 
dero podia  enajenar  la  parte  y  acción  que  tuviera  en  ella ,  pero  no 
una  cosa  determinada  de  la  misma;  y  que  sabiendo  Doña  Manuela 
Lira ,  su  hija  y  yerno  que  les  estaba  prohibido  enajeuar ,  al  verificar- 
lo habían  obrado  con  mala  fé  que  obstaba  (\  los  adqui rentes  para 
ios  efectos  de  la  prescripción ;  y  que  en  su  virtud  pretendió  que  se 
declarasen  nulas  las  referidas  escrituras  de  loro  de  1854  y  de  venta 
de  1855,  condenando,  en  su  consecuencia  ,  á  D.  Bernardo  Antonio 
Pórtela  y  á  Doña  Adelaida  González  de  Lira,  al  primero  i  que  resti- 
tuyera la  mencionada  casa  A  lá  masa  hereditaria  de  Dona  Josefa 
Záfltga  y  D.  Benito  Lira,  y  á  ambos  á  que  consintieran  que  se  com- 
prendiera en  el  inventario  que  la  demandante  estaba  dispuesta  6  pre- 
sentar de  la  fincabilidad  de  aquellos  de  que  dicha  tinca  formaba  parte, 
con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir ,  y  las  costas: 

Resultando  que  declarada  contestada  la  demanda  por  no  babor 
comparecido  los  demandados,  se  personó  durante  el  término  de 
prueba  D.  Bernardo  Antonio  Pórtela ,  presentando  varios  de  los  do- 
cumentos de  qde  se  ha  hecho  mérito ,  y  articulándola  testifical  para 
justificar  que  la  casa  en  cuestión  había  sido  siempre  poseída  como  de 
mayorazgo,  en  cuyo  concepto  habia  sido  tenida  y  reputada,  ha- 
biéndolo visto  pasar  por  tiempo  de  cuarenta  años  y  oidolo  decir  á  los 
mayores  y  ancianos  sin  cosa  en  contrario : 

Resultando  que  la  demandante  alegó  en  vista  de  las  pruebas  con 
Ja  solicitud  de  que,  declarando  en  todo  caso  nulas,  de  ningún  valor 
ni  efecto  las  particiones  celebradas  en  el  año  de  1760  entre  D.  .loan 
López  fiiron  y  D.  Benito  Isidoro  Lira  por  consecuencia  del  auto  de  14 
de  Mar/o  de*  1758,  se  estimara  la  demanda  con  imposición  de  costas, 
y  que  él  demandado  Pórtela  solicitó  que  se  le  absolviera  de  ella : 

lesnltandó  que  absueltos  los  demandados  por  la  sentencia  confir- 
matoria que  en  31  de  Enero  1868  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  Ja  Córuña  ,  interpuso  él  demandante  recurso  de  casación  «ci- 
tando al  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo 
Tribtmar,  como  infringidas: 

1/  Las  leyes  1.' ,  tít.  16 ,  y  i.\  tít.  17 .  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación;  y  66,  tít.  18  de  la  Partida  3.a;  y  las  sentencias  de  este 
Scrpfemo  Tribunal  de  27  de  Manto  y  9  de  Mayo  de  186:1  %  en  que  se 
determina  que  las  escrituras  de  fundación  de  los  yíqculos  han  de 
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tener  ciertos  y  determinados  requisitos,  entre  las  que  figura  el;  regis- 
tro, para  que  sean  válidas  y  eficaces  en  juicio:  que  $jra  tentándolos* 
no  tota  para  que  so  consideren  verdaderas  escrituras  de  fundación 
de  mayorazgos  que  contengan  la  prohibición  di)  enajenqr.  sin*  que 
ésta  debe  ser  perpetua  :  que  la  prueba  testifical  <ine  se  admite  como 
supletoria  ,  es  necesario  que  conteuga  los  requisitos  de  buena  £wa 
de  los  testigos,  y  que  aseguren  que  así  lo  vieron  por  más  4e  cuarenta 
aflos  y  oyeron  decir  á  sus  mayores  que  lo  habían  visto,  ni  cosa,  en 
contrarío;  y  por  último,  que  las  permutas  se  bagan  constar  por  es- 
critura pública  y  solemne.  .., 

1*  El  párrafo  primero  del  art.  25 i  de  Ja  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil ,  que  determina  la  oportunidad*  para  proponer  las  excepciones 
perentorias  y  dilatorias. 

•V  La  regla  1.a  del  art.  281,  que  sanciona  la  necesidad  del  cotejo 
de  los  documentos  públicos  con  los  originales  para  que  sean,  eficaces 
en  juicio.  ...... 

4/   El  principio  que  declara  que  la  fuerza  de  la  cosa  juagada  ea.tal*: 
que  hace  de  lo  blanco  negro  y  de  lo  negro  blanco,  no  podiendo-  por* 
ello  ser  objeto  de  nuevas  apreciaciones  judiciales  las  pruebas  que  han 
servido  para  dictar  sentencia  con  fuerza  ejecutoria. 

T  5."  El  principio  Igualmente  legal  de  que  el  marido  no  puede  obli* 
gar  á  su  mujer  cuando  no  está  competentemente  autorizado  para  ello, 
siendo  por  consiguiente  nulas  las  particiones  en  que  interviene  como 
tal  citando  no  han  sido  aportados  por  la  mujer. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arríela. 

Considerando  que  al  demandante  incumbe  la  prueba  de  su  de- 
manda ;  y  que ,  fundada  la  de  Doña  filaría  del  pilar  Osende  en  ol 
supuesto  de  que  la  finca  litigiosa  perteneció  á  la  herencia  Ubre  de. 
sus  bisabuelos  D.  Benito  Isidoro  Lira  y  Dofia  filaría  Josefa  Zúrüga, 
deber  suyo  era  acreditar  cumplidamente  esta  circunstancia  ,  asi  co- 
mo demostrar  la  subsistencia  y  eficacia  de  la  acción  que  ha  ejer- 
citado : 

Considerando  que,  lejos  de  justificar  la  demandante. el  primero  do 
los  indicados  extremos  ♦  resulta  demostrado  por  la  prueba  documen- 
tal suministrada  por  ambas  partes  litigantes  ,  y  así  lo  consigna  la 
Sala  sentenciadora  con  presencia  de  la  misma ,  igualmente  qne  de 
las  declaraciones  de  los  testigos  presentados  por  el  demandado ,  que 
la  mencionada  finca ,  ó.  sea  la  casa  m\m.  4  del  Cantón  de  Bautiza- 
dos de  la  ciudad  de  Santiago ,  formó  parte  de  la  mejora  vincular 
establecida  por  D.  Ignacio  de  Zúñiga  ,  en  su  propio  nombre  y  en 
el  de  su  mnjer  Dofia  Josefa  Luces  ,  por  escritura  de  17  de  Julio  de 
1681 ;  y  que  en  la  división  de  las  herencias  de  D.  Benito  Manuel  Zú- 
ittg*  y  Ooila  Isabel  filaría  Várela  ,  practicada  en  17(0  con  arreglo  ¿ 
la  ejecutoria  de  11  de  Marzo  de  1758,  fué  adjudicada  &  O.  Benito  An- 
tonio Lira  en  pago  de  iq  indicada';  mejora  vincular,  unida  ya  i  las 
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¡(ves;  y  sustanciado  H  iiiridt-iit» ,  el  Juez  ile  primera  instancia  dictó 
sentencia  ejj  jíj  en  13  de  ¡jioviembje  de  1868,  declarando  no  haber  lu- 
nar á  la  defensa  por  puliré  solicitada  : 

Resultando  que  Interpuesta  apelación  por  los  expresados  Atniro- 
|ií ,  v  seguida  en  su  virtud  la  segiinda  instancia  ,  la  Sala  segunda 
prgnüb'ciqsehte'npia  en  7  de  A bpi|  ujlinio,  revocando  fo'apefadl  j 
declarando  pobres  pai-a  litigar  A  tos  qué  habían  solicitado' este  be- 
neqcjq: 

Resultando  que  de  esta  semencia  se  interpuso  recurso  de  casación 
por  D.  ^ntquiq  y  "■  Luis  IJpnederq,  por  considerarla  contraria  ~f  io 
dispuesto  etf  el  art.  183  de  ía  Ley  de  Enjuicia  miento  civil;  y  que  de- 
negada la  admisión  del  recurso  por  la.  Sala  sentenciadora  en  auto  de 
88  de  Abril  apelaron  de  este  los  recurrentes .  y  se  remitieran  los 
autos  A  este  Supremo  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  HiBistr»  D.  Vanuc!  Leen- 
Considerando  que  el  recurso  de  casación  sólo  es  procedente  y  ad- 
misible cuando  se  interpone  de  sentencias  definitivas  dictadas  por 
'4  superiores  y  de  Jas  que  recaigan  sobre   artículos  que 
lió  al  juicio  y  bagan  Imposible  su  continuación' ,  segim 
j  en  los  artículos  V.MJI  y  1:011  de  la  Ley  de  Enju¡ci¡f- 

ando  que  si  bien  la  denegación  4c  pobreza  puede  mu- 
chas veces  hacer  Imposible  la  continuación  de  un  litigio  por  carecer 
el  solicitante  de  recursos  para  hacer  valer  sus  derechos  ,  un  es  así 
cuando,  la  pobrera  se  otorga,  como  sucede  en  él  presente  caso,  en  el 
cual,  en  vea  de  impedir  facilita  el  curso  del  pleito; 

Fal|aoios,  ijue  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la 
providencia  apelada  dé  93  de  Abril  últjmo  ,  por  la  que  sé  denegó  li 
admisión  del  recurs.0  do  casación'  interpuesto  por  V.  Antonio  y1  Don 
Luis  Moiiedei'ii;  y  devuélvanse  los'  antas  A  la  Audiencia  del  territorio 
con  la  correspondiente  certificación.. 

rASÍ  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicara"  en  la  6dt«U  del 
Gobierno,  dentro  de  los  Cinco  días  siguientes  al  de  su  fecha,  e  insér- 
fara  en  la  Co\tztím  legislativa,  pasándose  ál  electo  las  copias  necesa- 
rias, lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.— Sebastian  Gbnaalgí 
Nandin.=Pascual  Bayarri.=Uannel  María  de  Basualdo.  —Antonio  Gu- 
tiérrez de  tos  RÍns.=Juan  Jimenet  Cuenca  .=Hanuel  León. 
'Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  preceden»  sentencia  por  H  limo.  Sr.  Dea 
Manual  León  ,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  1 .'  de  Diciembre  de  186».=Bog«lio  Gonxaloi  Motiles. 


•  /     í 
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SíWGio*.~-£ettteneia  de  1.°  de  Diciembre:  decidiendo  en  favor 
de  le  jdródíeeion  de  Guerra ,  Juzgado  militar  de  la  plaza  de 
Gftdiz,  en  enante  se  refiere  al  Capitán  de  la  reserva  v.  José 
Va2qüez  Htocas,  la  competencia  promovida  entre  el  ipisnlo  y 
el  de  primera  instancia  del  distrito  de  í&nta  Cruz  dé  dicha1 
ciudad,  Aceren  del  conocimiento  de  una  cansa  instruida  por  se- 
(lición;  y  en  cnanto  haee  relación  a!  paisano  losé  Fernandez, 
en  el  de  la  jurisdicción  ordinaria,  dicho  Juzgado  de  primera 
instancia. 


>  • 


En  loa  eoNsiDBftAimes  se  establece  t 

1.°  Que  por  lo  establecido  en  la  disposición  4.*  del  decreto  de 
6  de  JHciemore  de  1868.  sobre  unificación  de  fueros',  elevado  á 
tey  por  las  Caries  Constituyentes  en  20  de  Junio  de  1869,  ftr/tf- 
rnéipeioB  militar  es  la  competente  para  conocer  de  los  delitos  contta 
la  seguridad  interior  del  Estado  y  del  orden  público  que  se  impu- 
taren á  he  militarte  cuando  la  rebelión  ó  sedición  tengan  carácter 
militar. 

2.°  Que  tiene  carácter  militar  el  hecho  de  Sobornar  individuos 
del  Ejército  con  objeto  de  levantar  partidas  contra  el  Gobierno 
constituido. 

S.°  Que  al  ponerse  en  rigor  la  ley  de  17  de  Abril  de  1821 
por  deorcto  de  22  de  Julio  de  1869,  se  limitó  su  obserearidia  ta- 
xativamente á  los  casos  de  maquinaciones  directas  á  mano  armada 
cmtra  fc  Constitución  del  Estado. 

i.?  Qué  en  los  delitos  en  que  intervienen  reos  de  distinto  /Wo, 
y  w  fue  el  desafuero  no  procede ,  cada  uno  debe  ser  juzgado  y 
stntenpigdo  por  la  jurisdicción  competente,  según  lo  Htné  declarado 
este  Supremo  Tribunal 

En  |a  vilto  de  Madrid,  á  1/  de  Diciembre  de  1869,  en-  la  competen- 
cia qne  ante  Nos  pende,  promovida  entre  el  Juzgado  lié  Guerra  de  la 
Capitanía  penff»!  de  Sevilla  y  el  Juez  de  primera  Ínstasete  del  dis- 
trito de  §an*a  Cruz  de  C$djz ,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa 
fornida  pntra  el  Capitán  gr^dupdp  de  Comandante  0.  José  Vwqaea 
Iliacas  y  qtrós,  por  sedicioi}: 

Sepultando  qne  en  virtud  de  denuncia  hecha  por  Manuel  Alcalde, 
roüsico  $f\  regjtyfcntQ  infaQteríq  de  la  Constitución»  se  procedió  á  1* 
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formación  de  causa  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Sama  Cruz  de  la  ciudad  de  Cádiz  y  el  Juzgado  de  Guerra  de  la  mis- 
ma  contra  el  Capitán  graduado  de  Comandante  O.  José  Yazquez  y 
I).  José  María  Fernandez,  por  haber  tratado  de  seducir  al  Alcalde  á 
fin  de  que  sobornara  ft  alguno*  sargentos  de  su  regimiento  para  ser- 
vir en  las  Olas  carlistas: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  inducía  ofició  al  Juzgado  de 
Guerra  para  que  se  inhibiese  del  oonoc¡mi»uilo  de  la  causa  que  seguía 
contri  el  Capitán  Vaiqqez  I  la  remUtasti  para  su  acumulación  A  la 
que  por  dicho  Juez  se  jtnsljruia,  fundándose  para  ello  en  que  en  el 
delito  de  que  se  trata  no  han  comurrido  las  circunstancias  designa- 
das e&  el  arL  2.*  de  la  ley  de  17  de  Atril  de  Vftl :  que  tos  reos  de 
dicho  4eliio,  s^gun  los  artículos  13  y  14,  en  iodos  loa  demás  casos 
deben  ser  juzgados  por  la  Jurisdicción  ordinaria  con  derogación  de 
todo  fuero»,  y  sin  darse  lugar,  á  competencia  alguna  fuera  de  las  que 
se  susciten  entre  la  jurisdicción  ordinaria  y  militar ;  y  que  habiendo 
tal  unidad  en  los  hechos  y  tal  precisión  de  esclarecerlos,  al  separar 
de  la  causa  á  uno  de  los  reos,  acftso  el  mis  principal,  no  podría  ob- 
tenerse el  resultado  que  se  deseara; 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Guerra  se  ueg6  á  inhibirse  del  co- 
nocimiento de  la  causa»  alegando  para  sostener  su  competencia  que 
el  hecho  0a.  que  se  trata,  bien  que  pudo  llamarse  conspiración,  no  pne- 
de  ser  objeto  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1#Sl,  porque  no  constituyo 
una  maquinación  directa  contra  la  observancia  de  la  Constitución,  de- 
biendo por  tanto  entenderse  en  el  sentido  del  Código  penal;  que  al 
promulgarse  aquella  ley  en  22  de  Julio  último  se  dijo  en  el  preám- 
bulo del  decreto  de  que  va  precedida,  para  evitar  dudas,  que  sólo 
debían  sujetarse  á  ella  las  maquinaciones  directas  y  &  mano  armado: 

X  resultando  que  para  la  decisión  del  conflicto  jurisdiccional  uno 
y  otro  Juzgado  elevaron  i  este  Tribunal  Supremo  sus  respectivas'ac- 
tnaciones.. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  Ules. 

Considerando  qa^  por  lo  establecido  en  la  disposición  4.a  del  art.  1  .* 
del  decreto  de  6  de  Diciembre  anterior  sobre  unificación  de  fueros, 
elevado  á  ley  por  las  Cortes  Constituyentes  en  te  de  Junio  del  año 
corriente,  la  jurisdicción  militar  es  la  competente  para  conocer  de  los 
delitos  contra  la  seguridad  interior  del  Estado  y  del  orden  público 
que  se  imputaren  ¿  los  militares  cuando  la  rebelión  ó  sedición  ten- 
gan carácter  militar: 

Considerando  que  el  hecho  que  dio  motivo  á  la  formación  de  esta 
causa  tiene  carácter  militar,  porque  se  trata  del  delito  de  sobornar 
sargentos  del  Ejército,  con  objeto  de  levantar  una  partida  carlista: 

Considerando  que  al  ponerse  en  vigor  La  ley  de  17  de  Abril  de  1821 
por  decreto  de  tt  de  Junio  último,  se  limitó  su  observancia  taxati- 
vamente 1  los  casos  de  maquinaciones  directas  á  mano  anaerfa  con- 
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tra  la  Constitución  del  Estado,  circunstancia  que  no  ha  concurrido  en 
el  presente,  siendo  por  lo  tanto  inaplicable  á  él  los  artículos  de  la 
misma  qne  se  Invocan  ¡ 

Y  considerando,  por  último,  que  en  ios  delitos  en  que  intervienen 
reos  de  distinto  fuero,  y  en  que  el  desafuero  no  procede ,  cada  uno 
debe  ser  juzgado  y  sentenciado  por  la  jurisdicción  competente,  según 
«te  Supremo  Tribunal  lo  tiene  declarado; 

Fallamos,  que  debemos  decidir  y  decidimos  la  presente  competen- 
cia, en  cuanto  se  refiere  á  la  causa  formada  al  Capitán  de  la  reserva 
D.  José  Vázquez  Illescas,  en  favor  de  la  jurisdicción  do  Guerra»  Juz- 
gado militar  de  la  plaza  de,  Cádiz;  y  en  cuánto  hace  relación  al  pai- 
sano José  Fernandez,  en  el  de  la  jurisdicción  ordinaria ,  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Santa  Cruz  de  la  misma  ciudad;  de- 
biendo devolverse  las  respectivas  actuaciones  á  los  Juzgados  de  que 
proceden,  y  encargar  al  de  Cádiz  que,  sin  perjuicio  de  continuar  con 
arreglo  á  derecho  las  referentes  á  los  paisanos  procesados,  haga  con 
la  mayor  urgencia  que  por  d  Escribano  actuario  se  libre  testimonio 
de  cuanto  resulte  en  sus  autos  contra  el  referido  Capitán ,  y  io  re- 
mita al  de  Guerra. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Caceta  del 
Gobierno,  dentro  -de  los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará 
á  su  tiempo  en  la  Cdteccion  legislativa ,  pasándose  ai  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmatnos.=Pascual  Rayar- 
ri.=ManueI  Haría  de  Basua Id o.= Antonio  Gutiérrez  de  los  Rios.=Juan 
Jiménez  Cuenca.~Manucl  León. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Eterno.  6 
Hustrfsimo  Sr.  D.  Antonio  Gutiérrez  de  los  B'105,  Ministro  de  la  Sftia 
segunda  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma  Sala,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escri- 
bano de  Cámara. 

Madrid  1."  de  Diciembre  de  1869.= Rogelio  González  Montes. 


$¿0  TRIBÜKAL    SBWEATú  M  JUSTICIA. 

tUjae  ggrte  (|e  los  3.f}80  e*cuc|q*  |»s  3.UIJP  libras,  equivatefHaM  fjty 
escudos  que  formaban  el  Capital  del  debítorio  dp  Jl  4e  Julifp  ¿a  ÍW$, 
J  #tya  MWflfieiAn  bahía  prfmtet¡do  Jiaw  el  D.  Jftinp  Pw*  pn  cqanto 
sp  le  tmfiie^e  flrnwlo  '*  f»enctepj|d#  pspritara  (le  vp**  4  <***  d? 
gracia?  flüf  la  cirppnstannla  4a  tpmintHU1  ea  la  pqspaioa  4*1  pfttrfmp- 
nio  p(  p.  Jpsé  fluerql  ppr  ftatatfrspjq  dejadq  4  par«*rfo  el  estuprador 
Ponsf  y  m&wte  fo  rfe  nq  teper  diwrp  disponible  para  hacer  aquella 
ftppca,  bíSQ  flWp  P:  Wi^e  ppns  np  |q  qtorgaae  cu  a^el  enWflpfft  » 
la  spguridad  qMfi  lepia  Quprpl  <fc  que  se  efccfnaria  i  su  simple  peti- 
ción: qqe  Riendo  reunqjp  ÍPS  we^io?  pana,  efecto  la  quitación  y 
entregar  sil  íwporte  ppidQ  al  capital  (le  Iqs  cansos  y  cen$a(ps  ipdimi- 
4d§  póq  |o^  fictos  dg  Us  escrituras,  jnejoras  y  reparaciones  necesa- 
rias (Jurante  '5  cwta  de  «rapia,  ha)Ma  pfropido  4  Pona  el  pago  49  tojio 
ello,  á  condición  arpero  4<*  caucpjar  $}  debito r¡p  da  J85?,  toda  vez 
qi^e  sp  aporta  forp]»l)a  p^rip  ^al  pré^o  de  la  caria  dp  gracia,  pero 
qup  pl  ípqa  *e  tiaUi?  «epata -á  ^!l,a-  qttf  la  SPrteza  de  qug  eti  p)  nctp 
ge  ia  vppta  «P  ?e  1*  ontregarqp  jos  ^-800  r§,  qqe  figurataq  $oino 
prepiq,  y  qup  s¿lp  habip  recibí} o.  los  MOQ  que  vap  desde  Iqs  |SJM 
realps,  iwpprtp  1Í5I  crédito  hipotecario,  hasta  |qa  33,800  que  sonaba 
fi0°W  Proejo  de  |4  explicada  venia»  Pl  oiismo  coippradqr.  la  Itabia  re- 
pgqpgjfjo  4p  buen$  fé  e.p  diferentes  ppasiunes»  y  se  desprenda  además 
de  .la  cirpupatpncia  (je  coustar  la,  entrega  del  precio  por  conjfesioa  y 
HP  ffir  nugaeracipp  rqal  y  pfeptiva,  y  dp  qpe  no  pqdia  comprenderse 
qqg  fqn$  dierq  qpa  tprcqra  parte  pifo  da)  precio  eq  quetyijerqi  habla 
adqMifido  I03  ovinos  tyqnps  4  perpe(L)idad(  y  por  últimp.  que  ha- 
biopdí,)  ppiqpradP  Pona  ^  haciera  tÍP  QPpr^J  con  diferentes  candi- 
ciq^ps,  y  enire  ellas  l{t  obligación  dt;  rptravonijer,  mediante  la  entrega 
íjej  prcfiio  de  los  capitales  qqq  hpbieso  entregado  mr^  la  ffdeppioa 
de  ceníes,  gaatqa  de  e^r^un^  9  oa^joras  y  reparaciones  npepsarias, 
juam  ara  W*  a4(Pt(l^  **  fl^^iqn,  apresto  qu?  so  lp  oírec»  lodp 
|p  qpp  tenia  ^erpcbp  4  p^ir ;  y  feniendp  p.  Mima  Pons  pq^rad^Us 
a.top  iibraa  del  de^Hpriq  dp  Jtytt,  ya.4»a  Prao  parta  4^  WPCto  «te  |i 

vepta  4  caria  4e  grap^a  <ia  sií.dp  Miambra  4a  I^Sfft  mpt  a»  «tam» 

ppn^  (o  tenia.  recoqqcMPf  defeia  «npar  <a  cancelaoipp  d»  ¿tohp  eré- 
4ito  ^ipptecario ; 

fcesqltapdo  que  eq  c^nt^ lición  4  la  déawtda  ti  D.  Wcbo  Pon*  y 
ftsteii  pretendió  qpe  se  le  fi^Plview  de  ella  ©a  los  lénpiRpa  eQ  nae 
estaba  propuesta :  que  se  le  admitiese  el  pCrectnilpnto  40  firmar  ifiet- 
tfUura  de  retroveqla  V  la  dq  ^apptfa^ipn  d«  dehitorio  co»fer«P0  é  las 
fflan|fp^piones.qqe  fcac<a;  y  queeqau  pasa  por  reppqyenpioi^apoon- 
Ippssq  al  dei^andaqt^al  paga  de  las  cantidades  qqe  hab*a  fo^vado 
ftpr  4p.  cuenta  4^1  producto  dp(  ganado  que  había  pastado  las  yerto 
4e}  P3j,r¡wpui0  des4e  qpe  )p  ppsoia  Pona  4  caria  de  grapja,  tndemni- 
a^dojo  adeuda  de  (ps  perjuicios  irrqgados  por  la  enrta  4a  ANNll^  y 
a|  mal  cultivo  ¿  4  que  le  reponociese  el  crédito  4e  t79í  libras  «ue 


,     .mMrattttttMtt*JG¡*i  (ttft 

¿onspagé  porea  cudnto,  «gurí*  otfte  dé  pfcgd  *&««*. d8  ft(Mf04é 
48»,  f  á  4*9  HMieim  cumttf  4*  tos  frtfefe  p»taodMimrrt  á*  M#ífOé 
tmiite  pendMé  ilgiftias  weoee<*í**nU*rer  att'vofoattdrft'frtyfl1**^ 
uniUprinnfl  qhi  ettito^ftpie«id^.-hii#a<'WHéiii<W  i^^te  ****** 

JtAatidad  que  par  ella  icaetilttafc»  ségtf*  laieiettKAttf  de  cdtupf»  fettt 
i«**de  bltro  de  ti  de  >  Setiembre  <te  WRJ;  yqoe'ert»faLét*fcili4fertb 
qaa*e  *aM»  prestad*  «^i^l^^ü^N,  ¿on^  ^e  HtfBftértdole  fstiiMí 
ta*>  mtgüdtt  dada  acetfee  de  la  eatttddd'  qttedebfe  tfe*enfifegtufa'  per 
la  tefcttA  I*  il^iéiron  fe*  Jtílfcdé'ftW '^WV  QWHWlifrtHéiltWli^dé 
daeoffiuti  rtHerdo  deftimi¥amerrte<*n»<WidOO<lte.;1  Wéétinle  «rjte  Wn 
traga  ¿Avela  imimiiffeiite  firwéitdlS'j  'ytfuri'  toráa  sé'  HrtffrreáWh  te#* 
bien;  aMlfente  la énWejjfct  del  p^tty  íéltté^stftttó^eí,!V^i^p^ 
dieren  ségufa  k»  paetado.en1  ittehtf  efeerRart,"  'previa '  liqtfrthitf on  <dd 
alias  y  4te  las  majoma  ?  teparatfbriéfc,  eon  tal  qafe'feé  tom{*eiid*eraft 
en  dlcHm  tidfeva  UqaMafcfod  le*  81  éteüdob  qa<  MnS  pa#  jíof  (eterna 
da  Qnerdl  per  la  (tritura  ^difttóidrto1»  fas  9<m  IfW&flfV'Hk'fltf  w  * 
<*dos<jüe  el  mismo  le  estaba  en  debe*  <xtofóHft£ Wtterila  rccotibtibtf 
qua  rindiera  eitetia  de  lWiffutoeiittii^tleriefet^é^ei*^  flMH*toft~ 
dido.  algunas  *eeee  sin  espiaran»  slqtiera'Bfr  *Wtt!ttftdVy  de'Wflftífcátt- 
ttdaflee  que  fefeia<  cebrado  pe*  su  cdettift  -d^'lp^íWrtto  dfet"ftHNdd 
que  betia  pa«ado  tai  jetabardfet  patridiodW*ifc*dd  que  to«p<Mrtfla*0ild 
t  «art*4e>fi«olá,  y  le  Irntétanizase  dé  iofcteflWétastiue  efl'étlMftL 
M»  I  froga*»  .derant»  la  misma,  ya  MesU  rtrt  te  etírtúóe  iYhote*»^ 
por  mal  tuitivo;  por  cuyas  can iWádeá/étt enta^tp^^io^'l^coh »» 
Venia  en  cuanto  fuese  necesario:  que  tampoco  tenía ^wtotftatfétife  léti 
Armar  eaeaitntfa.'ide  eénoéteeion  del  etfdftd  hififlt^hoó^Wt^H^ae 
constaba  déla  espitar  A  de  11  dG'JtfHb  >de"^;:i»ii!ftitt¿lé'4ttil 
también  ofrecido  mú^afl'Tecfee'íá,Qaéiréí,  '&>fti&  eoítaictbiir 'eftpéro 
de  que  éste  to  récondefeee  el  drédíldWSflWfltfMk;  '  tffte  í^gd  j#f  sii 
coenta;  sa^ttíi  tt  carta  de  {togodeOl  déi'^t^d^SW;  flrdétedenteá 
da  iagg.Sdfr  Ubres  qud  eiprteaife  el  éAatft  Üetírtorfol  penqué  *r*iBé 
adnarttr  que  «un  cuando  ae  dieran  •en-érté'  t**1  skttSteéHbrift  Wnm 
é  Jiijd  Hada  Jaj6  y  JeséQoefro*  y  *njéf  AetftfndiitHfe'flb  fas?  WffffeM 
sed**  9.800  libras,  lo  cierto  era  que  tansM^'níefMWwTíW  Wméfr 
doaé  retenido  Pona  loa  fcrto»  rettetitea  fr*r  síflWWíerMs0*  4b^ton" 
•artes  José:  Pon*  y  «asteU  y  M*Htf»Amofttit  Wjé,  i!fne *»riHír*Mft 
caMade-  psgo  -del  de  Agosto  de  1WP8,  y  f}oi^>coti  W«)MttsK  étflMIt 
siotv  elaecla  de  duato  firmarles^  eiwnpfttirti1  «tííícifWiícé!á61ott1'  áél'réMi 
rido  ttaWtorio,  reooMiniéndeAes  taulbied;  etf  «Uánto  Áiéttebier  Afóü^; 
para  el  pago  de  aquellas  si  no  aceptaba  la  propostetatfr  qh*te&]IIIKO 
íta'áefr  tt .  itnroei  «me  Queml .  reclamaba  namr  ab^oltít#Meme  tibor- 
daMv  tf  al^aiéra  lo  creía  >p^a>We^  «sí  eddáb  «famiid»  rfec*rfllil»>'la 
primada  del  jama  ddc.  bomtfré  y  «MMIiería;  pe^o  qu» l  «fredia  tato- 
bien  abonarlos  si  justificaba  que  se  le  adeudaban*:'  qué  'teconooü^qafe 


¡*v}0  TRIBUÍ  feUHLEUO  .Mi  JUSTICIA. 

Ucíubre,  U\  H,y  1&  ¡de, Diciembre  4e  1865,  la  deotriaa  d> 
aereoipoiw  <dft.J**fruebfóibQctia»  por  los.Tribapales  a  990  1» 
ipmftrce,  $p  .cpwde? acja*  ppr  el  ikM^mo,  al  reaofrqr  1qs  veci» 
««lidaft  *$  *q  ge*  apuran*  Ma  |eyd  doctrina  legal;  y  q«e  á 
sentQwiajkMrfi  .flonresp^^agrealRi»  «i  TaJer  de  lf*  praebafi  e. 
tippes  efe  Ittflbct,  4  troj&ilfwmctoi  ,l|ay  «pe  ateflew  íaferi 
afcgw  y'Pri*e^;q*e^lvh%c?rkv,w  ha,:<x>B&cftido  slguaa  iofrfwr 
fcy;4  490trí*ft  ,¿egaj ..  P<*.  cp*nK*.e*.les  tafea  esiatisn  aqa#U« 
Swioae*.  y  dgcgipftqtc*  ,  y  pp  *e  hato  da4e  la  apUcaekm,  deba* 
1W&  emd^i^ejicfq  tiaras  ap*ee¡ar4aa  probanza  lestifcalea. 
Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Franoísoo  María  de  U 

,  G0tt^*a&d4qw*s,<w*atta  de  b#*o  Ja  da  si  íaa  2 .750  til 
t^^^-4  ^  qiia^fr<?pnirae:ehpre$e»te  r<>cufM><^  oración,  «¿ 
^mur.endid^pqpip  purtQ  d$jfr«¡ioen  la  venty  deia  finca  o*** 
trotan  j  que  la. Sala  sentenciadora,  «preeiapid?  (as  P^íbas  jm» 
iradas  por  awUq  de  d*$unen*P&,  posiáoite*  y  (ptftiggs,  *$$■>« 
aq»ellai.i&9)kl*d  a?  distiat*  de  la  en  >%ue  pw^istid  el  precio 
venta:    ••  .•     á  •-  - 

;  ¥  eoa&Maraaídfr  que  *l  hadar**  esta  apreciación  no  sé  bao  tt< 
gid&  las,  djspoaiáaqe*  legales  que  ae  citan ,  reárenles  al  valor  a* 
oeffoionoa  ¿titipiatoB  y  4e  la*  declaraciones  de  testigos ,  niia*  • 
trinas  xpje  tambiem  se  catan  ¡ptit  obanto  no  exjste  confesjk>¡n  jwt  - 
del*  demandadlo  odntraflta  -á  «ficha,  apreciación ,  y  ésta  se-fand*  t 
eimjanto  de  ias.prtreUas ;. :    i    -'    » • 

,  Vaftiaroos,  quedebetooq  dtblarar  y  declaramos  no  haber  Inga» 
raoarao  ib  casación  ¿trterfiaemo  por  D.  José  Querol  y  Pujó,  4  qu 
oeddeaaifcos**'  te  pendida  de  la  icanttdad.de  que  prestó  caución ,  i 
págate  guando*  vtaiere  á  mqjor  fortuna,  distribuyéndole  entono» 
1* fonoa  jJie^fwte' por  la, ley,:  y  es  las  costas;  y  devuélvanse 
safes  4'  ln  "Auitieneia  de '  Barcelona  con  la  ceFtiftcackm  correspo 
¿tape.'**  •  1    :    -  ..-..■i^.    1   • 

.í.X»í.'pqr  esta  mtétffra  sentencia ,  qae  se  publicará  <vn  la  jGae*f*.« 
JAuira&.é  insertará  .en  la  Cotocám,  legúfatto* ,  pasftpdose  ¿\  efecto  ± 
eopias  aocpsárim;,  1o;  proMnoiamoe,  mandamos  y  firmam^.^Mafc. 
do.GarofaL^Uai^ato;  de  Atrieta^Vaientin  Garralda .^Francisco  la- 
f&  <|e  Oasttila.  ;==  José:  Marta-  Haro:  «a Joaquín  Jaumar.  «*  Jost  Fprmii» 
4v|MroL<    ¡    '»  v:; 

i,  mbtíaa«pn:  ?■-.•...  - 

-lkMídak  y  publicada  fuá  la  .sentencia  anterior  por  el  Ihno.  Sr.  Don 
Ihrauclsca- María  derCaatilla^MUdslro  del  Tribunal  Supremo  deJusti- 
qfti .  aaHmdo  cetebraadD  audiencia  púbiiea  la  Sala  primera  del  nis- 
wafilAw  de  feQy  i  df  que  cartífioo  co«»  fecribam)  de  Cámara  Imbi- 
üt^*o  de  diebo  Swrento  Tríbuaal. 

.  Mad^d  %  de  )Xíoifimb«e  d^'tM9,»Kemisio  Fernandez  y  Bodrigarc. 
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5i>2  TMBOfflt  surknko  i*  justicia . 

8.°  Que  las  cláusulas  generales  de  derogación  de  anteriora 
testamentos  consignada  en  el  último,  no  es  la  especial  que  exige  la 
ley  para  que  se  entienda  derogada  la  ad  cautelan  ó  derogatoria 

contenida  en  otro  anterior*.  • 

.      .. , 

Eo  la  villa  de  Madrid)  á  7  de  Diciembre  de  1869,  en  loe  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera,  instancia  de  Salamanca  y  «a ¡la «Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  por  Doíia  Josefa  Araujo  ^ar- 
da eon'Doña  Manuela  Casas*  viuda  de  ¿.  Antonia  Arau>o,  sobre.411- 
lida4  del  último  testamente  eiorgada  por.éste  y  validez  de  olí*  an 
terior;  pleito  pendiente  anteNos.ee  virtud  do  recurso  de.  casación 
interpuesto  por  la  demandada  contra  la  sentencia  que  en  8  do  Junio 
último  dictó  la  referida  Sala :       . 

Bosuitando  que  eaHdc  Agosto  de  1*50  ]h  Antonio  Araujo  y  «ar- 
da* natural  y  vecino  de  Salamanca ,  hallándose  residente  en  aqngHa 
fecha  en  la  vilja  de£an  Vicente  ,  otorgó  testamento  ante  el  BsettblDO 
público  y  del  número  de  la  misma  y  tres  testigos,  declarando  que.  ti 
contraer  matrimonio  coa  su  -actual  mujer  Dona  Manuela  Casas  no 
aporcaron  bienes  de  ninguna  otee  f .  ni  tampoco  los  habían  adquirido 
constante  el  por  herencia  »  por  cuya  xazon  se  tendrían  »por  ganancia- 
les  ios  que  resultasen  4  su  iWleéimiento.\qufi  «no  tenia  herederos  for- 
zosos: que  iustiutia  y  no  m  braba  por  heredero  de  todos  su»  bienes» 
derechos  y  acciones  á  sus  hermanes  IK  Lorénao  y.Dofia^osefa  Arau- 
jo,  ó  quienes  los  representasen  ,  con  la  condición  de  que  la  mitad 
cowospandieate  á  su  dicha  hermaoa  fe  disfrutase  vitaliciamente,  |a- 
saa*o  por  su  fallecimiento  A  su  hermano  D.>  Lerendo  si  no  dejase  sa- 
cesión  le  expresada  su  hermatiai  Daña  Josefa,  pues  si  dejase  prate 
pasaría  su  parte  alícuota,  pera  siempre  i  ^Us  Hijos  ó  nietos;  y  por 
último,  consignó  (literal):  «Por  cuanto  sé  que  pon  iM  mujer  se  se 
cfniere  precisar  é  que  haga,  otra  diaposicion * opuesta  á  jniJíbre  vo- 
luntad, ~y  »  quemo  veo  obligado  &  aeceder,  por  evitar, disensiones *n 
el  imatrimonio,  desde  ahora  mando  no  se '  entienda  revocado  este  mi 
testamento  y  última.  vobiBtadv{titn  hacer  expresión  de  la  oratioest* 
gwtetttr  «Oíos  ilumine .mi  entendimiento,»  con  el,  mismo  órdeu  q«a 
va  expresada,  y  que  por  revocador. general  de -clausulas  revócalo* 
rías,  aun  añadiendo  no  tener  presente  la  referida  en  otra  disposición 
no  se  entienda  revocado  éste  mi  testamento;  pues  con  efeflndeqaemi 
mujer  no  ^ne  dé  mai  trato  ni  disensiones/ me  veo  precisado  á  testar 
á  «a  voluntad  contra  la  mías»  ;      :      . 

'Resultando  que  posteriormente  e*  D.  Antonio  Araujo  García  <y  sn 
mujer  Doña  Manuela  Casas  del  Quijo  otorgaron  testamento  en  4  de 
Inere  de  ÍUI  ante  Notario  y  *ree  testigos  vecinos  de  Salamanca,  por 
el  que  doctoraron  que  no  tenían  a&feiHtíente*  ni  descendientes :  que 
hacia  bastantes  años  otorgaron  testamento  ante  el  mismo  Nefario  «el 
Cual  querían  se  tuviera  por  nulo ,  mediante*  é  que  desde*  entonces 


hablan  vanadio  los  a&Uutos  de  la  casa-:  que  maridaban  que  sí  alguna 
cuenta  existiera  coa  se  hermano»  D.  Jabun*  (Jasas ,- la<  liquidasen,  eos 
testamentarios:' -que  lo  «portado  «1  wtirlinohíe  soria  y  se  <  atenderte  á 
k)  que  se  manifestase  por  d  que  de  dmbd*  «lergames  «sobreviviera: 
que  se  instituían  recíprocamente  herederos  el  uno  del  otro»  es  deeW, 
de  todos  tos  derechos  y  «colones  que  les  correspondieran- 4'  pudieran 
corresponder  con  la  condición  de  que  sí  (taranto  latida  del  queíeaee- 
disnea**  neceütaeé  disponer  do  la  baronets  ó  babor  qne^erolMosa; 
pafcaria  >despuea  á  mis  sobrinos  f>:  PMroetei©  >  €árm<*ft  y  Constantino 
tasas Iwinoia,  MJosde  sir  hermano  1k  Julfdn  Casan,  sin <*oe te» tlrtnd 
de  esta  condición  se  creyese* obligado  eíqoe  sobre  Yfrtera? é ■  nsegm as 
elíbabér  que  recibiese,  ¿tito  que  aquellos  se  confentorian  oon  tonque 
existiera  al  feHecimiento  de  ambos:  que  para  cumplir  este  testa- 
mento'*. Antonio  Araujo  nombraba  por  su  testamentario,  ctmtedor  y 
adjudicador  á  su  esposa  Doéo  Manuela  Casas}  yerta  para dguai'caifcD 
á Ul  Juan  Bet-arade*  de  Castro  y  D.  Prudencio  ttuAost  y  'finalmente, 
qua  por  e)  presente  retocaba h  ,  daban  por  ningún  ivaior  mi  efeeto 
cualquiera  testamento  d  disposición  testamentaria*  (pe  antes  de  ahora 
hubiesen  hecho*  de  palabra  6  por  «80rMo4  excepto  el  presente  v  qué 
querían  y  mandaban  se  turto*  por  su  última-  y  deliberada  vtolantadt 
Resultando  que  cu  ¡>  de  Mano  dtf  mismo  Año  de  1867  -Miedo  «i 
ir.  Antonio  Araujo,  y  on  H  del  -propio  mes*  sis  viuda  Bofia  Meaateia 
Gssas  formalizó  ante  testigos  el  correspondiente  iiwentario  dedo»  bie- 
nes'existentes  en  la  aaa:  .  .<..,... 

Resultando  ¡que  en  4  de<No*íen*bre  de  diehb  año1  de  1860  Dota  Jo* 
sefar  Araujo,  con  presentación  de  niia  segunda  eopia-  de  I  testamento 
de  M59  un  la  que  se  hallaba  omitida  ia  palabra  *Vicentr\»  ó>  sen  del 
pueblo,  en  qbo  fué  otorgado,  diciendo  malamente  tenia -Tilla  deSanwj» 
y  testimonio  del  otro  testamento  de  1W7,  pterto  jifide- conciliatorio 
sh»  avenencia,'  dedujo  demanda  para  que  se  declarase  «ulo t  denta* 
gunvalor  ni  efec:o*  el  testamente*  otorgado  por  &.;  Antonio»  A  ranjo  en 
Salamanca  á  4  de  Bnem  de  *M7,  y  váitto  en  s*  roiifecuenda  elan?» 
terior  de  U  de  Agosta  de  183»  en  que  multaba  instituida  la  Bofia 
Jseeft,  mandando  que  se  tai  entregasen  ios  fetase»  fe  i*diterinsr  qne 
obraban  en  poder  de  la  Doda  Manuela  Gasas» -y  ctespurs  díei/baeertné: 
rito  dt*:los  antecedentes  y;  que  iD.  Lorenzo  A  rao  Jo,  otro  de  Ine  inath 
tnidis  herédenos  .eb  el ; primer  .testaarfeiilo,  había fallcchioc  áirtes  quo 
el  testador»  dUm  esando  babía  dejado  hijost  menoreb  ,  alegó  qtoe  el 
prir.cipio  legal  de  que  todo  testamento  jmstenor  revoca  el  anterior, 
es¿á  subordinado  á  las  excepciones  q«e  el  mimn»  derecko  efetablfcce: 
que  el  testamento  otorgado  «on  cláosoia  derogatoria; dad  canutan no 
seentendia;  retocado  por  el. posterior  si  nacoadenia  causóla  ftxprtea 
(te;  per  esta  la  ¡voluntad  del  testador;  que  so  re|ftta!ndcne"tn  el  .otor- 
gado por  el  Du  Antonio.  Araujo  en  4  do  Enero  de  1W1  la»  oración  que 
terawantemeaie  esigía  en  el  que  otorgó  en  la  villa  de  San,  Vier  arfe 
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en  M  de  Atóelo  de  1859*  ni  hecho  ranclón  del  mismo  ni  de  su  cláa- 
sute  (derogatoria,  ni  atendido  en  nada  i. Jo  dispuesto  jmh*  la  ley  y  ju- 
risprudencia vigentes  ena  nulo  y  de  ningún  valor  el  uieneíonadotas» 
(¿mentó, correspondiendo  loa  bienes  .lieneditario*  6  ia  Doña  Josefa 
Arattfo*  única  beaedeaa  existente  A  la  muerte  del  l>*  Aofcmie;  y  que 
ápn  atendiendo  al  principio  do  que  en  materia  de  testamento  es.  ley 
la  voluntad  del  testador*  ppoaediq  dicbe  nulidad  per  ser  esto  lo  lar* 
mioantemento  dispuesto  peral,  mismo»  y.  poique  habiéndose  confir- 
mado ans  temores  de,  que  por  su  majar  $e  le  obligase  A  hacer  otro 
taataneiito  ooojjrarie»  resultaba  polpablemeete  no  ser  m  Ubre  voluntad 
la  expresada  en  el  referido  de  4  de  Enero  de  1867 : 
•  Hefeultanda  qtte  Doña  Manuela  Casas  contestó  ia  demanda  ¿  pre- 
tendiendo so.  la  absolviese  de  ella,  y  al  efecto. alegó,  entrd  otras  ooa- 
sidevaoioaes ,  qoe  la  demandante  debía  justificar  que  el  testamento 
que  presentaba,  otorgado  en  la  vHlade  Sen..*..  A  S£  de  Agosta  de  18H, 
fué  hecho  por  D.  Amonio  AranjD :  que  aun  dada  la  verdad  de  diabo 
testamdnto  *  *y  la  no  asistencia  de  los  defectos  que  contenía,  no  podía 
decirse  que  el  de  A  de  Enero  de  1867  no  le  hubiese  derogado,  porque 
la  voluntad  del  hombre  en  cuanto  al  destino  que  debia  darse  á  sos 
bienes  después  de  su  muerte ,  es  variable  basta  el  último  momento 
4e  su  vida ;  y  por  eso  la»  leyes  SI  y  8t,:tít.  1.a,  Partida  6/j  le  con- 
cedías  la  faoattad  da  poder  revocar  su  testamento  por  otro  posterior: 
qae  áon  aceptada  la  opinión  de  los  .que  declaran  nulo  el  segando  tes- 
tamento, cuando  el  anterior  tuvo  cláusula  derogatoria»  el  otorgado  en 
i  de  Inoro,  de  1867  habría  derogado  indudablemente  el  de  Agosto  de 
18$9*<  porque  la  cláusula  revocatoria  en  ente  contenida  revelaba  av 
tafean  nulidad  en  cnanto  aparecía  la  exiatétocia  de  ana  cansa  frisa, 
como  se  justificarla  debidamente;  que  aunque  is  falsedad  de  la  nansa 
qm  netvia  do  fundamenta  i  la  cláusula  derogatoria  nó  fuese  bastante 
por.  si  para  anular,  el  primer  testamento ,  valdría  tan  sólo  á  esto  ob- 
jeto la  revocación  contenida  en  ol  último ,  porque  aietnpre  estaba  la 
presunción  á  favor  da  la  última  voluntad  del  testador: 

■esnltando  que.  cosridos  los  traslados  de  riéptiea  y  dipliea  ,  se  re- 
cibió al  pleito  á  prueba;  y  el  demnodante*  para  aeredáfiat  la  estancia 
de  D¿  Antonio  Aranfa  durante*  el.  mes  de  Agosto  de  18®  en  ia  vIHa  da 
San  Vioatite  ¿  y  que  en  el  *dia  8f  otorgó  su  testamento  amé  et  Notario 
d»  la  interne  D.  Banud  Hartín  Ynstes ,  presentó  dos  de '  loa  testigo* 
¿fue.  lo  fueron  de  dicte  testamento,  no  barriéndolo  verificado  del  cfró 
por  hallarse  incapacitado  en  la  actualidad  j  • 

»  lesoltando  qwe  diotada  sentepoia  por  et  Juer,  de  la  qae  interpaso 
apeftaotan  la  demandante,  la  Sala  segunda  do  I*  Audiencia,  porto 
que  pronfenció  en  8  da  Junio  último»  con  revotaron  do  aqoella,  de- 
nigró de  ningon  valor  ni  efecto  el  testamento  otbfgado  por  0.  Anto- 
nio Arsnjo  Garete  en  4  do  &ir*o  de  1867,  y  válido  y  subskttrite  ef  #* 
M  de  Agosto  de  1899,  y  en  su  consecuencia  matidd  se  entregasen  i  M 
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demandante  Daiii  Josefa  Anillo  García  loa  bferias:  hereditarios,  que 
ooh  arregl*  al  $tJnio  Id  iconrespeindteren  v  ara  Hacer  especial  eond*- 
daofoa  de  efotas : 

*  T  resuHandb  que  contra  'Me  *  -tallo»  interinó  la  «datnandada'  Da** 
Manuela  Casas  i  roewrsa  de  oasactah  cfcahdo  enténoes  y  eh  lietófio 
oportuno  en  eate  Tribunal  So^renio  eomfr  WHnfcidds : 

1."  Xa  ley  l.\  tít  19,  libio  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ^«bu- 
sonancia  con  la  2.a  del  mismo  título,  libro  y  Código,  al  declarar  nftte 
el  teséamertto  de  4  de  Bneto  de  1847 1  teda  t ée  qde  nada  sd  h*Ma 
dicho  ¿oritra'Ia  identidad  del»  testador,  conoto  la  del  BaerUmho  y  tea-» 
tigds,  y  anda  contra  las  dfspodictohes  Metióte*  del  tettaaberiU? ;  •  al 
que  pudiera  dejarle  destituido  por  ser  ifteapai  de'  tito*  la  herencia  él 
heredero*  instituido,  nt  que  pudiera  dar  lugar  á  su  résrislod  por  la  ndta 
y  querella  de  inoficioso. 

*.•  La»  mismas  leyes  Ia  y  1\  til.  18 ,  libro  10  do  la  NtftMftM Bé- 
crii)ft*efob,  al  declarar  vftlído  oí  testamento  dfel  D.  Antonio  Araujo,  qu» 
sé  suptfni*  otorgado  en  San  Vicente  en  86  de  Agosto  de  1M0 ;  ptf&to 
que,  si  bien  aparecía  otorgado  ante  Escribano  pflbHcd,  ni  sftotorgd* 
mienta  demostraba  la  presencia  de  los  testigos. en  cuanto  «o  Chistaban* 
sos  fivmdsal  pi#det  mismo,  nt  se  había  pfobadb  la  capacidad  negatffeé 
imó  de  elloe,  porque  la  prueba  incumbía  al  qtte  sotenla*  la  incapacidad 
det  testtgtf  ¿orno  ¿I  qtie  sostiene  la  validea  del  testamento ,  m  toctiat 
la  Sala  había  invertido  los  términos;  y  desestimando  la  protfeúetam  M 
la  deinarida,  supqriiendd  ¿fuet  le  pertenecía  probar  ana  nbgstivaj  bMSia 
infriado  la  regid  de  derecho ,  Actvre  non  probante,'  rtms  $$t  Utoukm** 
Mrlá  ley  1>,  tft.  tt,  Pfrrtida  s.av  y  las  sebténbids  dé  eatd  TtiUrttítf 
Soporto  de  n  de  Enero  de  lWfr,  9a)  dé  Junio  de  1S60  y  11  de  Mbrtt* 
Ao'lMl     '  '•   "  •*  ■••■"■:   i 

S*  La  ley  25,  tít.  l.\  Partida  6.\  al  na  declara»  qno  di  testa-» 
mentó  de  4  de  Enero  de  1867  fué  revocatorio  del  amerito* j  puesto 
que  en  aquel  aparecía  clara  y  terminantemente  to  faraón  tte  táftdf'  en 
las  palabras  «mediante?  haber  variado  las«tamn¿t*néía&$»  fltf  Riendo 
caber  datfa  do  que  M  noluntad  del  testador  fué  haéer  m  téftiatifente 
váttfo  y  revocatorio  de  todos  los  anteriores ,  con  W  coa!  so  0vi<ttn*J 
ciaba  que  se  propuso  nombrar  un  heredero  que  le  faltaba  f#>r  ffrtaítérté 
d$  stf  Tternfano  D.  Lorenzo,  á  qeien  fnatittfyera  en  M  que  Edy  S8  fh-e- 
tetafte  hacer  vale*.  .■«■•»  *» 

1.a  Las  leyefe  «I  y  »,  tftv  !.♦,  Partid*  6*.  d  fWtfcfpfo  *éf 'rfrttefctfd 
Hmretittt*  non  aiiia  non  twnmmttir,  y  la  sentendla  'd&  e$té  fffbtfnal 
Supremo  de  10'  de  Jimio  dé  1*6  ,  en  Id  que  se"  (fefenueKW*  qtié  rió 
AtMfendo  eP  heredero  itastttdfdd  en  testamento  cádúe*  II*  fnütftoélótf, 
potqüé  la  hécM-en  et  testamento  dé*»  dé*  Agosté  dé  fáf»;  é»  (fué 
se  comprendía  la  cláusula  orf  eaaMto/'ho'tfcodM  s#^tttpl(dÁ  po¥  tk 
mtférfé  «el  fnstitmdó;  y  era  dlalrO  qué'-sl  el  testfrdor  ^aííáf  íjW  su 
íerdJ*mb  hébia  fallecido,  estuvo  en  ^u  derecho  otorgando  nteeto  t^ 
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tamento  sin  necesidad  de  revocar,;  insertándola  literalflMMe»  i*  ctóu* 
sala  especial  #d  «oeldam;  sin  que  pudiera  alegarse  que,  además  «tai 
instituido  en  propiedad,  quedaba  aún  la  usufructuaria  de  la  mitad 
Defia  Josefa  ,-  pues  sóh»epMu  e*  usufructo  -«a  el  caso  de  qutí  -hobfera 
adido  te  iw  reacia  en*  propiedad  éb&.  Lewnio  y  porque  no  era  perfecta 
el  testamento  de  áW  de  Agosto  por  no  haberse  probado  la  presencia 
de  los  testigos  y  su  conocimiento  del  testador  s  ni  la  Capacidad  del 
testigo  á  quién  se  Je  había  negado. 

.  ■/•;  La  ley  9.a  tít.  l.r,  Partida  $S,  que  declara  no  pueden  ser  tes- 
tigos en 'loa  testamentos  los  locos ,  per  cuanto  aparecía  probada  plé~ 
lamente  la  demencia  de  uao  de  los  tres  testigos  que  asintieron  á  la 
otorgacion  del  testamento  que  se  declaraba  válido. 
:  6.°  La  jurisprudencia  establecida  en  sentencias  de  41  deJuate  de 
1860  y  7  de  Diciembre  de  1801 ,  de  que  la  eficacia  dc-leti  testamen- 
tos* mmotipetivos*  consiste  en  que  los  testigos  se  «enteren  y  re- 
Pierden  entinto  se  disponga ,  para  que  puedan  dar  testimonio  de 
ello?  y  la»  leyes  51  y  111,  título  18,  Partida  8.*,  foda  vez  que 
al  ¿considerar  la  sentencia  válido  diclio  testamento ,  sancionaba  una 
cosa  contraria  A  dicha  jurisprudencia ,  no  sólo  por:  lo  que  se  refería 
al  Castigo  loco,  sino- á «los  otros  dos,  que  bebiendo  declarado  »e  re* 
cortaban  lo  que  se  disponía  en  ei  testamento,  y  aseguraban  que  el 
que vieron  otorgarlo  firmaron*  lo  cual  no  resultaba  en  el  que  se  ira» 
taba  deldar  validez»  •   • ! "  •    • 

»  7/  La  sentencia  de  este  Tribunal  de  *2  de  Junio  de  HH»,  4que 
coutfgOa  que  el  hombre  puede  variar  &u  voluntad  hasta  la'maerte, 
sega*  lar  ley  6»,  tft;  1.%  Partida  6.a;  que  toda  excepción  de  esta  regle 
debe  restringirse^  y  que  en  lodo  caso  cualquier  cláusula  derogatoria,- 
para  que  valga  ,  debe  estar  en  testamento  válido  é  indubitado,  con 
cuya  doctrina  se  halla  conforme  la  opinión  de  Gregorio  López  y  otros 
jurisconsultos:  r 

r  Vteíos,  aleado  Ponente  el  Ministro  D.  José'  María  de  Baro.    < 

:  Cqu*l4er*ndo  que  la  capacidad  mental  de  les  testigos  que  asisten 
ai  otorgamiento  día  un  testamento  hecho  ante  Escribano  con  las  do* 
n*ás  solemnidades  legales  se  presumo  de  derecho  mientras  no  »c  prue- 
be loxcoatrariot 

Considerando  que  al  que  -impugna  la  valide* de  un  testamento  asi 
otorgado,  por  incapacidad  mental  jfo  alguno  de  los  testigos*  le  incum- 
be probarla  con  relación  á  la  época  ávw  otorgamiento  ' 

Considerando  que  la  cuestión  de  «capacidad  mental  de  loe  testigos 
instrumentales  de  un  tomento,  es  ée- hecho,'  y  como  tal  ba  dfr-ea* 
tarso  41  la  apreciación,  que  de  las  pruebas  haga  la  Sala  sentenciadora 
si.fiontra.ellt  no  se  dtjt  «orno  infringida-  leyó  doctrina  admitida  por 
la  jurisprudencia  de  los  Tribunales: 

.,  Considerando  que  las  Urinas  de  los  testigos  instruméntale»  *iO'8on 
alarias  para  la  validez  del  testamento  otorgado  ante  Escribano  ea 
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ttM,  Bl  lo  es  hoy  riño  en  el  caso  previsto  en  el  art.  IB  del  refríe- 
amto  para  la  ejecución  de  la  ley  del  Notariado  dé  I»  de  Mayo 

delttfc  

.  Ceosidferando  que  cuando  el  Escribano  «tangíale  as  de  bMu  dina 

y  el  testamento  tiene  todas  las' formalidades  externas  que  la  ley  exi- 
ge ,  no  le  invalida  el  que  los  testigos  instrumentales  digan  que  no  lo 
fueron  de  aquel  testamento,  y  per  consiguiente  monos  puede  produ- 
cir ese  efecto  cuando  aseguran  haberlo  sido,  aunque  difieran  en  al- 
gunos accidentes  acerca  del  contenido,  del  minino;  6  si  estamparon  en 
él  sus  firmas: 

Considerando  que  la  institución  hereditaria  usufructuaria  hecha  en 
testamento  válido,  nq  depende  de /que  hay*  ó  no.  ¡uatlutckm  ep  pnoi- 
piedad,  «i  de  que  el  en  esta  instituido  ad*<  ó  no.  la  herencia*  sino  de 
que  el.  mu  fructuario  tenga  c*pacicft4  para  adquirir  el  usufructo  ca- 
güil la  ley;    .  ■    „        •  .    . . 

Considerando  que- la  cláusula  ad  cauldam  ó  derogatoria  puesta  en 
un  testamento  otorgado  con  todas  las  solemnidades  de  derecho  hace 
nulos,  por  voluntad  del  testador»  todos  los.yt^teriores  que.  empresa- 
meóte  no  la  deroguen : 

Considerando  que  las  cláusulas  generales  de  derogación  (Je  apto; 
riores  testamentos  consignada  en  el  último,  no  es  la  especial  que  exi- 
ge, la  ley  para  que  se. entienda  derogada  la.od  <wt¿m  6  dqregátprift 
contenida  en  otro  anterior: 

Y  considerando  que ,  según  estos  priucipios ,  la  sentencia  de  la 
Sato,  segunda  de  la  Audiencia  de  Valiadolid,  de  cuya  casacHm  se 
trata,  no  infringe  ninguna  de  las  leyes  y  doctrinas  que  en.  apoyo,  de) 
recurso  se  citan  en  los  siete  motivos  de.  casación,  porque  oo  hablen» 
dose  probado  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora  la  incapacidad  de  uno 
délos  testigos  instrumentales  del  otorgado  eo  M  de  Agosto  de  UK9» 
no  siendo  necesaria,  para  su  valide/,  la  firma  de  los  testigo*,  ni  bes* 
tante  para  dejar  sin  efecto  la  cláusula  derogatoria  de  aquel  testamento 
la  general  contenida  en  el  de  i  de  Enero  de  18fl¡7,  séio  aoael  «liste 
legalntente: 

Vallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Manuela  Casas,  á  la  que 
condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Andianoie  de 
Valladolid,  con  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Coarta,  y.  se 
insertará  en  la  Coltoeion  l*§i$fatwat  pasándose  al  efecto  las  copias  ner 
cesarías  •  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  grmaaros.  ^Mauricio  Gar~ 
cfawssjosé  María  Cáceres.» Laureano  de  Arrieta.=*  Valentín  Garra  l  da. 
«aJosé  Mafia  Karp-asUosé  Fermín  de  Muro.=aFernando  Peres  de  Rozas. 

Publicación : 

LeWa  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  Marta  Haré,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
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t**to  fetebnmdft  *u4*noia  M*>\m>  i*  Sal* ,  «riwr*  4^  iwn  M 

d*  4*  tab  dn  «i« .  oertifioQ*  cqn*>  jsscrjb* a»  da  Um  hf biiu^o 

de  dicho  Supremo  Tribunal.  ::,r( 

tfariiM  9  de  ©Ictembra  de  tmoafiamlftio  Fanuindéa  y, Bedrifuei. 
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€ü«PLttfieHTO  M  una  ejbcüto*ia  .--Sentencia  de  9  de  Drambre, 
declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  José  Mas  y  JBstafiol  contra  ia  prenunciada  por  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José 
Oller  y  Mas. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  cuando  el  superior  pronuncia  el  fallo  ton  aditamento  ó 
modéráciftn,  no  deben  dar  tas  partes  costas  algunas,  sayón  ios  U- 

Íet  !.-• y  t.\  tit.  10  ,  libro  ti  de  la  Novkima  RmjMamn ,  27, 
hitó  29  i  Partida  3.\  y  jurisprudencia  de  este  Supiera  Tri* 
¿tina/. 

Üf  ü  villa  da  Madrid*  A  9  de  Diciembre  de  1869  *  en  el  pleito,  se- 
giiído  en  el  Juagado  da  primera  instancia  da  Vicb  y  ep  ia  Sala  tercera 
da  lá  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  José  Mas  y  Estafioi  con  P.  José 
OIMr  y  Mab,  aobrs  cumplimiento  de  una  ejecutoria  ;  pleito  pendíanle 
ante  Nos  en  virtud  da  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  deman- 
dante eoirtra  las  providencia*  que  en  SS  de  Mayo  y  &  de  Junio  último 
dictó  lá  referida  Sala :  .  t 

lesbitendo  que  D>-  José  Mas  y  Estañol  entabló  demanda  en .  13  de 
Mayo  de  1864  para  que  se  condenase  á  D.  José  Oller  á  dimitir  elman- 
feo  llamado  Esp  luyas  y  oíros  bienes  que  retenia»  como  porrespOndien- 
tes  al  vinculo  é  ttdeieoittiso  uuiverqal  fundado  por  Dona  Juana  Mas, 
fcoit  las  muebles  ,  alhajas  y  damas  existentes  en  la  casa  y  tos  Mulos 
de  nobleza:  que  impugnada  por  D.  José  Ollar,  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia le  absolvió  de  la  demanda  eo  sentencia  de  SI  de  Enero  de  1865, 
y  au*  la  Sata  tiroera.dA  la  Audiencia  de  JKaroelona*  la  confirma  coa 
las  castas  en  9  de  Abril  de  18i6¿ 

Resultando  que  interpuesto  por  el  demandante  recurso  de  casa- 
ción, se  declaró  no  haber  lugar  A  él  por  este;  Supremo»  Tribunal  en 
10  de  Enero  de  1868,  en  cuanto  la  absolución  de  la  demanda  se  limi- 
tase al  primer  extremo  de  la  misma*  relativo  i  ios  bienes  y  deref  hos 
reclamada* ,  casando  y  anulando  la  aentnncia  en  $MDto  no  se  ha- 
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tan  concedido  á  D.  José  Mas  y  Torfet  dtoferiadov  00  ftl  **g*MM  Wlo 
dittpdft  #n  «1  ¡Meno  dia»  <ffle  oi  título  meqaioqade.  pptreafffndji  * 
fc  José  Ha*  y  tortol,  f  mandando  que  s«  le  «ejregaaa  la  ftftl  c¿dn|* 
PW  cppia  obraba  en  tos  auto* : 

Resultando  que  devueltos  A  la  Audiencia  ,  se  mandó  f  tardar  y. 
cnroptit  Ja  ejeoütoria  de  aale  Tribunal;  y  que  4  continuación  aparece 
practicada  la  tasarían  do  las  costas  causadas  por  D.  load  Ollar  en  la 
sagmria  instancia,  i  cuyo  paito  se  dice  mi  el  encabinpmionto  do  ella 
se  hallaba  pondenado  D.  José  Man  y  Estafiol  por  la  sentencie  do  *  d# 
Abril  de  Mttfi  : 

llpsultande  que  Mas  y  Estaño!  impugna  la  tasación  que  ae  haNa 
practicado  ain*  mandato  alguno,  solicitando  que  so  tuviese  pop.  no  he? 
cb|,  por  no  comprenderse  que  anillada  la  sentencia  do  9  da  4bfM  do 
1866,  aunque  sólo  fuera  en  un  extremo,  se  procediera  á  baoer  qrp  ta> 
ciop  do  cestas  que  adío  podía  tener  lugar  en  caso  do  no  haberse  pa- 
saje aquella;  y  que  Oller  pretendió  so  aprobase,  porque  la  sítfUewsJi 
de  víala  aólo  había  s&do  casada  da  oíanlo  ae  referia  al  Míala  do  Ca- 
ñilero militar,  concedido  á  D.  José  Has*  quedando  ai)bfti*te*fe  la  vp- 
solucíon  de  la  demanda  en  cnanto  4  la  reclamación  de  ^ienrs  y  ain 
que  se  hubiera  aliado  la  condenación  do  costas  t  ' 

ReauHando  que  la  Audiencia,  por  providencia  <|e  B5  do  Maya -del 
aíQ  ftltimo,  negó  lo  solioitado  por  D.  Joaé  Has  y  aprobó  la  taaaftion 
prap  tienda;  y  que  babteodo  suplicado  aquel  pidiendo  se  1o  admitías* 
este  pacnrso  y  que  so  le  comunicasen  los  autos  para  fundarte  t  gefi*- 
lapdo  ffespaea  di*  para  la  vista  del  artículo,  por  providencia  de  %  do 
Junio,  atendido  lo  dispuesto  on  el  art.  46  de  la  Ley  do  BnJpiqiaipieWQ 
civil  y  4  qae  no  se  alegaba  razón  alguna»  se  negó  lo  que  ao  prften- 
4ip,  mandAndose  estar  4  lo  acordado : 

BftsHltapdq  que  D.  José  Has  interpuso  coatfe  una  y  otra  provideo- 
flia  jfcnvap  do  casación*  eityndo  al  interponerle  y  despees  ep  tiempo  . 
oportuno  en  dato  ffupfemp  Tribunal  como  infringida!: 

1*  La  doctrina  de  jurisprudencia ,  según  la  pual  «cuando  fls|e  ftir 
predio  Tribunal  declara  haber  lugar  al  reourao  do  eaaaqion ,  atraque 
sea  *<Me  an  una  parte  6  extremo  do  ios  que  comprendo  la  sentencia 
do  *ist¿,  HQ  pueden  exigirse  las  costas  que  esta  misma  sanando,  hur 
biese  impuesto  al  litigante  que  .después  recorrió  an  casación  y  obtgvp 
victoria  cuando  menos  en  un  extremo. 

|«*  La  do  que  habiéndose  admitido ,  aunque  aeg  en  parto*  *l  Po- 
etisa de  casación,  y  fallando  este  Tribunal  sobro  el  fondo  dai  pleito 
4  topar  de  10  dispuesto  en  el  art.  1.060,  si  no  sd  impono  condena  de 
ooaif  a  «o  existe  tíbligaefioo  de  pagarlas ,  aun  cuando  la  aentewtfa  do 
vista  las  hubiese  impuesto  :  de  la  misma  manera  que  cuando  en  jp 
sentencia  de  vista  se  falla  en  distinta  forma  que  lo  sentenciada  par  el 
Jptz  de  primera  instancia,  queda  sin  efecto  Va  condona  úf  coatí*  que 
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éste  Imita»' impuesto;:  aunque  sobre  ello  ne  hiciere  espedal  pronos 
ciamietttó  la  indicada  sentencia  de  vfátar. 

t.#  Las  layes  t.»  y*.\  líe.  1»  .libro  11  de  la  Itovfeima  'Reoopta- 
don  .  que*dfsponcn  quemando  i<n  lir  afeada  1*  eefttencie  Riese  re- 
vocada ó  mejorada  con  aditamento  ó  moderación,  quede  libre  de  las 
costas  el  que  se  alzó. 

i  *  La  doctrina  establecida  por  loa  Tallos  de  este  Supremo  Tribu- 
nal de  19  de  Mayb  de  1860 ,  al  declarar  que  no  debe  condenarse 
en  costas  al  apelante  cuando  la  sentencia  se  diere  con  aditamento 
ó  moderación.;  de  6  de  Junio  de  18*4,  cuando  con  arreglo  á  diefaas 
leyes  repite  que  no  debe  condenarse  en  costas  al  apelante  si  al  con- 
firmarse la  sentencia  se  hiciere  en  ésta  algún  aditamento  ó  mode- 
ración r  y  de  14  de  Diciembre  <!al  mismo  año  ,  de  11  de  Diciembre 
de  1863  y  de  13  de  Octubre  de  1866 ,  que  otra  vez  proclaman  el  mis- 
mo principio, 

Y  9.a  La  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  96  de  Mayo  de 
1864,  según  la  cual  la  alteración  ó  modificación  que  á  favor  del  ape- 
lante se  baga  en  la  ejecutoria,  constituye  una  revocación  del  primer 
juicio  en  el  sentido  y  para  los  efecto*  de  las  leyes  £7 ,  tít.  33 ,  Parti- 
da 3\  y  3i%  tft.  19.  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que  anulada  la  ejecutoria  de  9  de  Abril  do  1866  en 
el  extremo  que  lo  fué  por  la  «enteneia  de  este  Supremo  Tribunal  de 
16  de  Enero  de  1868 ,  en  la  segrinda  sentencia  irrevocable  qne  pro- 
nunció este  mismo  Tribunal  al  mandar  que  se  entregase  á  O.  losé 
Mas  y  Estafiol  el  título  de  Caballero  militar  que  se  declaró  le  pertene- 
cía, no  se  hizo  pronunciamiento  alguno  sobre  costas : 

Considerando  que ,  según  4as  leyes  de  Partida  y  recopiladas  y  las 
doctrinas  de  las  sentencias  que  se  citan  en  el  recurso,  cuando  el  su- 
perior pronuncia  él  fallo  con  aditamento  6  médétoúüm  ,  come  be  su- 
cedido en  este  pleito,  no  deben  dar  las  partes  costas  algunas,  por  lo 
cual  la  sentencia  que  manda*  satisfacer  las  que  se  causaron  en  ia  se- 
gunda instanoia  infringe  dichas  leyes  y  doctrinas  ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso dé  casación  interpuesto  por  D.  José  Mas  y  fistafiol ;  y  en  so 
consecuencia  casamos  y  anulamos  las  providencias  que  en  35  de  Mayo 
y  t  de  Junio  de  1868  dictó  la  referida  Sala. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  qne  se  publicará  en  la  Caerte  y 
se  insertará  en  la  OAtotion  legi*Uti*a ,  pasándose  el  efecto  les  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandemos  y  firmamos.=aMauricio  Oer- 
cía:=c  Jesé  Marte  Cáceres.»  Lasréano  de  Arrleta,^  Valentín  Gerral- 
da.ttJesé  María  Har<Kx=  José  Femin  de  More. »  Fernando  teres  de 
Horas. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  toé  le  anterior  semencia-  por  el  limo.  Sr.  Don 
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José  María  Cáceres »  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  misma, 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  9  de  Diciembre  de  l$09.=*Gregorio  Canuto  García, 
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Nulidad  de  una  escritüha.—  Sentencia  de  ft  dé  Diciembre,  decla- 
rando no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Francisco  Guillen  y  Joaquina  Puyol  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  ,  en  pleito  con 
Doña  Josefa  Manco. 

En  loa  considerandos  se  establece  : 

1.°  Que  si  bien  el  fuero  10  De  Tabelliontbus,  de  los  del  reino 
de  Aragón,  previene  que  el  Notario  testificante  de  cualquier  instru- 
mento conozca  á  los  interesados  que  te  otorguen ,  y  en  el  caso  de 
no  conocerlos  los  designe  en  tercera  persona  ,*  expresando  llamarse 
ellos  con  el  nombre  que  invocan,  no  exige  que  en  d  mismo  instru- 
mento se  dé  fé  de  dicho  conocimiento,  *y  menos  establece  como  causa 
de  nulidad  del  instrumento  la  falta  de  dichos  requisitos,  por  más 
que  castigue  al  Notario  que  en  ella  incurra.»    - 

2.°  Que  ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  la  Sala  sentencia- 
dora hace  de  las  pruebas  aducidas  por  las  partes ,  cuando  contra 
ella  no  se  alega  infracción  alguna  de  ley  ni  de  doctrina. 

En  la  villa  de  Madrid,  A  9  de  Diciembre  de  1869»  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pablo  de 
Zaragoza  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad 
por  Francisco  Guillen  y  su  mujer  Joaquina  Payol  con  Doña  Josefa 
Blanco,  sobre  nulidad  de  una  escritura;  pleito  pendiente  ante  Nos  por 
virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  contra 
la  sentencia  que  en  9  de  Diciembre  de  1868  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  la  ciudad  de  Zaragoza 
en  26  da  Febrero  de  18S6  ante  el  Escribano  D.  Joaquín  Torneo  y  Vi- 
lla ba  cedieron  D,  Ramón  Puyol  y  D.  Juan  Miguel  en  favor  de  0»  Ma- 
nuel Altemir  todos  los  derechos  y  acciones  que  tenían  y  pudieran  oor- 
responderles  sobre  los  bienes  y  herencia  del  difunto  D.  Ignacio  Villa; 
siendo  pacto  que,  si  D.  Manuel  percibía  por  lo  perteneciente  4  Dot 
Ramón  igual  parte  que  por  lo  correspondiente  á  D.  Juan  Miguel, 
II.  36 
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fcabty,4e  ftRlrepr  á  éste  la  mitad  de  Jo  que  £e  recibiera  por  ambos 
conceptas,  quedando  para  pr  Manuel  la  ptra  mitad  en  pago  de  cierto 
crédito  que  ípnia  contra  el  J).  llamón  ,  sin  que  pudiera  pedirse  cosa 
alguna  PQr,¿pJ  motivo;  pero  que  si  por  alguna  causa  referente  *1 
tiempo  anterior  á  esta  escritura  t  D.  Manuel  no  percibiese  por  la 
parte  de  I).  Juan  Miguel  tanto  como  por  la  de  D.  Ramón ,  en  tal 
caso  D.  Manuel  entregaría  $  J).  Uuan  Miguel  tan  sólo  la  tercera 
parte,  deducidos  gastos,  y  lo  restante  de  lo  que  recibiera  lo  reten- 
dría como  suyo  en  pago  de  su  crédito ;  siendo  asimismo  pacto  que 
Altemir  admitía  la  cesión  en  I?  forma  dieta',  y  se  obligaba  á  darse 
por  satisfecho  de  su  crédito  contra  D.  Ramón  con  lo  que  recibiría  de 
los  bienes  y  herencia  de  D.  Ignacio  Villa;  siendo  de  advertir  que  no 
se  expresa  en  la  escritura  la  edad  de  los  contrayentes  ni  de  los  testi- 
gos, diciéndose  de  éstos  que  residían  eti  Zaragoza,  Vii  tampoco  tfa  fé 
él  Escribano  del  conocimiento  de  unos  ni  de  otros: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Manuel  Altemir  en  9  de 
lullo  do  1838  recayó  sñ  herencia  én  sn;  mujer  Doña  Jofcéfa  BHmco 
por  virtud  del  testamento  que  arabos  tenían  otorgada,  y  qué  pefr^ro- 
videncia  de  20  de  Enero  de  1862  se  la  declaró  heredera  abintestato  de 
D.  Ignacio  Villa,  como  subrogada  en  tos  derechos  de  los  patoeh&sde 
«ate,  li.  Ramón"  Pdybty  D.  íaafn  Migufeireto  cuanto  á?  ÍM1  bienes  de 
que  no  hubiera  dispuesto  expresamente  D.  Ignacio  María  Vfíte:  ' 

•  Resultando  que  por  escritura  de  11  dg  Jimio  de  1M$D-.  Juan  Mi- 
guel traspasó  A  Dóffa  Josefa  Blanco,  que  lo  aceptó,  toaos  íós  derechos 
y  acdones  que  le  hablan  quedado  reservados*  ert  fa  Pscrttú'rá'  de  26 
de  Febrero  de  1866,  con  todos  los  deberes  y  obligaciones  que  «i  sn 
caso  le  prescribiera  su  calidad  de  heredero  de  D.  Ignacio  Villa';  y  que 
D.  Ramón  Puyol,  casado  con  Vicenta  Dañad,  falleció  en  STtfeDtelPty. 
bre  de  1888,  dejando  una  hija,  Joaquina  Puyo!',  feaSadfc  tira  íranéisco 
BriíHen,  y  expresándose  en  sn  partida  de  defunción"  qué  falleció  de 
una  afección  puWonfcr  fl  la  edad  como  de  setenta  años: 

Rosultando  que  dichos  consortes  Doña  Joaquina  Puyol  y  D.  Fran- 
cisco Guillen  entablaron,  en  30  de  Diciembre  de*  1805/  la  demanda 
objeto  del  pleito  actual  para  que  se  declarase  nula  la  escritura  de  26 
(le  Febrero  dni856,  y  en  su  consecuencia  que  A  la  demandante,  como 
hija  única  de  Ramón  Puyol  y  heredera  suya ,  pertenecía  la  herencia 
de  D.  Ignacio  Villa  en  la  parte  de  bienes  que  éste  había  dejado  á  su 
fallecimiento,  por  parte  de  padre,  ó  fuera  la  mitad,  sí  era  que  existia 
Juan  Migueli  ó  existia  y  se  hallaba  on  igual  gradó  de  parentesco  que 
el  demandante  con  el  citado  D.  Ignacio  Villa,  condenando  A  Dolía  Jo. 
sefa  Rlancó,  como*  heredera  de  D.  Manuel  Altemir,  A  quedefara  los 
bienes'  fl  favor  de  la  demandante  con  los  frutos  y  rentas  percibidos 
y  debidos-  percibir  y  demás  pronunciamientos  favorables ;  pretensión 
ijue  fundaron  ten  qfie  en  la'  escritura  referida  no  se  expresaba  sí  Don 
Hátoon  Pnyol  era  mayor  de  edad,  no  daba  fé  el  Notarlo' de  su  cono- 


...  f**mci4*f*  Wí>. ■* 

cimiento»  no  Jo  aseveraba  ninguno  de  los  te$tj^<js,  sucediendo  |o  pro- 
pio respecto  i  fy,  Juan  Miguel,,  cuyo  sujeto  qo  ¿e  sabia  quién  fuera: 
q,U9  PujV»  á  causa  d(?  un  ataque  de  perlesía  poco  anterjor  91  otorga- 
miento de  dicha  escritura,  no  podía  ni  ¿un  firmar,  no  glqndó  de  él 
la  firma,  pue^fa  $n  aquella  f  (asf  por  Jo  referido  como  porque  se  Jefa 
BaafPiiQf:  que  la  escritura  fio  podía  decirse  válida  por  adolecer  del 
vicio  qi^e  babia  querido  evitar  y  habia  mandado  sé  evítase  el  fuero  ltf 
De  Taí¿l\ioyibus;  vicio  que  daba  lugar  á, pedir  se  declarase  $1  instru- 
mento falso  civilmente  por  causa  formal-,  y  que  ád&más  era  falso  el 
instrumento  porque  se  sabia  y  se  acreditan*  que  Ramón  Puyol  no  ha- 
bia firmado  el  protocolo  del  Notario:  , 

Besultando  que  Doña  Josefa  Blanco  impugnó  la  demanda,  soste- 
niendo que  la  falta  de  expresión,  de  edad  y  conocimiento,  no  afectaba 
al  valor  legal  de  la  escritura,  que  no  tiabifc  sido  redargüida  de  falsa 
y  que  se  hallaba  confirmada  y  aprobada  por  hechos  posteriores  d  su 
otorgamiento;  que  al  actor  incumbía  la  prueba',  y  qne  al  demandado 
le  bastaba  asegurar,  como  lo  hacia,' que  la  escritura  era  verdadera  y 
legítima  la  firma  de  D.  Ra moa  Puyol: 

Resultando  que  practicada  prueba  sobre  ía  legitimidad  d^' la  ex- 
presada firma,  habiéndose  utllizadp,  tanto  la  de  testigos,  entre  los  cúa-\ 
les  declararon  los1  dos  que  figuran  como  presencial^  de  la  escritura 
en  cuestión,  asegurando  haber  concurrido  á  áu' otorgamiento,' como  la 
()e  peritos,  quQ  consideraron  como  auténtica  Ta  Qrma  de  tí.  tyamón 
Püypl,  dictó  sentencia  et  Juez  de  primera  instancia,'  que  coqflrmtf  la 
Sala  primera  de  la  Apdiencia  de  Zaragoza  en  9  d¿  blcíémbre  de  18681 
absolviendo'^  Doña ; Josefa  Blanco  dé  la  demanda,  y  declarando  ¿p  su 
consecuencia  vál'idá  Ja  citada  escritura :    '  \'  ' '     ' 

Résultáqfío'qhd  los  demandantes  interpusieron  recurso  de' canción 
en  él  que,  prescindiendo  de  la  cuestión'  de  falsedad  de  la  escritura, 
por  serqsta.un  punto  sujeto  ala  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora, 
citaron  como  Infringido,  con  relaeiop  á  los  requisitos  que  faltaban  en 
ella  y  que  producían  su  nulidad  ó  ineficacia,  el  fuero  10  pe  Tabellioni- 
bu8,se%\uí  oí  cual  se  necesitaban  los  requisitos  que  el  tpisjpó  expresa 
para  que  eí  dpcuipenlo  sea  anémico;  y  tallándola  corno  á  la  escritu- 
ra en  cuestión,  no  lo  seria  y  no  haría  fé  y  seria  nulo  é  ineficaz;  sien- 
do e»te.el  gentidq  en  que  le  lidian  explicado  jo$  tratadistas  Portóles, 
Sesé  y  Montps,  y  hallándose  aüeinis  conforme  cog  estas  doctrinas  la 
ley  del  Nofapado  de  il  de  Mayo  de  1862,  que  $n  él  árt!  23  ordena  Iq 
mismo  que  elfuero  citado,  y  en  el  ¿T  declara  la  nulida4  de  Los  ins^ 
trunientos  en  que:  falte  alguno  de 'aquellos  requisitos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  b.  trturéano  de  Arríela. 

Considerando  que  si  bien  el  fuero  10  De  Tabeüianibus ,  de  los  del 
reino  de  Aragón,  previene  que  el  Notario  testificante  de  cualqnier  ins- 
trumento conozca  á  los  interesados  que  le  otorguen ,  y  en  el  caso  de 
no  conocerlos,  los  designe  en  tercera  persona,  expresando  llamarse 
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ellos  con  el  nombre  que  invocan»  no  exige  que  en  el  mismo  instru-' 
mentó  se  dé  fé  de  dicho  conocimiento,  «y  mérios  establece  como  causa 
de  nulidad  del  instrumento  la  falta  dé  dichos  requisitos,  por  más  que 
castigue  al  Notario  que  en  ella  incurra:» 

Considerando  que  la  autenticidad  de  la  escritura  de  26  de  Febrero 
de  1856  se  halla  corroborada  por  las  declaraciones  de  los  testigos 
que  concurrieron  á  su  otorgamiento,  por  las  de  los  demás  que  la  parte 
demandada  ha  presentado  y  por  el  reconocimiento  pericial  de  la  fir- 
ma de  I).  Ramón  Puyol,  sin  que  contra  la  apreciación  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, relativamente  á  estas  pruebas,  se  haya  alegado  infracción 
alguna  de  ley  ni  de  doctrina: 

Considerando  que  las  disposiciones  de  la  ley  del  Notariado  de'  28 
de  Mayo  de  1862,  que  aunque  indirectamente  se  mencionan  en  apoyo 
del  recurso  no  son  aplicables  á  la  cuestión  litigiosa  ,  ya  porque  ¿sta 
ha  de  resolverse  por  la  prescripción  foral  anteriormente  indicada,  ya 
porque  la  escritura  de  que  se  trata  es  muy  anterior  á  la  publicación 
de  aquella  ley: 

Considerando*  en  su  virtud,  que  la  Sala  sentenciadora  al  absolver 
á  Doña  Josefa  Blanco  de  la  demanda  interpuesta  contrp  ella  por  pon 
Francisco  Guillen,  como  marido  de  Doña  Joaquina  Puyol ,  declarando 
válida  y  subsistente  la  referida  escritura ,  no  ha  incurrido  en  la  in- 
fracción que  se  le  imputa ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  Interpuesto  por  los  demandantes  Francisco  Gui- 
llen y  Joaquina  Puyol,  á  quienes  condenamos  á  la  pérdida  de  la  can- 
tidsd  por  que  prestaron  caución,  que  pagarán  si  vinieren  á  mejor  for- 
tuna, distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas; 
devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  con  la  certifica - 
ciorf  correspondiente. 

'  Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Mau rielo  Gar- 
cía.=José  tt.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=José  María  Haro.=Joa- 
quin  Jaumar.=xJosé  Fermín  de  Muro.=Fernando  Pérez  de  Rozas. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  D.  Lau- 
reano de  Arrieta ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  están- 
dose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo.,  d 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  9  de  Diciembre  <te  1869.=Gregorio  Camilo  García'. 


smEMUs  n  1869.  86$ 


,     N£m.   130. 
CASACIÓN.— SALA  PB1MERA. 


CutfPLinibMo  de  una  donación.  —  Sentencia  de  10  do  Diciembre, 
declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Miguel  Garau  coutra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  de  Mallorca,  en  pleito  con  su  hermano  D.  Gabriel 
Garau. 

En  los  Go>5iDfcKAiNDOs  se  establece: 

i,°  Que  las  palabras  del  testador  deben  ser  entendidas  llana" 
mente  asi  como  ellas  suenan. 

2.*  Que  /«  pintura,  comprensiva  de  los  estudios  superiores  que 
marca  el  reglamento  de  7  de  Octubre  de  1857,  es  una  verdadera 
carrera.  ' 

5.°  Que  h  mayor  o  menor  oportunidad  con  que  se  reclama  .el 
cumplimiento  de  una  obligación  no  es  motivo  legal  para  relevar  de 
ella  al  f/ue  espontánea  y  solemnemente  la  aceptó. 

í.°  Que  la  sentencia  no  puede  resolver  sobre  puntos  no  discu- 
tidos en  el  pleito. 

Ep  la  villa  de  Madrid,  á  10  de  Diciembre  de  18M,  cu  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Inca  y  en  Ja  Sala  se- 
gunda déla  Audiencia  de  Mallorca  por  D,  Miguel  Garau  y  Tous  con 
su  hermano  D.  Gabriel  Garau  y  Tous,  sobre  cumplimiento  de  una 
donación;  .cuyo  pleito  pende  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  2$  de 
Abril  último  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  98  de  Agosto  de  .1852  Don 
Jaime  (Jaran ,  marido  de  Doña  Francisca  llosa  Tous ,  con  motivo  del 
concertado  matrimonio  de  su  hijo  primogénito  D.  Gabriel  Garau  y 
Tous,  hizo  á  éste  donación  perfecta  é  irrevocable  de  todos  sus  bienes, 
asi  muebles  como  raíces,  presentes  y  futuros,  derechos  y  acciones, 
consignando*  entre  otros  pactos,  el  de  que  el  donatario  debería  man- 
tener ea  su  casa  y  compañía  á  sus  hermanos  D.  Juan,  D.  Jaime,  Don 
Martin,.  D. -Antonio  y  D.  Miguel  mientras  estuvieran  solteros,  y  á  los 
que  no  tengan  carrera  debiera  proporcionarles  la  que  ¡e  se*  de  su 
agrado,,  á  excepción  de  la  de  Notorio  ó  Escribano  á  causa  del  excesivo 
yasto  •  q*e  por  lo  regular  en  el  dia  se  ofrece: 

Resultando  que  fallecido  en  27  de  ¿Noviembre  de  1866  p,  Jáimq 
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Garau,  dejando  entre  otros  hijos  á  D.  Miguel,  nacido  en  17  de  Se- 
tiembre de  1835 ,  éste,  en  8  de  Diciembre  de  1867,  dedujo  demanda 
para  que  se  condenase  á  D.  Gabriel  Garau  y  Tous  á  que,  como  dona- 
tario universal  de  D.  Jaime  Garau,  difunto  padre  común,  y  en  virtud 
de  la  obligación  qu&j&tp  la  impuso  en,  la  donación  universal  otor- 
gada á  su  favor  en  28  dé  Agostó  de  1852,  proporcionase  al  D.  Miguel 
la  carrera  de  pintura,  comprensiva  de  los  estudios  superiores  que 
marcaba  la  ley  de  Instrucción  pública  en  su  art.  55,  facilitándole  en 
su  consecuencia  éuárírtOÉf  toédídS  y  rédürt<te  fcéduníafiós  tié36¿ft*se, 
por.  mensualidades  adelantadas,  a  Jttstai  lalación  dé  jierfafc,  ftok  la 
competa  cóné¡Jtfkcíén:  dé  la  «IRUIMM  éávtm*  éta  euyafe  fca'étós  d¿¿ian 
¿ompréicfér^e^é^Mefito  Ibfe  ¿4  tóRnürértcton  y  vesttíaHb.  viajes, 
compra  de  libros  y  otros  objetos  indispensables ,  derechos  de  toatrí- 
cula,  de  examen,  expedición  del  título  y  demás  conducentes  á  la  con- 
secución de  la  mencionada  éftftértt  j  imponiendo  ál  D.  Gabriel  (odas 
fau  costase  daños  y  pefJtoWfos  efW  ttm  att  KiJustHHfcda  hégaíiva  habia 
causado  y  causase  en  lo  sucesivo  al  denrfahdátrté ;  y  é£)¡>ti$qf  "fltiS  tt  A 
Bróterté  de  ta  fcádré,  hallándose  feftl  carreta,  hátifo  toahíKsjiado  i  su 
hermano  D.Gabrtel  $ti  determinación  de  seguir  la  dé  pintura,  á  fin  de 
que  le  proporcionase ,  se^un  era  de  su  obligación ,  los  medios  nece- 
sarios para  con&egüfrfá,  fc  ffr  qfté  S<}uel  se  habiar  negado:  qfttó  es  doc- 
trina legal  que  el  donatario ;  aceptada  la  dohacidft ,  está  obligado  á 
cumplir  las  obligaciones  y  cargos  que  le  hubiera  impuesto  él  donante; 
y  que  entre  las  carretas  que  reconocía  la  ley  vigente  de  Instrucción 
pública  de  9  de  Setiembre  de  1857  se  hallaba  comprendida  la  efe  pin* 
tura,  que  el  D.  Miguel  trataba  de  seguir  : 

Resultando  que  D.  Gabriel  Garau  contestó  la  demanda  pfétendfehdo 
se  le  absolviese  de  ella,  -para  lo  qae  alegó,  entré  otras  corislderacio- 
nes,  que  D.  Jáfme  Garas  siempre  se  opuso  A  tfúe  su  hijo  D.  Miguel 
so  dedicase  á  la  pintura  ni  a  otrdáhe  mecánico:  que  la  dóhdtífon  lle- 
vaba la  anterioridad  de  tóás  de  cinco  años  á!  reglamento  prdVIsfohal 
de  la  Escuela  superior  de  Pintura,  Escultura  y  Grabado,  qué  era  de  7 
de  Octubre  de  1857:  que  según  las  leyes  10),  tít.  !.%'  libro  33  tMgeáto; 
la  l.\  til.  85,  y  la  5.a,  tít.  M,  Partida  7.a,  deben  observarse  las  ferias 
de  interpretación  ¡n  conMlimibu*  testaihenlofUin  (á  tas  cuales  sé  ji- 
paran en  derecho  las  donaciones  universales)  wlnnfatem  potíitk  quam 
verba  considerare  oporlet;  las  palabras  del  testador  deben  entenderse 
tal  cual  ellas  suenan,  á  no  ser  que  aparezca  de  cierto  que  áü  voftfhtad 
era  otra;  y  ett  los  testamentos  se  hace  la  interpretación  según  la  Cos- 
tumbre y  modo  eondcidb  que  tenia  el  testador  de  expresarse  i  enten- 
der las  cosas:  que  por  las  leyes  G/  y  7l\  tít-  1?,  Partida  i\\  se  coiis- 
tltuiaii  los  peculios  castrense  6  cuasi  castrense  por  la  mllf¿iá  B  de 
alguna  de  las  ctetictaíró  artes  libérales!  que  medíante  Id  répúdhuHon 
ó  renuncia  de  un  derecho,  dejaba  éste  de  aprovechar  éT  <}tíe  ló  tuvo: 
<¡(to  ságuü  él  artr  92  de!  reglamento  provisional  de  (a  Estaela  dé  tin- 
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tora,  se  eligía  para  pasar  á  los  estudios  superiores  lar  edad  de  quince 
años  cumplidos,  haber  sido  aprobado  en  el  de  dibujo  Waste:  el  dé  la- 
figura  humana  de  cuerpo  entero,  y  certificaciones  de  los  estudios  de 
religión  y  moral  y  otros  varios,  de  cuyos  documentos  carecía  el  Ddn 
Miguel  por  no  tener  ninguno  de  tales  estudios,  ni  Aun  río&oñes  de 
Gramática  castellana: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  A  prueba,  en  ¿uyó  término  pttffc-' 
tlcd  ef  demandado  la  que  tuvo  poi4  conveniente,  y  Seguido  el  jülfcio' 
por  sus  tramites,  i  dictada  senwtoofa  por  ef  Jaetf  dtf  primera  Instan* 
da,  que  fué  apelada  por  el  demandado ,  la  Sala  segunAa  de  la  Au* 
diencia,  por  la-  que  prontmeíó  eff  20  de  Abrí!  ultimó ,  révofcd  aquélla 
y  declaró  que  O.  Gabriel  Garau  y  Toas  no  está  obligado  &  co&etar  á 
su  hermano  D.  Miguel  la  carrera  de  pintura,  elegida  por  éste,  ni  otrtf 
alguna  cuyo  coste  exceda  ó  iguale  á  las  de  Notario  ó  BscrlttaiK»: 

Y  resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  deftaitdafrte  recurso 
de  casaciori,  porque  en  Su  concepto  se  habían  infringido:  ■ 

1.*  La  ley  5.a,  tít.  33,  Partida  7.a,  que  tiene  una  aplicación  ditoeta 
en  favor  de  la  pretensión  que  sostenía  el  demandante,  por  existir  una 
perfecta  analogía  entre  la  donación,  baseae  este  pleito,  otorgada  ñ 
favor  de  su  hermano  D.  Gabriel  Garau  por  D.  Jaime,  su  padre,  y  los 
testamentos  ñ  que  dicha  ley  baci*  referencia. 

2/  La  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  3  de  Ifayo  de  1865,  en  que  se  resuelve  «que  según  rá  ley  9.a, 
titulo  33,  Partida  7.a,  las  palabras  del  testador  deben  ser  entendidas 
llanamente  así  como  ellas  suenan:»  que  cuando  la  voluntad  de  Tos 
testadores  es  terminante  y  no  existe  én  los  autos  prueba  alguna  de 
que  el  caso  se  haya  comprendido  en  la  excepción  de  la  citada  ley  de 
que  «cuándo  pareciere  ciertamente  que  la  voluntad  del  testador  fuera 
otra  que  non  como  suenan  las  palabras  que  están  escritas,»  debe  apli-' 
carse  rigorosamente  el  precepto  general  que  la  misma  ley  establece. 

*•    La  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  lo*  Tribunales,  . 
fundada  sobre  las  indeclinables  reglas  dei  derecho ,  de  que  «cuando  • 
una  obligación  surte  efecto  en  ambos  sentidos,  és  decir,  en  el  qtfe  le 
da  una  y  otra  de  las  partea,  debe  el  Juez  seguir  el  que  se  acerque 
más  á  la  verdad  y  ft  la  justicia:»  «que  en  lo  dudoso  no  es  rriénos  justen 
que  seguro  seguid  la  interpretación  más  benigna:»  «que  cuando  üi* * 
mismo  discurso  es  susceptible  de  dos  Mentidos,  ha  de  admitirse  pritf¿ 
cipálmente  ef  que  és  más  á  propósito  para  que  el  negocio  sarta  efecto?*  * 
«que  en  la  interpretación,  do  la  cláusula  de  un  Instrumento  debe  érr 
todo  caso  resolverse  la  duda  por  el  sentido  más  ft  propósito  para  que'" 
la  obligación  ó  Contrato  surta  efecto:»  «que  la  interpretación  dé  útaa 
cláusula  oscura  se  hace  más  fácilrnoiufe  en  favor  del  legatario* coando 
éste  ha  hettho  buenos  serviciéis  a)  testador,  ó  le  está  unido*  con  los 
vínculos  del  parentesco,  aunque  el  deudor  del  legado  tuviese  iguales 
re!aéfones>  con  el  difuntos  y  que  «cuando  en  una  contunda:  atbw4a 
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inteligencia  de  un  contrato,  una  de  las  partos  reclama  la  suya  ó  trata 
de  evitar  su  daño»  y  la  otra  no  aspira  sino  á  obtener  alguna  ganancia» 
debe  favorecerse!  en  caso  de  duda*  más  bien  á  la  primera  que  á  la 
segunda.» 

4/  Y  por  último,  la  doctrina  legal,  sancionada  en  repetidos  fallos 
de  este  Tribunal  Supremo,  de  que  «el  contrato  es  ley  violable  para  los 
contrayentes;»  pues  al  tenor  de  la  donación,  que  es  un  contrato  entre 
el  donante  y  el  donatario,  aquel  le  impuso  á  éste  la  obligación  de  dar 
al  recurrente  la  carrera  que  quisiere,  con  tal  que  no  fuere  la  de  Notaría 
ni  la  de  Escribanía;  y  como  la  de  pintura,  que  el  D.  Miguel  habla 
elegido,  era  distinta  de  las  dos  únicas  excluidas,  fallándose  por  la 
ejecutoria  que  el  donatario  no  estaba  obligado  á  darle  aquella  carre- 
ra, venia  á  decidirse  que  había  podido  fallar  á  la  donación ,  que  es 
ley  en  la  cuestión  pendiente. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera. 

Considerando- que  en  la  escritura,  de  28  de  Agosto  de  1852  D.  Jaime 
Garau  impu&o  á  su  hijo  D.  Gabriel,  y  éste  aceptó,  la  obligación  ex- 
presa de  proporcionar  á  D.  Miguel  Garau  y  á  sus  hermanos  que  no 
tuvieran  carrera  la  que  le  sea  de  su  agrado,  á  excepción  de  la  de  Noto- 
ria ó  Escribanía,  á  causa  del  excesivo  gasto  que  por  lo  regular  en  el  dia 
ofrece:  y  que  por  lo  tanto  el  demandante  tiene  el  derecho  de  elegir 
cualquier  carrera  que  no  sea  la  exceptuada : 

.  Considerando  (fue  la  de  piutura,  que  quiere  lomar,  comprensiva  do 
los  estudios  superiores  que  marca  el  reglamento  <Je  7  de  Octubre  de 
J887,  es  una  verdadera  carrera,  y  que  la  prueba  testifical  suminis- 
trada por  el  demandado  acerca  de  la  inteligencia  que  el  padre  común 
daba  á  aquella  palabra  al  otorgar  la  citada  escritura  era  la  de  con- 
traerla ¿  las  de  las  armas,  de  las  letras,  empleos  públicos  y  dignida- 
des eclesiásticas,  no  es  suficiente  para  variar  el  sentido  literal  y  ge- 
nuino de  la  trascrita  cláusula  del  contrato  de  1852;  y  que  la  mayor 
ó  menor  oportunidad  con  que  el  demandante  quiere  emprender  dicha 
carrera  no  puede  ser  motivo  legal  para  relevar  al  demandado  del 
cumplimiento  de  la  obligación  que  espontánea  y  solemnemente  aceptó: 

Y  considerando,  en  su  consecuencia,  que  la  Sala  sentenciadora  ha 
infringido  la  ley  del  citado  contrato,  y  la  5.\  tít.  33,  Partida  7.%  que 
se  ha  citado  por  analogía  al  declarar  que  D.  Gabriel  Garau  no  está 
Migado  á  costear  á  su  hermano  D.  Miguel  la  carrera  de  pintura,  elegida 
por  éste,  ni  otra  alguna  cuyo  coste  exceda  ó  iguale  al  de  la  Notoria  ó  Es- 
cribanías y  que  este  último  extremo  no  lo  habían  pedido  el  deman- 
dante ni  el  demandado; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Miguel  Garau  contra  la  sentencia  que  en  26 
de  Abril  último  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Mallorca,  y 
en  so  consecuencia  la  casamos  y  anulamos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  id  Cacti»  4$ 
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Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativo*  pagándose  til  efecto,  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.nMaR* 
ricio  Gareíak=José  M.  Cáceres.=rKrancteco  María  de  Castilla. «Jbsé 
María  flaro.==  Joaquín  Jaumar.^r José  Fermín  de  Mura.==Fcrnantío Tercz 
do  Rozas. 

Publicación :  r  <     ,  .      < 

Leída  y  publicada,  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Umo¿  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar  de  la  Cancera,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  pritfterm  del* 
mismo  ei  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara 
habilitado  de  dicho  Supremo  Tribunal.  ' 

Midrid  10.de  Diciembre  de  186!h*sRemigio  Fernandez  y  ftodrig*ez. 

.  •  .  >   \ . 

ufe.  131.  .        - 

«  •  »  i 

CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Reivindicación  de  aiENEs  VINCULARES. — Sentencia  de  10  de  Di- 
ciembre, declarando  no  haber  lugar  en  parte  y  en  parte  haber 
lugar  at  recurso  de  casación  interpaesto  por  José  Benito  Váz- 
quez contra  la  pronunciada  per  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  la  Coruña,  en  pleito  con  José  y  Juan  Martínez  y  otros. 


>  i 


En  sus  considerandos  se  establece:  ' 

Que  conforme  al  art.  3.°  de  ¡a  ley  de  i  i  de  Ortnbrede  182<h 
los  poseedores  de  bienes  vinculados  solo  están  facultados  pora  ven- 
der  la  mitad  que  les  pertenece,  precediendo  al  efetito  formal  tasación • 
y  división  de  todos  ellos  con  rigor oéa  igualdad  y  con  intervención' 
del  inmediato  sucesor;  y  según  la  aclaratoria  de  28  de  Junio  dh 
1821,  cuando  no  concurran  tales  requisitos  y  fuere  notoriamente* 
menos  de  la  mitad  la  parte  de  bienes  que  se  trate  de  enajenar}  y 
el  inmediato  sucesor  se  hallare  bajo  la  ¡>átr¡a  potestad,  deberá 
prestar  el  consentimiento  el  Sindico  Procurador  del  Impar  donde 
resida  el  poseedor,  siendo  nulos  los  contratos  que  se  celebran  sin 
estas  formalidades,  •  .».».-..  .* 


i «» > 


En  lar  villa  de  Madrid,  á  10  de  Diciembre  de  1809,  r*  el  yrteMo 
seguido  en  el  Jnzgado  de  primera  instancia  de  Pontevedra  y  en  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Corufia  por  José  Benito  Vázquez 
con  José  y  Juan  Martínez,  Manuel  da  Costa,  Rosa  MirfrnHa,  JoSó  Be- 
nito y  Manuel  Agustín  Pórtela,  Agustín  y  Francisco  Garballo,  Isidro* 
Soagc,  José  Paredes,  Juan  Alvarez,  Liberata  Duran  y  José  Cordeito* 
sobre  reivindicación  de  bienes  vinculares;  pleito  pendiente  ante  Nos 
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por  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  cowfré  ftáén* 
tencia  que  en  95  de  Octubre  de  1868  dictó  la  referida  Sala  r1 

Resultando  qué  Domingo  Antonio  Vaíque*  solicitó  en  Agosto  dé 
í 826;  ame  el  Alcaide  ordinario  dd  Id  villa  de  Candas,  la  posesión  de 
los  bienes  que  constituían  la  dotación  del  vínculo  fundado  ett  17  de 
Diciembre  de  1703  por  el  Presbítero  D.  Diego  Méndez,  dé  qrtfeh  era 
legitime  sucedo^,  y  que  en  éfócto  se  le  maAdd  dar  y  se  lé  di*  de  la 
finca  titulada  da  Rotea,  á  nombre  de  fas  de  Bonza  Morilla,  Béigá  Cán- 
dala da  Pedreira,  Tombo  Mdeeira,  Cañaveral  das  Martingáá  y  Parra 
Quintóla,  don  citación  de  María  Vázqnez,  Domingo  García  y  su  mujer 
Josefa  Bernárdez,  tenedores  de  dictóos  bienes : 

ResiiMAdo  que  Domingo  Antonio  Vázquez  aforó,  como  proceden- 
tes de  la  vinculación,  en  16  de  Diciembre  de  1826,  28  de  Mayo  de 
1828  y  10  de  Mayo  de  1831,  á  favor  de  Martin  Pairo,  dos  terrenos  eu 
el  sitio  llamado  Maceira,  y  uno  eh  late  líartingas;  en  1."  de  Febrero 
de  1830,  á  favor  de  José  Benito  y  Manuel  Pórtela,  una  pieza  de  tierra 
en  el  sitio  llamado  Pod reirá ;  en  I*  de  Novletabre  de  1810,  la  pieza  de 
terreno  labradío,  denominada  das  Martingas,  á  Agustín  Carballo ;  eft 
25  de  Setiembre  de  1841,  la  pieza  de  terreno  en  el  lugar  de  Quíntela 
á  Francisco  Carballo,  qoien  redimid  el  canon  en  virtud  de  escritura 
que  otorgaron  en  6  de  Diciembre  de  l&St  Domingo  Antonio  Vázquez 
y  su  hijo  José  Benito  Vázquez;  y  en  13  de  Junio. y  21  de  Noviembre 
de  1844  y  1.*  de  Junio  do  1845,  á  favor  de  María  CarbaíTIo,  tres  piezas 
de  terreno  á  viñedo  en  él  sitie  áom  brido  Rotea  y  feligresía  deMoaftr. 

Resultando  que  por  documento  otorgado  ante  cuatro  testigos,  á 
falta  de  Escribano,  en  9  de  Noviembre  de  Í8ff2*  Domingo  Armonio  Vaz- 
quéfc  y  sü  hijo  primogénito  Josa  Va^uéz,  ctrn  asistencia  del  Procu- 
rador Síndico  por  hallarse  el  segundo  bajo  la  patria  ftotestad  del  pri- 
mero, expresando  éste  que  entré  otro»  bienes  correspondía  al  vínculo 
que  poseía  uña  heredad  ata  en  te  parroquia  dé  San  Joan,  de  Tera*  y 
sitio  nombrado  Eedftira,  y  que'  por  dicha  finca,  percibía  de  José  Pór- 
tela nueve  ferrados  de  maíz  ai.afio,  VtfncHó  cuatro  de  elfos  á  Pórtela 
en  640  rs. ;  y  que  per  escritura  de  21  efe  Enero  dé  18W,<  otorgada  por 
los  náiemoá  Domingo  y  José  Vázquez;  awtyfwe  sin  intervención  del 
Síndico,  vendieron  los  cisco  ferrados  restantes  á  áánttago  da  Costa 
'  en  80t  reales : 

Resultando  que  Carmen.  Manuel  y  Josefa  Vázquez  Veñdlerotr  á  Do- 
mingo da  Costa,  por  escritura  de  23  de  Setiembre  de  1861,  dos  ferra- 
dos y  medio  de  maíz  y  un  oétavo  de  otrd  qde  pegabtefn  Marte,  Agustín, 
Francisco  y  Domingo  Carballo,  únicos  bienes  que  det  vi  non  lo  le¿  cor- 
respondieron  á  la  muerte  do  su  padre  Domtogfr  tfnttinto  Vázquez  *$í 
como  todo  él  derecho  (¡ue  pndiera  éorraaflouderltee  <m  ios  demás  bie- 
nes jr  lentas  de  la  Indicada  fañdación,*  'tofttf  >  elto  m»  precio  dé  519 
reelerfr 
-  RestritaiHNrqw  Domingo  Antórrlo  Vázquez  ffcltecló  en' ti  de  W- 
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cletntre  de  1859 ;  y  que  en  25  de  Junio  de  1866  entabló  José  Benito 
Vftzqtitt  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  que  al  tratar 
de  ejefeataf  don  sos  hermanos  la  división  de  los  bienes  del  v inculto 
fondado  por  D.  Diego  Méndez,  que  poseía  so  citado  padre,  y  del  que 
era  inmediato  sucesor,  se  habla  encontrado  con  que  los  poseían  como 
dueflos  José  y  Juan  Martínez,  Manuel  Costa,  Liberata  Duran,  Agusüu 
Carballo,  Francisco  Carbaltó,  Rosa  Miranda,  Isidro  Sóage,  José  Miranda 
Paredes,  Manuel  Cordeiro  y  Juan  Alvarez  de  lá  Pcdreíira ;  que  aun 
cuando  Domingo  Antonio  Vázquez  había  tomado  posesión  dé  los  bie- 
nes et  año  de  1826,  habia  adquirido  derecfib  al  Vínculo  con  anterio- 
ridad á  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  y  poi*  ello  nunca  fiabiá  po- 
dido disponed,  en  concepto  de  Ifbfes,  sino  dé  la  mitad  de  los  bienes; 
y  esto  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  dicha  ley,  sin  la  cual  los 
contratos  eran  nulos ;  y  que  usando  de  la  acción  reivindicatoría,  su- 
plicó se  declarase  la  nulidad  de  los  títulos  en  virtud  de,  los  que  po- 
seían los  demandados  los  bienes  indicados,  que  se  débian  restituir  al 
demandante  con  todas  sus  acciones  y  í'entas  atrasadas : 

Resultando  que  Agustín  Carballo  y  consortes  impugnaron  la  de- 
manda, alegando  que  las  fincas  que  se  les  redamaban  como  vincula- 
res fas  hablan  adquirido,  bien  por  sí,  bien  por  sus  causantes,  por 
las  escrituras  mencionadas :  que  el  canon  impuesto  á  las  fincas  que 
habia  dado  en  foro  Domingo  Antonio  Vázquez  las  habia  vendido  su 
hijo,  él  demandante,  en  unidn  de  aquel  y  por  sí  sólo,  por  cuyo  me- 
dio habia  aprobado  los  contratos  hechos  por  sus  antecesores ;  y  que 
en  lá  hipótesis,  no  concedida,  de  que  la  documentación  de  gue  ha* 
biaba  el  testimonio  de  la  posesión,  constituyera  una  fundación  vincu- 
lar, con  cláusulas  y  llamamientos  que  determinasen  los  que;  debían 
suceder  en  el  goce  de  la  vinculación,  aquella  era  registrable,  y  por 
consiguiente  inadmisible  hoy :  ..'...  i 

Resultando  que  absueltos  los  demandados  por  la  sentencia  del  Juez 
de  primera  instancia,  que  confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  la  Coruñá,  interpuso  el  demandante  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidas: 

1.*  La  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  y  el  decreto  de  las  Cortes  de 
1821,  al  declarar  válidas  las  enajenaciones  hechas  .sin  consentimiento 
del  inmediato  sucesor,  y  aunque  haya  consentido»  bajo  la  patria  po- 
testad del  enajenante. 

2.*  La  jurisprudencia  admitida  por. este  Supremo  Tribunal  en  pen* 
tencia  dé  í  de  Junio  de  1866,  que  establece  que  la  ley  II  de  foro  no 
es  taxativa,  de  los  medios  de  probar  los  mayorazgos! 

3/  La  jurisprudencia  constante  ¡reconocida  por  este  Supremo  Trj« 
tunal  en  13  de  Junio  de  1865,  según  la  que,  la  presunción  legal  existt 
siempre  en  favor  de  la  regularidad  de  los  vínculos;  y  pop*  tanto? 
admitida  por  los  demandados  la  vinculación^  no  puede  menos  de  pre- 
sumirse que  es  regular. 


!p2  tktfttmL  suwifcMó  de  justicia 

4.*  La  jurisprudencia  consignada  en  las  sentencias  de  4  de  Eneró 
de  1815,  25  de  Junio  de  1359  y  4  de  Junio  de  1866,  que  declara  do 
bailarse  vigente  en  Galicia  la  jurisprudeecia  que  se  cita  en  la  sen* 
tencia,  no  pudiéndose  por  lo  mismo  aforar  bienes  vinculares  míen* 
tras  no  adquieran  el  carácter  de  libres. 

Y  5.°  La  jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en 
30  de  Diciembre  de  1865,  al  declarar  válidas  las  enajenaciones  veri- 
ficadas por  Domingo  Antonio  Vázquez  en  más  de  Ja  mitad  de  los  bie- 
nes vinculares  que  poseía. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Fernando  Pérez  de  Rozas. 

Considerando  que  los  bienes  objeto  de  la  controversia  proceden  de 
la  vinculación  que  en  17  de  Diciembre  de  1703  fundó  el  Licenciado 
Presbítero  D.  Diego  Méndez:  que  bajo  tal  concepto  fué  acordada  la 
posesión  que  con  citación  de  los  interesados  obtuvo  en  1826  Domingo 
Antonio  Vázquez,  y  que  en  las  mismas  escrituras  aducidas  á  los  autos 
se  consigna  y  tía  sido  reconocida  su  calidad  vincular;  circunstan- 
cias todas  suficientes  á  probar  lcgalmente  la  naturaleza  de  dichos 
bienes : 

Considerando  que,  conforme  al  art.  3.°  de  la  ley  de  11  de  Oda* 
bre  de  1820 ,  los  poseedores  de  bienes  vinculados  sólo  están  faculta- 
dos para  vender  la  mitad  que  les  pertenece ,  precediendo  al  efecto 
formal  tasación  y  división  de  todos  ellos  con  rigorosa  igualdad  y 
con  intervención  del  inmediato  sucesor;  y  según  la  aclaratoria  de  28 
de  Junio  de  1821 ,  cuando  no  concurran  tales  requisitos  y  fuere  noto- 
riamente menos  de  la  mitad  la  parte  de  bienes  que  se  trate  de  ena- 
jenar, y  el  inmediato  sucesor  se  hallare  bajo  la  patria  potestad,  de- 
berá prestar  el  consentimiento  el  Sindico  Procurador  del  lugar  donde 
resida  el  poseedor/siendo  nulos  los  contrato*  que  se  celebren  sin 
esias  formalidades: 

Considerando  que  al  verificarse  la  enajenación  y  aforamiento  de 
las  íiheas  denominadas  Martingas,  fiouza  y  Rotea  se  prescindió  de 
ios  requisitos  legales  expresados ,  cuya  falta  constituye  una  verdade- 
ra nulidad ;  y  sin  que  pueda  subsanarse  ésta  tampoco  con  la  pres- 
cripción alegada  como  excepción  por  los  demandados ,  puesto  que  el 
fallecimiento  del  último  poseedor  del  vinculo  ocurrió  en  1  i  de  Di- 
ciembre de  1859,  y  la  demanda  se  interpuso  en  25  de  Junio  de  1866: 
*  Considerando  que  la  Sala  sentenciadora ,  al  desestimar  dicha  de- 
manda en  todas  sus  partes  absolviendo  de  ella  á  los  demandados, 
ha  infringido  las  citadas  leyes  que  sirven  de  apoyo  al  recurso ; 

Pallamos/  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
interpuesto  por  D.  José  Benito  Vázquez  en  cuanto  se  refiere  á  las 
lincas  denominadas  Maceira,  Parra  de  Quíntela  y  de  Pedrelra,  en  la 
Vega  Candar,  que  respectivamente  reclama  á  Manuel  Costa  y  Liberata 
Doran ,  Francisco  Carballo  y  Rosa  Miranda,  Isidro  Soage,  José  Pare- 
des» Manuel  Cordetro  y  Juan  Alvaro;  y  que  h*  lugar  á  dicho  recur* 
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so  en  el  extremo  relativo  á  las  fincas  nombradas  da  Rotea,  Bouza, 
Morilla  y  Cañaveral  de  Marungas,  que  poseen  José  y  Juan  Martínez 
y  Agustín  Carbailo;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la 
sentencia  que  en  45  de  Setiembre  de  1868  dictó  la  Sala  segunda  dé' 
la  Audiencia  de  la  Cor  uña,  en  cuanto  la  absolución  de  la  demanJa 
que  contiene  se  refiere  y  comprende  las  Ancas  últimamente  mencio- 
nadas; y  mandamos  que  se  cancele  la  caución  que  prestó  el  nár- 
rente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Caceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  (as  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos  .^Mau- 
ricio García  .—José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arriela.=VaJcnlin  Gftr- 
ralda.=José  María  Haro.=José  Fermín  de  Muro.=±Fernando  Perex  de 
Rozas. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Si\  Don 
Fernando  Pérez  de  Rozas,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mis-, 
mo,  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Iladrid  10  de  Diciembre  de  1869  —Gregorio  Camilo  García. 


..       «»      ; 
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COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 


Alboroto  y  desobediencia  á  los  agentes  de  la  autoridad. — Sen- 
tencia de  10  de  Diciembre ,  decidiendo  á  favor  del  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Santander,  la  competencia  promovida  en- 
tre el  mismo  y  el  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Castilla 
la  Vieja,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra 
Toribio  Pumarejo  y  Arnaiz,  por  alboroto  y  desobediencia  á  los 
agentes  de  la  Autoridad. 

En  los  considerandos  se  establece: 

i.°  Que  desde  la  publicación  del  decreto  de  6  de  Diciembre  de 
1868,  sobre  refundición  de  fueros,  sancionado  como  ley  por  las 
Corles  Constituyentes,  corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria  el 
conocimiento  de  las  causas  aue  se  formen  por  delitos  aue  no  sean. 
de  los  exceptuados  en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  art.  \ .°; 
debiendo  entender  la  militar  de  Guerra  j  dé  Marina  de  los  que  se 
especifican  en  el  arU  4.*  del  expresado  decreto. 
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tostena  og  lp<  Guerrq  ,  cumpliendo  lo  preceptuaqp  m  /q  yupdéGh 
*w  disposición  transitoria  j$e  aquel  decreto ,  sé  designan  fot  pUüot 
y  causas  gtk/dejién  ser  {Íi  la  competencia  (¡le  la  jurtic¡¡Qcm  dé 
Guerra  y  )f afina. 

5.*  Que  conforme  qlp  establecido  en  el  citado  párrafo  cuarto 
del  decreto  de  6  de  fijciembrey  art.  7.*  del  de  íl  del  mismo  tp¿$> 
es  la  jurisdicción  ordinaria  la  competente  para  conocer  de  los  de- 
litos perpetrados  por  militares,  cuando  estéq  dados  de,  baja  en  la 
milicia.  ' 

4.d  Que  siendo  tan  radical  la  reforma  que  en  materia  de  fue- 
ros ha  venido  a  introducir  en  la  legislación  el  decreto-ley  de  6 
de  Diciembre,  no  pueden  servir  de  jurisprudencia  en  los  conflictos 
jurisdiccionales  las  anteriores  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo 
cuando  no  se  hallen  ajustadas  en  sus  fundamentos  ó  estén  en  con- 
tradicción con  las  prescripciones  de  la  nueva  ley, 

■        • 

En  la  villa  de  Madrid ,  $  10  de  Diciembre  de  1869 ,  en  la  compe- 
tencia) que  ante  Ños  pende,  promovida  entre  el  Juzgadp  de  pripera 
instancia  de  Santander  y  el  de  guerra  de  la  Capitanía  general  de  Cas- 
tilla la  Vieja,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  to- 
ribio  Pumarejo  y  Arnai;,  por  alboroto  y  desobediencia  á  los  agentes 

de  la  Autoridad  : 

Resultando  que  en  27  de  Octubre  último  t  dos  guardias  municipa- 
les de  Santander  f  pusieron  en  conocimiento  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  la  raistpa  piudad ,  gue  en  la  noche  anterior  %  varios  indivi- 
duos habían  entrado  én'un  establecimiento  de  bebida,'  alborotado  en 
él  •  roto  algunos  de  sus  efectos ,  desobedecido  y  aun  amenazado  &  los 
expresados  guardias  : 

Resultando  que  en  virtud  de  esta  denuncia  y  la  del  Alcalde  de  la 
misma  ciudad ,'  el  Jaez; 'formó  diligencias  en  persecución  deWftect)¿s 
referidos ,  dirigiendo  Ipá*  procedimientos  contra  varios  sujetos,  siendo 
uno.de  ellos  Torlbió  Pumarejo,  aoé  á  la  sazón  sd  hallaba  ¿n  aquella 
localidad  dedicado  ¿1*  ofl<3fq'dÍE*  03^1^0:"      *  *' 

Resultando  au^e  |erfntnado  pl  sumario,  formalizada  la  acusación 
fiscal  y  mandaefa  ^comunicar  á  los' procesado?, 'tuvo  esto  efecto' res- 
pecto de  algunos  que  evacuaron  su  defensa;  pero  no  pudo  practicarse 
con  el  procesado  Pumarejo,  por  e^tar  fuera  de  Santander  en  el  ser- 
vicio militar,  fl  cuaj  pertenecía  dpsde  6  de  Junio  de  1868 1  si  bí^n  en 
26  de  Octubre  debía  hallarse  con'  licencia  ilimitada,  "seguí*1  comoni- 
cacion  de  sus  Jefes  : 

Resultando  que  para  su  comparecencia  se  dirigió  comunicación  al 
Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Vieja ,  el  cual 
pidió  af  feq'uírenté  testimonio  bastante  de  lo  actuado;,  y  ^n  sh'yirtu^ 
se  opuüo  aquel  á  ora^pg r  !*  (jqmpnrecrÁci^  tcclaqriad^  por' cqns[dér&¥ 


qoe  Je  perfgneeia •ftclwv$ffwto  jpqpf,  aJ.piMttr  ffrweatfo,  y  fo*- 
ipd  la  C9w¡et$wp  ai  J******  p¡rji¡wi#  #9  wMQ  &  «feri*  fü  awí- 

pr#*eutg  copfliptfl  jwtediMtopa.l,  ¿^  ^uya  ^j^Won  fcao  r<Hft)tM0  sw 
respectivas  actuaciones  á  este  Suprecpp  frí^apal ;  •  J 

RfWltpidQ  que.  e,l  ¿u^gítf?  de  ¿iiierr*  *!*«*  eMPOW  íft  W  Jpris- 
di<?cion:  priwero.  qq»  d  atóntadp  y  desyqpto  4  los  egentes  4e  i¿  ^r 
tor)4*4  feo  ca«*a  desafuero  i  ¿w¡\\  Ja  dptyrjp*  sapfliojM^a  por  eafe 
Supre/uo  Tribunal  en  de<:iw/H*e$  4¿e  í$  ¿Le  fltoviwbre  de  18B8  y  í  dfc 
Junio  4#J$$$  :  jugando ,  ?n  qije  el  decreto  de  6  d#  piciemjirft  ú\tüw> 
sobre  ugificecíw  <Je  Ajero*  y6|<^|l  del  mismo  ty&  no  han  deror 
gado  esia  doctrina;  y  tercero ,  que  ¿ieujo  un  principio  funtajMptal 
que  tollos  deben  ser  Juzgados  $n  su  propio  Éuero,  los  capo?  eji  que  39 
priva  de  éi  cooatijtyypo  una  excepción,  por  lo  cual  rfefecq  ipterpgptajw 
restrictivamente  las  disposiciones  que  los  determinan»  ^gan  dpctria/l 
sentad*  ep  i*  flecrsjon  A?  29  de  ¡Mayo  de  ^88? ; 

g^ultaado  que  el  Juez  ordinario  funda  *u  cpujpe^npla  en  1#¡  ¿fa 
posiciones  de  loa  articplpe  l.9  y  4.*  del  citado  decreto  de  <?  de  Dicjei*- 
bre  y  en  le  del  art.  3/  del  4?  31  dej  wfeipa  mes. . 
«Vistos,  ¿feudo  PQnente  «1  Ministro  D.  Pascual  Bsyajri. 

Considerando  que  desde  la  putyácacion  del  decretó  de  6  de  P&íeRir 
bre  de  1868,  sobre  refundición  de  fueros,  sancionado  .como  l$y:por 
las  tióriis  CooeflUiye.ntep  r  CQfflreppoode  á  la  juris<Ji<aion  Ofdfttfíft  el 
eweetoi^nto  *de  las^eusps.que  sa  forceo  por  deÚfo$  que  00  ^p  de 
Jos  exceptuados  en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  arL  1.° ;  debiegdp 
entender  la  miliar  do  Guerra  y  de  Harina  de  los  que  se  eapgcjQcag 
en  el  4/  del  expresado  decrel^: 

Considerando  que  en  el  expedido  en  31  del  mismo  mes  y  año  por 
el  Ministerio  de  la  Guerca,  cumpliendo  lo  prescrito  en  la  duodécima 
disposición  transitoria  de  aquel  'decreto,  se  designan  ios  pleitos  y  cau- 
sas que  deben  ser  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  de  Guerra  y 
Marina  ,  y  no  se  co^prendep  en.  las  últimas  las  de  los  delitos  de  que 
el  Ministerio  público  acusa  al  soldado  Toríbio  Pumarejo  y  sus  co-reos, 
que  son  los  de  daño  y  desobediencia  ft  los  agentes  de  la  Autoridad: 

Considerando  que  aun  suponiendo  que  existieran  tpéritos  bastantes 
en  la  causa,  qiw  no  existen ,  para  calificar  el  hecho  que  se  persigue 
de  aierítado  contra  los  agentes  de  la  Autoridad ,  dato  c|ue  sirve  de  fun- 
damento ala  pretensión  del  Juzgado  militar,  aun  en  este  caso  seria 
competente  el  de  primera  instancia  dé  Santander  para  conocer  dé  la 
presente  causa ,  por  cuanto  ni  este  delito  ni  los  anteriormente  expre- 
sados son  de  los  que  exceptúa  el  primero  de  los  decretos  cftados,  ni 
de  los  <pe  por  el  segundo  se  comprenden  en  los  que  toca  sp  conocí- 
miento  á  la  jurisdicción  de  Guerra  : ' 

Considerando,  ademls,  que  conforme  á  lo  establecido  en  el  citado 
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párrafo  cuarto  del  decreto  de  $  de  Mciembre  y  art  7/  del  de  SI  del 
mismo  mes,  es  la  jurisdicción  ordinaria  la  competente  para  conocer 
de  los  delitos  perpetrados  por  militares  cuando  estén  dados  de  -teja 
en  lamttteia  *  y  en  este  situación  y  con  licencia  ilimitada  se  batiaba 
el  soldado  Tortbio  fumarejo  cuando  se  cometieron  los  que  Han  dado 
motivo  ¿  la  formación  de  esta  causa : 

X  considerando,  por  último,  que  siendo  tan  radical  la  reforma 
que  en  materia  de  fueros  lia  Tenido  á  introducir  en  la  legislación  el 
decreto-ley  de  $  de  Mciembre »  no  pueden  servir  de  jurisprudencia  en 
los  conflictos  jurisdiccionales  las  anteriores  decisiones  de  este  Tri- 
bunal Supremo  cuando  no  se  bailen  ajustadas  en  sus  fandaúténtos  ó 
estén  en  contradicción  con  las  prescripciones  de  la  nueva  ley;  . . 

Fáltemta,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santan- 
der, al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  lo  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Catete  del 
ifobietno,*  déntf  o  de  los  tres  diás  $iguieáles  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  seí  tiempo  en  la  Ceieceifa  legidatwa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos,  y  firmarnos  .«Se- 
bastian Gonztíek  Narídin.= Pascual  Bayarr).  =»  Manuel  Mari»  de-Ba- 
shaMftsaJuan  Jrmehetf  €aenca. ^Manuel  León. 

Publicación: 
■    LeMa  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exeino.  é 
llüstrMmto  señor  D.  Pascual  layarri,  Ministro  de  ta  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cantera. 

Madrid  10  de  Diciembre  de  1869.=»Roge!io  Gonzalo  Montes. 

4 

Né«.  453. 

•  ....  , 

CASACIÓN,— SALA  PRIMERA. 


Acción  negatoria  de  servidumbre. — Sentencia  de  f  1  de  Diciem- 
bre declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Luis  María  dé  Ferrer,  contra  la  pronunciada 
por  lá  Sala  segunda  dé  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pfeito 
con  D.  Manuel  Bertrand. 

1     En  los  considerandos  se  establece:  '   ' 

1.°  Que  la  sentencia  guarda  conformidad  con  la  demanda 
cuando  se  contrae  memamente  á  decidir  sobre  lo  pedido  en  esta 
y  discutido  en  el  pleito. 


r 

tat 
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ti*  tyiti  no  puede  servir  4e  fundamento  para  Un  recurso  de 
casación  en  d  fondo  la  infracción  de  dkpQtisiones  lígales  que  se 
referen  al  orden  dH  procedimiento. 

3.*  Que  el  recurso  de  casación  no  se  da  contra  bs  consideran- 
dos de  las  sentencias .  sino  contra  su  parle  dispositiva. 

ir  Que  si  bien  es  cierto  que.  según  tas  tenes  II,  párrafo  i.', 
Digesto  De  communia  pradiorum,  y  tt.\  tít.  31.  Partida  d.\  el 

e  tiene  á  su  favor  una  servidumbre ,  tiene  el  derecho  de  hacer 
}as  obras  necesarias  para  su  uso  y  conservación ,  esto  se  entiende 
sin  perjudicar  d  tercero. 

5.°  Que  en  cuestiones  de  hecho  ha  de  estarse  á  la  apreciación 
que  la  Sata  sentenciadora  hace  de  las  pruebas  aducidas  por  laf 
partes,  cuando  contra  ella  no  se  alega  infracción  alguna  legal. 

En  la  villa  de  Madrid  *  A  11  de  Diciembre  de  1869,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  las  Afue- 
ras de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  ar ganda  de  la  Audiencia 
del  mismo  territorio  por  D.  Manuel  Jlerlrand  con  D.  Luis  María  Fer» 
rer,  sobre  acción  negatoria  de  servidumbre;  pleito  pendiente  ante  Noa 
en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ferrer  contra  la 
sentencia  que  pronunció  dicha  S*\fi  en  á  de  Marzo  último : 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  27  de  Julio  de  1819  Don 
José  Pafiella  estableció  y  concedió  á  D.  Juan  Alonso  del  Real  cinco 
cuerpos  de  casa*  ósea  133  palmos  de  ancho  y  de  largo,  parle  de 
una  pieza  de  tierra  que  le  pertenecía  en  ht  villa  do  San  Feliá  de  Lio- 
bregat,  lindante,  por  Este  con  casas  que  Doña  María  Josefa  de  Garcfer 
y  Falguera  tenia  en  la  carretera  de  Barcelona  A  Madrid,  por  Medio- 
día con  otros  honores  de  la  misma  Doña  María ,  Poniente  con  lo  res- 
tante de  dicha  pieza  de  tierra  que  quedaba  en  poder  del  estabúlente, 
y  por  Norte  con  la  expresada  carretera : 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  17  de  Julio  de  1890  D.  José 
María  de  Garcer  y  Doña  María  Josefa  y  Falguera  establecieron  y  con- 
cedieron en  enfitéusis  ú  D.  Juan  Alonso  del  Real  una  pieza  de  tierra» 
de  cabida  tres  cuartas  y  46  canas  cuadradas,  ékeluso  el  grueso  de  la 
pared  que  se  bailaba  al  Mediodía,  sita  en  San  Felift  de  Llobregat, 
lindante  ¿  Oriente  con  tierras  de  Domingo  Moces ,  Mediodía  con  la 
riera  de  San  Justo ,  Poniente  con  tierras  de  Falguera ,  y  á  Cieno  con 
casas  de  la  misma  estabiliente  Doña  Josefa : 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  17  de  Julio  de  1899  D.  José  Ma 
ría  Carcer  y  Doña  María  Josefa  Falguera  vendieron  á  D.  Juan  Alonso 
del  Real  la  mitad  de  la  pared  propia  de  los  mismos ,  que  confrontar 
te  con  tierra  que  dicho  D.  Juan  tenia  inmediata  4  la  carretera  y 
contigua  á  una  casa  y  huerto  de  los  otorgantes  v  que  en  97  de  Jallo 
del  año  anterior  habla  adquirido  de  D.  José  Pafiella .  y  se  la  vendían 
I  efecto  de  que  pudiera  cargar  y  poner  vigas  y  hacer  de  ella  coma 
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verdadwo  duefio  i  coa  pacto  dfc  q&p  puaadq  dicto,  pf  n&d  Sfl  ^mollera 
6  .en  .otra  ¡tapón*  ae  iúulUú&sev  -sería  da  car#>  de  dichos  copmyen- 
tes  ó  <ie  los  suyos  el  volverla  á  tii'ffdjji$ur,  paga(ida»cad»  upq^fni- 
tad  bajo,  toe rallas  wift  rige». en- tfldp  t#r£d  medien.  >  4M  querían 
que  se  entendió  ef*  lo  sucesivo  el  tp<lo  de  la  pfiredqi*p  jd^vkjUájas 
tierras  de  uno  y,  (^ro  ^le  Jos  contrayentes :  * , .     .  .    ' 

.  {te&ultdDdo  que  |*or  ojra  escritura  de  $2  de  Junio  de  i$59  QoSa 
Magdfelefta  Alonso  del  Real  y  Viflaregut  y  D.  Francisco  y  D^fia  Rp- 
atad*,  ¿lqnsq  |iel  11$  a  I ,  vipda  é  hijos  respetivamente  de  jfi.  Pedro 
Alonso  del  Real ,  vendieron  y  concedieron  á  fl.  Manuel  Bertraud  .  una 
pieza  da  tierra  campa,  de  cabida  tres  mojadas  escasas,  qvje  tenían  y 
pofteian  en  San  Feli¿  de  tjobrpgat,  con  el  lienzo  de  pared  que  existía 
en  la  parte  do  la  misma,  contigua  á  la  carretera  y  degiás  obra*  en 
ella  construidas,  con  la  mitad  de  la  pared  que  existia  en  las  tierras 
46  Doña  Josefa -de  Carcer  y  Falguera.  mediwil  entre  ésla  y  ¿os  ten- 
dedores, expresando  ser  las  mismas  estableoidaa  á  l).  Juan  Alonso 
461  Real  por-  las  escrituras  de  87  de  Julio  de  1819  y  17  de  Julio  de 
1SM,  y  la  mitad  da  la  pared  medianil  por  la  otra  escritura  del  mis- 
mú  dia  17  de  Julio  de  im : 

Resultando  que  previo  acto  de  cónciliapion  sin  resqltado,JL  Ma- 
nuel Rertrand  en  21  de  Setiembre  dé  18(7  dedujo  demanda  contra  pon 
Lula  Haría  Férrea;  exponiendo,  despqes  de  hacer  mérito  de  4as  rela- 
olonadaa  escrituras ,  que  Ferrer,  qu$  habia  sucedido  en  los  derechos 
de  les  consortea  D.  José  María  de  Carcer  y  Ppíia  tyaría  Joseía  de  Fal- 
guera, se  hallaba  en  posesión  de  las  <?a§fts  y  huerto  qqe  ¿  dichos 
consorte*  pertenecieron ,  y  con  los  cuales  lindaba  la  propfcdafi  de 
Rertrand,  ipediante  Ja  pared  medianera  &  que  se  referían  ías  ¿enejo- 
nada*  escrituras :  que  habiendo  querido  el  demandante  edificar  en 
terreno  de  su  propiedad ,  y  no  considerando  que  dicha  parad  gpmun 
se  hallase  en  buen  estado  de  qonservacion »  propuso  $u  rgedificapipq 
á  Ferrar í  y  como  éste  sa  opusiera,  el  actor  construya  4R  nua'^g 'ado- 
sado é  lo  largo  de  la  pared  medianera  para  refuerzo  de  ésta,  i  Qq  de 
poder  ediíicar  sin  riesgo  de  ninguna  especie;  que  Ferrer  había  cons- 
truido» adosada  &  la  pared  medianera,  una  chimenea,  qqean.su  parte 
superior  se  hallaba  adosada  á  la  parqd  de  la  exclusiva  propiedad  de 
Rerwand  ♦  ocupando  el  grueso  de  la  pared  medianera;  y  alegando 
que  no  es  permitido  arrimar  i  pared  común  ó  medianera  lo  que 
pueda  tostarla  6  quemarla,  los  acueductos  y  todo  lo  queteuga  bu- 
fltétiad  dontinua,  sin  las  precauciones  necesarias ;  que  el  dominio  es 
un  delecto  sujeto  á  varias  restriociones,  una  de  .ella?  la  de  no  perjudicar 
al  doaitnio  ó  fiereeho  de  tercero ,  concluya  pretendiendo  sq  condéna- 
te *  O.  Luis  María  Eerarer  á  derribar  la  chimenea,  así  en  Imparto  sji- 
perlbr ,  6  sea  en  la  que  so  halla  colocada  sobre  la  p^rad  paidianer^y 
adosada  á  la  que  es  exclusivamente  propiedad  del  demandóte,  wmogjl 
hr  parte  inferior,  ó  s*a  la  que  estt  adosada  á  la  pared  medianera.:  ' 


-  lesnttaada  q*e  &.  Uifs  Ataría  4^r^.«i»l^*^a.dep^^r(pii}¡pu(lQ 
se  le  ahsojváerade  ella,  «ni  impertían  4ti  BMPflM  sílflfUíio  y  costos 
abactor  f  eondowti#ffc  dMaíWiP  Mliawo^iy  ,eKpu$o:  qye  na  era 
alerta  que  forren  hubiesa<eo»struidfe;0d0*4da  £,  la  parod  medianera, 
una  chimenea  que  en  su  parte  superior  lo  estuviese  á  la  parpd  de  la 
txdusiva  propiedad  del  Bqrirand.  oeupjaiMlo»:  e\  «grifaso  da  la  pared 
«Mllañera,  pqae  aélo  dié  mayor  altura, 4  la  chimenea  antigua,  4,C3U- 
-80  de  que  habitado  construido  eqwl  su  coulcamuro  £  casa  colindante 
m6e  alta  que  lo  ara  aquella ,  ei  huipaae»¿rrcau>linaba  y  fué  preciso 
darle  salida  haciendo  la  miama  chimenea,  wvpqco  mte  alta,  cuyas 
obras  expresa  menta  coasinü*  >  BerU^nd  cuando  ae  lQdionpticia.de 
^qneera  necesario praotiGarlaB  Mra  editar  el  ram^ino  del  humo  que 
él  habla  causado  con  su  edificación ;  ¿jqe  ca4a  dueíiQ  puede  disponer 
libreihetrte  de-su  propiedad,  hacieido  enelia  lo  que  bien  le  parezca, 
$  qut  usando  da  su  derecho  4  nájtta  perjudica:  que  el  que  enajepa  ó 
cede  parta  de  su  propiedad  sin  alterar  nada  de  lo  edificado  en  ella ,  y 
así  lo  adquiere  el  cesionario  consintiendo  y  respetando  lo  preexisten- 
te, snfre  una  limitación  en  <la  parte  del  dominio  qua  ha  adquirido: 
que  la  servidumbre  tigni  inmUendi  ¿jo  da  derecho  al  que  la  tiene  á  su 
favor  para  hacer  derribar  lo  que  antes  de  la  constitución  dp  la  misma 
servidumbre  hubiese  edificado  el  dueño  de  la  pared  sirviente,  mientras 
tío  lo  impida  el  uso  de  ella  <  que  Ja*  servidumbres  positivas  se  adquie- 

•  ren  tan  ato  título  por  la  prescripción  de  treinta  años;  y  el  que  (a.  tiene 
constituida  á  au  favor  goza  el  derecho  de  usar  dp  ella  y  hacer  todas 
las  obras  y  demás  necesario  para  su  conservación  y  reparación : 

-.  Besaltaado  que  evacuados  las  trqaladp*  de  réplica  y  duplica  ,  y 
recluido  el  pleito  i  prueba,  ü.  Luis  María  Ferrer  préseme  escrito  de 
amplfyeten,  exponiendo  que  si  bien  en  la  contestación  y  duplica  par- 
tió de  la  base,  aunque  dubitativamente,  de  quo  la  pared  medianil  A 
que  se  contraía  el  actor  en  su  demanda  fuose  la  misma  sotare  la 
cual  pteexlslia  la  chimenea  en  cuestión ,. sin  embargo,  al  levantarse 
el  plano  facultativo  para  situar  la  pared  medianil,  que  fué  objeto 
de  la  escritura;  otorgada  por  tos  consortes  Garcer  y  Foguera  en  17 
de  Julio  de  1M0 »  se  había  venido  en  conocimiento  de  que  no  era  la 
pared  donde  existía  la  chimenea ,  y  pidió  que  ta  prueba  pericial 
acordada  se  hiedra  extensiva  ft  los  hechos  consignados  en  este  e$- 
«rito,  levantando  ios  peritos  el  correspondiente  plano  papa  situar  la 

•  pared  medianil»  y  lo  dem&s  conveniente  en  esclarecimiento  de  los 
beehos  controvertidos: 

.  Resultando  qqe  negada  la  ampliacloa  de  los  hechos  pretendida 
por  Ferner;  unidas  les  pruebas  practicadas,  y  veritipado  reconocj- 
miento  judicial  del  sitio ,  chimenea  y  paredes  objeto  del  pleito,  el 
Juez  dicté  sentencia  df^larando  que  1).  Luis  Alaria  Ferrer  no  tiene 
derecho  á  cpRstruir  la  chimenea  sobre  la  parecí  medianera,  ni  para 
adosarla  tampoco  $  la  pared  ó  muro  nuevo  dé  la  propiedad  de  Don 
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Manuel  Bfrtrand;  y  en  su  consecuencia  mandó  qafe  destruya  y  der- 
ribe la  referida  chimenea  desde  la  base  asentada  sobre  la  pared  me- 
dianil encima  del  tejado,  en  toda  su  altura,  dejiiuto  libre  y  desem- 
barazada la  referida  pared  medianil  y  e|  nuevo  muro  propiedad  de 
B  rtrand : 

Resultando  que  admitida  la  apelación  quq  D.  Luís  Mqria  Ferrer 
interpuso  al  expresar  agravios»  solicitó  se  recibiera  el  pleito  &  prueba 
para  practicar  la  que  propuso  en  su  escrito  de  ampliación  en  pri- 
mera instancia  y  demás  que  conviniera;  y  que  denegado  el  recibi- 
miento A  prueba,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  pronunció  senten- 
cia en  i  de  Marzo  último,  confirmando  con  las  costas  la  apelada: 
*  Resultando  que  D.  Luis  María  Ferrer  interpuso  recurso  de  casación 
porque  en  su  concepto.se  habían  Infringido: 

1.*  La  ley  16,  tít.  22.  Partida  3.a;  los  artículos  61  y  62  de  la  Ley 
Vte  Enjuiciamiento  civil;  las  máximas  Jurídicas  Non  valet  sententialata 
ié  re  Qpn  petita  si  Judex  pronut^tiat  ultra  pedía ,  sen  ten  tía  esl  ipso  jure 
ntdfr;  la  Jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en 
sentencia  de  1 1  de  Febrero  de  1867 ,  que  declara  nula  toda  la  que 
extralimite  la  demanda  en  sus  extremos  x  calidad  y  cantidad ;  tos  ar- 
tículos 261  y  317  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento,  en  cnanto  no 
se  admitieran  los  hechos  del  escrity  de  ampliación ,  y  se  folló  sobre 
extremos  que  los  peritos  declararon  no  ser  objeto  del  debate  Judi- 
ciívk  y  Jas  leyes  1.*,  2/  y  3/  Código,  De  errore  advocatorum.  porque 
Hertrand  ejercitó  en  sn  demanda  sola  y  exclusivamente  la  acción  ne- 
gatoria  de  servidumbre,  concretando  su  súplica  á  un  hecho,  esto  es, 
al  derribo  de  la  chimenea  de  la  casa  de  Ferrer,  y  la  sentencia  se 
liabia  extendido  á  otros  hechos  y  derechos  al  declarar  que  la  pared 
de  la  ¿asa  de  Ferrer  es  medianil;  que  es  la  misma  objeto  de  la  es- 
critura de  cesión  que  los  consortes  Carcér  y  Falguera  otorgaron  á 
favor  de  D.  Juan  Alonso  del  Real  en  17  de  Julio  de  1820,  que  per- 
tenece en  su  mitad  á  Bertrand  pro-diviso;  que  Ferrer  no  tenia  dere- 
cho a  construir  la  chimenea  sobre  la  pared  medianera,  y  que  deje 
libre  y  desembarazada  ésta. 

2.*  En  la  negada  hipótesis  de  que  la  pared  de  la  casa  def  recur- 
rente fuese  la  medianil  de  que  trata  la  escritura  de  cesión  de  17  de 
Julio  de  1820»  la  ley  del  contrato  y  el  principio  Iniquum  est  perimi 
pacta  id  de  quo  eogitatum  non  ési*  porque  los  consortes  Garcer  y  Fal- 
guera sólo  constituyeron  -i  favor  de  Alonso  del  Real  la  servidumbre 
tigni  inmitendi,  sin  que  fuera  su  objeto  hacerle  dueño  absoluto  de 
una  mitad  de  la  pared,  con  exclusión  de  los  usos  que  de  la  misma 
hacian  ios  cedentes  y  de  los  que  en  lo  sucesivo  les  conviniere;  In- 
fringiéndose además  el  contrato  al  suponerse  que  la  comunidad  es 
pro-diviso*  siendo  así  que  de  su  contexto  se  desprende  ser  j>ro-t*<K- 
ritOt  puesto  que  no  se  hito  división  para  determinar  la  mitad  que 
correspondiese  &  cada  uno  di*  (os  contratantes >  sino  que  expref amen* 
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te  so  estipuló  que  en  lo  sucesivo  el  lodo  de  la  pnnd  se  entendiese   me- 
dianero. 

3."  \a  ley  13,  Digesto,  De  sertitutibus  prcediórum  urbanornm,  aplica- 
da en  la  sentencia*  porque  refiriéndose  sus  disposiciones  á  los  acup- 
ductos  ó  tubos  da  fraguas  y  hornos  que  empotran  en  la  pared  co- 
mún solamente  coando  per  tos  fltmma  lorreturparirs ,  en  el  caso  do 
autos  resultaba  probado  que  entre  el  muro  nuevo  do  Berirand  y  la 
nueva  obra  de  la  chimenea  de  Ferrer  hay  una  pared  de  tres  cuartas, 
y  esta  precaución  impedía  el  que  fuera  tostada  ó  quemada  por  el 
humo  la  pared  de  Berlrand . 

4/  La  citada  ley  Í3  y  la  19,  Digesto,  del  mismo  título,  Be  sercUuti- 
bus  prcediórum;  la  17,  párrafo  segundo,  Üigesto,  Si  servitus  vindicelur, 
y  la  *7,  párrafo  sesenta,  Digesto  Ai  legem  aquiliam ;  pues  que  siendo 
según  ellas  permitido  construir  horno  y  hogar  inmediato  á  la  pared 
medianera  afianzando,  al  vecino  por  el  dafio  qoe  de  ello  pudiera  so* 
b revenirle,  con  mas  razón  podría  Ferrer  prolongar  su  chimenea  en 
la  pared  que  integra  su  casa  no  habiendo  causado  da  tío  A. Bertrand. 

5.*    Las  Ordenaciones  de  Santa  Cilia,   citadas  en   la   sentencia. 
puesto  que  lejos  de  prevenir  ninguna  de  ellas  lo  determinado  en 
aquella,  la  primera  ordenación. sanciona  la  libertad  que  cada  propio 
lario  tiene  de  acercarse  con  pared* propia  6  común,  á  lo  largo  ó  al 
través,,  á  la  pared  de  su  vecino . 

6/  Las  leyes  l.\  16  y  17,  M.  Si,  Partida  3.',  citadas  asimismo 
en  le  sentencia ,  por  cuanto  ninguna  aplicación  tienen  acerca  del 
derribo  de  una  chimenea  en  la  parte  que  ha  sido  prolongada  nece- 
sariamente para  dar  salida  al  humo. 

7/  Las  leyes*  11,  pftrrafo  primero ,  Digesto,  De  commttnia proedio- 
rum,  y  6.',  tít.  31,  Partida  3.',  según  tas  cuales  el  que  tiene  cons- 
tituida á  su  favor  una  servidumbre,  tiene  el  derecho  de  usar  de  ella 
y  hacer  todas  las  obras  necesarias  para  su  uso  y  conservación . 

8.a  Y  los  principios  legales  Scienii  el  consentienti  nulln  fit  injurio: 
Quod  semel  plnaiit  amplius  displicere  non  pótest;  porque  estaba  proba* 
do  en  autos  que  habiendo  dado  Bertrand  causa  A  la  prolongación  de 
la  chimenea  antigua  con  su  nuevo  y  alto  muro ,  Ferrer  antes  de  em- 
pezar la  obra  le  avisó  por  si  tenia  algún  inconveniente  en  ella,  y  na 
le  opuso,  sancionando  con  su  ciencia  y  paciencia  las  obras. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Francisco  liaría  de  Castilla. 
Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  de  casación,  que  la 
ejecutoria  guarda  conformidad  con  la  demanda ,  puesto  que  se  con- 
trae precisamente  á  decidir  soDre  lo  pedido  en  esta  y  discutido  en  el 
pleito»  sin  que  las  diferencias  qtie  entre  ellas  se  notan,  no  siendo 
sustanciales  y  sí  inherentes  á  la  misma  resolución,  don  Jt  está  mayor 
extensión  y  alteren  dicha  conformidad;  por  lo  que  no  se  h*n  infrin- 
gido las  teyei,  máximas  jurídicas  y  doctrinas  qtie  se  citan  acerca  del 
pirtlcuUn  y  qw  U  infracción  alegad*  dol  irt*  fll  dría  1*y  d«  ISn- 
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juiciamiento  civil  9  por4  referirse  al  orden  del  procedimiento,  ttO 
puede  servir  de  fundamento  para  un  recurso  de  casación  en  el 
fondo:  ' 

Considerando  <Jáe  tampoco  se  han  infringido  la  ley  del  contrato 
y  principio  que  se  Citan  en  el  segando  motivo  de  casación , '  porque 
en  la  escritura  de  17  dé  Julio  de  1820  se  dice  expresamente  que  la* 
pared  de  que  se  trata  se  entiende  medttra;  y  además,  según  d  con* 
texto  de  la  misma  escritura ,  no  se  constituyó  servidumbre  sobre  la 
pared,  sino  que  fué  vendida  su  mitad ,  haciéndose  dueño  de  ésta  et 
comprador :  ' 

Considerando,  respecto  á  las  leyes  romanas  citadas  en  los  moti- 
vos de  casación  9/  y  4.°,  referentes  á  la  prohibición  de  arrimar  4 
pared  comün  todo  lo  que  pueda  tostarla  y  quemarla,  y  á  que  no 
obstante  puede;  construirse  horno  y  hogar  inmediato  &  ella  prestando 
fianza ,  qne  no  han  sido  infringidas  por  la  ejecutoria,  por  cnanto  en 
Ja  misma  sólo  se  manda  destruir  la  chimenea  desde  la  base  asentada 
sobre  la  pared  medianil : 

Considerando  que  la- infracción  alegada  de  las  Ordenaciones  de 
Santa  Cilia  y  las  leyes  de  Partida  que  en  los  motivos  de  casación  1/ 
y  6.*  se  citan  como  mal  aplicadas  en  la  e)ecirtoriat  no  pooden  servir 
de  apoyo  para  el  recurso,  pues  éste  no  so  da  contra  los  consideran- 
dos de  las  sentencias,  sino  contra  su  parte  dispositiva: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que,  segán'  tes  tejes  ciUias 
en  el  sétimo  motivo  de  casación ,  él  que  tiene  á  su  favor  una  servi- 
dumbre tiene  el  derecho  de  hacer  necesarias  para  su  aso  y  ooaser* 
vacion  ,  esto  se  entiende  sin  perjudicar  é  tercero  t 

T  considerando  que  á  juicio  de  la  Sala  senteneia&oro  no  está  jus- 
tificado que  el  demandante  diera  su  permiso  at'  demandado  para  la 
construcción  de  la  obra  que  se  expresa ;  sin  qne  contra  esta  aprecia- 
ción se  haya  expuesto  infracción  alguna  legal,  por  lo  qae  no  tan 
sido  infringidos  los  principios  que  se  citan  en  el  octavo  motivo*  de 
casación;  '     «  *  » 

Fallamos ,  que  debemos  dedlarof  y  declaramos  ho  haber  lagar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  9.  Luis  María4  de  terror,  *  quiee 
condenamos1  á  la  pérdida  déla  cantidad  depositada,  qne  *e-  d\*ñ- 
buirá  con  arreglo  á  la  ley ,  y  ert  iss  costas ;  devolviéndose  ios  auto* 
á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  C$e$$é  ¿$ 
Madrid  é  Insertará  en  la  Céleccim  foyfe/*ffo#,  pasándose  al  efecto  ÍW 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mándanos  y  firmamos.^teltaorl- 
ció  Garda.  a»76sé  María  (¡ácere*.- «Laureano  de  ArrloutAVatestíit 
Garraldá.==Prancisce  María  de  Qistifla.» Joaqtrtn  Jaumar— Fernando 
Percas  de  Roías.  • '  v     ,  •    - 

PaWicacíon:  ■» •*   •    ♦      ;  - 

laida  y  publicada  fué  tó  anterior  semencia  por  et  limo.  "Sr.  PW 
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Francisco  María  de  Cagüil*;  Ministro  del  Tribunal  Supremo  deitjstW  , 
cia,  mundo  celebrando  audiencia  púMica  La  Sala  primera  del  inie* 
reo  el  día  de  hoy  v  de  que  certifico  como  Escribano  do  Gámara  habU 
litado  de  (Hóhn  gupfctno  Tribunal. 
•     Madrid  11  de  Diciembre  de  t8»9.^ae«jgio  Fernandez  y  Rodrigspéz. 


»    t 


CASACIÓN.— SALA  PRIMERA-. 


Reivindicación  nr-  un  bancal  im  TtEftnA.— Stntcncifi  de  i3  de  Di- 
ciembre ,  destarando  hnbor  Iti^ar  sil  recurso  de  «¡asaetea  ioter- 
pueslo  per  0.  Jnnn  Pedro  Martínez  contra  la  pronunciada  pon 
la  Pala  pritarra  de  la  Audiencia  do  (¿ranada,  en  pleito  coa 
D.  Francisco  Cervantes  Marlinez. 

Kn  los  coNStoKnAiVDO*  *p  palidece  :  . 

1.*  Que  al  suprimir  la  ley  de  II  de  Octubre  dt  1820.,.  toda 
cíese  de  vinculaciones ,  y  facultar  en  su  art.  2.°  a  los  poseedores 
actuales  de  fas  mismas ,  para  que  pudiesen  disponer  desde  luego, 
cómo  suyos  de  la  mitad  de  los  bienes  fría  las  constituían*  preimo, 
asimismo ,  que  después  ile  la  muerte  de  aquellos .  pasase  la  otra 
titilad  al  que  debia  suceder  inmediatamente  en  la  vinculacipn  >  si 
subsistiese,  para  que  pudiera  también  disponer  de  ella,  libremente, 
como  dueño. 

2.°  Que  la  facultad  qm  por  el  arh  i.9  de  la  ley  da, 2$  de  Ju- 
nio de  1821  sé  Concede  á  los  poseedores  actuales  de  tender  la  mi- 
tad ó  menos  de  los  bienes  que  estuvieron  vinculados  *  obteniendo  el 
consentimiento  del  siguiente  ¡tomado  en  arden,  lleva  por  objeto 
dispensarles  dé  la  división  de  todo  el  oinculo,  la  cual, ora  abeoküh. 
tómente  necesaria  para  cualquiera  enajtnaekM ,  según  ti  árt,  &?. 
de  la  expresada  ley  de  il  de  Octubre  dé  1820.  ¿  .    , 

5.*  Que  los  bknes  correspondientes  Á  la  mitad  reeervable  d¡s¡ 
un  tincólo ,  aunque  se  hayan  vendida  con  el  consentimiento  del 
que  era  inmediato  sucesor  al  tiempo  de  firmarse  el  contrato  j  44 
podrán  reclamar  por  el  que  lo  fuese  realmente  ed  tiempo  da  la 
muerte  del  poseedor  ene  los  vendió ,  siempre  qm  el  comprador  na. 
ignorara  la  calidad  de  estos  bienes  t  según  I9  establecido  en  d\oh* 

artículo  3.°  f  doctrina  de  este  Ttibunal  Supremo.    • 

»  • 

En  la  tilla  de  Madrid,  á  13  de  Diciembre  de  J86&,  en  el  pleito 
Seguido  en  el  largado  de  primera  instancia  de  Vm  y  en  la  Sala  pri- 

Ibera  <fe  la  AwHencta  de  Granada  por  P.  luán  Pedro  Marttoet  toq 
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D.  Francisco  Cervantes  Martínez,  en  representación  de  su  bija  Dofia 
Felipa ,  sobre  reivindicación  de  nn  bancal  de  tierra ;  pleito  pendiente 
ante  Nos  por  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demándame  coa* 
Ira  la  sentencia  que  en  9  de  Abril  Último  dictó  la  referida  Sala  t 

Retallando  que  el  Presbítero  D.  Andrés  García  otorgó  testamento 
en  II  de  Setiembre  de  1768,  nombrando  heredera  universal  á  bu  so- 
brina Catalina  Escamez  y  García,  dejándola  tres  bancales  y  dos 
suertes  de  olivar,  sobre  los  que  fundó  tina  memoria  pérp&oa  irredi- 
mible, con  carga  de  nueve  misas;  siendo  su  voluntad  que  á  la  muerte 
de  su  sobrina  pasase  á  sus  hijos  ,  prefiriendo  el  mayor  al  menor  y  el 
varón  á  la  hembra ,  haciendo,  para  el  caso  de  too  tenerlos,  otros  lla- 
mamientos : 

Resultando  que  D.  Juan  Pedro  Martínez  Escames,  hijo  de  Doüa 
Catalina  Escames  y  poseedor  de  la  citada  vinculación ,  y  su  hijo  Jtoa 
Ginés  Martines  Pcfluela ,  inmediato  sucesor  de  la  misma,  vendieron 
á  D.  Francisco  Cervantes  Martínez ,  por  escritura  de  11  de  Agosto  de 
1841,  un  bancal  de  tierra  en  el  pago  dé  la  Fuente,  término  de  Tur- 
re, procedente  de  la  vinculación,  libre  de  toda  carga,  por  cnanto  de- 
jaban el  tanto  que  le  correspondía  de  memoria  en  los  demás  Mcaes 
de  ella,  en  precio  de  i.MO  rs. .  que  confesó  P.  Gtods  Martínez  4oner 
recibido  del  comprador  }  manifestando  que  daba  por  válida  la  enaje- 
nación que  su  padre  tenia  hecha  del  bancal  sito  en  el  pago  de  Arto- 
JfJafe,  valuado  en  igual  suma  que  el  anterior,  por  lo  cual  quedaban 
partidos  dichos  predios  entre  ambos  con  arreglo  á  las  leyes  vigente*; 
dando  asimismo  por  válida  la  venta  que  tenia  hedía  su  padre  con 
anterioridad  de  otro  bancal  en  el  pago  de  los  flavos ,  en  el  referido 
término,  quedando  como  sí  fuese  dividido  entre  ambos  en  razón  á  la 
gracia  que  su  padre  acababa  de  hacerle  de  cederle  el  usufructo  del 
bancal  en  el  pago  de  la  Fuente,  que  vendió  á  Cervantes  r  y  «catando 
conforme  en  que  la  división  que  con  arreglo  alas  teyee  vigentes  de» 
Ma  practicarse  entre  ambos  por' mitad,  se  entendiera  de- tasóte  que- 
daban por  enajenar,  en  nilón  i  qué  las  anteriores  venias  que  resulta- 
ban las  daba  por  válidas  y  eficaces  con  todas  ¿u»  consecuencias;  re* 
nunciando  cualquier  derecho  qué  pudiera  asistirle  para  reclamarlas» 
en  lo  que  estaban  conformes  Ambos  otorgantes;  raiiftcando  tamHen 
Cualquiera  otra  venta  que  hubiera  hecho  su  padre- de  los  bienes  de 
la'  citada  fundación : 

Resultando  que  D.  Gtn¿s  Martínez  Pefiubta  falleció  intestado  en  17 
dé  Octubre  de  1886,  y  su  padre  D.  Joan  Podro  Marlmer  tlmbien  em 
testamento  el  dia  17  de  Eneró  de  1866;  y  (fue  en  12  do  Setiembre  *i- 
guíente  D.  Juan  Pedro  Martines  y  Martínez ;  hijo  y  nieto  respectiva^ 
mente  de  aquellos,  entabló  la  demanda  objeto  de  este  pleito  pare 
que  se  declarase  que  el  bartcal  del  pago  de  la  Fdente  le  pertotitcln 
como  correspondiente  á  la  mitad  reserva hl o  del  vínculo  fundado  por 
ti  FrciMtero  D.  Andríi  Uarcfa,  del  que  era  Inmtfditto  luíwor,  jr  «9 
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condenase  á  D.  Francisco  Cervautes  Martínez ,  como  representante 
tagal  de  su  hija  Doña  Felipa,  á  quien  se  habla  adjudicado  en  la  par- 
tidor de  ios  bienes  de  su  madre,  A  entregarle  con  los  (rulos  y  ren- 
tas producidas  y  bebidas  producir  desde  el  fallpcjmicqto  del  último 
poseedor  D.  Juan.  Pedro  Martines,  jr  I  as  costas;  pretcnsión  que  fundó 
o©  que  «u  padre  itinés  Martínez  Pefiuela  había  fallecido  áiUqs  que  el 
suyo,  y  no  babia  sido  el  inmediato  sucesor  en  ni.  vfocqlo,  cualidad 
que  se  habi*  trasmitido  al  demandante ;  que  en  la  escritura  de  11 
de  Agosto  de  18*2  se  babia  ejecutado  la  división  parcial  del  vínculo. 
señalando  entre  Jo  resenrable  para  el  inmediato  el». bancal  del  jpgp 
de  la  Fwnte  que  D.  Ginés  no  babia  podido  enajenarle,  porque  sus 
derechos  en  aquella  época  eran  eventuales,  siendo  preciso. para  qiio 
itfgttran  á  ser  efectivos. que  hubiese. sobrevivido  A  m  p9<Jc<?,  y  obte- 
nido por  eonsigurente  la  otra  asilad  del  vinculo;  y  qu$.el  inmediato 
y  legítimo  sucesor  á  quien  debía  entregarse  íntegra  to  iQilad  reservar 
Me  no  m  el  qtie  vivía  en.  I8ii#  sino  el  demandante,  porque. .?l  fa- 
llecimiento del  último  poseedor  se  le  había  trasferido  .el  dprpiuio^Q 
aquella  mitad  reserva  ble ,  ó  fuera  el  do  la  tinca  designada  para  el 
Inmediato: 

ftesottando  que  D»  Francisco  Cervantes  Martínez,  ciu'cpfesentacion 
de  su  hija,  impugnó  la  demanda,  a  lf gando  que  el  contrato,  de.  venta 
•e  había  celebrado  entre  personas  capaces  sobro,  cosa  lícita,  según 
las  prescripciones  generales  del  derecho  y  con  arreglo  «1  las  leyes,  de 
dcavinoulaoion :  que  aiendo  poseedor  tocia  veinticinco  aiioq  coq  buen^ 
Jé  y  josto  Ululo,  habría,  hecho  suyos,  no  .solo  los  frutos»  sino  tam- 
bién la  finca  por  Ja  .prescripción  ordinp vis;  que  si  b¡#n  el  demandante 
babia  adquirido  derecho  á  la  mitad  de  los  bienes,  estaba .phligado  A 
respetar  cuanto  .sos  antecesores  habían  Uecbp  sobre  losnilsmos  bie- 
nes, con  tal  que  su  valor  no  excediese  «Je  la  mi^ii  de  qU^s;  y  quQ 
loé  que  habla  percibido  ascendían  aguado  las  dos.utrc^ras  partes: 
-  toMdtandOrque  en  los.  escritos  de  r^ica.  y  dúplic*  estuv/eroi^  las 
partes  conformes  en  que  la  fluesi ion  quedase  -reducid a  A...dqq|arlar.M¡ 
valide»  ó  nulidad  da  la  escritura  de  11  de  Agos#H*  18i¿ ¿.  y  ^  qjia 
se  fallase  el  pleito  sin  más  trámite;,  renunciando  Á  Ja  jmu?Ikí  : ,...   . 

Heaultando  que  absueito  D.  Francisco  Cervantes,  MarU»e7.  dcla.  de- 
manda  por  la  sentencia  desvista  qup  confirmó  coa  {as  .costas  la . .  S#i la 
primera  de  la  Audiencia  de  Granada  en  9  de  Abril  último ,  interpuso 
él  demandante  recurso  de  casación»  citando  como  infringido*  el  ar- 
tículo */  de  le  ley  de  II  d?  Oolubr*do  182a  y  la  sentencia  detesto 
Sapremo  Tribunal  de  20  de  Junio  de  183% •  en  que  so  ,.c^tablecQ,  que 
loa  Menea  correspondientes  á  )a  pitad  reservaba,  aunque  so  baya¡ 
vendido  con  el  consonlíroientM"!  «Hiñera  ipmeiiatQ  sucesor  al  tiéoi-. 
ff  de  Armarse  el  contrato  •  se  podrán  reclamar  por.elqu$  Ip,  fuese 
realmente  al  tiempo  déla  muerte  del  poseedor  que.  loa  vendí* ,  stop* 

pre  qae  el  wnprador  no  Ignorara  la  w!H«4  da  ¿atoa  tyenoa, 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  0.  José  Fermín  do  Maro* 

Considerando  que  al  suprimir  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1880  lodd 
clase  de  vinculaciones,  y  facultar  en  Su  art.  2/  á  ios  poseedores*^ 
t ua les  de  las  mismas  para  que  pudiesen  disponer  desde  luego  come 
fcujos  de  la  mitad  de  los  bienes  que  las  constituían ,  previno  astaus-* 
Alo  que  después  de  la  muerto  de  aquellos  pasase  la  otra  mitad  ti, que 
debia  suceder  inmediatamente  en  la  vinculación,  si  subsistiese,  para 
que  pudiera  también  disponer  de  ella  libremente  como  ducóO: 

Considerando  que  verificada,  segan  aparece  de  la  escritura  de  4i 
lie  Agosto  de  1812,  la  división  de  tres  bancales  de  tierra  que  porte* 
necia»  at  vínculo  establecido  por  el  Presbítero  D<  Andrés  Garete  en- 
tre el  poseedor  D.  Juan  Pedro  Martines  y  el  inmediato  entonces  Don 
Gfnés  Martínez  Pefiuela,  se  adjudicaron  á  D.  Juan  Pedro  dos.  tornea* 
les  por  su  mitad ,  y  la  otra  mitod  resérvatele  el  bancal  llamado,  de  la 
Fuente ,  expresando  los  interesadas  que  sólo  se  baria  división  entra 
ellos  de  los  bienes  que  aun  quedaban  por  enajenar  perteneoientes  á 
la  referida  vinculación ,  porque  respecto  á  los  fres  baftcales  quédate 
ejecutada: 

Considerando  que  en  la  misma  escritura  de  11  de  Agosto  de  181* 
los  referidos  poseedor  é  inmediato-vendleron  á  D.  Francisco  ©crían- 
tes  Martínez  el  expresado  bancal  de  la  Fuente ;  el  primero  con  rela- 
ción al  usufructo  que  le  correspondía  dorante  sn  vida,  y  el  segundo 
la  propiedad  reserva b té  que  se  le  habla  adjudicado,  recibiendo  el 
inmediato  D.  Ginds  el  predio  de  manos  ddl  comprador  Corvartas ,  qoe 
no  podia  ignorar  la  calidad  vincular  éé*la  finca  nt  que  correspondía 
á  la  mitad  réservable ,  porqué  todo  se  expresa  así  en  fa  mencionad* 
escritura  de  venta  : 

Considerando  que  habiendo  fallecido  el  inmediato  0.  Ginéa  N*rti¿ 
nez  en  27  de  Octubre  de  1886,  y  el  poseedor  de  la  vinculación,  su 
padre,  en  17  de  Enero  de  1888,  viene  á  ser  hoy  él  verdadero  y  le* 
gftimo  sucesor  én  la  mitad  réservable  di  actual  demandante  9.  Jhan 
Pedro  Martínez,  bijo  y  nieto  de  los  vendedores,  y  que  como á  tal  le 
corresponde  el  bancal  de  la  Fuente  adjudicado  á  la  itiitakf  resertafata 
que  no  pudieron  enajenar  en  su  perjuicio  de  una  manera  eflcas  y 
permanente  ni  el  poseedor ,  ni  el  Inmediato ,  ni  los  dos  jumos :   • 

Considerando  que  no  tiene  aplicación  al  caso  el  art.  1.*  de  la-ley 
de  28  de  Junio  de  1821 ,  en  que  se  funda  la  ejeeolóror,  porque  la  fa* 
cult8d  que  por  él  se  concede  á  los  poseedores  actuales  de  vender  la 
mitad  Ó  menos  de  los  bienes  que  esto  Vietotr  vinculados,  obteniendo 
el  consentimiento  del  siguiente  llamado  en  orden,  lleva  por  objeto 
dispensarle  de  la  división  dé  todo  él  vínculo,  lo  t»arera  absoluta- 
mente necesario  para  cualquiera  enajenación ,  según  el  art.  3/  dé  I* 
expresada  ley  de  11  de  Octubre  de  1848;' y  aquí,  líjOs'  d&  procurar 
impedir  fa  división ,  se  trata  de  bienes  divididos  y  adjudicados  en  so 
respective  mitad  al  poseedor  y  at  inmediato  sucesor: 
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Y -considerando  que  bajo  estos  supuestos.,  al  no  estimarse  por  la 
Sala  sentenciador^  la  demanda  da  reivindicación  del  expresado  ban- 
cal de  la  Fuente  y  absolver  al  demandado,  se  ha  infringido  el  ex- 
presado art.  3.*  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  y  la  doctrina 
contenida  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  90  de  Junio 
de  185*,  que  sirven  de  fundamento  al  recurso  de  casación,  sobre 
<foe  la  venta  de  bienes  vinealados  corresponde  ft  la  mitad  reservaba 
no  tiene  solidez  hasta  que  se  ratifique  por  el  verdadera  sucesor  del 
poseedor  actual ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Pedro  ,  Martina* ;  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  9  de  Abril  4k 
timo  dicté  la  Sala  primera  de  la  4udlancia.de  Granada,  y  manda- 
mos que  se  cancele  la  caución  prestada  por  el  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos  j^MaurJoto  ¿ar- 
efa.«=Lanreano  de  Arríela.» Valentín  Garralda.=Francisco  María  d* 
CastiHa.33losé  María  Haro.zcJoaqaln  Jaumar.=José  Fermín  de  Hura* 

Publicación: 

Leída  y  publicada  faé  la  anterior  sentencia  por  el  lima.  $r.  Don 
Joeé  Fermín  de  Muro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jaa&icia,  «si- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  dia  de  bey? 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Malrfd  13  de  Diciembre  de  mo.^regorio  Camilo  Garda*    .  • 
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APELACIÓN  Efí  CASAQ0N,-SAIA  $EGÜN0JJ- 


DscLmiTontA  DK  xiareflcaoir.— Sentencia  de  43  de  Diciembre,  con-* 
firmando  la  providencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  denegatoria  de  la  adataron  del  retarse  de 
casación  interpuesto  por  la  Sociedad  Espétete  dfe  Crédito  eo- 
nemah  en  pleito  con  D.  flieanor  Beiatogni. 

\  -  ■ "  *  ■  » 

Ea  toa  coifátatRANtoa  ae  estaUece : 

i.°  Que  contra  los  fallos  de  las  Audiencias  que  deciden  or~ 
ticuios  jurisdiccionaUs*  %&  te  dan  retmrso*  de  cometo*  sino  en  su 
caso  y  lugar,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  111  de  la  Ley  de  En- 
jmcwmmtQ  civil. 


£66  TAiBuiur,  st^RKüro  ht  justicia. 

2.°  Que  nú  eé  definitiva  para  los  efectos  de  la  casación,  la 
senlencia  qué  fio  pone  término  al  juicio  incoado  ni  hace  imposible 
su  continuación. 

En  h  vllhfde  Madrid,  ¿i  13  dé  Diciembre  de  1869,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  -largado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la*  Audiencia  de  esta  capital  ven 
la  Sala  tercera  déla  del  territorio,  entro  V.' Nicanor  Beislegui  y  la 
Compañía  de  seguros  mutuos  la  Tutelar,  en  el  dia  la  Sociedad  Espa- 
ñola de  Crédito  comercial,  sobre  liquidación  y  pago  de  cantidad,  tioy 
sobre  declinatoria  de  jurisdicción ,  en  cuyo  artículo  se  lia  oido  al 
Ministerio  fiscal: 

"Resultando  que  en  %  de  Noviembre  de  1868  demandó  Reklcgni  á 
la  Compañía  pidiendo  se  le  condenase  á  que  en  el  termino  de  quir.ro 
dia  practicase  la  liquidación  Correspondiente  ál  demandante,  como 
suscritor  en  aquella,  y  le  entregase  él  saldo: 

Resultando  que  la  Sociedad  Española,  a)  evacuar  el  traslado  con- 
ferido á  La  Tutelar;  pidió  se  declarase  el  Jupz  incompetente  para 
conocer  délos  autos  en  virtud  de  la  declinatoria  de  Jurisdicción  que 
deducía,  por  corresponder  á  la  cóntencioso-administrativa  el  exánirn 
y  Juicio  de  los  actos  de  lá  Administración  pública,1  la  coal  halda 
aprobado  la  inversión  de  fordos  de  la  Sociedad  en  derla  clafee  dé 
▼alores:  * 

Resultando  que  B  »istrgu¡  se  opuso  ft  la  excepción  dilatoria  pro- 
puesta; y  el  Juez  dictó  sentencia,  que  confirmó  con  las  (rostas  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  por  la  suya  de  19  de  Junio  último,  declarando 
no  haber  lugar  al  articulo  propuesto  por  la  represe?. tacion  del  Direc- 
tor de  la  Compañía,  y  por  lo  tafato  competente  al  Juzgado  para  co- 
nocer de  la  demanda;  y  ordenó  que,  ejecutoriada  que  fuese  esta 
sentencia,  se  devolvieran  los  autos  al  demandado  para  que  en  el  tér- 
mino de  seis  dias  contestase  directamente  ñ  aquella,  imponiendo  las 
costas  del  incidente  al  expresado  Director: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  do  la  referida  Sala  fntrrpnso 
recurso  de  casación  la  Sociedad  Española  del  Crédito  comercial,  fun- 
dándose éti  la  Infracción  del  art.  2."  de  la  Ley  dn  Enjuiciamiento 
civil;  y  que,  denegada  su  admisión  por  auto  de  la  Sala  de  7  de  Julio 
último,  apeló  la  Sociedad  de  este  proveído. 
-   Vistos,  siendo  róñente  el  Ministró  I).  Juan  Jiménez  Cuenca. 

Considerando  que  contra  ios  fallos  •d*,  las  Audiencias  qu>  deciden 
artículos  jurisdiccionales  no  se  dan  recursos  de  casación  sino  en  su 
caso  y- lugar,  según  lo  dispuesto  en  él  art.  til  do  la  Ley  de  Enjuicia* 
intentó  eivlí: 

Considerando  croe  ese  periodo  no  ha  llegado  aún  en  loa  ptoiehleí 

mitos  i 

Considerando ,  ademé» ,  que  la  sentencia  sobro  que  #o  ha  ittuv« 
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puesto  el  recurso  no  es  definitiva  para  lo»  efecto*  de  la  casación* 
puesto  que  no  impide  la  continuación  del  juicio  incoado  ai  haca  tai 
posible  su  continuación;  tic 

Y  considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  Audiencia  de  Madrid»  al 
no  admitir  el  recurso  indicado,  se  ba  ajjistado  estrictamente  á  las 
prescripciones  de  los  artículos  1.011  y  1.0i$  de  la  mencionada  ley;, 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas* 'la 
providencia  apelada,  por  la  que  so  denegó  la  admisión  del  recurso 
de  casación  interpuesto  por  parle  de  la  Sociedad  Española  de  Gréditp 
comercial;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital  oon 
la  correspondiente  certificación. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  GüsíU.  de 
Madrid .  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias»* lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Sebasüan 
González  Nandin.»t>ascual  íayarri.=Mauuel  María,  de  Basoaldo.» 
Antonio  Gutiérrez  de  los  Rías.=Juan  Jiménez  Cuenca. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  I*  precedente  sentencia  por  el  Excedo,  é  Uus 
trfeimo  Sr.  D.  Sebastian  González  Nandin,  Presidente  de  la  Sala  segun- 
da del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  cómo  Escribano  de  Cámara! 

Madrid  II  de  Diciembre  de  18<>9.=ttogello  González  Montes. 

Mu.  «36. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Rendición  de  cuentas  t  pago  de  cantidades.  ^Sentencia  de  U  de 
Diciembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Manuel  García  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  Don 
José  Masana. 

En  aus  considerandos  se  establece : 

Que  no  pueden  considerarse  infringidas  porunp  sent¿ncitk.leyes 
ni  doctrinas. que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  14  de  Diciembre  de  1819,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  do  primera  instancia  del  distrito  de  las  Afueras 
de  Barcelona  y  én  la  Sala  tercera  de  ia  Audtenoi*  del  misino  terri- 
torio por  P,  Manuel  Garda  con  D  Jos<J  Magma*  «obre  rendición  de 
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enenias»  y  pago  d*  cantidades *  pleUo<  jwndíeirtc  tatemas  «*  firtud  da 
recurso  de  cásenla*  iuu*puesto  poi.'Gaoroía  oontts.i*  sentencia  qp« 
pronunció  dicha  Sala  en  29  de  Setiembre  de  ÍUH  i 
'  JteauiMmto  que  pró*io>ac$o;ri0  concjMactftn:  sin .  reanHadq*  D.  Ma- 
nuel García  dedajo  demanda  contra  l><  José  Masan*,  en  k  que «1911*0 
que  en  fe§  de  Junio  de  1854  eraró  al  servicio  de  tete  jen  ciase  de  en- 
cangado del  establecimiento  taberna  que  tenia  en  la  calle  de  Gracia, 
estipulando  que  Uavaria  Ja  participación  de  la  mitad  de  ln$  ganancias; 
que  Masana  no  le  feabia  satisfecho  ni  la  parte  de  ganancias  qup  pe- 
dieran corresponderé»  ni  el.  salario  de  4  duros  ai  roep.  £W  ei  fiual 
se  conformaba  subsidiariamente  García  :  que  á  causa  de  tener  éste 
prohibido  guardar  dinero  propio,  .puso  en  el  cajón  de  ¿tasan»*  una 
rifa  de  7. duros  que  sacó,  24  durqs  producto  de  su  trabajo  como  aserra- 
dor, y  18  que  ganó  su  majar  en  ciase  de  nodriza,  siendo  lo  toípp 
qué  tenia  recibido  de  Masana  M  rs>;  y  diciendo  ejercitar  las  accio- 
nes mt'Mipklatu  f  depo&üi,  pidió  se  condenara  A  Masana  #  que  lo  rin- 
diera cuentas  y  pagase  lo  que  alcanzara  en  ia  liquidación  bapedepa 
por  el  tiempo  que  permaneció  en  su  establecimiento,  0  bien  ia  can- 
tidad do  f  8  duros  ¿  razón  do  4  al  mes,  cop  w¿s  los  28  que  eomq  no- 
driza gané  su  mujer»  los  24  que  adquirió  el.  demandante  trabajando 
de  aserrador  y  los  7  de  la  rifa  : 

iesultando  que  D.  José  Masana  contradijo  I3  demanda,  alegado  si 
efecto  que  ti  entrar  á  servirle  ei  demandante  en  su  qpfabieciqtjento 
taberna,  fué  con  el  pacto  de  que  el  García  y  su  mujer  tendrian  habi- 
tación y  manutención,  y  además  4  duros  mensuales  de  salario:  que 
el  demandado  proveía  el  establecimiento  de  vinos  y  aceites,  y  Gar- 
cía gastaba  para  su  manutención  y  la  de  su  esposa,  y  se  cobraba  el 
salario  señalado  del  dinero  que  hacia  en  ei  establecimiento,  entre- 
gando el  resto  á  Masana :  que  durante  el  tiempo  que  García  regentó 
el  establecimiento,  importaron  los  géneros  ingresados  para  la  venta 
al  por  menor  2.257  duros  18  rs.  4  mrs.,  y  los  productos  2  082  duros 
18  reales,  habiendo  ñor  contenencia  una  p^r0id«,de  175  dufps  4  ma- 
ravedises, como  así;  apa  Pee  ia  de  |a  liquidación  qpq  tajptuen  prqsen- 
tafa*;  que  por  consiguiente,  aun  suponiendo  fqfso  cierta  la  estipula- 
ron do  tener  participación  el  adversante  ¿ia  mitafl  (lelos  beneficios 
líquidos,  como  en  lugar  de  haberlos,  hubo  pérdidas,  nada  acreditaba 
por  este  concepto;  y  siendo  falso  que  hubiese  depositado  en  el  cajón 
del  establecimiento  las  cantidades  &  que  se.  referí?  y  que  el  deman- 
dado ia*  recibiera,  carecía  da  acción  para  pedir  la  restitución  • 

Resultando  que  seguido  el.  juicio  por  sus  trámites,  practicándose 
prueba  testifical,  que  ambas  partes  propusieron,  el  Juez  dictó  senten- 
cia, que  confirmó  can  costas  la  Sala  tercera  de. la  Audiencia,  absol- 
viendo de  la  demanda  á  D,  José  Masana  :  ••  :    , 

Y  insultando  que  D.  Manuel.  García  interpuso  recurso,  de  caiacjpn 
por  toftCftptuar  Infringidas : 


-J\  UMfly4|3»  ¡tetttOt  (>*  tfd^'l  -iFih  -9W  prescrity  que  los  pac- 
H|sv  #m#  foda  clssp  <|o  QQDvppios  pel^r^dps  en  foraw  legal,  tienen 
ÍMWM»  V  *>tyig*n  4  te§  paitos  cojitrafanf  es ;  porgue  en  la  sentencia  no 
se  daba  fuerza,  ó  por  lo  menos  no  se  respetaba^  las  /consecuencias 
ttel  tpa¿HP  celebrado  ao^re  el  cfótiiripmip  y  Macana,  por  el  que  este  se 
obligó  á  pagarle  la  cantidad  dé  4  duros  mensuales,  y  el  otro  pacto 
de  que  le  daría  una  parte  de  los  beneficios;» 

T  2.*  La  ley  1.*,  parte  primea,  Digeao,  Dedepositi,  que  manda  que 
el  depositario  devuelva  la  suma  depositada  al  deponente  tan  luego 
como  éste  la  reclame,  y  con  la  sentencia  Masana  retendría  tres  depó- 
sitos que  García  le  confió.       * 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arríela. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  primera  de  las  infracciones  que  se 
•Ipgan,  que  la  ejecutoria,  l#ps  de  contrariar  la  notoria  doctrina  á$ 
que  los  pactos  Ucjtqs  deben  cumplirse  con  religiosidad,  se  funda  pre- 
cisamente en  el  celebrado  entre  el.  demandante  y  e)  demandado,  tal 
caaj  resulta  demostrado  por  la  prueba  testifical  y  documental  que 
ambos  han  suministrado,  y  cuya  apreciación  no  ha  sido  Impugnada, 
deduciendo  de  ella  que  D.  Manuel  García  sé  halla  satisfecho  del  sa- 
larlo de  4  duros  mensuales  qqe  D.  José  Masana  reconoce  haberle  pro- 
metido;  y  que  aun  suponiendo  que  le  Ji  ubi  ose  ofrecido  igualmente 
alguna  participación  en  las  utilidades  del  establecimiento  de  que  se 
tif}ta»  no  habiendo  éste  producido  utilidad  pinguna  líquida,  antes  bien 
la  pérdida  de  175  duros,  carecería  García  de  derecho  para  hacer  bajó 
este  concepto  reclamación  qlguna  i  ' 

Considerando,  acepca  efe  la  segunda  de  las  infracciones  alegabas, 
que  no  habiendo  probado  García,  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora, 
haber  entregado  k  Masana  los  depósitos  que  supone,  no  puede  invo- 
car útilmente  las  doctrinas  referentes  á  este  contrato;  demostrándose 
por  tfldo  e)to  que  $u  rpcqrso  está  tan  destituido  de  fundamento  bajo 
este app epto, cqmo  bajo  el  anteriormente  señalado; 

Fallamos,  qqe  debqqios  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
rQpursq  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  García,  á  quien  con- 
deqapios  en  las  costas  y  a  la  pérdida  dp  la  cantidad  ppr  que  préstg 
caución,  la  que,  caso  de  facerse  efectiva,  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  1| 
correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  Buastra.  sentencie,  qpe  se  publicará  en  la  Gacety  dé 
Madrid  é  insertará  en  k  CoteccioQ  legislativa  pasándose  al  afectó  las 
copias  Becesaria^,  lo  pronunciamos  *  mandamos  y  firmamos.===  Mau- 
ricio Gtyrpía.—Jo&é  i|laría  íyiceres.  =  Laureano  de  Arríetá.=Valén(in 
f^lPfada^Fnappig^  ^^.^  ^tj|)a.^==J(osé  Ifaf &í  paro.Mqsé  ?er- 
^Ne^rq,.,  ;.,|1%f  .,.:jl  ,.¡  ,;,  (>{íí  >i;)(    t  f 

4, ;  Pq^icagqq.; ,     •;-..,.  #t  ,(j,  ...,,.  .„WJ4  . 
4    Lgkte  y  Ry^lLcad^  fué  la- sp^tf>flc#  ^nteríor  por  el  limo.  Sr.  Dolí 
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Laureano  de  Arríete,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jtístiéii,  i* 
tando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el 
día  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  haMMtado 
de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  14  de  Diciembre  de  1869.^Remigto  Fernandez  y  Rodrigues. 
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CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Pertenencia  de  los  bienes  de  una  capellanía. — Sentencia  de  15 
de  Diciembre»  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal ,  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  coa 
Doña  Teresa  Pierrad, 

En  los  considerandos  se  establece : 

l.°  Que  por  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  restablecida  en 
el  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836,  se  comprenden  en  la  desvincu- 
lacion  que  por  la  misma  se  establece,  asi  los  bienes  procedentes  de 
mayorazgos,  como  los  de  patronatos  familiares  y  capellanías  laba- 
les, equiparándolos  en  cuanto  al  modo  de  distribuirlos. 

2.°  Que  la  ley  de  2  de  Setiembre  de  1841  y  demás  disposicio- 
nes dictadas  para  su  aplicación,  se  concretan  a  la  enajenación  dé 
los  bienes  eclesiásticos  del  clero  secular  y  regular. 

En  la  vüla  de  Madrid,  á  15  de  Diciembre  de  1869,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pablo  y 
en  la  Sala  tercera  def  la  Audiencia  de  Zaragoza  por  D.  Leopoldo  de 
Gregorio,  y  por  fallecimiento  del  mismo .  su  viuda  y  heredera  Doña 
Teresa  Pierrad,  con  ei  Ministerio  fiscal,  sobre  pertenencia  de  los  bienes 
de  unas  capellanías;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia  que 
en  27  de  Abril  último  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Lupercio  del  Rio,  en  su  testamento  de  1/  de 
Julio  de  1597,  dispuso  que  por  cuanto  &  Jerónimo  del  Rio,  su  sobrino, 
le  tenia  dados  en  sus  capítulos  matrimoniales  con  Mariana  de  Retes 
diferentes  censales,  cuyas  pensiones  se  habia  reservado  durante  su 
vida,  quería  y  era  su  voluntad  que  su  heredero  infrascrito  no  pudiera 
pedir  al  dicho  Jerónimo  nada  de  lo  que  hubiese  cobrado  de  dichas 
pensiones;  pues  quería  que  fuese  del  dicho  Jerónimo  del  Rio»  000  tai 
que  éste  no  pidiera  ni  pudiera  pedir  al  dicho  su  heredero,  ea  virtud 


¿el  presente  testamenta,  ni  por  derechos  que  pertenecieran  á  su  pa- 
dre, así  por  testamentos  como  por  contratos  ó  por  cualquiera  manera, 
cosa  alguna;  pues  si  algo  le  pidiera ,  quería  que  estuviese  obligado  i 
pagarle  todas  las  pensiones  que  ól  y  su  padre  habían  cobrado  de 
dichos  censales;  queriendo  que  esto  se  cumpliera ,  por  cuanto  era  su 
deseo  que  estuviesen  en  paz  y  como  hermanos  toda  la  vida;  rogándo- 
les que  no  habiendo  hijos,  dejase  el  uno  su  hacienda  al  otro,  porque 
así  estaban  obligados  á  hacerlo;  y  de  todos  sus  otros  bienes;  derechos 
y  acciones  instituyó  por  heredero  universal  á  Juan  del  Rio,  su  sobri- 
no; dejándole  además,  en  unión  de  su  madre  Mariana  Bernat  y  de 
otros,  por  ejecutor  de  este  testamento: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  10  de  Marzo  de  1610  eí 
Presbítero  D.  Sebastian  Navarro  Garcés  y  el  Dr.  D.  Sebastian  Ama- 
dor, tomo  ejecutores  del  testamento  que  en  29  de  Julio  de  1608  había 
otorgado  Jerónimo  del  Rio,  instituyeron  y  fundaron  sobre  los  biened 
que  menciona,  y  entre  ellos  diferentes  censales  que  al  Jerónimo  ha- 
Ma  donado  su  tío  Lupercio  del  Rio,  en  contemplación  del  matrimonio 
con  Mariana  de  Retes,  dos  capellanías  laicales,  si  quiere  servicios  de 
celebración  de  misas,  dos  cada  dia  perpetuas  en  la  Iglesia  de  Nuestra 
Señora  del  Pilar  de  Zaragoza  y  capilla  y  altar  de  Santa  Ana ,  bajo  lá 
condición  de  que  fueren  siempre  laicales-;  y  que  no  pudieran  ser  en 
ningún  tiempo  conmutadas  por  Juez  ni  superior  alguno  en  otras  obras, 
aunque  fuesen  muy  pías ,  ni  pudieran  ser  reducidas  á  beneficio  cola- 
tivo 6  capellanías  que  requiriesen  presentación  ó  colación  ú  otra  al- 
guna solemnidad  más  de  la  que  en  esta  institución  estaba  dispuesta 
y  ordenada;  de  manera  que  por  la  sola  y  simple  nominación  de  los 
patronos  de  dichas  capellanías,  tuvieran  los  Capellanes  derecho  á  co- 
brar la  renta  de  ellas,  y  quedaren  real  y  verdaderamente  Capellanes 
de  las  mismas  y  obligados  á  sus  cargos,  sin  otra  presentación ,  cola- 
ción ni  provisión  del  ordinario,  ni  de  otro  Prelado  superior  ni  infe- 
rior, por  via  ninguna  directa  ni  indirecta:  que  no  pudieran  ser  nom- 
brados Capellanes  de  ninguna  de  dichas  capellanías  sino  las  personas 
que  además  de  la  calidad  do  Sacerdotes  al  tiempo  de  la  presentación, 
6  de  edad  que  dentro  del  año  se  pudieran  ordenar,  constase  que  fue- 
ron parientes  de  dicho  Jerónimo  del  Rio,  que  eran  tan  solamente  ios  que 
mencionan;  expresando  en  primer  lugar  á  los  hijos  descendientes 
Jegítimos  de  Juan  del  Rio,  su  primo ,  vecino  que  fué  de  la  villa  de 
Fraga,  siendo  preferido  el  mas  propincuo  en  concurrencia  de  dos  ó 
más  parientes;  y  que  á  falta  de  éstos  con  las  calidades  arriba  dichas, 
ei  patrón  ó  patrones  que  entonces  fueren  tuviesen  obligación  de  nom- 
brar otro  Capellán  ó  Capellanes  hasta  tanto  que  hubiere  pariente  ó 
parientes  para  poder  obtener  las  presentes  capellanías;  y  por  cuanto 
el  Jerónimo  del  Rio,  testador,  había  nombrado  por  primer  patrón  de 
las  dichas  capellanías  al  Juan  del  Rio ,  su  primer  hermano ,  que  de 
presente  estaba  tóuerto,  nombraron  por  patronos  y  nombradores  de 
II.  38 
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(fe  Ús  diadas  capellanías  A  los  hijos  legítimos  y  naturales  que' que- 
daron del  mismo  Juan  del  Hio;  y  después  de  ellos  á  sus  descendien- 
tes graditim  de  unos  en  oíros,  y  á  falla  de  ellos  á  los  parientes  más 
cercanos  del  citado  Jerónimo  del  Rio;  y  no  habiéndolos,  á  aquel  que 
bl  último  pariente  del  Jerónimo  por  su  testamento  ó  en  olra  manera 
hubiere  nombrado  y  declarado ;  y  no  habiéndolos ,  quisieron  qué  el 
heredero  y  sucesor  de  tal  pariente  quedare  por  patrono  y  nombrador 
de  dichas  capellanías: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Gracia  Tolva  y  Tena ,  abuelo  del 
demandante  D.  Leopoldo  de  Gregorio,  en  el  concepto  de  patrono  único 
fie  Jas  capellanías  mencionadas  ,  nombró  por  escritura  publica  de  4 
de  Setiembre  de  1762  como  Capellán  de  una  de  ellas,  en  la  vacante 
ocurrida  por  muerte  del  Presbítero  D.  Pabló  Friarie,  á  0.  José  Bala- 
guer,  también  Presbítero ;  y  de  la  otra  por  escritura  de  tO  de  Marzo 
de  1763,  en  la  vacante  por  muerte  de  D.  José  Villala ,  á  su  sobrino 
D.  Francisóo  Pontarro  y  Gracia,  habiéndose  dado  á  ambos  sü  respec* 
fclvá  posesión: 

Resultando  que  con  presentación  de  las  escrituras  de  10  de  Harzo 
de  1610,  4  de  Setiembre  de  176-2  y  20  de  Marzo  de  1763,  y  de  varias 
partidas  sacramentales,  D.  Leopoldo  de  Gregorio  y  Gracia,  después  de 
instruido  expediente  á  su  solicitud,  y  de  conformidad  con  el  Promo- 
tor fiscal,  citando  y  emplazando  por  edictos  á  todos  los  que  se  cre- 
yeren con  derecho  á  los  bienes  que  constituían  las  citadas  capella- 
nías, dedujo  demanda  en  20  de  Junio  de  1862,  solicitando  se  declarase 
que  los  bienes  de  toda  clase  que  constituían  las  dos  capellanís  laica- 
les fundadas  por  los  ejecutores  testamentarios  de  Jerónimo  del  Rio  le 
focaban  y  pertenecían;  y  que  en  su  consecuencia  se  adjudicasen  á  su 
favor  para  que  pudiera  disponer  de  ellos  libremente ,  y  aí  efecto  ha- 
ciendo mérito  de  los  antecedentes,  y  de  que  él  descendía  por  línea 
recta  del  primer  llamado  Juan  del  Rio,  alegó  que  cuándo  se  restable- 
ció la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  en  30  de  Agosto  de  1836,  dichas 
capellanías  estaban  vacantes;  y  como  habla  fallecido  con  anterioridad 
Doña  Francisca  de  Gracia,  madre  del  D.  Leopoldo  de  Gregorio  i  éste 
debía  considerarse  y  era  de  derecho  y  por  ministerio  de  la  ley  el 
Vínico,  verdadero  y  legítimo  poseedor  de  las  mismas ,  porque  eh  las 
vinculaciones  se  sucedía  por  las  reglas  establecidas  en  la  fundación* 
que  no  habiendo  sucesor  inmediato  conocido,  puesto  qufe  fijados  edic- 
tos nadie  se  habia  mostrado  parte  en  los  autos,  él  como  poseedor  ac- 
tual podía  disponer  libremente  de  la  totalidad  dé  los  bienes  que  cons- 
tituían aquellas  vinculaciones ,  al  tenor  de  lo  dispuesto  on  el  decretó 
de  las  Cortes  de  15  de  Hayo  de  1821: 

Resultando  que  conferido  traslado  pl  Promotor  fiscal ,  expuso  que 
debía  continuar  siendo  parte  en  los  autos,  sin  deducir  pretensión  al- 
guna hasta  que  se  practicasen  las  pruebas  é  hiciera  publicación  de  las 
mismas;  pero  que  al  propio  tiempo  estimaba  que  debia  acreditarse  si 
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fecayó  r&oiucion  gubernativa  declarando  dichos  bienes  comprendidos 
en  el  att.  A."  de  lá  ley  de  2  de  Setiembre  de  ISií;  y  si  el  Juzgado  no 
bailaba  inconveniente,  podía  continuar  la  sustaneiaolon  de  loa  autos 
hasta  acabado  el  término  de  prueba,  pasado  el  cual  emitiría  su  dic- 
tamen en  vista  dé  aquella ;  y  por  pro  ve  ido  de  17  de  JunW  de  1869» 
Confirmado  por  la  Audiencia  en  14  de  Diciembre  del  misino  a'fío,  se 
mandó  que  siguieran  los  autos  su  curso  segun  el  estado  que  mattte- 
ñian,  sin  perjuicio  de  las  declaraciones  que  en  su  día  él  Juzgado  Cre- 
yera conveniente  hacer:  '      • 

Resaltando  que  D.  Leopoldo  Insistió  en  la  pretensión  deducid»  en 
sn  demanda,  pidiendo  que  se  recibiese  el  pleito  á  prueba :  que  con- 
ferido traslado  al  Promotor ,  manifestó  que  no  podía  emitir  opinión 
por  falta  de  instrucciones  que  tenia  pedidas  á  la  Asesoría  general  del 
Ministerio  de  Hacienda ;  y  que  para  el  caso  de  que  el  Juzgado  acor- 
dase  acusar  la  rebeldía  que  pedia  la  parte  demandante,  se  reservaban 
incoar  las  acciones  y  pretensiones  que  procedieran,  tan  luego  cono 
recibiese  las  instrucciones  necesarias;  y  que  por  aillo  que  proveyó  el 
Juez  se  hubo  por  acusada  la  rebeldía  al  Promotor  y  recibió  él  pleito 
S  prueba: 

Resultando  que  D.  Leopoldo  de  Gregorio  propuso  y  se  practicó  la 
que  estimó  conveniente  para  justificar  su  descendencia  como  sexto 
nieto  del  D.  Juan  del  Rio  y  su  parentesco  con  el  fundador  Jerónimo 
del  Rió;  compulsándose  al  efecto  varias  partidas  Sacramentales,  Ca- 
pitulaciones matrimoniales ,  testamentos  y  declaraciones  de  testigos 
prestadas  en  pleito  seguido  en  1733  entre  D.  Francisco  de  Gracia  ctih 
D.  Domingo  Pallas ;  practicándose  además  el  cotejo  dé  varios  de  loS 
documentos  que  habla  presentado  el  D.  Leopoldo  con  sü  demanda, 
Un  que  pudiera  Verificarse  el  de  las  escrituras  de  i  de  Setiembre  de 
1762  y  SO  de  Marzo  de  1763,  por  no  haberse  hallado  los  originales:  < 
'  Resultando  que  deSpues  de  alegar  de  su  derecho  él  demandante 
D.  Leopoldo  de  Gregorio  se  dio  traslado  SI  Promotor  fiscal ,  el  qué 
exponiendo  que  sin  embargo  de  que  aquel  habla  justificado  que  ét 
Estado  nó  tenia  derecho  á  los  bienes  objetó  del  plfeftó,  no  podía  mé« 
nos  de  Insistir  y  alegar  nuevamente  la  excepción  de  incompetencia 
del  Juzgado  para  la  declaración  de  éi  los  dichos  bienes  eran  6  fió 
exceptuados  por  la  ley  de  2  de  Setiembre  dé  18fl ,  dedujo  la  préte fi- 
sión de  qué  el  Juzgado  en  definitiva  Se  declarase  incompetente  para 
fa  dicha  declaración: 

Resultando  que  contradicha  esta  pretensión  por  el  demándame; 
se  proveyó  auto  en  M  de  Diciembre  dé  186t,  que  fué  confirmado  por 
la  Audiencia  en  27  dé  Junio  de  1865,  declarando  no  haber  lugar  á  lá 
pretensión  del  Promotor  fiscal,  y  mandando  en  su  consecuencia  (lar 
Cuenta  de  los  autos  para  lo  que  correspondiera: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal,  sin  embargo,  Insistió  en  que  el 
Juzgado  se  declarase  incompetente  en  definitiva  para  conocer  del  ni- 
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godo,  ínterin  el  demandante  no  obtuviera  resolución  favorable  por  la 
yia  administrativa;  y  llamados  los  autos  4  la  vista,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia  en  1$  de  Marzo  de  18CG,  declarándose 
competente  para  conocer  de  estos  autos,  y  que  corresponden  á  D.  Leo- 
l>oldo  de  Gregorio,  sin  perjuicio  de  «tercero  de  mejor  ó  igual  derecho, 
los  bienes  que  en  su  dia  constituyeron  la  dotación  de  las  dos  refe- 
ridas capellanías,  fundadas  por  los  ejecutores  testamentarios  de  Don 
Jerónimo  del  Rio  en  el  altar  de  Santa  Ana  de  la  iglesia  de  Nuestra  Se- 
ñora  del  Pitar  de  Zaragoza :. 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  el  Promotor 
fiscal,  y  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia,  alegó  de  agravios  el  Abo- 
gado fiscal  de  Hacienda,  pidiendo  se  declarase  nula  y  de  ningún  valor 
la  sentencia  apelada  por  no  ser  competente  el  Juez  para  resolver  la 
demanda  de  D.  Leopoldo  de  Gregorio,  mientras  que  ¡k>i*  éste  no  se 
acreditase  haber  obtenido  la  declaración  gubernativa  de  hallarse  ex- 
ceptuados los  bienes  de  incorporación  al  Estado,  como  comprendidos 
en  el  art.  6/  de  la  ley  de  2  de  Setiembre  de  1811 ;  y  entre  otras  con- 
sideraciones expuso  que  bajo  el  concepto  de  no  haber  justificado  en 
forma  legal  bastante  el  D.  Leopoldo  de  (Jívgorio  su  entronque,  proce- 
día la  revocación  de  la  sentencia,  declarando  que  no  tenia  derecho  ¿ 
que  se  le  adjudicasen  los  bienes  de  las  dos  capellanías  de  que  se 
trataba,  porque  los  documentos  traídos  para  acreditar  didho  entron- 
que no  formaban  la  prueba  directa  que  era  necesaria  en  esta  clase 
de  asuntos,  en  que  sólo  podian  admitirse  partidas  sacramentales,  y 
eso  cuando  contuvieran  todos  ,los  requisitos  legales ;  y  únicamente 
probándose  la  absoluta  imposibilidad  de  hacerlo,  por  haber  desapare- 
cido los  libros  parroquiales,  era  cuando  Ja  ley  admitia  otra  clase  de 
documentos  como  prueba  supletoria ,  y  que  el  D.  Leopoldo  no  había 
probado,  ni  aun  intentado  probar,  la  tal  imposibilidad : 

.  Resultando  que  evacuado  por  el  demandante  el  traslado  que  se  le 
confirió,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  en  su  término  fueron  com- 
pulsados con  sus  originales  el  testamento  de  D.  Lupercio  dei  Rio  y 
varias  partidas  sacramentales ,  poniéndose  diligencia  de  no  haberse 
podido  compulsar  las  de  matrimonio  de  Juan  del  Rio  con  Ana  Fran- 
cisca Monteagudo  y  de  Jerónima  del  Rio  con  D.  Tedro  de  Gracia,'  por 
no  encontrarse  los  originales : 

Resultando  que  después  de  haberse  presentado  ,  por  fallecimiento 
del  demandante  D.  Leopoldo  de  Gregorio ,  su  viuda  y  heredera  Doña 
Teresa  Pierrad,  pronunció  sentencia  en  27  de  Abril  último  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia,  declarando  que  los  bienes  de  toda  clase  que 
constituyeran  la  dotación  de  las  dos  capellanías  fundadas  en  la  iglesia 
de  Nuestra  Sefiora  dei  Pilar  de  la  ciudad  de  Zaragoza,  bajo  la  invocación 
de  Santa  Ana  por  los  ejecutores  testamentarios  de  D.  Jerónimo  del  lio 
tocaban  y  pertenecían  á  Doña  Teresa  Pierrad,  sin  perjuicio  de  tercero 
de  iguaJ  ó  mejor  derecho ;  y  en  su  consecuencia  se  adjudicaban  á  su 
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favor  para  que  pudiese  disponer  (!••  olios  libremente,  con  la  obligación 
de  levantar  sus  cargas,  las  cuales  se  distribuirían  sobre  los  mismos 
bienes  en  la  proporción  correspondiente,  en  cuyos  términos  se  con»- 
firmaba  la  sentencia  apelada  : 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Ministerio  fiscal  re- 
curso de  casación,  porque  en  su  concepto  se  babian  infringido: 

1.*  I-a  Iry  de  9  de  Setiembre  de  18lt  para  la  enajenación  de  todas 
las  propiedades  del  clero  secular,  en  combinación  con  lo  dispuesto 
en  las  Reafes  órdenes  de  9  de  Febrero  de  1812,  15  de  Marzo  de  18Í3, 
9  de  Junio  de  1847  y  24  de  Febrero  de  1851,  en  cuanto  se  habia  pres- 
cindido de  la  instrucción  de  expediente  gubernativo  para  declarar 
previamente  que  los  bienes  litigiosos  se  hallaban  ó  no  comprendidos 
en  alguno  de  los  casos  do  excepción  marcados  en  el  art.  $.*  de  la 
criada  ley. 

2.*  El  art.  62  de  la  de  Enjuiciamiento  civil ,  y  la  jurisprudencia 
constantemente  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  de  que  «las 
sentencias,  notan  sólo  han  de  ser  congruentes  con  las  demandas,  sino 
que  deben  abrazar  lodos  los  puntos  propuestos  y  ventilados  en  juicio» 
haciendo  con  la  debida  separación  el  correspondiente  pronunciamiento 
respecto  á  cada  uno  de  ellos;»  por  cuanto  se  habia  omitido,  en  la 
parto  dispositiva  del  fallo,  decidir  de  una  manera  expresa  y  termi- 
nante sobre  la  excepción  propuesta  por  el  Ministerio  fiscal,  fundán- 
dose en  la  necesidad  de  la  resolución  previa  y  gubernativa  de  ba- 
ilarse exceptuados  los  bienes  de  la  incorporación  al  Estado. 

3/  La  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  que  nías  pruebas 
en  materia  de  entronques  ó  filiaciones,  cuando  lo*  litigantes  tratan  de 
de  demostrar  su  descendencia  de  persona  determinada,  deben  sor  di- 
rectas y  formadas  por  partidas  sacramentales,  revestidas  de  todos  los 
requisitos  legales ;  no  admitiéndose  las  pruebas  supletorias  si  no  se 
justifica  cumplidamente  la  imposibilidad  de  apelar  á  las  directas  ó 
primordiales.»  según  se  dedada  del  contexto  de  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo  de  8  de  Noviembre  de  1862  y  18  de  Enero  de  1831* 

T  i.°  La  doctrina  también  admitida  por  la  jurisprudencia ,  do 
acuerdo  con  lo  determinado  en  el  art.  281,  núm.  1/  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  de  que  «las  partidas  sacramentales  y  todos  los 
documentos  públicos  que  se  traigan  á  los  pleitos  sin  citación,  se  co- 
tejen con  sus  originales,  previa  citación  de  la  persona  á  quien  per- 
judiquen, sin  que  en  otro  caso  d^ban  ser  eficaces  en  juicio;*  doctrina 
consignada  con  repetición  en  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo, 
entre  oirás  la  de  1$  de  Abril  de  1862  y  16  de  Diciembre  ñe  1864,  á 
las  que,  lo  propio  qne  á  la  recordada  en  el  número  anterior,  había 
faltado  la  sentencia  de  vista,  al  calificar  las  pruebas  suministradas  por 
D.  Leopoldo  de  Gregorio  para  justificar  so  parentesco  con  el  fundador 
do  las  capellanías. 

Visto*,  siendo  Ponente  el  Ministro  0.  Fernando  peres  de  loras. 
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Considerando  que  por  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  restable- 
cida en  el  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836,  $c  comprenden  en  la  drs- 
vinculaclon  que  por  la  misma  se  establece,  así  los  bienes  procedentes 
de  mayorazgos  como  los  de  patronatos  familiares  y  capellanías  laica* 
les,  equiparándolo»  en  cuanto  al  modo  de  distribuirlos : 

Considerando  que  la  ley  de  í  de  Setiembre  de  1811  y  deroas  dis- 
posiciones dictadas  para  su  aplicación,  como  que  se  concretan  A  los 
bienes  eclesiásticos  del  clero  secular  y  regular,  no  pueden  tener  apli- 
cación al  caso  de  autos ,  puesto  que  sólo  versa  acerca  del  derecbo  y 
adjudicación  de  unas  capellanías  puramente  laicales  y  de  patronato 
de  sangre : 

Considerando  que  al  abstenerse  de  fallar  la  Sala  sentenciadora  so- 
bre la  excepción  de  incompetencia,  alegada  con  insistencia  y  repetí- 
eion  por  el  MiríisteWo  fiscal,  ha  resuelto  explícitamente  la  reclamación 
de  éste,  puesto  que  por  las  ejecutorias  de  li  de  Diciembre  de  1863  y 
te  de  Junio  de  1865  estableció  su  competencia ,  sin  que  por  tanto 
pueda  decirse  que  ha  infringido  el  arl.  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  como  ni  tampoco  el  281,  atendido  á  que  los  documentos  aducidos 
A  ios  autos  como  medios  de  prueba  se  cotejaron  con  citación  del 
mismo  Ministerio  fiscal ,  y  la  Sala  apreció  en  uso  de  sus  atribuciones 
la  fuerza  y  validez  de  aquellos ; 

Fallamos,  que  debemos  declarad  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  y  mandamos 
que  las  costas  causadas  á  Doña  Teresa  Pierrad  se  satisfagan  de  los 
fondos  retenidos  y  procedentes  de  la  mitad  de  los  depósitos,  cuya 
pérdida  haya  sido  declarada  en  conformidad  á  lo  que  dispone  el  ar- 
tículo 1.098  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  devuélvanse  los  au- 
tos á  la  Audiencia  de  Zaragoza  con   la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra'  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Caceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio 
García.=Valentín  Garralda=Francisco  María  de  Castillas  José  María 
flaro.  =  Joaquín  Jaumar.  =José  Fermín  de  Muro. ^Fernando  Pérez 
dé  Ro^as, 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr,  Don 
Fernando  Pérez  de  Hozas,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia ,  estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mis* 
too ,  el  diá  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  ha- 
bilitado de  dicho  Suprema  Tribunal. 

Madrid  15  dé  Diciembre  de  1860 —Remigio  Fernandez  y  Rodríguez. 
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CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


♦ . 

f&TjcioN  be  herencia.— Sentencia  de  17  de  Diciembre,  declaran* 

.  do  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 

Pedro  San  mar  tí  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la 

Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Francisco  Vives  y 

consortes. 

>     >  •  * 

Én  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  son  inaplicables  al  msp  ael  pleito] 

2.°  Que. la  infracción  del  art.  375  de  la  Leu  ^  Enjuiciamiento 
civil  como  del  orden  de  procedimientos,  no  puede  citarse  útilmente 
para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo. 


<  • 


En  la  villa  de  Madrid ,  á  17  de  Diciembre  de  1869 ,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  de. 
Barcelona,  y  en  la  Sala  torcera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad,, 
como  pieza  separada  del  abintestato  de  D.  Vicente  Alvareda  y  F¿ bre- 
gas, por  D.  Isidro  Sanmartf  con  los  consortes  D.  Francisco  Vive*  y 
Doña  Teresa  Guilera  y  con  D.  José  Suñol ;  habiéndose  dado  también? 
audiencia  al  Ministerio  fiscal ,  que  manifestó  en  la  última  instancia. 
no  tener  interés  el  Estado  sobre  petición  de  herencia ;  pleito  ppndien?. 
te  ante  Nos  es  virtud  do  recurso  de  casación  interpuesto  por.  el  de-» 
mandante  contra  la  sentencia  que  en  9  de  Diciembre  de  18fi&  dictó  la 
referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Vicente  Alvareda  y  Fábregas  otorgó  testamento* 
cerrado  en  Barcelona  á  22  de  Setiembre  de  1827,  nombrando  alba-, 
ceas  A  su  primo  herma ao  d.  José  Suñol  y  Alvareda,  á  D.  Francisca 
Boquer  *  D.  José  Domenech  y  al  Notario  á  quien  entregase  aquel  tes*, 
(amento,  que  lo  fué  D.  losé  de  Pomareda,  á  quienes  dio  plena  fa* 
eultad  para  cumplir  su  disposición ,  instituyendo  heredero  universal 
ft  su  primo  hermano  José  Suñol  y  Alvareda;  y  el  premuerlo,  ¿  su? 
hijos,  con  preferencia  de  varones  á  hembras  y  de  mayores  6  meno- 
res; y  la  facultad,  en  el  último  de  ellos  que  llegase  á  la  edad  de  les* 
lar,  de  disponer  libremente  de  los  bienes,  con  la  obligación  de  cum- 
plir con  las  cargas  A  que  estuviese  sujeta  la  heredad  principal  de 
j|tvareda  y  las  que  le  impusiese  el  testador;  revocando  dichas  teptU 
luciónos  y  sustituciones  para  el  caso  de  <jue  ayunos  de  sus  herede*. 
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ros,  para  librarse  de  las  obligaciones  que  imponía  á  los  bienes,  pre- 
tendiese que  Íes  pertenecían  con  arreglo  á  disposiciones  de  sus  ante- 
pasados ;  instituyendo  en  su  lugar  herederos  de  confianza  á  los  mis* 
mos  que  había  nombrado  albaceas ,  á  excepción  de  José  Suñol ,  los 
cuales  se  apoderarían  de  toctos  los  bienes  que  á  su  muerte  dejase,  y 
cumplirían  religiosamente  lo  que  verbalmente  y  en  escrito  les  tenia 
comunicado : 

Resultando  que  D.  Vicente  Alvareda  y  Fábrcgas  falleció  en  27  de 
Diciembre  de  1828,  estando  declarados  sus  bienes  en  concurso  y 
puesta  en  secuestro  la  heredad  del  manso  Alvareda ;  y  que  persona- 
dos en  aquellos  autos  D  José  Suñol  y  Alvareda  y  su  hijo  D.  José 
Suñol  y  Gibet,  el  primero  en  escrito  de  26  de  Marzo  de  1830  renun- 
ció á  la  institución  de  heredero  que  aquel  habia  ordenado  ed  su  fa- 
vor, salvándose  el  derecho  que  le  compitiera  en  la  sucesión  de  los 
bienes. por  disposicion.de  sus  antecesores,  y  manifestando  que  su 
hijo  cesaba  también  de  ser  parte  en  el  pleito,  por  cuanto  siendo  sólo 
llamado  para  el  caso  de  premoricncia  de  su  padre  al  testador,  esto 
no  se  habia  verificado;  y  que  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  provi- 
dencia de  16  de  Julio  de  dicho  ano,  admitió  la  renuncia,  acordando 
cesase  el  defensor  de  la  herencia  que  se  habia  nombrado  de  oficio: 

Resultando  que  D.  José  Domencch ,  D.  Francisco  Roquer  y  D.  José 
Pomareda ,  albaceas  de  D.  Vicente  Alvareda,  fallecieron  respectiva* 
mente  en  13  de  Marzo  de  1820,  17  de  Octubre  de  18 U  y  26  del  pro- 
pio mes  de  1811;  y  que  Doña  Eulalia  Suñol  y  Alvareda,  hermana  de 
D.  Jote  Suñol,  otorgó  escritura  en  19  de  Mayo  de  18i7,  por  la  qup, 
en  atención  á  que  el  derecho  de  sucesión  á  los  bienes  de  su  primo 
D.  Vicente  Alvareda  y  Fábregas  se  habia  extinguido  por  la  renuncia 
del  heredero  insumido,  hermano  de  la  otorgante,  y  de  su  hijo,  y 
que  por  la  muerte  de  los  albaceas  sé  habla  hecho  imposible  el  caso 
de  que  pudieran  disponer  de  los  bienes  como  herederos  de  confian- 
za, correspondiéndola,  por  tanto,  como  más  próxima  pariente  y  here- 
dera abinlestato,  como  prima  hermana  del  testador  y  hermana  del 
heredero  instituido,  deseando  recompensar  los  beneficios  que  tenia 
recibidos  de  D.  Isidro  Sanmartf,  rfuc  se  los  habia  dispensado  tam- 
bién á  D.  Vicente  Alvareda ,  le  hizo  donación  entre  vivos  de  todos 
los  derechos,  tanto  ciertos  como  eventuales,  que  pudieran  competir 
á  la  donante  sobre  los  bienes  que  habian  sido  de  su  difunto  primo: 

Resultando  que  D.  Isidro  Sanmartf  reconoció  por  escritura  de  9  de 
Noviembre  de  1817  que  habla  sido  condición  verbal  de  la  anterior 
decisión  á  su  favor  reconocer  y  declarar,  cómo  lo  hacía,  la  mitad 
del  interés  ó  resultado  que  produjera  ft  favor  de  los  consortes  Don 
Joaquín  de  Llosellas  y  Doña  Leonor  Pulg,  quienes  aceptaron  dicho 
reconocimiento  y  cesión ,  que  trasmitieron  á  su  vez  en  27  de  Enero 
de  1880  á  favor  de  D.  Francisco  Font,  y  é?te  en  32  do  Marzo  de  1891 
al  de  Pona  Teresa  Guilera ,  consorte  do  D.  Francisco  Vives  ** 
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Resultando  que  D*  José  Haría  Fábregas  del  Pilar,  considerándose 
con  derecho  como  heredero  de  su  padre  l).  Juan  Fábregas  á  recla- 
mar la  sucesión  intestada  de  D.  Vicente  Alvareda  y  Fábregas ,  primo 
hermano  de  su  padre ,  vendió  á  D.  Francisco  Vives ,  por  escritura 
de  íi  de  Febrero  de  1855 ,  por  la  cantidad  de  600  libras  todo  el  in- 
terés» derechos  y  acciones  que  le  pertenecieran  por  cualquier  causa 
y  razón  en  la  herencia  y  bienes  de  dicho  D.  Vicente  Alvareda  y  Fá- 
bregas ;  y  que  D.  Francisco  Vives  declaró  que  la  adquisición  do  estos 
derechos  había  sido  hecha  por  cuenta  y  á  utilidad  de  su  mujer  Don* 
Teresa  Guilera :  '*_ 

Resultando  que  en  9  de  Majo  de  1865  tuvo  lugar  en  el  juicio  da 
abíntestato  de  D.  Vicente  Alvareda  y  Fábregas  la  junta  ordenada  en 
el  art.  961  de  la  Lny  de  Enjuiciamiento  civil;  y  que  comparecidos 
D.  Francisco  Vives,  D.  Francisco  Ramón  Puig  y  D.  Isidro  Sanmartí, 
por  no  haber  resultado  conformidad  entre  sus  pretensiones,  se  dio  por 
terminada,  dejándoles  á  salvo  su  derecho  para  que  lo  utilizasen  en 
el  juicio  correspondiente: 

Resultando  qne  D.  Isidro  Sanmartí  entabló  en  12  de  Julio  siguiente 
la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  declárase  deferido  el 
intestado  de  D.  Vicente  Alvareda  á  favor  de  su  prima  Doña  María 
Eulalia  Suñol  y  Alva/cda,  y  por  su  medio  á  su  cesionario  y  derecho  - 
habiente  el  demandante,  adjudicándole  como  heredero  dicho  intestado, 
6  los  bienes  y  derechos  de  la  universal  herencia  de  D.  Vicente  Alva- 
reda, Imponiendo  á  D.  Francisco  Vives  y  D.  José  Suñol  silencio  per- 
petuo y  tas  costas ;  pretensión  que  fundó  en  que  por  la  renuncia  dé 
D.  lose  Suñol  y  por  el  fallecimiento  de  los  herederos  de  confianza 
de  D.  Vicente  Alvareda  se  habia  abierto  el  intestado  de  éste»  vi- 
viendo á  la  sazón  Doña  María  Eulalia  Suñol,  prima  hermana  del 
I>.  Vicente;  D.  José  Suuol  y  Ametller,  nieto  del  heredero  instituido 
D.  José  Suñol  y  Alvareda,  y  l).  José  Fábregas  del  filar,  hijo  de  uu 
primo  hermano  de  D.  Vicente,  siendo  por  lo  tanto  la  primera  la 
más  próxima  pariente  de  éste,  y  ¿  cuyo  favor  por  tanto  exclusiva- 
mente se  habia  purificado  la  sucesión  intestada  : 

Resultando  que  declarada  contestada  la  demanda  por  0.  José  Su- 
ñol, que  no  ha  comparecido  en  los  autos,  la  impugnaron  los  consortes 
p.  Francisco  Vives  y  Doña  Teresa  Guilera,  pretendiendo  se  declarase 
que  la  sucesión  intestada  de  D.  Vicente  Alvareda  se  había  abierto 
cuando  lá  renuncia  del  heredero  Instituido  D.  José  Suñol,  y  por  tanto 
se  había  deferido  á  D.  Juan  Fábregas  y  Doña  María  Eulalia  Suñol,  de 
quienes  por  medio  de  sucesivas  cesiones  habia  adquirido  Doña  Teresa 
Guilera.  tres  cuartas  parles,  las  cuales  se  le  adjudicasen,  imponiendo 
á  Sanmartí  todas  las  costas;  y  que  en  apoyo  de  esta  pretensión  ale* 
garon  que  no  habiendo  D.  José  Suñol  pretendido  la  herencia  de  Don 
Vicente  Alvareda  en  virtud  de  derechos  sucesorios  anteriores  á  su 
testamento ,  ni  renunciado  4  ella  para  hacer  valer  en  otro  concepto 
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estos  derechos;  y  no  habiendo  podido  pretender  otro  tanto  su  Wjo 
primogénito  llamado  en  segundo  lugar,  porque  su  padre  no  había 
premuerto  al  testador,  no  había  podido  verificarse  la  condición  reso- 
lutoria de  que  dependía  la  institución  de  herederos  de  confianza ;  y 
én  consecuencia,  no  habiéndose  deferido  4  estos  la  herencia^  no  podía 
retrotraerse  á  §u  muerte  el  intestado  de  aquel,  debiendo  dicha  época 
sor  la  en  que  José  Suñol  había  renunciado  á  aquella;  ademftgjde  que 
no  constaba  que  dichos  herederos  de  confianza  adieran  la  herencia, 
io  cual  era  indispensable  para  que  fueran  tenidos  como  herederos; 
que  en  dicha  época  los  más  próximos  parientes  de  Alvareda  eran 
D.  Juan  Fá bregas  y  Scrralta  y  Doña  Mforfa  Eulalia  y  Suíiol,  a  quienes 
por  tanto  correspondía  por  mitad  la  herencia;  que  la  segunda  habla 
cedido  sus  derechos  á  Sanmartí,  el  cual  á  su  ver*  había  reconocido 
que  la  mitad  de  ellos  correspondían  á  los  consortes  Lloscllas,  quo  lo* 
fiabinn  cedido  «i  D.  Francisco  Font,  y  éste  á  Doña  Teresa  Guilera,  i 
guien  había  cedido  también  la  otra  mitad  D.  José  María  Fá  bregan  del 
Pilar,  hijo  y  heredero  universal  de  D.  Juan  Fábregas,  viniendo  por 
tanto  Doña  Teresa  A  ser  dueña  de  las  tres  cuartas  partes  do  la  he- 
rencia Intestada  objeto  de  este  pleito;  y  siendo  la  cuarta  parte  res- 
tántalo  que  únicamente  podía  corresponder  á  Sanmartí,  salvas  las 
reclamaciones  procedentes  que  reservaban  para  su  oportunidad: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  Jas  partes,  dictó  sentencia 
él  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  la  Sala  tercera  de  la  Au* 
diencia  de  Barcelona  en  9  de  Diciembre  de  1868,  declarando  que  la 
sucesión  Intestada  de  D.  Vicente  Alvareda  tuvo  lugar  por  la  destitu- 
ción de  su  testamento  en  virtud  de  la  renuncia  del  heredero  instituí* 
do:  que  en  su  consecuencia  se  defirió  la  hereneia  á  favor  de  D.  Juan 
fábregas  y  Serralta  y  Doña  María  Eulalia  Suñol  y  Alvareda,  por  mitad 
¿  cada  uno,  en  15  de  Junio  de  1830;  y  que  la  misma  herencia,  en 
fuerza  de  los  contratos  otorgados  por  estos  y  sus  habientes-derecho, 
Correspondía  y  se  adjudicaba  en  cuanto  á  tres  cuartas  partes  á  Doña 
Teresa  Guilera  y  y  i  ves,  y  la  otra  cuarta  parte  á  D.  isidro  Sanmartí, 
debiéndose  satisfacer  los  derechos  de  sucesión  que  correspondían  i  U 
Hacienda  pública  por  las  respectivas  partes  que  se  les  adjudicaban: 

Resultando  que  D.  Isidro  Sanmartí  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidas  en  cuanto  la  sentencia  declaraba  abierto  et 
intestado  con  la  renuncia  de  Suñol  en  1830: 
,  1/  El  testamento  y  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de 
les  Tribunales,  consignada  en  la  ley  120  Digesto ,  De  wrbtrnm  signi* 
fiealionei  en  la  8.' ,  tít.  3) ,  Partida  7.a  y  Jas  repetidas  decisiones  de 
este  Supremo  Tribunal*  entre  ella»  las  de  Si  de  Marzo  de  1863,  3  de 
Marzo  j  1*  de  Octubre  de  1866,  24  de  Abril ,  U  de  Octubre,  16  d» 
Kovtembre  y  16  y  16  de  Diciembre  de  1867 ,  doctrina' en  que  se  es* 
tebiece,  que  en  materia  de  testamentos,  la  voluntad  del' testado* 
# s  la  ley  do  la  sucesión,  debiéndose  cumplir  puntualmente  lo  6T< 
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denado  por  el  mismo;  habiéndose  cometido  la  infracción  por  cuanto 
para  el  caso  ocurrido  había  institución  hecha  ó  prevenida  por  D.  Vi- 
cente Alvarcda. 

8.*  La  ley  39  Digesto  ,  De  adquirenda  vd  omitiendo  hmr  editóte,  dis- 
positiva de  que  no  hay  intestado  mientras  haya  ó  pueda  haber  hcrCr 
dero,  oorao  podía  haber  aquí ,  no  sólo  por  la  expresa  adición  da  los 
de  confianza,  sino  también  por  la  publicación  de  esta  misma  confian^ 
za,  que  podría  hacerse  hasta  la  muerte  del  último  albacea. 

T  3.°  La  ley  6/,  De  legitima  agnatorum  tuccemone;  y  |.\  De  karedunt 
cualitote  a  differentia  de  las  Instituciones  de  Justinlano,  por  cuanto  se 
declaraba  el  intestado  en  época  en  que  había  institución  pendiente*  f 
en  cuanto  la  adjudicaba  á  Fá bregas,  que  no  vivía»  ni  por  tanto  tenia 
capacidad  en  la  fecha  verdadera  de  la  apertura  del  intestado,  que  h*- 
bia  sido  en  26  de  Octubre  de  1844. 

Y  en  cuanto  la  sentencia  adjudicaba  $  los  consortes  Vives  la 
cuarta  parte  del  intestado,  en  vez  de  declarar  la  rescisión  é  inefecti- 
vidad del  contrato  que  se  tenia  pedida: 

).'  El  art.  375  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  por  cuanto  el 
derecho  que  salvaba  y  se  legaba  para  la  pieza  separada ,  era  soto 
el  A  que  habla  quedado  contraída  la  disidenpia  manifestada  en  la 
junta. 

Y  2.*  La  doctrina  de  jurisprudencia  consignada  en  la  sentencia 
de  este  Supremo  Tribunal  de  20  de  Enero  de  1867,  según  la  que  el 
incumplimiento  ó  contravención  á  las  condiciones  inductivas  de  ua 
contrato  produce  su  rescisión  ,  dejando  á  la  otra  parte  Ubre  de  I* 
obligación.  v 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que  supuesta  la  necesidad  de  declararse  sin  efecty 
la  sucesión  hereditaria  contenida  en  el  testamento  de  D.  Vicente  Air 
va  reda ,  en  lo  que  están  conformes  las  partes  litigantes ,  la  cuestioij 
debatida  en  este  pleito  es  la  de  ?i  los  efectos  del  intestado  que  por 
esto  resulta  deben  comenzar  desde  que  D.  José  Sufiol  hizo  la  renarv 
cía  en  1830,  ó  desde  el  fallecimiento  del  último  heredero  de  confianza, 
acaecido  en  18U:  , 

Considerando  que  la  renuncia  de  la  herencia,  hecha  por  D.  JostJ 
Sufiol  y  admitida  por  la  Sala  en  providencia  de  16  de  Julio  d*  I830f 
tuvo  lugar  después  de  haberla  adido  y  haber  gestionado  como  taj 
heredero,  presentándose  judicialmente  en  el  concurso  en  20  de  Eqcro 
de  dicho  año;  siendo  una  resolución  terminante  para  apartarse  de 
la  herencia  sin  querer  disfrutarla  en  todo  ni  en  parte  por  la l  con? 
.cepto,  cuyo  aclo  no  fué  el  previsto  por  el  testador  para  instituir  suh 
sidiariamente  los  herederos  de  confianza  que  nombró ,  y  de  consip 
guíente  que  no  llegó  el  caso  de  que  estos  pudieran  aceptar  la  hereveia, 
pi  menos  cumplir  con  el  encargo  que  el  testador  les  hiciera : 

Considerando  que  tfun  en  la  hipótesis  de  que  esa  renuncia  fuese  la 
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prevista  por  el  testador,  y  que  en  tal  concepto  hubiera  recaído  de 
Heno  en  los  herederos  de  confianza  nombrados  el  derecho  de  apode- 
rarse de  la  herencia,  esto?  permanecieron,  pasivos  sin  adirla  ni  pre- 
tenderla por  ningún  acto  tácito  ni  expreso ,  por  cuya  falta  de  acción 
quedó  yacente  la  herencia  desde  la  renuncia  de  Sufiol : 

Considerando,  por  tanto,  que  verificada  esa  renuncia  en  1830  sin 
ser  adida  la  herencia  por  los  herederos  de  confianza  y  sin  haber  niu 
gun  otro  heredero  instituido,  es  claro  que  el  intestado,  en  el  presóle 
caso,  debe  entenderse  que  comenzó  en  ese  tiempo,  por  lo  que  la  eje- 
cutoria que  así  lo  estima  no  ha  infringido  el  testamento,  ni  la  ley  39 
Digesto,  De  adqnirentla  vet  omütenda  luereditale: 

Considerando,  además/ que  la  causa  para  declararse  el  intestado 
ha  sido  la  falta  de  herederos  que  hayan  adido  la  herencia,  y  fio  la 
interpretación  de  las  palabras  del  testamento;  por  lo  que  son  del  todo 
inaplicables  al  caso  la  ley  120  Digesto,  De  verborvm  significa* tone ,  la 
-de  Partida  y  la  doctrina  que  se  desprendo  de  las  sentencias  de  e*to 
Supremo  Tribunal  citadas  en  el  recurso  á  este  propósito : 

Considerando  que  la  supuesta  infracción  del  art.  ;rii  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil  como  del  orden  de  procedimientos  ,  aunque 
existiese ,  no  puede  citarse  útilmente  para  un  recurso  de  casación 
en  el  fondo: 

Y  considerando,  por  último,  que  tampoco  es  aplicable  la  doc- 
trina citada  de  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  29  de  Ene- 
ro de  1867 ,  porque  en  este  pleito  no  se  lia  tratado  de  ningún  con- 
trato bilateral  on  que  haya  fallado  á  lo  convenido  una  de  las  partes 
contratantes; 

Fallamos,* que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Isidro  Sanmartf,  á  quien  con- 
denamos á  la  perdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  pa- 
gará si  viniere  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entóneos  con  arregló 
á  la  ley,  y  en  las  costas ;  y  devuélvanse  ios  autos  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  so  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al:  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.^Mauricio  Gar- 
cía.=Laureano  de  Arrieta.==  Valentín  Garralda.=  Francisco  María  de 
Castil!a.=Josó  María  Haro.=Joaquin  Jaumar.=rJosd  Fermín  de  Muro. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  ftié  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  D.  Va- 
lentín Garralda ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ,  están- 
dose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo ,  el 
dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  do  Cámara. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  lSCO.-Gr^gorlo  Camilo  García. 
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APELACIÓN  EN  CASACIÓN. -SAL A  SEGUNDA. 


Depósito  de  mujrb  casada.— Sentencia  de  17  ele  Diciembre,  con- 
firmando la  providencia  apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  la  Condesa  de  Luque,  en  pleito  con 
su  marido. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  los  artículos  1.010,  1.01 1  y  1.025  de  la  Ley  de . 
Enjuiciamiento  civil,  sólo  se  admite  el  recurso  de  casación  contra 
las  sentencias  que  recaigan  sobre  definitivas  entendiéndose  también 
por  tal  la  que,  aun  cuando  liaya  recaído  sobre  un  articulo,  ponga 
término  al  juicio  y  haga  imposible  su  continuación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  17  de  Diciembre  de  J869,  en  los  autos  que, 
ante  Nos  penden  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de. 
primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  esta  capital  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  del  territorio  por  Doña  María  de  la  Concep- 
ción Ojeda,  Condesa  de  Luque.  con  D.  Cristóbal  Guzman  Fernandez 
de  Córdova,  Conde  del  mismo  título,  sobre  depósito  de  aquella,  en  el 
dia  sobre  inhibitoria: 

Resultando  que  en  21  de  Octubre  de  1867  la  Condesa  de  Luque 
presentó  escrito ,  que  fué  repartido  al  referido  Juzgado  del  Centro, 
exponiendo  que  pendía  demanda  de  divorcio  entre  ambos  cónyuges, 
y  que  la  Condesa  se  bailaba  de  hecho  y  con  anuencia  de  su  esposo 
depositada  en  casa  de  su  padre  D.  Vicente  Ojeda;  y  pidió  que  se  ra- 
tificase dicho  depósito,  y  caso  necesario  se  constituyera  desde  luego 
en  casa  del  mismo  D.  Vicente: 

Resultando  que  el  Juez  mandó  que  sin  perjuicio  de  dar  audiencia: 
al  Conde ,  para  lo  que  se  librase  el  correspondiente  exhorto ,  se  la. 
constituyera  en  depósito  en  la  casa  de  su  padre,  haciéndose  al  Conde 
las  intimaciones  legales: 

Resultando  que  verificado  el  depósito  en  la  forma  ordenada  ,  li- 
brado exhorto,  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Mag- 
dalena de  la  ciudad  de  Sevilla,  y  notificado  el  Conde ,  acudió  éste  á 
dicho  Juez,  pidiéndole  se  declarase  competente  para  conocer  del  asunto 
por  ser  el  de  su  domicilio ,  y  en  su  consecuencia  retuviera  el  exhorto 
y  requiriera  de  inhibición  al  Juez  exhortante : 

Resultando  que  el  Juez  Je  primera  instancia  de  Sevilla  accedió  á 
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esta  petición  por  auto  que  confirmó  sustancialmenle  la  Sala  segunda 
de  aquella  Audiencia  en  23  de  Nqvieptyre  de  1868: 

Resultando  que  el  Juez  del  distrito  del  Centro  de  esta  capital ,  re- 
cibido el  exhorto  de  inhibición,  accedió  á  ello  y  mandó  se  remitieran 
las  actuaciones  aí  Juez  requirente,  con  citación'  de  las  partes: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  la  Condesa  ,  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia,  por  sentencia  de  26  de  Mayo  último,  confirmó 
la r  apelada:  que  interpuesto  por  la  Condesa  recurso  de  casación,  fun- 
dado en  infracción  de  ley  y  jurisprudencia,  fué  denegada  su  admisión 
par  anlo  de  la  Sala  de  16  de  Junio  último,  del  cual  a  polo  la  Condesa 
para  ante  este  Supremo  Tribunal. 

Yistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  Zorrilla. 

Considerando  que,  según  los  artículos  1.010,  1.011  y  1.025  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sólo  se  admite  el  recurso  de  casación 
dántra  las  sentencias  que  recaigan  sobre  definitiva ,  entendiéndose 
también  por  tal  lá  que,  aun  cuando  haya  recaído  sobre  un  artículo, 
ponga  término  al  juicio  y  haga  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  no  tiene  éste  carácter  la  sentencia  contra  la  que 
ha  interpuesto  el  recurso  la  Condesa  de  Luque,  la  cual  puede  ges- 
tionar lo  que  á  su  derecho  convenga  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  domicilio  de  su  marido 
e!  Conde  dé  Luqrfe; 

íallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la 
providencia  apelada  que  dictó  en  16  de  Junio  último,  la  Sala  segun- 
da de  la  Audiencia  de  esta  capital,  á  la  qué  se  devuelvan  los  autos 
don  la  certificación  correspondiente. 

v  Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del 
Gobierno,  dentro  dé  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamo*.=$ebasttan 
González  Nandin.»Manuel  María  de  Basualdo.=Juan  Jiméncfe  Cuen- 
ca.=Manuel  Leon.=Miguel  Zorrilla. 
'    Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Miguel  Zorrilla,  Ministro  dé  lá  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo'  de 
Justicia ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  dé 
que  certifico  como  Escribano  de  (Cámara. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  18G9.=Rogelio  González  Montes. 


SENTENCIAS   BE   1460.  66Í 

m*.  lie. 

COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 

Rebelión. — Sentencia  de  20  de  Diciembre,  decidiendo  á  favor  del 
Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva 
la  competencia  promovida  entre  el  mismo  y  el  de  primera  ins- 
tancia de  Ciudad-Real,  acerca  del  conocimiento  de  una  causa 
formada  por  rebelión,  por  ió  que  se  refiere  á  Francisco  (¿omez 
Manzanares  y  Roque  Camuflas;  y  á  favor  de  la  jurisdicción 
ordinaria,  con  respecto  á  Gonzalo  Ramírez. 

En  sus  considerandos  se  establece ; 

Que  hallándose  vigente  la  ley  de  tí  de  Abril  de  18$ I,  deben 
ser  juzgados  militarmente  los  reos  comprendidos  en  los  artículos 
5.p  y  6.#  dé  la  misma. 

9 
% 

En  la  villa  de  Madrid,  á  SO  de  Diciembre  de  1869,  en  los  autos  de 
competencia  promovidos  entro  el  Juzgado  de  primera  Instancia  de 
Valdepeñas,  hoy  el  de  Ciudad-Real,  y  el  Juzgado  de  Guerra  de  la 
Capitanía  general  de  Castilla  la  Nucvq,  sobre  conocimiento  de  la  causa 
criminal  contra  Francisco  Gómez  Manzanares  y  Boque  Carnudas,  sobre 
rebelión  carlista: 

Resultando  que  en  18  de  Agosto  último  el  Alcalde  de  llura!  de 
Calatrava  comunicó  al  Gobernado?  militar  de  la  provincia  de  Ciudad- 
fteal  y  al  Juez  de  primera  instancia  de  Valdepeñas  que  en  la  nófche 
anterior,  sospechando  que  algunos  facciosos  dispersos  pudieran  abri- 
garse en  el  chozo  del  guarda -viñas  Gonzalo  Raitiirez,  dispuso  su  *a- 
lida  con  20  voluntarios  de  la  libertad;  y  que  la  avanzada  de  estos, 
compuesta  de  seis  individuos,  encontró  en  el  sitio  llamado  de  la  Ve- 
Vedilla,  distante  como  una  legua  de  la  población  y  como  á  las  doce 
dé  la  noche,  un  grupo  de  cinco  á  seis  hombres  armados,  á  quienes 
preguntaron  «quién  vive,»  contestando  unos  con  echarse  las  armas  á 
)a  cara,  y  otros  saliendo  A  la  carrera ;  y  haciendo  entonces  fuego  los 
voluntarios  sobre  ellos,  resultó  muerto  el  faccioso  Juan  Sancho  y  Mo~ 
(ína;  herido  de  mucha  gravedad  Francisco  Gómez  Manzanares,  aprehen- 
dido en  la  fuga  y  siendo  desarmado  Roque  Camuñas,  y  habiendo  reco- 
gido también  algunas  armas: 

Resultando  que  el  contenido  de  la  anterior  comunicación  se  halla 
confirmado  por  ios  datos  sumariales : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  ordenó  al  Alcalde 
procediese  sin  levantar  mano  y  con  el  mayor  celo  y  actividad  ú  ins- 
truir las  oportunas  diligencias  y  las   remitiese  al  Juzgado  urgente- 
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toante  con  los  presos,  armas  y  municiones  recogidas,  ya  para  conti- 
nuar conociendo  de  la  causa  si  se  conceptuaba  competente,  ya  para 
inhibirse  si  no  lo  fuese : 

Resultando  gne  en  virtud  dn  orden  del  Gobernador  militar  de  ia 
provincia,  el  Alcalde  hizo  entrega.  d.e  diligencias  y  reos  al  Capitán  de 
la  Guardia  civil  para  ser  conducidos  á  la  capital,  en  donde  debían 
ser  juzgados : 

Resultando  qne  la  Autoridad  militar  acordó  proceder  contra  Man- 
zanares y  Camuñas,  Ambos  paisanos,  y.  mandó  sacar  y  trasmitir  el 
tanto  de  culpa  referente  á  Gonzalo  Ramírez,  de  la  misma  clase,  al 
Juez  de  primera  instancia  de  Ciudad- Real,  poniendo  este. procesado  á 
su  disposición,  verificándolo  así  el  Gobernador  militar  de  la  provincia: 

Resultando  que  en  25  de  Agosto  el  Juez  de  Valdepeñas  requirió  de 
inhibición  al  Juzgado  militar,  de  la  Capitanía  general,  reclamándole 
las  diligencias,  reos  y  armas  procedentes  del  delito,  añadiendo  que  si 
desatendiere  su  reclamación,  tuviera  por  intimada  en  forma  la  com- 
petencia: 

Resultando  que  la  expresada  Capitanía  general  en  12  de  Setiembre 
contestó  al  Juez  rcqulrento  trascribiendo  el  dictamen  de  la  Auditoría, 
con  el  cual  expresó  estar  conforme;  que  había  propuesto  que  en  cuanto 
á  los  reos  Manzanares  y  Camuñas  se  declarase  único  competente  al 
Juez  de  Valdepeñas,  siendo  de  creer  que  lo  mismo  se  entendiese  en 
cuanto  al  Ramírez: 

Resultando  que  el  referido  Juez  de  Valdepeñas,  en  virtud  de  la 
carta  orden  de  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia,  remitió  sus  actua- 
ciones al  de  igual  clase  de  Ciudad -Real,  comisionado  especialmente 
para  las  causas  de  rebelión : 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Guerra  de  la  expresada  Capitanía 
general,  de  conformidad  con  el  dictamen  fiscal,  que  sostenía  la  juris- 
dicción militar  para  conocer  del  hecho  de  autos  en  cuanto  hacia  re- 
lación á  Manzanares  y  Camuñas,  se  declaró  competente  para  conocer 
de  la  presente  causa',  y  sé  negó  á  la  inhibición  propuesta;  y  que  orí; 
ginado  este  conflicto  por  la  insistencia'  de  ambos  Juzgados ,  han  re- 
mitido éstos  sus  respectivos  autos  á  este  Tribunal  Supremo  para  de- 
cidirle : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  funda  su  competencia: 
primero,  en  el  art.  1,*,  párrafo  cuarto  del  decreto  de  6  de  Diciembre 
de  1868,  por  no  tener  carácter  militar  la  rebelión  que  se  persigue: 
segundó,  en  que  el  citado  decreto-ley  derogó  en  este  extremo  la  de 
17  de  Abril  de  1821,  y  aun  conceptuándolo  vigente  le  favorecía  el  ar- 
tículo 2."  de  ésta  en  su  último  párrafo :  tercero ,  en  que  la  fuerza  de 
voluntarios  no  intimó  la  rendición  á  los  facciosos  ;  en  que  éstos  no 
dispararon,  y  que  Camuñas  no  hizo  más  que  huir;  y  que  por  lo  tanto 
que  la  resistencia  á  la  fuerza  armada  no  era  de  inferir  respecto  á 
Manzanares,  apareciendo  que  los  demás  procesados  no  io  habían  hecho; 
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Resultando  que  la  jurisdicción  militar  se  funda  en  los  artículos  S.f 
y  5/  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1831. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  María  de  lasualdo. 

Considerando  que  al  ocurrir  el  hecho  criminal  que  ha  dado  lugar 
á  esta  competencia,  se  hallaba  yá  restablecida  pot  decreto  de  it  de 
Julio  último  la  ley  de  17  de  Abril  de  1821  sobre  los  delitos  de  cons- 
piración directa  contra  la  Constitución  y  seguridad  interior  del  Estado, 
la  que  había  sido  publicada  en  el  Boletín  de  la  provincia:  l 

Considerando  quo  de  tais  diligencias  practicadas  por  la  Autoridad 
militar  aparece  que  Francisco  Gomra  Manzanales  y  Roque  Camuñas 
htetttoft'  resistencia  á  fa  fuerza  de  voluntarios  de  la  libertad  del  Jloral 
de  Calatrava  que  salió  en  persecución  de  algunos  facciosos  dispersos 
que  vagaban  por  aquella  localidad,  y  asimismo  que  la  captura  del 
Camuflas  se  verificó,  no  porque  él  se  presentase  espontáneamente,  sino 
por' resaltado  de  la  persecución  de  la  fuerza  armada: 

Considerando  que  en  virtud  de  esta  resistencia  deben  ser  juzgado* 
militarmente  dichos  procesados  por  estar  comprendidos  en  los  artícu- 
los 31*  y  $.*  de  la  referida  ley  de  17  de  Abril  de  1811  ; 

Paitamos,  qae  debemos  declarar  y  declaramos  competente  á  la  ju- 
risdicción miniar  para  continuar  sus  procedimientos  contra  Francisco 
Gómez  Manzanares  y  Roque  Camuñas  por  el  delito  que  lo  hace :  de- 
volviéndose para  dicho  efecto  &  la  Capitanía  general  de  Castilla  la 
Nueva  las  diligencias  que  ha  remitido  y  las  del  Jufcgado  dé  Valdepe- 
ñas ai  <te  Ciudad-Real  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho  contra 
Gonzalo  Ramírez,  otro  de  los  procesados,  como  comisionado  especial* 
tóente  por  \k  Audiencia  del  territorio  para  el  conocimiento  de  las  cau* 
sas  de  rebelión  dé  la  provincia. 

Aaí  por  está  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Caceta  del 
Gobierno,  dentro  de  tos  tres  dias  siguientes  al  de  su  fecha ,  é  Inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  la* 
copias  necesarias ,  k)  pronunciamos,  mandamos-  y  firmamos .=  Se- 
bastian González  Nartdln —Matiuel  María  de  Basualdo.sJuan  Jiménez 
Cuenca—Manuel  León. = Miguel  Zorrilla. 

Publicaron:    ■•••:"  >  • 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Amo.  Sr.  Don 
Manuel  Varía  de  Basualdo,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  públida  la  misma  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara! 

Madrid  SI  de  Diciembre  de  1869 —Rogelio  González  Montes. 
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PlflO    DE   HÉ»ltO&  I*    Cf.!WO*  *  lftHECHOS.  DG  aMeptttS!IA  Bltlfpfc- 

i«i*wv^fiertlenciad62i  de  Diciembre-,  declarando  oojHmerWgar 
^l  M&ifSQ  dfc  w«oion  telérpneslopor  el  Ministerio  fi*¡eal flaatra 
•  toiórtAtmciada'  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  do  Madrid. 
«uraxpMI»  ew»  el  Marqués  de  Bcnatóa.  •' 

<i.Enfcwk,.cofiéiDEíA«Doa  se  establece:  ■ 

1.°    0ae  al  attor.imimiíi  la  prueba.  $egnn  la  leff  «;VW.  i*. 

jP4Wtáfe;3i*   .¡  .i- ,     ,  ,  ,  .    '. 

%J  Que  «a  ivuHatMr  de  keeha  ha  de  «Harte  «  *»  «pwwiawwt 
que  la  Sala  setlmciadmy  thace  de  la%  pruebas  admfat  por  b* 
vatttíM  dt¡  retuUudo  4*  Us  auto* ,  atando  eontra  duba  mema- 
a¡o»  a*,  te  cito  U*  ni  doctrina  admitida  par  h  imepmdenm  dt 

fa "Entúnate».  •  •    '  '  ;•  ,  .         ■'  ■ '       •.   '   '      . 

.¡i.f  •  Que  respecto  dVtoildf  vtntufadas  no  procede  la  prttmp- 
(¿«UjM  «fosde  30  4e  Agosto  de  183«  «»  ?*«  ««  restoífociewit  I» 
kftt  denm«uhdora$.  como  lo  titvf  declarado  rtfitfmmente  ette 

Tmk»»alS*arim.  .    .      ,    ,     '  ,  ,.  ¿.    .  .. 

,4.°    ^.^w  te  fwwnww  »'<"  Ai  ««o»,  fftflfi fcffto**:" 

necesario  el  trascurso  de  treinta  años  que  wro« -Mffy ■•*  *•  J** 

,  $h°,  aK«*Í« w/w*<M» «W «r/.  W  dtMwfaSw*W**i? 
cmi^ma  fifemU.  M  orden  del  wwedwmm  *+ mfid*  AM* 

de 'fadmaéo  pora  m  recurso  b  mmw  ,f »  «/  m$0'  .  . 

8¿  (te*  «w  »f  fwto»  tomar  ♦»  w?**  v**  *»  ^f?*0*,*!" 

En  la  villa  dé  Madrid,  a  SI  de  Diciembre  de  1869.  en  el  JW}J0.«- 
guiáo  en  jA.H¡tMím  tp  pr^er».  instancia  del  distrito  del  nospjfip  y 
S  la  £*a  tercera'  de  la  Audiencia  de  esta  x^piíal  por  ».  Wrios  de 
IidP5sw««íó  p'^los  •  Mari»^  de  «enalúa .  como  testanwptorio 
d?  su  padre  q.  qom'|i}ap  Aguilera  y  Contrerae.  pon  el  ^Injsteriq  6>al. 
en  reprtseotaíioii  del  litado,  spbre  Ra«o  dé  réditos  de  censos  y  de 
rechos  de  cincuentena  ó  laudemio;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud 
de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  dicho  Ministerio  fiscal  contra 
la  sentencia  que  en  í"de  Febrero  último  pronunció  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escrituras  de  Í8  de  Octubre,  1.*  y  21  de  No- 
viembre de  1611,  y  W  de  Enero  y  lí  de  Marzo  de  1618,  D.  Diego  Ce- 
ballos  y  Lujan,  como  sucesor  y  poseedor  del  mayorazgo  fundado  por 
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tefeliim  Jftnefae* da rLnJbm'  al  ottahff rMMdMi  <m  «^  aHiad* üa¿ 
dffd  M  ífaiM^ii^Ua»riü|i6í««HriKftáiiMi:|)Ml< méeíd ;jadneaojjai)  da. 
caMé  atoa  4»  Puadcdnafc  «waia*  da<pst<tJogaiY|UMtó  dfe*l|pa  iri^nleoi 
de  la  ffefc»  de  afta  «rliliu  j  taaüLearis  «teauM&eUa^ittadiAj^  caneo* 
pwp&aé,  **  vfatad  áe  *ea*laoi}ta(L.<|ae,  aie*tt<ri6btivt>,  id  ftipoiaae  ¿ 
Homero*  MbeeaiOaspa*  d(\los^arj»^Jk«(tr6é»'aMídi<a^  Diego  «*K 
ima,  lian  M«ien> JáaldoitedD,  Vrudsoo.M^itáaí,tiáiUMi«lrta>Qs.]i¡Ar%4. 
ftorlo  *  iaifwrtfc  10  aafeltaj  cfempDtodiáefiLlNb  dtobaa^^QüaSiCbs 
tiertej  ceyat  Jaca*. y  lindáronte  aapre$aibjaidre  UaaieftUfs, tJA*4at 
Ftt*Hftri«lv  «a»  Vicente}  «ormdepa  dft,8aBuFW^  j  Ralfoi^amiHíMo. 
y  *b*Jitfe,  «ala  tiao  de  loa:  10¿  anatas*  de  ÍUhiQ^Qfttytipp^Mliip*^^) 
seM  eb  40tai  educado* 7 ííÉO.gaiywü  de  cflaeeiparttfufcep  j*d*HHl* 
afio  f*ee etttnpifejamáli ,  oén  dercoifrde  yainiana  ¡ü  taatfOuttdaA)!**. 
vocee  ¿Jae  se  «vendiesen  }  oeáíeoesan^y  coa  Jas|¿aiidiciQe*Midnfc 
olma,  él  qa*haj)riim  ú^ítía^T^yoidiñmi^wM^^weU^tq^dmiQ: 
eftofc.blfieu>eiido&>&  la  aegac«daá;dal'#«goUlatiQSi.fódü^i  y^  tedagiifi 
el  dereehade  podar  ejfemae  e«  ig8.a*ism«e  y  io.*ne  f»>6ltp$se  Jam 
brasas  edifieaae*  y  en  cnalqajpia.qpaa  y.  paite  de  ¿tíos  .y^ea  *ee!«0-.; 
seedeeee,  mcgoraaiientps ,y  taparos*, nft.janliera  .prescribir  ai  prenota; 
bita»  en  aiogon  tiempo*  ppn  burgo  qudiúe&ft,  aunque  e&oedftrai #■ 
pasan  da  cien  años,  y  aaaqaeea  logo*  «Uqs  se  drtape  da  R*geff:ift. 
renta  y  de  renovar  el  contrato*  sino  que.aia&ipre»  y.  »j  iodt¡tifflnfp; 
bebieee  lugar  ta  «la  ejecutiva  dual  ai  &to)?&niiiQfWl£mámüM*' 
kan  diobo* fuetes  en, sn^ptodec,  si  ñique  fasbpetwOaaíqUfiíioa.iuyift^, 
ententes  ytieapees  delahradiLy  eáücado<>an<>eUo&  %a  fludioron^^ 
vechatr  y^eproteohesen  del  .deneeb»  dA.teneeM&tppseetorea.  m  <fr  Q¿Tft  . 

reidedl* alfeuno: .,   ».  <  •»  ,-i  ♦  .    ►  ,  i'vdr.uwrin  r\.v  .«Woi^u 

^Baaetaaridd  qae  aepuu  t**rt{niaJlfaiBaptóídot,da  ««  *d* \JMnwito 
MM4e  aaaadbio  judicial  y  Jfcü  <tffttcMt.QtB:&.  <  feoattsnBwte  ^^ 
qdiea  tt.  Antonio  da  JLftdiüna  y  lnjaii<aapiiac,ipMlp^4ato«i<|)M9t<j¿i 
redil»  deíditewnje*  Ibami  y.  naneo*  perpdHwM»*  ttftttyMN£t£&itw. 
eaeba  que.bquid  littdajcetopeadouuatiirieft  yiifceageM^  **^^r#i 
da  3a*  Urejtfo  def  Be&etaljápetnecriUiravdft^ 
wmdftdal  tt^ldaláa  ttponHurapi***s  O^iptfÉfc  <*^  ehdéobpw&o-s 
materia  trata  éneeui  capital  «p  l&.oatte  dej  l«aaaarraijalte^.i)Wmc; 
qiwt  de  3a*  ftloéav  frente  del  Bctippeiq,  «ea.iiedabaart  lew  l«ft  aftjtet, 
da  Jan  babló  y  San  Vécente  y  la  da  te  Minea  qbetia>  dwkitin;*  V'4tyh 
oma  de  Loreaao  dé  (tobe*  f  Gabriel  BueiMMpar  pttct*  yicueajia  4a; 
140)000  donados,  y  can  ei  ***¿o.  úa  >\&  r^  y  n  mato***  y,  meéU.fi* . 
cenan  perpetua  aada  añóy.condeeefcbe  da  iidenaia^  llaidfo  y  tMito^ 
ná:  »qm\m  diabaa  daaas  y  ios  «c*Q:J9«io&;4t  <i|ueraa  aMDpaaMb^ 
tavianá i faioa  iBI imayoraapati»iifr»fuaal4 .ÜQfoi fiaiatlaa^mw^ A* , 
Lafib,  de  4veiflya;poaaaáa^  lu  IbiMtiaLd^iAgajiem  y >Laíank  guiPA, 
per  aa<yétt)ra  de  .90  dd  «a rao  do  aiiu^üiAjIte  tttbdiérlicaqclp  pmr», 

la  tentar  de  ftfa  dichas  aaaaa  pop  hiW>  <kwtfo*t  $m  ^ci.b^.pop  f%9p« 
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delfc  veintena  que  se  cansaba  per  dicha  venta*,  mediante  los,  censo* 
perpetuos  cargados  sobre  dicha*  cataten  que  se  fabricaron  *  loa  cua* 
les  eran  en  esta  fama:  el  ano,  que  fué  primero  de  D«  García,  de  M- 
zttdav  tente  «abre  sf  £  «ducados  de  cenao  perpetuo  en  cada  un  afta 
otro  ;qaa  «fué. da  ffadra  Ibafiei,  coa  cargo,  da  otros  i  ducados  decenio 
perpetuo  en  cada  mi- afta ;  y  el  otro. suelo  fué  de  Juan  da  Ángulo  y 
de  Mana  Martines ,  au  mujer ,  con  cargado  S  ducados  y  doa  gallinas 
do  censo  perpetuo  en  cada  un  afio;  ai  otro,  fué  de  Aofta  Francisca 
Moreno,  y  tiene  S  ducadoay  cinco  gallinas  en  cada  na  afio;  £i  otto 
fué  de  Luis  López  y  Catalina  Ramírez  au  mujer »  con  caiga  de  9  da-, 
cadot  y  dos  gallinas  en  cada  uo  afio ;  el  otro  fué  4b,  Francisco,  ¿opez 
de  Caluro  y  de  Dofia,  Francisca  Moreno ,  au  mujer*  coa  cargo  de  me- 
dio dadado  y  media  gatuna;  el  otro  suelo  fué  de  Alonso  HeroMdes  y 
Ana  Lopes,  su  mqjer,  con  cargo  da  encado  y  medio  y  galliea  y 
media  en  cada  nn  ato;  y  el  último,  y.  octavo  suelo  y  parte  4a  sitio 
de  qué  se  compusieran  las  dichas  catas  con  cargo  de  otro  •dpeado  y 
medio  y  gallina  y  media  dementa  y.  canse  perpetuo  .en  cada  ua  afio; 
y  todos  eltos  pertenecientes  al  mayorazgo. que  fundó  Dofia  Catalina  Ji- 
ménez de  Lujan ,  cuya  escritura  do  véala  aceptó  en  teda  forma  el 
Don  Nicolás  dupon  >  obligándose  á  baeer  y  otorgar  reconocimiento  de 
dichos  censos  perpetuos  y  de  pagar  sus  réditos  desde  el  dia  de  la  fo- 
cha de  la  escritura  en  adelanté? 

Resultando  que  por  escritura  de  14  de  Noviembre  de  1771  la  Co- 
misaria general  de' Crinada  vendió  judicialmente  á  D.  Pedro  Pablo 
Abarca  de  Bolea,  Conde  de  Aranda,  dos  casas  grandes  y  pequeffas 
sitas  en  esta  tilla»  qoe  formaban  una  manzana  aefialada  <*n  al  nú- 
mero S50  ♦  que  la  circundaban  las  callea  de  Fuencarral  ,1a  de  Sea  Vi- 
cente, la  Cerradera  alta  de  San  Pablo ,  y  Im  calle  de  Ja  Palma  .com- 
puesto todo  su  terreno  de  M.M7  pies  5/16  aves  cuadrados  enperfician 
les,  distinguidos  «por  dea  cesas  con  el  nihn*.  1/  las  grandes,  haciendo 
frente  al  Hospicio  del  Ave-María  y  San  Fernando ,  y.  con  el  ft&m,  1/ 
las  pequefies ,  que  tenian*  s»  situación  eq  la  Corredera  alta  de  San 
Pablo,  haciendo  esquina  y  volviendo  á,  laide  San  Vicente,  por  precio 
de  W0.OM  rt.  qne  dW  j  pagó  el  comprador  Conde  de  Aranda  en  la 
forma  siguiente:  146.114  rs.  13  tnrs.  que  importaban,  los  capitales  y 
réditos  de  loa  cenaos  y  cargas  perpetuas  y  redimibles  de  que  se  hizo 
expresión  basta  el  tt  de  Junio*  de  aquel  afio ,  con  la  calidad  de  pagar 
los  eafdos  hasta  dicho  dia;  y  loe  S&3.70S  rs.  y  17  mrs.  en  dinero 
electivo  depositado  en  la  Escribanía  de  Cámara  de  la  Comisaría ;  oa- 
presándose  que  dichas  dos  casas  fresón  vendidas  con  las  cargas  per- 
petuas cada  una  de  ellas  según  contenía  la  certificación  unida  A  la 
escritura  expedida  con  beba  M  de  Setiembre  de  1771  por  el  Socie- 
tario y  Escribano  de  Cámara  de  la  dicha  Comisaría  generjd  de  Gra- 
sada ,  y  en  la  cual  ae  relaciona  en  cnanto  A  loa  cenaos  perpetuos: 
primero,  qoe  se  bajaban  de  los  referidos  Mft.OM  rs,  en  que  las  dichas 
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casas  se  remataron  13.966  rs.  SS  mrs*  correspondientes  ai  capital  da 
MI  rs;  17  tnrs.  quo  en  cada  afio  se  hablan  satisfecho  por  «1  censo  ó 
censo»  perpetuos  impuestos  sobre  las  principal»  que  fueron  de  Don 
Nicolás  Dopon ,  al  respecto  4e  66  y  dos  tercios  el  millar »•  Jos  cualos 
parece  que  pertenecían  al  Conde  de  Casasola  del  Campo»  coofo  po- 
seedor de  tos  mayorazgo»  do  Doto  Catalina  Anones  de. Lujan  *  según 
resultaba;  do  auto»  y  señaladamente  de  la  pieza  titulada  de  censos 
perpetuos;  prefiniéndole  que  *n  todos  los  de  aqnella  qoiebra.é  coor 
carao  no  'sohaHataan  papeles  algunos  tocantes-  á  ta  pertefceqcia  4e  di* 
cbos  censos,  ni  Justificación  de  si-  era  uno  salo  4  mis;  porque  en 
unas  «panes  se  nombraban  eñ  singular,  e»  otras  en, plural  y  así  va* 
riamente,<dé'moda  que  para  que  peftibtem  el  daffto  la  cincuentena 
y  réditos  Mfeadedos,  tleborla  presentar  los  ttftflos  correspondientes  y 
estaftg'ft  lo  que  <to  ef los- resaltase:  segando,  que  por  I* cuenta  dada 
por  el  administrador  def  dichas  casas  en  M  de  Octubre  de  1761  cons- 
taba que  tenia  satisfechos  los  réditos  de  cerno  perpetuo  explicado,  en 
lá  partida  antecedente  hasta  fin  de  Diciembre  del  propio  año :  que 
las  casas  peqtteffas  bajas  casi  derruidos ,  que  estaban  en  la  Corredera 
alta  dte  San  Pablo  y  volvían  haciendo  esquina  á  la  de  San  V ícenle, 
en  la  manaana  SW ,  número  1.* ,  pertenecieron  últimamente  á  Doña 
Jutiatra  María  de  Uccdo,  quien  otorgó  venta  de  ollas  paraJnoorpo- 
ratbfs  á  las  principales ,  que  fueron  do  D.  Nicolás  Dapon,  por  esari- 
tara  «de  M» de  febrero  de  1770 ,  con'la  carga  dedos  censos  perpetuos 
de  oír  ducado  de  Tenta  amral  cada  «afio »  qne  pertenecían  actualmente 
al  Conde  de  desasóla  del  Campo,  y  «ates  á  Diego  de  Espinosa  y  á 
Cristóbal  llaftinéz ;  tabernero  por  dos'dfterentes  sitios ;  y  que  en  con- 
formMad  del  auto  abordado  del  Consejo,  ««deducían  y  bajaban  por 
sea  principales  1.170  rs.  SO  mk*s.  ,  é  razón  dé  Ky  dos  tercios  el  mi- 
IHirj1  y  qnc constaba  estaban  pagados  al  Conde  do  Casasola  los  rédi- 
tos éti  censos  perpetuos  que  se  referían  en  lá  partida  antecedente 
hasta  Un  delato  de  1770:  .,..»,. 

Resultando- qué"  por  escritura  (Te  13  de  Diciembre  de  MU*  D.  Mi- 
gue! Antonio  Tttrent,  apoderado  espeteiat  del  Roque  de  Híjar,  Conde 
de  Alnndá  y  otros  títulos ,  y  de  D.  Francisco  Ramón  de  Bspés  ¥  Ddque 
de  Alagan,  y  Dofia  Harta  del  Pilar  Fcrnandea  de  Córdoba,  duquesa 
del'mtsmo'tírtiloy  vendió  á  la  real  Haofbnda,  con  destino  á  cuartel 
de  Guardias  waWttas,  la  casa  titulada  de  Amada,  de  que  era  poseedor 
el  Dnque  de  Ilf]ar  y  usufructuaria  la  Duquesa  de  Alagon /situada  en 
la  baile  alta  dé  Fuencarral  de  esta  capital,  que  formaba  toda ia  maa-> 
zank  950;  n tóneros  1  y  t,  coi*  afeceeórias  á  la  de  la  Corretkra'  alta 
de  San  fablo,  de  la  Palma  y  San  Vicente;  'qué  hacia  frente  á  Jacas* 
Obspteio  del  Avenaría  y  San  Fernando,  «a  la  que  resultaba  sin  duda 
por  las  novedades  y  obras  hecha*  <én  tila  despees*  de  la  venta  en  fa- 
vor del'  Conde  de  A  randa ,  que  comprendía  do  superficie  40*830  pies, 
valbtada  en  JJtt.479  re. ;  y  expresándose  que  dicha  casa  en  lo  antl< 


él!  ftuftoitát;  Idmeéu  fie  ammu. 

^td  fíérrehéeia  á,K!HlddBBWlp*íifViéfen'"htóo  cc/ncürsd  de  srns  biéfltt 
«n  ^8r,,íéí%4^á^lírt»p8v:t  t)^  MHr  aflfflP  «  1780  *«  adjbdtoafcít 

8iiMf8  sffl}a8fó'<:?ff0  fttftHWfáetá  feflftdtfdó  TriaiajAlacton  ;1e>j**Uf- 

(«feaiíís^^fí^^'ltm^iitís^  ataban  arttanridag  y  cerwapo»- 
dfertfe >*  Dbfttfmrfá  lutMM'.flé  Uoe«é\  'y'seimifftft  te  votar jKfrtft' 
ttfitWff  i«  16  OT  Ffcffltirt)  i»l  pKJplo  arto*  y  eotttfr  duefio  et*eit  «seo 
*áttl>#,l  WttHrflto  1«fc''tíi*tfeeTlWte  de  lí  autmtaa •{'**  ww  ****  fwr 
frttélG  tW'WflOOrtfí/'ltojatire  <3at^as-/ot^i^mtí^^ésüfitflVa  ttervwta 
tu  ntéffixmwi d^rWl*  fa^ír m?  D. MdfefetJnWy  MeRi'fUndc 
(jbé-lifá^ft  AtkiMMf :  qüo-  ItftMHK  tiúm;  f^qiMMfrertertefctó'dl «:  *h»- 
1«  Ita^rf /tfoftiptolld  Hfll'  áta-pl-mr  de*9»iff7»  t>fév  y  tt^<*M<*  coa- 
flfaabb  MtyéHfóftfer: 'cGttlpaeltoíí  d«  totflpidJfctaate*  titforqac>e»  lo 
atttlguü  fiídMHí  Mnb'talMM Wídl  ttsitídas^rt nqnettos  tftampb* fnr M 
ofi<¡lfflra¡á  trbtfjfedftíf¿rt!£  CWrto  Mf  til  tt&rier*  400  *gp  «Nrftere'7  r^pte  ** 
dtHk  ebia' :j*  if)blim^efl^;Mtaricrf;  dfstffl^dMa  con  ^'nn*.  »  que 
petf*nfecRÍT&  (ft'tüh*  ^nfó'^t^dó;^  ^ínf)Orf»|J'(icr^7i#fpiés<y 
tftí.«^(fmdttHds^j#!^^  HkWfc  ittiMdD^dol 

sUktffJWeii  fólíÉiH^fcPíflertrrbaaiflí  dffewioies,  y*ertfHfs<té  te¿SHitf 
e!  >'tiiM'péf'toif)OYt*tMh  dr-Sait'Pitfa  ftn  tartfewd^O-hAdMIJiartí^ 
nte %y 'tt'Wto'^-toitinSMi  Víeénte  á  ntonbrcnde DiegcKBsphtoaa?  de 
toftaft  /jaé<f¿b  tíos  wéis ,  reducidas  ^espfcda  á  •noarv-Sfe  «ftroputfteron 
dirtos'Teferido&'lÜaitkfc; y  aumfue'  fué  tasad»  en  l.MMfüfl*:  r  « 
ieord^itf  (tañaren  ItolOJM  de  walek  fen  hmtWioo  en  4<*  térrttios  y 
en  lote  pbaos'cfud  pre*jafon>tftic  •'por  toa  'tfoomnaKds^qbe  se  tabian 
wfrtdo  pteftfemes  ¿sri-fe  ta<  e*Jb*«ieo  de  te  ¡esdrtttmr<t*  q«e  se  aseguraba 
pfcrpatW'tfc  4b*"Y*<ted  ores* '«rata  las*  unióos  qw  -tenias  reiatffo*  á 
aquella  casa,  y  conforme  en  un  todo  á  la  tMtüta  liqutdacton  ifl«e ce 
prtktBóíffcf  f*  OraHwMé^rtetai  <H>  Crntfeda  ai  tirapo  cfo  raUur  la 
*é**a'on  fáMor  detfMhí^dfe'Areada1  D;  lPeth*o  de -*t*i>q*/yr<  ¿Bolea* 
desdé  cuya  üpiteariro  Rabia  tatofflo'ioU»a  venlfr  ni  maMA&  afamo, 
•e«|alfá  reftr¿nd&Iiifent^^tniM}teil(Fctm  d*to4'fíjtór<par  (fafegti*  da 
legfttoo*  docümbntos\  .qfoifc  cHsá  yraide  qofrfaé  dft:&:<Nk>oty*DH- 
pórtente  --y^pon  ctAsodwnrcíarlrn(triír  te  carg*  tía  4ft£<r».  41  riMnwi 
dMaea: «míales qtRfliebakitwrnAsfiácbo  por  rédffees  churro. 6  Baés«pn- 
sos  per^étods.  itaptpedtos  sabrs  ettis  y  había*  cobrado  'el  *Coitde  de  €a« 
aabolffttel  Wtopb  tbnb  poaeedar  de  hm  mn^ora^os  d^rltofia  «Btnllqa 
Jta^iets'de  ttrflrrj^shr  embtT^y  de^er&yMlno  sa  había  tenHfda, 
tólttóan  los  jjrtarittvos  dbcoraetrtM,  edianAo'-sélo  íí\9t  reíaUanela  da 
lodqtfeáe  imMn^eeomoid^rt^ronr'enaqtiena  ÜQttítoekm  y  ^  eje- 
ociftb^^'Aianjo  en '^trMOefrirarM  mra. , /dapilart  A  U*iWr*.  17 
prtravolíis?  wjtwto  al  rapedotfo  6«  y  dof  teroiw  a*  jaita?  *  oeaft^ 
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m*  ti  «ató  fldoidado  dfe  9<«é  AbHl  de  «70 ;  preVfaiéhdefce  á  «HWIfcib 
«I»  daridii;  <fde  pfcrfe  percibir  ef  <toetto;4el  'Gribo- W  ctacfttitttena  i 
rériitda  qw;tie  le.  debieran  y  pertenecieren,  ati  por  «Ufe  ¿ifejenaeftftt 
eeuo»  \)Ot>  \*  aftterlor  m  Mr  del  €*od*  dé  AhfHtifts  4MfetM*t>MiMtt<> 
lar  lee  tiftateaiy  dottamontes  fógítímos  ^  acreditasen  Ai  ^frfKMKftft 
peala»  gestiones  deterü  dirigirían  odmht  )e^  veaMlore*  1  $or<jb*tta> 
por  la  parte  de  S.  M.  do  seria  obligado  á  otra  cosa  cr##'0  pagtffibefcdo 
*<fueD#  fecha  ed  aSéMnttf  los  réflitds  coirierites  d*  dlclKrbasébv  Re- 
dando ooind  J|ii*tiabi  y*  abonado  á  su  fqvof'el  capltaP  correspon- 
diente tqpe  tas  caspa  chicas  de  Ucedo  tenían  dad  <fene¡fc  iperpétoító 
de  no  «tacado  ama!  cada  ano,  <fuo  parece  ptfrteiiec*^li(ftodeHio  <¿^ 
sasolt  del  Campo  J  «ates  ¿  Diego  de  Ea^uotta.y^ürilaéiyalilfairtb]^ 
pdr  4ob  diferentes  sitios,  euyd  capital ,  por  ámboftrdgnlado  cortform* 
«imita  acordado*  importaba  1 .470  rs.  SO  urca...  lo» que  sbiAedttian 
y  tejaba»  del  principal  deja  venia;  previniéndose  en  cuatiAo  á  <#&bf 
eeftaot  lo  mierau  que  se  babia  dicbo  acerca  del  oleo  parpéfero  de  -i* 
cae»  d«*  Ddpoa:  .que  cu  las  dos  últimas  véalas  Que  no  baMa*  beebo 
d**  las  4o&  oastis  <  la  primera  por  Dotia  Juliana  .Ucodo  en  fiívor  tW*lun* 
curso  dd  üupon ♦  y  la  segunda  por  la  Comisaría  general  .de'jGrüfcad* 
en  favor* del  Conde  de  Aruhda,  iío  aparecieron  más  qensba,'.'oMlfea- 
ototie*  ai  faípotetete  que  lee  que  se  detallaban;  ptep  <que  nu  4tae|ant# 
kte'ienti odores  (Redaban  sujetos  A  la  o^ügacidnde^  saneó»  eneqiúaaoi* 
de  ItiK  resjKfflhwbilidadte  que  padteran.apareeer  en  «ktefcie.,  asi  etbno 
lo^lie&aUan  también  al  abono. haáta  la>  fecba  tfe  i  «r  venta  dctddifc  fot 
réditos  que  se  estuviesen  debiendo  de.  dtobtfc  tiente  y  cbrgiw  com- 
prlml&ffttf  en  -fa  liquidación  t  y  es  i  ru  I  sitio  á'bdnfflcar  al  dnefttf  del  tii- 
retito  dominto  la  cincuentena  que  se  devengó  on  Ja  Venta  *  favor  det 
Qondo  do  ¿randa,  en  ctlyo  poder  qruetié  pifar  >está>  efecto  bn.  el  caso- 
da  rftwno  leí  bublese»  bocho  los  stieésoícs  eur:sü<iatocho«  (fue.  trd 
aprtrrcfe  de  totf  títulos ;  y  M  misma  regla  debería  observaos? «ton  ffcsf* 
pecio  a-S».  M   ysü  Real  Haden  da  con  la  ctncnenfenh  (tue:on>  le-reté-* 
rtda  ItytfMteion  se  le  hi/o  b  ore  ha  para  errtregart*  ainpropto  láneño  del 
¿tocto  <Umlfifé ,  acreditada  que  fóesé  legfttaanifltaseatoperaonalktft* 
y  jJrrteneécía  ,  •  lo  <pie  se  prevea  i*  asi >  para  evitar  tfcrjwrioe  jt>  dudas  í 
en  lo  suwefvo ;  por  manara  que  ei  preció  coiixqpidabdaonstaj  vepta  íaé  • 
fcP£bft!Hlfld  de  l.MKMXIOde  reates»  ert  meiálieawy  ansdtfiasiyi.fcargaaM 
nééenkíicfdn  á-  IfB.ttft  rs.  Wprtf;  per  capi)ahia  .-V  (dqdwfdaaídataf;  de 
aqilW  |ii*dlo,1  tcsuW^tm  liquido,  do  &7i.fi¡9<rR.  ¡I  nmj,  y^8»estaditmar 
etWre¿pdTW1ló  at  dneño  del  directo 'dominio  úiTá  eidciientnnanpor  sus- 
directos  efi  la  ventas  que  importó  1X4*9  rs.  ü ;  >qrii)(|ue  qixaderou 
reservados  en  8.  M>  y  su  Eeai  Hatíendapara.eittre9irio^al*dMtfiOi4et.. 
dft^li^  donftnfOi  oaHHeados  ífue  fuesen  te>4kttaiflio*  crnelOufedaban: 
^ntaüoAr;  y  11er  último,  que  ft.  Josdxle  Poa^íilosí.-  .'Caipuflr^lgeaefal. 
drt  ai4a»v  etím4  édmiaionado  al  eíeetou-  ac&pt<V.osta  taitfitavU.Moanii^ 
Hbtrtto  <jua  (¡trataban  «o  c^pta  {le  ^  M>  7<  ío  su  Be»|jl«iefi4a  la«* 
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Usfaccáon  desde  el  dia  siguiente  del  otorgamiento  en  adelante  de  toda» 
las  cargas,  cenaos  y  obligaciones  con  que  habla  adquirido' las  casas 
como  se  dejaban  consignados,  y  &  tonificar  al  duefio  6  dnwsde  les 
censos  perpetuos  la  parte  y.  porción  que  les  correspondiese  de  la  cin- 
cuentena que  á  este  fin  se  había  abosado  en  aqaelte.  liquidación,  ve* 
rificedo  que  fuese  haber  aereditado.su  personalidad  y  pe? tenencia  como 
se  bailaba,  sentado :  r   .     .       ,  ■.        . 

Besulftando  que  fallecido  en  i  de  Mayo  de  IMS  D.  lomando  de 
Aguilera  y  Cbntreras,  Marqués  de  Cerra! be,  que  en  1W9  había  suce- 
dido en  el  Condado  de  Casasoia  del  Campo  ai  que  correspondí*  e! 
mayorazgo  fundado  por  Doña  Catalina  Jiménez  de  fagan  ptor  escritura 
de  S  def  Hayo  de  18áS  v  los  fideicomisarios  del  D<  Fernando  de  Agui- 
lera adjudicaron  á  D.  Gaspar  Aguilera  los  censos  pertenecientes  á  di- 
cho Condado  y  mayorazgo:  que  el  D.  Gaspar  Aguilera  falleció  en  1$ 
de  Diciembre  de  135$,  dejando  instituido  por  heredero  de  sus  bienes 
á  su  hermano  D.  Domingo  Aguilera  y  Contreras,  quien  por  su  testa- 
mento de  ii  de  Mano  de  1857 ,  y  bajo  del  cual  falleció  en  11  do  Mayo 
de  1611  •  instituyó  por  únicos  y  universales  herederos  á  sus  hijos»  en- 
tre ellos  D.  Carlos  de  Aguilera  Santiago  y  Perales,  Marqués>de  Benelda: 

Resultando  que  en  12  de  Enero  de  1865 ,  á  solicitud  del  D.  Carlea 
de  Aguilera  Santiago  y  Perales,  como  testamentario  do  su  padre  Don 
Domingo ,  fué  inscrito  de  mandato  judicial  en  el  Aegistfó  de'la  Pro- 
piedad la  titulación  formada  con  varios  de  los  documentos  menciona- 
dos  de  los  censos  perpetuos  que.  es  la  actualidad  pertenecía»  ti  la  tea- 
lamentaría  del  citado  D.  Domingo  de  Aguilera  y  Contreras  : 

Resultando  que  el  referido  D.  Carlos  de  Aguilera  Santiago  Ferales, 
Marqués  de  Benalúa,  como  testamentario  in  tolidum  del  D*. Domingo, 
su  padre,  después  de  acudir  á  la  via  administrativa,  dedujo  la  actual 
demanda  en  5  de  Diciembre  de  1865 ,  solicitando  que  se  declarase <jue 
el  Estado,  como  dueño  del  dominio  útil  de  la  casa  sita  en  asta  capi- 
tal y  su  calle  de  Fuencarral ,  núm.  95  moderno  y  1  y  3  antiguos  de 
la  mamúa  190  ,  ocupada  boy  por  el  Tribunal  Mayor  de  Gacetas  del 
Reino,  venia  obligado  A  pagar  ¿ 4a  testamentaría  de  D.  Domingo  Agah 
lera  y  Contra»*,  Marqués  que  fué  de  Benalúa,  los  réditos  de  los  dos 
censes  perpetuos  con  que  dieta  finca  se  bailaba  gravada ,  vencidos  en 
les  treinta  aflea  anteriores  al  á  de  Febrero  de  aquel  año  en  que  fue- 
ron redamados  por  la  via  gubernativa ,  que  A  razón  de*  231  ra.  11  ma* 
ravedís  anuales  ascendían  A  6.945  rs, ,  y  á  entregar  también  A  la  mis* 
ma  testamentaría  los  17.489  re.  con  8  maravedís  que  importé  la  cin- 
cuentena cauaada  por  la  última  venta  de  Ja  misma  toca ;  y. para  ello 
alegó  que  el  Estado,  como. subrogado  en  todos  los  derechos  que  adr 
qoirid  S.  H.  y  su  Real  Hacienda  sobre  la  casa  deslindada  .«que  for- 
maba toda  la  manzana  350,  en  virtud  dé  la  escritura  que  á  su  favor 
otorgaron  loa  herederos  del  Conde  de  A  randa  en  15  de  Diciembre  de 

1815,  vente  obligada  A  reconocer  y  pagar  todas  las  catgut  con  ymn 


SfeNTfeíSUAS  PE  1669.  617  . 

hallaba  gravada  dicha  ñoca ;.  á  pagar  también  á  los  actuales  dueños 
de  ios  censos  impuestos  &  favor  del  mayorazgo  de  Dofia  Gato  l  i  na  Ji- 
ipenftz.d0.  tajan  los  réditos  vencidos»  al  menos  durarte  los  últimos 
treinta  años,'  respecto  á  los  cuales  do  podía  en  justicia  exaepckmarse 
ni  oponerse  prescripción  por  el  trascurso  del  tiempo,  y  ú  entregar»  á 
los  referidos  actuales-  dueños  dejos  censos  «perpetuos  el  importe  de  4a, 
cincuentena  causada  por  la  última  venta  de  1?  citada  casa  ,>  supuesto 
que  a|«  rebajarse  de  su, precio  líquido  constaba  que> el  >o*mpiraéfcr  re- 
cibid aquella  cantidad  tenvcalidad  de  depósito  pata  ontcegaela  á  su  le- 
gitimo dueño  cuando  quiera  queja  reclamase :  que  el  depósito  no  e* 
ni  puedo  :&er  título  Jaropara. -que  el  depositario  pueda  ganar  por  pres* 
cripqjou  la  propiedad  de  la  cantidad  depositada  en  su  poder  ..que  por 
sucesión  hereditaria  de  0.  Fernando  do  Aguilera  y  Contreras,  Marquto 
de  Cerra  i  bo  y.  Conde  .de  Cascóla  del  Campo ,  poseedor  que  era  del 
mayorazgo  de  Doña  Catalina  Jiménez  de  Lujan  cuando  se  reaMsó  la 
última  venta  déla  casa  gravada,  recayó  et  dominio  y  propiedad  de  los 
censos  en  cuestión  en  su  hermano  D.  Gaspar,  á  quien  tamhien  ho-r 
redó  su  otro  hermano,  p.  Domingo,  y  por  consecuencia  en. la  testa* 
mentarte  de  este  último  residía. hoy  el. derecho  4  percibir  los  e*pre* 
sados* reatos  y  ejncueutlena :  .         < 

llesgllapdp  que  el  Promotor  fiscal,  en  representación  de  la  Ha- 
cicada  pública ,  pretendió  que  se  absolviese  á  ¿ata  de  la  demandar 
excepcionando  al  efreto  que  los  documentos  presentados  pava  Justina 
car  la  verdad  del  hecho  que  se  quería  hacer  valer  en  la  demanda  ni 
remotamente  conducían  al  objeto,  pues,  prescindiendo  de  que  eran 
copias  de  escrituras  por  compulsa,  sólo  ana  al  parecer  oerrespondia. 
á  la  del  otorgamiento  de  un  censo  de  a  ducados  y  dos:  gallinas1,  á 
cuyo  pego  se  obligó  Diego  de  Espinosa:  que  para  entablar  la  acción 
real  era  preciso  se-  presentase  el  título  de  quo  ésta  nacía,  cual  era 
la  escritora,  de.  la  constitución  del  censo*.  £  ceñaos ;  pues  del.  recorten , 
cimiento  por  el  censatario»  sólo  nacía  la  acción  personal  ¿  non  cuyo 
acto  no  se  trasmitía  la  obligación  á  un  nueve  poseedor  de  la  finca.;  y 
que  en  la  demanda  entablada  ni  aun  esto  último  so-acreditaba ;  .pues, 
no  podia  admitirse  como  reconocimiento  periódico,  áqoe  estaba  obli- 
gado el  poseedor  de  la  finca  gravada,  las  manifestaciones  hechas  -en» 
la  escritura  de  venta,  otorgada  por  el  monasterio  del  Escorial  á  favor 
de  D«  Nicolás  Dupon;  pues  éste,  á  pesar  de  dichas  manifestaciones, 
se  oponía, al  pago  de  la  cantidad  procedente  ¿«réditos* do  censos,  é 
las  que  se  bailaban  afectas  dichas  casas,  por  cuya  tazón  «ato  de* 
mandó  4  instancia  de  D.  Antonio  de  Aguilera  y  Lujan,  cuyo  resultado 
no  constaba  cual  fuese :  que  la  prolongada  dilación  en  ejercitar  las 
acciones  en  el  cobro  de  las  pensiones  indicaba  quev  ó  no  hubo  deci- 
sión en  aquel  litigio,  6  éste  les  fué  adverso:  que  en  la  hipóte»»  de 
que  los  documento*  presentados  se  considerasen  con  <  le  suficiente 
fuerw  pura  destarar  el  d^rpeho  que  presadla  eldroteadante,  sím? 
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pre  qúedaHaei  beneficio  de  Id  prescripción  á  ftvórdel  Estado, 
nocida  en  te  NoVísiiba  Recopilación  y  en<l¿  ley  liiá»  ftw*,  ptfécto 
qoe,¿égtra  éstas,  el  ^rmfM  ésel  ifé  teettlft-^ieij  fcay»ti«dnft  d  mala 
fé;  y  en  ei  «aso.  actué!  d&  fc**r  *&ám  toé  ¿ensos  <  no  constaba  se 
bu triase*  aatásteote  las  * pénete»»  en  él  traspirad  demás  druif  frigio; 
p*es**'fefen  eii  la  escritora  dtf  tenta ,  otergadti  por  Id  GoaJttutft'  ge- 
neral de  Cruzada  se  exptétfe  haberse  satisfecho,-  fué  een  referencia  á 
las  ementas  del  adaatnistnfcfelor  de>  concurso  y  cea  él  apénáfeadb  tt- 
turne*  en  la  oscuridad  eir  qrá  yketé  ente  cento,  á  lo  ífue  féenUeePde 
las  escrituras  i  pero  nunca'  personalmente  por  los  poseedores  sfttfeft- 
vos  de:  las  ffircas;.  y  Analmente-t  que  el  representante  de  la  BaetMde 
Ignoraba  al  la  Comisaría  ¿eflerat  áe  CtaBad*  quedó  satisfecha  feo*  los 
Menee  ttonuurstidos  ddt  crttlfto  qtíb  se  le  ádélidaba ;  \itm  lie  tiú  ser 
del,  y  como  subrogado  en  ios  decebes  y  ácdoitas  de  étt*  y  de  Boa 
NicbMa  Dupon,  podría  reconvenir  «oii  igual  deredho  q*e  lo  Hetna* 
los  demandantes,  y  presoibdiencfo  de  la  prescripción  sébré  las  banti- 
dad¡es  entregadas  por  oladmihistradoe  del  cOñcttreo  en  eonbfepto  de 
pensiones  de  censos  mal  satisfechas  por  ef  acttitolstrádtor,  peetto  que 
notQonstaba  to  Hiciese  á  pet*bm  ftfÉtoa  y  con  garantía  de  tftttto: 

Resultando  que  el  Duque  de  Aliaga,  D.  Aritirto  ftvdH*e  *rt*SR*a, 
cWido  de 'etleelon  por  el  Ministerio  «se*,  pretendió se  dedaráato Im- 
procedente le  demanda  de  **lecftm ,  imponiendo  perpéttfo  sitenefe  á 
la  Hacienda  («fótica,'?  ootOfenanito  ft  stts  representante*  e0lte<  «tetes 
y  daños  y  perjuicio*,  que  ©oh  motftoy  por  retan  de  ella  se  le<cau* 
sasea ,  sin  ptrrjdicio  <fc  U>  que  procediera  respetad  d  4a  dettaflftf*  M 
representante  del»  Mariné*  de  tienalóa : 

Resaltando  que  segeido  el  Jdiclo  por  sus  tttmltes,  éM6  sentencia 
el  loes  de  primera  instancia ,  que  eetHftraó  la  Stitá  tercera  de  H  Au- 
diencia en  fí  de  Febrero  ftltlmo,  dekisrartdo  que  el  Estado  tfen*  obli- 
gado ¿  pagar  ñ  la  testamentaria  d<*  ffarqndd  ti*  Beaatóa¡  <mto  suce- 
sor en  los  mayorazgos  de  ftdfla  carlina  Jiiaetfe*  *e  Lejaaf,  lf  aniña 
de  6,940  rs¡  pfcoCeíteMe*  dtf  WS  tttiftofi*  de¡  Me  eeftfeds  cdivqtoe  s&  b*R* 
gravado  el  edífldio  en  tftié  s#  bal?*  'coftaitoti*  m  tribunal  Mayor  de 
Guetoas  m  Reino»  á  contar jdoáde  to&  treinta  tffioe  amwtores  át  4  de 
Ptfbrtto  de  fNB  en  que  «e  le  reclamaren  por  lá  vía  gtfbernatiia,  y  * 
entregar  «rftotário  A»  fa  tatema'  ttotatWDiffafia  t  poMgual  oonoepiola 
suma  de  n.lWTs.  ir  nir^qae  Importó  la  otateuencenfi  üawsad^p^  la 
tfltim*  venta  de  M>  refetidtf  ftfrea ,  y  cuto  imp#He  se  reaef a*  Ut  Be* 
HaéteaUa  con  al  ^pósito  y  objeto  fimpto  de-  &sm  4eAtMo>t  '>-  '- 

Ritmando  que  eoiittt'eBtb  fa4lo*iráerpftdo  til  'Mrtrfs^í^o  iflécM  fe- 
ütíréo  de-  casación  v  per((ne  isfr  sitiefwAtuo,  «e  tttfbtan1  ítsttltikkyv 

*:  lá  ley  !.\  tftc;ll^FafMe  %1/ ,  qíw  (Mepono  eórrdboMe  al  ac- 
toi*  qne  i^ma^  probarMos  bacilos ;  por  ¿iíataio<el  doniatimRé  ió  ba- 
m  jMiffcado  debitftfifenie  sep  di  solar*  é*  eae^tkM  ef  ttfie#n<y  «obré 
tjW  jo  Wrpdslowu  1^  ««bao*  rcgtamaoo»,  pue^  9b  IW  «aMRurM  A 
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«Wtfmetoa  presentadas  en  autos  so  hablaba  4e  solar«s;,gfl£,  t#pi4# 
lúMlero*  dfetiaM*  4  ios  del  wnpiqntdo Tritauía!  de  C»enj#.yi*^ 
nupy  djferapt*; á  la  suya.;       ,    ,  /  ,  :•/  •>  <>:   - -t* 

2/  Las  leyes  relativas  á  la.prq^rjjMÚQn*  y  wux  e#(íecia^pf *  ft 
*9  4*3W»  iwiei  la  gaciend»  ¿l^gd  Ja.^x^cipo  de  pr^rfcflion, 
«if  odp,  iwladabk  el,  b^ho  4^(  uo  báberse  j*g*f1a  4a»  paosjpneé  fip>4fl|f* 
d*  píen  4$$*  j>¡  la$  tfneuenlfíps.    „  ..,,:,  .  T  .         ^tt, 

.  1 3/  |Us  feyes  qu^Upoq^  qo  d^ea^pp^pr^  á,  ou^im  j^íqjq  )o 
y^. ^zgado  y. ^enteflc^do,  A. ¿o  opal  $e  reterjp  *l,$aso  í.°  a§í  ifU  $7 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  infringido  en  la  sentencia*  ¿  j&vqf 
que  las  leyes  que  lo  originan ;  por  cuanto  en  el  pleito  alflgd  el  Mipis-  • 
ter#>  facal  4*  litJspend^Bcla  qup  sobre  el  piapo  asimto  existía ,, j  la 
cua|  constaba  en  Jos  documentos  públicos  presentíaos  flpf  eUíj(orf 
y  sin  embargo,  el  juicio  se  ba|>ia  anuido  y  tero? í nada  ¡da  tener  $p 
cuenta  ¡aqnelí?  antigua  litis  y  sin  conocer  sus  resultados.  '    ,  , 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  fyancispu  Haría  df.ífts^Ha* 

Considerando  que  al  actor  i^cuqai^  1%  prueba  •  seguu  la  fey  lp  tí- 
tulo 14 ,  Partida  8.' ,  invocada  en  apoyo  del  recurso ,  la  cual  no  ha 
sido  infringida  en  el  presente  cqsp,  ptypsto  que  por  el  demandante  se 
han  practieado  pruebas ;  y  que  la  Sala  sentenciadora ,  apreciando  las 
mismas  y  el  resultado  de  jos  pifp$>  esfimp  jipo  fatá  acreditada  la 
existencia  de  los  censos  y  la  identidad  de  la  Anca ,  afecta  á  ellos,  sin 
qjjftrcontrit|e$t?  apreciación  se  baya  cjtado  ley  ni  doctrjua  admití^ 
po/Jía  jurisprudencia  de  ios  fribgnales :  ...  ',  (j„  .,  '  i  »t 
,tt  Considerando  que  respecto  de  Io^bté^s  qtve  íforon  vjncuj^dpsjno 
precede  la  prescripción  sino  desde  30  de  Aposto  de  lfi&**  ei^qflfSffea- 
tahle^eron  las  ley^desvin^uladoraí>v'  copo  ío  iiejne  df^layado  r^pe- 
tidfím^nle  este  Tribunal  Supremo :  .  it\    i'       ,jj  •, 

Considerando  que  los  censos  perpetuos  <Je  qjtf  tfjJ1^  Mf^wáan 
á  vinculación;  y  que  desde  1836  hasta  1865,  en  que  se  entabló  la  de- 
manda y  fué  emplazado  el  Promotor  ffcqd ,  ^^abjafl  tr^scurrWf  los 
treinta  affoa  que  exjge  la  ley  63  de  Toro»  cHapa,  párk¿rc$9?iWr4aiac- 
cioq  reabhipotecaria ,  por  jornal  no  ha  sido  ipfrfygidaí:   .  *  f     0\v 

Considerando  que  la  Infracción  alegada  aeji  ^ -^  <1*  J^l¿y.d$ 
^njni^an^ieatp  civil  ^  en  la  parte  referente  á  q^a  la  litis-pepénala  es 
^dn^s^lé  como  excepción  dilatoria*  no  puede  servir  d?  jtoRdWfcqhty 

pafa  u«  recurso  de  casación!,  en  .et  fondo/,     ,  '  •  .!*' .      ■%    i 

(  Y-  cerreiderando  que  no  s¿  pueden^  tqiriSKtyi  cuéato^ra.líicas^- 

Ció  o  las  leyes  que  sin  la  determijiaoop  debida  se  taVQqan  taífai  WP% 
ctfptíQt\(y  ctea  juzgada;  •,.,.•  s  -  ■.....».«.  nn-,.,-  \ 
.jpajlltyQQps,  quedebecpQ^  departir  v  ^declaramos  no  ,feab$\  rWV-4 
r^cqarfo  «te^casaciori  inícffMiestp  pqV  el  Ministro  fe q$ ;  yqi^a^ 
que  las  costas  cansadas  á  D.  Carlos  de  Aguilera  Santiago  Perales,  Mar- 
qufSr  da  BepiaMa ,  «apof  testamentario  de- su  padr^^  iD^mingcr  Aful- 
tara  y  Cofreras,  so  satisfagan  da  los  fondo»  retenidos, y  pcoindgitw 
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de  la  mitad  de  tos  depósitos,  cuya  pérdida  ha  sido  declamada  ♦  en 
conformidad  á  lo  que  dispone  el  art.  1.098  de  la  Ley  úé  Enjuicia- 
miento civil;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audientio  de  este 'tatito* 
tío  con  i*  correspondiente  certificación/ 

Msí  por  esta  nuestra  sentencia!  qtie  se  ptfblléart  en  la  i&cét*  ift 
Mué/id  é  Insertará  en  la  Coerción  Itqittatvod  \  pasándose  al  efeetb  te 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firtaatno^Mau- 
rlcio  «artH.^Váléniilí  Garralrfa.==FranfclscO  María  de  Castilla  i^Jbsé 
MtrfáBard.^yoaqtiin^atírnar.^José  Fermih  de  Mufo:=FeJnawío  Fércz 
de  Rozas.  'l-i     "   •'  •    •  ■  '     '•  ••■*■..-•.. 

teida  y  publicada  filé  la  sentencia  anterior  por  el' Mino*  Sí/tíbn 
Francisco  Marft  de  Castilla,  Ministró  del  Tribu  nal  Supremo  dé  Jus- 
ticia;  estando  óclebrando  audiencia  pública  Ta  Sala  prftóéfa  de! 
mismo  el  día  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  dé  Cámara 
habilitado  de  dicho  Supremo  tribunal.  '  " 

Madrid  ti  de  Diciembre  de  1869.=Remígio  Fernandez  ^'Rbdrigdcz. 

•  •  -Wíi.'fif.' 
>-:  '  CA9ACKM>-SAIA  VlUHERA.' 

Fago  de  tortsioNE*  DE  un  censo. — Sentencia  de  21  efe  Diciembre. 

declarando  no  haber  lu^ar  al  recurso  de  casación  interpuesto 

'   por  fa  comunidad  de  religiosas  carmelitas  descalzas  de  Corpus 

'Chrijltite'  Valencia  V  contra  la  pronunciad?  por  Ja  Sola  tercera 

dé  ta  Audiencia  de  la  misma  ciudad,  en  pleito  con  la  razón 

social  Hijos  de  Reig  y  compañía  y  el  Ministerio  fiscal »  ch  re- 

preséhtanoíi  del  Esfado.  ,    . 

th'los  cónsidekanpós  se  eslabtecc : 

1.      Que  cuando  inmediatamente  después  de  comprada  una  finca 
desamortizada  redime  et  comprador  el  censo  que  sobré  fy  misma 
pesa,  queda  desde  entonces  Ubre  de  dicho  gravamen. 
•♦  £••!  ptt¿  fán  e¿  fa  fapói€Sjs  ¿e  qUe  esfa  redención  otorgada  por 

el  *Eétado  to  fuera  legal  y  válida ,  no  podría  admitirse  la  deman- 
da en  reclamación  del  pago  de  las  pensiones  vencidas,  mientras  no 
sé  solicitare  y  obtuviese  fa  declaración  ejecutoria  de  su  nulidad,  ni 
acudido  á  la  Administración  para  la  formación  del  expediente  gu- 

ÍSernativo  que  necesariamente  debe  preceder  ó  toda  demanda  de  ttt- 
érés  dd  listado,  con  arreglo,  á  repetidas  reales  disposiciones  y  muy 
especialmente  eb  tas  deííde  Febrero  y  20  de  Setiembre  de  l851 r. 

~  Bn  la  villa  fac'lUadrfd,  á  SI  de  Diciembre  defftfiD,  ¿n  el  pleito  'Re- 
fluido en  el  Juzgado  de  Hacienda  de  Valencia  y  en  la  Sala  torcera  do 
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la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  la  comunidad  de  religiosas  car- 
melUap  descalzas  del  couveulo  de  Corpus  ChrUti  con  1*  rafon  social 
Hijos  de  Reig  y  compaftfa  y  el  Ministerio  fiscal .  en  representación  del 
Estado  •  sobre  pago  de  pensiones  de  un  censo;  pleito  pendiente  ante, 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  inierpuesto  por  la  comunidad' 
demandante  contra  la  sentencia  que  en  %  de  Diciembre  de  1868  diettf 

la  referida  Sala : 

lesuUando  que  pl  Presbítero  D.  José  Fox .  por  escritura  de .  31  de 
Mario  de  .17,35,  usando  del  derecbo  que  tenia  de  elegir  y  nombrar  su-, 
cqsor  A  los  bienes  que  el  Presbítero  D.  Juan  Bautista  Fox  habla  legado, 
&  su  sobrino,  formando  un  vinculo  perpetuo,  electivo,  sucesivo,  con-, 
sistente*  en  una  casa,  una  alquería  y  12  cahizares  de  tierra  ei)  el  Iik 
gar  de  Buzafa,  nombrada  vulgarmente  la  heredad  de  la  Arboleda,  pon. 
la  obligación  de  dar  todos  los  afios  al  convento  de  religiosas  carme- 
litas áe  Corpu$  Ckrisii  100  libras  para  la  celebración  de  la (núsa  coti- 
diana, eligió  al  Dr.  Juan  Bautista  Quiles  con  la  mencionada  carga ;    - 

Resultando  que  por  escritura  de  9  de  Enero  de  1756,  que  aprobó  y 
ratificó  la  comunidad  referida  en  12  del  mismo  mes,  á  fin  de  cons- 
truir la  Administración  del  hospital  de  Nuestra  Señora  de  la  Miseri- 
cordia un  molino  harinero  inmediato  á  los  12  cahizares  de  tierra,  per- 
trocientes  al  vínculo  fundado  por  D.  Juan  Bautista  Fox,  convino  el 
poseedor  de  él  hacer  trasportación  absoluta  con  pleno  dominio  de  18 
hanegadas  y  upa  cuarta  de  tierra ,  parte  de  dichas  12  cahizadas,  que- 
dando, de  cargo  del  hospital  pagar  anualmente  al  convento  M$  100  li- 
bras que  tenia  derecho  á  percibir  y  cobrar  en  virtud  del  legado  hecha 
por  el  referido  fundador,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  dichQ  con-; 
vento  paca  la  seguridad  y  pago  de  la  citada  suma  en  los  remmtea , 

OietlGS  • 

Resultando  que  la  referida  comunidad  eftabty  demanda  contra  el 
hoopiut  para  el  pago  del  importe  de  varias  pensiones  del  qenso,  y 
que  por  ejecutoria  de  la  Audiencia  de  Valencia  de  1.*  de  Diciembre 
de  1851  se  condenó  al  hospital  i  pagar  ai  cpn vento  Jas  pensiones  v*n- , 
cidaa  basta  la  fecha  de  la  demanda  y  las  que  hubieran  vencida  dfer ! 
rante  el  litigio: 

llesaltendo  que  anunciada  la  venta,  del  citado  molino,  llamado  de  < 
la  Misericordia,  con  expresión  de  hallarse  gravado  con  un  cenao.de 
1.560  rs.  de  pensión  anual  á  favor  de  las  momias  de  Corpas  CkrUti;  ■ 
otro  de  7  rs.  al  clero  de  los  Santos  Juanes,  y  otro  de  165  rs.  i5; cén- 
timos al  Patrimonio  Real  f  fué  rematado  en  18  de  Manso  de  18»  6  fa- 
vor de  D.  Lino  Alberto  fieig ,  socio  de  la  razón  Hijos  de  Béig  y  com- 
pañía ,  y  adjudicado  al  mismo  en  20  de  Abril  siguiente,  habiendo  sa- 
tisfecho el  importe  del  10  por  100  al  contado  de  B0.000  rs.,  capital  de 
un  censo  al  i  por  100 ,  de  pensión  anual  1.600 ,  que  pertenecía  á  las 
monjas  de  Corput  Ckrisii  y  gravada  sobre  dicho  molino «  y  librado' 
nueve  pagarés  por  el  00  por  100  réstenle ,  y  el  importe  total  de  oW 


<fei  f  nifttwAÍ*  ütiAtEító'  te  justicia. 

csemb' tytlti  se  festlii^Tia  i^nt*  pértcWiéfeet-  ai  éléro'dd  tos  Santo*  íaaéf* 

3'  qtttf  en' II*  de  JtíYifo  tife  dicho-  áftb  sé  tootgd  por  ünó  dé  Iok  IWfc» 
a  pritoérk  tasthiteiít  dt*tVáteficia;.>scritüii  dé  *éittd  del  dtadémo- 
itód  é  ^vbf  &éí  la  móú  fcortaHridicadé,  expresando  ente  ^Mtkimf 
<¿nfe  estaba  gravado  fe<tá  tos  trw  eéns'ds  mencionados  ^y^tíe'l^^entt 
rt'étorgáMt  t(m  tes  coriftcibrra*  prevenidas  én  la  ley  é  ttfstéttfefciéttHlé 
desamortización ,  entre  las  cuales  se  establecía  que  las  cat^ft^itótttM 
Vitasen  #6br#  las  fintíM  *  ft^or  dé  particulares  &  de  bteftealéf«é|mia- 
úófi  fw^e!  ^r.  %>díé  lia  mencionada  ley,  haWati  áe^ednr!(WfcíréWW 
dtí'^onj^aáot ,  fcfirttípré'tjtté  Itaefan  corriera  y  cenbeidas  ,'pwáMiR' 
qafe  fu&en  d*  íkvé/r  'dé  las  eotybmiqftes  digáis  1fae*s  tetaban  tfemiátti- 
das  en  venté,  cié  éhajéffiabfiln  coh  Mtasy  quedaba  ¿ftpégo  por'étaatai 
del  Estado:  ~      " -1  •••''■  .  ..•    •   f   >»'ü    #.  . 

Icnéottanfrto  qué-en  fiS  dé  Junio  dfe  1868  emábldf  dftmfcfidtf  ■***»•• 
tatfüt  cémtmiriad  para  qae  fee  condena** ft ía  r&ion aoefer WJorf d¿R$g 
y  conipttftía  ai  pago  del  importe  de  íaa  penstónes4de  dfcfob  censo  dtotóé 
qtie  hablan  adquirido  la  ftncá  censida  hafcfa  que  la  habiátt  eé&do  en 
4  #é  fcbrtl  di»  t868;  préfénafort  vfre  fundó  en  que  el  ceñ^  estaba  sub- 
sistente, ya  portyoe  así  se  earjfrésaba  en  la  escritura,  ya  porque  todas 
las  leyes  desamertisattafas' habían  reconocido  que  la  enajenación  de 
lea  bienes  nnfttonaies  d¿¿todaá  clases  se  entendían  siempre  quddéftdo 
stijetésé  lá»<oargas  temporales  y  fcsp i rituales  tan  qneesturié^sfr^ra*' 
vados:  4Éé  ademéfe  tío  estaba  aújéto  f  Cas  p^ácripcionfM  de  tés  leyes 
cJMambrffttfrféfas  de  Í855  y  1856,  porque  teniendo  el  Objeto  éfcpílefer 
desatenderá  uft*  ¿«efe*-  meramente  espiritual,  lo  fiaWi'  exceptuado  la 
Rett  órdé#'dé  S^e  Mayo  de  18W,  confirmándolo  Ja  de- «de 'Enero 
dé  186*  y  raí  aterirías  deeite  Supremo  Tribumffí  de €2  de  HUyo  y 4* 
de  Junio  de  1862 ;  v  que  aunque  el  censo  no  hubiera  tenido  tal,Obf^ 
té;  láitipdco  MWik  «podido  veáderse  tti 'redimiese  eti  Joti»*dfr<  1*9» 
péroue  sierid*  ñ  teVo¥  de  lé'tglrtsfo,  lo  babía^Wbido  el:«eal  totortfo 
&t  ¿8  de  (Jcfatoré  á€  W6V<f3e  riabta  dejétfb  «b  efer*<Hod*a  lis;  di*' 
portalones  que  de  cualquier  itíariera  alteráfeeto  ló  denvenidfr'éft  iel  IBin^ 
cotftai*;  aterido  tamben  opuesto  á  la  circula*  de>16  4e  MfthMhM M& 
que  habla  declarado  que  sólo  tenian  derecho  á  redimir  los  4faé  l»W- 
lMtaéeti  dictes  «4  publicarse  el  Real  decreto  de  14  de  Octubr*  de  1866 
y  teowtaaea  -en  las  relaciones  remitidas  al  Ministerio  dé  üatíettda, 
c*ae eú  qae  po  podía  encontrarse  la  razón  social  de  Reig  por  no  tafear- 
sidd  dueño  dé  la  Anea  hasta  el  14  de  Junio  de  1899:  .  ,r      • 

Rés*itandd  qoe  tés  hijas  de  Reig  impugnaron  id  demanda,  llagando 
que>  léjotdé  habérseles  rebajado  el  precio  del  o^nso*  habihn»fca*sfe- 
cho  d  imporle  det  primer  pitazo  del  capital ,  y  suscrito  pon  ios  naere 
retíanle*  tos  oportunos  pagarés:  habiendo  quedado  ¿«pripido  ea  Ja  es* 
cakhoa  de  venta,  no  *  udlandb  por  ello  coasid  erarles  OWigados  á  respou- 
áet  ddi3ii|  capilai  q*é  no  hiblaa  retenido;  y  que  estanéo  ai  mudtdot 
drunairiboaobltgad*  á  la  evtécitín,  d^fela^cnars^  al  efp do  «i  Bstado. 
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Resultando  que  citado  en  efecto  el  Promotor  fiscal  de  Hacienda, 
impugnó  la  demanda,  sosteniendo  que  el  censa  estaba  redipaido.  y  que, 
como  perteoectente:A  una  ctminnidad  d»  religiosas»  habla  qaedado 
comprendido  en  las  leyes  de  incautación  y  desamortización  eclesiástica: 
RretftHaudo  que  desestimada  Ib  demonda  por  la  sentencia  que  en  2 
de  Diciembre  de  1868  dictó  la  Sala  tercera,  da  la  Audiencia  de  Valen* 
cia  confirmando  en  este  pai  liculat  i\  del  Jueat  de  Haciende  pública  de 
la  miema  eiufJart  de  39  de  Abril  anterior,  pero  mandola  respecto 
da  1|  ünulanaciQn  do  coste?  que  esta  contenía  y  en  manto  impanja 
silencio  .perpta*o  $  la  pomenidad  demandante ,  interpuso  recurso  de 
ceaacin».»  pitando  ni  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en 
este  Supremo  Tribunal  como  infringidas : 

1/  los  articule»  «.'  do,  la  ley  de  l.°4e  payo  de  185:í,  y  8S1  A  S70 
de  la  ipsinufijoft  de  af  M  miamo  mes ,  parque  no  fcábiójidose  suje- 
lado  l£  redención  4  venia  del  censo  á  los  trAmite*  mareados  en  las 
mfrraos.  seria  nula  aunque  fuera  aplicable  dicha  ley. 

9.*  ti  ftéal  decreto  de  U  d*  Octubre  de  1850 .  que  suspendió  la 
ley  de  drseftPlIiaacjon ,  puesto  que  las  disposiciones  dictadas  con  pos- 
terioridad para  I  ley  a  ría  4  efepto  sAlo  habían  sido  relativa*  i  las  cor- 
potaciones  da  parácter  ciyfl .  como  (¿¿analmente  lo  disponían  ios  ar- 
UwJ#M-!  y  *-"  de  la  ley  de  11  *|e  Marzo  del85?,  que  batían sida  por 
tanto  tambJen^nfringidos  por  le  sentepcla  9  puesto  que  había  excluido 
v(riuafm«nte  fia  la  redención  y  venta  de  lea  bienes  que  no  tfMtvieraii 
comprendidos  en  qüo*.  .•■;<. 

3.r   La  ley  \9i  .ti».  9-°,  Partida  3/  ,  y  .la.jnrjsprndenoia  foqstenKv 
mente  admíMd*.  aspecto  ?l  mándalo .  al  leaer  como  legítima  la  reden- 
oion  beaba  PPr  los  empleados  del  (Jobie/oo  que  teníale!  carácter  de 
maadtttnoa  del  mismo  r  y  Aqui^n  había  prevenido  qqe  no  verificasen, 
la  yanta! ni  redeaeion  da  acosos  dp  la  glasé  del  de  que  se  trataba..  L 

«.?  ,BL  a<*.  9B  (1*1  CoqcpadajQ.de  17,  de  Qptubre  de  m\ ,  que  previa 
la  devolooion  i  las  £0¡munldad?s  voiigiosaa  de  lqs  bienes  que  las  oor* 
resfiandiemtnJo.cüal.fué  ratifiqado  por  la  suspensión  ya  indicada  de 
las  leyifc  desaroortiaedQrae  ¿  y  lo  qyo  se  habiadisppeaiQ  por  e¿-  Real 
deerete  4a  99.  de  Sembré  de  1$86  en  cuanto  ae  qpu$ierap  a}  diplio 
Can^QRdato;  y  el  Gobierno  hato  ratifl/PPdo  desppps  qpe  los  censos  de 
la  clase  delftue  se  trataba  no  estaban  snjetne  *  la  venta  nj  redención, 
como  así  lo  confirmaban  ios  articulo**  1° >  3-*  Y  **  del  Convenio  de 
25  de  Agosto  de  1859 ♦  publicado  como  (py  en  4  de  Abril  de  18(10,  y  el 
arícalo  7/  del  Real  deqrotq,  con  fuerza,  de  ley,  de  84  de  Junio  de  1807, 
cuyas  dispQsicIqpes  tupian  sjdo  ppr  qonsiguipnta  infringidas, 

k*  la  Real  orden  de  3  de  flUyo  de  }8S9  y  la  sentencia  de  este  Su- 
premo Tribunal  de  22  de  Mayo  de  1862 ,  porque  ios  empleados  de 
Hacienda  habían  debido  atemperaras  i  afuella  a)  otorgar  la  redención ,- 
V-\]?$  aunque  la  Real  orden  de  97  fie  Agosto  de  18$2  fuera  aplicable, 
qpe  iy>  lo  era  i  al  casp  presenta  no  ppdia  invocase  pana  legitimar 
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actos  perfeccionados  y  consumados  tres  afios  antes,  ¿cual  era  la  re- 
dención de  que  se  trataba.  ■  >      . 

6.a  Los  artículos  2.\  núm.  2v°,  88»  77»  144  y  156  de  la  Ley  Upo* 
tecarla,  pues,  contra  lo  prevenido  en  ellos,  se  habían  admitido  como 
legítimos ,  en  perjuicio  de  la  comunidad ,  nnos  actos  de  traslaetofrde 
dominio  y  cancelación  de  oeoso  que  no  constaban  inscritos  v  ni  aun 
siquiera  documento  fehaciente  de  ellos. 

7.*'  El  principio  admitido  constantemente  por  la  jurisprudencia  de 
los  Tribunales ,  según  el  cual,  se  debe  fallar  tan  sólo  con  arreglo  alas 
praebas  suministradas  en  los  autos  •  toda  vez  que  en  lodos  tos  docu- 
mentos que  obraban  en  ellos  figuraba  como  censualista  la  comunkhrd, 
sin  que  hubiera  ninguno  que  acreditase  que  e>  Estado  se  incorporase 
de  dicho  censo  ,  pues  el  pago  de  los  plazos  no  %ra  documento  que 
acreditase  la  incautación »  porque  se  admitía  á  t>agar  é  todo  el  que  se 
presentaba  sin  otras  praebas ;  y  ni  siquiera  se  habla  probado  que  se 
hubiera  hecho  en  la  diócesis  la  cesión  canónica  al  Estado,  ni  macho 
menos  que  dicho  censo  estuviera  incluido  en  ella';  y  á  pesar <*e  todo 
se  habia  considerado  en  la  sentencia  como  censualista  al  Estado. 

8.a  La  Real  orden  de  10  de  Abril  de  1836 ;  los  Reales  decrete»  de 
26  de  Julio  y  8  de  Agosto  de  1844;  el  art.  35  del  Concordato  de  17  de 
Octubre  de  1851 ,  y  la  Jurisprudencia  que  se  desprende  dé  la  fceaien- 
cia  del  Consejo  de  Estado  de  7  de  Diciembre  de  1888 ;  la  Real  Orden 
de  13  de  Hayo  de  1851 ;  los  artículos  7/  al  11  de  la  ley  de  le*  de 
Mayo  de  1855;  el  Real  decreto  de  8  de  Octubre  de  1888;  el  art<.  8/ de 
la  ley  de  1.°  de  Abril  de  1859 ;  los  artículos  4/  y  13  del  Concordato 
publicado  como  ley  en  4  de  Abril  de  1868,  y  la  doctrina  que  se  des- 
prende de  las  Reales  órdenes  de  5  de  Noviembre  de  1862,  22  de  Marzo 
de  1865  y  otras ;  porque  de  todas  estas  disposiciones  legales  y  «lenas 
citadas  en  el  recurso,  se  desprende  que  suspensos  los  electos  de-  la*  ley 
desamortizadora  de  1.'  de  Mayo  de  1855  desde  el  14  de  Octubre  de 
1856,  y  no  levantada  la  suspensión  por  las  leyes  de  II  de  Mana  y 
1."  de  Abril  de  1859 ,  más  que  en  cnanto  á  los  censos  correspondien- 
tes á  manos  muertas,  de  carácter  civil,  el  Estado  no  habla  podido  ena- 
jenar en  14  de  Julio  de  1859  bienes  algunos  pertenecientes  a  conven- 
tos do  monjas,  ni  hacerlo  en  la  actualidad  sin  que  procediera  la  per- 
mutación canónica ,  y  aun  entonces  con  arreglo  á  las  formalidades 
establecidas,  y  previa  la  indemnización  correspondiente  entilólos  in- 
trasferibles  de  la  Deuda  consolidada  al  3  por  100. 

T  9.'  El  principio  de  derecho  de  que  el  dueño  de  una  cosa  ó  de 
un  derecho  no  puede  ser  privado  de  él  más  que  después  de  haberle 
vencido  en  juicio  ó  por  causa  de  ntilidad  pública ,  previa  indemni- 
zación. 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaomar. 
Considerando  que  la  comunidad  de  religiosas  de  Corp**  Ctrtsti. 
redujo  su  demanda  á  que  se  condenase  i  los  hijos  de  Reig  á  pagarle 
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las  pensiones  de  la  prestación  de  1.B0O  rs.  vencidas  desde  14  de  Ju- 
lio de  1859  Mista  16  de  Abril  de  1863,  bajo  el  supuesto  de  qué  se 
hallaban  sujetas  á  dicho  gravamen  las  tierras  y  el  molino 'harinero 
que  los  demandados  hablan  comprado  á  la  Hacienda  en  él  diado  alió 
de  185»:  •'     ••    • 

Considerando  (que  los  hijos  'de  feílg  han  Justificado  fyié  inmediata- 
mente después  de  adquirida  aquella  finca  redimieron  dicho  gravamen 
entregando  su  capital  de  5#.Q00  rs. ,  parte  al  contado  y  parte  en  pa- 
garés á  los  plazos  correspondientes  que  también  han. satisfecho  á  la 
misma  Hacienda,  y  que  por  consiguiente  desde  entonces  quedó  la 
referida  propiedad  iiftftde  4icho? graváman : 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  esta  redención,  otor- 
gada por  el  Estado  á  favor  de  los  demandados,  no  fuera  legal  y  válida, 
como  lo  supone  la  comunidad  actora ,  no  pudiera  ser  atendida  la  ac- 
tual demanda ,  porque  no  habiéndose  solicitado  f  obtenido  la  decla- 
ración ejecutbMa'de  su  nulidad ,  ni  siquiera  acudido  á  la  Administra- 
ción para  la  foriftactoii  del'  expediente  gubernativo  que  riedesarlaftehte 
debe  preceder  á  toda  demanda  de  interés  del  Estado,  con  arregló  á 
repetidas  Reales  disposiciones  y  muy  especialmente  en  lías  de  il  de 
Febrero  y  SO  de  Setiembre  de  1851 ,  dicha  redención  debe  tenerse  por 
válida  para  todos  los  efectos  legales,  mientras'  no  se  declare  formal- 
mente lo  contrarió  por  quien  corresponda  :  .     <  • 

Considerando ,  por  todo  lo  expuesto ,  qtie  la  Sala  sentenciádore  al 
absolver  á  los  hijos  de  Reig  de  la  demanda  déla  referida  comunidad, 
pero  sin  imponer  á  la  misma  silencio  perpetuo,  como  lo  habia  hecho 
el  Juez  de  Hacienda,  no  ha  infringido  ley  alguna  de  las  citadas  por 
la  comunidad  recurrente,  por  ser  todas  inaplicables  al  presenté  caso: 

Y  considerando ,  por  último ,  que  la  expresada  ejecutoria  no  im- 
pide á  la  referida  corporación  el  hacer  las  reclamaciones  que  crea 
procedentes ,  en  virtud  del  Convenio  celebrado  entre  España  y  la  Santa 
Sede  en  25  de  Agosto  de  18S9,  para  la  correspondiente  indemni- 
zación;   '  ., 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  la  comunidad  demandante,  á  la 
que  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución, 
qae  pagará  si  viniere  á  mejor  fortuna ,  distribuyéndose  entonces  con 
arreglo  á  la  ley ,  y  en  las  costas ;  devolviéndose  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  Valencia  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Cacito 
y  se  insertará  en  la  Cdtccim  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.= Mau- 
ricio Garcia.=José  filarla  Cáceres.  =  Laureano  de  Arrieta.=*  Valentín 
Garralda.— Francisco  María  de  Castilla. «Joaquín  Jaumar. —Fernando 
Pérez  de  Bozas. 

Publicación ; 

II.  40 
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, .  Uuda.  y  publicada.  )'n£',,i#  aate/iot  sentencia  por  el  limo.,  (ir. -Don 
JpAq.ujp  Jai^ar.  Ministro  dej  tribunal  Supremo,  de  Justicia,,  estío- 
dose ¡cg Iqbrápijp  avclien^  pübljca.en  &ú  Sala  primera  el  dia  de  tiyy, 
de  que  certificó  como  Escribano  de  Cámara,  . ,  ■, 

t  Madrid  8)  ile  Diciembre  de  lH69.^Uret(OfÍo  Canj¡)o  García.       , 

CASACIÓN— SALA  PRIMERA. 


!  dna  casa. — Sentencia  Je  22  de  bicíóüi-. 
lugar  al  recurso  de .  casacwu  inlerpuesío 
uefio  contra  la  pronunciada  por  I?  Sata 
3  de  Madrid,  én  pleito  con  Pionjsía  San- 

'    En  sus  co^iderandos  se  eslaÜIece: 

Qué  muriendo  intestada  una  persona  corresponden  por  iguales 
varíes 4  *Vé  ^\Í0S  ¿°*  I*'"1?'  uue  (tejare  ■  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
euU  leg  f\  W.  13.  Partida  6/ 

\  tú  la  í illa  de  Madrid,  á  8í|de  Diciembre  de  1869,  raa  los  au/os 
seguidos  H  el  Jugado  de  primera  Instancia  do  Toledo  y  en  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  Juan  Pérez  Vargueño,' 
como  marido  de  Marcelina  Sriiluíiez  y  Pérez,  con  'fronisia  Sánchez,  y 
Perez,  sobre  propiedad  delimitad  de  una  casa; autos  pendientes  ánt<* 
Sos  éii  virtud  de  recurso  de  casación  Interpuesto  pp'r  el  demandante 
contra  la  sentencia  que  en  89  de  Marzo  último  dlctO  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  18  de  Julio  de  1839  falleció  Harta  Pérez,'  viuda 
ríe  tornas  Sánchez  y  madre  de  Marcelina  y  Dtonlsla  Sánchez  y  P>rez, 
expresándose  en  su  partida  que  no  hizo  testamento  por  ser  absoluta- 
Ájente  póhre:  * 

Resultando  que  'previo  acto  <je  Conciliación,  sfn  avenencia,  Juan 
Pérez  Vargueño  ,  como  marido  dé  Harceliua  Sánchez  y  Pérez,  dedujo 
demanda , en.  19  dé  Setiembre  de  1866,  prétehdlendo  se  declárase  que 
¿arrUSpoTidili  a  dicha  su  mujer  \a  mitad  de  la  casa  que  deslindaba, 
cifri  todos  los  provechos  producidos  ((debidos  producir  desde  que  la 
vPiiia.di'íentándtt  ah  íieruiriria  Dionisio  Sánchez  y, Pérez,  condenando 
¡i  Afta1  a  nue' la"  tféjaVé  Ubre  y  9  disposición  de  Marcelina  ;j  para  ello 
¿legO  que  ía  tíiadTP  Mfflllli'liiat-M  Pérez  lio  había  dejado  más  bienes 
que  una  pequeña  casa  en  el  pueblo  de  Vargas  y  su  callé  ái>\  Cura, 
número  3,. cuya  mitad  correspondía  á  la  Marcelina,  como  heredera  dt 


a^oftdre,  j  que  la  Dionisia  Sauc^z,  su.  hermana,,  sin  titulo  legiti- 
flp9:Y*»te  pqwyeado  y  disfrtylaqdo  la  casa  cono  si  fuera  suya  propia: 
que  no  había  mérito*  legales  para  que  se  privase  á  ia  Marcelina  de 
1 1,  pitad  de  la  c}tad£  flaca,,  como  heredera  legítima  de  su  madre;  y 
qtlft  pofi  Ip>  uúpp*  ra?qn  4*  cqrrespqpdian  también  (os  producidas  ó 
debidos  producir  desde  que  la  Dionisia  venia  detentando  la  paitad 
d&jwa; 

Iflpultandq  ,quq  Dionisia  Sf  nchet  y  Pérez  contato  la  demanda,  con 
lH  prfftensijofi  de  .gye  se  le  absolviese  {le  ella,,  ^  ai  efecto  excepcionó 
qae  habiendp  venido  su  a}*dr$  *  gxtyeiqp  ¿dp<  pobreza  ,  por  acuerdo  y 
qppveQty  de  los ,  fyijos  se  encabó  la  demandaba  de  cuidarla  y  au- 
mentarla por  espacio  de  muchos  años  hasta  que  falleció ,  en.  vista  de 
c^ya^^f^io  P^lo  Sánchez,  uno  de  los  tres  hijos,  cedió  á  dicha 
desandada  su  parte  de  ca^a,  sin  que  la  otra  hija  Marcelina  ni  su 
marido  Juan  Peres  Vargueño  hubieran  contribuido  con  nada  para  su 
nutriré:  que  a^í  gomo  los  padres  eslía  obligados  á  dar  alimentos  á 
so&  hijos ,  estos  deben  dárselos  á  aquellos ;  y  que  hallándose  la  de- 
mandada en  el  caso  que  su  hermana  Marcelina ,  y  procediendo  con- 
venio entre  ambos  y  su  hermano  Pablo,  tenia  derecho  á  que  se  le 
abonasen  los  alimentos  prestados  á  su  madre  durante  los  muchos  anos 
que  estuvo  en  su  compañía,  ó  á  que  se  la  dejase  quieta  y  .pacífica- 
manto  en  posesión  de  la  casa  que  disfrutaba  en  recompensa  dé  lo 
gastado  y  Qonvenklo  : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba ,  en  cuyo .  término  á. 
iipUncia  del  demandante  y  cop  referencia  á  los  libros  de  amillara- 
miento  del  pueblo  de  Vargas  se  consignó  que  desde  antes  de  1865  la 
casa  en  cuestión  se  hallaba  anotada  á  nombre  de  la  demandada,  y 
segnido  el  juicio  por  todos  sus  tf^mite^ ;  el  Juez  de  primera  instancia 
dictó  sentencia ,  que  confirmó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del  ter- 
ritorio en  29  de  Marzo  último ,  absolviendo  de  la  demanda  á  Dionisia 
Sánchez  y  Pérez:  •'  •'  *    '    ■  "'••  '*  • '    ¡   * 

Resultando  que  el  demandante 4nterpuso  recurso  de  casación  por- 
que en  su  concepto  se  hablan  infringido  las  leyes  3.\  tft.  13 ,  Partida 

•■f •: J.ft; ■;««■##  UPW  V>1  d*J»  ífPV^tpí  Recopilación, 
i    Vfstff ,  ^ieíi^o  Ponente,  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaumar.de  la  ■Carrera. 
„  £onf  id0fa  ji{io  qi)e  Marcelina  Sanqhez  funda  su  demanda  en  que  la 
casa,  t:Cf  yantad  reclama,  procede  dp  la  herencia  de  su  madre,  y  que 
la  demandada  lo  ha  confesado  expresamente  en  su  contestación ; 

Considerando  que  si  bien  la  Dionisia  Sánchez  ha  supiie*to  qú?, 
muchos  años  antes  que  muriera  la '  María,  Pérez  n  sus  tres  b)>>9  4K*~ 
yl|tf |oi^  ^c^tfr^  ijicha  cas*  <\oa  la  óbligaqioá  ¿te  m*i/ki>*r  &  j* 
r^efidft  jiu^dr^cqm^n  f  no,  Ija  intentado  ^'quiera  JusUflcark  f  j**** 
4»..^érJ9  Rftady  la  dei»an(}ant¿;  v  < 

Considerando  que  de  autos  repHty}  gua  ia  Maris  Ywki    i  x&i  4t 
/     las  dos  litigantes,  tenia  otro  hijo  llamado  Pabto;  )  yut  y*  vf„íi- 
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guíente,  habiendo  muerto  aquella  intestada,  corresponde  á  la  de- 
mandante la  tercera  parte  de  la  casa  en  cuestión,  sin  perjuicio  de 
que  la  demandada  pueda  usar  del  derecho  de  que  se  crea  asistida,  por 
razón  de  los  alimentos  que  prestara  &  la  madre  común: 

T  considerando  que  al  absolver  de  la  demanda  á  Dionisia  Sánchez 
la  Sala  sentenciadora  ha  Infringido  la  ley  S.k,  tít.  13,  Partida  6,\  que 
cita  el  recurrente ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  Interpuesto  por  Juan  Pérez  Vargueño,  en  nombre 
de  su  mujer  Marcelina  Sánchez,  contra  la  sentencia  que  en  W  de  llano 
último  dictó  la  Sala  teroera  de  la  Audiencia  de  esta  capital ;  y  en  su 
consecuencia  la  casamos  y  anulamos ,  y  cancélese  la  caución  prestada 
por  dicho  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Caceta  i$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos  .^Mauri- 
cio García.  «José  liaría  Cáceres.  =  Laureano  de  Arrieta.=José  Ma- 
ría Haro.=Joaquin  Jauraar.—Josó  Fermín  de  Muro —Fernando  Pérez 
de  Rozas. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera,  Ministro  del  TribunalSupremo  de  Jus- 
ticia, estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo 
el  día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado 
de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  22  de  Diciembre  de  1869.=4temigio  Fernandez  y  Rodrigue*. 

Nfa.  141. 
CASACIÓN— SALA  SEGUNDA. 


•  t 


Defensa  por  pobre.— Sentencia  de  22  de  Diciembre ,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  loan 
Beneseit  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Codina  y  el  Minis- 
terio fiscal. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1  .•  Que  según  la  causa  cuarta  de  las  contenidas  en  el  art.  1013 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  sólo  es  motiéo  dé  casMión  la 
falla  de  recibimiento  á  prueba  en  cualquiera  de  las  instancias 
cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho. 


sbntenciis  n  1660.  629 

2/  Que  d  art.  869  de  la  misma  ley  fija  taxativamente  los  Ir  es 
casos  en  q*e  cabe  otorgar  el  recibimiento  a  prueba  en  tas  apela- 
ciones. 

En  la  villa  de  Madrid  •  á  tt  de  Diciembre  do  1M9 ,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  do 
la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del  mismo 
territorio  entre  D.  Juan  Beneseit  y  D.  José  Codina  y  el  Ministerio  fis- 
cal, sobre  defensa  por  pobre;  autos  pendientes  ante  Nos  por  recurso 
de  casación  interpuesto  por  'Beneseit  contra  la  sentencia  que  en  10  de 
Abril  último  dictó  la  referida  Sala : 

lesutiando  que  en  30  de  Noviembre  de  1M7D.  Juan  Beneseit  acu- 
dió al  Juzgado  de  primera  instancia  expresado,  exponiendo  que  tenía 
que  promover  demanda  contra  D.  Jaime  Codina  sobre  pago  de  canti  • 
dades;  pero  que  no  encontrándose  con  recursos  para  litigar,  pedia 
se  hubiese  por  presentada  la  petición  de  pobreza ,  y  sustanciándose, 
con  audiencia  de  Codina  y  del  Ministerio  fiscal,  se  le  otorgase  en  su 
diaTdicho  beneficio : 

Resultando  qne  conferido  traslado  á  Codina  y  al  Promotor  fiscal, 
se  recibió  el  incidente  á  prueba  por  el  término  de  la  ley ,  durante  el 
cual  practicaron  las  partes  la  que  tuvieron  por  conveniente : 

Resultando  qjue  sustanciado  el  incidente  •  dictada  sentencia  por  el 
Juez  declarando  no  haber  lugar  al  tratamiento  de  pobreza  solicitado 
por  Beneseit,  y  apelada  por  éste  dicha  sentencia,  s$  remitieron  los 
autos  á  la  Audiencia,  y  se  sustanció  ante  la  expresada  Sala  tercera 
la  segunda  instancia : 

Resultando  que  durante  ella  presentó  Beneseit  pliego  de  posiciones, 
que  le  fué  admitido ,  y  4  su  tenor  declaró  Codina ;  y  que  mediante  la 
negativa  de  éste ,  produjo  el  primero  otros  dos  pliegos  de  posiciones, 
acompañando  varios  recibos  de  cuentas  con  Codina ;  y  en  vista  de  las 
respuestas  dadas  por  éste  •  Beneseit  pidió  el  recibimiento  á  prueba  so- 
bre la  exactitud  de  los  documentos  producidos  con  las  posiciones  y 
para  patentizar  los  hechos  que  su  adversario  había  negado,  sin  que 
aparezca  que  A  la  presentación  de  los  documentos  acompañara  jura- 
mento ,  ni  al  pedir  prueba  en  segunda  instancia  se  alegara  hecho  ig- 
norado Antes  ó  posterior  al*  último  día  de  prueba  de  la  primera  ó 
causa  de  no  haber  podido  hacer  en  esta  la  prueba  solicitada : 

Resultando  que  denegado  el  recibimiento  á  prueba  y  la  súplica  in- 
terpuesta de  esta  denegación  se  dictó  sentencia  sobre  lo  principal  por 
la  mencionada  Sala  tercera  en  10  de  Abril  último,  confirmando  con 
costas  la  apelada : 

Resultando  que  de  esta  sentencia  Interpuso  recurso  de  casación 
Beneseit,  fundándole  en  la  causa  cuarta  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  y  ademasen  la  infracción  del  art.  182  de  la  misma 
ley ,  cuyo  recurso  le  fué  admitido  en  4mbo$  conceptos. 


Vistos,  siendo  Ponente  el  Jlinistro  D.  Miguel  Zorriilp.  .  fc 

Considerando  (jue  \  seguidla  caulsa  cuarta  de  las  cónténwas  en  el 
artículo  1.013  de  la  ley  de  EnjuiciSmfeoto  cWH,  sólo  e*  mbtiWdé  Oá1 
sacion  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  cualquiera  de  las  ifestaft*- 
cias  cuando  prpceda  con  arreglo  ¿  derecho  : 

Considerando  que  el  árt.  869  de  la  misma  ley  fija  tax&ttVati^nte 
los  tres  casos  en  que  cabe  otorgar  él  recibimiento  á  prueba  en  las  ape- 
laciones, y  en  ninguno  de  ellos  se  encuentra  la  propuesta  por  Béhe- 
seit,  cuya  admisión  denegó'  la  Sala,  porque  unüs  hechos  vétsañ  so- 
bre los  mismos  de  que  ha  sido  objeto  la  prueba  en  la  primera  instan- 
cia; otros  no  son  nuevos  en  el  sentido  de  la  ley,  y  ninguno  de  lo& 
documentos  exhibidos  era  ignorado  por  Bencseit ,  pues  obraban  en  s6 
poder ,  siéndole  por  lo  mismo  Imputable  no  haberlos  utilizado  £&  el 
término  probatorio  de  primera  instancia  si  los  creia  pertinentes ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugbf'  ari 
recurso  de  casación  que,  fundado  en  la  causa  cuarta  del  expresado  ar: 
tículo  1.013,  interpuso  ieneseit,  fi  quien  condenamos  en  las  costas  y 
al  pago  de  2.000  rs.  cuando  mejora  de  fortuna;  distribuyéndose  en: 
tónces  en  Ja  forma  prevenida  por  ia  ley ;  y  mandamos  que  se  paseH 
los  antos  á  la  Sala  primera  en  cuanto  al  recurso  en  el  fondo.     ' 

Asi  por  está  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (¡ateta  <fef 
Gobierno,  é  insertará  á  so  tiempo  en  la  Colección  fcpfjfafttaá,  para  Id 
cual  se  pasen  las  oportunas  copias  certificadas,  lo  jJronnncfa&os, 
mandamos  y  firmamos—  Sebastian  González  Tíandin.=Pascüal  Ba- 
yarri.t=Mannel  María  de  Basualdo.— Antonio  Gutiérrez  de  Itfs  RTós.=* 
luán  Jiménez  Cuenca—Manuel  Leon.=Miguel  Zorrilla. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  crl  limo.  Sr.fcon 
Miguel  Zorrilla,  Ministró  dé  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supredio  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy,  xle 
qne  certifico  «orno  Escribano  de  Cá rilara. 

Madrid  2*  de  Diciembre  de  tM9.=4togelk)  González  'Montes. 
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Wm.  145. 
CASACIÓN— SALA  NUMERA. 


División  de  efectos  procedentes  de  una  sociedad.  ^Sentencia  4)1, 
,  24  de  Diciembre,  declarando  do  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  Ü.  Simón  Únzala,  contra  la  prortunciautf 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos ,,  en.  plfeilo  cog'( 
v.  Juan  de  Videa  y  Gara  y. 

En  los  considerandos  se  establece: 

I.*  Que  declarado  por  los  socios*  por  mqdw  de  ?wrílura^pui\ 
blka ,  que  están  canceladas  todas  sus  cuentas .  no  medí  pcfisf¡n-t 
lar  se  después  tililmente  enjuicio  ninguna  que  proqeda  d$  conlfalq^ 
anteriores  á  la  fecha  de  dicha  escritura.  .     / 

2.0  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  senlencfa 
leyes  yue  son  inaplicables  al  caso  de  autos. 

En  h  vrll;i  de  Madrid,  á  21  de  Diciembre" dtc  1869,  eri  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Logroño  y  en  ta  idia 
segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Juan  de  Videa  y  Garay; 
con  D.  Simón  ünzaga  y  Kguía ,  sobre  división  de  traviesas  y  cablas 
procedentes  de  una  sociedad  habida  entre  ambos ;  autos  que  penderf 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  (le  casacipn  Interpuesto  por  el, de- 
bandado  contra  !a  sentencia  qué  en  ti  de  Abril  último  dictó  14  re- 
ferida Sala  :  x 

ftestil  lando  que  por  escritura  de  19  de  Setiembre  de  1(166,  ti.  Juan 
fle  Vfdca  y  Uaráy  y  D.  Simori  de  Unzaga  y  ¿guía,  tete  por  medio  d¿ 
apoderado  especial ,  después  de  expresar  que  Ambos  líabian  contra- 
tado con  rl  Consejo  de  administración  del  ferro-can*ií  de  Tudélá'  i 
Bilbao  M.000  traviesas  para  dicba  via  tetrea ,  y  que  por  consecuen-, 
da  de  ta  citada  contrata  tenían  pendiente  la  liquidación  de  cuantas' 
dé  ía  sociedad  que  al  efecto  formaron,  y  en  la  dial  el  D^Joatt  d¿ 
tldea  representaba  en  las  ganancias  y  pérdidas  que  resultasen  un'7tf 
por  100,  babiendo  tenido  á  su  cargo  exclusivo  la  cobranza  de  la  em- 
presa de  dicho  ferro  carril  de  las  cantidades  á  que  había  ascendido, 
la  contrata;  y  el  D.  Simón  de  Onzaga  tenia  un  30  por  loó  ¿nías  mis- 
mas pérdidas  ó  utilidades  que  resultasen ,  Habiendo  estado  a  su  cargo 
el  verificar  los  pagos ,  gastos ,  trabajos  y  operaciones  qne  bajo  todos 
conceptos  habla  ofrecido  la  referida  contrata  de  traviesas ;  ctm  objeto 
de  liquidar  dichas  cuentas  concluyendo  definitivamente  y  bajo  todos 
conceptos  cuanto  coRcernla  *  las  mismas  y  á  las  Operaciones  que  por 


&>£  TRIBUNAL    SUrhfeMÓ  BE  JUSTICIA. 

razón  de  dicha  contrata  hubiesen  tenido  lugar  hasta  la  fecha ,  Convi- 
nieron en  poner  el  asunto  en  .ipanos  -de  contadores-liquidadores  y 
amigables  componedores ,  y  al  efecto  formalizaron  la  presente  escri- 
tura, bajo  lo  ya  expresadas  las  /cláusulas ,  en \fe  /otras:  primen;  que 
D.  Juan  de  Videa  y  Gara  y  nombraba  por  su  parte,  como  contador-li- 
quidador y  amigable  componedor,  á  D.  Eleuterio  de  Asúa,  y  el  D.  Si- 
món de  Unzaga  á  D.  Rafael  Saldaña,  y  los  dos  como  tercero  en  caso 
de  dispórdia  á  D.  Segundo  de  0(aecliea ,  para  que  liquidasen  todas  las 
cuentas,  que,  p^  consecuencia  <de  lá  mencionada  contrata  de  las  50.000 
traviesas,  hubiesen  tenido  ,lugar  hasta  el  día,  teniendo  ( p^ra  ello  en 
consideración  todas  las  cantidades  que  se  debían*  en  la  actualidad, 
las  cobradas  y  remesadas,  las  puestas  en  sociedad  y  gastadas,  así 
como  las  sacadas  por  cualquiera  de  los  socios,  y  cuanto  se  hubiese 
satisfecho  y  pagado  .para  llevar  á  cumplido  efecto  la  referid?  contrata 
de  traviesas;  determinando  y  fijando,  del  modo  que  de  las  cuentas  y 
comprobantes  resultase  f  la  cantidad  que  la  parte  deudora  babia  de 
abonar  á  la  que  resultase  acreedora  por  la  liquidación  detiniiiva.de 
las  obligaciones  respectivas  contraidas  por  las  partes  corapromitcn- 
tes:  cuarta,  que  de  las  cuentas  que  cada  socio  presentase  á  los  liqui- 
dadores y  amigables  componedores  se  daría  por  estos  mismos  copia 
literal  á  /su  coqsocio,  y  se  le  pondrían  de  manifiesto  los  comproban- 
tes qu$  en  justificación,  de  ellos  hubiesen  aducido,  á  fin  de  que.  en  el 
término  dp  tercero  día, manifestase  cada  cual,  por  escrito  y  bajo  su 
firma»  si  estaban  conformes  con  las  cuentas  que  su  consocio  hubiese 
presentado,  ó  en  caso  .contrario  hicieran,  también,  por  escrito  y  bajo 
su  firma,  los  reparos  que  creyesen  justos i,  designando  clara,,  tecmi- 
nantp  y,  separadamente  cada  una  de  las  partidas  en  que  jio  estuviesen 
conformes,  exponiendo  del  mismo  modo  las  razones  en  que  fundasen 
los  ¿epqro?  que  .£  cadaí  partida  hiciesen;  ad  virtiendo  que  ai  por  cual- 
quiera de  los  com promitente?  semejase. p^sar  el  término  de  los  tres 
días  fijados  sin,  hacer  reparos  &.la$  cuentas  que  sus.  consocios  hubie- 
sen, ,prfspnt^do,  no  les  serian  admitidos  después  por  los  liquidadores» 
y  se  tendrían  las.  cuentas  que  po,  hubiesen  sido  impugnadas  en  los 
términos  y  tiempo  marcado,  como,  buenas  y  admitidas  desde,  luego;  y 
uu.d£cLu>af|flüe  la  liquidación  qjic  practicasen  los  liquidadores  y  ami- 
gAbles  componedores ,  y  Jas  decisiones  que  con  arreglo  á  la  misma 
tomasen,  serí^q  respetadas  por  las  parte»,  llevándose  á  efecto  como 
sentencia  ejecutoria  sin  ulterior  reclamación ;  para  lo  cual  renuncia- 
ban cualquier  |ey  que  en  contrario  les  pudiera  favorecer;  y  á  mayor 
seguridad  ambas  partes  $e  imponían  nutfuamente  la  multa  de  40.W0 
reajes  que  debería  satisfacer  la  que  resistiese  el  cumplimiento  de  la  li- 
quidación y  decisión  de  lg?  uraígables  componedores  á  la  que  se  con* 
formase  y  aquietase  con  ella :  . . 

,  Resultando  que  formado,  en.su  virtud  el  oportuno  expediente  de 
compromiso,  presentaron  una  y  otra  parte  sus  respectivas  cuentea, 
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verificándolo  además  D.  Simón  de  Unzaga,  en  lo  relativo  á  su  adminis- 
tración, de  un  estado  de  las  deudas  que  entonces  pesaban  sobre  la  so- 
ciedad ,  y  en  el  qne  aparecen  tres  partidas  que  forman  en  junto  la 
suma  de  8.632  rs.  •  á  saber :  1.899  rs.  &  Antonio  Nájera  y  Francisco 
LacaMe,  por  arrastre  de  traviesas  y  tablas;  3.150  rs.  á  Domingo  Prebea 
y  Francisco  FaisoJi,  por  saldo  de  cuentas  de  las  traviesas  compradas 
á  los  mismos,  y  3.500  rs.  á  Celestino  Rada,  para  el  completo  pago  del 
cuartillo  de  real  sobre  cada  traviesa  aserrada : 

Resultando  que  discordes  en  sus  laudos  los  liquidadores  y  amiga- 
bles componedores  Saldaña  y  Asúa  f  el  tercero  D.  Segundo  de  Olac- 
chea,  en  15  de  Noviembre  de  1860  dictó  el  suyo,  por  el  que,  después 
de  oonsignar  que  los  valores  pendientes  de  la  sociedad  habían  de  re- 
partirse entre  los  socios  según  su  interés  respectivo  de  70  y  30  por 
100,  respondiendo  igualmente  de  todos  los  resultados  prósperos  ó  ad- 
versos que  pudieran  surgir;  que  para  proceder  á  la  liquidación  había 
examinado  con  toda  detención  y  escrupulosidad  el  expediente,  y  vis- 
tas la»  cuentas  presentadas  por  Videa  y  Unzaga,  sus  comprobantes, 
las  objeciones  y  contrareparos  que  respectivamente  habían  hecho,  y 
los  laudos  de  Saldada  y  Asda  con  sus  fundamentos,  falló:  primero, 
que  debía  abonarse  á  D.  Juan  de  Yidea  con  cargo  á  D.  Simón  Unzaga 
231.2*1  i**  74  cents.,  que  según  carta  de  1.*  de  Junio  de  1803  resul- 
taron en  poder  de  Unzaga  como  recibidos  de  cuenta  de  D.  Francisco 
de  Angoitia  para  este  negocio  de  traviesas  :  segundo  que  debían  car- 
garse A  Unzaga  20.392  rs.,  importe  de  1.131  traviesas  que  fueron  ven- 
didas á  D.  Lúeas  Rodrigafiez,  y  que  debió  haberlo  percibido:  tercero, 
que  debían  eliminarse  de  la  cuenta  general  del  negocio  los  préstamos 
que  decía  Unzaga  haber  tomado  á  varios  y  cantidades  debidas  por 
este  concepto»  por  ser  estas  operaciones  hechas  por  su  cuenta  parti- 
cular y  no  por  la  de  la  sociedad  Unzaga  y  Videa :  cuarto,  que  debían 
eliminarse  del  cargo  hecho  á  la  cuenta  general  del  negocio  2.769  rea- 
les que  figuraban  en  la  liquidada  de  D.  Antonio  Romero  á  su  favor 
por  tener  la  sociedad  que  hacerle  reclamaciones  de  mayor  importan- 
cia, quedando  sujetos  ambos  participes  á  las  resullas  :  quinto,  qu? 
estaba  obligado  Unzaga  &  presentar  una  liquidación  formal  de  la  pro- 
cedencia del  pago  hecho  á  D.  Joaquín  Blanco  por  la  conducción  de 
traviesas ;  que  justificase  las  que  se  hubiesen  entregado ,  y  fuesen  A 
comprobación  exacta  de  las  mandadas  por  D.  Antonio  Romero  y  que 
debían  existir :  sexto,  que  era  de  retirarse  de  la  data  de  la  cuenta 
presentada  por  D.  Rafael  Saldaña  6.089  rs.  que  so  ponían  en  ella  por 
gastos  ocasionados  en  la  cuenta  de  liquidación  de  Romero  que  cor- 
respondía practicar  A  Unzaga  f  abonándosele  para  ello  y  los  demás 
trabajos  lo  que  babia  pedido  por  retribución:  sétimo ,  que  debian 
abonarse. á  la  cuenta  general  del  negocio;  salvo  el  quebranto  qoe  hu- 
biese en  su  negociación,  216.883  rs.  H  cents.,  que  importaba  ei  pagaré 
que  tenia  la  sociedad  contra  la  Dirección  del  ferro  carril  de  TddcUi 
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á  Bilbao,  procedente  tfe  los  191.185  rs.  70  céntí?.  de  la  liquidación 
practicada  con  la  misma,  firmada  por  los  socios  Unzaga  y  Vltfea;  i 
octavo,  (fue  debía  cargarse  á  Ünzdga ,  con  abonó  á  Videa,  |M 'interés 
del  exceso  dtí  representación  de  este  último  desde  el  día  dn  que  con- 
vinieron sotaieter  ésta  cuestión  $  amigables  componedores: 

Resultando  t\ue  por  escritura  dé  18  de  Diciembre  d$l  mistiier  año 
de  1866  los  expresados  D.  Simón  Unz&ga  y  Eguia  y  D.  Juari  dé'  Videa  y 
Gnray  declararon  que  .habían  cancelado  todas  sus  Cuentas ,  líéfcándo 
de  este  modo  á  efecto  el  laudo  pronunciado  por  D.  Segundo  (flae- 
cliea,  á  lo  que  quedaba  á  Favor  del  Vídea  todos  los*crédrtos  prefe- 
rentes contra  el  ferro-carHl  de  Tudelá  ¿Bilbao,  que  era  de  an  docu- 
mento de  75.918  rs.  10  cents.,  y  dtí  otro  de  108.111  rs.  96  cents,  no- 
minales, y  á  favor  de  Unzaga,  el  no  preferente  contra  la  misma  Com- 
pañía de  32.532  rs.  58  ctfhts.  nominales  endosados  respectivamente, 
abonando  fl  este  además  el  Videa  6.825  rs.  31  cents,  en  dinero,  ex- 
ceso que  tenia  el  preferente  de  Unzaga  i  calculado  al  tipo  dé  16  por 
160  de  pérdida;  de  cuyo  modo  quedaba  el  Videa  satisfecho  de  todo  su 
haber  y  de  los  22.152  rs.  98  cents,  que  le  tenia  que  abonar  Unzaga 
j  éste,  de  lo  que  en  el  laudo  se  expresaba  A  iti  favor  en  el  cfédfto 
de  dicho  ferro-carril,  sin  ulterior  reclamación  entre  sí  sobre  este  par- 
ticular r  quedando  sólo  pendiente  en  recibir  et  Vfdea  e!  70  por  160  en 
las  traviesas  y  tablas  que  restaba,  y  el  Unzaga  el  30  por  1D6  de  las 
mismas,  dándose  el  uno  al  otro  el  recibo  de  los  citados  documentos 
y  del  dinero  que  llevaban  recibido,  y  de  cuya  entrega  daba  fée9!ífo- 
tario.  ' 

Resultando  que  srgun  certificación  del  Escribano  que  intervino  en 
el  expediente  de  compromiso,  etf  una  de  fas  cuentas  que  el  amigable 
componedor  tercero  acompañaba  á  su  hilo  sé  determinaba  que  pet*- 
lenecia  á  la  sociedad  Un  zaga  y  Vfdea,  además  del  pagaré  de  216.883 
reales  21  cents,  según  declaración  de  D.  Simón  de  Unzaga,  5.066  tra- 
viesas que  fueron  desechadas  ,  386  estados  de  tabla,  varias  traviesas 
de  las  destinadas  para  lefias  y  los  arreos  del  caballo:  cuyos  productos 
se  repartirían  en  proporción  del  interés  de  los  dos  sodos  Unzaga  y 
Videa: 

Resultando  que  con  presentación  de  la  escritura  de  compromiso, 
sentencia  arbitral  y  finiquito  y  certificación  que  quedan  mencionadas, 
dedujo  su  actual  demanda  el  D.  Juan  Videa  y  Garay  en  8  de  Abril  de 
1867,  solicitando  que  se  condenase  á  D/ Simón  de  thizaga  y  fegofr  á 
hacer  la  inmediata  debida  división ,  por  su  representación  y  la  de  Vi- 
dea  ó  por  medio  de  perito  ó  peritos  que  al  efecto  se  nombraran ,  de 
fas  5.606  traviesas  que  fueron  desechadas,  de  los  389  estados  de  tabla 
y  de  las  otras  varias  traviesas  de  las  destinadas  para  leñas  de  que  se 
habla  dado  explicación,  y  que,  como  procedentes  de  la  sociedad  6h- 
zaga  y  Videa,  existían  ai  cargo  y  responsabilidad  de  dicho  D.  Simón, 
y  á  que  verificase  la  consiguiente  entrega  de  la  parte  que  cbrmfon* 
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diese  al  t).  Juan  de  Videa  y  Garay  á  fin  de  que  por  la  representación 
de  esté  se  recogieran  en  la  proporción  espresada  de  an  70  por  1#),  y 
que  Un¿aga  dispusiera  tan  sólo  del  39  por  tOO  de  ellas  que  le  tocabtf; 
imponiendo  también  al  mismo  D.  Simón  de;  Utiftaga  el  «teta*  dé  re- 
sarcir de  todos  ios  deflb*  y  perjoteios  que  originaba*  ViAea  y  dé  pan- 
gar todos  lo»  gaste*  y  costas  á  que  daba  ocasión ,  y  dé  míyo*bOttb 
era  responsable,  y  alegtVque  los  documentos  presentados*  evMenoifti 
ban  que  Vidda  y  Bnzaga  tabian  dantelado  todas  sfitt  €uoritad»reNmi<- 
tes  á  so  soéiedad  y  contraía  dd  traviesas*  quedhntto  adío  pchdfeMé 
en  recibir  el  Videa  el  70  por  109  en  las  5.000  traviesas  que  fueroi 
desechadas  en  los  8t9  estados  d^tabla  y  en  las  otras  carias*  traviesas 
de  las  destinadas  para  lefia  que^testabáfc ,  y  el  IJnftaga  el  W  por»  ttft 
de  las  mientas  segnn  declaración  de  éste ,  y  qae  procedentes  do  la 
referida  sociedad,  existían  en  lütnofl»;  y  que  conforto  can»  'tonto  i 
estar  co»  so  compromiso  y  obligación  correspondiente  ,<  el  tfcMaga'ao 
debía  oponerse  á  la  división  de  traviesas  y  tablas  qne  Videa  retlaupbaj 
porque  aquel  no  podía  retener  las  qne  no  le  pertenecían  cuando  baWa 
perdido  toda  acción  é  reclaaftv*  sobre  partidas  no  presentada*',  y 
tampoco  ha Wa  lugar  á  bacilo  tabre  las  presentadas  y  no  aprobedarfj 
sin  qne  obstase  que  por  eTtocat  en  donde  estaban  laateavi&aatavtet 
se  qne  satisfacer  algún  importe;  pues  qne  Videa  no  so  negarla  é  boflM 
tribuir  eoft  lo  que  fuese  Justo  y  te  respectase  en  cuanto  a*  injerte  dé 
dicho  local  ó  terreno  :  ■*;■'•«■! 

Besoltand*  que  D.  Simón  ffnzágá  cofrtrtdijd  la-  desbanda  preten- 
diendo se  le  absolviese  de  ella,  eon  imposición  de  costas  al  deifaan<f 
danto ;  declarando  ademes  que  mientras  Ao  se  'pagasen  loo-  orédltori 
de  la  eoeiedad  no  podía  exigir  el  haber  que  Je  hubiese  correspondido 
en  las  traviesas  el  socio  demandante ,  á  no  sor  que  depositase  la-  fJartt 
que  le  correspondiera  en  el  importo  de  dichos  créditos;'  y  al  efecto 
expuso  que  Videa .  qae  babia  puesto  reperos  á  varias  partidas  <da  üa 
cuentas  presentadas  á  los  amigables  componedora,  ninguno  hizo  A 
las  tres  partidas  á  favor  de  Nájera*  y  lacalle  da  Orberá  y  Fnlvdl?  y 
á  Celestino  B8da,  que  importaban  IMRft  rs. ,  las  que  conforme  á'la 
cliusufá  cuarta  de  la  escritura  de  Compromiso  debían  correr  ooroo» 
buenas  y  admitidas ,  toda  vez  que  nofaeron  impugnadas  por  el  saciar 
Videa,  y  no  habiendo  dispuesto  la  sentencia  arbitral  nada  sobre  tdlasf 
partidos  de  créditos  contra  la  sociedad ;  atf  qaa  cidra  y  fcermihanift- 
mento  rechazaba  algunas  otras,  era  indudable  qae  por  olvido  habían* 
quedatio  fuera  de  laudo,  y  que  por  tanto  dobla  *proaederee  respecta* 
de  eHas  con  sujeción  á  las  formas  legales  y  al  derecho  coman  ;  y  qee< 
según  el  art.  347  del  Código  de  Comercio ,  ningnn  socio  poeta  exigid) 
la  entrega  del  haber  qne  le  tocaba  en  la  división  de  la  masa  'sofclfcl 
mientras  no  estuviesen  extinguidos  todos  los  drédfeoa  pastada  4elat 
compañía,  d  se- depositase  au  importe  st  la  entrega  ♦  no  <  se  podíate  va»  - 
riflear  al  contado ; 
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Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  y  dictada  sen- 
tencia; por  ci  Jues,  fué  mocada  por  la  que  pronunció  la  Sala  segun- 
da de  la  Audiencia  en ü  de  Abril  último»  condenando  al  demandado 
0.  José/ de  Uozsga  4  baeer  la  división  pedida,  por  el  demandante  Don 
Juw  de  Víidea,  de  común  acuerdo,  ó  en  otro  caso  por  medio  de  pe- 
rito 4' peritos  de  reciproco  nombramiento  y  tercero  ea  ¿aso  de  dis- 
cordia, de  las  5.600  traviesas,  que  fueron  desechadas,  de  loa  289  es- 
tados de  tabla  y  de  las  otras  varias  traviesas  de  las  destinadas; pare 
teña,  procedaüáw  de  ia  extinguida  sociedad  Un  zaga  y.Videa,  verifi- 
cándose* dicha  división  en  la  propo&ion  de  corresponder  i  Vides  un 
Wi  por  Me  y  á  Unaaga^  un  30  por  400  de  aquellas  existencia*;  reser- 
vándose al  primero  el  derecho  de  que  se  cvea¡  asistido  por  razón  de 
los  dañes  y  perjuicios  querecbamaie*.  la  demanda,  y  . al  segundo  el 
qee  considere  eornapondevlo  por  raaon  de  alquiler  del  local  que 
ocuparlas  maderas  para  que  le. ejerciten,  en, la  forma  que  vieren 
convenirles ,  ata  Jmoer  especial  oondenaotoo  de  oosus: 

Resultando  que  contra  reste  falto  interpuso  el  demandante  recurso 
de  casación  porque  en  su  concepto  ,<*!  no  declarar,  responsable  á  Don 
Joan  de  Videa  al  pego  de  8.682  rs¿*  Importe  de  las  tres  cuentas  con- 
tenidas en  el  inventario  en  la  -misma  proporción  de  70  por  100  c$U- 
Meoiria  pera  distribuir  las  existencias  ú  restos  de  la  sociedad,  se  ha- 
blan infringido : 

1/  La  ley 4\  tft  10,  Partida  8.*»  en  la  que*  so  esjahlece  «que 
puede  facerse  la  compañía  en  dos  maneras:  la  una  manera  ea  coando 
hi  fseen  de  esta  guisa  -que  lodas  las  cosas  que  han  cuando  facen  la 
compañía*  é  Jas  que  ganasen  dende  en  adelante ,  sean  oomunajes,  é 
también  la  ganancia  como  la:  pérdida  que  pertenezca  4  todos ,  é  to- 
dos les  pleitos  rq«e.  pusieron  entre. si,  que  sean  guisada  c  derechos 
sobredada  una  de  estas  dos  maneras,  de  eotnpafifa ,  valen  ó  deten  ser 
guardadas  ei»  la  guisa  que  los  pusieren :.» 

Si*  'La  ley  M  del  nmmo  título  y  Partida  ,  en  que  se  establece  «que 
ai!  un  socio  iefcae  maní  leva  por.  pro  de  la  compañía,  á  ui  que  la  pro- 
metiese de  pagar  luego ,  que  puede  otnosi  sacar  del  comande  la  coo- 
paMa  de  que  ia  pegue> ante  qae  los  bienes  de  la  compañía  se  de- 
pertanr» 

1/  tas- regias  18 ,  17f  Si  y  «9  del  tfioflo  34,  Partida  7.a,  en  1» 
qm  Mt  establece  «cómo:  aquello  que  es  nuestro  sin  nuestra, volun- 
tad ,  no  se  nos  puede  quitar;»  « cómo  nadie  ppede  dar  á  otro  bene- 
ficio contra  su  voluntad, »  y  «cómo  naturalmente  aquel  pertenece  el 
daño  como  el  provechos    *  .•    t 

4^  La  ley  1'%  til*  *«%  tibno  14)  do  Ja  Novísima  R^oopiUoioq ,  y  lt 
jirisprudeneia  de  ie*  Tribunales,  admitida,  sin  contradicción ,  de  que 
•páralos  contratantes,  lo  'Convenido  es  la  ley  del  contrato;»,  pos 
siendo  terminante  la  condición  cuarta  de  la  escritura  de  oompwai- 
W  de  lf  de  Diciembre  de  1866  y  el  principio  establecido  en  la  seo* 


SENTENCIAS  DE  1869.  637 

tencla  arbitral  de  1S  dé  Noviembre  dé  dicho  ailo ,  en  la  que  se  deter- 
mina qne  los  valora  pendiente*  de  la  aeeteded  hablan  de  repartirse 
entre  los  socios  según  el  interés  respectivo  de  70  y  30  por  180 ;  ré** 
pondteñdo  en  Igual  forma  do  loe  resaltados  prósperos  ó  sfdvérsos  que 
podiferaft  stfrgfrse,  faltaba?  á  estás  terminantes  prescripciones;  admi- 
tiendo la  división  prbporcioftada  para  tais  existencias,  y  negándola  6 
no  aóeptflndoía  del  mismo  modo  para  las  deodas  reconocidas  inven- 
tariadas; y  qne  no  habiendo  sido  ni  contradichas  rii  impugnadas ;  no 
tuvieron  necesidad  los  arbitradóres  de  hacer  declaración  alguna  és* 
pecial  sobre  su  pago : 

Y  resultando  que  además  citó  en  tiempo  oportuno  en  este  Tribu- 
nal Sápretdb  como  Infringidas  la  ley  30,  t(t.  12;  Partida  9.\  qaé  es- 
tablecéf  ét  prindipib  dé'qrie  puede  demandarse  la  enmienda  det  fini- 
quito cuando  hfa  Habido  error  ú  omisión  voluntarla  ó  Involuntaria, 
que  nunca  se  extiende  á  lo  oculto  é  ignorado ;  y  la  Jurisprudencia 
consignada  en  sentencia  de  tí  de  Febrero  de  1163,  de  qrn  he  que 
firman  una  sociedad  toa  los  obligados  á  las  remita*  de  loe  operaciones 
hechas  par  cuenta  de  la  misma . 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  GarrakKa. 

Considerando  que  habiendo  declarado  D.  Juan  Videa  y  9.  Simón 
Unzaga ,  por  medio  de  eeorltura  pública  en  18  de  Diciembre  de  1333, 
que  habían  cancelado  todas  sus  cuentas ,  ¡levando  de  este  moda  d  efecto  el 
lando  comprmisál  dictado  en  15  de  Noviembre  det  mismo  año,  y  que  sólo 
quedaba  pendiente  el  recibir  Vidca  el  73  por  103  de  las  traviesas  y 
tabfaarqufe  aún  fexfstfen,  y  Unzaga1  el  30  por  W0  de  tas 'internas;  rio 
podía  presentarse  después  en  Juicio  útilmente  cuenta  alguna  qw  ¿pro- 
cediese de  ¿onrtatos  anteriores  f  ésta  fechar  •      ..  <m 

Considerando  que  las  tres  partidas  qne  reclama  Unzaga*,  H*p¿r~ 
tomes  todas  lá  suma  de  8.339  rs.,  proceden  de  cuentas  aaterioms  ¿al 
compromiso  en  que  recayó  el  laudo  á  que  se  refiere  la  escritura  de 
18  de  Diciembre  citado ,  y  que  dichas  partidas  las  tuvieron  presentes 
los  compromisarios,  por  lo  que  no  pueden  surtir  efoeio  alguno  des- 
pués del  otorgamiento  de  la  mencionada  escritura :  •       ; 

Considerando ,  por  tanto ,  que  la  ejecutoria ,  qae  no  admite  la  pre- 
tensión de  Unzaga  y  que  manda  hacer  la  división  de  las  traviesas  y 
estados  de  tabla  én  la  forma  convenida  en  la  escritora  de  contento; 
no  ha  Infringido  la  ley  l.\  tft.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, ni  la  30,  tft.  12  de  la  Partida  5.\  ni  tampoco  las  reglas  de  de- 
recho que  se  citan  en  el  recurso : 

Y  considerando  que  las  leyes  3.a  y  18,  tit.  10  de  la  farttda  R.\  *o 
son  aplicables  al  caso  de  autos ,  porque  éstos  no  versan  soto*  el 
modo  de  constituir  las  sociedades,  ni  de  la  mamlieta  que  suelea  ha- 
cer los  socios ,  qne  es  de  lo  que  tratan  dichas  leyes.      s    - 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber' lagar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D:  Simón  Unzaga,  á  qblencon- 
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Madrid  ó  insertará ..^  Ifi  ^i^UqqfiMí, tt«|gú^iiiMit^l |^«s^n4Q¿e  aMÍW  las 
cgpias  pj^arias,  Iq  pr^ui^ci^pos^  manjty;n<^  y  flnaara^^^Mauricio 
<¿ir^^=4a»é.  Marfy  i^i^jF^uré&n^jte  Arwta,pp.Yf^oi4%^a^-, 
r^Wa.=  Joaquín.  Jauíoar.  f=  Jo$é  Fercam  de  Mw?.^  Fernando  Pore* 
de  Rozas.  ...  , 

Publicación :  lfJí 

rMffl*  2f  pufelujad*  fu4  U  s^^epcia  .anterior  por  el  jímo..  Sr,  Don 
Vaípnlja  Garr?kta«  ,Ministv^  dpi  Tribunal  Surgió  da,  Justicia,  ¿es-, 
tafldp  etfelftando  audi^£j¿  (púbüa  Ja  Sala  primera de|  mispao.  e( 
di£  4e  feo#,  d$,  q^q.  certifico  como  Escribano  de  Qámar^  babilitado 
d£  dtebo, Supremo  Tribu uaL  .. 
^jíú^riíj  íi 4¿e  ¿Ufjeiobre  d?  l86&,F=Remifl¡o  Fernandez  y  Rodríguez. 
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CASACÍON.-SALA  PRIMERA. 
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<  441*14,  •*  •  W4R«^<*ta*c¡t  de  24  de  Diciembre  t  declarando 
no  haber  lugar  al  recurap  4*  ♦asaciou  interpuesto  por  Don 
4i^¡Qid*  Atftiw  y  Aguayo  c^^ra  la  pronunciaba  jpojr  ia.Spla 
^primeva  4e  la,  Audiencia  de  Sevilla»  en  pleUo  coa  D,  Francis- 
co Pérez  Gil  y  olroa. 

.Su  loa  cobmdbr*njh>s  se  establece: 
i.°  Que  por  los.  articulo*  l.\  2.°  y  3.°  df  la  Un  Jé  U  de 
Q^Wfi  de  1820,  restablecida  en  50  de  Agosto  de  1836,  se  $u- 
mrmieron  toda  cíate  dfi  vinculaciones ,'  se  declarar qn^  libres  los 
hiefw  que  ¡mis /xwpQWW.  *etdió  la  miad  de. ellos  al  poseedor  a* 
¿wl  fW¡a.  que,  pudiese  enajenarlos  fomp  dufilo>  previa  tasación  j 
dmsum  de  loaos*  cau  ifi^rvencyon  dqí  fucesof  inmediato '^  y  se 
obligó  al  poseedor  á  reservar  la  otra  mitad  pjira  quien  debía  su- 
yde?  inH\tdi&lfiine*4e  <n  ¡$s  rtfqridfls  vinculaciones,  si  subsistiesen, 
de  euffüJmUad  podría  tflmbiep  disponer  libremente  como  dueño* 

.•#.*  Q»*  WrM.ML  .1.°  de  la  ley  de,  28  de  Junio  de  1821, 
aclaratoria  de  la  dfi  11  de  Octubre  de  1820,  y  mra  facilitar  Ja, 
ejtguf¡q%[d$  f*4z,  seu adrizó  á  los  poseedores  amates  de  las  vi*- 


aHaciou<es  suprimida^  para  enajenar  la  mitad  ó  menos  de  su  váhr 
sin  la  previa  tasación  y  división  que  exigía  el  art.  3.°  de  la  de  ií 
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de  Octubre  con  tai  que.  pktumesen  el,  consepimiento,  del.  siguiente 
llamado  f*  orden  i  no  tetieudp  acción,  cualquiera  aira  fue  pudie- 
ra suceder  legalmente  para  reclamar  cautra  lo  hecha  y  ejecutado 
en  virtud  del  convenio,  de  u*  predecesor. 
.  5.°  .  Qwe  eemm  el  arl.  €9.4  de  la  Ley  de  Eujuiciamiruta  mí/t 
es  reqmito  inmwnsable,  pora  que  el  interdicto  proceda,  que,  na- . 
(Üe  poseo.  >á  titula  de  dueño  á  usufructuario,  los  bienee  cuya  pose- 
sion  se  pida. 

En  la  villa  de  llpdrid,  á  2i  dq  Diciembre  de  táfií,  en  el  pJeito* 
seguido  en  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sanlúrar  la  Mayor  y 
pq  ja  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Ignacio  d*  Al- 
earte y  Aguayo  con  D-  Francisco  Pérez  Gil,  í).  Juan  Verq  SancUez. 
D.  José  María  Pardo,  en  representación  de  sus  hijos  menores  D.  Ma- 
nuel tD.  Rafael  y  D.  Diejo  Arenas  y  Pérez;  I).  José  perrera  Pufino, 
D.  Francisco  y  Doña  Catalina  Berrera  Pérez,  D,  Juan  Arenas  del  Ca- 
mino y  D.  Juan  Sánchez  Pérez ,  sohre  nulidad  de  unas  enajenaciones 
y  reivindicación  de  las  fincas  objeto  de  ellas;  pleito  pendiente  ante, 
Nos  por  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demándame  contra  la 
sentencia  que  en  29  de  Diciembre  de  18C8*diclú  la  referida  Sala; 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Alcázar  y  su  mujer  Doity  Leonor 
del  Prado,  fundaron  par  escritura  de  5  dé  Abril  de  1531  un  mayoraz- 
go en  la  villa  dé  Palma ,  de  la  cual  era  señor  el  otorgante ,  Uarpan- 
do  á  suceder  en  él  á  su  hijo  mayor  Pedro  del  Alcázar  y  sus  descen- 
dientes varones ;  en  su  Taita  á  los  otros  hijos  de,  los. fundadores t  Je- 
rónimo, Gaspar  y  Baltasar  y  sus  descendientes  varones,  y  en  su 
defecto  á  las  hembra* ;  estableciendo  como  condición  que  él  poseedor 
había  de  nsar  el  apellido  y  armas  de  Alcázar,  sin  tener  otras  aigu-' 
ñas.  perdiendo  el  mayorazgo  si  no  Ip  hiciese: 

Resultando  que  los  mismos  fundadores  establecieron  otros  dos 
mayorazgos  por  escritura  de  18  de  Octubre  de  1837*  uqo  en  favor  de 
su  hijo  Baltasar,  que  dotaron  con  él  heredamiento  de  Rufiana  y  otros 
bienes ,  y  el  otro  á  favor,  de  su  hijo  Gaspar  del  Áicflzaf ,  dotándole 
con  .el  heredamiento  llamado  de  Collera',  en  término  de  Hiiervaf, 
conteniendo  tino  y  otro  iguales  condiciones  que  lá  primera  respectó 
al  uso  de  arraqs  y  apellido : 

.Resultando  que  D.  Juan  de  Castañeda  y  Portocarrero  y.  sít  uiujer 
Doña  fiaría  Hurtado  de  Mendo7.a  otorgaron  escritura  á  8  de  Julio  de' 
157Í,  por  la  que  después  de  referir  que  el  prífhero  poseía  el  vínculo' 
fuiuládo  por  D.  Juan  Montes  de  Oca  y  su  mujer  Doña  Sancha  de 
Castañeda ,  el  establecido  por  suy  padres  D.  Pedro  de  Castañeda  y 
tídíia  Isabel  de  AviM  y  tarids  agregaciones  hechas  Ql  thiámo;  funda- 
ron un  mayorazgo  en  cabeza  dé  su  hijo  mayor  b.  Pedro  de  Castañe- 
da Hurtado  de  Mendoza  y  sus  descendientes,  qué  dotaron  pon  la  casa 
principal  del  lugar  de  Almachar  del  Aljarafe  de  Sevilla ,  siendo  con- 
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dicion  que  el  poseedor  fórmase  el  apellido  principal  de  Castañeda,  y 
luego  loa' de  Hurtado  y  Metldoza,  llevando  las  artoas  de  emboa,  y 
quedando;  por  et  Reehó  de  fio  hacerlo,  privado  del  vínculo,  que  pa- 
sarla al  siguiente  en  grado  r  ' 

Resultando  que  seguido  pleito  en  la  Audiencia  de  Sevilla  y  des- 
pués en  el  Consejo  de  Castilla  por  DoSa  María  de  la  Estrella  Feíleri- 
qui,  viuda  de  D.  Ignacio  del  A I  catar  y  Castañeda,  como  totora  y  cu- 
radora de  D.  Juan  del  Alcázar  y  Castañeda ,  señor  de  la  Palma ,  su 
hijo  único  y  poseedor  de  los  mayorazgos  de  Alcázar,  titulados  de  la 
Palma,  Collera  y  Puíiana,  y  de  los  de  Castañeda,  llamados  de  A l ma- 
char;  pleito  qué  continuó  después  por  si  D.  Juan  de  Alcázar  y  Casta, 
fleda  coú  sh  tía  Doña  Manuela  del  Alcázar  y  Castañeda,  sobre  incompa- 
tibilidad dé  los  tres  referidos  mayorazgos  de  Alcázar  con  los  de  Casta- 
ñeda ;  por  ejecutoria  del  Consejo,  de  10  de  Octubre  de  17€8,  se  declaró 
qué  los  dos  mayorazgos  de  Alóázar ,  llamados  de  Gollete  y  Pufíana, 
ertfff  incompatibles  cbn'br  fundado  por  D.  Juan  de  Castañeda'  Potto- 
catrero  y  Doña  María  ffkirtado  de  Mendoza ,  su  mujer ;  pero  quo  no 
lo  eran  los  primeros  con  los  otros  tres  de  Castañeda ;  absólVietidd  en 
cuanto  á  ellos  á  D.  Juan  de  Alcázar  de  la  demanda: 

Resultando  que  D.  Ignacio  de  Alcázar  y  Castañeda;  poseedor  qué  dijo 
ser  desde  1.*  de  Abril  de  1816 ,  en  que  falleció  su  padre  D.  Juan  de 
Alcázar  y  Castañeda,  de  los  vínculos  de  l¿t  Palma,  Puñana  y' Collera, 
vendió  por  escritura  dé  1S  de  Junio  de  1811  á  B.  Juan  y  D.  Nicolás 
Pérez  Hillari,  en  precio  de  34.680  rs.,  136  fanegas  dé  fierra  de  la 
dehesa  de  Collera  que  se  aplicaba  por  suyas  en  cuenta  de  la  mitad 
de 'la  míshiá  de  qué  podía  disponer:  y  que' el  inmediato  sucesor  Don 
Francisco  de  Paula  de  Castañeda  y  del  Alcázar /primogénito  del  ven- 
dedor, prestó  su  conformidad  á  la  enajenación,  por  estar  seguro  qae 
era  una  parte  muy  ínfima  de  lá  que  su  padre  debía  haber: 

Resultando  que  D.  Ignacio  del  Alcázar  y  Castañeda' y  su'hijó  Don 
Antonio  Castañeda  Hurtado  de  Mendoza  otorgaron  escritura  en  2  de 
Noviembre  de  1847 ,  en  la  qué  re&riendo  que  por  muerte  de  su  hijo 
y  hermano  D.  Francisco  "habla  sucedido  D.  Antonio  en  la  mitad  del 
mayorazgo  que  aquel  poseía,  nombrado  de  Almachar,  y  quedado  de 
inmediato  sucesor  á  los  mayorazgos  que  disfrutaba  D.  Ignacio,  fun- 
dados por  D.  Francisco  de  Alcázar  y  Doña  Leonor  de  Prado,  su  mu- 
jer; y  que  habiendo  convenido  celebrar  escritura,  tanto  en  lo  con- 
cerniente al  citado  mayorazgo  de  Almachar  y  desperfectos  4e  él, 
como  á  los  alimentos  que  habia  de  disfrutar ,  establecieron  que  Don 
Aptonio  recibía,  en  pago  de  los  desperfectos  que  se  notaban  en  el 
mayorazgo  de  Almachar,  la  otra  mitad  de  la  vinculación  qué  corres- 
pondía á  D.  Ignacio  como  heredero  de  su  hijo  D.  Francisco,  cuyo 
importe  ascendía  4  12*000  rs. ,  y  38.000  rs.  en  dinero  que  completa- 
ban la  cantidad  de  50.000,  mitad  de  los  100,000  en  que  de  coman 
acuerdo  habían  graduado  los  deterioros: 
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tiritando  qqe  D.  Antonio  Castañeda  Hartado  de  Meodozp  (Jeclaró 
por  escritura  de  86  de  Febrero  de  1818,  que  su  padre  podía  disponer 
libremente  de  la  dehesa  de  Collera,  porque  su  valor,  cualquiera  que 
fuera ,  no  alcanzaba  con  mucho  á  la  mitad  (}é  los  mayorazgos  de  que 
aquel  era  poseedor  y  de  que  podía  disponer;  obligándose  á  no  repe- 
tir por  dicha  enajenación,  mediante  á  estar  convencido  de  que  coa 
los  bienes  existentes,  seria  igualado  cuando  tuviera  efecto  la  partición, 
renunciando,  como  inmediato  poseedor  á  los  indicados  mayorazgos, 
todo  el  derecho  que  pudiera  tener  á  la  expresada  dehesa,  y  hacien- 
do donación  eq  favor  de  su  padre,  para  el  caso  de  que  después  de 
enajenada  no  alcanzasen  los  bienes  restantes  á  cubrir  la  mitad  que  le 
correspondía  como  tal  inmediato  de  la  falta  que  hubiera ;  y  que  en  1.* 
de  Marzo  siguiente  vendió  á  D  Ignacio  del  Alcázar  y  Castañeda,  4  D. Juan 
Pérez  Hillanyp.  Nicolás  Pérez,  en  precio  de  111. 000  rs„  latitud*  dgfeeaa 
de  Collera,  que  constituía  uno  de  los  mayorazgps  que  les  pertenecían, 
y  cuyo  valor  no  alcanzaba  ni  con  mucho  á  la  mitad  4e  tojjos  ellos: 

Resultando  quelos  mencionados  D.  Ignacio  del  Alcázar  y  Casta&qlt 
y  D.  Antonio  Castañeda,  padre  é  hijo,  practicaron  en  28  de  Agosto  de 
1848  la  partición  de  los  bienes  correspondientes  A  los  mayorazgos  que 
poseía  el  primero,  en  la  que  consignaron  que  las  enajenaciones  relati- 
vas ¿  los  mayorazgos  de  Puüana  y  la  Palma  ascendían  á  125.176  rs„  y 
que  D.  Ignacio  habia  vendido  con  asentimiento  de  D.  Antonio  la  dehesa 
deCollera,  apreciada  en  230.600  rs.  y  ascendiendo  el  total  caudal  par- 
tibie  á  672.958,  correspondió  en  pago  de  su  mitad  á  D.  Ignacio  336.479 
reales,  y  se  le  adjudicó  para  su  pago  el  importe  de  las  ventas  men- 
cionadas, quedando  á  deber ,  en  su  virtud ,  al  inmediato  19496  rea- 
les que  se  le  deberían  entregar,  cuando  empezase  i  poseer  la  mitad  que 
se  le  adjudicó:. 

Resultando  que  promovido  por  D.  Antonio  Castañeda  Hurtado  de 
Mendoza  el  juicio  de  testamentaría  de  su  hermano  D.  Francisco  .para 
la  división  del  mayorazgo  titulado  de  Almadiar,  se  practicó  entre  Don 
Ignacio  del  Alcázar  y  Castañeda,  como  heredero  de  la  parte  de  libre 
disposición  de  su  citado  hijo,  y  el  referido  D.  Antoni^  sucesor  de  Ift 
mitad  reservable,  y  á  quien  se  habia  dado  posesión  coa  rendimiento 
de  frutos  desde  1.*  de  Julio  de  1847 ,  fecha  del  fallecimiento,  y  fué 
aprobado  en  31  de  Diciembre  de  1851,  ascendiendo  e/i  haber  de  Don 
Antonio  á  11.896  rs.: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Ignacio  del  Alcázar  y  Cas- 
tañeda se  dio  posesión  en  17  de  Enero  de  1837  á  D.  Antonio  del  Al- 
cázar y  Castañeda  de  la  mitad  reservable  del  mayorazgo  fundado  por 
D.  Francisco  Alcázar  y  Doña  Leonor  de  Prado,  habiéndose  promovido 
el  juicio  necesario  de  testamentaría  de  aquel,  y  aceptado  sqs  hijos  la 
herencia  á  beneficio  de  inventario: 

Resultando  que  en  4  de  Noviembre  de  1863  se  dio  á  D.  Ignacio  del 
Alcázar  y  Aguayo,  hijo  de  D,  Antonio  Alcázar  y  Castañeda  la  pose- 
II.  41 
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feióA  ttb  U  faittád  reservaba  de  los  tnayorazgps  de  Pufiana  y  Collera 
i[úé  ió  fcofrks^o'ndia  desde  el  fallecimiento  do  su  ábuiló ,  porque  su 
ttttírfc  ft.  AntoiiiO  boseiíi  et  ele  Almadiar  •  incompatible  con  aquellos, 
y  IjiíB  cibr  escritora  de  ÍS  de  Julio  de  18CS  se  transigieron  las  recla- 
maciones de  0.  Ignacio  contra  Ib  testamentaría  de  su  abuelo  del  mis- 
xúó  nombre,  por  tos  perjuicios  causados  en  la  mitad  reservadle  dé 
ibs  bienes  de  dichos  mayorazgos ,  estipulando  que  D.  Igiiacio  del  Ál- 
tázár  fr  Aguayo  á  fin  de  evitar  á  todos  los  interesados  en  la  testa 
mentarla  cualquiera  clase  de  responsabilidades  que  pudieran  tocarles 
Como  herederos  de  D.  Ignacio  Alcázar  Castañeda  y  Pacheco,  por  el 
éjetclcfó  dé  las  acciones  que  juzgaba  le  correspondían ,  se  obligaba 
á  indemnizarles  dé  ellas»  abonándole*  cuanto  hieran  competidos  á 
pb$nr  teh  consecuencia  de  los  mayorazgos  de  Püfiana  j¡  Collera; 
-  4u*utWndü  que  0.  Igrtáclo  del  Alcázar  y  Aguayo  eiítabló  eq.sé  dé 
Agostti  de  1866  la  demanda  actual  para  que  se  declarasen  nulas  j  de 
qhityüft  jdlot  i  efecto  las  Ventas  hechas  por  D.  Ignacio  del  Alcázar 
Ctótááedá  y  jtechfecb  dé  las  tierras  que  habían  sido  olivares  de  la 
ífettesá  j^  demÜs  pertenencias  del  heredamiento  de  Collera,  ó  al  oíanos 
titilas  ten  tanto  bii  cuanto  excediera  de  la  rriitad  de  los  bienes  del  Víhcu- 
ltí  del  folsmo  nombre,  por  cuanto  la  mitad  dé  él  correspondía  en 
Propiedad  al  demandante,  y  en  su  consecuencia  declarar  también  que 
_é  tócábi  dicha  ínilhd  del  heredamiento  de  Collera;  condenando  á  tos 
poseedores  def  mismo  b.  francisco  Pérez  (¡il  y  démas  al  principio 
referidos  ft  que  le  entregasen  la  mitad  de  todas  las  tierras  J  demás 
pertenencias  del  referido  heredamiento  de  Collera,  con  los  frutos  pro- 
düctd&  jf  defcfdds  producid  desde  la  muerte  del  anterior  poseedor 
hasta  la  éntrela,  cqú  los  intereses  legales  y  las  costas;  J'  qué  en  apoyo 
de  esta  pretensión  alegó,  eme  si  bien  las  citadas  enajenaciones  podían 
tpahi  efltábiS  respecto  á  la  mitad  del  mayorazgo  referido,  era  riece- 
láfte,  para  que  la  tuvieran  en  cuanto  á  la  otra  mitad,  que  ios  inme- 
diatos hubieran  Sobrevivido  á  su  predecesor  y  que  hubieran  llegado 
K  Ser  WlW  tontódiatdS :  que  lo  primero  habla  faltado  respecto  á  DoA 
francisco  del  Alcázar,  y  lo  segundó  por  completo;  porque  ni  li.  fran- 
cisco ni  D.  Antonio  hablan  llegado  á  serlo:  que  el  mayorazgo  dé  Co- 
llera ehi  Incompatible  con  el  de  Almadiar,  que  estaba  poseído  por  Don 
francisco  y  D.  Antonio  del  Alcázar  Castañeda  en  lk  época  en  que  hablan 
Intervenido  en  las  ventas  de  los  bienes  del  primero,  j  por  ello  ni  uno  oi 
ótrójWiteñ  ostentare!  título  de  inmediato;  siendo,  pdr  tanto,  nt)la  su 
intervención  y  nulo  el  acto  en  sí  en  todo  lo  respectivo  á  la  mitad  de 
\ói  bienes  enajenados;  que  el  demandante  tenia  un  título  qiie  nri  po- 
rfía rechazarse ,  pbrque  en  ía  misma  época  en  que  las  ventas  se  hi- 
cieron tú  terilá  de  derecho*  toda  vez  qué  entonces  su  tío  d.  Francisco 
poseía  el  mayorazgo  de  Almadiar  incompatible ,  y  su  padre ,  como 
alarido,  erd  sucesor  deí  señorío  de  ía  Jalma  porque  poseía  el  jnis- 
«io  tafcyorazgo  de  Altííacbar  cuando  intervino  en  fas  ventas,  porque 
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\¿  Autoridad  jtídlbiiflhtiabía' venido  i  dásIaVar  aquel  título  que  antes 
le  correspoüdfa,  aun  cuando  no  ló  tuviese  declarado ;  y  que  la  ley 
daba  derecho  ál  inmediato  sucesor  legitimo  para  fnváltóah'  todos  los 
actos  relativos  á  su  parte  reservable  que  hubiera  ejecutado  su  ante- 
cesor, aunque  intervirtiese,  no  ya  uno  tpie  no  podía  ser  nunca  inmediato 
sínb  hasta  aquellos  que  ñitiguti  obstáculo  tuvieran  para  haberlo,  sin 
qué  existiera  dlsposcion  legal  que  declarase  totalizadas  las  ventafc  por 
concurrir  á  ellas  los  poseedores  con  los  que  se  considerasen  inme- 
diatos:   '-"  J  ' 

Rtedltarido  que  i).  Francisco  GTt  y  consortes  impugnaron  la  de** 
manda,  alegando  que  ta  nulidad  de  ta 'Venta  objeto  de  ella  no  podía* 
ser  relativa  á  la  mitad  de  lá  finca' que  ke  habla  vendido  primeramente, 
porqué  de  eltá  habiá  podido  dfcp'oner  libremente  el  poseedor  D.  Ig- 
nacio del  Alcázar  Castañeda  y  Pactiéco',  sirf  otra  formalidad  que  el 
consentimiento  del  inmediato  sucesor,  qué  fiabia  obtenido  de  su  hijo 
Don  Francisco  de  Paula ,  á  quien  se  conceptuaba  inmediato ;  bastando 
para  que  la  venta  surtiera  sus  efectos  legales  y  perjudicara  á  otro  qué 
se  presentase  con  tiiejor  derecho',  que'  hubiera  utf  fundamento  para 
considerarle  tal  inmediato :  que  aun  cuando  no  lo  hubiera  sido ,  siem- 
pre sería  Válida  |a  primera  venta  por  él  consentimiento  del  otro  her- 
mano* D^'Antonld,  inmediato  en  aquella  épcida;  por  las  reglas  del  de- 
rtlanddrite ;  pues  habiendo  consentido  después  en  la  venta  total  de  lá 
dehesa,  se  infería  necesariamente  que  mejor  consentiría  en  la  pri*- 
mera: 'que  t).  Antonio  del  Alcázar*  no  pósela  mayorazgo  alguno  al 
vacar  él  dé  la  Collera,  porque  el  dé  Almadiar  hábia  desaparecido;  y 
según  10  declarado  por  la  ejecutoria  del  Consejo,  no  existía  incompati- 
bilidad respectó  á  los'  cuatro  niayórazgos  de  Castañeda  con  el  de  Co- 
llera, sintf  flhiáimente  con  el  qhe  hablan  fundado  D.  Juatt  Gostalfodd 
Pdrtocafrero  j  su  niujer:  qué  áuh  supuesta  la  incompatibilidad,  po- 
día D.  Antonio  elegir  enir'e  los  dos  Mayorazgos,  y  no  era  posible  du<- 
dár  qué  se  decidiera  por  el  de  Collera  por  su  mayor  importancia ,  ade- 
más de  tenerlo  demostrado  en  la  escritura  dé  Febrero  de  1848  auto- 
rizando ta  segunda  venta  de  Collera,  y  en  Tá  de  división  con  su  í>a* 
dre  dé  otro  taayorazgó  y  del  señorío  de  ta  taima:  que  cualquiera 
podía  tenuhdfar  ét  derecho  que  le  compitiera  j[  el  beneficio  introdu* 
cido  á  su  favor  con  tal  que  no' perjudicase  á  tercero,  lo  étial  demos- 
traba la  Insignificancia  de  la  renuncia  que  hubiera  hecho  de  áu  dere- 
cho át  taayorazgo ,'  y  aun  de  la  elección  del  mismo  en  cuánto  tenia 
relación  con  el  que  habían  adquirido  los  cáusahtes  dé  los  demári&á* 
dos,  pues  habiendo  asegurado  en  áqüel  acto  D.  Antonio  del  Alcázar 
ser  el  inmediato  suceiór  del  mayorazgo ,  bajo  cuya  seguridad  se  háblli 
verificado  el  contrato;  íiabia  traspasado  á  ios  compradores  lodo1  el 
derecho  c|iie  sé  hábia  cedido  por  quién  era  precisamente  la  fciféntia» 
tanda  importante  qlié  daba  Vidtf  al  contrató,  y  sin  lo  cual  no  se  ha ¿ 
bria  verificado;  y  por  ello  podían  los  demandados  hacer  valer  el  Üere- 
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cho  preferente  que  tenia  D.  Antonio  del  Alcázar  al  mayorazgo  de  Co- 
llera :  que  la  declaración  de  inmediato  sucesor  al  mismo ,  becba  en 
favor  de  D.  Ignacio  del  Alcázar  y  Aguayo ,  no  era  una  ejecutoria, 
porque  por  la  naturaleza  del  asunto  podía  cualquiera  otro  solicitar 
un  mejor  derecho;  y  loa  demandado?,  ufando,  del  que  competía  i  tk>n 
Antonio  del  Atéázar,  podían  ejecutarlo  en  este  juicio,  toda  vez  que 
era  el  fuudamento  de  la  validez  de  la  venta  que  indebidamente  sé  tra- 
taba de  impugnar :  .       * 

Resultando  que  absueltos  los  demandados  por  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia ,  que  confirmó  con  las  costas  la  ?ala  primera  de  la 
Audiencia  de  Sevilla  en  89  de  Diciembre  de  18(8  •  interpuso  el  deman- 
dante recurso  de  casación  •  citando  como  infringidas  : 

t.*  La  fundación  del  mayorazgo  de  Col  lew ,  ley  en  la  materia,  por 
cuanto  en  ella  se  prohibía  la  sucesión  en  el  vínculo  de  otra  persona 
más  que  de  aquellos  que  no  tuviera  incompatibilidad  por  poseer  otro 
6  por  usar  apellidos ,  timbre  ó  alcurnias  distintas  de  las  de  Alcázar, 
y  se  declaraba  que  D.  Antonio  Castañeda  había  sido  sucesor  en  el 
vínculo ,  siendo  así  que  poseía  el  de  Almadiar ,  incompatible  con  el 
de  Collera. 

i,*  La  jurisprudencia  establecida  por  este  Suprema  Tribunal  en 
varias  sentencias ,  .entre  ellas  en  la  de  Junio  de  1865,  sin  que  se  ex- 
prese la  fecha  del  dia.  que  depiara  subsistentes  las  incompatibilida- 
des relativas  ai  uso  de  armas  y  apellidos. 

1/  La  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  restablecida  en  1836,  que 
ordena  que  la  mitad  reservable  de  los  bienes  de  un  vínculo  pasen  al 
inmediato  sucesor  de  él,  y  expresa  que  éste  es  aquel  que  habria  de  su- 
ceder en  el  mismo  si  el  mayorazgo  subsistiera;  y  la  jurisprudencia  es- 
tablecida.en  cnanto  á  este  particular  por  esteSupremo  Tribunal  en  mul- 
titud de  sentencias,  entre  alias,  además  de  la  citada,  la  de  í  de  No- 
viembre y  M  de  Diciembre  da  1865,  que  han  declarado  qué  el  .sucesor 
legitimo  es  aquel  ¿quien  deberla  pasar  el  mayorazgo  si  este  subsistiese. 

4/  El  ari.  761  do  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  que  declara  que  el  que 
obtiene  la  providencia  4e  amparo  en  el  interdicto  de  adquirir  es  el 
poseedor  legítimo,  mientras  no  sé  ejercite  contra  él  la  acción  de  pro- 
piedad y  se  le  venza  en  juicio,  y  dice  qye  no  se  admita  reclamación 
en  contra  de  dicha  posesión  de  manera  alguna. 

5/  El  mismo  articulo ,  por  cuanto  sin  estar  revocado ,  roto  y  sin 
efecto  el  título  de  poseedor  que  tenia  el  recurrente  del  mayorazgo  de 
Collera  en  su  mitad  reservable,  se  le  negaba  el  derecho  de  pedir  la 
nulidad  de  la  venta  que  en  estos  autos  reclamaba ,  y  la  reivindicación 
de  los  bienes  que  á  aquella  mitad  correspondían, 

6/  La  expresada  ley  de  11  de  Octubre  de  1840  y  la  de  28  de  la- 
nío de  mi ,  en  cuanto  no  se  declaraba  nula  la  venta  dé  la  dehesa  de 
Collera ,  únicos  bienes  que  constituían  el  mayorazgo  de  ese  noymbre, 
siendo  asi  que  por  dichas  disposiciones  era  nula  Ja  venta ,  tanto  por* 
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que  no  se  permitía  vender  el  todo  de  los  bienes  de  un  mayorazgo, 
cnanto  por  la  forma  en  que  se  habla  realizado  dicha  venta  sin  la  con- 
currencia del  siguiente  llamado  en  orden  ,  que  no  podía  ser  otro  que 
aquel  qué  deberla  suceder  en  el  mayorazgo  si  ésto  subsistiera ;  y  la 
Jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal ,  que  establece  esa  misma 
nulidad  en  multitud  de  sentencias,  y  entre  ellas  en  las  de  9  de  No- 
viembre y  30  de  Diciembre  de  1865. 

T  7.*  Las  leyes  desvinculadorás  antes  citadas,  y  la  jurisprudencia 
de  este  Supremo  Tribunal  establecida ,  entre  otras  sentencias ,  en  la 
de  i  de  Mayó  de  1866,  por  cuanto  se  habían  declarado  convalidadas 
las  nulidades  cometidas,  siendo  así  que  el  recurrente,  que  era  el  su- 
cesor legítimo»  no  habia  hecho  semejante  convalidación,  ni  la  habla 
hecho  ni  podiflo  hacer  |>.  Artlotrio  Castañeda  Hurtado  de  Mendoza, 
porque  en  la  ley  sólo  se  declaraba  la  nulidad ,  y  en  dicha  sentencia 
se  habia  declarado  lo  misino  ,  estableciéndose  qué  en  todo  caso  Ja 
convalidación,  sólo  podía  darla  el  que  llegando  á  suceder  la  prestaba, 
y  no  ningún  otro  qne  no  tenia  ni  podia  tener  título  alguno  para  ello. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  por  los  artículos  1.%  5.°  y  3.a  de  la  ley  de  II  de 
Octubre  de  1820,  restablecida  en  90  de  Agosto  de  18$6 ,  se  suprimie- 
ron toda  clase  de  vinculaciones,  se  declararon  libres  los  bienes  que 
las  componían,  se  dio  la  mitad  de  elfos  al  poseedor  actual  para  que 
pudiese  enajenarlos  como  dueflo,  previa  tasación  y  división  de  todos 
con  intervención  del  sucesor  inmediato,  y  se  obligó  al  poseedor  á  re- 
servar la  otra  mitad  para  quien  debía  suceder  inmediatamente  en  las 
referidas  vinculaciones,  si  subsistiesen,  de  cuya  mitad  podría  también 
disponer  libremente  como  dnefio: 

Considerando  que  por  el  art.  1*  de  la  ley  de  98  de  Junio  de  1821, 
aclaratoria  de  la  de  11  de  Octubre  de  1&20,  y  para  facilitar  la  ejecu- 
ción de  ésta  se  autorizó  á  los  poseedores  actuales  de  las  vinculacio- 
nes suprimidas,  para  enajenarla  mitad  ó  monos  de  su  valor  sin  la 
previa  tasación  y  división  que  exigía  el  artículo  3  .'de  ia  de  11  de 
Octubre ,  con  tal  que  obtuviesen  el  consentimiento  del  siguiente  lla- 
mado en  orden,  no  teniendo  acción  cualquiera  otro  que  pndiera  su- 
ceder legalmente  para  reclamar  contra  lo  hecho  y  ejecutado  en  vir- 
tud del  convenio  de  su  predecesor. 

Considerando  que  en  uso  de  los  derechos  que  declaran  las  expre- 
sadas leyes,  D.  Ignacio  del  Alcázar  y  Castañeda,  poseedor  de  los  ma- 
yorazgos de  la  Palma ,  Pufiana  y  Collera ,  vendió  por  escritura  de  15 
de  Julio  de  1811.  130  fanegas  de  tierra  que  habian  pertenecido  al  úl- 
timo con  aprobación  y  consentimiento  de  su  hijo  primogénito  Don 
Francisco  de  Patita,  siguiente  llamado  en  orden,  el  cual  manifes- 
tó que  lo  vendido  era  una  parte  ínfima  de  lo  que  correspondía  á  la 
mitad  de  su  padre;  no  teniendo,  por  consecuencia,  el  demandante, 
aunque  fuete  legítimo  sucesor  del  expresado  vinculo  de  Collera,  ac- 
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cion  para  reclamar  contw  la  vem#  .jteferida,.  pegup  lo  dispuesto  ea  la 
mencionada  ley  de  28  de.jIujUo;, 

Considerando,  respecto  á  la  venia  de  la  dehesa  de  pollera,  ejecu- 
tada ea  1A  de  Marzo. de  18,4$,  que  nada  puede  influir  contra  cJ  de- 
recho sucesorio  de  D.  Antónjo  ^eKAlcázflr  la  incompatibilidad  gpe 
tuvieron  para  poseerse  unidos  Jos  mayorazgos  dqPuñaqa  y  Collera  con 
el  de  Almacb&c,  porque  además  de  que  aquella  incompatibilidad  era 
para  retener  y  ii¿  para,  adquirir ,  habiendo  fallecido  0.  Francisco  de 
Pauta  Alcázar  en  el  año  de  J817,  poseedor  de  los  bienes  que  habían 
pertenecido  al  expresado  vínculo  de  Almadiar ,  pasaron  á  Ips  perso- 
nas Jamadas  por  la  ley  para^qpe  dispusiesen  de  ellos  como  dueños, 
y  basta  saber  que  son  dueños,  para  comprender  que  no  es  posible 
sobre  los  tales  bienes  retención  ,  reserva  ni  incompatibilidad  alguna: 

Considerando  que  no  habiendo  poseído  el  D.  Antonio  del  Alcázar 
ni  antes  ni  después  de  la  ley  de*  11  de  Octubre  de  1820  el  mayorazgo 
de  Aimachar,  se  hace  de  todo  punto  imposible  la  incompatibilidad 
que  le  atribuye  su  hijo  para  adquirir  la  mitad  de  los  bienes  .proce- 
dentes de  las  vinculaciones  que  poseyd.su  padre:. y  es  evidente  su 
carácter  de  inmediatp  sucesor  á  tas  mismas,  toda  ve*  que  la  suce- 
sión de  ellas,  inclusa  la  de  Collera,  era  regular,  siendo,  por  lo  mismo, 
indisputable  el  derecho  preferente  al  de  Su  hijo  demandante: 

Considerando  que  el  interdicto  dq  adquirir  la  mitad  reservable  de 
los  mayorazgos  de  Pufiana  y  Collera,  que  obtuvo  el  recurrente  en  el 
Juzgado  de  la  Palma,  qs  inútil  para  un  pleito  de  propiedad;  y  ade- 
más es  nulo,  en  cuanto  á  las  fincas  litigiosas:  poique  según  el  ar- 
tículo 694  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  requisito  indispensa- 
ble, para  que  el  interdicto  proceda,  que  nadie  posea,  á  título  de 
dueño  6  usufructuario,  los  bienes  cuya  posesión  se  pida,. y  los  en 
cuestión  se  vienen  poseyendo  tranquilamente  por  los  demandados 
como  dueños  desde  los  expresados  años  de  1841  y  1848: 

Y  considerando  que,  bajo  estos  supuestos,  al  absolver  la  ejecuto- 
ria á  los  demandados  río  ha  infringido  la  fundación  del  mayorazgo 
de  Collera  ni  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  ni  la  de  «8  de  Judio  de 
1821,  ni  el  art.  701  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ciVil,  y  que  tampoco 
ha  contrariado  la  doctrina  de  las  varias  sentencias  de  este  tribunal 
Supremo  que  se  citan  en  el  recurso; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  del  Alcázar  y  Aguayo, 
A  quien  condenamos  á  Ja  pérdida  de  la  cantidad  porque  prestó  cau- 
ción, que  pagará  si  viniere  á  mejor  tortuna,  distribuyéndose  eblénces 
con  arreglo  á  ía  ley ,  y  en  tes  costas ;  y  devuélvanse  íos  autos1 4  la 
Audiencia  de  Sevilla  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  ésta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insert&rá  en  la  Colección  tegülativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias  nece- 
sarios, lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Mauricio  Garcft,=s 
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José  María  Cáceres.=Laureano  de  A  r  riela —José  Bfaría.  HarQ.=jQa- 
quin  Jaumar.?=José  Fermín  de  Muro.=Fpn^ndq  peréz  (Jp  Roz^s. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  toé  la  sentencia  anter(qr  por  el  limo.  gr«  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Ministro* del  Tribunal  Supremo  de  Ju^tipia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  sí  fila 
de  hoy,  de  que  certifleo  como  Escribano  de  Cámara  habilitado.  ' 
premo  Tribunal. 

Madrid  24  de  Diciembre  de  1869.«=Lino  Carrion  Ptyqjal. 

Nú*.  147. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


EffinEOA  de  dote.— Sentencia  de  27  de  Diciembre ,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Vi- 
cente Alvarez  Ramos  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  WBlfPQ* 
de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleilp  con  Polka  Ityra 
Martínez  del  Olmo. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1  .*  Que  lo  imposible  no  puede  ser  materia  de  los  contrato^ 
según  la  ley  21,  título   H  de  la  Partida  5.a 

2.'  Que  la  ley  28 ,  del  propio  titulo  y  Partida  ¿telara  nulas 
las  obligaciones  constituidas  por  miedo,  por  fuerza  <f  por  engaño. 

3.°  Que  ha  de  estarse  d  la  apreciación  que  la  Sala  sentencia- 
dora hace  de  las  pruebas  aducidas  por  las  partes ,  cuando  contra 
ella  no  se  alega  la  infracción  de  ley  ó  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

i*  Que  la  ley  32,  titulo  16,  Partida  3/.  está  modificada  esen- 
cialmente Dor  la  de  Enjuiciamiento  civil  aue  faculta  á  los  Jueces 
y  Tribunales  para  que  gradúen  el  mérito  de  los  dichos  de  los  tes- 
tigos según  las  reglas  de  la  sana  critica. 

Én  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Diciembre  de  1869,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Zamora  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Valladolid  por  Doña  Petra  Martínez  del 
Olmo  con  D.  Vicente  Alvarez  Ramos,  sobre  entrega  de  dote;  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  16  de  Diciembre  de  1868 
dictó  la  referida  Sala  : 

Resultando  que  D.  Vicente  Alvarez  Ramos  otorgó  escritura  en  11 
de  Julio  de  1818.  confesando  que  había  recibido  (Je  sus  padres  políti- 
cos D.  Isidoro  Martínez  y  Dofla  María  d<M  Olmo  la  cantidad  de  19.M0 
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reales  en  metálico  que  al  contraer  matrimonio  con  la  hija  de  loa 
mismos  Doña  María  Petra  Martines  en  13  de  Mayo  anterior,  la  habían 
ofrecido  en  dpte;  y  además  diferentes  ropas  y  efectos  que  valuaban 
en  í 0.000  rs.,  que  con  9.000  que  importaba  la  décima  parte  de  los 
bienqs  del  otorgante ,  que  había  ofrecido  á  su  mujer,  componían  la 
cantidad  de  22.000  rs.,  por  la  cual  otorgaba  á  su  favor  carta  de  pago 
y  recibo  de  dote: 

Resultando  que  en  15  de  Mayo  .de  1819  firmó  D,  Vicente  Alvares 
un  recibo  de  13.600  rs.  que  además  de  las  cantidades  que  le  habían 
entregado  sus  padres  políticos»  y. de  las  que  había  otorgado  escritura 
de  recepto,  habla  recibido  con  posterioridad ,  las  cuales  deberían  te- 
nerse presentes  en  lodo  tiempo,  obligándose  á  responder  de  ellas;  y 
que  en  9  de  Julio  de  1850  firmó  otro  recibo  de  8.000  rs.  que  lo  babia 
entregado  su  padre  político  D.  Isidoro  Martínez ,  con  Jos  cuates  y 
otra  cantidad  de  ijquel  que  obraba  en  su  poder  había  comprado  la 
casa  calle  de  Trascastillo  de  Zamora,  declarando ,  en  su  consecuen- 
cia, qué  aunque  la  escritura  resultaba  hecha  en  su  favor,  correspon- 
día la,  casa  qn  propiedad  á  dicho  su  padre,  político: 

Resultando  que  en  16  de  Noviembre  de  1861  otorgó  escritura  el 
mencionado  D.  Vicente  Alvarez,  que  fué  registrada  en  flipolecas,  en 
la  que,  haciendo  mérito  de  las  cantidades  qué  sus  padres  políticos 
hablan  entregado  á  su  hija  y  ésta  abortado  en;dote,  y  de  las  que  cons- 
taban en  tos  dos  recibos  mencionados,  añadió  que  con  posterioridad, 
y  según  resaltaba  de  dos  escrituras  públicas,  le  habían  facilitado, 
siempre  por  cuenta  de  tes  legítimas  de  ta  mujer  dM  otorgante,  y  por 
vía  de  doté  y  caudal  propio  de  la  misma,  otras  diferentes  y  crecidas 
cantidades  para  negociar  con  ellas:  que  últimamente  en  el  mes  de 
Agosto  de  1860  le  habían  entregado,  en  él  propio  concepto,  60.000 
reales  en  metálico ,  ascendiendo  todas  las  cantidades  y  efectos  entre- 
gados á  la  de  240.000  rs.:  qno  habiendo  abandonado  las  negociacio- 
nes que  tenia  pendientes  con  aquellas  sumas,  y  cmpleádolas  en  an- 
cas para  dejar  más  seguro  y  subsistente  el  dote  ó  caudal  propio.de 
su  mujer,  estando  todas  las  escrituras  de  .compras  á  favor  del  otor- 
gante, por  más  que  la  adquisición  se  habla  realizado  con  dinero  de 
su  mujer;  con  objeto  de  que  siempre  constase  que  dichos  biern^  la 
pertenecían ,  ratificando  las  escrituras  públicas  y  recibos  de  que  ba- 
bia hecho  mención,  declaraba  solemnemente  qñe  todas  las  cantidades 
recibidas  éb  metálico,  muebles,  efectos  y  alhajas  que  le  habían  en- 
tregado sus  referidos  padres  políticos  como  dote  y  caudal  propio  de 
su  referida  hija,  ascendían  á  la  cantidad  de  240.000  rs.  vn,:  que  los 
muebles,  ropas,  efectos  y  alhajas ,  comprendidos  en  esta  suma,  eran 
todos  ó  la  mayor  parte  de  los  existentes  en  la  casa  que  habitaba,  y 
el  metálico  se  habia  empleado  en  (a  compra  y  adquisición  de  Jos 
bienes  de  que  hizo  mérito  •  y  que  consisten  en  una  Escribanía  del 
número  y  Juzgado  de  Zamora,  una  casa  en  dicha  ciudad  y  basta  IS 
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fincas  rústicas  y  urbanas  en  diferentes  puntos,  un  carro  y  tres  caba- 
llerías, hallándose  el  resto  de  la  expresada  suma  de  «40.000  rs.  en 
poder  de  varios  vecinos  de  aquella  ciudad  y  oíros  puntos,  según  escri- 
turas públicas  y  simples  de  obligación  que  obraban  en  su  poder:  que. 
en  su  virtud,  y  adquiridos  como  quedaba  dicho  todos  los  menciona-. 
dos  bienes  con  el  dinero  dotal  y  propio  dé  Doña  Petra  Martines,  de- 
claraba que  todos  ellos  la  pertenecían  y  constituían ,  por  consecuen- 
cia so  dote  y  .caudal  propio;  queriendo  que  se  tuvieran  como  tales 
bienes  dótales  y  disfrutaran  de  sus  privilegios»  quedando,  expresa- 
mente hipotecados ,  así  como  los  demás  que  se  adquiriesen ,  al  pago 
de  aquella  cantidad: 

Resultando  de  la  escritura  de  partición  que  con  motivo  del  falle-, 
cimiento  de  D.  Isidoro  Martínez  Cuadros  otorgaron  en  11  de  Diciem- 
bre de  1863  su  viuda  Doña  María  del  Olmo  Merino,  su  hija  y  .única 
heredera  Doña  Petra  Martínez  del  Olmo,  D.  Vicente  Alvarez  Hamos, 
como  marido  de  ésta,  y  D.  Ruperto  del  Olmo  Merino,  como  testamen- 
tario contador  y  partidor ,  que  los  bienes  inventariados  ascendieron 
á  82.267  rs.,  siéndolo  únicamente  como  raices  dos  casas  en  los  pue- 
blos de  Meneses  y  Capilla,  y  un  majuelo;  diferentes  créditos  de  corta 
cantidad  ,  uno  de  8.000  rs.  contra  D.  Vicente  Alvarez;  otro  de  13.600 
contra  el  mismo ,  y  20.000  rs.  de  manda  en  carta  de  capitulación  aj 
contraer  matrimonio  D,  Vicente  Alvarez  con  Doña  Petra:  Martínez; 
consistiendo  los  demás  bienes  en  muebles  y  ropas,  que  quedando  un 
líquido  para  la  heredera  de  30.806  rs.  80  cents. ,  y  teniendo  ya  reci- 
bidos D.  Vicente  Alvarez,  según  se  dijo  en  eL  inventario  41.600,  reales 
la  sobraban  10.793  rs.  20  cents,  que  debían  considerarse  á  favor  de 
Doña  María  del  Olmo  para  completar  su  haber  y  de  los  cuales  debe- 
ría responderla:  que  Doña  Petra  Martínez  se  dio  por  pagada  de  su  lq- 
güinja  paterna  con  los  41.600  rs.  que  tenia  recibidos  su  marido,  que- 
riendo que  los  10.793  rs.  que  aparecían  como  sobrantes,  so  conside- 
rasen como  adelantados  por  cuenta  de  legítima  materna ,  ínterin  que, 
su  madre  no  los  reclamase ,  pues  que  si  lo  hiciera  se  los  abonarla: 
que  oídas  estas  confesiones  por  D.  Vicente  Alvarez,  se  dio  por  paga- 
do de  los  41.600  rs.  en  dinero  y  efectos  de  que  quedaba  hecho  cargo 
A  su  esposa,  los  cuales,  con  las  limitaciones  dichas,  se  tendrían,  como 
dote  y  caudal  dq  la  misma  •  en  la  forma»  para  los  efectos  y  con  las 
obligaciones  que  las  leyes  tenían  señalado;  y  que  Doña  Petra  Martí- 
nez renunció  al  derecho  de  exigir  la  hipoteca  legal  en.  razón  á  la  ili- 
mitada confianza  que  tenia  en  su  marido  por  el  interés,  que  este  de- 
mostraba con  su  celo  por  la  buena  administración  y  acrecentamiento 
del  caudal  de  la  sociedad  conyugal. 

Resultando  que  en  Enero  de  1866  solicitó  y  obtuvo  Doña  Petra  Mar- 
tínez el  depósito  provisional  de  su  persona,  por  hallarse  decidida  á 
promover  demanda  de  divorcio ,  fundada  en  los  malos  tratamientos 
que  sufría  de  su  marido ;  y  que  habiéndola  en  efecto  deducido,  se  la 
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declaró  por  sentencia  del  Tribunal  eclesiástico  de  30  de  Noviembre 
de  dicho  año,  separada  de  su  marido ,  mandando  que  respetase  (a  li- 
bertad en  que  quedaba  para  elegir  domicilio  fuera  de  la  casa  marital: 

Resultando  que  Doña  Petra  Martínez  demandó  de  conciliación  á 
su  marido  en  18  de  Diciembre  de  1866  para  la  entrega  de  sus  bienes 
dótales ;  y  que  emplazado  para  ello ,  no  llegó  á  celebrarse ,  según  pa- 
rece ,  habiendo  tenido  después  efecto  en  9  de  Enero  siguiente : 

Resultando  que  en  23  de  Diciembre  de  1866  otorgó  escritura  D.  Vi- 
cente Alvarez  expresando  ♦  después  de  hacer  mérito  de  la  declaración 
de  dote  otorgada  en  16  de  Noviembre  de  1861 ,  que  aunque  la  habia 
hecho  espontáneamente,  debia  manifestar  en  descargo  de  su  concien- 
cia ,  y  para  no  perjudicar  ni  favorecer  los  derechos  de  su  esposa  y 
de  su  hijo  único  D.  Juan  Alvarez  Martínez ,  que  lo  fiabia  verificado 
obligado  por  las  circunstancias  políticas  que  concurrían  entonces;  por 
cuya  misma  razón  había  formalizado  también  por  sí  y  ante  sí  las  otras 
dos  escrituras  de  declaración  que  se  citaban  en  la  de  1861 ,  porque 
considerado  como  afiliado  á  un  partido  político,  y  capaz  por  consi- 
guiente de  contraer  compromisos,  habia  atravesado  vicisitudes  muy 
comprometidas,  singularmente  en  1856 ,  en  que  habia  sido  conducido 
á  disposición  del  Capitán  general .  y  cuando  los  Príncipes  españoles, 
liljos  del  difunto  D.  Cirios,  habían  desembarcado  en  San  Carlos  de 
lá  Rápita;  y  aunque  tenia  su  conciencia  tranquila  porque  ninguna  par- 
ticipación habia  tenido  en  dichos  sucesos ,  habia  temido  sin  embargo 
por  su  persona ,  y  sobre  todo  por  el  porvenir  de  su  familia,  que  habia 
tratado  de  dejar  asegurado,  haciendo  las! expresadas  declaraciones, 
que  no  tuvieron  otro  motivo  nijobjeto:  que  esto  era  tan  cierto  y  evi- 
dente, como  que  asilo  consideraba  la  opinión  pública,  que  habia 
visto  y  estaba  convencida  de  que  la  situación,  en  cuanto  á  intereses, 
en  que  se  habia  colocado  la  debía  exclusivamente  á  su  constante  tra- 
bajo y  á  la  suerte  en  el  desempeño  de  su  profesión  y  en  otras  nego- 
ciaciones :  que  sus  padres  políticos ,  aunque  colocados  en  una  posi- 
ción desahogada  según  su  ciase ,  nunca  hablan  estado  en  condiciones 
de  poderle  entregar  las  sumas  referidas ,  siendo  esto  público ,  y  es- 
tando además  confesado  por  Doña  María  del  Olmo  y  su  hija  en  la  es* 
critura  de  partición  de  bienes  de  su  marido  y  padre  respective ,  en 
la  cual  ninguna  intervención  habia  tenido  el  compareciente ;  habién- 
dose limitado  tan  sólo  á  autorizar  á  su  mujer  para  que  la  formalizase, 
la  cual  habia  declarado  en  ella  que  todo  lo  que  tenia  recibido  el 
compareciente  por  cuenta  de  dichas  legítimas  no  excedía  de  Í0.0M 
reales ;  siendo  esto;  I  o  cierto ,  y  resultando  así  de  la  escritura  de  dote 
que  habia  formalizado  á  la  raíz  de  celebrado  el  matrimonio,  y  de  los 
recibos  que  con  posterioridad  habia  facilitado  á  su  difunto  padre  po- 
lítico: que  como  se  deducia  de  cuanto  iba  referido,  dicha  escritura*  de 
declaración  habia  sido  hecha  á  los  trece  años  de  celebrado  el  matri- 
monio ,  por  cuya  sola  razón  era  nula ,  concurriendo  además  la  cif- 
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cnnstancia  de  ser  absolutamente  imposible  justificar  la  preexistencia 
dé  dichos  bienes  dótales ,  ni  menos  de  su  Importe,  por  las  rázoiiés  iit- 
dicadas,  y  porque  dichos  bienes  hablan  sido  todos  (comprados  por  el 
compareciente,  siendo  nula  por  lo  mismo  la  inscripción  que  sé  fiabid 
fcecho  de  ellos  como  hipoteca  expresa  de  dicha  dote;  y  deseafrdo  por 
consiguiente  que  se  cancelase ,  había  resuelto  formalizar  aquella  nue- 
va declaración  con  la  misma  espontaneidad ,  én  descargo  dfc  sd  con* 
ciencia  y  con  el  doble  fin  de  que  quedasen  en  claro  los  respectivos 
derechos  de  los  interesados:  que  en  consecuencia  confesaba  que 'la 
verdadera  y  única  aportación  matrimonial  de  su  mujer  era  la  que  re- 
sultaba de  la  escritura  qué  habla  formalizado  á  4a  raíz  de  su  casamien- 
to y  de  dos  recibos  simples  que  después  habla  firmado  •  sin  qud  con 
posterioridad  hubiera  recibido  cantidad  ni  bienes  algunos ;  declarando 
nulas  y  de  ningún  valor  las  referidas  escrituras  posteriores  y  la  ins- 
cripción que  de  la  última  se  habla  hecho ;  quedando  los  bienes  inmue- 
bles libres  de  toda  responsabilidad  por  el  concepto  dotal ,  los  cuales, 
para  que  pudiera  hacerse  la  cancelación  del  Registro,  se  deslindaron 
en  la  misma  escritura : 

Resultando  que  Doña  Petra  Martínez  entabló  en  80  dr  fbefo  áé 
1867  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que  alegando  que deádef 
que  el  matrimonio  se  disolvía  tenia  la  mujer  un  derecho  real  pera 
reclamar  al  marido  los  bienes  de  su  dote,  que  habla  corifesadc,  cctoo 
en  este  casa,  en  escrituré  pública  que  pertenecían  á  m  mujer:  ^ne 
este  derecho  no  lo  destruía  ni  desvirtuaba  otra  escritura  de  caheéla- 
clon ,  porque  otorgada  cinco  años  después ,  precisamente  ai  reda- 
marse la  dote,  sin  contar  con  la  mujer  y  como  á  sus  espaldas,  y 
arrostrando  el  inconveniente  de  llamarse  á  sí  propio  embustero  ♦  el 
buen  sentido  y  el  derecho  decían  que  era  nula  é  ilícita ,  poh|fcie  por 
regla  general  nadie  podía  quitar  á  otro  clase  alguna  de  derecha  «ib 
su  voluntad,  y  que  así  lo  prescribía  además  en  un  ca*o  idéntico 4a 
Ley  hipotecaria;  suplicó  que,  declarándose  nula  y  maléfica  con  sos 
consecuencias  y  responsabilidades  la  escritura  de  cancelacion-de  tttré 
escritura  dotal ,  se  condenase  á  su  marido  á  que  la  entregase  los  Ma- 
rtes de  la  misma :  * 

Resultando  que  D.  Vicente  Alvarez'  Ramos  impugnó  la  demanda 
alegando  que  la  escritura  de  confesión  de  dote  ho  constituía  déliecho 
in  re  á  favor  de  la  demandante,  porqué  las  Ancas  y  efectos  com- 
prendidos en  ellas,  aun  supuesto  que  se  hubieran  adquirido  con  di- 
nero de  su  dote,  no  estaban  compradas  á  su  nombre,  ni  babfa  ma- 
nifestado su  voluntad  de  que  así  se  hiciera,  ni  de  común  acuerdo  su 
había  traspasado  el  dominio  por  Alvarez,  circunstancia  indispensable 
para  que  resultase  aquet  derecho,  conforme  á  la  ley  de  Partida,  aterido 
por  consiguiente  viciosa  é  improcedente  la  acción  entablada  :  que  no 
habiendo  recibido  de  su  mujer  ni  de  sus  padres  aumento  de  fa  <kñé 
Constituida  al  tiempo  del  matrimonió  en  el  alio  de  1818,  del  lmpdrt* 
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de  ella era  de  lo  que  respondía»  estando  dispuesto  á  devolverlo ,  de- 
dueido  lo  que  hubiera  entregado:  que  aunque  con  posterioridad  ha- 
bía recibido  alguna»  sumas  del  padre  de  su  mujer,  estaban , en,  parte 
saldadas  con  el  importe  de  los  gastos  que  habia  hecho  durante  su  en- 
fermedad, y  en  sns  funerales»  y  con  el  de  los  Mímenlos  y  otros  gastos 
hechos  con  su  viuda  en  los  dos  anos  y  medio  que  había  vjvidq  en 
la  casa  y  compañía  del  demandado ;  que  coma  legitima ,  anticipada 
habia  .recibido  la  dote  de  su  mujer,  y  en  tal  concepto  y  por  su  im- 
porte, según  la. citada  escritura,  asi  su  mujer  cpn  poder  del  deman- 
dado, como  &u. madre,  habían  practicado  la  partición  de  los  bienes 
de^u  marido  y  padre ,  quizá  con  la  única  diferencia  de.  comprender 
como  aumento  de  dote  y  colacionable  la  cantidad  ó  cantidades  men- 
cionadas.: que  la  escritura.de  confesión  de  dote  hasta  en  cantidad  de 
240.909  r&-  estaba  bien  deshecha  y  procedía  su  cancelación  por  vir- 
tud de  la  de  23  de  Diciembre  de  1866,  porque,  habiendo  sido  ambos 
actos  unilaterales,  sin  concurrencia  de  Doña  Petra  Martínez,  no  po- 
dían obtener  otro  carácter  que  el  de  voluntades  contradictorias  *  ha- 
biendo dejado. sin  efecto  la  última  á  la  primera :  que  aunque  se  con- 
siderase que  de  la  de  16  de  Noviembre  de  1861  habla  nacido  un  con- 
trato, tete  era  nulo  porque  pnocedia  de  causa  falsa»  siendo  evidente  que 
Don  Vicente  Alvares  no  había  recibido  el  aumento  que  se  suppnia, 
ni  podía  declararse  que  no  fuera  causa  falsa  sin  que  se  probase  por 
Dofta  Petra  la  entrega  de  dicho  mayor  haber  dota!;  y  porque  el  mo- 
tivo de  otorgar  la  primera  había  sido  un  peligro  en  que  ^2  habia 
creído  ver  D.  Vicente  por  consecuencia  do  su^sos  políticos  á  que  po- 
dría estar  ligado  su  nombre,  y  en  especial  sus  antecedentes :    .. 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes  sobre  los  hechos 
alegados,  dictó  sentencia  el.  Juez,  de  primera  instancia,  y  que  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  YalladoUd  la  revoqó  en  16  de  Diciembre 
de  J86ft9  y  condenó  4  D,  Vicente  Alvarez  Ramos  á  entregar  á  Doña 
Petra  Martines  del  Olmo  los  24.000  escudos  que  por  confesión,  propia 
recibió  en  concepto  de  dote  de  aquella : 

Resultando  que  el  demandado  interpuso  recurso  de  casación ,  en 
el  que ,  sosteniendo  que  existía  la  prueba  de  la  bita  de  exactitud  y 
verdad  de  la  escritura  de  16  de  Noviembre  de  1861 »  y  que  por  lo 
tanto  habia  sido  simulada,  y  también  que  su  existencia  era  de  impo- 
sible verdad,  citó  como  infringidas  las  leyes  SI  y  28,  tít.  11  de  la 
Partida  5.a;  la  32,  tít.  16  de  la  Partida  3.a,  y  la  doctrina  inconcusa 
de  que  lo  imposible  nunca  puede  ser  materia  do  contrato. 

Visto  ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que  si  bien  lo  imposible  no  puede  ser  materia  de 
los  contratos,  según  la  ley  21 ,  tít.  11  de  la  Partida  5.a,  esto  no  puede 
tener  aplicación  &  la  escritura  de  que  se  trata  en  este  pleito ,  en  que 
el  recurrente  confesó  las  sumas  que  habia  recibido  del  padre  de  su 
mujer  legítima  como  aumento  de  la  dote  de  ésta ,  cuya  restitución 
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asegaró  coa  hipoteca  expresa  de  sus  bienes .  y  que  es  una  obligación 
perfecta  ea  fevordela  dcmindinle;  sia  que  ea  concepto  alguno  pueda 
llamarse  imposible  de  contraer  si  de  cumplir ,  y  por  luto  la  sea- 
teada  ao  infringe  aqaelta  ley : 

Considerando  qé&  la  fifi  del  propio  Hala  y  fMada.  qaa  dedara 
nulas  las  obligaciones  constituidas  por  miedo,  por  faena  ó  por  en- 
gaño, tampoco  es  aplicable,  porque  la  única  cxcepcioa  aletada  por 
el  recórreme  ha  sido  la  del  temor  qae  ha  so  puerto  le  cansaran  saa 
antecedentes  póteteos,  sobre  lo  caal  se  han  practicado  pimihai,  qae 
ha  apreciado  la  Sala  sentenciadora,  estíamndo  qae  no  existió  eaasa 
verdadera  de  aquel  miedo;  sin  qae  contra  esta  apreciación  so  alegue 
la  Infracción  de  ley  6  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales : 

T  considerando  qae  no  es  oportuna  la  dta  de  la  ley  31,  til.  It, 
Partida  3.* .  que  ha  modificado  esencialmente  la  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil.  Acuitando  i  los  Jueces  y  Tribunales  para  que  gradúen  el  mérito 
de  los  dichos  de  los  testigos  según  las  reglas  de  la  sana  critica ; 

Fallamos,  qae  debemos  declarar  y  declaramos  ao  haber  lagar  di 
recurso  de  casación  Interpuesto  por  D.  Vicente  Altares  lames,  á 
quien  condenamos  en  las  costas ;  devolviéndose  los  aut06  i  la  Audien- 
cia de  TalladoQd  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qae  se  publicará  en  la  Céc*U  y 
se  insertará  en  la  Gtfceciaa  U§iá*tim9  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos  .^Wanrido  fiar- 
cfa^=José  María  Cáceres.=Uoreano  de  Arrieta^raocisco  Maris  de 
GastUIa.=Jdsé  Maris  Haro  =José  Fermín  de  Muro.=femando  Peres 
de  lozas. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  están- 
dose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  37  de  Diciembre  de  !863.=LIno  Cerrión  Hlnojal. 
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Aeiv|inMC4qiON  de  um  f  i  nüa. —Sentencia  fíe  27  de  Pícieoabre, 
.ijecteffuMo  0a  haber  lagar  al.  recurso  de  casación  interpuesto 
jW  .£<  íi»aq  Bius  contra  la  proauaciada  por  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  <|e  Barcena ,  en  pleito  coa  Juan  Palles. 

Én  sus  considerandos  se  establece : 
v  •  Q**  /#  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  considerando. ser 
inefaQi.UQ  documento,  base  de  la  misma,  por  car  tejer  del  registra 
(9  ejijOÁcio  de  hipotecas*  cuando  por  la  leu  está  sujeto  a  esta  for- 
matuma,  no  ps  ejecutoria,  puesto  que  nada  decide  respecto  á  tos 
derechos  de  los  litigantes. 

in  ja  villa  de  Madrid  ,  á  27  de  Diciembre  de  1869 ,  en  el  pleito  se 
guíelo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manresa  y  en  la  Sala 
tercera  de  Ja  Audiencia  de  Barcelona  por  Juan  Palles  ton  D.  Juan  Ríbs 

spbre  reivindicación  de  .una  finca;  pleito  pendiente  ante  Nos  por  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia 
queden ¿3  dé  Mayo  último  dictóla  referida  Bala.: 
v  ¡Resultando  que  por  escritura  dq  11  de  Diciembre  dq  178TÍ  Bartolomé 
y  Francisco  Oms  cedieron  y  donaron  á  los  cónyuges  D.  Pedro  ítártfrl 
Rius  y  Rosa  Oms  la  facultad  de  reivindicar  de  cualquiera  perkmá  tos 
ftytpsoa  Oms  y  Casanovas  y  cualquiera  tierras  unidas  y  agregadas  A 
ellas;  y  que  ios  citados  cónyuges  tuvieron  un  lujo,  lid  toado  Juan;  qup 
nació  después  de  fallecido  su  padre  en  13  de  Julio  de  1788 : 

Resultando  que  Rosa  Oms  contrajo  segundo  matrimonió  cotí  José 
Cherta :  que  siendo  viuda  de  su  segundo  marido,  fué  demandada  £n  & 
de  Agosto  de  18Ó6  por  José  tiamesolivas  para  el  tiago  de  890  libras 
procedentes  de  un  vale  :  que  reconvenido  el  demandante  para  la  res- 
titución de  una  tierra  de  37  y  media  cuarteras  en  el  término  de  Mo- 
nistrol  de  Caldera  y  partida  llamada  de  Trullas ,  por  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  de  24  de  Abril  de  1822  se  condenó  á  Rosa 
Oms  al  pago  de  la  cantidad  demandada ,  y  á  José  Camesolivas  á  de- 
Jar  á  disposición  de  aquella  13  cuarteras ,  ocho  cuartans  y  47  canas 
cuadradas  de  la  citada  tierra,  diferencia  entre  la  cabida  de  la  misma 
y  la  que  tenia  al  ser  adquirido  por  el  demandado  ,  de  la  cual  se  dio 
posesión  á  Rosa  Oms  en  S  de  Abril  de  1824  : 

Resultando  que  Rosa  Oms  otorgó  testamento  en  12  de  Julio  de  18S3, 
nombrando  heredero  A  su  hijo  Agustín  de  Cherta :  que  éste  á  su  vez, 
en  el  que  otorgó  en  18  de  Diciembre  de  1839,  instituyó  heredero  asa 
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sobrino  ,  hijo  de  so  hermana  .  José  de  Canudas  y  Cherta;  et  cual,  ha- 
biendo otorgado  su  última  disposición  en  2fi  de  Enero  de  itóá,  nom- 
bró hetederó  urii versal  A  Juan  Pul  tés  y  Rovira  : 

Resultando  que  Juan  Palles*  y  Rovira ,  como  sucesor  de  ftbsa  Oms. 
y  dueño  por  lo  tanto  de  los  bienes  que  habían  pertenecido  á  la  mis- 
ma 9  entabló  demanda  en  16  de  Octubre  de  1863  reclamando  de  Juaq 
Rius  la  citada  tierra  situada  en  término  de  Monistrol  de  Caldera  y  par* 
tido  denominado  Trullas,  de  que  se  babia  dado  posesión  i  su  cau- 
sante en  virtud  de  la  ejecutoria  mencionada :  que  el  demandado ,  con 
presentación  de  la  escritura  de  1786 ,  impugnó  la  demanda ,  fundado 
en  la  cesión  que  la  misma  contenia  á  favor  de  su  abuelo  D.  Pedro 
Martin  Rius,  como  sucesor  del  cual  disfrutaba  la  finca,  oponiendo 
además  la  excepción  de  prescripción : 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  estimó  la  demanda;  y  que  interpuesta  apelación  por  el 
demandado,  que  alpgó  al  mejorarla  que  los  documentos  con  que  el 
demandante  había  tratado  de  justificar  su  derecho  eran  ineficaces  ef 
juicio»  por  no  haber  sido  registrados  en  hipotecas  y  haber  venido  á 
los  autos  sin  citación  de  esta  parte,  que  no  les»habia  prestado  su  asen- 
timiento expreso ,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por 
sentencia  de  27  de  Abril  de  1866,  considerando  que  aun  cuando  en 
ios  escritos  de  réplica  y  duplica  debían  lijarse  definitivamente  lo* 
puntos  de  hecho  y  de  derecho ,  el  de  esta  última  clase,  aducido  en  la 
segunda  instancia,  de  carecer  los  documentos  base  de  la  demanda  del 
registro  en  el  oficio  de  hipotecas,  eran  de  índole  especial,  porque  su 
adjpision  imputaba  al  Juzgado  una  responsabilidad  personal  directa, 
si  los  documentos  admitidos  no  estaban  registrados,  cuando  por  la  ley 
estaban  sujetos  á  esta  formalidad ,  y  por  lo  tanto  todo  Juez  debia  ad- 
mitir esta  excepción  en  cualquier  situación  del  juicio  en  que  se  ale- 
gase i  y  que  ni  el  testimonio  de  la  sentencia  ni  los  tres  testamentos 
en  que  la  demanda  se  apoyaba,  habían  sido  registrados  en  el  oficio  de 
hipotecas,  revocó  la  sentencia  apelada,  absolviendo  á  Juan  feius  de 
la  demanda: 

Resultando  que  ei  demandante  pidió  aclaración  para  que  se  de- 
clarase que  la  revocación  de  la  sentencia  del  Juez  de  primera  instan- 
cia se  entendía  sin  perjuicio  del  derecho  que  pudiera  asistir  á  Juan 
Palles,  subsanada  que  fuera  la  falta  de  registro;  y  que  la  Audiencia, 
por  providencia  de  8  de  Mayo ,  negó  con  las  costas ,  por  innecesaria, 
la  aclaración  solicitada : 

Resultando  que  inscritos  en  el  kegistro  de  la  propiedad  la  senten- 
cia y  los  tres  testamentos  referidps,  con  presentación  de  ellos  repro- 
3ujo  su  demanda  Jiiap  Pallas  en  12  de  Abril  de  1867  para  que  sé  coq- 
enase  á  D.  Juan  Rius  á  la  entrega  de  la  finca  ó  exceso  de  tierra  re- 
ferida, con  loa  frutos  desde  el  día  que  tuviera  lugar,  y  las  costas;  y 
que  el  demandado  la  contradijo,  oponiendo  las  excepciones  de  falta 
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cion  para  reclamar  copie*  la  ventfi  jteferifla,  pegun  lo  dispuesto  en  la 
mencionada  ley  de  28  de.jlunkK 

Considerando,  respecto  ala  venta  de  la  dehesa  de  Collera,  ejecu- 
tada en  l.'.de  Marzo.de  184$,  que  nada  puede  influir  contra  el  de- 
recho sucesorio  de  D.  Antonio  del  .Alcázar  la  incompatibilidad  qpe 
tuvieron  para  poseerse  unidos  Jos  mayorazgos  dq  Pufíapa  y  Collera  con 
el  de  Álmacttaj:,  porque  además  de  que  aquella  incompatibilidad  era 
para  retener,  y  n>  para,  adquirir ,  babiendo  fallecido  D.  Francisco  de 
Paula  Alcázar  en  el  ano  de  1847,  poseedor  de  los  bienes  que  habían 
pertenecido  al  expresado  vínculo  de  Almadiar ,  pasaron  á.  Ips  perso- 
na? guiadas  pof  la  ley  para^qpe  dispusiesen  de  ellos  como  dueños, 
y  basta  saber  que  son  dueños ,  para  comprender  que  no  es  posible 
sobre  los,  tales  bienes  retención  ,  reserva  ni. incompatibilidad  alguna: 

Considerando  que  no  habiendo  poseído  el  D.  Antonio  del  Alcázar 
ni  antes  ni  después  de  la  ley  de*  11  de  Octubre  de  1820  el  mayorazgo 
de  Almadiar,  se  hace  de  todo  punto  imposible  la  incompatibilidad 
que  le  atribuye  su  hijo  para  adquirir  la  mitad  de  los  bienes  .proce- 
dentes de  las  vinculaciones  que  posey6.su  padre:  y  es  evidente  su 
carácter  de  inmediatp  sucesor  á  las  mismas ,  toda  vea  que  la  suce- 
sión de  ellas,  inclusa  la  de  Collera,  era  regular,  siendo,  por  lo  mismo» 
indisputable  el  derecho  preferente  al  de  &u  hijo  detnandante: 

Considerando  que  el  interdicto  de  adquirir  la  .mitad  reservable  de 
los  mayorazgos  de  Pufiana  y  Collera,  que  obtuvo  el  recurrente  en  el 
Juzgado  de  la  Palma,  qs  inútil  para  un  pleito  de  propiedad;  y  ade- 
más es  pulo,  en  cuanto  á  las  fincas  litigiosas:  poique  según  el  ar- 
tículo 694  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  requisito  indispensa- 
ble, para  que  el  interdicto  proceda,  que  nadie  posea,  á  título  de 
dueño  6  usufructuario,  los  bienes  cuya  posesión  se  pida,  y  ios  en 
cuestión  se  vienen  poseyendo  tranquilamente  por  los  demandados 
como  dueños  desde  los  expresados  años  de  1841  y  1848: 

Y  considerando  que,  bajo  estos  supuestos,  al  absolver  la  ejecuto- 
ria á  los  demandados  rio  ha  infringido  la  fundación  del  mayorazgo 
de  Collera  ni  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  ni  la  de  28  de  Judío  de 
1821,  ni  el  art.  701  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ciVil,  y  que  tampoco 
ha  contrariado  la  doctrina  de  las  varias  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo  que  se  citan  en  el  recurso; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  del  Alcázar  y  Aguayo, 
á  guien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  porque  prestó  can- 
ción, que  pagará  si  viniere  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  ebténces 
con  arregló  á  ía  ley,  y  en  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos1  á  la 
Audiencia  de  Sevilla  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  ésta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  ta  Caceta  f  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  tas  copias  nece- 
sarios, lo  pronunciadlos,  mandamos  y  firmaraos.=Mauricio  Garete,» 
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José  Marta  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=José  liaría.  Ha rp.= Joa- 
quín Jaumar.?=José  Fermín  de  Muro.=Feri}j}ndo  fferez  <\p  Bozfts. 
Publicación:  '  ' 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterjqr  por  el  limo.  gr»  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Ministro»  del  Tribunal  Supremo  de  Juqtfci*,  ps- 
tfindose  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  $j  fllfl, 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado, 
premp  Tribunal.     .  , 

Madrid  SI  de  Diciembre  de  18€9.«=Lino  Carrion  Pirjqjal. 

Nú».  147. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Entrega  de  dote.— Sentencia  de  27  de  Diciembre ,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Vi- 
cente Alvarez  Ramos  contra  la  pronunciada  por  ty  Sal?  segflpqf) 
de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleitp  coa  Pona  Pffra 
Martínez  del  Olmo. 

En  los  consi|)erando3  ge  establece: 

1  .*  Que  lo  imposible  no  puede  ser  materia  de  los  contrato^ 
según  la  ley  21,  titulo   II  de  la  Partida  5.' 

i.9  Que  la  ley  28 ,  del  propio  titulo  y  Partida  declara  nulas 
las  obligaciones  constituidas  por  miedo,  por  fuerza  cf  por  engaño. 

3,°  Que  ha  de  estarse  d  la  apreciación  que  la  Sata  sentencia- 
dora hace  de  las  pruebas  aducidas  por  tas  pafles  ,  cuando  contra 
ella  no  se  alega  la  infracción  de  ley  ó  doctrina  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

i.  Que  la  ley  32,  titulo  16,  Partida?*.*,  está  modificada  esen- 
cialmente por  la  de  Enjuiciamiento  civil  aue  faculta  o  los  Jueces 
y  Tribunales  para  que  gradúen  el  mérito  de  los  dichos  de  tos  tes- 
tigos según  tas  reglas  de  la  sana  critica. 

En  la  villa  de  Madrid,  4  27  de  Diciembre  de  1869,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Zamora  y  ei>  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Valladolid  por  Doña  Petra  Martínez  del 
Olmo  con  D.  Vicente  Alvarez  Ramos,  sobre  entrega  de  doto;  plejtQ 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  16  de  Diciembre  de  J868 
dictó  (a  referida  Sala  : 

Resultando  que  D.  Vicente  Alvarez  Ramos  otorgó  escritura  en  10 
de  Julio  de  1818,  confesando  que  había  recibido  <Je  sus  padres  políti- 
cos D.  Isidoro  Martínez  y  DoiJa  María  del  Olmo  la  cantidad  de  JO 
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te  u  coma  suenan,  debiendo  servir  dé  norma  al  Jutgodor  pata 
determina*  ¿o*  fijna  y  precisión  cuál  fué  su  ánima  y  voluntad. 

2^  Que  no  puede  fundarse  una  sentencié  en  leyes  que  ño  guar* 
dah  paridad  con  ei  caso  á  que  la  misma  se  concteta^ 

7       4 

En  la  villa  de  Madrid  á  27  de  Diciembre  de  1869.  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia 
de  VáHadolld  y  en  la  Sala  tercera  del  Tribunal  superior  de  «que l  Ter- 
ritorio por  D.  Eafael  Casado  BercerueJo,  como  marido  de  Doña€ármeu 
Moyano  Sánchez  con  Doña  María  Isabel  Sánchez  del  Villar,  viuda  <|e 
D.  Esteban  Moyano ,  y  0.  Pedro  y  A.  José  Moyano  Sánchez  ,  sobre 
nulidad  fie  un  inventarío;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtu4  de  re* 
curso  <ie  casación  interpuesto  por  los  Remandados  contra  ¡a  sentencia 
que  *p  87  de-  Febrero  último  dictó  la  referida  Sala. 

Resultando  que  p.  Torna*  Moyano  otorgó  testamento  en  e»ta  Córte^ 
á  %  de  Jujio  de  1827,  haciendo  treslegadoq  vitalicios  de  1P0  ducados' 
anuales  cada  uno,  que  consignó  sobre  el  producto  de  su  hacienda  de 
Santo  Tomás,  término. de  Carmona:  quq  en  la  cláusula  93  leg£  á  su 
ufujer  Dona  Manuel»  Mira|les  la  roitacj  que  restase  del  rendimiento 
liquido  de  dicha  hacienda  despqes  de  pagados  los  legados  rrferidos; 
ordenando  en  la  85  que  de  la  otra  mitad  del  producto  líquido  se  pa- 
gasen aus'deudfls:  que  en  la  cláusula  35  nombró  alba  ceas  teslapaen- 
tariout*  iolidutn,  con  amplias  facultades,  á  su  citada  mujer,  á.  Don 
Esteban  Moyano,  su  sobrino,  y  á  otros;  disponiendo  en  la  37  que  se 
tuviese  por  parte  de  su  testamento  la  memoria  que  se  hallase  escrjta 
ó -qIf  menos  ffrmqda  de  sq  puño  y  letrji :  que  por  la  cláusula  38;  y 
sobre  su  hacienda  de  olivar,  titulada  Santo  Tomás,  y  las  tierras  que 
lq  Pincelan  en  término  de  Carmona  fqndó  un  mayorazgo  regular 
en  cabeza  de  su  pobrjpo  Q.  Jktéban  Moyano  •  llamando  en  *u  defecto 
á  las  hermanas  ffc  éf¿e  Doña  Gabina  y  Roity  Mariana  y  sus  descen- 
dientes; consignando  en  las  cláusulas  39  y  40  que  para  la  validación 
del  mayorazgo  habla  determinado  pedir  real  licencia ,  con  la  gracia 
de  que  no  se  le  exigiera  el  15  por  100  de  su  precio,  ó  se  le  admitie- 
ran en  pago  los  suekfQ*1  atrasados!  y  que  si  fqíttcterqí  sin  haber  hecho 
dicha  instancia,  la  hiciese  inmediatamente  su  sobrino  D.  Esteban;  y 
que  en  la  cláusula  41  y  última,  y  para  el  inesperado  caso  de  que  se 
negasen  l*  re§|'1icend3  ó  |as  indicabas  gracias  t  instituyó  heredero 
upjvers&l  (Je  los  bienes  que  habían  de  constituir  dicho  mayorazgo  y 
dj»  los  <ttn)á&qi)e  |e  pertenecieran,  á  s»  spbttno  D.  Esteban  Moyano; 
si  p¿  \\mte  *  «erlp.  M  hijo  de  á»te  R.  Pedro  Moyano .  y  si  tampoco 
lo  llegue  (  ser,  ft  sq  ftijo  pegando  D.  José  Moyano: 

ResultjE)w)fe  fljft  ocqrritjo  «I  fallecimiento  de  D  Tomás  Moyana,  su 
sobrino  D.  Esteban  Moyano  presentó  como  su  heredero  al  Teniente- 
Corregidor  de  esta  Corte  D.  Josdirtil  de  la  Escalera,  en  M'de  No- 
wrohre  <lí  1990  >  ?l  Ctt'ado  f^statpooto  y  una  memoria  que  se  habia 


ewmtofdo  futra  aus  p»pflw<  *  Ande  <W  V  protocolizara;  y  que 
ditfj*  p*»Qrif|,  echada  en  em  Cijrtp  4  29  da  Abril  de  1830,  y  firma- 
da^pórfl»  Ton^s  Moyaqo,  contiene  25  cláusula?,  consignando  en  las 
seis  .primeras  las  epntidades  que  era  en  deber  á  diferentes  personas, 
y  ei)  ,lp»  siguientes  otras  declaraciones  y  disposiciones  que  no  son  ' 
d&ca^o,  ordena n^p  en  las  cuatro  últimas  literalmente  lo  siguiente: 
tf^  Declarp,  que  en  el  año  corrido  desde  1.*  de  Noviembre  de 
1828  4  6ft  de  Octubre  de  1829  se  ban  gastado  en  mejorar  y  aumentar 
el  PlanllO.  de  olúroé  de  mi  hacienda  ¿le  Santo  Tomás  13.589  rs.      .'• 

•tí.   Lo  rayado  no  valga:  no  sobreviviendo  Esteban,  será  mi  hére- 
redero  pnivefsalcon  facultad  de  mandar  la  herencia  ásu  hijo  toayor" 
D.  Pedro,  á  quien  en  caso  necesario  sé  la  mando  yo  para  cuando 
mueca  ¿n  padre  si  la  vinculación  no  se  hace. .     * 

»M.  Be  pagado  al  Sr.  Dean  de  Sevilla  tys  10.000  rs.,  y  con  ésta  se* 
habata  el  recibo ;  y  como  esta  cantidad  está  comprendida  en  1*  d'e 
total  de  gastos  de)  molino,  no  debe  incluirse  en  el  cuerpo  general  de 
bienes.  ' 

■|S.  .Itoipbro  además  por  mis  albaceas  á  D  Francisco  Cabezudo 
y  á  D.  Juan  Manuel  Gómez: «  # 

(Quitanda  que  acordado  que  el  actuario  extendiera  diligencia  de 
los  repglopes  rayados  de  dicha  memoria,  la  extendió  en  26  de  dicho 
mes  de  Noviembre  en  presencia  de  la  viuda  de  D.  Tomás  Moyano  Doña 
Manuela  Mirillas  y  del  apoderado  de  su  sobrino  D.  Esteban,  que  fir- 
man la  diligencia:  consignando  que  el  tenor  de  los  renglones  raya- 
do» era  el  siguiente:  «Sí  ni  yo  ni  mr  sobrino  D.  Esteban  Moyano  lo- 
grase liéencia  real  para  fundar  mayorazgo  sobre  la  expresada  hacien- 
da, es  mi  voluntad  que  después  del  fallecimiento  de  dicho  mí  sobrino 
Don  Esteban  la  usufructúe  su  hijo  mayor  D.Pedro  Moyano,  y  por  su 
muerte  el  hijo  varón  mayor  de  éste,  considerándose  dueño  de  ella, 
tcasntfsible  á  sus  herederos  ;  lo  que  se  verificará  también  en  el  caso 
que  fl  D.  Pedro  Moyano  no  tenga  hijo  varón,  pero  sí  hija ;  y  sí  mu-, 
riepesin  hijo  alguno,  mando  dicha  hacienda  á  D.  José  Moyano,  su 
hermano ,  y  en  su  defecto  á  su  hijo  mayor  varón ,  ó  nieío  varón  si 
hubiera  muerto  su  padre;  y* no  ieniendo  descendiente  alguno  varón,, 
la  mando  á  su  bija  mayor  4  al  hijo  de  ésta  que  la  represente,  y  en 
defecto  de  dichos  dos  hermanos  y  descendientes  de  mi  sobrino  D.  Es- 
teban, lo  pando  á  las  expresadas  6oña  Gabina  y|Dofía  Mariana  Moya- 
np,  mis  sobrinas;»  y  que  por  auto  de  1.*  de  Diciembre  se  mandó  que 
se  protocolizase  con  el  testamento ,  y  que  se  diesen  ¿opias  á  los  in- 
teresados; habiéndose  librado  unaá  D.  Esteban  Moyano,  que  se  halla 
unid*  á  estos  autos ,  y  en  la  que  consta  lo  referido : 

Resultando  que  cotejada  con  su  origina)  en  él  término  de  prueba, 
sq  <>b$erv6%quq  en  la  cláusula  23,  donde  dice  en  la  copia*  .no  tobretri-, 
viendo,  en  el  original  se  halla  confuso ;  haciéndose  constar  á  instan.- 
cia  del  representante  de  Dona  María  Isabel  Sánchez  y  consortes  que 
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no  dice  en  él  la  palabra  indicada ,  y  sí  mi  $obrino  Don.  en  lo  cual  se 
afirmaba  más  ,  por  cuanto  de  esta  manera  et  sentido  de  la  otmdon  e* 
taba  perfecto ,  y  también  porque  en  ninguna  parte  de  la»  muéhas  en 
que  el  testador  nombraba  á  su  sobrino  le  llamaba  Esteban ,  sino  Don 
Esteban  :  que  las  palabras  vinculación  no  te  hace,  que  son  las  aittaas 
de  la  citada  cláusula ,  se  encontraban  también  confusas  en  él  original, 
y  la  frase  tai*  estaba  debajo  de  dichas  palabras  vinadatfon  «ote;  pero 
á  pesar  de  ello,  el  representante  de  los  demandados  manifesté  que 
no  le  ofrecía  duda  que  el  final  de  dicha  cláuTa  es  sí  te  tincnbdon  m 
se  hace,  porque  no  podía  tener  otra  aplicación  ni  hacer  sebttdb  en  otra 
parte ;  y  que  puesto  otro  testimonio  de  los  mencionados  testamento  y 
memoria,  consignó  el  Escribano  que  en  la  cláusula  S3  /  después  de 
la  palabra  vinculación .  existen  ai  parecer  dos  letras  que  no  *e  atre- 
vía á  determinar  por  su  confusión;  y  que  en  la  cláusula  *f,  al  llegar 
á  las  palabras  diez  mil,  existia  una  que  al  parecer  décta  hace,  y  no  ara 
posible  determinar  á  que  período  correspondía  por  la  colocación  que 
ocupaba: 

Resultando  que  D.  Esteban  Hoyano  otorgó  testamento  en  Vallado- 
lid  A  11  de  Agosto  de  1834 :  que  en  la  cláusula  5.'  declaró  que  por 
disposición  de  D.  Tomás  Moyano  le  correspondía  y  poseía  un  olivar  y 
hacienda  en  Car  mona,  y  que  por  su  fallecimiento  le  debia  heredar  Don 
Pedro,  hijo  primogénito  del  otorgante,  como  resultaba  del  instrumento 
de  dicho  D.  Tomás ,  que  nombró  testamentarios  in  fotófnm  á  sú  mujer 
Doña  liaría  Isabel  Sánchez  y  á  sus  hermanos  políticos ,  quienes  debe- 
rían ejecutar  el  inventario  y  partición  sin  que  se  entrometiera  Auto- 
ridad alguna ,  y  por  sus  herederos  universales ,  por  Iguales  partes ,  á 
sus  dos  h|Jos  D.  Pedro  y  D.  José  Moyano,  de  quienes  nombró  totora  y 
curadora  relevada  de  fianzas  á  su  referida  mujer : 

Resultando  que  D.  Esteban  Hoyano  falleció  en  el  mismo  dia  11  de 
Agosto  de  1834 ,  y  que  en  25  de  Enero  de  1883  su  viuda  Défia  Haría 
Isabel  Sánchez  dio  A  luz  una  nifia,  á  quien  se  puso  por  nombre  Car- 
men ,  y  de  la  cual  fué  nombrada  tutora  y  curadora :  que  en  papel  del 
sello  4/,  correspondiente  al  año  de  183S,  se  formó  un  inventario  de 
los  bienes  de  D.  Esteban  por  su  viuda  y  testamentarios ,  según  se  dice 
en  su  encabezamiento ,  sin  que  contenga  fecha  ni  autorización  algu- 
na •  que  asciende  á  la  cantidad  de  1.817.707  rs.  y  1S  mrs. ,  A  los  cua- 
les se  agregan  29.523  rs.  que  al  difunto  estaba  debiendo  D:  Tomás 
Hoyano  •  su  tío ,  según  lo  habla  declarado  éste  en  su  testamentó ,  y 
de  que  tenia  que  responder  el  heredero  de  la  hacienda  de  Garmona; 
comprendiéndose  en  dicho  Inventario  cinco  certificaciones  de  Desda  sis 
interés ,  importante?  112.678  rs. ,  y  los  bienes  sitos  en  Carmona  por 
valor  de  421.259  rs, :  que  en  16  de  Hayo  de  1859  presentó  DoSa  Harta 
Isabel  Sánchez  al  Juez  de  primera  Instancia  de  Valladolhf  el  inventa- 
rlo y  tasación  de  los  bienes  que  á  la  defunción  de  su  marido  exlstiaa 
en  la  sociedad  conyugal ,  y  la  partición  de  los  mismos  entre  tos  legf- 
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Limo*  interesados,  la  eluda  Dofia  Isafafel  y  sus  ttes  hijos ;  consignando 
que  ai  fallecimiento  de  so  marido  había  procedido,  en  anión  de  los 
otro*  4o*  testamentarios,  á  hacer  en  borrador  el  inventario  y  tasación 
de  Jos  bienes,  que  no  había  llegado  á  formalizar  por  ausencia  y  en- 
fermedad de  aquellos  v  quienes  después  hablan  fallecido  :  qne  el  in- 
ventario  ascienda  á  1.3080 Jl  rs,  33  mrs. ,  y  comprende  por  valor  de 
9LIÚ.  rs.  uu*  parte  de  loa  bienes  quedados  á  Ja  muerte  de  D.  Tomás 
Moysw,  y  goq  la  cual  estaba  pagada  la  deuda  que  tenia  contra  si  y 
ea  fiior  de  Q*  gsléban  Moyano ,  ?u  sobrino  ;  y  que  en  la  partición 
qne  la  jnteina  Dona  Isabel ,  practicó  manifestó  que ,  en  conformidad  á 
lo  declamado  por  D.  Esteban  Moyano  en  su  testamento  y  á  la  última 
voluntad  de  imi  i|o  D.  Tomás ,  no  se  habia  comprendido  en  el  inven- 
tario Ja  hacienda  de.  Santo  Tomás  v  sita  en  Carmena  ,  porque  corres- 
pondía en  propiedad  á  D.  Pedro  Moyano  con  los  demás  bienes  de  su 
lio;  s^ndo,  copio  su  único  heredero ,  responsable  de  todas  las  deu- 
das y  cargas:      . 

Resultando  que  para  satisfacer  á  Dofia  Carmen  Moyano  el  importe 
de  su  hijuela  so  la  adjudicaron,  entre  otros  bienes,  la  mitad  del  ca- 
pital de  un  censo  y  un  crédito  de  9.841  rs.  contra  los  que  pertenecían 
á  *n  hermano  0,  Jtako  Moyano,  en  concepto  de  heredero  universal 
de  su  tio  D.  Tornas  ,  procedentes  de  los  20.523  que  se  pagaron  á  Don 
Estiban  Moyano  al  fallecimiento  del  referido  D.  Tomás  por  deuda  á 
su  favor;  y  que  nombrado  curador  ad  litem  á  la  menor  Dofia  CArmoo, 
quien  como  los  demás  interesados  manifestó  hallarse  conforme  con 
la  partición  ,  fué  aprobada  sin  perjuicio  por  auto  de  19  de  Mayo  de  di- 
cho año  1859 : 

Resultando  que  Dofia  Carmen  Moyano,  soltera  y  mayor  de  odad, 
declaró  por  escritura  de  3  de  Febrero  de  1860  que  recibía  en  el  acto 
de  su  hermano  D.  Pedro  Moyano  9.8(1  rs.  vn. ,  que  se  la  habian  ad- 
judicado para  hacerla  pago  de  su  hijuela  como  crédito  contra  los  bie- 
nes que  pertenecían  &  aquel  en  concepto  de  heredero  universal  de  su 
difunto  tio  D.  Tomás  Moyano:  que  en  el  mismo  día  veodió  á  su  ci- 
tado hermano  las  dos  partes  del  capital  de  censo  que  se  la  habian 
adjudicado  en  la  partición  de  los  bienes  de  sus  padres;  y  que  por  es- 
critura de  16  de  Marzo  de  1864  D.  Rafael  Casado  Berceruelo,  Capitán 
de  la  Guardia  civil ,  y  su  mujer  Dofia  María  del  Carmen  Moyano  y 
Sánchez,  aprobaron, la  cuenta  redimida  por  Dofia  María  Isabel  Sán- 
chez, como  curadora  de  su  hija,  conviniendo  en  la  forma  del  pago 
de  su  alcance ,  y  manifestando  lodos  que  en  esta  escritura  ó  cuenta 
no  se  incluía  la  partida  de  9.841  rs.  que  importaba  el  crédito  adju- 
dicado á  Dona  ¿Armen  contra  los  bienes  de  su  hermano  D.  Pedro, 
.como  heredero  universal  do  D.  Tomás  Moyano,  por  haberse  incluido 
ya  en  otra  escritura  que  los  compareciente*  hablan  otorgado : 

Resultando  que  en  28  de  Febrero  de  1866  entabló  D.  Rafael  Casado 
Berceruelo,  romo  marido  de  pona  Cárneo  Moyano  Sanche?»  te  de* 
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manda,  objeto  dé  e^té  pteilo',  que  dirigió  contra'  sü  famlre;  herma- 
nos políticos  Dona  Isabel  Sánchez  y  D.  Pedro  y  D.  José  Moyanc»y  Sán- 
chez, deduciendo  contra  las  operaciones  ctete&atüentaría 'de  mi  padre 
político  10  agravios;  consistiendo  d  primero  y  tercero,  únicos  que  son 
objeto  del  actual  recurso,  en  la  exdasion  de  la  ya  citada  hactenda  de 
Santo  Tomás  de  Car  mona  y  de  las  certificaciones  de  Penda  sin  Inte- 
rés pertenecientes  á  D.  Tornas  Moyano;  qde  con  relación  á  ellos  ale- 
gó  :  que  la  cláusula  tachada  6  rayada  en  la  memoria  cke  D.  Tóales 
Moyano  carecía  de  valor  y  efecto ,  y  además  había  cjuedado  expresa- 
mente anulada  por  el  testador :  que  la  23  de  la  misma  era  perpleja, 
inexplicable  en  todo  su  contexto,  y  particularmente  en  el  sentido  con- 
dicional que  encerraba  ,  y  nula  por  consecuencia ,  según  ta  ley  fc\ 
título  4:"  dé  la  Partida  6/  :  <jüe  la  primera  frase  no  sobreviviendo  en- 
volvía una  condición  negativa,  que  no  se  sabia  si  aludía  ó  no  á  O.  Es- 
teban, mucho  menos  cuando  á  continuación  se  mandaba  que  éste 
fuera  heredero  :  que  la  manda  de  la  herencia  á  D.  Pedro  Moyano  en 
caso  necesario  era  dudosa,  oséura  é  imposible  de  entender  por  la  con- 
dición incluida  erí  las  palabras  si  la  vinculación  hace,  aplicadas  al  tiem- 
po de  la  muerte  de  su  padre  D.  Esteban :  que  en  defecto  de  fas  cláu- 
sulas de  la  memoria  testamentaria ,  era  preciso  recurrir  á  Ifcs  del  tes- 
tamento, y  entre  ellas  la  41,  que  era  la  de  la  institución  de  herede- 
ros,, contenia  una  clara  y  verdadera  sustitución  vulgar  en  favor  de 
Don  Pedro  Moyano  para  el  caso  en  que  su  padre  D.  Esteban  no  lle- 
gase á  ser  heredero,  repetida  en  favor  de  D.  losé  para' el  caso  de  que 
no  llegase  á  serlo  D.  Pedro ;  siendo  extensivas ,  lo  mismo  ia  instila- 
ción que  la  sustitución , .  á  todos  los  bienes  del  testador  si  no  tenia 
•efecto  fa  fundación. del  mayorazgo:  que  era  indudable  que  no  había 
llegado  á  realizarse  la  vinculación,  y  que  D.  Esteban  Moyano  ha- 
bía sido  heredero  de  su  tío  D.  Tomás ,   y   por  Consecuencia  habla 
decaído  la  sustitución  vulgar  hecha  en  D.  Pedro  Moyano,  stgun  lo  ex- 
presamente ordenado  en  la  misma  cláusula  y  en  la  ley  4.%  tjt.,5.*  de 
la  Partida  6.a:  que  como  resultado  inmediato  se  deducía  que  D.  Etté- 
ban  habfa  adquirido  por  título  hereditario,  no  solamente  la  hacienda 
olivar  de  Carmona ,  sino  también  todos  los  demás  bienes  que  forma- 
ban la  herencia  de  su  lio  D.  Tomás,  y  adquiridos  por  virtud  del  ti- 
tulo indicado, Ise  habían  hecho  propios  de  D.  Esteban  sin  gravamen  de 
restitución  á  favor  de  su  hijo  mayor  D.  Pedro;  sin  que  hubiera  po- 
dido hacer  variar  su  carácter  y  origen  la  declaración  contenida  en  el 
testamento  de  D.  Esteban  sobre  el  equivocado  concepto  de  que  aqoe- 
11  os- bienes  debían  pasar  á  su  hijo  mayor  D.  Pedro :  que  la  indebida 
exclusión  de  bienes  hereditarios  en  una  testamentaría  podia  redamar- 
se en  cualquier  tiempo»  sin  que  pudiera  legitimarla  la  prescripción, 
mucho  menos  cuando  Ibs  bienes  omitidos  se  hallaban  poseídos  por  un 
coheredero  y  no  habían  trascurrido  más  qué  seis  afios  desdé  la  ulti- 
mación de  la  testamentaría;  y  que  la  aprobación  Judicial »  con  te  clin* 
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sola  de  sin  perjuicio  y  mediante  la  conformidad  de  un  curador  ad 
Htem,  lio  podía  perjudicar  á  Doña  Carmen  Moyano  para  impedir  que 
reclamase  la  inclusión  de  bienes  indebidamente  excluidos,  y  cuya 
exclusión  no  había  podido  consentir  el  curador;  y  que  en  su  virtud 
suplicó  se  declarase  que  la  hacienda  sita  en  término  de  Carmona  y 
los  demás  bienes  procedentes  de  D.  Tomás  Moyano ,  trasmitidos  por 
título  hereditario  á  su  sobrino  D.  Esteban  Moyano,  formaban  parle  de 
la  herencia  de  éste  para  dividirlos  como  correspondiera  entre  sus  he- 
rederos legítimos ;  y  en  su  consecuencia  que  eran  nulas ,  de  ningún 
valor  ni  efecto  las  operaciones  de  testamentaria  del  mismo  D.  Este- 
ban Moyano,  condenando  á  su  viuda  Doña  Isabel  Sánchez  y  á  sus  hijos 
D.  Pedro  y  D.  José  Moyano  Sánchez,  á  que  dentro  de  un.  breve  término 
y  á  su  costa  procedieran  á  formalizar  de  nuevo  las  expresadas  opera- 
cuines ,  con  arreglo  á  derecho  y  con  intervención  del  demandante;  y 
cuando  *  la  declaración  total  de  nulidad  no  hubiese  lugar, ,  condenar- 
les á  que  adicionasen  las  referidas  operaciones  de  testamentaría,  in- 
cluyendo y  dividiendo  los  bienes  omitidos ,  y  reformándolas  al  tenor 
de  los  extremos  que  dejaba  propuestos :  v, 

Resultando  que  Doña  María  Isabel  Sánchez  y  sus  hijos  D.  Pedro  y 
D.  José  Moyano  impugnaron  la  demanda  sosteniendo  que  el  verda- 
dero texto  de  la  cláusula  23  de  la  memoria  testamentaria  de¡  D.  Te- 
más  Moyano  era  el  siguiente:  No  sobreviviendo  Esteban^  será  mi  ktfeée- 
ro  universal  con  facultad  de  mandar  la  herencia  á  su  hijo  mayor  D.  Pedro 
ó  guien  en  caso  necesario  se  la  mando  yo  para  cuando  muera  su  padre 
si  la  vinculación  no  se  hace;  y  alegando  que  no  habiendo  habido  vicio 
de  nulidad  en  las  mencionadas  operaciones  de  testamentaría»  apro- 
badas solemnemente  por  el  Juzgado ,  previa  conformidad  de  los  in- 
teresados •  que  eran  mayores  de  edad ,  y  del  curador  ad  Ulem  de  la 
menor  Doña  Carmen,  no  había  fundamento  alguno  para  su  anulación 
que  admitidas  oomo  buenas  por  Doña  Carmen ,  siendo  soltera,  per.o 
mayor  de  edad,  y  más  adelante  otra  vez,  ya  casada,  sus  reclamacio- 
nes sobre  anulación  serian  improcedentes  aun  en  el  supuesto  de  qqe 
habieron  adolecido  de  algún  vicio  de  nulidad:  que  habiendo  recaudo 
en  D.  Pedro  Moyano,  al  tiempo  del  fallecimiento  de  su  padre  D,  Es- 
teban ,  el  olivar  de  Carmona  y  los  demás  bienes  procedentes  de  su 
tío  D.  Tomás,  y  entre  ellos  las  cinco  certificaciones  de  Deuda  sin  in- 
terés, con  arreglo  al  testamento  y  memoria  de  aquel,  sin  que  pudiera 
sostenerse  fundadamente  lo  contrario,  recurriendo  á  la  ley  3." ,  título 
4.\  y  i.\  título  5.*  de  la  Partida  6.a  9  había  sido  muy  procedente  la 
exclusión  de  dichos  bienes  de  la  testamentarla  de  I).  Esteban,  y  en' 
trega  de  ellos  á  su  hijo  D.  Pedro,  como  lo  demostraban  el  texto  y  el 
espíritu  de  las  expresadas  disposiciones  testamentarias:  que  aunque 
hubiera  habido  cualquier  perjuicio  6  agravio  para  Doña  .Carmen  M*- 
yano,  aprobadas  judicialmente  antes  que  cumpliese  veinticinco  años 
de  edad ,  en  el  día  83  de  Enero  de  |860,  ninguna  reclamación  pe  Jmbi* 
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podido  hacer  legítimamente  por  su  parte,  después  de  trascurridos  los 
cuatro  primeros  años  de  su  mayor  edad ,  ó  fuera  pasado  el  dta  t5 
de  Eneró  de  1M! ,  pues  ni  áuri  había  habido  la  circunstancia  de  que 
su  marido  fuera  menor  de  edad  en  el  cuadrienio  legal  mencionado: 
y  que  mucho  menos  se  había  podido  reclamar  por  la  demandante  y 
su  marido  después  de  haberse  conformado  los  dos  con  las  expresa- 
das operaciones  por- las  ya  citadas  escritora  tí  de  5  de  Febrero  de 
1860  y  !f  de  Marzo  de  1364,  otorgadas  la  primera  cuando  ya  era  Doña 
Carmen  mayor  de  veinticinco  aftas  ,  y  la  segunda  siendo  mayor  de 
veintinueve,  y  D.  Rafael  de  edad  más  avanzada: 

Resultando  que  et  demandante  replicó  que  las  escrituras  mencio- 
nadas no  podían  presentarse  como  suficientes  para  contradecir  las 
reclamaciones  producidas  en  la  demanda ,  puesto  que  habías  sido 
correspondientes  para  et  objeto  respectivo ,  sin  que  apareciera  en  ellas, 
nada  que  no  fuera  propio  de  él,  ó  que  pudiera  inducir  toóuucís  ex- 
presa ó  tácita  de  los  derechos  pertenecientes  á  Dofia€ármen  por  otros 
conceptos ;  y  que  aun  concediendo  á  aqtieHas  una  extensión  y  signi- 
ficación que  no  tenían ,  siempre  habría  Intervenido  error  de  derecho 
por  parte  de  Doña  Carmen  Moyaho  y  de  su  marido ;  y  saMdo  era  que, 
según  las  leyes  de  Partida,  la  ignorancia  ó  error  sustancial  de  de- 
recho no  perjudicaba  á  loé  menores  de  edad ,  á  las  mujeres  ni  á  los 
militares  en  activo  servicio ;  y  que  los  demandados  negaron  que  taf 
doctrina  se  hallase  subsistente,  sosteniendo  además  que  en  dicha* es- 
crituras no  tiabia  tomado  parte  ningún  menor  de  edad ,  ninguna  mu- 
jer que  morase  en  despoblado  ni  multar  que  estuviese  en  guerra ,  y 
ni  aun  se  indicaba  en  qué  habia  consistido  el  error  ó  la  ignorancia 
de  derecho: 

Resultando  que  para  mejor* proveer,  y  atendidas  las  divergencias 
que  habían  resultado  en  la  diligencia  de  cotejo  de  la  memoria  en 
cuestión,  se  procedió  á  nueva  comprobación  por  peritos  paleógrafos, 
nombrados  por  las  partes,  y  que  por  haber  estado  discordes  se  nom- 
bró un  tercero  que  se  inclinó  á  tener  como  más  recta  y  congruente 
la  lectura  de  las  cláusulas  en  los  términos  que  la  sostenían  O.  Pedro 
Moyano  y  su  perito»  pero  sin  afirmar  nada  en  absoluto;  y  estando 
muy  lejos  de  asegurar,  como  éste  lo  hacia,  que  se  vieren  con  claridad 
las  palabras  todas  de  la  cláusula ,  pues  por  el  contrario  era  grande 
la  irregularidad  y  confusión  gráficas  de  la  memoria  toda,  y  especial- 
mente de  su  cláusula  23 ;  siendo  muy  difícil  de  apreciar  cabal  é  in- 
dubitadamente muchas  de  las  letras  que  contenia: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  absol- 
viendo á  Doña  Isabel  Sánchez  y  sus  hijos  de  la  demanda;  y  que  re- 
mitidos los  autos  á  la  Audiencia  de  Vailadolid  por  apelación  del  de* 
mandante «.  para  mejor  proveer  y  conforme  á  la  solicitado  por  las 
partee,  se  cacaron  cuatro  coplas  fotolitográflcas  ó  facsímiles  da  las  clan- 
lulas  en  cuestión  de  la  memoria  por  tro  perito  qne  aquellas  designa* 
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ron  de  común  acuerdo,  y  respecto  de  les  que  dijeron  no  tenían  ob- 
servación algo  na  que  hacer  por  hallarlas  exactas  con  el  original : 

Jlesultaado  que  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  YaHadolid  dictó 
sentencia  en  f7  de  Febrero  último,  absolviendo  4  loe  demandados  en 
cuanto*  extremos  comprendía  la  demanda,  excepto  en  el  que  se  re- 
fería á  los  agravios  1  .*  y  3/ ;  declarando  qne  la  hacienda ,  sita  en 
término  de  Cannona  y  los  demás  bienes  procedentes  de  D.  Tomás  Mo- 
yano, trasmitidos  por  título  hereditario  á  su  sobrino  D.  Esteban,  de- 
bieron  formar  parte  de  la  herencia  de  éste  y  dividirse  como  corres- 
pondía entre  sus  herederos  legítimos;  y  condenando  en  su  consecuen- 
cia á  ios  demandados  4  que  adicionasen  las  operaciones  de  testamen- 
taria de  D.  Esteban ,  incluyendo  en  ellas  y  dividiendo  entre  sus  tres 
henderos  legítimos  los  bienes  ya  citados  procedentes  do  D.  Tomás 
Moyano;  estableciendo  como  fundamentos,  que  las  diligencias  prac- 
ticadas relativamente  á  la  inteligencia  de  la  cláusula  en  cuestión  con- 
vencían que  no  podían  leerse  con  seguridad  de  acierto  las  primeras  y 
ftltknns  palabras  de  ella ,  y  por  tanto  formarse  Juicio  exacto  de  lo 
que  con  días  quiso  decir  el  testador ,  no  siendo  susceptible  de  Inter- 
pretación razonable :  que  por  ello  venia  á  ser  una  cláusuta  de  las  lla- 
madas perplejas,  que  debía  tenerse  por  no  puesta  6  por  no  existente: 
que  siendo  esto  así ,  era  indudable  que  estaba  subsistente  la  41  del 
testamento  de  D.  Tomás ,  y  que  la  segregación  de  la  masa  común  de 
los.  bienes  en  cuestión  habla  sido  un  acto  ejecutado  con  error  por  igno- 
rancia de  tn  hecho  esencial ,  por  lo  cual  no  podía  tener  efecto : 

Resultando  qne  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casación 
por  serles  perjudicial  la  sentencia  para  Doña  María  Isabel  Sanchas» 
por  cuanto  la  imponía  la  obligación  de  continuar  una  testamentaría 
que  consideraba  terminada  desde  el  auto*  de  19  de  Mayo-de  18B9  y  de 
repartir  bienes  que  no  tenia  en  su  poder;  para  D.  Pedro  Moya no9  por 
cuanto  le  imponía  obligaciones  de  testamentario  de  so  padre  sin  es- 
tar llamado  á  este  cargo,  y  le  privaba  de  dos  terceras  partes  de  los 
bienes  procedentes  de  su  tio  D.  Tomás  Moyano,  que  creía  le  pertene- 
cían legítimamente;  y  para  D.  José  Moyano,  por  cuanto  le  imponía 
también  obligaciones  de  testamentario  de  su  padre,  -y  de  repartir  bie- 
nes qne  nunca  había  tenido  en  su  poder;  y  por  último»  y  para  todos 
tres  en  común,  por  cuanto  habiéndose  dejado  de  imponer  al  demán- 
dame las  costas  del  litigio,  como  se  le  habrían  impuesto  ai  Ja  senten- 
cia de  primera  instancia  hubiera  sido  plenamente  confirmada ,  se  les 
hacia  sufrir  la  pérdida  de  las  que  hablan  desembolsado  y  se  les  com- 
prometía en  nuevo»  gastos ,  citando  al  interponer  el  recurso  y  des- 
pués en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal,  como  infringidas: 
1/  La  última  voluntad  de  D.  Tomás  Moyano ,  toda  ves  que  la  In- 
teligencia de  la  cláusula  38  de  su  memoria  testamentaria  no  presen- 
taba dificultad  ni  duda  razonable»  teniendo  conocimiento  de  lo  orde- 
nado por  el  misino  en  las  oláuttrias  90  y  %\  do  la  mitro*  memoria,  en 
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la  41  de  su  testamento  nuncupativo ,  de  las  .tres  próximas  anteriores 
y  de  las  demás  circunstancias  del  aáunto ;  pudiendo  por  lo  mismo  to- 
mara verdadero  conocimiento  de  todo  el  sentido  de  la  cláusula,  si  á 
levísimos  accidentes  de  la  escritura  no  se  atribulan  más  mérito  ó  im- 
porta ncia  que  la  que  pudiera  corresponderás ,  según  la  letra  y  espí- 
ritu de  las  leyes  111,  114  y  118,  tit.  18  de  la  Partida  3.a,  faltando  la 
perplejidad  á  cjue  *e  refería  la  5.\  tít.  4.*,  Partida  6/,  ádn  en  la  hi- 
pótesis de  ser  ilegibles  alguna  ó  algunas  de  las  primera*  y  dé  las  Al- 
timas  palabras  de  la  expresada  cláusula  23 ;  debiendo  darse  á  la  de 
los  testadores  t*  genuiná  significación  que  les  correspondía ,  en  con- 
sonancia con  la  indudable  voluntad  de  los  mismos ,  según  así  4o  es- 
tablecía la  ley  5.a,  tít.  33v  Partida  7.a;  leyes  todas  que,  así  como  la  4.a, 
título  32  de  la  misma  Partida ,  hablan  sido  infringidas. 

9,°  Aun  en  el  caso  de.que  en  la  actualidad  fueran  ilegibles  en  el 
original  de  la  memoria  algunas  palabras  de  la  referida  cláusula ,  no 
constando  que  lo  fueran  al  fallecimiento  de  D.  Tomás,  ni  cuando  ju- 
dicialmente había  sido  en  la  misma  épofca  reconocida  y  comprobada, 
v  ni  cuando  el  Escribano  que  intervino  en  las  diligencias  la  habia  pro- 
tocolizado é  incorporado  á  su  registro,  expidiendo  la  copia  original 
ó  de  primera  saca  presentada  en  autos,  en  la  cual  se  habia  Insertado 
la  Cláusula  como  corrientemente  legible,  la  doctrina  admitida  por  la 
Jurisprudencia  de  los  Tribunales ,  y  declarada  ó  expuesta  por  este  Su- 
premo en  algunos  casos  análogos,  y  en  especial  en  las  sentencias  de 
24  de  Mayo  de  1860  y  23  de  Mayo  de  1863 ,  según  la  cual  la  Taita  de 
cotejo  de  las  primeras  copias  de  los  instrumento^  públicos  por  alguna 
ó  Algunas  causas  no  imputables  á  las  personas  que  tienen  derecho  á 
>  servirse  de  tales  copias  ,  no  puede  perjudicar  á  las  mismas  personas 
ft  quienes  aquellos  documentos  interesan ;  y  porqué  aun  con  el  texto 
de  la  citada  cláusula ,  según  resultaba  en  Id  copia  de  14  de  Diciem- 
bre de  1830,  todavía  tenia  derecho  D.  redro  Moyano  Sánchez  á  los 

•  bienes  de  D.  Tomás,  privándole  del  cual  se  infringía  la  voluntad  del 
testador. 

•  3/  La  cláusula  comprendida  entre  la  20  y  la  21  de  la  memoria, 
porque  teniendo  por  perpleja  y  no  puesta  la  23,  nunca  seria  proce- 
dente recurrir  á  la  41  del  testamento  de  D.  Tomás,  sino  que  babta  de 
considerar  como  viva  aquella,  sin  que  significase  nada  el  hecho  de 
estar  atravesada  por  tres  rayas,  pues  calificadas  de  ilegibles  las  pala- 
bras primeras  de  la  cláusula  23,  que  decian  lo  rayado  no  valga,  resol- 
taba que  lo  rayado  valia. 

4.'  Porque  D.  Esteban  Moyano  nunca  habia  entendido  que  ios  bie- 
nes de  su  tio,  y  en  especial  la  hacienda  referida,  le  hubieran  sido 
trasmitidos  en  propiedad;  y  en  esa  creencia,  y  sin  error  ni  ignoran- 
cia de  hecho;  había  arreglado  la  testamentaría  de  aquel,  sin  aceptar 
su  herencia  en  otro  concepto  qne  el  de  mero  usufructuario  y  con  re- 
secta do  ella  para  su  bíjo  mayor  D.  Pedro;  y  por  que  el  demandante 


SEMENCIAS  DE   1869.         '  667 

no  había  hecho  prueba  alguna  de  to  contrario;  la- cláusula  5.a  del 
^lamento  de  dicho  D.  Esteban ;  las  l<jyes  18,  título  6.%  Partida  6.a; 
<l*%:<#t»  1.4,  Partida  3.a,  y  el  artículo  979  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

&*  La  última  voluntad  de  Tomás  Moyano;  considerada  en  su  con- 
junto, y  también  la  cláusula  41  y  última  del.  testamento  tie  3  de  Julio 
'de  1827,  ea  el  negado  caso  de  que  pudiera  prescindtrse  de  la  cláu- 
sula 28  de  la  memoria ;  puesto  que  no  llegando  D.  Esteban  á  ser  he- 
redero de  la  propiedad  de  los  bienes  de  D.  Tomás,  sites  en  Car  mona, 
era  claro  que  había  tenido  lagar  la  sustitución:  que  é  favor  de  Don 
Pedro  contenía  para  dicha  eventualidad  la  eipresada  cláusula  41 . 

6.*   Porque  desde  el  fallecimiento  de  D.  Esteban  hablan  ocurrido 
hechos  en  virtud  de  los  cuales  habia  quedado  reconocido  y  corrobo- 
rado el  detecto  de  D.  Pedro  Moyano,  los  tres  contratos  otorgado»  -en 
5  de4  Febrero  de  1860  y  en  16  de  Marzo  de  1864  por  Doña  Carmen 
Moyano,  las  leyes  1.a ,  tít.  1°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación; 
10,  ti t.  34,  Partida  7.\  y  16,  tít.  22,  Partida  8/;  la  doctrina  conso- 
nada en  diversas  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  y  entre  ellas 
en  tadde  22  de  Mayo  de  1861,  88  de  Mayo  de  1864  y  1.a  de  Diciembre 
de  1865;  y  las  ya  citadas  1.%  tít.  14,  Partida  8.a,  y  art.  878  de  la  Ley 
•  de  Enjuiciamiento  civil ,  toda  vez  que  no  se  habían  aplicado  recta- 
mente dichos  contratos  y  la  ratificación  que  contentan ,  y  so  habia 
considerado  que  en  su  otorgamiento  habia  mediado  error  por  igno- 
rancia de  un  hecho  esencial,  cuando  en  tal* sentido  no  se  habia  hecho 
prbeba  alguna;  habiéndose  alegado  que  habia  intervenido  error  de 
'  derecho  ,  que  se  habia  dicho  no  perjudicaba  á  las  mujeres ;  y  en  el 
'  caso  dé  que  se  entendiese  que  habla  querido  decir  esto  último  la 
sentencia,  la  ley  21,  título  ].*,  Partida  1.*,  que,  vigente  éno,  sólo 
otorgaba  tal  privilegio  á  las  que  moraban  en  despoblado» 

7.°  Aun  en  el  caso  de  que  los  mencionados  bienes  fuesen  partí- 
bles  entre  los  tres  hijos  de  D.  Esteban ,  no  correspondiendo  á  Doña 
Marta  Isabel  Sánchez  inventariarlos  y  dividirlos  por  haber  concluido 
su  cargo t  además  de  no  tenerlos  en  su  poder,  ni  siendo  de  Ja  in- 
cumbencia de  D.  Pedro  Moyano  ni  de  su  hermano  D.  José  hacer  el 
inventarte  y  partición,  por  no  haber  tenido  tal  cargo,  ni  el  segundo 
en  su  poder  los  bienes  indicados ,  la  doctrina  jurídica  admitida  por 
la  Jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  que  á  nadie  se  le  deben  impo- 
ner obligaciones  propias  de  un  cargo  que  no  le  corresponde ,  ni  exi- 
girle que  reparta  bienes  que  no  se  hallan  a  su  disposiciop. 

8.°  Las  leyes  16,  tít.  22,  Partida  6.a;  24,  tít.  34,  Partida  7.a,  y  3.a, 
'título  13 ,  Partida  6.a ,  y  el  testamento  otorgado  por  Q.  Esteban  Mo- 
yano» que  negaban  en  todo  evento  y  supuesto  á  Doña  Carmen  .Mqya- 
no  acción  para  reivindicar  contra  la  voluntad  de  su  hermano  p.  José 
ínáfc  que  la  tercera  parte  de  dichos  bienes,  sitos  ea.  Carmona. 
1  1.a  La  ley  21,  tít.  29,  Partida  3A  porque  habitado  D,  E^bao  Mo* 
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yano  considerado  ¿  su  hijo  D.  Pedro  como  heredero  de  la  propiedad 
de  los  bienes  de  D.  Tomás ,  y  habiéndolos  poseído  y  administrado 
tamMen  dicho  D.  Pedro,  primero  por  medio  de  su  madre ,  cómo sn 
curadora ,  y  luego  por  si  siendo  mayor  de  edad  ,  coando  se  habla 
promovido  este  pleito  llevaba  más  de  treinta  afles  de  posesión  quieta 
y  pacífica  en  concepto  dé  dueño. 

Y  II.  Y  porque  sí  se  hubiera  confirmado  la  sentencia  de  pritom 
instancia  en  lo  principal^  y  so  hubiera  revocado  en  lo  concernidle 
á  las  costas  por  virtud  de  la  adhesión  á  la  apelación  por  los  recur- 
rentes, se  habría*  impuesto  al  demandante  las  de  ambas  instancias 
con  arreglo  á  id  establecido  en  tas  leyes  8.\  tít.  M;  Partida  l.\  y 
t.%  tít.  19+  Jifero  11  de  lá  Novísima  mecopllaciou,  y  á  la  docli4má  cor- 
riente admitida  por  la  Jurisprudencia  de  los  Tribunales ;  no  bebién- 
dose hecho  aqueHa  condenación  por  haberse  revocado  la  «cútesela 
en  cnanto  i  los  agravios  1;*  y  8.\  la  voluntad  de  D.  Tomás  y  D.  Es- 
teban, y  las  leyes  y  doctrinas,  ya  invocadas. 

Visto,  siendo  Ponente  et  Ministro  D.  Fernando  Pérez  dé  toses. 
Considerando  que  la  cuestión  objeto  del  debate  verse  sobre  la  in- 
erpretacion  gemima  de  la  voluntad  del  difunto  D.  Tomás  floyam, 
expresada  en  él  testamento  que  otorgó  en  1827,  y  en  la  cláusula  tt 
de  ia  memoria  extendida  de  su  puño  y  letra  fn  1850,  por  virtud  de 
cuyas  manifestaciones  se  deduce  claramente  quiso  fundar  o n  mayo- 
razgo regular  en  cabeza  de  su  sobrino  D.  Esteban  y  su  línea ,  con 
preferencia  á  sus  demás  hermanos  y  descendientes;  y  en  el  caso  que 
no  tuviera  efecto  dicha  fundación ,  dispuso  «Fuera  aquel  bu  heredero 
universal,  con  la  facultad  de  mandar  la  hacienda  á  su  hijo  mayar 
D.  Pedro,  á  quien  en  caso  necesario  la  mandaba  el  testador  pare  cuan- 
do muriese  su  padre:» 

Considerando  que  si  bieh  las  partes  colitigantes  han  discordado 
respecto  á  la  inteligencia  de  las  palabras  que  forman  el  principio  y 
final  de  dicha  cláusula  Í3t  su  adición  ú  omisión  en  nada  altera  el 
verdadero  sentido,  y  así  los  peritos  como  los  mismos  interesados  no 
han  vacilado  en  la  lectura  de  las  que  se  han  trascrito  *n  el  prece- 
dente considerando;  las  cuales  bastan  por  sí  solas  á  determinar  con 
fijeza  y  precisión  cuál  fué  el  animo  y  voluntad  del  testador,  norma 
que  ha  de  servir  al  Juzgador  para  resolverla: 

Considerando  que  dicha  cláusula  tt  no  puede  rectamemexalifl- 
carse  de  ininteligible  6  perpleja,  ni  ser  comprendida  en  la  ley  5.a,  tí- 
tulo 4.%  Partida  6.a ,  que  inoportunamente  sirve  de  apoyo  á  la  Sala 
sentenciadora ,  ya  porque  no  guarda  paridad  con  el  caso  á  que  se 
concreta,  ya  porque  está  en  contradicción  con  lo  que  determinan  las 
111, 114  y  118  del  título  18  de  la  Partida  3.\  relativas  á  la  interpre- 
tación de  los  documentos  públicos  ó  privados: 

Considerando  que  la  voluntad  del  testador,  espresada  en  la  citada 
cláusula  SI,  y  le  41  de  su  testamento  9  con  la  que  guarda  absoluta 
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ecaformidad ,  fué  la  de  que  le  sucediera  en  la  hacienda  de  Santo 
Tomás  su  sobrino  D.  Esteban,  y  por  la  muerte  de  éste»  el  hijo  mayor 
del  mismo  D.  Pedro:  que  así  lo  declara  también  en  la  cláusula  5/  de 
su  testamento  el  D.  Esteban ;  y  que  bajo  tal  concepto  se  verificó  la 
partición  y  adjudicación  de  los  Menea  de  éste,  excluyendo  los  pro- 
cedentes de  D.  Tomás  Moyano,  por  su  viuda  y  herederos;  la  cual  fué 
aprobada  judicialmente  y  ratificada  con  posterioridad  en  escrituras  de 
I  de  Febrero  de  18M  y  16  de  Mano  de  IMi  por  la  demandante»  coa 
totervenoioa  de  su  marido  D,  Esfáel  Casado  Bereeroelo: 

Considerando  que  tales  hechos  determinan  legalmente .  así  la  legi- 
timidad con  que  D¿  Pedro  Moyano  Sanchos ,  como  heredero  universal 
desalío  D*  Toma*,  ha  venido  ejerciendo  actos  de  tai  heredero  desde 
la  muerte  de  su  padre  D.  Esteban .  sino  también  que  éste  tan.  sélo  se 
conrideró  como  mero  usufructuario  y  con  obligación  de  reservar  los 
Menea  á  sa  citado  hijo  mayor  D.  Pedro,  arreglándose  é  la  expresa 
voluntad  del  testador,  de  quien  nadie  podía  ser  más  fiel  interpreté: 

Considerando,  por  último ,  que  la  Sala  sentenciadora  ha  descono- 
cido en  el.  (alio  recurrido  la  manifiesta  voluntad  del  testador  U.  To- 
más Moyano •  infringiendo  las  leyes  citadas  en  apoyo  del  recurso; 

Fallamos,  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  haber  Jugar  al  in- 
terpoeuo  por  Doña  Marta  Isabel  Sánchez  y  sus  hijos  D.  Pedro  y  Don 
José  Moyano;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia 
que  en  47  de  Febrero  último  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Valladalid  en  el  extremo  á  que  el  mencionado  recurso  se  refiere. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaetta  y 
se  Insertará  en  la  Cdeccion  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.^Mfturicio  Gar- 
cía.=Laureano  de  Arrieta.=Valentin  Garralda.^FrancIsco  Marte  de 
Castilla.  «José  María  Haro.**  Joaquín  Jaumar.  =  Fernando  Pérez  de 

Publicación: 

Leida  y  publicada  Alé  la  anterior  sentencia  por  el  limo,  Sr.  Don 
Femando  Pérez  de  losas ,  *  Ministro  fiel  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia ,  calándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del 
mismo  el  día  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara 
habilitado. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  1869.=Lino  Carrion  Hinojal. 


J 
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APELACIÓN-  EN  GASACION.-^SALA  SEGUNDA-.       "'. '" '. 


>•, 


►  •»*# 


Paao  m  PMsioNB9»r— Sentencia  de  27  de  Diciembre ,  confirmnndoi 
la  providencia  apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  < 
Haroeloiia,  denegatoria  de  la  admisión  del  recurso  de  casación 
iaierpttesto  por  D.  Paladio  Buxeda,  en  pleito  con  la  A  badea*. 
y  religiosas  del  oon vento  de  San  Antón  y  Santa  Giara.de  «aque- 
lla ciudad;  .  , 
•  ■  *  •  -  »•  » 
En  loé  oonsidbbaiídos  se  establece : 

1»?  Que  el  recurso  de  casación  salo  es  admisible  p  prooedm\fa,. 
cuando  reme  las  circunstancias  señaladas  en  el  axU  i. 435  d¿>la 
Leti  dé  Enjuiciamiento  civil.  , 

z.°    Que  no  es  definitiva  en  el  concepto  de  poner,  término, al, 
juicio  y  hacer  imposible  su  continuación,  la  sentencia  que  no  ac- 
cede ár  la  eaüeption,  propuesta  por  un  litigante ,  de  falta  de  acción , 
y  personalidad  en  su  contrario*  ni  la  que  declara  inadmisible  la . 
suplica  contra  el  último  extrema. 

3.°  Que  la  falta  de  acción  en  el  demandante  corresponde  al 
fondo  del  asunto*, 

• 

En  la  villa  de  Madrid  á  27  de  Diciembre  de  1869,  en  los  amos, 
pendientes  ante  Nos  por  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  áñ  pri- 
mera Instancia  del  distrito  de  San  Beltran  de  Barcelona  y  en  Ja  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  la  Abadesa  y  religiosas: 
del  convento  de  San  Antón  y  Santa  Clara  y  D.  Paladio  Buxeda,  aofcre 
pago  de  pensiones ,  hoy  sobre  artículo  promovido  por  el  último:  . 

Resultando  que  en  12  de  Diciembre 'dM867  fe  expresada  ejorou-. 
nidad  demandó  i  D.  Paladio  Buxeda  para  que  la  pagase  uatlftJbJtfPr. 
alonas  de  un  censo  yei  laudemto  por  la  venta  de.  la  finca  afeóla  á* 
la  expresada  carga;  y  conferido  traslado  á  Buxeda,  y  acusada  al  aria-, 
mo  la  rebeldía,  fea  declaró  contestada  la  demanda,  presentándose ¿p$. 
pues  Buxeda  con  escrito  en  que  formuló  articulo  de  previo  y  espe- 
cial pronunciamiento  para  que  la  demandante  intentara  ante  todo  la 
reclamación  gubernativa: 

Resultando  que  sustanciado  el  incidente,  el  Juez  declaró  no  haber 
lngar  con  las  costas  á  lo  solicitado  por  Juxeda;  y  admitida  la  apela- 
ción que  éste  interpuso,  presentó  nuevo  escrito  en  segunda  instancia, 
promoviendo  artículo  previo  para  que  se  suspendiera  el  curso  del 
pleito  en  virtud  de    las  disposiciones  tomadas  por  la  Junta  revoló* 
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clonaría  da  aquella  ciudad  so{>re  l*s  demanda  ep  reclamación  <(e 
caifas  afecta»  á  bienes  desamortiwbles .  y  adpfnís  para  que  se  de-  : 
clarase  earecer  de  personalidad  la  parle  aclora  á  consecuencia  del 
decreto  de  18  de  Octubre  de  1868: 

Resultando  que  continuada  la  sqstanciacion  de  la  insianQia ,  prp- 
dojo  nuevo  escrito  Buxeda ,  formando  artículo  previo  parq  qi|e  se  > 
declarase  extinguida  la  personalidad  de  la  actora  en  el  pleito;  y  ha- 
biéndose mandado  reservar  para  definitiva  la  resorción  de  este  in- 
cidente, la  Sala  segunda  de  la  citada  Audiencia  pronunció  sentencia  en 
12  de  Mayo  ultimó,  declarando  no  haber  lugar  al  artículo  promovido  . 
ante  la  misma  por  el  demandado  y  confirmando  con  costas  la  apelad  1 
Resultando  que  habiendo  suplicado  Buxeda  de  la  declaración  4e- 
cisifa  del  ficidente  sobre  falta  de  personalidad  de  la  parte  Jipfoia, 
pidió  se  supliera  y  enmendara,  y  en  caso  negativo,  se  hubiera  |pr« 
reclamada  la  referida  falla  de  personalidad*  *  los  efecto*  dei  arf.  i(M9  . 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resaltando  que  denegado  el  recurso  de  súplica  por  aut*  fie  IQ.de 
Hayo,  en  28  del  mismo  mes  interpuso  Buxeda  el  de  casación  contra 
esta  providencia  y  la  del  dia  lfl,  fundado  en  la  causa  segunda  del 
artículo  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuya  admisión  de- 
negó la  Sala  por  providencia  de  1/  de  Junio,  sin  perjuicio  de  que 
oportunamente  pudiera  Buxeda  utilizarle  por  las  mismas  causas  que 
alegaba  qiftndo  en  el  pleito  recayese  sentencia  definitiva,  y  habiendo 
apelado  Buxeda  de  la  providencia  denegatoria,  se  le  admitió  la  ape- 
lación y  se  han  elevado  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal. 
Vistea ,  siepdq  Ponente  el  Ministro  D.  Manuel  León. 
Considerando  que  el  recurso  de  casación  sólq  es  pdp)lsiblq  y  pro- 
cedente cuando  reúne  la  circunstancias  señaladas  en  el  art.  1.025  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  entre  ellas  Ja  de  interponerse  qn  fiera- 
po  y  que  la  senteftqja  sea  defipíiiva ,  ó  que  recaiga  en  artículos  que 
pongan  (ormino  al  juicio  y  hpgap  imposible  su  continuación,  según, 
el  1  010  y  14U  de  dieba  ley: 

Considerando  que  las  dictadas  en  qstps  ¿ptps  eq  12  y  19  de  myo 
confirmando,  la  primer*  la  del  Juez  de  primera  instancia,  y  poap-, 
cediendo  i  la  excepción  propuesta  por  D.  Pal  adió  Bu?eda  de  falla  de 
acción  y  personalidad  ep  la  Abadesa  de  San  4ntoq  y  Santa  fiara  de 
Barcelona,  y  la  del  IR ,  declarando  inadmisible  la  súplica  contra  el, 
último  extremó,  no  son  definitivas  en  el  concepto  que  prescriben  ios 
artículos  4*  la  ley  qwerioripentá  citados: 

Considerando ,  respecto  á  la  sentencia  del  li,  confirmatoria  de  la. 
de  primera  instancia ,  que  el  rpeqrgo  se  presentó  el  28 .  trascurridos 
los  diez  ditos  preven  i  Joa  pof  la  ley:  % 

Y  considerando  que  la  falta  de  personalidad ,  alegada,  no  es  á  la 
que  se  refiere  el  párrafo  segundo  del  art.  1.013,  sino  faHa  de  ac- 
ción en  el  demandante,  que  corresponde  al  fondo; 
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Fallamos,  que  débenos,  confirmar  y  confirmamos  coa  las  costa* 
la  providencia  apelada  que  dictó  ia  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  gn  1.a  de  Junio  último,  &  la  que  se  devuelvan  los  autos 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  froto  del 
Gobierno,  dentro  de  ios  cinco  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  inser- 
tará á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
coplas  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.s=5ebas- 
tian  González  Nandin.saPascuai  Bayarri.c=Manuel  María  de  ¿asueldo. 
«Antonio  Gutiérrez  de  los  Ríos.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.  =»  Manuel 
Leon.aeMiguei  Zorrilla. 

Publicación:  ^ 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo,  aeftor 
D.  Manuel  León,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de 
Justieia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  eitel  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  W  de  Diciembre  de  1869.=Rogelio  González  Montea. 

tifm.  151. 

CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 

Propiedad  de  unos  bienes. — Sentencia  de  29  de  Diciembre,  de- 
clarando no  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
la  Marquesa  de  Paredes,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  deCáceres,  en  pleito  coa  la  Condesa 
viuda  de  Hornos  y  otros. 

En  los  coivsfDBRANpos  m  establece : 

1>°  Que  aunque  en  ¡os  resultandos  y  considerandos  de  una 
sentencia  hubiere  alguna  inexactitud  6  error,  y  no  se  hayan  estado 
las  leyes  6  doctrinas  aplicables,  según  previene  la  regla  3.*  del 
articulo  555  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  estos  defectos  no 
pueden  dar  lugar  al  recurso  de  casación  en  el  fondo ,  porque  sólo 
se  admite  contra  ¡a  parte  dispositiva  de  los  fallos  ejecutorios. 

2.*  Que  no  pueden  tomarse  en  consideración  para  el  efecto  de 
casación  leyes  ni  doctrinas  que  se  alegan  como  infringidas  sin  ese- 
presar  en  qué  consiste  la  infracción. 

3.°  Que  las  decisiones  contencioso-administrativas  no  pueden 
aplicarse  á  los  pleitos  ordinarios. 

á:°  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  pleito. 


En  la  Tilla  de  Madrid ,  á  29  de  Diciembre  de  1869 ,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Castuera  y  en  la  Sala 


primera  de  la  Audiencia  de  Caceras  per  Dolía  María  Fraadeoa  Creepf 
de  Baldaura  y  Caro  ,  Condesa  viada  de  Bornos ,  Murillo  y  oíros  títu- 
los» como  tutora  y  curadora  de  su  bija  Doña  liaría  de  la  Asunción 
Ramírez  de  Haro ,  Condesa  de  los  mismos  títulos ;  D.  Femando  lamí- 
rez  de  Haro ,  actual  Conde  de  Villariezo ,  y  D.  Mariano  Salcedo ,  Mar- 
qués y  Conde  viudo  de  Yillanueya  de  Duero  y  de  Villariezo,  y  por  su 
defunción  sus  testamentarios  D.  Francisco  María  de  Cortázar ,  con 
Doña  Marta  de  las  Mercedes  Bernardina  Centurión  y  Oro  vio,  Marquesa 
de  Albranca,  La  pilla  y  Paredes  9  autorizada  para  litigar  por  su  marido 
Don  Gabino  Martorell » Marqués  de  dichos  títulos  ♦  sobre  propiedad  de 
unos  bienes ;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  los  demandados  contra  la  sentencia,  que  en  14  de 
Abril  último  dictó  la  referida  Sala : 

Besultando  que  Antón  Pérez  de  Coscojales  y  su  mujer  Dofia  Elvira 
Jiménez  fundaron ,  en  virtud  de. real  facultad»  en  el  testamento  que 
otorgaron  en  ei  lugar  de  lzauregui  á  9  de  Mayo  de  IBM ,  un  mayorazgo 
que  dotaran  con  una  casa  en  dicho  lugar  y  diferentes  bienes  en  las 
Encartaciones  de  Vizcaya  y  en  la  provincia  de  la  Corufia : 

Resultando  que  D.  José  de  Orovio  Eecalde ,  Marqués  de  Paredes» 
poseedor  de  los  mayorazgos  de  Orovio ,  Eecalde  y  García  Espinar ,  y 
Don  Francisco  Orovio  Coscojales,  inmediato  sucesor  A  ellos  y  poseedor 
del  de  Antón  Pérez  de  Coscojales  y  del  de  Castejones,  acudieron  en  M 
de  Octubre  de  J7S1  al  Marqués  de  los  Llanos  t  Juez  privativo  comisio- 
nado por  S.  M.  para  la  enajenación  de  la  Beal  Dehesa  de  la  Serena, 
haciendo  postura  á  9.162  cabezas  de  medida  de  cuerda,  5.108  de  ellas 
de  que  constaba  la  dehesa  nombrada  Pared  de  Quintana,  inclusa  en 
la  de  la  Serena ;  y  las  4.060  restantes  en-  la  dehesa  nombrada  de  Ba- 
dija,  con  la  condición  de  que  habian  de  satisfacerlas  con  caudal  pro- 
pio de  los  mayorazgos  que  cada  uno  poseía,  habiendo  de  expresarse 
con  toda  distinción  la  porción  de  dinero  entregado  como  perteneciente 
A  cada  mayorazgo ,  y  qué  número  de  cabezas  y  parte  de  .yerba  le  cor- 
respondía disfrutar  con  ellos ;  siendo  condición  que  S,  M.  había  de 
conferir  comisión  al  Marqués  de  los  Llanos  para  que  con  su  interven- 
ción se  hicieran  todas  las  diligencias  de  utilidad  y  demás  conveniente 
hasta  declarar  que  lo  era  á  los  raayoraagos  la  referida  enajenación  y 
subrogación,  y  conceder  licencia  para  poder  practicar  la  ventas  en  la 
conformidad  .que  el  Juez  lo  acordase;  que  aprobadas  por  S.  M.  las 
condiciones  de  la  postura ,  y  conferida  la  facultad  solicitada ,  tuvo  lu- 
gar la  subastp  el.  día  6  de  Setiembre  de  1751,  Quedando  rematadas  las 
mencionadas  9.162  cabezas  de  medida  de  cuerda  en  la  cantidad  de 
1 061,450  rs.  á  favor  del  Marqués  de  Paredes. y  de  su  hermano ,  quie- 
nes aceptarQu.el  remate,  que  aprobé  S.  M.«  según. comunicación  que 
el  Conde  de  Valparaíso  dirigió  al  Marqués  de  los  Llanos  para  que  se 
continuasen  las  demás  diligencias  de  la  enajenación : 

Eesuitando  que  á  virtud  de  la  comisión  que  S.  M.  confirió  al  Mar- 
tí. 43 
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(friís  délos  Lfátroá  jtárfc  la  étlájenafclóii  dfe  los  bienes  pertenecientes  , 
los  ihájrórázgos  dé  W  aquellos  eran  poseecjores,  tuyo  lugar  su  re- 
ÁÜte  f^yor  de  D.  Dtunlngct  Ortlz  de  la  Blvat  en  precio  de  MiO.OOa 
realH;  y  mediante  á  que  esta  sufna  se  habla  de  emplear  en  (a  com- 
pra íc  las  yerbtis  (Je  la  dehesa  de  la  Serena ,  subrogando  en  ellas  á 
IdS  éijj)rfesatíQfi  mayorazgos ;  ú  que  no  ascendía  á  lo  qne  era  neceas-' 
Ytb  nara  pompletár  el  total  precio  de  ellos,  y  A  que  era  precisa  la 
gpriroáción  pohflflttfa,  que  se  estaba  solicitando,  se  acordó  que  se  cons- 
tfttifPse  deporto  de  14  citada  suma  en  D.  Domingo  Ortiz  de  la  Riva;  y 
que  éste  pot*  escritura  de  24  de  Noviembre  del  mencionado  año,  en 
qflé  ¡te  Consignó  lo  referido  ,  se  obligó  A  tenerla  en  tal  concepto  á  dis- 
püsiefotí  del  Marqués  de  ios  Llanos  para  cuándo  se  le  mandase  en- 
trépito • 

Resultando  que  depositada  después  en  la  Diputación  de  los  cinco 

¿temtafr,  ingresó  por  orden  de  S.  M.  de  17  de  Mayo  de  1758  en  la 
Tesürerift  general  de  la  Real  Hacienda  en  20  de  Junio  de  dicho  año 
eükíé  parle  de  pago  de  las  enajenaciones  de  la  Real  Dehesa  de  la  Se- 
rena ;  y  que  en  M  del  mismo  mes  tuvo  asimismo  ingreso  la  de  416.715 
ráfiésqné  componían  el  importe  total  del  remate  de  las  9.162  cabezas 
de  énerdft  de  dicha  dehesa,  que  habla  aprobado  8.  M.  y  confirmado 
et  Sumo  Pontífice ,  confirmación  que  se  halla  también  en  él  expedienta 
dé  que  se  hará  mérito ;  habiéndose  aprobado  de  nuevo  por  el  Rey  por 
lo  qué  fl  él  tocaba  ,  de  cuya  orden  se  participó  al  Juez  comisionado 
para  que  procediera  á  la  final  perfección  del  contrato  : 

Resultando  que  en  su  virtud  el  Marqués  de  Paredes  y  su  hermano 
solicitaron  la  posesión  de  dichas  cabezas  de  yerba ;  y  que  practicado 
para  ello  deslinde  y  amojonamiento  del  terreno ,  se  dio  al  Marqués  la 
dehesa  de  Paredes  de  Quintana ,  por  sí  y  como  apoderado  de  su  her- 
imtíio,  por  las  2  000  cabezas  que  le  perteneoian  en  ella ,  y  al  mismo 
Marqués  por  sí  de  las  4.600  vendidas  en  la  dehesa  de  Badija : 

Resultando  que  en  21  de  Marzo  de  1771  D.  Antonio  de  Riafio  y  Oro- 
Vio,  Conde  de  Vlllariezo,  poseedor  de  los  mayorazgos  de  Coscojales 
y  Castéjon  por  fallecimiento  de  D.  Francisco  Orovfo  y  Bravo,  y  Don 
Jó4é  Orovío  Bravo  de  Mendoza ,  Marqués  de  Paredes ,  otorgaron  poder 
én  1771  á  D.  Alejando  Médinaveitiá  y  ft  D.  Juan  García  y  Santa  Colomba 
para  que  pidieran  la  aprobación  de  la  transacción  y  convento  relativo 
fi  la  venta  de  las  referidas  cabezas  de  la  dehesa ;  declarando  qué  los 
péHtós  al  hacer  la  tasación  de  los  bienes  de  los  mayorazgos,  hablan 
padecido  errores,  por  haberse  tenido  como  de  la  pertenencia  de  uno 
fetenes  que  correspondían  al  otro ;  dectarando  qne  al  de  Coscojales, 
dé  que  era  poseedor  D.  Antonio  José  de  Riafio,  sólo  le  correspondían 
l.flM  cabezas  de  yerba  de  las  9.162  compradas :  qufc  los  mencionados 
apoderados  solicitaron  ante  el  Juez  privativo  que,  en  atención  6  que 
estaba  ya  pagada  la  Real  Hacienda  del  total  importe  de  la  venta,  se 
Otorgase  la  correspondiente  escritura  de  venta  &  favor  de  los  dichos 


mayorazgos  en  et  modo  y  forma  que  se  eoritertre  en  los  poderes ;  ? 
que  por  auto  de  1/  de  Qetubre  de  dicho  ello  se  maneó  que  las  parte* 
acudiesen  at  Teniente  Corregidor,  y  con  citación  de  los  inmediatos- 
sucesores  de  los  mayorazgos,  justificasen  ia  porción  que  debía  adju- 
dicarse i  cada  nno  de  aquellos : 

Resultando  que  Doña  Haría  ana  de  Orovio,  Marquesa  de  Paredes, 
viuda  dé  D.  José  Orovio  y  Rmvo,  y  tutora  y  curadora  de  su  hija 
fintea  menor  Dofia  María  Soledad  Orovio ,  y  et  Conde  de  Viliarieeo, 
firmaron  un  convenio  en  Madrid  á  11  de  Julio  de  1761,  en  el  cual  y 
para  sa  inteligencia  hicieron-  una  reseña  de  todos  ios  mayorazgos  y 
de  loa  incidentes  que  sobre  ellos  hablan  ocurrido  hasta  el  dia  tt  do 
BfOfembre  do  UW,  en  que  habla  fallecido  D.  José  Orovio,  Marqués  de 
Paredes ;  y  refiriendo  le  enajenación  de  las  citadas  cabezas  de  yerba, 
consignaron  que  se  habla  proeedláo»een  equivocación  en  las  tasacio- 
nes de  los  mayorazgos  de  Recaí  de  y  Coséchales ,  por  haber  obrado 
sin  conocimiento  de  los  derechos  privativos  de  cada  mayorazgo;  pero 
que  examinados  ios  datos  y  antecedentes  que  expresaron,  habían 
formado  la  cuenta  de  lo  que  á  cada  uno  de  aquellos  correspondía 
de  lo  comprado,  que  se  insertó  én  el  documento:  que  para  todo  elle, 
con  aprobación  del  Juez  de  la  testamentaría  formada  por  falleci- 
miento del  Marqués  de  Paredes ,  y  si  fuese  necesario,  con  la  de  la 
Real  Cateara  de  Castilla ,  estaban  convenidos  en  otorgar  escritura  con 
arreglo  i  las  fundaciones  de  dichos  mayorazgos,  y  demás  instrumen- 
tos relativos  á  esta  cuenta,  expresando  en  ella  que  de  las  9.142  ca- 
bezas de  yerba,  compradas  á  la  Real  Hacienda,  se  declaraban  por 
propiedad  del  mayorazgo  fundado  por  Antón  Pérez  Coséosles  y  su 
agregado,  y  por  su  renta  y  disfrute  8.881  cabezas  de  yerba,  conteni- 
das en  la  dehesa  de  Paredes  de  Quintana,  y  de  ellas,  la*  que  respec- 
tivamente se  expresan  en  los  quintos  de  Usta,  Zurrones,  el  Hornillo* 
Palanquillas,  el  Berrocal  y  el  Toril  de  la  Angarilla  ;.  las  cuales,  otor- 
gada que  fuera  la  escritura  de  venta,  y  requeridos  con  ella  los  arren- 
datarios; habian  de  reconocer  como  duefio  legítimo  de  ellas  al  po« 
seedor  del  mayorazgo  de  Coscojales;  y  que  otorgada  que  fuera  dicha 
escritura,  se  habla  de  pedir,  de  común  acuerdo  por  ambas  partes,  que 
se  librase  por  la  Real  Hacienda  formal  escritura  de  venta  de  dichas 
l/lü  cabezas  de  yerba ,  con  especificación  del  número  de  ellas  que 
correspondía  A  cada  mayorazgo  para  que  sus  poseedores  tuvieran  el 
correspondiente  instrumento  de  propiedad: 

Resultando  que  presentado  este  convenio  al  Juez  de  la  testamen- 
tarla para  que  se  sirviera  deferir  á  él  por  sí  ó  por  medio  do  repre- 
sentación que  se  sirviera  hacer  á  la  Real  Cámara  de  Castilla  para  que 
con  su  aprobación  se  facilitase  el  mejor. despacho  y  conclusión  de 
este  particular,  el  Gobernador  del  Consejo  devolvió  á  dicho  Juez  el 
papel  de  convenio ,  para  que  procediera  &  su  aprobación  conforme 
hallase  por  derecho;  en  la  inteligencia  de  que  verificándose,  deberían 
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los  interesados  asar  del  qae  les  conviniese  en  la  comisión  de  la  Se- 
rena para  qne  pudiera  llevarse  ¿  puro  y  debido  efecto :  que  por  auto 
de  21  de  Agosto  de  1781  se  mandó  que  se  pusieran  en  el  oficio  del 
actuario  el  Escribano  de  provincia  D.  Antonio  Ruseco  los  documentos 
á  que  se  referia  el  convenio ,  y  cotejándolos  con  él,  testificase  si  re- 
sultaba de  eilos  la  certeza  de  los  capitales  pertenecientes  á  cada  ma- 
yorazgo y  la  porción  de  cabezas  de  yerba  que,  según  ellos,  tocaba  á 
cada  uno .  y  que  el  actuario  manifestó  que  se  bailaban  conformes 
los  documentos  presentados  con  lo  consignado  en  el  papel  de  conve- 
nio, sin  embargo  de  que  entre  ellos  no  se  encontraban  los  instrumen- 
tos de  las  diligencias  que  habían  precedido  para  la  tasa  y  subasta  de 
las  fincas  y  posesiones  pertenecientes  á  dichos  mayorazgos ,  y  sólo  sí 
el  borrador  de  la  escritura  de  venta  que  se  había  otorgado  en  favor 
de  D.  Domingo  Ortiz  de  la  Riva,  la  cual  estaba  conforme  con  la  re- 
lación que  de  ella  se  hacia  en  el  convenio,  tanto  en  lo  material  cuan- 
to en  lo  sustancial  y  principal,  de  los  capitales  correspondientes  á  cada 
mayorazgo»  según  las  fincas  y  posesiones  de  sus  respectivas  funda- 
ciones ;  y  que  por  último,  y  habiendo  formado  la  cuenta  relativa  á 
la  porción  de  capital  que  cabía  ¿  cada  uno  de  dichos  mayorazgos, 
daba  igual  cantidad  que  la  expresada  en  el  convenio: 

Resultando  que  por  auto  de  7  de  Setiembre  de  1781  se  aprobó  el 
convenio  mencionado ,  mandándose  entregar  todo  original  á  los  mis- 
mos interesados  con  los  documentos  que  habían  exhibido  para  que 
usaran  de  ellos  como  les  conviniera ;  y  que  todo  lo  referido  consta 
en  los  presentes  autos  por  certificación  que  durante  el  término  de 
prueba  en  la  segunda  instancia  se  libró  por  el  Secretario  de  gobierno 
de  este  Supremo  Tribunal ,  con  referencia  al  expediente  original  de 
la  enajenación  de  las  referidas  cabezas  de  yerba  que  se  hallan  en  el 
Archivo  del  mismo,  y  que  el  convenio  mencionado  y  diligencias  de 
aprobación  obran,  en  dicho  expediente  por  testimonio  que  libró  el  Es- 
cribano D.  Antonio  Ruseco  en  10  de  Julio  de  1782 ,  expresando  que 
concordaban  &  la  letra  con  el  papel  de  convenio ,  pedimento,  orden, 
cotejo  y  autos  de  su  aprobación ,  que  quedaban  originales  en  su 
poder  y  oficio  con  los  de  la  testamentaria  del  referido  Marqués  de 
Paredes: 

Resultando  que,  con  presentación  de  un  testimonio,  librado  por  el 
propio  Escribano  y  en  la  misma  fecha  del  convenio  y  su  aprobación, 
se  dio  al  apoderado  de  D.  Antonio  Josó  de  Coscojales  Riafio  y  Orovio, 
Conde  de  Villariezo,  poseedor  del  mayorazgo  de  Coscojales,  en  15  de 
Octubre  de  1783 ,  posesión  de  las  expresadas  2.331  cabezas  de  yerba 
en  los  quintos  mencionados,  según  aparecen  del  testimonio  que  obra 
en  el  archivo  de  la  casa  del  Conde  de  Villariezo ,  librado  en  10  de 
Marzo  de  1784  A  virtud  de  exhibición  que  hizo  del  expediente  origi- 
nal el  apoderado  de  dicho  Conde;  y  que  por  fallecimiento  del  posee- 
dor de  los  mencionados  mayorazgos,  se  mandó  dar  á  D.  Diego  Anto- 
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fiio  Olmedilla  y  Orovlo  en  23  de  Setiembre  de  1790,  posesión  do  Jos» 
mismos  en  las  3.000  y  tantas  cabezas  de  yerba  que  en  la  dehesa  do 
la  Serena  y  sus  quintos,  llamados  Badija ,  Pared  de  la  Quintana,  los 
Hornos  y  otros  les  pertenecían  á  nombre  de  los  demás  bienes : 

Resultando  que  promovido  en  el  Consejo  de  Castilla  pleito  de  te- 
núta  sobre  la  posesión  de  los  mayorazgos  de  Recalde,  Coscojales  y 
Castejon,  etf  el  cual  fueron  parte  D.  Valentín  Belvis  de  Moneada, 
Conde  do  Villariezo ,  como  marido  de  Dofla  María  de  las  Mercedes 
Tello;  Don  Juan  Antonio  Fiballer,  Conde  de  Illas,  Marqués  de  Pare- 
des, como  marido  de  Doña  Soledad  Centurión  y  Orovio,  y  D.  Diego 
de  Olmedilla;  en  cuyo  Juicio  se  presentó  testimonio  del  convenio  men- 
cionado, que  reconocieron  y  de  que  se  ocuparon  el  Conde  de  Villa- 
riezo y  el  de  Illas  en  sus  escritos,  y  del  de  D.  Diego  de  Olmedilla, 
pidiendo  la  posesión  y  auto  en  que  se  le  mandó  dar;  por  ejecutoria 
de  dicho  Tribunat  de  25  de  Noviembre  de  1816,  se  declaró  la  pose- 
sión de  los  mayorazgos  de  Castejofl  y  Coscojales  á  favor  del  Conde  de 
Illas,  como  marido  de  Doña  María  de  la  Soledad  Centurión  y  Orovio, 
Marquesa  de  Paredes : 

Resultando  que  el  Conde  de  Tillariezo ,  en  representación  de  su 
mujer,  entabló  demanda  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cas- 
fuera,  para  que  se  declaras?,  que  mediante  la  incompatibilidad  de  los 
mayorazgos  de  Recalde,  Castrón  y  Coscojales,  habla  pertenecido  éste 
en  posesión  y  propiedad  al  demandante  y  que  se  condenase  al  Conde 
de  Illas,  como  marido  de  la  Marquesa  de  Paredes,  A  que  le  restitu- 
yera con  los  frutos  desde  el  fallecimiento  de  D.  Joaquín  Orovio,  ha- 
ciendo mérito  en  la  demanda  de  la  adquisición  que  los  dos  hermanos 
D.  José  y  D.  Francisco  de  Orovlo  y  Recalde,  poseedores  de  los  ma- 
yorazgos de  Recalde  el  primero,  y  el  segundo  de  Coscojales,  habían 
hecho  de  las  cabezas  de  yerba  referidas,  y  concesión  de  la  facultad 
de  vender  para  cllo'varios  bienes  de  los  expresados  mayorazgos:  que 
el  Conde  de  Illas  calificó  de  inútil  la  historia  del  citado  convenio,  y 
que  por  ejecutoria  de  la  Audiencia  de  Cáceres  de  3  de  Julio  de  1850, 
declarando  que  existia  incompatibilidad  entre  los  tres  citados  mayo- 
razgos se  condenó  al  Marqués  de  Paredes  á  elegir  uno  de  ellos,  pu- 
diendo  elegir  otro  de  los  dos  restantes  el  Conde  de  Villariezo,  á  quien 
se  pondría  en  posesión  del  que  él  eligiera,  con  devolución,  por  parte 
del  Marqués,  de  los  frutos  y  rentas  que  el  elegido  hubiera  producido 
desde  el  16  de  Enero  de  1844 : 

Resultando  que  el  Marqués  de  Albranca ,  como  marido  de  la  Mar- 
quesa de  Paredes,  eligió  el  mayorazgo  de  Recalde;  y  Doña  María 
Francisca  Crespi  de  Baldaura,  Condesa  de  Bornos,  Marquesa  de  Yl- 
llanueva  del  Duero  y  Condesa  de  Villariezo  y  Villaverde,  como  tntora 
y  curadora  de  su  bija  Doña  María  de  la  Asunción  Ramírez  de  Dar  o, 
Condesa  y  Marquesa  de  los  propios  títulos,  habida  en  su  matrimonio 
con  D.  Gabriel  Jesüs  Ramirct  de  Rarof  y  D  Mariano  Salcedo  y  Cor- 
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lazar,  Conde  viudo  de  Villarlezo,  y  D.  Fernando  Ramírez  de  Mard* 
Conde  actual  del  mismo  titulo ,  únicos  interesado*  en  la  sucesión  de 
la  casa  y  mayorazgo  de  Villarlezo,  eligieron  el  de  Coscojales,  uno  dé 
los  que  poseían  los  Marqueses  de  Paredes : 

Resultando  que  librada  á  los  Condes  de  Villarlezo  certificado»  de 
varios  particulares  de  los  autos,  y  entre  ellos  del  convenio  de  1781, 
de  su  aprobación  y  de  la  posesión  quo  se  dio  á  D.  Diego  Antonio  01- 
medilla  en  el  año  de  1790  de-  los  mayorazgos  de  Coscojales  y  Gaste- 
jon ,  solicitaron  se  les  confiriera  la  posesión  de  las  3.331  'cabezas  de 
yerba ,  sitas  en  la  dehesa  de  la  Pared  de  Quintana  ,  existentes  en  los 
quintos  mencionados,,  pomo  bienes  dótales  del  mayorazgo  de  Cosco- 
jales; y  que  negada  la  posesión,  entablaron  en  20  de  Marzo  de  1866 
la  demanda»  objeto  de  este  pleito ,  contra  D.  Gabino  Martorell ,  Mar- 
qués de  Albranca,  como  marido  de  Doña  María  de  las  Mercedes  Cen- 
turión y  Ürovio ,  Marquesa  de  Paredes,  para  que  so  declarase  que  es- 
taba obligado  á  reconocer  que  dichas  2.831  cabezas  de  yerba  eran  pro- 
cedentes do  subrogación  al  valor  de  loe  primitivos  bienes  que  consti- 
tuían el  vínculo  de  Coscojales ,  que  una  vez  elegido  por  el  Conde  de 
Villariezo,  había  debido  el  demandado  entregarle  con  las  rentas  íes- 
de  el  16  de  Enero  de  1844,  conforme  á  la  ejecutoria;  y  quo  no  ha- 
biendo podido  conseguirlo ,  se  le  condenase  á  la  restitución  de  dichos 
terrenos  y  en  el  señalado  número  de  cabezas  de  cuerda,  con  los  fru- 
tos y  rentas  desde  el  mencionado  dia  basta  el  en  que  les  hiciese  en- 
trega de  lo  que  reivindicaban;  pretensión  qi>e  fundaron  en  lo  estipu- 
lado en  el  convenio  y  en  lo  resuelto  por  la  mencionada  ejecutoria,  y 
en  que,  según  los  antecedentes  referidos,  formaban  parte  de  la  dota- 
ción del  mayorazgo  las  cabezas  de  yerba  demandadas : 

Resultando  que  la  Marquesa  de  Paredes,  autorizada  por  su  marido 
para  litigar ,  impugnó  la  demanda,  alegando  que  la  idea  do  la  subro- 
gación de  la  dotación   primitiva   del  mayorazgo  de  Coscojales  por 
otros  bienes  era  puramente  gratuita,  pues  la  licencia  real,  las  escri- 
turas de  venta  de  ios  que  dotaban  aquel,  el  de  Recaído  y  otros,  el 
importe  de  todas  estas  enajenaciones ,  la  cuota  que  sumara  cada  uno 
de  los  que  se  enajenaran ,  y  las  escrituras  do  compra  que  en  subro- 
gación de  aquellas  se  hicieran  con  la  especificación  correspondiente, 
eran  hechos  que  no  tenían  existencia  ,  y  por  lo  tanto  arbitrarios:  que 
el  testimonio  del  convenio  de  1781  era  un  documento  civilmente  falso 
y  nulo ,  tanto  por  su  materia ,  que  no  se  jwestaba  á  transigir,  cuanto 
porque  las  personas  que  en  él  se  suponía  que  habían  intervenido  no 
eran  hábiles  para  tales  actos:  que  su  existencia  no  estaba  reconocida 
ni  podía  reconocerse  ya  por  las  personas  que  le  habían  otorgado,  no 
habiendo  servido  de  materia  en  el  pleito  de  incompatibilidad,  y  sí  en 
el  d^  te  ñuta,  cuyo  fallo  hahia  sido  desfavorable  á  la  parte  que  lo 
usaba  y  presentaba ;  y  que  también  resultaba  hecho  dicho  convenía 
pin  dalo*  ni  documentos  auténtico*  4  <mya  existencia  pudiera  referir- 
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*6;  no  teniendo  tampoco  existencia  las  escrituras  que  prometía,,  de 
lo  cual  sfc  deducía  que  el  demandante  no  justificaba  el  hecho  en  que 
fundaba  sil  acción ,  y  que  por  ello  debía  ser  absuelto  el  demandado: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  los  demandantes»  y  .entre 
ella  la  de  que  en  los  protocolos  del  Escribano  D.  Antonio  Ruseco  no 
se  encuentran  la  escritura  de  venta  de  los  bienes  de  tyecalde  y  Coscó- 
jales  á  favor  de  D.  Domingo  Ortiz  de  la  Riva,  ni  el  convenio  de  1) 
de  Junio  de  1781 ,  ni  entre  los  pleitos  y  papeles  archivados  en  su  ofi- 
cio diligencia  ni  anotación  alguna  referente  á  la  testamentaría  de  Don 
José  Orovio  Bravo,  Marqués  dn  Paredes,  dictó  sentencia  el  Juez  dp 
primera  instancia,  que  conQrmó  con  las  costas  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Cáceres  en  H  de  Abril  último  9  declarando  que  las  1331 
cabezas  de  yerba  existentes  en  la  dehesa  denominada  Pared  de  1? 
Quintana  y  quintos  mencionados,  pertenecían  en  propiedad  al  mayor 
razgo  do  Coscojales ,  y  condenando  ó  la  Marquesa  de  paredes  ¿  de? 
jarlas  libivs  y  expeditas  á  disposición  del  Conde  de  Yillariezo,  4  quteq 
correspondían ,  con  los  frutos  y  rentas  producidos  y  debidos  produr 
cir  desde  el  19  de  Abril  de  1860  en  que  tuvo  efecto  la  elección  de) 
citado  mayorazgo  por  parte  de  la  Condesa  de  Villariezo :  ) 

Resultando  que  la  Marquesa  de  Paredes  interpuso  recurso  de  pa- 
sácion,  citando  como  infringidas  :  •    >' 

!.•  La  regla  3/  del  art.  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civij,  por- 
que ni  en  la  sentencia  apelada  ni  en  la  de  vista  se  hacia  paencion  de 
los  puntos  de  derecho  que  habían  lijado  los  litigantes  en  sus  respec- 
tivas alegaciones,  rti  se  daban  las  razones  ni  fundamentos  legales  que 
se  hubieran  estimado  procedentes,  ni  mucho  menos  se  citaban  las 
leyes  ó  doctrinas  que  se  hubieran  considerado  aplicables  aí  litigio 
para  decidirlo  y  fallarlo  en  los  términos  en  que  había  sido  resuelto. 

2/  Por  no  haberse  acreditado  que  la  subrogación  que  se  suponía  de 
las  2.331  caberas  de  yerba  litigiosas  á  favor  del  mayorazgo  de  Cos- 
cojales, se  había  practicado  con  todos  los  requisitos  y  solemnidades 
que  las  leyes  exigían  respecto  de  bienes  amayorazgados ,  toda  vez  que 
no  existía  ni  la  facultad  real  expresa  para  subrogar ,  ni  la  justifica- 
ción igualmente  inexcusable  de  la  utilidad  y  conveniencia  que  la  U¿1 
subrogación  reportara  al  mayorazgo,  1,1  ley  t.-,  tít.  li  de  la  Partídjt 
8.a,  y  la  doctrina  en  consonancia  con  la  misma  establecida  por  la 
Jurlsprudencia.de  este  Supremo  tribunal  en  repetidas  «corladas,  y 
cort  especialidad  en  el  decreto-sentencia  de  21  de  Setiembre  de  Í853. 

tí.*  Y  si  se  dijera  que.  la  subrogación  estaba  consignada  y  reco- 
nocida en  el  convenio  de  11  de  Julio  de  1781,  no  constituydndp  eslop 
convenios  ninguno  de  los  medios  de  prueba  que  para  los  bienes  vin- 
culados Señalaba  taxativamente  la  ley  l.-,  tít,  17 ,  íibfd  10  de  Id  tfo'- 
Vísima  Recopilación,  como  se  reconocía  en  la  sentencia  de  esle  Su- 
premo Tribunal  de  6  de  Octubre  de  1Í65  y  en  otras;  ño  constando 

que  para  celebrarle  estuvieran  competentemente  facultades  !o|  qúp  fe 
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habían  celebrado ,  ni  siquiera  que  precediera  la  justificación  de  utili- 
dad y  necesidad ,  aquí  doblemente  necesaria  ,  como  que  se  trataba  de 
bienes  amayorazgados  y  del  interés  de  una  menor;  y  ni  se  babia  traído 
en  fin  al  pleito  la  escritura  que  se  babia  comprometido  á  otorgar,  y 
que  no  babia  llegado  á  otorgarse,  sin  duda  porque  hubieran  de  con- 
vencerse de  que  lo  convenido  estaba  en  contradicción  con  los  prece- 
dentes que  le  habían  servido  de  baso ,  y  era  además  nocivo  y  perju- 
dicial al  mayorazgo  y  á  los  intereses  de  la  menor,  se  habían  violado, 
no  sólo  las  leyes  y  doctrinas  que  dejaban  invocadas,  sino  las  15  y  18, 
título  16  ,  Partida  6.a 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  la  sentencia  de  primera  instancia ,  confirmada 
por  la  de  segunda,  contiene  resultandos  y  considerandos;  y  aunque 
en  ellos  hubiese  alguna  inexactitud  ó  error,  y  no  se  hayan  citado  las 
leyes  ó  doctrinas  aplicables,  según  previene  la  regla  3."  del  art.  333 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  estos  defectos  no  darían  lugar  al 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  porque  sólo  se  admite  contra  la 
parte  dispositiva  de  los  fallos  ejecutorios : 

Considerando  que  no  se  ha  infringido  la  ley  1.a,  tít.  li,  Partida  S.A9 
que  trata  de  lo  que  es  prueba  y  á  quién  incumbe  hacerla ,  porque  en 
el  pleito  se  han  dado  pruebas  por  el  demandante  en  primera  y  se* 
gunda  instancia ,  las  cuales  ban  sido  apreciadas  por  la  Sala  senten- 
ciadora» sin  que  contra  su  apreciación  se  haya  citado  ley  ni  doctrina 
admitida  por  los  Tribunales;  no  pudiendo  tomarse  en  consideración 
el  decreto-sentencia  de  27  de  Setiembre  de  1853 ,  que  también  se  cita, 
ya  porque  no  se  expresa  en  qué  consista  la  infracción,  ya  porque  las 
decisiones  contencioso-adroinfctrativas  no  pueden  aplicarse  á  los  plei- 
tos ordinarios : 

Considerando  que  no  habiéndose  puesto  en  duda  por  ninguno  de 
los  litigantes  la  existencia  del  vínculo  de  Coscojales ,  cuya  fundación 
se  halla  en  autos,  no  tiene  aplicación  al  caso  la  ley  1.a,  tít.  17,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación ,  que  expresa  los  medios  de  prueba 
de  los  mayorazgos ;  ni  la  doctrina  de  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo  de  6  de  Octubre  de  1865 ,  referente  á  que  el  mayorazgo  puede 
probarse  por  los  varios  medios  que  establece  la  ley  41  de  Toro ,  que 
es  la  misma  que  se  cita,  y  que  sin  fundamento  se  supone  infringida: 

T  considerando  que  tampoco  se  ha  infringido  la  ley  13,  tít.  16,  Par- 
tida 6.a,  que  ordena  cómo  deben  cuidar  los  quedadores  de  los  bienes 
de  los  huérfanos,  ni  la  18  del  mismo  título  y  Partida,  que  previene  no  se 
vendan  los  bienes  de  los  huérfanos  sin  razón  derecha  y  sin  otorgamiento 
del  Juzgador,  porque  nada  se  ha  pedido  contra  guardadores  de  huérfa- 
nos, y  nada  se  ha  vendido  de  bienes  de  los  mismos;  y  si  se  han  permuta- 
do como  de  mayorazgo,  ha  sido  con  real  facultad  y  aprobación  judicial; 

Fallamos »  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
fecufso  de  casación  interpuesto  por  ia  Marquesa  de  Paredes,  á  quien 
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condenamos  en  las  cosías  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada, 
que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  devolviéndose  los  autos  á  la 
Audiencia  de  Cáccres  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma mos.= Mauri- 
cio García.=José  María  CAcercs.= Valentín  Garralda. —Francisco  María 
de  Castilla.=Jos<5  María  Daro.=Joaquín  Jaumar.^José  Fermín  de  Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día  de  hoy» 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  29  de  Diciembre  de  1869.==Gregorio  Camilo  García. 

Nfe.  152. 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Abono  de  perjuicios.— Sentencia  de  29  de  Diciembre,  declarando 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pablo  Ro* 
selló  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  Mallorca,  en  pleito  con  D.  Juan  Palou  y  Comasema. 

* 

En  los  cOíNsideiiandos  se  establece: 

i.*  Que  el  contrato  de  arrendamiento  impone  al  arrendador 
la  obligación,  entre  otras,  de  entregar  al  arrendatario  la  cosa  ar.r 
rendada,  de  mantenerle  en  el  goce  de  ella  por  todo  el  tiempo  del 
contrato,  y  de  indemnizarle  los  daños  y  perjiíícios  que  le  haya 
causado,  y  aun  las  utilidades  que  le  haya  impedido  obtener,  opor 
niendo  indebidamente  obstáculos  y  dificultades  á  su  libre  y  completo 
aprovechamiento,  al  tenor  de  lo  prevenido  en  la  ley  21,  titulo  8.°, 
de  la  Partida  5.* 

2.°  Que  el  arL  5.°  de  la  ley  de  8  de  Junio  de  1813 ,  acorde 
con  lo  anteriormente  establecido  por  la  20  del  mencionado  titiúo  y 
Partida,  y  por  la  3.*  del  10,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción 9  declara  prorogádo  por  un  año  con  las  mismas  condiciones  y 
pactos  primitivos,  el  arrendamiento  de  fincas  rústicas,  si  concluido 
el  término  en, éste  prefijado  ,  permanece  en  ellas  el  arrendatario 
tres  (lias  ó  más  con  aquiescencia  del  dueño* 

En  la  villa  de  Madrid ,  i  29  de  Diciembre  de  1869 ,  en  los  autos 
argüidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Lonja 
de  la  ciudad  de  Palma  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Ma- 
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Horca  por  Pablo  Roselló  y  Cátala  con  D.  Juan  Palou  y  Comasema, 
.60bre  abono  de  perjuicios;  autos  que  penden  ante  Nos  eb  Virtud  dé 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  Roselló  contra  la 
sentencia  que  en  29  de  Marzo  último  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  c)ue  según  ambos  litigantes  manifiestan ,  Pablo  Rofeelló 
y  Cátala  en  el  año  de  1817  recibió  en  arrendamiento  de  Doña  Juana 
Ana  Palou  el  predio  Son  Antich,  sito  en  el  término  de  Palma,  frente 
á  Ja  puerta  de  Santa  Catalina,  por  término  de  seis  años  y  anua  toefr- 
ced  de  150  libras  mallorquínas ,  25  cuarteras  de  cebada  y  160  quinta- 
les de  paja ,  formalizando  para  ello  una  escritura  privada ;  y  que 
pasados  ios  referidos  seis  años ,  y  sin  otorgarse  nueva  escritura, 
siguió  el  Pablo  Roselló  con  beneplácito  de  la  propietaria  en  el  expre- 
sado arrendamiento  con  los  mismos  pactos  y  así  sucesivamente,  sin 
embargo  de  haber  pasado,  por  muerte  de  la  Doña  Juana  Ana  Palou, 
á  ser  propiedad  dicho  predio  del  sobrino  de  la  misma ,  D.  Juan 
Palou: 

Resultando  que  éste,  en  8  de  Octubre  de  1853 ,  demandó  en  acto 
conciliatorio  de  desahucio  al  Pablo  Roselló,  el  cual  contestó  que  con- 
venia en  desocupar  el  citado  predio  Son  Antich ,  siempre  que  Palou 
se  conformase  en  satisfacerle  ios  perjuicios  que  le  había  causado  por 
los  motivos:  primero,  porque  teniendo  el  Roselló  arrendado  el  lodo 
del  predio,  aquel  habia  enajenado  varias  porciones  del  mismo  y  co- 
brádole  la  renta  del  todo ;  debiendo  contarse  entre  los  perjuicios  el 
de  una  porción  de  terreno  enajenado  en  que  los  vecinos  del  arrabal 
de  Santa  Catalina  echaban  los  escombros  y  se  hacia  en  cada  un  año 
una  porción  considerable  de  estiércol,  de  bastante  valor,  que  aprove- 
chaba el  Pablo  Roselló,  y  de  que  se  Veia  privado  desde  unos  seis  años 
á  esta  parte  en  que  Palou  enajenó  aquella  parte  de  terreno;  y  segun- 
do ,  que  el  mismo  Roselló  tenia  en  condición  el  todo  dé  la  casa  d»  I 
predio  Son  Antich,  y  Palou  habia  enajenado  gran  parte  de  ella,  de 
modo  que  sólo  fe  habia  quedado  una  reducidísima  habitación;  ha- 
biendo el  Palón  cobrado  et  alquiler  de  15  casas  que  habia  construido 
en  la  que  antes  era  una,  y  todo  incluido  eñ  el  arrendamiento: 

Resultando  que  entablado  después  por  Paíou  el  correspondiente 
Juicio  de  desahucio,  por  sentencia  de  17  de  Octubre  de  dicho  año 
18(3  se  declaró  haber  lagar  á  él,  reservando  á  la  vez  al  Pablo  Ro 
selló  el  derecho  de  que  se  creyera  asistido,  para  que  sobre  los  per- 
juicios que  alegaba,  lo  usase  donde  y  en  la  forma  que  procediera  y 
viese  Convenirle: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  el  Pablo  Roselló  y  Cátala  de- 
dujo demanda  en  Stó  del  referido  ibes  de  Octubre  de  186$,  pretendien- 
do se  condenase  á  D.  Juan  Palou  al  pago  é  Indemnización  de  daños 
y  perjuicios  causados  por  los  motivos  expuestos  en  el  juicio  concilia- 
torio, previa  tasación  de  peritos  de  nombramiento  de  las  partea  y 
tercero  en  caso  de  dlicordla;  y  pera  ello,  haciendo  mériip  cte  k*  ifr 
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tecedentes,  alegó  que  todo  arrendador  está  en  ia  obligación  de  con- 
servar  al  arrendatario  en  el  disfrute  y  aprovechamiento  de  la  finca 
arrendada,  debiendo,  no  sólo  percibir  de  monos  ia  parte  de  anua 
merced  expectante  á  la  porción  de  la  finca  arrendada  que  lé  quitase, 
sino  también  responder  de  los  darlo*  y  perjuicios  que  al  mismo  ar- 
rendatario resultare  de  no  habérsele  conservado  en  la  posesión  del , 
íntegro  prédfo  arrendado ,  porque  nadie  puede  enriquecerse  en  per- 
juicio de  otro,  y  el  que  causa  perjuicio  está  en  la  obligación  de  in- 
demnizarlo: 

Resultando  que  D.  Juan  Palou  pretendió  que  se  le  absolviese  de 
ta  demanda  t  y  al  efecto  excepcionó  que  finidos  los  seis  años  del  ar- 
riendo en  1853  siguió  el  arrendamiento  por  la  tácita,  no  por  peifodoé 
de  otros  seis  afios ,  sino  por  período  de  un  año :  que  desde  el  mo- 
mento en  que  Roselló  fió  que  Palón  enajenaba  porciones  de  terreno 
y  que  se  le  desposeía  de  ellas  para  entregarlas  á  los  compradores, 
sabia  á  ciencia  cierta  que  la  próroga  no  podfa  ser  ni  era  con  loé 
mismos  terrenos  que  antes  de  enajenarlos,  y  por  consiguiente  eéte 
reconocimiento  por  parte  de  Roselló  envolvía  un  consentimiento  tá- 
cito del  mismo  en  que  para  los  afios  sucesivos  la  próroga  sólo  ftrese 
del  terreno  que  restaba ,  lo  cual  no  era  extraño  que  consintiera  Ro- 
selló, pues  recibía  ventajas;  porque  siendo  poca  comparativamente  la 
extensión  del  terreno  enajenado,  seguía  con  el  resto  sin  aumentártele 
en  lo  más  mínimo  la  anua  merced  estipulada  en  1817 ,  á  pesar  del 
gran  aumento  de  valor  que  desde  entonces  habían  adquirido  loa  trie- 
neé;  que  no  era  creíble  que  hubiese  pagado  la  renta  tal  cual  se  esth 
pulo  en  1817,  si  no  hubiese  convenido  en  las  enajenaciones  que  hacfá 
Palou;  y  que  este  consentimiento,  no  por  ser  tácito  dejaba  de  ser  tan 
legal  y  tan  eficaz  como  si  fuese  expreso: 

Resultando  que  en  tal  estado  se  acumuló  la  demanda  que  por  sé- 
parado  habia  producido  Palou  contra  el  Pablo  Roselló  para  que  esté 
fe  pagase  lo  que  adeudaba  por  la  anua  merced  en  dinero  y  frutos  del 
arrendamiento  del  citado  predio  Son  Antich,  previo  ajuste  de  cuenta»; 
la  que  contestó  Roselló  allanándose  á  ta  misma,  con  la  precisa  con- 
dición de  que  el  Palou  le  abonase  el  importe  de  dallo*  y  perjuicios 
reclamados: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  y  practicada  Id 
prueba  que  las  partes  articularon,  consistente  en  posiciones  y  d&ñk* 
raciones  de  peritos,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  qW 
fué  confirmada,  después  de  causada  una  discordia,  en  29  de  Marzo 
último  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  ,  condenando  á  D.  Pablo 
Roselló  al  pago  de  lo  que  estaba  debiendo  á  D.  Juan  Paleu  por  Itf 
anua  merced  en  dinero  y  frutos  del  predio  Son  Antfcfr ,  prév'iü  afuste 
de  cuentas  ,  y  absolviendo  á  Palou  de  la  demanda  Interpftesféf  fot 
Roselló: 

T  resultando  que  este  Interpuso  recurso  de  casación,  eMandó  én- 
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tónces  como  infringidas  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  tribu- 
nal Supremo: 

I.*  La  ley  81,  tít.  8.',  Partida  5.\  que  dispone  que  si  el  dueño  de 
una  finca  arrendada,  ya  por  sí,  ya  por  medio  de  piro,  impide  al  ar- 
rendatario el  uso  y  aprovechamiento  de  la  misma ,  debe  abonarle 
todos  los  daños  y  ^menoscabos  que  le  ocasione ,  y  las  ganancias  que 
el  arrendatario  hubiera  podido  hacer  de  no  haber  existido  el  impedí 
mentó. 

2.a  La  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cia de  25  de  Junio  de  1860  en  que  se  consigna :  primero:  que  según 
la  ley  5.a,  tít.  6.°,  Partida  5.a,  el  que  falta  al  cumplimiento  de  un 
contrató  de  arrendamiento  queda  obligado  A  abonar  á  la  otra  parte 
los  daños  y  menoscabos,  comprendiéndose  bajo  esta  denominación  no 
sólo  los  daños  y  perjuicios,  sino  también  los  productos  impedidos;  y 
segundo,  que  vendida  una  finca  arrendada  antes  de  cumplir  el  térmi- 
no del  arrendatario,  y  demandado  el  dueño  vendedor  por  el  arren- 
damiento privado  de  la  misma  para  que  le  abone  las  ganancias  im- 
pedidas y  le  indemnice  los  daños  y  perjuicios,  si  en  la  sentencia  se 
le  condena  respecto  de  los  últimos  y  se  le  absuelve  en  cuanto  á  los 
primeros,  se  infringe  la  citada  ley. 

8.*  El  principie  de  derecho  de  que  «Jonde  existe  la  misma  razón, 
debe  haber  la  misma  disposición  de  derecho,»  del  que  se  deduce  que 
la  misma  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  antes  cita- 
da ,  debia  tener  lugar  cuando  sólo  se  vendiese  parte  de  la  finca  ar- 
rendada, ó  cuando  en  ella  se  verificaban  obras  que  impidieran  al 
arrendatario  el  uso  de  las  porciones  sobre  que  recaían. 

4.a  El  art.  5.*  de  la  ley  de  8  de  Junio  de  1813,  restablecido  en  6 
de  Setiembre  de  1830,  sobre  los  arrendamientos  de  predios  rústicos, 
en  el  que  se  dispone  que  estos  se  entiendan  prorogados  por  un  año 
más  con  las  mismas  condiciones ,  cuando  concluido  el  término  por 
que  fueron  arrendadas  el  arrendatario  permanece  en  la  finca  por  tres 
días  ó  más  con  aquiescencia  del  dueño,  y  que  durante  el  tiempo  es- 
tipulado se  observen  religiosamente  los  arrendamientos;  añadiendo 
el  mismo  artículo  que  el  dueño,  aun  con  el  prctesto  de  necesitar  la 
finca  para  sí  mismo ,  no  puede  despedir  al  arrendatario  sino  en  los 
casos  do  no  pagar  la  renta ,  tratar  mal  la  finca  ó  faltar  á  las  condi- 
ciones estipuladas. 

8.a  Las  leyes  5.\  tít.  6.a,  y  19,  tít.  8.a,  Partida  S.'t  y  t.\  4."  y  1/ 
título  li,  Partida  3.a,  y  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal 
Supremo ,  según  las  que  al  que  afirma  un  hecho  y  no  al  que  le  nie- 
ga, y  al  demandante  y  no  al  demandado ,  es  á  quien  incumbe  la 
prueba,  debiendo  ser  absuelto  el  que  niega,  ó  el  demandado  sí  el  que 
afirma  ó  demanda  no  la  produce. 

Y  6¿a  La  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo, 
entre  otras,  en  sentencias  de  19  de  Abril  y  SI  de  Setiembre  de  1WI 


SENTENCIA*  J>I  1860,  WJ 

de  que  los  contratos  no  se  presumen,  sino  que  por  el  contrario,  y  no 
obstante  la  ley  l.\  tít.  l.\  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  es 
indispensable  que  se  acredite  plena  y  lega! mente  su  existencia  para 
que  pueda  considerarse  á  las  partes  obligadas  á  su  cumplimiento. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  de  Arricia. 

Considerando  que  el  contrato  de  arrendamiento  impone  al  arren- 
dador la  obligación,  enire  otras»  de  entregar  al  arrendatario  la  cosa 
arrendada ,  de  mantenerle  en  el  goce  de  ella  por  todo  el  tiempo  del 
contrato,  y  de  indemnizarle  los  daños  y  perjuicios  que  le  haya  cau- 
jñylo,  y  aun  las  utilidades  que  le  haya  impedido  obtener,  oponiendo 
indebidamente  obstáculos  y  dificultades  á  su  libre  y  completo  apro- 
vechamiento ,  al  tenor  de  lo  prevenido  en  la  ley  21,  título  8/  de  la 
Partida5.* 

Considerando  que  el  art.  5.°  de  la  ley  de  8  de  Junio  de  1813,  .acor- 
de con  lo  anteriormente  establecido  por  la  20  del  mencionado  título 
y  Partida,  y  por  la  3/  del  10 ,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación 
declara  prorogado  por  un  año,  con  las  mismas  condicione?  y  pactos 
primitivos  el  arrendamiento  de  fincas  rústicas  si  concluido  el  término 
en  éste  prefijado  permanece  en  ellas  el  arrendatario  tres  dias  ó  más 
con  aquiescencia  del  dueño: 

Considerando  que  D.  Juan  Palou  reconoce  y  confiesa  baber  vendi- 
do varias  porciones  del  predio  Son  Antích  y  construido  varias  habi- 
taciones en  el  edificio-casa  del  mismo  durante  el  arrendamiento  que 
Pablo  Roselló  llevaba  de  la  totalidad' de  aquel  predio  y  de  esta  casa, 
y  cobrado  el  alquiler  de  sus  nuevas  construcciones  v  independiente- 
mente y  con  separación  del  que  exigía  de  Roselló  por  el  arriendo  ín- 
tegro y  tal  cual  se  estableció  en  el  primitivo  contrato  de  1847,  faltan* 
do  así  &  las  condiciones  del  mismo  y  privando  al  arrendatario  de 
gran  parte  de  las  utilidades  que  del  predio  tenia  derecho  á  obtener, 
como  á  mayor  abundamiento  ha  venido  á  demostrarse  por  declara- 
ciones periciales: 

Considerando,  en  su  virtud ,  que  D.  Juan  Palou  ha  incurrido  por 
tales  hechos  abusivos  en  la  responsabilidad  establecida  por. las  cita- 
das leyes,  sin  que  baste  á,  eximirle  de  ella  su  aseveración  de  haber 
cobrado,  de  Roselló  varias  cantidades  á  cuenta  de  la  anua  merced  es- 
tipulada en  1847 ,  pues. que  esta  misma  circunstancia  y  la  de  baber 
demandado  Palou  á  este  último  para  que  le  satisficiese  lo  que  por 
aquel  concepto  le  adeudaba ,  demuestran  que  Roselló  no  consintió  en 
pagar  en  su  totalidad  la  primitiva  renta  anual  á  pesar  da  las  desmem- 
braciones hechas  por  Palou  en  la  finca: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora ,  al  eximir  á  éste  de  la  in- 
dicada responsabilidad  legal  condenando  á  Roselló  al  pago  íntegra  de 
dicha  anua  merced,  y  absolviendo  á  Palou  de  la  reclamación  de  daños 
y  perjuicios  promovida *por  Roselló,  ha  infringido  la  mencionada  ley 
21,  tít.  8.'  de  la  Partida  5.a,  y  el  art.  5.*  de  la  de  8  de  Junio  de  1818; 


éM  TRIBUNAL  ÍSUtaElfO  DE  JUSTICIA. 

Faltamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  háj)er  tugar  al  re- 
curso de  casación  Interpuesto  por  Juan  Pablo  ftosetló  eontra  lá  sen- 
tencia que  en  29  de  Marzo  último  pronunció  la  Sala  segunda  de  la  au- 
diencia de  Mallorca  ;  y  en  su  consecuencia  la  casamos  y  anulamos, 
cancelándose  la  caución  prestada  por  el  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Caceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos .=Sfauricfo 
García.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arriata  .=Vaientin  Garral- 
da.=s Joaquín  Jaumar.  — José  Permin  de  Muro.=Pernando  Pérez  dé 
Rozas. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Árrieta,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el 
día  dé  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitada 
de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  M  de  Diciembre  de  18t¡9 —Remigio  Fernandez  y  Rodríguez. 


Nótf.  IBl 
CASACIÓN.— SALA  PRIMERA. 


Rescisión  de  un  contrato  de  venta.— Sentencia  de  29  de  Dicta*» 
bre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  I).  Francisco  Rivas  Valenzuela ,  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid ,  en  pleito 
con  D.  Miguel  Lobo. 

En  los  considerandos  se  establece: 

i.*  Que  la  cuestión  de  si  ha  existido  en  un  contrato  engaño 
constitutivo  de  dolo  es  de  hecho ,  y  ha  de  estarse  é  ta  apreciación 
que  de  ta*  pruebas  haga  la  Sala  sentenciadora ,  si  contra  alia  no 
té  <Uéga  ley  ó  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  b*  Tri- 
bunales. 

8.*  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencié 
leyes  que  son  inaplicables  al  caso  de  autos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  *9  de  Diciembre  de  1869,  es  al  pleito 
seguida  en  el  Jaagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital 
da  eata  capital  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia-de  la  misma  por 
tan  Miguel  Lobo  con  D.  Francisco  Rivas  Valensuela,  sobre  rescisión 
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de  uri  contrato  tie  venta ;  pleito  pendiente  an(e  No$  por  virtiuj  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia 
qne  en%18  de  Marzo  último  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  26  de  Marzo  de  1864  otorgaron  escritura  D.  Fran- 
cisco Bivas  y  D.  Miguel  Lobo ,  en  la  que  el  primero  dijo  que  tenia 
Renunciado  el  registro  de  dos  pertenencias  de  una  mina  de  cobre,  lla- 
mada Míq,  en  terreno  común  del  lugar  y  parroquia  de  Santa  Bufe- 
rpíq.,  concejo  de  Yillanueva  de  Óseos ,  provincia  de  Oviedo»  respecto 
de  ja  cual  se  halla  ha  ya  practicada  la  correspondiente  demarcación  i 
yiptud  del  expediente  instruido  con  tal  motivo,  estando  próximo  % 
expedirse  por  el  Ministerio  de  Fomento  el  oportuno  título  de  propie- 
dad ;  y  deseando  dar  participación  á  Lobo  en  los  derechos  que  tenia 
adquiridos  por  virtud  del  denuncio  practicado  que  se  inserta  en  la  es- 
critura ,  le  cedió  y  traspasó  la  centésima  parte  de  los  productos  que 
llegase  á  rendir  la  mina  expresada  en  los  términos  ep  que  se  hallaba 

Ípmarcada,  y  obtenido  que  fuera  el  título  de  propiedad  por  precio 
e  150.000  rs.  que  habla  de  satisfacer  en  tres  plazos,  siendo  el  últiipQ 
para  el  1/  de  Junio  de  186{,  á  cuyo  fin  entregó  en  el  acto  tres  letras 
4e  cambio,  conviniendo  en  que  no  obstante  la  participación  que  Lobo 
adquiría ,  no  podría  tener  intervención  en  su  gerencia  y  direccionp 
que  quedaban  reservadas  al  cedente  : 

Resultando  que  en  la  certificación  ó  resguardo  talonario  librado  al 
(nteresado ,  y  que  se  Inserta  en  la  escritura ,  se  expresa  por  el  Jefe 
de  la  Sección  de  Fomento  de  la  provincia  que  p.  José  Madiedo,  como 
apoderado  de  D.  Francisco  Bivas ,  habla  presentado  &  (as  doce  fiel 
dia  89  de  Marzo  de  1863  solicitud  de  registro  por  denuncia  de  dos 
pertenencias  de  la  mina  de  cobre  llamada  Julia ,  en  terreno  cpmun 
del  lugar  y  parroquia  de  Santa  Eufemia,  concejo  de  Vülanueya  de 
Óseos;  que  habia  consignado  el  depósito,  siendo  el  terreno  que  ocu- 
paba este  registro  el  lomado  por  la  mina  Amalia,  de  D.  Jerónimo 
Mantaras ,  fundado  en  la  falta  de  pueble  de  la  mina ;  &  quien  en  aque- 
lla fecha  se  habia  mandado  dar  vista  por  término  de  quince  dias  para 
que  expusiera  lo  que  á  su  derecho  condujera : 

Resultando  de  certificación  librada  por  el  Archivero  general  del 
Ministerio  de  Fomento  que  en  el  expediente  que  se  encontraba  en  el 
Negociado  de  Minas  para  su  tramitación,  en  que  D.  Francisco  Rjvas, 
registrador  con  denuncia  de  una  mina  de  cobre,  titulada  Julia,  sita  en 
la  provincia  de  Oviedo,  solicitaba  la  suspepsion  del  permiso  que  el 
Gobernador  de  ella  habia  dado  á  ios  concesionarios  de  la  mina  del 
mismo  metal,  nombrada  Amalia  para  disponer  del  mineral  cobrizo  que 
existiera  arrancado  ínterin  no  se  resolviera  el  expediente  de  caduci- 
dad, existia  uña  Real  orden  comunicada  al  Director  de  Agricultura 
y  Comercio  en  33  de  Mayo  de  1864  confirmando  el  decreto  apelado, 
por  el  cual  el  Gobernador  de  Oviedo,  en  atención  á  no  estar  ejecu- 
toriada la  caducidad  de  la  mina  Amalia,  desestimó  la  prosecución  del 
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expediente  del  registro  Julia,  denegando  la  autorización  pira  empren- 
der trabajos  en  el  terreno  del  mismo : 

Resultando  que  D.  Miguel  Lobo  entabló  en  SO  de  Noviembre  de 
1865  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  declarase  nulo,  el 
citado  contrato  de  venta,  y  en  otro  caso  rescindible;  condenando  á 
Don  Francisco  Rivas  á  devolver  al  demandante  los  150.000  rs.  que 
había  recibido  por  precio  de  parte  de  la  mina  Julia,  con  los  intereses 
devengados  desde  las  fechas  de  las  respectivas  entregas,  y  en  todas 
las  costar  á  que  diera  lugar ,  con  reserva  de  las  demás  acciones  que 
le  correspondieran ;  pretensión  que  fundó  en  que  las  obligaciones  á 
que  habla  dado  causa  el  dolo  ó  la  mala  fé ,  la  falsedad  ó  el  engaño 
eran  nulas ,  y  estaba  probado  que  habia  habido  engaño  y  que  ño  ha- 
bía sido  debido  á  error  involuntario  de  Rivas ,  sino  á  un  cálculo  é 
intención  preconcebida  de  inducir  en  error  al  demandante  para  que 
consintiera  en  lo  que  en  otro  caso  no  hubiera  consentido :  que  Rivas' 
le  había  ofrecido  que  lá  explotación  principiarla  inmediatamente  des- 
pués que  se  expidiera. el  título  de  propiedad,  afirmando  que  iba  á 
serlo  próximamente,  y  por  ello  habia  pedido  el  precio  de  presente, 
y  sólo  en  tal  concepto  lo  habia  entregado  el  demandante  :  que  hacia 
más  de  diez  y  ocho  meses  que  habia  tenido  lugar  aquella  promesa,  y 
ni  el  título  se  habia  expedido ,  ni  se  sabia  si  se  expediría  alguna  vez; 
y  por  consiguiente,  no  habiendo  tenido  efecto  la  promesa  de  próxima 
explotación ,  ni  pudiendo  tenerle  ya ,  porque  la  proximidad  pasaba 
para  no  volver,  el  contrato,  aunque  no  fuera  nulo,  seria  rescindible 
por  no  poderse  cumplir  en  los  términos  en  que  se  habia  convenido: 

Resultando  que  Rivas  impugnó  la  demanda,  negando  que  hubiera 
mediado  dolo  ni  engaño,  y  sosteniendo  que  el  contrato  habia  sido  á 
riesgo  y  ventura ,  comprándose  únicamente  la  esperanza  de  un  dere- 
cho ó  cosa ,  por  lo  cual ,  aunque  fracasase ,  no  podía  decirse  enga- 
ñado el  comprador:  que  Lobo,  no  sólo  sabia  el  estado  del  denuncio 
con  el  nombre  de  Julia  de  la  mina  antigua  Amalia,  sino  también  la 
naturaleza  del  terreno  y  la  esperanza  fundada  de  una  explotación  de 
pingües  rendimientos,  y  por  ello  le  habia  instado  para  que  le  conce- 
diera una  participación  en  dicha  mina  á  riesgo  y  ventura ,  tanto  de 
lo  que  acaeciese  respecto  á  la  propiedad  ,  como  del  resultado  de  la 
explotación :  que  con  vista  del  único  documento  que  el  demandado  te- 
nia entonces ,  relativo  á  dicha  mina ,  asi  como  del  informe  del  Inge- 
niero que  la  habla  reconocido,  habia  propuesto  el  otorgamiento  de 
la  escritura  de  Marzo  de  1864  ,  en  la  cual  no  se  habia  consignado  nada 
que  no  fuera  de  asentimiento  de  ambas  partes,  conocedoras  como 
eran ,  así  de  la  esencia  del  negocio ,  como  de  su  estado ;  ni  se  habia 
supuesto  ni  invocado  más  que  el  único  documento  que  se  habia  in- 
sertado literal  en  la  escritura ;  y  que  Rivas,  ni  habia  supuesto  en  ella 
cosa  alguna  que  no  supiera  Lobo ,  ni  faltado  por  su  parte  á  ninguna 
de  las  condiciones  consignadas  en  la  misma : 
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létutiandd  que  practicada  prueba  por  las  partas ,  dicté  sontentia 
el  Jaez  de  primera  instancia,  declarando  rescindida  el  confita»,  y  coa- 
denando  en  su  consecuencia  al  demandado  ft  devolver  al  demarodétate 
mi  él  término  de  quinto  día  ia  cantidad  do  150.000  rs.  que. habla 're- 
cibido por  precio,  con  los  intereses  legales  devengados  desde  sti  en* 
trega .  y  Ai  pago  de  todas  las  costas  del  juicio  : 

Resultando  que  confirmada  esta  sentencia  con  igual  condeíacioA  por 
la  que  en  18  de  Marzo  último  dictó  la  Sala  tercera  de  la  AuéMAcia 
de  esta  capital ,  interpuso  el  demandado  D.  Francisco  Hivas  recurso 
de  casación ,  citando  como  infringidas : 

1.*  Al  decidir  que  por  eslamparse  erí  la  introducción  de  la  escri- 
tura la  palabra  demarcación  había  existido  dolo,  las  leyes  1.*  y  3.*, 
título  16  de  la  Partida  7.',  que  exigen ,  la  primera,  no  solamente  que 
se  hayan  dicho  palabras  mentirosas  ó  encubiertas',  ¿ino  que  esto  haya 
sido  con  intención  de  engañar  al  contratante;  y  la  segunda  que  haya 
de  probarse  el  engaño  que  se  dice  hecho. 

T  f.*  Al  decidirse  que  hábia  lugar  á  la  rescisión  dekeenémitOüifltt 
leyes  12  y  57,  tít.  5.°  de  la  Partida  3.*,  la  segunda  en  cnanto  declara 
que  «I  engaño  que  incide  ó  que  versa  sobre  las  particularidades,  del 
contrato,  dejando  á  salvo  la  voluntad  de  contratar»  no  invalida  la 
venta,  sino  que  da  lugar  solamente  á  que  se  haga  enmienda  del  daño; 
y  esto  en  la  hipótesis  de  dolo  que  hacia  la  sentenei*.     >      I  ¡.  1 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  José  María  Haro.    )       l 

Considerando  que  la  cuestión  de  si  ha  existido  en  un  GftftttaC* 
engaño  constitutivo  de  dolo  es  de  hecho  y  ha  da  estarse  á  taxaprdr 
ciacion  que  de  las  pruebas  hágala  Sala  sentenciadora;  si  contrasella 
no  se  alega  (cotao  ha  sucedido  en  este  caso]  ley  ó  doctrina  ad»\tWa 
por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales:  .  A    . ..\ «mc /    \ 

Considerando  que  resuelta  la  cuestión  de.  hecho  ep  tientidO  de' exis- 
tir el  dolo  en  el  contrato  objeto  de  este  pleito,  y  no  habiéndote*,  cf- 
tado  ley  ni  doctrina  contra  la  apreciación  de  la  prnoba ;  la  aáaténcfti 
de  cuya  casación  se  trata  no  infringe  las  leyes  1.a  y  !t.\  tto  1  Aria  le 

partida  7.*:  » •  .    i  ■     ...*v. '•■'■'• 

Y  considerando  que  no  son  aplicables  al  Caso  de  autos  <1as  dfcyéfc 
lí  y  57  ;  tít.  5.\  Partida  5/ ,  por  referirse  á  casos1  mnjdfslintfcsl  del 
qué  ba  sido  objeto  de-este  pleito;  '  '  v  •  %-1»   •»»  '  ^  *'.-> 

Pairarnos,  que  debemos  declarar  y  declaramos,  no  haberv inga»  >al 
recurso  de  casación  Interpuesto  por  D.  Francisco  RivftéiYateniiMfe, 
á  quien  condenamos  á  ia  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  qn*«e 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  mandamos  qirese 
devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital  con  la  certificación 
correspondiente.  .      M  ».J 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Cútete  y 
se  insertará  en  la  Colección  legtihtwü,  pasándose  al  efecto  las  oerpias 
necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos  .=c±Mauri  ció  Gar- 
II.  44 


TftIBUJfAE  fiumi0  M  HOTIOA. 

9fo*&nmn0  <te  Anrieta.e=¥alentin  Garralda.=n,f  raaciaeo  Harta  de 
Castilta,=r±J#aé  María  HereWoaquin  Jaumar.=Jesé  Fermín  de  Hurto 

PttUáMcaotL :  i 

Leída  7  piablieada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Dea 
José  María  Maro,  MmifUro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia .  t*tán-> 
dose  celebrando  audiencia  pública  en  ia  Saín  priwura  del  mismo  el 
dia  (te  hoy,  do  que  certifico  como  Eacribjino  de€áinara  habituado. 

Madrid  39  de  Diciembre  de  1 869.^ Lino  Carrton  Binojal. 


NéM.  154. 


CASACIÓN.— SAtA  MUÑERA.' 


RíTBicre.-^Sebtencia  áe  51  de  Diciembre ,  declarando  no  haber 
Ibgftr  al  recurso'  de  casación  interpuesto  por  Benito  Mosquera 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la 
Conpfia*  en  pleito  coa  Francisco  Prieto. 

En  los  consibuuh oos  se-  establece : 

1  .*  Que  la  eompré-venta  es  un  contrato  consmsual  que  se  per- 
fieciona  eon  el  consentimiento  de  las  partes  ¿  sin  que  haya  necesi- 
dad paira  su  validación  de  que  se  extienda  en  escritura  pública. 

¿;*  Que  loe  retractos  deben  intentarse  dentro  de  los  nueve  dios 
deapmés  de  hecha  la  venía,  según  la  ley  1.a,  til.  13,  libro  10  de 
la  Notísima  Recopilación. 

5»#  .  Que  lo  prevenido  en  el  art.  664  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  de  que  los  nueve  dias  se  cuentan  desde  el  otorgamien- 
to de  la  escritora  de  venta  ,  sólo  puede  tener  lugar  cuando  ia  es- 
trituró  existe,  que  es  b  ordinaria  en  las  ventas  de  bienes  inmue- 
bles; pero  no  cuando  no  se  ha  otorgado,  y  se  ha  consumado  el  con* 
trato  eon  la  entrega  de  la  eosa  vendida. 
.  4.*  Que  h  condena  de  cortas  se  rige  solamente  por  las  disposi- 
ciones de  la  ley  8.a ,  tit.  22  de  la  Partida  3.a  para  las  de  la  pr>V 
mera  instaneia  ¿  y  loe  contenidas  en  el  tit.  19  del  libro  11  de  la 
Novísima  Éeconiíacion  para  la  segunda ,  factdtándose  en  la  pri- 
mera qljusgaaor  para  que  pueda  condenar  en  ellas  al  litigante 
que  no  tenga  rasan  derecha  para  litigar*. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  SI  de  Diciembre  de  1869,  en  los  autos  se* 
gittoa.ro  el  Juntado  de  primera  Instancia  de  La  GalUaa  y  en  la  Sala 
•efunda  de  la  audiencia  de  la  Coruña  por  Francisco  Prieto  con  Be- 
nita Mosquera ,  sobre  retracto ;  ¡bs  cuales  penden  qate  Nos  en  ? irtud 


de  recurso  de  i  anadian  i«lein)u«Mo!poni«0§(|iwrfti^R5i»  hl  ¿entrada 

HafBltasidD  qae,«i>l*i(te,Mayo:deiitó^  a¿ 

lttliÉlé4qesfonieRdo qa&att: hfrfnanaiBatitactaMbyeptlidft el  <Mi%0> 
del  jnttndi  pe»!  fltmto*)3qiwivu;  par  pretfq  d$  PQ#  f»/#  .(u#p  (^nra  ^a, 
et>(Miáo'ée^0i)m«i^MíCMl  habí*  attcHtaw  P#J* ft/yrl^redó  de  4$tp.  la, 
fletttai  4Q0 ..por  to^aoto  ile-MawreBpanííi^  vk  dqrftebo  4e<r#nMlf^  y. 
pues  que  estaba  dentro  de  los  nueve  días  CQrtfftl0s.de*<ty  te  cpftyflnr 
ctty/jisftnct*  ti«rdi^6kdem^^QwaitMrtv^4os.|K)ftti^.f  propieU*Wn- 
«e?jwn <laHi*tta,&n.:aiti  poder,  dos  añot*  y>  pediftiftft  dpclar^a  b4/>en,lu-, 
gfrr»*4  retracta?  9e^.ote>rgafa.áf(»a>íavpri%iesar¡toW  paraflueipudjar* 
en  Wjalqirie^ü/wMoMac  wdhar  »a  domiid^.;:  .«>  - 1  .  *  «, •  •,  ,  •  ,- ,  . ,  * 
r,;  lasQlumlte  t|ne  admitid*  Ja<»dpn)af)d*<<*Qf>  reserva  4t  ,wwd*rsa  to 
quo  procediera  hregoiqoa  ae  frenan tase^.oerMtíwwicm  fiel  aeto  ew-> 
ciiwitorioü «o hpbapon<fonaigMrio$á«i  fiM:?/)**  4*0  preaeQfada  topert 
tfficacitta  y  cdnforkfa'tmhutaá  BanHo.Mowmsr*.  le  ¿vacufc*  pretor 
diendo  se  desestimase  la  demanda  con  las ,<wa|ifl>;  yapara*  ei^o»  alegó 
(»»  lmbi«íI*Wo»*ÉHlttelíte)lbaja'iUft  auptwpi  esitfyofladp*  pue*  el  qpn- 
trttf.ecIfttoadOtpQn  ^Benrta  Drietyir  jioí^^j^RW  4  4ÍW  <*e  fte*» 
ttutajy  eitempflrénearoent^  6ftea¿;(«fcp  ^.tÁWOt»  ¡pqrqiie^tyi  HQ 
•e  baM*  ,oi<irg»dp<  ian «Nítaraik  y  tos-.nu^e L4{qs  >  pura  retrpqr  no 

oftnenet.ir  d* Ja.I^y  ¿je  Efljqi^^tpifliyjl;  ,  í(í  ;  {     ;  ,¡É  „ 

Resultando  quft  «vivido  et  pinito  á  pj^a*.Jfr  jtyzQ'pl  dflpp^pcUnte 
fMAr  medióle  te^ti^w» ptfa ^or»dUan^qu«^i  c<^a^Qjíftle^rarto,ep  10 
tíe  üay o  hibia  aidei  de  vento  e»  precio  d^  4^^.,;  yfo^^bbrad)o.el'juÍT 
ció  vttrbaiDTeveaído.  porla  Jejr  m  al  <M»n  dp  ttriflWA.  wqtaocip.  d^ty 
smtiaiie^i  qae  «pnllmó  ao»  Jw-cosAas  te  ^.swwto-de  ia,  Aud^n- 
?ia>  ao  >Mide<O«PipR»br0  4o48í*  $  daataramlQ  Habar  lugfr  al  itetratfo, 
y  que  e*;*»  (X«^^ií0PCia,Bí»|t*M^iq^r%efl^^iie  á  franfía^r^ 
la  finca  denominada  de  T*rrft<>>»  racQgiepdP  lp§  W  .fl*,  ^1^  vftQfc» 
Mfy&í\e\i><*4Xí>W'm&^  Ib  ooft^p^di^^.e^n^^  eíí  X^yaq  de 

.:   T  »j«iÜfndM«e  Noguera  tater«!iiseurftwr9g  d&q&s^kw  fpp0#(le 
«ti  *«***  betó&i^WngidP  v*  •  .  •  •!,..«,;.<»;.. .    .<  :-ío  í  h  .,■:  •    ;•..;>,./ 
.-t/.iíl  ufo»*  í.jd«lj*ru,-|W|i  da  totan  de.íí^fíawíe^irtyii  al 
asurcar  u»a  d$nwwl*rdedum<ía  An^de  ru^qr,pues quft^.pp.s^ 
babia  otorgado  la  escritura  de  venta.  .-,.,,    ? ,,   I:.Vi7,fl 

A!*- la  Iqriwr^dWPlftfstablwfdafl^W^T^wa}  ?HWra»9  ^qiie 
•icuando.  la$v,partfH»ifrif!an  .^  nIos  Juaoft^  ^Mbcjr^  por  apreci^oft^ 
oqf^epto  6  d^cirtoa,  ,H9l(<jN>6dfl  (decú-ae.^^.  Qb^n  cq^.tewwida^i 
lOUU  1^  4  WbWVdaa¿  i^.e^.opi^iguiaBt^  ft^>e,p)^rael<ea  J^ft  cp?T 

IW^íP^í^W©  í*«|P"»«fl ,^|abi«4e^dW<  «iWMfl  el  JWfifiept? 
terminante  de  la  ley;  y  por  consiguiente  no  fué  temerario, ^  f¿f|p 

^condenársele  en  costas.  ,    ..      .,  . 


098  TRiiutf Ai  Iümeso  m  jmhgía  . 

Vistos,  siendo  Ponente «l  Ministro  D.  Valentín  /Garralda.< 

Considerando  «pire  la  compraventa  es  na  contrato  aftnseasual  400 
se  perfecciona  éon  el  consentimiento  da  las  partes,  ajnque  haya,  ne- 
cesidad para  sn  Validación deque  se  extienda  po  escritura púbticaj i 
que  segnn  fe  ley  1.*,  tft.  18,  libro  10  de  la  Novfeiatfá  fteoepilaoloii»  loa 
retractos  debe  A  intentarte  dentro  de  loa  nueve  días  después  de  hacha 
lá  rentó,  en  cuya  tiempo  acudió  al  Juzgado  Francisco  Prieto  *  retraer 
la  fltica'de  que  se  trata  : 

Considerando  qué  lo  prevenida  en  el  art>  674  de  la  Ley  deBnJtú 
ciamieme  civil,  dé  que  los  mieve  días  se  cuentan  desde  él  otorga» 
miento  de2  la  escritora  de  venta,  eso  sólo  puédele r  cuando  la  escri- 
tura existe,  que  es  lo  ordinario  en  las  venta»  de  bienes  inmuebles, 
pero  no  cuando  como  al  presente  ¿que*  ne  se  ha  otorgado,  y  sé  ha 
consumado  el  contrato  con  «la  entrega  de  la  cosa  vendida;  por  loque 
el  literal  contexto  del  articuló  citado  no  ea  aplicable  por  ser  en<eete 
caso  imposible  su '  reclinación  ,•  y>  por  consiguiente  no  ha  podido  ser 
Infringido  por  la  ejecutoria  :  "  ■    • 

-  Considerando  que  no  es  oportuna  la-  cita  que  ae*  hace  como  de  doc- 
trina de  este  Tribunal  Supremo  respecto  á  la  condena  do  costas,  «por- 
que estas  «e  rigen  «Mámente  per  las  disposiciones  de  la  ley  &\  tíu  tt 
de  Ih  Partida  U.\  para  fes  de  la  primera  instancia»  y  las  contenidas 
en  el  tft.  n  del  libro  11  déla  Novísima  Recopilación  para  la  segunda, 
facultándose  en  la  primera  al* juagados  para  que  pueda  condenar  en 
ella*  al  litigante  que  no  tenga  razón  derecha  para  Htigar  : 

Y  considerando  qtie  habiendo  recibido  la  ¡  oosa  comprada  el  de- 
mandado; sin  haber  tfeeho  escritura,  cerno  de  ordinario  ee.  usa  en  el 
traspaso  del  dominio  de  los  bienes  inmuebles  ¿¿  tuvo  el  Juez  motives 
suficientes  para  convencerse 'de  la  temeridad  del  adqeireate,  eacrefio 
¿  la  familia  del  vendedor  y  amenazado  de  retracto*  la  sentencia  que 
conforme  con  fe  d¿  primara  Instancia  le  condenó  en  he  costas  wo  ha 
infringido  la  doctrina  citada  en  el  recurso;    •  . 

fallamos,  qué  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto*  per  Benito  Mosquera  contra  la  sea- 
tenéla  qué  eft  21  de  Diciembre  de  1M6  dictó  h  Sala  sqgtmds  de  la 
Audiencia  de  la  Coruña,  condenándole  en  las  costas  y  4  la  pérdida  de 
lá  cantidad  qué  depofcftó,  Ift  éunl  se  distribuya  con  arreglo  á  la  ley; 
y  devuélvanse  los* huios  A  la  referida  Audiencia -con  la  certificación 
correspondiente.  •■-'  »  ' 

Asf  'por  está  tiuéstrá  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gé&t*  i* 
Védríd  é  Insertará  eh  la  Cokceio*  hgühtüa,  pasándose  al  efecto  las 
eolias  ttóeeéattas,  lo  pronuneiamoá»  mandamos  y  firmamos.*»Mau!v 
do  García. = José  liaría  Cáceres. » Laureaoo  de  Arrteta.=*Valeotin 
6amlda,=*üoeqtrtn  Jaamar«t*osé  Fermín  de  Muro.=*F eraaode  Twea 
4etoa*s. 
Publicación: 
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Leída  y  publicada  fué  I*  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  Don 
Valentín  Garralda »  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de.  Justicia,  es- 
tando celebrando  audifettia  pública  la  Sala  primara  del  misino  el  dia 
de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de 
dicho  Supremo  Trlfconah* 

Madrid  91  de  Diciembre  de  tWfc*a]|ettigio  Fernandas  y  Rodríguez. 


COMPETENCIA.— SALA  SEGUNDA. 

;       ••  i         ...      ■.  ■  -  .    «o_. ,      :  , 

lli'LltfAD  i>b  una  ^critcra  de  vfc*rrA.— Sentencia  de  51  de  IHciem- 
firé,  decidiendo  á  fóvbr  del  Jue*  de  primera  instancia  dé  Lo- 
¿tosan  la  competencia  promovida  entre  el  mismo  y  el  dfe  igual 
clase  del  distrito  del  Hospital  de  Madrid,  acerca  del  conoce 
miento  de  la  demanda  dilucida  por  D.  Manuel  Gijon  contra 
Don  José  María  Benitez  y  otro  sobre  nulidad  de  una  escritura 

dé  vente.  '  ' 

.■•••.-.  .     .      .        . 

En  lo*  coíteTbÉiütfiH»  se  establece : 

!.•    piré  con  arreglo  al  párrafo  tercero,  arl.  S.0  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  ¿t  Juez  competente  para  Vonócer  de  los 
pleitos  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del  domicilio  del 
demandado,  ó  del  Itfgar  del  tontrato.  cuando  falta  tú  designación 
del  en  que  deba  cumplirse  la  obligación. 
'    2.1°    Que  es  impertinente  é  inadmisible  la  acumulación  de  nulos 
cúandb  no  cabe  comprenderse  en  ninguno  de  tos* casos  taxativa* tente 
marcados  para  decretaría  en  los  rrrtieulos  f57  j/  158  de  la  Ley 
fy  Enjuiciaimeñlo  civil. 
'  3."    Que.  al  dfcitnfcsé  tat  competencias >  no  son  de  apreciar  las 
cuestiones  que  se  refieren  éd  pleito  en  el  fondo,  las  cualei  se  reser- 
van íntegras  para  que  en  sur  caso  y  dia  sean  examinadas  y  resuel- 
tas por  M  Juez*  competente. 

En  la  villa  dé  Madrid ,  á  31  de  Diciembre  de  1869,  en  los  autos 
de  competencia  pendientes  ante  Nos ,  promovidos  entre  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Logrosan  y  el  del  distrito  del  Hospital, d*  esta 
capital,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  deducida  por  D.  Ma» 
iiueí  Gijon  ,  como  marido  do  Doña  f cresa  Cejudo,  contra  D.  José  Ma- 
ría Bcpítez  y  D.  Francisco  Vatqtiez,  sobre  nulidad  de  una  escritura 
dé  verita* 

,  Resultando  que  habítelo  litigado  en  1861  D.  Manuel  Gijon  en  el 
'Concedo  indicado'  cómrá  el  Ballet  amé  el  referido  Juzgado  de!  Dos- 


6M  TRiBtrtSAt  süranie  m  jwttcíía. 

pite  l  sdbreipágó  de  J9t  JfóO  ra.por  el  mecos  tfatór  de  una  casa  Ven- 
dida por  éstfe/^o roo  n^(fcd»éov  fdiécb ndtfttdd'ejmlit loríame n te  B6¿ 
nitei  á  abona*-  aU  Gijon  l*!e*pres*dtíoamtíd«fi ,  con  btvas  riwponaa» 
bilidades:         «'  •  "  •  )   \*     ■       ».  *í  ( ^  •  -        ■    :   .  -  .*. 

Resultando  que  para  bacer  efectiva  esa  surta ytosícdstes  m  tomado 
proceder  al  embargo  ufe  ^ni^d^áfeü(iér^í  IpBractitiadBs)  barias ^  «11  i- 
gencias  al  efecto ,  resultó  que  Benitez  carecía  de  bienes  para  pagar 
su  deuda : 

Resultando  que  á  consecuehtifr  o>  $flo  Gijon  presentó  escrito  en  7 
de  Abril  de  1868,  exponiendo  en  uno  de  sus  otrosíes  que  Benitez, 
después  de  hab&t&fejftfUjcfdt/lft  *enl4Qcty<<J$|vfttfl:  fe  26  de  Enero 
de  1867,  babia  vendido  á  D.  Francisco  Vázquez,  vecino  de  Guadalu- 
pe, por  escritura  de  16  de  Abril  del  mismo  año,  las  fincas  que  de- 
sfenaM  p+r  una  fcaptidad .japéaor  4*)*  miM.d^l  ju^Qprecip.j  j  $&- 
cilAndb  la  aocto»  persea!,  rfdiól*  faRoqtpiop  ,da  U  fjtpreaad*  ena- 
Jepitfofl*  ft  quq  me.  opndenaft  ¿  Ywpe*4  cms^^e  los  ¿áepfó  libres 
y  e*B^iqas  á  di&pítficipjvd#  detoapdw^q*  y  ¿I  Repite?  a  qpe.pasfira 
p^r :^ta.¡tí^la^pp;;  impon^dpi  $  ^fros.^  ^pj|^igpieale^  reitypn- 

Resultando  que  formada  pieza  separada  respecto  á  est£  plpjnapda; 
conferido  traslado  á  Vázquez  y  Benitez,  y  verificado  su  emplazamiento, 
para  lo  mal  se  libraron  exhortad  á  1^  Ju^ft^/^^ijfl^e^.jn^ncia 
de  Logrean  y  TaJaveratfM*  Re¿iyu  flcyoMó  V^p^al  ¿^togrofan, 
i  cuyo  partido  cppnespawta  sp  dont.i«ilip5,  apli^dt^do  sq'^icítraap 
compete  para  conocer  fa  la  defltaja<¿aMx  '^q^ri^se  de  jph|b{cijon 
al  Jue$.  exhortante»  fupc|fa<Josfl  $q  que*  no  #r¿  ¿wp^eatQ  Apypaul^V 
la  nueva  demanda  á  las  dilig$fywi&  qa^sa  sfguiap  e$  $  Ju^gadp  del 
distrito  del  floap^l  QOQHOuCOp«ec^nci^  4^ltjp^Q  Qftiiiifi  .j>or  -Gjjon 
contra  Jfepjtee»  -pprqije  la.aqum^^qoíi  ^óla  ^oc^d^ria  cq^pdo  cqp- 
sis\ieran  do$pleifos:q¥e,<giUre4a  defii»q(U  ^ad^^a  y  el  ^pedbeaie 
de  apremio  habia  diversidad  de  personas,  cos?^\ y. aqriqnes-.qap 
aqpejla  np  era  un  ¿nádente  de  &lev  ni,j>odia  U^po^o  c&íjScarsp  de 
tercería;  y .que.lwllAudWP  domiciliado  eif  (Jpa4pl\ipq,, situada? ¿n  la 
misma  >ylla  la^.ca^s  Qbjeta  del  üti^o, ,y  d^bjandQ^n  s«  caso  empe- 
garse en  ella  libres  y  expeditas  las  fincas  vendjdaa  por  Bepit^.  s,dk> 
el  Juez  de  Logrosan  era  competente  para  conocer  de  la  demanda ,  se- 
gún los  artipulo*  f ,  187  j[158<de  Ja  JLqy  d£  Epiyic^miei^o  civil: 

Resultando  qye  $  Juez^e  Logiósau  pojr.autq'dQ  12  de,  Agosto  de 
1868  acepdió  á.r  la  an'tqrjpF  petición ;  y.  recibido  ,el  'olido  inhibitorio 
por  e¿  Juez  4¿  *  esta « cfipiia)  ¿,  dictó  ostj?  sentencia  en  12  de  Febrero  ül- 
tin>of  que  f evocó, la  $&ty  ¡tercera  de  \f .  audiencia  dpi'  terjrílíjrjo  por 
la  suya  de  21  de  JfWíp,  siguiente  \  ejfc  la  /cual»  ipndá^dose  en'qyé  el 
objeto  de  la  demanda  interpuesta  por  Gijon  es  hacer  efectiva  la  con- 
denación ejpijmor^ ,  fjprpppdo  flpr  Jo  ?aptp  p^ta  de  1?  cjecuciop  de 
la  «eptencís  ai)tpri¿r;  en  qup  otando  w  él  Juzgado  del  Hospital  tpdoí 
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los  antecedentes  del  asunto ,  se  dividiría  la  continencia  del  pleito  si 
conociese  de  ella  otro  Juzgado,  y  en  que  el  competente  para  conocer 
de  los  asuntos  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  es  el  del  lugar 
en  que  debe  cumplirse  la  obligación ,  declaró  que  el  conocimiento  del 
presente  correspondía  al  expresado  Juez  del  distrito  del  Hospital : 

Resultando  que  éste,  en  cumplimiento  de  esta  sentencia,  ofició  al 
de  Logrosan  para  que  desistiera  de  la  inhibición  propuesta ;  y  que 
habiendo  insistido  en  su  competencia ,  ambos  Jueces  han  elevado  sus 
respectivas  actuaciones  á  este  Supremo  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  Zorrilla. 

Considerando  que,  con  arreglo  al  párrafo  tercero,  art.  8.'  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los 
pleitos  en  que  se*  ejerciten  acciones  personales  el  del  domicilio  del 
demandado ,  ó  del  lugar  del  contrato ,  cuando  falta  la  designación  del 
en  que  deba  cumplirse  la  obligación : 

Considerando  que  Gijon  ha  ejercitado  en  su  demanda  contra  Váz- 
quez, domiciliado  en  el  partido  de  Logrosan,  una  acción  personal, 
que  no  se  puede  calificar  de  incidente  de  ejecución  de  sentencia  del 
otro  pleito,  seguido  sólo  con  Benitez  sobre  hechos  diferentes  y  preten- 
siones distintas ,  que  desechan  también  como  impertinente  é  inadmi- 
sible la  acumulación  de  autos  solicitada,  porque  no  cabe  compren- 
derse en  ninguno  de  ios  casos  taxativamente  marcados  para  decre- 
tarla en  los  artículos  157  y  158  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que,  al  dirimirse  las  competencias,  no  son  de  apre- 
ciar las  cuestiones  que  se  refieren  al  pleito  en  el  fondo ,  las  cuales  se 
reservan  integras  para  que  en  su  caso  y  dia  sean  examinadas  y  re- 
sueltas por  el  Juez  competente; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Logrosan, 
á  quien  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid,  dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  su  fecha ,  é  insertará 
á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  tirmaraos.=Sebastian  Gon- 
zález Nandlu.=Manuel  María  de  Basualdo.=Antonio  Gutiérrez  de  los 
Rios.=Juan  Jiménez  Cuenca .=Manuel  Lcon.=Migual  Zorrilla. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Miguel  Zorrilla,  Ministro  de  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  boy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  91  de  Diciembre  de  1869.=»ftogolio  González  Montea. 


I    I 


)    . 


ÍNDICE 

CRONOLÓGICO  Y  CLASIFICADO 


ton  RECURSOS  1  AIDIUMIAS, 


DE  LAS  SEttEMCIAS  PÜBUCADAS  POR  LAS  SALAS  PRIMERA  T  SEGUNDA  DEL 
TRIBUNAL  SUPREMO  DE  JUSTICIA  El  EL  SEGUNDO  SEMESTRE  DE  1869. 


RECURSOS  DE  CASACIÓN  EN  ASIMOS  CIVILES. 


SENTENCIAS  DE   SALA  PRIMEE  A. 


Andieacm  de  Fecba 

donde  procedo  do  la  Pátina. 

el  racurao.         rantencia. 


ALBAC1CTB 


28  Setdre.  Mejor  derecho  á  la  obtención  de  una  ca- 
pellanía laical.— Declarando  haber  ligar 
rI  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Fernando  Balsalobre ,  en  pleito  con 
D.  Lorenzo  Alvcndea  ,  en  representa- 
ción de  su  hijo  D.  Santiago  y  ti  Minis- 
terio fiscal.  (5bnt.  xvm.  4Í.)«..v 169 


125  Novuri:.  Tercería  de  dominio.-—  Declarando  no 
iiauer  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Joaquín  Marta  Bravo, 
en  pleito  con  D.  Matías  Molina  y  el  Mi- 
nisterio fiscal.  (Sent.  nüm.  111.)-: I8Ü 


30  Novbrc.  declamación  de  ciertos  biéhee.-»- Decla- 
rando no  mtu-R  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Pascual  Iba- 
ñez  Pernandez  de  Córdoba  f  en  pleito 
con  su  hermano  D.  Antonio  Ibftflez  Ga- 
llarlo. (Sknt.  m'm.  \\9) • »••••     511 


698 

Audiencia  de 

donde  procede 

fl  recurso. 


ÍNDICE 


Fecha 

de  la 

sentencia. 


Página. 


3  Julio...  *Pago  <He  káravedts.  —  Declarando  no 
haber  lugar  al  rec ui-so  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Juan  Rubio,  en  pleito 
C09  p.  ffáro  .tytarp.  t(SEK|-.  nCé^.  ^)M..       17 


y 


5  Julio...  Tercería  de  dominio.  —  Declarando  no 
haber,  luca*  aj  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  José"  Boldú  y  Ripoll, 
en  pleito  con  María  Boldú  y  Juan  Cor- 
rades.  (Sent.  num.  7.) 


31 


BABCBIíO- 


9  Julio.  .  Restitución  de  una  finca  por  reiroven- 
fa.— Declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Don 
Francisco  Fatjó  y  Llampallas,  en  pleito 
con  los  sucesores  de  P.  Salvador  Fosch 
jp  üroquetas  y  D.  Diego  de  Moxó  y  \\- 
llalonga.(SENT.  n.Cm.  12.) 


9  Uctbrk.  Defensa  por  pobre.—  Decía ráTido  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Luis  Crue.lts  y  su  esposwr 
Dona  Josefa  Angucra,  en  pleito  con  Don 
Pablo  María  Grases,  otro  y  el  Ministerio 
fiscal.  (Sext.  k?m.  58.) 


56 


«2 


[ti  OcTunu.  Rescisión  de  una  eje cutoria.— Declaran- 
do no  haber  lugar  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Salvio  Elias,  en  pleito 
con  D.  Francisco  de  Paula  Aromjr.  (Sen- 
tencia num.  68.) < 


266 


11  Octbre.  Nulidad  de  dos  testamentos,— Declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Ramón  Olcinellas  y 
Romero,  en  pleito  con  D.  Hermenegildo, 
D.  José  y  Doña  Concepción  Olcinellas 
y  Tos.  (Sknt.  núm.  63.) ..t 


Í7i 


27  Octbrk.  Cumplimiento  de  un  «mlrafo. ^Decla- 
rando no  uarer  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D  Francisco  Pufg 
y.Puig,  en  pleito  con  la  razón  suuial  Ate- 
xaiujcr  LcruiHUQü.  (Sent,  nü*.  80.) 


JJ5 


CRONOLÓGICO.  M 

Audiencia  de  Pecha  »    '  ;  *  ' 

.dOBjfóprocede         de  la  »    •  '   Ptgfa*. 

«I  recargo.  sentencia.  '*  ■•  "    '^^ — 

•Mi     ')&  Oct»R&    Terccriñ  é*  dom*ita.-**'D«tílífratado  no 

fi  ■'  i  :  imbr  ld<mr  a!  rettf teb  de  casaciori  ioter- 

/   ''•*]■-  '     -s     puesto  jíorft.'IáfmaSocía»,  en  pleito  con 

.1       i.    ¡i   (io&  curadori»  iGstlhaentarios  del  menor 

.......     .....  D.  Juan  Costa  y  Casüs.  (Sewt.  nú*.  83.)*      *51 

5  NqyBBE.  Reivindicación  de  fincas.— Decorando 
..  .,  nó  haber  lugar  al  recurso  de  (fsacion 
'  '  interpuesto  por  D.  Jaime  TorraAbota  y 
consortes,  en  pleito  con  D.  Jáiml  y  Don 

Segismundo  Salarrutllana  y  Mauri.  (Sen- 

.'-•    -      «>    .,  TBNOU  NÚM*    89/)». ••  .»•  U»Wb..U.,.t.r  ?^>;  ,$|5 

■"      -  '  .     .     /  • 

^bm     •  •  « 

6  Novbre«  Pago  de  canlid&d. *-Declarandfo  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  I).  Francisco   Viinmara.el  pleito 

■•'  '^  I                con  D.  Jo*é  Simó  y  Fonctfberl*.  (Sen- 
"  '"  *  trnc!anum.'91.J.;.... 1 395 

BabobIiO-/  8  Novbbe.    üft'wndtcacton  de  fttent*.— Declarando 
^rjT         /  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 

■"-rtf  •■•••*.••      ..         terpnesto  por  D.  Antonio  SArriera  ,  en 
-i."  •*  4     '  pleito  cdn  D.  Francisco  de  Asís  Barriera 

Vótrbs.  (Sent.  num.  93.).. *M 

.      f     ti     H    ,      .     -      -T 

{  '     fei' SovbrE/  Potfo  rfc  ¿étofttfad. -^Declarando  no  ha- 

*  •  ■    '   n  r  ber  lugar  al  recurso  de  casaciori  inter- 

'w  puesto»  nombre  de  la  Compañía,  de  los 

ferro-carriles  de  Zaragoza  á  Pamplona 

y  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Mariano 

i  •    ■  -Pareltada.  (Sarff.  «tí».  108.) 1 472 

ItS  Nqvbre.    P*g0  de  cantidad**  ¿  indemnización  de 
<>'  ••'.■•»•    '    ''     perjuicios.— Declarando  no  haber  LucürJiv/a 
w"     .1    '■  ••*•'  «    al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
•  ■  '  D.'  Pedro  Mateu,  eri*  pleito  con  li  Agus- 

tin-Boada.  (Sent.  «tí».  117.) — i 501 

•' r|  ~'i  *  DicbrV...  '  KtliiiMtrta  éte  bienes.  —  Declarando  no 
«,.s  o    .1»      .      "  wa'biír  LitGÁh  al  ^tii'^o  de  casación  in- 
A  ;  kV    'I    «  .térnnreto'rtQr'fhfofcd  Querol  y  Piujó,  en 
»'v»    (í  '    *  '        Sello  ton  D.  WWePona.  (Sewt.  rc*.  1W.)-     W3 


?00  ÍNDICE 

Audiencia  de  Pecha 

d^ade* procede  de  la  htiíl 

el  recun*.         seatencia. 

9  Diubre.,  Cumplimiento  de  una  ejecutetia.— De- 
clarando haber  lugar  al  recareo  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  José  Mas  y 
Estaño!,  en  pleito  con  D.  José  Ollcr  y 
Mas.  (Surr*  y  Cu.  128.) 538 


/  •# 


11  Dicbre,.  Acción  ncgaloria  de  servidumbre.— toe- 
clarando  no  haber  lugar  al.  recurso  de 
casación  interpuesto  por  IK  Luis£  María 
de  Ferrer,  en  pleito  con  D.  Mantel  Ber- 
trand,  (Sent.  mí*.  133.) ¿ ,     57í 

_  *        i 

BabOEüO-  -M  Oicmb.-    Rendición  de  cuentas  y  pago  d$  canti- 

jfj^ \  dades.  —  Declarando  no  haber  lhgar  al 

recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Manuel  García,  en  pleito  con  D.  José 

Masana.  (Sest.  küm.  136.) , 589 

* 

[17  Picbre,.  Petición  de  Aerencúi.-- Declarando  so 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Pedro  Sanmarlí,  en 
pleito  con  D.  Francisco  Vives  y  consor- 
tes. (Se.nt.  niji.  138.) . 599 

r 

47  Dkbre..  Reivindicación  de  una  finca.— Dolaran- 
do  no  haber  lugar  al  recurso  dé  casa- 
ción interpuesto  por  Juan  Rius,  en  plei- 
to con  Juan  Palles.  (Sbkt.  siüv.  148.). . .     684 

#       # 

/l  .*  Octbre.  Terceria  de  dominio.—  Declarando  no 
'  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  curador  ad  titeé  de  los 
menores  Domingo,  Nemesio  y  Felipa  de 
Irusta i  y  Urionagoena,  en  pl£to  con 
D.  José  Domingo  de  Irusta  y  Olavarrie- 
ta.  (Swt.  wüm.  46.).. H3 

14  Octbre.    Indemnización  de  daños  y  perjuicios.— 
J  Declarando  ko  haber  lugar  al  recurso  de 

Bitboos. i.\  casación  interpuesto  por  D.  Estanislao 

de  Mugaburu,  en  pleito  con  la  ám presa 
del  ierro-carril  de  Tíldela  á  Bilbab.  (Se*- 
tkncia  nüm.  67.).,..... , Sg7 

SO  Octbre.  Percibo  de  cantidad  y  otorgamiento  de 
carta  de  tasto  y  cesión  de  acciones.— De- 
clarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
•  casación  interpuesto  por  D.  Miguel  An- 
tonio de- Ezaraa,  en  pleito  con  D.  Josa 
Joaquín  trastoca  y  otros.  (Seüt.  »«x.  71.)    Sil 


\ 


CROffOióeico.  101 

Aadiearia  de         Fecha 

¿fMetyocede         de  la  Página. 

el  recargo.         eeoteacia. 

'2S|  Novbjub.  Pago  de  cantidad  u  entrega  de  efectos.— 
Declarando  no  babA  wcab  al  recareo  de 
casación  interpuesto  por  D.  Santiago 
Pérez  Abas  cal,  en  pleito  con  D.  Fernan- 
do Pelavo  y  su  mujer  Doña  Agustina 
Pérez.  (Sent.  ncm.  118.) , 509 

BUBQO0...{ 

84  DkmBo    División  de  efectos  procedentes  le  una 

joci*U¿— Declarando  bo  haber  logar  al 

recurso  de  casación   interpuesto   por 

.     D.  Simón  Uozaga,  en  pleito  con  Don 

Juan  de  Videa  y  Garay.  (Sent.  m?h.  145.)     tol 

5  Novbab.  Nulidad  de  una  «¿«to.— .Declarando  no 
haber  LüGAt  al  recurso  de  casaron  in- 
terpuesto á  nombre  del  menor  D.  Vicen- 
te Toledo  y  Vacas ,  en  pleito  con  Doña 
Tomasa  Gorostiza.  (Sknt.  núm.  81.) 982 

* 

!4  Novbre.    Pago  de  marineáis.—  Declarando  no 

habeb  ligar  al  recurso  de  casación  ln- 

OaosBM  . .  (  terpuesto  por  Manuela  Cortés  t  Víctor 

Polo,  en  pleito  con  Doña  Rosa  >  Doña 
Laureana  Luceño.  (Sent.  ncm.  1<$.)....     475 

29  DifaBE.    Propiedad  de  unos  bienes.— Declarando 

no  uabeb  lugar  ai  recurso  de  dasacion 

interpuesto  por  la  Marquesa  de  faredes, 

en  pleito  con  la  Condesa  viuda  ¡de  Bor- 

\  nos  y  otrts.  (Sent.  mím.  151.)- .. ./....      679 

i 

9  Octbre.  Desahucio.— Declarando  no  hab}  r  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Antonio  Santana  Suarez,  eft  pleito 
con  D.  Francisco  Ramírez  Robairja.  (Sen- 
tencia m5m.  48.) v 207 

4  Octbre.    Reducción   de  alimentos.—  Decorando 

^0  HABER  LUGAR  EN  PARTE  y  EN  PARTE  HABER 

logar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Salvador  Rumeu,  en»  pleito 
con  Doña  Micaela  Izquierdo.  (Sbít.  nU- 

MERQ51.) .1 218 

5  iat».  • »  Reforma  de  un  inventario  de  bienes.— 
Declarando  no  haber  lugar  al  recurso 

OomufiA,*,  {  de  casación  interpuesto  por  Miguel  Rey. 

en  pleito  con  D.  AJagel  Muifio.  '(Sbntui- 
cu  iris,  9.).. ............  ...•,.......•       11 


TM 


ÍHDKt 


Audi«ncit  i¡o  Fueh» 

jlanje'prucpda  de  la 

el  rururso.  semencia, 


k¿ 


.'  Octibk.     Ht vindicación    de  bienes  vinculados.— 

■  Declarando  m  uetin  luom  ni  réctrso  da 
■  ■  •-•■  •'■  íflMfwlon  rfltrrptwsto  por  D.  José  f ereira 

Ovallft  y  Wnuurfws ,  en  pleito  contra 

■  M»ría  GoifzaWfl  Breíry  otros.  (Sentencia 
vcmikaf  n.).:....i..\ 

8  Gujbbb.    Jtreerim,  itdtHirinio^rfytylWtoido  m 

i-...i  '  HiHER.ircvftal  recurso  de  casación  in- 
.1  .,-.  ,  iHrpueslo  .por  Josefa,  Bodriguez  y  Sua- 
rez,  «i  iiluito(;on  José  Bumno  Cacheiro 
y  oíros.  (Sen».  h6«.  $7.) i 

I»  (Jome.  ÍI«ít»MiiitcaeíoB  &  W*n*f  (f  it^ífiíiuiB- 
L  ,  , .  cían  de  p*r juicios. —Declarando  w>  babeb 
<   /  m«ab  ai  recurso  de  casación  interpues.- 

, .  ,  .  .  U>  por.P.  Manuel,  i¡«  Cea  Gándara,  éh 
pleito  con  Ü.  Juan    füanuel  de ;  Castro. 


íSemf.\ch  m)«.  7Í.). . 


306 


E.  kmitueion  dé  bienes.— Declftníndo  no 
iubea  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Silvestre  Vilas,  en  pleito 
con  Domingo  García  Martines  y  otros. 
(SENTENCIA  ni'*.  8í.) ¡ $H 

lU'ücTiwie.  NuitSai  da  uta'  «nía..-*- Declarando 
no. mau  .LiwiB  al,  íeeurso  de  casación 
interpuesto  por  Anttnio  Brandan,  en 
pleito  cou  au  liijD  Pedro.  (Sent.  sfn.  86.)      361 


33C 


8  Dicbre..    Nulidad  de  dos  escrituras  y  rekindica- 

■    cien  de.  tina   caso.-r  Dcclaraaiio.  so  «aubv 

i.uuin  al  recurso  de  casación  interpues- 

.  to  faoí  Doña  María  del  Pilar  Oleode  y 

•  Lira,   eli  .pleitn.  ton  '!>.  Bernarda  Anto- 

"■  , ,    flip  Pórtela  $'  otro.  (Sent.  nüh.  1S5.)... 


I  10  Dicbbe..  Reivindicación  de  bienes  vinculares.— De- 
I  _  clarando  no  babeb  lugar  es  paute  y  en 
f  '  'mIité  Saber  lmah  al  recdMokle  casación 
4-  iiiWrpnesto  por  José  Benito  Vázquez. 
j  '  ■■  en  pleito  Con  Ji*é  v  Juan  Martillea  >..  ■  "> 
I  otres.  (Swrr.  ticit;  18Í.) 4. 56) 


Audiencia  do 

émdt  procede 

ol  recurso. 


Coru&a... 


cronológico. 


Fecha 

de  la 

sentencia. 


7fó 

fitina. 


81  Dicton*..  J&ffttifo. — Deda  ramio  no  haber  lugar 
al  recurso  de  rasaeion  interpuesto  por 
Bonito  Mosquera,  ón  plpüo  con  Fran- 
cisco Prieto.  (Sekt.  nüh.  154.)...» 


690 


5  JuMOf  .  Mejor  derecho  ú  ¡oí  bienes  de  unos  ma- 
yorazgo* extingidos. — Declarando  no  iu- 
ber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  0.  Jos^  María  la  Puerta ,  en 
pleito  con  D.  Cnstóh&l  Pérez  del  Pul- 
gar Fernandez  de  Córdoba.  (Sent.  nu- 
mero 6.)... 


22 


8  Octpre.  Nulidad  de  una  escritura  de  twtfa.— De- 
clarando no  ha*er  lugar  al  recarso  de 
casación  interpuesto  por  Cecilio  Rivera 
Cobos,  fcn  pleito  fíon  Isidro  Cervantes 
Illescas  y  otro.  (Sent.  nüm.  55.) 


229 


GbanadA  . 


9  Octbré.  Defensa  por  poftr¿.— Declarando  ko  ha- 
ber lucar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Doña  Dolores  llera  ud,  en 
pleito  con  Dofla  Francisca  de  Paula  Me- 
nacho  v  el  Ministerio  fiscal.  (Seüt.  nú- 
mero 59.) é 4 


844 


[28  Octbrb.  Poqo  <te  tn*rat*tfw. —Declamando  no  ha- 
nttft  lugar  al  reenrso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Pascual  Rodríguez  Gar- 
cía, en  pleito  con  D.  Joaquín  Marín, 
como  marido  de  Dofla  Joaquina  Cañete^ 
(Sentencia  nüm.  76.) 


\ 


HabawA 


13  Picure.  Reivindicación  de  un  bancal  de  /ier- 
ro.—Declarando  haber  ligar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Pe- 
dro Martínez,  en  pleito  con  D.  Francis- 
co Cervantes  Martínez.  (Sent.  nüm.  134.) 

4í  bctflRfe.  tfberitid  a*t  utiWbi  eiehvoJ.— Declaran- 
do So  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Doña  Rafaela  Ro- 
dríguez, en  pleito  pon  el  Síndico  del 
Ayuntamiento  de  la  misma  ciudad.  (Sen- 
t¿¿C!A  m)m.  Ti.) 


324 


583 


328 


Audiencia  de  Fecha 

dppde  procede  de  la  Págtat. 

el  recargo.         sentencia. 

/  8  Novfins.  Paga  de  maraimiii.~-Declaraodo  no 
haber  lugar  al  recorso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Ignacio  Bernabpu.  re- 
presentante de  los  herederos  del  pri- 
mer Conde  de  Casa  Ponce,  en  pleito 
con   Doña  Concepción  Crespo  y  Ponce 

WáBtw.     )  de  León.  (Sbnt.  ni*.  92.). ..•. 401 

Habana.  .,<  . 

9  Novbre.  Cumplimiento  de  un  contrato  de  venta.— 
Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Antonio  de 
la  Torriente  y  otrop,  en  pleito  con  el 
Banco  de  Comercio  de  la  misrqa  ciu- 
dad. (Sént.  nüm.  94.) r 418 

8  Julio.  . .  Pago  de  maravedís.— Declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casa  clon  in- 
terpuesto por  Doña  Cesárea  Iztguirre. 
en  pleito  con  D.  Manuel  Soler  y  Don 
Ángel  Mansilla,  testamentarios  de  Doña 
María  de  los  Angeles  Quiroga  y  Gonzá- 
lez. (Sent.  NtíN.  2.).. 


•  ••..•■•••••••a* 


10  Jumo...    Rescisión  de  un  contrato.— Declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
.  interpuesto  por  D.   Alejandro  Aparicio 
y  Vega ,  en  pleito  con  D.  Fructuoso  Mar- 
tin. (Sent.  :<Cm.  15.) « 70 

« 

|12Jvuo...    Pago  de  maravedís.— -Declaratorio   no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Fermín  María  Alvarez, 
Madrid.,..  {  como  marido  de  Doña  Eulalia  Qbicoer- 

rotea,  en  pleito  con  D.  Emilio  Nuñez. 
(Sentencia  nüm.  17.) 89 

[29  Sf.tbre.  ¡Utilidad  de  una  escritura.— Declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  da  casación 
interpuesto  por  D.  Ciríaco  Revuelta,  en 
pleito  con  D.  Lorenzo  Herrera,  y  por  su 
defunción,  con  sus  sucesores.  (Sekt.  nu- 
mero 43.) 177 

9  Octdre.  .  Pago  de  cantidad  y  presentación  de  un 
pa garé.—  Declarando  no  haber  lugar  al 
L  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
;  Luis  Franco  Alonso,  en  pleito  con  Bon 
\  José  García  Solfs,  marido  de  D<$a  Emi- 
\  lia  Avecilla»  bija  y  heredera  de  D.  Fa- 
t  blo  Avecilla.  (Srnt.  nüw.  a.)..,,, 


dlonos^ico. 


Audieaeit  de 

dori*  procede 

el  reciírw. 


Fechi 

de  li 

sentencia. 
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,20  OciBRBn,  P<tf0  ¿« maratwffi.—  Deciwodo  no 

.,  haber  lugar  al  recurso  de  casacién  in- 

:.      térpuesto  por  parte  de  la  Compañía  dft>..     u 

'  los  caminos  de  hierro  del  Norte  de  Es- 

.    paila/  en  pleito  con  D.  Domingo  San- 

derre.  (Sent.  num.  73) 310' 


28  Octbre.  Rém*dicaci<m  de  mnos  ferrbibJ.—  De- 
clarando no  h*abér  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Felipa  Caro,  en 
pleito  contra  Dofid  María  Vargas  Calde- 
rón y  los  'herederos  de  su  marido  Don 
•     • '  Francisco  Navarro:  (Sent.  nl'm.  78.).... 


880 


I 


■  •! 


Madbip 


13  Novbre.    Pago  de  cierta  cantidad.  —  Declamando 

no  haber  lugar  al  recurso  de  canción 

■i    '"     interpuesto  por  D.  José<Mamon*  til  Ola- 

'    neta,  en  pleito  con  D.  Yiccnte  Riman. 

/  .      (Sentencia  num.  =99;).. .  < 1 434 

16  Norata.'  Nulidad  de  una  escritur a.  —  Declaran- 
do no  haber  logar  al  recurso  dfe  casa- 
i  cion  interpuesto  por  Doña  Ramona  Ber- 

/•'  •  nardo  y  Fernandéjí,  en  pleito  con  An-  „  „  .  *, 

I  drés  Menendez.  (Sent.  num.  102.)..  .vf:\c  *  ñT 


• • 


H  !»« 


22  NdvmtE.  Pago  de  mafat^í.— Declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casaciori  inter- 
puesto por  D.  Pablo  Cayetano  (jippini, 
en  pleito  con  D.   Bernabé  A  roe  i  (Sen- 

,  TENCIAiNÜH.    1Q0O.  •  ,,...«,,.»»  .•■«X  ....  • 

.  •,    •        ••  •  .  •    .  '  i 

129.  Noybrr.»   Mejor  derecho  á  un  legado.— Declarando 
<¡            no  haber  lugar  al  recurso  de  caiacion 
interpuesto  por  D,  José  Doncel  f  ln  re- 
presentación de  su  hijo  D.  Eduarlo,  en 
pleito  con  Doña  María  de  la  Concepción 
,  . .    t  Blanco. y  Jim^e?;M(SENTf,i5úMr  ^16.) 


463 


497 


¡  • 


:•<  'ii 


J>Ti 


hm  ,  J21  DmRE.,,jJ>a00  <te  réjitofi  je  censos  y  derechos  de 
.,.,  i,|          -..?    cincuentena  ó¡  Iméentip.— Declarando  no 
.     .  .  haber  lügar<  al  rfleusso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  Ministerio  fiscal,  en 
pleito  con  el  Marqués  de  Benalúa.  (Sen- 
ít      i.*.--   i     .trncianUm.  141.),  .ft.  .^^m¥./.  4*|. 


610 


M 


•    i 


'     i 


22  Dictas.  Propiedad  de  la  mitad  de  una  lasa.-* 
Declarando  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Juan  Pertz  Var- 
gueño, en  pleito  con  Dionisia  Sánchez 
Perea¡.  (Sent,  mi*.  148.) 626 

U«  45 


7tt  Itorri 

Atritoajia  é»         Pecha                                                                          Mk  ,i%  . 
Mftffa«4*          de  la                                                                           niNUh 
¿1  recvrio.  wnlencia.  ...  

M  BicÁtic     fttiritióti  d%  uú  tonlraih  efe  ttafá.— De- 
clarando *o  haber  tttjAR  al  r^ufso  de 
JCadbiíJ;..}  casación  interpuesto  por  D.  Francisco 

ItiVfts  Vélenmela,  en  pleito  con  D.  Mi- 
guel  Lobo.  (Skht.  nC*.  153.) 686 


,10  J«ue...  49W101  mí  etcmlca  d<  «M  iwWf  d  ac- 
WÍtnfal  tí*  seguro*  «taHfimo*.— Declaran- 
do no  haber  luía*  ai  recurso  de  ca&cion 
,  interpuesto  por  parte  de  los  hijos  y  he- 
rederos de  Á.  Juan  Villalonga.  e&  plei- 
to con  ,D.  Sebastian  Sancho.  (Sen*,  nu- 
mero 16.) r 75 


W  Octríe.  Petición  de  herencia,  —  Declara jido  no 
híber  lucAr  al  recurso  de  casacfon  in- 
terpuesto por  D.  Francisco  Aleñar  y  Don 
Rafarl  Molina,  en  pleito  con  D'.  Juan 
Ferrer  y  Vert.  (Sent.  nüm.  85.) 360 

iiü    M  novias.    Pago  áe  eántided.  —  Declarando  haber 
lf¿4ttA>fiQA'{  lugab  al  recurso  de  casación  interpues- 

to poi*  b.  Antonio  Mendivil  y  D.  Gajro 
Fioli  en  pleito  con  la  sociedad  Cala  I  ana 
general  de  Crédito.  (Sent.  nüm.  100.)...      4M 


[10  Dicbbe.  Cumplimiento  ié  una  donación.— ^Decla- 
rando haber  lugar  al  recurro  úÁ  casa- 
clon  interpuesto  por  D:  Hfgíiéí  Garau, 
en  pleito  «in  su  hermano  D.  Jliguel 
edrafi.  (Sent.  aü*.  190.) «4 565 


t  *.  < 


ié  OiriRtr.  Abonó  dé  perfutbios  .--ÜeiClBTñTidá  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
ta) fcdr  tablti  RóseMló •,  en  pleito  con 
D.  Jttari  ftilüU  y  Gottásema.  (  Sentencia 
KfiUBRO  151). .:;.:.*.. ; MI 

16  Notirr.    Nulidad  d$  Ma  «feNJura.—  Declaran- 
do no  hader  logar  al  recurso  de  casa- 
.     t  oton  thter puesto  peft  el  curartoí»  od  liiem 

0VXQoO..i«{  de  los, menores  Doña  Jimena,  Doña  Sa- 

blni,  D.  Martinlano  y  D.  Rosendo  Bra- 
vo y  López,  en  pleito  con  Rosendo  Gon- 
zález Albuerrte.  (Sent.  m)m.  101.) 444 


Audiencia  de 

éénéé  pfrocedo 

el  recurso. 


caowuteico. 


Fecbt 

de  la 

sentencia. 
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Gctbre.  Adjuáidaeion  de  tofh  fine*.**  Declaran- 
do no  íiAbEn  tutUR'al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  '0.  Manuel  José  Mu- 
ñoz, en  pleito,  con  D*.  Manuel  Ruiz  Ta- 
gle.  (Señt.'  núm.  49.).  /i j . . . . 


210 


SErvTl*I«4~...< 


18  OorthE.  Jfófttndtaicién  «1^  tina  «a«o^-r-De<iaran- 
do  no  habeh  logar  al  recurso  dej  casa- 
ción  interpuesto  ppr  D.  Valentía  Car- 

'      •  ■•■    ranza  y  consortes,  ea  pleito  con  Don 

i     Higinio  decirla.  (Siat.  núm.  71.)../...      301 

4 

3  Notbre.  Mejor  derecho*  A  k¡$  biene*  ié  ti*  Inayo- 
razqo.  —  Declarando*  no  haber  luAr  al 
recurso  de  casación  interpuesta  por 
D.  Juan  Urtns-austdgui ,  en  pleito)  con 
D.  Juan  Ponte ,  como  marido  de  Doña 
María  Urtds  auslegui.  (Sent.  nu*.  ti.)..      370 


24  Dicbre.  Nulidad  de  unas  enajenaciones  y  reivin- 
dicación de  las  fincas  objeto  de  ellas. — 
Declarando  no  haber  lugar  ai  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio 
de  AlcAzar  y  Aguayo  ,  en  pleito  con 
D.  Francisco  ÍVrefc  Gil  y  otros.  (Sen- 
tencia nCm.  146.) 


638 


Supremo 

Tribunal  üe 

Guerra  y 

Marina.' 


,\ 


25  Setbre.  Nulidad  de  un  contrato.  —  Declarando 
no  haber  locar  al.  recurso  de  canción 
•  interpuesto  por  Doña  Josefa  Vallárcel 
He  Vandewalie  .  Marquesa  viuoja  de 
Güisla-Guiselin»..  áus*  hijos  y  nietos ,  en 
pleito  con  D..  José  Abreu  y  Lujan.  (Sen- 
tencia NIH.  ¥¡>)é...i:.K 


< 


150 


Valencia 


II  Juti«\ . .    Hhmidieátüm  ún  Wna  «Mfl.-^Dfcciaran- 
do*NO  HAfatK  meift;  al.  :recurso  delcasa- 
ctoii  itíterpqoslD  por  Sebastian  Piulo  é 
1        .    I  bañéis;  on<  ploito-cóft  Agustín  Gajcés  y 
Bbsch.  ^Sent/.jíOi.  18^. 

II  NevsRE.  Rewindic*eim  4n  fnca$t*~  Declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Ramón  Rey  y  con- 
sortes, en  pleito  con  Doña  Teresa  Rey 
y  Borras  y  otros.  (Sent.  num.  97.)í.. 


93 


•  •  • 


428 
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Audiencia  de  Pecha 
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Í0  Novare.    Regulación  y  pago  de  alimentos.— Decla- 
rando   HABER  LUGAR  EN   PARTE  al   TeClirSO 

de  casación  interpuesto  por  el  curador 
de  la  menor  Doña  Manuela  Sabas  Alarán, 
en  pleito  con  D.  Estanislao  Marán  y  Lei- 
va.  (Sent.  num.  105.) 457 

|S0  Novbrb.  Pago  de  maravedís.  —  Declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  los  curadores  de  Daña  Ju- 

Vammcta  <  ,ia  de  ,os  AnC08«  en  PÍeito  con  ft.  Ono- 

1A  a  ffe  D  Mar¡ano  y  0#  Lu¡s  Larcada  y  Llo- 

pis.  (Sent.  num.  121.) ; 5^5 

'ti  Dicbrb.  Pago  de  pensiones  de  un  censo.— Decla- 
rando no  haber  logar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  la  comunidad  de 
religiosas  carmelitas  descalzas  de  Corpus 
Christi  de  Valencia,  en  pleito  con  la  ra- 
zón social  Hijos  de  Reig  y  compañía  y 
el  Ministerio  fiscal,  en  representación 
del  Estado.  (Sent.  num.  142.) 620 

f!3  Julio.,  .  Cumplimiento  de  una  ejecutoria.  —  De- 
Clarando  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Mariano  Sai- 
cedo  y  D.  Antonio  Terrero,  en  pleito 
con  el  Ministerio  fiscal,  en  representa- 
ción del  Estado.  (Sent.  num.  22.) 105 

1 25  Srtbre.    Reivindicación  de  bienes.  —  Declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto   por  D.   Ramón  Barriuso, 
como  marido  de  Doña  María  Candelas 
Vai/lado-  /                Blanco  Herrero,  en  pleito  con  D.  Julián 
MD...V.V  Perez  Alonso'  (Sbi,t-  ***•  MJ 1*5 

8  OcTBRt.  Tercería  de  dominio.— Declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Vicente  García  Diaz, 
en  pleito  con  Julián  García  Delgado  y 
otros.  (Sent-  num.  56.)- «¿33 

19  Novbrc.  Entrega  d*  varios  bienes.— Declarando 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Manuel  Federico  Gon- 
zález Santana,  en  pleito  con  su  herma- 
no D.  Baltasar.  (Sent.  num.  108.). 451 
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22  Noybre.  Pago  de  maravedís.— Declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Daniel  Navas,  en  pleito 
con  D.  Remigio  Cordero.  (Sent.  nc*.  107.).     167 

24  Novbre.  Liberación  de  las  fincas  de  una  quiebra 
y  percibo  del  importe  de  otras  vendidas.— 
Declarando  no  haber  lugar  al  recurso  do 
casación  interpuesto  por  la  Comisión  li- 
quidadora del.  Banco  de  Economías*  en 
pleito  con  los  síndicos  de  la  quiebra  de 
Doña  Martina  Escudero.  (Sent.  kui.  110.).     477 

30  Küvdue.  Denegación  de  alimentos.— rDeplñrando 
no  iuder  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Doña  Estefanía  Arroya- 
ba, en  pleito  con  D.  Francisco  Javier 
Arnaiz.  (Sent.  nCm.  120r) 518 

7  Dicbre.  Nulidad  de  un  testamento  y  validez  do 
otro  otorgado  con  anterioridad.— Decla- 
rando no  iuber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  Doña  Manuela 
Casas,  en  pleito  con  Doña  Josefa  Araujo 
García.  (Sent.  nCh.  127.) 531 

27  Dicen*;.  Entrega  de  dote.— Declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Vicente  Alvarez  Ramos,  en 
pleito  con  Doña  Petra  Martínez  del  Olmo. 
(Sentencia  num.  1 47. ) 647 

27  Dicr.RE.  Nulidad  de  un  inventario.— Declarando 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Doña  María  Isabel  Sánchez 
y  sus  hijos  D.  Pedro  y  D.  José  Moyano, 
en  pleito  con  D.  Rafael  Casado  Bcrce- 
nielo,  como  marido  de  Doña  Carmen 
Moyano  Sanche?.  (Sent.  nüm.  149.) 657 

5  Oci'brf.  Tercería  de  dominio.—  Declarando  no 
hader  lugar  al  rfecurso  do  casación  inter- 
puesto por  D.  Manuel  Gabin  y  Estaun, 
en  pleilo  con  Miguel  Palacio.  (Senten- 
cia M'M.  53.) 223 

9  Octore.  Pertenencia  de  aguas  y  su  distribu- 
ción.—Declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el 
Ayuntamiento  de  Tarazona ,  en  pleito 
con  el  de  Santa  Cruz  de  Moncayo.  (Sen- 

'  T  ENCÍA  NtM.    uU>)  ••  it  •»•••«•»•#  t « •  •  •  *  1 1  f        247 
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donde'  procede 

el  recurso. 


■  :•!.  /i- 


Fecha 

de  la 

gentencia. 


Pagint 


9  Dícbre.  Nulidad  de  una  éamlur*.^  Declarando 
no  kabbi  logar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Francisco  Guillen  y  Joa- 
quina Puyol,  ún  pleito  con  Doña  Josefa 
Blanco.  (Sekt.  núk.  129.) 


ZABAQOgA 


.   f 

r  ■  ' 


,\ 


15  Dichas.    Pertenencia  de  tos  bienes  de  una  kapella- 
nia. — Declarando  no  haber  lugar  al  recur- 
"               so  tfé  casación  Interpuesto  por  el  Minis- 
'  -terfo  fiscal,  en  pleito  con  Don  af  Teresa 
*rv  .  Plerrad.  (Sent;  num.  137.) 


i 


éí^NTElíCIAB  DE 


BSQÜKI)^ 


Babcblo- 

NA 


í 


22  Dicbrí.  Defensa  por  pobre. — Declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Juan  Beneseit,  en  pleito 
con  D.  José  Godina  y  el  Ministerio  fis- 
cal. (Sent.  núh.  144.) * 


561 


592 


GB AÑADA. 


i  > 


6  Julio.  . »  Rescisión  de  un  contrato  é  indemniza- 
ción de  perjuicios. —Declarando  ifc>  haber 
,  lugar  a|  recurso  de  casación  que,  fun- 
dado en  las  causas  6.a  y  7.*  del  artícu- 
lo 1.013  de  la  Ley  de  Enluiciátoiento 
.éivil,  interpuso  D.  Osear  Stevens  Cou- 
pez,  como  socio  liquidador  de  la  de  Vi- 
taiy,  Picard  y  compañía,  en  pleito  con 
D.  Pablo  Cambon  y  otros.  (Sent.  num.  10.) 


44 


i  Octbre.  :  Retracto.— Declarando  no  haber  lugar 

r/       !   ;     al  recurso  de  casación  interpuesto  por 

Habana     I  >       D.  Gregorio  y   D.  Mateo  González ,  en 

"       : .     .    .    pleito  con  D.  Joaquín  Amat,  como  ma- 

.  r« .  i  .  rído  de  Dona  María  Josefa  Diaz  Damiel. 

(Sentencia  nCm.  30.) 


*»' 


f't  Julio v . (   Dwa)iwcio.~DecIarando  no  haber  lugar 
•'•  '     '  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 


D.   Lorenza    Valbueno    en    pleito  con 
D.  Pió  Martin.  ÍSent.  num.  1.).../ 


) 


Madrid-.  . . 


:f 


:6  Jvuo...  Defensa  por  poére.— Declarándolo  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación -inter- 
puesto por  D.  Eduardo  Verdegay,  en 
pleito  con  D.  Felipe,  Martínez  y  el  Mi- 
nisterio fiscal*  (Sent,  nüm.  9.).., 


215 


3 


II 


Audiencia  de         Ficha  »  hk-im* 

éeae>  procede  ie  la  raf»i. 

él  recargo.         gentencia.  - 

U  Novbrs.    Payo  ¿e  canliVbMi.— Declaratudo  no  ba- 
bea LUfAR  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  José  María  Peñaranda, 
.      -  en  pleito  con  í).  Ángel  Fernandez.  (Sen- 

tencia  «d».  98.)...»* M1 

Ii6  Novbre.    Doafcttcio.—  Declarando  «o  h*er  lu- 

gaa  al  recurso  de  casación  Interpuesto 

Madh1D...<  pofr  D.  Antonio  Tettaz ,  en  pleito  con 

D.    Juan    Antonio    Rubio,    (gummi 
nU*ebo  111) i w° 

87  Novwb.    Pagfo  de  derechos.—  Declarando  no  ma- 

bfji  LccAR  al  recurso  de  casaciflh  en  la 

.  .  forma  interpuesto  por  D.  Juan  Antonio 

Asensio,  en  pleito  con  D.  Gregfno  Fer- 
nandoMSt*t.  *«■.  1».)*  •*•*•* tw 

« 

27  Novbae.    Dedinaloria  di  jiiritiiccion.t-Vec\*- 
rando  no  ha  debido  admitirse»  por  ex- 
temporáneo el  recurso  de  casación  ln- 
taviz»4..«-i  terpnesto  por  !).  Eladio  BernaJdez,  en 

*  pleito  con  D.  Baltasar  Alvarei .  como 

marido  de  Dofla  María  Antonia  H^algo.     - 
(Sentencia  m)m.  114.) < V      Wl 

* 

APELACIONES 
m  w  mura  suo  amito»  *l  unan  ib  casados. 


BMITBKOIAB  DB  BALA.  aEOUNDA} 


,  12  Jijuo.. .  fledattcid»  de  concar*  «ereMgo.— Re- 
vocando la  providencia  apela*  dene- 
gatoria de  (a  admisión  del  re  A  r  so  de 
casación  interpuesto  por  D.  >uciano 
Pasques,  en  pleito  con  los  tutoris  y  cu- 
,  radorrs  del  im>Bor  D.  Mariano!  Balllés 

fcABeKl0. .)  y  D.  Ildefonso  Boux.  (Sent.  núhj  19.)... 

lá  Julio*..  Cttmp/imuaío  &  mío  fj^ttíond.  —  Re- 
vocando el  auto  apelado  denegatorio 
de  la  admisión  doí  recurso  fle  casa- 
ción interpuesto  pot  D.  Pedro  Cisa,  en 
.pleito  con  i),  Manuel  Riva.  (JJbntwcia 
íiühao  M.)r.fM,M ♦...»* 


97 


t\% 


'H2 

Aodicncia  de 

donde  procede 

el  recurso. 


ÍKB1CÉ 


Fecba 

de  la 

sentencia. 


ftffet. 


» •  •/ 


t  :> 


i< 


*fj 


flf.  Juna.  •    Restitución  en  la  posesión  de  uno»  fre- 
ne*.—Confirmando  Ta  providencia  ape- 
lada, denegatoria  do   la   admisión  del 
1   '     recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
•   -        Francisco  Rámotí  Xiques,  en  pleito  con 
D.  Salvador  Jofrév  otros.  (Sent^'hüji.  25.) 

23  Setbke.     Tercería  de  preferente  derecha  y  de  do- 
minio á  unos  bienes  embargados. — Confir- 
,  mando  la  providencia  apelada,  denega- 
'  toria  de  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto,  por  D.    Toqiás  Bar- 
rena,  como   curador  ad   litení  de    los 
*    menores  Pedro  Mana  de  Achay  Oyar- 
zábal  y  hermanos,  en  pleito  con  D.  José 
'i    ;  Sufldt  y  otros.  (Sent.  num.  35.).' 

•  r 

5  Octbkh.  Nulidad  y  donación,  legados,  institución 
y  sustitución  de  herencia  y  adjudicación  de 
bienes  y  herencia.— Confirmando  el  auto 
'  apehvlo,  denegatorio  dfc  la  admisión  del 
recurso  de  casación  íntcrpuesto«por  Don 
Andrés  Busquéis  y  hermanos, 'en  pleito 
con  los  albacens  testamentarios  de  Don 
Migtfel  Pujol  y  Padró  y  otro.  (Sest.  kü- 
'      .rato  3i.) ,• 


US 


142 


926 


i  - 


jrJBAHClELO- 

WA MIOctbre.     Pago  de  cantidades.—  Revocando   las 

providencias  appjndas  por  las  que  se 
denegó  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación y  se  admitió  el  de  injusticia  noto- 
ria, interpuestos  por  la  sociedad  de  los 
ferro-carriles  de  Tarragona  á  Martorell 
Y  Barcelona,  en  pleito  con  la  Comisión 
liquidadora  de  la  sociedad  Crédito  Mo- 
biliario Barcelonés;  y  admlMeado  el  re- 
ferido de  casación  sin  necesidad  de  de- 
pósito. (Sent.  rúm.  64.) 878 

1 1  OcrtmE.     Tereeria  de  dothinio.-* Confirmando  la 
sentencia  apelada,  denegatoria  de  la  ad- 
;     irrisión  del  reenrto  de  casación   inter- 
puesto por  Teresa  Casamitjana,  $n  pleito 
con  Luisa  Pagos,  en  el  concepto  de  lu- 
•■'      tora  y  curadora  de  sus  menores   hijos. 
-  '      (SENtEttu  nüm.  68:) r«*4*i»      S9I 

27  Dicbíie..    Pago  de  pensiones. — Confirmando   Ik 
providencia  apelada,  denegatoria  de  la 
*•  '    admisión  del  recurso  de  casacián  inter- 

puesto por  D.  PalrtdioBuxcda,  en  pleito 
con  Ja  .Abadesa  y  religiosas  del  con- 
vento dé  San  Antón  y  Santa  Clara  do 
aquella  ciudad.  (Sot.  mvm.  ISO.}../....     670 
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CRONOLÓGICO.  tl3 

Audiencia  de  Pecha 

doiMto  procede  de  la  Pagina. 

el  recurso.         sentencia. 

16  Octbre.    Declinatoria  de  jurüdüúion:-*  Confir- 
mando la  providencia  apelada,  denega- 
toria de  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
BubOOS...^  '  '    sacion,  interpuesto  por  D.  Félijt  Moral, 

en  pleito  con  D.  Policarpo  Sainz  Lostan 
y  otros  y  el  Ministerio  fiscal.  (Skhtek- 
cu  süm.  70.) '.'."    í>9 

11  Octbre.  Restitución  de  ««o /inca. —Confirmando 
la  providencia  apelada,  denegatoria  de 
la  admisión  del  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Ramona  Andrade,  en  plei- 
to con  D.  José  Suarez  Argudin.(SE>TEjs- 
ci4  KüM.  65.) 882 

CobtjBa....  / 

J2-Oct*re.  Pago  de  cantidades  procedente}  de  tan 
¿amo.-— Revocando  la  providencia  ape- 
lada, denegatoria  de  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Dqh 
Andrés  Martínez,  en  pleito  con  Doña 
María  González  y  D.  José  Peritas.  (Sen- 

\  TENCU  M)M.  66.) fe 284 

1 

3íüLio. ..  Pago  de  cantidad.  —  Confirmando  la 
providencia  apelada,  denegatoria  de  la 
admisión  del  recurso  de  casación  inter-  * 

Buesto  por  D.  José  Ruiz.  Retorlillo  y 
.  Eduardo  Carlier,  como  Administrador 
gerente  de  la  Sociedad  inmovíliaria  del  . 
Nuevo  barrio  de  Atocha,  en  pleito  con 
Doña  Ramona  Roca»  viuda  de  D.  Jaime 
Domingo  Lluch,  como  tutora  y  curado- 
ra de  sus  hijos  raedores.  (Sent.  m)m.  5.)..       20 

9  Julio.  .    Cumplimiento  de  sentencia. —Confirman- 
Madrid....^  d0  |a  providencia  apelada,  denegatoria 

do  la  admisión  del  recurso,  de  ¿casación 
interpuesto  por  Doña  Leonor  Aríspon, 
en  pleito  con  D.  Pió  González  Montes, 
en  representación  desús  hiJo§  menores. 
(Sentencíate*.  14.).. 67 

9  Novane.    Defensa  por  pobre. -~  Confirmando  la 

providencia  apelada,  denegatoria  de  la 

admisión  del  recurso  de  casación  ipter- 

i  puesto  por  la  Sociedad  español»  de  Cré- 

\  dito  comercial,  en  pleito  con  l>.  Luis  de 

V  Silva  Ferro.  (Sewt.  m)*.  95.)..  n 424 


fu 


fc&Utt 


Audiencia  de 

doné*  procede 

el  rccur«o. 


Fecha 

de  la 

sentencia. 


ftgfel. 


Madrid.  . . 


1/  Diw&v  Defensa  par.  p*&r*.-T-Omfirroando  la 
provideuvi»  apelada ,  denegatoria  de  la 
admisión  ,/jlel  rexurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Antonio  y  D.  Luis  Mgge~ 
.  dero#.  en  pleito  con  D.  Alejandro,  Doña 
Maríft  y  p.  Ignacio  Amírola.  (Sectekcia 
numero  12£f).f.,., 

17  Dicbre..    Depósito  demujer  catada.-— Con Gr mando 
la  prpvidencia  apelada,  denegatoria  de 
la  admisión  del  recurso  de  casación  in- 
\  terpuesto  por  la  Condesa  de  Laque,  en 

\  pleito  (¿qq  su  marido.  (Sent.  kUx.  139.). 

12  Julio. . .     Cumplimiento  de  ejecutoria.— Revocan- 
do el  auto  apelado,  denegatorio  de  la 
admisión  del  recurso  de  casación  intér» 
{meato  por.  4).  Jorce  Cisneros  y  Guillen, 
..       en  pleito  con  I).  Manuel  de  la  Cámara. 
•  (Sbntejicia  míb,  80.) 


5*9 


€05 


99 


SlTVXLIiA.. 


4*4 


Zakaooea 


[27  Sbimus.  ■:  ñewindicnóinn  de  bienes.— Confirmando 
la  proYidencia  apelada ,  denegatoria  de 
la  admisión  del  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Juan  Serón ,  en  pleito 
con  p.  Antonio  Ruleta  y  otros  y  el  Mi- 
.    nlsierio  fiscal.  (Sbrt.  nüm.  iO.) 

ftJcuo...  Reclamación  Vfe  faene*.— Confirmando 
el  auto  apelado,  denegatorio  deja  admi- 
sión del  recurso  de^easacion  interpuesto 
por  D.  HIpiMito  Fuertes,  en  pleito  con 
O.  Nlpolás  Calíales..  (Sent.  m)m.:8.) 

RECURSOS  DE  IftJUIA  NOTORIA 

< 

•        •  EN  :   ! 


167 


38 


n 


.  i     « 


I 


SUVILXjA.... 


SENTENCIAS  BJB  SALA   PBIMSR4. 

2$  SfctBRK,  Rendición  de  cuentas  y  intriga  de  efec- 
tos**— Declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  inju&ttcia  notoria  interpuesto 
por  D.,  Manuoi  Johé  Muñoz  y  sostenido 
por  su  viuda  <\  hijos,  en  pleito  con  Don 
Manuel  Ruis  Tagle.  (S&vr.  m)«.  38.)..., 


1M 


CfcONOiÓGiCO.  lio 

'APELACIONES1 

POI  NO  HABER   SIDO  A91ITIDO  EL  RECURSO  DI  INJUSTICIA  NOTORIA. 
SENTENCIAS   DE  SALA  SEQUNDA. 

« 

Audiencia  de  Fecha 

flonde  procede          de  la                                                                       '    Página. 
ei  recorre.         teatencia.  ' 

21  Octbre.  Pago  del  precio  de  acciona  de  juúa  so- 
ciedad de  crédito. — Confirmando  la  pro- 
videncia apelada,  denegatoria  de  la  ad- 
misión del  recurso  de  capación  inter- 
puesto por  D.  Antonio  Bulbena,  en  pleito 
con  D.  Marcos  ¿riñen  teras.  (Sbnt.  irt- 
Baboblo-;  MERO  71) 322 

27  Octbre.  Defensa  por  pobre.—  Confirmando  el 
auto  apelado,  denegatorio  de  la  admi- 
sión del  recurso  de  casación,  interpues- 
to por  D.  Antonio  Artigas  y  consortes, 
en  pleito  con  I).  Juan  Carsíy  ei  Minis- 
°\  terio  fiacal.  (Sént.  wú*.  ^I.) 347 

15  Octbre.  Pago  de  cantidad.— Confirmando  la  sen- 
tencia apelada,  denegatoria  de.  la  admi- 
sión del  recurso  de  injusticia  notoria, 
interpuesto  por  la  casa-comercio  Julián 
hermanos,  en  pleito  con  D.  Dionisio 
Trompeta.  (Sent.  mJm.  69.) 297 

\%  Dicbre.  Declinatoria  de  jurisdicción.  —  Conflr 
mando  Ja  providencia  apelada,  denega- 
toria de  la  admisión  del  recurso  de 
casacfcn,  interpuesto  por  la  Sociedad 
Española  de  Crédito  comercial,  <en  plei- 
>  lo  con  D.  Nicanor  Reistegui,  (Sewt.  nu- 
mero 135.) 587 

<  *  é  t 

26  Ógtbre.    Pago    de    cantidad.  —  Confirmando   el 

aulo  apelado,  denegatorio  de  la  admi- 

V  sion  del  recurso  de  casación,  interpues-' 

Sevilla  ..<  t0  p0f  n    i0i.fi  Villegas  y   García,  en 

1  '           '      pleito  con  l).  José  de  Abálos.   (Senten- 
cia M5M.  79.J ) 335 


716  ÍNDICE 

DECÍS»  DE  COMPETENCIAS 

EN 

ASXJ3STTOS    CIVILES, 


Ffcha 

de  la  Fi£iet 

sentencia.  _ 


13  Julio...  Pago  de  CrtMíirfud.— Decidiendo  á  favor  del  Juez  de 
paz  de  la  villa  del  Campo  de  Criptana  la  competen- 
cia promovida  entre  el  mismo  y  de  igual  clase  d«*l 
distrito  del  Campillo  de  la  ciudad  de  Granada,  para 
conocer  de  la  demanda  deducida  en  juicio  verbal 
por  D.  Juan  de  Dios  Villoslada ,  como  padre  del  me- 
nor D.  Juan  de  Dios,  contra  D.  Joaquín  Martin  Blanco, 
sobre  pago  de  600  rs.  (Sent.  m>*.  23.) 1W 

13  Julio...  Entrega  de  un  hijo  legitimo.— Decidiendo  «1  favor  del 
Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Magda- 
lena, de  la  ciudad  de  Sevilla,  la  competencia  susci- 
tada entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  del  distrito 
de  Buenavista  de  Madrid,  acerca  del  conocimiento  de 
la  demanda  deducida  por  D.Cristóbal  Guzman,  Conde 
de  Luque,  contra  su  esposa  Doña  Concepción  Ogeda, 
sobre  entrega  de  un  hijo  legitimo  de  ambos.  (Sen- 
tencia num.  26.) W 

í>  Acostó.  Pago  de  cantidad.— Decidiendo  á  favor  del  Juez  de 
paz  del  distrito  de  San  Vicente  de  la  ciudad  de  Va- 
lencia, la  competencia  promovida  entre  el  mismo  y 
el  de  igual  clase  de  el  del  Ilospital  de  Madrid,  acerca 
del  conocimiento  de  la  demanda  deducida  en  Juicio 
verbal  por  D.  José  Bonet,  contra  la  empresa  del  ferro- 
carril de  Madrid  A  Zaragoza  y  Alicante,  sobre  pago 
de  320  rs.  (Sent.  nüii.  28.) IS 

2  Setsm*.  Pago  de  cantidad.— Decidiendo  á  favor  del  Juez  de 
primera  instancia  de  Reus  la  competencia  promovida 
entre  el  mismo  y  el  de  igual  ciase  de  Alcázar  ele  San 
Juan,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  ejecn- 
.  tiva  deducida  por  D.  Pedro  Sirvenl  contra  D.  Amonio 
Solo,  sobre  pago  de  17.061  rs.  30  mrs.  (Sent.  se».  29.)-    ^ 

2  Setbae.  Entrega  de  unos  efectos  ó  de  su  valor.— Decidiendo  á 
favor  del  Juez  de  primera  instancia  de  Oviedo  la  com* 
.  potencia  promovida  entre  el  mismo  y  el  de  igual 
clase  de  León,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
deducida  por  D.  Toribio  García  Rojo  contra  D.  AM»to 
Cuesta,  sobre  entrega  de  un  baúl  con  ropas  y  alhajas, 
6  en  su  defecto  su  valor.  (Skst.  ves.  30.). •••.,„,..    I" 


CAONOLÓaiCO.  7fí 

Fecha 

de  la  Página. 

Mateada. 


23  Sctbrc.  Reclamación  de  cantidades.— Decidiendo  á  favor  del 
Juez  de  primera  instancia  dei  distrito,  del  Pilar  de  Za- 
ragoza ia  competencia  suscitada  entre  el  mismo  y 
el  dé  igual  clase  de  Burgos,  con  motivo  del  ínt idéate 
promovido  por  D.  José  Alvarez  para  que  se  le  defien- 
da en  concepto  de  pobre  en  demanda  entablada  con- 
tra D.  Faustino  Ruiz  Huidobro,  en  reclamación  de  .. 
cantidades.  (Se.it.  nüm.  31.) 140 

25  Setbre.  Acumulación  de  un  pleito  ejecutivo  á  un  juicio  de  con-  ' 
curso  de  acreedores.— Declarando  no  habeh  lugar  á  acu- 
mular al  juicio  de  concurso  promovido  por  D.  Casi- 
miro Agudo,  el  pleito  ejecutivo  seguido  contra  el 
mismo  por  la  sociedad  Fabra  y  Malagrava  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital 
de  Madrid,  y  disponiendo  se  devuelvan  á  éste  dicho 
juicio  ejecutivo  y  al  Juez  de  Andújar  sus  actuaciones 
en  el  de  concurso  para  lo  que  proceda  con  arreglo 
á  derecho,  con  lo  que  se  decide  la  competencia  entre 
ambos  promovida.  (Sekt.  nüm.  39.) 164 

.  4  ÜCTBftK.    Juicio  de  testamentaria.— Decidiendo  á  favor  del  Juez 


de  primera  instancia  de  Eci 


a  la  competencia  promo- 


vida entre  el  mismo  y  el  de  igual  clase  de  N3 jera, 
acerca  del  conocimiento  del  juicio  de  testamentaría 
de  Doña  Vicenta  Martínez.  (Sent.  nüm.  52.) 220 

5  Novbre.  Pago  de  cantidad.— Decidiendo  en  favor  del  Juez  del 
distrito  de  la  Plaza,  en  Valladolid ,   la  competencia 

Sromovida  entre  el  mismo  y  el  de  las  afueras  de 
arcelona,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
deducida  por  D.  Martin  Icher  contra  D.  Ramón  Vi- 
lardell  y  otros.  (Sent.  küm.  90.) 391 

9  Novbrb.  Acumulación  de  un  pleito  ejecutivo  á  los  autos  de  una 
testamentaria  necesaria.— Decidiendo  á  favor  del  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Alcalá  la  Real  la  com- 
petencia promovida  entre  el  mismo  y  el  de  igual 
Clase  de  Baena,  sobre  acumulación  á  los  autos  de  tes- 
tamentaría necesaria  de  D.  José  Yalenzuela  del  pleito 
ejecutivo  seguido  contra  el  mismo  y  su  mujer  Doña 
Casilda  Fita  por  D.  Antonio  León.  (Sent,  nún.  96).,..     426 

31  Dicbre.  Nulidad  de  una  escritura  de  venta.— Decidiendo  á  fa-  .  . 
vor  del  Juez  de  primera  instancia  de  Logrosan  la 
competencia  promovida  entre  el  mismo  y  el  de  Igual 
clase  del  distrito  del  Hospital  de  Madrid ,  acerca  del 
conocimiento  de  ia  demanda  deducida  por  D.  Manuel 
-  Gijon  contra  D.  José  María  Benitez  y  otro -sobre  nuli- 
dad de  una  escritura  de  venta.  (Skit.  küm.  155.) 693 
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12  Jui.ni.. ,     Homicidio.— Declarando  que  el   conocimiento  de  la 

cau*a  instruida  contra  los  hermanos  Francisco  y  José 
Perellú"  por  homicidio,  corresponde  á  la  jurisdicción 
ordinaria  en  lo  relativo,  al  Francisco,  por  ser  paisano. 

Sal  Juzgado  de  Guerra  de  laCápilnnía'Jíeneral  d«  Ci- 
alufia,  en  lo  respectó  íil  .José ,  por  Ser  soldado  del 
Cuerpo  de  Ingenieros  del  Ejercito.  (Sent.  m».  21.] 10t 

5  Acostó.  Lesiones  A  un  carabinero.— Decidiendo  a  favor  del 
Hilar  del  quinto  distrito  de.  la  ciudad  de 
competencia  promoví  la  al  mismo  por  oí 
Guerra  de  la  Capitanía  general  dé  Anda- 
conoc'i miento  de  la*  diligencias  Instruidas 
de  las  lesiones  cansadas  al  carabinero 
Mitos  pdr  el  paisano  Antonio  NuQej.  [Sen- 
TfeHGUHOt.  27.}... US 

13  Setdbk  endO  íl  fo'vordel  Jl/ígadd 

jel  Departamento  d,e  Ma- 
neta promovida  entre  el 
instalieiride  Vigo,  acerca 
a  Insíiaíitn  contra  D.  pu- 
je tiflH'ctia  Comandancia, 
■lilliidas  por  el  mismo  en 

):..J. :..... .:.-.:. m 

19  Sítiibb.'  Ldi#ttni,— ItMitittltdo  fi  favor  del  Jugado  de  .fiuer- 
•  ra  de  la  íCapftanlj. general  de  las  provincias  Va&con- 
cadns  y  Navarra  ia  competencia:  prnmoviJa  eulrc  el 
mismo  y  el  Jriez  Ue  primera  instancia  de  Mora  de 
RuMelux  acerca  del  conocimiento  respecto  a  Rodolfo 
lilnyn  y  Pérez,  de  la  causa  formada  contra  el  mismo 
y  otros ,  por  lesiones.  (Se\t.  mCm.  33.) US 
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U  Setfjis.  'UaiiMtdio  [rutíraáo  r-  lltvitllqqrlo  4  f¡(v*r  del  J117- 
¡.t&rtb  il.;  Guerra. J.'  la  Cayila/ila,  general  tU,  Castilla 
,..  ia  Nueva  la  cpuHpjenrin  suscitada  ín.tre,el  .wiajno  v 
e^luéz  tío  primera  instancia  io  LpriO*  ,  *ceroa;del 
conocimiento ,  en  iranio  a  r>dro  luají  jQ(lé ,  de  la 
causa  seguida  contra  ni  mismo  y  n,lro-  por  Homici- 
dio frustrado.  (Se.it.  kbu.  33.) 

íUSetiíb.    Hobvy  hmtcidiü.—  befl 

Írlróera  instancia  de  Salí 
id»  entre  e!  miártjo  j  c 
Capitanía  eelir-ral  de  Casi 
nobhulenil)  riápecto  al  s 
(ruel;  <ff  I  r4  causa  forma 
por  rübd  y  homicidio.  {: 

89  SíTBÜr .  SuMfriioii  di  «no*  Wi'ílot  potante»,  —  becldlendo  fin 
favor  tlel  Jurga  do  de  hí  Comandancia  de  Harina  de 
Valencia  la  competencia  promovida  entre  el  mismo 
j  el  Juíe  de  primará  insúmele-  del)  detrito  tl«  Mar 
'  de  ht  misma  ciudad ,  acarea  del  conocimiento  te  la 
eauía  formada  con  hioiívo  de  haberse  sumergido 
)c*  baSos  notantes  titulados  Ib  Roda  del  Tarta,  co- 
locado* «n  el  puerto  de  lu  repetida  ciudad.  (Sb«es- 
<:U  nC«.  «.)•••• ;...-......  i.  t.  -.  ;..>„• 

Í7  ücTitE.    .tfuífii  tioíífiío  di  un  trtlfífor.  —  Decidiendo  3  tovor 

del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Uni- 

■ilírsldti  de  Madrid  lo<loitip¿Mnclá   pronwrtrta  lenira    >' 

ai  mfsnrt  j.  >H  ibtmitliilile  Oaerra  do  l&>  Oaipi«ntege- 

mefltide  Casüllai  la  -Níwts.  eneren  del  conocí miento 

,  'dB  la  lefetuK lwtr;iida -flem  motivo  de¡-ta  mutfrte-íio- 

.,   testa  de  BiifiaKÜioslBwrfs  y  Pefez.-Oaptlan  dril   re- 

■ .. pimiento : dis' Oíntatirtit  {Srifwinítc.'  »¡)>;wi . . ;. . : .. ..      349 

19  Doma.,  ÁrriVu.-rDéridlendw  a  hVOTttth'  Jilee  de  primera 
instancia  de  Belmontc  ,  la  competencia  promovida 
entre  el  mismo  y  el  Juzgado  de  Guerra  de  la  Capi- 
tanía general  de  Castilla  la  Vieja,  acerca  del  conoci- 
miento de  la  causa  instruida  «mira  e]  soldado  del 
primer  regimiento  montado  de  Artillería  Ramón  Pu- 
lido .  por  heridas  al  peón  caminero  Buenaventura 
Iglesias.  (Sekt.  kCm.  10*.) 159 
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de  U  ftgiftt* 

eettlencit. 

27  Novbre.  Resistencia  á  la  Guardia  civü.—  Decidiendo  á  favor 
del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ubeda  ,  ia 
competencia  promovida  entre  ei  mismo  y  el  de 
G  o  erra  de  ia  Capitanía  general  de  Granada,  acerca 
del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Esta- 
nislao María  del  Cfatoen ,  por  resistencia  á  la  Guar- 
dia civil.  (Sent.  kCm.  115.) Mi 

1.*  Dicbb?.  Sedición.— Decidiendo  en  favor  de  la  jurisdicción 
de  Guerra,  Juzgado  militar  de  la  plaza  de  Cádiz,  en 
cuánto  se  refiere  al  Capitán  de  la  reserva  D.  José 
Vázquez  lllescas,  la  competencia  promovida  entra  el 
mismo  y  el  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Santa, Cruz  de  dicha  ciudad,  acerca  del  conocimien- 
to de  una  causa  instruida  por  sedición ;  y  en  cuanto 
'  hace  relación  ál  paisano  José  Fernandez,  en  el  dé  la 
jurisdicción  ordinaria,  dicho  Juzgado  de  primera  ins- 
.  tanda.  (Sent.  núm.  123.) , r v...      531 

1  .*  Dicbre.  Rebelión.  —  Decidiendo  á  favor  de  la  jurisdicción 
militar  la  competencia  promovida  entre  el  Juzgado 
de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Castilla-  la 
Nueva  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Ciudad- 
Real  ,  sobre  conocimiento  de  la  causa  instruida  con- 
tra Olegario  Añony  otros,  por  rebelión  carlista. 

(Sentencia  ním.  124.) 534 

t.  : 

10  Dicbre.  Alboroto  y  desobediencia  á  los  agentes  de  la  Autori- 
dad.—Decidiendo  á  favor  del  Juzgado  de  primera 
instancia  do  Santander  la  competencia  promovida 
entre  el  mismo  y  el  de  Guerra  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Castilla  la  Vieja,  acerca  del  conocimiento  de 
la  Causa  formada  contra  Toribio  Pumarejo  y  Arüaiz, 
por  alboroto  y  desobediencia  i  los  agentes  de  la  Au- 
tqridad.  (Sent.  nüm.  152.) .,..„....,      575 

20  Dicbah.   ,  Rebeben  ir-De  tidienúo  i  favor  del  Juzgado i  de.  Guer- 
ra de  la:  Capitanía  general  de  Castilla  ia. Nuera  la 
¡i  competencia  promovida  entre  el  mismo  y  elide  pri- 
jirwra  instancia  de  Ciudad-Real  ,  acerca  del  j  coüocí- 
,  t  miento»  de  una  causa  formada  por  rebelión  t  por  lo. 
. .  .que  se  refiere  á  .Francisco  Gómez  Manzanares  y<  Ro- 
que Camuñas;  y  á  favor  de  la  jurisdicción  ordinaria, 
con  respecta  á (Gonzalo  Ramírez.  (Sbít.  nü*.  110.)^..     407 
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ÍNDICE  ALFABÉTICO 


DE  LAS 


MATERIAS  CONTENIDAS  E.\  ESTE  TOMO 
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Amntestato.— En  caso  de  abintestato  ,  y  á  falta  de  ascendientes 
y  descendientes,  viene  la  sucesión  á  los  colaterales,  confor- 
me á  las  leyes  1.a,  2.*  y  S."  del  título  20,  libro  10  de  la  No- 
vísima Recopilación.  (Can.  núm.  116.) .      407 

Muriendo  intestada  una  persona,  corresponden  por  Iguales 

partes  á  sus  hijos  los  bienes  que  dejare,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  la  ley  3.a,  tít.  13,  Partida  0.a  {Cas.  fiiim.ill.).     6M 

Acción.— Faifa  <fe.— La  falta  de  acción  ¡en  el  demandante  corres- 
ponde al  fondo  del  asunto.  (Apel.  en  cas.  núm.  150.) €70 

Acción  t  personalidad.— Falta  de.— V<*ase  Sentencia  no  definitiva. 

Acción  peasonal.—  Lugar  en  que  ha  de  cumplirse  ia  obHqación  — 
Cuando  se  ejercita  una  acción  personal  y  no  está  designado 
ni  por  la  ley  ni  por  contrato  el  lugar  donde  haya  de  cum- 
plirse la  obligación ,  hay  que  buscar  el  del  domicilio  del 
demandado,  sogun  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del 
artículo  5.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Competencia 
número  M.) 100 

_ En  las  acciones  personales ,  cuando  el  domicilio  no 

es  fijo,  puede  el  actor,  á  su  elecrion,  deducir  su  demanda, 
ó  en  el  lugar  donde  se  encuentra  el  demandado,  ó  en  el  de 
la  ultima  residencia  ,  según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3.* 

del  art.  5.a  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Competencia 

limero  W.) ,.., 1« 

U.  46 


?22  *  ÍNDICE 

Acción  personal.— Juez  competente.— Es  Juez  competente  para  co- 
noce&falp{  Mgltt*  e»  <ftie  $e  ^jerlíta  un^aftclpí  :pe*Mpal, 

^  prim^Ja^me  el.  dd-Juglr  an  411 8  deba  CiHBjfliriita  (liga- 
ción, según  declara  el  arl.  5.°  en  el  párrafo  3.°  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  (Comp.  núm.  23.) 110 

Cuando  se  ejercita  una  acción  personal,  el  Juez  com- 
petente para  conocer  con  preferencia,  fuera  del  caso  de  su- 
misión á  un  Juez  ordinario,  es  el  del  lugar  en  que  deba 
fjlfirffrse  la  pbHg^ióh,  jegup  lo  dfspuejrtffn  el  pirrafo)." 
del  art.  5.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  Jurlspro-  ' 
dencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo.  {Comp.  núm.  28.).     125 

Cuando  se  ejercitan  acciones  personales.,  fuera  de  los 

casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  es  Juez  competente  priva 
conocer  de  ellas  en  primer  término  el  del  lugar  en  que 
debe  cumplirse  la  obligación,  según  lo  dispuesto  en  el  pár- 
rafo 3.*  del  art.  5.°  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Com- 
petencia núm.  30.) 129 

Igual  declaración.  (Comp.  núm.  34.) 140 

- —  —  Con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  párrafo  3.*  del  ar- 
tículo 5.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  es  en  primer 
(jugar  competente  para  conocer  de  los  juicios  en  que  se  de- 
duzcan acciones  personales  el  Juez  del  punto  en  que  deba 
cumplirse  la  obligación.  (Comp.  núm.  90.). ..? 391 

rr-r  Con  arreglo  al  párrafo  tercero,  art.  5.°  de  la  Ley  de 

Enjujciamieutp  civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de 
los  pleitos  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del 
dqmicilio  del  demandado,  ó  del  lugar  del  contrato,  cuando 
fa|(a  ia  designación  del  en  que  deba  cumplirse  la  obliga- 
cio¿.  {Comp.  mítR.  155.) 693 

Acción  mal  wpqtkcaria.— Prescripción  de  /a.— Para   la  prescrip 
-    clon  de  la  apf  ion  real  hipotecaria  es  necesario  el  trascurso 
de  trejptp  años  que  exige  la  ley  63  de  Toro.  [Cas.  núm.  141.).      610 

Acción. reivikmcatqria.— Parí(  ejercitar  útilmente  la  acción  rei- 
vindicatoría, es  necesario  que  se  justifique  el  dominio  de 
los. bienes  reclamados  en  favor  del  que  la  propone.  (Ca- 
sación v,úm.  1|1.) , 482 

Acción^— \éase  Prescripción  de  acciones  en  Cataluña. 

Actor.— Véase  Obligación  de  probar. 

AfpMULAcioN  de  autos.— Es  impertinente  ó  inadmisible  la  acumu- 
lación de  aulas  cuando  no  cabe  comprenderse  en  ninguno 
de  ios  casos  taxativamente  marcados  para  decretarla  ep 
los  artículos  157  j  158  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
(Ctntpetenc-ia  núm.  155.) 693 

Véase  Qoncurso  de  acreedores.— Véase  Concurso  necesaria. 

Jj*isk>m  W  ¿scubso  de  casación.— Véase  Recurso  de  casación. 


* 


alfajítico.  725 

Aforados  de  Gue&ra  t  Marina.-- Véase  Desacato  y  atentado  contra 

la  Autoridad. 
Alimentos  piovisionales.— Asignación  de. — El  art.  1.918  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil  prescribe  terminantemente  que  en 
los  expedientes  de  asignación  de  alimentos  provisionales 
no  $o  permitirá  ninguna  discusión  ni  sobre  et  derecho  á  perci- 
birlos ni  tobre  su  entidad,  y  que  cualesquiera  reclamaciones  que 
acerca  de  lo  uno  ó  de  lo  otro  se  hiciesen  se  sustanciarán  en 
juicio  ordinario;  por  lo  que  es  incuestionable  que  las  pro- 
videncias que  en  aquellos  expedientes  se  dictan  tienen  el 
carácter  de  interinas;  sin  que  produzcan  excepción  de  cosa 

Juzgada  én  el  juicio  que  le  subsiga.  (Cas.  núm»  120.) 518 

Alimentos  provisionales  v  definitivos  del  hijo  natural.— Véase  Hijo 

natural. 
Apelación.-— Falta  de  emplazamiento.— En  el  art.  335  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  no  se  prescribe  haya  de  practicarse  el 
emplazamiento  &  que  se  reitere  el  párrafo  primero  del  ar- 
tículo 1.913  de  la  misma  ley  al  tiempo  de  remitirse  loe 
autos  al  Tribunal  superior,  sino  que  previamente  serán  ci- 
tados y  emplazados  los  Procuradores  de  los  litigantes  para 

que  comparezcan  ante  él.  [Cas.  en  U.  núm.  50.).... 215 

Apreciación  de  las  pruebas. —  A  la  Sala  sentenciadora  ♦  en  Uso 
de  las  facultades  que  la  concede  el  art.  817  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil ,  corresponde  examinar  y  apreciar  las 
pruebas  suministradas  por  las  partes,  formando  sü  con- 
vicción, según  las  reglas  del  criterio  racional.  {Cas.  núm.  2.).         S 

Ha  de  estarse  a  la  apreciación  que  la  Sala  sentenciadora 

hace  de  las  pruebas  suministradas  por  las  partes ,  cuando 
contra  esta  apreciación  no  se  cita  ley  ni  doctrina  admiti- 
da por  la  Jurisprudencia  de  los  Tribunales.  (Cas.  núm.  3.).       11 

Ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  la  Sala  sentenciadora 

hace  de  las  pruebas  practicadas  por  las  partes.  (Casación 

número  36.) * * 145 

Ha  estarse  á  la  apreciación  que  lá  Sala  sentenciadora 

baee  de  les  pruebas  aducidas  por  las  partes,  cuando  con* 
tra  esta  apreciación  no  se  cita  ley  ni  doctrina  admitida  por 

la  jurisprudencia  de  los  Tribunales.  [Cas.  núm.  58.) géjg 

ídem  id.  (Cas.  núm.  59.)... 344 

Ídem  id.  (Cas.  núm.  73.) 310 

ídem  id.  ¡Cas.  núm.  102.) 447 

ídem  id.  (Cas.  núm.  103.) 450 

Ídem  id.  (Cas.  núm.  106.) m. 463 

A  la  Sala  sentenciadora  incumbe,  en  uso  de  la  facul- 
tad qué  le  concede  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  apreciar  el  resultado  de  las  pruebas  aducidas  por 


• 
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las  partes,  debiendo  estarse  á  dicha  apreciación  cuando  con- 
tra ella  no  se  cita  ley  ni  doctrina  alguna  determinada  y 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales.  (Casación 
número  118.) ........¿#      509 

Apreciaciox  de  las  pruebas.— Igual  declaración,  (Cas.  uúm.  120.)."      518 

Ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  la  Sala  sentenciadora 

hace  de  las  pruebas  aducidas  por  las  partes,  cuando  con- 
tra ella  no  se  alega  infracción  alguna  de  ley  ni  de  doctri- 
na. (Cas.  núm.  1291) 5<¡l 

Ídem  id.  (Cas.  núm.  147.) 547 

La  ley  32,  tít.  16,  Partida  3.*,  está  modificada  esencial- 
mente por  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  faculta  á  los  Jue- 
ces y  Tribunales  para  que  gradúen  el  mérito  de  los  dichos 
i1t>  los  testigos  según  las  reglas  de  la  sana  crítica.  (Id.)..      647 

Véase  Recurso.de  casación.-- Véase  Cuestiones  de  teto.— Véa- 
se Sala  sentenciadora.— Véase  Pruebas. 

Arrendamiento.— El  contrato  de  arrendamiento  impone  al  arren- 
dador la  obligación,  entre  otras,  de  entregar  al  arrenda- 
tario la  cosa  arrendada,  de  mantenerle  en  el  goce  de  ella 
por  todo  el  tiempo  del  contrato,  y  de  indemnizarle  ios  da- 
ños y  perjuicios  que  le  haya  causado ,  y  aun  las  utilidades 
que  le  haya  impedido  obtener ,  oponiendo  indebidamente 
obstáculos  y  dificultades  á  su  libre  y  completo  aprovecha- 
miento, al  tenor  de  lo  prevenido  en  la  Ir  y  21,  tít.  8/  de  la 
Partida  5/ 

: De  fincas  rústicas.^El  art.  3.°  de  la  ley  de  8  de  Junio  de 

1813,  acorde  con  lo  anteriormente  establecido  por  la  30 
del  mencionado  título  y  Partida,  y  por  la  3.a  del  10,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  declara  prorogado  por  un  ano 
con  las  mismas  condiciones  y  pactos  primitivos,  el  arren- 
damiento de  fincas  rústicas»  si  concluido  el  término  en  ésto 
prefijado,  permanece  en  ellas  el  arrendatario  tres  días  ó 
más  con  aquiescencia  del  dueño.  (Cas.  núm.  132.) 681 

Artículos  jurisdiccionales.— Véase  Recurso  de  casación. 

AsiCMACioa  de  aumentos  provisión  a  lbs.~  Véase  Alimentos  provisio- 
nales. 

Atentado.— Véase  Desacato  y  atentado  contra  la  Autoridad. 

Auto  denegatorio  he  la  admisión  de  una  prueba.— Véase   Reeurso 
de  casación. 

B. 

Baños  flotantes.— Véase  Sumersión  de. 

Bienes  musitoTtcos  *>cl  cieno  secular  y  recula*.— Véase  Vteti- 
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Bienes  embargados.— Véase  Terceria  de  dominio. 

Bienes  inkgebles. — Véase  Compra- venta  de. 

Bienes  vinculados.-—  Prescripción  de  tos.  —  Respecto  de  bienes 
vinculados  no  procede  la  prescripción  sino  desde  36  de 
Agosto  de  1830  en  que  se  restablecieron  las  leyes  desvincu- 
lados?, como  lo  tiene  declarado  repetidamente  este  Tribu- 
nal Supremo.  (Cas.  núm.  lil.) 610 

Venta  de.— Véase  Vinculaciones. 


»r 


C 

Calificación  he  hechos  i»»>n  la  Sala  semknciadoka.— At  calificar  un 
hecho  la  Sala  sentenciadora,  según  la  prueba  testifical  adu- 
cida por  las  partes,  usa  de  tas  facultades  que  le  atribuyo 
el  art.  317  déla  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Cas.  núm.  81  )     336 

Cancelación  de  cuentas. — Véase  Sociedad. 

Capellanía.— Las  condiciones   indispensables  para  adquirir  «na 
capellanía,  no  deben  confundirse  con  las  obligaciones  im-  • 
puestas  al  que  la  posea.  (Cas.  núm.  41.) 109 

Capellanías  laicales.— Véase  Vinculaciones. 

Carabineros.— Aisútefifú»  alo*.— Véase  Hacienda.— Jurisdicción  de. 

Carabineros  del  Reino.— Véase  Jurisdicción  de  Guerra. 

Carta.— Véase  Compra-tenia  de  bienes  inmuebles. 

Casación. — Véase  Ejecutoria. 

- Cita  de  leyes  infringidas.— \[  citar  las  leyes  que  se  supongan 

infringidas  para  que  sirvan  de  motivo  de  casación,  debe 
expresarse  la  razón  y  fundamento  de  la  infracción.  {Casa* 
cion  núm.  63.) r 272 

. No  pueden  tomarse  en  consideración  para  el  efecto 

de  casación  leyes  ni  doctrinas  que  se  alegan  como  infrin- 
gidas sin  expresar  en  qué  consiste  la  infracción.  (Casación 
número  131.) 072 

— -  Documentos  que  deben  acompañar  á  la  demanda  y  contestación. — 
No  es  motivo  suficiente  de  capación  la  infracción  do  los  ar- 
tículos 18  y  223  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  pres- 
criben los  documentos  que  deben  acompañar  d  la  demanda 
y  contestación.  (Cas.  núm.  80.).. ..,...' ..      361 

Disposiciones  del  Código  de  Comercio.— las  disposiciones*  del 

Código  de  Comercio  son  inaplicables  en  casación  cuando  el 
Juicio  no  so  ha  seguido  en  los  Tribunales   de  Comercio, 
como  con  repetición  lo  ha  declarado  este  Supremo  Tribu 
nal.  (Cas.  mim.  101.) - íü 

. Excepción  inoportuna.— No  puede  ser  motivo  do  casación  la 

excepción  que  no  se  ha  alegado  oportunamente  ni  discutido 
durante  oi  pleito.  (Cas.  núm.  46.) 19} 
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Casación.— Leyes  indeterminadas.— No  se  pueden  tomar  en  cuenta 
para  la  casación  las  leyes  que  sin  la  determinación  debida 
se  invocan  como  infringidas.  (Cas.  núm.  141.) *. 61t 

Recibimiento  á  prueba.— Según  la  causa  cuarta  de  las  conte- 
nidas en  el  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  sólo  es 
motivo  de  casación  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  cual- 
quiera de  las  instancias  cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho. 
El  artículo  869  de  la  misma  ley  fija  taxativamente  ios  tres 
casos  en  que  cabe  otorgar  el  recibimiento  á  prueba  en  las 
apelaciones.  (Cas.  núm.  144.) 628 

Redacción  de  las  sentencias.— Omisión  de  las  formas  para  la.— 

La  omisión  de  cualquiera  de  las  formas  externas  prescri- 
tas en  el  art.  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  pare 
la  redacción  de  las  sentencias,  no  puede  dar  lugar  á  la  ca- 
sación, según  repetidamente  lo  ha  declarado  este  Tribunal 
Supremo.  {Cas.  en  U.  núm.  94.) 418 

Sentencias  dé  las  Audiencias.— Las  sentencias  pronunciadas 

por  las  Audiencias  no  admiten  casación  sino  en  su  caso  y 
lugar,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  111  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil.  (Cas.  núm.  114.) 0 *...      491 

Sentencia  no  definitiva.— No  es  definitiva  para  los  efectos  de 

la  casación,  la  sentencia  que  no  pone  término  al  juicio  in- 
coado ni  hace  imposible  su  continuación.  (Apel.  en  casa- 
ción núm.  135.) « 587 

Cataluña.— Véase  Legislación  de  censo  enfitéutico  en. 

Causas  de  militarbs  en  activo  servicio.— Véase  Jurisdicción  de  Guerra. 

Censo  enfitéutico  en  Cataluña.— En  el  Principado  de  Cataluña  ha 
venido  ejercitándose  constantemente  y  sin  contradicción  el 
derecho  de  constituir  censos  enfitéuticos  por  los  poseedo- 
res de  mayorazgos,  especialmente  cuando  de  ello  redunda 
una  mejora  y  mayor  valía  en  la  vinculación.  (Coj.  núm.  93.)     409 

Censos.— Redención  de.  —  Fincas  desamortizadas.  —Cuando  inme- 
diatamente después  de  comprada  una  finca  desamortizada, 
redime  el  comprador  el  censo  que  sobre  la  misma  pesa, 
.    queda  entonces  libre  de  dicho  gravamen. 

Aun  en  la  hipótesis  de  que  esta  redención  otorgada  por 
el  Estado  no  fuera  legal  y  válida ,  no  podría  admitirse  la 
demanda  en  reclamación  del  pago  de  las  pensiones  venci- 
das ,  mientras  no  se  solicitare  y  obtuviese  la  deol  a  ración 
ejecutoria  de  su  nulidad ,  ni  acudido  á  la  Administración 
para  la  formación  del  expediente  gubernativo  que  necesa- 
riamente debe  preceder  á  toda  demanda  de  interés  del  Es- 
tado ,  con  arreglo  á  repetidas  Reales  disposiciones  y  muy 
especialmente  en  las  de  94  de  Febrero  y  SO  de  Setiembre 
de  1951.  (Cas.  núm,  1*2.) > ] »,,.     W 
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Cesión  de  tní  dítob.— 81  bien  és  un  principio  constante  de  Aere* 
cho,  establecido  expresamente  en   nuestras   leyes  patria*,  * 
con  especialidad   en  algunos  de  lo*  títulos  li  y   14  de  hu         i 
Partida  5.\  y  observado  por  la  jurisprudencia  de  los  TH» 
bunales,  .que  los  créditos  .pueden  cederse  y  trasferirtd  *po?  - 
el  acreedora  una  tercera  persona  sin  intervención  alguna  por' 
parto  del  deudor,  es  indispensable  sin  embargo  para  la 
eficacia  de  la  cesión  y  trasferencia  ♦  que  cuando  ésta  se 
verifique  el  crédito  sea  verdadero,  que  se  halle  subsisten- 
te y  no  baya  sido  satisfecho  ni  extinguido.  (Cas.  núm.  197.)*    467 

Cesionario  dfx  comprador.— Véase  Compra-venta. 

Cita  importuna  de  leyes  y  doctrinas.  —  Es  inoportuna  la  cita  de 
leyes  y  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  del  plei- 
to. (Cas.  núm.  49.).... • m<      210 

Cita  de  lrtes  infringidas. — Véase  Casación. 

Clausula  ad  cautelan  o  derogatoria.— Véase  Testamenté.  —  V«- 
lidez  del. 

Clero  secular  y  regular.—  Bienes  eclesiásticas  deí*— Véase  Vincu- 
laciones. 

Comercio.— Véase  Contratos  de. 

Comisionista.— Con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los  artículos  117  y 
118  del  Código  de  Comercio,  para  desempeñar  per  cuente 
de  oíros  actos  comerciales  en  calidad  de  comisionista  no  se  ne~ 
cesita  poder  constituido  en  escritura  solemne ,  «tito  que  es  sufi- 
ciente recibir  el  encargo  por  escrito  ó  de  palabra;  y  H  coméMfr- 
nista  <  avnqttfi  trate  por  cuenta  ajena ,  puede  obrar  en  nombrw 
propio.  {Inj.  not.  núm.  38.) 158 

Comisionista  del  trasporte.— Véase  Porteador. 

Competencias.— liesolucioñ  de.— Al  dirimirse  las  competencias,  no 
son  de  apreciar  las  cuestiones  que  se  refieren  al  pleito  en 
el  fondo,  las  cuales  se  reservan  íntegras  para  que  en  su 
caso  y  día  sran  examinadas  y#  resucitas  por  el  Juez  cotíi- 
petentc.  (Comp.  núm.  135.) * 693 

Compra- yehta  —  Et  contrato  de  compra- venta  ,  como  esencial- 
mente consensual ,  queda  perfecto  y  es  obligatorio  desdo  ' 
que  loa  contrayentes  convienen  en  la  cosa  y  en  el  precio. 
(Casación  núm.  15. ) > ¿. . ; ..  .¿ 70 

Si  aquel  á  quien  se  tendió  priincramrUc  pasa   d  la  tenencia 

de  la  cosa  é  paga  el  precio,  ese  la  debe  haberle  ton  el  oWo; 
¡I  que  si  et  postrimero  comprador  pasase  á  la  tenencia  a  Ala 
posesión  é  pagase  el  precio ,  que  él  la  debe  haber  é  non  ¿l  pti~ 
meto,  sejjun  dispone  la  ley  50,  tít.  5.*,  Partida  5."  (Caéactbn 
número  18.) 93 

— -  El  comprador  debe  pugar  el  precio  al  tendedor;  y  ésto 
entregar  t  aquel  la  cosí  vendida  con  todo  lo  perteneciente 
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4  ta  misma »  sogun  lo  prescrito  en  la  ley  28 ,  tft.  S.'v  Par- 
tida 5/ 

Compra-tema.— Cwíoaar i$  del  comprador.— El  cesionario  del  com- 
prador, hace  suya  la  obligación  que  ora  de  éste.  (Cas.  nú- 
mero 110.) 477 

—  La  compra* venta  es  nn  contrato  consensúa!  que  so  perfec- 
ciona con  el  consentimiento  de  las  partes ,  sin  que  haya 
necesidad  para  su  validación  de  que  se  extienda  eu  escri- 
tura pública.  (Cas. núm.  151.) 690 

— —  De  bienes  inmuebles.— Escritura  pública.— Carta.— Como  con- 
secuencia del  contrato  de  compra -venta  de  bienes  inmue- 
bles, el  comprador  tiene  derecho  á  exigir  que  se  le  otorgue 
escritura  pública. 

Según  la  ley  6.a,  tít.  B.ü  de  la  Partida  5/,  la  compra  que 
se  bace  por  carta ,  no  es  acabada  hasta  que  la  carta  se 
otorga.  (Cas.  núm.  100.) •      131 

Comwbso  de  acreedores. — Acumulación  de  autos.— Si  bien  el  ar- 
tículo 913  de  la  Ley  de  Enjtiieiamieuto  civil  previene  que 
declarado  el  concurso  se  acumulen  á  él  los  demás  autos 
ejecutivos  que  contra  el  deudor  se  sigan  en  otros  Juzga- 
dos ,  esto  se  entiende  sólo  de  los  juicios  pendientes.  [Com- 
petencia núm.  39.). ..#■     fSC 

Concurso  necesario.— Acumulación  de  autos.— Conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  523  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
declarado  el  concurso  necesario ,  se  oficiará  á  los  Jueces 
que  conozcan  de  los  demás  pleitos  ejecutivos  á  fin  de  que 
los  remitan  para  la  acumulación  al  juicio  universal.  [Com* 
petencia  núm.  96.) 42$ 

Concurso  voluntario.  —  Por  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 

se  prescribe  que  la  declaración  de  concurso  necesario  ha 
de  notificarse  al  deudor,  el  que  puede  oponerse  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes,  sustanciándose ,  caso  de  que  así  lo 
baga,  un  juicio  ordinario  entre  él  y  sus  acreedores,  si  bien 
con  los  términos  y  diligencias  limitadas  que  especifica  el 
artículo  534  de  la  ley. 

Prefijada  esta  tramitación  por  la  ley,  no  puede  menos 
de  considerarse  providencia  definitiva  para  los  efectos  le- 
gales la  que  declara  en  concurso  necesario  al  deudor  que 
se  ha  presentado  en  concurso  voluntario,  por  que  decide 
en  último  término  sobre  el  crédito  é  interés  del  concursa- 
do» sin  que  sobre  este  particular  le  quede  otro  recurso  sino 
el  sujetarse  á  las  consecuencias  que  produce  esta  clase  de 
juicio.  (Apel.  eneas,  núm.  19.) 97 

Coscüruo  voluntario. — Véase  Concurso  necesario. 

Ronden*  tt  costas,— Buena  ó  mala  fé  de  los  litigantes. «<-La  Sala 
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sentenciadora,  usando  de  las  facultades  que  para  la  conde-    , 
na  de  costas  la  concede  la  ley  8/,  tft.  22,  Partida  3.a,  pue- 
de apreciar  la  buena  6  mala  fé  de  los  litigantes. 

Personada  una  parte  en  la  segunda  instancia  á  virtud  de. 
la  apelación  interpuesta  por  la  otra,  la  Sala  sentenciadora 
no  debe  imponer  al  apelado  la  condena  de  costas.  (Casación 
número  51.) ..,.....,.     218 

Condena  me  costas.  —Buena  ó  mala  fé  de  los  litigantes. — Los  Jueces 
tienen  facultad  para  calificar  la  buena  ó  mala  fé  de  los 
litigantes  al  efecto  de  imponerles  el  pago  de  las  costas,  con; 
forme  á  la  ley  8.a,  tft.  22,  Partida  3.a  y  repetidas  decisiones  . 
de  este  Supremo  Tribunal.  (Cas.  nüm.  121.) 522 

Cuando  el  superior  pronuncia  el  fallo  con  aditamen- 
to ó  moderación,  no  deben  dar  las  partes  costas  algunas,  se- 
gún las  leyes  2.a  y  3.a,  tft.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Re- 
copilación, 27,  tft.  23,  Partida  3.a,  y  jurisprudencia  de  este 
Supremo  Tribunal.  (Cas.  núm.  128.) • »....      538 

>  La  condena  de  costas  se  rige  solamente  por  las  disr, 

posiciones  de  la  ley  8.a,  tft.  22  de  la  Partirla  3.a  para  las  de  « 
la  primera  instancia,  y  las  contenidas  en  el  tft.  19  del  li- 
bro 11  de  la  Novísima  Recopilación  para  la  segunda,  facul- 
tándose en  la  primera  al  juzgador  para  que  pueda  conde- 
nar en  ellas  al  litigante  que  no  tenga  razón  derecha  para 
litigar.  {Cas.  núm.  154.).... 690 

Conflictos  jurisdiccionales. ^Jurisprudencia  del  Tribunal  Supre-  . 
mo  en. — Véase  Refundición  de  fueros. 

Conocimiento  de  los  interesados  que  otorgan  el  instrumento  publi- 
co POR  EL  NOTARIO  TESTIFICANTE.—  Vea Sfí    Instrumento  pÚbliCO.  . 

Considerandos  de  la  'sentencia.— Véase  Recurso  de  casación. 

Contencioso-administrativas. — Decisiones. — Véase  Decisiones  conten- 
ciosoadministr  áticas. 

Contrabandistas.— Véase  Hacienda. — Jurisdicción  de. 

Contrabando  t  defraudación. — Véase  Hacienda.— Jurisdicción  de. 

Contrato.— Ley  feteí. — Para  ser  aplicables  la  ley  del  contrato  y 
la  1/  del  tit.  I.9  del  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación; 
es  indispensable  que  los  contratos,  cuyo  cumplimiento  se 
reclama,  no  hayan  sido  contrariados  por  otros  posteriores 
de  las  mismas  partes.  (Cas.  núm.  61.) ..      ?6¡d 

— Lo  contenido  en  un  contrato  es  ley  para  los  contra- 
yentes. (Cae.  núm.  80.) 339 

—.  Lo  convenido  en  un  contrato  es  ley  especial  en  la 

materia  para  uno  y  otro  contrayente.  (Cas.  en  ü.  núm.  94.)*      418 

•— - Cotiwnto.— La  ejecutoria  fundada  en  las  palabras  ter*   . 

minantes  de  un  convenio,  y  que  se  ajusta  á  sus  prescripcio- 
nes no  infringe  la  ley  del  contrato.  (Cas.  núm.  108.) ,     47) 


Contratos  de  comercio.— tos  contratos  de  comercio  h*n  de  (Jtltta* 
plirsc  de  buena  fé  y  según  los  términos  en  que  fueron  he- 
chos y  redactados.' (Cas '.  núm.  16.)! .' .".        75 

Contrato  de  obius.— Cuando  en  un  cohtrato'dé  obras  no  se  tía 
señalado  el  precio  de  las  taismas,  debe  estarse  por  el  (Jue 
designan  los  peritos  de  conformidad.  {Cas.  núm.  106.) 463 

Contratos.— Obligaciones  nulas.— Lo  imposible  no  puede  ser  má- 
leria  de  los  contratos,  según  la  ley  21,  tftülo  11  de  la  Par- 
tida 5.a 

La  ley  08,  del  propio  título  y  Partida  declara  nulas  las 
obligaciones  constituidas  por  miedo,  por  tuerza  Ó  pof*  fen- 
gafio.  (Cas.  frám.  117.) 647 

Contratos  consignados  en  escritura  publica.— Los  contratos  consig- 
nados en  escritora  pública  son  obligatorios  mientras  no  so 
pruebe  intervino  error,  falsa  causa  ó  dolo  «fue  los  inva- 
lidé. (Cas.  núm.  119.) ;      512 

Con venio.-*-  Véase  Contrato.— Ley  deí. 

Convenio  del  desandado  e'ñ  la  exactitud  de  los  iíechos.— Véase 
Hechos. 

Cosa  juzgada.— Las  leyes  i:i  y  19,  tít.  22,  y  !.*,  iít.  26  de  la  Par- 
tida 8.\  regla  32,  til".  31  de  la:  Partida  7.'  y  doctrina  de 
este  Tribunal  Supremo,  relativas  A  la  inviolabilidad  de  la 
cosa  Juzgada  y  á  la  consiguiente  ineficacia  de  una  senten- 
cia dictada  en  oposición  á  otra  ejecutoria  precedente,  su- 
ponen, además  de  la  identidad  de  personas,  cosas  y  accio- 
nes en  uno  y  otro  juicio,  (fué  haya  verdadera  contradic- 
ción en  sus  fallos  respectivos.  (Cas.  núni.  76.) • •*! 

Cosa  vendida.— Saneamiento  de  to.— Yédsc  Venta. 

Costas.— Véase  Condena  de. 

Crédito. —Véase  Cesión  de. 

Cuestiones  discutidas  en  el  pleito. —  Obligación  de  los  Jueces  dé 
resolverlas  definitivamente.— La  ley  71,  Dlg.  De  judiáis,  obliga 
á  los  Jueces  á  resolver  definitivamente  sobre  las  preten- 
siones activas  de  las  partes. 

El  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  prohibe 
aplazar,  dilatar  y  negar  la  resolución  de  las  cuestiones  que 
hayan  sido  discutidas  en  el  pleito.  (Cas.  núm.  91.) 393 

Cuestiones  no  discutidas.— Véase  Recurso  de  casación. 

Cuestiones  de  hecho.— Apreciación  de  la  prueba.— En  cuestiones 
de  hecho  ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  la  Sala  sen- 
tenciadora hace  de  las  pruebas  suministradas  por  las  par- 
tes, cuando  contra  dicha  apreciación  ho  se  alega  fnrfratí* 
cion  alguna  de  ley  ni  de  doctrina.  (Cas.  ntim.  4.)¿.¿  — ;..       17 

—  Igual  declaración.  (Cas.  núm.  II.) ...;...,       U 

¥mm^.  —  Iderh  W.  (Caá.  núm.  91.) ; 1M 
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Cuestioné*  ab  hecho.— Apreciación  de  la  pr *4ta.<-»Ig08l  dedaMttiftit. 

(Casación  núm.  47.) * ......i,, 4..  »..».•  *?.¿ ..4-     198 

ídem  id.  (C<m.  núm.  67.).». .;..-.  ...*«*...*»...<.  .*.*.  •*  287 

Ídem  id.  (Cas.  núm.  72.) •*.... •.,.%      306 

ídem  id.  (Cas.  núm.  77.) *..... .*,..*..,  .¡¿326 

Ídem  id.  {Cas.  núm.  78.) ¿* 330 

ídem  id.  (Cas.  núm.  89.) .*..*      385 

ídem  id.  (Ce*,  en  ü.  númt  92.).- *.•..      401 

ídem  id.  (Cas.  en  U.  núm.  99.) * 4 .      434 

Ídem  id.  {Cas.  en  U.  núm.  105.) «..«m.u-. «,      457 

Cuando  la  Sala  sentenciadora ,  apreciando  el  conjunto 

de  las  pruebas  alegadas  por  las  partes,  resuelve  en  virtud  dé 
su  competencia  una  cuestión  de  hecho»  ha  de  estarse  á  dicha 
apreciación,  si  no  es  legalmente  impugnada.  (Cas.  núm.  119.)     512 

ídem  id.  (Cas.  núm.  126.) a 543 

• ídem  id.  (Cas.  núm.  127.) ¿ ,<      551 

ídem  id.  (Cas,  núm.  133.) *.«    '  576 

ídem  id.  (Cas.  núm.  141.) ¿.*4  ¡610 

Cumplimento  de  ejecutoria.— Cuando  la  sentencia  dictad»  sobre 
un  incidente  con  ocasión  de  diligencias  formadas  para  el 
cumplimiento  de  una  ejecutoria,  decide  una  -cuestión  nueva  .^ 
no  resuelta  por  la  misma,  dicha  sentencia,  tiene,  bajo  eat§^  . 
concepto,  carácter  de  definitiva  para  los  efectos  del  artíc?-  ¡  > 
lo  1.010,  en  relación  con  el  1.011  y  1.025  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  porque  lo  resuelto  modifica  la  repe- 
tida ejecutoria.  (Apel.  en  cas.  núm.  24.)».., 118) 

Véase  Sentencia  congruente. — Vépse  Recurso  de  casación. 

Cumplimiento  de  la  obligación.— Véase  Obligación. 


Decisiones  contencioso -administbati vas.  —  Pleit os  ordinarios.**-  Las 
decisiones  contencioso-administrativas  no  pueden  aplicarse 
á  Jos  pleitos  ordinarios.  (Cas.  núm.  15L). 672 

Defensa  pon  pobre.— Con  arreglo  al  art.  187  de  la.  misma  Ley  de 
Enjuieimiento  civil,  la  justificación  de  pobre  se  ha  de  prac- 
ticar siempre  en  el  Juzgado  competente  para  conocer  .del 
pleito  en  que  se  trató  de  disfrutar  del  beneficio  de  la  de-» 
fensa.  (Comp.  núm.  34.) ' * ....,.♦.».      140 

El  art.  186  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  referente  al  - 

caso  en  que  sean  varios  los  que  unidos  soliciten  el  benefi- 
cio de  litigar  por  pobres,  no  es  aplicable  al  en  que  sea  uno 
solo  el  que  lo  pretende.  (Cos.  núm.  58.)... •  242 

Únicamente  deben  declararse  pobres  para  litigar  lps  que 

vivan  de  rentas»  cultivo  de  tierras  ó  cria  de  ganados,  cu- 
yos productos  estén  graduados  en  ana  aupa  menor  que 
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Ja  equivalente  al  Jornal  de  dos  braceros  en  cada  localidad, 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  núm.  3/  del  art.  181  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Según  lo  dispuesto  en  el  art.  184  de  dicha  ley,  no  se  otór- 
gala el  referido  beneficio  á  los  comprendidos  en  cualquiera 
de  los  casos  expresados  en  el  primero  de  estos  artículos, 
cuando  se  infiera,  A  juicio  del  Juez  y  en  virtud  de  ciertos 

1     signos  exteriores,  que  tienen  medios  de  subsistencia  supe- 
riores al  tipo  referido.  {Caí.  núm.  39.) 24¡ 

Dipessapor  poíre.— Si  bien  la  denegación  de  pobreza  puede  muchas 

veces  hacer  imposible  la  continuación  de  un  litigio  por  carecer 

el  solicitante  de  recursos  para  hacer  valer  sus  derechos, 

no  es  así  cuando  se  otorga,   porque  entonces,  en  vez  de 

'    impedir,  facilita  el  curso  del  pleito.  (Apd.  en  cas.  núm.  122.)      529 

— -  Recurso  de  casación  .—No  es  admisible  el  recurso  de  casa- 
ción, según  repetidas  veces  tiene  declarado  este  Tribunal 
Supremo,  de  las  sentencias  en  que  se  otorga  á  un  litigante 
el  beneficio  de  defenderse  por  pobre,  porque,  en  conformi- 
dad á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.01 1  de  la  L«y 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  son  definitivas  ni  recaen  sobre 
artículo  que  ponga  término  al  juicio  y  haga  imposible  su 
continuación*  lo  cual,  por  el  contrario  se  facilita  sin  per- 
juicio de  lo  dispuesto  en  el  art.  200  de  dicha  Ley  de  En- 
juiciamiento civil.  (Apel.  en  cas.  núm.  05.) iii 

Delitos  comunes.— Véase  Refundición  de  fueros. 

Delitos  perpetrados  por  militares. — Véase  Refundición  de  fueros. 

Delitos  contra  la  seguridad  interior  del  Estado  y  del  Ordkn  publico 
imputados  A  militares.— Jurisdicción  militar.— Rebelión  ó  sedi- 
ción con  carácter  militar.— Soborno  de  individuos  del  Ejército 
con  objeto  de  levantar  partidas  contra  el  Gobierno  constituido.— 
Por  lo  establecido  en  la  disposición  4/  del  decreto  de  6  de 
Diciembre  de  1809,  sobre  unificación  de  fueros,  elevado  á 
ley  por  las  Cortes  Constituyentes  en  29  de  Junio  de  1869, 
la  jurisdicción  militar  es  competente  para  conocer  de  los 
detitos  cotltra  la  seguridad  interior  del  Estado  y  del  orden 
público  que  se  imputaren  A  los  militares  cuando  la  rebe- 
lión ó  sedición  tengan  carácter  militar. 
"'  Tiene  carácter  militar  el  hecho  de  sobornar  individuos 
del  Ejército  con  objeto  de  levantar  partidas  contra  el  Go- 
bierno constituido. 

Al  ponerse  én  vi^or  la  ley  de  17  de  Abril  de  1821  por 
decreto  de  22  de  Julio  de  1809,  se  limitó  su  observancia  ta- 
xativamente á  los  casos  de  maquinaciones  directas  Ti  mano 
armada  contra  la  Constitución  del  Estado.  (Comp.  núm.  128.)     311 

__  _— -  Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.a  del  decreto  de 


II  de  Julio  de  1869,  el  procedimiento  de  (odas  tu  eaoaas 
que  se  formen  por  conspiración  directa .  y  4  roano  armada 
contra  la  Constitución  y  la  seguridad  interioró  exterior  del 
Estado,  lia  de  arreglarse  á  la  ley  de  17  de  Abril  de  1814, 

Conforme  á  los  artículos  2.\  S.*  y  5/  de  la  referida  ley»  . 
quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  militar  los  reos  da  dichos  . 
delitos  que  fueren  aprehendidos  por  la  fuerza  puesta  por  el 
Gobierno  á  su  persecución,  los  que  hicieren  resistencia  á  la 
misma  y  los  que  no  se  presentaren  pasado  el  plazo  que  el 
Gobernador  civil  fijase  para  verificarlo.  (Comp.  núm.  lii.J.     BM 
Demanda  t  contestación.— Documento*  que  deben  acompañar  á  la.— 
Véase  Casación. 

DENEGACIÓN  OK  PRUEBA   EN  SEfil'NDA  INSTANCIA. — Yé8&e  RepUrSO  de  Cfl- 

s  ación.  i 

Depósitos  de  400  escudos  para  i. a  interposición  uil  recurso  j>k  ca~ 
sacion  en  los  nrgocios  ueroantiles. — Véase  Refundición  de  fueros. 

Deposito  en  poder  i>ec.  Escribano.— Véase  Recurso  de  casación  en  • 
la  forma  y  en  el  fondo. 

Derechos  y  obligaciones  de  los  padres  con  sus  hijos.— Véase  Padre. 

Desacato  t  atentado  contra  la  Autoridad.— Aforados  de  Guerra  y 
Marina.— Con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  art.  189  del 
Código  penal,  son  reos  del  delito  de  atentado  los  que  aco- 
meten ó  resisten  con  violencia  6  emplean  fuerza  ó  intimi- 
dación contra  la  Autoridad  pública  ó  sus  agentes  v  cuando 
estos  ó  aquellas  ejercieren  las  funciones  de  su  cargo,  y  tam- 
bién cuando  no  las  ejercieren,  siempre  que  sean  conocidos 
6  se  anuncien  como  tales. 

Desde  la  publicación  del  decreto  de  6  de  Diciembre  de  , 
1868,  sobre  refundición  de  fueros,  sancionado  ya  como  ley, 
la  Autoridad  ordinaria  es  la  única  competente  para  cono- 
cer de  los  delitos  de  desacato  y  atentado  que  cometan  los .'. 
aforados  de  Guerra  y  Marina.  (Comp.  núm.  104.)... 453 

Desahucio.— Inquilino.— El  inquiiino  requerido  como  tal  para  re- 
conocer como  dueño  de  la  casa  que  habita  &  aquel  á  quien 
seda  posesión  judicial  de  la  misma,  no  puede,  uoa<vei<  .   ' 
demandado  de  desahucio,  eludir  éste,  cuando. ni  en  aquel, 
acto  manifestó  no  ser  él  inquilino,  ni  prueba  después  la  . 
alegación  de  que  carece  de  la  personalidad  que  se  le  atri- 
buye. (Cas.  núm.  112.) 486 

Deudor.— Mora  del.— Cuando  demandado  el  deudor ,  consigna  á 
disposición  del  Juzgado  el  saldo  resultante  de  su  cuenta, 
aunque  después  en  definitiva  se  declare  que  es  mayor  la 
cantidad  que  debe  abonar,  como  hasta  entonces  no  ha  sida 
esta  liquida»  no  puede  considerársele  instituida  legitima- 
maule  en  mata  durante  el  pleito., (Caí.  «4*.  1<I9.)».*»< •     45| 
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Deudor.— Itera  fíe/.— Véase  Mandato.— Véase  /»tor¿t  te^ai. 

Dimisión  m  niiREatu.— Según  has  leyes  sobre  testamentlfaccion. 
cuántft  el  heredero  nombrado  no  ejerce  acto  alguno  de  tal, 
se  enktéiidfe  qué  dimite,  teniéndose  el  testamento  por  desti- 
tuida, y  jasando  los  bienes  como  consecuencia  indeclinable 
y  por  ministerio  de  lá  ley  A  los  herederos  ablntestato  de 
su  causante.  {Cas.  mim.  93.) 409 

Dinero.— Véase  hiérese*  del. 

Disposiciones  del  Código  de  Comercio. — Véase  Casación. 

tfecüMKrirM  no  registrados  fin  el  oficio  de  hipote€as.— La  senten- 
cia que  absuelve  te  la  demanda  considerando  ser  ineficaz 
un  documento,  base  de  la  misma,  por  carecer  de)  registro 
en  #1  oficio  <te  hipotecas ,  cuando  por  la  ley  está  sujeto  á 
esta  formalidad,  no  es  ejecuioria ,  puesto  que  nada  decide 
respecto  á  los  derechos  de  los  litigantes.  (Cas.  núm.  148.).      654 

DoCDMERtOS    güE    MÍEN    ACOMPASAR    A   LA    DEMANDA   V    CONTESTACIÓN.— 

Véase  Qasúeion. 

Dolo.— La  cuestión  de  si  ha  existido  en  un  contrato  engaño 
coAstitikiVo  dé  dolo,  es  de  heclto,  y  ha  de  estarse  á  la  apre- 
ciación q»e  de  las  pruebas  hag*  la  Sala  sentenciadora,  si 
contra  ella  no  se  alega  ley  ó  doctrina  admitida  por  la  ju- 
risprudencia de  los  Tribunales.  (Cas.  núm.  1S3.) 686 

Domcaio  legal  de  la  mujer  casada.  —  Según  lo  tiene  establecido 
la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo ,  el  domicilio 
legal  de  li  mujer  casada  es  el  de  su  marido,  principio 
qtíe  no  so  quebranta  nf  modifica  por  el  depósito  en  que  se 
halle  constituida  á  consecuencia  de  demanda  de  divorcio, 
portille  bate  depósito  es  provisional ,  transitorio ,  variable, 
y  sólo  produce  el  hecho  momentáneo  de  la  residencia; 
pero  no  es  bastante  para  destruir  el  derecho  permanente 
6  habitual  del  domicilio  ,  que  como  todos  los  derechos 
que  se  derivad  del  matrimonio ,  está  vivo  por  la  ley  civil 
y  canónica  ínterin  no  se  pronuncie  la  sentencia  de  divor- 
cio. {Qoép.  ném.  26.). > 120 

DoMiNio.-^Véaae  Tertisria  de. 

Dominio  etiL.—EI  que  stilo  tiene  el  dominio  útil  dé  una  finca  no 
pueda  trasmitir  más  que  éste  ,  y  no  el  pleno  ,  qHe  no  le 
corresponde.  {Has.  dúm.  \%.) v , 5$ 

A 


Ejecuckw.— Véasfc  f*rc¿rfo  de  dominio. 

Eigcvje*u*r~£4sérton  ^Supuestos  contrarios.  —  Contra  la  demos- 

>  .  traclon  que  sirve  de  base  á  una  ejecutoria  ,  no  pueden  sor 
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aceptables  motivos  de  casación  que  se  apoyan  en  supues- 
tos contrarios.  (Coi.  núm.  411.) .....: ., .,      210 

Ejecutoria.— Véase  cumplimiento  de. 

Erro»  w  derecpo.-t-Lu  equivocación  ó  error  de  derecho  np  pue- 
do alegara  útilmente  contra  lo  dispuesto  y  establecido  ppr 
la  ley  de  una  manera  expresa  y  terminante.  (Apei.  «n  c«- 
«ación  miro.  75.) ,,, f , .. .      322 

Escribano. — Véase  Depósito  en  poder  de. 

Escritura.— Celebración  de.— Véase  Finca.— Entrega  de. 

Escritura  publica.— Véase  Compra-venta  de  bienes  muebles.— Véase 
Contratos  consignados  en. 

Excepción  dilatoria.— -Véase  Sentencia  no  definitiva. 

Excepción  iroportu na.-—  Véase  Cesación. 

E  cepcion  de  non  numerata  PEcuMA. — Véase  Non  numerata  petunia. 

Excepciúnbs.  t-  Es  inoportuna  la  alegación  de  excepciones  (ie- 
.  cha  cuando  ya  no  es  tiempo  según  la.  ley.  (Casación  «tí-. 
mero.  121.) f ...      521 

Excesos  cometidos  contra  la  guardia  civil. -r Véase  Guardia  civil. 


Fallos  de  las  audiencias.— Véase  Recurso  de  casación. 

Falta.— Cuando  el  hecho  penable  sólo  puede  calificarse  de.  una 
simple  falta,  al  tenor  del  núip.  4  del  art.  484  del  Código 
penal,  su  conocimiento,  seguñ  la  regla  l.4  y  56  de  la  ley 
provisional  para  U  aplicación  del  referido  Có  ligo ,  corres- 
ponde exclusivamente  á  los  Alcaldes,  con  exclusión  de  todo 
fuero,  y  así  está  sancionado  repetidamente  por  este  Sppre- 
mo  Tribunal.  (Comp.  núm:  13.) 62 

Falta  db  acción,  y  personalidad.  —  Véase  Acción  y  personalidad.  — 
Fali*  de. 

Falta  de  emplazamiento.— Véase  Apelación. 

Fiadores.— Obligación  personal*-  Lo  dispuesto  en  la  ley  11,  lít.  22, 
de  la  Partida  $.",  respecto  á  ios  fiadores,  no  puede  apilar- 
se por  analogía  á  una  obligación  personal  sin  haber  otro  6 
más  deudeves.de  mancomún  ó  in  solidum,  (Cas.  núm.  74.).      315 

Fiaduría6  y  obligaciones  mancomunadas  de  marido  y  *cmer.— La  ley. 61 
de  Toro,  como  también  la  2  *  y  3.\  tít.  12,  de  ia  Partida  5.', 
sólo  se  refieren  á  fiad u rías  y  obligaciones  mancomunadas 
de  marido  y  mujer.  (Cas.  miro.  101 .). » - 444 

Eme  a.—  Entrega  de.  — Escritura. —  Celebración  de.— Nadie  puede 
ser  competido  A  la  entrega  de  una  finca  de  la  que  no  tiene 
la  propiedad  ni  la  posesión  ,  ni  á  la  celebración  de  una 
escritura  para  la  que  no  esta  autorizado.  (Cas.  en  U.  nú- 
meroU.) 418 
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Fincas  desamortizadas.— Véase  Censos.— Redención  di. 

Fuero  militar.— Ingenieros  del  Ejército.— Extinguido  el  fuero  pri- 
vilegiado del  Cuerpo  de  logenieros  del  Ejército  por  el  de- 
creto del  Gobierno  provisional  de  6  de  Diciembre  de  1868, 
concerniente  A  la  unificación  de  fueros,  ha  desaparecido 
el  atractivo,  que  era  consecuencia  de  aquel. 

La  jurisdicción  ordinaria ,  salvo  los  casos  de  desafuero, 
no  es  competente  para  conocer  de  los  delitos  comunes  per- 
petrados por  los  militares  en  activo  servicio,  según  se  des- 
prende del  referido  decreto,  que  ya  es  ley,  y  del  de  2í  de 
Enero  de  1867. 

Los  soldados  que  se  encuentren  usando  licencia  semestral 
como  pertenecientes  á  la  primera  reserva  del  Ejército,  no 
por  esto  son  baja  en  él  ni  dejan  de  formar  parte  en  el  Ejér- 
cito activo,  según  resulta  del  decreto  y  reglamento  de  11  de 
Marzo  de  1867,  art.  7.a  (Comp.  núm.  21.) 103 

Por  los  decretos  de  6  y  31  de  Diciembre  de  1868,  san- 
cionados como  leyes  en  19  de  Junio  de  1869,  no  se  da  fuero 
á  los  militares  cuando  son  ofendidos,  sino  cuando  estando 
en  activo  servicio,  cometen  ellos  algún  delito  no  exceptua- 
do en  dichos  decretos.  {Comp.  núm.  82.) 349 

Fueros.— Véase  Refundición  (fe.  — Véase  Unificación  de. 


Graduación  pe  cr£mtos.— Venta  de  biene$  pertenecientes  6  ¡ó  quie- 
bra.—1&  ejecutoria  basada  en  la  graduación  de  créditos  hi- 
potecarios, acordada  en  junta  general  de  Acreedores,  y  que 
se  dirige  á  llevar  á  efecto  la  venta  de  Ancas  pertenecientes 
á  la  quiebra  para  hacer  fondos  disponibles  y  repartirlos 
con  arreglo  á  la  misma  graduación  consentida,  no  infringe 
ésta.  (Cas.  núm.  110.) é      477 

Guardadores.— Nombramiento  de.— Véase  Menores  de  edad. 

Guardia  civil.— l&rceww  cometida*  contra  to.— Los  excesos  cometidos 
contra  la  Guardia  civil  en  el  acto  de  ejercer  funciones  me- 
ramente auxiliares  de  la  Autoridad  civil ,  hallándose  á  sus 
órdenes  con  un  fin  especial ,  no  pueden  decirse  cometidos 
determinadamente  contra  aquel  Cuerpo,  sino  en  menospre- 
cio y  agravio  de  dicha  Autoridad,  por  cuya  razón  corres- 
ponde su  conocimiento  á  la  jurisdicción  ordinaria.  (Compe- 
tencia núm.  113.) 494 

Guerra  t  Marina.— lar  Micción  de,— Véase  Refundición  de  /Meros. 
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Bacirhda.— Jurisdicción  de.— Contrabando  y  defraudación.  —  fle*«- 
tencia  á  los  Carabineros.— Contrabandistas.— Jurisdicción  müi- 
tar.— Jurisdicción  ordinaria. —El  conocimiento  de  las  causas 
por  delitos  de  contrabando  y  defraudación ,  conjunta- 
mente con  el  de  abusos  que  puedan  cometerse  por  los 
encargados  de  su  persecución  ,  corresponde  á  la  jurisdic- 
ción de  Hacienda  ,  como  conexo  este  último  del  delito 
principal ,  según  se  determina  en  el  art.  17 ,  párrafo 
sexto  .del  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1852  ,  y  confor- 
me lo  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  repetidas 
sentencias. 

Por  el  art.  20  del  expresado  decreto  el  delito  conexo  de 
resistencia  á  los  Carabineros  en  actos  del  servicio,  cometido 
por  ios  contrabandistas,  produce  desafuero,  y  quedan  es- 
tos sometidos  á  la  jurisdicción  militar  para  ser  juzgados 
por  Consejos  de  guerra  independientemente  del  delito  de 
contrabando  y  defraudación. 

Suprimidos  los  Juzgados  especiales  de  Hacienda  por  el 
articulo  8."  del  decreto  de  6  de  Diciembre  dé  1868  sobre 
refundición  de  fueros ,  corresponde  á  la  jurisdicción  or- 
dinaria ,  conforme  al  párrafo  sétimo  del  art.  l.#,  el  co- 
nocimiento de  los  negocios  de  Hacienda  y  de  los  delitos 
de  contrabando  ,  defraudación  y  sus  conexos ,  excepto  el 
de  resistencia  armada  á  los  resguardos  de  costas.  {Compe- 
tan da  núm .  45.) 1 88 

Hechos.— Convento  del  demandado  en  la  exactitud  de  /oí.— Cuando 
el  demandado  contestando  la  demanda ,  expresa  que  con- 
viene en  la  exactitud  de  los  hechos,  tal  y  conforme  se  enu- 
meran y  redactan  en  aquella ,  y  los  acepta  desdé  luego 
por  ser  ciertos  f  esta  manifestación  es  el  más  expreso  asen- 
timiento que  puede  darse  á  un  documento  traído  al  juicio 
sin  citación  contraria/  {Cas.  núm.  109.) 475 

Bebedero.— Institución  de.— Los  testadores  deben  decir  paladina- 
mente el  nombre  y  sobrenombre  de  las  personas  á  quienes 
instituyen  herederos,  ó  designarlas  por  señales  que  no  pue* 
dan  ofrecer  duda.  {Cas.  núm.  85.) 

Herencia.— Véase  Dimisión  de. 

Hijo  natubal.  —Alimentos  provisionales  y  definitivos  del 

Cuando  al  fallecimiento  del   padre  natural  no  existe  le- 

gaimente  el  hijo  ,  por  haber  sido  éste  declarado  tal  por 

II.  47 
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sentencia  ejecutoria  posterior,  es  imposible  que  se  den  .ni 
pidan  alimentos  contra  el  heredero  de  aquel  en  tiempo  en 
que  ni  se  conocia  ia  obligaciop  ni  ia  persona  que  pudiese 
exigirla. 

En  ninguna  ley  ni  por  doctrina  alguna  legal  se  fija  la 
cantad  que  haft  (Je  fórge  al  hijo  natural  (Je  guien  ol  pa- 
dre ¡$  olvpjó  4  no  hizQ  n^dlo;  siendo  obligación  coqdjpip- 
nal  y  dependiente  de  ia  importancia  do  la  hcrpJiqjg  y  del 
estaeja  de  fortuna  del  hpfpdcrq. 

No  es  |ega|  supopef  qpc  ol  alimpiUist^  quo  prQvUíonal- 
men te  recibe  una  cantidad  determinada,  dobe  reintegrar  Ia 
difqpflpflja  cqaníjp»  Ajándose  con  nuevos  datos  los  ^limen- 
tos  fjpfipitivos,  se  reduce  djeha  cantidad,  porque  esto  equi- 
valdría á  dpjar  sin  pfectq  pl  señalamiento  provisional ,  y 
porfH)$  taippqpo  sp  pppde  roslitujr  lo  consumido ,  toda  vpz 
que  los  alimentos  naturales  se  dan  siempre  adelantados 
para  cubrir  atenciones  urgpptes. 

S\  bien  ppr  sentencia  obtenida  en  juicip  ordjnariQ  pqede 
alterar^  ja,  epota  señalada  provisionalpieflfo  para  alimen- 
tos ,  fist$  alteracípp  ha  de  spr  sin  fuowa  retroactiva ,  por- 
que deponiéndose  por  el  art.  1.218  de  la.  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  que  mientras  se  sustancia  e|  jpipip  ordipa- 
rio  so}>re  |ft  epMdad  de  dichos  alimpntos  ó  el  dpreclio  á 
perp)(i}rlq4  *p  hft  de  acopar  la  suma  señalada  provisional- 
menft ,  6*  plarq  que  np  se  abona,  sj  se  coliga  á  rpstijpir. 
[Caee^eUm  núm.  Úq.) 457 

Uuos.— fl*rf^oj  %  oUigqcione*  di  iqs  padres  con  ios.— Véase  fqrfr*. 

Hipoteca.— ftfcto  de.— Véa^e  dacumentoi  w  registra^  en  el  oficio 
de  HWÜW- 

•  ■ 
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iKCAPAqj^D  JfEHTAL  PE  ALGUNO  flE  LOS  TESTAOS  DEL  TES"^*^.— VéflS0 

T«4^H|íMo.—  Votídes  del. 
Incidentes— Es  jurisprudencia  de  ps(e  Tribunal  Supremo  que, 
los  incidentes  deben  segarse  y  resolverse  pqr  el  Jpzf$(]b 
6  Ifftmi  W  b*  ¿oqocjdq  del  asuntp  RriT|pip^l.  [(tympe- 

"*fW  llllV-  flJt : < t      1» 

Incompetencia  W  wwBjwfcifl».— Véase  &ftyr$a  de  wacion  fti  la  forf^. 

l|H acción  de  let  ó  doctrina.— Véase  Jfecwto  a*e  canción. 

Ingenieros  del  Ejército.— Véase  Fuero  mt'fityr. 

Injusticia,  mWlfk^Li  ^tf^r^e^  &  ini^iciq  fflQXJa  no  tifHf 
lugtf  ty'ftty  por  yiolqciqp  manifiesta  df  las  forma*  sustanc^t. 
del^\ciftn  fy  i*/f»f»fl  i>f|{inpíof  ó  por  ¡er  el  falfp  dado,  en  fifo 
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contra  J*,  con  arreglo  al  art.  1.118  del  Código  de  Comercio. 
(Injusticia  so<.  núm.  38.) „ ..w,..      158. 

iNQUiLiMfeA-Véase  Desahucio. 

Institución  de  masdero— Véase  Heredero. 

Institución  KaKttTAau  üsofiücttahu.— Véase  Testamento.- iVaH¿ 
des  del,  ,  v     . 

Instrumemio  público.  ^Conocimiento  de  toe  interesadas  que  te  otorgan  .  ' 
por  d  Notario  testificante.— §\  bien  el  fuero  10  De  ToMtemtf* . 
bus ,  de  los  del  reino  de  Aragón ,  previene  que  el  Motdri*    » 
testificante  de  cualquier  instrumento  conozca  á  los  interé*- 
sadoa  que  la  otorguen,  y  én  el  «aso  de  no  conocerlos 'loa 
designa  en  tercera  persona;  expresando  Mamarse  «liba  coa. 
el  nombre  que  invocan,  no  exige  que  en  el  mismo  inatnir 
mentó  ae  dé  fé  de  diohe  conocimiento/  «y  menos  establece 
como  cansa  de  nulidad  del  instrumento  la  falta  de  dichos 
requisitos,  por  más  que  castigue  al  Notario  que  en  ella,  in- 
curra» (Cas.  núm.  129.)... %... 

Interdicto.— Según  el  art.  694  delá  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
es  requisito  indispensable  t  para  que  el  interdicto  proceda, 
que  nadie  posea,  á  título  de  dueño  6  usufructuario,  los  . 
bien  as  cuya  posesión  se  pida.  (Cas.  núm.  146.) 638 

Interés  lEGit.—Jfora  del  deudor.— Según  io  establecido  en  el  an- 
tícqlo  8.*  de  la  ley  de  14  de  Mareo  de  1856,  debe  abonarse 
el  interés  legal  sin  estar  pactado  por  el  deudor  constituido 
legftiro*menta«en  mora.  (Cas.  núm.  IDO.) 439 

Interese*  qel  diserc— Es  doctrina  legal  la  de  que  no*  dftbéii 

abonarse  intereses  por  cantidades  ilíquidas.  (Cas.  núm.  103.).     450 
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Juez  competente.— Véase  Acción  personal. 

Juez  coueSTEiiTV  para  coaocaa  asi.  juicio  a*  «ESTAiiENTARfA.~»Véase 
Testmentori*. 

Juicio  ejecutivo.— Véase  Sentencia  no  definitiva.— Véase   Tercería 
de  dominio. 

Juicio  de  test  arrutaría. —Véase  TestameiUaria.^-Juido  dé. 

Juicios  chiles. —Véase  Sentencia  en  juicios  otoilej. 

Jurisdicción,  be  Guerra —/artfcfecios  ar  dísona.—  Cor abiuerw  del 
Aetaa.T-Vara  determinar  si  están  sujetos  á  la  jurisdicción 
de  Guerra  los  paisanos  que  ofepden  á  los  Carabineras  del 
Rrípp  se.  declaró  por  la  Real  orden  de  17.de  Febrero  da 
18521  tque  cuando  están,  en  acto»  de  servicio  de  su  institu- 
to se  lee  repute  como  soldados  qua  se  bailan  de  f acoto  n,* 
lo  cual  está  de  acuerdo  con  el  art.  97  del  reglamento  del 
Cuerpo  y  el  19  <iel  Real  decreto  de  9ft  de  Junio  de  185& 
Compete  á  la  jurisdicción  ordinaria  cpnocer  dé  1^  agre* 


, 
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sion  hecha  á  un  carabinero  en  un  acto  extraüo  al  servicio 

de  su  instituto.  (Comp.  núm.  27.) ltS 

Jurisdicción  de  Guerra.— Cama»  de  militare»  en  activo  servicio.— Se- 
gunda  r»»ena. —Unificación  de  fuero».— Primera  reserva.— ?ot 
el  art.  l.\  párrafo  segundo  del  decreto  de  31  de  Diciembre 
de  1868,  corresponde  á  la  jurisdicion  de  Guerra  el  conoci- 
miento de  las  causas  de  militares  en  activo  servicio,  por  de* 
litos  comunes,  que  no  sean  de  los  exceptuados  en  el  decreto 
de  6  del  mismo  mes  sobre  unificación  de  fueros. 

Por  el  art.  3.*  del  Real  decreto  de  24  de  Enero  de  1M7, 
sólo  al  ingresar  los  individuos  en  la  segunda  reserva  son 
baja  definitiva  en  su6  respectivos  Cuerpos,  gozando  enton- 
ces, según  el  art.  4.*  de  la  ley  de  reemplaces  de  26  de  Junio 
del  mismo  aflo,  del  fuero  común  ú  ordinario  en  todos 
conceptos.  (Comp.  núm.  32.) * 135 

No  obstante  el  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1868 

sobre  unificación  de  fueros,  la  Jurisdicción  ordinaria  no  es 
la  competente  para  conocer  de  los  delitos  comunes  perpe- 
trados por  los  militares  en  activo  servicio ,  atendidas  las 
excepciones  que  en  el  mismo  citado  decreto  han  qnedado 
establecidas. 

Los  soldados  que  se  encuentren  usando  de  licencia  se- 
mestral, como  pertenecientes  á  la  primera  reserva  del 
Ejército,  no  son  baja  en  el  mismo ;  antes  se  estiman  en 
activo  servicio,  según  se  deduce  del  art.  7.*  del  reglamento 
de  11  de  Enero  de  1867,  situación  que  no  alcanza  á  ta  se- 
gunda reserva,  por  hallarse  así  expresamente  declarado  en 
dicho  artículo.  (Comp.  núm.  33,) 137 

Jurisdicción  De  Hacienda.— Véase  Hacienda.— Jurisdicción  de. 

Jurisdicción  de  Marina.— Véase  Marina. 

Jurisdicción  militar.— Véase  Hacienda.— Jurisdicción  de. —Véase  Be- 
Htos  contra  la  seguridad  del  Estado  y  del  orden  púbdeo  impu- 
tados é  miti tares. 

Jurisdicción  Ordinaria.— Según  los  buenos  principios  y  doctrina 
constante  de  este  Tribunal  Supremo,  la  jurisdicción  ordi- 
naria, como  fuente  y  origen  dé  las  demás,  es  la  única  com- 
petente para  conocer  de  todos  los  negocios  civiles  y  crimi- 
nales, ínterin  de  un  modo  indubitado  no  aparezca  que,  ya 
por  razón  de  la  cosa  6  de  la  persona ,  corresponde  fi  una 
privilegiada.  (Comp.  núm.  82.) 349 

Jurisdicción  ordinaria.— Véase  Jurisdicción  de  Guerra.— Véase  Ma- 
rina.—Jurisdicción  de.  — Hacienda.  — Jurisdicción  de. —  Véase 
Refundición  de  fueros. 

JuRJSfRUDKNCIA  DEL  TrIRUNAL  SUFREVO  IN  CONFLICTOS  JURISDICCIONALES.— 

Véase  Refundición  de  fueros. 
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Ligado.— Legatario.^ Cuando  el  legado  no  es  condicional,  sino 
á  tiempo  eierto,  pasa  al  legatario  la  propiedad  de  la  cósale-, 
gada  desde  la  muerle  del  testador ,  segnn  expresamente  lo 
dispone  la  ley  94,  tít.  9.*,  Partida  6/ 

Muerto  el  testador  antes  que  el  legatario,  adquiere  éste 
la  propiedad  de  la  cosa  legada ,  trasmitiéndola  por  consi- 
guiente á  sus  herederos.  (Cos.  núm.  116.) 497 

Legatario. — Véase  Legado. 

Legislación  de  Cataluña.— Las  leyes  de  Partida  no  pueden  citar- 
se en  Cataluña  sino  á  falta  de  legislación  fofa!  ó  de  dis- 
posición del  Derecho  canónico  6  romano,  vigentes  allí  con 
preferencia.  (Cas.  núm.  7.) 31 

Ley  del  contrato.— Véase  Contrato. 

Leyes,  doctrinas  y  jurisprudencia  inaplicables. —No  pueden  cotis! * 
derarse  infringidos  por  una  seutencia  artículos  de  la  Ley . 
de  Enjuiciamiento  civil  que  no  son  aplicables  al  caso  del 
pleito.  {Cae.  núm.  1,} 3 

-  No  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyes  ni  doc- 
trinas que  no  tieuen  aplicación  al  caso  del  pleito.  (Casa- 
ción núm.  6.) '• .'       M 

Igual  declaración.  {Cas.  núm.  7.) 31 

ídem  id.  (Can.  núm.  lt.) 49 

ídem  id.  {Cas.  núm.  12.) 56 

ídem  id.  (Cas.  núm.  1o.) 70 

ídem  id.  (Cas.  núm.  16.) 75 

Ideín  id.  (Cas.  núm.  17.) 89 

Ídem  id.  {Cas.  núm.  18.),... 93 

ídem  id.  (Cas.  núm.  36.) • . .. .      115 

ídem  id.  (Cas.  núm.  37.) 1o0 

. ídem  id.  {Inj.  not.  núm.  38.) 158 

— -  ídem  id.  {Cas.  núm.  43.) 177 

ídem  id.  (Cas.  mún.  46.) 193 

ídem  id.  (Cas.  núm.  48.) ; 907 

.  ídem  id.  (Cas.  núm.  60.) S47 

Ídem  id.  [Cas.  núm.  61.) 860 

ídem  id.  (Cas.  núm.  63.) «79 

ídem  id.  (Cas.  núm.  71.) 301 

ídem  id.  (Cas.  núm.  72.) 306 

ídem  Id.  (Cas.  núm.  74.) 315 

— ~  ídem  id.  (Cas,  núm.  76) 894 
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Leyes  ,  doctrinas  y  jurisprudencia  inaplicables. —  Igual  declara- 
ción (Cas.  núm.  78.) - 330 

ídem  id.  (Cas.  núm.  83.) » 351 

ídem  id.  (Cas.  núm.  85.) ' 360 

ídem  id.  (Cas.  núm.  86.) 361 

ídem  id.  (Gas,  núm.  89.) <.**  •  *75 

ídem  id.  {Cas.  tn  U.  núm.  92.)..».. »<..<      401 

ídem  id.  (Cas.  en  U.  núm.  94.)..... 418 

No  pueden  ser  infringidas  por  una  ejecutoria  las  disposi- 
ciones de  una  ley  que  no  han  sido  objeto  de  discusión  ai 
tienen  aplicación  al  pleito  que  se  ventila.  (Cas.  núm.  97.)*       428 

No  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia  le- 

yes  ni  doctrinas  que  no  son  aplicables  al  caso  de  autos. 

(Cas.  núm.  102.) * i *...*...      441 

No  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia  le- 
yes que  ninguna  conexión  tienen  con  la  cuestión  del  pleito. 

(Casación  núm.  103.) * 450 

ídem  id.  (Cas.  núm.  111.) 481 

ídem  id.  (Cas.  núm.  118.) * 881 

ídem  id.  (Cas.  núm.  119.) *      512 

ídem  id.  (Cas.  núm.  120.) <.      518 

ídem  id.  (Cas.  núm.  125.).  ..'.... 536 

ídem  id.  (Cas.  núm.  136.) *.««...      589 

ídem  id.  (Cas.  núm.  138.) * 599 

~w~  ídem  id.  (Cas.  núm.  145.) . , 641 

ídem  id.  (Cas.  núm.  151.)..../. * - ¿      672 

ídem  id.  (Cas.  núm.  153.) , *.*.«!      686 

Leyes  inaplicables.— Véase  Sentencias. 
Leyes  y  principios  inaplicables.— Véase  Recurso  de  casación. 
Leyes  indeterminadas. — Véase  Casación. 

Libros  de  comercio.—  Raspaduras  y  enmiendas  en  los  f»f*mos.-~No 
tienen  valor  alguno  en  juicio,  á  favor  del  comerciante  que 
los  presenta,  los  asientos  hechos  en  sus  libros  en  que  se 
reconocen  raspaduras  y  enmiendas  en  parte  sustancial ,  al 
tenor  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  41  y  42  del  Código  de 

Comercio.  (Cas.  núm.  107.) 467 

Locar  en  que  ha  de  cumplirse  la  obligación.— Véase  Acción  per- 
sonal. 

M 

Mandante.— Véase  Mandato. 
Mandatario.— Véase  Mandato. 

Mandato^EÍ  mandato,  como  contrato  consensúa!,  puede  consti- 
tuirse y  perfeccionarse  verbalmente  ó  por  escrito ,  con  tal 
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que  so  manifieste  y  demuestre  el  propósito  y  consentitatefl- 
to  de  ambas  partes  en  su  respectiva  realización.  (Casación 
número  49 .)• w  .¿ , . , .  i  -  .♦     210 

Mandato.— Mandante.— Mandatario.— Mor*  del  deudor.— ím  ley  €1> 
título  1* ,  Partida  5/,  trata  exclusivamente  del  tfaandató  A  pro 
de  ton  tercero,  Ó  á  pro  de  sí  mismo  y  de  otro,,  así  corrió  <fo 
las  obligaciones  del  mandante  y  mandatario,  que  es  su  ob- 
jeto, pero  no  de  cuando  se  deben  intereses  por  la  mora 
del  deudor.  (Cas.  núm.  99.) ¿...i      434 

Marido  t  «ujer.— Véase  Fúutorfa»  jf  obligaciones  mántommadas  d$* 

Marina.— Jurisdicción  de.— Jurisdicción  ordinaria.— Pbr  el  fttt¿  I.* 
del  decreto  de  8  do  Febrero  de  1869,  expedido  por  el  Mi-  < 
n isleño  de  Marina  en  conformidad  con  el  art.  4.*,  párra- 
fo 1/  del  decreto  de  Gracia  y  Justicia  de  6  de  Diciembre 
del  año  anterior,  que  son  leyese  corresponde  á  la  jurisdic- 
ción de  Marina,  y  es  la  única  competente  con  arreglo  á  la/  * 
Ordenanzas  del  ramo,  para. conocer  de  las  causas  criminales  \ 
por  delitos  que  no  sean  de  los  exceptuados  en  los  párrafos'    — 
primero  y  cuarto  del  art.  1.*  de  dicho  decreto  de  6  de  Di- 
ciembre sobre  unificación  de  fueros. 

Según  el  párrafo  undécimo  del  mismo  artículo ,  igual  al 
duodécimo  del  art.  4.*  del  referido  decreto  de  6  de  Diciem- 
bre, corresponde  también  á  la  jurisdicción  de  Marina  el  i 
conocimiento  de  las  causas  por  delitos  de  cualquier  clase 

-  cometidos  á  bordo  de  las  embarcaciones  mercantes,  así  na- 
cionales como  extranjeras,  de  las  presas,  represalias  y  con- 
trabando marítimo,  naufragios,  abordajes  y  arribadas»     . 

Por  el  párrafo  tereero  del  mencionado  art.  1.a  del  decre-- 
to  de  6  de  Diciembre,  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  única 
competente  para  conocer  de  los  delitos  comunes  cometidos 
en  tierra  por  la  gente  de  mar  y  por  los  operarios  de  arse- 
nales .y  demás  fábricas  fuera.de  sus.  respectivos  estaXAecimien-  . 
tos,  y  de  ios  que  enumera  después  el  párrafo  cuarto»  (Com- 
petencia núm.  41.) -¿....... *¿...      186 

Mayorazgos.— Véase  Vinculaciones. 

Mejora  del  tercio. — Véase  Padre. 

Menores  de  edad.— Nombramiento  dé  guardadores  á  los  mismos.— 
Así  los  padres,  como  también  los  abuelos  y  hasta  los  ex- 
traños, pueden  libremente  nombrar  guardadores  á  los  mo- 
nores  de  edad,  á  quienes  instituyen,  legan  ó  donan  alguna 
porción  de  sus  bienes,  disponiendo  de  ellos  y  aplicándolos 
en  la  manera  que  juzguen  más  oportuna. 

Si  bien  el  u mi t nieto  de  tales  bienes,  que  constituyen  el 
peculio.de  lo»  menores,  pertenece  por  regla  general  ai  pa- 
dre, su  objeto  exclusivo  es  la  alimentación,  educación  y 
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rovecbo  del  hijo;  pero  cesa  y  do  tiene  lugar  alando  a  ello 
t  opone  la  voluntad  del  testador,  proveyendo  taxitfvameu- 
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título  11  de  la  Partida  5.a,  para  que  sean  valederas  de- 
ben hacerse  y  ser  aceptadas  pura  y  explícitamente.  (Casa- 
ción núm.  139.) 512 

Prueras.— Tasa  de  las.— Apreciación  de  Ja*. —  El  art;  317  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  sólo  ba  desterrado  la  taea 
de  la6  pruebas  sino  principalmente  ha  consignado  el  cri- 
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Recibimiento  A  prueba.— Para  que  pueda  otorgarse  el  recibimiento 
á  prueba  en  la  segunda  instancia,  es  preciso  concurt a  al- 
guna de  las  tres  circunstancias  que  taxativamente  determina  • 
el  art.  869  de  la  expresada  Ley  de  Enjuiciamiento  Ctvt!. 
(Casación  núm.  119.) ¿. ..•,.» .....* .,      488 

Véase  Recurso  de  casación.— Véase  Casación* 

Falta  d#.— Véase  Recurso  de  casación  en  la  forma. 

Recurso  de  casación  .—No  puede  fundarse  nn  recurso  de  casación  en  t 
leyes  que  le  contrarían  en  lugar  de  favorecerle.  {Cas.  núm.  76.) '    384 

Admisión  del.— -Para  que  loa  recursos  fundados  en  las  causas  - 

expresadas  en  el  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  oivil 
puedan  ser  admitidos,  es  indispensable,  según  el  art.  1.010; 
que  se  haya  reclamado  la  subsanaolon  de  la  falta  en  la  ins- 
tancia en  que  se  haya  cometido.  (ApeL  en  cas.  núes.  54.)*  •      226 

-^  En  los  recursos  de  casación  que  se  fundan  en  las  causas 

que  taxativamente  determina  el  art.  L013  d«  la  Ldy  de' En- 
juiciamiento civil,  es  requisito  indispensable  para  su  adtni- 
sion  qae  concurran  las  cuatro  circunstancias  que  prescribe  > 
el  1.085,  disponiendo  la  última  que  la  omisión  ó  fdlta  que 
se  cometa  en.  el  procedimiento  debe  reclamarse  contra  ella 
en  la  forma  prevenida  en  el  1.019,  con  la  modifioacion  es- 
tablecida en  el  1.020,  esto  es,  en  la  instancia  en  que  haya 
tenido  lugar,  y  en  la  siguiente  si  ha  sido  en  la  primera,,  á 
menos  que  no  hubiese  habido  posibilidad  ú&  hacer  la  tecla- 
macion  en  ia  segunda,  único  caso  en  que  procede  la  admisión 
del  recurso  sin  el  expresado  requisito.  (Apel.  en  wu  núm,  7.9.)     33$ 
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Recurso  de  casación.— Admisión  eiel. — El  recurso  de  casación  sólo 
es  admisible  y  procedente,  cuando  reúne  las  circunstancias 
señaladas  en  el  art.  1.02$  de  la  Loy  de  Enjuiciamiento  civil. 

(Apelación  en  cas.  núm.  154.) • 076 

Apreciación  de  la  pnicfoM.— Habiendo  sido  modificadas  esen- 
cialmente por  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  las 
leyes  88,  29,32,40  y  41  del  tít.  16,  Partida  3.a,  según  tiene  de- 
clarado con  repetición  este  Supremo  Tribunal,  es  inoportuna 
su  cita  como  fundamento  del  recurso  de  casación. {Cas.  núm.  2.)        6 

-  Auto  denegatorio  de  la  admisión  de  una  prueba.— E\  consen- 
timiento de  un  auto  denegatorio  de  la  admisión  de  una 
prueban  bace  por  sí  solo  inadmisible  el  recurso  de  capa- 
ción fundado  en  la  causa  6.a  del  art.  1.013  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  (Cas.  núm.  10.) -      41 

-  Considerandos  de  las  sentencias.— E\  recurso  de  casación  no 
se  4a  contra  los  considerandos  de  las  sentencias  sino  con- 
tra su  parte  dispositiva ,  según  lo  tiene  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo.  {Cas.  núm.  99.). 434 

-  ídem  id.  (Cas.  núm.  133.) 376 

-  Cuestiones  no  discutidas.— Las  cuestiones  que  no  lian  sido 
discutidas  en  forma  legal  en  el  pleito,  no  pueden  servir  do 
fundamento  al  recurso  de  casación.  (Cas.  núm.  37.) 130 

-  Cumplimiento  de  ejecutoria.— En  tanto  se  da  recurso  de  ca- 
sación contra  las  providencias  que  se  dicten  con  ocasión 
de  diligencias  formadas  para  cumplimiento  de  una  ejecu- 
toria, en  cuanto  la  cuestión  por  ella  decidida  sea  nueva  6 
distinta  de  las  discutidas  en  el  juicio,  6  de  cualquier  modo 
altere  ó  modifique  lo  resuelto  por  la  ejecutoría  misma,  se- 
gún lo  tiene  asi  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  repeli- 
das sentencias.  (Apei.  en  cas.  núm.  25.) 116 

-  Denegación  de  prueba  en  segunda  instancia.— Contra  la  pro- 
videncia en  que  se  deniega  una  prueba  en  segunda  instan- 
cia, procede  el  recurso  de  casación ;  pero  esto  se  entiende 
en  sucoso  y  lugar,  según  lo  dispone  expresamente  el  art.  872 
de  lú  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Apel.  en  eos.  núm.  81.)..      347 

-  Depósito  de  400  escudos  para  su  interposición.— Conforme  al 
artículo  1.027  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  procede  el 
depósito  de  400  escudos  al  interponerse  el  recurso  de  casa- 
ción si  son  conformes  las  sentencias  de  primera  y  segunda 
instancia.  (Apel.  en  cas.  núm.  64.) 278 

-  Ejecución  de  sentencias. —Ni  por  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,,  ni  por  la  jurisprudencia  constante  de  este  Supremo 
Tribunal,  tiene  lugar  el  recurso  de  casación  contra  provi- 
dencias dictadas  en  incidentes  promovidos  en  expedientes 
de  ejtcootoo  de  sentencias.  {Apel.  en  cas.  núm,  14.). .».,,,,     (7 
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ÜECOR60  de  Chinaos.— Ejecución  de  sentencias.— Procede  el  recurso 
de  casación  contra  las  providencias  que  se  dicten  sobre 
ejecución  de  sentencias,  cuando  por  ellas  se  deciden  cues* 
tiones  que  no  han  sido  discutidas  ni  resueltas  en  el  Juicio 
principal.  (Apel  en  cas.  núm.  20.) M 

Fallos  de  la$  Audiencias.— Artículos  jurisdiccionales.— Contra 

los  fallos  de  las  Audiencias  qne  deciden  artículos  Jurisdic- 
cionales, no  se  dan  recurso  de  casación  sino  en  su  caso  y 
lugar,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  llt  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil.  (Apel.  en  cas.  núm.  135.) 587 

Infracción  de  ley  ó  doctrina.— Para  fundar  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  infracción  de  ley  ó  doctrina  no  basta  citar  sim- 
plemente la  que  se  supone  infringida  si  no  se  expone  el 

concepto  en  que  lo  ha'  sido.  (Cas.  núm.  102.) 417 

Leyes  y  principios  inaplicables.— No  puede  fundarse  el  recur- 
so de  casación  en  la  infracción  de  leyes  y  principios  que 

son  inaplicables  al  caso  del  pleito.  (Cas.  núm.  2.) <¡ 

No  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  en  la  in- 
fracción de  leyes  que  no  son  aplicables  al  caso  de  autos. 

(Casación  núm.  8.) 11 

No  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  en  la  in- 
fracción de  leyes  ó  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al 

caso  de  autos.  (Cas.  núm.  87.) 370 

-  Parte  dispositiva  de  la  sentencia.—  Considerandos  de  la  mis- 
ma.—-El  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  la  parte 
dispositiva  de  las  sentencias  y  no  contra  sus  consideran- 
dos, según  con  repetición  tiene  declarado  este  Tribunal  Su- 
premo. (Cas.  núm.  37.) ISO 

El  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  la  parte 

dispositiva  de  la  sentencia,  y  por  consiguiente  es  im- 
procedente cuando  está  Justificada  por  alguno  de  sus  con- 
siderandos ó  el  resultado  de  los  autos.  (Cas.  núm.  47.)....  198 
Recibimiento  a  prueba.— Para  que  proceda  el  recurso  de  ca- 
sación fundado  on  las  causas  4.*  y  6/  del  art.  1.013  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  requisito  indispensable,  tanto 
en  el  caso  de  ser  por  falta  de  recibimiento  á  prueba,  como 
en  el  de  denegarse  alguna  diligencia  de  ella,  que  la  prueba 
proceda  con  arreglo  á  derecho ,  y  que  la  diligencia  sea 
admisible  según  las  leyes. 

En  segunda  instancia  sólo  es  admisible  el  recibimiento  á 
prueba  y  sus  diligencias  cuando  concurre  alguna  de  las 
tres  circunstancias  del  art.  869  de  la  misma  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil.  (Cas.  núm.  9.)... 41 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1.013  de  la  Ley 

de  Enjuiciamiento  civil ,  causa  cuarta  ,  puede  fundarse  el 
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recurso  da  casación  en  la  falta  de  recibiutff  nfo  4  prueba 
en  cualquiera  de  Jas  instancias,  cuando  proceda  cpu  arre- 
glo á  ¿aracho. 

Si  bi?n  por  el  caso  primero  del  ari.  8G9  de  la  misma 
ley  es  admisible  la  prueba  en  segunda  instancia .  cuando 
por  cualquiera  causa  no  imputable  al  que  la  solicite  no 
hubiese  podidp  hacerse  en  la  primera,  no  basu*  exponer  la 
existencia  de  esta  causa,  sipo  que  es  necesario  que  aparezca 
manifiesta  (J. jfistificadq.  {Cas.  ntfro.  98.) 4. ....... f.      431 

lUpURso  de  casación.— S¿n/iWíC|'a  conforme.— Er\  los  recursos  de  ca- 
sación cuando  las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia 
son  conformes  de  toda  conformidad,  debe  prestarse  el  de- 
pósito y  en  su  caso  la  caución  que  prescriben  los  artículos 
.  1.027  y  1.032  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Reserva.—  No  obsta  contra  dicha  conformidad  la  re- 
serva qua  se  higa  en  ja  segunda ,  cuando  no  es  necesaria 
ni  se  pide  por  las.  partes,  ni  afecta,  ni  menos  puede  alterar 
ó  modificar  en  nada  los  puntos  determinados  y  concretos 
resuelfos  por  la  ejecutoria.  (Apel.  en  cas.  n\\m.  35.) 142 

-*—  Sentencia  definitiva.— Para  que  puedan  admitirse  los  rece- 
sos $e  casación  es  circunstancia  indispensable  que  se  in- 
terpongan contra  sonancia  que  haya  recaido  sobre  defini- 
tiva, según  establece  el  art.  1.025  de  la  Ley  de  Enjuicia-, 
miento  civil,  (Apel  en  cas.  núm.  5.).. ................... ,        20 

r  Conforme  $  lo  dispuesto  en  el  art.  1.010  de  |a  Ley 

de  enjuiciamiento  civil ,  se  da  recurso  de  casación  contra 

todas  las  sentencias  de  los  Tribunales  superiores   que  re- 

,  caigan  sobre  definitiva  ,    si  concurren  las  causas  (le   los 

"'artículos   1.012  ?    1.01$   y   siguientes.    (Apel.   en  casqciqn 

número  19.)..,. .. \. ,..., *.*•••        97 

Conforme  9  lo  que  preceptúan  los  artículos  '1.010, 

1.011  y  1.014  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  recurso 
extraordinario  de  casación  se  da  únicamente  contra  las 
sentencias  de  Iqs  Tribunales  superiores  que  recaigan  sobre 
definitiva,  entendiéndose  por  (al,  para  dicho  efecto,  lq  que 
aun  habiendo  recaido  sobre  un  artículo,  ponga  término  al 
juicio  ó  haga  imposible  su  continuación,  á  cuando  no  baya 
posibilidad  de  promover  nuevo  pleito  so|)re  |o  mismo  que 
ha  sido  objeto  de  otro.  (Apel.  en  cas.  núit).  25.)..... 11€ 

—  No  puede  admitirse  el  recurso  de  canción  interpues- 
to contra  sentencia  que  carece  del  carácter  de  definitiva, 
exigido  por  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de  Eojui- 
. .  ciamiento  civil. 

El  qrt.  1.012  de  la  misma  ley  se  refiere  á  las  sentencias 
qu^  sean  contra  ley  6  doctrina  qdmitida  por  U  Jurispruden- 
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cia  de  Ips  Tribuales .  y  no  4  jas  dictada*  par»  |4  m^U'  ,   •   f 
ciacjpp  f|p  los  inicios.  (.4*4.  f*  mi.  fifíf».  40.) ' 

Recurso  pp  casación.— S^'íí^^ia  ftyfaj/iva  —El  repnrsp  de  pastelón     jtt 
sólo  prQcede  poiUra  sentencias  (feflnitivas,  0  contra  14*  que      ' '  \¿jj 
reciten  sobra  artículos  que  pongan  férmino  al  juicio  y  hagan  V? 

imposible  su  continuación,  (¿pe},  en  cae.  J^pi»  7Q.)t.f .  ....    g99     \ 

-— - Conforme  á  las  prescripciones  dp  |os  aftfeulos  J,OJ0 

y  l.pil  de  la  L.ey  de  JJnjqiciamieijto  civil ,  e|  recurto  de 
casación  só|p  se  da  contra  sentencias  definitiva»  y  las  in- 
lerlpoutorias  prenunciadas  on  artíp||ip«  que  ppngan  ormi- 
no al  Jpjciq  y  bagan  imppsiple  su  continuación,  (4*4.  *n 
canción  núm.  65.) f ,.f ,282 

— rr Iden)  id.  {Apel  en  cas.  u*m.  60.) 274 

El  recurso  de  casacipn  só|q  es  admisible  contra  sen- 
tencias definitivas,  entendiéndose  por  tajes  para  este  efecto, 
las  que  ánn  pitfpdo  hayan  recaído  sobre  un  artículo  ponen 
término  al  juicio  y  hapen  imposible  su  continuación,  (fia- 
saciqn  núm.  114.)... ,,.••• ,..,♦...,  ,,..»,,.,,,....      491 

El  recursp  de  casación  sólo  es  procedente  y  admisi- 
ble cuando  se  interpone  de  sentencias  definitivas,  dictadas 
por  los  Tribunales  superiores,  y  fie  las  qpe  recaigan  spbre 
artículos  qqe  pongan  tfrpijno  a. I  juicip  y  hagan  impasible 
su  continuación,  según  está  prevenido  en  los  artículos  ].Q|Q 
y  1.011  de  la,  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  (¿peí.  en  ca$a- 
cionnum.  123) 529 

—  —r-  Según  Iqs  artículos  | .010,  1.911  y  1  025  de  ja  J<ey  de 
Enjuiciamiento  civil,  sólo  se  admite  el  repur»P  de  pasacion 
contra,  las  sentencias  que  recaigan  sobre  definitiva,  enten- 
diéndose también  por  tal  la  qun,  Aun  cuando  hayan  r  pea  ido 
sobrp  un  í^rtípulo,  ponga  tgripino  al  Juicio  y  baga  imposible 
su  continuación.  (<SpeL  en  <¡a*.  ftilro.  139). M 615 

Sentencia  dioiqdp  en. —No  hay  ulterior  recurso  cqntrq  las 

sentencias  que  el  Tribunal  Supremo  dicta  sobre  los  de  ca- 
sación, S0gpn  lo  preyenidq  en  el  art.  1.QQ5  dp  ja  Ley  de 
Enjuiciamiento  pivi|.  (C(w.  «úm.  fg.).,....,  ..«.M... .......      260 

TérpinQ  parq  $u  interposición.— El  térmjnp  para  interponer 

el  recurso  de  casación  es  el  de  diez  diíjs,  qt>e  empiezan  4 
correr  desde  el  siguiente  al  de  la  noUÍicaciop  de  la  senten- 
cia dictada  por  el  Tribunal  superipr  contra  la  cpal  se  uti- 
lice dicho  recurso,  segpQ  Jo  ppeyenMo.ep  e|  art.  1.022  <je 
la  ^ey  de  Enjuiciamiento  piyil. 

M  jpirPptfttaocla  4e  bjtberse  solicitado  por  uno  da  los  li- 
tigantes aclararon  de  ía  sentencia ,  no  interrumpe  el  ter- 
mino imprprogable  qne  |a  ley  señala  para  la  interposición 
del  repulso  0p  casaclpn.  (4pc¡.  en  cq$,  jitfpi.  8.)........,,.       38 
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j^to  de  Ck*kc\OH.-.Térmno  para  su  interposición.— Siendo  el 
término  prefijado  para  interponer  el  recurso  de  casación  uno 
de  los  improrogables  que  designa  el  artículo  30  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil ,  no  puede  ni  suspenderse  por  abrirse 
después  de  cumplido  por  vía  de  restitución  ni  por  otro  mo- 
tivo alguno,  en  conformidad  á  lo  que  se  dispone  en  el  ar- 
ticulo 31  siguiente.  (Apel.  en  cas.  núm.  75.)- 

Véase  D$ fema  por  pobre. —Véase  Recurso  de  nulidad.— Véase 

Refundición  de  fueros. —Véase  Sentencias  en  juicios  civiles. 

Recurso  be  casación  en  el  fondo.— Orden  del  procedimiento.— Mo 
puede  servir  de  fundamento  para  un  recurso  de  casación 
el  fondo  la  infracción  de  disposiciones  legales  que  se  re- 
fieren al  orden  del  procedimiento.  (Cas.  núm.  133.) 57S 

La  infracción  del  art.  375  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 

civil  como  del  orden  de  procedimientos,  no  puede  citarse 
útilmente  para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo.  (Casa- 

cim  núm.  138.) $9 

La  infracción  del  art.  227  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 


civil,  como  referente  al  orden  del  procedimiento,  no  puede 
servir  de  fundamento  para  un  recurso  de  casación  en  el 
fondo.  {Cas.  núm.  141.) mi 

Resultandos  y  considerandos  de  la  sentencia.— Parte  disposi- 
tiva de  la  sentencia.— Contra  los  resultandos  y  considerandos 
de  las  sentencias  no  procede  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo ,  que  únicamente  puede  interponerse  contra  su  parte 
dispositiva.  (Cas.  núm.  103.) 451 

Aunque  en  los  resultandos  y  considerandos  de  una 

sentencia  hubiere  alguna  inexactitud  ó  error,  y  no  se  hayan 
citado  las  leyes  ó  doctrinas  aplicables ,  según  previene  la 
regla  3/  del  art.  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
estos  defectos  no  pueden  dar  lugar  al  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  porque  sólo  se  admite  contra  la  parte  disposi- 
tiva de  los  fallos  ejecutorios.  (Cas.  núm.  151.) 

Recubro  i>e  casación  en  la  forma.— Para  intes poner  un  recurso  de 
casación  en  la  forma  es  indispensable  prepararlo  conve- 
nientemente, pidiendo  la  subsanacion  de  la  falta  en  la  ins- 
tancia en  que  se  haya  cometido,  y  en  la  siguiente  si  ha  si- 
do en  la  primera,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1.019  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

La  omisión  de  esta  formalidad  no  puede  excusarla  el  ar- 
tículo 872,  que  prescribe  que  contra  la  providencia  en  que 
se  deniegue  la  admisión  de  una  prueba  en  segunda  instan- 
cia sólo  procede  el  recurso  de  casación  en  su  caso  y  lugar, 
porque  esas  palabras  de  ningún  modo  excluyen  la  conve- 
niente preparación  para  el  ejercicio  de  ese  propio  recurso  en 
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la  forma,  amortizando  así  el  artículo  citado  con  al  1.019 

de  la  misma  ley.  (Apcl.  en  cas.  núm.  68.) $94 

Recurso  de  casación  en  la  forma.— Falta  de  recibimiento  á  prueba.— 
Para  darse  lugar  al  recurso  de  casación  en  la  forma  por  falta 
de  recibimiento  d  prueba  en  cualquiera  de  las  instancias,  es 
indispensable  que  sea  procedente  con  arreglo  A  derecho,  se- 
gún el  contexto  mismo  de  la  causa  cuarta  del  art.  1.013  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Can.  núm.  113.) 48& 

Incompetencia  de  jurisdicción. — La  incompetencia  de  juris- 
dicción no  propuesta  en  tiempo  oportuno  ni  reclamada  du- 
rante la  primera  instancia,  no*pnede  servir  después  de  fun- 
damento de  un  recurso  de  casación  en  la  forma.  ( Casación 
número  10.) 44 

Recurso  de  casación  kn  la  forma  y  en  el  fondo.— Depósito  en  poder 
de  Escribano.— Xo.  puede  ser  objeto  de  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  ni  en  la  forma,  el  hecho  abusivo  de  cons- 
tituir  un  depósito  en  poder  de  un  Escribano.  (Casación  nú* 
mero  7.) 31 

Recurso  de  nulidad.— Recurso  de  casación.— El  recurso  de  nnlidad 
de  la  sentencia  dictada  por  un  Tribunal  de  Comercio,  in- 
terpuesto en  segunda  instancia  y  reproducido  en  la  tercera, 
no  es  la  reclamación  especial  y  determinada  que  se  requie- 
re para  preparar  el  de  casación.  (Cas.  núm.  10.) 44 

Recurso  de  nulidad  y  de  injusticia  notoria.— Supresión  de  /o*.— 
Véase  Refundición  de  fueros.— Véase  Unificación  de  fueros. 

Redención  de  censos  de  fincas  desamortizadas. — Véase  Censos. — Re- 
dención de. 

Refundición  de  1  veros. —Delitos  comunes.— Si  bien  el  art.  1.' de  las 
disposiciones  transitorias  del  decreto  de  6  de  Diciembre 
de  1868,  sobre  refundición  de  fueros,  y  el  art.  5.'  del  de  8 
de  Febrero  de  1869,  expedido  por  el  Ministerio  de  Marina, 
previenen  que  todas  las  causas  de  delitos  comunes,  pendien- 
tes en  su  Juzgado  contra  aforados  en  activo  servicio,  se  re- 
mitan al  ordinario,  esto  se  entiende,  según  los  referidos 
artículos,  de  aquellas  cuyos  delitos  no  se  ha  reservado  y 
especifica  en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  art.  1/  del  re- 
ferido decreto.  (Comp.  núm.  31.) 198 

Tribunales  de  comercio.—Supresion  de  los  recursos  de  nulidad 
y  de  injusticia  notoria.*— Recurso  de  casación.— Depósito  de  400 
escudos  para  su  interposición  en  los  negocios  mercantiles.— Por 
el  art.  8.°,  tít.  1.°  del  decreto  del  Gobierno  provisional  de  6 
de  Diciembre  de  1868,  sobre  refundición  de  fueros  especia- 
les, elevado  á  ley  por  la  que  decretaron  y  sancionaron  las 
Cortes  Constituyentes  en  19  de  Junio  de  1869,  quedaron  su- 
primidos los  Tribunales  de  Comercio,  declarándose  compe- 
lí. 48 


trotee 

ion.-—  Término  para  ju  interposición.—  Siendo  el 
¡ado  para  interponer  el  recurso  de  casación  uno 
regables  que  designa  el  articulo  90  de  la  Ley  de 
to  civil,  no  puede  ni  suspenderse  ñor  abrirse 
umplido  por  vía  de  restitución  ni  por  otro  mo- 
en  conformidad  á  lo  que  se  dispone  en  el  ar- 

ulente.  {Apet.  en  cas.  mira.  75.)-... Mt 

ja  por  pobre.— Véase  Recurso  ie  nulidad.— 'Víase 
e  fueros. — Véase  Sentencia!  en  juicio»  civil ei. 
OH   en   el    fondo.— ■Orden  id  procedimiento.— No 
de  fundamento  para  un  recurso  de  casación 
infracción  de  disposiciones  legales  que  se  re- 

»n  del  procedimiento.  [Cas.  núm.  133.) 576 

-acción  del  art.  375  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
el  Arden  de  procedimientos ,  no  puede  citarse 
ra  un  recurso  de  casación  en  el  fondo.  (Cnio- 

I.) 5» 

acción  del  art.  327  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
■eferente  al  orden  del  procedimiento,  no  puede 
Mámenlo  para  un  recurso  de  casación  en  el 

whit.  141.) 61* 

y  considerandos  de  Ut  sentencia.— Parte  disposi- 
tcncia.-— Contra  los  resultandos  y  considerandos 
icias  no  procede  el  recurso  de  casación  en  el 
únicamente  puede  interponerse  contra  su  parte 

Cas.  mira.  103.) 4M 

e  en  los  resultandos  y  considerandos  de  una 
biere  alguna  inexactitud  ó  error,  y  no  se  hayan 
yes  ó  doctrinas  aplicables ,  según  previene  la 

art.  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
is  no  pueden  dar  lugar  al  recurso  de  casación 

porque  sólo  se  admite  contra  la  parte  disposl- 

allos  ejecutorios.  (Caí.  nim.  MI.). 671 

ion  en  i.i  forma.-  Para  intesponer  un  recurso  de 

la  forma  es  indispensable  prepararlo  conve- 
,  pidiendo  la  subsanaclon  de  la  falta  en  la  ins- 
ie  se  naya  cometido,  y  en  la  siguiente  si  ha  si- 
imera,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1.619  de  la 
iciamiento  civil. 

t  de  esta  formalidad  no  pnede  excusarla  el  ar- 
ue  prescribe  que  contra  la  providencia  en  que 
la  admisión  de  una  prueba  en  segunda  instan- 
:ede  el  recurso  de  casación  en  su  caso  y  lugar, 
palabras  de  ningún  modo  excluyen  la  conve- 
racion  para  el  ejercicio  de  ete  propio  recurso  en 
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la  forma,  amortizando  así  el  artículo  citado  con  ol  1/  ' 
de  la  misma  ley.  (Apel.  en  cas.  núm.  68.) [ \    \ 

Recurso  de  casación  ek  la  forma.-— Falta  de  recibimiento  á  prueba.-L 
Para  darse  lugar  al  recurso  do  casación  en  la  forma  por  falta 
de  recibimiento  «1  prueba  on  cualquiera  de  las  instancias,  *» 
indispensable  que  sea  procedente  con  arreglo  á  derecho,  se- 
gún el  contexto  mismo  de  la  cansa  cuarta  del  art.  1 .013  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Can.  núm.  113.) 4gg 

Incompetencia  de  jurisdicción.— L&  incompetencia  de  juris- 
dicción no  propuesta  en  tiempo  oportuno  ni  reclamada  du- 
rante la  primera  instancia,  no'puede  servir  después  de  fun- 
damento de  un  recurso  de  casación  en  la  forma.  ( Casación 
númwo  10.) 

Recurso  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo.—  Depósito  en  poder 
.  de  Escribano.— Xo,  puede  ser  objeto  de  un  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  ni  en  la  forma,  el  hecho  abusivo  de  cons- 

« 

tituir  un  depósito  en  poder  de  un  Escribano.  (Casación  nú- 
mero 7.) -       81 

Recurro  de  nulidad.— Recurso  de  casación. — El  recurso  de  nulidad 
de  la  sentencia  dictada  por  un  Tribunal  de  Comercio,  in- 
terpuesto en  segunda  instancia  y  reproducido  en  la  tercera, 
no  es  la  reclamación  especial  y  determinada  que  se  requie- 
re para  preparar  el  de  casación.  (Cas.  núm.  10.). 44 

Recurso  de  nulidad  y  de  injusticia  notoria.— Supresión  de  los.— 
Véase  Refundición  de  fueros.— Véase  Unificación  de  fueros. 

Redención  de  censos  de  fincas  desamortizadas. — Véase  Censos. — Re* 
dencion  de. 

Refundición  de  fueros.— Delitos  comunes.— Si  bien  el  art.  1.*  de  las 
disposiciones  transitorias  del  decreto  de  6  de  Diciembre 
de  1868,  sobre  refundición  de  fueros,  y  el  art.  5/  del  de  8 
de  Febrero  de  1809,  expedido  por  el  Ministerio  de  Marina, 
previenen  que  todas  las  causas  de  delitos  comunes,  pendien- 
tes en  su  Juzgado  contra  aforados  en  activo  servicio,  se  re- 
.  mitán  al  ordinario,  esto  se  entiende,  según  los  referidos 
artículos,  de  aquellas  cuyos  delitos  no  se  ha  reservado  y 
especifica  en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  art.  1."  del  re- 
ferido decreto.  (Comp.  núm.  31.).. 153 

—  Tribunales  de  comer  ció. Supresión  de  los  recursos  de  nulidad 
y  de  injusticia  notoria.— Recurso  de  casación. — Depósito  de  400 
escudos  para  su  interposición  en  los  negocios  mercantiles.— Por 
el  art.  8.a,  tít.  1.°  del  decreto  del  Gobierno  provisional  de  6 
de  Diciembre  de  1868,  sobre  refundición  de  fueros  especia- 
les, elevado  A  ley  por  la  que  decretaron  y  sancionaron  las 
Cortes  Constituyentes  en  19  de  Junio  de  1869,  quedaron  su- 
primidos los  Tribunales  de  Comercio,  declarándose  compe- 
lí, 48 
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que  cómela  el  delito  de  robo  en  cuadrilla,  que- 
a  Jurisdicción  ordinaria,  según  lo  dispone  la 
arr.  i.'  del  decreto  de  fi  de  Diciembre  de  18GR 
lición  de  fueros. 

illa  cuando  mSs  de  tres  concurren  k  la  comi- 
obo.  como  está  definido  en  el  párrafo  final  del 
del  Código  penal.  (Cotnp.  nám.  12.) 


k.— Apreciación  de  la»  prueba».— Al  formar  la 
adora  su  convicción  por  el  conjunto  de  prue- 
ran  en  los  autos .  no  infringe  el  art.  317  de  la 

dejamiento  civil.  (Caí.  núm.  49.) 

ación  o>  la*  prueba*.  —Véase  Calificación  ir  hecho». 
v  cosí  ven wd*.— Véase  Venta. 
-Véase  Jttrtiiicciott  de  Guerra. 
■oru.— Sentencia  congruente.— Siendo  la  spulen- 
*ía  de  la  demanda  y  enteramente  conforme  &  la 
del  demandado .  no  se  la  puede  impugnar  ra- 
como  incongruente  con  la  primera  y  con  la 
la  por  ambas  partes  litigantes.  {Cat.  en  Ultra- 

) 

e.  -La  sentencia  guarda  conformidad  con  la 
indo  se  contrae  precisamente  a  decidir  sobre 

ésta  y  discutido  en  el  pleito.  (C«.  núm.  133.). 


*tr.  -  Cumplimiento  de  ejecutoria.— Es  un  princi- 
ho,  consignado  en  la  ley  l'¡  del  tlt.  22  de  la 
en  el  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
te que  en  reiterados  fallos  de  este  Supremo  Tri- 
£  sentencias  deben  guardar  congruencia  con  las 
•batidas  en  el  litigio,  y  que  las  providencias 
levar  á  efecto  una  ejecutoria  deben  ajustarse 
a  las  resoluciones  que  ésta  contenga,  cumplidn- 
Itnente  y  en  toda  su  extensión;  pero  sin  iras- 
lites  nt  hacer  declaración  alguna  de  derechos 
no  se  enenentre  comprendida.  (Cat.  núm.  22.). . 
icia  absolutoria. 

'a.— Se  considera  sentencia  definitiva,  según  el 
l  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  la  que 
(taya  recaído  sobre  un  articulo,  ponga  término 
iga  imposible  sn  continuación.  {Antl  en  cata- 

I 

«  di  «nación.— Véase  Sení esriai  ai  ;u«iw  (iní«. 
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Sentencia  no  definitiva.—  Excepción  dilatoria.— Juicio  ejecutivo.— 
No  tiene  el  carácter  de  definitiva  la  sentencia  por  la  que 
sólo  se  decide  una  excepción  dilatoria  improcedente  rn  el 
juicio  ejecutivo.  {A peí.  en  cas.  núm.  3.) 

— -  Falta  de  acción  y  personalidad.— Xo  es  definitiva  en  el  con- 
cepto de  poner  término  al  juicio  y  hacer  imposible  so  con- 
tinuación, la  sentencia  que  no  accede  á  la  excepción ,  pro- 
puesta por  un  litigante,  de  falta  de  acción  y  personalidad 
en  su  contrario,  ni  la  que  declara  inadmisible  la  súplica 
contra  el  último  extremo.  (Apcl.  en  cas.  núm.  150.) 676 

Véase  Casación. 

Sentencia  dictada  en  recurso  de  cAbAuox.—  Véase  Recurso  de  ca- 
sación. 

Sentencias. —Lis  sentencias  deben  ser  claras  y  precisas,  resol- 
viéndose en  ellas  las  cuestiones  que  hayan  sido  discutidas 
en  el  pleito,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  61  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil.    (Cas.  núm.  105.) 437 

Puntos  no  discutido*.— L&  sentencia  no  puede  resolver  sobre 

puntos  no  discutidos  en  el  pleito.  (Cas.  núm.  130.) 565 

Leyes  inaplicables.— No  puede  fundarse  una  sentencia  en 

leyes  que  no  guardan  paridad  con  el  caso  á  que  la  misma 

se  concreta.  (Cas.  núm.  140.) ..      657 

Sentencias  de  las  Audiencias.— Véase  Casación. 

Sentencias  en  juicios  civiles.—  Recurso  de  casación. — Sentencia  de- 
finitiva.—las  leyes  1/  y  2.'  del  lít.  26  de  la  Partida  .1/,  en 
cuanto  se  refieren  ft  sentencias  pronunciadas  en  juicios  ci- 
viles, deben  reputarse  derogadas  por  la  vigcule  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  no  solamente  ¡t  virtud  de  la  disposición 
general  de  su  articulo  1.113,  sino  más  especialmente  por  ol 
recurso  de  casación  que  establece  contra  las  sentencias  de- 
finitivas de  los  Tribunales  superiores  en  su  fondo  y  en  su 
forma.  (Cas.  núm.  62.) 266 

Sfpaiucíon  de  un  pueblo  de  otro.— La  Renl  orden  de  17  de  Mayo 
de  1838,  disponiendo  que  «la  separación  de  un  pueblo  no 
pueda  atribuirle  derechos  exclusivos,  pues  lo  poseído  cu  co- 
mún por  dos  ó  más  entidades  jurídicas  no  se  hace  do  una 
de  ellas  tan  sólo  porque  se  lleguen  á  separar,»  sólo  es  apli- 
cable al  caso  en  que  se  trate  del  cumplimiento  de  concordias 
preexistentes.  (Cas.  núm.  60.) 247 

Servidumbre.— Si  bien  es  cierto  que,  según  las  leyes  1!,  párra- 
fo 1.*,  Digesto  De  communia  pmdiorum,  y  6/,  tít.  31,  Parti- 
da 3/,  el  que  tiene  á  su  favor  una  servidumbre.,  tiene  el  de- 
recho de  hacer  las  obras  necesarias  para  su  uso  y  conser- 
vación, esto  se  entiende  sin  perjudicar  á  tercero.  (Casación 
número  187) .....,.,,.,.. •..• .,.,,     374 
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IKDIVtDOOS  DEL    EjÉBClTO  COS  i>I»ET0  DE  LEVANTAR   PAR  TÍO  AS     ( 

el  Gobiebso  constituido. — Véase  Delitot  contra  la  seijuri- 
vrior  del  Estado  y  del  orden  público,  imputado!  á  mili- 

lancelaciM  de  cuento).— Declarado  por  los  socios,  por 
le  escritura  pública,  que  está»  canceladas  todas  sus 
,  no  puede  presentarse  después  útilmente  en  Juicio 
i  que  proceda  de  contratos  anteriores  á  la  fecha  de 

scritura.  (Cae.  núm.  US.) 631 

vocal.— En  la  sociedad  conyugal  se  reputan  como 
Kifenectentes  a  la  misma,  los  que  no  se  justifiquen 
y  señaladamente  proceden  de  uno  ú  otro  cónyuge. 

a  num.  57.) '. 836 

temo  servicio.— Véase  Rabo  en  cuadrilla. 

;ula*.-  -En  las  cuestiones  sobre  sucesión  vincular  la 

d  del  fundador  es  la  primera  ley  que  ba  de  aplicar  - 

solverlas.  (Cae.  nám.  6.) '. SI 

!  unos  flotantes.— .Vou/Voffw.— La  suuimion  de  unos 
i  flote  en  la  dársena  de  un  puerto,  constituye  juridi- 
;  un  naufragio.    (Comp.  núm.  Si.) 186 

LOS  RECimSOS  DE  NOLIDAD  V  su:  injusticia  notobia. — Vél- 
ndicion  de  fuera* . 
iNTRáitios. — Véase  Ejecutoria, 


pruebas.    -Véase  Pruebas.  . 

on  vale.— Véase  Non  numerata  pecunia.—  Excep- 

dominio. — Bienes  tmbart/adot.—  Ejecución.— En  las  ler- 
le  dominio  intentadas  sobre  los  bienes  embargados 
.  ejecución  despachada  en  favor  de  otro ,  no  puede 
rigurosamente  demandado  si  ejecutado,  ni  actor  •' 
iie  para  los  efectos  de  la  ley  i.',  lit.  13,  Partida  3.', 
las  confesiones  del  ejecutado  no  pueden  tener  el  va- 
la  ley  da  á  las  que  hacen  los  demandados  en  jai 
tiario,  toda  vez  que  los  intereses  de  ambos  son  dis- 

Cas.  núm.  56.) ,...,.... 

gteutim.— En  las  tercerías  de  dominio  provocadas  en 
>  ejecutivo,  se  conceptúa  actor  al  que  las  promueve. 

ii  núm.  57.) 

jora  del.— Véase  Podre. 

I   IVTKBPOnKH  EL  RECURSO  DE  CASACIÓN.— VéaSC  ñecUrsQ  it 
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Térmksos  judiciales.— Los  términos  empiezan  á  correr  desde  0' 
día  siguiente  al  en  que  se  hubiere  hecho  el  emplazamiento* 
la  citación  ó  notificación,  y  se  contari  en  ellos  el  dia  da' 
vencimiento,  según  el  art.  25  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

El  término  para  apelar  de  Iqs  sentencias  definitivas  y  de 
las  que  decidan  un  articulo,  es  el  de  pinco  dias  según  al  67, 
y  es  improbable  según  el  30. 

La  ley  exceptúa  sólo  de  esta  regla  general  el  término  del 
emplazamiento,  que  es  el  que  dehe  contarse  después  de  la 
notificación  del  último  de  los  interesados  si  son'  varios ,  y 
cuya  cualidad  de  término  común  no  puede  ampliarse  al  de 
la  apelación ,  pues  no  está  comprendido  en  aquella  ex- 
cepción. 

Pasado  el  término  de  los  cinco  dias  sin  haberse  Inter- 
puesto apelación ,  queda  firme  por  la  misma  ley  la  sentencia 
según  el  art.  68.  (Cas.  núm.  53.) 223 

Testador.— Voluntad  del.— La  voluntad  del  testador  es  ley  supre- 
ma en  materia  de  sucesiones.  (Cas.  núm.  41.)./....' 169 

En  las  cuestiones  que  se  promueven  sobre  inteligen- 
cia y  aplicación  de  lo  dispuesto  por  un  testador  en  testa- 
mento legalmente  otorgado,  la  voluntad  de  aquel  es  la  ley 
que  ha  de  aplicarse.  (Cas.  núm.  55.) 229 

La  ley  en  materia  de  testamentos  es  la  explícita  y 

manifiesta  voluntad  de  los  testadores.  (Cas.  núm,  83.) 351 

Palabras  del— L^ís  palabras  del  testador  deben  entenderse 

llanamente  y  como  ellas  suenan.  (Cas.  núm.  85.) 360 

ídem  id.  (Cas.  núm.  130.) 565 

— ■ Las  palabras  del  testador  han  de  entenderse  llana- 
mente y  como  suenan,  debiendo  servir  de  norma  al  Juzga- 
dor para  determinar  con  fijeza  y  precisión  curtí  fué  su  ánimo 
y  voluntad.  (6'a«.  núm.  149.) 657 

Testamentaría.— JmjWo  de. —Juez  competente  para  conocer  del  juicio 
de  testamentaria.— El  Juez  del  domicilio  del  difunto  es  el 
competente  para  conocer  del  juicio  de  testamentaría,  con- 
forme A  lo  dispuesto  en  el  art.  410  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  (Comp.  núm.  52.) > 220 

Testamento.—  Validez  del.— incapacidad  mental  de  alguno  de  los  tes- 
tigos del  testamento.— Firmas  de  los  testigos  instrumentales.— 
Institución  hereditaria  usufructuaria.— Cláusula  ad  cautelain  ó 
derogatoria.— La  capacidad  mental  de  los  testigos  que  asisten 
al  otorgamiento  de  un  testamento  hecho  ante  Escribano  con 
las  demás  solemniza  les  legales,  se  presume  de  derecho 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 
Al  que  impugna  la  validez  de  un  testamento,  por  incapa- 
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¿0Í  mental  de  alguno  de  los  testigos,  le  incumbe  probarla 

¿i  relación  á  la  época  de  su  otorgamiento. 

¿as  firmas  de  los  testigos  instrumentales  no  son  necesa- 
rfis  para  la  validez  de  un  testamento  otorgado  antes  de  Ja 
jKiblieaeion  de  la  ley  del  Notariado,  ui  lo  son  hoy  sino  en 
él  caso  previsto  en  ci  art.  75  del  reglamento  para  la  ejecu- 
ción de  dicha  ley  de  28  de  Mayo  de  18(¡2. 

Cuando  el  Escribano  otorgante  es  de  buena  fama  y  el  tes- 
lamento  tiene  todas  las  formalidades  externas  que  la  ley 
exige,  no  le  invalida  el  que  los  testigos  instrumentales  digan 
que  no  lo  fueron  de  aquel  testamento ,  y  por  consiguiente 
menos  puede  producir  ese  efecto  cuando  aseguran  haberlo 
sido,  aunque  difieran  en  algunos  accidentes  acerca  del  con- 
tenido del  mismo,  ó  si  estamparon  en  él  sus  firmas. 

La  institución  hereditaria  usufructuaria ,  hecha  en  testa- 
mento válido  no  depende  de  que  haya  ó  no  institución  en 
propiedad,  ni  de  que  c!  en  esta  instituido  ada  ó  no  la  he- 
rencia, sino  de  que  el  usufructuario  tenga  .capacidad  para 
adquirir  el  Usufructo  según  la  ley. 

La  cláusula  ad  cautelam  ó  derogatoria  puesta  en  un  tes- 
tamento otorgado  con  todas   las  solemnidades  de  derecho 
J  hace  nulos,  por  voluntad  del  testador,  lodos  los  posteriores 

que  expresamente  no  la  deroguen. 

Las  cláusulas  generales  de  derogación  de  anteriores  tes- 
I  lamentos  consignada  en  el  último,  no  es  la  especial  que 

'  exige  la  ley  para  que  se  entienda  derogada  la  ad  cautelam  ó 

,  derogatoria  contenida  en  otro  anterior.  (Cu*,  núm.  127.)....     53 

Testamento.  -Véase  Ultima  voluntad. 
I  Testamento  ínter  libera*.— La  falta  de  institución   diroela  en  pri- 

mer grado  de  los  hijos  del  testador,  ni  la  de  no  señalar- 
les la  porción  hereditaria  en  que  los  instituye  ,  ni  el  ins- 
tituir á  una  persona  extraña  .  son  causas  bastantes  para 
quitar  á  un  testamento  la  cualidad  de  ínter  liberas ,  porque 
la  ley  no  exige  esa  institución  en  primer  grado  á  favor  de 
Jos  hijos  ,  y  la  obligación  impuesta  por  el  testador  al  cón- 
yuge sobreviviente  de  disponer  de  sus  bienes  en  favor  de 
los  hijos  que  de  su  matrimonio  tuvieren  ,  lo  constituye  cu 
la  clase  de  herederos  do  confianza  y  llena  los  requisitos 
exigidos  en  la  novela  107,  y  en  especial  el  de  que  los  hijos 
sean  herederos. 

El  testamento  ínter  liberas  no  se  deroga  sino  por  otro  en 
que  concurra  la  circunstancia  de  especial  derogación.  (Ca- 

sacion  núm.  63.) J7J 

Testigos  del  testamento.—  Incapacidad  mental  de  alguno  de  foí.— 
Véase  Ttitmento.—  Valides  del. 
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Tribunales  de  Cosusfccio.— Véase  Refundición  de  fueros.— Véase  uni- 
ficación de  fueros. 
Traspohte.— Comisionista  deL— Véase  Porteador. 


u 


Ultima  \oluntad.— Testamento.— La  ley  l.g,  tít.  18,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación  concede  fuerza  de  testamento  á 
la  última  voluntad  ,  manifestada  ante  cinco  testigos  veci- 
nos del  lugar  donde  el  testamento  se  hiciere.  (  Casación 
número  77.) 326 

Umiicacion  de  fueros.—  Tribunales  de  Comercio.— -Recurso  de  injus- 
ticia notoria.— Los  pleitos  y  causas  pendientes  en  los  Tribu- 
nales de  Comercio  al  publicarse  el  decreto  del  Gobierno 
provisional  de  6  de  Diciembre  de  1868  sobre  unificación 
de  fueros ,  que  ya  es  ley ,  deben  ,  según  lo  prevenido  en 
la  disposición  cuarta  de  las  transitorias  que  el  mismo  es- 
tablece ,  continuar  sustanciándose  con  sujeción  á  las  le- 
yes anteriores ,  hasta  que  termine  la  instancia  en  que  se 
encontrasen  ,  ajustándose  al  procedimiento  en  las  subsi- 
guientes ,  conforme  á  lo  ordenado  en  el  art.  11  del  refe- 
rido decreto  á  las  prescripciones  de  la  Ley  de.  Enjuicia- 
miento civil. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  reconoce  el  recurso  de 
injusticia  notoria  ,  expresamente  suprimido  además  para 
los  pleitos  de  comercio  por  el  art.  13  del  decreto  del  Go- 
bierno provisional  de  6  de  Diciembre  de  1868  sobre  unifi- 
cación de  fueros ,  que  concede  en  su  lugar  el  de  casación 
en  los  casos  y  en  la  forma  que  dicha  ley  lo  establece.  (Ape- 
lación en  inj.  nol.  núm.  69.) 897 

Véase  Jurisdicción  de  Git&ra. 


Vale.— Véase  Tenedor  de  un. 

Validez  del  testamento.—  VdaáC  Testamento. 

Vecindad.—  Requisitos  para  ganar  la.— Para  domiciliarse  y  ganar 
vecindad  en  un  pueblo  basta  llenar  todos  los  requisitos  que 
al  efecto  exija  la  legislación  vigente,  con  arreglo  á  la  juris- 
prudencia establecida  por  este  Supremo  Tribunal.  [Compe- 
tencia núm.  52.) .,.,.,..,.,... ,..,.,      320 
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—Nulidad  de  una.— Para  declararse  la  nulidad  de  un*  venta 
¿r  haber  sido  hecha  en  fraude  de  acreedores,  debe  coos- 
ar la  absoluta  insolvencia  del  vendedor  y  la  mala  fé  de 
éste  y  del  comprador  para  perjudicar  á  terceros.  (Casación 

número  7.) 31 

Vendida  una  cosa  bajo  ql  concepto  de  no  estar  ena- 
jenada, este  contrato  es  nulo  como  producto  del  error  en 

que  el  segundo  vendedor  se  halla.  (Cas.  núm.  43.) 177 

Saneamiento  de  la  cosa  vendida.— E\  que  vende  como  libre  una 
cosa  que  en  parte  la  tiene  vendida  á  otro,  está  obligado  al 
saneamiento  de  ella,  según  lo  ordena  la  ley  61,  Digesto,  De 

eviclionifais.  (Cas.  núm.  117. ).# 504 

Venta  de  bienes  pertenecientes  á  la  quiebra.— Véase  Graduación 
|  de  créditos. 

i  Venta  iie  bienes  vispui.ados.  —Véase  Vinculaciones. 

Vinculaciones.— Todas  las  vinculaciones  civiles  familiares ,  cual- 
quiera que  sea  su  nombre,  quedaron  extinguidas  desde  30 
de  Agosto  de  1836,  en  que  se  restableció  la  ley  de  U  de  Oc- 
tubre de  1820,  y  los  bienes  de  su  dotación  reducidos  á  la 
clase  de  absolutamente  libres. 

Las  cuestiones  .1  que  dan  lugar  los  contratos  hechos  con 
posteriorioridad  al  restablecimiento  de  la  ley  desvinculadora, 
por  los  que  se  supongan  ó  sean  actuales  poseedores  ó  inme- 
diatos sucesores ,  han  de  resolverse  ppr  la  legislación  co- 
mún, entendiéndose  tal  la  misma  fundación  y  leyes  desvin- 
culadoras.  (Cas.  núm.  47.) 198 

En  las  cuestiones  de  mejor  derecho  á  los  bienes  de  la  do- 
tación de  un  vínculo,  la  fundación  es  la  primera  ley  que 
ha  de  aplicarse. 

Las  vinculaciones  se  reputan  siempre  regulares,  si  expre- 
sa y  terminantemente  no  dispone  otra  cosa  el  fundador. 

Por  la  misma  regla  las  incompatibiljdíides  son  de  rigurosa 
interpretación,  reputándose  personales  y  no  lineales,  para 
retener  y  no  para  adquirir,  cuando  el  fundador  expresa  y 
terminantemente  no  ha  dispuesto  lo  contrario.  (Cas.  núm.  87.)     370 

Por  el  art.  2.*  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  se  or- 
dena que  los  poseedores  de  las  vinculaciones  suprimidas 
puedan  disponer  libremente  de  los  bienes  en  que  aquellas 
consistiesen,  llenando  los  requisitos  qup  exige  ej  siguiente 
artículo  3.°.  (Cas.  núm.  88.) 381 

Desde  30  de  Agosto  de  1836  en  que  se  restableció  el  decre- 
to de  las  Cortes  de  27  de  Setiembre  de  1820  ,  quedarorj  re- 
ducidos á  la  clase  de  libres  los  bienes  que  fueron  vincula- 
dos, y  sujetos  á  las  prescrjpchqes  del  derecho  común.  [Ca- 
sacion  núm.  93.) 409 
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Vinculaciones.— Venía  de  bienes  vinculados.—  Con  forree  al  art.  3/ de 
la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  los  poseedores  de  bienes 
vinculados  sólo  están  facultados  para  vender  la  mjtad  que 
les  pertenece,  precediendo  al  efecto  formal  tasación  y  divi- 
sión de  todos  ellos  con  rigorosa  igualdad  y  con  intervención 
del  inmediato  sucesor;  y  según  la  aclaratoria  de  28  de  Junio 
de  1821,  cuando  no  concurran  tales  requisitos  y  fuere  no- 
toriamente menos  de  la  mitad  la  parte  de  bienes  que  se 
trate  de  enajenar,  y  el  inmediato  sucesor  se  hallare  bajo  la 
patria  potestad,  deberá  prestar  el  consentimiento  el  Síndico 
Procurador  del  lugar  donde  resida  el  poseedor,  siendo  nu- 
los los  contratos  que  se  celebren  sin  estas  formalidades. 

(Casación  núm.  131.) 569 

Al  suprimir  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  toda 

clase  de  vinculaciones,  y  facultar  en  su  art.  2."  á  los  posee- 
dores actuales  de  las  mismas,  para  que  pudiesen  disponer 
desde  luego  como  suyos  de  la  mitad  de  los  bienes  que  las 
constituían,  previno  asimismo,  que  después  de  la  muerte 
de  aquellos,  pasase  la  otra  mitad  al  que  debia  suceder  in- 
mediatamente en  la  vinculación,  si  subsistiese,  para  que 
pudiera  también  disponer  de  ella  libremente  como  dueño. 
La  facultad  que  por  el  art.  1.°  de  la  ley  de  28  de  Junio 
de  1821  se  concede  á  los  poseedores  actuales  de  vender  la 
mitad  ó  menos  de  los  bienes  que  estuvieron  vinculados,  ob- 
teniendo el  consentimiento  del  siguiente  llamado  en  orden, 
lleva  por  objeto  dispensarles  de  la  división  de  todo  el  víncu- 
lo, la  cual  era  absolutamente  necesaria  para  cualquiera  ena- 
jenación ,  según  el  art.  3.°  de  la  expresada  ley  de  11  de 
Octubre  de  1820. 

Los  bienes  correspondientes  á  la  mitad  reserva  ble  de  un 
vínculo,  aunque  se  hayan  vendido  con  el  consentimiento 
del  que  era  inmediato  sucesor  al  tiempo  de  firmarse  el 
contrato,  se  podrán  reclamar  por  el  que  lo  fuese  realmen- 
te al  tiempo  de  la  muerte  del  poseedor  que  los  vendió, 
siempre  que  el  comprador  no  ignorara  la  calidad  de  estos 
bienes,  según  lo  establecido  en  dicho  art.  3.°  y  doctrina  de 

este  Tribunal  Supremo.  (Cas.  núm.  134.) 583 

—  Mayorazgos.  — Patronatos  familiares.— Capellanías  laicales.- 
Bienes  eclesiásticos  del  clero  secular  y  regular.— Por  la  ley  de 
11  de  Octubre  de  1820,  restablecida  en  el  decreto  de  30  de 
Agosto  de  1836 ,  se  comprenden  en  la  desvinculacion  que 
por  la  misma  se  establece,  así  los  bienes  procedentes  de 
mayorazgos,  como  los  de  patronatos  familiares  y  capella- 
nías laicales,  equiparándolos  ep  cuanto  al  modo  de  distri- 
buirlos. 


\ 
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La  ley  de  2  de  Setiembre  de  18il  y  demás  disposiciones 
¿ciadas  para  su  aplicación,  se  concretan  á  la  enajenación 
te  los  bienes  eclesiásticos  del  clero  secular  y  regular.  (Ca- 
pación nAm.  137.) 502 

elaciones.— Mayorazgos.— Por  los  artículos  I.*,  2.*  y  3/  de  la 
ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  restablecida  en  30  de  Agosto  de 
1836,  se  suprimieron  toda  clase  de  vinculaciones,  se  declara- 
ron libres  los  bienes  que  las  componían,  se  dio  la  mitad  de 
ellos  al  poseedor  actual  para  que  pudiese  enajenarlos  como 
dueño,  previa  tasación  y  división  de  todos,  con  intervención 
del  sucesor  inmediato,  y  se  obligó  al  poseedor  á  reservar  la 
otra  mitad  para  quien  debia  suceder  inmediatamente  en  las 
referidas  vinculaciones,  si  subsistiesen ,  de  cuya  mitad  po- 
dría también  disponer  libremente  como  dueño. 

Por  el  art.  1."  de  la  ley  de  28  de  Junio  de  1821,  aclara- 
toria de  la  de  11  de  Octubre  de  1820 ,  y  para  facilitar  la 
ejecución  de  ésta,  se. autorizó  á  los  poseedores  actuales  de 
las  vinculaciones  suprimidas  para  enajenar  la  mitad  ó  mo- 
nos de  su  valor  sin  la  previa  tasación  y  división  que  exi- 
gía el  art.  3.*  de  la  de  11  de  Octubre  con  tal  que  obtuvie- 
sen el  consentimiento  del  siguiente  llamado  en  orden ,  no 
teniendo  acción  cualquiera  otro  que  pudiera  suceder  legal- 
mente  para  reclamar  contra  lo  hecho  y  ejecutado  en  vir- 
tud del  convenio  de  un  predecesor.  {Cas.  núm.  146.) 638 

Vincula». —Véase  Sucesión  vincular. 

Voluntad  dkl  testa  doh.— Véase  Testador. 


N.N  DEL    Í>DICE  ALFAEÉT1CO. 


EXPLICACIÓN 


r>F  LAS 
ABREVIATURAS   DEL  ÍNDICE  ALFABÉTICO. 


Caí.— Quiere  decir  Reamo  ie  casación  en  asunto  civil ;  esto  es ,  que  la 
declaración  que  le  precede,  ha  sido  hecha  en  sentencia  dictada  en 
un  recurso  de  dicha  clase. 

Apel.  en  ras.— Apelación  por  no  haber  sido  admitido  el  recurso  de  ca- 
sación. 

Cas.  en  1/.— Recurso  de  casación  en  causa  por  delito  de  Hacienda. 

Cas.  en  (/.—Recurso  de  casación  en  pleito  de  Ultramar. 

Comp.— Competencia. 

hj.  not.-— Recurso  de  injusticia  notoria  en  asunto  do  comercio. 

Nu/.— Recurso  de  nulidad  en  asunto  civil. 

El  número  que  sigue  &  cada  una  de  dichas  abreviaturas ,  es  el  que  tiene 
en  este  tomo  la  sentencia  á  que  se  refiere ,  según  el  orden  crono- 
lógico. 

Esta  raya  significa  que  rige  la  primera  palabra  ó  epígrafe  del  caso 

ó  declaración  anterior. 
—  Que  rigen  las  dos  ó  mas  palabras  del  epígrafe  que  precede. 


